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Presentación

El Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales (MARN) presenta su compilación de 
Legislación Ambiental, que recoge los principales instrumentos legales, con los que cuenta la 
institucionalidad salvadoreña, para la gobernanza ambiental. 

La compilación se divide en dos capítulos. El primero, incluye leyes y reglamentos nacionales. 
El segundo, reúne acuerdos, convenios y protocolos internacionales, adoptados por el Estado 
Salvadoreño.

Cada instrumento cuenta con sus reformas actualizadas. Algunos son de competencia directa 
del MARN y, otros son compartidas con instituciones públicas, igualmente responsables de 
velar por su cumplimiento, en beneficio del patrimonio natural del país.

El principal objetivo de la Compilación de la Legislación Ambiental es facilitar a las instituciones y 
a la ciudadanía, el acceso al escenario legal, según los compromisos internacionales adquiridos, 
en las que se circunscribe las reglas de actuación pública y privada, respecto al medio ambiente 
y los recursos naturales.    

De igual forma,  para la Dirección General de Gestión Territorial del MARN, se convierte en 
un elemento clave para la orientación, capacitación y asesoría, en la ejecución de diversas 
acciones coordinadas, que inician con el reconocimiento de los derechos y obligaciones, que 
tienen los diferentes actores en materia ambiental.

Desde la actual gestión de Gobierno, se apuesta a la educación ambiental y la  concientización 
ciudadana, sobre la importancia del desarrollo sostenible, hacia la protección, preservación y 
restauración de los ecosistemas y su biodiversidad.  

Un desafío que requiere del conocimiento y estricto cumplimiento de la normativa ambiental, 
para garantizar una mejoría en la calidad de vida, de las futuras generaciones.
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CÓDIGO MUNICIPAL 

TÍTULO I

OBJETO Y CAMPO DE APLICACIÓN 

CAPÍTULO ÚNICO

Art. 1. El presente Código tiene por objeto desarrollar los principios constitucionales referentes 
a la organización, funcionamiento y ejercicio de las facultades autónomas de los municipios.

TÍTULO II 

CONCEPTOS GENERALES

CAPÍTULO ÚNICO

Art. 2. El Municipio constituye la Unidad Política Administrativa primaria dentro de la organización 
estatal, establecida en un territorio determinado que le es propio, organizado bajo un 
ordenamiento jurídico que garantiza la participación popular en la formación y conducción de la 
sociedad local, con autonomía para darse su propio gobierno, el cual como parte instrumental 
del Municipio está encargado de la rectoría y gerencia del bien común local, en coordinación 
con las políticas y actuaciones nacionales orientadas al bien común general, gozando para 
cumplir con dichas funciones del poder, autoridad y autonomía suficiente.

El Municipio tiene personalidad jurídica, con jurisdicción territorial determinada y su representación 
la ejercerán los órganos determinados en esta ley. El núcleo urbano principal del municipio 
será la seda del Gobierno Municipal.

Art. 3. La autonomía del Municipio se extiende a:

La creación, modificación y supresión de tasas por servicios y contribuciones públicas, para 
la realización de obras determinadas dentro de los límites que una ley general establezca;
El Decreto de su presupuesto de ingresos y egresos;
La libre gestión en las materias de su competencia;
El nombramiento y remoción de los funcionarios y empleados de sus dependencias, de 
conformidad al Título VII de este Código;
El decreto de ordenanzas y reglamentos locales;
La elaboración de sus tarifas de impuestos y reformas a las mismas para proponerlas 
como ley a la Asamblea Legislativa.

1.

2.
3.
4.

5.
6.
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TÍTULO III

DE LA COMPETENCIA MUNICIPAL Y LA ASOCIATIVIDAD DE LOS MUNICIPIOS 

CAPÍTULO UNO

DE LA COMPETENCIA MUNICIPAL (7)

Art. 4. Compete a los Municipios:

La elaboración, aprobación y ejecución de planes de desarrollo local; (7)
Actuar en colaboración con la defensoría del consumidor en la salvaguarda de los intereses 
del consumidor, de conformidad a la ley; (7)
El desarrollo y control de la nomenclatura y ornato público;
La promoción y de la educación, la cultura, el deporte, la recreación, las ciencias y las artes;

1.
2.

3.
4.

INTERPRETACIÓN AUTÉNTICA

DECRETO N° 1018

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE EL SALVADOR, CONSIDERANDO:

I. Que por Decreto Legislativo N° 274 de fecha 31 de enero de 1986, publicado en el Diario 
Oficial N° 23, Tomo N° 290, del 5 de febrero del mismo año, se emitió el Código Municipal.

II. Que de conformidad con lo establecido en el numeral 4 del Artículo 4 dicho cuerpo 
normativo, es competencia de los Municipios, la promoción de la educación, la cultura, 
el deporte, la recreación, las ciencias y las artes.

III. Que, en base a lo anterior, diferentes Concejos Municipales del país otorgaron autorizaciones 
para la erogación de fondos en la promoción al deporte y recreación; así como para 
asociaciones deportivas y recreativas de la jurisdicción de cada Municipio.

IV. Que, en vista de lo anterior, han surgido diferentes interpretaciones por parte de algunos 
funcionarios municipales, así como representantes de entes controladores, en elsentido 
de observar las erogaciones realizadas por los municipios para la promoción del deporte 
y la recreación.

V. Que, con el fin de incentivar a la juventud en la participación de actividades deportivas y 
recreativas, es necesario realizar una interpretación auténtica que determine la forma en que 
deberá entenderse la promoción al deporte y recreación por parte de los municipios.

POR TANTO,

en uso de las facultades Constitucionales y a iniciativa del Diputado José Francisco Merino López, 
Mario Antonio Ponce López, Reynaldo Antonio López Cardoza, Guillermo Antonio Gallegos 
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Navarrete, Lorena Guadalupe Peña Mendoza, Sigifredo Ochoa Pérez, Donato Eugenio Vaquerano 
Rivas, Julio César Fabián Pérez, Rodolfo Antonio Parker Soto, Mario Alberto Tenorio Guerrero.

DECRETA la siguiente:

Interpretación Auténtica del Artículo 4 numeral 4 del Código Municipal, emitido por medio 
del Decreto Legislativo N° 274 de fecha 31 de enero de 1986, publicado en el Diario Oficial 
N° 23, Tomo 290 de fecha 5 de febrero del mismo año.

Art. 1. Interprétase auténticamente el Art. 4 numeral 4 del Código Municipal, así: deberá 
entenderse que el término promoción en el ámbito del deporte y la recreación, significa 
que podrán utilizarse los recursos provenientes de los fondos municipales, bajo las 
siguientes modalidades:

1. Por medio de la erogación de fondos municipales de forma directa a las asociaciones 
deportivas que desarrollen sus actividades principalmente dentro de la jurisdicción del 
Municipio, y que rindan cuentas a la municipalidad de la utilización de las erogaciones 
realizadas por el mismo;

2. Contratación de personal para la instrucción y enseñanza de cualquier disciplina deportiva 
o recreativa a desarrollarse dentro de la jurisdicción del Municipio, siempre y cuando 
estas asociaciones deportivas pertenezcan y desarrollen sus actividades principalmente 
dentro de la jurisdicción del Municipio; y,

3. La adquisición de inmuebles, construcción o mantenimiento de instalaciones, en las cuales 
se desarrollen las actividades deportivas o recreativas promocionadas por la municipalidad.

Las anteriores erogaciones, dependerán de la capacidad económica de cada municipalidad, 
sin afectar la prestación de servicios básicos municipales y la promoción social de las 
necesidades primordiales de los habitantes del Municipio.

Esta interpretación auténtica se considerará incorporada al tenor del numeral 4, del 
artículo 4 del Código Municipal, y sus efectos se retrotraerán a la fecha de entrada en 
vigencia del Código Municipal.

Art. 2. El presente Decreto entrará en vigencia desde el día de su publicación en el Diario 
Oficial.

DADO EN EL SALON AZUL DEL PALACIO LEGISLATIVO: San Salvador, a los treinta días 
del mes de abril del año dos mil quince.

D.O. N° 85, Tomo N° 407, Fecha: 13 de mayo de 2015.

5. 	 La promoción y desarrollo de programas de salud, como saneamiento ambiental, 
prevención y combate de enfermedades;

6. 	 La regulación y supervisión de los espectáculos públicos y publicidad comercial, en 
cuanto conciernen a los intereses y fines específicos municipales;
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7. 	 El impulso del turismo interno y externo y la regulación del uso y explotación turística 
y deportiva de lagos, ríos, islas, bahías, playas y demás sitios propios del municipio;

8. 	 La promoción de la participación ciudadana, responsable en la solución de los problemas 
locales en el fortalecimiento de la conciencia cívica y democrática de la población;

9. 	 la promoción del desarrollo industrial, comercial, agropecuario, artesanal y de los 
servicios; así como facilitar la formación laboral y estimular la generación de empleo, 
en coordinación con las instituciones competentes del Estado; (7)

10. 	 La regulación y el desarrollo de planes y programas destinados a la preservación, 
restauración, aprovechamiento racional y mejoramiento de los recursos naturales, de 
acuerdo a la ley; (7)

11. 	 La regulación del transporte local; así como la autorización de la ubicación y 
funcionamiento de terminales y transporte de pasajeros y de carga, en coordinación 
con el viceministerio de transporte.

	 Para los efectos del inciso anterior, se entenderá por transporte local el medio público 
de transporte que, estando legalmente autorizado, hace su recorrido dentro de los 
límites territoriales de un mismo municipio; (7)

12. 	 La regulación de la actividad de los establecimientos comerciales, industriales, de 
servicio y otros similares;

13. 	 La regulación del funcionamiento extraordinario obligatorio en beneficio de la comunidad 
de las farmacias y otros negocios similares;

14. 	 La regulación del funcionamiento de restaurantes, bares, clubes nocturnos y otros 
establecimientos similares;

15. 	 La formación del registro del estado familiar y de cualquier otro registro público que 
se le encomendare por ley; (7)

16. 	 La promoción y financiamiento para la construcción o reparación de viviendas de 
interés social de los habitantes del municipio, siempre y cuando la municipalidad 
tenga la capacidad financiera para su realización y que la misma documente la escases 
de recursos y grave necesidad de los habitantes beneficiados con la adquisición o 
reparación de la vivienda según corresponda (7)(12).

17. 	 La creación, impulso y regulación de servicios que faciliten el mercadeo y abastecimiento 
de productos de consumo de primera necesidad, como mercados, tiangues, mataderos 
y rastros; (7)

18. 	 La promoción y organización de ferias y festividades populares;
19. 	 La prestación del servicio de aseo, barrido de calles, recolección, tratamiento y disposición 

final de basuras. Se exceptúan los desechos sólidos peligrosos y bioinfecciosos.
	 En el caso de los desechos sólidos peligrosos y bio-infecciosos los municipios actuarán 

en colaboración con los ministerios de salud pública y asistencia social y de medio 
ambiente y recursos naturales, de acuerdo a la legislación vigente; (7)

20. 	 La prestación del servicio de cementerios y servicios funerarios y control de los 
cementerios y servicios funerarios prestados por particulares;

21. 	 La prestación del servicio de Policía Municipal;
22. 	 La autorización y regulación de tenencia de animales domésticos y salvajes;
23. 	 La regulación del uso de parques, calles, aceras y otros sitios municipales;
	 En caso de calles y aceras deberá garantizarse la libre circulación sin infraestructura y 

otras construcciones que la obstaculicen; (7)
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24. 	 La autorización y regulación del funcionamiento de loterías, rifas y otras similares; 
sin embargo, los municipios no podrán autorizar ni renovar autorizaciones para el 
establecimiento y funcionamiento de negocios destinados a explotar el juego en 
traga níquel o traga perras, veintiuno bancado, ruletas, dados y, en general, los que 
se ofrecen en las casas denominadas casinos; (5) **Declarado Inconstitucional Parte 
Final del Ordinal 24º.

INTERPRETACIÓN AUTENTICA **DECLARADA INCONSTITUCIONAL DECRETO Nº 27.

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE EL SALVADOR, CONSIDERANDO:

I.	 Que por Decreto Legislativo No. 274, de fecha 31 de enero de 1986, publicado en el 
Diario Oficial No. 23, Tomo 290, del 5 de febrero del mismo año, se emitió el Código 
Municipal;

II.	 Que, de conformidad a lo establecido en dicho marco legal, diferentes Concejos 
Municipales del país otorgaron autorizaciones para el funcionamiento de ciertos 
negocios, denominados popularmente como Casinos, en donde se practican distintos 
juegos de azar, tales como el traga níquel o traga perras, veintiuno bancado, ruletas, 
dados y otros similares;

III.	 Que la autorización de los negocios mencionados en el Considerando anterior causó 
indignación en la población, lo que hizo necesario que esta Asamblea Legislativa, por 
medio de Decreto Legislativo No. 730, de fecha 14 de octubre de 1999, publicado en 
el Diario Oficial No. 210, Tomo 345 del 11 de noviembre del mismo año, reformara 
el Código Municipal con el objeto de que los municipios no pudieran autorizar ni 
renovar autorizaciones para el establecimiento y funcionamiento que ofrecen las casas 
denominadas casinos;

IV.	 Que en la actualidad se han vencido permisos otorgados por algunas Municipalidades, 
pero no obstante, estos negocios continúan funcionando argumentando sus propietarios 
que no se sabe con exactitud la autoridad competente para efectuar el cierre de los 
mismos;

V.	 Que la intención de esta Asamblea, fue que una vez vencidos los permisos otorgados 
para el funcionamiento de estos negocios fuera la municipalidad que les otorgó la 
que ordena el cierre de éstos, por lo cual instalan juegos que no estaban autorizados 
en el permiso original además de no pagar impuestos y negarse a respetar ninguna 
regulación;

VI.	 Que, en razón de los Considerandos anteriores, se hace necesario interpretar 
auténticamente el Decreto Legislativo mencionado en el Considerando primero 
de este decreto, con el propósito de dejar claramente establecido que la autoridad 
encargada de cerrar dichos negocios es la que otorga el permiso correspondiente;

POR TANTO,
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en uso de sus facultades constitucionales y a iniciativa del Diputado Jorge Alberto Villacorta 
Muñoz,

DECRETA:

Art. 1. Interpretase auténticamente el artículo 4 numeral 24 del Código Municipal, en el sentido 
que el permiso otorgado para el funcionamiento de las casas denominadas Casinos o salas 
de juego, en las que se ofrecen juegos traga níquel o traga perras, veintiuno bancado, ruletas, 
dados y otros juegos instalados en dichos lugares, será la municipalidad que otorgó el permiso, 
la encargada de cerrar los referidos negocios.

Art. 2. Esta interpretación auténtica queda incorporada al texto del  Art. 4 numeral 24 del 
Código Municipal.

Art. 3. El presente Decreto entrará en vigencia desde el día de su publicación en el Diario Oficial.

DADO EN EL SALON A ZUL DEL PALACIO LEGISLATIVO: San Salvador, a los quince días del 
mes de junio del año dos mil.

D.O. Nº 124, Tomo Nº 348, Fecha: 4 de julio de 2000.

25.	 PLANIFICACIÓN, EJECUCIÓN Y MANTENIMIENTO DE OBRAS DE SERVICIOS BÁSICOS, 
QUE BENEFICIEN AL MUNICIPIO; (7)

26.	 La promoción y financiamiento de programas de viviendas o renovación urbana;
	 Para la realización de estos programas, la Municipalidad podrá conceder préstamos a 

los particulares en forma directa o por medio de entidades descentralizadas, dentro 
de los programas de vivienda o renovación urbana;

27.	 La autorización y fiscalización de parcelaciones, lotificaciones, urbanizaciones y demás 
obras particulares, cuando en el municipio exista el instrumento de planificación y la 
capacidad técnica instalada para tal fin.

	 De no existir estos instrumentos deberá hacerlo en coordinación con el viceministerio 
de vivienda y desarrollo urbano y de conformidad con la ley de la materia; (7)

28.	 Contratar y concurrir a constituir sociedades para la prestación de servicios públicos 
locales o intermunicipales, o para cualquier otro fin lícito; (7)

29.	 Promoción y desarrollo de programas y actividades destinadas a fortalecer la equidad 
de género, por medio de la creación de la unidad municipal de la mujer; (7) (8)

29-a. Promoción y desarrollo de programas y actividades destinadas a fortalecer el interés 
superior de la niña, niño y adolescentes, creando la unidad municipal correspondiente; 
si la capacidad administrativa y financiera lo permite; y, (17)

30.	 Los demás que sean propios de la vida local y las que le atribuyan otras leyes (7).
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Art. 5. Las competencias establecidas en el artículo anterior, no afectan las competencias de 
carácter nacional conferidas a las diversas entidades de la administración pública (7).

Art. 6. La administración del Estado únicamente podrá ejecutar obras o prestar servicios de 
carácter local o mejorarlos cuando el municipio al cual competan, no las construya o preste, 
o la haga deficientemente. En todo caso el Estado deberá actuar con el consentimiento de 
las autoridades municipales y en concordancia y coordinación con sus planes y programas.

Las instituciones no gubernamentales nacionales o internacionales, al ejecutar obras o prestar 
servicios de carácter local, coordinarán con los concejos municipales a fin de aunar esfuerzos 
y optimizar los recursos de inversión, en concordancia con los planes y programas que tengan 
los municipios (7).

Art. 6-A. El municipio regulará las materias de su competencia y la prestación de los servicios 
por medio de ordenanzas y reglamentos (7).

Art. 7. Los servicios públicos municipales podrán prestarse por:

1-  	 El Municipio en forma directa;
2-  	 Organismos, empresas o fundaciones de carácter municipal mediante delegaciones 

o contrato;
3-  	 Concesión otorgada en licitación pública.

Art. 8. A los Municipios no se les podrá obligar a pagar total o parcialmente obras o servicios 
que no haya sido contraídas o prestados mediante contrato o convenio pactado por ellos.

Art. 9. Los Municipios tienen el derecho de intervenir temporalmente aquellos servicios públicos 
municipales que se prestaren deficientemente o se suspendieren sin autorización, sin importar 
si fuere por delegación, contrato o concesión.

Art. 10. Los Municipios tienen el derecho a revocar la concesión, previo pago de indemnización 
correspondiente, la cual no incluirá el monto de las inversiones ya amortizadas.

CAPÍTULO II

DE LA ASOCIATIVIDAD DE LOS MUNICIPIOS (7)

Art. 11. Los Municipios podrán asociarse para mejorar, defender y proyectar sus intereses o 
concretar entre ellos convenios cooperativos a fin de colaborar en la realización de obras o 
prestación de servicios que sean de interés común para dos o más municipios.
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Art. 12. Los municipios individuales o asociados con otros, podrán crear entidades descentralizadas, 
asociaciones con participación de la sociedad civil y del sector privado, fundaciones, empresas 
de servicios municipales o de aprovechamiento o industrialización de recursos naturales, 
centros de análisis, investigación e intercambio de ideas, informaciones y experiencias, para 
la realización de determinados fines municipales (7).

Art. 13. Las asociaciones o entidades creadas de conformidad a este Código, gozarán de 
personalidad jurídica otorgada por él o los municipios, en la respectiva acta de constitución. En 
dicha acta se incluirán sus estatutos, los cuales se inscribirán en un registro público especial que 
llevará la corporación de municipalidades de la República de El Salvador, y deberá publicarse 
en el Diario Oficial, a costa de las asociaciones o entidades creadas.

La participación en este tipo de entidades obligarán y comprometerán patrimonialmente a las 
municipalidades que hubieren concurrido a su constitución en la medida y aportes señalados 
en los estatutos respectivos (7).

Art. 14. Los estatutos de las asociaciones o entidades municipales deberán contener como 
mínimo:

a) 	 El nombre, objeto y domicilio de la entidad que se constituye;
b) 	 Los fines para los cuales se crea;
c) 	 El tiempo de su vigencia;
d) 	 Los aportes a que se obligan los municipios que la constituyan;
e) 	 La composición de su organismo directivo, la forma de designarlo, sus facultades y 

responsabilidades;
f) 	 El procedimiento para reformar o disolver la entidad y la manera de resolver las 

divergencias que puedan surgir, en relación a su gestión y a sus bienes;
g) 	 La determinación del control fiscal de la entidad por parte de los municipios creadores 

y de la Corte de Cuentas de la República (7).

Art. 15. Todas las instituciones del estado y entes autónomos, están obligados a colaborar con 
el municipio en la gestión de las materias y servicios de su competencia (7).

Art. 16. Derogado (7)

Art. 17. Derogado (7)

Art. 18. Derogado (7)
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TÍTULO IV

DE LA CREACIÓN, ORGANIZACIÓN Y GOBIERNO DE LOS MUNICIPIOS 

CAPÍTULO I

DE LA CREACIÓN DEL MUNICIPIO

Art. 19. La creación, fusión o incorporación de municipios corresponde al Órgano Legislativo. 

Art. 20. Para la creación de un municipio deben concurrir:

1. 	 Una población no menor de cincuenta mil habitantes de acuerdo al último censo 
poblacional, constituidos en comunidades inadecuadamente asistidas por los órganos 
de gobierno del municipio a que pertenezcan;

2. 	 Un territorio determinado;
3. 	 Un centro de población no menor de veinte mil habitantes de acuerdo al último censo 

poblacional, que sirva de asiento a sus autoridades;
4. 	 Posibilidad de recursos suficientes para atender los gastos de gobierno, administración 

y prestación de los servicios públicos esenciales;
5.	 Conformidad con los planes de desarrollo nacional. 

El municipio creado con estos requisitos tendrá el título de pueblo (7).

Art. 21. La creación, fusión o incorporación de Municipios entrarán en vigencia a partir del 
año fiscal siguiente.

Creado el municipio, el ministerio de gobernación nombrará una junta de vecinos que se 
encargará de administrar el municipio desde la fecha de su creación hasta la fecha en que 
tome posesión el concejo municipal debidamente electo (7). *** Declarado Inconstitucional

Art. 22. En los casos de creación de un municipio por separación de una parte de otro existente, 
o de extinción de un municipio por incorporación a otro u otros, la Asamblea Legislativa 
determinará todo lo referente a los bienes, derechos y obligaciones de los municipios afectados.

Art. 23. se reconoce como límites de los municipios los actualmente conocidos. La definición 
de los límites de los municipios por cualquier causa que fuere, corresponderá a la Asamblea 
Legislativa.

CAPITULO II

DE LA ORGANIZACIÓN Y GOBIERNO DE LOS MUNICIPIOS

Art. 24. El Gobierno Municipal estará ejercido por un Concejo, que tiene carácter deliberante y 
normativo y lo integrará un alcalde, un síndico y dos regidores propietarios y cuatro regidores 
suplentes, para sustituir indistintamente a cualquier propietario. Además, en las poblaciones 
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de más de cinco mil habitantes, se elegirán regidores en la siguiente proporción:

a) 	 Dos concejales o regidores en los municipios que tengan hasta diez mil habitantes.
b) 	 Cuatro concejales o regidores en los municipios que tengan más de diez mil hasta 

veinte mil habitantes.
c) 	 Seis concejales o regidores en los municipios que tengan más de veinte mil hasta 

cincuenta mil habitantes.
d) 	 Ocho concejales o regidores en los municipios que tengan más de cincuenta mil hasta 

cien mil habitantes.
e) 	 Diez concejales o regidores en los municipios que tengan más de cien mil habitantes.

El Tribunal Supremo Electoral en base a la anterior proporción, establecerá el número de 
concejales o regidores en cada municipio tomando en cuenta el último censo nacional de 
población.

El Concejo es la autoridad máxima del municipio y será presidido por el Alcalde (7).

La elección e integración del Concejo se efectuará conforme a lo dispuesto en el Código 
Electoral (14).

Art. 25. Los Concejales o Regidores suplentes podrán asistir a las sesiones con voz, pero sin voto.

Los Concejales o Concejalas o Regidores o Regidoras suplentes, que funjan como propietarios 
en sesión del concejo municipal, tendrán todos los derechos y deberes de éstos (14).

Art. 26. Para ser miembro de un Concejo se requieren como únicos requisitos los siguientes:

a) 	 Ser salvadoreño;
b) 	 Ser del estado seglar;
c)	 Estar en el ejercicio de los derechos de ciudadano y no haberlos perdido en los tres 

años anteriores a la fecha de la elección;
d) 	 Haber cumplido veintiún años de edad;
e) 	 Saber leer y escribir;
f) 	 Ser de moralidad e instrucción notoria;
g) 	 Ser originario o vecino del municipio por lo menos un año antes de la elección de que 

se trate (7).

Art. 27. No podrán ser miembros del Concejo:

a) 	 Los que tengan en suspenso o hayan perdido sus derechos de ciudadano;
b) 	 Los contratistas o subcontratistas, concesionarios o suministrantes de servicios públicos 

por cuenta del municipio;
c) 	 Los que tengan pendiente juicio contencioso administrativo o controversia judicial 
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con la municipalidad o con el establecimiento que de ella dependa o administre;
d) 	 Los enajenados mentales;
e) 	 Los empresarios de obras o servicios municipales o los que tuvieren reclamos pendientes 

con la misma corporación;
f) 	 Los militares de alta, los miembros de la policía nacional civil y de los cuerpos de la 

policía municipal y los funcionarios que ejerzan jurisdicción judicial y los parientes 
entre sí dentro del segundo grado de afinidad y cuarto grado de consanguinidad que 
formen una misma planilla;

g) 	 Los destiladores y patentados para el expendio de aguardiente y sus administradores 
y dependientes;

h) 	 Los ministros, pastores, dirigentes o conductores de cualquier culto religioso.
i) 	 Las causales contempladas en este artículo que sobrevengan durante el ejercicio del 

cargo, pondrán fin a éste (7).

Art. 28. El cargo de alcalde, síndico y concejal es obligatorio y únicamente podrá exonerarse 
del desempeño de sus funciones, por justa causa calificada por el Tribunal Supremo Electoral 
(2) (4) (7).

Los miembros de los concejos municipales podrán ser suspendidos temporalmente o destituidos 
de sus cargos (2) (4) (7).

La suspensión temporal procederá por la comisión de un delito en que pudiese incurrir 
el miembro del concejo municipal, cuando se decrete privación de libertad por autoridad 
competente (2) (4) (7).

La destitución procederá en los casos siguientes: por no reunir los requisitos exigidos en el Art. 
26 y por incurrir en las situaciones establecidas en el Art. 27 ambos de este Código (2) (4) (7).

Para la aplicación de las sanciones de suspensión temporal y destitución establecidas en los 
incisos anteriores, el Concejo Municipal respectivo deberá seguir el procedimiento establecido 
en el Art. 131 de este Código, en lo que fuere aplicable (2) (4) (7).

En caso de comisión de un delito, la autoridad competente librará oficio al concejo municipal 
respectivo, informando de la orden de detención y el concejo, previo el procedimiento referido 
en el inciso anterior, acordará la suspensión temporal y designará de su seno un sustituto. El 
plazo de suspensión será por el tiempo de duración de la privación de libertad ordenada por 
el juez (2) (4) (7).

Si el Concejo Municipal determinara la procedencia de la imposición de la sanción, el presunto 
infractor podrá interponer recurso de revocatoria, de conformidad a lo establecido en el Art. 
136 de este Código (2) (4) (7).

En caso que el alcalde, síndico o concejal sea condenado por el juez competente por la 
comisión de un delito, será destituido del cargo previo el procedimiento mencionado en la 
presente disposición (2) (4) (7).
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La suspensión se decretará con el voto favorable de la mitad más uno de los miembros 
propietarios del concejo; y la destitución se adoptará con el voto favorable de las dos 
terceras partes de los miembros propietarios del concejo. En ambos casos, el concejo enviará 
certificación de la decisión tomada en el plazo de tres días hábiles posteriores a la fecha en 
que la resolución adquiera estado de firmeza, al tribunal supremo electoral para los efectos 
legales correspondientes (14).

Art. 29. Las decisiones o resoluciones del concejo se adoptarán por mayoría simple, por mayoría 
calificada y mayoría calificada especial.

Para la mayoría simple se requerirá el voto favorable de la mitad más uno de los miembros 
propietarios del concejo.

Se requerirá el voto favorable de las dos terceras partes de los miembros propietarios del 
concejo en las decisiones o resoluciones que se adopten por mayoría calificada.

Cuando se requiera mayoría calificada especial, ésta se adoptará con el voto favorable de las 
tres cuartas partes de los miembros propietarios del concejo.

En los casos que la ley no establezca el tipo de mayoría requerido para adoptar una decisión 
o resolución del concejo, ésta se adoptará por mayoría simple.

La ley establecerá en forma clara y especifica los casos en que se requiera votación por mayoría 
calificada o por mayoría calificada especial para adoptar una decisión por parte del concejo 
(4) (14).

Art. 30. Son facultades del Concejo:

1. 	 Nombrar de fuera de su seno al Secretario Municipal;
2. 	 Nombrar al Tesorero, Gerentes, Directores o Jefes de las distintas dependencias de la 

Administración Municipal, de una terna propuesta por el Alcalde en cada caso;
3. 	 Nombrar las comisiones que fueren necesarias y convenientes para el mejor cumplimiento 

de sus facultades y obligaciones que podrán integrarse con miembros de su seno o 
particulares;

4. 	 Emitir ordenanzas, reglamentos y acuerdos para normar el Gobierno y la administración 
municipal;

5. 	 Aprobar los planes de desarrollo local; (7)
6. 	 Aprobar el plan y los programas de trabajo de la gestión municipal;
7. 	 Elaborar y aprobar el Presupuesto de Ingresos y Egresos del Municipio;
8. 	 Aprobar los contratos administrativos y de interés local cuya celebración convenga al 

Municipio;
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9. 	 Adjudicar las adquisiciones y contrataciones de obras, bienes y servicios de conformidad 
a la ley correspondiente; (7)

10.	  Emitir los acuerdos de creación de entidades municipales descentralizadas; sean en 
forma individual o asociadas con otros municipios, así como la aprobación de sus 
respectivos estatutos; (7)

11. 	 Emitir los acuerdos de cooperación con otros municipios o instituciones;
12. 	 Emitir los acuerdos de constitución y participación en las sociedades a que se refiere 

el artículo 18 de este Código;
13. 	 Emitir los acuerdos de creación de fundaciones, asociaciones, empresas municipales 

y otras entidades encargadas de realizar actuaciones de carácter local, así como la 
aprobación de sus respectivos estatutos; (7)

14. 	 Velar por la buena marcha del gobierno, administración y servicios municipales;
15. 	 Conocer en apelación de las resoluciones pronunciadas por el Alcalde en revisión de 

los acuerdos propios;
16. 	 Designar apoderados judiciales o extrajudiciales que asuman la representación del 

municipio en determinados asuntos de su competencia, facultando al Alcalde o Síndico 
para que en su nombre otorguen los poderes o mandatos respectivos;

17. 	 Autorizar las demandas que deban interponerse, el desistimiento de acciones y 
recursos en materias laborales y de tránsito, la renuncia de plazos, la celebración de 
transacciones y la designación de árbitros de hecho o de derecho;

18. 	 Acordar la compra, venta, donación, arrendamiento, comodato y en general cualquier 
tipo de enajenación o gravamen de los bienes muebles e inmuebles del municipio y 
cualquier otro tipo de contrato, de acuerdo a lo que se dispone en este Código.

Esta facultad se restringirá especialmente en lo relativo a la venta, donación y comodato en el 
año en que corresponda el evento electoral para los concejos municipales, durante los ciento 
ochenta días anteriores a la toma de posesión de las autoridades municipales; (7) (9)

19. 	 Fijar para el año fiscal siguiente las remuneraciones y dietas que deben recibir el Alcalde, 
Síndico y Regidores;

20. Conceder permiso o licencias temporales a los miembros del Concejo para ausentarse 
del ejercicio de sus cargos a solicitud por escrito del concejal interesado; (7)

21. Emitir los acuerdos de creación, modificación y supresión de tasas por servicio y 
contribuciones públicas para la realización de contribuciones públicas para la realización 
de obras determinadas de interés local;

22. 	Acordar la contratación de préstamos para obras y proyectos de interés local;
23. 	Conceder la personalidad jurídica a las asociaciones comunales;
24. 	DEROGADO (2)
25. 	Designar de su seno al miembro que deba sustituir al Alcalde, Síndico o Regidor en 

caso de ausencia temporal o definitiva;



20

Legislación Ambiental - El Salvador 2021

26.  Designar en forma temporal al miembro del Concejo que desempeñará el cargo 
de tesorero, en caso que dicho funcionario no estuviere nombrado. Igualmente se 
procederá en caso de que el tesorero se ausentare, fuere removido, o destituido. En 
ambos casos el plazo del nombramiento interino no podrá exceder de noventa días (7).

Art. 31. Son obligaciones del Concejo:

1. 	 Llevar al día, mediante registros adecuados, el inventario de los bienes del municipio;
2. 	 Proteger y conservar los bienes del Municipio y establecer los casos de responsabilidad 

administrativa para quienes los tengan a su cargo, cuidado y custodia;
3. 	 Elaborar y controlar la ejecución del plan y programas de desarrollo local, los cuales al 

momento de su elaboración deberán cumplir de forma estricta el diseño universal de 
accesibilidad para personas con discapacidad, establecido en el Art. 9, de la Convención 
sobre derechos de las personas con discapacidad; (15)

4. 	 Realizar la administración municipal con transparencia, austeridad, eficiencia y 
eficacia; (7)

5. 	 Constituir las obras necesarias para el mejoramiento y progreso de la comunidad y la 
prestación de servicios públicos locales en forma eficiente y económica;

	 Contribuir a la preservación de la salud y de los recursos naturales, fomento de la 
educación y la cultura, al mejoramiento económico-social y a la recreación de la 
comunidad;

6. 	 Contribuir a la preservación de la moral, del civismo y de los derechos e intereses de 
los ciudadanos;

7. 	 Llevar buenas relaciones con las instituciones públicas nacionales, regionales y 
departamentales, así como con otros municipios y cooperar con ellos para el mejor 
cumplimiento de los fines de los mismos;

8. 	 Mantener informada a la comunidad de la marcha de las actividades municipales e 
interesarla en la solución de sus problemas;

9. 	 Sesionar ordinariamente por lo menos una vez cada quince días y, extraordinariamente, 
cuantas veces sea necesario y previa convocatoria del alcalde o alcaldesa, por sí o a 
solicitud del síndico o síndica o al menos por la mitad más uno de las o los concejales 
o concejalas o regidores o regidoras propietarios; (14)

10. 	 Prohibir la utilización de bienes y servicios municipales con fines partidarios, así como 
colores y símbolos del partido gobernante, tanto en muebles o inmuebles propiedad 
municipal, ni permitir al personal y funcionarios de la municipalidad participar en 
actividades públicas partidarias cuando se encuentre en el desempeño de sus 
funciones; (7)

11. 	 Prohibir la utilización de los fondos públicos municipales que perjudiquen los bienes e 
ingresos del municipio, durante los ciento ochenta días anteriores a la finalización del 
período para el cual fueron electos los concejos municipales, en lo relativo al aumento 
de salarios, dietas, bonificaciones y al nombramiento de personal o creación de nuevas 
plazas a cualquier título; salvo casos fortuitos o de calamidad pública.
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	 Asimismo, dicha prohibición es extensiva para la adquisición de créditos nacionales e 
internacionales que no requieran aval del estado, salvo casos de calamidad pública; lo 
cual, no deberá ser en detrimento del cumplimiento de las obligaciones y compromisos 
financieros que los municipios ya hubiesen adquirido con anterioridad a la vigencia 
del presente decreto.

	 La inobservancia de estas disposiciones deberá considerarse como la utilización en 
forma indebida de los bienes y patrimonio del estado; y, (7) (10)

12. 	 Cumplir y hacer cumplir las demás atribuciones que le señalen las leyes, ordenanzas 
y reglamentos (10).

CAPÍTULO III

DE LOS INSTRUMENTOS JURÍDICOS

Art. 32. Las ordenanzas son normas de aplicación general dentro del municipio sobre asuntos 
de interés local. Entrarán en vigencia ocho días después de su publicación en el Diario Oficial.

Art 33. Los reglamentos constituyen normas, disposiciones y mandatos sobre el régimen 
interno municipal y de prestación de servicios. Entrarán en vigencia ocho días después de ser 
decretados.

Art. 34. Los acuerdos son disposiciones específicas que expresan las decisiones del Concejo 
Municipal sobre asuntos de gobierno, administrativos o de procedimientos con interés particular. 
Surtirán efectos inmediatamente.

Art. 35. Las ordenanzas, reglamentos y acuerdos son de obligatorio cumplimiento por parte 
de los particulares y de las autoridades nacionales, departamentales y municipales.

Las autoridades nacionales están obligadas a colaborar para que las decisiones municipales 
tengan el debido cumplimiento.

TÍTULO V

DEL CONCEJO Y DE LOS FUNCIONARIOS Y EMPLEADOS 

CAPÍTULO I

DEL CONCEJO

Art. 36. Las sesiones del Concejo serán presididas por el Alcalde. En efecto de este, por el 
Concejal que se designare para tal efecto.

Art. 37. Las sesiones pueden ser ordinarias y extraordinarias y serán celebradas en el edificio de 
la Municipalidad, salvo que el Concejo acordare reunirse en otro lugar dentro de su jurisdicción.
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Art. 38. El Concejo celebrará sesión ordinaria en los primeros cinco días de cada quincena, 
previa convocatoria a los Concejales propietarios y suplentes, con dos días de anticipación 
por lo menos y extraordinaria, de conformidad al numeral diez del artículo 31 de este Código. 
Pudiendo declararse en sesión permanente, si la importancia y urgencia del asunto lo amerita. (7)

Art. 39. Las sesiones del Concejo serán públicas y en ellas podrá tener participación cualquier 
miembro de su comprensión, con voz pero sin voto, previamente autorizado por el concejo; 
salvo que el Concejo acordare hacerlas privadas (7).

Art. 40. No podrá celebrarse sesión extraordinaria sin que preceda la citación personal de los 
miembros del Concejo, hecha en forma personal y escrita por lo menos a veinticuatro horas 
de anticipación debiendo mencionarse el asunto a tratar.

Art. 41. Para celebrar sesión se necesita que concurra por lo menos la mitad más uno de las y 
los miembros propietarios y propietarias del Concejo.

La ausencia de uno o más propietarios o propietarias, se suplirá por las o los suplentes electos 
que correspondan al mismo partido o coalición al que pertenecieren las o los propietarios. En 
caso de no existir suplente del mismo partido o coalición, y para efectos de formar quórum, 
el Concejo decidirá por mayoría simple (14).

Art. 42. El Alcalde someterá al conocimiento del Concejo los asuntos que le competan, 
adjuntando el informe de la Comisión respectiva, o el dictamen del Síndico cuando lo hubiere.

Art. 43. Para que haya resoluciones se requiere el voto favorable de la mitad más uno de los 
miembros que integran el Concejo, salvo los casos en que la ley exija una mayoría especial. 
En caso de empate el Alcalde tendrá voto calificado.

Art. 44. Todos los miembros del Concejo están obligados a asistir puntualmente a las sesiones, 
con voz y voto y no podrán retirarse de las mismas una vez dispuesta la votación; pero si algún 
miembro, su cónyuge o pariente dentro del tercer grado de consanguinidad o segundo de 
afinidad tuviere interés personal en el negocio de que se trata, deberá abstenerse de emitir su 
voto, retirándose de la sesión mientras se resuelve el asunto, incorporándose posteriormente 
a la misma.

Art. 45. Cuando algún miembro del Concejo salve su voto, estará exento de responsabilidad, 
debiéndose hacer constar en el acta respectiva dicha salvedad.
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Art. 46. Los regidores, propietarios y suplentes, devengarán una remuneración por cada una 
de las sesiones previamente convocadas a las que asistan, las cuales no podrán exceder de 
cuatro al mes y cuyo valor será fijado por el concejo de acuerdo a la capacidad económica 
del municipio. Al monto que resulte de la remuneración mensual indicada deberá efectuarse 
los descuentos correspondientes al Instituto Salvadoreño del Seguro Social, Sistema de Ahorro 
para Pensiones e Impuesto sobre la Renta.

Los regidores propietarios y suplentes, que simultáneamente desempeñen otro cargo o empleo 
en alguna entidad pública o privada, devengaran la remuneración en la forma y cuantía a que 
se refiere el inciso anterior, debiendo aplicárseles únicamente el descuento relativo al impuesto 
sobre la renta (13).

INTERPRETACIÓN AUTÉNTICA

DECRETO Nº 371

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE EL SALVADOR, CONSIDERANDO:

I.-	 Que por Decreto Legislativo N°274, de fecha 31 de enero de 1986, publicado en el 
Diario Oficial N°23, Tomo 290, de fecha 5 de febrero del mismo año, se decretó el 
Código Municipal;

II.-	 Que el artículo 46 de dicho Código establece que los Regidores, propietarios y suplentes, 
podrán devengar por cada sesión a la que asistan previa convocatoria, una dieta que 
fijará el Concejo, de acuerdo a la capacidad económica del Municipio; y que éstas no 
excederán de cuatro en el mes;

III.-	 Que la disposición referida en el considerando anterior, ha creado confusiones en 
cuanto al derecho de los Regidores suplentes a devengar dietas cuando asisten a las 
sesiones del Concejo; por lo que es procedente que se interprete el tenor de dicho 
artículo, con el objeto de aclarar su contenido;
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POR TANTO,

en uso de sus facultades constitucionales y a iniciativa de los Diputados Italo Agustín Orellana 
Liévano, Donald Ricardo Calderón Lam, Rubén Orellana Mendoza, Raúl Mijango, Nelson Funes, 
Mariela Peña Pinto, María Ofelia Navarrete de Dubón, Carlos Alberto Escobar, Kirio Waldo Salgado, 
Juan Duch Martínez, Gerardo Antonio Suvillaga García, Gerber Mauricio Aguilar Zepeda, Walter 
René Araujo Morales, Ana Julia Lainfiesta, Olme Remberto Contreras, Luis Alberto Cruz, Roberto 
José D’Aubuisson Munguía, René Mario Figueroa Figueroa, Hermes Alcides Flores Molina, Jesús 
Grande, José Ismael Iraheta Troya, José Roberto Larios Rodríguez, Carlos Guillermo Magaña 
Tobar, Alvaro Gerardo Martín Escalón, Jorge Alberto Muñoz Navarro, Salvador Horacio Orellana 
Alvarez, Olga Elizabeth Ortiz Murillo, Renato Antonio Pérez, Francisco Panameño, Francisco 
Monge, René Oswaldo Rodríguez Velasco, Mercedes Gloria Salguero Gross, María Elizabeth 
Zelaya Flores, Amado Aguiluz Aguiluz y Silvia Hidalgo,

DECRETA:

Art. 1. Interpretase auténticamente el artículo 46 del Código Municipal, emitido por Decreto 
Legislativo Nº 274, de fecha 31 de enero de 1986, publicado en el Diario Oficial Nº 23, Tomo 
290, de fecha 5 de febrero del mismo año, en el sentido de que, los Regidores suplentes que 
asistan a las sesiones del Concejo, también podrán devengar la dieta que se fije por éste, 
estuvieren o no sustituyendo a un propietario.

Esta interpretación auténtica se considerará incorporada al tenor del referido artículo.

Art. 2. El presente Decreto entrará en vigencia ocho días después de su publicación en el 
Diario Oficial.

DADO EN EL SALÓN AZUL DEL PALACIO LEGISLATIVO: San Salvador, a los veintitrés días del 
mes de julio de mil novecientos noventa y ocho.

D.O. Nº 172, Tomo Nº 340, Fecha:17 de septiembre de 1998.

CAPÍTULO II 

DEL ALCALDE

Art. 47. El Alcalde representa legal y administrativamente al Municipio. Es el titular del gobierno 
y de la administración municipal.

Art. 48. Corresponde al Alcalde:

1. 	 Presidir las sesiones del Concejo y representarlo legalmente;
2.	  Llevar las relaciones entre la municipalidad que representa y los organismos públicos 

y privados, así como con los ciudadanos en general;
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3.	  Convocar por sí, o a petición del Síndico, o de dos Concejales por lo menos a sesión 
extraordinaria del Concejo;

4. 	 Cumplir y hacer cumplir las ordenanzas, reglamentos y acuerdos emitidos por el 
Concejo;

5. 	 Ejercer las funciones del gobierno y administración municipales expidiendo al efecto, 
los acuerdos, órdenes e instrucciones necesarias y dictando las medidas que fueren 
convenientes a la buena marcha del municipio y a las políticas emanadas del Concejo;

6. 	 Resolver los casos y asuntos particulares de gobierno y administración;
7. 	 Nombrar y remover a los funcionarios y empleados cuyo nombramiento no estuviere 

reservado al concejo, siguiendo los procedimientos de ley (7).
8. 	 Organizar y dirigir la Policía Municipal;
9. 	 Los demás que la ley, ordenanzas y reglamentos le señalen.

Art. 49. El Alcalde debe ser equitativamente remunerado atendiendo las posibilidades económicas 
del municipio. La remuneración se fijará en el presupuesto respectivo. El alcalde que se 
ausentare en cumplimiento de misión oficial, gozará de la remuneración que le corresponde 
y el Concejal que lo sustituya gozará igualmente de remuneración calculada en igual cuantía 
por todo el tiempo que dure la sustitución.

Art. 50. El Alcalde puede delegar previo acuerdo del Concejo, la dirección de determinadas 
funciones con facultades para que firmen a su nombre a funcionarios municipales que 
responderán por el desempeño de las mismas ante él y el Concejo y serán, además, directa y 
exclusivamente responsables por cualquier faltante, malversación o defectuosa rendición de 
cuentas ante la Corte de Cuentas de la República.

CAPÍTULO III 

DEL SÍNDICO

Art. 51. Además de sus atribuciones y deberes como miembro del Concejo, corresponde al 
Síndico:

a) 	 Ejercer la procuración en los asuntos propios del municipio a que pertenece, pudiendo 
en consecuencia, intervenir en los juicios en defensa de los bienes de los intereses 
del municipio, en lo relacionado con los bienes, derechos y obligaciones municipales 
conforme a la ley y a las instrucciones del concejo. No obstante lo anterior, el Concejo 
podrá nombrar apoderados generales y especiales; (7)

b) 	 Velar por que los contratos que celebre la municipalidad se ajusten a las prescripciones 
legales y a los acuerdos emitidos por el Concejo; (7)

c)	 Emitir dictamen en forma razonada y oportuna en los asuntos que el Concejo o Alcalde 
le soliciten;

d)	 Examinar y fiscalizar las cuentas municipales, proponiendo al Concejo las medidas que 
tiendan a evitar inversiones ilegales, indebidas o abusos en el manejo de los recursos 
del municipio;
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e)	 Asesorar al Concejo y al Alcalde;
f)	 Velar por el estricto cumplimiento de este Código, ordenanzas, reglamentos, acuerdos 

del concejo y de competencias que le otorgan otras leyes; (7)
g)	 Transar o conciliar en asuntos legales, previa autorización del Concejo. (7)

Art. 52. El síndico, de preferencia deberá ser abogado y podrá ser remunerado con sueldo o 
dietas a criterio del Concejo. Cuando el Concejo acordare remunerar al Síndico con sueldo, 
éste deberá asistir a tiempo completo al desempeño de sus funciones (7).

CAPÍTULO IV

DE LOS REGIDORES O CONCEJALES

Art. 53. Corresponde a los Regidores o Concejales:

1.	 Concurrir con voz y voto a las sesiones del Concejo;
2. 	 Integrar y desempeñar las comisiones para las que fueron designados, actuando en las 

mismas con la mayor eficiencia y prontitud y dando cuenta de su cometido en cada 
sesión o cuando para ello fueren requeridos;

3.	 Las demás que les correspondan por ley, ordenanzas o reglamentos.

CAPÍTULO V

DEL SECRETARIO MUNICIPAL Y DEL CONCEJO (7)

Art. 54. El Concejo funcionará asistido de un Secretario nombrado por el mismo de fuera de 
su seno. Podrá ser removido en cualquier tiempo sin expresión de causa.

Art. 55. Son deberes del Secretario:

1.	 Asistir a las sesiones del Concejo y elaborar las correspondientes actas;
2.	 Autorizar las ordenanzas y demás instrumentos jurídicos que emita el Concejo; 3.	

Comunicar a los Concejales las convocatorias para que concurran a las sesiones;
4.	 Llevar los libros, expedientes y documentos del Concejo, custodiar su archivo y 

conservarlo organizado, de acuerdo con las técnicas más adecuadas;
5.	 Despachar las comunicaciones que emanen del Concejo y llevar con exactitud un 

registro de todos los expedientes o documentos que se entreguen;
6. 	 Expedir de conformidad con la ley, certificaciones de las actas del Concejo o de 

cualquier otro documento que repose en los archivos, previa autorización del Alcalde 
o quien haga sus veces;

7.  	 Dar cuenta en las sesiones de todos los asuntos que le ordenen el Alcalde o quien 
presida el Concejo;
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8.	 Dirigir el personal y los trabajos de la secretaria del Concejo;
10.	 Auxiliar a las comisiones designadas por el Concejo y Facilitar el trabajo que se les 

encomiende;
10.	 Los demás que les señalen las leyes, ordenanzas y reglamentos.

Art. 56. En caso de ausencia o falta del secretario, el Concejo podrá designar interinamente, 
a cualquiera de los concejales para que desempeñe el cargo temporalmente; por un período 
máximo de sesenta días y gozará de la remuneración que corresponde al secretario por el 
tiempo que dure la sustitución, en cuyo caso no devengará dieta (7).

CAPÍTULO VI 

DISPOSICIONES COMUNES

Art. 57. Los miembros del Concejo, Secretario del Concejo, Tesorero, Gerentes, Auditor Interno, 
Directores o Jefes de las distintas dependencias de la administración municipal, en el ejercicio 
de sus funciones responderán individualmente por abuso de poder, por acción u omisión en 
la aplicación de la ley o por violación de la misma (1) (7).

Art. 58. Los miembros del Concejo cuando desempeñen algún cargo o empleo público o 
privado compatible, no podrán ser trasladados sin su consentimiento a otro lugar que les impida 
el ejercicio de su función edilicia, y su jefe o patrono estará en la obligación de concederle 
permiso con goce de sueldo para que concurran a la sesión.

Los empleados públicos que de conformidad con el inciso anterior hayan obtenido licencia 
con motivo de haber sido elegidos para el cargo de miembros del Concejo Municipal, tendrán 
derecho en todo caso, a conservar el empleo o cargo desempeñado antes de haber iniciado 
su correspondiente período, por lo menos durante un lapso igual al del período del respectivo 
cargo de elección, o a ser nombrado con las mismas garantías mínimas en un empleo o cargo 
similar o en otro de mayor jerarquía y salario. (7)

Art. 59. Se prohíbe a los miembros del Concejo:

a) 	 Intervenir en la resolución de asuntos municipales en que ellos estén interesados 
personalmente, su cónyuge o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o 
segundo de afinidad, o empresas en las cuales sean accionistas o ejecutivos;

b) 	 Celebrar contratos por sí o por interpósita persona sobre bienes o rentas del municipio 
cuyo Concejo integra, de entidades descentralizadas o de cualquiera otra naturaleza en 
que el municipio tenga interés. Se exceptúa de esta prohibición los contratos que celebren 
con usuarios de los servicios públicos locales. Será nulo lo efectuado en contravención 
de este artículo y responderá al municipio por los daños causados a éste.
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TÍTULO VI

DE LA HACIENDA PUBLICA MUNICIPAL 

CAPÍTULO I

DE LOS BIENES, INGRESOS Y OBLIGACIONES

Art. 60. La Hacienda Pública Municipal comprende los bienes, ingresos y obligaciones del 
municipio. Gozarán de las mismas exoneraciones, garantías y privilegios que los bienes del 
Estado.

Art. 61. Son bienes del Municipio:

1. 	 Los de uso público, tales como plazas, áreas verdes y otros análogos;
2. 	 Los bienes muebles o inmuebles, derechos o acciones que por cualquier título ingresen 

al patrimonio municipal o haya adquirido o adquiera el municipio o se hayan destinado 
o se destinen a algún establecimiento público municipal.

Art. 62. Los bienes de uso público de municipio son inalienables e imprescriptibles, salvo que 
el Concejo con el voto de las tres cuartas partes de sus miembros acordare desafectarlos.

Art. 63. Son ingresos del Municipio:

1. 	 El producto de los impuestos, tasas y contribuciones municipales;
2.  	 El producto de las penas o sanciones pecuniarias de toda índole impuestas por la 

autoridad municipal competente, así como el de aquellas penas o sanciones que 
se liquiden con destino al municipio de conformidad a otras leyes. Igualmente, los 
recargos e intereses que perciban conforme a esas leyes, ordenanzas o reglamentos;

3. 	 Los intereses producidos por cualquier clase de crédito municipal y recargos que se 
impongan;

4. 	 El producto de la administración de los servicios públicos municipales;
5. 	 Las rentas de todo género que el municipio obtenga de las instituciones municipales 

autónomas y de las empresas mercantiles en que participe o que sean de su propiedad;
6.    	Los dividendos o utilidades que le correspondan por las acciones o aportes que tenga 

en sociedad de cualquier género;
7. 	 Las subvenciones, donaciones y legados que reciba; 
8.	 El producto de los contratos que celebre;
9. 	 Los frutos civiles de los bienes municipales o que se obtengan con ocasión de otros 

ingresos municipales, así como los intereses y premios devengados por las cantidades 
de dinero consignados en calidad de depósitos en cualquier banco; (7)

10.  	El aporte proveniente del fondo para el desarrollo económico y social de los municipios 
establecido en el inciso tercero del artículo 207, de la Constitución en la forma y cuantía 
que fije la ley;
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11. 	 Las contribuciones y derechos especiales previstos en otras leyes;
12. 	 El producto de los empréstitos, préstamos y demás operaciones de crédito que obtenga;
13. 	 El precio de la venta de los bienes muebles e inmuebles municipales que efectuare;
14.  Los aportes especiales o extraordinarios que le acuerden organismos estatales o 

autónomos;
15. 	 Cualquiera otra que determinen las leyes, reglamentos u ordenanzas.

Art. 64. El derecho de los municipios para exigir el pago de los tributos municipales y sus 
accesorios, prescribirá por la falta de iniciativa en el cobro judicial ejecutivo durante el término 
de quince años consecutivos (7).

Art. 65. En ningún caso de transacción habrá responsabilidad pecuniaria para los miembros 
del Concejo.

Art. 66. Son obligaciones a cargo del municipio:

1.  	 Las legalmente contraídas por el municipio derivadas de la ejecución del Presupuesto 
de Gastos;

2.  	 Las deudas provenientes de la ejecución de presupuestos fenecidos, reconocidos 
conforme al ordenamiento legal vigente;

3.  	 Las provenientes de la deuda pública municipal contraídas de conformidad con la ley;

4. 	 Las deudas, derechos y prestaciones, reconocidos o transados por el municipio, de 
acuerdo con las leyes o a cuyo pago hubiese sido condenado por sentencia ejecutoriada 
de los tribunales;

5.  	 Los valores legalmente consignados por terceros y que el municipio esté obligado a 
devolver de acuerdo a la ley;

6. 	 El valor de las colectas voluntarias para obras de interés común o servicios públicos 
aportados por terceros que no llegaren a realizarse o prestarse.

Art. 67. La contratación de préstamos con instituciones nacionales o extranjeras que no 
requieran aval del estado, requerirán de la aprobación del Concejo con el voto de las tres 
cuartas partes de sus miembros.

La contratación de préstamos con instituciones extranjeras con aval del estado, además 
requerirán la autorización y aprobación de la asamblea legislativa (7).

Art. 68. Se prohíbe a los municipios ceder o donar a título gratuito, cualquier parte de sus bienes 
de cualquier naturaleza que fueren, o dispensar el pago de impuesto, tasa o contribución alguna 
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establecida por la ley en beneficio de su patrimonio; salvo el caso de materiales o bienes para 
vivienda, alimentación y otros análogos, en caso de calamidad pública o de grave necesidad (9).

Los municipios podrán transferir bienes muebles o inmuebles mediante donación.

A instituciones públicas, en atención a satisfacer proyectos o programas de utilidad pública y de 
beneficio social, principalmente en beneficio de los habitantes del mismo y en cumplimiento 
de las competencias municipales. Para la formalización de esta transferencia se establecerán 
condiciones que aseguren que el bien municipal se utilice para los fines establecidos en este 
Código. En caso de incumplimiento de las cláusulas y/o condiciones establecidas, dará lugar a 
que se revoque de pleno derecho la vigencia del mismo y se exigirá de inmediato la restitución 
del bien (9).

Los municipios podrán otorgar comodatos a instituciones públicas y privadas sin fines de lucro 
previo su acreditación legal, de los bienes municipales, en atención a satisfacer proyectos 
o programas de utilidad pública y de beneficio social, principalmente en beneficio de los 
habitantes del mismo y en cumplimiento de las finalidades de las competencias municipales. 
Para la formalización del mismo se establecerán entre otras cláusulas que establezcan tiempos 
razonables de vigencia del contrato, y en caso de incumplimiento de algunas de las cláusulas 
establecidas, se procederá inmediatamente a exigir la restitución del bien aún antes del tiempo 
estipulado y además si sobreviene una necesidad imprevista y urgente (9).

En todos los casos mencionados en los incisos precedentes, se requerirá el voto favorable de 
las tres cuartas partes de los concejales o concejalas propietarios (14).

Art. 69. Las leyes y ordenanzas que establezcan o modifiquen tributos municipales determinarán 
en su contenido: el hecho generador del tributo; los sujetos activo y pasivo; la cuantía del 
tributo o forma de establecerla; las deducciones; las obligaciones de los sujetos  activo, pasivo 
y de los terceros; las  infracciones y sanciones correspondientes; los recursos  que deban 
concederse conforme a la Ley general tributaria municipal; así como las exenciones que 
pudieran otorgarse respecto a los impuestos.

Dichas leyes y ordenanzas deberán fundamentarse en la capacidad económica de los 
contribuyentes y en los principios de generalidad, igualdad, equitativa distribución de la carga 
tributaria y de no confiscación (7).

Art. 70. Los Municipios podrán celebrar acuerdos entre sí para la unificación y cobro de las tarifas 
de determinadas tasas y contribuciones. En estos acuerdos de deberán señalar los derechos 
y obligaciones recíprocos de los municipios participantes, así como las demás modalidades y 
cláusulas que se estime convenientes.

Art. 71. Los tributos municipales que no fueren pagados en el plazo correspondiente, causarán 
un interés moratorio de acuerdo al artículo 47 de la ley general tributaria municipal (7).
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CAPÍTULO II 

DEL PRESUPUESTO

Art. 72. Los municipios están obligados a desarrollar su actuación administrativa y de gobierno, 
por un presupuesto de ingresos y egresos aprobado con iguales formalidades que las ordenanzas 
y con el voto favorable de la mitad más uno de los Concejales o Concejalas propietarios (14).

El ejercicio fiscal se inicia el primero de enero y termina el treinta y uno de diciembre de cada 
año (7).

Art. 73. El presupuesto comprenderá las disposiciones generales; el presupuesto de ingresos y 
el presupuesto de egresos. El Concejo podrá incorporar los anexos que considere necesario (1).

En cuanto a lo dispuesto en el inciso anterior, solamente las  cabeceras departamentales 
tendrán la obligación de publicar en el diario oficial o en uno de mayor circulación del país; 
un extracto de su contenido el cual contendrá el encabezamiento del acuerdo respectivo, los 
sumarios de ingresos y egresos, los artículos pertinentes de las disposiciones generales, los 
anexos relativos a los gastos fijos, el lugar y fecha de su aprobación, los nombres y cargos de 
los miembros del concejo que autoricen dicho acuerdo (1).

La publicación a que se refiere el inciso que antecede y que se efectúe un diario de mayor 
circulación nacional, se contara su vigencia a partir del día siguiente de esta publicación (1).

Art. 74. Las disposiciones generales estarán constituidas por todas aquellas normas que se 
consideren complementarias, reglamentarias, explicativas o necesarias para la ejecución de 
los presupuestos de ingresos y egresos y, de los anexos que contenga.

El Concejo podrá aprobar tales disposiciones con el carácter de permanentes, en forma 
separada del presupuesto de ingresos y del presupuesto de egresos, no siendo necesario en 
este caso incorporarlas en cada presupuesto anual de ingresos y de egresos. También queda 
facultado el Concejo para autorizar modificaciones o adiciones a las mismas disposiciones 
generales, cuando lo estime conveniente (1).

Art. 75. El presupuesto de ingresos contendrá la enumeración de los diversos ingresos municipales 
cuya recaudación se autorice, con la estimación prudencial de las cantidades que se presupone 
habrán de ingresar por cada ramo en el año económico que debe regir, así como cualesquiera 
otros recursos financieros permitidos por la ley.

Se prohíbe la estimación de ingresos que no tengan base legal para su percepción cierta y 
efectiva.

Art. 76. El presupuesto de egresos contendrán las partidas correspondientes para la atención 
de las funciones, actividades y servicios municipales, así como que correspondan a inversiones 
y a aportes para fundaciones, empresas, sociedades, instituciones municipales autónomas y 
demás organismos de carácter municipales o intermunicipal.
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Art. 77. El monto del presupuesto de egresos no podrá exceder del total del presupuesto 
de ingresos, cuando fuere indispensable para cumplir con esta disposición se podrá incluir 
las existencias de caja provenientes de economía o superávit estimados al treinta y uno de 
diciembre del año de presentación del proyecto.

El presupuesto de egresos podrá ser ampliado en el curso del ejercicio, con motivo de ingresos 
extraordinarios de cualquier naturaleza o cuando se establezca el superávit real.

Art. 78. El Concejo, no podrá acordar ningún gasto para el cual no exista previsión presupuestaria. 
Asimismo, no podrá autorizar egresos de fondos que no estén consignados expresamente en 
el presupuesto.

Art. 79. Las empresas municipales y las instituciones municipales autónomas tendrán su propio 
presupuesto, aprobado por el Concejo.

Art. 80. El Alcalde elaborará el proyecto de presupuesto correspondiente al año inmediato 
siguiente oyendo la opinión de los Concejales y, Jefes de las distintas dependencias, procurando 
conciliar sus observaciones y aspiraciones con los objetivos y metas propuestas.

Art. 81. El proyecto de ordenanza de presupuesto de ingresos y egresos deberá someterse a 
consideración del Concejo por lo menos tres meses antes de que se inicie el nuevo ejercicio 
fiscal. El Concejo podrá modificar el presupuesto, pero no podrá autorizar gastos que excedan 
del monto de las estimaciones de ingresos del respectivo proyecto (1) (7).

Art. 82. Si el primero de enero no estuviese en vigencia el presupuesto de ese año, se aplicará 
el del año anterior hasta que entre en vigencia el nuevo presupuesto, sin que pueda exceder 
de un mes después de iniciado el nuevo ejercicio fiscal (7).

Art. 83. Para cada ejercicio presupuestario el Concejo aprobará la programación de la ejecución 
física y financiera del presupuesto especificando, entre otros aspectos, los compromisos 
y desembolsos máximos que podrán contraer o efectuar para cada trimestre del ejercicio 
presupuestario.

Art. 84. El Alcalde informará al Concejo mensualmente sobre los resultados de la ejecución 
del presupuesto.

Art. 85. Inmediatamente después de aprobado el presupuesto, el Concejo enviará un ejemplar 
a la Corte de Cuentas de la República.
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CAPÍTULO III

DE LA RECAUDACIÓN, CUSTODIA Y EROGACIÓN DE FONDOS

Art. 86. El Municipio tendrá un tesorero, a cuyo cargo estará la recaudación y custodia de los 
fondos municipales y la ejecución de los pagos respectivos.

Para que sean de legítimo abono los pagos hechos por los tesoreros o por los que hagan sus 
veces, deberán estar los recibos firmados por los recipientes u otras personas a su ruego si no 
supieren o no pudieren firmar, y contendrán “el visto bueno” del Síndico municipal y el “dese” 
del Alcalde, con el sello correspondiente, en su caso.

Cuando el Síndico, tuviere observaciones o se negare autorizar con su firma “el visto bueno”, 
deberá razonarlo y fundamentarlo por escrito dentro de un plazo de tres días hábiles, a fin 
de que el concejo subsane, corrija o lo ratifique; en caso de ser ratificado deberá firmarlo 
el síndico, caso contrario se estará sujeto a lo dispuesto en el artículo 28 de este Código, 
quedando en consecuencia de legítimo abono los pagos hechos por los tesoreros, según 
acuerdo de ratificación del concejo y como anexo las observaciones del síndico y el acuerdo 
de ratificación del concejo.

Corresponde la refrenda de cheques a dos miembros del Concejo electos por acuerdo del 
mismo (7).

Art. 87. Los ingresos municipales de toda naturaleza se centralizarán en el Fondo General del 
Municipio.

Art. 88. De todo ingreso que perciba el municipio se extenderá comprobante en los formularios 
que para tal objeto tenga autorizados por la Corte de Cuentas de la República.

Art. 89. Los municipios podrán contratar o convenir la recaudación de sus ingresos con otros 
municipios, con el órgano ejecutivo del estado, instituciones autónomas, bancos y empresas 
nacionales, mixtas y privadas de reconocida solvencia, siempre y cuando ello asegure la 
recaudación más eficaz y a menor costo. En estos acuerdos se señalarán los sistemas de 
recaudación, porcentajes de comisión, forma y oportunidad en que los municipios reciban el 
monto de lo recaudado y todo lo demás que fuere necesario (7).

Art. 90. Los ingresos municipales se depositarán a más tardar el día siguiente hábil en cualquier 
banco del sistema, salvo que no hubiere banco, sucursal o agencia en la localidad, quedando 
en estos casos, a opción del Concejo la decisión del depositar sus fondos en cualquier banco, 
sucursal o agencia inmediata.
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Art. 91. Las erogaciones de fondos deberán ser acordadas previamente por el Concejo, las 
que serán comunicadas al tesorero para efectos de pago, salvo los gastos fijos debidamente 
consignados en el presupuesto municipal aprobado, que no necesitarán la autorización del 
Concejo.

Art. 92. En los casos en que los municipios tengan sus fondos depositados en instituciones 
financieras, están obligados a efectuar sus pagos por medio de cheques.

Art. 93. Para atender gastos de menor cuantía o de carácter urgente se podrán crear fondos 
circulantes cuyo monto y procedimientos se establecerán en el presupuesto municipal.

La liquidación del fondo circulante se hará al final de cada ejercicio y los reintegros al fondo 
por pagos y gastos efectuados se harán cuando menos cada mes.

El encargado del fondo circulante responderá solidariamente con el ordenador de pagos que 
designare el Concejo.

Art. 94. Las erogaciones para ejecución de obras, adquisición de bienes y prestación de servicios 
se regirán por la ley de adquisiciones y contrataciones de la administración pública (3) (7).

Art. 95. Los sueldos de los funcionarios y empleados del municipio podrán pagarse hasta con 
diez días hábiles de anticipación a su vencimiento.

Art. 96. Podrá pagarse anticipos para dar inicio a la ejecución de obras, adquisición de bienes 
y prestación de servicios, de conformidad a lo establecido en la ley de adquisiciones y 
contrataciones de la administración pública (6) (7).

Art. 97. El tesorero, funcionarios y empleados que tengan a su cargo la recaudación o custodia 
de fondos, deberán rendir fianza a satisfacción del Concejo.

En caso de ausencia del Tesorero, por enfermedad, caso fortuito, fuerza mayor u otra causa, 
podrá ser sustituido en forma temporal por un período que no excederá de noventa días, por 
un miembro del Concejo municipal quien no rendirá fianza (7).

Art. 98. Las empresas municipales, las instituciones municipales autónomas, fundaciones y demás 
entidades dependientes del municipio que guarden autonomía administrativa, patrimonial o 
presupuestaria se arreglarán en lo referente a la recaudación, custodia y erogación de fondos 
a lo dispuesto en este capítulo y a las normas que dictare el Concejo.

Art. 99. Los sistemas y normas que regulen la recaudación, custodia y erogación de fondos 
serán acordados por el Concejo.
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Art. 100. Tendrá fuerza ejecutiva el informe del Tesorero Municipal, quien haga sus veces o el 
funcionario encargado al efecto, en el que conste lo que una persona natural o jurídica adeude 
al municipio, debidamente certificado por el Alcalde.

En los registros de la Propiedad Raíz e Hipotecas de la República no se inscribirá ningún 
instrumento o documento en el que aparezca transferencia o gravamen sobre inmueble o 
inmuebles, a cualquier título que fuere, si no se presenta al Registrador solvencia de impuestos 
municipales sobre el bien o bienes raíces objeto del traspaso o gravamen.

Tampoco se inscribirán en los Registros de Comercio las escrituras en que se constituya sociedad 
mercantil, o en que se modifiquen dichas escrituras o en que se disuelva la sociedad, sin que 
se les presente a los Registradores de Comercio, solvencia de impuestos municipales de los 
socios o de la sociedad, según el caso.

El Ministerio de Relaciones Exteriores y la Dirección General de Migración, por medio de sus 
respectivas secciones o dependencias, exigirán la solvencia municipal de los interesados 
cuando se trate de permitir la salida del país, a excepción de los que lo hicieren por motivos de 
trabajo legalmente comprobado por el Ministerio de Trabajo y los que lo hicieren por motivos 
de enfermedad comprobada, por el Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social o el Instituto 
Salvadoreño del Seguro Social, en su caso. *Declarado Inconstitucional

Art. 101. Las solvencias se expedirán en papel simple, libres de todo impuesto o contribución 
e irán firmadas y selladas por el Tesorero Municipal y por el funcionario encargado al efecto.

Las constancias de solvencias de tributos municipales a que se hace referencia en el presente 
artículo, tendrán una vigencia de 30 días a partir de la fecha de su correspondiente otorgamiento 
por la autoridad municipal competente (11).

Art. 102. Podrá extenderse solvencia, no obstante que estuviere pendiente de resolución 
cualquier recurso o impugnación, mediante caución otorgada por el interesado igual al monto 
adecuado más una tercera parte del mismo.

Se admitirá como caución:

a) 	 Depósito de dinero en efectivo;
b) 	 Depósito de letras o bonos, cédulas hipotecarias u otros títulos garantizados por el 

Estado o Instituciones Oficiales Autónomas;
c) 	 Garantía hipotecaria; (7)
d) 	 Fianza bancaria, de empresa afianzadora o de seguros (7).
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CAPÍTULO IV

DE LA CONTABILIDAD Y AUDITORÍA

Art. 103. El municipio está obligado a llevar sus registros contables de conformidad al sistema 
de contabilidad gubernamental, el cual está constituido por el conjunto de principios, normas 
y procedimientos técnicos para recopilar, registrar, procesar y controlar en forma sistemática 
toda la información referente a las transacciones realizadas.

Asimismo, utilizará los formularios, libros, tipos de registros definidos para llevar contabilidad 
gubernamental y otros medios que exigencias legales o contables requieran (7).

Art. 104. El Municipio está obligado a:

a) 	 Implementar el sistema de contabilidad de acuerdo con los requerimientos de control 
e información interna y dentro del marco general que se establezca para la contabilidad 
gubernamental;

b) 	 Registrar diaria y cronológicamente, todas las transacciones que modifiquen la 
composición de los recursos  y obligaciones  municipales; y en los casos que proceda, 
mantener registros contables destinados a centralizar y consolidar los movimientos 
contables de las entidades dependientes del municipio;

c) 	 Establecer los mecanismos de control interno que aseguren el resguardo del patrimonio 
municipal y la confiabilidad e integridad de la información, dentro de lo que al respecto 
defina la contabilidad gubernamental y la Corte de Cuentas de la República; y

d) 	 Comprobar que la documentación que respalda las operaciones contables cumpla 
con los requisitos exigibles en el orden legal y técnico (7).

Art. 105. Los Municipios conservarán, en forma debidamente ordenada, todos los documentos, 
acuerdos del concejo, registros, comunicaciones y cualesquiera otros documentos pertinentes 
a la actividad financiera y que respalde las rendiciones de cuentas o información contable para 
los efectos de revisión con las Unidades de Auditoria Interna respectivas y para el cumplimiento 
de las funciones  fiscalizadoras de la Corte de Cuentas de la República.

Todos los documentos relativos a una transacción específica serán archivados juntos o 
correctamente referenciados. La documentación deberá permanecer archivada como mínimo 
por un período de cinco años y los registros contables durante diez años, excepto aquellos 
documentos que contengan información necesaria al municipio para comprobar el cumplimiento 
de otro tipo de obligaciones.
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Los archivos de documentación financiera son propiedad de cada municipalidad y no podrán 
ser removidos de las oficinas correspondientes sino con orden escrita del Concejo Municipal (7).

Art. 106. Los Municipios con ingresos anuales inferiores a cinco millones de colones o su 
equivalente en dólares de los Estados Unidos de América, deberán tener auditoria interna, 
con autoridad e independencia orgánica y funcional para ejercer el control, la vigilancia y 
la fiscalización de los ingresos, gastos y bienes municipales. Estará sometida a las leyes y 
ordenanzas del municipio (7).

La auditoría estará bajo la responsabilidad y dirección de un auditor que nombrará el Concejo 
por todo el período de sus funciones, pudiendo ser nombrado para otros períodos.

Art. 107. Los municipios con ingresos anuales superiores a cinco millones de colones o su 
equivalente en dólares de los Estados Unidos de América, deberán contratar un auditor externo 
para efectos de control, vigilancia y fiscalización de los ingresos, gastos y bienes municipales.

Los emolumentos del auditor externo e interno serán fijados por el Concejo, pudiendo los 
municipios contratar estos servicios profesionales en forma individual o asociada (7).

CAPÍTULO V

DEL CONTROL ADMINISTRATIVO

Art. 108. Además de lo previsto en este Código, la Corte de Cuentas de la República ejercerá 
la vigilancia, fiscalización y control a posteriori sobre la ejecución del presupuesto de las 
municipalidades, para lo cual aplicará las normas sobre la materia, establecidas en la Ley.

Art. 109. El resultado de las investigaciones, que practique la Corte de Cuentas de la República 
en la administración de las municipalidades y organismos que de ellas dependan, le será 
informado al Concejo con indicación de las omisiones, negligencias, violaciones a la ley, faltas 
o delitos que puedan haberse cometido, señalando el procedimiento adecuado para corregir 
las deficiencias.

Durante se esté en el proceso de investigación y en el de corrección de las deficiencias indicadas 
según el inciso anterior, y no se haya producido el resultado final, la información recopilada 
se mantendrá en privado (7).
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TÍTULO VII

DEL RÉGIMEN DEL PERSONAL

CAPÍTULO ÚNICO

Art. 110. Los municipios deberán establecer en su jurisdicción la carrera administrativa de 
conformidad a la ley de la materia y podrán asociarse con otros para el mismo fin.

Art. 111. No podrá ser empleado municipal el cónyuge o pariente hasta el tercer grado de 
consanguinidad y segundo de afinidad de alguno de los miembros del Concejo.

La condición señalada en el inciso anterior no se hará efectiva si al elegirse a un miembro del 
Concejo su pariente ya figurare como empleado.

TÍTULO VIII

DE LAS EXENCIONES Y BENEFICIOS CAPÍTULO ÚNICO

Art. 112. Los Municipios gozarán de:

a) Exención de toda clase de impuestos, tasas, derechos y demás contribuciones fiscales 
establecidos o que se establezcan;

b) Franquicia para la importación de maquinaria, equipo, materiales de construcción, útiles y 
demás elementos necesarios para la instalación y mantenimiento de sus oficinas, planteles, 
dependencias y servicios. La importación de los efectos amparados por esta franquicia se 
llevará a cabo con sujeción a las leyes vigentes en la materia y, comprende la liberación de 
derechos y gastos que cause la visación de los documentos exigibles para el registro aduanal.

Art. 113. Los municipios podrán usar sin pagar remuneración, impuestos, tasas, derechos 
o contribuciones de cualquier índole, los bienes nacionales de uso público actuando en 
cumplimiento de sus fines y con arreglo a las leyes.

Art. 114. Todos los servicios públicos prestados por los municipios al Gobierno Central e 
instituciones oficiales autónomas deberá serles pagados por la institución que los recibe.

En el caso de que la institución del gobierno central u oficial autónoma, prestaren a su vez 
algún servicio o al municipio, podrá hacerse la compensación del caso y pagará la diferencia 
si la hubiere, la parte a quien corresponda.
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TÍTULO IX

DE LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA Y DE LA TRANSPARENCIA

CAPÍTULO I

DE LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA (7)

Art. 115. Es obligación de los gobiernos municipales promover la participación ciudadana, 
para informar públicamente de la gestión municipal, tratar asuntos que los vecinos hubieren 
solicitado y los que el mismo Concejo considere conveniente (7).

Art. 116. Son mecanismos de participación ciudadana los siguientes:

a) 	 Sesiones Públicas del Concejo;
b) 	 Cabildo Abierto;
c) 	 Consulta Popular;
d) 	 Consulta Vecinal y Sectorial;
e) 	 Plan de Inversión Participativo;
f) 	 Comités de Desarrollo Local;
g) 	 Consejos de Seguridad Ciudadana;
h) 	 Presupuesto de Inversión Participativa; e
i) 	 Otros que el Concejo Municipal estime conveniente.

El Secretario Municipal levantará acta de todo lo actuado, cualquiera que sea el mecanismo 
de participación que se haya utilizado (7).

Art. 117. En la consulta popular se tomará en cuenta únicamente a los ciudadanos domiciliados 
en el respectivo municipio y podrá efectuarse por decisión de la mayoría calificada de Concejales 
propietarios electos, o a solicitud escrita de al menos el cuarenta por ciento (40 %) de los 
ciudadanos del municipio habilitados para ejercer el derecho al sufragio, éstas serán para 
fortalecer las decisiones  del concejo municipal y políticas públicas locales, sin obstaculizar el 
ejercicio y conformación del gobierno local. Para el desarrollo de esta consulta, la municipalidad 
podrá solicitar la asesoría y asistencia del Tribunal Supremo Electoral.

El Concejo no podrá actuar en contra de la opinión de la mayoría expresada en la consulta 
popular, si en ésta participa al menos el cuarenta por ciento (40 %) del número de votantes 
en la elección del Concejo Municipal, que antecede a la consulta popular, según certificación 
del acta que al respecto extienda el Tribunal Supremo Electoral (7).
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CAPÍTULO II

DE LAS ACCIONES COMUNALES

Art. 118. Los habitantes de las comunidades en los barrios, colonias, cantones y caseríos, podrán 
constituir asociaciones comunales para participar organizadamente en el estudio, análisis de la 
realidad social y de los problemas y necesidades de la comunidad, así como en la elaboración 
e impulso de soluciones y proyectos de beneficio para la misma. Las asociaciones podrán 
participar en el campo social, económico, cultural, religioso, cívico, educativo y en cualquiera 
otra que fuere legal y provechoso a la comunidad.

Art. 119. Las asociaciones comunales, tendrán personalidad jurídica otorgada por el Concejo 
respectivo.

Art. 120. Las asociaciones comunales se constituirán con no menos de veinticinco miembros de 
la comunidad, de los cuales al menos el treinta por ciento deberán ser mujeres, mediante acto 
constitutivo celebrado ante el alcalde o funcionarios y empleados delegados para tal efecto, el 
cual se asentará en un acta. Además, deberán elaborar sus propios estatutos que contendrán 
disposiciones relativas al nombre de la asociación, su carácter democrático, domicilio, territorio, 
objeto, administración, órganos directivos y sus atribuciones, quórum reglamentario, derechos 
y obligaciones de la asociación, normas de control, fiscalización interna, modificación de 
estatutos y todas las demás disposiciones necesarias para su funcionamiento (16).

La constitución y aprobación de estatutos se hará en Asamblea General Extraordinaria 
especialmente convocada al efecto.

Art. 121. Las asociaciones constituidas de conformidad al artículo anterior, presentarán solicitud 
de inscripción y otorgamiento de personalidad jurídica al concejo respectivo, adjuntando el 
acta de constitución, los estatutos y la nómina de los miembros. El Concejo deberá resolver 
a más tardar dentro de los quince días siguientes de presentada la solicitud.

Para los efectos del inciso anterior, el Concejo constatará que los estatutos presentados 
contengan las disposiciones a que se refiere el Art. 120 de este Código y que no contraríe 
ninguna ley ni ordenanza que sobre la materia exista. En caso que el concejo notare alguna 
deficiencia que fuere subsanable, lo comunicará a los solicitantes para que lo resuelvan en el 
plazo de quince días contados a partir de la fecha de la notificación. Subsanadas que fueren 
las observaciones, el Concejo deberá resolver dentro de los quince días contados a partir de 
la fecha de la nueva solicitud.

Si el Concejo no emitiere resolución en los casos y dentro de los plazos señalados en los 
incisos anteriores, a la asociación se le reconocerá la personalidad jurídica por ministerio de 
ley, quedando inscrita, y aprobados sus estatutos.
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En el caso del inciso anterior, el Concejo estará obligado a asentar la inscripción de la asociación 
y a ordenar inmediatamente la publicación del acuerdo de aprobación y sus estatutos en el 
Diario Oficial.

Lo dispuesto en el inciso tercero de este artículo, no surtirá efectos en los casos de fuerza mayor 
o caso fortuito, previa comprobación de éstos, prorrogándose en ambos casos el plazo para 
resolver por el tiempo que duren los sucesos, acontecimientos o consecuencias producidas 
por el caso fortuito o fuerza mayor.

En todo caso el acuerdo de aprobación y los estatutos de la asociación deberán ser publicados 
en el Diario Oficial a costa de la asociación respectiva.

Las asociaciones deberán presentar a la municipalidad, en el mes de enero de cada año, una 
certificación de la nómina de asociados, inscritos en el libro respectivo y quince días después 
de su elección, la nómina de la nueva directiva electa. El incumplimiento de esta obligación 
será sancionado de acuerdo a la ordenanza respectiva (7).

Art. 121-A. Las asociaciones comunales podrán ser disueltas mediante acuerdo tomado en 
Asamblea General Extraordinaria especialmente convocada para ese efecto, con al menos el 
voto de las dos terceras partes de sus miembros. El acuerdo de disolución será asentado en 
acta y una certificación de la misma será enviada al concejo municipal para los efectos de 
cancelación de su personalidad jurídica y del registro en el libro de asociaciones comunales 
que lleva la municipalidad. Dicho acuerdo será publicado en el Diario Oficial.

Acordada la disolución se procederá a su liquidación de acuerdo al procedimiento que se 
establezca en este Código (7).

Art. 121-B. Son causales de disolución de las asociaciones comunales las siguientes:

a) 	 Cuando el número de miembros que las integren sea menor al requerido para su 
constitución;

b) 	 Por dedicarse a fines distintos a los establecidos en sus estatutos; y

c) 	 Por haber dejado de funcionar como asociación.

En los casos anteriores, el concejo municipal citará por escrito a los miembros de la asociación 
de que se trate, para efectos de notificarles la causal de disolución en que han incurrido y se 
les otorgará un plazo de sesenta días con el objeto de que las mismas sean subsanadas.
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Transcurrido el plazo anterior, si persisten las causales de disolución detectadas, las autoridades 
municipales iniciarán ante el juez competente en materia civil el procedimiento de disolución 
judicial.

El fiscal general de la república, de oficio o a petición de cualquier autoridad pública, tendrá 
capacidad para promover la acción de disolución a que se refiere el inciso anterior.

En cualquier caso, la acción de disolución se tramitará en juicio sumario.

La certificación de la sentencia ejecutoriada que declara la disolución deberá inscribirse en el 
registro que al efecto lleva la municipalidad respectiva. Dentro del plazo de treinta días después 
de ejecutoriada la sentencia, el juez competente procederá de oficio a nombrar liquidadores 
y a señalarles sus facultades y el plazo para la liquidación. La certificación del nombramiento 
de liquidadores deberá inscribirse en el mismo registro.

Los bienes remanentes de una asociación pasarán a ser propiedad de la institución de beneficio 
local que haya sido designada en los estatutos. En caso de no existir tal designación, o en caso 
que la institución designada ya no tenga existencia legal, la designación será hecha por las 
autoridades municipales competentes.

En caso que la asociación comunal haya sido creada por la participación de más de un 
municipio, la distribución del remanente se hará en la forma establecida en el inciso anterior, 
debiendo en todo caso, las municipalidades involucradas, designar las respectivas instituciones 
de beneficio comunal en sus respectivos municipios, a las que se distribuirá el remanente por 
partes iguales (7).

Art. 122. Las asociaciones comunales actualmente existentes con cualquier nombre que se les 
conozca y cualquier otro tipo de asociación similar existente con personalidad otorgada por el 
Ministerio del Interior, serán reconocidas en los términos de esta ley, debiendo dicho Ministerio 
trasladar a los respectivos Municipios los expedientes correspondientes a la constitución y 
actuaciones de las asociaciones.

Art. 123. Los Municipios deberán propiciar la incorporación de los ciudadanos en las asociaciones 
comunales y su participación organizada a través de las mismas.

De igual manera a través de las asociaciones deberá propiciar al apoyo y participación en los 
programas estatales y municipales de beneficio general o comunal.

Art. 124. El Concejo deberá reunirse periódicamente con las asociaciones comunales para analizar 
y resolver los problemas, elaborar y ejecutar obras de toda naturaleza de beneficio comunal.

Art. 125. El Concejo podrá requerir la cooperación comunal mediante la incorporación de 
personas o de representantes de la comunidad en:
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a) Comisiones asesoras permanentes o especiales del propio Concejo;

b) Comisiones o Juntas de carácter administrativo a las cuales se les encomienden gestiones 
específicas de orden material, cultural, cívico, moral y otras;

c) Cualquiera otra forma de organización o colaboración comunal.

CAPÍTULO III

DE LA TRANSPARENCIA (7)

Art. 125-A. Se entenderá por transparencia en la gestión municipal a las políticas y mecanismos 
que permiten el acceso público a la información sobre la administración municipal (7).

Art. 125-B. Todos los ciudadanos domiciliados en el municipio tienen derecho a:

a) 	 Solicitar información por escrito a los concejos municipales y a recibir respuesta de 
manera clara y oportuna;

b) 	 Ser informados de las decisiones gubernamentales que afecten al desarrollo local;
c) 	 Conocer el funcionamiento del gobierno municipal y del manejo de su administración;
d) 	 Ser tomados en cuenta por las autoridades municipales en la aplicación de las políticas 

públicas locales;
e) 	 Recibir informe anual de rendición de cuentas y ejercer contraloría a través del comité 

respectivo, en la ejecución de obras de infraestructura (7).

Art. 125-C. La municipalidad tiene la obligación de:

a) 	 Garantizar el ejercicio de los derechos a que se refiere el Art. 125-b;
b) 	 Informar a los ciudadanos de su comprensión lo pertinente a la administración municipal, 

en forma clara, oportuna y actualizada;
c) 	 Proporcionar la información requerida por los ciudadanos cuando sea procedente de 

acuerdo a este Código (7).

Art. 125-D. La información de acceso público a que se refiere el presente capítulo, será la 
contenida en los documentos siguientes:

a)	 Ordenanzas municipales y sus proyectos;
b)	 Reglamentos;
c)	 Presupuesto municipal;
d)	 Planes Municipales;
e)	 Valúo de bienes a adquirir o vender;
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f)	 Fotografías, grabaciones y filmes de actos públicos;
g)	 Actas del Concejo Municipal;
h)	 Informes finales de auditoría.

Para los efectos del inciso anterior, la documentación deberá permanecer archivada como 
mínimo por un período de cinco años.

En el caso de los acuerdos municipales, tendrán acceso a la información contenida en ellos, 
aquellos ciudadanos que directamente resulten afectados por los mismos (7).

Art. 125-e. El Gobierno Local rendirá cuenta anual de su administración, informando a los 
ciudadanos sobre aspectos relevantes relativos a:

a) 	 Las finanzas municipales con relación a los estados financieros y presupuestos 
de los programas, proyectos, servicios municipales y sus respectivas ejecuciones 
presupuestarias;

b)	 Los proyectos de inversión pública en ejecución;
c)	 Obras y servicios municipales;
d)	 El costo y liquidación final de las obras de infraestructuras detallando los rubros más 

importantes;
e)	 Plan de gobierno y/o el plan de desarrollo del municipio;
f)	 Organización de la alcaldía; y
g)	 Demás documentos de interés público emitido por el Concejo Municipal.

El informe a que se refiere este artículo comprenderá lo realizado durante el período del primero 
de enero hasta el treinta y uno de diciembre de cada año y será presentado en los primeros 
sesenta días del año siguiente y su divulgación se hará por los mecanismos de participación 
establecidos y/o medios de comunicación que tenga a su alcance, asegurando el conocimiento 
del mismo por parte de los ciudadanos del municipio (7).

Art. 125-f. Se regulará lo relativo a la participación ciudadana, asociaciones comunales y la 
transparencia, a través de una ordenanza que, según las características de cada municipio, 
establecerá los derechos, obligaciones, mecanismos y procedimientos (7).

TÍTULO X

DE LAS SANCIONES, PROCEDIMIENTOS Y RECURSOS 

CAPÍTULO ÚNICO

Art. 126. En las ordenanzas municipales pueden establecerse sanciones de multa, clausura 
y servicios a la comunidad por infracción a sus disposiciones, sin perjuicio de las demás 
responsabilidades a que hubiere lugar conforme a la ley (7).
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Las sanciones pueden aplicarse simultánea o alternativamente. Art. 127. Derogado (7)

Art. 128. Las faltas expresamente consignadas en una ordenanza podrán sancionarse con 
multa igualmente establecida, que el alcalde o concejo fijará de conformidad a la gravedad 
de la infracción y a la capacidad económica del infractor sin que el monto de la multa pueda 
exceder de ocho salarios mínimos mensuales para el comercio.

Las demás infracciones a las ordenanzas, se sancionarán desde uno hasta veinte días de salario 
mínimo para el comercio (7).

Art. 129. Las multas podrán permutarse por servicios comunitarios, lo que será regulado en la 
ordenanza municipal correspondiente (7).

Art. 130. La imposición de la multa no exime de las demás responsabilidades que correspondan 
de acuerdo a la ley.

Art. 131. Cuando el Alcalde o funcionario delegado tuviere conocimiento por cualquier medio, 
que una persona ha cometido infracción a las ordenanzas municipales, iniciará el procedimiento 
y recabará las pruebas que fundamenten la misma.

De la prueba obtenida notificará y citará en legal forma al infractor, para que comparezca a 
la oficina dentro del término de tres días hábiles siguientes a la notificación a manifestar su 
defensa. Compareciendo o en su rebeldía, abrirá a prueba por el término de ocho días hábiles, 
dentro de los cuales deberá producirse las pruebas ofrecidas y confirmar las mencionadas en 
el informe o denuncia.

Concluido el término de prueba y recibidas las que hubieren ordenado o solicitado resolverá 
en forma razonada dentro de los tres días siguientes.

Para dictar sentencia, la autoridad adquirirá su convencimiento por cualquiera de los medios 
establecidos en la ley.

La certificación de la resolución que imponga una multa tendrá fuerza ejecutiva (7).

Art. 132. DEROGADO (7).

Art. 133. Las multas deberán ser pagadas dentro de los tres días siguientes a la notificación 
de la resolución en que se imponga, salvo en caso de interposición de un recurso en que la 
obligación de pago será dentro de los tres días siguientes a la resolución definitiva del Concejo 
sobre el recurso planteado.

Segundo inciso derogado (7).
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Art. 134. Siempre que el obligado se negare a cumplir con el mandato consignado en una 
ordenanza, reglamento o acuerdo municipal, el concejo podrá, sin perjuicio de la sanción 
correspondiente, ejecutar o realizar la obligación del omiso, cargando a la cuenta de éstos 
los gastos.

El Concejo fijará los plazos generales o específicos para el cumplimiento de las obligaciones y 
vencidos que fueren tendrá la potestad de acción directa establecida en el inciso anterior (7).

Art. 135. De los acuerdos del Concejo se admitirá recurso de revisión, para ante el mismo Concejo, 
que se podrá interponer dentro de los tres días hábiles siguientes a la respectiva notificación.

Admitido el recurso, el Concejo resolverá a más tardar en la siguiente sesión, sin más trámite 
ni diligencias (7).

Art. 136. De los acuerdos del Concejo se admitirá recurso de revocatoria ante el mismo Concejo.

El recurso de revocatoria se interpondrá dentro de los tres días hábiles siguientes a la notificación 
de que se trate o de la notificación de la denegatoria de la revisión.

Admitido el recurso abrirá a pruebas por cuatro días hábiles, el Concejo designará a uno de sus 
miembros o algún funcionario para que lleve la sustanciación del recurso y vencido el plazo 
lo devolverá para que el Concejo resuelva a más tardar en la siguiente sesión.

Si el Concejo no emite la resolución respectiva en los términos del inciso anterior o habiendo 
sido emitida ésta, no es notificada al peticionario, se considerará que la resolución es favorable 
al mismo (7).

Art. 137. De las resoluciones del alcalde o del funcionario delegado se admitirá recurso de 
apelación ante el Concejo, dentro de los tres días hábiles siguientes a su notificación.

Interpuesto el recurso de apelación, el alcalde dará cuenta al Concejo en su próxima sesión, 
quien designará a uno de sus miembros o algún funcionario para que lleve la sustanciación 
del recurso y lo devuelva oportunamente para resolver.

Admitido el recurso por el Concejo se notificará al apelante y se abrirá a prueba por el término 
de ocho días hábiles.

Transcurrido el término de prueba, el encargado de la sustanciación, devolverá el expediente 
al Concejo para que resuelva en su próxima sesión.

Si el Concejo no emite la resolución respectiva en los términos del inciso anterior o habiendo 
sido emitida ésta, no es notificada al peticionario, se considerará que la resolución es favorable 
al mismo (7).
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TÍTULO XI

DE LA VENTA VOLUNTARIA Y FORZOSA
 

CAPÍTULO ÚNICO (7)

Art. 138. Cuando un Concejo requiera la adquisición de un inmueble o parte de él para la 
consecución de una obra destinada a un servicio de utilidad pública o de interés social local, 
podrá decidir adquirirlo voluntaria o forzosamente conforme a las reglas de este título (7).

Art. 139. El Concejo publicará por una sola vez en el Diario Oficial y por dos veces consecutivas 
en dos de los periódicos de mayor circulación, avisos que señalen y describan con claridad y 
precisión el o los inmuebles que se desean adquirir expresando el nombre de los propietarios o 
poseedores, así como su inscripción en el Registro de la Propiedad Raíz, si estuvieren inscritos.

Los propietarios o poseedores de inmuebles que en todo o en parte estén comprendidos 
dentro de los lugares señalados, tienen la obligación de presentarse a la Municipalidad dentro 
de los quince días siguientes a la publicación del último aviso, manifestando por escrito si 
están dispuestos a venderlos voluntariamente, conforme a las condiciones y por el precio que 
convengan con la Municipalidad.

Para determinar el precio de los inmuebles a que se refiere este artículo, deberá practicarse valúo 
de los mismos por peritos de la dirección general del presupuesto, quienes deberán realizarlo 
en un plazo máximo de treinta días hábiles, contados a partir de la fecha de presentación de 
la solicitud respectiva. El precio no podrá exceder en un 5 % al determinado por éstos. Para 
los efectos de este inciso el aumento de precio solo podrá ser acordado por el Concejo (7).

La Municipalidad efectuará el pago al otorgarse la escritura correspondiente, o dentro de un 
plazo no mayor de siete años, reconociendo el 12 % de interés anual sobre saldos deudores.

Art. 140. La Municipalidad podrá seguir el procedimiento especial de expropiación establecido 
en la presente ley, contra los propietarios o poseedores con quienes no llegare a concertar 
voluntariamente la compraventa de sus inmuebles respectivos o que dejaren transcurrir el 
término establecido en el artículo anterior, sin hacer la manifestación que dicho artículo indica.

Art. 141. Será competente para conocer de los juicios de expropiación a que se refiere este título, 
uno de los Jueces de lo Civil o en su defecto el Juez de Primera Instancia a cuya jurisdicción 
correspondiere el municipio interesado.

Cuando hubiere dos o más Jueces competentes conocerán a prevención.

Art. 142. En la demanda, la Municipalidad por medio del Síndico o de apoderado suficientemente 
autorizado hará relación de la obra o servicio que llevará a cabo, con descripción del o de los 
inmuebles que se necesitará expropiar, así como la forma y condiciones de pago.
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Si entre los demandados hubiere personas ausentes o incapaces, deberá mencionarse el 
nombre y domicilio de sus representantes, si fueren conocidos.

Con la demanda deberá presentarse:

1) 	 Certificación del acuerdo del Concejo en el que requiera la adquisición del o de los 
inmuebles;

2)	 Los avisos publicados en el Diario Oficial y en los periódicos de mayor circulación;
3)	 El valúo a que se refiere el Art. 139 inciso 3º;
4)	 Que el proyecto a realizarse en el inmueble o los inmuebles a expropiar, tenga planos 

elaborados y autorizados legalmente;
5)	 Que el servicio u obra que se pretende realizar no le esté prestando el municipio, o lo 

haga en forma insuficiente;
6)	 Que no haya otro inmueble que pertenezca al municipio cerca del lugar del que se 

pretende expropiar y que sirva para el mismo fin;
7)	 Que se tenga asegurado el financiamiento para efectuar la obra o prestar el servicio, 

o los recursos en efectivo y en una partida especial, cuando se realice con fondos 
propios;

8)	 Que el plazo para iniciar la obra a partir de la expropiación no exceda de un año;
9)	 Que en los casos en que haya propietario conocido, se agregará certificación de dos 

actas como mínimo, en las que conste haber intentado la negociación directa para la 
adquisición del inmueble por parte del Concejo.

En la misma demanda podrán acumularse distintas acciones contra propietarios.

Art. 143. Admitida la demanda el Juez mandará oír dentro de tercero día a los propietarios o 
poseedores o a sus legítimos representantes, emplazándolos por medio de un edicto que se 
publicará por una sola vez en el Diario Oficial y en dos de los periódicos de mayor circulación 
en la República y los tres días se contarán a partir de siguiente al de la fecha de la última 
publicación del edicto. No habrá término de la distancia.

Además se emplazarán mediante una copia de la demanda y del auto por el que se admitió 
y se tuvo por parte para entregar esta copia se buscará al demandado en el inmueble que se 
trata de expropiar o en su casa de habitación o lugar de su trabajo, si no habitare en éste y 
no estando presente se le dejará copia con su cónyuge o compañera de vida, hijos, socios, 
dependientes, domésticos, o cualquiera otra persona que allí residieren siempre que fueren 
mayores de edad.

Si la persona mencionada se negare a recibirla el notificador, fijará la copia en la puerta, 
cumpliendo así con la notificación.

El Procurador General de la República, representará por Ministerio de ley a las personas ausentes 
o incapaces que deben ser oídas y carecieren de representante o éste fuere desconocido o 
estuviere ausente. El emplazamiento se hará personalmente al Procurador quien podrá intervenir 
en persona o por medio de sus agentes auxiliares específicos.
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Para los efectos de este Capítulo los demandados que dentro del término del emplazamiento no 
comparecieren a estar a derecho, serán considerados como ausentes y estarán representados 
asimismo por el Procurador General de la República. En caso de que los bienes hubiesen 
pertenecido a personas ya fallecidas y no se hubiere aceptado o declarado yacente su herencia, 
el Juez nombrará curador de los bienes al Procurador General de la República, inmediatamente 
y sin ningún otro trámite, para que represente la sucesión y lo emplazará se conformidad al 
inciso segundo de este artículo.

Art. 144. Vencido el término del emplazamiento se abrirá el juicio a pruebas por ocho días 
improrrogables, dentro de los cuales el Juez de oficio, ordenará inspección pericial sobre la 
localización del inmueble o inmuebles que se trata de expropiar o el justiprecio de los mismos 
si cualquiera de estos fuera objetado. Para los efectos del justiprecio el Juez nombrará dos 
peritos que deberán ser analistas de la Dirección General del Presupuesto.

Art. 145. Si durante el curso del procedimiento compareciere alguien alegando derecho en 
el inmueble que se trata de expropiar o en el monto de la indemnización, no se interrumpirá 
el procedimiento, pero el Juez en la sentencia ordenará que el importe de la indemnización 
correspondiente se deposite en las instituciones que la Ley establece hasta que por sentencia 
ejecutoriada se determine a quien debe pagarse dicha indemnización. El tercero conservará 
en todo caso su derecho a salvo, para ejercer contra el expropiado la acción que establece 
el Art. 900 C.

Art. 146. Dentro de los tres días siguientes a la conclusión del término probatorio se dictará 
sentencia definitiva, declarando la utilidad pública o el interés social local y, decretando la 
expropiación o declarándola sin lugar en el primer caso determinará el valor de la indemnización 
con base en los valúos con respecto a cada inmueble y la forma y condiciones del pago.

Art. 147. La sentencia podrá comprender uno o varios inmuebles pertenecientes a un solo a 
diversos propietarios o poseedores y no admitirá más que el de responsabilidad.

Art. 148. Los derechos inscritos a favor de terceros quedarán extinguidos por efecto de la 
expropiación en lo que se refiere a los inmuebles, conservando aquéllos sus respectivos 
derechos contra los expropiados a fin de hacerse pagar del monto de la indemnización o por 
separado, en la cuantía, prelación y con los privilegios que hubieren tenido legalmente.

Art. 149. Todas las actuaciones se practicarán en papel simple y las notificaciones y citaciones 
serán hechas por edictos que se fijarán en el tablero del Juzgado.

Art. 150. Notificada la sentencia definitiva que decrete la expropiación, quedará transferida la 
propiedad de los bienes, libres de todo gravamen a favor de la municipalidad; y se inscribirá, 
como título de dominio, la ejecutoría de dicha sentencia.

Art. 151. Dentro de los tres días siguientes a la notificación de la sentencia los propietarios 
poseedores o tenedores a cualquier título que fueren, deberán hacer entrega material de los 
inmuebles a la municipalidad, o desocuparlos en su caso.
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Si transcurrido dicho término, alguno de los expropiados o cualquier otro tenedor no hubiere 
cumplido con lo dispuesto en el inciso anterior, el Juez con sólo el pedimento del demande 
le dará posesión material del inmueble, lanzando a los ocupantes que encontrare, aun cuando 
no se hubiere verificado las inscripciones correspondientes.

Art. 152. Los inmuebles que adquiera la municipalidad, sea en forma contractual o forzosa, 
podrán inscribirse a su favor en los correspondientes Registros de la Propiedad, no obstante 
que los propietarios o poseedores carezcan de títulos inscritos o los tengan defectuosos.

Para hacer las inscripciones se prescindirá en su caso de lo dispuesto en el Art. 696 C.

Art. 153. Tanto en las escrituras de la adquisición voluntaria como en las sentencias de 
expropiación, deberán consignarse las descripciones y áreas de los inmuebles que adquiera 
la municipalidad, de acuerdo con las declaraciones de las partes contratantes o con la prueba 
rendida, en su caso. Tales descripciones deberán consignarse con las inscripciones que se 
hagan en el Registro de los respectivos inmuebles, aunque no coincidan con las expresadas 
en los antecedentes respectivos.

Art. 154. No será necesaria la solvencia de renta, vialidad y pavimentación e impuestos fiscales 
y municipales para la inscripción de inmuebles a favor de la municipalidad.

Los propietarios o poseedores que vendieren voluntaria o forzosamente sus inmuebles a favor 
de la Municipalidad, estarán exentos del pago de alcabala.

Art. 155. Al efectuar la compra venta de inmuebles, si sus propietarios fueren deudores del 
fisco o del municipio, la municipalidad no hará efectivo el pago del valor correspondiente 
mientras el vendedor no cancele su deuda con el fisco o el municipio, salvo que llegue a un 
arreglo convencional en la forma de pago de la deuda. En todo caso deberán presentarse las 
constancias respectivas.

Pero si transcurrido treinta días después de firmada la escritura de compraventa, no se hubiere 
efectuado la cancelación de la deuda, la municipalidad podrá descontar del valor del terreno 
de que se trate, el monto de lo adeudado y entregará al vendedor el saldo correspondiente.

Para los efectos de los incisos anteriores, la municipalidad solicitará informe a la Dirección 
General de Contribuciones Directas a fin de establecer si los propietarios o poseedores son 
deudores del Fisco, así como la cuantía de sus deudas.

Cuando se haya seguido juicio de expropiación, del fisco y la municipalidad presentarán al 
Juez correspondiente, el monto de lo que adeuda la persona de que se trate y el Juez retendrá 
en la forma establecida en el Art. 145 de este Código, el valor de la indemnización, hasta 
que el deudor cancele la deuda o llegue a un arreglo convencional en la forma de pago; si 
transcurridos treinta días no se hubiese cancelado la deuda o llegare a un arreglo, el Juez hará 
las deducciones correspondientes del monto de la indemnización, entregando al expropiado 
el saldo y remitiendo a quien corresponda el resto.
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TÍTULO XII 

DISPOSICIONES GENERALES

CAPÍTULO ÚNICO

Art. 156. Las autoridades nacionales, regionales y departamentales, deberán comunicar a los 
municipios respectivos los planes que se propongan ejecutar a corto, mediano y largo plazo, 
a efecto de evitar la creación de servicios paralelos, duplicidad de servicios o contradicción de 
la actividad realizada en forma concurrente por varios entes de la Administración.

Art. 157. Deróguense la Ley del Ramo Municipal promulgada el 28 de abril de 1908, publicada 
en el Diario Oficial número 295, Tomo 65, del 16 de diciembre del mismo año, así como; sus 
reformas posteriores y todas las leyes, decretos y disposiciones sobre la materia, en todo 
aquello que contraríen el texto y los principios contenidos en este Código.

Art. 158. El presente Código se aplicará con preferencia a cualquier otra ley que tenga con la 
materia.

Art. 159. El presente Código entrará en vigencia el primero de marzo de mil novecientos 
ochenta y seis.

DADO EN EL SALON AZUL DEL PALACIO LEGISLATIVO: San Salvador, a los treinta y un días 
del mes de enero de mil novecientos ochenta y seis.

Guillermo Antonio Guevara Lacayo, 
Presidente.

Alfonso Arístides Alvarenga, 
Vicepresidente.

José Humberto Posada Sánchez, 
Secretario.

CASA PRESIDENCIAL: San Salvador, a los tres días del mes de febrero de mil novecientos 
ochenta y seis.

PUBLIQUESE,
JOSE NAPOLEÓN DUARTE,

Presidente Constitucional de la República.

Macla Judith Romero de Torres,
Secretario.

Edgar Ernesto Belloso Funes, 
Ministro del Interior.

D.O. Nº 23 Tomo Nº 290
Fecha: 5 de febrero de 1986

Julio Alfredo Samayoa h.,
Ministro de Justicia.

Pedro Alberto Hernández Portillo, 
Secretario.
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D.O. N° 30, T. 406, 13 DE FEBRERO DE 2015.

(15)	 D.L. N° 295, 3 DE MARZO DE 2016;

D.O. N° 60, T. 411, 4 DE ABRIL DE 2016.
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DECRETO VETADO:

D.L. Nº 1133, 29 DE ENERO DE 2003.

INTERPRETACIONES AUTÉNTICAS:

D.L. Nº 371, 23 DE JULIO DE 1998;

D.O. Nº 172, T. 340, 17 DE SEPTIEMBRE DE 1998.

D.L. Nº 27, 18 DE JUNIO DE 2000; **DECLARADO INCONSTITUCIONAL

D.O. Nº 124, T. 348, 4 DE JULIO DE 2000.

D.L. Nº 1018, 30 DE ABRIL DE 2015;

D.O. Nº 85, T. 407, 13 DE MAYO DE 2015.

INCONSTITUCIONALIDADES:

* POR MEDIO DE SENTENCIA DE LA SALA DE LO CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA 
DE JUSTICIA, PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL N° 120, T. 296, DE 1 DE JULIO DE 1987, FUE 
DECLARADO INCONSTITUCIONAL EL ART. 100, INCISO FINAL.

** LA SALA DE LO CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, POR MEDIO DE 
SENTENCIA Nº 35-2002/38-2003/1-2004/4-2004 ACUMULADOS, PUBLICADA EN EL DIARIO 
OFICIAL Nº 208, TOMO 377, DEL 8 DE NOVIEMBRE DE 2007 DECLARA INCONST ITUCIONAL 
LOS DECRETOS Nos.  730/1999, 27/2000 Y 930/2002, Y LA PARTE FINAL DEL ORDINAL 24º DEL 
ARTICULO 4 Y LA INTERPRETACIÓN AUTÉNTICA AL MISMO, POR CONTRAVENIR AL ARTICULO 
203 DE LA CONSTITUCIÓN, EN TANTO QUE CONTIENE UNA INTROMISIÓN LEGISLATIVA NO 
JUSTIFICADA EN LA AUTONOMÍA MUNICIPAL (30/11/07 ROM/adar).



54

Legislación Ambiental - El Salvador 2021

*** LA SALA DE LO CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, POR MEDIO DE 
SENTENCIA N° 76-2011, PUBLICADA EN EL D.O. N° 22, T 406, DEL 3 DE FEBRERO DE 2015, 
DECLARA INCONSTITUCIONAL EL ART. 21 INC. 2°, PORQUE CONTRAVIENE LOS ARTS. 80 
INC. 1°, 86 INC. 1° Y 202 CN, AL PERMITIR QUE EL MINISTRO DE GOBERNACIÓN NOMBRE 
PERSONAS PARA ADMINISTRAR EL NUEVO MUNICIPIO HASTA QUE TOME POSESIÓN EL 
CONCEJO MUNICIPAL ELECTO, SIENDO ESTO INCOMPATIBLE CON LOS PRINCIPIOS DE 
DEMOCRACIA REPRESENTATIVA Y DE INDELEGABILIDAD DE LAS FUNCIONES PÚBLICAS  
(JQ/05/03/15).

DISPOSICIONES ESPECIALES:

•	 ESTABLECESE DISPOSICIONES A FIN DE SANCIONAR LOS ESTABLECIMIENTOS DONDE 
SE PRACTIQUEN JUEGOS DE AZAR PROHIBIDOS POR LA LEY.

	 D.L. N° 930, 18 DE JULIO DE 2002; **DECLARADO INCONSTITUCIONAL
	 D.O. N° 142, T 356, 31 DE JULIO DE 2002.

•	 CONCEDESE A LOS PROPIETARIOS DE MAQUINAS TRAGA MONEDAS, QUE HAYAN SIDO 
IMPORTADAS AL PAIS, SEIS MESES MORATORIOS A PARTIR DEL PRESENTE DECRETO.

	 D.L. N° 240, 8 DE FEBRERO DE 2007;

D.O. N° 100, T 375, 4 DE JUNIO DE 2007.

JCH/ngcl 07/04/08		  JCH/ 12/04/10			   ROM/ 08/08/12

SV 29/08/12			   SP 05/03/15			   JQ 05/03/15

SV 11/06/15			   SP 25/04/16			   SP 26/09/16

GM 21/04/17



Establecimiento del Complejo Marino Costero Isla San 
Sebastián –Jiquilisco, como la segunda área marina protegida 

del país, con un total de 19,760.184259 hectáreas.
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LEY DE ÁREAS NATURALES PROTEGIDAS

CAPÍTULO I

DISPOSICIONES PRELIMINARES

Objeto

Art. 1. La presente Ley tiene por objeto regular el establecimiento del régimen legal,
administración, manejo e incremento de las Áreas Naturales Protegidas, con el fin de conservar 
la diversidad biológica, asegurar el funcionamiento de los procesos ecológicos esenciales y 
garantizar la perpetuidad de los sistemas naturales, a través de un manejo sostenible para 
beneficio de los habitantes del país.

Ámbito de Aplicación

Art. 2. La presente Ley es aplicable en todo el territorio nacional, especialmente en las Áreas 
Naturales Protegidas, declaradas y establecidas como tales con anterioridad a la vigencia de 
esta Ley y las que posteriormente se establezcan.

Declaratoria de Interés Social

Art. 3. Declárase de interés social el establecimiento, manejo y desarrollo de las Áreas Naturales 
Protegidas que forman parte del Patrimonio Natural del país.

Definiciones

Art. 4. Para la mejor interpretación y aplicación de la presente Ley se entenderá por:

Acantilado: formación geológica constituida por un corte vertical, usualmente en zonas costeras.

Arrecife Coralino: masa compacta de carbonato de calcio, de poca profundidad en el mar, 
formada por una acumulación de exoesqueletos calcáreos de coral y algas calcáreas rojas.

Arrecife Rocoso: masa rocosa compacta de poca profundidad en un cuerpo de agua, usualmente 
el mar, con presencia de corales.

Agroquímico: sustancia usada en agricultura para el control de plagas, enfermedades y 
fertilización.

Área de Conservación: es el espacio territorial que contiene Áreas Naturales Protegidas, zonas 
de amortiguamiento, corredores biológicos y zonas de influencia, funcionando en forma integral 
y administrada a través de la aplicación del Enfoque por Ecosistemas, a fin de promover su 
desarrollo sostenible.
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Área Natural Protegida: parte del territorio nacional de propiedad del Estado, del Municipio, 
de entes autónomos o de propietarios privados, legalmente establecida con el objeto de 
posibilitar la conservación, el manejo sostenible y restauración de la flora y fauna silvestre, 
recursos conexos y sus interacciones naturales y culturales, que tenga alta significación por 
su función o por sus valores genéticos, históricos, escénicos, recreativos, arqueológicos y 
protectores, de tal manera que preserve el estado natural de las comunidades bióticas y los 
fenómenos geomorfológicos únicos.

Área Natural Protegida Prioritaria: Área del Sistema de Áreas Naturales Protegidas, que tiene 
una extensión relativamente considerable, que forma un continuo con otras áreas, que tiene  

representatividad de ecosistemas o comunidades únicas a nivel nacional, regional o internacional 
no afectados significativamente por la actividad humana, que posee diversidad biológica 
sobresaliente y que aporta bienes y servicios ambientales.

Autorización: acto administrativo otorgado de conformidad a la presente Ley por medio del 
cual la autoridad competente, faculta la realización de actividades, obras o proyectos, dentro 
de las Áreas Naturales Protegidas, sujetas al cumplimiento de las condiciones que dicho acto 
establezca.

Bienes y Servicios Ambientales: son aquellas condiciones y procesos naturales de los ecosistemas, 
incluyendo las provenientes de las especies y los genes, por medio de las cuales el ser humano 
obtiene beneficios.

Bosque Hidrófilo o Bosque Salado: es el ecosistema formado por la vegetación, el suelo, los 
canales y la vida silvestre asociada que habita en el área que el agua de mar, en sus más altas 
mareas, ocupa y desocupa alternativamente por causas naturales, incluyendo los terrenos que 
se encuentren dentro del área amojonada por la autoridad competente.

Categoría de Manejo: grado que se asigna a las Áreas Naturales Protegidas para clasificarlas 
según el tipo de gestión que han de recibir, el que se debe realizar de acuerdo al cumplimiento 
de los objetivos de manejo.

Conservación: conjunto de actividades humanas para garantizar el uso sostenible del ambiente, 
incluyendo las medidas para la protección, el mantenimiento, la rehabilitación, la restauración, 
el manejo y el mejoramiento de los recursos naturales y el ecosistema.

Corredor Biológico Mesoamericano: sistema de ordenamiento territorial compuesto de áreas 
naturales bajo regímenes de administración especial, zonas núcleo, de amortiguamiento, de 
usos múltiples y áreas de interconexión, organizado y consolidado que brinda un conjunto de 
bienes y servicios ambientales a la sociedad mesoamericana y mundial, proporcionando los 
espacios de concertación social para promover la inversión en la conservación y uso sostenible 
de los recursos naturales, con el fin de contribuir a mejorar la calidad de vida de los habitantes 
de la región mesoamericana.

Corredor Biológico Nacional: conjunto de áreas naturales y zonas de interconexión del 
territorio nacional, de propiedad pública y privada, respetando en este caso los derechos del 
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propietario a disponer sobre el uso de la tierra, en las cuales se promoverán actividades de 
manejo sostenible de los recursos naturales, a fin de generar bienes y servicios ambientales 
a la sociedad.

Cráter: depresión topográfica más o menos circular formada por explosión volcánica y por 
la cual sale humo, ceniza, lava, fango u otras materias, cuando el volcán está en actividad.

Delegación de la Gestión: acto del Estado en el cual se establecen alianzas con instituciones 
autónomas, organizaciones no gubernamentales y otras asociaciones del sector privado, 
organismos empresariales e instituciones del sector académico, con el fin de desarrollar 
conjuntamente las acciones, proyectos y programas establecidos mediante un Plan de Manejo 
de las Áreas Naturales Protegidas. 

Diversidad Biológica: variabilidad de organismos vivos de cualquier fuente, incluidos los 
ecosistemas terrestres y marinos, otros ecosistemas acuáticos y los complejos ecológicos de 
los que forman parte. Comprende la diversidad de genes, especies y ecosistemas.

Ecosistema: complejo dinámico de comunidades vegetales, animales y de microorganismos y 
su medio no viviente que interactúan como una unidad funcional, mediante el uso de energía.

Educación Ambiental: proceso de formación ambiental ciudadana, formal y no formal, para 
la toma de conciencia y el desarrollo de valores, conceptos y actitudes frente a la protección, 
conservación, restauración y el uso sostenible de los recursos naturales y el medio ambiente.

Especie Exótica Invasora: especie no nativa de El Salvador, introducida a un ecosistema, que 
por su capacidad de diseminación es una amenaza para la estabilidad del mismo.

Farallón: formación rocosa alta y cortada que sobresale en el mar y algunas veces en tierra firme.

Gestión de Áreas Naturales Protegidas: todas las actividades que se realizan dirigidas a la 
administración, manejo y desarrollo de las Áreas Naturales Protegidas, para la conservación 
de las mismas, su diversidad biológica y demás recursos naturales.

Hábitat: lugar o tipo de ambiente en el que existe naturalmente un organismo o una población.

Humedales: extensiones de marismas, pantanos y turberas, o superficies cubiertas de agua, 
sean éstas de régimen natural o artificial, permanentes o temporales, estancadas o corrientes, 
dulces, salobres o saladas, incluidas las extensiones de agua marina cuya profundidad en marea 
baja no exceda de seis metros.

Lago: gran masa permanente de agua depositada en depresiones del terreno.

Laguna: depósito natural de agua, generalmente dulce y de menores dimensiones que el lago.

Lava: magma ígneo en fusión existente en el interior de la tierra que sale a la superficie a través 
de grietas y de fisuras, en particular durante la erupción de un volcán.
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Manejo Sostenible: acciones políticas, legales, de planificación, administración, usos, educación, 
interpretación de la naturaleza, investigación y monitoreo que deben realizarse en un sitio para 
alcanzar su aprovechamiento adecuado, la permanencia de sus características, satisfaciendo 
las necesidades y aspiraciones de las generaciones actuales y futuras.

Patrimonio Natural: bienes y recursos biológicos y físicos que se encuentran en los ecosistemas 
de un país, los cuales son de gran valor económico, social y ambiental para sus habitantes.

Plan de Manejo: documento técnico, aprobado por el Ministerio, para el manejo de las áreas 
naturales protegidas que debe contener objetivos, normativa de uso, programas, gestiones 
administrativas, financieras y evaluación del manejo. Este instrumento, en cuya formación 
participan los sectores de la sociedad relacionadas con las áreas, es el que define la categoría 
de manejo de las mismas.

Plan Operativo: documento basado en el Plan de Manejo que comprende los aspectos 
operativos, guía la ejecución de programas, define metas cuantificables y responsabilidades, 
de acuerdo a los recursos financieros y humanos disponibles y permite evaluar la gestión de 
corto a mediano plazo.

Programa de Plan de Manejo: elemento de planificación contenido en el Plan de Manejo de 
un Área Natural Protegida, entendiéndose como el conjunto de instrucciones priorizadas para 
el desarrollo de actividades a corto, mediano y largo plazo, enmarcadas en el mismo.

Procesos Ecológicos: rutas de interacción de los elementos que constituyen los ecosistemas 
naturales permitiendo el equilibrio de los mismos y el funcionamiento de la naturaleza.

Restauración: proceso de recuperación de ecosistemas a su estructura y funciones originales.

Reserva de la Biosfera: son áreas terrestres o marinas cuyo modelo de gestión persigue 
integrar hombre y naturaleza para conservar los recursos naturales, promover el desarrollo 
sostenible de las comunidades y apoyar la investigación científica y la educación ambiental a 
nivel nacional, regional y mundial.

Veda: prohibición o restricción en tiempo y espacio del derecho de caza, pesca, tala de árboles, 
acceso y otras actividades humanas durante ciertos períodos, con el propósito de asegurar 
la reproducción de determinadas especies sensibles a la presencia del hombre. Así también 
permitir la recuperación de otros recursos naturales de importancia ecológica o económica

Sistema de Áreas Naturales Protegidas: conjunto de Áreas Naturales Protegidas de importancia 
ecológica relevante, bajo régimen de protección en las que a través de su conservación se 
garantiza la provisión de bienes y servicios ambientales a la sociedad.

Vida Silvestre: especies de la diversidad biológica que viven y se reproducen independientemente 
de la mano del hombre, así como aquellas especies introducidas al país que logren establecer 
poblaciones reproductivas libres, ya sean éstas terrestres, acuáticas o aéreas, residentes o 
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migratorias y las partes y productos derivados de ellas, excepto las especies de animales o 
plantas, domésticos y agrícolas, ganaderos o pesqueros, siempre que éstas dependan del 
hombre para su subsistencia.

Zonas de Amortiguamiento: áreas frágiles colindantes y de incidencia directa a las Áreas 
Naturales Protegidas, sujetas a promoción de actividades amigables con los recursos naturales, 
que apoyen los objetivos de manejo y minimicen los impactos negativos hacia adentro y afuera 
de las mismas.
 

CAPÍTULO II

DE LA COMPETENCIA Y ATRIBUCIONES

Autoridad Competente
Art. 5. El Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales, en adelante denominado El 
Ministerio, es la autoridad competente para conocer y resolver sobre toda actividad relacionada 
con las Áreas Naturales Protegidas y los recursos que éstas contienen, aplicando las disposiciones 
de esta Ley y su Reglamento prevaleciendo sobre otras leyes que la contraríen.

El Ministerio podrá delegar determinadas facultades para la aplicación de la presente Ley.

Atribuciones y Responsabilidades

Art. 6. En su papel de rector del Sistema de Áreas Naturales Protegidas, corresponde al Ministerio:

a)	 Cumplir y hacer cumplir la presente Ley, sus Reglamentos y los Convenios Internacionales 
ratificados sobre la materia, dentro de las áreas que conforman el Sistema de Áreas 
Naturales Protegidas;

b)	 Realizar la gestión de las Áreas Naturales Protegidas que conforman el Sistema;
c)	 Promover y desarrollar actividades de protección, conservación, restauración y manejo 

sostenible de los recursos naturales contenidas en las áreas, incluyendo la biodiversidad 
y la riqueza genética;

d)	 Emitir acuerdos ejecutivos para la delegación de la gestión de las Áreas Naturales 
Protegidas, previo al cumplimiento de los requisitos establecidos en la presente Ley y 
su Reglamento;

e)	 Suscribir convenios con personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, nacionales 
o extranjeras, para la investigación científica, obtención de recursos, realizar actividades 
de protección, ampliación, conservación, restauración y manejo sostenible de las áreas;

f)	 Elaborar políticas y sus instrumentos sobre las Áreas Naturales Protegidas;
g)	 Ejercer control a los entes relacionados en el literal d) de este artículo, en la planificación, 

ejecución y seguimiento de proyectos de investigación, conservación, uso sostenible, 
desarrollo, educación ambiental, capacitación, divulgación y todos aquellos relacionados 
con las Áreas Naturales Protegidas;

h)	 Otorgar las autorizaciones previstas en esta Ley y su reglamento, suspenderlas o 
cancelarlas, por causa justificada;

i)	 Generar, recopilar, actualizar y publicar información sobre el Sistema de Áreas Naturales 
Protegidas e incorporar ésta en el informe que establece la Ley de Medio Ambiente, 
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enmarcado en el Sistema de Información Ambiental;
j)	 Emitir normas para la elaboración de los Planes de Manejo y Planes Operativos de las 

Áreas Naturales Protegidas;
k)	 Promover la elaboración, mantenimiento, actualización de los inventarios y valoración 

de los recursos naturales contenidos en las áreas naturales protegidas;
l)	 Promover la conexión ecológica y conectividad entre Áreas Naturales Protegidas para 

la consolidación del Corredor Biológico Nacional;
m)	 Declarar vedas para la conservación de los recursos contenidos en las Áreas Naturales
	 Protegidas;
n)	 Autorizar, modificar, supervisar y dar seguimiento a los Planes de Manejo y Planes 

Operativos de las Áreas Naturales Protegidas;
o)	 Garantizar la conservación de la diversidad biológica.
p)	 Promover y divulgar todo lo concerniente al Sistema de Área Natural Protegida, a nivel 

nacional e internacional
q)	 Identificar y hacer gestiones para incorporar al Sistema de Áreas Naturales Protegidas, 

áreas representativas de ecosistemas de alto valor ecológico para el país;
r)	 Combatir la biopiratería en las áreas naturales protegidas a fin de proteger el patrimonio 

natural;
s)	 Las demás atribuciones que por Ley o reglamento le corresponde.

Para el cumplimiento de las funciones, atribuciones y responsabilidades establecidas en la 
presente ley, el Ministerio deberá contar con una Unidad especializada, pudiendo participar 
las municipalidades y entes privados que posean bienes incorporados al Sistema de Áreas 
Naturales Protegidas.

Obligatoriedad Institucional

Art. 7. Todas las instituciones de la administración pública y las municipalidades, están obligadas 
a prestar su colaboración a la autoridad competente a fin de lograr una mejor y eficiente 
gestión de las Áreas Naturales Protegidas del país.
Gestión de las Áreas Naturales Protegidas

Art. 8. La gestión de las Áreas Naturales Protegidas estará organizada en tres niveles, que son:

a)	 Un nivel estratégico de carácter nacional, con función consultiva y participativa. Para 
tal efecto se creará un Consejo Nacional de Áreas Naturales Protegidas, que será el 
principal Foro Consultivo y de debate en todo lo concerniente al Sistema de Áreas 
Naturales Protegidas, que podrá llamarse en el curso de la presente ley, El Consejo.

	 El Consejo estará integrado por el Ministro de Medio Ambiente y Recursos Naturales 
o la persona que éste designe, quien lo presidirá; por un representante de cada uno 
de los Ministerios: De la Defensa Nacional, Educación, Agricultura y Ganadería; por 
un representante de cada una de las siguientes instituciones: Policía Nacional Civil, 
Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos, Universidades que tengan la 
carrera de Ingeniería Agronómica o Biología; un representante de organizaciones no 
gubernamentales legalmente establecidas, que trabajen en el tema de áreas naturales 
y un representante de las comunidades de las zonas de amortiguamiento aledañas a 
las áreas protegidas.



62

Legislación Ambiental - El Salvador 2021

b)	 Un nivel gerencial constituido por la Gerencia de Áreas Naturales Protegidas y Corredor 
Biológico, con funciones organizativas, administrativas, ejecutivas y de planificación, 
que dependerá de la Dirección General de Patrimonio Natural.

c)	 Un nivel local a través de los Comités Asesores Locales, como el principal instrumento 
de participación y coordinación entre el área natural protegida y su espacio social 
aledaño. Los comités locales contarán con una composición específica para cada 
área protegida, integrándose los Concejos Municipales respectivos.

Los comités asesores locales deberán estar integrados por un representante de la Gerencia 
de las Áreas Naturales Protegidas, un representante de las comunidades aledañas al área, un 
representante de los Concejos municipales respectivos, un representante de las organizaciones 
no gubernamentales legalmente establecidas, que trabajen en el tema de áreas naturales y 
un representante de las asociaciones de desarrollo comunal que tengan personalidad jurídica.

Los representantes gubernamentales y municipales, serán nombrados mediante acuerdo 
del Órgano Ejecutivo en el ramo correspondiente o de la municipalidad según el caso; el 
procedimiento para la elección de los representantes de las organizaciones no gubernamentales 
y de las asociaciones de desarrollo comunal, así como las funciones de los niveles anteriores, 
se establecerán en el reglamento de la presente Ley.

CAPÍTULO III

DEL SISTEMA DE ÁREAS NATURALES PROTEGIDAS

Constitución del Sistema

Art. 9. El Sistema de Áreas Naturales Protegidas, en adelante denominado el Sistema, estará 
constituido por áreas de propiedad del Estado, de las municipalidades y de entidades autónomas.

Podrán formar parte del Sistema las propiedades privadas, de interés para la conservación, de 
conformidad a lo establecido en el artículo 11 de la presente ley.

Los bosques salados son bienes nacionales y forman parte del patrimonio natural del Estado.

Los humedales continentales y artificiales, cráteres, lavas, farallones, lagos y lagunas, arrecifes 
coralinos y rocosos naturales o artificiales y acantilados forman parte del patrimonio natural 
del Estado, y mientras no se demuestre titularidad privada, se consideran bienes nacionales. 
Por lo tanto, el Ministerio calificará y determinará su incorporación al Sistema.

Establecimiento de Área Natural Protegida

Art. 10. Las Áreas Naturales Protegidas, se establecerán por Decreto del Órgano Ejecutivo en el 
Ramo de Medio Ambiente y Recursos Naturales, considerándose sus características y estudios 
técnicos para definir la prioridad en su establecimiento de conformidad a lo dispuesto en la 
presente Ley y su reglamento.
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Las áreas naturales protegidas declaradas y establecidas con anterioridad a la vigencia de 
esta Ley y las que se establecieren posteriormente, serán administradas y manejadas bajo las 
normas y directrices que para tal efecto se emitan.

Áreas Naturales Privadas, Municipales y de Entidades Autónomas

Art. 11. Los particulares, las municipalidades y las entidades autónomas podrán solicitar que 
inmuebles de su propiedad se establezcan como Áreas Naturales Protegidas o se adhieran a 
una ya establecida, cuando reúnan las siguientes condiciones:

a)	 Que contengan ecosistemas no afectados significativamente por la actividad humana, 
diversidad biológica significativa o aporte beneficios ambientales a una comunidad o 
municipio.

b)	 Contar con un dictamen técnico de los valores naturales del área y las aptitudes de la 
misma.

c)	 Que cumplan con lo establecido en esta Ley, su Reglamento y el convenio que para 
tal efecto se suscriba entre el Ministerio y el interesado.

Las áreas naturales privadas, municipales y de entidades autónomas que se establezcan como 
protegidas, previa calificación del Ministerio, serán manejadas por sus propietarios de acuerdo 
a la normativa correspondiente, manteniendo su derecho de propiedad y la libre disposición 
de los ingresos y beneficios que genere el área.

El establecimiento del área natural se realizará de conformidad a lo prescrito en la presente 
Ley y su reglamento.

Registro de Establecimiento

Art. 12. La declaratoria de un Área Natural Protegida deberá inscribirse en el correspondiente 
Registro de la Propiedad Raíz e Hipotecas a petición del Ministerio de Medio Ambiente y 
Recursos Naturales, lo cual no causará ningún derecho.

Para efectos de cancelar la inscripción del establecimiento de un área natural en propiedades 
privadas, municipales y de entidades autónomas, el propietario solicitará al Ministerio la 
autorización respectiva.

Registro Interno y su objeto

Art. 13. El Ministerio llevará un registro de Áreas Naturales Protegidas, en lo sucesivo denominado 
el “Registro”.

El Registro tiene por objeto catalogar e incorporar la información relativa de las áreas naturales 
protegidas del país; su organización y funcionamiento se determinará en el reglamento de la 
presente Ley.
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Categorías de Manejo

Art. 14. Dentro del proceso de formulación de los planes de manejo de las Áreas Naturales 
Protegidas, se asignará la respectiva categoría con base al cumplimiento de los objetivos de 
las mismas y de acuerdo a la siguiente clasificación:

Reserva Natural

Son áreas terrestres o marinas que poseen algún ecosistema, característica biológica o 
geológica o especies destacadas en función de criterios de singularidad, representatividad o 
rareza, destinadas principalmente a actividades de conservación, investigación, educación y 
monitoreo del área.

Parque Nacional

Área protegida manejada principalmente para la conservación de ecosistemas y proporcionar 
un marco para actividades culturales y con fines de recreación. Debe contener ejemplos 
representativos de importantes regiones, características o escenarios naturales, en las cuales 
las especies de animales y plantas, los hábitats y los sitios geomorfológicos, revistan especial 
importancia ecológica, científica, educativa, cultural, recreativa y turística. Debe cubrir una 
extensión tal que incluya uno o más ecosistemas que no hayan sido alterados significativamente.

Monumento Natural

Área protegida manejada principalmente para la conservación de características naturales 
específicas o por su importancia cultural. Debe contener uno o más rasgos de importancia 
notable, como cataratas espectaculares, cavernas, cuevas, cráteres, fósiles, farallones, dunas y 
formaciones marinas, junto con especímenes únicos o representativos de la diversidad biológica 
y sitios arqueológicos o naturales. Debe ser suficientemente amplia para proteger la integridad 
de sus características naturales y las zonas inmediatamente circundantes.

Área de Manejo de Hábitat

Área protegida manejada principalmente para la conservación, con intervención a nivel de gestión. 
Debe desempeñar una función importante en la protección de la naturaleza y la supervivencia 
de especies comprendiendo zonas de reproducción, humedales, arrecifes de coral, estuarios, 
praderas y pastizales, bosques o zonas de reproducción, incluidos los herbarios marinos.

Paisaje Terrestre o Marino Protegido

Área protegida principalmente para la conservación de paisajes terrestres o marinos, según 
el caso, en la cual las interacciones del ser humano y la naturaleza a lo largo de los años ha 
producido una zona de carácter definido con importantes valores estéticos, ecológicos o 
culturales, y que a menudo alberga una rica diversidad biológica.
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Área Protegida con Recursos Manejados

Área protegida manejada principalmente para la utilización sostenible de los recursos naturales. 
Parte de su superficie debe estar en condiciones naturales, aunque el área también puede 
contener zonas limitadas de ecosistemas modificados. Debe tener capacidad para poder 
tolerar la utilización sostenible de sus recursos.

Área de Protección y Restauración

Es una categoría transitoria destinada principalmente a Área Protegida manejada principalmente 
hacia proteger, recuperar y restaurar los ecosistemas que muestra signos de estar o haber 
sido sometida a fuertes presiones, reales o potenciales, de sobreexplotación de los recursos 
que contienen.

Parque Ecológico

Son áreas que por sus características carecen de aptitudes para pertenecer a algunas de las 
categorías de manejo contempladas anteriormente, pero mantienen valores ambientales 
significativos para el interés público.

Cambio de Categoría de Manejo

Art. 15. El Ministerio podrá cambiar la categoría de manejo previamente asignada a una 
determinada Área Natural Protegida, o agregar nuevas categorías, basándose en la evaluación, 
análisis y ajuste de los objetivos del manejo. El cambio de categoría o asignación se efectuará 
cumpliendo con los procedimientos definidos en el reglamento de la presente Ley, dicho 
cambio no podrá ser en detrimento de la actual categoría, excepto en casos de desastre 
ambiental u otra contingencia que así lo amerite.

CAPÍTULO IV

DEL MANEJO DE LAS ÁREAS NATURALES PROTEGIDAS

Objetivos de Manejo de las categorías

Art. 16. Los objetivos de manejo de las categorías de Áreas Naturales Protegidas son los siguientes:

a)	 Proteger los ecosistemas originales de El Salvador.
b)	 Proteger los espacios naturales y los paisajes de importancia local.
c)	 Mantener los bienes y servicios ambientales
d)	 Promover la Investigación científica
e)	 Preservar las especies y la diversidad genética
f)	 Proteger las características naturales y culturales específicas
g)	 Contribuir al ecoturismo y la recreación
h)	 Fomentar la educación ambiental e interpretación de la naturaleza
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i)	 Utilizar sosteniblemente los recursos derivados de ecosistemas naturales
j)	 Mantener los atributos culturales y tradicionales
k)	 Recuperar y restaurar los recursos naturales
l)	 Contribuir a mejorar la calidad de vida de las poblaciones aledañas.
m)	 Contribuir al desarrollo nacional y local.
n)	 Armonizar la interacción entre la naturaleza y las actividades humanas.
o)	 Disminuir la vulnerabilidad ante la ocurrencia de fenómenos naturales.

Planes de Manejo y Planes Operativos

Art. 17. El Ministerio, de conformidad al reglamento de la presente Ley, emitirá las normas 
correspondientes para la formulación y aprobación de los planes de manejo y planes operativos 
para la gestión de las Áreas Naturales Protegidas.

Eficiencia del Manejo de las Áreas Naturales Protegidas

Art. 18. Para dar seguimiento y evaluar la eficiencia del manejo de las Áreas Naturales Protegidas, 
el Ministerio las monitoreará con instrumentos de medición con una frecuencia mínima de 
una vez por año. La metodología a emplear deberá ser única para todo el Sistema.

Zonas de Amortiguamiento

Art. 19. Las áreas de amortiguamiento en terrenos públicos o privados se determinarán en el 
Plan de Manejo del Área Natural Protegida, definirá su extensión y regulando las actividades 
productivas de tal manera que sean compatibles con el objetivo de conservación del área.

El Ministerio autorizará las zonas de amortiguamiento y en las regiones de influencia de 
propiedad privada, el desarrollo de actividades que sean compatibles con los objetivos de las 
Áreas Naturales Protegidas, tomando en consideración lo establecido en el literal c) del artículo 8.

Deslinde y Amojonamiento

Art. 20. Con el fin de garantizar la conservación e integridad de los bosques salados o de otros 
bienes nacionales que formen parte del Patrimonio Natural de la nación, el Ministerio efectuará 
el deslinde y amojonamiento respectivo.

El procedimiento se determinará en el reglamento de la presente ley, tomando como base el 
informe del Registro de la Propiedad Raíz e Hipotecas correspondiente. El derecho de la parte 
interesada para dirimir judicialmente la propiedad en caso de conflicto, prescribirá en un plazo 
de ciento ochenta días, contados a partir de la suspensión del deslinde.

Prevención de Incendios

Art. 21. A fin de prevenir incendios en las Áreas Naturales Protegidas, el Ministerio dictará las 
medidas correspondientes y desarrollará campañas educativas a nivel nacional, capacitaciones 
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para las comunidades aledañas, guarda recursos y demás personal que labora o habite en 
tales áreas.

Los propietarios, usufructuarios, arrendatarios, comodatarios, encargados y ocupantes de 
los terrenos colindantes a las áreas naturales protegidas, están en la obligación de establecer 
rondas corta fuego a fin de prevenir incendios.

Para cumplir con lo estipulado en el inciso anterior el Ministerio deberá proporcionar los 
recursos necesarios.

Control de Incendios

Art. 22. En caso de producirse un incendio dentro de las Áreas Naturales Protegidas y zonas de 
amortiguamiento, la Fuerza Armada, Policía Nacional Civil, Cuerpo de Bomberos, las autoridades 
municipales y demás entidades públicas, deberán contribuir a la extinción del mismo, facilitando 
y colaborando con personal, medios de transporte y otros recursos necesarios.

Las comunidades aledañas deberán colaborar para hacer efectivas las medidas combativas 
que se consideren necesarias al efecto, así como otras instituciones u organizaciones privadas 
de servicios.

Toda persona que tenga conocimiento de haberse originado un incendio está obligada a 
comunicar inmediatamente el hecho a la autoridad más próxima.

Colaboración de los Propietarios

Art. 23. Los propietarios y poseedores de inmuebles a cualquier título, colindantes a las Áreas 
Naturales Protegidas, tienen la obligación de dar acceso y permitir la permanencia dentro 
de sus inmuebles al personal que esté desarrollando actividades de combate de incendios y 
colaborar con los medios a su alcance para su extinción.

Delegación de la Gestión de Áreas Naturales Protegidas

Art. 24. Se faculta al Ministerio, en su calidad de autoridad competente para conocer y resolver 
sobre toda actividad relacionada con las áreas naturales protegidas estatales, para que mediante 
Acuerdo Ejecutivo, pueda delegar algunas actividades de gestión de éstas, establecidas en 
el plan de manejo, a instituciones autónomas, a las municipalidades o a organizaciones no 
gubernamentales legalmente establecidas relacionadas con esta materia.
Los sectores interesados presentarán al Ministerio una propuesta de ejecución de actividades, 
lo cual se avalará de acuerdo a los procedimientos y normativa requerida.

Los Acuerdos de delegación de la gestión entre el Ministerio y los sectores de la sociedad 
facilitarán el acceso a diferentes fuentes de financiamiento para la ejecución de programas y 
proyectos para fortalecer el manejo de las Áreas Naturales Protegidas, Corredores Biológicos 
y a las comunidades locales aledañas.
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Corredor Biológico Nacional

Art. 25. El Sistema de Áreas Naturales Protegidas servirá de punto de referencia para el 
establecimiento del Corredor Biológico Nacional, a fin de que las actividades que en él se realicen, 
garanticen la conservación del Patrimonio Natural del Estado a través de actividades productivas 
sostenibles, contribuyendo al establecimiento del Corredor Biológico Mesoamericano.

Administración Integrada

Art. 26. Considerada la proximidad geográfica y la relación e interdependencia ecológica entre 
Áreas Naturales Protegidas, éstas podrán manejarse en forma conjunta y coordinada a través 
de una sola administración como Áreas de Conservación, con la finalidad de contribuir al 
establecimiento del Corredor Biológico Nacional, corredores locales y promover el desarrollo 
social y económico.

Reserva de la Biósfera

Art. 27. Las Áreas Naturales Protegidas, independientemente de su categoría de manejo, podrán 
formar parte, de manera aislada o conjunta, del modelo de gestión establecido como Reserva 
de la Biosfera por la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la 
Cultura (UNESCO).

Bienes Culturales

Art. 28. El manejo, conservación y restauración de los bienes culturales en las Áreas Naturales 
Protegidas, se regirá por lo establecido en la presente Ley y su reglamento; no obstante lo 
anterior, se respetará lo dispuesto en la Ley Especial de Protección al Patrimonio Cultural de 
El Salvador y su Reglamento y otras normativas vigentes sobre la materia, siempre que no 
contraríen los objetivos establecidos en la presente ley.

Asentamientos Humanos

Art. 29. En las Áreas Naturales Protegidas no se permitirá el establecimiento de nuevos 
asentamientos humanos ni el crecimiento de infraestructura en los ya existentes. El Ministerio, 
a través del Plan de Manejo incluirá normativas específicas para cada asentamiento existente, 
de acuerdo a los objetivos y directrices de la categoría de manejo.

En caso de que la presencia de asentamientos humanos existentes en un área natural protegida, 
contraríe los objetivos de la misma, el Ministerio agotará medidas correctivas para modificar las 
prácticas nocivas a los objetivos de manejo. Como último recurso se gestionará en conjunto con 
las autoridades y los asentamientos humanos y dentro de un plazo establecido, la reubicación 
en las condiciones en que se ocasione la menor perturbación a su población.

Si alguna de las situaciones indicadas en los incisos anteriores constituye delito, ésta se tramitará 
de conformidad a la norma penal correspondiente.
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Uso Público en Áreas Naturales Protegidas

Art. 30. El uso público de las Áreas Naturales Protegidas es un derecho de la ciudadanía, lo 
cual estará encauzado a través de las correspondientes medidas de regulación y manejo 
enmarcado en los planes operativos o los planes de manejo respectivos. Dichas actividades 
estarán reguladas a través de un instructivo.

Investigación

Art. 31. La investigación técnica y científica es prioritaria en las Áreas Naturales Protegidas. 
Dichas investigaciones no pueden ir en detrimento de los mismos y deberán contar con la 
correspondiente autorización.

Educación Ambiental

Art. 32. La educación ambiental en las Áreas Naturales Protegidas y sus Zonas de Amortiguamiento, 
deberá ser enfocada en los sectores de la educación formal, no formal e informal, dentro de un 
Programa especial que propicie cambios en la conducta de la población para la conservación 
de los recursos naturales y culturales.

CAPÍTULO V 

AUTORIZACIONES Y CONCESIONES

Autorizaciones

Art. 33. El Ministerio podrá autorizar a personas naturales o jurídicas para realizar actividades, 
obras o proyectos, compatibles con los objetivos de las Áreas Naturales Protegidas, sin perjuicio 
de cumplir previamente con los requerimientos establecidos en la Ley del Medio Ambiente.

Suspensión

Art. 34. El Ministerio podrá suspender las autorizaciones relacionadas en el artículo anterior 
por las siguientes causas:

a)	 Incumplir las condiciones establecidas en los Planes de Manejo o en Planes Operativas
b)	 Incumplir las condiciones establecidas en las autorizaciones, emitidas de conformidad 

a la presente Ley; y
c)	 Incurrir en infracciones menos graves o leves, según lo establecido en la Ley del Medio 

Ambiente y la presente Ley.

La suspensión quedará sin efecto cuando desaparezcan las causas que la motivaron, previa 
resolución de la autoridad competente o se haya cumplido con los plazos establecidos.
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Cancelación

Art. 35. El Ministerio podrá cancelar las autorizaciones emitidas de conformidad a la presente 
Ley por las siguientes causas:

a)	 Incurrir en infracciones graves, según lo establecido en la presente Ley, y haber sido 
sancionado de conformidad al procedimiento administrativo correspondiente;

b)	 Ceder la autorización sin previo consentimiento escrito de la autoridad competente;
c)	 Aportar información falsa para obtener la autorización;
d)	 Persistir las circunstancias que motivaron la suspensión después del plazo concedido 

para corregirlas; y
e)	 Destinar los productos o subproductos, partes o derivados para fines distintos de 

aquellos para los cuales se hayan autorizado.

Procedimiento de Suspensión y Cancelación

Art. 36. Para la suspensión o cancelación de las autorizaciones a que se refiere la presente 
Ley, se mandará a oír al titular dentro del plazo de tres días hábiles para que comparezca 
personalmente por medio de Apoderado, a presentar las pruebas de descargo y, con su 
presencia o no, la autoridad competente emitirá la resolución definitiva dentro de un plazo 
de cinco días hábiles siguientes.

Las notificaciones dentro del procedimiento de suspensión o cancelación se harán cumpliendo 
con lo establecido en el Código de Procedimientos Civiles.

Autorizaciones en Bosques Salados

Art. 37. El Ministerio podrá otorgar autorizaciones para la ejecución de actividades, obras o 
proyectos en los bosques salados, siempre que no se contraríen las medidas de conservación y 
el respectivo plan de manejo, previo al pago correspondiente establecido en la tarifa aprobada 
por el Ministerio de Hacienda. Los pagos realizados ingresarán al Fondo General de la Nación.

Concesiones en Bosques Salados

Art. 38. Las concesiones para el establecimiento de salineras, proyectos de acuicultura y 
cualquier otra actividad, obra o proyecto, serán otorgadas por el Ministerio, siempre que 
éstas no contraríen las medidas de conservación y al respectivo plan de manejo o que no se 
hayan establecido vedas en la zona solicitada, previo pago de los derechos correspondientes, 
sujetándose a la presente Ley, su reglamento y demás legislación relacionada con la materia.

Las concesiones podrán ser suspendidas o canceladas siguiendo las regulaciones y procedimientos 
establecidos en los artículos 33, 34, 35 y 36 de la presente Ley.

Las concesiones otorgadas previo a la vigencia de esta Ley estarán sujetas a las disposiciones 
establecidas en el reglamento respectivo.
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CAPÍTULO VI

DEL RÉGIMEN ECONÓMICO Y FINANCIERO

Mercado de Servicios Ambientales

Art. 39. Las áreas del Sistema, públicas o privadas, municipales y de instituciones autónomas 
podrán participar en mercados de servicios ambientales y sus propietarios gozarán de los 
beneficios que de ellos se deriven.

Mecanismos Financieros

Art. 40. Podrá crearse Fideicomisos o programas financieros con fondos públicos o privados, 
municipales o autónomos específicamente para la gestión del Sistema, generados por: ingresos 
de entrada, donaciones, aportaciones voluntarias, pago por servicios ambientales, mercadeo de 
productos de divulgación del Área Natural Protegida y otros contemplados en el reglamento.

CAPÍTULO VII 

INFRACCIONES Y SANCIONES

Autoridad Competente

Art. 41. El titular del Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales o sus delegados, es 
la autoridad competente para conocer de las infracciones establecidas en la presente Ley y 
sin perjuicio de la acción penal a que hubiere lugar si los hechos constituyen delito o falta.

Clasificación de las Infracciones

Art. 42. Las infracciones a la presente Ley se clasifican en leves, graves, y muy graves. Las 
multas se calcularán en salarios mínimos mensuales, tomando de base el establecido para el 
comercio e industria en la ciudad de San Salvador.

En toda sanción que se imponga se evaluará el grado de la infracción, considerando la alteración, 
daño o destrucción de los recursos contenidos en el Área Natural Protegida, las implicaciones 
de restauración y la capacidad económica del infractor.

En todo caso, siempre que se sancione una infracción de las establecidas en la presente ley, 
se ordenará al infractor la restauración o reparación del daño causado, señalando un plazo 
para que se realicen las obras necesarias.

Infracciones Leves

Art. 43. Son Infracciones Leves las siguientes:

a)	 Introducir de manera temporal animales domésticos o ganado de cualquier especie;
b)	 Ingresar o acampar sin contar con la autorización correspondiente;
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c)	 Irrespetar al personal autorizado para el resguardo del lugar;
d)	 Negarse a presentar al personal autorizado la correspondiente autorización;
e)	 Extraer madera o leña sin la respectiva autorización; y
f)	 Incumplir la normativa interna del lugar.

Quien incurriere en cualquiera de las infracciones indicadas, será sancionado con multa de 
uno a diez salarios mínimos mensuales.

Infracciones Graves

Art. 44. Se consideran Infracciones Graves las siguientes:

a)	 Podar árboles, arbustos o cualquier otro tipo de vegetación representativa, sin 
autorización;

b)	 Desarrollar actividades agrícolas no autorizadas;
c)	 Realizar cualquier tipo de actividad comercial, sin contar con la respectiva autorización;
d)	 Infringir las medidas que se hayan ordenado para prevenir o combatir los incendios 

en las áreas naturales protegidas o en sus zonas de amortiguamiento;
e)	 Extraer organismos completos o parte de éstos como: hongos, bejucos, lianas, helechos, 

orquídeas, bromelias, musgos, líquenes, hepáticas y otras especies vegetales; y
f)	 Reincidir en al menos una falta leve dentro de un mismo año.

Quienes incurrieren en cualquiera de las infracciones señaladas, serán sancionados con multa 
de once a cincuenta salarios mínimos mensuales, más la reparación del daño si fuere posible 
y los gastos en que se incurriere durante el proceso sancionatorio.

Infracciones Muy Graves

Art. 45. Son infracciones Muy Graves las siguientes:

a)	 Destruir o dañar los recursos naturales existentes en el lugar;
b)	 Arrojar o depositar cualquier producto inflamable o contaminante;
c)	 Talar árboles, arbustos o cualquier otro tipo de vegetación, sin la correspondiente 

autorización;
d)	 Utilizar en el área o en la zona de amortiguamiento, agroquímicos que no estén 

autorizados por la autoridad responsable;
e)	 Recolectar, capturar, cazar, pescar o comercializar especímenes de la vida silvestre 

o sus partes, sin la autorización correspondiente. Se considera agravante cuando la 
especie estuviere protegida de conformidad a la ley, o en peligro de extinción;

f)	 Recolectar o extraer objetos de valor histórico o arqueológico;
g)	 Introducir o liberar cualquier especie exótica invasora;
h)	 Recolectar o extraer rocas, minerales o fósiles, arrecifes de coral, arena, sedimentos 

de fondos marinos o estuarios o cualquier otro producto, sin la debida autorización;
i)	 Obstruir cauces naturales que impidan el flujo de las aguas;
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j)	 Realizar modificaciones en el ambiente o causar daño a la diversidad biológica, el 
paisaje y la captación de agua;

k)	 Drenar o desecar humedales;
l)	 Alterar, ceder o hacer uso indebido de las autorizaciones extendidas por la autoridad 

competente;
m)	 Ocasionar incendios;
n)	 Ocupar o permanecer dentro de un área natural protegida con fines habitacionales u 

otros que alteren el estado natural del área;
o)	 Tener o pastar ganado de cualquier especie sin la correspondiente autorización;
p)	 Dañar las instalaciones del área, equipos, materiales u otros bienes propios de la 

administración;
q)	 Utilizar sin la autorización la denominación de “Área Natural Protegida”;
r)	 Realizar actividades de investigación científica sin el permiso correspondiente; y
s)	 Reincidir en una falta grave en un mismo año.

Quien incurriere en cualquiera de las infracciones indicadas será sancionado con multa de 
cincuenta y uno a dos mil salarios mínimos mensuales, más la reparación del daño si fuere 
posible y deberá pagar los gastos en que se incurren durante el proceso sancionatorio.

Reincidencia

Art. 46. La reincidencia establecida en los literales f) y s) de los artículos 44 y 45, se sancionará 
con el doble de la multa señalada en cada caso y además se procederá a la cancelación definitiva 
de la autorización o concesión otorgada de conformidad a la presente Ley, si la hubiere.

Decomiso

Art. 47. El Ministerio procederá al secuestro de los productos, partes, derivados o especies 
obtenidas ilícitamente, así como de los medios utilizados para cometer la presunta infracción 
y a resolver sobre el destino de éstos, con base en la presente Ley, su reglamento y otra 
legislación pertinente.

Los bienes relacionados en el inciso anterior podrán ser devueltos a sus propietarios, o en su 
caso, decomisados previo dictamen de la autoridad competente en el proceso administrativo 
sancionatorio correspondiente.

Delitos

Art. 48. En caso que la infracción constituya delito, el Ministerio se abstendrá de seguir 
conociendo del asunto, debiendo remitir los autos a la Fiscalía General de la República para 
que inicie la acción correspondiente.
El Juez al dictar sentencia, además de la pena privativa de libertad, deberá imponer la multa 
que corresponda al caso.



74

Legislación Ambiental - El Salvador 2021

CAPÍTULO VIII

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONATORIO

Procedimiento

Art. 49. El procedimiento administrativo sancionatorio se iniciará de oficio, por denuncia o por 
aviso ante el Ministerio.

Cuando los funcionarios y empleados del Ministerio, Inspectores de pesca, Guarda recursos, 
Agentes de la Policía Nacional Civil, Agentes de la Fiscalía General de la República, elementos 
de la Fuerza Armada o cualquier otra autoridad que tuviere conocimiento por cualquier medio 
de una infracción a la presente Ley y su reglamento, procederán de inmediato a inspeccionar 
el área donde se hubiese cometido la infracción. El acta que al efecto se levante, constituirá 
prueba del cometimiento de la misma, y deberá ser remitida por cualquier medio directamente 
al Ministerio en un plazo no mayor de tres días hábiles, contados después de realizada la 
inspección.

Actos Previos

Art. 50. Recibida el acta relacionada en el artículo anterior, el Ministerio calificará la procedencia 
de iniciar el proceso administrativo sancionatorio. Para ello, podrá efectuar diligencias previas 
con el objeto de determinar con carácter preliminar la concurrencia de circunstancias que 
lo fundamente.

Instrucción y Sustanciación del Procedimiento

Art. 51. La instrucción del procedimiento se ordenará mediante resolución motivada en la que 
se indique, por lo menos, lo siguiente:

a)	 El funcionario que ordena la instrucción, expresando lugar y fecha de la resolución;
b)	 Exposición suscinta de los hechos que justifican la instrucción, la clase de infracción 

que constituye y la sanción que puede corresponder;
c)	 Indicación del derecho de vista de las actuaciones, de alegar e invocar las Leyes y 

demás motivaciones jurídicas que justifiquen lo actuado por el presunto infractor, a 
aportar pruebas de descargo, a hacer uso de la audiencia y de las demás garantías 
que conforman el debido proceso legal; y

d)	 Las medidas de carácter provisional que se hayan adoptado.

La resolución será suscrita por el Ministro o el funcionario delegado que ordene la instrucción, 
nombrando un Secretario de Actuaciones y se notificará al presunto infractor, observando las 
formalidades que establece el Código de Procedimientos Civiles. En el acto de la notificación 
se entregará copia del acta que al efecto se levante y de las actuaciones previas, si las hubiere.

Los inculpados dispondrán del plazo de cinco días hábiles, a contar del siguiente de la notificación 
citada en el inciso anterior para aportar las alegaciones, documentos e informaciones que 
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estimen convenientes y propondrán los medios probatorios que pretendan hacerse valer y 
señalarán los hechos que pretendan probar. Precluido el período de alegaciones se abrirá a 
pruebas el procedimiento por el plazo de cinco días hábiles.

En caso que el presunto infractor no compareciere a ejercer su derecho de defensa, se le 
declarará rebelde, se le notificará la declaratoria de rebeldía y se pronunciará la sentencia sin 
más trámite ni diligencia.

La sentencia se pronunciará cumpliendo con los requisitos establecidos en el inciso segundo 
del presente artículo en un plazo máximo de diez días hábiles.

Valoración de la Prueba

Art. 52. Los informes de los funcionarios del Ministerio y las actas relacionadas en el artículo 
49 constituyen medios probatorios. La prueba se valorará de conformidad a las reglas de la 
sana crítica.

Motivación de la Resolución

Art. 53. La resolución que decida la procedencia o improcedencia de las sanciones administrativas, 
será debidamente motivada y resolverá todas las cuestiones planteadas por las partes dentro 
del término de diez días hábiles.

Valúo del Daño al Área Natural Protegida

Art. 54. Siempre que se imponga una sanción administrativa se ordenará al infractor la restitución 
o reparación del daño causado a los recursos naturales contenidos en el área, concediéndole 
un plazo prudencial para hacerlo. Para tal efecto se procederá a determinar el valúo por peritos 
nombrados por el Ministerio.

La certificación del valúo y de la resolución que ordena la restitución o reparación del daño 
tendrá fuerza ejecutiva contra el infractor.

Recurso de Revisión

Art. 55. Toda resolución pronunciada en la fase administrativa admitirá el recurso de revisión. El 
plazo para interponerlo será de cinco días hábiles contados a partir de la notificación y tendrá 
carácter optativo para efectos de la acción Contenciosa Administrativa, el recurso deberá ser 
resuelto con vista de autos dentro del plazo de diez días hábiles.

Pago de Multa

Art. 56. La multa impuesta deberá enterarse en la Receptoría Fiscal respectiva e ingresará al 
Fondo General de la Nación.

Al quedar ejecutoriada la resolución deberá cumplirse dentro del término de quince días, 
contados a partir del siguiente a la notificación respectiva, y su certificación tendrá fuerza 
ejecutiva.
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CAPÍTULO IX 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Incorporación de las Áreas al Sistema

Art. 57. Las áreas naturales protegidas que se encuentren en proceso de asignación de 
conformidad a la Ley del Régimen Especial de la Tierra en Propiedades de las Asociaciones 
Cooperativas, Comunales y Comunitarias Campesinas y Beneficiarios de la Reforma Agraria y 
su Reglamento, estarán sujetas a los lineamientos emanados del Ministerio a fin de garantizar 
la conservación e integridad de las mismas.

Validez de Concesiones Otorgadas

Art. 58. Las concesiones otorgadas para la ejecución de actividades, obras o proyectos en los 
bosque salados, con anterioridad a la vigencia de la presente ley, continuaran vigentes, siempre 
que no se contraríen las medidas de conservación y los demás requisitos establecidos en el 
artículo 38 de este decreto, pero los concesionarios deberán presentar al Ministerio de Medio 
Ambiente y Recursos Naturales en el plazo de dos años, contados a partir de su vigencia, el 
plan de manejo y el correspondiente diagnóstico ambiental.

Calificación de Inmuebles

Art. 59. El Ministerio deberá calificar los inmuebles a que se refiere el inciso cuarto del artículo 
9 de la presente Ley.

Transferencia al Estado

Art. 60. Los inmuebles identificados como potenciales Áreas Naturales Protegidas registradas 
a favor del Instituto Salvadoreño de Transformación Agraria, por constituir patrimonio especial 
propiedad estatal, por ministerio de ley quedan incorporadas al Sistema.

Instrumentos Contractuales

Art. 61. Los convenios, acuerdos, cartas de entendimiento y otros instrumentos relacionados 
con Áreas Naturales Protegidas, suscritos por el Ministerio o el Ministerio de Agricultura y 
Ganadería, con instituciones públicas, privadas o con personas naturales antes de la vigencia de 
la presente Ley, serán revisados para adecuarlos a las normas de ésta y su Reglamento. Dicha 
revisión y adecuación se realizará en el plazo de dos años, contados a partir de la vigencia de 
este Decreto.

Protección del Bosque Salado

Art. 62. Con el propósito de garantizar la conservación e integridad de los bosques salados, el 
Ministerio en un plazo de dos años, contados a partir de la vigencia de la presente Ley, deberá 
realizar el deslinde y amojonamiento de éstos.
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Tenencia de Parcelas en Bosques Salados

Art. 63. En un plazo máximo de dos años, contados a partir de la vigencia de la presente ley, 
deberá definirse la tenencia existente antes de la vigencia de esta ley de las parcelas ubicadas 
dentro del área de los bosques salados, dentro del marco del Art. 57 de esta ley y de acuerdo 
a lo que establecen las demás leyes vigentes.

No obstante lo anterior, la vigencia de esta ley, no afectará la titularidad legalmente comprobada, 
de las parcelas ubicadas en las áreas mencionadas en el inciso que antecede, respetándose 
en todo caso la normativa de las áreas naturales protegidas.

La tenencia a la que se refiere este artículo podrá admitir prueba testimonial

Instrumentos de Planificación

Art. 64. Las actividades dentro de un Área Natural Protegida, deberán ser congruentes con el 
manejo de la misma hasta alcanzar la formulación del Plan de Manejo.

Definición de Acciones

Art. 65. Mientras no se emita el reglamento de la presente Ley, el Ministerio definirá, por Acuerdo 
Ejecutivo o Resolución, las acciones necesarias para cumplir con el objeto de la misma.

CAPÍTULO X

DISPOSICIONES FINALES, DEROGATORIAS Y VIGENCIAS

Autorización de Resoluciones

Art. 66. Para la aplicación de la presente Ley, todas las resoluciones que emita el Ministerio, 
serán autorizadas por su titular, por quien haga sus veces o por quién aquel designe.

Guarda Recursos

Art. 67. Créase la Unidad de Guarda Recursos, cuya finalidad será la custodia, vigilancia y control 
de las Áreas Naturales Protegidas y estará integrada por empleados públicos pagados por el 
Estado o por sectores no gubernamentales, autorizados por el Ministerio, quienes desarrollarán 
sus funciones en las Áreas Naturales Protegidas que forman parte del Sistema o que tienen 
potencial para integrarlo; la estructura y funcionamiento de dicha unidad se determinará en 
el reglamento de la presente Ley.

La Unidad de Guarda Recursos estará integrada por hombres o mujeres en condiciones de 
equidad y serán capacitados y formados por el Ministerio para el ejercicio de sus funciones, 
para cumplir con tal fin podrá auxiliarse de organizaciones no gubernamentales y locales.
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Siempre y cuando sea posible se procurará que los Guarda Recursos pertenezcan a las 
comunidades aledañas al Área Natural Protegida, para vincular esta con su entorno social.

Funciones Protectivas

Art. 68. Los funcionarios y empleados mencionados en el segundo inciso del Artículo 49 de 
la presente Ley tienen la facultad, dentro de las Áreas Naturales Protegidas, para detener a los 
transgresores sorprendidas in fraganti, juntamente con los productos que se hubieren obtenido 
o abandonado y entregarlos de forma inmediata a la autoridad competente.

Comités de Vigilancia

Art. 69. Las comunidades aledañas a un Área Natural Protegida podrán integrar comités con 
funciones de vigilancia y conservación de los recursos de dichas áreas; así como también 
denunciar ante las autoridades del área, cualquier hecho o acto que contraríe lo dispuesto 
por la presente Ley y su reglamento.

Portación de Armas

Art. 70. Los guarda recursos podrán portar armas de conformidad a la Ley de Control y Regulación 
de Armas de fuego, Municiones, Explosivos y Artículos Similares y su Reglamento, cuando le 
sean necesarias para el cumplimiento de sus funciones dentro de las Áreas Naturales Protegidas.

Derogatorias

Art. 71. Deróguense los artículos 28, 29, 30, 31, 77, 78 y 79 todos de la Ley Forestal contenida 
en el Decreto Legislativo N° 268, del 8 de febrero de 1973, publicado en el Diario Oficial N° 
50, Tomo 238 del 13 de marzo del mismo año; Decreto Legislativo Nº 885 del 13 de abril del 
2000, publicado en el Diario Oficial Nº 79, Tomo 347, de fecha 28 del mismo mes y año, así 
como cualquier otra disposición que contraríe la presente Ley.

Medidas

Art. 72. El Órgano Ejecutivo en el Ramo de Medio Ambiente y Recursos Naturales, dictará las 
medidas necesarias a fin de darle la debida difusión y aplicación a esta Ley y su Reglamento.

Carácter Especial

Art. 73. La presente Ley por su carácter especial prevalecerá sobre cualquier otra que la contraríe.

Vigencia

Art. 74. La presente Ley entrará en vigencia ocho días después de su publicación en el Diario 
Oficial.

DADO EN EL SALÓN DE SESIONES DEL PALACIO LEGISLATIVO: San Salvador a los trece días 
del mes de enero del año dos mil cinco.
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Liberación de serpiente, que al igual que otros reptiles 
constituyen una proporción significativa de los depredadores, 

que mantienen equilibrados los ecosistemas naturales.
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LEY DE CONSERVACIÓN DE VIDA SILVESTRE

 CAPÍTULO I

DISPOSICIONES PRELIMINARES

Art. 1. La presente ley tiene por objeto la protección, restauración, manejo, aprovechamiento 
y conservación de la vida silvestre. Esto incluye la regulación de actividades como la cacería, 
recolección y comercialización, así como las demás formas de uso y aprovechamiento de 
este recurso.

Art. 2. Se entiende por vida silvestre las especies de la diversidad biológica que viven y se 
reproducen independientemente de la mano del hombre, así como aquellas especies introducidas 
al país que logren establecer poblaciones reproductivas libres, ya sean éstas terrestres, acuáticas 
o aéreas, residentes o migratorias y las partes y productos derivados de ellas, excepto las 
especies de animales o plantas, domésticos y agrícolas, ganaderos o pesqueros, siempre que 
éstos dependan del hombre para su subsistencia.

Art. 3. La vida silvestre es parte del patrimonio natural de la Nación y corresponde al Estado 
su protección y manejo.

Art. 4. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:

a)	 ANIMAL MIGRATORIO: toda especie que en forma libre y cíclica entra y sale de los 
límites del territorio nacional, sin importar su procedencia o si viene al país en período 
reproductor o no reproductor.

b)	 CACERÍA: todo acto de captura o recolección, viva o muerta de ejemplares de la vida 
silvestre y toda actividad asociada con la misma, ya sea para uso o consumo personal 
o para transferencia o venta a otras personas.

c)	 CACERÍA COMERCIAL: aquella realizada con fines de lucro, independiente de la 
escala de aprovechamiento. Esto incluye todas las transacciones subsiguientes que 
conllevan a procesamiento o manufactura derivadas de la vida silvestre.

ch) 	CACERÍA DE COMPLEMENTO: aquella realizada por personas que requieran de dicha 
actividad para su complemento de familia, ya sea para alimentación o medicinal.

d)	 CACERÍA DEPORTIVA: aquella realizada primordialmente para fines recreativos y en 
la que el cazador busca la presa para uso personal.

e)	 COMERCIALIZACIÓN: actividad de comprar, vender o cambiar una especie silvestre 
por otras con fines lucrativos.

f)	 CENTRO DE RESCATE: lugar designado por el Ministerio de Medio Ambiente y Recursos 
Naturales, servicio de parques nacionales y vida silvestre para cuidar el bienestar de 
los especímenes vivos especialmente de aquellos que hayan sido confiscados (1).

g)	 DIVERSIDAD BIOLÓGICA: variedad de la vida en todas su formas, niveles y combinaciones. 
Incluye la variedad y frecuencia de los diferentes ecosistemas, las diferentes especies, 
y los distintos genes y/o patrimonios genéticos.

h)	 DOMÉSTICO: variedad o raza seleccionada para vivir en asociación estricta con los 
seres humanos y a bondad de ellos y cuyo ciclo completo de vida se desarrolla con 
el manejo del ser humano.
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i)	 ESPECIE: conjunto de plantas o animales que en forma natural y libre se reproducen 
entre sí para producir crías fértiles y similares a sus progenitores.

j)	 ESPECIES NATIVAS: aquellas originarias o autóctonas del país o de una región 
determinada de éste. También se considerarán así a todas las especies migratorias que 
visitan al país, o aquellas que no siendo originarias de éste logren introducirse al territorio 
nacional y establecer en él poblaciones reproductivas libres, independientemente de 
cualquier influencia humana, como producto de fenómenos migratorios naturales.

k)	 ESPECIES INTRODUCIDAS: aquellas que no son originarias o nativas del país, es decir 
que han sido introducidas por el hombre.

l)	 ESPECIE EN PELIGRO DE EXTINCIÓN: todas aquellas cuyas poblaciones han sido 
reducidas a un nivel crítico o cuyo hábitat ha sido reducido tan drásticamente que se 
considera que está en inmediato peligro de desaparecer o ser exterminada en el territorio 
nacional y por lo tanto, requiere de medidas estrictas de protección o restauración.

m)	 ESPECIE AMENAZADA DE EXTINCIÓN: toda aquella que, si bien no está en peligro 
de extinción a corto plazo, observa una notable contínua baja en el tamaño y rango 
de distribución de sus poblaciones, debido a sobreexplotación, destrucción amplia del 
hábitat u otras modificaciones ambientales drásticas.

n)	 ESPÉCIMEN: ejemplar individual de planta o animal silvestre.
ñ)	 HÁBITAT: ambiente o condiciones naturales en que viven los individuos de una especie.
o)	 MÁXIMO RENDIMIENTO SUSTENTABLE: la mayor cosecha o aprovechamiento factible 

de una población de vida silvestre, sin que ésta se deteriore o disminuya una cantidad o 
calidad a largo plazo; es decir que mantenga su potencial de restauración o renovación 
para soportar aprovechamientos futuros.

p)	 MODIFICACIÓN AMBIENTAL DRÁSTICA: es aquella que ocasiona alteraciones o 
cambios en las condiciones naturales indispensables para la sobrevivencia de una o más 
de las especies nativas o conlleva al establecimiento de especies no nativas del área.

q)	 LICENCIA: documento que constata la capacidad del portador de ejercer la cacería 
u otro tipo de uso o aprovechamiento de la vida silvestre.

r)	 POBLACIÓN: todos los individuos de una especie que existe en el país o en una región 
definida de éste.

s)	 REEXPORTACIÓN: actividad relacionada con el ingreso al país de especímenes que 
se encuentran en tránsito.

t)	 SELLO DE CACERÍA: boleto que autoriza la caza correcta de un animal específico.

CAPÍTULO II 

DISPOSICIONES NORMATIVAS

Art. 5. El Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales será responsable de la aplicación de 
la presente ley en lo que respecta a la protección, restauración, conservación y el uso sostenible 
de la vida silvestre. La regulación de las actividades de comercialización del mencionado 
recurso es atribución del Ministerio de Agricultura y Ganadería, quien para tal efecto podrá 
dictar normas específicas por medio de acuerdos ejecutivos (1).

Art. 6. Corresponde al Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales, de conformidad a 
su acuerdo de creación (1):
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a)	 Velar por el buen uso y mantenimiento de los bienes e instalaciones que le sean 
asignados.

b)	 Proteger la vida silvestre como patrimonio natural de la Nación; apoyar y asesorar 
otras Instituciones que tengan responsabilidad con dichos recursos.

c)	 Realizar estudios sobre nuevas y mejores formas de utilizar las especies silvestres, 
enfatizando aquellas áreas que satisfagan las necesidades humanas básicas en forma 
apropiada con las circunstancias del país, transfiriendo la tecnología obtenida de los 
mismos a otras instituciones y demás usuarios, cuando asegure un mejor y mayor 
provecho a la población del país.

ch) 	Publicar los estudios y ponerlos al acceso del público y de la comunidad científica por 
igual, así como realizar otras actividades que promuevan los recursos de vida silvestre 
y su uso adecuado.

d)	 Elaborar y mantener actualizado el listado oficial de especies de vida silvestre amenazadas 
o en peligro de extinción y velar por su protección y restauración.

e)	 Realizar los estudios y ensayos necesarios para la reproducción de la vida silvestre para 
uso humano, así como restaurar y conservar las poblaciones de aquellas especies en 
peligro o amenazadas de extinción.

f)	 Aprovechar las condiciones naturales de las áreas silvestres protegidas para realizar 
los estudios mencionados en los literales anteriores, a fin de lograr mejores resultados 
para la implementación de la tecnología obtenida de estos estudios en el país.

g)	 Establecer y mantener con eficiencia, puestos de control de vida silvestre a nivel 
nacional, según lo exijan las circunstancias.

h)	 Fijar las cuotas de vida silvestre cosechables por unidad de tiempo y espacio; establecer 
el monto y condiciones de las licencias y permisos.

i)	 Coordinar esfuerzos con los organismos e instituciones competentes, para lograr el 
control o erradicación de plagas y enfermedades que puedan afectar a la vida silvestre.

j)	 Realizar cualquier otra actividad inherente a la conservación de la vida silvestre.
k)	 Velar por el cumplimiento de los convenios internacionales ratificados por El Salvador 

en materia de conservación de la vida silvestre.

Art. 7. Para realizar algunas de las acciones anteriores el Ministerio de Medio Ambiente y 
Recursos Naturales, podrá establecer convenios y acuerdos con entidades y personas naturales 
y jurídicas, nacionales. (1)

CAPÍTULO III

PROTECCION Y APROVECHAMIENTO DE LA VIDA SILVESTRE

Art. 8. Toda utilización de la vida silvestre, incluyendo la cacería, la reproducción, comercialización, 
importación, exportación, reexportación, recolecta y tenencia para cualquier finalidad, estará 
normado por los reglamentos correspondientes y administrados por el Ministerio de Medio 
Ambiente y Recursos Naturales, en coordinación con los organismos o instituciones relacionadas 
con la materia (1).
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Art. 9. Las especies de vida silvestre incluidos en los listados de especies amenazadas o en 
peligro de extinción, que sean registradas en tales categorías por el Ministerio de Medio 
Ambiente y Recursos Naturales y ante la Comisión Internacional correspondiente, serán sujetas 
a regulaciones específicas sobre su protección (1).

Art. 10. Los reglamentos señalarán la forma, lugar, tiempo, exención y demás condiciones de 
los usos autorizados, así como la magnitud de la utilización permitida pudiendo modificarse 
cuando existan estudios técnicos que los justifiquen.

Art. 11. En todo caso en que las poblaciones de vida silvestre requieran de protección especial 
para la recuperación o estabilidad de sus poblaciones, el Ministerio de Medio Ambiente y  
Recursos Naturales, a través de su jefatura podrá establecer vedas parciales o totales de uso 
en tiempo, lugar y espacio (1).

Art. 12. Para el control de especies de la vida silvestre que dañen o amenacen la salud humana, 
la agricultura y la ganadería del país, se establecerán normas reglamentarias.

Art. 13. El Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales promoverá proyectos de 
restauración y reproducción en cautiverio de especies amenazadas o en peligro de extinción (1).

Art. 14. Toda forma de cacería, ya sea ésta de tipo deportivo, de complemento o comercial, 
requerirá de los permisos o licencias correspondientes que se otorgaron según se establezca 
en el Reglamento respectivo.

Art. 15. Las actividades reguladas por esta Ley para el aprovechamiento de la vida silvestre, estarán 
sujetas a diferentes tipos de tarifas establecidas por el Ministerio de Medio Ambiente y Recursos 
Naturales, de acuerdo a los diferentes rubros: cacería deportiva, cacería de complemento, 
cacería comercial y recolectas para colecciones científicas (1).

Art. 16. El Estado en el ramo correspondiente fomentará la reproducción de vida silvestre en 
cautiverio, a fin de incrementar sus niveles de rendimiento sustentable, así como para mejorar 
las condiciones económicas y sociales de las comunidades locales y del país en general.

Art. 17. El Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales, proveerá de asistencia técnica 
a personas jurídicas o naturales, que así lo solicitaren, para la reproducción de la vida silvestre 
y supervisará el establecimiento y desarrollo de las actividades de crianza (1).

Art. 18. El Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales, facilitará la adquisición o 
proveerá de acuerdo al estado de la especie, el pie de cría necesario e indispensable para su 
reproducción en cautiverio (1).

Art. 19. El Ministerio de Medio Ambiente Y Recursos Naturales, respaldará proyectos, para la 
gestión de financiamiento, que llenen los requisitos establecidos en los reglamentos para la 
reproducción de vida silvestre (1).

Art. 20. La introducción al país de una especie de vida silvestre no nativa, independientemente 
de la finalidad de la misma, será autorizada por el Ministerio de Medio Ambiente y Recursos 
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Naturales, únicamente si existen estudios o experiencias publicadas que señalen claramente 
que dicha introducción no representa una amenaza a la vida humana, ni a las otras especies de 
vida silvestre existentes en el país; además que se hayan cumplido con las todas disposiciones 
establecidas por el reglamento para dichas introducciones (1).

Se permite la exhibición de especies de fauna silvestre en parques zoológicos, refugios de 
animales o personas autorizadas por el Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales, 
siempre que cumplan con los cuidados específicos que las especies necesitan para su 
subsistencia, en ausencia de maltrato por hacinamiento o por terceras personas (2).

Se prohíbe el ingreso, utilización o maltrato de especies de fauna silvestre en todo tipo de 
espectáculos; su tránsito por el territorio nacional, será conforme a los convenios internacionales 
de la materia (2).

CAPÍTULO IV

RÉGIMEN DE SANCIONES

Art. 21. Corresponde a la Jefatura del Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales o 
a su delegado conocer de las infracciones a la presente Ley, sus Reglamentos e Instructivos 
e imponer las sanciones respectivas sin perjuicio de la acción judicial correspondiente si los 
hechos revisten carácter de delito o falta (1).

Art. 22. En toda sanción impuesta, se tomará en cuenta la gravedad de la infracción considerando 
la cantidad de especímenes capturados o recolectados, el grado de amenaza de las especies, 
el método de captura o recolecta y la capacidad económica del infractor.

Art. 23. Las infracciones a la presente Ley se clasifican en tres categorías; leves, menos graves 
y graves; las multas se establecerán tomando como base el salario mínimo mensual vigente 
a la fecha en que se cometió la infracción.

Art. 24. En las infracciones establecidas en los artículos 25, 26 y 27 de la presente ley, además 
de la multa correspondiente, se procederá al decomiso de los especímenes capturados o 
recolectados pertenecientes a la vida silvestre y los medios o instrumentos utilizados al efecto, 
sin perjuicio de exigir al infractor la restitución de la vida silvestre destruida o dañada, y si esto 
no fuere posible, al resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados.

Art. 25. Las infracciones leves serán sancionadas con multas equivalentes desde un salario 
mínimo mensual hasta diez salarios mínimos mensuales.

Son infracciones leves:

a)	 La cacería de complemento sin licencia o en forma contraria al Reglamento.
b)	 Negarse a mostrar los documentos de permiso o licencia solicitados por personal 

autorizado para el cumplimiento de la presente Ley y sus Reglamentos.



86

Legislación Ambiental - El Salvador 2021

c)	 Tener en posesión una pieza cazada o recolectada sin la viñeta reglamentaria.
ch)	 Cazar o recolectar ejemplares de vida silvestre en áreas autorizadas sin el permiso 

correspondiente.

Art. 26. Las infracciones menos graves serán sancionadas con multas equivalentes desde dos 
salarios mínimos mensuales hasta quince salarios mínimos mensuales.

Son infracciones menos graves:
a)	 Irrespetar personal autorizado para la aplicación de esta ley o sus reglamentos.
b)	 Vender ejemplares de vida silvestre obtenidos de cacería deportivas o de complemento, 

sin el permiso correspondiente.
c)	 Dañar ejemplares de vida silvestre por negligencia o falta de selectividad de métodos 

utilizados para caza, captura u obtención de vida silvestre.
ch)	 Practicar la caza deportiva o recolecta científica sin licencia o en forma contraria al 

reglamento.
d)	 Cazar o recolectar ejemplares de vida silvestre en áreas no autorizadas para tal fin.
e)	 No respetar las normas establecidas en el Reglamento para el cultivo y crianza de vida 

silvestre.

Art. 27. Las infracciones graves serán sancionadas con multas equivalentes desde diez salarios 
mínimos hasta cien salarios mínimos.

Son infracciones graves:

a)	 Matar, destruir, dañar o comercializar con especies de la vida silvestre en peligro o 
amenazadas de extinción.

b)	 Importar, exportar o reexportar vida silvestre en peligro o amenazadas de extinción sin 
el permiso correspondiente o excederse de las condiciones fijadas en dicho permiso.

c)	 Causar modificaciones ambientales drásticas que dañen a la vida silvestre.
ch)  	Poseer especies de la vida silvestre en peligro o amenazadas de extinción, extraídas 

de sus hábitats originales sin el permiso correspondiente.
d)	 Modificar, alterar, falsificar o vender los certificados, licencias o permisos extendidos 

por el Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales, para la utilización de la 
vida silvestre (1).

e)	 Recolectar o capturar ejemplares de vida silvestre con fines científicos u otros sin el 
permiso correspondiente.

Art. 28. La reincidencia en los casos de los artículos anteriores duplicará la multa. La tercera 
reincidencia, además de la multa correspondiente, conllevará a la cancelación definitiva de 
cualquier permiso o autorización de aprovechamiento de vida silvestre.

Art. 29. De toda infracción a la presente Ley se levantará un acta por el personal del Ministerio 
de Medio Ambiente y Recursos Naturales, agentes forestales o sus auxiliares, la autoridad o 
sus agentes, que constate la infracción; el acta será remitida al jefe del Ministerio de Medio 
Ambiente y Recursos Naturales o su delegado dentro de los tres días después de levantada y 
hará fe en tanto no se pruebe lo contrario (1).
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Art. 30. Las sanciones establecidas en la presente Ley se harán efectivas conforme al procedimiento 
siguiente: recibida el acta a que se refiere el artículo anterior, el jefe del Ministerio de Medio 
Ambiente y Recursos Naturales o su delegado contactará a las Autoridades respectivas para oír 
al presunto infractor dentro de un término que no excederá de cuatro días hábiles contados 
a partir del día siguiente al de la citación respectiva. (1)

La persona será citada una sola vez, debiendo comparecer al citatorio; de no hacerlo, el 
procedimiento continuará por el término de cuatro días durante los cuales el infractor podrá 
aducir las justificaciones pertinentes.

Concluido el término probatorio, caso de haber tenido lugar o transcurrida la audiencia 
concedida al presunto infractor, se pronunciará sentencia definitiva dentro del tercer día.

Art. 31. La sentencia definitiva será apelable para ante el Ministro de Medio Ambiente y Recursos 
Naturales.

El recurso deberá interponerse por escrito dentro del término de tres días de notificada la 
sentencia; dicho recurso se tramitará de acuerdo con lo prescrito por el código de procedimientos 
civiles, en lo que fuere aplicable (1).

Art. 32. Pasado el término sin que se interpusiere apelación o resuelta esta, la sentencia definitiva 
se declarará ejecutoria; al quedar firme la sentencia deberá cumplirse dentro del término de 
quince días posteriores y la certificación de la misma tendrá fuerza ejecutiva. La multa deberá 
ser comunicada a la receptoría fiscal respectiva.

Art. 33.Las infracciones a esta ley y sus reglamentos además de la multa, darán lugar a la 
suspensión o cancelación de los permisos o licencias otorgados, según la gravedad del caso.

CAPÍTULO V 

DISPOSICIONES FINALES

Art. 34. Los funcionarios y empleados del Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales, 
los agentes pesqueros, forestales, guardabosques y encargados de las casetas forestales, los 
agentes de autoridad con funciones de policía, tendrán funciones de inspectores de vida silvestre 
con facultad para capturar a los transgresores infraganti, decomisar la vida silvestre que éstos 
hubieren obtenido o abandonado y recibir las denuncias sobre los hechos de que se trate (1).

La vida silvestre decomisada será puesta a disposición del Ministerio de Medio Ambiente y 
Recursos Naturales, salvo cuando se trate de hechos delictivos, en cuyo caso aquella, junto 
con el presunto delincuente serán pasados a la orden del juez competente, quién entregará 
en depósito al Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales, la vida silvestre para evitar 
su daño y su eventual destrucción o muerte (1).
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El Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales dispondrá de la vida silvestre decomisada 
en la forma correspondiente al cumplimiento de sus objetivos (1).

Art. 35. El personal del Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales podrá portar armas 
de la permitidas por la Ley, cuando por razón de sus obligaciones tenga que permanecer en 
misión oficial o efectuar inspecciones y de acuerdo al régimen legal específico vigente (1).

Art. 36. El transporte de vida silvestre deberá ampararse en las guías o documentos que al 
efecto disponga el Reglamento.

Art. 37. El Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales, gestionará ante las Autoridades 
correspondientes; la suscripción de los Convenios y Tratados Internacionales existentes que 
aun no hubieren sido suscritos por El Salvador, para la conservación de la vida silvestre (1).

El Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales, podrá propiciar la suscripción de nuevos 
convenios, bilaterales o multilaterales y la ratificación de los mismos, en particular con países 
que más se relacionan con El Salvador en el movimiento comercial de la vida silvestre. (1)

Art. 38. Aquellas especies de vida silvestre que estuvieren protegidas por Convenios y Tratados 
Internacionales deberán ser tratadas en la forma establecida por los mismos, siempre que éstos 
contengan disposiciones más estrictas que la presente ley y sus reglamentos.

Art. 39. El Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales, propiciará la capacitación y 
participación de los Gobiernos Municipales y las organizaciones no gubernamentales idóneas 
en las actividades tendientes a la conservación de la vida silvestre, conforme a lo establecido 
en el Código Municipal y demás leyes y reglamentos pertinentes. (1)

Art. 40. Deberá procurarse la cooperación e integración internacional para la realización de 
censos, movimientos migratorios, programas de recuperación y otros estudios y proyectos 
orientados a lograr un mejor manejo de la vida silvestre.

Art. 41. Cuando el Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales lo considere necesario 
podrá solicitar la opinión o asesoría de una autoridad competente en materia de vida silvestre 
o campo afín, ya sea ésta nacional o extranjera, para el análisis de todo o parte de uno o más 
Convenios y Tratados Internacionales ratificados (1).

Art. 42. Corresponde al Ministerio de Agricultura y Ganadería, velar por el cumplimiento y 
aplicación de los convenios relacionados con el comercio internacional de especies amenazadas 
de fauna y flora silvestre, basándose en las disposiciones que en materia científica sobre la 
conservación y uso sostenible de éstas, haya dictado reglamentariamente el Ministerio de 
Medio Ambiente y Recursos Naturales por medio de acuerdos ejecutivos.

También corresponde al ramo de Agricultura y Ganadería dictar las medidas que fuesen 
necesarias para el comercio dentro del territorio nacional, de especies de fauna y flora silvestre 
amenazadas o en peligro de extinción, basándose en las mencionadas disposiciones que 
formalmente haya emitido el Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales.
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El Ministerio de Agricultura y Ganadería, podrá ordenar el decomiso de especímenes de fauna y 
flora silvestre declaradas amenazadas o en peligro de extinción por convenios internacionales o 
por el Ministerio de Medio Ambiente y Recursos naturales, de sus productos, partes y derivados, 
y sancionar a las personas que en forma ilegal vendan o s e dediquen a la comercialización 
de los mismos. Para la imposición de las sanciones el Ministerio de Agricultura y Ganadería 
aplicará, en lo pertinente, el Régimen de Sanciones a que se refiere el Capítulo IV de esta ley (1).

Art. 43. El Presidente de la República deberá emitir los reglamentos de la presente ley en un 
plazo de noventa días.

Art. 44. La presente Ley por su carácter especial prevalecerá sobre cualquier otra que la contraríe.

Art. 45. La presente Ley entrará en vigencia ocho días después de su publicación en el Diario 
Oficial.

DADO EN EL SALÓN AZUL DEL PALACIO LEGISLATIVO: San Salvador, a los catorce días del 
mes de abril de mil novecientos noventa y cuatro.

Luis Roberto Angulo Samayoa,
presidente.

Mercedes Gloria Salguero Gross,
Vicepresidente.

Reynaldo Quintanilla Prado, 
Secretario.

Alfredo Félix Cristiani Burkard,
Presidente de la República.

Antonio Cabrales,
Ministro de Agricultura y Ganadería.

D. O. Nº: 96    TOMO Nº:    323
FECHA: 25 de mayo de 1994.

Reformas:
(1) D.L. No. 441, 7 DE JUNIO DE 2001;    D.O. No 133, T. 352, 16 DE JULIO DE 2001.

(2)  D.L. No. 452, 9 DE AGOSTO DE 2013;   D.O. No. 162, T. 400, 4 DE SEPTIEMBRE DE 2013.
ROM/ngcl   JQ 02/10/2013

CASA PRESIDENCIAL: San Salvador, a los veintiún días del mes de abril de 
mil novecientos noventa y cuatro.

Publíquese,

Ciro Cruz Zepeda Peña,
Vicepresidente.

Raúl Manuel Somoza Alfaro,
Secretario.

Jose Rafael Machuca Zelaya,
Secretario.

Silvia Guadalupe Barrientos Escobar, 
Secretario.

René Mario Figueroa Figueroa, 
Secretario.

Ruben Ignacio Zamora Rivas, 
Vicepresidente.
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Firma de un convenio entre el Instituto Salvadoreño de Transformación Agraria 
(ISTA) y la Comisión Ejecutiva Hidroeléctrica del Río Lempa (CEL), para unificar la 
cooperación interinstitucional en el establecimiento de viveros forestales a nivel 
nacional, en el marco del Plan Nacional de Agua, impulsado por el Gobierno de 
El Salvador.

Este convenio tiene como objeto establecer relaciones de coordinación y 
colaboración a fin de desarrollar fuentes alternativas de producción de alimentos, 
reforestación, restauración del medio ambiente y generación de recursos 
energéticos.

En el marco de este convenio, CEL a través de los viveros ubicados en sus 
centrales hidroeléctricas, donará 1 millón de árboles de diferentes especies tales 
como: forestales, forrajeros y frutales, que serán distribuidos entre las diferentes 
asociaciones cooperativas y comunidades rurales, beneficiadas por el Proyecto 

de Escuelas Agrarias de ISTA.
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LEY DE GESTIÓN INTEGRAL DE RESIDUOS Y
FOMENTO AL RECICLAJE

 CAPÍTULO I

OBJETO Y ÁMBITO DE APLICACIÓN DE LA LEY

OBJETO

Art. 1. La presente ley tiene por objeto lograr el aprovechamiento y disposición final sanitaria 
y ambientalmente segura de los residuos, a fin   de proteger la salud de las personas, el medio 
ambiente y fomentar una economía circular, a través del establecimiento de una visión sistémica 
en la gestión integral de los residuos, la determinación de los actores y su forma de interacción, 
y la asignación de responsabilidades para lograr cambios conductuales en la población.

Para lograr lo anterior, se considerarán al menos los procesos siguientes: disminución de la 
generación de residuos priorizando la prevención, el fomento a la reutilización, reparación, 
el reciclaje y otros tipos de valorización, concientizando a la población en la preferencia de 
productos que generen residuos aprovechables.

ÁMBITO DE APLICACIÓN

Art. 2. Esta ley se aplicará a las personas naturales y jurídicas, públicas, privadas, de economía 
mixta y las instituciones de gobierno, generadoras de toda clase de residuos en el territorio 
nacional, incluyendo a los consumidores.

Se exceptúan de la aplicación de la presente ley las aguas residuales de tipo ordinaria y 
especial, y otros efluentes que se viertan sobre sistemas de alcantarillado, drenaje o cuerpos 
receptores de agua y emisiones a la atmósfera; los cuales serán gestionados de conformidad 
a sus respectivos marcos jurídicos.

Los residuos peligrosos se sujetarán a la gestión integral de residuos establecidos en esta ley; 
sin embargo, por sus características especiales, serán objeto de la regulación especial que 
desarrolla las medidas particulares complementarias para su manejo en lo que corresponde 
a su naturaleza.

Cuando en cualquier ley sean utilizados los términos de desechos, desperdicios o basura, 
deberá analizarse si estos son residuos aprovechables o no aprovechables de acuerdo a las 
definiciones establecidas en esta ley.

NATURALEZA DE LA LEY

Art. 3. Las disposiciones de la presente ley son de interés social.
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CAPÍTULO II 

PRINCIPIOS Y DEFINICIONES

PRINCIPIOS

Art. 4. Los principios rectores de la gestión integral de residuos son los siguientes:

Acceso a la información: toda persona natural o jurídica, tiene derecho al acceso a la información 
que soliciten y que dispongan las autoridades públicas sobre la gestión de residuos, especialmente 
aquella que se refiere a las actividades que podrían presentar un riesgo ambiental.

CORRESPONSABILIDAD: la gestión integral de residuos es responsabilidad social, pública y 
privada, por lo que requiere la participación conjunta, coordinada y diferenciada de todos sus 
actores de acuerdo a sus respectivas responsabilidades.

DESARROLLO SUSTENTABLE Y SOSTENIBLE: la gestión integral de residuos debe promover el 
desarrollo sustentable y sostenible, de manera que se incluyan estrategias para el fortalecimiento 
de la economía, que contribuyan a mejorar la calidad de vida de las personas, sin dejar de lado 
la prevención de la contaminación y los impactos negativos ambientales asociados, a través de 
prácticas, procesos y tecnologías más eficientes, pudiendo satisfacer las necesidades actuales 
y futuras de los habitantes.

GRADUALIDAD: las obligaciones para prevenir la generación de residuos y fomentar su 
reutilización, reciclaje y otros tipos de valorización serán establecidas y exigidas de manera 
progresiva, atendiendo la cantidad y peligrosidad de los residuos, las tecnologías disponibles, 
su impacto, procurando el balance entre lo económico, social y ambiental.

JERARQUÍA EN LA GESTIÓN DE RESIDUOS: en la gestión integral de residuos deberá prevalecer 
una jerarquía en la que prima la prevención de gene- ración de residuos, luego la preparación 
para la reutilización, el reciclaje o la valorización total o parcial de los residuos por otros medios 
que permita la recuperación o aprovechamiento energético del mismo, siendo la disposición 
final o la eliminación la última alternativa.

PARTICIPACIÓN: la educación, opinión y el involucramiento de la comunidad y demás actores 
son necesarios para prevenir la generación de residuos y fomentar su reutilización, reciclaje 
y otros tipos de valorización.

PREVENCIÓN EN LA FUENTE: en toda actividad la generación de residuos debe ser prevenida 
prioritariamente en la fuente, siendo esta la forma más efectiva de reducir la cantidad de residuos, 
el costo asociado a su manejo y los impactos a la salud y al medio ambiente.

PRECAUTORIO: hace referencia a que, ante la falta de certeza científica, se deberán implementar 
las medidas técnicas necesarias para disminuir el riesgo de daños para el medio ambiente y 
la salud humana derivado del manejo de residuos.

PRODUCCIÓN MÁS LIMPIA: aplicación continua de una estrategia ambiental preventiva 
integrada a procesos, productos y servicios, para incrementar sobre estos la eficiencia y reducir 
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el riesgo para el ser humano y el medio ambiente.

RETRIBUCIÓN: beneficio para todos aquellos que asumen una responsabilidad superior a 
la que les corresponde, en lo referente a la gestión de residuos regulada en la presente ley.

RESIDUO CERO: reducción progresiva de la disposición final de los residuos, con plazos y metas 
concretas, por medio de la adopción de un conjunto de medidas orientadas a la reducción en 
la generación de residuos, la separación selectiva, la recuperación, reutilización y el reciclado.

RESPONSABILIDAD DEL GENERADOR (EL QUE CONTAMINA PAGA): toda persona natural 
o jurídica, incluyendo las instituciones de gobierno, es responsable de los residuos que 
directamente genera, asumiendo los costos de su gestión integral, su manejo adecuado, la 
contaminación que pueda provocar en el ambiente y la reparación del daño que produzca.

TRAZABILIDAD: la gestión integral de residuos deberá establecer el conjunto de procedimientos 
preestablecidos y autosuficientes que permitan conocer las cantidades, ubicación y trayectoria 
de un residuo o lote de residuos a lo largo de la cadena de manejo.

DEFINICIONES

Art. 5. Para los efectos de esta ley se entenderá por:

BOTADERO ILEGAL: sitio sin autorización ni preparación previa donde se depositan residuos 
sin control y que representa un riesgo para la salud humana y el medio ambiente.

CENTRO DE ACOPIO: son instalaciones acondicionadas para almacenar residuos que han 
sido recolectados de forma separada para ser reciclados   o valorizados.

CICLO DE VIDA: etapas consecutivas o interrelacionadas de un producto o servicio, desde la 
adquisición de materia prima o su generación a partir de recursos naturales hasta la disposición 
final.

CHATARRA: son aquellos residuos de bienes, equipos y artículos constituidos por metales, ya 
sean férreos o no férreos.

COMPOSTAJE: proceso de tratamiento de residuos sólidos orgánicos por medio del cual 
son biológicamente descompuestos bajo condiciones controladas, hasta el punto en que el 
producto final puede ser manejado, embodegado y aplicado como mejorador de suelo.

DISPOSICIÓN FINAL: proceso de disponer los residuos en forma definitiva en lugares 
especialmente seleccionados y diseñados con criterios técnicos y sanitarios para evitar la 
contaminación, los daños o riesgos a la salud humana y al medio ambiente.

ECONOMÍA CIRCULAR: modelo económico basado en que los recursos se empleen de 
una forma más sustentable y eficiente, a través de la implementación de un sistema de 
aprovechamiento en donde prima la reducción de elementos, se apuesta por la reutilización 
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de componentes que por sus propiedades no pueden volver al medio ambiente, y aboga por 
utilizar la mayor parte de materiales reciclables posibles en la fabricación de nuevos bienes 
de consumo.

ELIMINACIÓN, DESNATURALIZACIÓN O DESTRUCCIÓN: eliminación física o transformación 
de productos inocuos realizado bajo estrictas normas de control, de materiales nocivos o 
peligrosos para el ambiente, el equilibrio de los ecosistemas, la salud y calidad de vida de la 
población.

GESTOR DE RESIDUOS: persona natural o jurídica, pública o privada que realiza cualquiera de 
las operaciones de manejo de residuos propios o de terceros y que se encuentra autorizada 
de conformidad a la normativa vigente.

GENERADOR DE RESIDUOS: persona natural o jurídica, pública o privada, que produce todo 
tipo de residuos derivados de sus actividades. Los consumidores también son generadores de 
residuos como resultado del consumo de bienes.

LIXIVIADO: líquido que se ha filtrado o percolado, a través de los residuos sólidos u otros 
medios, y que ha extraído, disuelto o suspendido materiales a partir de ellos, pudiendo contener 
materiales potencialmente dañinos.

MANEJO: se refiere a las operaciones a las que se somete un residuo, incluyendo, entre otras, el 
barrido, la recolección, almacenamiento, transporte, pretratamiento, tratamiento, reutilización, 
reciclaje, valorización energética y/o eliminación por métodos térmicos o por disposición final.

MANUAL DE GESTIÓN INTEGRAL DE RESIDUOS: es aquel que establece el contexto, 
responsabilidades, objetivos, plan de gestión de residuos, recursos, control operacional, sistema 
de información, evaluación y auditorías para la ejecución de la gestión integral de residuos.
MARN: Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales.

PLAN DE GESTIÓN DE RESIDUOS: es aquella parte del Manual de Gestión Integral de Residuos 
que considera el conjunto de acciones, procedimientos y medios viables para minimizar la 
generación y maximizar la valorización de residuos. Asimismo, determina cómo se realiza la 
gestión integral de residuos desde la perspectiva de cada gestor.

PREPARACIÓN PARA LA REUTILIZACIÓN: acción de revisión, limpieza o reparación, mediante 
la cual los productos o componentes de productos desechados se acondicionan para que 
puedan reutilizarse sin ninguna otra transformación previa.

PRETRATAMIENTO: consiste en las operaciones físicas preparatorias o previas a la valorización o 
eliminación de los residuos, tales como separación, desembalaje, corte, trituración, compactación, 
mezclado, lavado, empaque, entre otros, destinada a reducir su volumen, facilitar su manipulación 
o potenciar su valorización.

RECICLAR: proceso por medio del cual un residuo sólido se le devuelve su potencialidad de 
reincorporación como materia prima o insumo para la fabricación de nuevos productos.
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REDUCIR: son todas las acciones encaminadas a minimizar la cantidad de residuos que se 
generan en las actividades que realiza el ser humano.

RELLENO SANITARIO: es el sitio que es proyectado, construido y operado mediante aplicación 
de técnica de ingeniería sanitaria y ambiental, en donde se depositan, esparcen, acomodan, 
compactan y cubren con tierra diariamente los residuos no valorizados, contando con drenaje 
para líquidos percolados y chimeneas para extracción de gases.

REPARAR: son todas aquellas actividades que permiten restablecer los materiales, equipos, 
maquinarias de apoyo relacionados a la actividad productiva, administrativa y de mantenimiento 
de activos de la organización.

RESIDUO: es todo tipo de material, orgánico o inorgánico, sólido, líquido o gaseoso, que el 
generador abandona, rechaza o entrega y que puede ser o no susceptible de aprovechamiento 
o transformación en un nuevo bien.

RESIDUO PELIGROSO: son aquellos en estado sólido, líquido o gaseoso que poseen alguna 
de las características de corrosividad, reactividad, explosividad, toxicidad, inflamabilidad o que 
contienen agentes biológicos infecciosos que les confieran peligrosidad, así como materiales, 
envases, recipientes y embalajes.

RESIDUO APROVECHABLE: es cualquier material, objeto, sustancia o elemento que no tiene 
valor de uso directo o indirecto para quien lo genere, pero que es susceptible de incorporación 
a un proceso productivo o de otra forma de valorización.

RESIDUO NO APROVECHABLE: es todo material o sustancia de origen orgánico e inorgánico, 
proveniente de actividades domésticas, industriales, comerciales, institucionales o de servicios, 
que no ofrece ninguna posibilidad de aprovechamiento, reutilización o reincorporación en 
un proceso productivo; por lo que, son considerados residuos que no tienen ningún valor 
comercial, requiriendo tratamiento y disposición final, generando costos de disposición.

RESIDUO INORGÁNICO: es todo tipo de residuo no biodegradable que por su característica 
química sufre una descomposición natural prolongada bajo condiciones normales.

RESIDUO ORGÁNICO: son aquellos residuos que tienen la característica de ser biodegradables 
como los alimentos derivados de vegetales, frutas y animales.

REUTILIZAR: acción mediante la cual productos o componentes de productos descartados 
o abandonados se utilizan de nuevo, sin transformación previa, acondicionado con la misma 
finalidad para la que fueron producidos.

RIPIO: es todo tipo de residuo sólido, resultante de demoliciones, construcciones, reparaciones 
de inmuebles o de otras obras civiles; es decir, los sobrantes de cualquier acción que se ejerza 
en las estructuras urbanas o rurales.

SEPARACIÓN EN LA FUENTE O SEPARACIÓN PRIMARIA: acción de separar los residuos en 
el sitio de generación para su posterior reciclaje o valorización, incluyendo las personas en 
su domicilio.
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SEPARACIÓN SECUNDARIA: es la separación de residuos realizada por gestores autorizados 
en el proceso de revalorización de los residuos.

TRATAMIENTO: es el conjunto de operaciones, procesos o técnicas mediante las cuales 
se modifican las características de los residuos sólidos, líquidos y gaseoso, incrementando 
sus posibilidades de reutilización, aprovechamiento, o ambos para minimizar los impactos 
ambientales y los riesgos para la salud humana.

UNIDADES DE CONTENCIÓN DE RESIDUOS: unidad física o área ambientalmente controlada 
para el almacenamiento temporal de residuos, que con- tribuye a prevenir cualquier tipo de 
exposición que pueda ocasionar un impacto negativo en la salud y al medio ambiente. Estas 
unidades pueden ser permanentes o temporales.

VALORIZACIÓN: conjunto de acciones cuyo objetivo es recuperar un residuo, uno o varios de 
los materiales que lo componen y el poder calorífico de los mismos. La valorización comprende 
la preparación para la reutilización, el reciclaje y la valorización energética.

CAPÍTULO III

COMPETENCIAS Y ATRIBUCIONES INSTITUCIONALES

Competencias

Art. 6. El Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales, será el rector en materia de gestión 
integral de residuos y reciclaje, para regular, dirigir, emitir autorizaciones, monitorear, evaluar, 
controlar, sancionar, y realizar los demás actos que sean necesarios para el cumplimiento de 
la presente ley, sus reglamentos y demás normativa técnica aplicable.

Las municipalidades son responsables por la gestión de los residuos que se generen en todo 
el ámbito de su jurisdicción, y les compete promover y garantizar los servicios de gestión de 
residuos prestados por sí o a través de la contratación y participación de terceros, emitiendo las 
normativas municipales correspondientes. Así como también, establecer sanciones municipales 
por el incumplimiento de los deberes establecidos en esta ley, conforme a lo dispuesto en el 
Capítulo XI.

Atribuciones del Ministerio de Medio Ambiente

Art. 7. El Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales tendrá las siguientes atribuciones:

a)	 Formular, conducir y evaluar las políticas nacionales en materia de gestión integral de 
residuos y de reciclaje.

b)	 Elaborar, ejecutar y aprobar un Plan Nacional para la Gestión Integral de Residuos y la 
valorización de los mismos, basado en un diagnóstico nacional.

c)	 Expedir y promover, en su caso, reglamentos, normas técnicas y demás normativa jurídica 
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para regular el manejo integral de residuos y la valorización de estos, desarrollando lo 
establecido en la presente normativa.

d)	 Ser el responsable de la administración del Sistema de Gestión Integral de Residuos.
e)	 Examinar, dictaminar, aprobar o rechazar las solicitudes presentadas para la emisión de 

autorizaciones y permisos necesarios para el manejo de residuos objeto de esta ley.
f)	 Aprobar y llevar un registro de los Manuales de Gestión Integral de Residuos presentados 

por los gestores de residuos, los cuales se incluirán en el sistema de información.
g)	 Apoyar técnicamente en la gestión integral de residuos y fomentar el reciclaje.
h)	 Fomentar e implementar la coordinación y planificación interinstitucional entre el gobierno 

central y los gobiernos locales para la gestión integral de los residuos y el fomento al reciclaje, 
insertándose en una acción ambiental pública, para optimizar esfuerzos y recursos en esa 
materia.

i)	 Promover la participación del sector privado y sociedad civil organizada en la creación de 
infraestructura para el manejo integral de residuos y reciclaje.

j)	 Coordinar y proponer normativa o programas que establezcan mecanismos económicos, 
fiscales, financieros y de mercado, que incentive

      la creación, implementación o mejora de actividades elaboradas para la gestión integral 
de los residuos.

k)	 Definir los indicadores de cumplimiento en materia del desempeño de la gestión integral 
de residuos y el reciclaje que permitan evaluar el

      nivel de cumplimiento de la presente ley.
l)	 Promover para la gestión integral de los residuos, la investigación e instrumentos económicos 

que permitan el desarrollo y aplicación de tecnologías, equipos, materiales, sistemas y 
procesos que prevengan, reduzcan y/o elimine la liberación y transferencia de contaminantes 
al medio ambiente; que demuestren ser eficaces y aplicables según las condiciones y las 
características de los residuos generados en el país.

m)	 Promover la participación del sector privado y académico en el diseño e implementación 
voluntaria de acciones, para minimizar la gene- ración de residuos, y llevar a cabo su gestión 
integral adecuada, así como la prevención de la contaminación de sitios y su remediación.

n)	 Establecer un sistema de información nacional sobre gestión integral de residuos, que 
permita difundir y facilitar el acceso a la información a todos los gestores y sectores de la 
sociedad sobre los riesgos y efectos de los residuos en el ambiente y la salud humana.

ñ)   Impulsar el reciclaje, promoviendo mecanismos y acciones tendientes a incorporar al sector 
público y privado, organizaciones de la sociedad civil y población en general.

o)	 Ejecutar las acciones necesarias para cumplir con lo dispuesto en los convenios internacionales.
p)	 Emitir la normativa necesaria que establezca las bases para la elaboración del Manual de 

Gestión Integral de Residuos y sus Planes.
q)	 Brindar lineamientos para la formalización y capacitación de microempresas, cooperativas 

y otras organizaciones que trabajan en la recuperación, separación, tratamiento, reciclaje 
y/o gestión integral de residuos; así como la inclusión de nuevos actores para prestar 
servicios al sistema.

r)	 Diseñar e implementar programas de educación ambiental, formal e informal, destinados 
a transmitir conocimientos y crear conciencia   en la comunidad sobre la gestión integral 
de residuos, prevención en la generación de residuos, su valorización y reciclaje con 
pertinencia al territorio donde se aplique el programa, cuando corresponda. Los gestores 
de residuos podrán colaborar en la implementación de tales programas.
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s)	 Vigilar la aplicación de la ley y demás normativas en materia de su competencia e imponer 
las medidas preventivas, correctivas, de seguridad y sanciones que correspondan.

t)	 Auditar los procesos de gestión de residuos implementados por los gestores autorizados 
de conformidad a su manual de gestión integral de residuos aprobado.

u)	 Las demás atribuciones que se establezcan en esta ley.

Atribuciones de las Municipalidades

Art. 8. Las municipalidades en el adecuado cumplimiento del objeto de la presente ley deberán 
cumplir con las siguientes atribuciones:

a)	 Incorporar en sus ordenanzas municipales la obligación que tendrán las personas naturales 
o jurídicas, públicas o privadas sujetas a su jurisdicción, de entregar a los recolectores 
municipales los residuos de manera separada, en la forma en que la municipalidad disponga.

b)	 Diseñar y aplicar su propio Manual de Gestión Integral de Residuos a partir de los lineamientos 
dictados en el Plan Nacional de conformidad a lo dispuesto en esta ley.

c)	 Solicitar la aprobación de su Manual de Gestión Integral de Residuos ante el MARN.
d)	 Regular la gestión integral de residuos y reciclaje, mediante ordenanzas con base en la 

presente ley y sus reglamentos.
e)	 Verificar el cumplimiento de las disposiciones de la presente ley, y demás ordenamientos 

jurídicos en materia de residuos, de acuerdo a  su competencia, estableciendo los 
procedimientos, incentivos o sanciones correspondientes. Asimismo, podrán imponer las 
sanciones y medidas de seguridad que resulten aplicables.

f)	 Contar con una unidad administrativa, bajo cuya responsabilidad se encuentre el proceso 
de la gestión integral de residuos y el fomento al reciclaje, con su respectivo presupuesto 
y personal.

g)	 Asegurar que en su territorio se provea del servicio de recolección, limpieza, tratamiento y 
disposición final de residuos, entre otros, en forma selectiva, accesible, periódica y eficiente, 
lo cual realizará directamente o podrá promover para ello la contratación de terceros o 
la organización de microempresas, cooperativas, asociaciones de desarrollo comunal o 
cualquier otra forma de organización formal que se constituyan en gestores autorizados 
para tal efecto. En caso que el tercero no cumpla con las actividades de recolección, 
limpieza, tratamiento y disposición final de residuos municipales, la municipalidad deberá 
cumplir con dichas actividades.

h)	 Establecer formas asociativas entre municipalidades, o entre éstas con otras entidades 
privadas o públicas, con las cuales están relacionadas por criterios de territorio, técnico, 
económicos, para la formación de planes y ejecución de los mismos, así como para 
prestación de servicios relacionados a la gestión integral de residuos.

i)	 Prevenir y eliminar los botaderos ilegales de residuos, así como también, remediar los sitios 
afectados. Esto último lo realizará en coordinación con el MARN.

j)	 Fijar tasas y efectuar el cobro por los servicios de manejo integral de residuos, calculadas 
sobre la base de los costos reales y optimizados

      del suministro del servicio, el beneficio que presta a los usuarios y a la realidad socioeconómica 
de la población.
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k)	 Promover y ejecutar programas educativos y campañas de sensibilización para los habitantes 
del municipio en la gestión integral de residuos y reciclaje.

l)	 Establecer convenios con microempresas cooperativas y otras organizaciones que 
participen en cualquiera de las fases del proceso de gestión integral de residuos y reciclaje, 
especialmente en las comunidades que se encuentran lejos de la Alcaldía Municipal.

m)	 Contratar a los gestores de residuos, de conformidad a la Ley de Adquisiciones y 
Contrataciones de la Administración Pública y demás normativa aplicable.

n)	 Fomentar la capacitación de las personas individuales o colectivas que trabajen en la gestión 
de residuos.

ñ) Cumplir con las disposiciones establecidas en la presente ley, sus reglamentos y demás 
normas relacionadas con la materia.

Atribuciones del Ministerio de Educación

Art. 9. El Ministerio de Educación, en colaboración con el Ministerio de Medio Ambiente y 
Recursos Naturales, deberá incluir en el currículo nacional la temática de gestión integral de 
residuos y el fomento al reciclaje, tanto en los niveles de educación parvularia, básica, media, 
como en el nivel de educación superior, así como implementar acciones de buenas prácticas 
en el entorno educativo y en las comunidades circundantes.

Además, el Ministerio de Educación deberá incorporar programas de capacitación para maestros, 
en todos los centros educativos públicos y privados, para la implementación de los planes 
de gestión integral de residuos y fomento al reciclaje dentro de sus instalaciones; también 
incorporará dentro de la orientación para padres, temáticas de buenas prácticas de manejo 
y reciclaje de residuos.

Facultades del Ministerio de Salud

Art. 10. El Ministerio de Salud tiene la facultad para realizar inspecciones sanitarias en la 
infraestructura e instalaciones relacionadas con la Gestión Integral de Residuos, tales como: 
rellenos sanitarios, composteras, plantas de transferencia, sitios de recuperación, centros 
de acopio, plantas de separación, plantas de reciclaje y plantas de tratamiento, entre otros 
gestores; sean estos públicos o privados, con el fin de evaluar condiciones de saneamiento 
ambiental con incidencia en la salud humana.

En caso de comprobarse irregularidades en dichas inspecciones debe notificarlas de inmediato 
al interesado, a la alcaldía en cuya jurisdicción territorial se encuentre y al MARN, emitiendo 
además las recomendaciones que se consideren pertinentes para superar las mismas en 
un plazo razonable. Dentro de los cinco días hábiles siguientes al vencimiento del plazo 
anterior, el Ministerio de Salud realizará una nueva inspección sobre el cumplimiento de sus 
recomendaciones, si estas no se han cumplido notificará de inmediato al MARN para que dé 
inicio al proceso sancionatorio correspondiente.
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En casos de riesgo zoonótico o grave amenaza del mismo, el Ministerio de Salud declarará 
como zona de riesgo sanitario cualquier porción territorial y con ella dictará las medidas que 
fueran necesarias para proteger la salud de la población. Dicha declaración tendrá una duración 
máxima de treinta días hábiles los cuales podrán ser prorrogados previa evaluación.

CAPÍTULO IV 

ACCIONES DE POLÍTICA PÚBLICA

ACCIONES DE POLÍTICAS

Art. 11. En la aplicación de la gestión integral de residuos y el reciclaje, el Ministerio de Medio 
Ambiente y Recursos Naturales, así como las municipalidades, deberán orientar sus acciones 
principalmente a:

a)	 Generar políticas encaminadas a maximizar el aprovechamiento de residuos, a fin de que 
la disposición final sea solamente de aquellos residuos no aprovechables.

b)	 Fomentar con inclusión del sector privado, municipalidades, y sociedad civil, el desarrollo 
de mercados para la comercialización y consumo de productos reciclables.

c)	 Fortalecer las instituciones del Estado y desarrollar sus capacidades para la gestión integral 
de residuos.

d)	 Educar, concientizar y organizar a la población en la gestión integral de residuos y el 
reciclaje.

e)	 Impulsar soluciones que integren regiones geográficas en la gestión integral de residuos 
y reciclaje.

f)	 Fomentar la investigación y desarrollo de tecnologías para la gestión integral de residuos 
y su aprovechamiento.

g)	 Generar políticas de prevención de generación de residuos, así como también de promoción 
de su valorización.

h)	 Cerrar botaderos y remediación de sitios contaminados generados por la gestión inadecuada 
de residuos.

i)	 Emitir la regulación y establecer procedimientos para la mejora continua de rellenos 
sanitarios existentes para una disposición final ambiental y sanitariamente segura de los 
residuos.

ACCIONES EDUCATIVAS DE SENSIBILIZACIÓN Y CONCIENTIZACIÓN

Art. 12. El Estado por medio de sus instituciones, las municipalidades y el sector privado, deben 
implementar estrategias y programas educativos orientados a sensibilizar y generar conciencia 
a su recurso humano, sobre la gestión integral de residuos y reciclaje, y realizar mediciones 
permanentes para determinar la eficiencia real en el cuido al medio ambiente.
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CAPÍTULO V

INSTRUMENTOS PARA LA GESTIÓN DE RESIDUOS

DIAGNÓSTICO NACIONAL DE RESIDUOS

Art. 13. El Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales, en coordinación con las 
municipalidades y cualquier otra institución involucrada en la gestión de residuos, deberá 
realizar un Diagnóstico Nacional de Residuos previo a la elaboración o actualización del Plan 
Nacional para la Gestión Integral de Residuos.
El diagnóstico deberá contemplar como mínimo:

a)	 La caracterización física y energética de los residuos generados a nivel nacional.
b)	 Generación per cápita.
c)	 Cobertura del servicio.
d)	 Un análisis de las instituciones y operadores que trabajan en el tratamiento o aprovechamiento 

de los residuos.
e)	 Infraestructura instalada para la gestión de residuos.
f)	 Evaluación del marco jurídico aplicable para la gestión de residuos.
g)	 Resultados del diagnóstico y recomendaciones.

PLAN NACIONAL PARA LA GESTIÓN INTEGRAL DE RESIDUOS

Art. 14. El Plan Nacional para la Gestión Integral de Residuos contendrá al menos:

a)	 La estrategia general para la adecuada gestión de los residuos, elaborada sobre la base del 
Diagnóstico Nacional de Residuos.

b)	 Los objetivos mínimos a cumplir de prevención, preparación para la reutilización, reciclado, 
valorización y disposición final.

c)	 Las orientaciones y la estructura a la que deberán adecuarse los manuales de gestión 
integral de residuos.

d)	 Indicadores de cumplimiento de la estrategia y objetivos definidos en el Plan.

El Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales, para la elaboración del Plan Nacional 
para la Gestión Integral de Residuos, deberá realizar consultas con otras instituciones públicas 
que estén relacionadas con la gestión de residuos, el sector privado y sociedad civil.
Este plan nacional deberá actualizarse al menos cada siete años.

MANUALES DE GESTIÓN DE RESIDUOS

Art. 15. Todo gestor está obligado a elaborar su respectivo Manual de Gestión de Residuos de 
conformidad a la normativa y lineamientos que para tal fin emita el MARN, el cual incluirá a su 
vez un plan de gestión de residuos.

Dicho manual, deberá contener al menos lo siguiente:
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a)	 Contexto de la organización, el cual debe incluir las necesidades y expectativas de la 
organización; información general de la persona natural o jurídica que brindará los servicios 
de gestión de residuos. En el caso de personas jurídicas, debe incluir la naturaleza de la 
entidad y la estructura organizativa de la misma.

b)	 El alcance, finalidades y compromisos frente la gestión de residuos.
c)	 Objetivos generales y específicos.
d)	 Criterios para la planificación general de la gestión de residuos, desglose de los procesos 

y actividades a realizar, aspectos técnicos y operativos.
e)	 Indicación expresa de los sitios en donde se recuperarán, procesarán, almacenarán y 

manipularán los residuos para su posterior valorización o disposición final, cuando sea 
aplicable.

f)	 Acciones de mejora, preventivas como correctivas, relacionadas al manejo de los residuos.
g)	 Preparación y respuesta de emergencias relacionadas al manejo de residuos.
h)	 Detalle de los instrumentos de monitoreo y evaluación de la gestión de residuos.
i)	 Procedimiento de auditorías internas y sus respectivas evaluaciones en torno a la gestión 

integral de residuos.
j)	 Estrategias de comunicación externa e interna.

Los planes de gestión de residuos servirán para desarrollar lo pertinente a la ejecución, 
seguimiento, documentación, evaluación, remediación de problemas y procesos de mejora 
continua del Manual de Gestión de Residuos.
Los manuales deberán actualizarse al menos cada tres años, o cuando fuera requerida la 
realización de cambios en el mismo.

JERARQUÍA EN LA GESTIÓN INTEGRAL DE RESIDUOS

Art. 16. Las autoridades competentes, en la elaboración y ejecución de las normas, manuales, 
planes o programas relacionados con la prevención y gestión integral de residuos, deberán 
realizar una jerarquización con base al siguiente orden de prioridad:

a)	 Prevención o reducción al máximo de la generación de residuos desde la fuente.
b)	 Preparación para la reutilización de los residuos generados.
c)	 El reciclaje o valorización total o parcial de los residuos por otros medios que permitan la 

recuperación o aprovechamiento energético del mismo.
d)	 Eliminación o disposición final de la menor cantidad de residuos.

Será obligación de todos los gestores de residuos el tener en cuenta esta jerarquización al 
momento de elaborar sus respectivos manuales de gestión de residuos.

El MARN podrá autorizar un orden distinto de las prioridades para lograr una mejor gestión 
en determinados flujos de residuos, siempre que la autorización respectiva se encuentre 
adecuadamente justificada en la existencia de innovaciones tecnológicas o eficiencias de 
procesos que mejoren los impactos de la generación y gestión de los residuos, teniendo en 
cuenta la viabilidad técnica, ambiental, sanitaria y económica que posibilite objetivamente a 
los gestores de residuos la finalidad de mejora aludida.
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SISTEMA DE GESTIÓN INTEGRAL DE RESIDUOS (SGI)

Art. 17. Para el correcto establecimiento de una economía circular, las municipalidades deben 
formular e implementar dentro de su circunscripción territorial un Sistema de Gestión Integral 
de Residuos a partir de las interacciones entre generadores y gestores.
Dicho sistema estará contemplado en su respectivo Manual de Gestión de Residuos y debe 
considerar los siguientes procesos: separación desde la fuente, recolección separada, transporte, 
transferencia, tratamiento, reciclaje y/o valorización, disposición final, entre otros, que garanticen 
el adecuado manejo y aprovechamiento de los residuos.

SISTEMA DE INFORMACIÓN DE LA GESTIÓN INTEGRAL DE RESIDUOS (SIGIR)

Art. 18. Se crea el Sistema de Información de la Gestión Integral de Residuos (SIGIR) para la 
administración permanente y actualizada de la información relativa a:

a)	 La información sobre generadores, y gestores autorizados.
b)	 Los residuos generados y valorizados a nivel nacional y municipal, incluyendo los de manejo 

especial y peligrosos.
c)	 La infraestructura y las tecnologías utilizadas para su gestión.
d)	 Las normativas relacionadas a su regulación y control.
e)	 Otros aspectos que faciliten el logro de los objetivos de esta ley.

El diseño y administración del SIGIR estará a cargo del MARN y su operatividad será desarrollada 
en un reglamento.

CAPÍTULO VI

DE LA GESTIÓN INTEGRAL DE LOS RESIDUOS

GENERADOR DE RESIDUOS

Art. 19. Todo generador de residuos está obligado a:

a)	 Implementar medidas que permitan la reducción de su generación.
b)	 Clasificar y separar los residuos desde la fuente, así como entregarlos a un gestor autorizado, 

de conformidad a la normativa legal vigente y a la ordenanza municipal que le sea aplicable.
c)	 Implementar las medidas necesarias que garanticen que los residuos generados no pongan 

en peligro la salud o el medio ambiente, o signifiquen una molestia por presencia de 
vectores, riesgos de exposición a sustancias tóxicas y contaminantes o impactos visuales 
negativos.

d)	 Implementar el uso de alternativas de producción más limpia y de manejo de residuos en 
forma integral.

	 Quienes pongan a disposición de terceras personas unidades de contención de residuos, 
serán responsables de cumplir con las obligaciones establecidas en los literales b) y c) del 
inciso anterior.

	 Los generadores que decidan no entregar sus residuos al servicio de recolección municipal, 
sino a terceros para su correspondiente tratamiento o disposición final, deberán asegurarse 
que éstos cuentan con la debida autorización para prestar dicho servicio y que los residuos 
entregados son gestionados en forma ambiental y sanitariamente segura.
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LOS CONSUMIDORES

Art. 20. Los consumidores, en razón de los residuos que generan por el consumo de bienes, 
tendrán la obligación de efectuar la separación primaria en la fuente, de depositarlos en unidades 
de contención adecuadas y de entregarlos al recolector municipal o gestor autorizado, en la 
forma que previamente haya establecido la municipalidad.

DE LOS GESTORES DE RESIDUOS

Art. 21. Todo gestor, que realice cualquiera de las actividades de la gestión integral de residuos, 
para operar deberá:

a)	 Estar autorizado como gestor por el MARN.
b)	 Tener aprobado su Manual de Gestión de Residuos.
c)	 Presentar un reporte anual al MARN sobre las actividades realizadas, que deberá presentarse 

en los primeros tres meses del año siguiente reportado.
d)	 Cumplir con los demás requisitos que establezca la presente ley y demás normas aplicables.

Las municipalidades por ministerio de ley son gestores de residuos, por lo que no necesitan 
obtener autorización del MARN para adquirir dicha calidad, pero estarán obligadas a presentar 
su correspondiente Manual de Gestión de Residuos para aprobación en la forma dispuesta en 
la presente ley y su reglamento.

El reporte a que se refiere el literal c), tendrá como finalidad el monitoreo de las actividades 
autorizadas y estará sujeto a verificación del MARN.

Los formatos para reportar cada una de las actividades de manejo de los residuos serán 
desarrollados por el MARN en el reglamento correspondiente.

Los gestores de residuos deberán capacitar periódicamente a su personal en la correcta 
aplicación de su manual.

DE LA SOLICITUD COMO GESTOR DE RESIDUOS

Art. 22. Para ser autorizado como gestor de residuos, el interesado debe presentar ante el 
MARN una solicitud por escrito, la cual debe contener como mínimo:

a)	 Nombre de la persona natural o jurídica solicitante.
b)	 Número de documento de identidad y número de Identificación Tributaria; en caso de ser 

persona jurídica, deberá anexar la documentación que compruebe su personería jurídica 
y la de quien ejerce su representación legal.

c)	 Indicar la característica, método y procedimiento de la actividad que va a realizar.
d)	 Señalar dirección física y electrónica para oír notificaciones.
	 A dicha solicitud se le adjuntará el Manual de Gestión Integral de Residuos que requiere le 

sea aprobado para ser autorizado como gestor.
	 Para el cumplimiento de lo establecido en el presente artículo, el Ministerio tendrá un 
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plazo de treinta días hábiles contados a partir del día siguiente de recibida la solicitud para 
resolver, y podrá prorrogar ese plazo por treinta días hábiles más.

	 El presente artículo no exime al interesado de las obligaciones contenidas en los artículos 
21 y 60 de la Ley del Medio Ambiente.

DE LOS CONTRATOS SUSCRITOS POR LAS MUNICIPALIDADES

Art. 23. Los contratos de prestación de servicios de gestión de residuos que suscriban las 
municipalidades, estarán sujetos a criterios técnicos, sanitarios, ambientales y económicos 
contemplados en los términos de referencia, y deberán contener como mínimo, sin perjuicio 
de lo dispuesto en la Ley de Adquisiciones y Contrataciones de la Administración Pública y 
demás legislación aplicable, los siguientes aspectos:

a)	 El derecho de prestación del servicio total o parcial que se otorga.
b)	 El ámbito de la prestación del servicio.
c)	 Los parámetros de calidad técnica, sanitaria y ambiental del servicio objeto del contrato.
d)	 Las condiciones de prestación del servicio en caso de contingencia, emergencia sanitaria 

o desastre.
e)	 Las penalidades por incumplimiento del contrato.
f)	 Las garantías que se establecen en los términos de referencia.

En los contratos que suscriban las municipalidades para la gestión de los residuos, deberá 
quedar contemplada la potestad de éstas para realizar inspecciones y auditorías operacionales 
a los servicios de transporte de residuos, centros de acopio, plantas de transferencia, industrias 
de reciclaje o de valorización de residuos y rellenos sanitarios, así como a los sistemas de 
medidas y pesas utilizados para la contabilización del peso de los residuos gestionados, a fin 
de corroborar que los proveedores de los servicios contratados cumplen con las cláusulas del 
contrato, la presente ley, sus reglamentos y normas técnicas.

PROHIBICIÓN EN LOS CONTRATOS DE GESTIÓN DE RESIDUOS

Art. 24. Queda prohibido que, en los contratos suscritos con gestores de residuos de cualquier 
tipo, se estipulen cláusulas que limiten la potestad de las municipalidades de normar sobre la 
forma en que los residuos serán manejados en sus diferentes etapas, o que impidan, limiten o 
interfieran con las actividades de reciclaje y valorización, según el plan de gestión de residuos 
municipal determinado en su respectivo manual. Además, queda prohibido establecer cantidades 
mínimas de residuos a entregar de parte de las municipalidades a los gestores.

REVOCACIÓN DE AUTORIZACIÓN DE GESTOR

Art. 25. La autorización como gestor de residuos podrá ser revocada conforme a los procesos 
legalmente establecidos para tal efecto, siempre y cuando se compruebe lo siguiente:

a)	 Que exista falsedad en la información proporcionada al MARN.
b)	 No contar con las pólizas de seguros o garantías vigentes cuando así les sean requeridas 

en los estudios de impacto ambiental.



106

Legislación Ambiental - El Salvador 2021

c)	 Cuando las actividades de manejo integral de los residuos contravengan la normativa 
aplicable.

d)	 No realice la reparación del daño ambiental declarado de conformidad a la ley, que cause 
con motivo de las actividades autorizadas.

e)	 Cuando así lo establezca el régimen sancionatorio regulado en la presente ley.

CAPÍTULO VII
 

CLASIFICACIÓN DE RESIDUO
 
CLASIFICACIÓN DE LOS RESIDUOS
 
Art. 26. Con el objeto de facilitar su separación, manejo y aprovechamiento, los residuos se 
clasifican en:

a)	 Residuos Municipales.
b)	 Residuos de Manejo Especial.
c)	 Residuos Peligrosos.

Asimismo, los residuos pueden catalogarse como orgánicos e inorgánicos, y como aprovechables 
y no aprovechables.

RESIDUOS MUNICIPALES

Art. 27. Los residuos municipales, en adelante RM, corresponden a los generados en actividades 
realizadas en las casas de habitación, las oficinas públicas o privadas, los resultantes de la limpieza 
de las vías y lugares públicos; así como los que provienen de cualquier otra actividad dentro 
de establecimientos comerciales e industriales, siempre que posean características similares a 
los de las casas de habitación y que no sean considerados como residuos de manejo especial 
y peligrosos. Se incluye en esta disposición, los generados por eventos en lugares públicos.

RESIDUOS DE MANEJO ESPECIAL

Art. 28. Los residuos de manejo especial, en adelante RME, son aquellos que tienen características 
de gran volumen, difícil manejo, tamaño     y composición y, por ende, requieren de una 
gestión con características diferentes a las convencionales consideradas en el servicio de 
recolección Municipal.

Se clasifican de la siguiente manera:

a)	 Chatarra.
b)	 Desperdicios producidos por construcción, remodelación, mantenimiento y demolición en 

general. Exceptuando aquellos con características peligrosas, como por ejemplo, materiales 
con asbesto u otros establecidos en los Convenios Internacionales ratificados por el país.

c)	 Aparatos eléctricos y electrónicos excluidos en el Convenio de Basilea.
d)	 Llantas usadas.
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e)	 Residuos de gran volumen: colchones, muebles, podas, entre otros.
f)	 Los residuos no peligrosos, pero que, por su tamaño, volumen y composición, necesitan 

de un manejo especial. Los listados de estos residuos serán elaborados, actualizados y 
publicados por el MARN en coordinación con las municipalidades.

RESIDUOS PELIGROSOS

Art. 29. Los residuos peligrosos, en adelante RP, son aquellos que, en estado sólido, líquido 
o gaseoso, poseen alguna de las características de corrosividad, reactividad, explosividad, 
toxicidad, inflamabilidad o que contienen agentes biológicos infecciosos que les confieran 
peligrosidad, así como materiales, envases, recipientes, embalajes y suelos que hayan estado 
en contacto con residuos o material peligroso.

Asimismo, se consideran como residuos peligrosos los catalogados en el Convenio de Basilea 
sobre el Control de los Movimientos Transfronterizos de Desechos Peligroso y su Eliminación, 
el Acuerdo Regional Centroamericano sobre el Control de los Movimientos Transfronterizos de 
Desechos Peligrosos, el Convenio de Estocolmo sobre Contaminantes Orgánicos Persistentes 
y sus respectivos anexos y normativa vigente sobre la materia.

Además, se consideran residuos peligrosos aquellos productos que no siéndolo, adquieren las 
características de estos a través del uso, siendo responsabilidad del generador bajo el cual se 
da la transformación su adecuada gestión.

Los residuos peligrosos serán gestionados según lo establecido en la Ley de Medio Ambiente, 
el Reglamento Especial en Materia de Sustancias, Residuos y Desechos Peligrosos y Convenios 
Internacionales suscritos sobre la materia.

En el caso de los residuos bioinfecciosos, serán gestionados de conformidad a las disposiciones 
contenidas en el Código de Salud y el Reglamento Técnico Salvadoreño para el manejo de 
los desechos bioinfecciosos.

TIPOS DE GENERADOR

Art. 30. Para efectos de esta ley los generadores de residuos se identificarán según la clase 
de residuos generados por su actividad productiva o de consumo, estableciéndose como: 
Generadores de RM, Generadores de RME y Generadores de RP.

CAPÍTULO VIII

SEPARACIÓN, RECOLECCIÓN, TRANSPORTE, DISPOSICIÓN FINAL, RECICLAJE Y 
VALORIZACIÓN DE LOS RESIDUOS

SEPARACIÓN EN LA FUENTE Y RECOLECCIÓN DIFERENCIADA

Art. 31. La separación en la fuente será realizada por el generador de conformidad a lo estipulado 
en la respectiva ordenanza municipal, sin embargo, las municipalidades deberán establecer 
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como exigencia mínima la entrega separada de los residuos orgánicos e inorgánicos.
Las municipalidades, directamente o a través de gestores autorizados, estarán obligadas a 
realizar una recolección selectiva o diferenciada de los residuos debidamente separados.

DE LAS UNIDADES DE CONTENCIÓN DE RESIDUOS

Art. 32. Para asegurar la recolección diferenciada de los residuos, los generadores deberán 
depositarlos en unidades de contención de acuerdo
a la clasificación y forma establecida en la respectiva ordenanza municipal.
Las municipalidades instalarán unidades de contención de residuos apropiadas y acordes a la 
forma de separación definida, para el almacenamiento temporal de los residuos en áreas verdes, 
mercados, parques, plazas públicas y donde fuera necesario. El reglamento de la presente ley, 
indicará los colores de las unidades de contención de residuos, para la correcta identificación 
del tipo de residuo que se debe depositar en cada una de ellas.

RECOLECCIÓN, TRANSPORTE Y TRATAMIENTO

Art. 33. La recolección, transporte y tratamiento de los residuos estará determinada por los 
criterios técnicos de separación definidos en un Reglamento Técnico. Los medios de transporte 
de residuos deberán contar con las condiciones establecidas por el Ministerio de Medio 
Ambiente y Recursos Naturales.

DISPOSICIÓN FINAL DE RESIDUOS

Art. 34. La disposición final y eliminación de los residuos debe realizarse en rellenos sanitarios, 
centros o instalaciones de valoración energética u otras instalaciones autorizadas por el MARN, 
mismas que deben contar con infraestructura y equipamiento acorde al tipo de residuo, cantidad 
y volumen, cumpliendo con las condiciones técnicas, ambientales, sanitarias y de seguridad 
durante su construcción, operación y cierre.

PROPIEDAD DE LOS RESIDUOS

Art. 35. Los residuos que sean recolectados, serán propiedad y responsabilidad de las 
municipalidades en el momento que los usuarios del servicio coloquen a disposición los 
residuos para su recolección.
No obstante, lo anterior, los generadores que por su naturaleza deban tener su propio manual 
de gestión de residuos, pueden disponer usar o no, total o parcialmente según el residuo que 
se trate de los servicios municipales.

DE LOS PROCESADORES DE MATERIALES RECICLABLES

Art. 36. Las personas naturales o jurídicas que se dedican al procesamiento o maquila de 
materiales reciclables, serán gestores de residuos, y deberán contar con la infraestructura y 
diseño adecuado para realizar los procesos de reciclaje de forma ambiental y sanitariamente 
segura.
Semestralmente deberán informar al MARN y a la municipalidad competente, sobre el tipo, 
composición y cantidad de los residuos que procesan.
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CERTIFICACIÓN DE PROCESOS

Art. 37. Los gestores que se dediquen al procesamiento o maquila de materiales reciclables 
y cuyos procesos se encuentren certificados bajo estándares internacionales, podrán utilizar 
dichas credenciales vigentes para acreditar el sistema de calidad de sus manuales de gestión 
de residuos, sin perjuicio de la facultad del MARN de realizar las auditorías respectivas.

COMERCIALIZACIÓN DE RESIDUOS

Art. 38. Los brókeres o agentes intermediarios domiciliados en el país que realicen operaciones 
comerciales de compra y venta de residuos post consumo o post industrial, así como los 
importadores o exportadores de éstos, deberán registrarse ante el Ministerio de Medio Ambiente 
y Recursos Naturales e informar trimestralmente sobre los volúmenes, naturaleza, origen y 
destino de los residuos comercializados, los vendedores y adquirentes de los mismos, los 
gestores involucrados en cada transacción, así como el método de valorización o eliminación 
empleado, cuando corresponda.

FINANCIAMIENTO

Art. 39. El financiamiento para realizar todas aquellas actividades vinculadas a la gestión integral 
de residuos debe formar parte de los programas del Banco de Desarrollo de El Salvador, Banco 
de Fomento Agropecuario y Banco Hipotecario de El Salvador S.A., a través de la creación de 
líneas especiales de crédito, con condiciones preferenciales.
Asimismo, para el financiamiento de proyectos vinculados con la presente ley, el Ministerio 
de Medio Ambiente y Recursos Naturales podrá realizar las gestiones necesarias con el Fondo 
Ambiental de El Salvador (FONAES), así como incentivar los Asocios Público-Privados para 
facilitar la gestión integral de los residuos a nivel nacional.

EXPORTACIÓN DE RESIDUOS

Art. 40. Se permitirá el acopio temporal y exportación de todo material separado proveniente 
de los residuos, especialmente de aquellos que por falta de tecnología en el país, no pueden 
ser reciclados o valorizados, siempre que se dé cumplimiento con la normativa nacional e 
internacional correspondiente.

IMPORTACIÓN DE RESIDUOS VALORIZABLES PARA PROCESAMIENTO

Art. 41. La importación de residuos valorizables será permitida cuando constituyan materia 
prima para el procesamiento o maquila de nuevos productos de consumo, debiendo solicitarse 
autorización previa al MARN, indicando a su vez la cantidad, tipo de residuos, características 
y el uso previsto de éstos.

Para la internación de estos materiales, la mercancía será sometida al proceso de verificación 
inmediata y no serán aplicables mecanismos de verificación selectiva y aleatoria. Asimismo, 
el importador deberá comprobar que los residuos que se importan no suponen un riesgo 
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ambiental y sanitario, lo cual hará en la forma en que el MARN determine en el reglamento 
de la presente ley.

Los residuos que pretendan ser ingresados al país y que no cumplan con las normas aplicables 
para su internación, deberán ser retornados al país de origen en un plazo no mayor a sesenta 
días. Los costos incurridos durante el proceso de retorno al país de origen serán cubiertos por 
la persona natural o jurídica responsable de la operación de importación.
Se prohíbe la introducción al territorio nacional de residuos valorizados con características 
peligrosas, de conformidad a lo establecido en el Art. 59 de la Ley del Medio Ambiente y la 
enmienda de prohibición del Convenio de Basilea.

CAPÍTULO IX 

INCENTIVOS

INCENTIVOS DE LA GESTIÓN

Art. 42. El MARN, conjuntamente con el Ministerio de Economía y el Ministerio de Hacienda, 
deben desarrollar programas de incentivos relacionados al Sistema Integral de Gestión de 
Residuos y Reciclaje, tomando en consideración, al menos, lo establecido en los artículos 32 
y 33 de la Ley del Medio Ambiente.

MATERIA PRIMA NACIONAL RECICLADA

Art. 43.- Se fomentará la compra de materia prima nacional reciclada para su incorporación 
en la producción de nuevos bienes de consumo.
El MARN en coordinación con el Ministerio de Hacienda establecerán los criterios que determinen 
beneficios en el sistema de adquisiciones del Estado a favor de los proveedores cuyos productos 
sean considerados, según la normativa legal vigente, como productos fabricados a partir de 
materia prima reciclada en el territorio nacional.

CAPÍTULO X 

VIGILANCIA E INSPECCIÓN

VIGILANCIA E INSPECCIÓN

Art. 44. El Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales tendrá especialmente facultades 
de vigilancia e inspección para asegurar el cumplimiento de esta ley. Las municipalidades deben 
prestar toda la colaboración al MARN para el ejercicio de sus facultades.

Las municipalidades ejercerán las facultades de vigilancia e inspección en cuanto a la gestión 
de residuos municipales. Para ello, deben crear ordenanzas orientadas al cumplimiento de 
esta ley, de conformidad a lo establecido en el artículo 8 de esta misma ley.
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En aquellos casos que, en ejercicio de las facultades de vigilancia e inspección, se detecten 
actividades que, por causa de una gestión inadecuada de residuos, amenacen o dañen la 
salud o el medio ambiente, se establecerán las medidas de prevención, de mitigación y de 
remediación que se consideren necesarias.

Durante la vigilancia e inspección, el MARN a través de delegados debidamente acreditados, 
podrán acceder a las instalaciones o sitios a supervisar, y podrán hacerse acompañar de los 
técnicos que consideren necesarios.

FACULTADES DE VIGILANCIA E INSPECCIÓN DEL MARN

Art. 45. El MARN iniciará el procedimiento de vigilancia e inspección de oficio, por aviso o 
denuncia, por lo que podrá:

a)	 Verificar la existencia y vigencia de las autorizaciones a las que hace referencia esta ley.
b)	 Inspeccionar las condiciones de funcionamiento de las instalaciones en lo referente a la 

gestión de los residuos.
c)	 Verificar la separación de residuos y el uso adecuado de las unidades de contención de 

residuos y en general cualquier etapa de la gestión y manejo.
d)	 Realizar controles o toma de muestras.
e)	 Atender denuncias y levantar actas de los actos que se verifiquen.
f)	 Elaborar reportes o informes de la situación para seguimiento.
g)	 Tomar declaraciones de testigos.
h)	 Todas aquellas que esta ley y la Ley de Medio Ambiente le permita.

FACULTADES DE VIGILANCIA E INSPECCIÓN DE LAS MUNICIPALIDADES

Art. 46. Las municipalidades, en virtud de su atribución como ejecutor de esta ley, tendrán las 
siguientes facultades:

a)	 Designar un equipo técnico, el cual prestará colaboración al MARN, cuando éste lo requiera, 
para la vigilancia e inspección de generadores o gestores, públicos y privados, usuarios del 
sistema municipal de gestión de residuos.

b)	 Monitorear y hacer seguimiento a los problemas de contaminación originados por la 
gestión inadecuada de los residuos, y exigir las acciones correctivas y de mitigación, que 
se consideren necesarias.

c)	 Vigilar y monitorear el cumplimiento de esta ley por parte de los domiciliados y no 
domiciliados dentro del municipio.

d)	 Todas aquellas establecidas, en ordenanzas municipales relacionadas a lo establecido en 
esta ley.

FACULTADES ESPECIALES

Art. 47. Si de las visitas de vigilancia e inspección se desprenden infracciones a la presente ley, en 
el emplazamiento respectivo, el MARN o la municipalidad competente requerirá al interesado, 
cuando proceda, mediante notificación con acuse de recibo, que adopte de inmediato las 
medidas correctivas que resulten necesarias para cumplir con las disposiciones jurídicas aplicables, 
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así como con los permisos, licencias, autorizaciones o concesiones respectivas, señalando el 
plazo que corresponda para su cumplimiento, fundado y motivado el requerimiento.

En caso de no cumplirse con las medidas correctivas respectivas, se deberá iniciar el Proceso 
Administrativo Sancionatorio correspondiente.

CAPÍTULO XI

INFRACCIONES Y SANCIONES

INFRACCIONES

Art. 48. Constituyen infracciones a la presente ley y sus reglamentos, las acciones u omisiones 
cometidas por las personas naturales o jurídicas, públicas, privadas o de economía mixta, 
reguladas en la presente ley. Las infracciones se clasifican en leves, graves y muy graves.

INFRACCIONES LEVES

Art. 49. Las infracciones leves serán sancionadas por las municipalidades de acuerdo a sus 
ordenanzas, en las que deben sancionar como mínimo, lo siguiente:

a)	 Arrojar o abandonar cualquier tipo de residuo en sitios inadecuados o no autorizados por 
la municipalidad del lugar para su correspondiente gestión o disposición.

b)	 Incumplir las acciones de separación primaria y clasificación de residuos, establecidas por 
las normativas municipales.

Las infracciones leves serán sancionadas por las municipalidades de acuerdo al procedimiento 
administrativo sancionatorio establecido en la Ley Marco para la Convivencia Ciudadana y 
Contravenciones; no obstante, en sus respectivas ordenanzas municipales podrán establecer 
infracciones adicionales relacionadas con la gestión integral de los residuos.

DE LAS INFRACCIONES GRAVES Y MUY GRAVES

Art. 50. Las infracciones graves y muy graves serán sancionadas por el Ministerio de Medio 
Ambiente y Recursos Naturales de conformidad al procedimiento establecido en la Ley del 
Medio Ambiente.

I.	 Constituirán infracciones graves:
a)	 Entregar residuos a gestores no autorizados.
b)	 Realizar el transporte de residuos en vehículos no autorizados, o que se encuentren dañados 

y no cumplan con el manejo adecuado de los residuos.
c)	 No proporcionar los registros o la información requerida según lo establecido en la presente 

ley.
d)	 Alterar los sistemas de medidas y pesos utilizados para contabilizar el volumen de los 

residuos gestionados o aumento del peso de
	 manera artificial con la finalidad de obtener un mayor pago o retribución, en la entrega de 

residuos.
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II.	 Constituirán infracciones muy graves:
a)	 Ejercer una o varias de las actividades descritas en la presente ley, tales como acopiar, 

almacenar, transportar, valorizar, tratar, disponer finalmente, residuos, sin contar con la 
respectiva autorización o con ella caducada o revocada.

b)	 Transferir a terceras personas las autorizaciones otorgadas en virtud de esta ley.
c)	 Proporcionar información falsa en relación a volúmenes de generación de residuos o su 

manejo.
d)	 Ocultar o alterar la información aportada para la obtención de las autorizaciones relacionadas 

con el ejercicio de las actividades reguladas en esta ley.
e)	 Proporcionar a la autoridad competente información falsa relacionada con la compraventa 

de residuos.
f)	 No permitir el acceso a la autoridad competente, a las áreas o zonas donde se realicen 

actividades de gestión de residuos, en cumpli- miento de su facultad de vigilancia e 
inspección.

g)	 No contar con la autorización respectiva para la importación de residuos.

h)	 Gestionar o disponer de los residuos en forma contraria a lo establecido en el Manual de 
Gestión de Residuos aprobado.

i)	 No cumplir el plan de contingencia u omitir dar aviso a las autoridades competentes en 
caso de emergencias, accidentes o pérdidas  de residuos peligrosos, tratándose de su 
generador o gestor.

SANCIONES

Art. 51. Las infracciones leves no podrán exceder de dos salarios mínimos mensuales vigentes 
para el sector comercio y servicio.

Las infracciones graves serán sancionadas con multa de 2 a 20 salarios mínimos mensuales 
vigentes para el sector comercio y servicios.
Las infracciones muy graves serán sancionadas con multa de 21 a 40 salarios mínimos mensuales 
vigentes para el sector comercio y servicios; además de la revocatoria de los permisos o 
autorizaciones otorgadas.
Cuando las infracciones leves sean cometidas por personas naturales, se podrá solicitar el 
cambio del pago de la multa impuesta por sustitución de servicio comunitario de limpieza de 
áreas públicas o de recolección de residuos en las mismas; además asistirá a un programa de 
educación ambiental; lo anterior no será aplicable para las infracciones graves o muy graves.

INFRACCIONES ESPECIALES

Art. 52. El denegar el acceso para la disposición final de los residuos a un relleno sanitario, 
amparados en el incumplimiento de un convenio o contrato vigente, constituirá una infracción 
y será sancionado con una multa de 41 a 60 salarios mínimos mensuales vigentes para el sector 
comercio y servicio. La presente infracción será sancionada por el MARN.

PLAZO DE PAGO DE LA MULTA

Art. 53. La sanción de multa deberá cancelarse dentro de los treinta días siguientes a la 
notificación de la resolución que pone fin al procedimiento. La certificación de la resolución 
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firme que la imponga, tendrá fuerza ejecutiva.
En el plazo a que se refiere el inciso anterior, la persona sancionada podrá pedir a la autoridad 
competente el pago de la multa por cuotas periódicas, quien podrá otorgar dicho beneficio, 
atendiendo a las circunstancias particulares de la persona sancionada y estableciendo condiciones 
para el pago de la multa.
Transcurrido el plazo sin que se acredite el pago de la multa impuesta, la autoridad competente 
procederá conforme a la ley para que se realice el cobro por la vía judicial. De igual forma se 
procederá al incumplirse las condiciones de pago por cuotas o el servicio comunitario.

REINCIDENCIA DE LA INFRACCIÓN

Art. 54. En caso de reincidencia en el cometimiento de una infracción, la multa a imponer será 
el máximo del monto estipulado para el tipo de infracción cometida, así como la revocación 
definitiva de las autorizaciones otorgadas, en caso de ser procedente.
Se considera reincidente al infractor que incurra más de una vez en conductas que impliquen 
infracciones a un mismo precepto, dentro de un período de dos años, contados a partir de 
la fecha en que se levante el acta en que se hizo constar la primera infracción, siempre que 
ésta no hubiera sido desvirtuada.

REGLA SUPLETORIA

Art. 55. Para todo lo no previsto en el presente capítulo y la Ley del Medio Ambiente, se 
aplicarán supletoriamente las disposiciones del procedimiento sancionador regulado en la 
Ley de Procedimientos Administrativos.
Las sanciones administrativas no exoneran a la persona infractora de la responsabilidad civil 
o penal en que además pueda incurrir.

CAPÍTULO XII  

RECURSOS FINANCIEROS

RECURSOS FINANCIEROS

Art. 56. El Ministerio de Hacienda debe asignar anualmente los recursos necesarios al MARN 
para el cumplimiento de la presente ley, provenientes del presupuesto general del Estado, 
cooperación internacional y donaciones.

CREACIÓN DEL FONDO DE ACTIVIDADES ESPECIALES

Art. 57. Créase el Fondo de Actividades Especiales para la Gestión Integral de Residuos y Fomento 
al Reciclaje, el cual será ejecutado por el Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales, 
con el propósito de apoyar el cumplimiento de los objetivos y atribuciones asignadas a dicho 
Ministerio en la presente ley.

El Fondo se alimentará de las multas provenientes de las infracciones graves o muy graves 
establecidas en la presente ley y de la venta de pro- ductos y prestación de servicios.
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RESPONSABLE DEL FONDO

Art. 58. El titular del Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales, mediante Acuerdo 
Ejecutivo en ese Ramo, designará a la Unidad Organizativa y al funcionario de ésta que será 
responsable del manejo administrativo de dicho Fondo de Actividades Especiales. La gestión 
financiera del mismo será responsabilidad de la Unidad Financiera Institucional.
El MARN, queda facultado para emitir la reglamentación que se requiera para el manejo 
Administrativo del Fondo de Actividades Especiales y para la emisión de políticas, manuales, 
instructivos y demás disposiciones que sean necesarias para facilitar la gestión financiera del 
fondo, los cuales deberán ser aprobados previamente por el Ministerio de Hacienda.

DEPÓSITO DE LOS INGRESOS

Art. 59. Los ingresos que se perciban por las ventas de productos y prestación de servicios 
realizados por medio del fondo y lo establecido en el inciso segundo del artículo 57 de la 
presente ley, deberán ser depositados en la cuenta Dirección General de Tesorería- Fondos 
Ajenos en Custodia- Fondo de Actividades Especiales para Gestión Integral de Residuos y 
Fomento al Reciclaje.
Los precios por la venta de productos y prestación de servicios, serán propuestos por parte 
del MARN y aprobados por el Ministerio de Hacienda.

CAPÍTULO XIII 

DISPOSICIONES GENERALES

RESIDUOS EN RECINTOS FISCALES

Art. 60. Los residuos que se generen en las Zonas Francas y Depósitos para Perfeccionamiento 
Activos, se sujetarán a lo dispuesto en el artículo veintisiete de la Ley de Zonas Francas Industriales 
y de Comercialización, en lo que corresponda.

SISTEMA ARANCELARIO CENTROAMERICANO

Art. 61. Para el efectivo cumplimiento del objeto de la presente ley, corresponderá al Ministerio 
de Economía, en coordinación con el Ministerio de Medio Ambiente, gestionar ante la Secretaría 
de Integración Económica lo relativo a la creación, modificación o estandarización de partidas 
arancelarias para facilitar la exportación de todo material separado proveniente de los residuos, 
así como la importación de residuos valorizables cuando constituyan materia prima.

ELABORACIÓN DE REGLAMENTOS

Art. 62. El Presidente de la República emitirá el reglamento de la presente ley en un plazo no 
mayor a noventa días, contados a partir de la fecha de su vigencia.
Para la elaboración de los reglamentos técnicos para la adecuada gestión de los rellenos 
sanitarios, recolección y transporte de los residuos, estaciones de transferencia y plantas de 
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compostaje, el MARN tendrá un plazo no mayor de trescientos sesenta y cinco días.
Los reglamentos de la presente ley, sustituirán al Reglamento Especial sobre el Manejo Integral 
de los Desechos Sólidos y sus Anexos, aprobado por Decreto Ejecutivo número 42, de fecha 
treinta y uno de mayo del año dos mil, publicado en el Diario Oficial número 101, Tomo 347, 
de fecha uno de junio del año dos mil.

GRADUALIDAD EN LA IMPLEMENTACIÓN

Art. 63. Para efectos de implementación de la presente ley, se establecen los siguientes plazos 
para la elaboración de los instrumentos que a continuación se detallan:

a)	 El Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales tendrá un plazo de doce meses para 
la elaboración del Diagnóstico Nacional de Residuos, a partir de la entrada en vigencia de 
la presente ley.

b)	 El Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales tendrá un plazo de dieciocho meses 
para la elaboración del Plan Nacional para la Gestión de Residuos, a partir de la entrada en 
vigencia de la presente ley.

c)	 Las Municipalidades tendrán un plazo de seis meses, contados a partir de la emisión del 
Plan Nacional para la Gestión Integral de Residuos para elaborar su correspondiente Manual 
de Gestión Integral de Residuos.

d)	 Las demás personas que de conformidad a esta ley estén obligadas a contar con autorización 
y con un Manual de Gestión Integral de Residuos, a partir de la emisión del Plan Nacional 
para la Gestión Integral de Residuos, tendrán seis meses para presentar la solicitud 
correspondiente al MARN.

ADECUACIÓN A LA LEY

Art. 64. Todas aquellas personas naturales o jurídicas que estén vinculadas con la gestión 
integral de residuos que se encuentren operando y cuenten con permisos ambientales vigentes, 
dispondrán de 2 años para adecuarse a esta ley, a partir de la vigencia de la misma; de no 
cumplir lo anterior en dicho plazo, se revocarán los permisos otorgados.

DE LOS CONTRATOS DE RECOLECCIÓN, TRANSPORTE Y DISPOSICIÓN DE RESIDUOS SÓLIDOS

Art. 65. Los contratos de servicios suscritos por las municipalidades para la recolección, 
transporte y disposición final de residuos sólidos, deberán adecuarse obligatoriamente a lo 
dispuesto en la presente ley en un plazo de seis meses, contado a partir de la emisión del Plan 
Nacional para la Gestión Integral de Residuos.
Asimismo, dentro del plazo señalado en el inciso anterior, los contratistas deberán obtener las 
autorizaciones que se imponen a los gestores de residuos. Si vencido el plazo, el contratista 
no cuenta con las autorizaciones requeridas en esta ley, la municipalidad deberá recurrir al 
Juzgado competente para dar por terminado el contrato de servicios.

CARÁCTER ESPECIAL DE LA LEY

Art. 66. La presente ley es de carácter especial, por lo que prevalecerá sobre otras que la 
contraríen.
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VIGENCIA

Art. 67. La presente ley entrará en vigencia ocho días después de su publicación en el Diario 
Oficial.

DADO EN EL SALÓN AZUL DEL PALACIO LEGISLATIVO: San Salvador, a los diecinueve días 
del mes de diciembre del año dos mil diecinueve.

MARIO ANTONIO PONCE LÓPEZ
PRESIDENTE

En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 97, inciso 3° del Reglamento Interior de este 
Órgano del Estado, se hace constar que el presente decreto fue devuelto con observaciones 
por el vicepresidente de la República, encargado del despacho, el día 14 de enero del presente 
año; observaciones que fueron aceptadas parcialmente por esta Asamblea Legislativa, en 
Sesión Plenaria del día 06 de febrero del año 2020, conforme a lo establecido en el inciso 3° 
del Art. 137 de la Constitución, resolviendo aceptarlas por estimar que las mismas son atinentes.

Norman Noel Quijano González
Primer Vicepresidente

Yanci Guadalupe Urbina González
Tercera Vicepresidenta

Reynaldo Antonio López Cardoza
Primer Secretario

Norma Cristina Cornejo Amaya
Tercera Secretaria

Lorenzo Rivas Echeverría
Quinto Secretario

Mario Marroquín Mejía
Sexto Secretario

MARIO MARROQUÍN MEJÍA, 
Sexto Secretario

CASA PRESIDENCIAL: San Salvador, a los veinticuatro días del mes de febrero del año dos 
mil veinte.

PUBLÍQUESE,

NAYIB ARMANDO BUKELE ORTEZ,
Presidente de la República

MARÍA LUISA HAYEM BREVÉ,
Ministra de Economía

Patricia Elena Valdivieso De Gallardo
Cuarta Secretaria

Rodolfo Antonio Parker Soto
Segundo Secretario

Alberto Armando Romero Rodríguez
Cuarto Vicepresidente

Guillermo Antonio Gallegos Navarrete
Segundo Vicepresidente
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Entrega de un moderno sistema de reúso de aguas lluvias para el 
Complejo Cultural y Recreativo San Jacinto.

El proyecto piloto utiliza ingeniera urbana amigable con el medio 
ambiente, limitará el consumo de agua potable y filtrará los 
contaminantes, conviertiéndose en un referente de ciudad sustentable.

El sistema permitirá ahorrar agua potable y mejorar las condiciones de 
la cuenca del Acelhuate.
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LEY DE MINERÍA 

 CAPÍTULO I

OBJETO DE LA LEY, COMPETENCIA Y JURISDICCIÓN

OBJETO DE LA LEY

Art. 1. La Ley de Minería tiene por objeto regular los aspectos relacionados con la exploración, 
explotación, procesamiento y comercialización de los recursos naturales no renovables 
existentes en el suelo y subsuelo del territorio de la República; excepto los hidrocarburos 
en estado líquido o gaseoso que se regulan en leyes especiales, así como la extracción de 
material pétreo de ríos, playas y lagunas que se regulará de acuerdo a la normativa ambiental 
existente; y la extracción de sal obtenida por procesos de evaporación de aguas marinas la cual 
se encuentra regulada en el Reglamento para el  establecimiento de salineras y explotaciones 
con fines de acuicultura de los bosques salados (1).

PROPIEDAD DE LOS YACIMIENTOS

Art. 2. Son bienes del Estado, todos los yacimientos minerales que existen en el subsuelo del 
territorio de la República, cualesquiera que sea su origen, forma y estado físico; así como los 
de su plataforma Continental y su territorio Insular, en la forma establecida en las leyes o en 
los Convenios Internacionales ratificados por él; su dominio sobre los mismos es inalienable 
e imprescriptible.

Para los efectos de esta ley, los yacimientos minerales se clasifican en metálicos y no metálicos, 
los primeros podrán ser llamados minas y los segundos canteras (1).

RECURSOS NATURALES NO RENOVABLES

Art. 3. Para la exploración y explotación de minas y canteras, el Estado podrá otorgar Licencias 
o Concesiones, siempre que se cumpla con lo dispuesto en esta Ley y su Reglamento.

AUTORIDAD COMPETENTE

Art. 4. El Órgano Ejecutivo en el ramo de economía en adelante denominado “El Ministerio”, es 
la autoridad competente para conocer de la actividad minera, quien aplicará las disposiciones 
de esta ley, a través de la Dirección de Hidrocarburos y Minas, que en adelante se identificará 
como “La Dirección” (1).

ATRIBUCIONES DEL MINISTERIO

Art. 5. Para el cumplimiento de lo dispuesto en esta ley; el Ministerio dispondrá de las siguientes 
atribuciones:

a)	 Definir las políticas, planes, programas y proyectos de investigación para el fomento 
y desarrollo de la minería; (1)
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b)	 Otorgar las concesiones para la explotación de los recursos mineros y suscribir con 
los Titulares, los contratos respectivos;

c)	 Conocer de los Recursos que le señala esta Ley;
d)	 Emitir las disposiciones e instructivos relacionados con las actividades mineras, de 

conformidad a lo establecido en la presente ley; así como licitar áreas especiales donde 
se localizan yacimientos con potencial económico investigado, programas de	
cooperación técnica internacional (1).

e)	 Informar a la Fiscalía General de la República, cuando su Titular lo requiriese, sobre el 
efectivo cumplimiento de los requisitos, condiciones y finalidades establecidas en las 
concesiones a que se refiere esta ley; y

f)	 Las demás que esta Ley y su Reglamento le confieran.

ATRIBUCIONES DE LA DIRECCIÓN

Art. 6. Las atribuciones de la Dirección, son las siguientes:

a)	 Elaborar Políticas de Fomento y Desarrollo para las actividades mineras en los aspectos 
técnicos, económicos, industriales y comerciales, debiendo someterlas, previamente 
a consideración del Ministerio;

b)	 Disponer las medidas necesarias para que los beneficiarios realicen en forma técnica 
y eficiente la exploración y explotación de las minas y canteras, para asegurar el 
aprovechamiento de los recursos mineros, salvaguardar la vida y salud de los trabajadores 
y evitar el deterioro ecológico y ambiental;

c)	 Tramitar y resolver las solicitudes que se presenten para obtener licencias de conformidad 
a esta ley; así como las demás actuaciones administrativas que tenga relación con la 
actividad minera (1).

d)	 Tramitar las solicitudes relativas a la obtención de concesiones mineras y elevarlas a 
conocimiento del Ministro para la emisión de la Resolución o Acuerdo correspondiente; 
así como expresar a dicho funcionario los términos que deberá contener el contrato 
a otorgarse para la explotación respectiva;

e)	 Llevar un Registro de Licencias y Concesiones otorgadas, así como los demás 
documentos que guarden relación con las mismas; y realizar los censos y estadísticas 
indispensables para la elaboración de los programas y políticas mineras;

f)	 Efectuar auditorías en las empresas de Minas y Canteras, a efecto de comprobar que 
cumplen con las obligaciones estipuladas en esta Ley y su Reglamento, al igual que 
con los contratos suscritos;

g)	 Sancionar, de conformidad con esta Ley y su Reglamento, a los infractores de éstos;
h)	 Participar en la investigación de proyectos mineros en programas de cooperación 

técnica internacional; así como conocer y dictaminar en los casos de minas especiales; 
(1)

i)	 Velar por la correcta aplicación de la presente Ley y su Reglamento.
j)	 Aprobar el Manual de Seguridad Minera presentado por el Titular de la Concesión 

Minera.
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JURISDICCIÓN

Art. 7. Los titulares de Licencias o concesiones Mineras, sean nacionales o extranjeros, quedan 
sujetos a las leyes, Tribunales y Autoridades de la República, no pudiendo de ninguna forma recurrir 
a reclamaciones por la vía de protección diplomática; debiendo establecerse en los contratos 
respectivos que en todo lo relativo a la aplicación, interpretación, ejecución o terminación de 
los mismos, renuncian a su domicilio y se someten a los Tribunales de San Salvador.

CAPÍTULO II     

RÉGIMEN  MINERO

PERSONAS SUSCEPTIBLES DE ADQUIRIR DERECHOS MINEROS

Art. 8. Toda persona natural o jurídica, nacional o extranjera que sea capaz e idónea, podrá 
obtener derechos mineros, siempre y cuando cumpla con las normas que esta Ley y su 
Reglamento establecen; exceptúense las siguientes:

a)	 Los funcionarios y personas a que se refieren los Arts. 127 y 128 de la Constitución;
b)	 Los empleados públicos que de conformidad a esta Ley deban intervenir directa o 

indirectamente en la tramitación de las solicitudes, sus dictámenes o resoluciones;
c)	 Los cónyuges de las personas señaladas en las letras a) y b) que anteceden; y
d)	 Las personas que a la fecha del otorgamiento de la Concesión no se encuentren 

solventes con el Estado o la Municipalidad que les corresponde, por obligaciones 
contraídas en relación a actividades mineras realizadas con anterioridad.

La prohibición para los funcionarios y empleados públicos se extenderá hasta un año después 
de la fecha de entrega del cargo y no comprenderá los derechos obtenidos en épocas anteriores 
a la toma de posesión del cargo.

IDONEIDAD PARA ADQUIRIR DERECHOS MINEROS

Art. 9. Son personas idóneas para adquirir derechos mineros, quienes comprueben tener 
capacidad técnica y financiera para desarrollar proyectos mineros.

Las personas jurídicas extranjeras deberán estar legalmente autorizadas para realizar actos de 
comercio en la República.

MINAS BIENES INMUEBLES

Art. 10. Los yacimientos a que se refiere esta Ley son bienes inmuebles distintos de los inmuebles 
que constituyen el terreno superficial; no así las canteras que forman parte integrante del terreno 
en que se encuentran, siempre que se localicen a flor de tierra; en consecuencia, la concesión es 
un derecho real e inmueble transferible por acto entre vivos, previa autorización del Ministerio; por 
consiguiente, la aludida concesión es susceptible de servir como garantía en operaciones mineras.



122

Legislación Ambiental - El Salvador 2021

BIENES ACCESORIOS

Art. 11. Son bienes accesorios, las construcciones, instalaciones, maquinaria, equipos, útiles 
y demás enseres destinados a la exploración, explotación, procesamiento y transporte de 
productos mineros; así como todo aquello cuya separación pudiera afectar el fin económico 
del bien principal.

FASES DE LA ACTIVIDAD MINERA

Art. 12. Para los efectos de esta Ley, las fases de la Actividad Minera son:

a)	 Exploración;
b)	 Explotación;
c)	 Procesamiento; y
d)	 Comercialización.

AUTORIZACIÓN DE DERECHOS MINEROS

Art. 13. Las licencias de exploración de minas y de operación de plantas de procesamiento 
de minerales, las emitirá la dirección por medio de resoluciones; las concesiones para la 
explotación de minas y canteras serán otorgadas mediante acuerdo del ministerio, seguido 
de la suscripción de un contrato en la forma prevista en esta ley y su reglamento.

La concesión que se otorgue para la explotación de minas o canteras comprende el derecho 
del titular para procesar y comercializar los minerales extraídos.

La Dirección podrá realizar directa o indirectamente actividades de exploración minera en 
áreas libres y por medio de proyectos de cooperación técnica internacional, para lo cual el 
ministerio declarará áreas especiales mediante acuerdo, previo dictamen de la dirección.

Las áreas especiales de interés minero se declararán con el propósito de contribuir a la 
investigación y evaluación técnica de los yacimientos existentes en ella y una vez conocido 
el potencial económico del yacimiento, el ministerio podrá proceder a su licitación, cuyo 
procedimiento quedará establecido en el reglamento de esta ley.

También podrá la dirección conceder licencias para el aprovechamiento comercial o industrial de 
sustancias minerales presentes en yacimientos de placeres, escombreras o antiguos botaderos 
mineros. Estas licencias se otorgarán por resolución que contendrán las condiciones técnicas 
de explotación; dichas licencias podrán ser renovadas siempre que se haya cumplido con las 
condiciones establecidas en la licencia original (1).

FACULTAD DE TRANSFERIR LOS DERECHOS MINEROS

Art. 14. El Titular de Derechos Mineros, puede transferirlos en cualquier forma por acto entre 
vivos; por causa de muerte del Titular sólo es transferible en el caso de que se pruebe la calidad 
de herederos declarados y sean solicitados por éstos.
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En ambos casos se necesitará autorización de la Dirección, previa comprobación de que el 
adquirente reúna iguales o mejores condiciones que el Titular; la transferencia se otorgará por 
el plazo que faltare para que concluya la Licencia o concesión original o su prórroga.

ZONAS NO COMPATIBLES CON CONCESIONES

Art. 15. El Ministerio podrá declarar determinadas zonas del territorio nacional como no 
compatibles con actividades mineras o de explotación de canteras, por las siguientes 
circunstancias:

a)	 Por razones de Soberanía;
b)	 Por tratarse de zonas dedicadas exclusivamente a actividades forestales o cualquier 

otra actividad de interés cultural o social; previa opinión de Instituciones competentes;
c)	 Por protección ecológica o ambiental;
d)	 Por encontrarse dentro del perímetro urbano de ciudades o poblaciones, salvo que la 

Dirección, lo autorice, previa opinión favorable de la Alcaldía Municipal correspondiente 
o de cualquier otra Institución o Entidad que por ley deba emitirla;

e)	 Zonas ocupadas por obras de servicio público, salvo que lo autoricen las autoridades 
correspondientes; y

f)	 Por tratarse de áreas de aguas subterráneas o superficiales para el suministro de agua 
potable.

EJERCICIO ILEGAL DE ACTIVIDADES MINERAS

Art. 16. Prohíbase realizar las actividades mineras a que se refiere esta ley, sin la correspondiente 
autorización; quien contraviniese esta disposición incurrirá en las sanciones establecidas en el 
presente decreto, sin perjuicio de las que fueren aplicables por la legislación penal.

PROTECCIÓN DEL MEDIO AMBIENTE

Art. 17. La exploración y explotación de minas y canteras, así como el procesamiento de 
minerales deberá  realizarse de acuerdo a las exigencias de la técnica e ingeniería de minas, 
así como las normas establecidas internacionalmente, de manera tal que se prevengan, 
controlen, minimicen y compensen los efectos negativos que puedan ser causados a las 
personas dentro y fuera del área de exploración y explotación o al medio ambiente como 
consecuencia de dichas actividades mineras, en tal sentido se deberán tomar las medidas 
inmediatas y necesarias para evitar o reducir tales efectos y compensarlos con acciones de 
rehabilitación o restablecimiento (1).

OBLIGACIONES DE PRESENTAR INFORMES

Art. 18. Los Titulares de Licencias y Concesiones deberán presentar a la Dirección, cuando 
ésta lo requiera y por lo menos cada seis meses, un informe sobre los adelantos logrados y 
los problemas  detectados en sus operaciones; así como en lo que a protección ambiental se 
refiere y las medidas previstas para contrarrestar estos últimos.
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Para el cumplimiento de lo dispuesto en este artículo y en el que antecede, la Dirección, podrá:

a)	 Solicitar a los Titulares de Licencias y Concesiones, en casos extraordinarios, informes 
que considere necesarios; quienes estarán obligados a proporcionarlos dentro del 
plazo que la Dirección señale; y

b)	 Solicitar dictámenes, informes y opiniones a las Instituciones de Educación Superior, 
Centros de Investigación, Unidades Primarias o cualquier otra entidad que guardase 
relación con materia minera y el medio ambiente.

CAPÍTULO III 

LICENCIAS Y CONCESIONES

LICENCIA DE EXPLORACIÓN

Art. 19. La Licencia de Exploración confiere al Titular la facultad exclusiva de realizar actividades 
mineras, para localizar los yacimientos de las sustancias minerales para las que ha sido otorgada, 
dentro de los límites del área conferida e indefinidamente en profundidad. Así mismo le confiere 
el derecho exclusivo de solicitar la concesión respectiva.

Si durante el proceso de exploración se encontrasen sustancias minerales diferentes a las 
previstas en la Licencia de Exploración, la empresa deberá informar a la Dirección sobre el 
particular en el plazo de treinta días después de su descubrimiento. En el caso que la empresa 
deseare explorar dichas sustancias, con el fin de una posible explotación, deberá solicitar una 
ampliación de la licencia a efecto de que se le incluya.

En el caso que la empresa no tuviere interés en dichas sustancias, deberá manifestarlo por 
escrito a la Dirección y de existir otra empresa interesada, aquella deberá permitir la exploración 
o explotación de las mismas, previa la licencia o concesión respectivas.

El Titular, además de los trabajos y operaciones propias de la exploración, podrá construir o 
retirar edificios, campamentos e instalaciones auxiliares que considere convenientes; siempre 
que se sujete a las prescripciones contenidas en esta Ley, su Reglamento y otras disposiciones 
que le fueren aplicables.

La Licencia se otorgará por un plazo inicial máximo de tres años que podrá ser prorrogado a 
juicio prudencial de la Dirección, por períodos de uno a dos años como límite.

Las licencias se otorgarán por un plazo inicial de cuatro años, que podrá ser prorrogado por 
períodos de dos años hasta llegar a ocho, siempre que el interesado justifique la prórroga 
solicitada. Para tal efecto deberá cancelar anticipadamente un canon superficial anual por 
kilómetro cuadrado o fracción de la manera siguiente:
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El pago deberá realizarse en moneda de curso legal (1).

ÁREA DE EXPLORACIÓN

Art. 20. La licencia de exploración otorga a su titular el derecho a la exploración de los minerales 
previamente determinados, que puedan encontrarse dentro de un sólido de profundidad 
indefinida, limitado por planos verticales correspondientes a los lados de un polígono, cuyos 
vértices están referidos a las coordenadas de la proyección cónica conformal de lambert ó 
utm, orientados norte-sur, este-oeste, límites internacionales o del litoral.

El área de exploración no deberá ser mayor de cincuenta kilómetros cuadrados (50 km2), en 
el caso que requiera mayor área deberá solicitarse como una nueva licencia (1).

DE LOS PERMISOS

Art. 21. Si el área de exploración comprendiere terrenos de propiedad ajena y los trabajos se 
realizaren en la superficie del suelo, será necesario un permiso del propietario, cuya obtención 
es responsabilidad del titular de la Licencia.

Si se causaren daños a la propiedad, el titular de la Licencia está en la obligación de resarcirlos 
de común acuerdo con el propietario del terreno o de conformidad a sentencia de Juez 
competente.

OBLIGACIONES DEL TITULAR DE LA LICENCIA DE EXPLORACIÓN

Art. 22. El Titular de la Licencia de Exploración deberá observar, entre otras, las obligaciones 
siguientes:

a)	 Cumplir con el Programa Técnico de exploración presentado a la Dirección, y aprobado 
por ésta;

b)	 Comprobar ante la Dirección, al final de cada período de la Licencia, los trabajos e 
inversiones realizadas, de acuerdo al Programa Técnico de Exploración;

c)	 Presentar el Informe Anual de las Actividades de Exploración realizadas, debidamente 
firmados por profesionales en la materia, que contengan como mínimo los siguientes 
aspectos:
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1)	 Nombre y asociación de los minerales explorados;
2)	 Localización y descripción del o los yacimientos;
3)	 Descripción de las operaciones o actividades mineras realizadas, tanto de campo 

como de gabinete, incluyendo planos, mapas y perfiles geológicos;
4)	 Resultado de las pruebas físicas, metalúrgicas y análisis químicos efectuados;
5)	 Monto de la inversión realizada; y
6)	 El último informe deberá contener la estimación de reservas y el modelo de 

exploración del o los yacimientos (1).
d)	 Cumplir con las demás obligaciones que se derivan de la presente Ley y su Reglamento.
e)	 Pagar el canon superficial durante el primer mes de cada año de la licencia de 

exploración (1).

CONCESION PARA LA EXPLOTACIÓN DE MINAS

Art. 23. Concluida la exploración y comprobada la existencia del potencial minero económico 
en el área autorizada, se solicitará el otorgamiento de la Concesión para la explotación y 
aprovechamiento de los minerales; la cual se verificará mediante Acuerdo del Ministerio seguido 
del otorgamiento de un contrato suscrito entre éste y el Titular por un plazo de treinta años, 
el cual podrá prorrogarse a solicitud del interesado, siempre que a juicio del Ministerio cumpla 
con los requisitos que la Ley establece.

Si en un plazo de un año contado desde la fecha de vigencia del contrato, el titular no inicia 
las labores preparatorias a la explotación del yacimiento, se procederá a cancelar la concesión 
siguiendo el procedimiento sumario; salvo por razones de caso fortuito o fuerza mayor, en 
cuyo caso se otorgará un plazo adicional que no excederá de un año (1).

Cuando se tratare de minas existentes, previa comprobación del potencial económico de los 
minerales, se podrá solicitar directamente la concesión para su explotación sin necesidad de 
la Licencia de Exploración, cumpliendo con los requisitos de Ley para las concesiones.

DETERMINACIÓN DEL ÁREA A EXPLOTAR

Art. 24. La concesión minera otorga a su titular el derecho a la explotación de los minerales 
previamente determinados que se encuentran dentro de un sólido de profundidad indefinida 
limitado por planos verticales correspondientes  a  los  lados de un polígono, cuyos vértices están 
referidos a las coordenadas de la proyección cónica conformal de lambert, o utm, orientados 
norte-sur, este-oeste, límites internacionales o del litoral, debiendo además estar comprendida 
dentro del área señalada en la licencia de exploración, y su superficie será otorgada en función 
de la magnitud del o los yacimientos y de las justificaciones técnicas del titular.

El titular de la concesión minera pagará anualmente en forma anticipada en el primer mes de 
cada año, un canon superficial de U.S.$ 300. Por km2 o fracción por el plazo de la vigencia de 
la concesión, dicho canon se hará efectivo en moneda de curso legal (1).
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OBLIGACIONES DE LOS CONCESIONARIOS MINEROS

Art. 25. El Titular de una Concesión tiene, entre otras, las obligaciones siguientes:

a)	 Explotar racional y sustentablemente el o los yacimientos minerales objeto de 
la concesión; la Dirección técnica de la explotación, deberá de estar a cargo de 
profesionales expertos en materia de minería;

b)	 Cumplir con el Programa Técnico de Explotación que fuere aprobado por la Dirección;
c)	 Invertir en el Programa Técnico de explotación las sumas mínimas anuales fijadas 

en el Contrato;
d)	 Presentar a la dirección para su aprobación el manual de seguridad minera, dentro del 

primer año de inicio de operaciones, cuyo contenido se establecerá en el reglamento 
de la presente ley; (1)

e)	 Permitir las labores de Inspección y Auditorías de parte de los delegados del Ministerio 
y la Dirección;

f)	 Pagar las Regalías a que se refiere esta Ley; así como los Impuestos, Tasas y 
Contribuciones Fiscales y Municipales que por otras leyes le corresponde;

g)	 Renovar oportunamente la fianza o garantía de fiel cumplimiento a favor del 
estado; (1)

h)	 Rendir anualmente el informe, firmado por profesionales en la materia, que contengan 
entre otros, los siguientes aspectos:

1)	 Operaciones técnicas mineras de la empresa;
2)	 Volúmenes de arranque de material;
3)	 Volúmenes de material procesado;
4)	 Ley promedio del mineral de entrada al proceso;
5)	 Ley promedio del producto obtenido;
6)	 Producción;
7)	 Comercialización; y
8)	 Montos de las regalías pagadas durante el período, anexando fotocopias de los 

comprobantes de pago (1).

i)	 Dar mantenimiento a los mojones construidos en el área objeto de la concesión (1).
j)	 Adiestrar y capacitar personal técnico nacional y establecer programas de seguridad 

minera; y
k)	 Cumplir con las demás obligaciones que se deriven de la presente Ley y su Reglamento, 

el Acuerdo de Concesión y el Contrato respectivo, así como la legislación en materia 
laboral y otras normas que le fuesen aplicables.

SUSPENSIÓN DE OPERACIONES MINERAS

Art. 26. La Dirección podrá ordenar o autorizar la suspensión de las operaciones mineras, en 
los casos siguientes:

a)	 Cuando a consecuencia de las operaciones mineras estuviere en inminente peligro 
la vida o bienes de las personas;
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b)	 Cuando el titular no cumpla con las disposiciones que se establezcan en el manual 
de seguridad minera (1).

c)	 Cuando los Titulares realicen las operaciones en forma no técnica, propiciando con 
ello el desperdicio o generando prácticas ruinosas con los recursos; y

d)	 Por razones de caso fortuito o fuerza mayor debidamente comprobadas.

Las Resoluciones que ordenen o autoricen la suspensión serán de ejecución inmediata.

TERMINACIÓN DE LAS LICENCIAS Y CONCESIONES

Art. 27. Las Licencias y Concesiones terminan por las siguientes causas:

a)	 Por renuncia expresa del Titular;
b)	 Por muerte del Titular; cuando no se cumpla con lo dispuesto en el Art. 14 de esta ley;
c)	 Por quiebra o disolución cuando se tratare de personas jurídicas;
d)	 Vencimiento del plazo otorgado, o de su prórroga; y
e)	 Cancelación.

CAUSAS DE CANCELACIÓN

Art. 28. Las licencias y las concesiones otorgadas de conformidad a esta Ley, serán canceladas 
por el Ministerio o la Dirección en su caso, por cualquiera de las siguientes razones:

a)	 Haber incurrido el Titular, por tercera vez en violaciones a la presente Ley, que hayan 
sido sancionadas con Multa;

b)	 Si en el plazo de seis meses en el caso de Licencias y de un año en las Concesiones, 
no se iniciaren las operaciones para las cuales se han otorgado;

c)	 Si en el término de un año no se pagaren las regalías a que están obligados los 
Titulares;

d)	 Por no permitir a la Dirección o al Ministerio, de manera manifiesta o reiterada, 
las funciones de vigilancia, fiscalización, auditoría o de cualquier otra actuación 
relacionada con las actividades mineras o por negarse a rendir los informes a que 
está obligado de conformidad a la Ley;

e)	 Por ocultación o sustracción de sustancias mineras, con fines fraudulentos;
f)	 Por revocatoria del permiso ambiental por parte de la autoridad competente (1).
g)	 Por otras causas y en los casos específicos que señala esta Ley.

Para proceder a la cancelación de la licencia o de una concesión, la Dirección instruirá el 
informativo correspondiente, aplicando el procedimiento señalado en los Arts. 70 y 71 de esta ley.

EFECTOS DE LA TERMINACIÓN DE CONCESIONES DE EXPLOTACIÓN

Art. 29. Terminada la concesión para la explotación minera por cualquiera de las causas 
señaladas en el Art. 27, se extingue el derecho y vuelve al dominio del Estado la propiedad 
que comprende el yacimiento o mina de que se trate; así como todas las instalaciones cuya 
remoción pudiese causar daño al yacimiento objeto de la explotación o amenazar su seguridad, 
sin compensación alguna.
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CAPÍTULO IV 

EXPLOTACIÓN DE CANTERAS

CONCESIÓN DE EXPLOTACIÓN DE CANTERAS

Art. 30. La concesión de explotación de canteras confiere al titular, dentro de los límites de su 
área e indefinidamente en profundidad, la facultad exclusiva de extraer, procesar, transportar 
y disponer de las sustancias minerales para las cuales ha sido otorgada.  La profundidad podrá 
limitarse según las condiciones geológicas e hidrogeológicas contempladas en la factibilidad 
de explotación del yacimiento.
El área de concesión será otorgada en función de la magnitud del o los yacimientos y de las 
justificaciones técnicas del titular, y será delimitado por coordenadas de proyección cónica 
conformal de lambert ó utm, orientados norte-sur, este-oeste, límites internacionales o del litoral.

El área podrá ampliarse en terrenos adyacentes hasta en un quinto del área originalmente 
otorgada en los casos que el yacimiento continúe y sea factible su explotación.

El titular podrá ejecutar todas las operaciones y trabajos necesarios convenientes que posibiliten 
el desarrollo de las actividades de explotación, siempre que se sujeten a las prescripciones de 
esta ley y su reglamento, su acuerdo y contrato de concesión.

El inmueble en que se encuentre la cantera objeto de la explotación, deberá ser propiedad 
de la persona que lo solicita o tener autorización de su propietario o poseedor otorgada en 
legal forma (1).

VIGENCIA DE LA CONCESIÓN DE EXPLOTACIÓN DE CANTERAS

Art. 31. La concesión de explotación de canteras se otorgará por un período que no excederá 
de veinte años, el cual podrá prorrogarse, a solicitud del interesado, siempre que a juicio de 
la Dirección y del Ministerio cumpla con los requisitos que la Ley establece.

OBLIGACIONES DEL TITULAR DE EXPLOTACION DE CANTERAS

Art. 32. Son obligaciones del Titular de la concesión para la explotación de canteras, las siguientes:

a)	 Explotar racional y sustentablemente los yacimientos minerales no metálicos de uso 
industrial; la Dirección Técnica de la explotación, deberá estar a cargo de profesionales 
en materia de explotación de canteras;

b)	 Presentar a la dirección para su aprobación, el manual de seguridad minera, dentro 
del primer año de inicio de operaciones; (1)

c)	 Pagar los Impuestos, Tasas o Contribuciones Fiscales o Municipales que por otras 
leyes le corresponda;

d)	 Renovar oportunamente la fianza o garantía de fiel cumplimiento a favor del estado;
e)	 Presentar los informes anualmente a la dirección, debidamente firmados por 

profesionales en la materia y que contengan entre otros los siguientes aspectos:
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1)	 Nombre y asociación de los minerales o rocas en explotación;
2)	 Localización y descripción del o los yacimientos;
3)	 Método de explotación y avance de la explotación;
4)	 Reservas de material o mineral vida útil de la cantera en explotación; y
5)	 Producción y venta por todo tipo de producto  (1).

f)	 Iniciar sus operaciones dentro del plazo de seis meses a partir de la vigencia del 
contrato; y

g)	 Cumplir con las demás obligaciones que se deriven de la presente Ley, su Reglamento 
y el Contrato respectivo.

CAPÍTULO V 

PROCESAMIENTO Y COMERCIALIZACIÓN

PLANTA DE PROCESAMIENTO

Art. 33. La concesión, otorga a los Titulares el derecho de instalar sus plantas para el 
procesamiento de las sustancias mineras dentro de las cuales se incluyen operaciones de 
separación, concentración, beneficio y/o transformación, con el fin de elevar la ley o porcentaje 
de las mismas para obtener productos mineros.

Si el concesionario desea prestar servicio de procesamiento a terceros, necesitará obtener 
licencia de procesamiento ante la dirección; también la deberán obtener los particulares que 
deseen dedicarse a la actividad de extracción; éstos últimos deberán cumplir con el permiso 
ambiental emitido por la autoridad competente.

En los procesos de producción, el tratamiento de los desechos sólidos, líquidos, emisiones 
gaseosas y polvos que se generen, estarán sujetos a lo dispuesto en el permiso ambiental (1).

VIGENCIA DE LA LICENCIA DE PROCESAMIENTO

Art. 34. La vigencia de la licencia de procesamiento otorgada a los titulares de concesiones será 
por el mismo plazo de la concesión para la explotación de las minas; la de los particulares se 
otorgará por un plazo indefinido, siempre que se dé cumplimiento a las disposiciones legales 
que le fuesen aplicables.

COMERCIALIZACIÓN

Art. 35. El Titular de la Concesión será dueño de los minerales extraídos, y como tal, podrá 
comercializarlos libremente, ya sea dentro o fuera del país, siempre que cumpla con las 
regulaciones que dicte el Ministerio; y estará sujeto al pago de todo tipo de impuestos.

Cuando se tratare de comercialización de minerales cuyo uso sea privativo del Estado o de 
sus instituciones, ya sea por razones de seguridad o de protección ambiental, el Ministerio 
dictará disposiciones sobre la forma en que pueden ser adquiridos, mantenidos en depósitos, 
transportados, importados o exportados.
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CAPÍTULO VI

PROCEDIMIENTO PARA LA PRESENTACION DE SOLICITUDES Y DOCUMENTOS ANEXOS 

SOLICITUD

Art. 36. La persona interesada en obtener las Licencias y Concesiones a que se refiere esta ley 
deberá presentar a la Dirección, solicitud escrita con los requisitos mínimos siguientes:

a)	 Designación de la autoridad a quien va dirigida;
b)	 El nombre y generales del solicitante, y si se gestiona por otra persona, las generales 

de ésta y la calidad con que actúa, Número de Identificación Tributaria (NIT), número 
de identificación del contribuyente, fotocopia certificada del registro de capital 
extranjero (1).

c)	 Exposición sucinta de la solicitud, concretizando la petición;
d)	 Designación del lugar que se señala para oír notificaciones;
e)	 Relación de la documentación que se acompaña; y
f)	 Lugar y fecha de la solicitud.

DOCUMENTOS ANEXOS

Art. 37. Si el peticionario no actúa por sí, a la solicitud referida en el artículo anterior, deberá 
adjuntar el documento que acredite su personería jurídica ya sea que lo haga en representación 
de persona natural o jurídica; en este último caso deberá también, comprobar la existencia 
legal de ésta. Además, presentará la siguiente documentación: (1)

1. PARA LICENCIA DE EXPLORACIÓN

a)	 Plano de ubicación del inmueble en el cual se realizarán las actividades, descripción 
técnica y extensión del área solicitada;

b)	 Hoja cartográfica del área del terreno, en donde se establezcan fehacientemente su 
localización y linderos;

c)	 Programa técnico de exploración, el cual deberá contener las actividades mineras 
a realizar y el monto mínimo de capital a invertir en cada actividad;

d)	 Documentos que acrediten la capacidad técnica, financiera y experiencia minera 
del solicitante;

e)	 Así como los demás que la dirección estime conveniente (1).

2. PARA CONCESIÓN DE EXPLOTACIÓN DE MINAS Y CANTERAS

a)	 Plano de ubicación del inmueble en que se realizarán las actividades, hoja cartográfica 
del área, plano topográfico y su respectiva descripción técnica, extensión del área 
solicitada donde se establezcan fehacientemente su localización, linderos y nombre 
de los colindantes;

b)	 Escritura de propiedad del inmueble o autorización otorgada en legal forma por el 
propietario;
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c)	 Permiso ambiental emitido por autoridad competente, con copia del estudio de 
impacto ambiental;

d)	 Estudio de factibilidad técnico económico, elaborado por profesionales afines a la 
materia;

e)	 Programa de explotación para los cinco primeros años, firmado por un geólogo o 
profesional competente en la materia;

f)	 los demás que se establezcan reglamentariamente (1).

3. PARA PLANTAS DE PROCESAMIENTO

a)	 Estudio técnico-económico que demuestre la factibilidad del proyecto, elaborado 
por profesionales afines a la materia;

b)	 permiso ambiental emitido por la autoridad competente, con copia del estudio de 
impacto ambiental;

c)	 los demás que se establezcan reglamentariamente (1).

La solicitud y documentación anexos deberán estar redactados en castellano; si éstos últimos 
estuviesen en otro idioma deberán ser legalmente traducidos, y si han sido emanados del país 
extranjero deberán presentarse con el apostillado correspondiente. (1)

El orden de presentación de la solicitud, da derecho preferente para el otorgamiento de lo 
solicitado, siempre que se reúnan los requisitos de ley (1).

ADMISIÓN DE LA SOLICITUD

Art. 38. Presentada en legal forma una solicitud, se practicará inspección por Delegados de la 
Dirección, y de ser favorable se admitirá. En caso de no presentarse con los requisitos de ley, 
se otorgará al interesado un plazo que no excederá de 30 días para que subsane las omisiones; 
si transcurrido dicho plazo no las subsanare, se declarará sin lugar la solicitud y se ordenará 
el archivo de la misma.

RESOLUCIÓN SOBRE SOLICITUDES

Art. 39. Practicadas las diligencias señaladas por el artículo que antecede, la Dirección emitirá 
la resolución que corresponda, dentro del término de quince días hábiles.

PUBLICACIONES

Art. 40. Admitida una solicitud de concesión para explotación, la Dirección mandará a publicar  
a costa del interesado, un aviso que contenga un extracto de la misma, el cual deberá realizarse 
en el Diario Oficial y en dos periódicos de mayor circulación nacional, por dos veces cada 
uno, con intervalos de ocho días entre cada publicación; también enviará copia del mismo 
a la Alcaldía Municipal respectiva, para que sea colocada en los carteles que para tal efecto 
llevan las Municipalidades del país.

Las publicaciones del aviso deberán presentarse a la dirección en un plazo hasta de 45 días, 
caso contrario se tendrá por desestimada la solicitud y se ordenará el archivo de la misma (1).
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OPOSICIONES

Art. 41. Dentro de los quince días siguientes al de la última publicación en el Diario Oficial, las personas 
que aleguen tener interés legítimo o se creyesen perjudicadas, podrán oponerse a lo solicitado. 
De esta oposición se mandará a oír por tres días hábiles a las partes, pudiendo la Dirección, si lo 
estimare conveniente o si se le solicitase, abrir a pruebas por el término de ocho días, y presentadas, 
resolverá sobre la oposición, dentro de los siguientes quince días hábiles, declarándola sin lugar si 
no fuere fundada, en cuyo caso ordenará se continúe con el trámite de la solicitud.

Si no se estuviere conforme con lo resuelto, el interesado podrá interponer dentro del término 
de tres días, contados desde el siguiente al de la notificación de la Resolución a que alude la 
parte final del inciso anterior, Recurso de Apelación ante el Ministro, quien deberá resolverlo 
dentro de los ocho días hábiles siguientes de recibidas las diligencias.

Art. 42. Encontrándose firme la resolución que declara sin lugar la oposición o no habiéndose 
interpuesto, y transcurridos los quince días después de la última publicación a que se refiere 
el inciso primero del artículo anterior; la dirección ordenará los trabajos de mensura y 
amojonamiento de los límites  del área objeto de  la solicitud, los que deberán finalizar dentro 
del plazo hasta de sesenta días; dichos mojones deberán ser sólidamente construidos. Si por 
accidentes del terreno éstos no pudiesen ser construidos, se fijarán mojones adicionales en 
partes visibles del terreno, siempre que sea factible hacerlo; verificados dichos trabajos se 
emitirá el dictamen correspondiente y elevará diligencias al conocimiento del ministro de 
economía, quien Procederá en la forma establecida en el artículo siguiente (1).

ACUERDO DE CONCESIÓN

Art. 43. Recibido el expediente a que se refiere el artículo anterior, el Ministro podrá solicitar 
los informes y ordenará la práctica de las diligencias que estime convenientes y dentro de los 
quince días hábiles siguientes al recibo, si es procedente, emitirá el Acuerdo correspondiente, 
el que deberá ser aceptado en el término de ocho días hábiles posteriores a la emisión del 
mismo, por el solicitante.

En caso de que considere improcedente la concesión, emitirá Resolución desfavorable; la 
cual admitirá Recurso de Reconsideración, que podrá interponer el interesado ante el mismo 
Ministro, dentro de los tres días hábiles siguientes al de la notificación respectiva, recurso que 
será resuelto dentro de los quince días siguientes a su presentación.

Esta Resolución no admitirá recurso alguno.

CONTRATO DE EXPLOTACIÓN

Art. 44. Publicado en el Diario Oficial el Acuerdo de Concesión, se procederá a otorgar el 
respectivo contrato entre el Ministro y el Titular de la concesión; en el cual, además de que 
se relacionará tal Acuerdo, se consignará el derecho exclusivo que el concesionario tiene 
de explotar las sustancias minerales objeto de la concesión, y se establecerán, de acuerdo 
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a esta Ley, los términos, derechos y obligaciones bajo los cuales se regirá; debiendo fijarse 
expresamente las siguientes estipulaciones:

a)	 Que el Estado no asumirá, por ningún concepto, responsabilidad alguna por las 
inversiones u operaciones a realizarse, ni por cualquier resultado infructuoso de 
las mismas;

b)	 Que se dará preferencia a la utilización de productos, bienes y servicios salvadoreños 
en la realización de las operaciones mineras;

c)	 Que el plazo del contrato será el mismo señalado en el Acuerdo de Concesión; y
d)	 Los contratos podrán darse por terminados antes del plazo señalado, por el 

agotamiento de la o las sustancias minerales que se están explotando; y en el caso 
de cancelación de la concesión, por incumplimiento de las disposiciones de esta 
ley y su reglamento (1).

Los términos del Contrato podrán ser modificados por mutuo consentimiento de las partes, por 
causas justificadas y siempre que sean apegadas a lo dispuesto en esta Ley y su Reglamento.

APELACIÓN

Art. 45. Las resoluciones emitidas por la dirección, que denieguen una licencia de las previstas 
en esta ley o cualquier otra resolución dictada de conformidad con la misma, admitirán recurso 
de apelación para ante el ministro de economía, tal recurso deberá interponerse dentro de los 
tres días hábiles siguientes al de la notificación respectiva.
Interpuesto el recurso en legal forma, se admitirá y remitirá el expediente al ministro de 
economía, quien mandará oír al apelante por el término de tres días hábiles y si se le solicitase 
abrirá a pruebas por el término de ocho días hábiles; verificado lo cual emitirá la resolución 
que corresponda dentro del término de quince días hábiles (1).

DESCUBRIMIENTO DE SUSTANCIAS MINERALES DIFERENTES

Art. 46.- En caso de que el Titular descubriese sustancias minerales diferentes para las cuales 
se haya otorgado la Concesión, o se estimen de alto valor económico o estratégico, se 
considerarán minas especiales; quedando obligado a dar cuenta de ello a la Dirección, en el 
plazo de los treinta días siguientes al descubrimiento para los efectos indicados en el Art. 19. 
En caso de estar interesado el titular, la Dirección determinará si es necesario solo ampliar 
el Acuerdo de Concesión y Contrato respectivo o suscribir otro; en este último caso deberá 
determinarse su forma de explotación y aprovechamiento, el que, sin dejar de hacer rentable 
su explotación, favorezca los intereses del Estado. De todo ello se deberá dar cuenta al Ministro 
para su respectiva aprobación, así como a la Fiscalía General de la República para los efectos 
del Art. 193, ordinal 10º de la Constitución.
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CAPÍTULO VII 

SUPERVISIÓN Y REGISTRO MINERO

INSPECCIONES

Art. 47. La Dirección velará por que se tomen las medidas necesarias, a fin de que se empleen 
métodos y sistemas técnicos adecuados para proteger la vida y salud de los trabajadores, 
asegurar el aprovechamiento racional de los recursos minerales, y evitar el deterioro del 
medio ambiente.

Además, practicará auditorías, a efecto de determinar si los concesionarios cumplen con 
el pago de las regalías que establece esta ley. Para tales efectos realizará inspecciones por 
medio de sus delegados, quienes podrán tomar muestras, revisar documentación y realizar 
pruebas y diligencias que estime necesarias, todo sin perjuicio de las atribuciones que por ley 
correspondan a otras autoridades.

ADOPCIÓN DE MEDIDAS

Art. 48. Cuando la Dirección tuviere conocimiento de que se están realizando actividades 
mineras que puedan causar daño a la salud o a la vida de las personas, al medio ambiente o a 
bienes de terceros, sin más trámite ordenará la práctica de diligencias que estime conveniente, 
y de comprobarse la gravedad del daño ordenará mediante resolución, la suspensión inmediata 
de las actividades y lo comunicará a las autoridades competentes para los efectos legales 
consiguientes (1).

REGISTRO MINERO

Art. 49. Establécese el Registro Minero como un sistema de inscripción, autenticidad y publicidad 
de los actos que tienen por objeto o guarden relación con las Licencias o Concesiones a que 
se refiere esta Ley; este registro estará a cargo de la Dirección, y se llevará mediante Libros, en 
la forma que la Dirección lo establezca, cuidando de relacionar en ellos todos los documentos 
que se presenten para su inscripción, en el orden de su recibo, con indicación de la fecha y 
hora de presentación; el número correlativo y la naturaleza del documento.

A quien presentare documentos para su registro, se le proporcionará constancia escrita de su 
recibo, que contendrá fecha, hora y número de orden.

Los acuerdos y contratos de concesión minera, además de inscribirse en el registro de la 
dirección, deberán inscribirse, los primeros en el registro de comercio y los segundos en el 
registro de la propiedad raíz e hipotecas, correspondiente (1).

DOCUMENTOS A REGISTRARSE

Art. 50. Además de los documentos mediante los cuales se otorgan Licencias o Concesiones 
a que se refiere esta Ley, deberán inscribirse en el registro de la Dirección, los siguientes:

a)	 Los gravámenes que pesen sobre el derecho a explorar o explotar o sobre las instalaciones 
de maquinaria y equipos mineros;
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b)	 Las servidumbres mineras;
c)	 Del embargo de los derechos de exploración, explotación o de cualquier providencia 

judicial que afecte tales derechos;
d)	 Las garantías constituidas por los Titulares de Licencias y Concesiones; y
e)	 Las transferencias a que se refiere esta Ley y las ordenadas por sentencia judicial.

OBLIGACIÓN DE REGISTRAR

Art. 51. Ninguna Licencia o Concesión Minera o acto que la modifique, grave o cancele tendrá 
efecto frente a terceros sin su inscripción previa en los Registros correspondientes.

El Registro minero es público y previa petición de cualquier persona y pago de los derechos 
correspondientes, se expedirá certificación de los documentos o de piezas o pasajes de los 
mismos; la que podrá hacerse por cualquier medio de reproducción mecánica o fotostática.

CANCELACIÓN DE INSCRIPCIONES

Art. 52. La cancelación de una inscripción en el Registro Minero procederá cuando así lo 
ordene la resolución, acuerdo o sentencia, emitidos por la Dirección, el Ministerio o el Juez 
competente en su caso, que cancele los derechos otorgados.

CAPÍTULO VIII

DE LAS SERVIDUMBRES

SERVIDUMBRES VOLUNTARIAS

Art. 53. Los Titulares de Licencias o Concesiones mineras podrán convenir con los propietarios 
o poseedores de los terrenos que le sean necesarios para realizar sus actividades mineras, las 
servidumbres voluntarias que consideren convenientes.

SERVIDUMBRES LEGALES

Art. 54. Además de las Servidumbres Voluntarias, los Titulares gozarán de las Servidumbres 
Legales de Ocupación, Tránsito o Paso, Desagüe, Ventilación, Transmisión de Energía Eléctrica 
o de cualquier otra que beneficie directamente o requiera la actividad minera.

Las servidumbres mineras se regirán por las disposiciones de esta Ley y en lo no previsto, por 
las disposiciones del Código Civil.

LIMITACIONES EN LA CONSTITUCIÓN DE SERVIDUMBRES

Art. 55. El Titular de una Licencia o Concesión está en la obligación de restaurar los terrenos y 
demás bienes destruidos o deteriorados, según lo establecido en el correspondiente documento 
de servidumbre.
No se podrá constituir servidumbres cuando con ello se ocasione o pueda ocasionar perjuicios 
en obras y/o servicios públicos, zonas de reserva ecológica o de aquellas en las cuales no se 
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permitan actividades mineras de conformidad a esta Ley.

CONSTITUCIÓN DE SERVIDUMBRES

Art. 56. La Constitución de Servidumbres a que se refiere esta ley es temporal; su ejercicio e 
indemnizaciones que correspondan se establecerán por mutuo acuerdo entre el Titular y el 
propietario u ocupante del terreno, mediante Escritura Pública, que se inscribirá en el Registro 
de la Propiedad correspondiente y se anotará en el Registro de la Dirección.

REGLAS PARA LA FIJACIÓN DE LA INDEMNIZACIÓN

Art. 57. Para la fijación del monto de la indemnización originada en el ejercicio de las servidumbres 
a que se refiere este capítulo, se observarán las siguientes reglas:

a)	 Se atenderá en forma objetiva el valor comercial actual de uso de los bienes afectados 
o deteriorados por el ejercicio de la servidumbre y no la importancia económica de 
los proyectos y obras de minería, ni la calidad y valor de los minerales a extraerse, ni 
la capacidad económica de la persona obligada a la indemnización;

b)	 Si la ocupación del inmueble fuere parcial y no causare demérito al predio como un 
todo o a las partes del mismo no afectadas, la indemnización sólo comprenderá el 
valor del uso de la parte ocupada; y

c)	 Si la ocupación del predio fuere transitoria, se estimará el valor de su uso por el tiempo 
necesario para mantener las obras y realizar los trabajos de minería. Se entiende que 
hay ocupación transitoria, cuando en el inmueble se instalan y operan obras, equipos, 
elementos trasladables o móviles que pueden ser retirados sin detrimento del terreno 
y cuya permanencia no exceda los dos años; se consideran permanentes cuando los 
mismos no pueden moverse por su misma naturaleza y ubicación sin ser destruidos 
o sin causar deterioro del terreno en que están ubicados;

SERVIDUMBRE DE OCUPACIÓN

Art. 58. La servidumbre de ocupación faculta al concesionario para ocupar las zonas de terreno 
que sean estrictamente necesarias para sus construcciones, instalación de equipos y demás 
labores. Esta servidumbre comprende también, la facultad de abrir y mantener canales, tongas, 
socavones, accesos, galerías y demás obras de minería en sus diversas modalidades y sistemas 
de extracción; así como establecer cercas, señalamientos y protección de las zonas ocupadas.

SERVIDUMBRE DE VENTILACIÓN

Art. 59. La servidumbre de ventilación consiste en el derecho de comunicar con la superficie, 
las labores interiores para el sólo efecto de proporcionarles la ventilación necesaria.

SERVIDUMBRE DE DESAGÜE Y VERTIMIENTO

Art. 60. La servidumbre de desagüe y vertimiento consiste en la actividad y las obras necesarias 
para sacar el agua que inunda las minas o la que se ha utilizado en sus labores. Dichas aguas 
deben ser tratadas a efecto de no causar contaminación alguna.
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SERVIDUMBRE DE TRÁNSITO

Art. 61. La servidumbre de tránsito faculta al Titular y a su personal para trasladar los materiales 
y equipos necesarios desde la vía pública hasta los lugares de trabajo y transportar hacia la 
misma vía los minerales y productos extraídos.

Esta servidumbre conlleva el derecho de construir, mantener y usar las obras, instalaciones y 
equipos que técnica y económicamente sean aconsejables para una eficiente operación de 
tránsito, transporte, embarque de personas y cosas por vía terrestre, marítima, aérea o fluvial, 
según las características y magnitud del proyecto minero.

PERMISO A TERCEROS PARA EL USO DE SERVIDUMBRES

Art. 62. Las vías de tránsito y transporte, así como las obras de acueductos, energía y demás 
obras de infraestructura para el uso humano construidas por el Titular, podrán ser utilizadas 
por terceros, cuando no perjudiquen u obstaculicen el regular funcionamiento de la empresa 
minera y la satisfacción de las necesidades de ésta.

CAPÍTULO IX 

REGIMEN FISCAL

OBLIGACIONES FISCALES Y MUNICIPALES

Art. 63. Los Titulares de Licencias y Concesiones a que se refiere esta Ley, deberán cumplir con 
sus obligaciones formales y sustantivas, en relación a los impuestos fiscales y municipales, tasas 
y contribuciones que de acuerdo a las leyes respectivas se establecen; y los concesionarios 
además, a cumplir con el pago de Regalías.

REGALÍAS

Art. 64. Se entiende por Regalía, el pago de un porcentaje en dinero que el Titular de la concesión 
minera debe efectuar al Estado y a la Alcaldía Municipal respectiva, en compensación por la 
explotación y aprovechamiento de las sustancias mineras. Su monto será fijado sobre el valor 
total de las ventas netas obtenidas en el período; los precios de venta deberán estar acordes 
al mercado internacional y se comprobará mediante las facturas correspondientes.

Las empresas dedicadas a la explotación de minerales están obligadas a informar mensualmente 
a la Dirección, las cantidades producidas de minerales metálicos y no metálicos y los respectivos 
precios de venta.

El pago de la Regalía deberá hacerse trimestralmente.
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PORCENTAJES APLICABLES

Art. 65. El porcentaje a que se refiere el artículo anterior, se establecerá en la forma siguiente:

a)	 Al estado, cuando se trate de minerales metálicos, el uno por ciento (1 %). (1)
b)	 A las Municipalidades, ya sea que se trate de minerales metálicos, no metálicos o 

canteras, lo que señalen las respectivas leyes de impuestos municipales del municipio 
a cuya jurisdicción corresponda la explotación de minerales, no debiendo exceder 
este del uno por ciento 1%.

LIQUIDACIÓN DE REGALÍAS Y CÁNONES SUPERFICIALES (1)

Art. 66. Los Titulares de Concesiones mineras realizarán su propia liquidación y deberán 
hacer efectivo el pago de las Regalías, dentro de los treinta días posteriores al vencimiento 
del período de que se trata, en cualquiera de las Colecturías habilitadas por el Ministerio de 
Hacienda, mediante el mandamiento de ingreso que emitirá la Dirección.

El canon de superficie por licencia de exploración y de concesión de explotación se pagará 
anualmente en forma anticipada durante el primer mes de cada año de exploración o 
explotación, en cualquiera de las colecturías habilitadas por el Ministerio de Hacienda, mediante 
el mandamiento de ingreso que emitirá la dirección (1).

DECLARACIÓN JURADA Y PAGO DE REGALÍAS

Art. 67. Para comprobar el pago de las Regalías, el Titular deberá presentar a la Dirección, dentro 
del mes posterior al vencimiento de cada trimestre, los siguientes documentos:

a)	 Declaración jurada de la liquidación provisional de las regalías;
b)	 Comprobante de haber pagado la Regalía, por el trimestre anterior.

La declaración del primer período trimestral comprenderá, de la fecha de vigencia del 
otorgamiento de la concesión minera al último día del trimestre que corresponda.

ACCION EJECUTIVA

Art. 68. La falta de pago de la Regalía en el período establecido en el Art. 64, inciso 3º de esta 
Ley, da derecho a su cobro por la vía ejecutiva por parte del Ministerio, para lo cual remitirá 
certificación de la liquidación al Fiscal General de la República, para que la haga efectiva 
conforme a los procedimientos comunes.

CAPÍTULO X 

INFRACCIONES Y SANCIONES (1)

LAS INFRACCIONES

Art. 69. Constituyen infracciones a la presente ley y su reglamento, las acciones u omisiones 
cometidas por personas naturales o jurídicas, las cuales se clasifican, de acuerdo a la naturaleza 
y gravedad de las mismas, en menos graves y en graves (1).
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Son menos graves las siguientes:

a)	 No presentar para su aprobación dentro del primer año de funcionamiento, el Manual 
de Seguridad Minera;

b)	 Incumplir sin causa justificada con las obligaciones contenidas en los literales a) del 
artículo 22 y b) del artículo 25 de la Ley de Minería;

c)	 No presentar en el plazo establecido o cuando la dirección lo requiera, el informe a 
que se refiere el inciso primero del Art. 18 de la Ley de Minería;

d)	 No informar en el plazo establecido en el inciso segundo del artículo 19 y Art. 46 
de esta ley, sobre el hallazgo de sustancias minerales diferentes a las previstas en la 
licencia de exploración otorgada por esta dirección;

e)	 Violar las normas técnicas del manual de seguridad minera, aprobado por la dirección;
f)	 No renovar oportunamente la fianza de fiel cumplimiento para responder por los daños 

o perjuicios que se causen al estado o a terceros;
g)	 No efectuar en el plazo establecido, el pago del canon superficial correspondiente (1).

Son graves las siguientes:

a)	 Realizar las actividades mineras a que se refiere esta ley, sin la correspondiente 
autorización;

b)	 Obstruir las operaciones mineras a los titulares de licencias de exploración y 
concesionarios de explotación de minerales, sin existir causa legal para ello;

c)	 Suministrar datos falsos en los informes que se establecen en la ley de minería y los 
que fuesen solicitados por la dirección (1).

DE LAS SANCIONES

Art. 69-A. Las multas por infracciones a las disposiciones de esta Ley y su Reglamento se 
establecerán en salarios mínimos mensuales, equivaliendo cada salario mínimo mensual a 
treinta salarios mínimos diarios urbanos vigentes para la ciudad de san salvador.

Las infracciones menos graves, se sancionarán de diez a cien salarios mínimos mensuales. En 
caso de reincidencia ésta se duplicará. Las infracciones graves se sancionarán de cien a mil 
salarios mínimos mensuales. En caso de reincidencia ésta se duplicará (1).

PROCEDIMIENTO PARA IMPOSICIÓN DE SANCIONES

Art. 70. Las sanciones serán impuestas por la Dirección, previa audiencia al interesado, por tres 
días hábiles; quien podrá dentro de ese término, solicitar la apertura a pruebas por el término 
fatal e improrrogable de ocho días hábiles.

La Dirección dictará Resolución, dentro de los quince días hábiles siguientes, la que admitirá 
Recurso de Apelación, para ante el Ministro; recurso que deberá interponer el interesado dentro 
del término de tres días hábiles, contados desde el siguiente al de la respectiva notificación.

Introducidos los autos ante el Ministro, éste resolverá dentro de los quince días hábiles siguientes, 
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haya o no comparecido el apelante. Esta Resolución no admitirá recurso alguno.

Cuando la sanción sea de cancelación de la Concesión, concluido el procedimiento a que se 
refiere este artículo, se procederá a revocar el Acuerdo de Concesión respectivo y a solicitar 
a la Fiscalía General de la República la terminación del Contrato otorgado.

PLAZO PARA EL CUMPLIMIENTO DE LA SANCIÓN

Art. 71. La Resolución que imponga una sanción tendrá fuerza Ejecutiva; el infractor deberá 
cumplirla, dentro de los tres días hábiles siguientes a aquel en que le sea notificada; caso 
contrario se remitirá certificación de la misma al Fiscal General de la República para que la 
haga efectiva, conforme a los procedimientos comunes. Lo percibido ingresará al Fondo 
General del Estado.

Las sanciones establecidas en la presente Ley se impondrán, sin perjuicio de la responsabilidad 
Penal a que hubiere lugar; en cuyo caso, la Dirección estará en la obligación de informar 
lo pertinente a la Fiscalía General de la República, para que ejerza al respecto las acciones 
correspondientes, a tenor de lo dispuesto por el Art. 193, ordinal 10º de la Constitución.

CAPÍTULO XI

DISPOSICIONES FINALES, DEROGATORIAS Y VIGENCIA

Art. 72. Las disposiciones de la presente Ley, por su carácter especial prevalecerán sobre 
cualesquiera otras que la contraríen.

Art. 73. Las personas que al entrar en vigencia esta Ley sean acreedoras de Licencias o 
Concesiones para la exploración o explotación de minerales, continuarán gozando de las 
mismas por los plazos otorgados. No obstante lo anterior, estarán obligadas a adecuarse a 
las disposiciones de esta ley, dentro del plazo de los ciento veinte días siguientes a esa fecha.

El Ministerio o la Dirección, en su caso, cumplidos los requisitos de ley, deberá sustituir los 
documentos emitidos con base en el Código de Minería que se deroga, por los que establece 
la presente ley; en la misma obligación y dentro del mismo plazo deberán hacerlo las que 
tengan sus resoluciones en trámite.

Las personas que a la fecha se encuentran dedicadas a actividades mineras sin estar legalmente 
autorizadas para hacerlo, deben presentar sus solicitudes también en el plazo de ciento veinte 
días contados desde la vigencia de la presente ley.

Art. 74. El Presidente de la República dictará el Reglamento para la aplicación de esta Ley. 

Art. 75. Quedan derogados por la presente ley:
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a)	 El Código de Minería emitido por Decreto Legislativo de fecha 17 de mayo de 1922, 
publicado en el Diario Oficial número 183, tomo 93 del 17 de agosto del mismo año; 
así como sus reformas posteriores;

b)	 Ley Complementaria de Minería, emitida por Decreto Legislativo número 930 de fecha 
16 de enero de 1953, Publicado en el Diario Oficial número 19, Tomo 158 del 29 del 
mismo mes y año, así como sus reformas posteriores; y;

c)	 La Ley Reguladora del Proceso Extractivo en la Industria del Cemento, emitida por 
Decreto Legislativo número 327 de fecha 21 de agosto de 1975, publicado en el 
Diario Oficial número 156 Tomo 248 del 26 de agosto del mismo año y sus reformas 
posteriores.

Art. 76. El presente Decreto entrará en vigencia ocho días después de su publicación en el 
Diario Oficial.

DADO EN EL SALON AZUL DEL PALACIO LEGISLATIVO: San Salvador, a los catorce días del 
mes de diciembre de mil novecientos noventa y cinco.

Mercedes Gloria Salguero Gross
Presidenta

René Mario Figueroa Figueroa 
Secretario

Armando Calderon Sol,
Presidente de la República.

Manuel Enrique Hinds Cabrera,
Ministro de Hacienda.

Eduardo Zablah Touche,
Ministro de Economía.

CASA PRESIDENCIAL: San Salvador, a los veintidós días del mes de 
diciembre de mil novecientos noventa y cinco.

Publíquese,

Ana Guadalupe Martínez Menéndez
Vicepresidenta

Jose Rafael Machuca Zelaya
Vicepresidente

Jose Eduardo Sancho Castañeda
Secretario

Carmen Elena Calderon de Escalón
Secretaria

Julio Antonio Gamero Quintanilla 
Vicepresidente

Gustavo Rogelio Salinas Olmedo 
Secretario

Walter Rene Araujo Morales 
Secretario

Alfonso Arístides Alvarenga 
Vicepresidente
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D.O. Nº16
TOMO Nº 330
FECHA:  24 de enero de 1996.

REFORMA:

(1) D.L. Nº 475, 11 DE JULIO DE 2001; 
     D.O. Nº 144, T. 352, 31 DE JULIO DE 2001.

PRÓRROGA:

(2) D.L. Nº 456, 28 DE JUNIO DE 2001; 
      D.O. Nº 130, T. 352, 11 DE JULIO DE 2001. (Licencias de Exploración)

Nota:
La Ley de Prohibición de la Minería Metálica, emitida por D. L. No. 639, de 29 de marzo de 
2017, publicada en el D. O. No. 66, T. 415, de 4 de abril del mismo año, en su Art. 10, deroga 
todas aquellas disposiciones referidas a la minería metálica, que se encuentran en la Ley de 
Minería, que contraríen dicha Ley.

SV 04/05/17



El Salvador ha designado el Complejo Los Cóbanos, con 21,312 
hectáreas costero-marinas, como su octavo Humedal de Importancia 
Internacional. El complejo es de particular relevancia por contener la 

única formación de arrecife entre México y Costa Rica.
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LEY DE PROHIBICIÓN DE LA MINERÍA METÁLICA

OBJETO
Art. 1. La presente Ley tiene por objeto prohibir la minería metálica en el suelo y el subsuelo 
del territorio de la República.

ALCANCE DE LA PROHIBICIÓN
Art. 2. La prohibición a la minería metálica incluye las actividades de: exploración, extracción, 
explotación y procesamiento, ya sea, a cielo abierto o subterráneo. También, se prohíbe el uso 
de químicos tóxicos, como cianuro, mercurio y otros, en cualquier proceso de minería metálica.

En caso de la minería artesanal de pequeña escala para subsistencia familiar, artesanal y güiriseros, 
tendrá un plazo de dos años, contados a partir de la entrada en vigencia de esta Ley, para 
reconvertirse a otra actividad productiva; para ello, contarán con el apoyo, el asesoramiento 
y la asistencia técnica y financiera del Estado salvadoreño.

MATERIAS EXCLUIDAS
Art. 3. Ninguna institución, norma, acto administrativo o resolución podrá autorizar la exploración, 
explotación, extracción o procesamiento de minerales metálicos en El Salvador u otorgar 
licencias, permisos, contratos o concesiones para esos mismos fines.

PROCEDIMIENTOS PENDIENTES
Art. 4. Todo procedimiento de obtención de licencia o concesiones para actividad de minería 
metálica, queda sin efecto a partir de la vigencia de la presente Ley.

Quien contravenga esta disposición, será sujeto de las sanciones que la legislación penal 
determine.

AUTORIDAD COMPETENTE
Art. 5. El Órgano Ejecutivo, en el Ramo de Economía, es la autoridad competente para conocer 
de todo lo relativo a la minería y quien aplicará las disposiciones de esta Ley, en lo pertinente.

CIERRE Y REMEDIACIÓN
Art. 6. El Ministerio de Economía procederá al cierre de minas metálicas, y coordinará, con 
el Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales, la remediación ambiental de daños 
causados por las minas en las regiones afectadas, para devolver a la población las condiciones 
de un ambiente sano.

EXCEPCIÓN
Art. 7. El trabajo artesanal de fabricación, reparación o comercialización de joyas o productos 
de metales preciosos, se excluye de la presente Ley.

REGLAMENTACIÓN
Art. 8. El Presidente de la República dictará el Reglamento para la aplicación de esta Ley, en un 
plazo no mayor de seis meses después de la entrada en vigencia de la presente Ley.
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ORDEN PÚBLICO DE LA LEY
Art. 9. La presente Ley es de orden público y sus disposiciones prevalecerán sobre cualquier 
otra que la contraríe.

DEROGATORIA
Art. 10. Deróguense todas aquellas disposiciones referidas a la minería metálica que se encuentran 
en la Ley de Minería, emitida mediante Decreto Legislativo N° 544, del catorce de diciembre 
de mil novecientos noventa y cinco, publicado en el Diario Oficial N° 16, Tomo N° 330, del 24 
de enero de mil novecientos noventa y seis, que contraríen la presente Ley.

VIGENCIA
Art. 11. La presente Ley entrará en vigencia ocho días después de su publicación en el Diario 
Oficial.

DADO EN EL SALÓN AZUL DEL PALACIO LEGISLATIVO: San Salvador, a los veintinueve días 
del mes de marzo del año dos mil diecisiete.

Guillermo Antonio Gallegos Navarrete, 
Presidente.

CASA PRESIDENCIAL: San Salvador, a los treinta y un días del mes de marzo del año dos mil diecisiete.
PUBLÍQUESE,

Lorena Guadalupe Peña Mendoza,
Primera Vicepresidenta.

Jóse Francisco Merino López,
Tercer Vicepresidente.

Guillermo Francisco Mata Bennett,
Primer Secretario.

Jackeline Noemí Rivera Ávalos,
Quinta Secretaria.

Francisco José Zablah Safie,
Tercer Secretario.

Manuel Rigoberto Soto Lazo,
Séptimo Secretario.

Salvador Sánchez Cerén,
Presidente de la República.

Tharsis Salomón López Guzmán, 
Ministro de Economía.

Santiago Flores Alfaro, 
Quinto Vicepresidente.

Rodrigo Ávila Avilés,
Cuarto Vicepresidente.

René Alfredo Portillo Cuadra, 
Segundo Secretario.

Silvia Estela Ostorga De Escobar,
Sexta Secretaria.

Reynaldo Antonio López Cardoza, 
Cuarto Secretario.

José Serafín Orantes Rodríguez,  
Octavo Secretario.

Donato Eugenio Vaquerano Rivas,
Segundo Vicepresidente.

D. O. N° 66 Tomo N° 415
Fecha:  4 de abril de 2017
SV/geg

03-05B2017



Lanzamiento del Plan de Desarrollo Territorial para sentar las bases de 

SurfCity, marcando el nuevo camino del turismo en El Salvador
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LEY DE ORDENAMIENTO Y DESARROLLO TERRITORIAL 
TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

OBJETO DE LA LEY
Art. 1. La presente Ley tiene por objeto desarrollar los principios Constitucionales relacionados 
con el ordenamiento y desarrollo territorial; establecer las disposiciones que regirán los procesos 
de ordenamiento y desarrollo territorial; enumerar los principios rectores de la administración 
pública y municipal; organizar la institucionalidad que implementará la Ley y sus funciones; 
regular los instrumentos de planificación, programación, evaluación y de gestión territorial; 
así como, el régimen sancionatorio aplicable a la violación de sus disposiciones.

FINALIDAD Y ÁMBITO DE APLICACIÓN DE LA LEY
Art. 2. La presente Ley tiene por finalidad, fortalecer la capacidad institucional del Estado 
para ordenar el uso del territorio y orientar las inversiones públicas y privadas necesarias para 
alcanzar el desarrollo sostenible; así como normar, un espacio intermedio de coordinación 
entre los niveles de gobierno nacional y local.

El ámbito de aplicación del ordenamiento y desarrollo territorial comprende:

1) 	 La utilización del suelo según su vocación.
2) 	 La conectividad territorial y la conexión de los servicios básicos en los asentamientos 

humanos.
3) 	 La protección y conservación de los recursos naturales.
4) 	 La protección y conservación del patrimonio cultural y arqueológico.

LENGUAJE DE GÉNERO
Art. 3. Las palabras Secretario, Ministro, Alcalde, Funcionario, empleado y otras semejantes 
contenidas en la presente Ley, que se aplican al género masculino, se comprenderán 
indistintamente, al género masculino y femenino según el género del titular que los desempeña 
o de la persona a la que haga referencia. Lo anterior, de conformidad a lo establecido en la 
Constitución de la República, Tratados Internacionales y legislación secundaria vigente.

DEFINICIONES
Art. 4. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por ordenamiento y desarrollo territorial:

ORDENAMIENTO TERRITORIAL: la política de Estado que tiene por finalidad orientar el marco 
de referencia espacial, mediante procesos de planificación y gestión territorial de manera integral 
y concertada, para la inversión pública y el desarrollo de las distintas actividades humanas en 
el territorio con énfasis en la conectividad y los servicios a ser brindados a los asentamientos 
humanos, a las actividades productivas y a la protección de los recursos naturales; con enfoque 
de cuencas, sistema de ciudades, desarrollo económico y socio cultural, teniendo como centro 
el desarrollo y bienestar de la persona humana.



149

Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales

DESARROLLO TERRITORIAL: es el proceso que propicia la armonía entre el bienestar de la 
población, el uso del territorio, la conservación y protección de los recursos naturales y de la 
promoción de las actividades productivas, que tiene como objetivo principal el mejoramiento 
en la calidad de vida de la población, bajo un enfoque de sostenibilidad.

PRINCIPIOS

Art. 5. La actuación de la Administración Pública y Municipal en materia de ordenamiento y 
desarrollo territorial, se desarrollará con arreglo a los siguientes principios:

1.	 INTEGRALIDAD: las actuaciones en el ordenamiento y desarrollo territorial han de 
evaluarse y resolverse de acuerdo a un enfoque integrado, que considere el respeto a 
la propiedad privada, el fomento de la inversión, la equidad social, la cohesión territorial 
y que contemple de forma equilibrada el conjunto de aspectos o dimensiones del 
sistema.

2.	 PARTICIPACIÓN CIUDADANA: se garantiza la participación de los sectores sociales y 
de los ciudadanos, mediante los mecanismos previstos por la Ley, en la formulación, 
ejecución y evaluación de los instrumentos de ordenamiento y desarrollo territorial.

3.	 EQUIDAD DE GÉNERO: la planificación, la gestión y todos los instrumentos que 
promuevan esta Ley, deberán garantizar la igualdad de oportunidades entre mujeres y 
hombres en el goce de todos los derechos y la no discriminación por razones de género.

4.	 SOSTENIBILIDAD AMBIENTAL: las decisiones que afecten al territorio, deben asegurar 
el uso racional de los recursos naturales; así como la protección, conservación y 
mejoramiento de los mismos en beneficio de las presentes y futuras generaciones, 
respetando especialmente los ecosistemas que sirven de interconexiones entre los 
corredores biológicos.

5.	 GESTIÓN INTEGRAL DE RIESGOS: el proceso de ordenamiento y desarrollo territorial, 
contribuirá prioritariamente con acciones para la prevención, mitigación y atención 
de desastres derivadas de las amenazas naturales y de las alteraciones de origen 
antropogénicos.

6.	 DESARROLLO SOSTENIBLE: la formulación y ejecución de los instrumentos de ordenamiento 
y desarrollo territorial, potenciará el aprovechamiento sostenido de los recursos que los 
distintos ámbitos geográficos del país pueden proporcionar a los agentes económicos.

7.	 COORDINACIÓN Y COLABORACIÓN INSTITUCIONAL: para la implementación de la 
presente Ley, será necesaria la colaboración y la actuación coordinada en el territorio 
de las distintas entidades del Gobierno Central entre sí y con los Gobiernos Locales.

8.	 CONCERTACIÓN: las decisiones que afecten al territorio deben adoptarse mediante 
procedimientos previos de  información y participación ciudadana e institucional, que 
favorezcan los acuerdos entre los distintos niveles de Gobierno con los habitantes, 
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las empresas y las organizaciones de la sociedad civil, lo cual deberá reflejarse desde 
su concepción en todos los instrumentos de planificación para el ordenamiento y 
desarrollo territorial.

9.	 INTEGRACIÓN SOCIAL: a acción territorial de la Administración Pública y Municipal ha 
de favorecer la inclusión, la mejora de calidad de vida y el desarrollo de los asentamientos 
humanos más vulnerables de la población salvadoreña, desarrollando capital humano 
y social.

10.	 SOLIDARIDAD: la acción territorial de la Administración Pública y Municipal, debe 
favorecer la igualdad de oportunidades, procurando facilitar al conjunto de la población 
salvadoreña oportunidades para integrarse plenamente a sistemas productivos de 
desarrollo social y tener acceso a los bienes y servicios públicos, estimulando la 
competitividad particular de cada ámbito territorial según sus potencialidades.

11.	 EFICIENCIA Y EFICACIA: el uso de los recursos naturales y territoriales se realizará con 
racionalidad y con una afectación o consumo de recursos que sean proporcionales 
a las necesidades socio-económicas a satisfacer, garantizando mecanismos de 
compensación de los recursos afectados, procurando la correcta atención de las 
necesidades económicas, sociales y culturales de la población. Las actuaciones de la 
Administración Pública y Municipal sobre el territorio, deberán realizarse con estricta 
aplicación de las orientaciones técnicas de los planes territoriales.

12.	 SUBSIDIARIEDAD: la intervención de la Administración Pública y Municipal en los 
procesos de desarrollo, se justifica cuando la acción de los particulares o gobiernos 
locales no es suficiente para satisfacer el bien común; la acción del Estado, debe 
realizarse en el nivel institucional más ligado al territorio y si ésta fuese insuficiente, 
intervendrán los demás niveles de la Administración Pública y Municipal.

13.	 COMPETITIVIDAD: la acción territorial de la Administración Pública y Municipal ha de 
favorecer el pleno aprovechamiento de las vocaciones territoriales, de acuerdo con sus 
recursos: suelo, agua, clima, vegetación, paisaje; en relación, con sus recursos culturales 
y humanos, a través de actuaciones conducentes al desarrollo local, departamental, 
nacional y de integración para la competitividad internacional.

14.	 ACCESO A LA INFORMACIÓN: toda la información sobre los distintos instrumentos 
del ordenamiento y desarrollo territorial desde su formulación, sus distintas fases 
de ejecución, evaluación y seguimiento, serán de carácter público garantizando su 
difusión oportuna.

15.	 GOBERNABILIDAD DEMOCRÁTICA: las decisiones que afecten al territorio se tomarán 
en base a las políticas establecidas de diálogo, de concertación, de participación, de 
transparencia en la gestión pública y el respeto al orden jurídico, garantizando con 
ello el equilibrio dinámico entre las demandas de los ciudadanos y la capacidad de 
respuesta del Estado y entre los distintos niveles de gobierno.
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16.	 GRADUALIDAD: la acción de ordenamiento y desarrollo territorial, es un proceso que 
debe implementar gradualmente la administración pública y municipal, de acuerdo a 
las realidades locales, las capacidades institucionales y a los fines de la sostenibilidad 
con las necesidades de la población.

TÍTULO II 

ÁMBITOS TERRITORIALES

CAPÍTULO I 

ÁMBITOS TERRITORIALES

ÁMBITOS TERRITORIALES

Art. 6. Para los efectos de la presente Ley, son ámbitos territoriales para la planificación del 
ordenamiento y desarrollo territorial, el ámbito nacional, el ámbito departamental y el ámbito 
local; comprendiendo estos últimos, los Municipios y las micro regiones como producto de 
la asociatividad municipal.

Los diferentes niveles de la Administración Pública y Municipal, tienen por obligación cumplir 
y velar por la oportuna y debida implementación de los instrumentos de ordenamiento y 
desarrollo territorial.

ÁMBITO NACIONAL

Art. 7. El territorio de la República de El Salvador, es el establecido en el artículo 84 de la 
Constitución de la República.

ÁMBITOS DEPARTAMENTALES

Art. 8. Para los fines del ordenamiento y desarrollo territorial, los departamentos regulados en 
el artículo 1 de la Ley del Régimen Político, son los ámbitos a partir de los cuales se diseñan y 
ejecutan las estrategias departamentales de ordenamiento y desarrollo territorial.

ÁMBITO LOCAL

Art. 9. Para fines de ordenamiento y desarrollo territorial, el ámbito local lo constituyen el área 
geográfica de los diferentes Municipios.

Los Municipios podrán organizarse en asociaciones de Municipios que constituirán el ámbito 
macrorregional.

LOS DEPARTAMENTOS

Art. 10. Los departamentos podrán estar organizados en microrregiones, en base a la libre 
asociatividad de los Municipios y éstos contarán con sus propios planes de ordenamiento territorial.
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DE LA MODIFICACIÓN EN LA CONFORMACIÓN DE LAS MICRO REGIONES

Art. 11. Los Municipios podrán solicitar el cambio de micro región al ente Departamental, en 
base a los procedimientos definidos en el reglamento de la presente Ley.

Una vez aprobado el cambio, se deberá dar obligatorio cumplimiento y actualización de todos 
los instrumentos de esta Ley e informar al ente nacional.

CAPÍTULO II

ORGANIZACIÓN INSTITUCIONAL PARA EL ORDENAMIENTO Y 
DESARROLLO TERRITORIAL

CARACTERÍSTICAS DE LA ORGANIZACIÓN

Art. 12. Las instituciones que ejecutarán la presente Ley, deberán garantizar la presencia y el 
involucramiento coordinado de las instancias del Órgano Ejecutivo en el territorio, articulando 
la toma de decisiones y las acciones, de manera permanente y equitativa con los Concejos 
Municipales.

INTEGRACIÓN

Art. 13. La organización institucional para el ordenamiento y desarrollo territorial, estará integrada, 
por los siguientes organismos:

1)	 El Consejo Nacional de Ordenamiento y Desarrollo Territorial.
2)	 Los Consejos Departamentales de Ordenamiento y Desarrollo Territorial.
3)	 Los Concejos Municipales y las asociaciones de Municipios, que estos conformen con 

fines de ordenamiento y desarrollo territorial.

La organización institucional estará comprometida con el desarrollo sostenible; viabilizará 
la descentralización, la eficiencia institucional y la asociatividad municipal, para el desarrollo 
local integral, utilizando con eficacia y eficiencia los recursos disponibles, promoviendo la 
participación ciudadana y empresarial.

CONSEJO NACIONAL DE ORDENAMIENTO Y DESARROLLO TERRITORIAL

Art. 14. Se crea el Consejo Nacional de Ordenamiento y Desarrollo Territorial el cual será un 
ente autónomo, con personería jurídica y patrimonio propio, como la institución rectora de la 
administración pública y municipal en las materias relacionadas con el ordenamiento y desarrollo 
territorial. Se relacionará con el Órgano Ejecutivo por medio de la Presidencia de la República.

Su patrimonio estará compuesto por las asignaciones que se incluyan en la Ley de Presupuesto 
General del Estado y Presupuestos Especiales, para efectos del cumplimiento de sus fines y 
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su funcionalidad.

El Consejo Nacional de Ordenamiento y Desarrollo Territorial, estará compuesto por:

1)	 Un delegado del Presidente de la República, quien será su representante legal.
2)	 El Secretario Técnico de la Presidencia.
3)	 El Ministro de Medio Ambiente y Recursos Naturales.
4)	 El Ministro de Obras Públicas, de Transporte y de Vivienda y Desarrollo Urbano.
5)	 El Ministro de Salud.
6)	 El Ministro de Agricultura y Ganadería.
7)	 Tres Alcaldes titulares electos por el directorio de la Corporación de Municipalidades 

de la República de El Salvador.

Actuará como Presidente del Consejo, el delegado del Presidente de la República.

Cada miembro del Consejo designará a su suplente, quien asistirá a las sesiones con voz y voto 
cuando sustituya al miembro titular. Los suplentes de los Alcaldes a los que hace referencia 
el numeral 7 del presente artículo, serán también electos por el directorio de la Corporación 
de Municipalidades de la República de El Salvador.

ATRIBUCIONES DEL CONSEJO NACIONAL DE ORDENAMIENTO Y DESARROLLO TERRITORIAL

Art. 15. Son atribuciones del Consejo Nacional de Ordenamiento y Desarrollo Territorial, las 
siguientes:

1)	 Formular el proyecto de la Política Nacional de Ordenamiento y Desarrollo Territorial, 
de acuerdo a la presente Ley y una vez aprobada, impulsar su ejecución.

2)	 Coordinar e impulsar la formulación y ejecución de los instrumentos de ordenamiento 
y desarrollo territorial, del ámbito nacional a que se refiere la presente Ley.

3)	 Conocer y dictaminar respecto a la adecuación de los grandes proyectos de 
infraestructura de impacto nacional, teniendo en cuenta las directrices establecidas 
en el Plan Nacional de Ordenamiento y Desarrollo Territorial y prevenir su adecuación 
cuando fuere procedente.

4)	 Impulsar la creación del Sistema Nacional de Información Territorial, en los diferentes 
niveles de los ámbitos territoriales con la colaboración del Centro Nacional de Registro, 
pudiendo compartir los recursos que sean necesarios para el cumplimiento de los 
objetivos de la presente Ley.

5)	 Formular los proyectos de presupuesto del Plan Nacional de Ordenamiento y Desarrollo 
Territorial.

6)	 Requerir de los diferentes ministerios del gobierno central el desglose de sus presupuestos 
anuales de inversión pública en los diferentes ámbitos Departamentales, a fin de priorizar 
concertadamente la inversión estratégica para el ordenamiento y desarrollo territorial, 
fortaleciendo las capacidades departamentales y locales.

7)	 Promover la descentralización, autonomía municipal, la libertad de asociación y el 
desarrollo local.

8)	 Fomentar procesos de consulta ciudadana.
9)	 Elaborar los reglamentos de funcionamiento, necesarios para el cumplimiento de las 

atribuciones ya establecidas y demás disposiciones de la presente Ley.
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CONSEJOS DEPARTAMENTALES DE ORDENAMIENTO Y DESARROLLO TERRITORIAL

Art. 16. Se crean los Consejos Departamentales de Ordenamiento y Desarrollo Territorial, que 
serán las instancias rectoras de la administración pública y municipal en cada Departamento 
en las materias relacionadas con el ordenamiento y desarrollo territorial, los cuales estarán 
adscritos al Consejo Nacional de Ordenamiento y Desarrollo Territorial.

Los Consejos Departamentales estarán integrados por:

1)	 Un delegado de la Secretaría Técnica de la Presidencia de la República y su suplente.
2)	 Delegados propietarios y sus respectivos suplentes, de:

a)	 El Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales;
b)	 El Ministerio de Agricultura y Ganadería;
c)	 El Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social;
d)	 El Ministerio de Obras Públicas, Transporte y de Vivienda y Desarrollo Urbano;
e)	 La Administración Nacional de Acueductos y Alcantarillados.

3)	 Seis Alcaldes de los Municipios del Departamento y sus respectivos suplentes; de los 
cuales, uno de ellos será el coordinador del Consejo Departamental.

Los delegados de los ministerios, tendrán la capacidad de decisión sobre los aspectos 
correspondientes a su institución, en el marco de las actividades establecidas en los Planes 
de Ordenamiento y Desarrollo Territorial de los Departamentos; desarrollarán sus funciones, de 
manera permanente en el mismo y no devengarán ninguna remuneración por su participación 
en el Consejo.

Para la toma de decisiones del Consejo, respecto de sus atribuciones reguladas en el artículo 17 
de la presente Ley, con excepción de las relacionadas a aspectos administrativos, deberán de 
concurrir necesariamente, al menos tres votos, de los Alcaldes para conformar mayoría simple.

Los Alcaldes que integraran los Consejos Departamentales de Ordenamiento y Desarrollo 
Territorial, serán electos entre los alcaldes y alcaldesas de cada departamento, de manera 
proporcional al número de votos que haya obtenido para Concejos Municipales del departamento, 
cada Instituto Político que haya acreditado alcaldes en la misma, según conste en el acta 
correspondiente que haya autorizado el Tribunal Supremo Electoral. Los seis Alcaldes que 
resulten electos a su vez, elegirán entre ellos al Vice Coordinador del Consejo Departamental 
de Ordenamiento y Desarrollo Territorial.

Para los efectos del inciso anterior, el total de votos válidos obtenidos a nivel Departamental 
para Concejos Municipales, se dividirá entre el número de 6 alcaldes que integran el Consejo 
Departamental de Ordenamiento y Desarrollo Territorial, obteniendo así el cociente electoral. 
Determinado éste, los Institutos Políticos tendrán tantos representantes como veces esté 
contenido el cociente electoral, en el número de votos que haya obtenido el Instituto Político 
en las circunscripciones correspondientes a cada departamento.

Si faltare uno o más Alcaldes que asignar del total de los integrantes del Consejo Departamental 
de Ordenamiento y Desarrollo Territorial, la asignación se hará a favor de los institutos políticos 
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en el orden decreciente de la cifra residual de su votación, hasta completar el número de seis 
integrantes.

ATRIBUCIONES DE LOS CONSEJOS DEPARTAMENTALES DE ORDENAMIENTO Y DESARROLLO 
TERRITORIAL

Art. 17. Los Consejos Departamentales de Ordenamiento y Desarrollo Territorial tendrán las 
siguientes atribuciones:

1)	 Formular, coordinar e impulsar la ejecución de la estrategia departamental de 
ordenamiento y desarrollo territorial.

2)	 Formular, monitorear y evaluar los instrumentos de planificación, programación y 
gestión de ordenamiento y desarrollo territorial a nivel departamental.

3)	 Contratar, revisar y aprobar los estudios orientados a la formulación de los planes de 
ordenamiento y desarrollo territorial micro regionales.

4)	 Coordinar la formulación de los planes de ordenamiento y desarrollo territorial 
departamental y micro regional, de acuerdo con las directrices del Plan Nacional y de la

	 estrategia de ordenamiento y desarrollo territorial del Consejo Nacional de Desarrollo 
Territorial y en consulta territorial, para asegurar su coherencia con los demás 
instrumentos.

5)	 Conciliar y armonizar los planes de ordenamiento y desarrollo local, formulados por los 
Municipios o asociaciones de Municipios, con las previsiones del plan de ordenamiento 
y desarrollo territorial micro regional correspondiente.

6)	 Divulgar oportuna y eficazmente, a los sectores interesados y la ciudadanía en general, 
a través de diversos medios de comunicación, los planes de ordenamiento y desarrollo 
territorial que les corresponden y demás información pertinente.

7)	 Estimular la participación de representantes de los organismos regionales públicos 
y de los Gobiernos Municipales y de las instituciones privadas y de cooperación con 
presencia en el territorio, en las consultas territoriales.

8)	 Presentar los planes de ordenamiento y desarrollo departamental y micro regionales, 
al Consejo Nacional de Desarrollo Territorial.

9)	 Conformar instancias técnicas para la formulación y ejecución de los instrumentos de 
planificación, procediendo también al nombramiento del equipo técnico departamental 
correspondiente.

10)	 Elaborar su proyecto de presupuesto anual para presentarlo al Consejo Nacional de 
Ordenamiento y Desarrollo Territorial.

11)	 Administrar su presupuesto de funcionamiento.
12)	 Conducir la participación de la Administración Pública Nacional en la realización de sus 

propias actividades sectoriales en el ámbito departamental, para asegurar la ejecución 
y alcanzar las metas y objetivos de los planes de ordenamiento y desarrollo territorial.

13)	 Conocer los planes de trabajo de las diferentes instituciones públicas y de cooperación 
en el ámbito departamental y hacer recomendaciones para su armonización con las 
metas y objetivos de los planes de ordenamiento y desarrollo territorial departamental 
y micro regionales.

14)	 Crear y mantener actualizado un sistema de información sobre los planes de 
ordenamiento y desarrollo territorial y demás documentación pública para el uso ágil 
y oportuno de la ciudadanía, enlazado al Sistema Nacional de Información Territorial.

15)	 Fomentar y apoyar la asociatividad municipal.
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16)	 Proporcionar asistencia a los Concejos Municipales o asociaciones de Municipios en 
el desarrollo de sus planes municipales, micro regionales y parciales de ordenamiento 
y desarrollo territorial, cuando estos se lo soliciten.

17)	 Elaborar una propuesta anual de inversión en infraestructura vial y equipamientos de 
salud y educación de interés departamental requerido a las instancias del gobierno 
central para que el Consejo Nacional las gestione.

ÁMBITO LOCAL

Art. 18. En el ámbito Local, la autoridad competente para la implementación de todo lo 
concerniente al ordenamiento y desarrollo territorial, serán los Concejos Municipales, ya sea 
de manera individual o asociada.

ASOCIACIONES MICROREGIONALES

Art. 19. Para fines de ordenamiento y desarrollo territorial los Concejos Municipales, podrán 
crear asociaciones micro regionales de acuerdo al siguiente procedimiento:

1)	 Los Concejos Municipales interesados, emitirán el acuerdo municipal para formar 
parte de la asociación micro regional.

2)	 Emitir los Concejos Municipales interesados, la correspondiente ordenanza especial 
de ordenamiento y desarrollo territorial donde se deleguen las funciones respectivas 
en la asociación micro regional.

3)	 Crear un Concejo micro regional de Concejos Municipales, de conformidad a la 
ordenanza especial.

4)	 La Asociación micro regional, creará la oficina técnica micro regional de ordenamiento 
y desarrollo territorial.

5)	 Una vez constituida la asociación micro regional, informarán al Consejo Departamental 
de Ordenamiento y Desarrollo Territorial, para los efectos consiguientes.

ATRIBUCIONES

Art. 20. Los Gobiernos Municipales de manera individual o asociada en el ámbito Departamental, 
respecto de los instrumentos de ordenamiento y desarrollo territorial establecidos, tendrán 
las siguientes atribuciones:

1)	 Coordinar e impulsar la formulación, aprobación y ejecución de los Planes Locales 
siguientes:

a)	 Planes municipales o micro regionales de ordenamiento y desarrollo territorial.
b)	 Planes parciales y esquemas municipales.

2)	 Conferir carácter legal a los planes por medio de ordenanzas municipales.
3)	 Conocer, revisar y dictaminar sobre los planes locales del Municipio o de la micro 

región.
4)	 Asegurar la adecuación de los planes locales del Municipio o de la micro región a las 

previsiones del plan departamental correspondiente.
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5)	 Someter los planes locales, ordenanzas y sus enmiendas a un proceso amplio de 
divulgación y consulta territorial, de acuerdo al Título IX del Código Municipal y de la 
presente Ley.

6)	 Conocer y pronunciarse sobre la adecuación de los planes locales a los proyectos de 
infraestructura de importancia nacional y departamental.

7)	 Asegurar la preservación de las áreas de reserva establecidas en los planes de 
ordenamiento y desarrollo territorial y en la respectiva legislación vigente.

8)	 Prestar los servicios de tramitación y permisos de construcción, urbanización y 
lotificación directamente o a través del Comité Departamental de Ordenamiento y 
Desarrollo Territorial, previo al establecimiento de contratos o convenios.

9)	 Cumplir con las demás atribuciones de ordenamiento y desarrollo territorial establecidas 
en la legislación secundaria vigente.

DE LOS EQUIPOS TÉCNICOS

Art. 21. El Consejo nacional y departamental, según la complejidad de sus atribuciones y 
competencias, contarán con un equipo de profesionales, quienes les darán soporte técnico 
en el ejercicio de sus acciones; el cual, estará integrado por:

1)	 Un profesional de la planificación territorial;
2)	 Un profesional de las ciencias ambientales;
3)	 Un profesional de la sismología;
4)	 Un profesional de la geología;
5)	 Un profesional de la sociología;
6)	 Un profesional de las ciencias jurídicas;
7)	 Un profesional de las ciencias económicas;
8)	 Personal de apoyo administrativo.

En el caso del Consejo Nacional, se contará además con un profesional de las ciencias 
arqueológicas.

TÍTULO III

EL SISTEMA DE PLANIFICACIÓN DEL ORDENAMIENTO Y DESARROLLO TERRITORIAL

CAPÍTULO I

INSTRUMENTOS DEL SISTEMA DE ORDENAMIENTO Y DESARROLLO TERRITORIAL

SISTEMA DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL

Art. 22. Para los efectos de esta Ley, el Sistema de Ordenamiento y Desarrollo Territorial estará 
integrado por los siguientes instrumentos:

1)	 La Política Nacional de Ordenamiento y Desarrollo Territorial.
2)	 Los Instrumentos de Planificación Territorial.
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En el ámbito nacional y departamental:

a)	 El Plan Nacional de Ordenamiento y Desarrollo Territorial;
b)	 Las Estrategias y Planes Departamentales de Ordenamiento y Desarrollo Territorial;
c)	 Los Planes Especiales Territoriales.

En el ámbito local y macrorregional:

a)	 Los Planes Municipales o Microrregionales de Ordenamiento y Desarrollo Local;
b)	 Los Planes de Desarrollo Urbano Rural;
c)	 Los Planes Parciales.

3)	 Los Instrumentos de Programación consistentes en Programas de Desarrollo Territorial.

4)	 Instrumentos de Análisis, Evaluación y Participación:

a)	 El Sistema Nacional de Información Territorial;
b)	 El Sistema de Evaluación de Impacto Territorial;
c)	 El Sistema de Participación Ciudadana y Consulta Territorial.

ELABORACIÓN Y APROBACIÓN DE LOS INSTRUMENTOS DE ORDENAMIENTO Y DESARROLLO 
TERRITORIAL

Art. 23. La elaboración y aprobación de los instrumentos de ordenamiento y desarrollo territorial 
se realizará de la siguiente manera:

1)	 El Consejo Nacional de Ordenamiento y Desarrollo Territorial, elaborará la Política 
Nacional de Ordenamiento y Desarrollo Territorial y la propondrá a consideración de 
la Presidencia de la República para su correspondiente aprobación por el Consejo de 
Ministros.

2)	 El Consejo Nacional de Ordenamiento y Desarrollo Territorial, elaborará y aprobará 
los instrumentos nacionales de ordenamiento y desarrollo territorial; después de lo 
cual gestionará la emisión de los Decretos Ejecutivos, siguientes:

a)	 Del Plan Nacional de Ordenamiento y Desarrollo Territorial;
b)	 Del Sistema Nacional de Información Territorial;
c)	 Del Sistema de evaluación de impacto territorial;
d)	 Del Sistema de participación ciudadana y consulta territorial;
e)	 De los Planes Especiales Territoriales.

3)	 Los Instrumentos de Ordenamiento y Desarrollo Territorial para el ámbito departamental 
serán elaborados por los Consejos Departamentales de Ordenamiento y Desarrollo 
Territorial junto con los Gobiernos Locales correspondientes, y serán presentados al 
Consejo Nacional de Ordenamiento y Desarrollo Territorial, después de lo cual, éste 
realizará el trámite correspondiente para que se emitan como Decretos Ejecutivos.

4)	 Los instrumentos locales y micro regionales serán elaborados por las municipalidades 
correspondientes debiendo adecuarse los Planes Departamentales y los principios 
establecidos por la presente Ley; después de ser aprobados por los Concejos Municipales, 
deberán emitirse las respectivas ordenanzas municipales para su obligatorio cumplimiento.
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CAPÍTULO II

LA POLÍTICA NACIONAL DE ORDENAMIENTO Y DESARROLLO TERRITORIAL

POLÍTICA NACIONAL DE ORDENAMIENTO Y DESARROLLO TERRITORIAL

Art. 24. La Política Nacional de Ordenamiento y Desarrollo Territorial dentro del marco previsto 
en el artículo 2 de la presente Ley, es la orientación estratégica de la acción institucional que 
tiene como finalidad, el logro de una relación armónica, equilibrada, sostenible y segura, entre 
la sociedad y el territorio, que favorezca la calidad de vida de la población, la utilización de las 
potencialidades productivas del sistema socio-territorial e integración en el contexto regional 
y mundial.

El Consejo Nacional de Ordenamiento y Desarrollo Territorial formulará el proyecto de la Política 
Nacional de Ordenamiento y Desarrollo Territorial, el cual será propuesto a la Presidencia de la 
República, para que lo someta a la aprobación del Consejo de Ministros, según lo establecido 
por el ordinal octavo del artículo 167 de la Constitución.

Dicha política servirá de base para el diseño del Plan Nacional de Ordenamiento y Desarrollo 
Territorial, el cual guiará la actuación de la Administración Pública y Municipal y fijará los grandes 
lineamientos a partir de los cuales se han de concretar las distintas acciones e instrumentos 
de la actuación pública sobre el territorio.
La puesta en práctica de la Política Nacional de Ordenamiento y Desarrollo Territorial se llevará 
a cabo mediante los instrumentos previstos y los reglamentos necesarios para la aplicación 
de la presente Ley.

TÍTULO IV

INSTRUMENTOS DE PLANIFICACIÓN DEL SISTEMA DE ORDENAMIENTO Y 
DESARROLLO TERRITORIAL

CAPÍTULO I

PLAN NACIONAL DE ORDENAMIENTO Y DESARROLLO TERRITORIAL

DEFINICIÓN

Art. 25. El Plan Nacional de Ordenamiento y Desarrollo Territorial es el instrumento que contiene: 
La identificación de problemas y oportunidades; la expresión de los principios básicos a partir 
de los cuales han de desarrollarse las acciones en materia de política territorial; las acciones 
propuestas para el fortalecimiento y modernización de las capacidades institucionales del 
Estado en la materia; la formulación de los objetivos básicos y de los criterios de intervención; 
la identificación de los ámbitos territoriales sobre los que se ha de concretar la política territorial 
y las directrices necesarias para definir y orientar dicha política y para establecer su función 
dentro del conjunto de las políticas del Estado.
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Este es el instrumento de planificación de mayor jerarquía, que tiene como finalidad establecer 
las grandes directrices del ordenamiento y desarrollo territorial surgidas de la Política Nacional y 
de la presente Ley, constituyéndose en el instrumento básico a través del cual la Administración 
Pública y Municipal y los organismos institucionales, intervienen de manera integral en el 
territorio nacional, en los procesos de ordenamiento y desarrollo territorial.

Este instrumento promueve trabajar en forma integral en la mejora de la sostenibilidad, la 
competitividad, la seguridad ambiental y en suma en la calidad de vida de la población, dando 
la adecuada respuesta para aprovechar los desafíos y oportunidades del desarrollo sostenible 
en el territorio nacional.

CONTENIDO

Art. 26. El Plan Nacional contendrá:

1)	 Elementos determinantes de la estrategia y del modelo territorial que se plantea; 
estructura territorial a nivel nacional, centros de actividad económica, proyectos 
estratégicos, áreas motrices y ejes de desarrollo, sistema urbano, corredores e 
infraestructuras de transportes, sistema de espacios naturales, corredores biológicos 
y ambientales, saneamiento y calidad ambiental, ámbitos y equipamientos recreativos 
y turísticos, integración y modernización de estructuras y actividades rurales.

2)	 Estrategia y directrices para la integración de la Política Territorial en el marco regional 
Centroamericano.

3)	 Estrategia y directrices con relación a sistemas territoriales o departamentales a los 
fines de la planificación.

4)	 Estrategia y directrices territoriales relativas a la gestión de los recursos hídricos.
5)	 Estrategia y directrices territoriales en relación a la protección y gestión de los recursos 

naturales y de la biodiversidad.
6)	 Estrategia y directrices territoriales en relación al sistema de ciudades, y a la mejora 

urbana y de los servicios a la población.
7)	 Estrategia y directrices territoriales para el desarrollo rural en lo relativo a la población 

y a la producción.
8)	 Estrategia y directrices relativas a la prevención y mitigación de riesgos naturales.
9)	 Estrategia y directrices relativas al tratamiento y gestión de residuos urbanos, industriales 

y especiales.
10)	 Estrategia y directrices relativas a las infraestructuras de transportes y las actividades 

logísticas, y a los restantes sistemas infraestructurales.
11)	 Estrategia y directrices territoriales en relación a la localización y desarrollo de espacios 

y actividades económicas y de proyectos estratégicos a escala departamental y nacional.
12)	 Estrategia y directrices territoriales en relación a la utilización del territorio y sus recursos 

como base de la integración y modernización socioeconómica del país.

Para cada una de las materias a que se refieren los numerales anteriores, el Plan Nacional 
deberá cumplir los requisitos siguientes:

1)	 Formulará un diagnóstico de la situación actual y analizará los procesos y tendencias 
predominantes, señalando los problemas y oportunidades relevantes.
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2)	 Señalará las líneas de actuación, directrices, criterios o delimitaciones correspondientes, 
justificando su coherencia con el modelo territorial propuesto.

3)	 Establecerá las previsiones que resulten necesarias en relación al marco administrativo e 
institucional, para garantizar la efectividad de las previsiones del Plan y la coordinación 
interadministrativa.

4)	 Procedimientos para aprobación, revisión, evaluación y actualización del plan y sus 
instrumentos.

5)	 Presupuesto y priorización de las propuestas del plan.
6)	 Procedimiento para la aplicación de un enfoque con equidad de género.

CAPÍTULO II 

ESTRATEGIAS DEPARTAMENTALES

DEFINICIÓN

Art. 27. Las estrategias departamentales constituyen los instrumentos a través de los cuales 
se desarrollan los lineamientos estratégicos de la Política y del Plan Nacional en el ámbito 
departamental, atendiendo los objetivos de la calidad de vida y sostenibilidad de los procesos 
de desarrollo.

OBJETIVOS

Art. 28. Las estrategias departamentales son los instrumentos de planificación territorial que 
persiguen los siguientes objetivos:

1)	 Establecer la coherencia entre las políticas nacionales sectoriales y departamentales, 
para lograr un uso más eficiente y eficaz de los recursos disponibles.

2)	 Fortalecer en la comunidad departamental una visión de futuro y pactar los principales 
objetivos intermedios.

3)	 Facilitar al Gobierno Nacional y Local, el acuerdo sobre las prioridades de financiamiento 
y de cooperación internacional.

4)	 Mejorar la coherencia y sinergia entre iniciativas públicas y las inversiones privadas y 
establecer el marco de acción de unos y otros en cada sector.

5)	 Generar un proceso de participación ciudadana en el origen, validación, control y 
evaluación de los proyectos públicos en cada departamento.

6)	 Tener en cuenta las consideraciones explicitas de las dimensiones del sistema socio-
territorial con especial atención en la dimensión ambiental.

7)	 Integrar al sistema los elementos estratégicos surgidos de las micro regiones y Municipios.
8)	 Orientar los proyectos de desarrollo económico de cada uno de los departamentos.

CONTENIDO

Art. 29. La estrategia departamental contendrá como contenido básico lo siguiente:

1)	 Diagnostico departamental en sus diferentes dimensiones político - administrativa, 
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demográfica, física, medioambiental, social, económica y cultural; así como, también 
los principales desafíos que deberá enfrentar el departamento a futuro.

2)	 La propuesta de desarrollo sostenible que se expresa a través de:

a)	 La visión de futuro o imagen objetivo y sus principios orientadores;
b)	 Los territorios sujetos a planificación;
c)	 Los objetivos estratégicos, incluyendo los lineamientos generales y objetivos 

específicos; y
d)	 Un conjunto de acciones estratégicas preliminares.

3)	 La propuesta de gestión, que señala los principales contenidos y características de los 
elementos a tener presente en el diseño y ejecución de las etapas de gestión, difusión 
y evaluación de la estrategia, aspectos inherentes al proceso de planificación del 
desarrollo departamental.

4)	 El conjunto de programas y planes de carácter estratégico y que por lo tanto deberán 
atravesar transversalmente tanto las líneas estratégicas definidas, como los ámbitos 
sectoriales y territoriales, constituyendo un conjunto de acciones de índole institucional 
y territorial que benefician, la mayoría de ellas y a todo el departamento en estudio.

5)	 Propuesta de un programa de inversión pública para la ejecución de las estrategias 
departamentales.

La información anterior habrá de constituir un marco referencial para definir proyectos que 
serán presentados a la ciudadanía para su evaluación y validación, a fin de lograr también su 
compromiso con el instrumento y una vez realizada la consulta territorial, será entregado al 
Órgano Ejecutivo para su integración en el presupuesto general del Estado.

CAPÍTULO III

PLANES DEPARTAMENTALES DE ORDENAMIENTO Y DESARROLLO TERRITORIAL

DEFINICIÓN

Art. 30. Los planes departamentales de ordenamiento y desarrollo territorial, son los instrumentos 
de planificación que tienen por objeto normar la organización de las actividades públicas 
y privadas en el territorio, necesarias para alcanzar el desarrollo sostenible acorde a las 
características territoriales en sus dimensiones: ambientales, sociales, económicas, rurales, 
urbanísticas, infraestructurales e institucionales, abarcando los límites municipales que conforman 
el departamento.

Los planes departamentales de ordenamiento y desarrollo territorial desarrollarán a escala 
departamental, los contenidos del plan nacional y las directrices de la estrategia departamental, 
los procesos de desarrollo y la regulación de las actividades y el uso del suelo en los procesos 
de desarrollo urbano, rural y de áreas protegidas.
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CONTENIDO

Art. 31. Los planes departamentales de ordenamiento y desarrollo territorial, contendrán 
básicamente un diagnostico que permita establecer la caracterización básica de su ámbito, la 
integración en el sistema socio-territorial departamental y en sus procesos y políticas relevantes 
el análisis de problemas y oportunidades que sirvan de base para la formulación de dichos 
planes. En los planes departamentales deberá considerarse el principio de equidad de género 
y contendrán lo siguiente:

1)	 La evaluación ambiental estratégica;
2)	 La planificación prospectiva del territorio que desarrolle la modelación de escenarios 

y sus metas e indicadores de gestión;
3)	 La estrategia de ordenamiento y desarrollo territorial;
4)	 La identificación, prevención y mitigación de riesgos naturales;
5)	 La estrategia y programación de actividades y actuaciones en materia de desarrollo 

socioeconómico;
6)	 El esquema de distribución geográfica de usos y actividades que tengan carácter 

estructurante o introduzcan condicionantes básicos en el modelo territorial;
7)	 Las directrices de conservación, mejora y desarrollo del medio rural;
8)	 La delimitación de áreas a proteger por sus servicios ambientales o valores naturales, 

culturales, productivos o forestales; estableciendo normas de protección o directrices 
para la elaboración de planeamiento especializado, con especial énfasis en la protección 
de los recursos hídricos tales como fuentes superficiales, zonas de recarga acuífera y 
mantos subterráneos;

9)	 El desarrollo del sistema de ciudades, indicando núcleos y áreas principales de 
concentración urbana y de actividad económica o servicios;

10)	 Esquemas de desarrollo urbano formulados para ámbitos de baja densidad demográfica 
relativa y de limitada dinámica urbanística, con el fin de ordenar la consolidación y 
expansión de los núcleos existentes;

11)	 La determinación y localización de infraestructuras y equipamientos estructurantes;
12)	 El señalamiento de dotaciones mínimas de equipamiento e infraestructuras para 

el mejoramiento ambiental a incluir en el planeamiento local y determinación del 
emplazamiento de las de carácter micro regional;

13)	 La programación de actuaciones, estableciendo acciones prioritarias;
14)	 Las normas de aplicación subsidiaria en Municipios que carezcan de plan local; y
15)	 El presupuesto y programación financiera.

CAPÍTULO IV

PLANES ESPECIALES TERRITORIALES

DEFINICIÓN

Art. 32. Los planes especiales territoriales son los instrumentos de intervención sobre el territorio, 
mediante la ordenación de la dimensión territorial de un único sector o grupo de sectores o 
la realización de actuaciones sectoriales sin incidir de manera integral sobre el territorio, así 
como el ordenamiento de áreas de protección. Tendrán la consideración de planes especiales 
territoriales los siguientes:
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1)	 Los planes elaborados para la realización e integración de actuaciones sobre el territorio, 
tanto pública como privada, de un determinado sector o la intervención sectorial.

2)	 Los planes elaborados o aprobados por la Administración Pública y Municipal en las 
materias que se establezcan en el reglamento de esta Ley, que no conllevan a cabo 
directamente funciones de ordenamiento territorial, pero inciden de forma importante 
en la estructuración de los territorios sobre los que recaen.

3)	 Los instrumentos destinados a programar actuaciones de un sector específico en un 
ámbito territorial determinado.

4)	 Los Planes Especiales podrán ser de ámbito nacional, departamental o tener un 
ámbito propio en función de las necesidades del sector correspondiente o el área de 
protección. Cuando se refieran a áreas bajo régimen de administración especial el 
ámbito coincidirá con el de esta área.

Incluirán, además de los requerimientos contenidos en la legislación sectorial, las siguientes 
determinaciones:

1)	 Identificación del sector y de los objetivos estratégicos y programas que dan origen 
o fundamentan las actuaciones territoriales a realizar.

2)	 Delimitación del ámbito espacial directa o indirectamente afectado por las actuaciones 
propuestas. En el caso de planes de áreas de protección podrán establecerse, 
justificadamente zonas periféricas de protección.

3)	 Análisis del componente territorial del sector o ámbito de protección en sus dimensiones 
institucional, ambiental, urbanística, infraestructural, social y económica, señalando 
las relaciones con el ordenamiento territorial y el desarrollo urbano o rural.

4)	 Criterios de coordinación con otros sectores y con el marco general y particular del 
ordenamiento territorial.

5)	 Cualesquiera otros contenidos exigidos por la legislación sectorial.

En el caso de los Planes Especiales de áreas de protección; incluirán, además:

1)	 Normas reguladoras de las actividades productivas, recreativas o educacionales, 
incluyendo la compatibilidad de los objetivos de protección o mejora con el desarrollo 
rural, aprovechando el potencial de la zona.

2)	 Directrices para la integración del planeamiento local y de los planes de manejo.

Si estos planes incluyen la programación de actuaciones, se indicarán para cada una de ellas:

1)	 Localización;
2)	 Plazos o prioridades de ejecución;
3)	 Órgano responsable de la ejecución;
4)	 Presupuesto previsto;
5)	 Fuentes de financiamiento.
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CAPÍTULO V

INSTRUMENTOS DE PLANIFICACIÓN DEL ÁMBITO LOCAL Y MICRORREGIONAL

DEFINICIÓN

Art. 33. Los planes municipales y micro regionales de ordenamiento y desarrollo territorial, 
tienen por objeto el ordenamiento integral del territorio a nivel local para encauzar los procesos 
de desarrollo urbano, rural y áreas de protección reguladas en la presente Ley, estableciendo 
una normativa detallada del proceso de desarrollo urbano.

El ámbito de estos planes podrá ser municipal y micro regional, abarcando siempre Municipios 
completos.

CONTENIDO

Art. 34. Los planes municipales y microrregionales de ordenamiento y desarrollo territorial, 
contendrán básicamente un diagnostico que permita establecer la caracterización básica de 
su ámbito, integración en el sistema socio-territorial departamental, sus procesos y políticas 
relevantes y el análisis de problemas y oportunidades que sirva de base para la formulación 
de dichos planes. En estos planes deberá considerarse el principio de equidad de género y 
contendrán, las siguientes disposiciones:

1)	 El territorio municipal se divide en las siguientes zonas:

a)	 Zonas urbanas: Comprenden las áreas que cuentan con las infraestructuras y 
servicios propios de los núcleos urbanos o se hallan ocupadas por la edificación 
en la forma prevista en este artículo. Las zonas urbanas podrán ser consolidadas 
y no consolidadas, así:

I)	 Zonas urbanas consolidadas: Tendrán esta naturaleza las zonas urbanas que 
cuenten con infraestructuras y servicios de vialidad, alumbrado, abastecimiento 
de aguas, evacuación de aguas lluvias y saneamiento, con características 
suficientes para servir al conjunto de la zona, dando servicio a una proporción 
de su superficie no inferior al porcentaje que reglamentariamente se establezca.

II)	 Zonas urbanas no consolidadas: Tendrán esta naturaleza las que cuenten con 
edificación cuando a pesar de no disponer de las infraestructuras y servicios a 
que se refiere el epígrafe anterior, la densidad de terrenos edificados alcance 
por lo menos el porcentaje que reglamentariamente se establezca.

b)	 Zonas urbanizables: Son las que los planes de ordenamiento y desarrollo territorial 
clasifiquen de esta forma por considerarlas susceptibles y apropiadas para sus 
transformaciones urbanísticas, en atención a las necesidades de desarrollo urbano 
de la población.

I)	 Zonas especiales para vivienda de interés social: Se reservan espacios para 
desarrollar vivienda para hogares de menores recursos económicos, con 
requerimientos especiales de densidad habitacional, infraestructura de servicios 
básicos y equipamiento. Estas zonas contarán con un reglamento especial.
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c)	 Zonas rurales: Comprenden el conjunto del espacio rural con aprovechamientos 
primarios y para las que no se contempla su transformación urbanística a corto 
y mediano plazo.

d)	 Zonas no urbanizables: Están constituidas por aquellas áreas que se excluyen 
de posibles procesos de urbanización o transformación territorial en razón a la 
protección de los servicios ambientales que prestan y de sus valores naturales, 
productivos, culturales, de protección o reserva de infraestructuras, la existencia de 
limitaciones derivadas de la protección frente a riesgos naturales o cualesquiera otras 
establecidas por la Ley o justificadamente, por los instrumentos de planificación.

2)	 Localización de servicios públicos y equipamientos urbanos generales al servicio del 
conjunto de todo el Municipio o ámbitos superiores y de aquellos que constituyen 
elementos esenciales de las redes locales. Incluirán como mínimo las relativas a:

a)	 Red vial y transportes.
b)	 Abastecimiento, drenaje y saneamiento de aguas.
c)	 Gestión de desechos sólidos urbanos.
d)	 Equipamiento urbano, incluyendo equipamientos recreativos como parques 

municipales y zonas verdes y el destinado a fines educativos, culturales, sanitarios, 
de recreación, esparcimiento y similares al servicio de la población.

3)	 Previsiones relativas al desarrollo rural en el marco de los lineamientos establecidos 
por las instituciones competentes.

4)	 Normas y estándares de urbanización, lotificación y edificación, como mínimo en los 
temas de:

a)	 Densidad habitacional.
b)	 Equipamientos recreativos municipales.
c)	 Equipamientos sociales.
d)	 Edificabilidad.
e)	 Ocupación.
f)	 Unidades mínimas de actuación.

5)	 Previsiones para su desarrollo en zonas urbanas no consolidadas o de expansión urbana.

Las zonas urbanas no consolidadas y las zonas de expansión urbana se desarrollarán a través de 
planes parciales. El plan local de ordenamiento y desarrollo territorial contendrá las previsiones 
para su desarrollo, que podrá realizarse a través de la iniciativa privada o pública.
La autoridad promoverá la participación de la empresa privada en los procesos de transformación 
y desarrollo urbano, garantizando subsidiariamente, que los procesos de urbanización se 
realicen de acuerdo a las previsiones de los planes y a las necesidades de la población. Entre 
las previsiones de desarrollo podrá incluirse el establecimiento de plazos o prioridades de 
cumplimiento obligatorio para la tramitación de los correspondientes planes parciales o la 
realización de actuaciones de urbanización y edificación.

6)	 Previsiones de actuación en zonas rurales.

Las zonas rurales acogerán actuaciones de producción agropecuaria y agro industrial, así 
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como las de transformación urbanística limitada, a fines de posibilitar el desarrollo de áreas 
residenciales de baja densidad, de proyectos turísticos y recreativos; así como de equipamientos 
y actuaciones que encuentren adecuada localización en entornos rurales, tales como centros 
educativos o de investigación, centros sanitarios o asistenciales especiales y similares. Estos 
proyectos podrán autorizarse cuando concurran las siguientes circunstancias:

a)	 Que la actuación no suponga una transformación paisajística que impacte 
negativamente sobre su entorno rural;

b)	 Que se garantice el mantenimiento de la masa arbórea en el ámbito de la actuación;
c)	 Que se garantice la protección de los recursos hídricos, especialmente las fuentes 

superficiales, las zonas de recarga acuífera y los mantos subterráneos;
d)	 Que se resuelvan por parte del titular de la obra la conexión con los sistemas 

generales y en su caso, se garantice la mejora de los mismos cuando éstos 
resulten insuficientes o inadecuados para atender las nuevas demandas derivadas 
del proyecto;

e)	 Que se garantice la instalación y mantenimiento de sistemas de saneamiento por 
tubería, con plantas de tratamiento adecuadas a las necesidades de la actuación 
y a las características naturales del entorno;

f)	 Que la edificabilidad bruta de la actuación no supere el índice de 0,1 m2 de techo 
edificado sobre la superficie total de la actuación.

7)	 Previsiones para la gestión del proceso de desarrollo; incluyendo, en su caso, la 
adscripción de zonas verdes u otros equipamientos a terrenos o ámbitos de desarrollo 
específicos a los efectos de su obtención mediante cesiones.

8)	 Régimen aplicable a los edificios e instalaciones existentes que se hallen fuera de 
ordenación por resultar disconformes con el nuevo planeamiento, en los que no 
podrán realizarse otras obras que las expresamente previstas en el plan. En defecto 
de previsión expresa en el planeamiento no podrán realizarse otras obras más que 
las de reparación y conservación ordinaria, quedando excluidas las de consolidación, 
ampliación o mejora.

9)	 Procedimientos y criterios para solicitar y realizar cambios dentro de la zonificación 
del plan. Definiendo un sistema de compensación al Municipio, cuando se solicite un 
cambio de zona no urbanizable o rural a zona de expansión urbana.

10)	 Procedimientos y/o trámites para la obtención de permisos para construcción, 
urbanización y lotificación, así como cambios de zonificación y usos del suelo.

11)		 Definición de zonas sujetas a planes parciales, en aquellos lugares susceptibles a 
cambios importantes de usos del suelo y/o inversión pública y privada.

PLANES DE DESARROLLO URBANO Y RURAL

Art. 35. Los planes de desarrollo urbano y rural tienen por objeto el ordenamiento y desarrollo 
integral del territorio para encauzar los procesos de desarrollo urbano y de desarrollo rural, 
estableciendo una regulación detallada de los referidos procesos.
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Los planes de desarrollo urbano y rural serán de ámbito municipal o micro regional, abarcando 
siempre Municipios completos.

Podrán comprender un ámbito micro regional cuando el proceso de asociatividad municipal 
y el desarrollo de las capacidades locales en materia de ordenamiento y desarrollo territorial 
alcance la totalidad del referido ámbito.

CONTENIDOS

Art. 36. Los planes de desarrollo urbano y rural tendrán el contenido apropiado para ejercer de 
acuerdo a planificación, la competencia urbanística y de uso de los suelos productivos y para 
otorgar permisos o autorizaciones, excepto en ámbitos en los que, por el plan, se establezca 
la necesidad de planes parciales.

Los planes de desarrollo urbano y rural se configurarán a partir de los siguientes contenidos 
mínimos:

1)	 Esquemas de estructura territorial, con consideración explícita de la dimensión ambiental 
y de los factores de riesgo.

2)	 Zonificación del territorio y determinación de usos globales del suelo.
3)	 Ordenamiento detallado de áreas para las que el plan así lo prevea.
4)	 Ordenamiento simplificado de áreas de limitada dinámica urbanística y medidas de 

consolidación de sus núcleos de población.
5)	 Previsiones para la gestión y desarrollo del plan.
6)	 Previsiones para la mejora de vida de la población y para el desarrollo rural.
7)	 Régimen aplicable a los edificios e instalaciones existentes que incumplan el ordenamiento 

por no estar acorde con la nueva planificación; y,
8)	 Las restantes determinaciones que conforme a derecho resulten convenientes para el 

mejor desarrollo del plan.

ESQUEMAS DE ESTRUCTURA TERRITORIAL

Art. 37. Los esquemas de estructura territorial expresarán la organización estructural del 
territorio a gran escala, con señalamiento de los ejes viales principales de articulación interna 
y conexión externa, de los principales sistemas infraestructurales y elementos territoriales 
condicionantes del ordenamiento territorial, y la orientación de usos del suelo propuesta para 
atender las necesidades del desarrollo sostenible a mediano y largo plazo.

Estos esquemas sirven para entender la estructura territorial en el ámbito del plan y su integración 
y articulación con los sistemas territoriales del entorno; y para expresar las orientaciones básicas, 
que se proponen por el plan en materia de ordenamiento y desarrollo territorial.

Los esquemas de estructura territorial incorporarán la dimensión ambiental para el conjunto 
del ámbito del plan, estableciendo el régimen ambiental para el ordenamiento y desarrollo 
con determinación de los criterios y normas ambientales pertinentes; incluirán, asimismo, el 
análisis de amenazas y vulnerabilidades dentro del citado ámbito, estableciendo normas que 
garanticen la consideración de las mismas en la realización de actuaciones.
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ORDENAMIENTO DETALLADO DE ZONAS URBANAS O DE EXPANSIÓN URBANA

Art. 38. El ordenamiento detallado de las zonas urbanas o de expansión urbana, podrá incluirse 
para áreas en las que el Plan considere conveniente facilitar su transformación directa sin 
necesidad de un plan de detalle, para lo cual establecerá la localización de las redes de 
infraestructuras y servicios, con determinación de las condiciones de urbanización y edificación, 
en el marco de la normativa general en la materia.
El ordenamiento detallado se establecerá en áreas incluidas en zonas urbanas o de expansión 
urbana, para las que se determine la conveniencia de su transformación a corto plazo, sin 
necesidad de elaborar y tramitar planes detallados complementarios.

ORDENAMIENTO SIMPLIFICADO DE ÁREAS DE BAJA DENSIDAD

Art. 39. En ámbitos de baja densidad demográfica relativa y de limitada dinámica urbanística se 
establecerá un ordenamiento simplificado con el fin de ordenar la consolidación y expansión 
de los núcleos existentes, incluyendo la delimitación del perímetro urbano y la localización 
de la red vial y del equipamiento urbano básico.

En estos ámbitos no se establecerán por el plan, ni zonificación ni ordenamiento detallado y 
no se podrán delimitar nuevas zonas urbanas o de expansión urbana.

El plan de desarrollo urbano y rural contendrá las previsiones para la gestión y desarrollo de 
las zonas urbanas no consolidadas y de las zonas de expansión urbana que no se hubieran 
ordenado pormenorizadamente a través del propio plan, las que podrán realizarse a través de 
la iniciativa pública o privada.

Los Gobiernos Locales promoverán la participación de la empresa privada en los procesos 
de transformación y desarrollo urbano, garantizando subsidiariamente que los procesos de 
urbanización se realicen de acuerdo a las previsiones de los planes y a las necesidades de la 
población.

MEJORA DE LAS CONDICIONES DE VIDA DE LA POBLACIÓN Y DESARROLLO RURAL

Art. 40. Los planes municipales y/o micro regionales de ordenamiento y desarrollo territorial 
contendrán las determinaciones, directrices o criterios que se estimen oportunos para mejorar 
las condiciones de vida de la población en los ámbitos urbanos y rurales comprendidos por 
el plan, en coherencia con las políticas y programas nacionales aprobados en las respectivas 
materias.

El plan contemplará los programas y actividades de la Administración Pública y Municipal para el 
desarrollo rural, orientados hacia la mejora y dinamización de las estructuras socioeconómicas 
de las áreas rurales salvaguardando la estabilidad ambiental.

RÉGIMEN DE EDIFICACIONES E INSTALACIONES EXISTENTES

Art. 41. Las edificaciones e instalaciones existentes que incumplan el ordenamiento establecido 
por el Plan, estarán sujetas a las normas de construcción y utilización que para las mismas se 



170

Legislación Ambiental - El Salvador 2021

establezcan. En ausencia de determinaciones expresas por parte del Plan, no podrá realizarse 
en ellas otras obras más que las de reparación y conservación ordinaria, quedando excluidas 
las de consolidación, ampliación o mejora.

PLANES PARCIALES

Art. 42. Los planes parciales detallan el contenido de los planes municipales o micro regionales 
de ordenamiento y desarrollo territorial, localizan las redes de infraestructuras y servicios 
públicos propias de su ámbito y establecen el régimen específico de cada lotificación, así 
como las condiciones de urbanización y edificación en el marco de la normativa general en 
la materia y tienen por objeto establecer el régimen específico de urbanización y edificación, 
detallando el contenido de los planes municipales y/o micro regionales de forma que pueda 
actuarse directamente sin necesidad de otros instrumentos de planificación.

Los planes parciales elaborarán para las áreas designadas, a este fin por los planes municipales 
o micro regionales de ordenamiento y desarrollo territorial y otras que por sus características 
los requieran.

Los planes parciales establecerán las previsiones necesarias para el desarrollo urbanístico de 
la zona, incluyendo, como mínimo:

1)	 Normas de lotificación.
2)	 Regulación detallada de los usos del suelo incluyendo usos permitidos, condicionados 

y prohibidos.
3)	 Edificabilidad.
4)	 Ocupación.
5)	 Paisajismo y arborización.
6)	 Red Vial.
7)	 Sistemas de control y regulación de tráfico.
8)	 Rutas de transporte público.
9)	 Abastecimiento, drenaje y saneamiento de agua.
10)	 Alumbrado público.
11)	 Energía y comunicaciones.
12)	 Manejo integral de desechos sólidos.
13)	 Equipamientos recreativos y espacios públicos, incluyendo parques y jardines.
14)	 Equipamientos sociales destinados al servicio de la población del ámbito objeto de 

desarrollo.
15)	 Fases, programación y calendario de ejecución de las obras de urbanización y edificación.
16)	 Previsiones detalladas para la gestión del proceso de desarrollo; incluyendo en su caso, 

la adscripción de zonas verdes u otros equipamientos a terrenos o ámbitos de desarrollo 
específicos a los efectos de su obtención mediante cesiones.

17)	 Sistema de compensación obligatoria entre propietarios de tierras, dentro del área del 
plan parcial.

Los planes parciales podrán desarrollarse por iniciativa del Gobierno Municipal o por iniciativa 
privada, previo aval del Gobierno Municipal.
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PROPUESTA POR INICIATIVA PRIVADA

Art. 43. Si la propuesta de los planes parciales es desarrollada por iniciativa privada, ésta deberá 
contar con el respaldo de los propietarios que posean la mayoría del suelo sujeto al plan 
correspondiente. Los promotores de la iniciativa deberán garantizar los requerimientos del 
plan, así como las garantías económicas necesarias para el cumplimiento del mismo. Dichas 
garantías serán independientes de la fianza de cumplimiento ambiental que en su caso exija 
la institución ambiental competente.

Todos los planes parciales deberán aprobarse por el Concejo Municipal o la asociación de 
Municipios respectivos, por medio de acuerdos municipales y una ordenanza del plan parcial.

DE LA SUBSIDIARIDAD EN LA FORMULACIÓN DE LOS PLANES DEL ÁMBITO LOCAL

Art. 44. En ausencia de iniciativa o capacidad municipal para desarrollar los planes municipales, 
micro regionales y parciales de ordenamiento y desarrollo territorial, el Gobierno Municipal, 
asociación de Municipios o la micro región acudirá al Comité Departamental de Ordenamiento 
y Desarrollo Territorial, para solicitar su asistencia en la elaboración de los mismos. Pudiendo 
establecer de común acuerdo arreglos o a través de la suscripción de un convenio para tal fin.

TÍTULO V

INSTRUMENTOS DE PROGRAMACIÓN DEL SISTEMA DE ORDENAMIENTO Y 

DESARROLLO TERRITORIAL

CAPÍTULO ÚNICO

PROGRAMAS DE DESARROLLO TERRITORIAL

Art. 45. Los programas de desarrollo territorial constituyen documentos complementarios de 
los instrumentos de planificación y tienen por objeto, la ejecución coordinada de actuaciones 
públicas en regiones específicas.

El ámbito de los programas de desarrollo territorial será variable, en función de las actuaciones 
que se programen y podrá abarcar una o más micro regiones o los ámbitos específicos que 
se ajusten a la naturaleza del programa a ejecutar.

CONTENIDO

Art. 46. Los programas de desarrollo territorial tendrán como mínimo:

1)	 Definición de los objetivos que se pretende alcanzar;
2)	 Justificación de su adaptación a los instrumentos de planificación de ordenamiento y 

desarrollo territorial;
3)	 Delimitación de su ámbito;
4)	 Descripción de actuaciones, indicando para cada una de ellas:
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a)	 Localización;
b)	 Plazos o prioridades de ejecución;
c)	 Órgano responsable de la ejecución;
d)	 Presupuesto previsto;
e)	 Fuentes de financiamiento.

5)	 Justificación territorial de las actuaciones propuestas, en relación a las dimensiones 
básicas del sistema socio territorial.

EFECTOS
Art. 47. Los planes departamentales y locales de ordenamiento y desarrollo territorial establecerán 
las reservas de suelo necesarias para la ejecución de las actuaciones previstas en los programas 
de desarrollo territorial.

Los programas de desarrollo territorial no podrán incluir actuaciones contrarias a lo previsto 
en los instrumentos de planificación territorial del ámbito nacional. Serán nulas cuantas 
disposiciones incurran en dicha contradicción.

Las inversiones previstas en los programas de desarrollo territorial se incorporarán al proyecto 
de Ley de Presupuesto General del Estado.

ELABORACIÓN
Art. 48. Corresponde al Consejo Nacional de Ordenamiento y Desarrollo Territorial y a los 
Consejos Departamentales de Ordenamiento y Desarrollo Territorial, acordar la elaboración 
de programas de desarrollo territorial y enviarlo por medio del Presidente de la República al 
Consejo de Ministros, para su aprobación.

En el acuerdo por el que se dé inicio a la elaboración de los programas de desarrollo territorial 
se determinará la institución encargada de dirigirlo y las instituciones que participarán en el 
proceso.

TRAMITACIÓN Y APROBACIÓN
Art. 49. Elaborado el proyecto de programa de desarrollo territorial se someterá al sistema de 
participación ciudadana y consulta territorial.

Transcurrido el período de información pública e institucional, y a la vista de los resultados 
del mismo, el órgano encargado de la elaboración del programa redactará la propuesta 
correspondiente y la transmitirá al Consejo Nacional de Ordenamiento y Desarrollo Territorial 
para su conocimiento e informe.

El Consejo Nacional remitirá el texto definitivo del programa por medio del Presidente de la 
República al Consejo de Ministros, para su aprobación y legalización a través de un Decreto 
Ejecutivo.
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REVISIÓN

Art. 50. La revisión de los programas de desarrollo territorial se llevará a cabo de acuerdo con 
el procedimiento establecido para su aprobación.

TÍTULO VI

DETERMINACIONES GENERALES SOBRE LA TRAMITACIÓN, APROBACIÓN, REVISIÓN Y 

ACTUALIZACIÓN DE LOS INTRUMENTOS DE PLANIFICACIÓN Y PROGRAMACIÓN

CAPÍTULO ÚNICO

CARÁCTER VINCULANTE
Art. 51. Una vez aprobado por el Consejo Nacional y ratificado por Decreto Ejecutivo, el Plan 
Nacional de Ordenamiento y Desarrollo Territorial y sus determinaciones tendrán carácter 
vinculante para los demás instrumentos de planificación y para las acciones e inversiones de 
todas las instancias de la administración pública. El Consejo Nacional del Territorio será el 
encargado de velar por el cumplimiento de esta disposición.

La programación de actuaciones públicas contenida en el Plan Nacional será incorporada al 
proyecto de Presupuesto General del Estado.

Los instrumentos de los ámbitos departamental y local, deberán detallar las actuaciones 
propuestas en los planes del ámbito nacional y adaptarlas a las condiciones específicas 
ambientales, económicas, sociales, culturales y productivas.

Los instrumentos de ámbito departamental y local podrán proponer cambios en los instrumentos 
del ámbito nacional. Estas propuestas de cambio o adaptación deberán ser presentadas por 
la instancia responsable, concejo municipal o comité departamental a la instancia superior y 
serán ratificadas de acuerdo a los procedimientos establecidos.

TRAMITACIÓN Y APROBACIÓN
Art. 52. Una vez formuladas las propuestas de los instrumentos de planificación y programación, 
se someterán al proceso de consulta a través del sistema de participación ciudadana y territorial.

Finalizado dicho proceso, la autoridad nacional o local, según corresponda, aprobará y legalizará 
los instrumentos consultados, por medio de Decretos Ejecutivos u Ordenanzas Municipales, 
según los respectivos reglamentos.

Todos los instrumentos de planificación deberán contener una estrategia de comunicación, 
difusión y consulta, para las fases de elaboración y aprobación del plan.

REVISIÓN Y ACTUALIZACIÓN
Art. 53. La revisión de todos los instrumentos de planificación y programación de ordenamiento 
y desarrollo territorial, se llevará a cabo siguiendo el mismo procedimiento empleado para 
su aprobación.
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La actualización de contenidos concretos que no afecten a las líneas establecidas en la Política 
Nacional de Ordenamiento y Desarrollo Territorial, se realizará por el procedimiento que en 
cada caso establezca el Consejo Nacional de Ordenamiento y Desarrollo Territorial.

TÍTULO VII

SISTEMA NACIONAL DE INFORMACIÓN Y PARTICIPACIÓN DEL ORDENAMIENTO Y 

DESARROLLO TERRITORIAL

CAPÍTULO I

SISTEMA NACIONAL DE INFORMACIÓN TERRITORIAL

Art. 54. Créase el Sistema Nacional de Información Territorial (SNIT), que estará conformado 
por los aportes que brinden las distintas instituciones de la Administración Pública y Municipal 
sobre sus planes, programas, acciones y demás actividades que realicen sobre la temática de 
Ordenamiento y Desarrollo Territorial.

En los ámbitos departamental y local los organismos responsables del Ordenamiento y Desarrollo 
Territorial diseñarán e implementarán los instrumentos para alimentar de toda la información 
surgida de sus actividades al SNIT y además para que esté a la disposición, la información 
apropiada para el conocimiento y la toma de decisiones sobre el territorio y sobre proyectos 
de incidencia territorial.

El Consejo Nacional de Ordenamiento y Desarrollo Territorial, elaborará y mantendrá actualizado 
de manera permanente el SNIT para garantizar que la información relacionada al Ordenamiento 
y Desarrollo Territorial sea de acceso público de manera oportuna a la sociedad en general.

El seguimiento de la Política y del Plan Nacional de Ordenamiento y Desarrollo Territorial lo 
llevará a cabo el Consejo Nacional de Ordenamiento y Desarrollo Territorial a través del SNIT y 
se plasmará en un informe sobre el estado del territorio que se publicará cada año, sin perjuicio 
de la publicación de otros informes cuando se considere conveniente.

El Sistema Nacional de Información Territorial contendrá un sistema básico de indicadores 
socio-territoriales que permitirán caracterizar sintética y objetivamente el país en sus distintos 
ámbitos.

Se establecerán indicadores específicos según los siguientes temas: medio ambiente, calidad 
de vida, evolución económica y demás que se consideren convenientes para el cumplimiento 
de las funciones del sistema.

Los instrumentos de planificación y programación que se desarrollen, han de servirse de dichos 
indicadores a fin de caracterizar la situación de partida, han de estimar la incidencia del plan o 
programa en relación a los mismos, y han de establecer; en su caso, el sistema complementario 
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de indicadores que permita mejorar la evaluación y seguimiento de las circunstancias socio 
territoriales y de la incidencia del plan o del programa en cuestión sobre los mismos.

EVALUACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL

Art. 55. Es un conjunto de acciones y procedimientos que aseguran que las actividades, obras 
o proyectos que tengan un impacto ambiental negativo en el ambiente o en la calidad de 
vida de la población, se sometan desde la fase de preinversión a los procedimientos que 
identifiquen y cuantifiquen dichos impactos y recomienden las medidas que los prevengan, 
atenúen, compensen o potencien; según sea el caso, seleccionando la alternativa que mejor 
garantice la protección del medio ambiente.

La referida evaluación deberá realizarse de conformidad a lo establecido en la Ley de Medio 
y Ambiente y su respectivo reglamento.

CAPÍTULO II

PARTICIPACIÓN CIUDADANA, ACADÉMICA Y EMPRESARIAL

Art. 56. Toda la información que surja de la gestión en las instancias, nacional, departamental 
y local es pública y debe de ser facilitada por dichas instituciones cuando esta sea solicitada 
por los interesados. Las propuestas de planes y los planes de ordenamiento y desarrollo 
territorial aprobados, deben ponerse a disposición de la ciudadanía, instituciones académicas 
y empresariales, publicándolos de manera que sean de fácil acceso para los interesados.

Art. 57. Previo a la aprobación de los planes de ordenamiento territorial, estos deberán de ser 
sometidos a por lo menos dos consultas públicas a las que deben de ser convocadas todas las 
organizaciones ciudadanas y empresariales relacionadas con la temática en el ámbito territorial 
correspondiente. La primera consulta se realizará para recibir propuestas y debe desarrollarse 
por lo menos 150 días hábiles antes de que el plan sea aprobado. La segunda consulta pública 
se realizará para recibir observaciones al proyecto final del plan de ordenamiento y desarrollo 
territorial y debe de celebrarse por lo menos 25 días hábiles antes de su aprobación.

Art. 58. Las entidades de ordenamiento y desarrollo territorial deberán incorporar dentro del 
reglamento de la presente Ley, los procedimientos que hagan efectiva la aplicación de los 
artículos 56 y 57; y podrán agregar nuevas formas y mecanismos de participación ciudadana, 
académica y empresarial.

TÍTULO VIII 

SISTEMA DE FINANCIAMIENTO

CAPÍTULO ÚNICO

Art. 59. El financiamiento para el funcionamiento institucional del ámbito nacional y departamental 
para el cumplimiento de las atribuciones que les asigna la presente Ley, será integrado al 
Presupuesto General de la República.
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Art. 60. El financiamiento para la inversión territorial, que prevean los Planes de Desarrollo 
Territorial, se deberá asegurar mediante la coordinación de los presupuestos públicos del 
gobierno nacional y los gobiernos municipales.

TÍTULO IX

RÉGIMEN DEL USO DE LOS SUELOS

CAPÍTULO I 

NORMAS GENERALES

INDEMNIZACIONES

Art. 61. Será indemnizable cualquier limitación del uso del suelo que impida la continuidad de 
usos o actividades de contenido económico que se vinieran desarrollando legalmente con 
anterioridad, siempre que se acredite la existencia de un perjuicio económico efectivo, de 
acuerdo a las disposiciones de la presente Ley.

No se incluyen en la presente disposición usos del subsuelo sujeto a concesiones o licencias 
específicas.

ZONIFICACIÓN Y USOS GLOBALES DEL SUELO

Art. 62. La zonificación del territorio nacional y la determinación de usos globales del suelo 
se establecerá a través de:

1)	 La delimitación de zonas en que se divide el territorio, para los efectos de la aplicación 
de la presente Ley, distinguiendo para tal fin:

a)	 Zonas urbanas, consolidadas y no consolidadas: Comprenden las áreas que los 
instrumentos de planificación incluyan en esta categoría, por contar con las 
infraestructuras y servicios propios de los núcleos urbanos o encontrarse ocupadas 
por la edificación en la forma que reglamentariamente se determine;

b)	 Zonas urbanizables: Serán las que los instrumentos de planificación clasifiquen 
de esta forma por considerarlas susceptibles y apropiadas para su transformación 
urbanística, en atención a las necesidades de desarrollo urbano de la población;

c)	 Zonas rurales: comprenden el conjunto del espacio rural con aprovechamientos 
primarios, que incluye actividades agropecuarias, agroindustriales y forestales; y 
para las que los instrumentos de planificación, no contemplan su transformación 
urbanística; y

d)	 Zonas no urbanizables: Están constituidas por aquellas áreas que se excluyen 
de posibles procesos de urbanización o transformación territorial; en razón, a la 
protección de los servicios ambientales que prestan y de sus valores naturales, 
productivos, culturales, de protección o reserva de infraestructuras, por estar 
clasificadas como Áreas Naturales Protegidas, debido a existencia de limitaciones 
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derivadas de la protección frente a riesgos naturales, o cualesquiera otras 
establecidas por la Ley, por los tratados internacionales o justificadamente por 
los instrumentos de planificación.

2)	 La localización de las infraestructuras y equipamientos urbanos generales al servicio 
del conjunto del territorio y su población, o de ámbitos superiores.

COMPETENCIA EN ORDEN A LA REGULACIÓN DEL USO DEL SUELO Y EL 
DESARROLLO URBANO

Art. 63. Compete a los Consejos Departamentales de Ordenamiento y Desarrollo Territorial y 
a los Concejos Municipales, en su ámbito correspondiente, la regulación del uso del suelo y 
el desarrollo urbano de acuerdo con las siguientes funciones:

1)	 Desarrollar las funciones de control urbanístico, incluido el otorgamiento de las 
autorizaciones urbanísticas a que se hace referencia en la presente Ley;

2)	 Favorecer el desarrollo del mercado inmobiliario, en términos coherentes con los 
objetivos, principios y acciones, establecidos en la presente Ley;

3)	 Favorecer la equitativa distribución de las cargas y beneficios derivados de los 
instrumentos de planificación entre los propietarios en unidades de actuación;

4)	 Adquirir terrenos para constituir patrimonios públicos de suelo; y,
5)	 Ejercer la iniciativa pública cuando se incumplan los plazos y condiciones establecidos 

por el planeamiento para la actuación de los particulares de acuerdo a lo previsto en 
la presente Ley.

EXIGENCIA DE PLANIFICACIÓN

Art. 64. Las actuaciones que se realicen en el territorio con fines urbanísticos requieren la previa 
aprobación de la autoridad competente con base en el Plan Municipal de Ordenamiento y 
Desarrollo Territorial y en su caso, de planes parciales. No podrán otorgarse autorizaciones 
de uso del suelo en ausencia de los instrumentos de planificación.

OBTENCIÓN DE TERRENOS PARA INFRAESTRUCTURAS Y EQUIPAMIENTOS

Art. 65. Los propietarios de terrenos en zonas urbanas no consolidadas y zonas urbanizables 
que pretendan llevar a cabo la transformación urbanística de los mismos, deberán asegurar el 
espacio físico para las cuantías establecidas por la Ley de Urbanismo y Construcción.

La especificación y ubicación de las referidas áreas, quedará a consideración de los Consejos 
Departamentales de Ordenamiento y Desarrollo Territorial y de los Consejos Municipales 
respectivos de conformidad al artículo 63.

DENSIFICACIÓN EN ZONAS URBANAS CONSOLIDADAS

Art. 66. Los propietarios de terrenos en zonas urbanas consolidadas, que pretendan llevar 
a cabo transformaciones urbanísticas que tengan como consecuencia el incremento de la 
densidad poblacional, deberán compensar al Municipio de acuerdo a lo establecido por los 
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planes municipales de ordenamiento y desarrollo territorial y planes parciales, por los efectos 
que esto cause en términos de tráfico, generación de desechos sólidos, prestación de servicios 
básicos y nuevas demandas de equipamientos de titularidad pública; tales como, zonas verdes, 
escuelas y servicios comunales.

PROCEDIMIENTO Y ADQUISICIÓN DE TERRENOS

Art. 67. Los terrenos destinados a obras de utilidad pública e interés social y que formen parte 
de los planes de ordenamiento y desarrollo territorial, departamental o local, se obtendrán por 
medio del procedimiento de adquisición, establecido en las Leyes vigentes.

GESTIÓN DE LOS FONDOS LOCALES DE OBRAS DE URBANIZACIÓN

Art. 68. Corresponde a los Gobiernos Municipales la gestión de sus respectivos Fondos Locales 
de Obras de Urbanización.

En el supuesto de Municipios que desarrollen sus competencias en materia de desarrollo urbano 
y rural de forma asociada, los fondos para obras de urbanización serán gestionados por las 
instituciones de ámbito micro regional que ejerzan las referidas competencias municipales.

En el caso previsto en el inciso anterior, el Consejo Nacional de Ordenamiento y Desarrollo 
Territorial canalizará las ayudas necesarias, a través de las referidas instituciones de ámbito 
local y micro regional.

REGISTRO DE LA PROPIEDAD

Art. 69. La declaratoria de un área protegida y de las que sean objeto de adquisición dentro 
del marco del ordenamiento y desarrollo territorial y culminado el debido proceso; deberán, 
inscribirse en el correspondiente Registro de la Propiedad Raíz e Hipotecas a petición de la 
Autoridad competente en materia de Ordenamiento y Desarrollo Territorial, lo cual no causará 
ningún derecho registral.

La marginación de un bien inmueble de acuerdo a lo previsto en el inciso anterior, invalidará 
las transferencias y enajenaciones de ese bien, salvo que se hayan llenado los requisitos y 
solemnidades establecidas en esta Ley.

CAPÍTULO II

DE LOS PROPIETARIOS

DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LOS PROPIETARIOS

Art. 70. Son derechos y obligaciones de los propietarios de suelo y edificaciones los siguientes:
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1)	 La utilización de sus terrenos con arreglo a su naturaleza y capacidad para soportar el 
aprovechamiento sostenible de sus potencialidades, sin perjuicio de su entorno. Las 
limitaciones del uso del suelo que impidan la utilización natural de los terrenos darán 
lugar a indemnización; sin incluirse los usos del subsuelo sujetos a concesiones o 
licencias específicas.

2)	 La edificación de sus terrenos en los términos previstos en los instrumentos de 
planificación, previa aprobación de los proyectos correspondientes por la autoridad 
competente, tan pronto acrediten el cumplimiento de sus obligaciones en cuanto a 
la urbanización de los mismos, realización de las respectivas donaciones de terrenos 
y pago de las tasas, contribuciones y demás tributos que en cada caso correspondan;

3)	 Los propietarios de suelos situados en zonas urbanas y urbanizables para las que el 
instrumento de planificación respectivo incluya su ordenamiento detallado, tendrán 
derecho a la edificación de sus suelos tan pronto acrediten que los mismos cumplen 
todos los requisitos establecidos en el plan correspondiente;

4)	 Los propietarios de suelos situados en zonas urbanas no consolidadas y zonas 
urbanizables para las que el Plan Municipal de Ordenamiento y Desarrollo Territorial no 
incluya un ordenamiento detallado, deberán proponer el correspondiente Plan Parcial 
ante el Concejo Municipal, en los plazos que en su caso establezca el Plan Municipal 
de Ordenamiento y Desarrollo Territorial. Mientras no se apruebe definitivamente 
dicho Plan Parcial y el proyecto o los proyectos correspondientes; no podrá realizarse, 
actuación alguna de lotificación, urbanización o edificación;

5)	 Los propietarios de suelos incluidos en zonas urbanas no consolidadas o zonas 
urbanizables, estarán obligados a llevar a cabo las obras de urbanización y satisfacer 
las tasas y contribuciones especiales que en cada caso correspondan. La ejecución de 
las obras de urbanización podrá realizarse por parte de la autoridad correspondiente 
por cuenta de los propietarios obligados, mediante acuerdo con estos últimos en el 
que se establezca el monto de las obras y la forma en que los propietarios obligados 
garantizarán el pago de la totalidad de las inversiones;

6)	 Los propietarios de suelos incluidos en zonas rurales tendrán derecho a la edificación 
de los mismos de acuerdo con lo que se establezca en el correspondiente Plan 
Municipal de Ordenamiento y Desarrollo Territorial o Plan Parcial, previa aprobación 
del proyecto y el pago de los tributos correspondientes; y

7)	 Los propietarios de suelos incluidos en zonas no urbanizables, tendrán derecho a 
mantener y desarrollar usos del suelo y aprovechamientos económicos que resulten 
compatibles con la conservación de los valores ambientales que motivaron su protección, 
de acuerdo siempre con lo establecido en los instrumentos de planificación, y en la 
legislación ambiental o sectorial que resulte de aplicación. Cuando las condiciones 
de compatibilidad establecidas en la planificación impidan la continuidad de los usos 
que se vengan desarrollando legalmente en el momento de la aprobación del Plan, 
los propietarios tendrán derecho a la correspondiente indemnización con arreglo a 
lo establecido en la presente Ley. No dará lugar a indemnización la prohibición de 
usos que no vinieran desarrollándose legalmente en el momento de la aprobación 
del respectivo Plan.
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TÍTULO X 

RÉGIMEN SANCIONATORIO

CAPÍTULO I 

INFRACCIONES Y SANCIONES

INFRACCIONES EN MATERIA DE ORDENAMIENTO Y DESARROLLO TERRITORIAL

Art. 71. Son infracciones en materia de ordenamiento y desarrollo territorial, las acciones u 
omisiones que vulneren o contravengan esta Ley, normas u ordenanzas y demás disposiciones 
aplicables en esta materia.

CONSECUENCIAS LEGALES DE LAS INFRACCIONES

Art. 72. Toda acción u omisión tipificada como infracción en la presente Ley, podrá dar lugar a la 
adopción de las medidas siguientes; sin perjuicio, de las medidas establecidas específicamente 
en otros cuerpos legales o reglamentarios:

1)	 La restauración del orden jurídico infringido y de la realidad física alterada o transformada 
como consecuencia de la actuación ilegal, a través de las medidas establecidas en la 
presente Ley;

2)	 La iniciación de los procedimientos de suspensión y anulación de los actos administrativos 
en los que presuntamente pudiera ampararse la acción u omisión ilegal;

3)	 Las que procedan por incumplimiento de la responsabilidad administrativa y penal, en 
su caso; y

4)	 La responsabilidad civil para el resarcimiento de daños ocasionados e indemnización 
de los perjuicios a cargo de quienes sean declarados responsables de los mismos.

En todo caso la autoridad competente estará obligada a adoptar las medidas necesarias para que 
se repongan por el infractor los bienes afectados y dejarlos en el estado anterior a la infracción.

RESTABLECIMIENTO DE LA LEGALIDAD Y SANCIÓN DE LAS INFRACCIONES

Art. 73. Las medidas de restablecimiento de la legalidad son independientes de las sanciones 
cuya imposición proceda por razón de la comisión de infracciones tipificadas en la presente Ley.

CLASIFICACIÓN DE LAS INFRACCIONES

Art. 74. Las infracciones en materia de ordenamiento y desarrollo territorial se clasifican en 
muy graves y graves.
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INFRACCIONES MUY GRAVES

Art. 75. Son infracciones muy graves:

1)	 Las que afecten los inmuebles ubicados en zonas no urbanizables o en áreas declaradas 
protegidas por los instrumentos de planificación o la legislación protectora del medio 
ambiente y los recursos naturales; así como los inmuebles destinados a la implantación 
o construcción de infraestructuras, equipamientos y servicios públicos y a los de 
dominio público;

2)	 El incumplimiento total o parcial de las obligaciones impuestas por medidas cautelares 
adoptadas con motivo del ejercicio de la potestad de protección de la legalidad y de 
restablecimiento del orden jurídico perturbado;

3)	 La iniciación de lotificaciones u otro tipo de obras físicas que deterioren una zona no 
urbanizable o en áreas declaradas protegidas, áreas declaradas de utilidad pública y 
de interés social.

INFRACCIONES GRAVES

Art. 76. Son infracciones graves:

1)	 Los actos y actividades de transformación del suelo mediante la realización de 
urbanizaciones, lotificaciones, obras, construcciones, edificaciones o instalaciones; 
sin contar, con las aprobaciones, autorizaciones o permisos necesarios contraviniendo 
las condiciones de las otorgadas, salvo que se trate de obras no precisadas legalmente 
de proyecto técnico alguno y con escasa repercusión en el ambiente urbano, rural o 
natural. De darse esta última salvedad, la infracción será leve. Tendrán en todo caso, 
la condición de infracciones graves los actos consistentes en movimientos de tierras 
y las talas de árboles no autorizadas;

2)	 La implantación y el desarrollo de usos incompatibles con lo establecido en los 
instrumentos de ordenamiento y desarrollo territorial aplicables;

3)	 Los incumplimientos con ocasión de la ejecución de los planes, deberes y obligaciones 
impuestos por esta Ley, y en virtud de la misma, por los instrumentos de planificación,  
o asumidos voluntariamente mediante convenio, salvo que se subsanen voluntariamente 
tras el primer requerimiento formulado al efecto por la autoridad correspondiente, en 
cuyo caso serán infracciones leves;

4)	 La negativa u obstrucción de la labor inspectora.

RESPONSABLES DE LAS INFRACCIONES

Art. 77. En las urbanizaciones, lotificaciones, obras, instalaciones, construcciones, edificaciones, 
actividades o usos del suelo ejecutados o desarrollados al amparo de actos administrativos 
ilegales, podrán ser responsables de las infracciones para los efectos legales:

1)	 Los técnicos responsables de los proyectos o documentos técnicos, si las obras 
proyectadas fueren incompatibles con los planes previstos en la presente Ley;

2)		 Los promotores, constructores y financiadores de las urbanizaciones, lotificaciones, 
obras o instalaciones y los titulares, directores o explotadores de los establecimientos, 
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las actividades o los usos; así como, los técnicos directores de las obras y de su 
ejecución y los directores de las instalaciones;

3)	 La autoridad o funcionario que haya otorgado las aprobaciones, autorizaciones o 
permisos sin los respectivos informes o en contra de los emitidos en sentido desfavorable 
por razón de la infracción, los miembros de los órganos colegiados que hayan votado 
a favor de dichas aprobaciones, autorizaciones o permisos en idénticas condiciones 
y el o los 

	 funcionarios que hayan informado favorablemente con conocimiento de la vulneración 
del orden jurídico.

Para los efectos de la responsabilidad por la comisión de infracciones, se considerará como 
promotor a la persona o entidad que realiza las obras; así como, al propietario del inmueble 
en el cual se cometa o se ha cometido la infracción, cuando haya tenido conocimiento de las 
obras, instalaciones, construcciones, edificaciones, actividades o usos infractores.

CIRCUNSTANCIAS AGRAVANTES

Art. 78. Son circunstancias agravantes de la responsabilidad de los infractores en materia de 
ordenamiento y desarrollo territorial, las que se enumeran a continuación:

1)	 Prevalerse para cometer la infracción de la titularidad de un cargo público;
2)	 Emplear la violencia o cualquier otro tipo de coacción sobre la autoridad o funcionario 

público encargado de cumplimiento de la legalidad;
3)	 Sobornar incluso en grado de tentativa a la autoridad, funcionario público o cualquier 

miembro de la administración pública o municipal o cuando ejerza cualquier tipo de 
fuerza o coacción;

4)	 Alterar los supuestos de hecho que presuntamente legitimen la actuación u omisión, 
o mediante falsificación de los documentos en que se acreditase el fundamento legal 
de la actuación u omisión;

5)	 Aprovechar o explotar en beneficio propio o de un tercero una grave necesidad pública 
o del particular o particulares que resultaren perjudicados;

6)	 Ofrecer resistencia a las órdenes emanadas de la administración pública o municipal 
relativas a la protección de la legalidad o su cumplimiento defectuoso;

7)	 Cometer la infracción habiendo sido sancionado con anterioridad, mediante sanción 
firme por la comisión de cualesquiera de las infracciones previstas en la presente Ley;

8)	 Persistir en la infracción tras la iniciación del procedimiento sancionatorio con arreglo 
a lo previsto en la presente Ley.

Todo lo anterior de conformidad al procedimiento establecido en la presente Ley.

CIRCUNSTANCIAS ATENUANTES

Art. 79. Son circunstancias cuya concurrencia atenúa la responsabilidad de los infractores:

1)	 La reparación voluntaria y espontánea del daño causado antes del inicio de cualquier 
actuación administrativa sancionadora;
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2)	 La paralización de las obras o el cese en la actividad o uso de modo voluntario, tras 
la advertencia de la autoridad competente.

CIRCUNSTANCIAS MODIFICATIVAS DE LA RESPONSABILIDAD

Art. 80. Son circunstancias que, según cada caso, pueden agravar o atenuar la responsabilidad:

1)	 El mayor o menor conocimiento técnico de los pormenores de la actuación, de 
acuerdo con la profesión o actividad habitual del responsable; y

2)	 El mayor o menor beneficio obtenido de la infracción o en su caso, el haberla realizado 
sin consideración ninguna, al posible beneficio económico que de la misma se derive.

SANCIONES

Art. 81. Las infracciones serán sancionadas con las siguientes multas de acuerdo con el valor 
de la actuación cuestionada:

1)	 Infracciones graves: hasta 200 salarios mínimos mensuales para el comercio;
2)	 Infracciones muy graves: hasta 1000 salarios mínimos mensuales para el comercio.

La cuantía de las multas podrá verse incrementada con arreglo a lo previsto en la presente Ley 
para la exclusión de beneficio económico.

Para el establecimiento de las sanciones correspondientes, se deberá tomar en cuenta la 
capacidad económica del infractor.

SANCIÓN ACCESORIA

Art. 82. Además de las multas mencionadas en el artículo anterior, a los responsables de las 
infracciones se les podrá imponer la demolición acosta del infractor de las obras y construcciones 
realizadas, así como la indemnización correspondiente.

GRADUACIÓN DE LAS SANCIONES

Art. 83. Cuando en la infracción concurra alguna circunstancia agravante, la multa se impondrá 
siempre en su grado máximo. Si concurriere alguna circunstancia atenuante, la multa se 
impondrá en su grado mínimo. Las mismas reglas se observarán, según los casos, cuando 
concurra alguna o algunas de las circunstancias mixtas.

En las urbanizaciones o lotificaciones ilegales el importe de la multa podrá ampliarse a una 
cuantía igual a todo el beneficio obtenido, más los daños y perjuicios ocasionados. La cuantía 
de la multa nunca será inferior a la diferencia entre el valor inicial y el de la venta de los lotes 
correspondientes.
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CARÁCTER INDEPENDIENTE DE LAS SANCIONES

Art. 84. Las multas que se impongan a los distintos responsables por una misma infracción 
tendrán; entre sí, carácter independiente.

CONCURSO DE INFRACCIONES

Art. 85. Las sanciones previstas en esta Ley, serán aplicadas sin perjuicio de las consagradas en 
otras Leyes, ni de las acciones civiles, administrativas o penales a que hubiere lugar.

No podrá sancionarse dos veces a una misma persona por una misma actuación. Cuando 
una sola acción u omisión pueda constituir infracción con arreglo a dos o más normativas se 
procederá con arreglo a la que imponga la sanción más severa, incluyendo en la cuantificación 
de las infracciones previstas en esta Ley, la exclusión de beneficio económico prevista en el 
artículo siguiente.

EXCLUSIÓN DE BENEFICIO ECONÓMICO

Art. 86. Las actuaciones que constituyan infracción con arreglo a lo previsto en la presente 
Ley, no pueden suponer beneficio económico para el infractor. Cuando la suma de la multa 
impuesta y del costo de las actuaciones de reposición de los bienes y situaciones a su primitivo 
estado, arrojase una cifra inferior a dicho beneficio, se incrementará la cuantía de la multa 
hasta alcanzar el monto del mismo.

En los casos en que la restauración de la legalidad no exigiere actuación material alguna ni 
existan terceros perjudicados, la multa que se imponga al infractor no podrá ser inferior al 
beneficio obtenido con la actividad ilegal.

ACTOS ADMINISTRATIVOS

Art. 87. Los actos administrativos contrarios a los instrumentos de planificación previstos en 
esta Ley se considerarán nulos.

Los actos administrativos que contravengan las aprobaciones administrativas, autorizaciones 
o permisos otorgados conforme a la ley, se considerarán nulos.
En ambos casos, estos actos no podrán generar derechos a favor de sus destinatarios.

Los funcionarios y empleados públicos que realicen dichos actos administrativos contrarios a 
lo establecido en esta ley, incurren en responsabilidad disciplinaria y administrativa, sin perjuicio 
de la responsabilidad civil, ambiental y penal por los daños y perjuicios que causen tanto a la 
Administración Pública o Municipal, como a los particulares.

Asimismo, los funcionarios y empleados públicos que los adopten incurren en responsabilidades 
administrativas, pudiendo ser sancionados con las multas previstas en la presente Ley.
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CAPÍTULO II 

COMPETENCIAS SANCIONADORAS

PLANES Y NORMAS DE ÁMBITO NACIONAL, DEPARTAMENTAL, 
LOCAL O DE ÁREAS PROTEGIDAS

Art. 88. La autoridad competente para imponer las sanciones administrativas por la comisión de 
infracciones a lo establecido en los Instrumentos de Planificación a Nivel Nacional, Departamental 
o Local; será el Concejo Municipal o los Concejos Municipales, donde se encuentren ubicadas 
territorialmente las obras efecto de infracción.

En las infracciones relativas a las áreas de conservación por razones ambientales, será el 
Ministerio competente en materia de medio ambiente y recursos naturales, siguiendo el 
procedimiento establecido en la Ley respectiva.

Responsabilidad Civil

Art. 89. La responsabilidad civil derivada de una infracción, podrá ser exigida ante los Juzgados 
competentes en materia civil de la jurisdicción respectiva, por las personas naturales o jurídicas 
afectadas. Si se tratare de daños o perjuicios en bienes del Estado, será la Fiscalía General de 
la República la que ejercerá la acción correspondiente.

CAPÍTULO III 

PROCEDIMIENTO

PROCEDIMIENTO APLICABLE

Art. 90. Cuando sea una Autoridad del Gobierno Nacional, la encargada de la aplicación de las 
sanciones correspondientes, se aplicará el procedimiento previsto en la presente Ley.
Cuando sea el Gobierno Local la autoridad competente para la aplicación de una sanción, se 
aplicará el procedimiento establecido en el Código Municipal y en las ordenanzas municipales 
que cada municipalidad emita al respecto.

INICIO DEL PROCEDIMIENTO

Art. 91. El procedimiento administrativo sancionatorio se iniciará de oficio, por denuncia o por 
aviso ante la Autoridad competente según el ámbito de ordenamiento y desarrollo territorial.

Cuando el Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales, el Ministerio de Obras Públicas, 
los Concejos Municipales y la Fiscalía General de la República, tuvieren conocimiento por 
cualquier medio, de la comisión de una infracción de las previstas en esta Ley y en las ordenanzas 
municipales correspondientes, procederán de oficio y a prevención, a inspeccionar el lugar o 
lugares donde se hubiese cometido la infracción, previa citación de la persona o personas a 
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quienes se atribuyere la infracción. El acta de inspección que al efecto se levante, constituirá 
prueba del cometimiento de la misma y se remitirán las actuaciones al Concejo Municipal o 
Concejos Municipales correspondientes.

ACTUACIONES PREVIAS

Art. 92. Con anterioridad a la iniciación del procedimiento sancionatorio, se podrán efectuar 
actuaciones previas por parte de funcionarios de las Autoridades de Ordenamiento y Desarrollo 
Territorial competentes, con el propósito de determinar con carácter preliminar, la existencia 
de circunstancias que justifiquen la sanción, sin perjuicio de la presunción de inocencia.

MEDIDAS CAUTELARES

Art. 93. El Concejo Municipal o Concejos Municipales competentes, en coordinación con la 
Fiscalía General de la República, podrán ordenar en cualquier momento desde que tengan 
conocimiento de la presunta infracción, la adopción de medidas cautelares destinadas a impedir 
la continuación de las mismas y limitar los posibles daños y perjuicios.

Las medidas cautelares tendrán el alcance necesario para conseguir su propósito y podrán 
consistir en el cierre de instalaciones; suspensión de procesos constructivos; precintado de 
maquinaria, activo de materiales y utensilios; y, cualesquiera otras que estimen necesarias, de 
acuerdo a las circunstancias debidamente razonadas.

INSTRUCCIÓN Y SUSTANCIACIÓN DEL PROCEDIMIENTO

Art. 94. La instrucción del procedimiento se ordenará mediante resolución motivada, en la que 
se indique por lo menos, lo siguiente:

1)	 El funcionario que ordena la instrucción con expresión del lugar y fecha de la resolución;
2)	 Nombramiento del instructor del procedimiento, que actuará por delegación y del 

secretario de actuaciones que tendrá asimismo las atribuciones de notificador;
3)	 Exposición sucinta de los hechos que justifican la instrucción, la clase de infracción 

de que se trate y la sanción que pudiere corresponder;
4)	 Indicación del derecho de vista de las actuaciones, las Leyes y demás motivaciones 

jurídicas que justifiquen lo actuado por el presunto infractor, presentación de pruebas 
de descargo y derecho a hacer uso de las garantías del debido proceso;

5)	 Las medidas de carácter cautelar que se hayan adoptado.

La resolución que ordene la instrucción, se notificará al presunto infractor observando las 
formalidades que establece el Código de Procedimientos Civiles y Mercantiles. En el acto de 
la notificación, se le entregará al presunto infractor copia del acta que al efecto se levante y 
de las actuaciones previas, si las hubiere.

Los supuestos infractores dispondrán del plazo de diez días hábiles, contados a partir del 
día siguiente de la notificación citada en el inciso anterior, para presentar las alegaciones, 
documentos e informaciones que estimen convenientes y propondrán los medios probatorios 
de los que pretendan hacerse valer y señalarán los hechos que pretendan probar.
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Precluido el plazo relacionado en el inciso anterior, se abrirá a pruebas el procedimiento por 
el plazo de ocho días hábiles.

VALORACIÓN DE LA PRUEBA

Art. 95. Los informes de los funcionarios y agentes de la autoridad solo constituyen, principios 
o indicios probatorios, en los casos en que se hubieren producido sin citación del presunto 
infractor, en ocasión de actos previos de procedimientos sancionatorios; en cuyo caso, deberán 
ser ratificados para su correspondiente valoración.

La prueba se evaluará de conformidad a las reglas de la sana crítica, con facultad de fijar en 
cada caso los hechos que deban tenerse por establecidos, mediante examen o valoración de 
las mismas, cualquiera que sea su número y calidad.

SENTENCIA

Art. 96. Concluido el término de prueba, la autoridad competente dictará sentencia dentro 
de cuatro días hábiles, la cual decidirá la imposición o no de las sanciones administrativas 
correspondientes y deberá motivarse debidamente, resolviendo todas las cuestiones planteadas 
por las partes.

Además de la sanción, se fijará al infractor un plazo prudencial, si fuere procedente, en el que 
deberá subsanar las infracciones que dieron lugar al procedimiento sancionatorio y resarcir 
en su caso los daños ocasionados por los mismos.

Si la sentencia es condenatoria, deberá expresar la identidad del infractor, las pruebas que la 
fundamenten, la disposición legal infringida, la reincidencia si la hubiere y la sanción respectiva 
debidamente razonada.

Para los efectos de calificar la reincidencia, la autoridad sancionadora deberá ser la relación 
correspondiente.

RECURSO DE REVISIÓN

Art. 97. Notificada la sentencia, el interesado contará con un término de cinco días hábiles a 
partir de la notificación, para interponer recurso de revisión, para su reconsideración, reforma 
o revocación.

La autoridad competente admitirá el recurso de revisión, del cual conocerá y resolverá con 
vista de autos, dentro del plazo de quince días hábiles.

Cuando se trate de las municipalidades, se procederá conforme al Código Municipal y a las 
ordenanzas correspondientes.

EJECUCIÓN DE LA SENTENCIA

Art. 98. Si no se interpusiere dentro del plazo legal el recurso de revisión contra la sentencia, 
ésta quedará firme.
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Si en la sentencia se condenare al infractor al pago de una multa, ésta deberá cancelarse a la 
autoridad correspondiente, según su ámbito, dentro de los siete días hábiles siguientes al de la 
fecha de la notificación de la resolución que declara firme la sentencia, para lo cual la autoridad 
sancionatoria competente extenderá al infractor el mandamiento de pago correspondiente 
en el mismo acto de la notificación.

Cuando el obligado al pago de la multa no lo hiciere efectivo en el término señalado en el 
inciso anterior, el Comité Departamental, los Concejos Municipales o la Fiscalía General de la 
República, a petición de la autoridad sancionatoria, la harán efectiva por la vía ejecutiva. Para 
tal fin, la certificación de la sentencia y de la resolución que la declare firme extendida por la 
autoridad sancionatoria, tendrá fuerza ejecutiva, pudiendo utilizarse el sistema de fotocopia 
certificada notarialmente, si fuere necesario.

El retraso en el pago de toda multa que se aplique de conformidad a esta Ley, devengará el 
interés moratorio establecido legalmente para las obligaciones tributarias en mora.

TÍTULO XI 

DISPOSICIONES GENERALES

PLAZOS

Art. 99. Los plazos establecidos en esta Ley se entienden expresados en días hábiles.

ELABORACIÓN Y ADAPTACIÓN DE LOS PLANES LOCALES

Art. 100. Los Municipios procederán a la elaboración y aprobación de los Planes de Desarrollo 
Urbano y Rural o Esquemas de Desarrollo Urbano, dentro del plazo máximo de cinco años 
improrrogables, contados a partir de la entrada en vigencia de la presente Ley.

Los planes que se hallen legalmente vigentes al momento de la entrada en vigencia de la 
presente Ley, deberán adaptarse a su contenido en el plazo máximo de dos años improrrogables, 
contados a partir de dicha fecha.

Transcurrido el plazo establecido en el inciso anterior, la autoridad competente en materia de 
ordenamiento y desarrollo territorial, procederá con arreglo a lo previsto en la presente Ley 
para la elaboración y aprobación subsidiaria de los correspondientes Esquemas de Desarrollo 
Urbano.

RÉGIMEN DE AUTORIZACIONES

Art. 101. Hasta que no se aprueben los Planes de Desarrollo Urbano y Rural o Esquemas de 
Desarrollo Urbano previstos en la presente Ley, corresponderá a la Autoridad Competente en 
materia de ordenamiento y desarrollo territorial autorizar la realización de urbanizaciones o 
lotificaciones con arreglo a lo establecido en los ordinales siguientes:
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1)	 La ejecución de urbanizaciones o lotificaciones, podrá autorizarse en toda clase de 
terrenos que no se hallen incluidos en un área protegida, en virtud de lo dispuesto en 
los planes previstos en esta Ley, la legislación ambiental, la legislación protectora del 
patrimonio cultural o la reguladora de infraestructuras públicas.

2)	 No podrá autorizarse urbanizaciones o lotificaciones en terrenos que no cumplan las 
condiciones exigidas para la prevención de riesgos naturales.

Corresponderá asimismo a la Autoridad Competente en materia de ordenamiento y desarrollo 
territorial, el otorgamiento de autorizaciones de construcción en los Municipios que no cuenten 
con Planes de Desarrollo Urbano y Rural o Esquemas de Desarrollo Urbano, aprobados con 
arreglo a lo dispuesto en la presente Ley. Estas autorizaciones podrán otorgarse únicamente 
en zona urbana consolidada y no podrán implicar lotificación.

En los Municipios incluidos en el ámbito del Área Metropolitana de San Salvador y de los 
Municipios aledaños, seguirá aplicándose el régimen competencial previsto en la Ley de 
Desarrollo y Ordenamiento Territorial del Área Metropolitana de San Salvador y de los Municipios 
Aledaños.

PLAN NACIONAL DE ORDENAMIENTO Y DESARROLLO TERRITORIAL

Art. 102. Las disposiciones contenidas en la presente Ley, en relación a los Instrumentos de 
Ordenamiento y Desarrollo Territorial con excepción de las referidas a su procedimiento de 
elaboración y aprobación, serán aplicables a los instrumentos de homóloga naturaleza que; 
en su caso, hubiere elaborado o aprobado la Administración Pública o Municipal antes de la 
entrada en vigencia de la presente Ley.

DEROGATORIAS

Art. 103. Deróguense todas aquellas disposiciones que contradigan la presente Ley.

ESPECIALIDAD

Art. 104. Esta Ley es de carácter especial y prevalecerá sobre cualquier otra disposición que 
la contraríe.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA

Art. 105. Dentro del período comprendido entre la aprobación de esta Ley y su fecha de entrada 
en vigencia, se asignarán los recursos necesarios para la debida aplicación de la misma y se 
elaborarán y aprobarán los planes nacionales y departamentales.

VIGENCIA

Art. 106. La presente Ley entrará en vigencia doce meses después de su publicación en el 
Diario Oficial.
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Liberación de cocodrilos americanos juveniles y garza azul en un área 
natural protegida de Ahuachapán, como parte de los esfuerzos por 
rescatar y proteger fauna estratégica, para la salud de los ecosistemas 

y su biodiversidad.
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LEY DEL MEDIO AMBIENTE 
PARTE I

DISPOSICIONES GENERALES

TÍTULO I

DEL OBJETO DE LA LEY 

CAPÍTULO ÚNICO

OBJETO DE LA LEY

Art. 1. La presente ley tiene por objeto desarrollar las disposiciones de la Constitución de la 
República, que se refieren a la protección, conservación y recuperación del medio ambiente; 
el uso sostenible de los recursos naturales que permitan mejorar la calidad de vida de las 
presentes y futuras generaciones; así como también, normar la gestión ambiental, pública 
y privada y la protección ambiental como obligación básica del Estado, los municipios y los 
habitantes en general; y asegurar la aplicación de los tratados o convenios internacionales 
celebrados por El Salvador en esta materia.

PRINCIPIOS DE LA POLÍTICA NACIONAL DEL MEDIO AMBIENTE

Art. 2. La política nacional del medio ambiente, se fundamentará en los siguientes principios:

a)	 Todos los habitantes tienen derecho a un medio ambiente sano y ecológicamente 
equilibrado. Es obligación del estado tutelar, promover y defender este derecho de 
forma activa y sistemática, como requisito para asegurar la armonía entre los seres 
humanos y la naturaleza;

b)	 La adaptación al cambio climático deberá planificarse bajo los principios de 
responsabilidades comunes pero diferenciadas y de aprovechamiento racional con 
responsabilidad intergeneracional;

c)	 El desarrollo económico y social debe ser compatible y equilibrado con el medio 
ambiente; tomando en consideración el interés social señalado en el Art. 117 de la 
Constitución;

d)	 Se deberá asegurar el uso sostenible, disponibilidad y calidad de los recursos naturales, 
como base de un desarrollo sustentable y así mejorar la calidad de vida de la población;

e)	 Es responsabilidad de la sociedad en general, del estado y de toda persona natural 
y jurídica, reponer o compensar los recursos naturales que utiliza para asegurar su 
existencia, satisfacer sus necesidades básicas, de crecimiento y desarrollo, así como 
enmarcar sus acciones, para atenuar o mitigar su impacto en el medio ambiente; por 
consiguiente, se procurará la eliminación de los patrones de producción y consumo 
no sostenible; sin defecto de las sanciones a que esta Ley diere lugar;

f)	 En la gestión de protección del medio ambiente, prevalecerá el principio de prevención 
y precaución;

g)	 La contaminación del medio ambiente o alguno de sus elementos, que impida o 
deteriore sus procesos esenciales, conllevará como obligación la restauración o 
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compensación del daño causado debiendo indemnizar al estado o a cualquier persona 
natural o jurídica afectada en su caso, conforme a la presente Ley;

h)	 La formulación de la Política Nacional del Medio Ambiente, deberá tomar en cuenta 
las capacidades institucionales del estado y de las municipalidades, los factores 
demográficos, los niveles culturales de la población, el grado de contaminación o 
deterioro de los elementos del ambiente, y la capacidad económica y tecnológica de 
los sectores productivos del país;

i)	 La gestión pública del medio ambiente debe ser global y transectorial, compartida 
por las distintas instituciones del estado, incluyendo los municipios y apoyada y 
complementada por la sociedad civil, de acuerdo a lo establecido por esta ley, sus 
reglamentos y demás leyes de la materia;

j)	 En los procesos productivos o de importación de productos deberá incentivarse 
la eficiencia ecológica, estimulando el uso racional de los factores productivos y 
desincentivándose la producción innecesaria de desechos sólidos, el uso ineficiente de 
energía, del recurso hídrico, así como el desperdicio de materias primas o materiales 
que pueden reciclarse;

k)	 En la gestión pública del medio ambiente deberá aplicarse el criterio de efectividad, el 
cual permite alcanzar los beneficios ambientales al menor costo posible y en el menor 
plazo, conciliando la necesidad de protección del ambiente con las de crecimiento 
económico;

l)	 Se potencia la obtención del cambio de conducta sobre el castigo con el fin de estimular 
la creación de una cultura proteccionista del medio ambiente;

m)	 Adoptar regulaciones que permitan la obtención de metas encaminadas a mejorar 
el medio ambiente, propiciando una amplia gama de opciones posibles para su 
cumplimiento, apoyados por incentivos económicos que estimulen la generación de 
acciones minimizantes de los efectos negativos al medio ambiente; y,

n)	 La educación ambiental se orientará a fomentar la cultura ambientalista a fin de 
concientizar a la población sobre la protección, conservación, preservación y 
restauración del medio ambiente (2).

POLÍTICA NACIONAL DEL MEDIO AMBIENTE

Art. 3. La política nacional del medio ambiente es un conjunto de principios, estrategias y 
acciones, emitidas por el Consejo de Ministros, y realizada por el Ministerio del Medio Ambiente 
y Recursos Naturales, que en lo sucesivo de esta ley podrá llamarse el Ministerio y por el Sistema 
Nacional de Gestión del Medio Ambiente.

El Ministerio, presentará dicha política al Consejo de Ministros para su aprobación. Esta 
política se actualizará por lo menos cada cinco años, a fin de asegurar en el país un desarrollo 
sostenible y sustentable.

La política nacional del medio ambiente deberá guiar la acción de la administración pública, 
central y municipal, en la ejecución de planes y programas de desarrollo.

DECLARATORIA DE INTERÉS SOCIAL

Art. 4. Se declara de interés social la protección y mejoramiento del medio ambiente, así como 
la adaptación y reducción de vulnerabilidad frente al cambio climático. Las instituciones públicas 
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o municipales, están obligadas a incluir, de forma prioritaria en todas sus acciones, planes y 
programas, el componente ambiental y la variación climática. El gobierno es responsable de 
introducir medidas que den una valoración económica adecuada al medio ambiente acorde 
con el valor real de los recursos naturales, asignado los derechos de explotación de los mismos 
de forma tal que el ciudadano al adquirirlos, los use conforme a los principios de prevención 
y precaución, con responsabilidad intergeneracional y de forma sustentable (2).

CONCEPTOS Y DEFINICIONES BÁSICAS

Art. 5. Para los efectos de esta Ley y su reglamento, se entenderá por:

ADAPTACIÓN AL CAMBIO CLIMÁTICO: ajuste realizado por los ecosistemas humano o 
naturales en respuesta a los estímulos climáticos reales o esperados producto del cambio 
climático o a sus efectos, que atenúa los efectos perjudiciales, mitiga los daños o aprovecha 
las oportunidades (2).

ÁREA FRÁGIL: zona costera-marina ambientalmente degradada, áreas silvestres protegidas y 
zonas de amortiguamiento, zonas de recarga acuífera y pendientes de más de treinta grados 
sin cobertura vegetal ni medidas de conservación y otras que por ley se hayan decretado 
como tales.

ÁREA NATURAL PROTEGIDA: aquellas partes del territorio nacional legalmente establecida 
con el objeto de posibilitar la conservación, el manejo sostenible y restauración de la flora 
y la fauna silvestre, recursos conexos y sus interacciones naturales y culturales, que tengan 
alta significación por su función o sus valores genéticos, históricos, escénicos, recreativos, 
arqueológicos y protectores, de tal manera que preserven el estado natural de las comunidades 
bióticas y los fenómenos geomorfológicos únicos.

CAMBIO CLIMÁTICO: cambio de clima atribuido directa o indirectamente a la actividad humana 
que altera la composición de la atmósfera mundial y que se suma a la variabilidad natural del 
clima observada durante períodos de tiempo comparables (2).

CAPACIDAD DE CARGA: propiedad del ambiente para absorber o soportar agentes externos, 
sin sufrir deterioro tal que afecte su propia regeneración o impida su renovación natural en 
plazos y condiciones normales o reduzca significativamente sus funciones ecológicas.

COMPENSACIÓN AMBIENTAL: conjunto de Mecanismos que el Estado y la población puede 
adoptar conforme a la ley para reponer o compensar los impactos inevitables que cause su 
presencia en el medio ambiente.  Las compensaciones pueden ser efectuadas en forma directa 
o a través de agentes especializados, en el sitio del impacto, en zonas aledañas o en zonas 
más propicias para su reposición o recuperación.

CONSERVACIÓN: conjunto de actividades humanas para garantizar el uso sostenible del 
ambiente, incluyendo las medidas para la protección, el mantenimiento, la rehabilitación, la 
restauración, el manejo y el mejoramiento de los recursos naturales y ecosistema.
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CONTAMINACIÓN: la presencia o introducción al ambiente de elementos nocivos a la vida, la 
flora o la fauna, o que degraden la calidad de la atmósfera, del agua, del suelo o de los bienes 
y recursos naturales en general, conforme lo establece la ley.

CONTAMINANTE: toda materia, elemento, compuesto, sustancias, derivados químicos o 
biológicos, energía, radiación, vibración, ruido, o una combinación de ellos en cualquiera de 
sus estados físicos que al incorporarse o actuar en la atmósfera, agua, suelo, flora, fauna o 
cualquier otro elemento del ambiente, altere o modifique su composición natural y degrade 
su calidad, poniendo en riesgo la salud de las personas y la preservación o conservación del 
ambiente.

CONTROL AMBIENTAL: la fiscalización, seguimiento y aplicación de medidas para la conservación 
del ambiente.

CONTAMINACIÓN SÓNICA: sonidos que por su nivel, prolongación o frecuencia afecten 
la salud humana o la calidad de vida de la población, sobrepasando los niveles permisibles 
legalmente establecidos.

CLAUSURA: el cierre e inhibición de funcionamiento de un establecimiento, edificio o instalación, 
por resolución administrativa o judicial, cuando, de acuerdo a la ley, su funcionamiento 
contamine o ponga en peligro los elementos del ambiente, el equilibrio del ecosistema, o la 
salud y calidad de vida de la población.

DAÑO AMBIENTAL: toda pérdida, disminución, deterioro o perjuicio que se ocasione al 
ambiente o a uno o más de sus componentes, en contravención a las normas legales. El daño 
podrá ser grave cuando ponga en peligro la salud de grupos humanos, ecosistema o especies 
de flora y fauna e irreversible, cuando los efectos que produzca sean irreparables y definitivos.

DESARROLLO SOSTENIBLE: es el mejoramiento de la calidad de vida de las presentes 
generaciones, con desarrollo económico, democracia política, equidad y equilibrio ecológico, 
sin menoscabo de la calidad de vida de las generaciones venideras.

DESASTRE AMBIENTAL: todo acontecimiento de alteración del medio ambiente, de origen 
natural o inducido, o producido por acción humana, que por su gravedad y magnitud ponga 
en peligro la vida o las actividades humanas o genere un daño significativo para los recursos 
naturales, produciendo severas pérdidas al país o a una región.

DESECHOS: material o energía resultante de la ineficiencia de los procesos y actividades, que 
no tienen uso directo y es descartado permanentemente.

DESECHOS PELIGROSOS: cualquier material sin uso directo o descartado permanentemente 
que por su actividad química o por sus características corrosivas, reactivas, inflamables, tóxicas, 
explosivas, combustión espontánea, oxidante, infecciosas, bioacumulativas, ecotóxicas o 
radioactivas u otras características, que ocasionen peligro o ponen en riesgo la salud humana 
o el ambiente, ya sea por sí solo o al contacto con otro desecho.
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DESERTIFICACIÓN: el proceso de la degradación de las tierras de zonas áridas, semiáridas y 
subhúmedas, secas resultantes de diversos factores, tales como las variaciones climáticas y 
las actividades humanas.

DESTRUCCIÓN, DISPOSICIÓN FINAL O DESNATURALIZACIÓN: eliminación   física, o 
transformación en productos inocuos de bienes nocivos o peligrosos para el ambiente, el 
equilibrio de los ecosistemas y la salud y calidad de vida de la población, bajo estrictas normas 
de control.

DIMENSIÓN AMBIENTAL: estrecha interrelación que debe existir entre el ambiente y el 
desarrollo; indica una característica que debe tener todo plan de desarrollo, bien sea local, 
regional, nacional o global, y que se expresa en la necesidad de tener en cuenta la situación 
ambiental existente y su proyección futura, incorporando elementos de manera integral en el 
proceso de planificación y aplicación práctica.

DIVERSIDAD BIOLÓGICA: variabilidad de organismos vivos de cualquier fuente, incluidos los 
ecosistemas terrestres y marinos, otros ecosistemas acuáticos y los complejos ecológicos de 
los que forman parte. Comprende la diversidad de genes, especies y ecosistemas.

ECOEFICIENCIA: forma de producir o de prestar un servicio, con énfasis en la disminución de 
costos económicos y ambientales, así como de la intensidad del uso de los recursos, a través 
del ciclo de vida del producto o servicio, respetando la capacidad de carga de los ecosistemas.

ECOSISTEMA: es la unidad funcional básica de interacción de los organismos vivos entre sí y 
de éstos con el ambiente, en un espacio y tiempo determinados.

EDUCACIÓN AMBIENTAL: proceso de formación ambiental ciudadana, formal, no formal e 
informal, para la toma de conciencia y el desarrollo de valores, concepto y actitudes frente a 
la protección, conservación o restauración, y el uso sostenible de los recursos naturales y el 
medio ambiente.

ENDÉMICO: especie o fenómeno que se circunscribe u ocurre, o se encuentra mayor mente 
o preferentemente, en un territorio o ecosistema determinado.

ESCENARIO CLIMÁTICO: representación verosímil normalmente simplificada del clima futuro, 
basada en una serie de variables climatológicas, elaboradas para ser usadas en la investigación 
de las probables consecuencias del cambio climático antropogénico, para la creación de 
modelos de impacto (2).

ESTABLECIMIENTO O INSTALACIÓN PELIGROSA: Aquella que por el tipo de los productos 
que elabora; o de la materia prima que utiliza, puede poner en grave peligro la salud, la vida 
o el medio ambiente, tales como fábricas de explosivos, almacenes de sustancias tóxicas o 
peligrosas, fundiciones de minerales y las que produzcan radiaciones.

ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL:  instrumento de  diagnóstico,  evaluación,  planificación 
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y control, constituido por un conjunto de actividades técnicas y científicas realizadas por un 
equipo multidisciplinario, destinadas a la identificación, predicción y control de los impactos 
ambientales, positivos y negativos, de una actividad, obra o proyecto, durante todo su ciclo 
vital, y sus alternativas, presentado en un informe técnico y realizado según los criterios 
establecidos legalmente.

EVALUACIÓN AMBIENTAL: el proceso o conjunto de procedimientos, que per mite al Estado, en 
base a un estudio de impacto ambiental, estimar los efectos y consecuencias que la ejecución 
de una determinada obra, actividad o proyecto puedan causar sobre el ambiente, asegurar 
la ejecución y seguimiento de las medidas que puedan prevenir, eliminar, corregir, atender, 
compensar o potenciar, según sea el caso, dichos impactos.

EVALUACIÓN AMBIENTAL ESTRATÉGICA: la evaluación ambiental de políticas, planes, programas, 
leyes y normas legales.

FORMULARIO AMBIENTAL:  documento con carácter de declaración jurada que se presenta 
a la autoridad ambiental competente, de acuerdo a un formato preestablecido, que describe 
las características básicas de la actividad o proyecto a realizar, que por ley requiera de una 
evaluación de impacto ambiental como condición previa a la obtención de un permiso ambiental.

GESTIÓN PUBLICA AMBIENTAL: todas las actividades o mandatos legales que realiza o ejecuta 
el Estado o las municipalidades en relación al medio ambiente con consecuencia o impacto 
en el mismo.

IMPACTO AMBIENTAL: cualquier alteración significativa, positiva o negativa, de uno o más de 
los componentes del ambiente, provocadas por acción humana o fenómenos naturales en 
un área de influencia definida.

MEDIO AMBIENTE: el sistema de elementos bióticos, abióticos, socioeconómicos, culturales 
y estéticos que interactúan entre sí, con los individuos y con la comunidad en la que viven, 
determinando su relación y sobrevivencia, en el tiempo y el espacio.

MITIGACIÓN: intervención antropogénica para reducir las fuentes o mejorar sumideros de 
gases efecto invernadero (2).

NIVELES PERMISIBLES DE CONCENTRACIÓN: valores o parámetros que establecen el máximo 
grado de concentración de contaminantes que pueden ser vertidos en una fuente, ducto o 
chimenea, en lugares en donde se efectúa un monitoreo o control de los contaminantes 
durante el proceso de producción o la realización de una actividad.

NIVELES PERMISIBLES DE EXPOSICIÓN: valores de un parámetro físico, químico o biológico, que 
indican el máximo o mínimo grado de concentración, o los períodos de tiempos de exposición 
a determinados elementos, compuestos, sustancias, derivados químicos o biológicos, energías, 
radiaciones, vibraciones, ruidos o combinación de ellos, cuya presencia en un elemento 
ambiental puede causar daños o constituir riesgo para la salud humana.
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NORMAS TÉCNICAS DE CALIDAD AMBIENTAL: aquellas que establecen los valores límite 
de concentración y períodos, máximos o mínimos permisibles de elementos, compuestos, 
derivados químicos o biológicos, radiaciones, vibraciones, ruidos, olores o combinaciones de 
ellos, cuya presencia o carencia en el ambiente pueden constituir un riesgo para la salud o el 
bienestar humano, la vida y conservación de la naturaleza.

OBLIGACIÓN DE REPARAR EL DAÑO: deber legal de restablecer el medio ambiente o ecosistema, 
a la situación anterior al hecho, que lo contaminó, deterioró o destruyó, cuando sea posible, 
o en dar una compensación a la sociedad en su conjunto, que sustituya de la forma más 
adecuada y equitativa el daño, además de indemnizar a particulares por perjuicios conexos 
con el daño ambiental, según corresponda.

PERMISO AMBIENTAL: acto administrativo por medio del cual el Ministerio de acuerdo a esta 
ley y su reglamento, a solicitud del titular de una actividad, obra o proyecto, autoriza a que 
estas se realicen, sujetas al cumplimiento de las condiciones que este acto establezca.

PLAN DE ABANDONO: el documento, debidamente aprobado por el Ministerio, que contiene las 
acciones y plazos para su realización, que legalmente debe realizar el titular de una concesión 
de exploración o explotación de minerales o hidrocarburos, para restablecer el medio ambiente 
o realizar medidas compensatorias, en su caso, después de terminar las labores de exploración
o explotación.

PROCESOS ECOLÓGICOS ESENCIALES: aquellos procesos que sustentan la productividad, 
adaptabilidad y capacidad de renovación de los suelos, aguas, aire y de todas las manifestaciones 
de vida.

PROCESOS PELIGROSOS O DE PELIGRO:  los que por el tipo de tecnología que aplican, la 
materia prima que usan o transforman o los productos que generen, pongan o puedan poner en 
peligro la salud, la vida humana, los ecosistemas o el medio ambiente, tales como la fabricación, 
manipulación, almacenamiento y disposición final de sustancias tóxicas, peligrosas, radioactivas.

RECURSOS GENÉTICOS: cualquier material de origen vegetal, animal o microbiano o de otro 
tipo de valor real o potencial que contenga unidades funcionales de herencia.

RECURSOS NATURALES: elementos naturales que el hombre puede aprovechar para satisfacer 
sus necesidades económicas, sociales y culturales.

REGLAS TÉCNICAS: las directrices o criterios que regulan las relaciones del ser humano con 
su medio ambiente con la finalidad de asegurar el equilibrio ecológico.

RETENCIÓN: disponer y mantener, por resolución de la autoridad competente, de acuerdo 
a la ley, bajo prohibición de traslado, uso, consumo, almacenaje, cultivo, procesamiento, y 
condiciones de seguridad, bienes y derivados de dudosa naturaleza o condiciones que pongan, 
o puedan poner, en peligro los recursos del ambiente, el equilibrio de los ecosistemas, o la 
salud y calidad de vida de la población.
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SUSPENSIÓN: la cesación temporal de permisos, licencias, concesiones, o cualquier autorización 
de instalación o de funcionamiento de una actividad, obra o proyecto, cuando conforme a los 
preceptos y procedimientos establecidos por ley se compruebe que se han violado las leyes 
y reglamentos ambientales que dieron lugar al otorgamiento de dichos permisos, licencias y 
concesiones.

SUSTANCIAS PELIGROSAS: todo material con características corrosivas, reactivas, radioactivas, 
explosivas, tóxicas, inflamables o con actividad biológica.

VULNERABILIDAD: nivel de susceptibilidad de un sistema a los efectos adversos del cambio 
climático, incluido la variabilidad climática, fenómenos extremos; en función del carácter, 
magnitud y velocidad de los mismos, frente a los que se encuentra expuesto, así como su 
sensibilidad y capacidad de adaptación (2).

ZONA COSTERO-MARINA: es la franja costera comprendida dentro de los primeros 20 kilómetros 
que va desde la línea costera tierra adentro y la zona marina en el área que comprende al mar 
abierto, desde cero a 100 metros de profundidad, y en donde se distribuyen las especies de 
organismos del fondo marino.

ZONA DE RECARGA ACUÍFERA: lugar o área en donde las aguas lluvias se infiltran en el suelo, 
las cuales pasan a formar parte de las aguas subterráneas o freáticas.

TÍTULO II

GESTIÓN DEL MEDIO AMBIENTE 

CAPÍTULO I

SISTEMA DE GESTIÓN DEL MEDIO AMBIENTE

CREACIÓN DEL SISTEMA NACIONAL DE GESTIÓN DEL MEDIO AMBIENTE

Art. 6. Créase el Sistema Nacional de Gestión del Medio Ambiente, formado por el Ministerio 
que será su coordinador, las unidades ambientales en cada Ministerio y las instituciones 
autónomas y municipales, se llamará SINAMA y tendrá como finalidad establecer, poner en 
funcionamiento y mantener en las entidades e instituciones del sector público los principios, 
normas, programación, dirección y coordinación de la gestión ambiental del Estado.

Tendrá los objetivos siguientes:

a)	 Establecer los mecanismos de coordinación de gestión ambiental en las entidades e 
instituciones del sector público, para implantar la dimensión ambiental en el desarrollo 
del país;

b)	 Establecer la organización estructural y funcional de la gestión ambiental en las 
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entidades e instituciones del sector público;
c)	 Establecer los procedimientos para generar, sistematizar, registrar y suministrar 

información sobre la gestión ambiental y el estado del medio ambiente como base 
para la preparación de planes y programas ambientales, para evaluar los impactos 
ambientales de las políticas sectoriales y para evaluar el desempeño de la gestión 
ambiental de los miembros del Sistema Nacional de Gestión del Medio Ambiente;

d)	 Establecer como responsabilidad propia de la dirección superior de cada entidad o 
institución del sector público la implantación, ejecución y seguimiento de la gestión 
ambiental; y,

e)	 Establecer las normas de participación y coordinación entre éste y el Ministerio.

Compete al Órgano Ejecutivo en el ramo del Medio Ambiente y Recursos Naturales, la 
coordinación del SINAMA, para lo cual dictará las políticas que servirán como guía para el 
diseño, organización y funcionamiento el cual será centralizado en cuanto a la normación, y 
descentralizado en cuanto a la operación.

UNIDADES AMBIENTALES

Art. 7. Las instituciones públicas que formen parte del SINAMA, deberán contar con unidades 
ambientales, organizadas con personal propio y financiadas con el presupuesto de las unidades 
primarias. Las Unidades Ambientales son estructuras especializadas, con funciones de supervisar, 
coordinar y dar seguimiento a las políticas, planes, programas, proyectos y acciones ambientales 
dentro de su institución y para velar por el cumplimiento de las normas ambientales por parte 
de la misma y asegurar la necesaria coordinación interinstitucional en la gestión ambiental, de 
acuerdo a las directrices emitidas por el Ministerio.

CAPÍTULO II 

PARTICIPACIÓN DE LA POBLACIÓN EN LA GESTIÓN AMBIENTAL

Art. 8. Las Instituciones integrantes del Sistema Nacional de Gestión del Medio Ambiente 
previamente a la aprobación de sus políticas, planes y programas, consultarán para su gestión 
ambiental, con las organizaciones de participación a nivel regional, departamental y local.

DERECHO DE LA POBLACIÓN A SER INFORMADA SOBRE LA GESTIÓN AMBIENTAL

Art. 9. Los habitantes tienen derecho a ser informados, de forma oportuna, clara y suficiente, 
en un plazo que no exceda de quince días hábiles sobre las políticas, planes y programas 
ambientales relacionados con la salud y calidad de vida de la población, especialmente para:

a)	 Participar en las consultas previas a la definición y aprobación de la política ambiental, 
en las formas y mecanismos establecidos en la presente ley y sus reglamentos;

b)	 Participar en las consultas, por los canales que establezca la ley, cuando dentro de su 
municipio se vayan a otorgar concesiones para la explotación de recursos naturales;

c)	 Colaborar con las instituciones especializadas del Estado en la fiscalización y vigilancia 
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para la protección del medio ambiente; y
d)	 Informar se y participar en las consultas sobre las actividades, obras o proyectos, que 

puedan afectarla o requieran Permiso Ambiental.

El Ministerio establecerá lineamientos para la utilización de mecanismos de consultas públicas con 
relación a la gestión ambiental. Fomentará la participación de organismos no gubernamentales 
ambientalistas, de organismos empresariales y el sector académico.

PARTICIPACIÓN DE LA COMUNIDAD

Art. 10. El Ministerio del Medio Ambiente y en lo que corresponda, las demás instituciones del 
Estado, adoptarán políticas y programas específicamente dirigidos a promover la participación 
de las comunidades en actividades y obras destinadas a la prevención del deterioro ambiental.

TÍTULO III

INSTRUMENTOS DE LA POLÍTICA DEL MEDIO AMBIENTE 

CAPÍTULO I

INSTRUMENTOS DE LA POLÍTICA DEL MEDIO AMBIENTE

Art. 11. Son instrumentos de la política del medio ambiente:

a)	 El Ordenamiento Ambiental dentro de los Planes Nacionales o Regionales de Desarrollo 
y de Ordenamiento Territorial;

b)	 La evaluación Ambiental;
c)	 La Información Ambiental;
d)	 La Participación de la población;
e)	 Los Programas de Incentivos y Desincentivos Ambientales;
f)	 El Fondo Ambiental de El Salvador y cualquier otro programa de financiamiento de 

proyectos ambientales;
g)	 La Ciencia y Tecnología aplicadas al Medio Ambiente;
h)	 La Educación y Formación Ambientales; e
i)	 La estrategia nacional del medio ambiente y su plan de acción.

CAPÍTULO II

INCORPORACIÓN DE LA DIMENSIÓN AMBIENTAL PLANES DE DESARROLLO Y 
ORDENAMIENTO DEL TERRITORIO

INCORPORACIÓN DE LA DIMENSION AMBIENTAL EN LOS PLANES DE DESARROLLO Y 
ORDENAMIENTO DEL TERRITORIO

Art. 12. El Ministerio deberá asegurar que la dimensión ambiental sea incorporada en todas las 
políticas, planes y programas nacionales, regionales y locales de desarrollo y ordenamiento 
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del territorio.

RÉGIMEN AMBIENTAL PARA EL DESARROLLO Y ORDENAMIENTO DEL TERRITORIO

Art. 13. Previo a su aprobación, toda política, plan o programa de Desarrollo y ordenamiento 
del Territorio de carácter nacional, regional o local, deberá incorporar el régimen ambiental.
CRITERIOS AMBIENTALES EN EL DESARROLLO Y ORDENAMIENTO DEL TERRITORIO

Art. 14. Para incorporar la dimensión ambiental en toda política, plan o programa de desarrollo 
y ordenamiento del territorio, deben tomarse en cuenta los siguientes criterios:

a)	 La valoración económica de los recursos naturales, que incluya los servicios ambientales 
que éstos puedan prestar, de acuerdo a la naturaleza y características de los ecosistemas;

b)	 Las características ambientales del lugar y sus ecosistemas, tomando en cuenta sus 
recursos naturales y culturales y en especial, la vocación natural y el uso potencial del 
suelo, siendo la cuenca hidrográfica, la unidad base para la planeación del territorio;

c)	 Los desequilibrios existentes por efecto de los asentamientos humanos, las actividades 
de desarrollo y otras actividades humanas o de fenómenos naturales;

d)	 El equilibrio que debe existir entre asentamientos humanos, actividades de desarrollo, 
los factores demográficos y medidas de conservación del medio ambiente; y

e)	 Los demás que señalen las leyes sobre el desarrollo y ordenamiento del territorio.

CAPÍTULO III

NORMAS AMBIENTALES EN LOS PLANES DE DESARROLLO Y 
ORDENAMIENTO DEL TERRITORIO

NORMAS AMBIENTALES EN LOS PLANES DE DESARROLLO

Art. 15. Los planes de desarrollo y de ordenamiento territorial deberán incorporar la dimensión 
ambiental, tomando como base los parámetros siguientes:

a)	 Los usos prioritarios para áreas del territorio nacional, de acuerdo a sus potencialidades 
económicas y culturales, condiciones específicas y capacidades ecológicas, tomando 
en cuenta la existencia de ecosistemas escasos, entre los que se deben incluir laderas 
con más de 30 % de pendiente, la zona marino-costera y plataforma continental, las 
zonas de recarga acuífera, los manglares, las áreas altamente erosionadas o degradadas 
o con altos niveles de población, que sean establecidas como áreas frágiles;

b)	 La localización de las actividades industriales, agropecuarias, forestales, mineras, 
turísticas y de servicios y las áreas de conservación y protección absoluta y de manejo 
restringido;

c)	 Los lineamientos generales del plan de urbanización, conurbación y del sistema de 
ciudades;

d)	 La ubicación de las áreas naturales y culturales protegidas y de otros espacios sujetos 
a un régimen especial de conservación y mejoramiento del ambiente;
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e)	 La ubicación de las obras de infraestructura para generación de energía, comunicaciones, 
transporte, aprovechamiento de recursos naturales, saneamiento de áreas extensas, 
disposición y tratamiento de desechos sólidos y otras análogas;

f)	 La elaboración de planes zonales, departamentales y municipales de ordenamiento 
del territorio; y

g)	 La ubicación de obras para el ordenamiento, aprovechamiento y uso de los recursos 
hídricos.

CAPÍTULO IV

SISTEMA DE EVALUACIÓN AMBIENTAL

EVALUACIÓN AMBIENTAL

Art. 16. El proceso de evaluación ambiental tiene los siguientes instrumentos:

a)	 Evaluación Ambiental Estratégica;
b)	 Evaluación de Impacto Ambiental;
c)	 Programa Ambiental;
d)	 Permiso Ambiental;
e)	 Diagnósticos Ambientales;
f)	 Auditorías Ambientales; y
g)	 Consulta Pública.

EVALUACIÓN AMBIENTAL ESTRATÉGICA

Art. 17. Las políticas, planes y programas de la administración pública, deberán ser evaluadas 
en sus efectos ambientales, seleccionando la alternativa de menor impacto negativo, así 
como a un análisis de consistencia con la Política Nacional de Gestión del Medio Ambiente. 
Cada ente o institución hará sus propias evaluaciones ambientales estratégicas. El Ministerio 
emitirá las directrices para las evaluaciones, aprobará y supervisará el cumplimiento de las 
recomendaciones.

EVALUACIÓN DEL IMPACTO AMBIENTAL

Art. 18. Es un conjunto de acciones y procedimientos que aseguran que las actividades, obras 
o proyectos que tengan un impacto ambiental negativo en el ambiente o en la calidad de 
vida de la población, se sometan desde la fase de preinversión a los procedimientos que 
identifiquen y cuantifiquen dichos impactos y recomienden las medidas que los prevengan, 
atenúen, compensen o potencien, según sea el caso, seleccionando la alternativa que mejor 
garantice la protección del medio ambiente.

COMPETENCIA DEL PERMISO AMBIENTAL

Art. 19. Para el inicio y operación, de las actividades, obras o proyectos definidos en esta ley, 
deberán contar con un permiso ambiental. Corresponderá al Ministerio emitir el permiso 
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ambiental, previa aprobación del estudio de impacto ambiental.

ALCANCE DE LOS PERMISOS AMBIENTALES

Art. 20. El Permiso Ambiental obligará al titular de la actividad, obra o proyecto, a realizar 
todas las acciones de prevención, atenuación o compensación, establecidos en el Programa 
de Manejo Ambiental, como parte del Estudio de Impacto Ambiental, el cual será aprobado 
como condición para el otorgamiento del Permiso Ambiental.

La validez del Permiso Ambiental de ubicación y construcción será por el tiempo que dure la 
construcción de la obra física; una vez terminada la misma, incluyendo las obras o instalaciones 
de tratamiento y atenuación de impactos ambientales, se emitirá el Permiso Ambiental de 
Funcionamiento por el tiempo de su vida útil y etapa de abandono, sujeto al seguimiento y 
fiscalización del Ministerio.

ACTIVIDADES, OBRAS O PROYECTOS QUE REQUERIRÁN DE UN ESTUDIO DE IMPACTO 
AMBIENTAL

Art. 21. Toda persona natural o jurídica deberá presentar el correspondiente Estudio de Impacto 
Ambiental para ejecutar las siguientes actividades, obras o proyectos:

a)	 Obras viales, puentes para tráfico mecanizado, vías férreas y aeropuertos;
b)	 Puertos marítimos, embarcaderos, astilleros, terminales de descarga o trasvase de 

hidrocarburos o productos químicos;
c)	 Oleoductos, gaseoductos, poliductos, carboductos, otras tuberías que transporten 

productos sólidos, líquidos o gases, y redes de alcantarillado;
d)	 Sistemas de tratamiento, confinamiento y eliminación, instalaciones de almacenamiento 

y disposición final de residuos sólidos y desechos peligrosos;
e)	 Exploración, explotación y procesamiento industrial de minerales y combustibles 

fósiles;
f)	 Centrales de generación eléctrica a partir de energía nuclear, térmica, geotérmica e 

hidráulica, eólica y mareomotriz;
g)	 Líneas de transmisión de energía eléctrica;
h)	 Presas, embalses, y sistemas hidráulicos para riego y drenaje;
i)	 Obras para explotación industrial o con fines comerciales y regulación física de recursos 

hídricos;
j)	 Plantas o complejos pesqueros, industriales, agroindustriales, turísticos o parques 

recreativos;
k)	 Las situadas en áreas frágiles protegidas o en sus zonas de amortiguamiento y humedales;
l)	 Proyectos urbanísticos, construcciones, lotificaciones u obras que puedan causar 

impacto ambiental negativo;
m)	 Proyectos del sector agrícola, desarrollo rural integrado, acuacultura y manejo de 

bosques localizados en áreas frágiles; excepto los proyectos forestales y de acuacultura 
que cuenten con planes de desarrollo, los cuales deberán registrarse en el Ministerio 
a partir de la vigencia de la presente ley, dentro del plazo que se establezca para la 
adecuación ambiental;

n)	 Actividades consideradas como altamente riesgosas, en virtud de las características 
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corrosivas, explosivas, radioactivas, reactivas, tóxicas, inflamables o biológico–infecciosas 
para la salud y bienestar humano y el medio ambiente, las que deberán de adicionar 
un Estudio de Riesgo y Manejo Ambiental;

ñ)    	Proyectos o industrias de  biotecnología, o que impliquen el manejo genético o 
producción de organismos modificados genéticamente; y

o)	 Cualquier otra que pueda tener impactos considerables o irreversibles en el ambiente, 
la salud y el bienestar humano o los ecosistemas.

FORMULARIO AMBIENTAL

Art. 22. El titular de toda actividad, obra o proyecto que requiera de permiso ambiental para 
su realización o funcionamiento, ampliación, rehabilitación o reconversión deberá presentar 
al Ministerio el formulario ambiental que esta requiera con la información que se solicite. 
El Ministerio categorizará la actividad, obra o proyecto, de acuerdo a su envergadura y a la 
naturaleza del impacto potencial.

ELABORACIÓN DEL ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL

Art. 23. El Estudio de Impacto Ambiental se realizará por cuenta del titular, por medio de un 
equipo técnico multidisciplinario. Las empresas o personas, que se dediquen a preparar estudios 
de impacto ambiental, deberán estar registradas en el Ministerio, para fines estadísticos y de 
información, quien establecerá el procedimiento de certificación para prestadores de servicios 
de Estudios de Impacto Ambiental, de Diagnósticos y Auditorías de evaluación ambiental.

EVALUACIÓN Y APROBACIÓN DE LOS ESTUDIOS DE IMPACTO AMBIENTAL

Art. 24. La elaboración de los Estudios de Impacto Ambiental, su evaluación y aprobación, se 
sujetarán a las siguientes normas:

a)	 Los estudios deberán ser evaluados en un plazo máximo de sesenta días hábiles 
contados a partir de su recepción; este plazo incluye la consulta pública;

b)	 En caso de aprobación del Estudio de Impacto Ambiental, el Ministerio emitirá el 
correspondiente Permiso Ambiental, en un plazo no mayor de diez días hábiles después 
de notificada la resolución correspondiente;

c)	 Si transcurridos los plazos indicados en los literales que anteceden, el Ministerio, no 
se pronunciare, se aplicará lo establecido en el Art. 3 de la Ley de la Jurisdicción 
Contencioso Administrativo; y

d)	 Excepcionalmente, cuando por la complejidad y las dimensiones de una actividad, obra 
o proyecto se requiera de un plazo mayor para su evaluación, éste se podrá ampliar 
hasta por sesenta días hábiles adicionales, siempre que se justifiquen las razones para 
ello.

CONSULTA PÚBLICA DE LOS ESTUDIOS DE IMPACTO AMBIENTAL

Art. 25. La consulta pública de los Estudios de Impacto Ambiental, se regirá por las siguientes 
normas:
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Previo a su aprobación, los estudios se harán del conocimiento del público, a costa del titular, 
en un plazo de diez días hábiles para que cualquier persona que se considere afectada exprese 
sus opiniones o haga sus observaciones por escrito, lo cual se anunciará con anticipación 
en medios de cobertura nacional y a través de otros medios en la forma que establezca el 
reglamento de la presente ley;

a)	 Para aquellos Estudios de Impacto Ambiental cuyos resultados reflejen la posibilidad 
de afectar la calidad de vida de la población o de amenazar riesgos para la salud y 
bienestar humanos y el medio ambiente, se organizará por el Ministerio una consulta 
pública del estudio en el o los Municipios donde se piense llevar a cabo la actividad, 
obra o proyecto; y;

b)	 En todos los casos de consultas sobre el Estudio de Impacto Ambiental, las opiniones 
emitidas por el público deberán ser ponderadas por el Ministerio.

RECURSOS

Art. 26. La resolución que se pronuncie sobre un estudio de impacto ambiental admitir á los 
recursos establecidos en esta ley y la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativo.

AUDITORÍAS DE EVALUACIÓN AMBIENTAL

Art. 27. Para asegurar el cumplimiento de las condiciones, fijadas en el permiso ambiental, por 
el titular de obras o proyectos, el Ministerio, realizará auditorías de evaluación ambiental de 
acuerdo a los siguientes requisitos:

a)	 Las auditorías se realizarán periódicamente o aleatoria, en la forma que establezca el 
reglamento de la presente ley;

b)	 El Ministerio, se basará en dichas auditorías para establecer las obligaciones que deberá 
cumplir el titular o propietario de la obra o proyecto en relación al permiso ambiental; y

c)	 La auditoría de evaluación ambiental constituirá la base para los programas de 
autorregulación para las actividades, obras o proyectos, que se acojan a dicho programa.

CONTROL Y SEGUIMIENTO DE LA EVALUACIÓN AMBIENTAL

Art. 28. El control y seguimiento de la Evaluación Ambiental, es función del Ministerio, para lo 
cual contará con el apoyo de las unidades ambientales.

FIANZA DE CUMPLIMIENTO AMBIENTAL

Art. 29. Para asegurar el cumplimiento de los Permisos Ambientales en cuanto a la ejecución 
de los Programas de Manejo y Adecuación Ambiental, el titular de la obra o proyecto deberá 
rendir una Fianza de Cumplimiento por un monto equivalente a los costos totales de las obras 
físicas o inversiones que se requieran, para cumplir con los planes de manejo y adecuación 
ambiental. Esta fianza durará hasta que dichas obras o inversiones se hayan realizado en la 
forma previamente establecida.
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CAPÍTULO V 

INFORMACIÓN AMBIENTAL

INFORMACIÓN AMBIENTAL

Art. 30. El Ministerio y las Instituciones del Sistema Nacional de Gestión del Medio Ambiente, 
deberán recopilar, actualizar y publicar la información ambiental que les corresponda manejar.

Las Instituciones que conforman el Sistema Nacional de Gestión del Medio Ambiente, deben 
suministrar la información que les solicite el Ministerio, la cual será de libre acceso al público.

INFORME NACIONAL DEL ESTADO DEL MEDIO AMBIENTE

Art. 31. El Ministerio elaborará cada dos años para su presentación a la nación a través del 
Presidente de la República el Informe Nacional del Estado del Medio Ambiente.

CAPÍTULO VI

INCENTIVOS AMBIENTALES Y DESINCENTIVOS ECONÓMICOS 

INCENTIVOS Y DESINCENTIVOS AMBIENTALES

Art. 32. El Ministerio, conjuntamente con el Ministerio de Economía y el de Hacienda, previa 
consulta con el Consejo Nacional de Desarrollo Sostenible, elaborará programas de incentivos y 
desincentivos ambientales para facilitar la reconversión de procesos y actividades contaminantes, 
o que hagan uso excesivo o ineficiente de los recursos naturales. Estos programas se incluirán, 
además en las leyes que contengan beneficios fiscales para quienes realicen procesos, 
actividades, proyectos o productos ambientalmente sanos o apoyen la conservación de los 
recursos naturales.

El Banco Multisectorial de Inversiones establecerá líneas de crédito para que el sistema financiero 
apoye a la pequeña, mediana y microempresa, a fin de que puedan oportunamente adaptarse 
a las disposiciones de la presente ley.

APOYO A LAS ACTIVIDADES PRODUCTIVAS AMBIENTALMENTE SANAS

Art. 33. El Ministerio estimulará a los empresarios a incorporar en su actividad productiva, 
procesos y tecnologías ambientalmente adecuadas, utilizando los programas de incentivos 
y desincentivos, y promoviendo la cooperación nacional e internacional financiera y técnica.

MECANISMOS DE FINANCIAMIENTO DE LA GESTIÓN AMBIENTAL

Art. 34. El Estado promoverá mecanismos de financiamiento para la gestión ambiental pública 
y privada, con recursos privados o de cooperación internacional, además de los que se asignen 
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para tal fin en el Presupuesto General de la Nación.

APOYO A LA CAPTACIÓN DE RECURSOS PARA LA GESTIÓN AMBIENTAL

Art. 35. El Ministerio apoyará a los Gobiernos Municipales, a los sectores gubernamentales 
y sector no gubernamental en la gestión de recursos, a través de la cooperación técnica y 
financiera nacional e internacional, para ser destinados a actividades y proyectos de conservación, 
recuperación y producción ambientalmente sana.

FINANCIAMIENTO AL COMPONENTE AMBIENTAL EN ACTIVIDADES, OBRAS O PROYECTOS

Art. 36. En los proyectos públicos financiados con partidas del presupuesto nacional o municipal, 
o con fondos externos, deberán incluirse las partidas necesarias para financiar el componente 
ambiental en los mismos y las condiciones y medidas contenidas en el per miso ambiental 
que autorice dichos proyectos.

PREMIO NACIONAL DEL MEDIO AMBIENTE

Art. 37. Créase el Premio Nacional del Medio Ambiente, que será otorgado anualmente por el 
Presidente de la República, a las personas, empresas, proyectos o instituciones, que durante 
el año se hayan destacado en actividades de protección del medio ambiente o en la ejecución 
de procesos ambientalmente sanos en el país.

SELLOS VERDES O ECOETIQUETADO

Art. 38. El reglamento de la presente Ley contendrá las normas y procedimientos para 
regular la acreditación y registro de los organismos que certifiquen los procesos y productos 
ambientalmente sanos, o provenientes del aprovechamiento sostenible de los recursos naturales.

Las organizaciones u organismos registrados emitirán el sello verde o ecoetiquetado a productos 
o procesos ambientalmente sanos, previa certificación del Ministerio.

TÍTULO IV 

DIMENSIÓN AMBIENTAL

CAPÍTULO ÚNICO 

EDUCACIÓN Y FORMACIÓN AMBIENTAL

DIMENSIÓN AMBIENTAL EN LAS PRÁCTICAS PARA LA OBTENCIÓN DE TÍTULOS O DIPLOMAS

Art. 39. Para la obtención de cualquier título académico, deberá destinarse una parte de las 
horas de servicio social, a prácticas relacionadas con el medio ambiente, según lo establecido 
en las leyes respectivas.
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INVESTIGACIÓN CIENTÍFICA Y TECNOLÓGICA

Art. 40. El Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología, las Universidades, el Centro Nacional 
de Tecnología Agropecuaria y Forestal del Ministerio de Agricultura y Ganadería, el Ministerio 
de Educación y demás organismos que promuevan y desarrollen la investigación científica 
y tecnológica, incluirán en sus planes, programas y proyectos de ciencia y tecnología la 
dimensión ambiental.

CONCIENTIZACIÓN AMBIENTAL

Art. 41. El Ministerio promoverá con las instituciones educativas, organismos no gubernamentales 
ambientalistas, el sector empresarial y los medios de comunicación, la formulación y desarrollo 
de programas de concientización ambiental.

TÍTULO V

PREVENCIÓN Y CONTROL DE LA CONTAMINACIÓN 

CAPÍTULO I

DISPOSICIONES ESPECIALES 

DEBERES DE LAS PERSONAS E INSTITUCIONES DEL ESTADO

Art. 42. Toda persona natural o jurídica, el Estado y sus entes descentralizados están obligados, 
a evitar las acciones deteriorantes del medio ambiente, a prevenir, controlar, vigilar y denunciar 
ante las autoridades competentes la contaminación que pueda perjudicar la salud, la calidad 
de vida de la población y los ecosistemas, especialmente las actividades que provoquen 
contaminación de la atmósfera, el agua, el suelo y el medio costero marino.

PROGRAMAS DE PREVENCIÓN Y CONTROL DE LA CONTAMINACIÓN

Art. 43. El Ministerio elaborará, en coordinación con el Ministerio de Salud Pública y Asistencia 
Social, los entes e instituciones del Sistema Nacional de Gestión del Medio Ambiente, programas 
para prevenir y controlar la contaminación y el cumplimiento de las normas de calidad. Dentro 
de los mismos se promoverá la introducción gradual de programas de autorregulación por 
par te de los titulares de actividades, obras o proyectos.

CAPÍTULO II

ESTABLECIMIENTO DE LAS NORMAS TÉCNICAS DE CALIDAD AMBIENTAL 

APROBACIÓN DE LAS NORMAS TÉCNICAS DE CALIDAD AMBIENTAL
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Art. 44. El Ministerio, en coordinación con el Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología, velaran 
por el cumplimiento de las normas técnicas de calidad ambiental. Un reglamento especial 
aprobado por el Presidente de la República contendrá dichas normas.

REVISIÓN DE LAS NORMAS DE CALIDAD AMBIENTAL

Art. 45. Es obligación del Ministerio, revisar periódicamente las normas técnicas de calidad 
ambiental, a fin de proponer al Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología la readecuación 
necesaria de acuerdo a los cambios físicos, químicos, biológicos, económicos y tecnológicos.

CAPÍTULO III

PREVENCIÓN Y CONTROL DE LA CONTAMINACIÓN

INVENTARIOS DE EMISIONES Y MEDIOS RECEPTORES

Art. 46. Para asegurar un eficaz control de protección contra la contaminación, se establecerá, 
por parte del Ministerio en coordinación con el Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social y 
con las autoridades competentes en materia de normatividad del uso o protección del agua, el 
aire y el suelo, la capacidad de estos recursos como medios receptores, priorizando las zonas 
del país más afectadas por la contaminación.

Para ello, recopilará la información que permita elaborar en forma progresiva los inventarios 
de emisiones y concentraciones en los medios receptores, con el apoyo de las instituciones 
integrantes del Sistema Nacional de Gestión del Medio Ambiente, a fin de sustentar con base 
científica el establecimiento y adecuación de las normas técnicas de calidad del aire, el agua 
y el suelo.

PROTECCIÓN DE LA ATMÓSFERA

Art. 47. La protección de la atmósfera se regirá por los siguientes criterios básicos:

a)	 Asegurar que la atmósfera no sobrepase los niveles de concentración permisibles de 
contaminantes, establecidos en las normas técnicas de calidad del aire, relacionadas con 
sustancias o combinación de estas, partículas, ruidos, olores, vibraciones, radiaciones 
y alteraciones lumínicas, y provenientes de fuentes artificiales, fijas o móviles;

b)	 Prevenir, disminuir o eliminar gradualmente las emisiones contaminantes en la atmósfera 
en beneficio de la salud y el bienestar humano y del ambiente; y

c)	 El Ministerio, con apoyo del Sistema Nacional de Gestión del Medio Ambiente, elaborara 
y coordinara la ejecución, de Planes Nacionales para el Cambio Climático y la Protección 
de la Capa de Ozono, que faciliten el cumplimiento de los compromisos internacionales 
ratificados por El Salvador.

PROTECCIÓN DEL RECURSO HÍDRICO

Art. 48. El Ministerio promoverá el manejo integrado de cuencas hidrográficas, una ley especial 
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regulará esta materia.
El Ministerio creará un comité interinstitucional nacional de planificación, gestión y uso 
sostenible de cuencas hidrográficas. Además, promoverá la integración de autoridades locales 
de las mismas.

CRITERIOS DE SUPERVISIÓN

Art. 49. El Ministerio será responsable de supervisar la disponibilidad y la calidad del agua.
Un reglamento especial contendrá las normas técnicas para tal efecto, tomando en consideración 
los siguientes criterios básicos:

a)	 Garantizar, con la participación de los usuarios, la disponibilidad, cantidad y calidad 
del agua para el consumo humano y otros usos, mediante los estudios y las directrices 
necesarias;

b)	 Procurar que los habitantes, utilicen prácticas correctas en el uso y disposición del 
recurso hídrico;

c)	 Asegurar que la calidad del agua se mantenga dentro de los niveles establecidos en 
las normas técnicas de calidad ambiental;

d)	 Garantizar que todos los vertidos de sustancias contaminantes, sean tratados previamente 
por parte de quien los ocasionare; y

e)	 Vigilar que en toda actividad de reutilización de aguas residuales, se cuente con el 
Permiso Ambiental correspondiente, de acuerdo a lo establecido en esta Ley.

PROTECCIÓN DEL SUELO

Art. 50. La prevención y control de la contaminación del suelo, se regirá por los siguientes 
criterios:

a)	 El Ministerio elaborará las directrices para la zonificación ambiental y los usos del suelo. 
El Gobierno central y los Municipios en la formulación de los planes y programas de 
desarrollo y ordenamiento territorial estarán obligados a cumplir las directrices de 
zonificación al emitir los permisos y regulaciones para el establecimiento de industrias, 
comercios, vivienda y servicios, que impliquen riesgos a la salud, el bienestar humano 
o al medio ambiente;

b)	 Los habitantes deberán utilizar prácticas correctas en la generación, reutilización, 
almacenamiento, transporte, tratamiento y disposición final de los desechos domésticos, 
industriales y agrícolas;

c)	 El Ministerio promoverá el manejo integrado de plagas y el uso de fertilizantes, 
fungicidas y plaguicidas naturales en la actividad agrícola, que mantengan el equilibrio 
de los ecosistemas, con el fin de lograr la sustitución gradual de los agroquímicos por 
productos naturales bioecológicos; y

d)	 El Ministerio en cumplimiento de la presente ley y sus reglamentos vigilará y asegurará 
que la utilización de agroquímicos produzca el menor impacto en el equilibrio de 
los ecosistemas. Una ley especial contendrá el listado de productos agroquímicos y 
sustancias de uso industrial cuyo uso quedará prohibido.
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PROTECCIÓN DEL MEDIO COSTERO-MARINO

Art. 51. Para prevenir la contaminación del medio costero - marino, se adoptarán las medidas 
siguientes:

a)	 El Ministerio, de acuerdo a la presente ley y sus reglamentos prevendrá y controlará 
los derrames y vertimientos de desechos, resultado de actividades operacionales de 
buques y embarcaciones; y de cualquier sustancia contaminante;

b)	 El Ministerio, en coordinación con las autoridades competentes, elaborará las directrices 
relativas al manejo de los desechos que se originan en las instalaciones portuarias, 
industriales, marítimas, infraestructura turística, pesca, acuacultura, transporte y 
asentamientos humanos;

c)	 El Ministerio de conformidad a la presente ley y sus reglamentos emitirá directrices en 
relación a la utilización de sistemas de tratamiento de las aguas residuales, provenientes 
de las urbanizaciones e industrias que se desarrollen en la zona costero-marina. Toda 
actividad, obra o proyecto que implique riesgos de descarga de contaminantes en la 
zona costero-marina, deberá obtener el correspondiente permiso ambiental.

CONTAMINACIÓN Y DISPOSICIÓN FINAL DE DESECHOS SÓLIDOS

Art. 52. El Ministerio promoverá, en coordinación con el Ministerio de Salud Pública y Asistencia 
Social, Gobiernos Municipales y otras organizaciones de la sociedad y el sector empresarial el 
reglamento y programas de reducción en la fuente, reciclaje, reutilización y adecuada disposición 
final de los desechos sólidos. Para lo anterior se formulará y aprobará un programa nacional 
para el manejo Integral de los desechos sólidos, el cual incorporará los criterios de selección 
de los sitios para su disposición final.

CAPÍTULO IV

CONTINGENCIAS, EMERGENCIAS Y DESASTRES AMBIENTALES

PREVENCIÓN DE DESASTRE AMBIENTAL

Art. 53. El Estado y sus Instituciones tienen el deber de adoptar medidas para prevenir, evitar 
y controlar desastres ambientales.

EMERGENCIAS Y DESASTRES AMBIENTALES

Art. 54. Ante la inminencia u ocurrencia de un desastre ambiental, el Órgano Ejecutivo, declarará 
el estado de emergencia ambiental por el tiempo que persista la situación y sus consecuencias, 
abarcando toda la zona afectada, adoptando medidas de ayuda, asistencia, movilización de 
recursos humanos y financieros, entre otros, para apoyar a las poblaciones afectadas y procurar 
mitigar el deterioro ocasionado.
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OBLIGACIÓN DE ELABORAR PLANES DE PREVENCIÓN Y CONTINGENCIA AMBIENTAL

Art. 55. El Ministerio, en coordinación con el Comité de Emergencia Nacional, elaborará el 
Plan Nacional de Prevención y Contingencia Ambiental, siendo este último el que lo ejecutará. 
El Plan pondrá énfasis en las áreas frágiles o de alto riesgo, de acuerdo a un Mapa Nacional 
de Riesgo Ambiental que será elaborado por el Ministerio con el apoyo de las instituciones 
especializadas.

Las instituciones, públicas o privadas que realizan procesos peligrosos o manejan sustancias 
o desechos peligrosos, o se encuentran en zonas de alto riesgo, que ya estén definidas en 
el Mapa establecido en el inciso anterior, están obligadas a incorporar el Plan Nacional de 
Prevención y Contingencia Ambiental en planes institucionales de prevención y contingencia 
en sus áreas y sectores específicos de acción y desempeño.

Cuando se trate de instituciones privadas deberán de rendir fianza que garantice el establecimiento 
de su Plan Institucional de Prevención y Contingencia incurriendo en responsabilidad 
administrativa quien tenga la obligación y no elabore dicho plan.

Para la obtención del correspondiente permiso ambiental las empresas interesadas deberán 
establecer su plan institucional de prevención y contingencia.

CAPÍTULO V

RIESGOS AMBIENTALES Y MATERIALES PELIGROSOS

RIESGOS AMBIENTALES Y MATERIALES PELIGROSOS

Art. 56. El Ministerio calificará las actividades de riesgo ambiental de acuerdo a esta ley y sus 
disposiciones reglamentarias.

INTRODUCCIÓN, TRÁNSITO, DISTRIBUCIÓN Y ALMACENAMIENTO DE SUSTANCIAS PELIGROSAS

Art. 57. La introducción, tránsito, distribución y almacenamiento de sustancias peligrosas será 
autorizada por el Ministerio, en coordinación con el Ministerio de Salud Pública y Asistencia 
Social, el Ministerio de Economía y el Consejo Superior de Salud Pública; un reglamento 
especial regulará el procedimiento para esta materia.

DESECHOS PELIGROSOS

Art. 58. El Ministerio, en coordinación con los Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social, 
Economía y las municipalidades, de acuerdo a las leyes pertinentes y reglamentos de las mismas, 
regulará el manejo, almacenamiento y disposición final de desechos peligrosos producidos 
en el país.



214

Legislación Ambiental - El Salvador 2021

PROHIBICIÓN DE INTRODUCIR DESECHOS PELIGROSOS

Art. 59. Se prohíbe la introducción en el territorio nacional de desechos peligrosos, así como 
su tránsito, liberación y almacenamiento.

CONTAMINACIÓN POR SUSTANCIAS, RESIDUOS Y DESECHOS PELIGROSOS

Art. 60. Toda persona natural o jurídica que use, genere, recolecte, almacene, reutilice, recicle, 
comercialice, transporte, haga tratamiento o disposición final de sustancias, residuos y desechos 
peligrosos, deberá obtener el Permiso Ambiental correspondiente, de acuerdo a lo establecido 
en esta ley.

PARTE II 

DISPOSICIONES ESPECIALES

TÍTULO VI

RECURSOS NATURALES

CAPÍTULO ÚNICO

DISPOSICIONES COMUNES

INCORPORACIÓN DE LOS RECURSOS NATURALES EN LAS CUENTAS NACIONALES

Art. 61. Corresponderá a los Ministerios de Hacienda, Economía y el Banco Central de Reserva 
en coordinación con el de Medio Ambiente y Recursos Naturales asignar a los recursos naturales 
una valoración económica e incorporarlos en las cuentas nacionales.

PERMISOS DE APROVECHAMIENTO DE RECURSOS NATURALES

Art. 62. Cuando el Ministerio otorgue licencias o permisos ambientales para el uso y 
aprovechamiento sostenible de un recurso natural, se tomarán en cuenta las medidas para 
prevenir, minimizar, corregir o compensar adecuadamente el impacto ambiental.

En el permiso ambiental de aprovechamiento de recursos naturales, deberán incluirse las 
disposiciones específicas de protección al medio ambiente.

REQUERIMIENTO DE CONCESIÓN

Art. 63. El Ministerio requerirá al interesado, la concesión expedida por la autoridad competente, 
previo al otorgamiento de permisos ambientales para el uso y el aprovechamiento de los 
recursos naturales.
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REVOCACIÓN DE PERMISOS AMBIENTALES DE APROVECHAMIENTO DE RECURSOS

Art. 64. Son causas de revocación de los permisos ambientales de aprovechamiento de recursos 
naturales las siguientes:

a)	 La negativa del titular del permiso ambiental a cumplir las condiciones establecidas 
en éste; y

b)	 La violación de las normas técnicas de calidad ambiental y las de aprovechamiento 
racional y sostenible del recurso.

TÍTULO VI-BIS (2)

ADAPTACIÓN AL CAMBIO CLIMÁTICO

CAPÍTULO ÚNICO

DE LA ADAPTACIÓN AL CAMBIO CLIMÁTICO 

FORTALECIMIENTO INSTITUCIONAL Y RESPONSABILIDAD SOCIAL

Art. 64-A. El Estado por medio del gobierno central, entidades descentralizadas, autónomas, 
semiautónomas y municipales, adoptarán las regulaciones necesarias para estudiar, investigar, 
prevenir, planificar y responder de manera urgente, adecuada, coordinada y sostenida a los 
impactos negativos del cambio climático.

Así mismo toda persona natural o jurídica, especialmente el sector privado y la sociedad civil 
organizada, adoptarán prácticas que propicien condiciones para reducir la vulnerabilidad, 
mejorar las capacidades de adaptación forzada y permitan desarrollar propuestas participativas 
de mitigación de los efectos adversos del cambio climático (2).

INCORPORACIÓN EN LA POLÍTICA NACIONAL DEL MEDIO AMBIENTE

Art. 64-B.- El ministerio incorporará la adaptación al cambio climático dentro de la política 
nacional del medio ambiente, como eje transversal y de especial atención (2).

ADAPTACIÓN ANTICIPADA Y PLANIFICADA

Art. 64-C. La adaptación de los sistemas humanos al cambio climático será anticipada y 
planificada, para ello el Ministerio:

a)	 En coordinación con el SINAMA elaborarán las normas reglamentarias, directrices 
técnicas, lineamientos y guías institucionales necesarios para el proceso de creación y 
fomento de capacidades institucionales y reducción de la vulnerabilidad para enfrentar 
la adaptación al cambio climático de manera planificada y preferiblemente antes de 
que el evento se manifieste;
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b)	 Identificará, evaluará y seleccionará las opciones de adaptación al cambio climático 
valorando el riesgo y priorizando la capacidad de carga o resiliencia de ecosistemas, 
potenciales impactos, condiciones de vulnerabilidad, costos, efectividad, eficiencia y 
viabilidad de cada una de ellos;

c)	 Dirigirá la investigación, promoción, desarrollo y aumento del uso de tecnologías que 
reduzcan la emisión de gases de efecto invernadero y de secuestro de dióxido de 
carbono, fomentando tecnologías avanzadas o novedosas que sean reales, cuantitativas 
y ecológicamente sustentables;

d)	 En coordinación con las instituciones competentes implementará el desarrollo 
sistemático y progresivo de una matriz energética basada en energías renovables 
sustentables y no contaminantes; y,

e)	 Las demás que le sean asignadas en la presente ley, reglamentos y leyes especiales (2).

PLAN NACIONAL DE CAMBIO CLIMÁTICO

Art. 64-D. El Plan Nacional de Cambio Climático, es el marco de coordinación interinstitucional 
de la administración pública e intersectorial en la evaluación de políticas, impactos, vulnerabilidad 
de los distintos sectores y sistemas frente a la adaptación al cambio climático.

El Plan Nacional de Cambio Climático tendrá los siguientes objetivos:

a)	 Lograr la integración en materia de adaptación al cambio climático para la planificación 
y gestión de sectores socioeconómicos y sistemas ecológicos nacionales;

b)	 Fomentar y promover procesos participativos de todos los sectores implicados en los 
distintos sectores y sistemas, tendientes a la identificación de las mejores opciones 
de adaptación y mitigación al cambio climático dentro de las políticas sectoriales;

c)	 Crear un proceso ininterrumpido de generación de conocimiento y fortalecimiento 
de capacidades, aplicándolos a la adaptación del cambio climático;

d)	 Desarrollar y aplicar métodos y/o herramientas para evaluación de impactos, 
vulnerabilidades y mejor adaptación al cambio climático, en cada sector socioeconómico 
y sistema ecológico afectado;

e)	 Desarrollar los escenarios climáticos regionales, nacional y de regiones geográficas 
específicas y sus líneas de actuación; e,

f)	 Implementar campañas de sensibilización e informativas para la adaptación al cambio 
climático (2).

DE LA APROBACIÓN DEL PLAN NACIONAL

Art. 64-E. El Ministerio con el apoyo del Sistema Nacional de Gestión del Medio Ambiente, 
elaborarán cada cinco años el Plan Nacional de Cambio Climático.

Todo plan nacional deberá ser sometido al proceso de consulta pública con relación a la 
gestión ambiental que regula esta ley (2).

ESCENARIOS CLIMÁTICOS

Art. 64-F. El Ministerio, elaborará para los distintos sectores y sistemas modelos de simulación 
climática futura, con la finalidad de construir escenarios climáticos regionales, nacional y de 
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regiones geográficas específicas, que permitan una mejor representación de las condiciones 
climáticas futuras, para reducir la incertidumbre, vulnerabilidad y planificar formas de adaptación 
para los distintos ecosistemas.

Los escenarios climáticos se desarrollarán considerando aspectos generales con la finalidad 
de poder ser comparados con otros estudios.

Los escenarios climáticos serán incorporados a los distintos modelos de ecosistemas, priorizando 
la salud humana, biodiversidad, recursos hídricos y costeros marinos, bosques, sector agrícola, 
acuicultura, suelo, transporte, industria, energía, turismo, urbanismo y construcción (2).

INFORMES DE SEGUIMIENTO

art. 64-G. Aprobado el Plan Nacional de Cambio Climático el Ministerio deberá elaborar cada 
dos años, un informe de seguimiento, que resuma los logros, obstáculos y propuestas en la 
implementación del mismo y en cada una de las áreas estratégicas evaluadas, considerando 
el fortalecimiento de capacidades y los aspectos climáticos, tecnológicos y financieros (2).

TÍTULO VII

RECURSOS NATURALES RENOVABLES

CAPÍTULO I

APROVECHAMIENTO SOSTENIBLE

USO Y APROVECHAMIENTO DE LOS RECURSOS NATURALES RENOVABLES

Art. 65. El uso y aprovechamiento de los recursos naturales renovables, deberá asegurar la 
sostenibilidad del mismo, su cantidad y calidad, protegiendo adecuadamente los ecosistemas 
a que pertenezcan.

Las instituciones que tengan competencias para el uso de un mismo recurso, deberán coordinar 
y compatibilizar su gestión con las disposiciones de la presente ley y sus reglamentos para 
asegurar la sostenibilidad en el aprovechamiento de dicho recurso.

CAPÍTULO II

DIVERSIDAD BIOLÓGICA

ACCESO, PROTECCIÓN Y APROVECHAMIENTO DE LA DIVERSIDAD BIOLÓGICA

Art. 66. El acceso, investigación, manipulación y aprovechamiento de la diversidad biológica, 
solo podrá hacerse mediante permiso, licencia o concesión otorgados por la autoridad a cargo 
de administrar el recurso, para asegurar su protección y conservación de conformidad a esta ley, 



218

Legislación Ambiental - El Salvador 2021

leyes especiales y los convenios internacionales ratificados por el país. Cuando proceda, previo 
al otorgamiento de permisos, licencias o concesiones, se consultará a las comunidades locales.

ACCIONES Y MEDIDAS ESPECIALES DE CONSERVACIÓN

Art. 67. El Estado, a través de las instituciones responsables de velar por la diversidad biológica, 
regulará prioritariamente la conservación en su lugar de origen, de las especies de carácter 
singular y representativas de los diferentes ecosistemas, las especies amenazadas, en peligro 
o en vías de extinción declaradas legalmente, y el germoplasma de las especies nativas.

NORMAS DE SEGURIDAD SOBRE BIOTECNOLOGÍA

Art. 68. El Ministerio, con el apoyo de instituciones especializadas, aplicará las normas de 
seguridad a las que habrá de sujetarse las variedades resultantes de la acción humana mediante 
la biotecnología, supervisando su empleo a fin de minimizar el impacto adverso sobre la 
diversidad biológica nativa.

ESTRATEGIA NACIONAL DE DIVERSIDAD BIOLÓGICA

Art. 69. El Ministerio, con la participación de las instituciones responsables de velar por la 
diversidad biológica, formulará en el plazo no mayor de un año contado a partir de la entrada 
en vigencia de la presente Ley, la Estrategia Nacional de la Diversidad Biológica, la cual se 
actualizará periódicamente. Para su formulación y ejecución la Estrategia integrará a todos 
los sectores de la sociedad.

TÍTULO VIII

LOS ECOSISTEMAS

CAPÍTULO I

AGUAS Y LOS ECOSISTEMAS ACUÁTICOS

GESTIÓN Y USO DE LAS AGUAS Y ECOSISTEMAS ACUÁTICOS

Art. 70. El Ministerio, elaborará y propondrá al Presidente de la República para su aprobación los 
reglamentos necesarios para la gestión, uso, protección y manejo de las aguas y ecosistemas 
tomando en cuenta la legislación vigente y los criterios siguientes:

a)	 Su manejo se realizará en condiciones que prioricen el consumo humano, guardando 
un equilibrio con los demás recursos naturales;

b)	 Los ecosistemas acuáticos deben ser manejados tomando en cuenta las interrelaciones 
de sus elementos y el equilibrio con otros;

c)	 Se promoverán acciones paresa asegurar que el equilibrio del ciclo hidrológico no 
sufra alteraciones negativas para la productividad, el equilibrio de los ecosistemas, 
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la conservación del medio ambiente, la calidad de vida y para mantener el régimen 
climático;

d)	 Asegurar la cantidad y calidad del agua, mediante un sistema que regule sus diferentes usos;
e)	 Se establecerán las medidas para la protección del recurso hídrico de los efectos de 

la contaminación; y
f)	 Todo concesionario de un recurso hídrico para su explotación será responsable de su 

preservación.

PROTECCIÓN DE ZONAS DE RECARGA

Art. 71. El Ministerio identificará las zonas de recarga acuífera y promoverá acciones que 
permitan su recuperación y protección.

CAPÍTULO II

MEDIO AMBIENTE COSTERO- MARINO AGUAS MARINAS Y SUS ECOSISTEMAS

GESTIÓN Y PROTECCIÓN DE LOS RECURSOS COSTERO-MARINOS

Art. 72. Es obligación del Ministerio, en coordinación con los Concejos Municipales y las 
autoridades competentes, proteger los recursos naturales de la zona costero-marina.

POLÍTICA DE ORDENAMIENTO DEL USO DE LOS RECURSOS COSTERO-MARINOS

Art. 73. El Ministerio, en coordinación con las autoridades competentes, elaborará, en el 
plazo de un año, contado a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, una Política de 
Ordenamiento del Uso de los Recursos Costero Marinos, y la propondrá al Consejo de Ministros 
para su aprobación que oriente las actividades de aprovechamiento y protección de estos 
recursos en forma sostenible. Un reglamento especial contendrá las normas y procedimientos 
para la conservación de estos ecosistemas.

ESTABLECIMIENTO DE ZONAS ESPECIALES

Art. 74. Los manglares y arrecifes son reserva ecológica por lo que no se permitirá en ellos 
alteración alguna. Las zonas costero-marinas donde están contenidos estos ecosistemas se 
considerarán áreas frágiles.

MANEJO DE LOS SUELOS Y ECOSISTEMAS TERRESTRES

Art. 75. El Presidente de la República, a propuesta del Ministerio, formulará los reglamentos 
relativos al manejo de los suelos y ecosistemas terrestres, tomando en cuenta los siguientes 
criterios:

a)	 El uso del suelo y de los ecosistemas terrestres deberá ser compatible con su vocación 
natural y capacidad productiva, sin alterar su equilibrio;



220

Legislación Ambiental - El Salvador 2021

b)	 Deberá evitarse las prácticas que provoquen la erosión, la degradación de los suelos por 
contaminación o la modificación de sus características topográficas y geomorfológicas;

c)	 Deberán llevar se a cabo prácticas de conservación y recuperación de los suelos, por 
quienes realicen actividades agrícolas, pecuarias, forestales, mineras, urbanísticas, de 
infraestructura u otras que afecten o puedan afectar negativamente sus condiciones;

d)	 En los casos de construcción de obras civiles y aprovechamiento de los recursos naturales 
no renovables, que puedan directa o indirectamente provocar deterioros significativos de 
los suelos, deberán realizarse las acciones de regeneración y restauración requeridas; y

e)	 En áreas de recarga acuífera y cuencas hidrográficas se priorizará la protección de los 
suelos, las fuentes y corrientes de agua, procurando que éstas mantengan y aumenten 
sus caudales básicos.

Para el cumplimiento de lo establecido en los literales anteriores, el Ministerio promoverá 
programas especiales de capacitación y transferencia de tecnología, así como un Plan Nacional 
de lucha contra la Deforestación, la Erosión y la Desertificación.

MANEJO ESPECIAL CON MEDIDAS DE PROTECCIÓN DE SUELOS

Art. 76. Los suelos degradados o en peligro de degradarse, deben ser objeto de protección 
especial, conforme a las normas establecidas en la presente ley y su reglamento.

CAPÍTULO III

GESTIÓN Y APROVECHAMIENTO SOSTENIBLE DE LOS BOSQUES

GESTIÓN Y APROVECHAMIENTO SOSTENIBLE DE LOS BOSQUES

Art. 77. Para la gestión y aprovechamiento sostenible de los bosques, se deberá tomar en 
cuenta lo siguiente:

a)	 El Ministerio en coordinación con el Ministerio de Agricultura y Ganadería, en consulta 
con las instituciones pertinentes y los sectores organizados, elaborará y aplicará un 
conjunto de mecanismos de mercado, que faciliten y promuevan la reforestación, 
tomando en cuenta la valoración económica del bosque, en la que se incorporen 
entre otros, los valores de uso no maderables, el de los servicios ambientales que 
presta como protector de los recursos hídricos, el suelo, la diversidad biológica, de la 
energía, la fijación de carbono de la atmósfera, la producción de oxígeno y sus efectos 
como regulador del clima; y

b)	 El Ministerio en coordinación con los entes e instituciones involucradas, elaborará 
una propuesta de aquellas áreas forestales, que por su valor para la conservación de 
suelos, diversidad biológica y aguas, deban ser adquiridos por el Estado o incluidos 
en programas con financiamiento para su conservación.

El Estado a través de instancias de financiamiento apoyará proyectos de tecnología forestal y 
aprovechamiento de la diversidad biológica.
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TÍTULO IX 

ÁREAS PROTEGIDAS

CAPÍTULO ÚNICO

SISTEMA DE ÁREAS NATURALES PROTEGIDAS

CREACIÓN DEL SISTEMA

Art. 78. Créase el Sistema de Áreas Naturales Protegidas, el cual estará constituido por aquellas 
áreas establecidas como tales con anterioridad a la vigencia de esta ley y las que se creasen 
posteriormente.

Es responsabilidad del Ministerio velar por la aplicación de los reglamentos y formular las 
políticas, planes y estrategias de conservación y manejo sostenible de estas áreas, promover y 
aprobar planes y estrategias para su manejo y administración y dar seguimiento a la ejecución 
de los mismos.

OBJETIVOS DEL SISTEMA

Art. 79. Los objetivos del Sistema de Áreas Protegidas son los siguientes:

a)	 Conservar las zonas bióticas autóctonas en estado natural, la diversidad biológica y los 
procesos ecológicos de regulación del ambiente y del patrimonio genético natural; Proveer 
y fomentar opciones para el estudio, la investigación técnica y científica, dar facilidades para 
la interpretación y educación ambiental y oportunidades para la recreación esparcimiento 
y turismo;

b)	 Promover y fomentar la conservación, recuperación y uso sostenible de los recursos naturales;
c)	 Conservar y recuperar las fuentes de producción del recurso hídrico y ejecutar acciones 

que permitan el control efectivo para evitar la erosión y la sedimentación; y,
d)	 Conservar la prestación de los servicios ambientales que se deriven de las áreas protegidas, 

tales como fijación de carbono, disminución del efecto invernadero, contribución a la 
estabilización del clima y aprovechamiento sostenible de la energía.

PLANES DE MANEJO DE ÁREAS PROTEGIDAS

Art. 80. La gestión de todas las áreas protegidas, deberá hacerse de acuerdo a un Plan de Manejo 
que deberá contar con la participación de la población involucrada y debe ser elaborado por 
especialistas en el tema.

DELEGACIÓN DE LA GESTIÓN DE LAS ÁREAS NATURALES PROTEGIDAS

Art. 81. La gestión de las áreas naturales protegidas se realizará a través del Estado, quien podrá 
delegar dicha función a organizaciones del sector privado o a instituciones autónomas que 
garanticen el cumplimiento de la normatividad y la ejecución del plan de manejo.
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TÍTULO X

RECURSOS NATURALES NO RENOVABLES

CAPITULO ÚNICO

APROVECHAMIENTO RACIONAL DE RECURSOS NATURALES NO RENOVABLES

REQUISITOS PARA EL APROVECHAMIENTO DE LOS RECURSOS NATURALES NO RENOVABLES

Art. 82. Para el aprovechamiento racional de los recursos naturales no renovables, sin perjuicio 
de lo contenido en las Leyes de la materia, será obligatorio lo siguiente:

a)	 Previo a la concesión o permiso para la explotación de recursos naturales no renovables, 
el interesado deberá presentar un Estudio de Impacto Ambiental;

b)	 El concesionario del aprovechamiento de estos recursos, es responsable por las 
emisiones, vertidos y desechos que se produzcan;

c)	 En las zonas frágiles solamente se podrán autorizar aprovechamientos bajo las 
restricciones que impongan esta ley y otras especiales; y

d)	 La explotación de canteras y la extracción de material del cauce de las riveras de los 
ríos y de los lagos, lagunas y playas solamente se podrá hacer mediante permiso 
ambiental  expedido por el Ministerio.

PARTE III

RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA, CIVIL Y PENAL

TITULO XI

MEDIDAS PREVENTIVAS Y SANCIONES ACCESORIAS

CAPÍTULO ÚNICO

MEDIDAS PREVENTIVAS

Art. 83. El Ministerio podrá adoptar en cualquier momento, mediante acuerdo motivado las 
medidas de carácter provisional que resulten necesarias para asegurar la eficacia de la resolución 
que pudiese recaer, evitar el mantenimiento de los efectos de la infracción y los previsibles 
daños al medio ambiente y los ecosistemas.

Las medidas preventivas deben ajustarse a la intensidad, proporcionalidad y necesidades de 
los objetivos que se pretenden garantizar en cada supuesto concreto.

Las medidas preventivas podrán sustituirse por fianza que garantice la restauración del real o 
potencial daño que se cause.
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El Ministerio, condenará al infractor al momento de pronunciarse la resolución definitiva, a la 
reparación de los daños causados al medio ambiente y si el daño ocasionado fuere irreversible 
se condenará a las indemnizaciones a que hubiere lugar por la pérdida o destrucción de los 
recursos naturales o deterioro del medio ambiente, así como a las medidas compensatorias 
indispensables para restaurar los ecosistemas dañados.

APLICACIÓN DE MEDIDAS PREVENTIVAS

Art. 84. El Ministro podrá ordenar de oficio o a petición del Ministerio Público o de cualquier 
persona, sea natural o jurídica, las medidas preventivas a que se refiere el artículo anterior ante 
la presencia o inminencia de un daño grave al medio ambiente, o a la salud humana dando un 
plazo de 15 días para que el afectado comparezca a manifestar su defensa.

Estas medidas durarán mientras el responsable de la amenaza de deterioro o del deterioro, no 
elimine sus causas y se circunscribirán al área, proceso o producto que directamente amenace 
con deteriorar o deteriore el medio ambiente, que ponga en peligro o afecte la salud humana 
y la calidad de vida de la población.

El Ministro deberá resolver sobre la continuación o revocatoria de las medidas preventivas 
que haya impuesto en el término de diez días contados a partir de la expiración del plazo 
concedido al afectado para manifestar su defensa.
 

TÍTULO XII

INFRACCIONES, SANCIONES, DELITOS Y RESPONSABILIDAD AMBIENTAL

CAPÍTULO I

RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA Y CIVIL

RESPONSABILIDAD POR CONTAMINACIÓN Y DAÑOS AL AMBIENTE

Art. 85. Quien por acción u omisión, realice emisiones, vertimientos, disposición o descarga 
de sustancias o desechos que puedan afectar la salud humana, ponga en riesgo o causare 
un daño al medio ambiente, o afectare los procesos ecológicos esenciales o la calidad de 
vida de la población, será responsable del hecho cometido o la omisión, y estará obligado a 
restaurar el medio ambiente o ecosistema afectado. En caso de ser imposible esta restauración, 
indemnizará al Estado y a los particulares por los daños y perjuicios causados.

CAPÍTULO II

INFRACCIONES AMBIENTALES

INFRACCIONES AMBIENTALES

Art. 86. Constituyen infracciones a la presente ley, y su reglamento, las acciones u omisiones 
cometidas por personas naturales o jurídicas, inclusive el Estado y los Municipios las siguientes:
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a)	 Iniciar actividades, obras o proyectos sin haber obtenido el permiso ambiental 
correspondiente;

b)	 Suministrar datos falsos en los estudios de impacto ambiental, diagnósticos ambientales 
y cualquier otra información que tenga por finalidad la obtención del permiso ambiental;

c)	 Incumplir las obligaciones contenidas en el permiso ambiental;
d)	 No rendir, en los términos y plazos estipulados, las fianzas que establece esta Ley;
e)	 Autorizar actividades, obras, proyectos o concesiones, que por ley requieran permiso 

ambiental, sin haber sido éste otorgado por el Ministerio;
f)	 Otorgar permisos ambientales, a sabiendas de que el proponente de la actividad, obra, 

proyecto o concesión no ha cumplido con los requisitos legales para ello;
g)	 La negativa del concesionario para el uso o aprovechamiento de recursos naturales 

a prevenir, corregir o compensar los impactos ambientales negativos que produce 
la actividad bajo concesión dentro de los plazos y términos que para tal efecto haya 
sido fijados, tomando en cuenta los niveles de los impactos producidos;

h)	 Violar las normas técnicas de calidad ambiental y de aprovechamiento racional y 
sostenible del recurso;

i)	 Impedir u obstaculizar la investigación de los empleados debidamente identificados, 
pertenecientes al Ministerio u otra autoridad legalmente facultada para ello, o no 
prestarles la colaboración necesaria para realizar inspecciones o auditorías ambientales 
en las actividades, plantas, obras o proyectos;

j)	 Emitir contaminantes que violen los niveles permisibles establecidos reglamentariamente;
k)	 Omitir dar aviso oportuno a la autoridad competente, sobre derrame de sustancias, 

productos, residuos o desechos peligrosos, o contaminantes, que pongan en peligro 
la vida e integridad humana; y

l)	 No cumplir con las demás obligaciones que impone esta ley.

CLASIFICACIÓN DE LAS INFRACCIONES AMBIENTALES

Art. 87. Las infracciones ambientales se clasifican en menos graves y graves, tomando en cuenta 
el daño causado al medio ambiente, a los recursos naturales o a la salud humana.

a)	 Son infracciones menos graves, las previstas en los literales d); g); j); k) y l) del Art. 86; 
y

b)	 Son infracciones graves, las demás descritas en el mismo Art. 86.

APLICACIÓN DE LAS SANCIONES

Art. 88. Las sanciones por las infracciones establecidas en esta Ley, serán aplicadas por el 
Ministerio, previo el cumplimiento del debido proceso legal.

El Ministro podrá delegar la instrucción del procedimiento en funcionarios de su dependencia.

FIJACIÓN DE LAS MULTAS

Art. 89. Las multas se establecerán en salarios mínimos mensuales, equivaliendo cada salario 
mínimo mensual a treinta salarios mínimos diarios urbanos vigentes para la ciudad de San 
Salvador. *DECLARADO INCONSTITUCIONAL
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Las infracciones menos graves se sancionarán de dos a cien salarios mínimos mensuales; y las 
graves, de ciento uno a cinco mil salarios mínimos mensuales. *DECLARADO INCONSTITUCIONAL

Corresponderá a la autoridad sancionadora calificar la infracción. Las sanciones administrativas 
no exoneran al sancionado de la responsabilidad penal en que incurra.

PROPORCIONALIDAD Y BASE DE LAS SANCIONES

Art. 90. En la imposición de las sanciones administrativas reguladas y establecidas en la presente 
ley, se aplicará el principio de proporcionalidad en la infracción y la sanción, tomando en 
cuenta las circunstancias siguientes:

a)	 La gravedad del daño causado al medio ambiente, a la salud o calidad de vida de las 
personas;

b)	 Las acciones que el infractor tomó para reparar el daño causado;
c)	 El beneficio obtenido por el infractor;
d)	 La capacidad económica del infractor; y
e)	 La reiteración en la violación de la presente ley y su reglamento.

TÍTULO XIII

PROCEDIMIENTOS

CAPÍTULO I

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

SANCIONATORIO INICIO DEL PROCEDIMIENTO

Art. 91. El procedimiento administrativo sancionatorio se iniciará de oficio, por denuncia o por 
aviso ante el Ministerio.

Cuando la Policía Nacional Civil, Concejos Municipales, Fiscalía General de la República o 
Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos, tuvieren conocimiento por cualquier 
medio de una infracción ambiental, procederán de inmediato a inspeccionar el lugar o lugares 
donde se hubiese cometido la infracción. El acta de inspección que al efecto se levante, 
constituirá prueba del cometimiento de la misma.

Se presume la inocencia del supuesto infractor durante todo el procedimiento sancionatorio.

ACTUACIONES PREVIAS

Art. 92. Con anterioridad a la iniciación del procedimiento sancionatorio, se podrán efectuar 
actuaciones previas por parte de funcionarios del Ministerio con competencia para investigar, 
averiguar, inspeccionar en materia ambiental, con el propósito de determinar con carácter 
preliminar la concurrencia de circunstancias que lo justifiquen.
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INSTRUCCIÓN Y SUSTANCIACIÓN DEL PROCEDIMIENTO

Art. 93. La instrucción del procedimiento se ordenará mediante resolución motivada, en la que 
se indique, por lo menos, lo siguiente:

a)	 El funcionario que ordena la instrucción con expresión de lugar y fecha de la resolución;
b)	 Nombramiento del instructor del procedimiento, que actuará por delegación y del 

secretario de actuaciones que tendrá asimismo las atribuciones de notificador;
c)	 Exposición sucinta de los hechos que justifican la instrucción, la clase de infracción 

que se constituye y la sanción que pudiere corresponder;
d)	 Indicación del derecho de vista de las actuaciones, de alegar e invocar las leyes y 

demás motivaciones jurídicas que justifiquen lo actuado por el presunto infractor, a 
aportar pruebas de descargo, a hacer uso de la audiencia y de las demás garantías 
que conforman el debido proceso legal; y

e)	 Las medidas de carácter provisional que se hayan adoptado.

La resolución que ordene la instrucción se notificará al presunto infractor observando las 
formalidades que establece el inciso 3° del artículo 220 del Código de Procedimientos Civiles. 
En el acto de la notificación se le entregará copia del acta que al efecto se levante y de las 
actuaciones previas, si las hubiere.

Los inculpados dispondrán del plazo de quince días, a contar del siguiente de la notificación 
citada en el inciso anterior para aportar las alegaciones, documentos e informaciones que 
estimen convenientes y propondrán los medios probatorios de los que pretendan hacerse 
valer y señalarán los hechos que pretendan probar.

Precluido el período de alegaciones se abrirá a pruebas el procedimiento por el plazo de diez 
días hábiles.

VALORACIÓN DE LA PRUEBA

Art. 94. Los informes de los funcionarios del medio ambiente constituyen medios probatorios. 
La prueba se evaluará de conformidad a las reglas de la sana crítica.

MOTIVACIÓN DE LA RESOLUCIÓN

Art. 95. La resolución que decida la procedencia o improcedencia de las sanciones administrativas 
será debidamente motivada y resolverá todas las cuestiones planteadas por las partes.

VALÚO DE DAÑOS AL MEDIO AMBIENTE

Art. 96. Siempre que se imponga una sanción administrativa se ordenará al infractor la restauración, 
restitución o reparación del daño causado al ambiente, concediéndole un plazo prudencial 
para hacerlo. Caso de incumplimiento se procederá a determinar por peritos nombrados por 
el Ministerio el valor de la inversión que debe ser destinada a tales objetivos.
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La certificación del valúo y de la resolución que ordena la restauración, restitución o reparación 
del daño tendrá fuerza ejecutiva contra el infractor.

RECURSO DE REVISIÓN

Art. 97. Toda resolución pronunciada en la fase administrativa admitirá el recurso de revisión, el 
cual conocerá y resolverá el Ministro con vista de autos dentro del plazo de diez días hábiles. El 
plazo para interponerlo será de cinco días hábiles contados a partir de la notificación y tendrá 
carácter optativo para efectos de la acción Contencioso Administrativo.

SANCIÓN MÍNIMA

Art. 98. En cualquier estado del procedimiento el presunto infractor podrá reconocer que ha 
cometido la infracción que se le atribuye y si restaurare o reparare el daño causado al medio 
ambiente e indemnizare a los particulares que hubiesen sufrido perjuicios, se le impondrá la 
sanción mínima.

CAPÍTULO II

PROCEDIMIENTO JUDICIAL

SECCIÓN I

JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA (1)

JURISDICCIÓN AMBIENTAL

Art. 99. La jurisdicción ambiental para conocer y resolver acciones a través de las cuales 
se deduzca responsabilidad civil derivada de actos que atenten contra el medio ambiente 
corresponde a:

a)	 Los Juzgados Ambientales de primera instancia; y,
b)	 las Cámaras Ambientales de Segunda Instancia con asiento en la ciudad de San 

Salvador, Santa Ana y San Miguel, para que conozcan en grado de apelación de las 
sentencias y los autos que, en los juzgados ambientales de primera instancia, pongan 
fin al proceso, así como de las resoluciones que la ley señale expresamente. También 
conocerán en primera instancia de las demandas que s e incoen conjuntamente contra 
los funcionarios públicos y el Estado, en su calidad de garante subsidiario (1).

SECCIÓN II

ACCIÓN Y RESPONSABILIDAD CIVIL

RESPONSABILIDAD CIVIL

Art. 100. El Estado, entes descentralizados y toda persona natural o jurídica que por acción u 
omisión deteriore el medio ambiente, está obligado a reparar los daños y perjuicios ocasionados.
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Cuando sea posible, deberá restaurar los ecosistemas dañados o realizar acciones compensatorias 
en los casos que el daño sea irreversible.

Cuando se trate de una persona jurídica, se presume legalmente que los actos de sus 
administradores, trabajadores y empresas con quienes tengan relaciones contractuales, han 
sido efectuados por su orden y mandato; en consecuencia, responderán solidariamente por 
los daños ambientales causados (1).

Los contratistas y subcontratistas también responden solidariamente.

Tratándose de actos de funcionarios y empleados públicos responderán éstos directa y 
principalmente; y, el Estado en forma subsidiaria.

EJERCICIO DE LA ACCIÓN CIVIL

Art. 101. la acción civil podrá ser ejercida por personas naturales o jurídicas que hayan sufrido 
perjuicios derivados de daños ambientales.

El Estado, los Municipios, el Ministerio Público y las Instituciones oficiales autónomas, estarán 
obligados a demandar cuando existan daños ambientales.

Las personas naturales, ya sea de manera individual o colectiva, que se consideren afectadas 
podrán intervenir conforme al derecho común o ser representados por la Procuraduría General 
de la República, quien estará obligada a atender las denuncias sobre daños ambientales en el 
momento que de ellos tengan conocimiento. (1)

DEL PROCEDIMIENTO (1)

Art. 102. La acción civil contemplada en la presente ley se tramitará por regla general, en 
proceso declarativo común, en la forma prevista en el Código Procesal Civil y Mercantil, con 
pleno respeto a los derechos constitucionales de audiencia y defensa.

Cuando se trate de valúo de daños señalados en el inciso segundo del artículo 96 de la presente 
Ley, se tramitará en proceso ejecutivo o podrá aplicarse la liquidación de daños y perjuicios, 
en la forma establecida en el Código Procesal Civil y Mercantil.

La acción civil contemplada en el inciso primero del artículo 43 del Código Procesal Penal 
se podrá tramitar en los Tribunales Ambientales cuando no exista valúo de los daños, a fin de 
cuantificar los mismos y continuar con la ejecución de la sentencia.

Todo proceso se iniciará con la demanda escrita o verbal; en este último caso el juez ordenará 
que se asiente en acta, la cual deberá observar las formalidades pertinentes. Una vez iniciado 
el proceso será dirigido e impulsado de oficio (1).
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DE LA PRUEBA (1)

Art. 102 A. Dentro del proceso, el juez tendrá la facultad de recabar de oficio las pruebas que 
considere pertinentes que le permitan establecer los extremos de los hechos controvertidos 
en el proceso.

Los informes de autoridad constituyen medios probatorios.

Serán admisibles los medios de prueba reconocidos en el derecho común, además de los 
medios técnicos y científicos.

Las pruebas se valorarán de conformidad con la sana crítica.

Los Tribunales Ambientales realizarán su función jurisdiccional sujetos a lo establecido en la 
Constitución, los Tratados y Convenios Internacionales, ratificados por El Salvador, la legislación 
ambiental, jurisprudencia y los principios doctrinarios del derecho ambiental (1).

DE LA CARGA DE LA PRUEBA (1)

Art. 102- B. La carga de la prueba en el procedimiento ambiental corresponderá al demandado.

El juez ordenará los estudios técnicos pertinentes para fundamentar su resolución (1).

DE LAS MEDIDAS CAUTELARES (1)

Art. 102-C. Las medidas cautelares podrán decretarse por el juez ambiental competente, de 
oficio o a petición de parte, como acto previo o en cualquier estado del proceso, las cuales 
deberán ajustarse a la intensidad, proporcionalidad y  necesidad de los objetivos que se 
pretenden garantizar en cada caso concreto,  dichas  medidas no podrán ser caucionadas o 
afianzadas, y se deberá tomar como base los siguientes presupuestos:

a)	 Que se esté ante la amenaza o inminencia de un daño al medio ambiente que pueda 
afectar o no a la salud humana.

b)	 Que se esté ante la presencia de un daño al medio ambiente, que pudiese generar 
peligro o afecte la salud humana y la calidad de vida de la población.

c)	 Que se esté en la necesidad de prevenir un daño a las personas o bienes de los afectados, 
siempre y cuando estos se deriven de los supuestos de los literales anteriores.

	 Cuando la solicitud de medidas cautelares sea como acto previo a la demanda, el juez 
ordenará por cualquier medio la corroboración de los hechos en que se fundamente 
la petición, estando obligadas las entidades públicas, sin cobro de ningún tipo o 
naturaleza, a atender los requerimientos de apoyo técnico que el mencionado juez 
le formule para esos efectos.

En caso de que el informe técnico emitido por las entidades públicas corrobore los extremos 
planteados en la solicitud de la parte, el juez deberá ordenar la continuidad de las mismas y 
tendrá un plazo que no excederá de cinco días hábiles para certificar el expediente a la Fiscalía 
General de la República, a efecto de promover la acción correspondiente en un plazo máximo 
de quince días hábiles.
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El Juez podrá ordenar las medidas cautelares como la suspensión total o parcial del hecho, 
actividad obra o proyecto; el cierre temporal de establecimientos y cualquier otra necesaria 
para proteger al medio ambiente y la calidad de vida de las personas.

Las medidas cautelares están sujetas a revisión periódica. La autoridad judicial valorará siempre, 
para su imposición, revocación o mantenimiento, la proporcionalidad de estas y el equilibrio 
entre los bienes jurídicos que puedan estar en conflicto.

Si el Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales hubiere ordenado medidas preventivas 
con base a lo establecido en los artículos 83 y 84 de la Ley del Medio Ambiente y se hubieren 
incumplido, de conformidad al artículo 42 de la presente ley, certificará el expediente al juez 
ambiental, para que inicie el proceso respectivo, y si este considera necesario, ordenará las 
medidas cautelares del caso (1).

EFECTOS DE LA SENTENCIA DEFINITIVA

Art. 103. El juez, en la sentencia definitiva, deberá resolver sobre la responsabilidad civil 
reclamada y lo que sea su consecuencia, además sobre lo establecido en el inciso segundo 
del artículo 100 de la presente Ley.

Además, deberá pronunciarse, en su caso, sobre las medidas cautelares que hubiere decretado.

Si la sentencia fuere condenatoria, el Tribunal deberá pronunciarse y ordenar al culpable la 
restauración, restitución o reparación del daño causado al medio ambiente, estableciéndole 
un plazo para realizarlo, basándose para ello en un dictamen técnico que lo establezca.

En el caso del inciso final del artículo 101, la sentencia definitiva que se pronuncie, perjudicará 
o aprovechará, según sea el caso, a todos los miembros de la comunidad que hayan sido 
mencionados en la demanda (1).

INCUMPLIMIENTO DE LA SENTENCIA DEFINITIVA (1)

Art. 103-A. Cuando haya incumplimiento de la sentencia condenatoria firme, el Juez de Oficio 
ordenará el embargo de los bienes del condenado.

Si en la sentencia definitiva incumplida se hubiere ordenado lo establecido en el inciso segundo 
del artículo 100, los fondos provenientes de la ejecución del valor fijado para las medidas 
ambientales decretadas en la sentencia definitiva, se harán efectivos en virtud de esta Ley y 
serán depositados en la Cuenta de Fondos Ajenos en Custodia.

Si lo hace de manera directa el estado, para el cumplimiento de lo ordenado en la sentencia, 
la responsabilidad económica para el culpable será el total de lo erogado por el estado; así 
como un porcentaje del 10% adicional sobre dicho monto.

La responsabilidad económica a la que se refiere la presente ley se deducirá sin perjuicio de la 
responsabilidad penal, administrativa o de otra índole a la que hubiere lugar (1).
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RECURSO DE APELACIÓN

Art. 104. La sentencia definitiva será apelable en efecto devolutivo y se tramitará de conformidad 
a lo establecido en el Código de Procedimientos Civiles.

CAPÍTULO III 

RESPONSABILIDAD PENAL

RESPONSABILIDAD PENAL

Art. 105. El que como consecuencia de infringir las disposiciones establecidas en la presente 
Ley incurriere en delito, será sancionado de conformidad a lo establecido en el Código Penal.

ACCIÓN PENAL

Art. 106. La acción penal ambiental es pública y su ejercicio corresponde a la Fiscalía General de 
la República, sin perjuicio de que las personas naturales o jurídicas puedan ejercitar su derecho 
de acción personal de acuerdo a lo previsto en la presente Ley y el Código Procesal Penal.

TÍTULO XIV

DISPOSICIONES TRANSITORIAS Y FINALES

CAPÍTULO ÚNICO

DIAGNÓSTICOS AMBIENTALES

Art. 107. Los titulares de actividades, obras o proyectos públicos o privados, que se encuentren 
funcionando al entrar en vigencia la presente ley, que conforme al Art. 20 de la misma deban 
someterse a evaluación de impacto ambiental, están obligados a elaborar un diagnóstico 
ambiental en un plazo máximo de dos años y presentarlo al Ministerio para su aprobación. El 
Ministerio podrá establecer plazos menores hasta por un año en los casos de actividades, obras 
o proyectos en operación que generen productos peligrosos o usen procesos peligrosos o 
generen emisiones altamente contaminantes.

Al diagnóstico deberá acompañarse su correspondiente programa de adecuación ambiental 
como requisito para el otorgamiento del permiso respectivo; deberá contener los tipos y 
niveles de contaminación e impactos ambientales de la actividad, obra o proyecto en ejecución.

El contenido, alcance y los procedimientos para su elaboración serán establecidos en el 
reglamento de la presente ley.

PROGRAMAS DE ADECUACIÓN AMBIENTAL

Art. 108. El Programa de Adecuación Ambiental, deberá contener todas las medidas para reducir 
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los niveles de contaminación para atenuar o compensar, según sea el caso, los impactos 
negativos en el ambiente.

Para la ejecución del Programa de Adecuación Ambiental, el titular de una actividad, obra o 
proyecto, contará con un plazo máximo de tres años.

El plazo anterior podrá reducirse, en el caso de actividades, obras o proyectos en operación que 
elaboren productos peligrosos o usen procesos o generen emisiones altamente contaminantes.

PLANES DE APLICACIÓN VOLUNTARIA

Art. 109. Cuando por la complejidad y las dimensiones de la actividad, obra o proyecto, que 
deba someterse a un Diagnóstico Ambiental y su correspondiente Programa de Adecuación 
Ambiental, y a solicitud del propietario, éste podrá acogerse a un Plan de Aplicación Voluntaria, 
que implicará la realización de una Auditoría Ambiental con cuyos resultados el propietario 
elaborará con la dirección del Ministerio el correspondiente Plan de Adecuación Ambiental. 
El plazo de aplicación de dicho Plan no podrá ser mayor de dos años.

SUSPENSIÓN PARA OPERAR

Art. 110. Las actividades, obras o proyectos que se encuentren operando y que no cumplan 
con lo establecido en los Art. 107, 108 y 109, serán suspendidas hasta que cumplan con las 
exigencias legales establecidas.

COMPETENCIA AMBIENTAL

Art. 111. Corresponderá a los Juzgados de Primera Instancia y a las Cámaras de Segunda Instancia 
con competencia en materia civil o mixtos conocer sobre las infracciones cometidas a la 
presente Ley y Reglamentos, mientras no sean creados los Tribunales a que se refiere el Art. 99.

PRIMER INFORME NACIONAL DEL AMBIENTE

Art. 112. El primer Informe Nacional sobre el Estado del Medio Ambiente a que se refiere el 
artículo 31 de la presente ley, será elaborado por el Ministerio y presentado a la nación por 
el Presidente de la República en un plazo no mayor de seis meses contados a partir de la 
vigencia de esta ley.

PRIMERAS DILIGENCIAS

Art. 113. Mientras no entre en vigencia el Código Procesal Penal, emitido mediante Decreto 
Legislativo N° 904, de fecha cuatro de diciembre de mil novecientos noventa y seis, publicado 
en el Diario Oficial N° 11, Tomo 334, del veinte de enero de mil novecientos noventa y siete, 
los Jueces de Paz tendrán competencia para recabar las primeras diligencias por los delitos 
ambientales cometidos en su jurisdicción.

PUBLÍQUESE,
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REGLAMENTO

Art. 114. El Presidente de la República emitirá el Reglamento General de la presente Ley y los 
especiales establecidos en la misma, en un plazo no mayor de ciento ochenta días, contados 
a partir de la fecha de su vigencia.

ESPECIALIDAD DE LA LEY

Art. 115. La presente ley es de carácter especial por consiguiente sus normas prevalecerán 
sobre cualquiera otra que la contraríen.

VIGENCIA

Art. 116. La presente Ley entrará en vigencia ocho días después de su publicación en el Diario 
Oficial.

DADO EN EL SALÓN AZUL DEL PALACIO LEGISLATIVO: San Salvador, a los dos días del mes de 
marzo de mil novecientos noventa y ocho.

Juan Duch Martínez,
Presidente.

Armando Calderon Sol,
Presidente de la República.

Miguel Araujo,
Ministro del Medio Ambiente y Recursos Humanos.

PUBLÍQUESE,

CASA PRESIDENCIAL: San Salvador, a los veinticuatro días del mes de abril de mil novecientos 
noventa y ocho.

Gerson Martínez,
Primer Vicepresidente.

Ronal Umaña,
Tercer Vicepresidente

Julio Antonio Gamero Quintanilla,
Primer Secretario

Alfonso Arístides Alvarenga,
Tercer Secretario

Elvia Violeta Menjivar,
Secretaria

Ciro Cruz Zepeda Peña,
Segundo Vicepresidente.

Norma Fidelia Guevara de Ramirios, 
Cuarta Vicepresidenta

Jose Rafael Machuca Zelaya, 
Segundo Secretario

Gerardo Antonio Suvillaga Garcia
Cuarto Secretario

Jorge Alberto Villacorta Muñoz Quinta 
Sexto Secretario
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D.O. N° 79   /    Tomo N° 339    /    Fecha: 4 de mayo de 1998

REFORMAS:

(1)  D.L. N° 1045, 12 DE ABRIL DE 2012;
D.O. N° 88, T. 395, 16 DE MAYO DE 2012.

(2)  D.L. N° 158, 11 DE OCTUBRE DE 2012;
D.O. N° 211, T. 397, 12 DE NOVIEMBRE DE 2012. 
Miguel Araujo,
Ministro del Medio Ambiente y Recursos Humanos. 
PRÓRROGAS:
D.L. Nº 891, 27 DE ABRIL DE 2000; (Art. 107)
D.O.Nº 89, T. 347, 16 DE MAYO DE 2000.

D.L. Nº 77, 24 DE JULIO DE 2003; (Art. 107)
D.O. Nº 158, T. 360, 28 DE AGOSTO DE 2003.
(PARA QUE LAS MUNICIPALIDADES CUMPLAN CON EL IMPACTO AMBIENTAL)
D.L. Nº 862, 4 DE NOVIEMBRE DE 2005;
D.O. Nº 226, T. 369, 5 DE DICIEMBRE DE 2005.
INTERPRETACIÓN AUTÉNTICA:
D.L. Nº 566, 4 DE OCTUBRE DE 2001;
D.O. Nº 198, T. 353, 19 DE OCTUBRE DE 2001.
INCONSTITUCIONALIDAD:
* LA SALA DE LO CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, POR MEDIO DE SENTENCIA No. 139-2 0 13, 
PUBLICADA EN EL D. O. No. 144, T. 408, DEL 12 DE AGOSTO DE 2015, DECLARA INCONSTITUCIONAL EL ART. 89 INC. 
1° Y 2°, EN LO RELATIVO A LA CONSECUENCIA  JURÍDICO-PENAL DE MULTA, POR INOBSERVANCIA DEL PRINCIPIO 
CONSTITUCIONAL DE LEGALIDAD PENAL –A RT. 15 DE LA CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA-, EN LA MEDIDA QUE EL  
REENVÍO  PARA  SU COMPLEMENTACIÓN NO TIENE EXISTENCIA ALGUNA EN LOS DECRETOS EJECUTIVOS N° 103, 104, 
105 Y 106 TODOS DEL 1-VII- 2013, PUBLICADOS EN EL DIARIO OFICIAL N° 119, TOMO 400, DE 1-VII-2013. (JQ/16/10/15)

DISPOSICIÓN TRANSITORIA:

DISPOSICIÓN   TRANSITORIA SOBRE TRATAMIENTO INTEGRAL DE LOS DESECHOS SÓLIDOS.
D.L. No. 237, 8 DE FEBRERO DE 2007;
D.O. No. 47, T. 374, 9 DE MARZO DE 2007. (Art. 107)
DISPOSICIONES RELACIONADAS:

AUTORIZACIÓN POR UN PERÍODO DE 45 DÍAS PARA EL USO DE LOS RELLENOS SANITARIOS DE ASIGOLFO, UBICADOS EN 
EL CARMEN, DEPARTAMENTO DE LA UNIÓN; TECOLUCA, DEPARTAMENTO DE SAN VICENTE; Y, ACAJUTLA, DEPARTAMENTO 
DE SONSONATE.
D.L. N° 102, 20 DE AGOSTO DE 2009;
D.O. N° 188, T. 385, 9 DE OCTUBRE DE 2009.
ERÍGESE LA JURISDICCIÓN AMBIENTAL CON COMPETENCIA   EN ACCIONES  CIVILES, EN LAS QUE SE DEDUZCA 
RESPONSABILIDADES CONTRA EL MEDIO AMBIENTE.
D. L. N° 684, 22 DE MAYO DE 2014;
D. O. N° 105, T. 403, 9 DE JUNIO DE 2014.

REFORMA:

D. L. N° 576, 20 DE DICIEMBRE DE 2016;
D. O. N° 240, T. 413, 23 DE DICIEMBRE DE 2016.
REFORMA TRANSITORIA:
D. L. N° 652, 6 DE ABRIL DE 2017;
D. O. N° 76, T. 415, 26 DE ABRIL DE 2017.

*Nota: amplia competencia de for ma transitor ia de la Cámara Ambiental de Segunda Instancia con sede en Santa Tecla, 
mientras se cr ea la Cámara de lo Civil de la Cuar ta Sección del Centro del r eferido Municipio y Depar tamento, par a conocer 
de los Asuntos  Civiles, Mercantiles y  de  Inquilinato, de  los siguientes Juzgados: Juzgado de lo Civil con r esidencia en 
Santa Tecla; Juzgado de lo Civil con residencia en Quezaltepeque, así como los Asuntos Civiles, Mer cantiles y de Inquilinato 
tr amitados en el Juzgado de lo Labor al de Santa Tecla; Juzgado de Primer a Instancia con residencia en San Juan O pico; 
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Juzgado de  Primera Instancia con residencia en La Libertad, todos ellos del Departamento de La Libertad; Juzgado de 
Primera Instancia con  residencia en Chalatenango; Juzgado de Primer a Instancia con residencia en Tejutla y Juzgado de 
Primera Instancia con residencia en Dulce Nombr e de Mar ía, estos últimos del Depar tamento de Chalatenango.

DEROGATORIA PARCIAL Y OTRAS DISPOSICIONES:

DERÓGASE EL PLAZO ESTABLECIDO EN LOS ARTÍCULOS 6 Y 7 Y CONCÉDASE NUEVO PLAZO QUE VENCE EL 31/12/2015, 
CONFORME A PRORROGA ESTABLECIDA EN EL PRESENTE DECRETO.
D. L. No. 8, 28 DE MAYO DE 2015,
D. O. No. 108, T. 407, 16 DE JUNIO DE 2015. (VENCE 31/12/2015)

DEROGATORIA PARCIAL AL D. L. N° 8/15:
DERÓGASE PARCIALMENTE EL ART.  2, REFERENTE AL PLAZO PARA LA CREACIÓN DE LA CÁMARA AMBIENTAL DE SEGUNDA  
INSTANCIA  CON  SEDE  EN SAN SALVADOR, Y PRORRÓGASE LA COMPETENCIA DE LA CÁMARA TERCERO DE LO CIVIL  
DE  LA PRIMERA SECCIÓN DEL CENTRO.
D. L. No. 172, 12 DE NOVIEMBRE DE 2015;
D. O. No. 217, T. 409, 25 DE NOVIEMBRE DE 2015. (VENCE 31/12/2016)
DISPOSICIONES TRANSITORIAS AL D. L. N° 172/15:
DISPOSICIÓN   TRANSITORIA    PA RA    PRORROGAR    LA    CREACIÓN    DEL    JUZGADO A MBIENTAL CON SEDE EN 
SANTA ANA Y LA ENTRADA EN FUNCIONAMIENTO DEL JUZGADO AMBIENTAL CON SEDE EN SAN MIGUEL.
D. L. N° 215, 10 DE DICIEMBRE DE 2015;
D. O. N° 235, T. 409, 21 DE DICIEMBRE DE 2015. (VENCE 1/07/2016)
DISPOSICIÓN TRANSITORIA PARA PRORROGAR LA CREACIÓN DEL JUZGADO AMBIENTAL CON SEDE EN SANTA ANA Y 
LA ENTRADA EN FUNCIONAMIENTO DEL JUZGADO AMBIENTAL CON SEDE EN SAN MIGUEL.
D. L. N° 535, 17 DE NOVIEMBRE DE 2016;
D. O. N° 232, T. 413, 13 DE DICIEMBRE DE 2016. (VENCE 1/03/2017)
DISPOSICIONES TRANSITORIAS PARA PRORROGAR LA CREACIÓN DE LA CÁMARA AMBIENTAL DE SEGUNDA INSTANCIA 
CON SEDE EN SAN SALVADOR.
D. L. N° 574, 20 DE DICIEMBRE DE 2016;
D. O. N° 240, T. 413, 23 DE DICIEMBRE DE 2016. (VENCE 1/03/2017)

JCH 07/06/12

SV 05/12/12

SV 11/07/14

SP 17/07/15

JQ 16/10/15

SP 22/12/15

JQ 02/02/16

JQ 18/01/17

SP 31/01/17

NGC 13/02/17

GM 16/05/17



Participación en la Séptima edición de la Semana de la RSE y 
Sostenibilidad: Sostenibilidad 4.0 ¡Actuemos ya!, que es la principal 
vitrina del quehacer empresarial en El Salvador, en beneficio del 

desarrollo económico, social y ambiental.
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LEY ESPECIAL DE AGILIZACIÓN DE TRÁMITES PARA EL 
FOMENTO DE PROYECTOS DE CONSTRUCCIÓN

CAPÍTULO I

OBJETO Y ALCANCE

OBJETO

Art. 1. La presente ley, tiene por objeto promover el desarrollo económico y social del país, 
mediante la agilización de los trámites y procedimientos administrativos ejecutados por el 
Órgano Ejecutivo, entidades autónomas y municipalidades, destinados al otorgamiento de 
los permisos y autorizaciones para el desarrollo de proyectos de construcción y parcelación, 
facilitando el crecimiento en la eficiencia de la administración pública.

ALCANCE

Art. 2. Los proyectos, a los que se les aplicará la presente ley, son los siguientes:

a)	 Los proyectos de construcción de cualquier naturaleza, en la franja costero-marina. 
Para los efectos de esta ley, esta franja está compuesta por los siguientes municipios: 
en el departamento de Ahuachapán, los municipios de Apaneca, Guaymango, Jujutla, 
San Pedro Puxtla y San Francisco Menéndez; en el departamento de Sonsonate, los 
municipios de Sonsonate, Acajutla, Caluco, Cuisnahuat,  Izalco, Juayúa, Nahuizalco, 
Nahulingo, Salcoatitán, San Antonio del Monte, San Julián, Santa Catarina Masahuat, 
Santa Isabel Ishuatán, Santo Domingo de Guzmán y Sonzacate; en el departamento de 
La Libertad, los municipios de La Libertad, Chiltiupán, Comasagua, Huizúcar, Jicalapa, 
San José Villanueva, Tamanique, Teotepeque y Zaragoza; en el departamento de San 
Salvador, los municipios de Panchimalco y Rosario de Mora; en el departamento de La 
Paz, los municipios de Cuyultitán, El Rosario, Olocuilta, San Francisco Chinameca, San 
Juan Nonualco, San Pedro Nonualco, San Juan Talpa, San Juan Tepezontes, San Luis 
La Herradura, San Luis Talpa, San Miguel Tepezontes, San Pedro Masahuat, San Antonio 
Masahuat, San Rafael Obrajuelo, Santiago Nonualco, Tapalhuaca y Zacatecoluca; en el 
departamento de San Vicente, el municipio de Tecoluca; en el departamento de Usulután, 
los municipios de California, Concepción Batres, Ereguayquín, Jiquilisco, Jucuarán, 
Ozatlán, Puerto El Triunfo, San Agustín, San Dionisio, San Francisco Javier, Santa Elena, 
Santa María, Tecapán y Usulután; en el departamento de San Miguel, los municipios 
de Chirilagua, El Tránsito, San Jorge y San Rafael Oriente; y en el departamento de La 
Unión, los municipios de Conchagua, El Carmen, Intipucá, La Unión, Meanguera del 
Golfo, Pasaquina, San Alejo y Santa Rosa de Lima;

b)	 Los proyectos de construcción y parcelación en todo el territorio nacional 
independientemente de su naturaleza, salvo que su ejecución esté prohibida por el 
ordenamiento jurídico.
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No serán objeto de esta ley, aquellos proyectos de construcción de viviendas o locales 
comerciales en forma individual, ni las remodelaciones, modificaciones, restauraciones o 
rehabilitaciones de inmuebles con valor cultural, subparcelaciones, segregaciones simples, ni los 
proyectos regulados por la Ley Especial de Lotificaciones y Parcelaciones de Uso Habitacional.

ÁMBITO MATERIAL

Art. 3. Los trámites y procedimientos administrativos comprendidos en esta ley, son los 
destinados a obtener los siguientes permisos y autorizaciones:

I.  EVALUACIÓN PRELIMINAR

a)	 Factibilidad de abastecimiento de agua potable y alcantarillado o manejo de excretas 
y aguas grises;

b)	 Autorización sobre el sistema de disposición de aguas negras;
c)	 Certificación de prevención de incendios y medidas de seguridad;
d)	 Factibilidad para la recolección de desechos sólidos;
e)	 Calificación de lugar;
f)	 Línea de construcción;
g)	 Factibilidad de drenaje de aguas lluvias;
h)	 Revisión vial y zonificación;
i)	 Pronunciamiento sobre la necesidad de estudios en temas medio ambientales y de 

patrimonio cultural.

II.  APROBACIÓN DE PERMISOS

a)	 Permiso ambiental;
b)	 Licencia de obra por parte de la Secretaría de Estado o entidad que tenga a su cargo 

la administración del patrimonio cultural del país;
c)	 Permiso de construcción y parcelación;
d)	 Aprobación de sistemas de acueductos y alcantarillados.

III.  RECEPCIÓN DE OBRAS Y PROYECTOS

a)	 Recepción de obras;
b)	 Permiso de habitar;
c)	 Habilitaciones de sistemas o etapas de sistemas de acueductos y alcantarillado.

CAPÍTULO II

SISTEMA INTEGRADO DE AGILIZACIÓN DE TRÁMITES PARA PROYECTOS DE 
CONSTRUCCIÓN Y COMITÉ COORDINADOR DEL SISTEMA

DEL SISTEMA INTEGRADO DE AGILIZACIÓN DE TRÁMITES PARA PROYECTOS DE 
CONSTRUCCIÓN
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Art. 4. Créase el Sistema Integrado de Agilización de Trámites para Proyectos de Construcción, 
que en adelante se denominará el “Sistema”.

El Sistema estará integrado por las siguientes instituciones:

a)	 Presidencia de la República;
b)	 Viceministerio de Vivienda y Desarrollo Urbano;
c)	 Municipalidades, de forma individual o asociada, con competencia en la tramitación 

de permisos de construcción y parcelación;
d)	 Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales;
e)	 Ministerio de Salud;
f)	 Ministerio de Trabajo y Previsión Social;
g)	 La Secretaría de Estado u organismo que tenga a su cargo la administración del 

patrimonio cultural del país;
h)	 Administración Nacional de Acueductos y Alcantarillados;
i)	 Cuerpo de Bomberos Nacionales; y,
j)	 Centro Nacional de Registros.

Todos los organismos gubernamentales, instituciones autónomas, municipalidades y sus titulares, 
estarán en la obligación de colaborar con el Sistema, para la ejecución de la presente ley, para 
lo cual se ajustarán a los plazos establecidos en la misma.

COMITÉ COORDINADOR DEL SISTEMA

Art. 5. Créase el Comité Coordinador del Sistema, en adelante el “Comité Coordinador”, que 
estará integrado por los representantes de cada una de las siguientes instituciones:

a)	 Un representante del Viceministerio de Vivienda y Desarrollo Urbano;
b)	 Un representante de la Presidencia de la República;
c)	 Un representante de la Secretaría de Estado u organismo que tenga a su cargo la 

administración del patrimonio cultural del país;
d)	 Un representante del Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales; y,
e)	 Un representante de la Corporación de Municipalidades de la República de El Salvador.

El Comité Coordinador, será presidido y coordinado por el representante del Viceministerio 
de Vivienda y Desarrollo Urbano.

FUNCIONES DEL COMITÉ COORDINADOR

Art. 6. El Comité Coordinador tendrá las siguientes funciones:

a)	 Asesorar y dar recomendaciones sobre cualquier aspecto relacionado con el 
cumplimiento de los objetivos de la presente ley;

b)	 Emitir las normas operativas internas necesarias para el funcionamiento adecuado de 
la Oficina de Integración de Trámites de Urbanización y Construcción a que se refiere 
el artículo 8 de la presente ley;
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c)	 Colaborar en la resolución de conflictos que puedan surgir entre las instituciones del 
Sistema, en el otorgamiento de permisos;

d)	 Verificar que las autoridades involucradas cumplan, dentro de los plazos asignados 
para cada una de ellas, con la tramitación coordinada, pronta y eficaz de los permisos 
solicitados:

e)	 Evaluar los casos en los cuales operó el silencio administrativo en sentido positivo o 
se incumplió un plazo establecido por la presente ley, remitiendo a las autoridades 
los informativos correspondientes, tomando en cuenta lo establecido en el artículo 
30 de la presente ley.

f)	 Gestionar los recursos necesarios para el logro de los fines de la presente ley;
g)	 Emitir la opinión favorable para la categorización de proyectos, a la cual se refiere el 

literal b) del artículo 33 de la presente ley; y,
h)	 Cualquier otra función que sea necesaria para el cumplimiento de los objetivos de la 

presente ley.

Todas las decisiones del Comité Coordinador, deberán tomarse por acuerdo de la mayoría 
de sus miembros.

 
CONSULTAS

Art. 7. En el desarrollo de sus actividades, el Comité Coordinador podrá realizar consultas a 
otros organismos, tanto privados como públicos, así como conformar grupos consultivos 
cuando lo considere necesario, integrándolos según las necesidades del caso, con el objetivo 
de potenciar el logro de los fines de la presente ley. Asimismo, de manera trimestral dicho 
Comité deberá presentar un informe público de rendición de cuentas, en el que expondrá la 
información referente a la aplicación de la Ley.

CAPÍTULO III

OFICINA DE INTEGRACIÓN DE TRÁMITES DE URBANIZACIÓN Y CONSTRUCCIÓN

OFICINA DE INTEGRACIÓN DE TRÁMITES DE URBANIZACIÓN Y CONSTRUCCIÓN

Art. 8. El Comité Coordinador contará con una oficina integrada de recepción y gestión de 
solicitudes para permisos de construcción y parcelación, incluidos en el ámbito de aplicación de 
la presente ley, que en adelante se denominará OIC, conformada por las siguientes instituciones:

a)	 Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales;
b)	 La Secretaría de Estado u organismo que tenga a su cargo la administración del 

patrimonio cultural del país; y,
c)	 Viceministerio de Vivienda y Desarrollo Urbano.

Esta Oficina será coordinada operativamente por el Viceministerio de Vivienda y Desarrollo 
Urbano. Cada delegado deberá estar facultado, previo acuerdo emitido por el titular de la 
institución a la cual pertenezca, de la autoridad respectiva para realizar las actividades necesarias, 
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para que se gestionen con celeridad, eficacia, transparencia y apego a las leyes, los trámites 
que correspondan; siempre y cuando dichas facultades no sean indelegables.

Esta Oficina tendrá su sede principal en la ciudad de San Salvador y podrá instalar oficinas fuera 
de dicha ciudad, según las necesidades y recursos institucionales, o fusionarse con otras de 
similar naturaleza, para el mejor aprovechamiento de los recursos del Estado.

La OIC deberá contar con un sistema informático, con una referencia común de los expedientes 
a tramitar, el cual deberá ser alimentado por todas las instituciones integrantes del Sistema, 
publicando información relevante, sobre los mismos, al usuario, de forma centralizada; además, 
dará seguimiento a los plazos, en busca de desarrollar alternativas de eficiencia en los trámites 
y cumplimiento de plazos.

La OIC tendrá la obligación de mantener información actualizada sobre los requisitos, 
procedimientos administrativos, criterios, zonificaciones ambientales y culturales, de brindarla 
al usuario; para tales efectos, las instituciones integrantes del sistema tendrán la obligación de 
actualizar información relevante respecto a su procedimiento.

CAPÍTULO IV

FASES DEL PROCEDIMIENTO

FASES DEL PROCEDIMIENTO

Art. 9. Los procedimientos relacionados en la presente Ley, se tramitarán por medio de las 
siguientes fases:

a)	 Evaluación Preliminar;
b)	 Aprobación de Permisos; y,
c)	 Recepción de obras y proyectos.

No obstante lo anterior, cualquier interesado podrá realizar consultas previas ante las autoridades 
competentes, respecto a la factibilidad de un inmueble, para destinarlo a proyectos de 
construcción y parcelación, de conformidad a lo establecido en las leyes de la materia. Asimismo, 
cualquier interesado podrá realizar trámites individuales ante tales autoridades, debiendo en 
dicho caso realizarlos fuera de la OIC, de conformidad a las leyes de la materia correspondiente.

A ninguno de los casos referidos en el inciso anterior, serán aplicables los plazos establecidos 
en esta ley, ni los efectos del silencio administrativo positivo.

FASE DE EVALUACIÓN PRELIMINAR

Art. 10. La Fase de Evaluación Preliminar incluye los trámites señalados en el artículo 3, romano 
II de la presente ley, así como los pronunciamientos de las instituciones con competencia 
en materias medioambientales y culturales acerca de factibilidades, no requerimientos o 



242

Legislación Ambiental - El Salvador 2021

necesidad de presentación de estudios especiales conforme a la normativa que los regula y 
el tipo de proyecto.

Como acto previo al inicio de esta fase, el usuario deberá solicitar la factibilidad de agua potable 
y alcantarillado a la ANDA, la que deberá pronunciarse sobre estas, en un plazo de veinte días 
posteriores a la recepción de la referida solicitud.

En el caso que ANDA no conteste en el plazo a que se refiere el inciso anterior, se entenderá 
que el permiso solicitado ha sido denegado, por lo que el interesado podrá interponer el 
recurso a que se refiere el artículo 27 de la presente ley o solicitar la devolución de la solicitud 
y sus anexos.

En el caso que la contestación de ANDA fuera desfavorable, el interesado podrá si lo desea, a 
fin de obtener la autorización correspondiente, presentar una propuesta de solución para la 
obtención de la factibilidad solicitada inicialmente ante ANDA, la que deberá evaluar la solución 
propuesta, resolver y notificar dicha resolución al interesado, en un plazo no mayor a treinta días.

Durante esta fase, el usuario deberá solicitar a las instituciones competentes las demás 
certificaciones, autorizaciones y permisos requeridos por la normativa vigente, para la obtención 
de los permisos definitivos.

TRÁMITE DE LA FASE DE EVALUACIÓN PRELIMINAR, COMPETENCIA DEL VICEMINISTERIO 
DE VIVIENDA Y DESARROLLO URBANO

Art. 11. En aquellos municipios que no cuenten con sus planes de ordenamiento y desarrollo 
local, y ordenanzas municipales respectivas, todo particular o institución pública, deberá 
solicitar la aprobación de permisos de construcción y parcelación al Viceministerio de Vivienda 
y Desarrollo Urbano, así como las solicitudes de calificación de lugar, línea de construcción, 
factibilidad de aguas lluvias, revisión vial, y zonificación; debiendo presentar en esta fase, 
además de las solicitudes respectivas, los demás documentos a los que se refiere el artículo 
13 de la presente ley y los anexos requeridos legalmente.

Esta documentación deberá presentarse a la OIC, junto con los requisitos legales de competencia 
de otras instituciones, relacionados a la Fase de Evaluación Preliminar, para su debida tramitación 
conforme al procedimiento establecido en la presente ley.

El Viceministerio de Vivienda y Desarrollo Urbano contará con un plazo de veinte días para 
resolver sobre las solicitudes antes mencionadas.

TRÁMITE DE LA FASE DE EVALUACIÓN PRELIMINAR COMPETENCIA DE LAS MUNICIPALIDADES 
U OFICINAS TÉCNICAS DE ASOCIACIONES DE MUNICIPIOS

Art. 12. Para los proyectos que, según su ubicación geográfica, la aprobación de los permisos 
sea competencia de las municipalidades u oficinas técnicas de asociaciones de municipios, 
las solicitudes de calificación de lugar, línea de construcción, factibilidad de drenaje de aguas 
lluvias, revisión vial y zonificación, deberán presentarse directamente por el usuario en la 
municipalidad u oficina técnica correspondiente, las que contarán con un plazo máximo de 
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veinte días para resolver, debiendo notificarse al interesado la aprobación o no de todos los 
trámites mencionados, dentro del plazo establecido en la presente Ley.

En estos casos, las autoridades que conozcan del trámite, deberán notificar vía electrónica 
o por los medios técnicos que se dispongan al efecto, a la OIC, a más tardar el siguiente día 
hábil, al de la recepción de las solicitudes, con indicación precisa de su contenido, así como 
de la fecha y hora de recepción de la solicitud, para efectos de contabilización y cumplimiento 
de los plazos establecidos en la presente ley. De la misma forma, la autoridad competente 
deberá notificar a la OIC la resolución final de los trámites realizados.

Con la aprobación de los trámites, a los que hace referencia el presente artículo, por parte de 
las municipalidades u oficinas técnicas de asociaciones de municipios, el interesado deberá 
presentar a la OIC, las resoluciones finales de calificación de lugar, línea de construcción, 
factibilidad de aguas lluvias, revisión vial y zonificación, junto con los otros documentos 
relacionados en el artículo siguiente.

DOCUMENTACIÓN PARA SOLICITAR LA EVALUACIÓN PRELIMINAR

Art. 13. El propietario de un terreno, su representante o mandatario, deberá presentar a la OIC, 
para la etapa de evaluación preliminar, los siguientes documentos:

a)	 Formulario de solicitud de calificación de lugar, línea de construcción, factibilidad 
de aguas lluvias, revisión vial y zonificación, cuando por la ubicación geográfica del 
proyecto, el Viceministerio de Vivienda y Desarrollo Urbano tenga competencia para 
la aprobación de permisos; caso contrario, se deberán presentar las resoluciones 
finales relacionadas a estos trámites emitidas por la autoridad competente; salvo que 
la OIC hubiere emitido certificación en donde haga constar que ha operado el silencio 
administrativo en sentido positivo;

b)	 Documentos que acrediten la personería del solicitante y facultad de solicitar la 
aprobación de permisos de construcción y parcelación respecto del terreno, en su 
caso;

c)	 Testimonio original o copia certificada, en que conste la propiedad del inmueble;
d)	 Ubicación catastral emitida por el Centro Nacional de Registros;
e)	 Formulario ambiental y requisitos establecidos en la Ley del Medio Ambiente y su 

Reglamento, en caso de ser requerido, según las directrices y acuerdos emitidos en 
el ramo de Medio Ambiente y Recursos Naturales;

f)	 Formularios de solicitud para evaluación del proyecto respecto al contenido cultural, 
arqueológico y paleontológico;

g)	 Resolución de ANDA o de otra autoridad competente sobre la solicitud de factibilidad 
de agua potable y alcantarillado;

h)	 Autorización del sistema de manejo de excretas y aguas grises, en caso de no existir 
factibilidad de agua potable y alcantarillado por parte de ANDA;

i)	 Recibos de pago por trámites, según los precios y aranceles que sean establecidos 
legalmente, para cada una de las instituciones que los requieran.

j)	 Copia de todos los documentos presentados, incluyendo planos, según los requerimientos 
establecidos legalmente.

k)	 Otros documentos requeridos, de acuerdo al ordenamiento jurídico vigente.
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Las instituciones competentes publicarán los formularios y documentos requeridos en esta 
fase, en sus respectivas páginas electrónicas, para que puedan ser descargados por los 
interesados, los cuales no podrán contener más requisitos de los exigidos en la normativa, 
decretos o acuerdos aplicables o información diferente, relacionada a la comprobación de 
los mencionados requisitos.

DEVOLUCIÓN DE DOCUMENTOS

Art. 14. La OIC tendrá la facultad de devolver las solicitudes y toda su documentación al 
interesado, en caso que no esté completa o no cumpla con los requisitos de forma establecidos 
por la institución competente de conocer del trámite específico, lo cual hará reiniciar el plazo 
en caso de nueva presentación. A los efectos del presente artículo, cuando alguna institución 
no tenga un delegado de forma permanente en la OIC, deberá remitir a esta en los siguientes 
diez días a la entrada en vigencia de la presente ley, todos los requisitos y criterios necesarios 
para la admisión de solicitudes.

REMISIÓN DE FORMULARIOS

Art. 15. Recibidos los formularios por parte de la OIC, serán remitidos utilizando cualquier 
medio técnico, sea electrónico, magnético o cualquier otro que posibilite la constancia por 
escrito y ofrezca garantías de seguridad y confiabilidad a las instituciones participantes, en lo 
que sea relevante al conocimiento de cada institución, para efecto de análisis, a más tardar el 
día siguiente a su recepción; remitiendo los documentos físicos según sea necesario para su 
pronunciamiento o a solicitud de la entidad notificada electrónicamente.

La notificación realizada por los medios señalados en el inciso anterior por la OIC, tendrá 
plena validez para el desarrollo de procedimientos y la contabilización de plazos establecidos 
en la presente ley.

RESOLUCIONES DE LA FASE DE EVALUACIÓN PRELIMINAR

Art. 16. La resolución que emita el Viceministerio de Vivienda y Desarrollo Urbano de calificación 
de lugar, línea de construcción, factibilidad de drenaje de aguas lluvias, revisión vial y zonificación, 
deberá ser notificada por medio de la OIC al Ministerio de Medio Ambiente y Recursos 
Naturales, y a la Secretaría de Estado u organismo que tenga a su cargo la administración 
del patrimonio cultural del país, al día siguiente del plazo regulado en el artículo 11. Cuando 
a la OIC se presenten las resoluciones finales de calificación de lugar, línea de construcción, 
factibilidad de aguas lluvias, revisión vial y zonificación, por ser competencia municipal o de 
oficinas técnicas de asociaciones de municipios, la OIC remitirá la documentación recibida a 
las demás autoridades competentes de conocer en la fase preliminar, a más tardar el siguiente 
día a la recepción de la documentación y requisitos completos que se requieran en las leyes 
y sus reglamentos aplicables a cada materia.

Las notificaciones interinstitucionales podrán realizarse de forma electrónica, según los 
medios que para tal efecto dispongan las instituciones participantes, y contendrán copia de 
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las actuaciones realizadas, actas, fotografías y demás resoluciones emitidas por las autoridades 
competentes señaladas en la presente ley.

El Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales, en esta fase, determinará si el proyecto 
requiere o no la elaboración de un estudio de impacto ambiental. Para aquellos proyectos que 
no lo requieran, el Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales, emitirá la resolución 
de No Requerimiento de Estudio de Impacto Ambiental y, en caso contrario, los términos de 
referencia conteniendo los lineamientos técnicos que orienten la elaboración de dicho estudio.

La Secretaría de Estado u organismo que tenga a su cargo la administración del patrimonio 
cultural del país, en esta fase, deberá resolver sobre la viabilidad del proyecto o la necesidad 
de presentación de estudios técnicos específicos.
El Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales y la Secretaría de Estado u organismo 
que tenga a su cargo la administración del patrimonio cultural del país, para resolver sobre la 
necesidad de presentación o no de estudios técnicos específicos y lo demás pertinente en esta 
fase, deberán notificar sus resoluciones a la OIC, a más tardar veinte días contados a partir de 
la notificación por parte de la OIC de las resoluciones de la fase de la Evaluación Preliminar.

En caso que, según las autoridades mencionadas en el presente artículo, el proyecto resulte 
no viable, de acuerdo a sus normativas vigentes, el proceso finalizará en esta etapa.

DOCUMENTACIÓN PARA SOLICITAR LA APROBACIÓN DE PERMISOS DE CONSTRUCCIÓN 
Y PARCELACIÓN

Art. 17. El interesado deberá presentar a la OIC, para la etapa de gestión y aprobación de 
permisos, además de los documentos requeridos por la normativa aplicable para la solicitud 
de permisos relacionados al tema urbanístico, los siguientes documentos:

a)	 Estudio de impacto ambiental, en caso de ser requerido por el Ministerio de Medio 
Ambiente y Recursos Naturales en la Fase de Evaluación Preliminar, o resolución de 
no requerimiento del mismo, cuando correspondan;

b)	 Estudios requeridos por la Secretaría de Estado u organismo que tenga a su cargo la 
administración del patrimonio cultural del país; y,

c)	 Otros estudios, solicitudes y documentación requerida por ley para el tipo de proyecto.

FASE DE APROBACIÓN DE PERMISOS

Art. 18. Para la Fase de Aprobación de Permisos, las instituciones, según su competencia, 
tendrán los plazos siguientes:

Si el proyecto requiere de autorización por parte de la Secretaría de Estado u organismo 
que tenga a su cargo la administración del patrimonio cultural del país, esta tendrá un plazo 
máximo de sesenta días para resolver sobre la factibilidad del proyecto, debiendo notificar 
dicha resolución a la OIC.

Si el proyecto requiere de estudio de impacto ambiental por parte del Ministerio de Medio 
Ambiente y Recursos Naturales, este resolverá en el plazo máximo de sesenta días, debiendo 
notificar a la OIC.
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En el caso de la aprobación del estudio de impacto ambiental, el Ministerio de Medio Ambiente 
y Recursos Naturales, emitirá el correspondiente permiso ambiental, en el término de diez días 
después de rendida la fianza a la que hace referencia la ley de Medio Ambiente.

Para la aprobación de los sistemas de acueducto y alcantarillados, la Administración Nacional 
de Acueductos y Alcantarillados, resolverá en el plazo máximo de sesenta días a partir de la 
recepción de la solicitud.

Una vez obtenidos los permisos o autorizaciones a las que se refieren los incisos anteriores, 
según los procedimientos establecidos en la presente ley, la OIC notificará a las autoridades 
competentes, quienes a partir de esa fecha tendrán un plazo máximo de veinticinco días para 
el otorgamiento del permiso definitivo, debiendo notificar tal situación a la OIC.

EFECTOS DEL PLAZO

Art. 19. Toda resolución deberá ser debidamente motivada, fundamentada y notificada dentro 
de los plazos establecidos en la presente ley.

En los trámites anteriores, cuando una autoridad no resuelva dentro de los plazos establecidos 
en esta ley, salvo que se exprese lo contrario, se entenderá que dicha resolución ha sido emitida 
a favor del interesado en el sentido solicitado, pudiendo continuar con los trámites siguientes, 
según el procedimiento que corresponda.

Si el permiso de construcción o parcelación no se otorgare en el plazo establecido en el inciso 
final del artículo anterior, el Viceministerio de Vivienda y Desarrollo Urbano, municipalidades u 
oficinas técnicas de asociaciones de municipios, según su competencia, tendrán la obligación 
de resolver favorablemente  y notificar en el plazo de quince días a la solicitud del permiso de 
construcción o parcelación; no obstante, deberán indicarse todas aquellas medidas necesarias, 
a fin de resguardar la salud y seguridad de los usuarios del proyecto y demás habitantes, 
conforme a lo establecido en las leyes de la materia.

En el caso que la resolución a la que hace referencia el inciso anterior, no se emitiera en el 
plazo citado, la OIC emitirá una certificación en donde haga constar que ha operado el silencio 
administrativo en sentido positivo y que dicho proyecto se entenderá aprobado en los términos 
solicitados por el interesado, la cual deberá presentarse para efectos del cumplimiento de la 
fianza a que se refiere el artículo 18 de esta ley.

El plazo para rendir la fianza a que hace referencia el inciso anterior, será de treinta días, 
contados estos a partir de la fecha en que haya sido notificada la resolución que confirma los 
efectos del silencio administrativo en positivo.

Una vez presentada la fianza, la OIC deberá emitir la certificación de su resolución. La falta 
de la presentación de la fianza en el plazo antes establecido, dejará sin efecto el permiso 
correspondiente.

Cuando haya operado el silencio administrativo en sentido positivo, en los casos de solicitudes 
de aprobación de estudio de impacto ambiental, el programa de manejo ambiental presentado 
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por el titular del proyecto se entenderá aprobado y servirá de base para que la autoridad 
respectiva establezca el monto de la fianza y practique las auditorías ambientales pertinentes.

En todos los demás casos, el requerimiento de fianza y la aprobación del estudio de impacto 
ambiental, deberán ser notificados al titular dentro de los tres días siguientes a la aprobación 
de dicho estudio, a efecto de que proceda a rendirla.

PREVENCIONES DE FONDO

Art. 20. Las prevenciones durante todo el procedimiento deberán fundamentarse en los 
aspectos técnicos requeridos con anticipación para el proyecto del que se trate y en aquellos 
casos excepcionales en que deban realizarse estudios especializados para cumplirlas, el plazo 
se suspenderá por un término máximo de treinta días contados a partir del día siguiente de la 
notificación respectiva. Cuando se trate de prevenciones relativas a solvencias municipales, 
estas deberán referirse a que el titular se encuentre al día con los impuestos que afecten al 
inmueble en el cual se desarrollará el proyecto.

En cada trámite, de los regulados en la presente ley, las observaciones deberán formularse 
de forma clara y precisa, a fin que el usuario pueda resolverlas en el sentido requerido por la 
institución. En caso de existir más de una prevención u observación por parte de una misma 
institución respecto a un trámite específico, esta deberá fundamentarse razonablemente; y 
en dicho caso, el usuario podrá solicitar de forma directa o por medio de la OIC, reuniones 
con la institución que ha realizado las observaciones, a fin de obtener asesoría sobre la forma 
de solventarlas.

NOTIFICACIONES AL INTERESADO

Art. 21. De todas las resoluciones que las autoridades integrantes del Sistema notifiquen a 
la OIC, deberá informarse al interesado por parte de esta última utilizando cualquier medio 
técnico, sea electrónico, magnético o cualquier otro que posibilite la constancia por escrito 
y ofrezca garantías de seguridad y confiabilidad, a más tardar en un plazo de tres días desde 
su recepción, sin que este plazo cuente para efectos de establecer el silencio administrativo.

FASE DE RECEPCIÓN DE PROYECTOS: OBRAS Y MEDIDAS

Art. 22. Concluidas las obras de construcción, el titular del proyecto presentará solicitud a la 
OIC, municipalidad o asociación de municipios correspondiente, para que se proceda a la 
recepción parcial y/o final de obras, habilitación de servicios y permiso de habitar.

Para los efectos de esta ley, se entenderá por recepción parcial “el acto formal por el cual se 
recibe una etapa del desarrollo de la obra o proyecto aprobado, sustancialmente terminado 
para que pueda ser habilitado independiente del resto”.

El Viceministerio de Vivienda y Desarrollo Urbano, en calidad de coordinador operativo de la 
OIC, distribuirá la solicitud de recepción de proyectos a las autoridades involucradas, y estas 
tendrán un plazo máximo de quince días para resolver después de recibida la notificación, bajo 
los mismos términos y consecuencias establecidos en la presente ley.
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Para que opere el silencio administrativo en sentido positivo en la habilitación de proyectos 
por parte de ANDA, los interesados deberán hacer entregas parciales de los proyectos, a fin 
de determinar que han cumplido con la normativa.

SUSPENSIÓN DE LOS PLAZOS

Art. 23. Los plazos establecidos en la presente ley, se suspenderán en los casos siguientes:

a)	 Cuando una vez admitida la solicitud, la institución competente advierta la presentación 
de documentación incompleta, irregular o de forma incongruente con los requisitos 
solicitados;

b)	 En caso de emergencia nacional o calamidad pública debidamente declarada por la 
autoridad competente;

c)	 En caso de requerir estudios adicionales para verificar condiciones de seguridad y 
condiciones ambientales o culturales, para lo cual la institución encargada emitirá 
una resolución motivada al efecto;

d)	 Cuando por disposición legal o por resolución de autoridad competente, el solicitante 
deba realizar actividades, tales como consultas públicas, rendimiento de fianzas u otras 
que puedan incidir directamente en el avance o continuación del trámite;

e)	 Cuando se tramite un recurso legalmente establecido;
f)	 Cuando una ley relacionada a la materia establezca la suspensión de obras o trabajos 

en determinadas causales;
g)	 En el caso de la solución alternativa planteada ante ANDA, cuando esta requiera algún 

tipo de autorización de otra institución o dependencia gubernamental.

La suspensión de plazos, resuelta por la institución, en base a lo establecido en los literales 
anteriores, suspenderá temporalmente el plazo del trámite de aprobación del permiso que 
corresponda en la institución, la cual será notificada a la OIC, para los efectos consiguientes, 
y esta a su vez notificará de dicha circunstancia a los interesados.

Una vez superada la causa que motivó la suspensión del plazo, el interesado podrá solicitar 
el reinicio del trámite ante la OIC, la cual deberá emitir resolución dentro de los cinco días 
siguientes al de la presentación de la solicitud, en la que se notificará sobre la autorización para 
reiniciar el trámite, en el que se tomen en cuenta los días transcurridos antes de la suspensión, 
de tal manera de respetar los plazos a que se refiere la presente ley.

VIGENCIA DE PERMISOS

Art. 24. Los proyectos amparados por los permisos obtenidos de conformidad a esta ley, 
deberán iniciarse en el término de un año después de la fecha de expedición del permiso o 
de la emisión de la certificación, en que conste que ha operado el silencio administrativo en 
sentido positivo. Transcurrido este término sin que hayan dado inicio, los permisos quedarán 
caducados.
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Cuando exista caso fortuito o fuerza mayor comprobable, según el caso, que impida al titular 
el inicio o la continuidad de la construcción de la obra, la vigencia podrá prorrogarse por un 
año, previa solicitud a la OIC, justificando los motivos.
Se entenderá que una obra ha dado inicio, cuando su nivel de avance físico ha alcanzado al 
menos el diez por ciento de lo proyectado.

ATENCIÓN AL USUARIO

Art. 25. El coordinador de la OIC garantizará que los funcionarios de dicha Oficina proporcionen 
al interesado toda la información y asistencia que requiera sobre los trámites que se realicen.

OBLIGACIONES DE LOS TITULARES DE PROYECTOS

Art. 26. Cada solicitud, estudio, planos o documentos que sean requeridos para los diferentes 
trámites relacionados en la presente ley, deberán ser presentados en soportes físico y digital, 
según las características que al efecto establezca la OIC.

Una vez obtenido el permiso final de construcción o parcelación, los propietarios o desarrolladores 
de los proyectos deberán mantenerlos, ya sea en original o copias certificadas, en un lugar 
visible y protegidos para que las autoridades o sus delegados puedan observarlos en los casos 
de supervisión o inspección en el sitio donde se ejecuta el proyecto.

RECURSO DE REVISIÓN

Art. 27. El solicitante podrá someter a revisión la resolución emitida por las instituciones 
correspondientes, en los casos siguientes:

a)	 Cuando el trámite y/o solicitud sea declarado desfavorablemente o inadmisible, y que 
a consideración del interesado dicha resolución carezca de fundamento técnico y/o 
legal; y,

b)	 Cuando la resolución no esté debidamente motivada, fundamentada o notificada 
dentro de los plazos establecidos en la presente ley.

El interesado podrá interponer ante la autoridad correspondiente con copia al Comité 
Coordinador, recurso de revisión dentro de los ocho días hábiles siguientes a la notificación 
respectiva, a efecto de que supervise el cumplimiento de los plazos establecidos en la presente ley.

La autoridad correspondiente tendrá un plazo de ocho días hábiles para resolver el recurso 
con solo la vista de los autos.

El recurso de revisión regulado en el presente artículo, será previo y a opción del interesado, 
quedando habilitados el resto de mecanismos de impugnación normados en las leyes especiales 
de la materia. En caso que el interesado interponga el recurso de revisión, los plazos de 
los demás recursos, regulados en las leyes especiales en la materia, contarán a partir de la 
resolución de este.
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CAPÍTULO V

DISPOSICIONES GENERALES

COMPETENCIAS

Art. 28. En todo caso, las instituciones participantes del sistema mantendrán sus facultades 
legales. Las facultades de autorización y supervisión de los diferentes aspectos contenidos 
en cada trámite, serán ejercidas por cada institución participante, según las competencias, 
estándares y requerimientos técnicos que para tal efecto establezcan las leyes y reglamentos.

REGLA GENERAL APLICABLE A LOS SILENCIOS ADMINISTRATIVOS

Art. 29. En ningún caso se entenderán otorgados por silencio administrativo, autorizaciones o 
permisos que contravengan mandatos o prohibiciones expresas contenidas en disposiciones 
constitucionales, legales, normativas y actos administrativos emitidos de forma previa a la 
presentación de la solicitud que limiten el uso y la forma de disposición de inmuebles.

En todos los casos que sea aprobado un trámite previo o se otorgue un permiso de construcción, 
parcelación, obra o proyecto, por haberse hecho uso del silencio administrativo positivo, la 
OIC deberá remitir un informativo al Tribunal de Ética Gubernamental y a la Corte de Cuentas 
de la República, para que inicien de oficio los procedimientos administrativos y auditorías que 
legalmente correspondan, quienes a su vez tendrán la obligación de remitir los informativos 
correspondientes a la Fiscalía General de la República, en el caso de existir indicios de la 
comisión de un delito. Asimismo, deberá informarse sobre la aplicación del silencio positivo 
a todas las instituciones del Sistema.

Si de los análisis y estudios efectuados con posterioridad, se determinara que la construcción, 
parcelación, obra o proyecto que fue aprobada mediante el silencio administrativo positivo 
representa un riesgo para la seguridad personal y la salud de los habitantes, así como para el 
patrimonio cultural o el medio ambiente, por haberse dado en el supuesto del inciso primero del 
presente artículo, las autoridades competentes podrán dejar sin efecto los permisos otorgados. 
Esta revocatoria se podrá emitir en un plazo máximo de un año, a partir de que la OIC notifique 
a la autoridad respectiva la emisión de la certificación, en donde haga constar que ha operado 
el silencio administrativo en sentido positivo o desde la fecha en que la autoridad competente 
la emitió, según el caso. En tal situación y de advertirse la existencia del daño, las autoridades, 
ya sean titulares, funcionarios, técnicos o empleados que no hayan resuelto los permisos en 
los plazos señalados en la presente ley y que posibilitaron la aprobación de los proyectos en 
virtud del silencio administrativo en sentido positivo, serán responsables administrativamente 
con una multa equivalente al daño causado; y si no es posible cuantificarlos, hasta un máximo 
de mil salarios mínimos del sector comercio y servicios, así como a la responsabilidad penal 
en su caso.

En este último caso, para cuantificar el monto de la multa, el funcionario aplicador deberá 
basarse en la capacidad económica del infractor, el beneficio personal obtenido de manera 
ilegítima, el tipo de daño causado, las consecuencias perjudiciales del silencio positivo y la 
reincidencia en la conducta típica, cuando fuera el caso.
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El urbanizador, el constructor y el profesional responsable que firman los planos urbanísticos 
y arquitectónicos, documentos y solicitudes, son responsables de cualquier contravención 
y violación a las leyes vigentes al momento de la solicitud, sin perjuicio de la responsabilidad 
administrativa que se deriven para los funcionarios que emitan u omitan la emisión de actos 
administrativos relacionados al trámite de aprobación de permisos de construcción, sin 
concordancia o en contravención o violación de las normas correspondientes.

Las sanciones establecidas en el presente artículo serán tramitadas y aplicadas por el Tribunal de 
Ética Gubernamental, de acuerdo al procedimiento establecido en la Ley de Ética Gubernamental.

Lo percibido en concepto de multas por las infracciones a la presente ley deberá ingresar al 
Fondo General del Estado.

PLAZOS

Art. 30. Los plazos a los que se refiere la presente ley, se contarán en días hábiles.

NORMAS PARA LA ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO

Art. 31. Los titulares de las entidades públicas a que se refiere el artículo 5 de la presente ley, 
deberán nombrar los delegados y representantes dentro de los quince días siguientes a la 
entrada en vigencia de esta ley.

El Comité Coordinador será convocado por el representante que ejerza la coordinación, 
dentro de los treinta días siguientes a la entrada en vigencia de esta ley. Dicho Comité será el 
responsable de la instalación de la OIC, formulación de los manuales de organización y funciones 
necesarios para la operatividad de la oficina, elaboración de los formularios correspondientes, 
según lo regulado en la presente ley y emitir sus propias normas de funcionamiento, dentro 
de los sesenta días siguientes a dicha vigencia.

ESPECIALIDAD

Art. 32.  La presente ley, por su carácter especial, prevalecerá sobre cualquier otra que la contraríe.

PLAZOS PARA LA APLICACIÓN DE LA LEY

Art. 33. Los procedimientos y plazos para la tramitación de permisos de construcción y 
parcelación a los que se refiere la presente ley, se aplicarán de la siguiente forma:

a)	 A partir de su vigencia, los proyectos públicos y privados, de cualquier naturaleza, 
ubicados en los municipios relacionados en el literal a) del inciso primero del artículo 2 
de la presente ley, así como los proyectos habitacionales de parcelación no regulados 
en la Ley Especial de Lotificaciones y Parcelaciones para Uso Habitacional y para los 
proyectos habitacionales de construcción, en todo el territorio nacional, siempre y 
cuando no esté prohibido construir por el ordenamiento jurídico, en el lugar donde 
se desarrollarán; y,

b)	 Después de ocho meses contados a partir de su vigencia, para los proyectos en todo el 
territorio nacional. Todo lo anterior, sin perjuicio de aquellas categorías de proyectos que 
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por su naturaleza, impacto ambiental y complejidad, no puedan tramitarse conforme a 
la presente ley. Para tales efectos, y dentro del mismo plazo establecido, el ministro de 
Obras Públicas, Transporte y de Vivienda y Desarrollo Urbano, previa opinión favorable 
del Comité Coordinador del Sistema, emitirá el Acuerdo correspondiente en el que se 
categoricen los proyectos para tal fin, tomando en cuenta los criterios establecidos.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA

Art. 34. Mientras el Presidente de la República no designe a su representante, ejercerá como 
tal, el Secretario Técnico de la Presidencia.

VIGENCIA

Art. 35. El presente Decreto entrará en vigencia sesenta días después de su publicación en el 
Diario Oficial.

DADO EN EL SALON AZUL DEL PALACIO LEGISLATIVO: San Salvador, a los treinta y un días 
del mes de octubre del año dos mil trece.

Othon Sigfrido Reyes Morales,
Presidente.

Roberto José d’Aubuisson Munguía, 
Quinto Vicepresidente.

Carlos Mauricio Funes Cartagena, 
Presidente de la República.

Gerson Martínez,
Ministro de Obras Públicas, 
Transporte y de Vivienda y Desarrollo Urbano.

D. O.  Nº 223    /     Tomo  Nº 401    /     Fecha: 28 de noviembre de 2013
FN/geg
06-01-2014

Casa Presidencial: San Salvador, a los veintidós días del mes de noviembre del año dos mil trece.
Publíquese,

Alberto Armando Romero Rodriguez,
Primer Vicepresidente.

Jose Francisco Merino Lopez,
Tercer Vicepresidente.

Lorena Guadalupe Peña Mendoza,
Primera Secretaria.

Sandra Marlene Salgado Garcia,
Tercera Secretaria.

Irma Lourdes Palacios Vásquez,
Quinta Secretaria.

Francisco José Zablah Safie,
Séptimo Secretario.

Guillermo Antonio Gallegos Navarrete,
Segundo Vicepresidente.

Francisco Roberto Lorenzana Duran, 
Cuarto Vicepresidente.

Carmen Elena Calderon Sol de  Escalón, 
Segunda Secretaria.

Jose Rafael Machuca Zelaya, 
Cuarto Secretario.

Margarita Escobar, 
Sexta Secretaria.

Reynaldo Antonio López Cardoza, 
Octavo Secretario.



Fondo de Inversión Ambiental de El Salvador, realizó el lanzamiento de 
33 proyectos para la restauración de ecosistemas, que se ejecutarán en 
ocho territorios priorizados, con una inversión de USD$ 5,415,275.64.

Con un impacto directo en la restauración de áreas naturales 
protegidas, el fortalecimiento de la agricultura y ganadería sostenible, 
así como, la protección de recursos costero marino, especialmente 
tortugas marinas y manglares de las costas salvadoreñas.
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LEY FORESTAL

TÍTULO PRIMERO

DISPOSICIONES PRELIMINARES

CAPÍTULO PRIMERO

OBJETIVO DE LA LEY

OBJETIVO Y DECLARATORIA DE INTERÉS ECONÓMICO

Art. 1. La presente Ley tiene por objeto establecer disposiciones que permitan el incremento, 
manejo y aprovechamiento en forma sostenible de los recursos forestales y el desarrollo de 
la industria maderera; los recursos forestales son parte del patrimonio natural de la Nación y 
corresponde al Estado su protección y manejo.

Declárase de interés económico el desarrollo forestal del país desde el establecimiento de la 
plantación hasta el aprovechamiento final y todas sus formas de valor agregado.

Asimismo, esta ley busca establecer las condiciones para estimular la participación del sector 
privado en la reforestación del territorio nacional con fines productivos, quedando fuera de 
esta regulación las Áreas Naturales Protegidas y los Bosques Salados.

DEFINICIONES

Art. 2. Para efectos de aplicación de esta Ley y sus Reglamentos, se entenderá por:

APROVECHAMIENTO FORESTAL: la cosecha de los productos forestales maderables y los no 
maderables hasta la cosecha final, todo de conformidad con normas de manejo que garanticen 
su sostenibilidad;

ÁRBOL: planta perenne, de tronco leñoso y elevado, que se ramifica a cierta altura del suelo, 
el cual puede ser maderable, frutal, ornamental y energético;

ÁRBOL HISTÓRICO: vegetal leñoso que representa para una comunidad o gobierno local, 
un aspecto cultural, y que así esté declarado por Decreto Legislativo, Ejecutivo u Ordenanza 
Municipal;

AUTORIZACIÓN: documento que el organismo encargado del desarrollo forestal otorga a 
personas naturales o jurídicas para el aprovechamiento forestal, y para la realización de obras 
y actividades relacionadas con dicho aprovechamiento;

BOSQUE: ecosistema donde los árboles son las especies vegetales dominantes y su finalidad 
primaria es un producto forestal;
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BOSQUE NATURAL: ecosistema en el que predominan los árboles, originado por regeneración 
natural sin influencia del ser humano;

BOSQUES POR REGENERACIÓN INDUCIDA: áreas con cobertura boscosa recuperadas por 
regeneración propiciada por la acción humana, mediante prácticas silviculturales;

CONSERVACIÓN: conjunto de actividades humanas para garantizar el uso sostenible del 
ambiente, incluyendo las medidas para la protección, el mantenimiento, la rehabilitación, la 
restauración, el manejo y el mejoramiento de los recursos naturales y ecosistemas;

CUENCA HIDROGRÁFICA: es una superficie de tierra delimitada por un parte agua, en cuya 
superficie se encuentra un patrón de drenaje donde suceden procesos biológicos, naturales, 
escénicos y sociales, interactuando entre sí;

ECOSISTEMA: es la unidad funcional básica de interacción de los organismos vivos entre sí y 
de éstos con el ambiente, en un espacio y tiempo determinados;

IMPACTO AMBIENTAL: cualquier alteración, positiva o negativa, de uno o más de los 
componentes del ambiente provocadas por la acción humana o de fenómenos naturales en 
un área de influencia definida;

INCENDIO FORESTAL: fuego que se desarrolla en un bosque provocado por el ser humano 
o por causas naturales;

INCENTIVOS FORESTALES: estímulos crediticios, fiscales y de servicios públicos y otros, que 
otorga el Estado para promover el uso sostenible de los recursos forestales para las actividades 
de aprovechamiento sostenible de bosques naturales, establecimiento de plantaciones, viveros 
forestales, rodales semilleros, sistemas agroforestales y procesos industriales relacionados 
con el área forestal;

INDUSTRIA FORESTAL: conjunto de operaciones para la transformación de productos y 
subproductos del bosque, a través de plantas, sistemas y equipos industriales, incluidos los 
productos forestales no maderables;

INVENTARIO FORESTAL: es la evaluación cuantitativa y cualitativa de las existencias en el bosque;

MACHORRA: masa vegetal de poca altura consistente primordialmente en arbustos y similares 
que se produce generalmente por la inactividad de la tierra;

MANEJO FORESTAL: actividades técnicas que conducen a la ordenación y administración de los 
bosques, asegurando el aprovechamiento, la conservación, el mejoramiento, el acrecentamiento 
y la restauración de los recursos forestales;

MATERIAL GENÉTICO: todo material de origen vegetal, animal, microbiano o de otro tipo que 
contenga unidades funcionales de herencia;
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PATRIMONIO FORESTAL DEL ESTADO: terrenos con potencial forestal propiedad del Estado 
asignados al Ministerio de Agricultura y Ganadería;

PERMISO FORESTAL: autorización que otorga el MAG a personas naturales o jurídicas para el 
aprovechamiento forestal o para la realización de obras y actividades relacionadas con dicho 
aprovechamiento;

PLAGA: población de plantas o animales que, por su abundancia y relación, provocan daños 
económicos y biológicos al bosque;

PLAN DE MANEJO FORESTAL: documento que contiene la planeación técnica que regula 
el uso y aprovechamiento sostenible del bosque con el fin de obtener el óptimo beneficio 
económico, asegurando al mismo tiempo su conservación y protección, cada plan de manejo 
forestal será registrado con un número único;

PLAN DE DESARROLLO PARA PEQUEÑOS REFORESTADORES DE ESCASOS RECURSOS: es 
un programa donde el MAG elabora y Proporciona: a) asesoría sobre almácigos y siembra; 
b) seguimiento técnico para el establecimiento de plantaciones forestales; c) el plan anual 
operativo forestal; y, d) asesoría sobre mercadeo de productos forestales a agricultores de 
escasos recursos económicos;

PLANTACIÓN FORESTAL: masa arbórea de especies forestales, establecida por el ser humano 
ya sea por siembra directa de semilla, plántulas o cualquier otro material de propagación;

PRODUCTOS FORESTALES: bienes que resultan del aprovechamiento del bosque;

PROTECCIÓN FORESTAL: conjunto de medidas que tiendan a la preservación, recuperación, 
conservación y uso sostenible del bosque;

QUEMA PRESCRITA: práctica silvicultural consistente en quema autorizada y controlada, 
utilizada como medida de prevención de incendios forestales o de inducción para el control 
de plagas y enfermedades, y para favorecer la regeneración natural;

QUEMA: fuego provocado voluntariamente en un área delimitada para fines agrícolas, incluyendo 
el tratamiento de los despojos de corta;

RECURSOS BIOLÓGICOS: material genético de valor real o potencial;

RECURSOS FORESTALES: conjunto de elementos actual o potencialmente útiles de los bosques 
y otros, convencionalmente denominados productos forestales maderables y no maderables;

RECURSOS FORESTALES NO MADERABLES: todo producto forestal proveniente de vegetación 
forestal que no es maderable, por ejemplo: las semillas, resinas, fibras, gomas, ceras, rizomas, 
hojas, pencas y tallos provenientes de vegetación forestal;

REFORESTACIÓN: establecimiento de un bosque en forma natural o artificial, sobre terrenos 
en los que la vegetación arbórea es insuficiente o no existe;
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SISTEMAS AGROFORESTALES: formas de uso y manejo de los recursos naturales, en los que 
son utilizadas especies leñosas en asociación con cultivos agrícolas en el mismo terreno, de 
manera simultánea o en una secuencia temporal;

SUELO CLASE VI: son suelos adecuados para vegetación permanente, pastoreo, bosques, 
frutales y otros, con restricciones moderadas para el cultivo. La principal limitación es el grado 
de pendiente, poca profundidad del suelo o excesiva cantidad de piedra; incluye suelos planos y 
arenosos, con escaso suelo superficial y materia orgánica, susceptibles de perderla por erosión;

SUELO CLASE VII: son adecuadas únicamente para vegetación permanente, incluyendo 
pastos de corte. Los suelos con bosques salados pertenecen a esta clase. La mayor parte de 
estos suelos se encuentran en terrenos montañosos de poca profundidad efectiva de suelos, 
abundantes rocas o piedras;

SUELO CLASE VIII: son áreas accidentadas, excesivamente pedregosas, arenosas, donde 
no existe suelo, no aptas para la agricultura y pueden ser apropiadas para la vida silvestre, 
protección, recreación o ecoturismo;

TALA: cortar o derribar árboles por el pie;

TÉCNICO FORESTAL: funcionario de la institución forestal debidamente autorizado, con 
facultades de fomentar, supervisar y controlar cualquier actividad relacionada con el manejo 
y aprovechamiento forestal con fines productivos;

USO SOSTENIBLE DEL BOSQUE: el uso y aprovechamiento de cualquiera de los elementos 
del bosque, de manera que garantice la conservación de su potencial productivo, estructura, 
funciones, diversidad biológica y procesos ecológicos a largo plazo;

VEDA FORESTAL: medida legal del MAG que establece la prohibición temporal del 
aprovechamiento de una o varias especies forestales en bosques naturales, y

ZONA DE RECARGA HÍDRICA: superficie terrestre cuya aptitud para regular el movimiento 
hídrico, ha sido establecida por medio de estudios técnicos y científicos, y que alimenta un 
determinado manto de agua.

CAPÍTULO SEGUNDO

DE LA ADMINISTRACIÓN Y COMPETENCIA

AUTORIDAD COMPETENTE

Art. 3. El Ministerio de Agricultura y Ganadería, el que en el texto de esta ley será denominado 
MAG, será el responsable de la aplicación de esta normativa y la autoridad competente para 
conocer de la actividad forestal productiva, creando la Comisión Forestal, para el desarrollo 
tecnológico e industrial.
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A fin de coordinar la aplicación de esta Ley y la administración de los recursos forestales del país, 
todos los organismos e instituciones de la administración pública, en el área de su respectiva 
competencia, estarán obligados a prestar su colaboración al MAG.

DE LAS ATRIBUCIONES DEL MAG

Art. 4. Para el cumplimiento de la presente Ley y sus Reglamentos, el MAG tendrá las siguientes 
atribuciones:

a)	 Velar por el cumplimiento de los convenios nacionales e internacionales relacionados 
con el sector forestal productivo;

b)	 Evaluar, aprobar y dar seguimiento a los planes de manejo forestal;
c)	 Apoyar la formulación de planes de desarrollo forestal para pequeños reforestadores 

y productores de laderas de escasos recursos;
d)	 Promover y apoyar la participación privada, creando una Comisión Forestal conformada 

por representantes del sector forestal y del gobierno, la cual velará por el desarrollo 
tecnológico e industrial de los recursos forestales, incentivos y demás actividades que 
tiendan a la recuperación y aprovechamiento sostenible de la cobertura arbórea en 
el territorio nacional;

e)	 Planificar y ejecutar proyectos de investigación, capacitación y protección de los 
recursos forestales;

f)	 Organizar y mantener actualizado un sistema de información forestal con el objeto 
de generar, recopilar, clasificar y procesar información y datos relacionados con la 
materia forestal;

g)	 Facilitar y fomentar el establecimiento de la industria forestal;
h)	 Formular políticas que tengan como finalidad el uso productivo de los recursos 

forestales;
i)	 Gestionar la provisión de recursos financieros nacionales e internacionales, para 

la realización de actividades orientadas al desarrollo forestal y al aprovechamiento 
sostenible del recurso bosque; y

j)	 Manejar de forma sostenible el patrimonio forestal del Estado asignado al MAG.

CAPÍTULO TERCERO

DE LA EDUCACIÓN Y CAPACITACIÓN FORESTAL

EDUCACIÓN

Art. 5. Las instituciones del Sistema Educativo Nacional promoverán la formación de profesionales 
y técnicos en aspectos relacionados con el desarrollo y aprovechamiento de los recursos 
forestales.

CAPACITACIÓN FORESTAL

Art. 6. El MAG promoverá la capacitación, generación y transferencia de tecnología para 
el incremento de plantaciones forestales y su manejo, así como la industrialización y 
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comercialización de productos y subproductos forestales, a propietarios y poseedores de 
inmuebles con bosque natural y de plantaciones forestales.

ENTIDADES PRIVADAS Y GRUPOS COMUNITARIOS DE PROTECCIÓN FORESTAL

Art. 7. El MAG promoverá la creación de organismos privados y grupos comunitarios, a los cuales 
capacitará con la finalidad de desarrollar actividades encaminadas a la protección, manejo 
y desarrollo de los recursos forestales con fines productivos, y para la prevención, control y 
combate de incendios, plagas o enfermedades forestales.

TÍTULO SEGUNDO RECURSOS FORESTALES PRIVADOS

CAPÍTULO PRIMERO

DEL MANEJO DE LOS BOSQUES NATURALES PRIVADOS

APROVECHAMIENTO DE BOSQUES NATURALES

Art. 8. Cualquier aprovechamiento de los bosques naturales de propiedad privada, estará regulado 
por su respectivo plan de manejo forestal, el cual será elaborado bajo la responsabilidad del 
propietario o poseedor del terreno y aprobado por el MAG.

El MAG dará seguimiento al cumplimiento de las obligaciones contenidas en los planes de 
manejo.

El aprovechamiento no podrá iniciarse hasta que el respectivo plan de manejo haya sido 
aprobado por el MAG, teniendo este treinta días hábiles contados a partir de la presentación 
de dicho plan para resolver la solicitud. Si transcurrido el plazo antes señalado, el MAG no se 
pronunciare, se tendrá por aprobado.

El servidor público responsable del silencio administrativo, en caso que el plan de manejo 
causare perjuicio al medio ambiente, será sancionado de conformidad con la Ley a que estén 
sujetos laboralmente, por falta de diligencia en el cumplimiento de sus funciones.

ELABORACIÓN DEL PLAN DE MANEJO FORESTAL

Art. 9. Los planes de manejo forestal deberán ser elaborados por profesionales en ciencias 
forestales o áreas afines, con base en las normas que para tal efecto dictará el MAG por medio 
de Acuerdo Ejecutivo.

EXENCIÓN DEL PLAN DE MANEJO FORESTAL

Art. 10. La tala, poda y raleo con fines de protección y saneamiento en los bosques naturales, 
quedan exentos del plan de manejo.
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APROVECHAMIENTO POR CAUSAS NATURALES

Art. 11. El aprovechamiento de los productos y subproductos forestales provenientes de árboles 
dañados o derribados por causas naturales dentro de bosques naturales será autorizado por 
el MAG a sus propietarios o poseedores.

PROTECCIÓN DEL SUELO POR SU CAPACIDAD DE USO

Art. 12. Se prohíbe el cambio de uso de los suelos clase VI, VII Y VIII que estén cubiertos de 
árboles. Sin embargo, podrán ser aprovechados sosteniblemente manteniendo el mismo uso.

APROVECHAMIENTOS ILÍCITOS

Art. 13. Los productos y subproductos forestales cuyo origen lícito no pueda ser demostrado 
legalmente, serán decomisados por la autoridad competente y puestos a la orden del 
MAG. Transcurridos quince días hábiles sin que el legítimo propietario presente el reclamo 
correspondiente, el MAG podrá disponer de ellos sin perjuicio de la aplicación de las sanciones 
respectivas.

En el caso de lo establecido en el inciso anterior, el MAG venderá a precio de mercado los 
bienes decomisados y su producto ingresará al Fondo de Actividades Especiales del organismo 
del MAG encargado de la actividad forestal.

ÁRBOLES EN ZONAS URBANAS

Art. 14. El MAG recomendará cuales son las especies adecuadas para ornato en la zona urbana.

Art. 15. La regulación sobre siembra, poda y tala de árboles en zonas urbanas será de competencia 
exclusiva de la municipalidad respectiva.

CAPÍTULO SEGUNDO

DEL MANEJO DE PLANTACIONES FORESTALES PRIVADAS Y 
APROVECHAMIENTO PERMITIDO

PLANTACIONES FORESTALES PRIVADAS

Art. 16. Las plantaciones forestales en propiedades de particulares no requerirán autorización 
alguna para su mantenimiento, raleo o aprovechamiento final. El transporte, comercialización 
e industrialización de productos y subproductos provenientes de dichas plantaciones, estará 
sujeto a lo dispuesto en la presente Ley.

APROVECHAMIENTOS PERMITIDOS

Art. 17. Quedan exentos del requerimiento de los planes de manejo forestal y de cualquier tipo 
de autorización, los siguientes aprovechamientos:
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a)	 El corte, tala y poda de los árboles de sombra de cafetales y otros de diferentes especies 
que se encuentren dentro de la plantación de café, siempre que la actividad busque 
la conservación y mejoramiento de la misma y que los árboles no se encuentren 
incluidos en los listados de especies amenazadas o en peligro de extinción o que se 
trate de árboles históricos;

b)	 El corte, tala y poda de frutales, así como otros cultivos agrícolas permanentes; y la 
tala y poda de árboles aislados ubicados en suelos con vocación agrícola o ganadera, 
siempre que no se trate de árboles históricos y que no se encuentren entre las especies 
amenazadas o en peligro de extinción, y

c)	 La tala de árboles con capacidad de rebrote sin llegar a su eliminación total.

CAPÍTULO TERCERO

DE LA OBLIGACIÓN DE PROBAR ORIGEN DE PRODUCTOS FORESTALES

OBLIGACIÓN DE PROBAR ORIGEN DE MADERA

Art. 18. Para el transporte de productos forestales maderables y no maderables provenientes 
de árboles aislados y sistemas agroforestales que no posean plan de manejo, el MAG emitirá 
el permiso correspondiente.

Art. 19. Toda persona natural o jurídica que transporte, almacene, comercialice o industrialice 
productos forestales maderables y no maderables bajo un plan de manejo, deberá probar con 
los documentos correspondientes su legal procedencia por medio de un formato extendido 
por el productor, el que deberá contener el número de registro forestal emitido por el MAG.

CAPÍTULO CUARTO

DE LOS INCENTIVOS FORESTALES

INCENTIVOS FORESTALES

Art. 20. El MAG en coordinación con el Ministerio de Economía y la Comisión Forestal, elaborará 
programas de incentivos para propiciar el desarrollo forestal, acorde al objeto de esta Ley.

TÍTULO TERCERO

PATRIMONIO FORESTAL DEL ESTADO

CAPÍTULO ÚNICO

DE LA CONSTITUCIÓN DEL PATRIMONIO FORESTAL DEL ESTADO
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PATRIMONIO FORESTAL DEL ESTADO ASIGNADO AL MAG

Art. 21. En el marco de esta Ley, los terrenos con potencial forestal propiedad del Estado 
asignados al MAG, se utilizarán con fines de investigación aplicada a la producción, manejo e 
industrialización de especies forestales.

APROVECHAMIENTO FORESTAL EN TERRENOS DEL ESTADO ASIGNADOS AL MAG

Art. 22. El aprovechamiento forestal por prescripciones técnicas de los terrenos propiedad 
del Estado asignados al MAG, podrá ser concedido respetándose lo establecido en el Art. 233 
de la Constitución y demás leyes de la República, conforme a lo presentado en el respectivo 
plan de manejo.

TÍTULO CUARTO

PROTECCIÓN FORESTAL

CAPÍTULO PRIMERO

DE LAS ÁREAS DE USO RESTRINGIDO EN PROPIEDADES QUE NO POSEAN PLANES DE 
MANEJO FORESTAL

USO RESTRINGIDO

Art. 23. Se declaran Áreas de Uso Restringido, las superficies de inmuebles en las que sus 
propietarios tendrán la obligación de manejar de manera sostenible la vegetación existente, 
en los siguientes casos:

a)	 Los terrenos que bordeen los nacimientos de agua o manantiales, en un área que 
tenga por radio por lo menos veinticinco metros, o lo que determine el estudio técnico 
respectivo, medidos horizontalmente a partir de su máxima crecida;

b)	 Los terrenos riberanos de ríos y quebradas, en una extensión equivalente al doble de 
la mayor profundidad del cauce, medida en forma horizontal a partir del nivel más 
alto alcanzado por las aguas en ambas riberas, en un período de retorno de cincuenta 
años;

c)	 Los terrenos en una zona de cincuenta metros medida horizontalmente, a partir de 
su más alta crecida en tiempo normal de los lagos y lagunas naturales y de las riberas 
de los embalses artificiales construidos por el Estado o por particulares, la cual deberá 
estar permanentemente arbolada;

d)	 Los terrenos de las partes altas de las cuencas hidrográficas, en especial las que están 
en zonas de recarga hídrica;

e)	 Las áreas que por su potencial de deslizamiento debido a fuertes pendientes constituyen 
un peligro para las poblaciones; y

f)	 Los suelos clase VIII.



263

Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales

Los Consejos Municipales dentro del territorio de su jurisdicción, podrán emitir ordenanzas 
que tengan como fin la protección y el aprovechamiento de los recursos forestales en las áreas 
de uso restringido, con base en lineamientos establecidos por los Ministerios de Agricultura y 
Ganadería y el Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales. Dichos lineamientos serán 
dictados por Acuerdo Ejecutivo en el Ramo correspondiente.

VEDAS FORESTALES

Art. 24. Cuando las condiciones ecológicas de una zona lo ameriten, el MAG, por medio de 
Acuerdo Ejecutivo y de conformidad con los estudios técnicos respectivos, podrá declarar 
vedas temporales, parciales o totales en bosques naturales, precisando el área que comprende 
y las medidas necesarias para su aplicación. Esta declaratoria podrá referirse en particular a 
productos forestales no maderables, o a determinada especie o especies forestales que se 
pretenda proteger por motivos justificados técnica y científicamente.

Al Decreto de Veda, se le dará la publicidad conveniente, a fin de que los interesados puedan 
conocer la extensión de ésta y las condiciones de su aplicación.

CAPÍTULO SEGUNDO

DE LA PREVENCIÓN, CONTROL Y COMBATE DE LOS INCENDIOS, PLAGAS Y 
ENFERMEDADES FORESTALES

PREVENCIÓN Y CONTROL DE INCENDIOS, PLAGAS Y ENFERMEDADES FORESTALES

Art. 25. El MAG tendrá la facultad de adoptar y hacer efectivas las medidas que se considere 
necesarias, a efecto de prevenir, controlar y combatir los incendios, plagas y enfermedades 
forestales en plantaciones forestales y bosques naturales.

EXTINCIÓN DE INCENDIOS FORESTALES

Art. 26. En caso de producirse un incendio forestal, las autoridades municipales y demás 
entidades públicas, deberán contribuir a la extinción de los mismos, facilitando personal, 
medios de transporte y otros recursos necesarios.

Toda persona que tenga conocimiento de la existencia de un incendio forestal, tendrá la 
obligación de comunicarlo inmediatamente a la autoridad más próxima.

COLABORACIÓN DE PROPIETARIOS

Art. 27. Los propietarios y poseedores de inmuebles tienen la obligación de dar acceso y permitir 
la permanencia dentro de sus inmuebles, al personal que esté desarrollando actividades para 
combate de incendios forestales y colaborar con los medios a su alcance para su extinción.

PROHIBICIÓN DE QUEMAS

Art. 28. Se prohíbe terminantemente la práctica de quemas en los bosques naturales y 
plantaciones forestales, excepto las quemas prescritas como actividad silvicultural.
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CONTROL DE PLAGAS Y ENFERMEDADES

Art. 29. Cuando se compruebe la presencia de plagas o enfermedades en un bosque o plantación 
forestal, que represente peligro de convertirse en epidemia, el MAG formulará planes para 
su control y erradicación; en caso de inmuebles privados se hará de común acuerdo con el 
propietario. Transcurrido el plazo establecido en el plan, sin resultados positivos o sin que el 
propietario haya realizado acción alguna en el control de la plaga o enfermedad, el MAG, en 
coordinación con las dependencias especializadas del Estado, tomará las medidas que fuesen 
necesarias para hacer efectivo dicho control; en este caso, los gastos efectuados correrán por 
cuenta de los propietarios y la certificación de tales gastos tendrán fuerza ejecutiva.

TÍTULO QUINTO

ORGANISMOS DE FINANCIAMIENTO Y CONTROL FORESTAL

CAPÍTULO PRIMERO

DEL FONDO DE ACTIVIDADES ESPECIALES

FONDO DE ACTIVIDADES ESPECIALES

Art. 30. El MAG creará un fondo de Actividades Especiales para apoyar el desarrollo forestal. 
Este fondo se denominará Fondo de Actividades Especiales para la Actividad Forestal del MAG.

La gestión técnica, administrativa y financiera de dicho Fondo, estará bajo la responsabilidad 
del organismo del MAG encargado de la actividad forestal; sus modalidades de operación y 
funcionamiento se regularán de conformidad con las normas que se establezcan en el instructivo 
que emita el organismo encargado de administrar el mencionado fondo.

Dicho Fondo captará recursos provenientes de las siguientes actividades:

a)	 Prestación de servicios técnicos del área forestal, así como de la venta de productos 
y subproductos forestales decomisados;

b)	 Venta de publicaciones generadas por el organismo forestal del MAG; y
c)	 Cualquier otra actividad generadora de ingresos realizada por el organismo forestal 

del MAG.

CAPÍTULO SEGUNDO

EL REGISTRO FORESTAL

CREACIÓN DEL REGISTRO FORESTAL

Art. 31. El MAG llevará un Registro de:
a)	 Los planes de manejo forestal aprobados;
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b)	 Las plantaciones forestales, rodales semilleros, viveros forestales; y
c)	 Las ventas de madera, aserraderos y procesadores de productos forestales.

CAPÍTULO TERCERO

DEL INVENTARIO FORESTAL

ELABORACIÓN DEL INVENTARIO FORESTAL

Art. 32. El MAG formulará, organizará, elaborará y mantendrá actualizado el Inventario Forestal 
Nacional con fines productivos, el cual deberá incluir la siguiente información:

a)	 Área de bosques naturales y plantaciones forestales a nivel nacional, y
b)	 La cuantificación y calificación de los recursos forestales.

CAPÍTULO CUARTO

DEL SISTEMA DE INFORMACIÓN FORESTAL SISTEMA DE INFORMACIÓN FORESTAL

Art. 33. El MAG establecerá y mantendrá actualizado un Sistema de Información Forestal, el 
cual se pondrá a disposición del público.

TÍTULO SEXTO

INFRACCIONES, SANCIONES Y PROCEDIMIENTOS

CAPÍTULO PRIMERO

DE LAS INFRACCIONES Y SANCIONES FORESTALES

COMPETENCIA SANCIONATORIA

Art. 34. Corresponde al MAG conocer de las infracciones a la presente Ley e imponer las 
sanciones respectivas, sin perjuicio de la acción judicial correspondiente.

INFRACCIONES

Art. 35. Las infracciones a esta ley y sus respectivas sanciones son las siguientes:

a)	 Talar sin la autorización correspondiente, árboles en los bosques naturales: 2 a 5 
salarios mínimos por cada árbol talado;

b)	 Comercializar las guías de transporte para productos forestales: 2 a 5 salarios mínimos 
por cada guía;
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c)	 Incumplir las medidas y disposiciones que se dicten sobre plagas y enfermedades 
forestales: 3 a 5 salarios mínimos;

d)	 El propietario, colindantes, o cualquier otra persona que estando legalmente obligada 
se negare a colaborar en la extinción de incendios forestales, una vez requerido al 
efecto por la autoridad correspondiente: 2 a 3 salarios mínimos;

e)	 Dejar abandonados en los bosques naturales, materiales inflamables o que puedan 
originar combustión o peligros de incendios tales como: gasolina u otra clase de 
combustible, cigarrillos encendidos, vidrios: 3 a 5 salarios mínimos;

f)	 Transportar productos o subproductos forestales, sin la documentación que acredite 
su legítima procedencia o presentarla con falsificaciones o alteraciones: 5 a 8 salarios 
mínimos;

g)	 Efectuar quemas de cualquier clase, excepto cuando se prescriba como actividad 
silvicultural: 5 a 8 salarios mínimos;

h)	 No cumplir con los lineamientos o condiciones establecidas en las autorizaciones 
otorgadas por el MAG: 20 a 25 salarios mínimos;

i)	 Destruir por cualquier medio bienes del patrimonio Forestal del Estado a que se refiere 
esta Ley: 8 a 10 salarios mínimos;

j)	 Aprovechar por cualquier medio bienes del patrimonio Forestal del Estado a que se 
refiere esta Ley, sin la autorización correspondiente: 10 a 12 salarios mínimos;

k)	 Obstruir u obstaculizar por cualquier medio a los funcionarios o empleados del MAG 
para que cumplan con sus funciones relacionadas con esta Ley: 5 a 8 salarios mínimos;

l)	 Provocar incendios en los bosques naturales y plantaciones forestales: 20 a 25 salarios 
mínimos por hectárea dañada, sin perjuicio de la acción penal a que hubiere lugar;

m)	 Incumplir las recomendaciones o medidas que se hayan dado para evitar incendios o 
controlarlos, cuando estos ocurran: 10 a 15 salarios mínimos;

n)	 Instalar en plantaciones y bosques naturales o en sus inmediaciones, hornos de 
cualquier clase, maquinarias, combustibles o explosivos que puedan crear peligro, 
sin cumplir con las normas de seguridad, prevención y control de incendios: 15 a 20 
salarios mínimos;

o)	 Derribar o destruir árboles que por razones históricas o que por ser especie en peligro 
de extinción deban ser conservados, a menos que se cuente con la autorización 
correspondiente: 20 a 25 salarios mínimos; y

p)	 Cambiar el uso de los suelos clase VI, VII y VIII, cubiertas de árboles: 15 salarios mínimos 
por hectárea o fracción dañada.

El MAG solamente tendrá competencia para sancionar las infracciones aludidas en este artículo, 
cuando los hechos que las tipifican ocurran en plantaciones forestales, en bosques naturales 
y en las de uso restringido no protegidas por ordenanzas municipales.

El salario mínimo aludido en cada una de las infracciones indicadas será el que mensualmente 
corresponda a los trabajadores de la Industria, Comercio y Servicios en la ciudad de San Salvador.

Las bases para la aplicación de los rangos de salarios mínimos contenidos en las sanciones, 
serán definidos reglamentariamente.
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DECOMISO DE APEROS

Art. 36. En los casos que proceda, el MAG deberá imponer además de la multa correspondiente, 
la ejecución de actividades en beneficio de la restauración del recurso forestal. También deberá 
ordenar el decomiso de los productos forestales y los aperos utilizados al efecto cuando no 
se pruebe la legítima  
propiedad de estos.

CAPÍTULO SEGUNDO 

DEL PROCEDIMIENTO

INICIO DEL PROCEDIMIENTO

Art. 37. De toda infracción a la presente Ley, el personal idóneo del MAG o los agentes de la 
Policía Nacional Civil levantarán un acta ya sea de oficio o por denuncia, durante los próximos 
ocho días después de cometida la infracción. El acta se remitirá a la autoridad forestal 
correspondiente para que inicie el procedimiento respectivo.

DENUNCIA DE DAÑOS

Art. 38. La persona que resultare perjudicada directa o indirectamente por una contravención 
a la presente Ley, podrá denunciar el caso ante la autoridad forestal correspondiente o sus 
delegados, en forma escrita o verbal, debiendo levantarse acta en este último caso.

CITACIÓN

Art. 39. El presunto infractor o la persona que haya sido denunciada, será citada por una sola 
vez para que comparezca ante la autoridad competente del MAG dentro del término de ocho 
días hábiles, contados a partir del siguiente al de la citación.

La citación deberá hacerse por medio de esquela, la que contendrá una relación extractada del 
hecho constatado o denunciado. Para este efecto, la persona será buscada en su residencia, 
negocio, oficina, lugar de trabajo o propiedad donde se cometió la infracción. Si no se le 
encontrare en ninguna de estas partes, se le dejará la esquela con su cónyuge o compañera 
o compañero de vida, hijos o hijas, siempre que estos fueren mayores de edad, dependientes 
y trabajadores domésticos. Si el presunto infractor o cualquiera de las personas indicadas se 
negare a recibirla, la esquela se fijará en la puerta de la casa o local, teniéndosele por legalmente 
notificada, dejando constancia de su negativa.

TÉRMINO DE PRUEBA Y RESOLUCIÓN DEFINITIVA

Art. 40. Si el presunto infractor no compareciere dentro del plazo establecido, se le declarará 
rebelde y se continuará el procedimiento; si compareciere e hiciere oposición al manifestar 
su defensa, se abrirá a prueba el procedimiento por el término de cuatro días hábiles, dentro 
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del cual deberá presentar las pruebas respectivas y se recogerán de oficio las que puedan 
contribuir a la comprobación del hecho y deducción de responsabilidades. Cuando el infractor 
aceptare el cometimiento de la falta que se le atribuye y estuviese de acuerdo con la cuantía de 
la multa que de conformidad a esta Ley le corresponda, deberá omitirse la apertura a prueba.

Concluido el término de prueba, si hubiere tenido lugar, se pronunciará la resolución definitiva 
dentro del tercer día hábil.

RECURSO DE REVISIÓN

Art. 41. La persona sancionada podrá interponer por escrito Recurso de Revisión de la resolución 
definitiva para ante la autoridad inmediata superior, dentro de tres días hábiles perentorios 
contados desde el siguiente al de la respectiva notificación. El Recurso se presentará ante 
la autoridad que impuso la sanción y en él se expresarán de una sola vez los motivos que se 
tuvieren para impugnar la resolución definitiva. Interpuesto el recurso, se admitirá si fuere 
procedente y será remitido el expediente a la autoridad inmediata superior sin otro trámite o 
diligencia. Dicha autoridad resolverá el recurso con la sola vista de los autos, dentro de los diez 
días hábiles contados desde la fecha de su recibo, y la resolución que se dicte se concretará 
a confirmar, modificar o revocar la resolución definitiva.

AGOTAMIENTO DE LA VÍA ADMINISTRATIVA

Art. 42. Transcurrido el término sin que se interpusiere el Recurso de Revisión o resuelto éste, 
la resolución definitiva quedará firme y agotada la vía administrativa, en consecuencia, la 
resolución de que se trate deberá cumplirse dentro del término de diez días hábiles contados 
a partir del siguiente al de la notificación del auto correspondiente. La certificación de la 
resolución definitiva tendrá fuerza ejecutiva.

PAGO DE MULTA

Art. 43. La multa impuesta deberá enterarse en cualquiera de las oficinas de la Tesorería General 
de la República e ingresará al Fondo General de la Nación.

REMISIÓN AL JUEZ COMPETENTE

Art. 44. En caso de que la infracción forestal diere origen a un hecho tipificado como delito 
en el Código Penal, la autoridad forestal lo hará del conocimiento de la Fiscalía General de la 
República, una vez se haya concluido el procedimiento administrativo correspondiente.

TÍTULO SÉPTIMO

DISPOSICIONES ESPECIALES Y TRANSITORIAS

CAPÍTULO PRIMERO

DISPOSICIONES ESPECIALES
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OPINIÓN PREVIA

Art. 45. Las entidades del Estado encargadas de adjudicar tierras para uso agropecuario, antes 
de hacerlo, deberán contar con el dictamen favorable del MAG, en el que se conste, si ese fuere 
el caso, que el inmueble a ser adjudicado es de vocación agropecuaria, según la clasificación 
de uso potencial de suelo.

DOCUMENTO DE TRANSPORTE FORESTAL

Art. 46. El Transporte de productos y subproductos forestales, deberá ampararse en los 
documentos respectivos mencionados en esta ley.

FACULTAD ESPECIAL PARA LA PNC

Art. 47. Quedan facultados los agentes de la Policía Nacional Civil para interceptar cargamentos 
de productos y subproductos forestales, a efecto de comprobar su legal procedencia.

PRIMACÍA DE LA LEY

Art. 48. Las disposiciones de esta Ley por su carácter especial, prevalecerán sobre cualesquiera 
otras que las contraríen.

CAPÍTULO SEGUNDO

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

MANEJO TRANSITORIO DE INGRESOS

Art. 49. Mientras no sea creado el Fondo de Actividades Especiales aludido en el Art. 30 de la 
presente Ley, todos los fondos a que se refiere el mismo artículo ingresarán y se manejarán 
a través del Fondo de Actividades Especiales de la Dirección General de Recursos Naturales 
Renovables.

DILIGENCIAS INICIADAS

Art. 50. Las diligencias iniciadas antes de la vigencia de esta Ley, se regirán por las disposiciones 
de la Ley anterior.

ELABORACIÓN DE LOS PROGRAMAS DE INCENTIVOS

Art. 51. Las entidades señaladas en el Art. 20 de esta ley, deberán tener elaborados los programas 
de incentivos en un plazo no mayor a diez meses contados a partir de la vigencia de la misma.
DECRETOS VIGENTES

Art. 52. Mientras no se promulgue y se publique la Ley de Áreas Naturales Protegidas, quedan 
vigentes los Decretos siguientes: a) Decreto Ejecutivo No. 53, emitido el 17 de noviembre de 
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1987, publicado en el Diario Oficial No. 212, Tomo 297, de fecha 18 del mismo mes y año, que 
contiene el establecimiento del Parque Nacional “Montecristo”, b) Decreto Ejecutivo No. 20, 
emitido el 17 de marzo de 1989, publicado en el Diario Oficial No. 103, Tomo 303, de fecha 
6 de junio del mismo mes y año, que contiene el establecimiento del Parque Nacional “El 
Imposible”, c) Decreto Ejecutivo No. 59, emitido el 22 de agosto de 1986 publicado en el Diario 
Oficial No. 154, Tomo 292, de la misma fecha, que contiene la veda forestal en la región del 
Bosque “El Imposible”, d) Decreto Ejecutivo No. 14, emitido el 1 de abril de 1986, publicado 
en el Diario Oficial No. 56, Tomo 291, de la misma fecha, que contiene el Reglamento para el 
establecimiento de salineras y explotaciones con fines de acuicultura marina en bosques salados, 
e) Decreto Legislativo No. 689, aprobado el 18 de abril de 1996, publicado en el Diario Oficial 
No. 101, Tomo 331, del 3 de junio del mismo año, que contiene la Declaración de Área Natural 
Protegida “La Laguna El Jocotal”, f) Los Artículos 28, 29, 30, 31, 77, 78 y 79, que contienen el 
procedimiento de deslinde y amojonamiento, del Decreto Legislativo No. 268, aprobado el 
día 8 de febrero de 1973, publicado en el Diario Oficial No. 50, Tomo 238 del 13 de marzo del 
mismo año, que contiene la Ley Forestal, y g) el Decreto Legislativo No. 885 del 13 de abril del 
2000, publicado en el Diario Oficial No. 79, Tomo 347 de fecha 28 del mismo mes y año, por 
el cual se declaró Área Natural Protegida, la finca San Lorenzo, ubicada en la jurisdicción de la 
ciudad de Santa Ana, propiedad del Fondo Social para la Vivienda. Será el Ministerio del Medio 
Ambiente y Recursos Naturales el competente para aplicar y conocer sobre las regulaciones 
establecidas en los anteriores Decretos.

DEROGATORIA

Art. 53. Deróguense los Decretos siguientes: a) Decreto Legislativo No. 268, del 8 de febrero 
de 1973, publicado en el Diario Oficial No. 50, Tomo 238 del día 13 de marzo del mismo año, a 
excepción de los Artículos 77, 78 y 79; b) Decreto Legislativo No. 458 de fecha 23 de octubre de 
1973, publicado en el Diario Oficial No. 204, Tomo 241, del día 1 de noviembre del mismo año, 
que contiene la interpretación auténtica del Art. 3 de la Ley Forestal; y c) el Decreto Legislativo 
No. 418 de fecha 24 de julio de 1986, publicado en el Diario Oficial No. 142, Tomo 292, del día 
31 del mismo mes y año que contiene el precio por unidad de bosque salado.

VIGENCIA

Art. 54. El presente Decreto entrará en vigencia ocho días después de su publicación en el 
Diario Oficial. 

DADO EN EL PALACIO LEGISLATIVO: San Salvador, a los veintidós días del mes de mayo de 
dos mil dos.
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LEY SOBRE CONTROL DE PESTICIDAS, FERTILIZANTES Y 
PRODUCTOS PARA USO AGROPECUARIO

CAPÍTULO I

OBJETO Y CAMPO DE APLICACIÓN

Art. 1. La presente ley tiene por objeto regular la producción, comercialización, distribución, 
importación, exportación, y el empleo de: pesticidas, fertilizantes, herbicidas, enmiendas o 
mejoradores, defoliantes y demás productos químicos y químico-biológicos para uso agrícola, 
pecuario o veterinario y sus materias primas.

Art. 2. Las disposiciones de la presente ley se aplicarán a cualquiera de las actividades referidas 
en el artículo anterior, gubernamentales o privadas, ya sea con fines comerciales, industriales, 
educacionales, experimentales o de investigación.

Art. 3. Las disposiciones contenidas en la presente ley se aplicarán con preferencia a cualesquiera 
otras que la contraríen.

Art. 4. La fabricación, para uso no comercial, de abonos orgánicos, queda excluida de las 
regulaciones establecidas en esta ley.

CAPÍTULO II

DEFINICIONES Y CONCEPTOS TÉCNICOS

Art. 5. Para los efectos de esta ley y sus reglamentos, regirán las definiciones técnicas y el 
significado de los conceptos que a continuación se expresan, salvo que en su contexto se les 
den expresamente una definición o significado distinto;

a)	 PESTICIDAS: toda sustancia química o químico-biológica o mezclas de sustancias 
destinadas a prevenir o combatir plagas o enfermedades en animales y vegetales, tales 
como: insecticidas, fungicidas, germicidas, nematocidas*, acaricidas, moluscocidas, 
rodenticidas, ornitocidas, bactericidas, viricidas, repelentes, atrayentes y otros productos 
para uso tanto en los animales como en los vegetales, con la misma finalidad expresada 
en esta letra;

b)	 FERTILIZANTES: comúnmente conocidos como abonos químicos u orgánicos: son 
toda sustancia o mezcla de sustancias que se incorporan al suelo o a las plantas en 
cualquier forma, con el fin de promover o estimular el crecimiento o desarrollo de 
éstas o aumentar la productividad del suelo;

c)	 ENMIENDAS O MEJORADORES: las sustancias que modifican principalmente las 
condiciones físicas del suelo y secundariamente las químicas, tales como: el yeso, el 
azufre, sales, turba, y toda otra sustancia que responda a esta definición;



274

Legislación Ambiental - El Salvador 2021

d)	 DEFOLIANTE: todo producto o mezcla de productos que sirva para acelerar artificialmente 
la desecación de los tejidos vegetales, causando o no la caída de las hojas;

e)	 HERBICIDA: sustancia que se utiliza para la destrucción o eliminación de hierbas 
indeseables o dañinas a los cultivos agrícolas;

f)	 DEMÁS PRODUCTOS QUÍMICOS Y QUÍMICO-BIOLÓGICOS PARA USO AGRÍCOLA, 
PECUARIO O VETERINARIO: se entenderá toda sustancia o mezcla de sustancias 
destinadas a prevenir, atenuar o curar enfermedades o plagas en animales o plantas, 
tales como medicinas genéricas, medicinas de patente, sueros, vacunas y otros 
productos biológicos; y, concentrados alimenticios y demás productos destinados a 
la alimentación animal; y

g)	 MATERIAS PRIMAS: materiales técnicos, inertes, solventes y emulsificantes para preparar 
o fabricar pesticidas, fertilizantes, herbicidas, enmiendas o mejoradores, defoliantes 
y demás productos químicos, o químico-biológicos para uso agrícola, pecuario o 
veterinario.

CAPÍTULO III

DE LA AUTORIDAD Y SUS ATRIBUCIONES

Art. 6. Corresponde al Ministerio de Agricultura y Ganadería, por medio de sus dependencias, 
el cumplimiento de la presente Ley y sus Reglamentos, para cuyo efecto tendrá las siguientes 
atribuciones:

a)	 Realizar inspecciones y extraer muestras en cantidad suficiente, en cualquier momento 
y lugar, de los productos y materias primas de que trata el artículo 1 de esta Ley, ya 
sean importados, fabricados o formulados en el país, con el fin de determinar si tales 
productos cumplen con los requisitos y condiciones legales y reglamentarios;

b)	 Dictar las medidas que sean necesarias y prestar la asistencia técnica que las circunstancias 
demanden*, para lograr el empleo eficiente, oportuno y adecuado de los productos a 
que se refiere esta Ley, de modo que su utilización y manipulación no causen daños 
a personas, animales, cultivos, corrientes o depósitos de agua, fauna y flora y lugares 
que corran peligro de contaminación;

c)	 Emitir instructivos para regular la limpieza y manejo u otras actividades a que habrán de 
someterse los equipos, terrestres y aéreos, utilizados en la aplicación de los productos 
de que trata esta Ley;

d)	 Solicitar, si lo estima conveniente, asesoramiento, dictámenes o información a entidades 
científicas o técnicas, dedicadas a la investigación y experimentación, sobre los 
productos y materias primas referidos por esta Ley;

e)	 Llevar el registro de los productos y materias primas a que se refiere la presente ley, 
acordar su inscripción, denegatoria de inscripción o cancelación, de conformidad con 
esta Ley y sus Reglamentos;

f)	 Autorizar, prohibir o denegar la importación, fabricación y venta de los productos y 
materias primas de que se trata en esta ley y revocar las autorizaciones de importación, 
fabricación y venta de los mismos, cuando así lo aconsejen la experiencia, los ensayos, las 
investigaciones de comprobación o por las infracciones comprobadas de conformidad 
a esta Ley y sus Reglamentos;
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g)	 Establecer mediante acuerdo Ejecutivo, las normas de calidad a que estarán sujetos 
los productos fabricados, formulados o importados en base a las investigaciones y 
comprobaciones efectuadas por sus laboratorios;

h)	 Solicitar a los fabricantes, importadores, formuladores o distribuidores de los productos 
y materias primas de que trata esta Ley, cualquier información sobre los mismos, que 
se considere necesaria o conveniente;

i)	 Aprobar las leyendas de las etiquetas en los envases de los productos y controlar rótulos 
y folletos instructivos o propagandísticos, con el fin de garantizar su veracidad y que 
se suministre al consumidor la información indispensable para el uso del producto sin 
riesgo para la salud y de acuerdo a los fines a que se destina;

j)	 Imponer las sanciones que establezca esta Ley y sus Reglamentos; y
k)	 Adoptar y ejecutar las medidas complementarias que considere necesarias para el 

cumplimiento de la presente Ley y sus Reglamentos.

CAPÍTULO IV

DEL REGISTRO E INSCRIPCIÓN DE PRODUCTOS Y MATERIAS PRIMAS

Art. 7. Para el objeto indicado en el artículo 1 de esta ley, se establece el registro de los productos 
y materias primas a que la misma se refiere, el cual estará a cargo del Departamento de Defensa 
Agropecuaria.

En el registro correspondiente, la inscripción se hará separadamente por cada producto, bajo 
numeración correlativa y para cada país de origen.
Cada inscripción deberá contener los datos siguientes:

a)	 Nombre químico y comercial de los productos de que trata esta ley, fórmula cualitativa 
y cuantitativa, química estructural; y las explicaciones necesarias para su completa 
identificación; y

b)	 El nombre y domicilio de las personas o empresas que fabriquen, formulen, importen, 
distribuyan o vendan los productos y materias primas en referencia y el de su país de 
origen.

	 CUANDO SE TRATE DE ALIMENTOS CONCENTRADOS Y SUS MATERIAS PRIMAS Y 
EN GENERAL, TODO PRODUCTO DESTINADO A LA NUTRICION Y ALIMENTACION 
ANIMAL, SERA LA DIRECCION GENERAL DE GANADERIA, LA QUE TENDRÁ A SU 
CARGO EL REGISTRO E INSCRIPCIÓN DE TALES PRODUCTOS, EN LOS TERMINOS 
ESTABLECIDOS EN LA LEY (2).

Art. 8. El interesado en la inscripción de determinado producto, deberá solicitarlo por escrito 
al departamento de Defensa Agropecuaria, acompañando a la respectiva solicitud lo siguiente:

a)	 Cantidad suficiente, del producto terminado, materias primas y del material técnico 
químicamente puro para los efectos de análisis a juicio del Departamento.

	 Cuando se trate de productos veterinarios, medicinas de patente o genéricas, deberá 
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presentarse el producto en envases originales, cerrados y sellados, y en caso necesario 
el correspondiente material técnico, químico y biológico de calidad reactivo analítico;

b)	 Fórmula completa, modo de usarlo, dosificación, certificado de análisis, literatura 
suficiente relacionada con las propiedades físico-químicas del producto de que se 
trata, metodología de análisis y el nombre de los antídotos conocidos; y

c)	 Si el producto fuere extranjero, certificado de origen y comprobación de que su 
distribución ha sido autorizada en el país de origen y las condiciones en que se permite 
su uso.

	 Cuando se trate de la inscripción de materias primas, se aplicará en lo pertinente lo 
dispuesto en este artículo.

Art. 9. La solicitud de inscripción a que se refiere esta ley, deberá hacerse por el productor, 
importador o distribuidor del producto o materia prima de que se trata.

La documentación deberá presentarse con la visa consular respectiva, si el producto es extranjero.

Art. 10. Solicitada la inscripción de un producto, se procederá a su experimentación bajo la 
supervisión del Ministerio de Agricultura y Ganadería y por cuenta del solitante, con el fin de 
comprobar los posibles alcances de la contaminación ambiental y los residuos tóxicos que 
pudiesen resultar de su aplicación.

Las muestras de los productos químicos, biológicos y químico-biológicos, serán sometidas a 
los análisis que el Departamento de Defensa Agropecuaria estime necesarios, por medio de 
los laboratorios de las dependencias técnicas de dicho Ministerio, previo pago de los derechos 
correspondientes.

En vista del resultado de las pruebas de campo, análisis, pruebas experimentales o biológicas, 
de la legitimidad de la documentación presentada y de la eficacia o conveniencia de su uso, 
el Departamento de Defensa Agropecuaria accederá a la inscripción solicitada y otorgará 
el permiso de venta, previo pago de los derechos de inscripción dentro de los ocho días 
siguientes al resultado.

Art. 11. El Jefe del Departamento de Defensa Agropecuaria denegará la inscripción de los 
productos y materias primas a que se refiere esta ley, en los casos siguientes:

a)	 Cuando el resultado del análisis químico cuantitativo no concuerde con lo declarado 
en la solicitud de inscripción y la diferencia sea mayor a las cantidades aceptadas como 
margen de error de las técnicas analíticas a criterio del laboratorio del Ministerio de 
Agricultura y Ganadería;

b)	 Cuando de los ensayos de aplicación que se realicen, se compruebe que el producto 
es ineficaz para los fines que se le atribuyen en la solicitud respectiva;

c)	 Cuando de las informaciones técnicas apareciere que el empleo del producto cuya 
inscripción se solicita, presente elevada peligrosidad para la salud humana; y

d)	 Cuando no se cumpla con los requisitos que señala la presente ley.

Art. 12. Cualquier modificación en la fórmula de los productos ya inscritos, no afectará la 
inscripción existente, pero se inscribirá por separado y con nuevo nombre, el producto que 
resultare modificado, llenando los requisitos que se establecen en este capítulo.
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Cuando la solicitud se contraiga únicamente a obtener el cambio de nombre de un producto 
ya registrado o el de su país de origen, sin variar su formulación original deberá manifestarse 
la razón de dicho cambio y proporcionar las muestras del producto para su análisis, a fin de 
constatar lo afirmado por el solicitante. Al comprobarse que se trata del mismo producto, 
el Departamento de Defensa Agropecuaria hará la anotación marginal en la inscripción 
correspondiente al producto de que se trate.

Art. 13. El Departamento de Defensa Agropecuaria, podrá cancelar la correspondiente inscripción, 
cuando a resultas de las pruebas de campo, análisis, pruebas experimentales o biológicas, u 
otras a que se someta el producto de que se trate, se compruebe que ya no reúne los requisitos 
exigidos por esta ley y sus reglamentos, o no tiene las propiedades que se le han asignado o las 
que de él se han declarado para efectos de su inscripción, siguiendo los trámites establecidos 
en el capítulo IX de esta ley y de acuerdo a lo dispuesto en la letra c) del artículo 52.

Art. 14. La inscripción de los productos y materias primas a que se refiere esta ley, será válida 
únicamente por el término de tres años contados a partir de su inscripción, pudiendo renovarse 
por períodos iguales llenando los requisitos señalados en el artículo 7, previo el pago de los 
derechos correspondientes.

El Departamento de Defensa Agropecuaria podrá, previo* dictamen de la correspondiente 
dependencia técnica del Ministerio de Agricultura y Ganadería, denegar la renovación, si 
considerase necesario el cambio en la formulación o fabricación del producto, quedando 
como consecuencia cancelada su inscripción.

En los casos considerados en este artículo, antes de denegar la renovación, se dará audiencia 
al interesado por el término de tres días, haciéndole saber las razones que se tengan para 
fundamentar la resolución.

El interesado podrá solicitar dentro de los tres días hábiles siguientes, se abra a prueba 
las diligencias por ocho días, término dentro del cual deberá presentar las que considere 
conducentes a demostrar que las razones invocadas para denegar la renovación no son valederas.

Transcurrido dicho término o cuando el interesado no contestare la audiencia, se pronunciará 
la resolución correspondiente.

Tanto de la denegatoria de inscripción como de la renovación procederá el recurso de revisión, 
en los términos indicados en el artículo 55 de esta ley.

CAPÍTULO V

DE LA IMPORTACIÓN Y EXPORTACIÓN

Art. 15. La importación de los productos y materias primas de que trata esta ley, sólo se podrá 
hacer previa inscripción de los mismos con la autorización correspondiente del Departamento 
de Defensa Agropecuaria.
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Art. 16. Todo producto o materia prima de los referidos en esta ley que se importe, deberá 
acompañarse de la documentación que consigne su fórmula, grado, o cualquiera otro dato 
o datos exigidos por esta ley y sus reglamentos.

Art. 17. La tuberculina para el diagnóstico de la enfermedad en animales bovinos, podrá ser 
importada tanto por el Ministerio de Agricultura y Ganadería, como por las casas distribuidoras 
de productos veterinarios, siempre que estas estén autorizadas para ello por la Dirección general 
de Ganadería; otros antígenos para diagnóstico de enfermedades de animales, únicamente 
serán importados por el Ministerio de Agricultura y Ganadería (1).

Art. 18. Para proceder al registro aduanal de productos y materias primas sujetos a la presente 
ley, las facturas y demás documentos de embarque deberán ser visados por el Departamento 
de Defensa Agropecuaria, para cuyo efecto deberá constar en las facturas respectivas el número 
de inscripción del producto de que se trata.

El Departamento de Defensa Agropecuaria, antes de visar las facturas y demás documentos 
que se mencionan en el inciso precedente y previa opinión favorable de la Dependencia 
Técnica del Ministerio de Agricultura y Ganadería, podrá disponer que se tomen muestras en 
los recintos de las aduanas de la República, de los productos y materias primas de que se trate, 
para efectos de análisis.

Si los resultados no concuerdan con los obtenidos cuando se efectuó la inscripción del 
producto o materia prima, se denegará la visación a que se refiere el inciso primero de este 
artículo, pudiendo el interesado hacer uso del recurso establecido en el artículo 55 de esta ley.

Art. 19. Podrá permitirse la importación de los productos y materias primas no inscritos, cuando 
lo sean en calidad de muestras, que vengan marcados como tales, listos para ser usados 
inmediatamente en análisis y demostraciones o experimentos, siempre que en las facturas 
correspondientes se mencione expresamente aquella finalidad y que tales productos y materias 
primas vengan consignados al Ministerio de Agricultura y Ganadería.

Art. 20. Con el objeto de fomentar la agricultura y ganadería, y cuando los intereses económicos 
nacionales lo demanden, los productos y materias primas de que trata esta ley podrán ser 
importados libres de impuestos, derechos de aduana, y visación consular, previa autorización 
del Ministerio de Hacienda y oída la opinión del Ministerio de Agricultura y Ganadería.

Art. 21. La exportación de fertilizantes, abonos u otros productos y materias primas referidos en 
esta ley, deberá ser autorizada por el Poder Ejecutivo en los Ramos de Agricultura y Ganadería 
y de Economía. Dicha autorización se concederá siempre que se asegure el abastecimiento 
interno.

Art. 21-BIS. Los productos y materias primas de que trata esta ley, provenientes del área 
centroamericana, que están debidamente inscritos ante las autoridades agropecuarias de estos 
países y que se utilicen en ellos, estarán exentos de los registros que esta ley señala, y podrán 
ingresar al país sin más trámite que el de presentar la certificación de la inscripción respectiva, 
del país del área centroamericana de donde es proveniente.
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Lo anteriormente dispuesto se entenderá sin perjuicio del pago de los impuestos señalados 
por las leyes (3).

CAPÍTULO VI

DE LA PRODUCCIÓN

Art. 22. Las autoridades encargadas de autorizar la construcción y funcionamiento de fábricas 
destinadas a la elaboración de los productos y materias primas a que se refiere esta ley, deberán 
oír previamente al Ministerio de Agricultura y Ganadería a efecto de que dictamine si el uso de 
dichos productos y materias primas, es conveniente de acuerdo con las normas de defensa 
agropecuaria. En caso negativo, se rechazará la solicitud.

Art. 23. El Ministerio de Agricultura y Ganadería con el objeto de garantizar la conveniencia 
de su uso, podrá ordenar que se introduzcan modificaciones en el proceso de elaboración 
de los productos y materias primas a que se refiere esta ley, las cuales serán* de obligatorio 
cumplimiento para los productores o formuladores.

Art. 24. Los Ministerios de Salud Pública y Asistencia Social y de Agricultura y Ganadería, 
dictarán las medidas para evitar la contaminación de las aguas por desechos provenientes 
del a fabricación o formulación de pesticidas u otros productos tóxicos; y, establecerán el 
tratamiento que deberá dárseles en caso de que se produzca su contaminación.

CAPÍTULO VII

DE LA COMERCIALIZACIÓN Y DISTRIBUCIÓN

Art. 25. No se podrá ofrecer en venta o expender los productos y materias primas de que 
se trata en esta ley, si no es dentro del término de validez de su inscripción en el registro 
correspondiente y conservando el nombre y contenido con que hayan sido inscritos.

Art. 26. Los productos y materias primas a que se refiere esta ley, sólo podrán ser vendidos en 
establecimientos especialmente autorizados por el Departamento de Defensa Agropecuaria, 
cuyos propietarios serán los responsables de su calidad y uso dañoso por falta de la información 
necesaria.

Este establecimiento deberá contar con los servicios de un idóneo en la materia, si el propietario 
no lo fuere, quien será responsable solidariamente con el*.

Podrán realizarse ventas al por menor bajo la responsabilidad de los propietarios de los 
establecimientos autorizados, mediante facultad expresa que éstos otorguen a otras personas, 
las cuales estarán exentas de cumplir el requisito señalado en el inciso anterior y únicamente 
deberán observar las disposiciones del reglamento respectivo, para la venta de los productos 
y materias primas de que trata esta ley.
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Art. 27. Los fabricantes, importadores, formuladores, distribuidores y vendedores, responderán 
solidariamente al usuario de los productos que le vendieren, por los daños y perjuicios que le 
causaren su aplicación o falta de efectividad, cuando la composición y cualidades o propiedades 
del producto aplicado no coincidieren con las que se le han atribuido en la correspondiente 
inscripción o en las leyendas de las etiquetas adheridas a los envases.

Art. 28. Para los efectos del artículo anterior, el interesado podrá solicitar al Ministerio de 
Agricultura y Ganadería que por medio de sus organismos técnicos se lleven a cabo pruebas 
de campo, análisis físicos y químicos, pruebas experimentales o biológicas y cualquiera otra 
que se considere necesaria.

Art. 29. En el reglamento de esta ley, se regulará lo concerniente al transporte, envasado, 
empaque, presentación y propaganda de los productos y materias primas a que se refiere la 
presente ley.

Cuando a juicio del Ministerio de Agricultura y Ganadería los precios o utilidades sean exagerados, 
deberá solicitar la intervención del Ministerio de Economía para que éste fije los precios máximos 
de venta de los productos a que se refiere la presente ley.

CAPÍTULO VIII

DE LA APLICACIÓN

Art. 30. La aplicación aérea de pesticidas, herbicidas y demás productos de uso agrícola de 
efectos similares, estará sujeta al cumplimiento de los requisitos siguientes:

a)	 Verificar los cambios de velocidad y dirección del viento sobre el campo de operación;
b)	 Las boquillas de los equipos de aspersión deberán estar provistas de válvulas de cierre 

hermético;
c)	 El lavado de los tanques de las aeronaves deberá verificarse conforme a los instructivos 

que dicte el Ministerio de Agricultura y Ganadería;
d)	 Los lugares de almacenamiento en los aeropuertos o aeródromos deberán estar 

delimitados con el fin de que no mezclen herbicidas con insecticidas u otros similares, 
abonos, fertilizantes, etc.;

e)	 La aplicación de pesticidas se efectuará solamente cuando las condiciones de viento 
ofrezcan la seguridad necesaria de acuerdo al producto de que se trate y bajo las 
normas fijadas por el Ministerio de Agricultura y Ganadería; y

f)	  Que la aplicación de los productos se haga dentro de las zonas y distancias mínimas 
que señale el reglamento respectivo o las instrucciones expresas del Ministerio de 
Agricultura y Ganadería, particularmente respecto a la no contaminación de ríos, 
nacimientos de agua, estanques, esteros, lagos y lagunas, así como también otros 
depósitos y corrientes de agua susceptibles de contaminación.

El propietario del cultivo en que se deba hacer aplicaciones del as indicadas en el inciso 
anterior, deberá informar al Departamento de Defensa Agropecuaria la época de iniciación y 
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finalización en que se verificarán las aplicaciones y además, en el término de su duración enviar 
al referido Departamento dentro de los ocho días siguientes, al último de cada mes calendario 
una relación mensual indicando número de aplicaciones, producto, dosificación, lugar, clase 
de cultivo, extensión cubierta en cada una y nombre de la persona o compañía que las verificó.

La omisión de cualquiera de estas obligaciones será calificada como falta grave de las señaladas 
en la letra a) del artículo 52.

Art. 31. El Ministerio de Agricultura y Ganadería ordenará a los productores, distribuidores, 
usuarios de productos tóxicos, la inutilización de los envases usados, de tal modo que se 
impida su aprovechamiento para almacenar alimentos para consumo humano o animal o 
para ser usados nuevamente en el envasado de los productos.

Art. 32. Prohíbase la aplicación aérea y terrestre de productos altamente tóxicos o de elevada 
peligrosidad para los usuarios de los mismos. Se tendrán por tales, los así calificados por los 
Ministerios de Salud Pública y Asistencia Social y de Agricultura y Ganadería.

Art. 33. El dueño del cultivo en que se haga aplicación aérea o terrestre de alguno de los productos 
a que se refiere esta ley, deberá indemnizar a terceros los daños y perjuicios ocasionados por 
dicha aplicación efectuada en contravención a las normas que la regulan. Las personas naturales 
o jurídicas que ejecuten la aplicación, responderán solidariamente con aquél.

Art. 34. Cuando las aplicaciones de los productos de que se trata en esta ley, se efectúen siguiendo 
las indicaciones dictadas por el Ministerio de Agricultura y Ganadería y sus dependencias, o 
ciñéndose a las prescripciones legales y reglamentarias y se causare daño, el referido Ministerio 
deberá seguir una investigación a fin de establecer quien es el responsable del mismo.

Art. 35. El uso y aplicación de los productos de que trata esta ley con fines distintos a los 
agropecuarios, será regulado en un reglamento especial que dictará el Poder Ejecutivo en los 
Ramos de Salud Pública y Asistencia Social, y de Agricultura y ganadería.

Art. 36. El juez competente del lugar donde ocurran los hechos a que se refieren los artículos 
33 y 34 o el del domicilio del demandado, conocerá de las acciones provenientes de los daños 
y perjuicios causados. Si hubiere varios jueces competentes, conocerá cualquiera de ellos a 
prevención.

Art. 37. La Guardia Nacional y en su defecto cualquier cuerpo de seguridad, al tener conocimiento 
de hechos que produzcan la responsabilidad a que se refieren los artículos 33 y 34, se constituirá 
inmediatamente en el lugar con el objeto de iniciar la investigación correspondiente, debiendo 
tomar las providencias siguientes:

1) 	 Si encontraren personas con síntomas de envenenamiento, disponer sobre su 
conducción inmediata al centro asistencial más próximo;

2) 	 Si el envenenamiento se produjere en animales, tomar las medidas apropiadas para 
que sean tratados oportunamente y que no se utilicen como alimento;

3) 	 Si hay sospechas de que el envenenamiento se origina en la contaminación de aguas, 
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alimentos u otros objetos, tomar muestras de éstos y enviarlas dentro del menor 
tiempo posible, a la Agencia de Extensión Agropecuaria del Ministerio de Agricultura 
y Ganadería más cercana, y si hubiere necesidad de tomar muestras en animales o 
plantas, hacerlo del conocimiento de la dependencia indicada, para que disponga lo 
conveniente; y

4) 	 Recorrer información sobre los hechos particularmente respecto a nombres, apellidos 
y direcciones de las personas perjudicadas, de los presuntos responsables de los daños 
causados y de las personas que puedan aportar datos que sean útiles en la investigación.

En cualquiera de los casos a que se refiere este artículo, si hubiere fundadas sospechas de que 
se ha cometido un delito, la autoridad o funcionario que practique las diligencias lo comunicará 
en el acto al juez competente, aportándole los datos necesarios para la averiguación del hecho.

Las diligencias instruidas en cumplimiento de lo que en este artículo se dispone, serán remitidas 
al Departamento de Defensa Agropecuaria, tan pronto como sean concluidas.

Art. 38. La Agencia de Extensión Agropecuaria que haya recibido las muestras o el aviso a que 
se refiere el artículo anterior, lo comunicará inmediatamente al Departamento de Defensa 
Agropecuaria, a efecto de que tome las medidas pertinentes para la realización del análisis 
correspondiente, quien dejará constancia del resultado en las diligencias que le envíe la Guardia 
Nacional o cualquier otro cuerpo de seguridad.

Para los efectos de este artículo, cuando hubiere resultado la muerte de una persona, el 
expresado Departamento solicitará al juez competente, la certificación de los dictámenes 
periciales efectuados para establecer la causa de la defunción.

Art. 39. El interesado en la reparación de los daños y perjuicios y el o los responsables de los 
mismos, podrán convenir sobre la indemnización a cubrir y la forma y condiciones de su pago. 
El Convenio deberá hacerse ante cualquier juez de paz o un notario, quienes asentarán en acta 
lo acordado por las partes. La certificación del acta extendida por el juez, o el acta notarial, en 
su caso, tendrán fuerza ejecutiva.

Art. 40. Si no tuviere lugar el convenio a que se refiere el artículo anterior, la persona perjudicada 
podrá plantear su demanda por escrito ante el juez competente.
La demanda podrá interponerse conjunta o separadamente contra los presuntos responsables; 
deberá llenar los requisitos señalados en el Código de Procedimientos Civiles y será acompañada 
de tantas copias de la misma cuantas sean las personas demandadas.

Cuando de los hechos expuestos apareciere que se ha cometido algún delito o falta, el juez 
que conozca del asunto certificará lo conducente para instruir el informativo de ley y remitirá 
la certificación al juez competente en el ramo penal; o para conocer en pieza separada, si el 
Tribunal es mixto.

El proceso penal a que hubiere lugar, no impedirá el juicio civil por reclamo de daños y perjuicios 
de que trata esta ley, aun cuando aquél haya precedido a éste.
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Art. 41. Admitida la demanda, el juez señalará de inmediato día y hora para la comparecencia 
de las partes a audiencia conciliatoria y ordenará su citación. Las partes podrán concurrir 
personalmente o por medio de apoderado especial o general.

La citación a conciliación tendrá la calidad de emplazamiento para contestar la demanda.

Art. 42. La citación se hará entregando personalmente al demandado la copia indicada en el 
artículo 40, al pie de la cual el notificador transcribirá la resolución que ordena la citación. Si 
el demandado no fuere hallado, la entrega se hará a cualquiera de las personas indicadas en 
el artículo 210 del Código de Procedimientos Civiles; y si esto no fuere* posible, se fijará los 
documentos en la puerta principal de la casa del demandado. El notificador relacionará en el 
expediente la diligencia que haya efectuado.

Art. 43. Si los presuntos responsables no comparecieren, el juez lo hará constar en un acta y se 
presumirán ciertos los hechos expuestos en la demanda, salvo prueba en contrario. Si el que 
no compareciere fuere el perjudicado se expresará así en el acta y se tendrá por renunciado 
de parte suya el beneficio de la conciliación.

Art. 44. Cuando las partes concurrieren en el acto de la conciliación el juez les hará ver la 
conveniencia de resolver el diferendo en una forma amigable y si no se pusieren de acuerdo 
les propondrá la solución que estime equitativa, la que los interesados deberán aceptar 
expresamente en todo o en parte o rechazarla en su totalidad. En el acto no habrá necesidad 
de los hombres buenos que señala el Derecho Procesal Común. El juez pondrá fin a los debates 
de las partes cuando lo considere oportuno.

De lo ocurrido en la audiencia conciliatoria se dejará constancia en acta que firmará el juez, 
el secretario y las partes, teniéndose por intentada la conciliación cuando no se produjere 
acuerdo. Si éstas no quisieren o no pudieren firmar, se expresará así.

En caso de arreglo conciliatorio, la certificación del acta tendrá fuerza ejecutiva.

Art. 45. Si en la audiencia conciliatoria no se lograre avenimiento, el o los demandados deberán 
contestar la demanda, por escrito, en el mismo día o dentro de los tres días siguientes al 
señalado para la audiencia conciliatoria.

Contestada la demanda o declarada la rebeldía, se recibirá la causa a prueba por ocho días si 
fuere necesario.

El juez queda facultado para practicar de oficio todas las diligencias que a su juicio contribuyan 
al mejor esclarecimiento del asunto, debiendo en todo caso, pedir al Departamento de Defensa 
Agropecuaria certificación de las diligencias a que se refiere el artículo 37, la cual será apreciada 
prudencialmente como prueba o como simple información sujeta a verificación judicial.

Art. 46. El juez pronunciará resolución definitiva dentro de los tres días siguientes a la fecha de 
encontrarse el juicio en estado de sentencia, la que será motivada en forma breve, limitándose 
la relación de la prueba a lo necesario y suficiente para fundamentar la resolución, en la cual 
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se condenará a los demandados y se fijará el monto de la indemnización, o se les absolverá, 
según sea el caso. la sentencia condenatoria, se hará efectiva, ejecutivamente en trámite que 
se seguirá en el mismo juicio.

Art. 47. Quienes hubieren sufrido los daños y perjuicios a que se refieren los artículos 27, 33 
y 34, podrán ocurrir a la Procuraduría General de Pobres en demanda de asistencia jurídica, 
quien para concederla no estará obligada a comprobar previamente la situación económica 
de los solicitantes.

Art. 48. Para acreditar la calidad de cultivador, de aplicador de los productos a que se refiere 
el artículo 1 de esta ley, de representante legal de una sociedad u otros relacionados con el 
reclamo por daños y perjuicios, tendrá valor de plena prueba la certificación o el informe que 
expida la autoridad competente que en cumplimiento de una ley o reglamento, le competa 
llevar algún registro, el control, o efectuar la práctica de análisis de laboratorio de los productos 
a que se refiere esta ley.

Art. 49. En esta clase de juicios el actor no está obligado a rendir fianza; y en cualquier estado 
del mismo, antes de la sentencia, las partes pueden darlo por concluido mediante arreglo 
conciliatorio extrajudicial que será comunicado al juez, quien lo incorporará al proceso y dará 
por terminado éste.

Art. 50. Cuando el monto de la indemnización reclamada no excediere de doscientos colones, 
de la sentencia definitiva sólo habrá recurso de revisión; y excediendo de dicha cantidad, de 
apelación.

Art. 51. En lo que no esté regulado expresamente en esta ley, se observará en lo que fuere 
aplicable, el Código de Procedimiento Civiles.

CAPÍTULO IX

SANCIONES Y PROCEDIMIENTOS

Art. 52. Las infracciones a esta ley serán sancionadas:

a)	 Con multa de cien a mil colones, de acuerdo a la gravedad de la infracción y la situación 
económica del infractor;

b)	 Con suspensión temporal o cierre definitivo del establecimiento cuando se incurra 
por segunda vez en la misma clase de infracciones, calificadas como graves o muy 
graves, respectivamente;

c)	 Con la cancelación de la inscripción del producto en caso de que se incurra por tercera 
vez en la situación señalada en el artículo 13 de esta ley; y

d)	 Con el decomiso de los productos o materias primas adulterados, falsificados o que 
se hallen en condiciones que no sean las establecidas por esta ley y sus reglamentos.

Las anteriores sanciones se entenderán sin perjuicio de la responsabilidad penal o civil en que 
incurriere el infractor o infractores.
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Art. 53. El procedimiento para imponer las sanciones establecidas en el artículo anterior será el 
siguiente: con la denuncia, aviso, conocimiento o noticia que tuviere el jefe del Departamento 
de Defensa Agropecuaria de haber cometido una infracción a esta ley, instruirá el informativo 
correspondiente, para lo cual se dará audiencia por tres días hábiles al infractor; con su 
contestación o sin ella, se abrirá a prueba el expediente por ocho días y transcurridos éstos 
se pronunciará resolución.
El jefe del Departamento de Defensa Agropecuaria, para mejor proveer, podrá ordenar la 
práctica de inspecciones, peritajes y recabar de oficio las demás pruebas o practicar los análisis 
e investigaciones de orden físico, químico y biológico que creyere necesarias.

Art. 54. Para formarse convencimiento de las infracciones, será suficiente cualquier medio 
de prueba, especialmente las actas e informes que rindan los funcionarios o empleados del 
Ministerio de Agricultura y Ganadería en el cumplimiento de esta ley y sus reglamentos, los 
cuales se tendrán por relaciones exactas y verdaderas de los hechos en ellos relatados, en 
tanto no se demuestre su falsedad o inexactitud.

Art. 55. Del fallo pronunciado por el jefe de Defensa Agropecuaria, se admitirá recurso de 
revisión para ante el Ministro de Agricultura y Ganadería, el cual deberá interponerse dentro 
de los tres días inmediatos posteriores a la fecha de la notificación del fallo recurrido.
Admitido el recurso, el jefe de dicho Departamento remitirá las diligencias sin dilación alguna 
al Ministro y éste resolverá dentro de los ocho días siguientes lo que fuere procedente. De lo 
que el Ministro resuelva no habrá recurso.

Art. 56. La sanción deberá cumplirse por el infractor dentro del término de tres días después 
de notificada la resolución firme que la imponga; caso contrario, se procederá a su inmediata 
ejecución.

Art. 57. La certificación de la resolución firme en que se imponga una multa tendrá fuerza 
ejecutiva, y su cuantía ingresará al fondo general del Estado. Para los efectos de la ejecución 
se remitirá a la Fiscalía General de la República dicha certificación.

Art. 58. En el caso contemplado en la letra d) del artículo 52 al tener conocimiento de la infracción, 
el Departamento de Defensa Agropecuaria, procederá inmediatamente a sellar los envases 
que contienen los productos o materias primas en una leyenda que indique la prohibición de 
su uso o comercialización y los depositará en persona responsable. Si esto no fuera posible, 
serán* trasladados a la oficina más cercana del Ministerio de Agricultura y Ganadería.

Concluido el trámite indicado en los artículos 53 a 55 de esta ley y en caso de ser favorable 
al presunto infractor la resolución que se pronuncie, le será devueltos dichos productos y 
materias primas. Si la resolución fuere desfavorable, se procederá a la destrucción de ellos o 
a su empleo en análisis o investigaciones que realicen las dependencias técnicas del Ministerio 
de Agricultura y Ganadería, a juicio del funcionario que conozca del caso.

Art. 59. Para el cumplimiento de los fallos de que trata esta ley, el Ministerio de Agricultura y 
Ganadería y sus dependencias, podrán acudir en demanda de auxilio de la fuerza pública, la 
cual estará obligada a prestarlo con sólo el pedimento.
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CAPÍTULO X

DISPOSICIONES GENERALES Y TRANSITORIAS

Art. 60. Los Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social y de Agricultura y Ganadería, fijarán 
conjuntamente las tolerancias máximas de residualidad de los productos tóxicos sobre los 
alimentos de origen agrícola o pecuario, tomando en consideración sus propias experiencias y 
recomendaciones que sobre la materia hicieren los organismos internacionales especializados.

Art. 61. Todas las personas o empresas relacionadas con cualquiera de las actividades de 
elaboración, importación, formulación, distribución, almacenamiento, transportación, aplicación 
y empleo de los productos de que trata, están obligados a proporcionar los datos, muestras, 
informes, análisis, propaganda, publicidad y colaboración que en cumplimiento de esta ley y sus 
reglamentos, les sean requeridos por las autoridades del Ministerio de Agricultura y Ganadería 
y sus dependencias y a permitir el acceso de sus delegados a los lugares de inspección o 
investigación.

Art. 62. Todas las menciones que se hagan con relación a peso y volumen, en las solicitudes, 
procedimientos, análisis, aplicaciones; y en lo relativo al cumplimiento de las disposiciones 
de la presente ley y sus reglamentos, se expresará de acuerdo con el sistema métrico decimal.

Art. 63. Los derechos de registro y renovación de inscripción de los productos y materias 
primas de que trata esta ley, serán de veinticinco colones en cada caso.

Art. 64. El Poder Ejecutivo en el Ramo de Agricultura y Ganadería y en su caso, en el de Salud Pública 
y Asistencia Social, dictará el o los reglamentos que fuesen necesarios para la aplicación de esta ley.

Art. 65. Deróguese el Decreto Legislativo Nº 1316 de fecha 17 de diciembre de 1953, publicado 
en el Diario Oficial Nº 232, Tomo 161 del día 21 del mes y año citados.

Art. 66. Las disposiciones del artículo 11, letras g), h) e i) de la Ley del Consejo Superior de Salud 
Pública y de las Juntas de Vigilancia de las Profesiones Médicas, Odontológica y Farmacéutica, 
no serán aplicables a los productos y materias primas de que trata esta ley.

Art. 67. El Reglamento sobre Importación, Distribución y Uso de Productos Químicos y Químico- 
Biológicos para la Industria Agropecuaria emitido por el Poder Ejecutivo mediante Decreto 
Nº 27 del 23 de marzo de 1954, publicado en el Diario Oficial Nº 68, Tomo 163 del día 28 de 
abril del año citado, continuará vigente en todo lo que se oponga a la presente ley, hasta que 
se emita el reglamento correspondiente.

Art. 68. Las inscripciones de los productos y materias primas a que se refiere esta ley hechas 
hasta el 31 de diciembre de 1970, deberán renovarse dentro del término de seis meses contados 
a partir de la vigencia de la misma. El término de validez de las inscripciones posteriores a la 
fecha indicada, se contará de conformidad a lo dispuesto en el artículo 14 de esta ley.

Art. 69. Las diligencias para la autorización y funcionamiento de fábricas destinadas a la 
elaboración de los productos y materias a que se refiere esta ley, iniciadas antes de la vigencia de 
la misma, se continuarán tramitando sin oír la opinión del Ministerio de Agricultura y Ganadería.
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Art. 70. Lo dispuesto en el artículo 26 de esta ley, será exigible transcurrido un año a partir de 
la vigencia de la misma.

Art. 71. El presente Decreto entrará en vigencia ocho días después de su publicación en el Diario
Oficial.

DADO EN EL SALÓN DE SESIONES DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA; PALACIO NACIONAL: San 
Salvador, a los veinticinco días del mes de abril de mil novecientos setenta y tres.

Rubén Alfonso Rodríguez, 
Presidente.

Alfredo Morales Rodríguez, 
Vicepresidente.

Carlos Enrique Palomo,
Segundo Secretario.

Arturo Armando Molina,
Presidente de la República.

Enrique Álvarez Córdova, 
Ministro de Agricultura y Ganadería.

Julio Ernesto Astacio,
Ministro de Salud Pública y Asistencia Social.

Publíquese en el Diario Oficial.
Enrique Mayorga Rivas,

Ministro de la Presidencia de la República.

Publíquese, 

Jorge Escobar Santamaría,
Primer Secretario.

Luis Neftalí Cardoza López,
Segundo Secretario.

CASA PRESIDENCIAL: San Salvador a los cuatro días del mes de mayo de mil novecientos setenta y tres.

D.L. Nº 333, 24 DE MAYO DE 1973;
D.O. Nº 106, T. 239, 8 DE JUNIO DE 1973.

REFORMAS:

(1)  D.L. Nº 458, 15 DE FEBRERO DE 1978;
D.O. Nº 45, T. 258, 6 DE MARZO DE 1978.

(2)  DLEY Nº 419, 6 DE OCTUBRE DE 1980;
D.O. Nº 187, T. 269, 6 DE OCTUBRE DE 1980.

(3)  D.L. Nº 532, 14 DE MAYO DE 1993;
D.O. Nº 111, T. 319, 14 DE JUNIO DE 1993.
DECRETO OBSERVADO:
D.L. Nº 473, 5 DE SEPTIEMBRE DE 2013;

DEROGADA PARCIALMENTE POR:
D.L. Nº 385, 30 DE NOVIEMBRE DE 1989;
D.O. Nº 227, T. 305, 7 DE DICIEMBRE DE 1989.
(En lo relativo a las disposiciones que 
conceden exención de impuestos)

D.O. Nº 85 Tomo Nº 239
Fecha: 10 de Mayo de 1973

FE DE ERRATAS:

Rafael Rodríguez González, 
Primer Secretario.

Pablo Mateu Llort,
Segundo Secretario.



Para reducir la contaminación y el riesgo por enfermedades e 
inundaciones, se inició el proceso de formulación del programa SOS 
Ríos Limpios, en seis de los principales ríos del país: Grande de San 
Miguel, Acelhuate, Sucio, Paz, Goascorán y Suquiapa. 

A través de la instalación de ríobardas, a la fecha se han extraído 9446 
libras de desechos plásticos y 11,079 libras de materiales orgánicos, 

evitando así la contaminación de las playas y el océano.
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LEY SOBRE GESTIÓN INTEGRADA DE LOS 
RECURSOS HÍDRICOS

Art. 1. Se atribuye por esta Ley al Ministerio de Planificación y Coordinación del Desarrollo 
Económico y Social, la responsabilidad de la Gestión Integrada de los Recursos Hídricos, de 
acuerdo a la política hídrica nacional establecida por el Presidente de la República en Consejo 
de Ministros.

El Ministro del Ramo mencionado en el inciso anterior, antes de tomar cualquier decisión sobre 
la planificación integral y el aprovechamiento múltiple del recurso agua, deberá coordinar 
los estudios y soluciones más viables y convenientes a los usos integrados del agua, con los 
demás Ministros que en una y otra forma estén vinculados a tales usos, especialmente en los 
Ramos de Obras Públicas, de Agricultura y Ganadería, de Salud Pública y Asistencia Social, de 
Economía y del Interior, en sus respectivas competencias.

Art. 2. Para los fines del artículo anterior, créase una Oficina especializada, adscrita al Ministerio de 
Planificación y Coordinación del Desarrollo Económico y Social, la cual dependerá directamente 
del Ministro de dicha Secretaría de Estado.

Esta Oficina estará integrada con el personal técnico idóneo y de apoyo indispensable, que 
proponga el referido funcionario, a fin de desarrollar las siguientes funciones:

1)	 Elaborar el Plan Nacional de Desarrollo y Aprovechamiento de los Recursos Hídricos, 
que abarquen las aguas continentales, superficiales y subterráneas, así como las 
marítimas intermedias, comprendiendo dicho plan, el aprovechamiento integral de 
las cuencas hidrográficas compartidas;

2)	 Coordinar la ejecución y evaluar los resultados, conjuntamente con las demás entidades 
usuarias o relacionadas con los diferentes usos del agua, en la parte que les corresponda 
dentro de las actividades comprendidas en el Plan;

3)	 Asegurar la coordinación de las acciones entre las entidades a que se refiere el número 
anterior, para evitar duplicidades y conflictos en la gestión del agua, con vistas al uso 
múltiple y ordenado del recurso;

4)	 Dictar normas técnicas sobre el uso del agua y las obras hidráulicas;
5)	 Las demás funciones y atribuciones que se señalen reglamentariamente.

Art. 3. Las funciones y atribuciones del Ministerio de Planificación y Coordinación del Desarrollo 
Económico y Social a los fines de esta Ley, y las de la Oficina, se regularán en el Reglamento 
de esta Ley.

Art. 4. TRANSITORIO. En tanto no se estructura la Oficina especializada, encomiéndese sus 
funciones y atribuciones a la Dependencia que actualmente ejecuta el Proyecto del “Pan 
Maestro de Desarrollo y Aprovechamiento de los Recursos Hídricos”, adscrito a la Dirección 
General de Recursos Naturales Renovables, del Ministerio de Agricultura y Ganadería.
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Art. 5. El presente Decreto prevalecerá sobre cualquier otra Ley que lo contraríe.

Art. 6. El presente Decreto entrará en vigencia ocho días después de su publicación en el Diario
Oficial.

DADO EN CASA PRESIDENCIAL: San Salvador, a los dos días del mes de diciembre de mil 
novecientos ochenta y uno.

Cnel. e Ing. Jaime Abdul Gutierrez. 

Dr. Jose Ramón Ávalos Navarrete.

Lic. Atilio Vieytez,
Ministro de Planificación y Coordinación Del Desarrollo Económico y Social.

Ing. Jorge Alberto Morales Guillén,
Ministro de Obras Públicas.

Ing. y Lic. Joaquín Alonso Guevara Morán,
Ministro de Agricultura y Ganadería.

Lic. Oscar Raymundo Melgar,
Ministro de Economía.

Ing. Jose Ovidio Hernandez Delgado,
Ministro del Interior.

D.O.: 221 Tomo: 273
Fecha: 02 de diciembre de 1981
MHSC



En el marco del Día Mundial del Medio Ambiente, la nueva gestión 
ambiental, desarrolló la primera jornada de plantación de cientos de 

arbolitos en el cantón El Zapote, de Suchitoto.
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REGLAMENTO DE LA LEY FORESTAL

CAPÍTULO I

DEL OBJETO Y COMPETENCIA

OBJETO

Art. 1. El presente Reglamento tiene por objeto desarrollar las disposiciones contenidas en la 
Ley Forestal.

COMPETENCIA

Art. 2. El Ministerio de Agricultura y Ganadería que en adelante podrá ser llamado “MAG” o 
“Ministerio”, será el responsable de la aplicación del presente Reglamento.

ATRIBUCIONES DEL MAG

Art. 3. Son atribuciones del MAG las siguientes:

a)	 Aplicar los convenios nacionales e internacionales que tengan relación con el desarrollo 
forestal productivo;

b)	 Establecer los mecanismos de coordinación con otras entidades vinculadas con las 
actividades forestales, para la elaboración y ejecución de los respectivos planes de 
trabajo;

c)	 Ejecutar proyectos de investigación, así como de protección de los recursos forestales;
d)	 Coordinar la Comisión Forestal;
e)	 Diseñar, crear y operar programas para la captura de los datos necesarios que permitan 

sistematizar, clasificar y generar información forestal, y ponerla a disposición del público 
en general;

f)	 Gestionar ante organismos nacionales e internacionales el apoyo técnico y financiero 
para el desarrollo de actividades de capacitación del sector forestal especialmente en 
lo relacionado con la producción, procesamiento y comercialización forestal;

g)	 Propiciar las condiciones que permitan la participación del sector forestal en actividades 
de mejoramiento genético, establecimiento y mantenimiento de viveros y plantaciones, 
así como en la transformación, industrialización y comercialización de productos 
forestales, y

h)	 Las demás establecidas en la Ley y en este Reglamento.

GLOSARIO

Art. 4. Para los efectos del presente Reglamento se entenderá por:

ACTIVIDAD SILVICULTURAL: conjunto de técnicas u operaciones planificadas orientadas a 
promover la regeneración del bosque y mejorar la calidad de la producción forestal.
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AGRICULTOR DE ESCASOS RECURSOS ECONÓMICOS: el propietario o poseedor de inmuebles 
con una extensión menor o igual a siete hectáreas cubiertos o no de bosques, con escasa 
o nula capacidad financiera para impulsar proyectos forestales y agroforestales productivos.

ÁRBOLES AISLADOS: los que se localizan fuera de las áreas boscosas y tierras arboladas con 
una densidad no mayor de diez árboles por hectárea.

ÁRBOL CON CAPACIDAD DE REBROTE: el que presenta la característica de producir rebrotes 
o retoños vigorosos a partir de las raíces o del tocón después de ser aprovechado, localizado 
fuera de los bosques naturales.

APEROS: herramientas, equipos y materiales utilizados para la tala y/o aprovechamiento de 
los árboles.

COBERTURA ARBÓREA: la vegetación donde predominan las especies arbóreas en diferentes 
etapas de desarrollo que cubren con sus troncos y copas un área determinada.

ESPECIES FORESTALES AMENAZADAS O EN PELIGRO DE EXTINCIÓN: todas aquellas especies 
forestales cuyas poblaciones y ecosistemas han sido reducidas a un nivel crítico y que se 
encuentran consignadas en los apéndices I y II de la Convención sobre el Comercio Inter- 
nacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres y las que el Ministerio de medio 
Ambiente y Recursos Naturales declare como tales.

FORESTACIÓN: el establecimiento de un bosque en forma natural o a través de plantaciones.

GUÍA DE TRANSPORTE FORESTAL: el documento emitido por el MAG o por el propietario de 
un terreno que posee plan de manejo forestal aprobado que ampara el transporte de productos 
forestales maderables y no maderables.

LEY: Ley Forestal.

PROCESADORES DE PRODUCTOS FORESTALES: fábricas o instalaciones industriales dedicadas 
a la transformación de productos forestales maderables y no maderables.

VIVERO FORESTAL: el sitio destinado a la producción y crecimiento de especies arbóreas para 
el establecimiento de plantaciones forestales.

CAPÍTULO II

DE LA EDUCACIÓN Y CAPACITACIÓN FORESTAL

EDUCACIÓN FORESTAL

Art. 5. Con el fin de apoyar al Sistema Educativo Nacional y contribuir al desarrollo forestal 
del país, el MAG colaborará en la formación de profesionales y técnicos en ciencias forestales, 
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así como en la formulación de programas curriculares para las diferentes especialidades en 
dichas ciencias.

CAPACITACIÓN FORESTAL

Art. 6. El Ministerio formulará y ejecutará planes de capacitación dirigidos a propietarios y 
poseedores de inmuebles con bosque natural, plantaciones forestales y sistemas agroforestales, 
principalmente sobre los temas siguientes:

a)	 Recolección y manejo de semillas forestales;
b)	 Viveros forestales;
c)	 Establecimiento y manejo de plantaciones forestales;
d)	 Silvicultura y manejo de bosques naturales;
e)	 Formulación de planes operativos y de manejo forestal;
f)	 Protección forestal, que deberá comprender la prevención y combate de plagas, así 

como de enfermedades e incendios forestales;
g)	 Aprovechamiento forestal, y
h)	 Industria, comercialización y legislación forestal.
	 El MAG podrá suscribir convenios con entidades públicas y privadas, nacionales e 

internacionales, para apoyar la ejecución de los planes de capacitación.

GENERACIÓN DE INFORMACIÓN

Art. 7. El MAG formulará estudios técnicos relacionados con la actividad forestal productiva. 
Estos estudios comprenderán esencialmente los siguientes aspectos:

a)	 Situación actual del manejo forestal;
b)	 Información básica sobre la industria forestal nacional;
c)	 Ocurrencia e importancia económica de las plagas, enfermedades e incendios forestales;
d)	 Zonas con potencial forestal productivo;
e)	 Guías técnicas forestales;
f)	 Inventario forestal nacional;
g)	 Normas técnicas para planes de manejo forestal, y
h)	 Análisis financiero de especies maderables.

TRANSFERENCIA TECNOLÓGICA

Art. 8. La transferencia tecnológica hacia los usuarios del sector forestal se hará por medio 
de eventos de capacitación y divulgación de los avances tecnológicos; así como a través de 
asistencia técnica y facilitación de documentos.

MICROEMPRESAS FORESTALES

Art. 9. El MAG, en coordinación con diferentes entidades públicas y privadas apoyará y fomentará 
la creación, organización y capacitación de micro empresas forestales que tengan por finalidad 
la protección, el manejo y el desarrollo forestal productivo.
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CAPÍTULO III

DEL MANEJO DE LOS BOSQUES NATURALES PRIVADOS

APROVECHAMIENTO DE BOSQUES NATURALES PRIVADOS

Art. 10. El manejo de los bosques deberá estar cimentado en los principios de sostenibilidad 
forestal siguientes: persistencia, máximo rendimiento, máximo beneficio o rentabilidad y uso 
múltiple.

NORMAS TÉNICAS PARA PLANES DE MANEJO FORESTAL

Art. 11. El MAG elaborará las normas técnicas que servirán de base para la formulación de los 
planes de manejo forestal.

Para efecto de evaluar y orientar el avance en materia de manejo forestal sostenible, el MAG 
propondrá los criterios e indicadores del mismo.

En caso de enajenación de un inmueble sometido a plan de manejo forestal, el nuevo propietario 
o legal poseedor asumirá todos los derechos y obligaciones establecidos en dicho plan.

ASISTENCIA TÉCNICA PARA AGRICULTORES DE ESCASOS RECURSOS ECONÓMICOS

Art. 12. El MAG brindará asistencia técnica a los agricultores de escasos recursos económicos 
para la formulación de planes de manejo forestal.

Técnicos forestales del Ministerio de Agricultura y Ganadería practicarán inspecciones en los 
bosques naturales menores o iguales a una hectárea y con base en las mismas elaborarán un 
documento en el que harán las prescripciones silviculturales e indicarán los árboles que se 
podrán aprovechar en dichos bosques.

FORMULADORES DE PLANES DE MANEJO

Art. 13. Los planes de manejo forestal de los bosques deberán ser elaborados por ingenieros 
forestales, dasónomo o graduados en áreas afines con capacitación comprobada en manejo 
forestal.

CAPÍTULO IV

DE LOS PLANES DE MANEJO FORESTAL

REFERENCIA A NORMAS TÉCNICAS

Art. 14. Los planes de manejo forestal deberán ser elaborados conforme a las normas técnicas 
que para tal efecto dictará el Ministerio de Agricultura y Ganadería por medio de Acuerdo 
Ejecutivo.
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DOCUMENTACIÓN Y REQUISITOS

Art. 15. Para la aprobación del plan de manejo, el propietario del inmueble o la persona a quien 
éste haya conferido la facultad de aprovecharse de los productos o subproductos del bosque, 
deberá cumplir los siguientes requisitos:

a)	 Presentar una solicitud por escrito al MAG en la que deberá consignar sus generales 
y la ubicación y área del bosque en el que se ejecutará el plan de manejo;

b)	 Presentar fotocopia certificada por notario del documento por medio del cual se 
acredita la propiedad o la posesión legal del inmueble en que se ejecutará el plan de 
manejo;

c)	 Cancelar los derechos correspondientes, y
d)	 Presentar el documento que contenga el plan de manejo forestal.

Los documentos podrán ser presentados para su aprobación en las oficinas regionales 
designadas por el MAG.

El MAG dará a los interesados información y orientación sobre la formulación y procedimiento 
de aprobación de los planes de manejo forestal.

Después de recibida la solicitud junto con la documentación correspondiente, el MAG tendrá 
un término de treinta días hábiles para resolver sobre la aprobación o no del plan de manejo 
forestal. Transcurrido dicho término sin que el MAG haya emitido la resolución correspondiente, 
se tendrá por aprobado el mencionado plan.

INSPECCIÓN DE CAMPO

Art. 16. Previo a la aprobación del plan de manejo forestal deberá practicarse inspección en el 
inmueble respectivo con la finalidad de verificar la información contenida en el documento 
presentado. Posteriormente, el técnico forestal que haya practicado la inspección deberá 
elaborar un informe. el cual servirá de fundamento para resolver sobre la solicitud de aprobación.
Si la resolución emitida contiene observaciones al plan de manejo forestal, será necesaria la 
presentación de un nuevo documento que las supere satisfactoriamente. En este caso, el MAG 
dispondrá de un nuevo término de treinta días hábiles. contados a partir de la presentación del 
segundo documento para resolver sobre la aprobación o no del plan de manejo.

APROBACIÓN DEL PLAN DE MANEJO FORESTAL

Art. 17. El plan de manejo forestal será aprobado por medio de resolución dictada por el Ministerio.
El documento que contenga el plan de manejo forestal deberá estar firmado y sellado en todas 
sus páginas por el técnico forestal responsable de su revisión.

SUSPENSIÓN DEL APROVECHAMIENTO EN LOS PLANES DE MANEJO

Art. 18. El aprovechamiento establecido en los planes de manejo forestal podrá ser suspendido 
por medio de resolución emitida por el MAG, en los siguientes casos:
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a)	 Cuando la posesión o el dominio del inmueble esté siendo discutido judicialmente y
b)	 Cuando el propietario del inmueble o la persona a quien éste haya conferido la facultad 

de aprovecharse de los productos o subproductos del bosque esté incumpliendo las 
normas o criterios técnicos que se contemplan en el plan de manejo forestal.

La resolución comprenderá la suspensión de la emisión de guías de transporte de productos 
y subproductos forestales a partir de la notificación de la misma.

La resolución por medio de la cual se suspende el aprovechamiento establecido en un plan 
de manejo forestal podrá ser revocada cuando se hayan superado las causas que la motivaron 
y, en su caso, cuando se hayan ejecutado las actividades de restauración del recurso forestal 
que para tal efecto haya determinado el MAG.

REVOCACIÓN DE LOS PLANES DE MANEJO

Art. 19. La resolución por medio de la cual se haya aprobado un plan de manejo forestal podrá 
ser revocada en los siguientes casos:

a)	 Cuando se haya cedido sin previa autorización escrita del MAG el derecho de 
aprovechamiento contemplado en el plan de manejo forestal;

b)	 Cuando se incurra en las infracciones forestales relacionadas con el plan de manejo 
establecido en el Art. 35 de la Ley;

c)	 Si las condiciones que originaron la suspensión del aprovechamiento persisten, aún 
después de haber finalizado el plazo concedido para ejecutar las actividades de 
restauración del recurso.

Para que tenga lugar la suspensión del aprovechamiento o la revocación de la resolución por 
medio de la cual se aprobó el plan de manejo se observará el procedimiento establecido en 
los artículos 39, 40 y 41 de la Ley Forestal.

APROVECHAMIENTOS PERMITIDOS

Art. 20. Todas las especies forestales, aun cuando figuren en el listado oficial de especies 
amenazadas o en peligro de extinción, podrán ser objeto de aprovechamiento forestal según 
lo dispuesto en el Art. 16 de la Ley, siempre y cuando las plantaciones respectivas estén 
registradas en el MAG.

CAPÍTULO V

DE LA OBLIGACIÓN DE PROBAR EL ORIGEN DE LOS PRODUCTOS FORESTALES 
PRODUCTOS Y SUBPRODUCTOS FORESTALES

Art. 21. Toda persona natural o jurídica que transporte, almacene, comercialice o industrialice 
productos forestales maderables y no maderables está en la obligación de probar la procedencia 
legal de los mismos.
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La procedencia legal de los productos y subproductos forestales, en los siguientes casos, será 
probada así:

a)	 El trasporte de productos y subproductos provenientes de bosques naturales que 
posean planes de manejo forestal aprobados, o de plantaciones forestales; con las 
guías de transporte emitidas por su propietario;

b)	 El trasporte de aprovechamiento de productos y subproductos forestales que no 
posean plan de manejo; con las guías de transporte emitidas por el MAG;

c)	 El trasporte de productos y subproductos forestales importados; con la póliza de 
importación, y

d)	 El almacenamiento, industrialización y comercialización de productos y subproductos 
forestales; con la factura, el comprobante de crédito fiscal o la guía de transporte.

Las guías de transporte para productos y subproductos forestales provenientes de los 
aprovechamientos a los que se refieren los Arts. 10, 11, 17 y 23 de la Ley, serán otorgadas por 
el MAG, previa solicitud por escrito de los interesados.

El MAG proporcionará a los interesados los formatos de las guías de transporte.

GUÍAS DE TRANSPORTE

Art. 22. Las guías de transporte expedidas por el MAG o el propietario deberán estar prenumeradas 
en forma correlativa y en triplicado, las cuales deberán contener la siguiente información:

a)	 Número de registro o autorización;
b)	 Nombre y generales del emisor;
c)	 Lugar de procedencia y nombre del inmueble de origen;
d)	 Descripción de los productos o subproductos forestales, incluyendo la cantidad o 

volumen de los mismos;
e)	 Nombre y generales del transportista y características esenciales del vehículo;
f)	 Fecha de vigencia, y
g)	 Firma y sello del propietario o del funcionario autorizado por el MAG, en su caso.

El original se entregará al transportista de los productos o subproductos forestales, el duplicado 
lo conservará el emisor y el triplicado se entregará al comprador de los mismos.

CAPÍTULO VI

DE LA PROTECCIÓN DEL PATRIMONIO FORESTAL DEL ESTADO USO DE INMUEBLES CON 
POTENCIAL FORESTAL ASIGNADOS AL MAG

Art. 23. El MAG podrá desarrollar proyectos de investigación orientados a la producción, manejo, 
industrialización y comercialización de productos y subproductos forestales en los inmuebles 
con potencial forestal propiedad del Estado asignados al Ministerio de Agricultura y Ganadería. 
Con tal propósito, el MAG podrá suscribir convenios de asesoría o cooperación con personas 
naturales o jurídicas de naturaleza pública o privada.
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FUNDAMENTACIÓN DE LAS ORDENANZAS MUNICIPALES

Art. 24. Los Acuerdos Ejecutivos a que se refiere el Art. 23, inciso final de la Ley, por medio de 
los cuales el Ministerio de Agricultura y Ganadería dicta los lineamientos para la emisión de 
ordenanzas municipales, relacionadas con la protección y aprovechamiento de los recursos 
forestales en las áreas de uso restringido, deberán contener disposiciones relativas a:

a)	 Manejo, aprovechamiento y conservación de los recursos naturales;
b)	 Medidas de mitigación;
c)	 Incremento de cobertura forestal, y
d)	 Conservación de la biodiversidad.

VEDAS FORESTALES

Art. 25. El Ministro de Agricultura y Ganadería, previo el estudio técnico respectivo y cuando las 
condiciones ecológicas lo requieran, podrá decretar vedas forestales. El Acuerdo por medio 
del cual se decreta la veda contendrá:

a)	 Fundamento y objetivos;
b)	 Ubicación y delimitación del área donde se aplicará;
c)	 Plazo;
d)	 Especies a proteger;
e)	 Regulaciones especiales para los inmuebles ubicados en el área de veda, y
f)	 Cualquier otra medida que se considere necesaria para el logro de los objetivos de la 

veda. El MAG estará obligado a dar la mayor divulgación a dicho Acuerdo.

CAPÍTULO VII

DE LA PREVENCIÓN, CONTROL Y COMBATE DE LOS INCENDIOS,
PLAGAS Y ENFERMEDADES FORESTALES PREVENCIÓN Y CONTROL DE INCENDIOS

Art. 26. El MAG gestionará y coordinará con personas naturales y jurídicas, tanto de naturaleza 
pública como privada, la ejecución de proyectos, programas y actividades de prevención y 
control de incendios forestales.

Entre las medidas orientadas a la prevención y control de los incendios que deberá impulsar 
el MAG se encuentran:

a)		 Hacer brechas cortafuego perimetrales e internas con ancho mínimo de tres metros, 
dentro de bosques naturales o plantaciones forestales;

b)	 La emisión de recomendaciones para el transporte, almacenamiento y utilización de 
materiales inflamables en bosques naturales y plantaciones forestales;

c)	 La regulación de quemas en áreas colindantes a bosques naturales y plantaciones 
forestales, y

d)	 La emisión y aplicación de normas para la disposición final de materiales combustibles 
y desperdicios en bosques naturales y plantaciones forestales.
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PLANES Y MEDIDAS PARA CONTROL Y ERRADICACIÓN DE PLAGAS Y ENFERMEDADES

Art. 27. El MAG formulará planes de control y erradicación de plagas y enfermedades forestales 
en los casos en que éstas representen peligro de epidemia. En tales casos, el Ministerio emitirá 
las normas correspondientes, las cuales serán de cumplimiento obligatorio.
Las normas contendrán:

a)	 Área y especie afectada;
b)	 Identificación de la plaga o enfermedad;
c)	 Medidas preventivas y métodos de control para los bosques naturales y plantaciones 

forestales incluidos en el área afectada, y
d)	 Plazo de vigencia.

Se podrán aplicar normas diferentes a las emitidas por el Ministerio de Agricultura y Ganadería, 
previa autorización de éste.

CAPÍTULO VIII

DEL REGISTRO FORESTAL

REGISTRO FORESTAL

Art. 28. El MAG llevará el Registro Forestal en el cual se inscribirán:

a)	 Los planes de manejo forestal aprobados;
b)	 Las plantaciones forestales, rodales semilleros, viveros forestales, y
c)	 Las ventas de madera, aserraderos y procesadores de productos forestales.

El Registro Forestal es público y podrá ser consultado por cualquier persona, atendiendo las 
medidas que para resguardo y conservación de la información emita el MAG.

REGISTRO DE PLANES DE MANEJO FORESTAL APROBADOS

Art. 29. En el registro de planes de manejo forestal aprobados se inscribirán los ejemplares del 
documento que contiene dicho plan.

REGISTRO DE PLANTACIONES FORESTALES, RODALES SEMILLEROS Y VIVEROS

Art. 30. En la inscripción de plantaciones forestales, rodales semilleros y viveros, según el caso, 
se consignará entre otras, la siguiente información:

a)	 Número correlativo;
b)	 Ubicación, nombre del o de los inmuebles y del propietario;
c)	 Fecha de plantación;
d)	 Área de la plantación forestal, rodal semillero o del vivero;
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e)	 Objetivo de la plantación;
f)	 Especies forestales plantadas y a producir;
g)	 Producción mínima y máxima estimadas anuales por fuente semillero;
h)	 Especificación de la clase de suelo y de clima, así como la altitud sobre el nivel del 

mar de la plantación, rodal semillero o vivero, e,
i)	 Procedencia del material genético.

REGISTRO DE VENTAS DE MADERA, ASERRADEROS Y PROCESADORES DE PRODUCTOS 
FORESTALES

Art. 31. En el registro de ventas de madera, aserraderos y procesadores de productos forestales, 
se consignará, en su caso, la siguiente información: 

a)	 Número correlativo;
b)	 Generales del propietario;
c)	 Nombre de la empresa y ubicación de sus oficinas, sucursales, agencias y distribuidoras;
d)	 Volúmenes estimados de productos y subproductos procesados y comercializados 

en forma mensual, y
e)	 Origen y especie de los productos y subproductos forestales que comercializa.

CERTIFICACIONES

Art. 32. A solicitud de cualquier persona y, previo el pago de la tarifa correspondiente, el MAG 
extenderá las certificaciones que le soliciten.

Las certificaciones deberán extenderse dentro de los tres días hábiles siguientes a la fecha en 
que se haya presentado la solicitud acompañada del comprobante de pago.

TARIFAS

Art. 33. El Ministerio de Hacienda, por medio de Acuerdo Ejecutivo y a solicitud del MAG, 
determinará las tarifas a pagar por los servicios de naturaleza forestal prestados por el MAG.

Los recursos provenientes del pago de dichas tarifas pasarán a formar parte del Fondo de 
Actividades Especiales indicado en el Art. 41 de este Reglamento.

CAPÍTULO IX

DEL INVENTARIO Y DEL SISTEMA DE INFORMACIÓN FORESTAL
INVENTARIO FORESTAL

Art. 34. El MAG organizará y mantendrá el inventario forestal, el cual contendrá la siguiente 
información:

a)	 Área de bosques naturales y plantaciones forestales a nivel nacional, y
b)	 La cuantificación y calificación de los recursos forestales.
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El MAG podrá incluir en el inventario forestal información adicional a la establecida en el 
presente artículo.

SISTEMA DE INFORMACIÓN FORESTAL

Art. 35. El MAG organizará y mantendrá actualizado el Sistema de Información Forestal, para lo 
cual deberá obtener, clasificar y registrar información relacionada con los siguientes aspectos:

a)	 Información técnica y de mercado que tienda a facilitar la planificación, organización 
y aprovechamiento de bosques naturales y plantaciones forestales;

b)	 Infraestructura existente que pueda ser utilizada en la planificación, organización y 
aprovechamiento de los bosques naturales y plantaciones forestales;

c)	 Nombre, naturaleza e información general de personas dedicadas a actividades conexas 
a las de la industria forestal, y

d)	 Lineamientos generales para la elaboración, aprobación y ejecución de planes de 
manejo; planificación, organización, establecimiento y aprovechamiento de bosques 
naturales, plantaciones forestales, rodales semilleros y viveros.

CAPÍTULO X

DE LAS ACTUACIONES DE LA POLICÍA NACIONAL CIVIL Y PROCEDIMIENTO DE VENTA DE 
LOS BIENES DECOMISADOS

DECOMISO DE PRODUCTOS FORESTALES

Art. 36. Los cargamentos de productos o subproductos forestales cuya legal procedencia 
no pueda ser probada por el transportista, serán decomisados por la Policía Nacional Civil y 
depositados en las instalaciones que el MAG haya designado para ese efecto.

DECOMISOS DE APEROS

Art. 37. Los agentes de la Policía Nacional Civil al sorprender a personas talando, aprovechando 
o transportando ilegalmente los recursos forestales del patrimonio privado o del Estado, 
procederán al decomiso de los aperos, productos o subproductos obtenidos, y a remitir dentro 
de un plazo no mayor de setenta y dos horas todo lo decomisado al MAG, o al lugar que éste 
designe. De todo lo actuado deberá levantarse acta.

CONSTANCIA DE DECOMISO

Art. 38. Los agentes de la Policía Nacional Civil deberán entregar a la persona a quien se le 
haya practicado el decomiso un documento en el que se hagan constar las circunstancias y 
motivos del mismo.
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EFECTOS DEL DECOMISO

Art. 39. Efectuado el decomiso, el interesado podrá recuperar los productos o sub productos 
forestales, previa comprobación de la adquisición o procedencia legal de los mismos.

PRODUCTOS O SUBPRODUCTOS FORESTALES DE PROCEDENCIA ILEGAL

Art. 40. Transcurridos quince días hábiles desde la fecha del decomiso sin que el interesado se 
haya presentado a comprobar la legalidad de la procedencia o de la adquisición de los productos 
o subproductos forestales, o que habiéndose presentado no haya probado lo anterior, el MAG 
procederá a la venta de los mismos, de conformidad con lo dispuesto en el artículo siguiente.

PROCEDIMIENTO DE VENTA

Art. 41. Para la venta de los productos y subproductos forestales mencionados en el artículo que 
antecede, el MAG deberá pedir la cotización de por lo menos tres establecimientos dedicados 
a la venta de madera. Las cotizaciones deberán referirse a productos y subproductos con 
características similares a las de los productos decomisados.

El precio de la venta será el promedio de las cotizaciones obtenidas.

El MAG fijará un aviso en el tablero público de su oficina o de la dependencia donde se 
encuentre el decomiso, comunicando la venta de los productos o subproductos, el precio y 
las características de los mismos.

La venta se hará a la persona que primero ofrezca el precio anunciado, cuyo importe deberá 
ingresar al Fondo de Actividades Especiales creado de conformidad con el Art. 30 de la Ley.

CAPÍTULO XI

DE LAS INFRACCIONES Y SANCIONES FORESTALES

INFRACCIONES Y SANCIONES FORESTALES

Art. 42. Las infracciones forestales establecidas en la Ley, serán sancionadas así:

a)	 Talar árboles en bosques naturales, la primera vez con dos salarios mínimos. En caso 
de reincidencia la sanción será de cinco salarios mínimos, por cada árbol talado;

b)	 Comercializar guías de transporte, la primera vez con dos salarios mínimos. En caso 
de reincidencia la sanción será de cinco salarios mínimos por cada guía;

c)	 Negarse a colaborar en la extinción de incendios forestales, la primera vez con dos 
salarios mínimos. En caso de reincidencia la sanción será de tres salarios mínimos;

d)	 Incumplir medidas que se dicten sobre plagas y enfermedades forestales, la primera 
vez con tres salarios mínimos. En caso de reincidencia la sanción será de cinco salarios 
mínimos;
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e)	 Dejar en los bosques naturales materiales que puedan originar incendios, la primera 
vez con tres salarios mínimos. En caso de reincidencia la sanción será de cinco salarios 
mínimos;

f)	 Transportar productos o subproductos sin la documentación que acredite la procedencia 
legal, la primera vez con cinco salarios mínimos. En caso de reincidencia la sanción 
será de ocho salarios mínimos;

g)	 Efectuar quemas, la primera vez será de cinco salarios mínimos. En caso de reincidencia 
será de ocho salarios mínimos;

h)	 Obstruir u obstaculizar por cualquier medio a los funcionarios o empleados del Ministerio 
de Agricultura y Ganadería en el cumplimiento de sus funciones relacionadas con la 
Ley, la primera vez con cinco salarios mínimos. En caso de reincidencia la sanción 
será de ocho salarios mínimos;

i)	 Destruir bienes del patrimonio forestal del Estado, la primera vez con ocho salarios 
mínimos. En caso de reincidencia la sanción será de diez salarios mínimos;

j)	 Aprovechar bienes del patrimonio forestal del Estado, sin la autorización correspondiente, 
la primera vez con diez salarios mínimos. En caso de reincidencia la sanción será de 
doce salarios mínimos;

k)	 Incumplir las recomendaciones o medidas que se hayan dado para evitar incendios o 
controlarlos, cuando éstos ocurran, la primera vez con diez salarios mínimos. En caso 
de reincidencia la sanción será de quince salarios mínimos;

1)	 Instalar en plantaciones y bosques naturales o en sus inmediaciones hornos de 
cualquier clase, maquinarias, combustibles o explosivos que puedan crear peligro 
sin cumplir con las normas de seguridad, prevención y control de incendios, la 
primera vez con quince salarios mínimos. En caso de reincidencia la sanción 
será de veinte salarios mínimos;

m)	 Incumplir los lineamientos o condiciones establecidas en las autorizaciones, la primera 
vez con veinte salarios mínimos. En caso de reincidencia la sanción será de veinticinco 
salarios mínimos;

n)	 Provocar incendios en los bosques naturales y plantaciones, la primera vez con veinte 
salarios mínimos. En caso de reincidencia la sanción será de veinticinco salarios mínimos, 
y

o)	 Derribar árboles que por razones históricas o que por ser especies en peligro de 
extinción deben de ser conservados, sin la autorización correspondiente, la primera 
vez con veinte salarios mínimos. En caso de reincidencia la sanción será de veinticinco 
salarios mínimos.

El salario mínimo mencionado en este artículo es al que hace referencia el Art. 35 de la Ley.

CAPÍTULO XII

DE LA COMISIÓN FORESTAL
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Art. 43. La Comisión Forestal a que se refiere el Art. 3 de la Ley, y el Art. 3 de este Reglamento 
será creada por medio de Acuerdo Ejecutivo en el Ramo de Agricultura y Ganadería como un 
organismo de carácter asesor del Ministerio.

En el Acuerdo de creación de la citada Comisión, se establecerán las atribuciones de la 
misma, el número y procedencia de sus miembros, la forma de elaborar las propuestas para 
su nombramiento y la duración de ellos en sus cargos; debiendo agregar además cualquier 
otro aspecto que se considere importante para el funcionamiento de la misma.

Los miembros de la Comisión Forestal serán nombrados por medio de Acuerdo Ejecutivo en el 
mencionado Ramo, a propuesta de los sectores que estarán representados en ella, siguiendo 
los lineamientos que al respecto establece el Art. 4, letra d), de la Ley.

CAPÍTULO XIII 

DISPOSICIÓN ESPECIAL y VIGENCIA

Art. 44. El Ministerio, por medio de Acuerdo, determinará la dependencia de su Ramo responsable 
de la aplicación de este Reglamento.

Art. 45. El presente Decreto entrará en vigencia ocho días después de su publicación en el 
Diario Oficial.

DADO EN CASA PRESIDENCIAL: San Salvador, a los catorce días del mes de mayo de dos mil 
cuatro.

Francisco Guillermo Flores Pérez, 
Presidente de la República.

Salvador Eduardo Urrutia Loucel, 
Ministro de Agricultura y Ganadería.
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Con el objetivo de mejorar la calidad de vida de más de 16,000 
personas en Nejapa, FOMILENIO II inició la construcción de una Planta 
de Tratamiento de Aguas Residuales (PTAR). Esta obra contribuirá a 
detener el proceso de contaminación del río San Antonio.

Simultáneamente, se avanza en la instalación del sistema de colectores, 
que recogerán las aguas residuales y las transportarán por una red 
de tuberías, con una longitud de más de 11.5 km, hasta la planta de 
tratamiento con capacidad de 48.3 litros de agua por segundo.
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REGLAMENTO ESPECIAL DE AGUAS RESIDUALES Y 
MANEJO DE LODOS RESIDUALES

                                  
                            

CAPÍTULO I

OBJETO, COMPETENCIA Y DEFINICIONES

OBJETO

Art. 1. El presente Reglamento tiene por objeto desarrollar tas disposiciones de la Ley del Medio 
Ambiente, vinculadas a la gestión de las aguas residuales y lodos, y establecer los criterios técnicos 
y requisitos que deben cumplirse para su manejo, tratamiento, uso, reuso y disposición final.

ÁMBITO DE APLICACIÓN

Art. 2. Las disposiciones del presente Reglamento serán aplicables en todo el territorio nacional 
a las personas naturales o jurídicas, que por sus actividades generen, gestionen o viertan aguas 
residuales a un medio receptor o realicen disposición de lodos.

AUTORIDAD COMPETENTE

Art. 3. La autoridad competente para la aplicación de este Reglamento es el Ministerio de Medio 
Ambiente y Recursos Naturales, que en lo sucesivo se denominará el Ministerio, sin perjuicio 
de las atribuciones establecidas en la legislación nacional a otras instituciones del gobierno 
central, autónomas o municipalidades, las cuales serán responsables de su aplicación dentro 
de sus respectivas competencias.

DEFINICIONES Y SIGLAS

Art. 4. Para los efectos de este Reglamento son válidas las definiciones y siglas establecidas 
en la Ley del Medio Ambiente, sus Reglamentos y las que en este instrumento se establecen, 
para su adecuada aplicación se entenderá por: Definiciones

AFORO: medición de caudal.

AFLUENTE: caudal de aguas residuales que entra a la unidad de conducción o tratamiento.

ALCANTARILLADO SANITARIO: conjunto o sistema de obras, instalaciones y servicios que 
tienen por objeto la evacuación y disposición final de las aguas residuales; comprende las 
alcantarillas sanitarias con sus pozos de visita; los colectores maestros y de descarga, sistemas 
de tratamiento y obras de descarga.

AGUA RESIDUAL: agua que ha recibido un uso y cuya calidad ha sido modificada por la 
incorporación de agentes contaminantes resultante de cualquier uso, proceso u operación 
de tipo agropecuario, doméstico, industrial, agro industrial, comercial, de servicios, así como 
la mezcla de ellas, entre otras. Las cuales se clasifican en dos tipos: Ordinarios y Especiales.
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AGUA RESIDUAL TRATADA: es toda agua residual que ha sido sometida a un tratamiento, 
cuya calidad cumple con los parámetros establecidos en la normativa vigente, que puede ser 
vertida a un cuerpo receptor o reutilizada en otros usos, previo cumplimiento de los parámetros 
establecidos para la aplicación específica.

AGUA RESIDUAL DE TIPO ORDINARIO: agua residual generada por las actividades domésticas 
de los seres humanos, tales como uso de servicios sanitarios, lavatorios, fregaderos, lavado 
de ropa y otras similares.

AGUA RESIDUAL DE TIPO ESPECIAL: agua residual generada por actividades agroindustriales, 
industriales, hospitalarias y todas aquéllas que no se consideran de tipo ordinario.

APLICACIÓN DE LODOS AL SUELO: procedimiento de disposición mediante la incorporación 
de lodos estabilizados al suelo, o mezcla de lodos estabilizados con el suelo, mediante el uso 
de equipos adecuados para su aprovechamiento, de conformidad con el presente Reglamento.

APROVECHAMIENTO DE LODOS: uso de lodos estabilizados en cualquier actividad que 
represente un beneficio.

AUDITORÍA AMBIENTAL: método de revisión exhaustiva de instalaciones, procesos, 
almacenamientos, transporte, seguridad y riesgos de actividades, obras o proyectos que 
se encuentran en construcción y operación, que permite verificar el cumplimiento de las 
obligaciones establecidas en el permiso ambiental. De ser necesario, definir programas mediante 
los cuales se establecen, con plazos determinados, las obras, reparaciones, correcciones y 
acciones necesarias, con arreglo a las condiciones establecidas en el Permiso ambiental.

CADENA DE CUSTODIA: procedimiento de resguardo e identificación en el que se consigna el 
conjunto de medidas que se deben adoptar a fin de garantizar la preservación de la identidad, 
integridad y representatividad de las muestras desde su recolección hasta el análisis, por lo 
que debe ser aplicada a las actividades de: entrega, transporte, almacenamiento, uso, reuso, 
coprocesamiento y/o disposición de las aguas residuales y/o lodos.

CAUDAL O FLUJO: volumen de agua por unidad de tiempo que fluye por algún conducto 
o cauce. El cual pueden ser: a) Continuo o discontinuo, medido como promedio, mínimo, 
máximo, horario y diario.

COPROCESAMIENTO DE LODO: integración ambientalmente racional del lodo en un proceso 
productivo con el fin de aprovechar su potencial energético; así como, la transformación de 
lodos sin potencial energético a través de reducción de materiales en otros compuestos y 
estabilización térmica (combustión entre 1400°C a 2000°C y tiempos de residencia adecuados).

DBO5: Oxigeno consumido en la oxidación microbiológica de la materia orgánica presente 
en el agua, medida después de la incubación a veinte grados centígrados de temperatura 
durante cinco días.

DILUCIÓN: efecto de disminuir la concentración de soluto presente en una solución, aumentando 
la cantidad de disolvente.
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EFLUENTE: caudal de aguas residuales que sale de la última unidad de conducción o tratamiento.

ESTABILIZACIÓN: procesos físicos, químicos y/o biológicos a los que se someten los lodos 
a efecto de acondicionarlos para su aprovechamiento o disposición final con el propósito de 
evitar y/o reducir sus efectos contaminantes al medio ambiente.

LODO: residuo sólido, semisólido, provenientes de sistemas de tratamiento de aguas residuales, 
de alcantarillado sanitario y plantas potabilizadoras; así como los lodos de procesos industriales, 
agroindustriales o de actividades especiales. Se entenderá como sinónimo el término “Fango”.

LODOS DE TIPO ORDINARIO: son los generados en sistemas de tratamiento de aguas residuales 
y alcantarillado sanitario de tipo ordinario que no tengan mezcla de aguas de tipo especial.

LODOS DE TIPO ESPECIAL: son los generados en el tratamiento de las aguas residuales especiales, 
los que pueden ser peligrosos o no peligrosos, provenientes de actividades agroindustriales, 
industriales, hospitalarias, entre otras.

LODOS ESTABILIZADOS: son los que han pasado por procesos de tratamiento físico, químico y/o 
biológico, con el propósito de evitar y/o reducir sus efectos contaminantes al medio ambiente.

MEDIO RECEPTOR: río, quebrada, lago, laguna, embalse, mar, estero, manglar, pantano, donde 
se vierten aguas residuales tratadas, excluyendo el sistema de alcantarillado y el suelo.

MUESTRAS COMPUESTAS: combinación de muestras simples que han sido mezcladas 
en proporciones definidas de acuerdo al caudal de salida, volumen total y la frecuencia 
de generación y operación, a fin de obtener un resultado promedio representativo de sus 
características.

MUESTRA SIMPLE: la que se tome en el punto de descarga, en un caudal continuo o discontinuo 
en día normal de operación, que refleje cuantitativa y cualitativamente el o los procesos más 
representativos de las actividades que generan la descarga, durante el tiempo necesario para 
completar cuando menos, un volumen suficiente para llevar a cabo los análisis necesarios que 
permitan conocer su composición.

PERFIL INICIAL: es la caracterización de las propiedades microbiológicas, físico, químicas y 
de peligrosidad del Iodo crudo, realizada por el titular generador para definir la estabilización 
y el destino de los mismos para su uso, coprocesamiento, disposición final.

PERFIL CORREGIDO: es la caracterización de lodos estabilizados realizada por el titular 
generador/gestor, con el fin de obtener la información técnica requerida para la elaboración 
de la hoja de seguridad y definir el manejo de los mismos ya sea: uso, coprocesamiento, 
disposición final.

PERMISO AMBIENTAL: acto administrativo por medio del cual el Ministerio de acuerdo a la 
Ley y sus Reglamentos, a solicitud del titular de una actividad, obra o proyecto, autoriza a que 
estas se realicen, sujetas al cumplimiento de las condiciones que este acto establezca.
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PROGRAMA DE ADECUACIÓN AMBIENTAL (PAA): conjunto de acciones e inversiones que 
el titular propone realizar programáticamente, en un plazo determinado, para evitar, corregir, 
atenuar, y/o compensar los daños ambientales causados por una actividad, obra o proyecto, 
en funcionamiento y por el cierre de las operaciones.

PROGRAMA DE MANEJO AMBIENTAL (PMA): es el instrumento que contiene el conjunto de 
medidas propuestas para la prevención, atenuación y compensación de los impactos negativos 
al ambiente, así como la potenciación de los positivos. En este se incluyen los componentes 
siguientes: implementación de medidas de prevención, atenuación y compensación, monitoreo, 
cierre de operaciones y rehabilitación. El programa de manejo ambiental es una parte integrante 
del estudio de impacto ambiental.

REÚSO O APROVECHAMIENTO DE AGUAS RESIDUALES TRATADAS: aprovechamiento de un 
efluente de agua residual tratada antes o en el lugar de su descarga, que cumple con los niveles 
de calidad para cada uno de los usos previstos en este Reglamento, tomando en cuenta la 
protección al ser humano, medio ambiente y los diferentes procesos productivos.

SISTEMA DE TRATAMIENTO: conjunto de procesos físicos, químicos o biológicos, que se 
aplican tanto al agua residual como a los lodos, con el fin de mejorar su calidad y cumplir con 
la normativa vigente.

SERVICIOS ECOSISTÉMICOS: son los beneficios que la población en general y la biodiversidad 
obtienen de los ecosistemas.

TITULAR O TITULARES DE ACTIVIDADES OBRAS Y PROYECTOS PÚBLICOS O PRIVADOS: se 
refiere a los propietarios del proyecto, de la obra o de la infraestructura, y por consiguiente son 
estos quienes deben cumplir con las obligaciones establecidas en la Ley del Medio Ambiente 
y el presente Reglamento.

TITULAR GENERADOR: toda persona natural o jurídica, pública o privada, que genere aguas 
residuales o Iodos.

TITULAR GESTOR: toda persona natural o jurídica, pública o privada, que se dedique al uso, 
reuso, recolección, almacenamiento, reciclaje, comercialización, transporte, realice tratamiento, 
coprocese, disponga y/o confine, según corresponda, aguas residuales o lodos.

VALORES MÁXIMOS PERMISIBLES: valores, rangos y concentraciones asignados a los parámetros 
establecidos en este Reglamento y otras normas técnicas aplicables vigentes, los cuales deberán 
mantenerse por debajo de estos.
Los conceptos y sus correspondientes definiciones empleados en este Reglamento, constituyen 
los términos claves para la interpretación del mismo, y se entenderán en el significado que en 
este Reglamento se expresa, sin perjuicio de los conceptos empleados en la ley, así como en 
convenios, convenciones o tratados internacionales sobre la materia.

SIGLAS
N.A.: No Aplica.
N.E.P.: No Especificados Previamente.
SAAM: Sustancias Activas al Azul de Metileno.
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CAPÍTULO II

CLASIFICACIÓN DE AGUAS RESIDUALES Y PARÁMETROS DE CALIDAD

CLASIFICACIÓN DE LAS AGUAS RESIDUALES
Art. 5. Para el presente reglamento las aguas residuales, atendiendo a su naturaleza y origen 
se clasifican en aguas residuales de tipo ordinario y aguas residuales de tipo especial.

PARÁMETROS DE CALIDAD PARA LA CARACTERIZACIÓN DE LAS AGUAS RESIDUALES DE 
TIPO ORDINARIO
Art. 6. Los parámetros para la caracterización de las aguas residuales de tipo ordinaria se dividen 
en: a) físico-químico; y b) bacteriológicos.

PARÁMETROS DE CALIDAD PARA LA CARACTERIZACIÓN DE LAS AGUAS RESIDUALES DE 
TIPO ESPECIAL
Art. 7. Los parámetros físico-químicos para la caracterización de las aguas residuales de tipo 
especial se clasifican en: a) básico; y b) específicos.
Los parámetros básicos de calidad de agua residual, son aplicables para todas las aguas 
residuales de tipo especial.
Los parámetros específicos de calidad de agua residual son aplicables para las actividades 
productivas que se encuentran determinadas en la tabla 1 del Art. 11 del presente Reglamento.

CAPÍTULO III

CARACTERIZACIÓN DE LAS AGUAS RESIDUALES

PARÁMETROS FÍSICO-QUÍMICO Y MICROBIOLÓGICO

Art. 8. Para determinar las características y calidad de las aguas residuales, se deben analizar 
los parámetros físico-químico y microbiológico, de conformidad con este reglamento y los 
límites permisibles establecidos en el Reglamento Técnico Salvadoreño.

PARÁMETROS DE CALIDAD DE AGUAS RESIDUALES PARA DESCARGA Y MANEJO DE LODOS 
RESIDUALES

PARÁMETROS PARA AGUAS RESIDUALES DE TIPO ORDINARIO

Art. 9. El titular de uno o más sistemas de tratamiento de aguas residuales de tipo ordinario, 
deberá realizar la caracterización físico-química de las aguas residuales, previo a su ingreso 
al sistema de tratamiento de aguas
residuales y posterior a este, para efecto de ser vertidas a un medio receptor. Los parámetros 
análisis obligatorios a cumplir se detallan a continuación:

a)	 Demanda Bioquímica de Oxígeno (DBO5);
b)	Demanda Química de Oxígeno (DQO);
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c)	 Potencial Hidrógeno (pH);
d)	Aceites y Grasas (A y G);
e)	 Sólidos Sedimentables (SSed);
f)	 Sólidos Suspendidos Totales (SST);
g)	Coliformes fecales (Cf); y
i)	 Caudal (Q)

Los límites permisibles de estos parámetros estarán establecidos en el Reglamento Técnico 
Salvadoreño.
Parámetros de Calidad de Aguas Residuales para Descarga y Manejo de Lodos Residuales.

PARÁMETROS BÁSICOS PARA AGUAS RESIDUALES DE TIPO ESPECIAL

Art. 10. El titular de uno o más sistemas de tratamiento de aguas residuales de tipo especial, 
debe realizar la caracterización físico-química de las aguas residuales previo a su ingreso al 
sistema de tratamiento de aguas residuales y posterior a este, para efecto de ser vertidas a un 
medio receptor.

Los parámetros básicos a cumplir se detallan a continuación:

a)	 Demanda Bioquímica de Oxígeno (DBO5);
b)	Demanda Química de Oxígeno (DQO;
c)	 Aceites y Grasas (A y G);
d)	Potencial Hidrógeno (pH); y
e)	 Sólidos Suspendidos Totales (SST).
f)	 Solidos sedimentables
g)	Temperatura
h)	Caudal (Q)

Los límites permisibles de los parámetros establecidos en este artículo, son establecidos en el 
Reglamento Técnico Salvadoreño. Parámetros de Calidad de Aguas Residuales para Descarga 
y Manejo de Lodos Residuales.

CAPÍTULO IV

CARACTERIZACIÓN DE AGUAS RESIDUALES DE TIPO ESPECIAL POR ACTIVIDAD

PARÁMETROS ESPECÍFICOS PARA AGUAS RESIDUALES DE TIPO ESPECIAL POR ACTIVIDAD

Art. 11. El titular que gestione aguas residuales de tipo especial debe cumplir con los parámetros 
básicos y específicos; esto últimos son establecidos en la Tabla 1 que detallan a continuación:
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Tabla 1
Parámetros específicos por actividad para aguas residuales de tipo especial
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Los límites máximos permisibles de los parámetros básicos y específicos son establecidos en el 
Reglamento Técnico Salvadoreño. Parámetros de Calidad de Aguas Residuales para Descarga 
y Manejo de Lodos Residuales.

VERTIDO DE AGUAS RESIDUALES DE LOS SISTEMAS DE ALCANTARILLADO SANITARIO

Art. 12. El Titular de toda actividad que vierta aguas residuales de tipo especial en alcantarillado 
sanitario, debe cumplir con la “Norma para regular Calidad de Aguas Residuales de Tipo Especial 
Descargadas al Alcantarillado Sanitario promulgada por ANDA”.

El dueño o administrador del alcantarillado sanitario será el responsable de cumplir con los 
parámetros y límites permisibles establecidos en el Reglamento Técnico Salvadoreño. Parámetros 
de Calidad de Aguas Residuales para Descarga y Manejo de Lodos Residuales, previo a ser 
descargados al medio receptor.

MEDIO RECEPTOR

Art. 13. Cuando el titular de una actividad obra o proyecto pretenda verter las aguas residuales 
a un medio receptor, deberá cumplir con las disposiciones y límites permisibles establecidos 
en el Reglamento Técnico Parámetros de Calidad de Aguas Residuales para Descarga y Manejo 
de Lodos Residuales y con El Reglamento Especial de Normas técnicas de Calidad Ambiental.
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CAPÍTULO V

REUSO DE LAS AGUAS RESIDUALES TRATADAS

CLASIFICACIÓN DE REÚSO DE AGUAS RESIDUALES TRATADAS

Art. 14. para efectos del presente Reglamento, el reúso de aguas residuales tratadas se clasificará 
en los tipos siguientes:

TIPO 1. UTILIZACIÓN EN ACTIVIDADES CON CONTACTO DIRECTO AL PÚBLICO: Fuentes
ornamentales, lavado de automóviles, combate de incendios, limpieza de calles y otros con 
similares accesos o exposición al agua.

TIPO 2. UTILIZACIÓN EN OTRA ACTIVIDADES SIMILARES CON CONTACTO INDIRECTO 
AL PÚBLICO: agua para cisterna de inodoros y otras áreas donde el acceso del público es 
prohibido o restringido.

TIPO 3. RIEGO AGRÍCOLA EN CULTIVOS DE ALIMENTOS QUE NO SE PROCESAN PREVIO A SU 
VENTA O CONSUMO: riego superficial o por aspersión de cualquier cultivo comestible que no 
se procese previo a su venta, incluyendo aquellos que son consumidos crudos.

TIPO 4. RIEGO AGRÍCOLA EN CULTIVOS DE ALIMENTOS QUE SE PROCESAN PREVIO A SU 
VENTA O CONSUMO: para riego de cultivos, que previo a su venta al público, reciben el 
procesamiento físico o químico necesario.

TIPO 5. RIEGO AGRÍCOLA EN CULTIVOS NO ALIMENTICIOS Y ÁREAS VERDES: riego de pastos
para ganado, forrajes, cultivos de fibras y semillas, viveros ornamentales, biomasa vegetal, 
silvicultura, riego de zonas verdes recreativas en áreas residenciales, riego en áreas verdes de 
protección, zonas verdes, arriates en vías de circulación, patios de centros educativos, campos 
deportivos, parques, cementerios, cultivo de césped, otras plantaciones forestales y cultivos 
no alimenticios.

TIPO 6. RECREATIVO: reuso en cuerpos de agua artificiales donde puede existir un contacto 
indirecto, como la pesca con fines recreativos, en actividades deportivas de navegación donde 
el contacto con el agua sea incidental.

TIPO 7. PAISAJÍSTICO: aprovechamiento estético donde el contacto con el público no es 
permitido, y dicha prohibición esté claramente rotulada.

TIPO 8. EN LA CONSTRUCCIÓN: compactación de suelos, control del polvo y lavado de 
materiales.

TIPO 9. REUSO INDUSTRIAL: reciclaje, recirculación y/o reinyección en procesos productivos 
que no tienen contacto con alimentos ni contacto con el ser humano.
Para el reuso de aguas residuales tratadas se deberá tomar en cuenta su calidad, cantidad, así 
como los elementos determinantes en las modificaciones físico-química, que pueda causar 
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ese tipo de aguas a la salud humana y al suelo, lo que determinará las restricciones de reuso.
Los reusos de aguas residuales tratadas, que se detallan en este artículo serán analizados 
técnicamente y aprobados por este Ministerio, para los cuales únicamente serán consideradas 
las aguas residuales tratadas de tipo ordinario y las de tipo especial, que no contengan metales 
pesados.

El reuso de aguas tratadas para tipos no especificados en este artículo, podrán ser autorizados 
por el Ministerio, dicho reuso no podrá ser realizado sin contar con el permiso ambiental o 
resolución correspondiente.

CAPÍTULO VI

GESTIÓN, SEGUIMIENTO Y DISPOSICIÓN DE LODOS

RESPONSABILIDADES DEL TITULAR GENERADOR DE LODOS

Art. 15. El titular de una actividad relacionada con la generación de lodos, debe cumplir además 
de las responsabilidades establecidas en el permiso ambiental o resolución correspondiente, 
con las siguientes:

a)	 Contar con sistemas de tratamiento de aguas residuales que incluyan la infraestructura para 
el manejo seguro de lodos;

b)	 Caracterizar los lodos de conformidad a lo establecido en el Reglamento Técnico Salvadoreño. 
Parámetros de Calidad de Aguas Residuales para Descarga y Manejo de Lodos Residuales;

c)	 En coordinación con el titular gestor autorizado realizar los análisis y estudios relacionados 
a la gestión de lodos producidos en sus sistemas de tratamiento: de aguas residuales de 
tipo ordinario o especial, potabilizadoras, de redes de alcantarillado, entre otros;

d)	 Utilizar los servicios de gestores autorizados por el MARN para recolectar, caracterizar, 
aprovechar, transportar, eliminar a través de diferentes procesos, coprocesar, disponer y 
confinar los lodos adecuadamente;

e)	 Buscar alternativas para disminuir la cantidad y volumen de lodos generados, así como 
implementar tecnologías apropiadas para la recuperación de materia energética y de la 
fracción metálica suspendida en los mismos, a fin de reducir riesgos de contaminación y 
fomentar su posible aprovechamiento;

f)	 Contar con un programa de monitoreo que incluya: la forma y frecuencia de desazolve 
de los sistemas de tratamiento utilizados, el tratamiento previsto, el almacenamiento o 
envasado, el transporte, la frecuencia y el sitio de disposición final;

g)	 Realizar el perfil inicial;
h)	 Cumplir con las regulaciones de prevención de riesgo correspondiente y vigente;
i)	 Entregar al titular gestor, la cadena de custodia de lodos según lo sugerido en el Anexo 

D del Reglamento Técnico Salvadoreño. Parámetros de Calidad de Aguas Residuales para 
Descarga y Manejo de Lodos Residuales;

j)	 Operar y dar mantenimiento a los sistemas de tratamiento y alcantarillado sanitario, bajo 
su responsabilidad a fin de asegurar su buen funcionamiento;

k)	 Presentar los informes operacionales, conforme lo establece el Reglamento Técnico 
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Salvadoreño. Parámetros de Calidad de Aguas Residuales para Descarga y Manejo de Lodos 
Residuales;

I)   Otras que determine la normativa aplicable.

RESPONSABILIDAD DEL TITULAR GESTOR DE LODOS

Art. 16. El titular de una actividad relacionada con la gestión de lodos, debe cumplir además 
de las responsabilidades establecidas en el permiso ambiental o la resolución correspondiente, 
con las siguientes:

a)	 Previo a la prestación de servicios de limpieza de tanques sépticos y de tratamiento de 
lodos y de aguas residuales, debe contar con los permisos correspondientes;

b)	 Previa estabilización y deshidratación, los lodos de tanques sépticos y de plantas de 
tratamientos se dispondrán en sitios autorizados por el MARN; quedando excluidos como 
medios receptores de dichos lodos los cuerpos de agua, alcantarillados, quebradas, lotes 
baldíos, esteros, lagos, el mar, humedales naturales, las costas, y otros ecosistemas y 
ambientes marinos;

c)	 Contar con el equipo, infraestructura y personal competente, para brindar los servicios 
especializados, cumpliendo con los requisitos establecidos Reglamento Técnico Salvadoreño. 
Parámetros de Calidad de Aguas Residuales para Descarga y Manejo de Lodos Residuales 
y la normativa aplicable vigente;

d)	 El titular gestor que preste el servicio de disposición en rellenos sanitarios, de coprocesamiento, 
confinamiento o aprovechamiento; según sea el caso, debe de realizar un análisis técnico 
de la carga química adicionada conforme lo establece el numeral 5.8.3 del Reglamento 
Técnico Salvadoreño. Parámetros de Calidad de Aguas Residuales para Descarga y Manejo 
de Lodos Residuales; y contar con un programa de monitoreo que establezca la forma y 
frecuencia de la gestión de lodos e informar al MARN, sobre el mismo, periódicamente 
según lo establecido en el permiso ambiental correspondiente, o cuando este lo requiera;

e)	 El titular gestor debe entregar al titular generador el comprobante del servicio prestado, 
detallando: el tipo de servicio prestado, volúmenes y cantidades y procedimientos realizados, 
conforme los protocolos establecidos para el servicio prestado;

f)	 Cumplir con la cadena de custodia para el transporte, aprovechamiento, almacenamiento, 
coprocesamiento, disposición final y confinamiento de lodos, como se establece en el 
Reglamento Técnico Salvadoreño. Parámetros de Calidad de Aguas Residuales para Descarga 
y Manejo de Lodos Residuales.;

g)	 Presentar los informes operacionales, conforme lo establece el Reglamento Técnico 
Salvadoreño. Parámetros de Calidad de Aguas Residuales para Descarga y Manejo de Lodos 
Residuales.;

h)	 Otras que determine la normativa aplicable.

CLASIFICACIÓN DE LODOS

Art. 17. Los lodos regulados por el presente Reglamento, se clasifican:

a)	 Por su Origen en: Ordinario o Especial; y
b)	 Por su Naturaleza en: No peligrosos y peligrosos.
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CARACTERIZACIÓN DE LODOS

Art 18. Todo titular gestor o generador de lodos está obligado a caracterizar los lodos, previo 
a su reuso, coprocesamiento o disposición, para la cual llevará los registros correspondientes 
y deberá garantizar la cadena de custodia de los mismos, todos estos documentos deberán 
ser incorporado en el Informe Operativo Anual, que será presentado al Ministerio.
La caracterización antes relacionada incluirá los análisis siguientes:

a)	 Microbiológica;
b)	 Físico-química; y
c)	 De peligrosidad.

Los lodos deberán ser caracterizados al menos una vez al año siempre y cuando el titular 
compruebe que no existe cambios en sus materias primas o proceso de producción generadores 
de lodos.

En caso que existan cambios en sus materias primas o proceso de producción generadores 
de lodos, se requerirá una nueva caracterización de los lodos.

CARACTERIZACIÓN MICROBIOLÓGICOS PARA IODOS DE TIPO ORDINARIO Y ESPECIAL

Art. 19. Los parámetros a considerar para la caracterización microbiológica de lodos de tipo 
ordinario y especial son los siguientes:

a)	 Salmonella spp
b)	 Huevos de helmintos y vermiformes viables (Ova helmíntica y vermiformes)
c)	 Coliformes fecales.

Los límites permisibles de estos parámetros serán establecidos en el Reglamento Técnico 
Salvadoreño.
Parámetros de Calidad de Aguas Residuales para Descarga y Manejo de Lodos Residuales.

CARACTERIZACIÓN FÍSICO-QUÍMICA PARA LODOS ORDINARIOS

Art. 20. Para los lodos ordinarios se realizarán además de los parámetros microbiológicos 
establecidos en el artículo 18 del presente Reglamento, los parámetros siguientes:

a)	 Humedad;
b)	 Densidad;
c)	 pH;
d)	 Nitrógeno;
e)	 Fósforo; y
f)	 Sodio.
g)	 Manganeso
h)	 Porcentaje SV/ST (Sólidos Volátiles/ Sólidos Totales)

Los límites permisibles de estos parámetros serán establecidos en el Reglamento Técnico 
Salvadoreño.
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Parámetros de Calidad de Aguas Residuales para Descarga y Manejo de Lodos Residuales.

CARACTERIZACIÓN FÍSICO-QUÍMICA DE LODOS ESPECIALES
Art. 21. Los parámetros a considerar para la caracterización físico-química de lodos de tipo 
especial son los siguientes:

1.	 Humedad;
2.	 Densidad;
3.	 pH;
4.	 Potencial calórico
5.	 Porcentaje SV/ST (Solidos volátiles/Solidos totales)
6.	 Compuestos Fenólicos sintéticos
7.	 Sodio;
8.	 Nitrógeno;
9.	 Fósforo;
10.	Hierro;
11.	Manganeso;
12.	Arsénico;
13.	Aluminio;
14.	Bario;
15.	Cadmio
16.	Cobre (Cu);
17.	Cromo total
18.	Cromo Hexavalente (Cr+6);
19.	Mercurio;
20. Molibdeno;
21.	Níquel;
22. Plomo;
23.	 Selenio; y
24.	 Cinc.
25.	 Manganeso
26. Hierro total

MONITOREO DE SUSTANCIAS PELIGROSAS EN LODOS ESPECIALES

Art. 22. Los Titulares que utilicen materias primas que contengan sustancias peligrosas, realizarán 
los análisis de las mismas, según lo establecido en el Reglamento Técnico Salvadoreño Parámetros 
de Calidad de Aguas Residuales para Descarga y Manejo de Lodos Residuales.

Si como resultado de al menos un período anual de monitoreo de sustancias peligrosas se 
determina concentraciones no detectables de dichas sustancias, el titular quedara exonerado 
de realizar dichos análisis de forma anual, al presentar la declaración jurada expresando que 
no ha realizado cambios en la utilización de materias primas y la calidad de las mismas. Sin 
embargo, el titular presentará análisis de dichas sustancias cada cinco años, a fin de mantener 
un monitoreo y control de las condiciones antes señaladas.

Los parámetros a considerar para monitoreo de sustancias peligrosas en lodos especiales son 
las siguientes:
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a)	 Aluminio
b)	 Arsénico
c)	 Bario
d)	 Cadmio
e)	 Compuestos Fenólicos Sintéticos
f)	 Cromo hexavalente
g)	 Mercurio
h)	 Níquel
i)	 Plomo
j)	 Selenio
k)	 Zinc

CARACTERIZACIÓN PARA DETERMINAR LA PELIGROSIDAD DE LOS LODOS

Art. 23. Se consideran lodos peligrosos los que por su origen y naturaleza presenten características 
de peligrosidad que están establecidas en la Tabla 2 de este artículo.

Tabla 2
Característica y código de peligrosidad de lodos
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Este tipo de lodos se regirán por las disposiciones establecidas en el Reglamento Especial en 
Materia de Sustancias, Residuos y Desechos Peligrosos y el Reglamento Especial de Normas 
Técnicas de Calidad Ambiental.

Los lodos que presenten características de corrosividad, inflamabilidad, explosividad, combustión 
espontánea, oxidabilidad, bioaculabilidad, ecotoxicidad, toxicidad aguda, radioactividad, no 
podrán ser re-utilizado en actividades agrícolas.

USO Y DESTINO DE LODOS NO PELIGROSOS ESTABILIZADOS

Art. 24. Los lodos no peligrosos podrán ser aprovechados en aplicaciones directas al suelo previa 
estabilización, para su uso en agricultura o como material de cobertura en rellenos sanitarios.
Para la disposición de lodos en rellenos sanitarios como material de cobertura en celdas, el 
titular del relleno sanitario deberá realizar un análisis técnico de la carga química adicionada, 
con el fin de garantizar que no se sobrepase la capacidad máxima de carga de metales pesados, 
considerando aspectos tales como: a) especiación química, b) solubilización, c) adsorción, d) 
quimiosorción, e) fenómenos de transporte, y f) arrastre de contaminantes.

En rellenos sanitarios, el titular del relleno sanitario debe realizar el referido análisis cada vez que 
una nueva carga de lodos sea dispuesta, efectuando al mismo tiempo un análisis acumulativo, 
con el propósito de no sobrepasar la carga máxima y garantizar el buen funcionamiento de la 
celda; análisis que deberá ser incluido en los informes operacionales anuales.

USO Y DESTINO DE LODOS ESPECIALES

Art. 25. Los lodos con características de peligrosidad, podrán ingresar a operaciones de 
aprovechamiento energético o coprocesamiento, siempre que estos no incluyan materiales 
radioactivos, desechos biológicos, bioinfecciosos y/o explosivos.
Cuando los lodos no puedan ser aprovechados en otros procesos, de conformidad a lo 
dispuesto en este Reglamento, el titular que genere o gestione dichos lodos, debe tramitar 
el permiso ambiental correspondiente para el tratamiento o disposición final de los mismos.

CAPÍTULO VII

TOMA DE MUESTRAS Y CADENAS DE CUSTODIA

VALIDEZ DE LOS ANÁLISIS

Art. 26. Para que los análisis presentados en el informe operacional u otro documento oficial 
sean válidos, deberán ser realizados por laboratorios con metodologías debidamente acreditadas.
Para aquellos análisis procedentes de laboratorios con metodologías acreditadas provenientes 
de laboratorios internacionales deberán cumplir lo establecido en el artículo 14 (b) de la Ley 
de Creación del Sistema Salvadoreño para la Calidad.

Los laboratorios seleccionados para la realización de los análisis, deberán mantener la referencia 
de las muestras, la cadena de custodia de las mismas y seguir las marchas o protocolos 
analíticos reconocidos internacionalmente, e incluir la información complementaria en el 
caso que así se requiera.
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Los titulares que cuenten con sus propios laboratorios y metodologías debidamente acreditadas, 
podrán realizar en éstos, sus análisis para el seguimiento y control de las aguas residuales y 
lodos y para efectos del informe operacional, deberán mantener la referencia de las muestras 
y la cadena de custodia. Además, anualmente deben presentar al menos un juego de análisis 
de los parámetros reportados, realizado por un laboratorio particular acreditado, como 
mecanismo de verificación.

Cuando las muestras sean trasladadas a otro país para su análisis, el titular deberá presentar 
los permisos pertinentes para el manejo y envío de muestras.
Los costos de dichas muestras y el de los análisis respectivos serán sufragados por el titular 
quien presente el informe operacional u otro documento oficial.

MUESTREO DE AGUAS RESIDUALES Y LODOS

Art. 27. Los análisis deberán ser realizados sobre muestras compuestas las cuales tendrán que 
especificar los puntos de muestreo y garantizar la representatividad de las aguas residuales 
y/o lodos a ser analizados.

Las muestras deben ser recolectadas por personal de laboratorio con metodologías debidamente 
acreditadas y cumplir con la cadena de custodia, lo cual se realizará de conformidad a lo 
establecido en el Reglamento Técnico Salvadoreño. Parámetros de Calidad de Aguas Residuales 
para Descarga y Manejo de Lodos Residuales.

CADENA DE CUSTODIA DE TOMA DE MUESTRAS Y ENVÍO A LABORATORIO

Art. 28. El Laboratorio responsable de la toma de muestras y análisis de parámetros requeridos 
en este Reglamento deberá mantener un registro de los procesos de muestreo, de la cadena 
de custodia y procesos de análisis a presentar a este Ministerio.
La cadena de custodia, se hará constar en una ficha que contendrá la información siguiente: 
cantidad, caracterización de las aguas residuales y lodos, firma y sello respectivo de los que 
intervengan en cada movimiento.

CAPÍTULO VIII

PERMISO AMBIENTAL

AUTORIZACIÓN PARA LA GESTIÓN Y DISPOSICIÓN DE AGUAS RESIDUALES O LODOS

Art. 29. El titular que gestione aguas residuales o lodos, previo a realizar la actividad obra o 
proyecto, deberá obtener el Permiso o Autorización correspondiente por parte de este Ministerio.
El Ministerio en el proceso de evaluación ambiental que incluya sistemas de tratamiento 
de aguas residuales y gestión de lodos, deberá considerar al medio receptor, tal como lo 
determinan los artículos 6, 7 y 8 del Reglamento Especial de Normas Técnicas de Calidad 
Ambiental, prevaleciendo el principio de precaución y prevención de la contaminación del 
medio receptor. Asimismo, solicitará al titular el protocolo de prueba del referido sistema de 
tratamiento.
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El protocolo de prueba debe ser realizado como máximo en un periodo seis meses, en casos 
excepcionales y debidamente justificados se podrá ampliar este plazo; finalizado el período 
de prueba el Titular deberá presentar el Informe respectivo anexando los documentos que 
demuestren el cumplimiento de los parámetros respectivos y la calidad de vertido de dicho 
sistema de tratamiento propuesto en el protocolo de prueba.

REQUERIMIENTOS PARA LA GESTIÓN DE AGUAS RESIDUALES Y LODOS

Art. 30. El titular que se dedique a gestionar aguas residuales y/o lodos deberá cumplir con al 
menos los requerimientos siguientes:

a)	 Diseño del sistema de tratamiento, reuso o disposición;
b)	 Planos de la infraestructura respectiva;
c)	 Manual de operación y funcionamiento;
d)	 Caracterizar y clasificar aguas residuales y/o lodos conforme lo establecido en el presente 

Reglamento y Reglamento Especial de Normas Técnicas de Calidad Ambiental;
e)	 Llevar un registro de las aguas residuales y lodos gestionados;
f)	 Mantener un control efectivo sobre los parámetros de calidad de las aguas residuales y 

lodos gestionados, cumpliendo con las disposiciones de este reglamento y del Reglamento 
Técnico Salvadoreño. Parámetros de Calidad de Aguas Residuales para Descarga y Manejo 
de Lodos Residuales;

g)	 Presentar al MARN oportunamente los informes correspondientes;

CAPÍTULO IX

INFORME OPERACIONAL AGUAS RESIDUALES Y LODOS

INFORMES OPERACIONALES

Art. 31. Los titulares deben elaborar y presentar dentro del informe operacional la información 
relativa a los sistemas de tratamiento de aguas residuales y/o lodos, incluyendo los análisis 
de laboratorio respectivo.

En el primer informe operacional, debe incluir el reporte de aplicación del protocolo de prueba 
que fue realizado previo al otorgamiento del Permiso Ambiental de Funcionamiento del sistema 
de tratamiento de aguas residuales.

Durante los primeros cinco (5) años de vigencia del presente Reglamento, los titulares deberán 
incluir en los informes operacionales los reportes trimestrales de calidad de agua, sin perjuicio 
de lo requerido en el respectivo permiso ambiental.

CONTENIDO DE LOS INFORMES OPERACIONALES

Art. 32. Los informes operacionales de los sistemas de tratamiento de aguas residuales y lodos, 
serán presentados anualmente y deberán contener como mínimo la información siguiente:
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a)	 Datos generales del titular;
b)	 Descripción detallada del proceso de tratamiento que incluya: flujograma del proceso, 

insumos y residuos del mismo;
c)	 Descripción de la forma de disposición final de las aguas residuales tratadas y/o lodos y la 

ubicación del sitio de vertido, co-procesamiento, reuso o disposición final;
d)	 Registro de aforos de aguas residuales y registro de volumen o cantidad de lodos generados;
e)	 Caracterización y clasificación de las aguas residuales y lodos generados, según corresponda;
f)	 Registro de muestreo y análisis efectuado por laboratorios con metodologías debidamente 

acreditadas;
g)	 Documentación en la que se demuestre la frecuencia de muestreo y análisis para aguas 

residuales y Iodos, tal como se establece en el Reglamento Técnico Salvadoreño. Parámetros 
de Calidad de Aguas Residuales para Descarga y Manejo de Lodos Residuales;

h)	 Registro de las situaciones fortuitas o accidentes en el manejo y el funcionamiento del 
sistema que originen descargas de aguas residuales con niveles de contaminantes que 
contravengan los límites permitidos por el Reglamento Técnico Salvadoreño. Parámetros 
de Calidad de Aguas Residuales para Descarga y Manejo de Lodos Residuales; así como 
derrame de lodo, entre otros, y las acciones correctivas tomadas;

i)	 Muestreo calidad de agua en el medio receptor al menos una vez al año, en época seca 
o de estiaje, en los primeros cinco (5) años de vigencia del presente Reglamento; aguas 
arriba y aguas abajo de la descarga; las distancias mínimas de alejamiento para muestreo 
serán de 100 m a 200 m. exceptuando los casos en que pudiera existir interferencia con 
otros vertidos o condición que pudiera alterar la representatividad del muestreo, en dichos 
casos la distancia será propuesta y justificada por el titular. Los parámetros de calidad a 
medir serán los determinados en los artículos 10 y 11 del presente reglamento;

j)	 Acciones preventivas, correctivas y de control;
k)	 Los titulares que descargan sus aguas residuales al sistema de alcantarillado sanitario, deberán 

cumplir con lo establecido en la “Norma Para Regular Calidad de Aguas Residuales de Tipo 
Especial Descargada al Alcantarillado Sanitario vigente promulgada por ANDA”; e incluir en 
el Informe Operacional, copia del permiso vigente e informe presentado a dicha institución, 
con el sello de recibido;

I)	 Cantidades de lodos gestionadas y frecuencias por generador y por tipo de servicio prestado 
(transporte, tratamiento, disposición final, etc.);

m)	Caracterización de lodos incluyendo el perfil inicial y corregido, que sustenta la caracterización, 
estabilización y clasificación de lodos por generador;

n)	 Presentar un análisis técnico de la carga química adicionada al medio receptor; y
o)	 Nombre y firma del responsable técnico y del titular.

CAPÍTULO X 

DISPOSICIONES FINALES

PROHIBICIONES

Art. 33. El titular de la actividad no podrá realizar lo siguiente:
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a)	 Verter aguas residuales o lodos a cuerpo receptor sin cumplir con las disposiciones del 
presente Reglamento y demás legislación vigente que competa;

b)	 La dilución o mezcla de cualquier materia que pudiera obstaculizar en forma significativa el 
flujo libre del agua, formar vapores o gases tóxicos, explosivos, inyección de gases, sustancias 
que causen mal olor o que pudieran alterar en forma negativa la calidad del agua del medio 
receptor;

c)	 Disponer lodos en ríos, lagos, lagunas, represas, embalses, cauces, esteros, marismas, manglar, 
pantanos, zona costero marina, y cualquier otro medio; sin previa evaluación ambiental;

d)	 Disponer Iodos en sistema de alcantarillado;
e)	 Disponer en Rellenos Sanitarios los lodos peligrosos;
f)	 Aprovechar eventos de lluvia para descargar aguas residuales y/o lodos, para generar dilución
g)	 Combinar o mezclar aguas residuales de tipo ordinaria con aguas residuales de tipo especial, 

con fines de dilución.
h)	 Reusar las aguas residuales tratadas para el consumo humano, en industria de alimentos, 

instalaciones hospitalarias y otros similares que se consideren un riesgo para la salud humana 
o un perjuicio para el medio ambiente.

PERMISOS AMBIENTALES VIGENTES

Art. 34. Los titulares de las actividades que cuenten con Permiso Ambiental a la entrada en 
vigencia del presente Reglamento, deberán presentar al Ministerio el correspondiente Programa 
Ambiental Ajustado, en el que se incluya entre otros puntos lo relacionado a las aguas residuales 
y manejo de lodos, para lo cual contará con un plazo máximo de UN AÑO; contado a partir 
de la entrada en vigencia del presente Reglamento.

SISTEMAS DE ALCANTARILLADO SANITARIO

Art. 35. La persona natural o jurídica que pretenda descargar sus aguas residuales en sistemas 
de alcantarillado sanitario, deberá requerir al dueño y/o administrador de dicho sistema la 
factibilidad de conexión para descargar sus aguas residuales.

El dueño o administrador del alcantarillado sanitario, será el responsable de cumplir con 
parámetro y límites de calidad del vertido de aguas residuales al cuerpo receptor, por lo que 
este podrá establecer regulación del vertido de parámetros específicos a alcantarillado sanitario.
Cuando no exista factibilidad de conexión a sistemas de alcantarillado sanitario, el titular estará 
obligado a construir y operar sus propios sistemas de alcantarillado sanitario y tratamiento, y 
debe cumplir con las disposiciones de la legislación correspondiente.

DEROGATORIA

Art. 36. El presente Reglamento, deroga el Reglamento Especial de Aguas Residuales, emitido 
por Decreto Ejecutivo número 39, de fecha treinta y uno de mayo del año dos mil, publicado 
en el Diario Oficial número 101, Tomo número 347, de fecha 1 de junio del dos mil; asimismo 
se deroga parcialmente el artículo 19 del Reglamento Especial de Normas Técnicas de calidad 
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Ambiental, emitido por Decreto Ejecutivo número 40, de fecha treinta y uno de mayo del año 
dos mil, publicado en el Diario Oficial número 101, Tomo número 347, de fecha 1 de junio del 
año dos mil, relacionado al límite del parámetro de Turbiedad.

VIGENCIA

Art. 37. El presente Decreto entrará en vigencia ocho días después de su publicación en el 
Diario Oficial.

DADO EN CASA PRESIDENCIAL: San Salvador a los veintiún días del mes octubre de dos mil 
diecinueve.

NAYIB ARMANDO BUKELE ORTEZ,
Presidente de la República

FERNANDO ANDRÉS LÓPEZ LARREYNAGA,
Ministro de Medio Ambiente y Recursos Naturales
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Titulares de ambiente, de la región SICA, se reúnen para avanzar en el 
análisis y aprobación de diferentes iniciativas regionales, encaminadas 
a fortalecer la lucha contra los efectos del cambio climático, en una de 
las más vulnerables del planeta, con una frecuencia cada vez mayor 
de fenómenos, como las sequías e inundaciones, con las pérdidas 
ambientales, sociales y económicas que eso implica.
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REGLAMENTO ESPECIAL DE NORMAS TÉCNICAS DE 
CALIDAD AMBIENTAL

CAPÍTULO I

OBJETO Y COMPETENCIAS

OBJETO

Art. 1. El presente Reglamento tiene por objeto determinar los lineamientos o directrices para 
el establecimiento de las normas técnicas de calidad ambiental en los medios receptores, y 
los mecanismos de aplicación de dichas normas, relativo a la protección de la atmósfera, el 
agua, el suelo y la bio-diversidad.

CUMPLIMIENTO DE LAS NORMAS TÉCNICAS DE CALIDAD AMBIENTAL

Art. 2. En cumplimiento de lo dispuesto en el Art. 44 de la Ley del Medio Ambiente, el Ministerio 
de Medio Ambiente y Recursos Naturales, en lo sucesivo el Ministerio, en coordinación con el 
Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología, de ahora en adelante el Consejo, será la autoridad 
competente para velar por el cumplimiento de las normas técnicas de calidad ambiental 
por medio de las auditorías a que se refiere el Art. 27 de la misma Ley, de acuerdo a lo que 
establezca este Reglamento.

ESTABLECIMIENTO DE LAS NORMAS TÉCNICAS DE CALIDAD AMBIENTAL

Art. 3. En cumplimiento de lo establecido en el Art. 28, letra b) de la Ley del Consejo Nacional de 
Ciencia y Tecnología, la autoridad competente para el establecimiento de las normas técnicas 
de calidad ambiental será el Consejo, de conformidad al procedimiento establecido en los Arts. 
29 al 39 de la misma Ley y lo que se disponga en el presente Reglamento.

REVISIÓN DE LAS NORMAS

Art. 4. En cumplimiento del Art. 45 de la Ley del Medio Ambiente, el Ministerio efectuará una 
revisión de las normas técnicas de calidad ambiental como mínimo cada cinco años, o cuando 
se considere conveniente, para efectos de proponer al Consejo, la readecuación necesaria 
de las mismas si el Consejo no lo hubiere hecho, de acuerdo a los cambios físicos, químicos, 
biológicos, económicos y tecnológicos.

CAPÍTULO II

ÁMBITO DE APLICACIÓN 

APLICACIÓN GRADUAL

Art. 5. La aplicación gradual de los límites establecidos en las normas técnicas de calidad 
ambiental se ajustará a los plazos estipulados en los Arts. 107, 108 y 109 de la Ley del Medio 
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Ambiente, de acuerdo a los Programas de Adecuación Ambiental y a los Planes de Aplicación 
Voluntarios.

LÍMITES DE VERTIDOS Y EMISIONES

Art. 6. A efecto de establecer las acciones de prevención, atenuación o compensación a que 
se refiere el Art. 20 de la Ley del Medio Ambiente, el titular de cualquier actividad, obra o 
proyecto de las establecidas en el Art. 21 de la misma, deberá incorporar al Estudio de Impacto 
Ambiental respectivo, lo siguiente:
 

1.	 Determinación de las características físico químicas y biológicas del ecosistema y del 
medio receptor, en el área de influencia de la actividad, obra o proyecto, según lo 
establecido en los lineamientos técnicos y específicos dictados por el Ministerio para 
los estudios correspondientes;

2.		 Determinación del tipo, calidad y cantidad de los vertidos o emisiones de la actividad, 
obra o proyecto y la evaluación técnica de los mismos. Se deberá considerar la 
minimización de la generación de los vertidos o emisiones con el propósito de prevenir 
la contaminación en los diferentes medios, y

3.		 Determinación de los impactos ocasionados por el vertido o emisión en el ecosistema 
y el medio receptor en el área de influencia de la actividad.

ALCANCE DEL PERMISO AMBIENTAL

Art. 7. Lo establecido en el artículo anterior servirá para definir los límites permisibles de vertidos 
o emisiones que serán autorizados por el Ministerio, dentro del correspondiente Permiso 
Ambiental, para su aplicación en el Programa de Adecuación o de Manejo Ambiental.

En ningún caso los límites permitidos serán superiores a los establecidos en las normas de 
emisión o vertidos correspondiente, según los límites establecidos en los Arts. 10 y 20 de este 
Reglamento.

DETERMINACIÓN DEL VERTIDO

Art. 8. En la autorización de vertidos o emisiones por medio del Permiso Ambiental, cuando 
las condiciones del medio receptor o ecosistema, sobrepasen los límites establecidos en las 
normas técnicas de calidad ambiental, deberá considerar límites más estrictos y acciones que 
promuevan su recuperación.

En caso de que la capacidad de carga del medio receptor o del ecosistema no pudiere ser 
determinada, la autorización respectiva se fundamentará en lo establecido en la norma de 
vertido o emisiones y deberá siempre aplicarse las normas de calidad ambiental, según los 
Arts. 10 y 20 de este Reglamento.
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CAPÍTULO III 

CALIDAD DEL AIRE 

SECCIÓN I

EMISIONES POR FUENTES FIJAS O ESTACIONARIAS 

PARÁMETROS MÍNIMOS

Art. 9. La norma de calidad de aire ambiente establecerá los límites máximos permisibles que 
deberán aplicarse para los contaminantes del aire, para garantizar la salud humana y el medio 
ambiente, los cuales nunca podrán superar los límites de valores permisibles de la calidad del 
aire ambiente siguientes:

FUENTES FIJAS

Art. 10. En base al Art. 47 letra a) de la Ley del Medio Ambiente, los titulares de las fuentes fijas 
o estacionarias de emisiones deberán instalar sistemas de control y reducción de emisiones, 
sin perjuicio del empleo de medidas de minimización de la generación de emisiones. Queda 
prohibido el empleo de técnicas de dilución o dispersión como método primario o único de 
control para reducir la concentración de los contaminantes.

PARÁMETROS UNIDADES VALORES MÁXIMOS 
PERMISIBLES 

PERÍODO 

Dióxido de Azufre (SO2) ug / m3 80 Anual 

Dióxido de Azufre (SO2) ug / m3 365 24 horas 

Monóxido de carbono (CO) ug / m3 10,000 8 horas 

Monóxido de carbono (CO) ug / m3 40,000 1 hora 

Oxidos de Nitrógeno (NOX) ug / m3 100 Anual 

Oxidos de Nitrógeno (NOX) ug / m3 150 24 horas 

Ozono ug / m3 120 8 horas 

Ozono ug / m3 60 Anual 

Partículas inhalables (PM10) ug / m3 50 Anual 

Partículas inhalables (PM10) ug / m3 150 24 horas 

Partículas inhalables (PM 2.5) ug / m3 15 Anual 

Partículas inhalables (PM2.5) ug / m3 65 24 horas 

Partículas totales suspendidas ug / m3 75 Anual 

Partículas totales suspendidas ug / m3 260 24 horas 

Plomo (Pb) ug / m3 0.5 Anual 
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CHIMENEAS Y DUCTOS

Art. 11. En base al Art. 47 letra a) de la Ley del Medio Ambiente, las chimeneas y ductos de 
fuentes fijas deberán diseñarse de forma que garanticen la dispersión de los contaminantes 
emitidos, para evitar que sobrepasen los límites de calidad del aire ambiente. Lo anterior es 
aplicable a actividades, obras o proyectos de las establecidas en el Art. 21 de la Ley del Medio 
Ambiente que queden comprendidas en el artículo arriba mencionado.

La medición de la concentración de contaminantes del aire en emisiones proveniente de 
chimeneas o ductos se efectuará utilizando métodos normalizados de validez científica y de 
reconocida exactitud y precisión analíticas establecidas en la norma de emisiones respectiva.

INCINERADORES

Art. 12. En base al Art. 47, letra a) de la Ley del Medio Ambiente, a los titulares de actividades, 
obras o proyectos de las establecidas en el Art. 21 de la Ley, no se les permitirá la instalación 
o funcionamiento de incineradores de tipo doméstico o industrial en zonas urbanas y centros 
poblados.

MEDIDAS CORRECTIVAS

Art. 13. En base al Art. 47, letra a) de la Ley del Medio Ambiente, los titulares de actividades, obras 
o proyectos de las establecidas en el Art. 21 de la Ley, que realicen construcciones, movimientos 
de tierra, trabajos viales, acarreo y almacenamiento de sólidos granulares o finamente divididos, 
susceptibles de producir emisiones de polvo, aplicarán las medidas correctivas para controlarlas 
que se estipule en el Permiso Ambiental, o en su defecto por el Ministerio, a fin de mantener 
en estas zonas las concentraciones de partículas totales suspendidas dentro de los límites 
establecidos en la norma de calidad de aire ambiente.

SECCIÓN II 

FUENTES MÓVILES

LÍMITES PERMISIBLES

Art. 14. El Consejo, oyendo la opinión del Ministerio, así como la del Ministerio de Salud Pública 
y Asistencia Social y el Viceministerio de Transporte, establecerá, revisará y actualizará los 
límites permisibles de contaminantes emitidos al aire, según el procedimiento establecido en 
el Art. 3 de este Reglamento.

CUMPLIMIENTO DE NORMAS Y MEDICIÓN DE EMISIONES

Art. 15. En cumplimiento al Art. 42 de la Ley del Medio Ambiente, el Ministerio, en coordinación 
con el Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social y el Viceministerio de Transporte controlarán 
el cumplimiento de las normas técnicas de calidad del aire por medio de mediciones de las 



333

Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales

emisiones vehiculares, las cuales serán estacionarias o dinámicas; éstas se tomarán dentro o 
fuera de un Centro de Control autorizado por el Ministerio, según procedimientos técnicos 
normados y aceptados por el Consejo, según  lo establecido en la Ley respectiva y en este 
Reglamento.

SECCIÓN III

CALIDAD DE LOS COMBUSTIBLES NORMAS PARA LOS COMBUSTIBLES

Art. 16. Las normas técnicas referentes a la calidad de los combustibles que se establezcan 
de conformidad a lo establecido en el Art. 3 de este Reglamento, deberán considerar como 
principio fundamental el que las materias primas utilizadas y los combustibles y sus aditivos 
posean una composición química que contribuya a asegurar que en la atmósfera no se 
sobrepasen los niveles de concentración permisibles.

En cumplimiento del Art. 42 de la Ley del Medio Ambiente, se prohíbe utilizar plomo como 
aditivo a los combustibles.

SECCIÓN IV 

CONTROL DE RUIDO

INTENSIDAD Y FRECUENCIA

Art. 17. La norma técnica de calidad ambiental y de emisión referente a ruidos establecerá los 
límites de emisión de ruido por fuentes fijas o móviles según intensidad y frecuencia.

En cumplimiento al Art. 42 de la Ley del Medio Ambiente, los titulares de actividades, obras 
o proyectos serán responsables del cumplimiento de los límites establecidos en la norma 
técnica de calidad ambiental y de emisión respectiva, según se establece en este Reglamento.

SECCIÓN V

CONTROL DE OLORES CONTAMINANTES 

OLORES CONTAMINANTES

Art. 18. Las normas técnicas de calidad ambiental en lo referente a olores contaminantes, que 
se establezcan según lo dispuesto en este Reglamento, oyendo la opinión del Ministerio de 
Salud Pública y Asistencia Social, determinarán los límites de concentración permisibles de 
las sustancias orgánicas volátiles precursoras de los mismos y que causen efectos nocivos a 
la salud y al medio ambiente.
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CAPÍTULO IV 

CALIDAD DEL AGUA

CALIDAD DEL AGUA COMO MEDIO RECEPTOR

Art. 19. La norma técnica de calidad del agua como medio receptor, que se establezca de 
conformidad a lo establecido en este Reglamento, se fundamentará en los parámetros de 
calidad para cuerpos de agua superficiales, según los límites siguientes:

En cumplimiento del Art. 43 de la Ley del Medio Ambiente, el Ministerio, en coordinación 
con las instituciones competentes, vigilará la calidad del recurso agua como medio receptor 
mediante un programa sistemático de monitoreo bajo los lineamientos técnicos que establezca 
con la participación del Consejo.

AGUAS RESIDUALES

Art. 20. Para la descarga de aguas residuales se establecerá, según lo dispuesto en este 
Reglamento, la norma de calidad que contenga los límites permisibles, prevaleciendo el 
principio de precaución a la contaminación del medio que servirá de receptor de la misma.

DETERMINACIÓN DE PARÁMETROS

Art. 21. En aplicación del Art. 43 de la Ley del Medio Ambiente, el Ministerio, junto a las entidades 
competentes, establecerá los programas de muestreos y análisis para la determinación de 
las características físicas, químicas y biológicas de las aguas residuales, los cuales deberán 
efectuarse aplicando métodos normalizados por el Consejo en coordinación con el Ministerio.

PARÁMETRO LÍMITE 

Bacterias 

Coliformes Totales Coliformes Fecales 

Que no excedan de una densidad mayor a los 5000 UFC por 100 ml de muestra 
analizada 

 
Que no excedan de una densidad mayor a los 1000 UFC por 100 ml de nuestra 
analizada 

Demanda Bioquímica de Oxígeno 

 
(DBO5) 

No debe permitirse que el nivel de oxígeno disminuya de 5 mg/L 

Oxígeno disuelto Igual o mayor de 5mg/L 

PH Debe mantenerse en un rango de 6.5 a 7.5 unidades o no alterar en o.5 unidades 
de PH el valor ambiental natural. 

 

Turbiedad No deberá incrementarse más de 5 unidades de turbiedad sobre los límites 
ambientales del cuerpo receptor 

Temperatura Debe mantenerse en un rango entre los 20 a 30 °C o no alterar a un nivel de 5 °C 
la temperatura del cuerpo receptor 

Toxicidad No debe exceder de 0.05 mg/L de plaguicidas órgano clorados 
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AGUAS SUBTERRÁNEAS

Art. 22. En base al Art. 42 de la Ley del Medio Ambiente, los titulares de obras, proyectos o 
actividades establecidas en el Art. 21 de la misma, en todos los casos de aguas residuales 
que puedan afectar la calidad de las aguas subterráneas, deberán considerar en el Estudio de 
Impacto Ambiental y en el Permiso Ambiental correspondiente la protección y sostenibilidad 
del recurso.

CAPÍTULO V

CALIDAD DEL SUELO

USO DE FERTILIZANTES

Art. 23. El uso de sustancias químicas inorgánicas para fines agropecuarios se realizará de 
conformidad con la ley respectiva y el Art. 50, letras c) y d) de la Ley del Medio Ambiente, según 
métodos normalizados de conformidad a lo establecido en el presente Reglamento, o en su 
defecto, por mecanismos técnicos reconocidos por el Consejo.

En caso de duda, la autoridad competente o el interesado pueden pedir opinión técnica al 
Consejo en cuanto a la adecuación del método de aplicación empleado, pudiéndose recomendar 
lo que sea necesario para asegurar el debido cumplimiento de la legislación aplicable.

USO DE PLAGUICIDAS

Art. 24. El que haga uso de plaguicidas deberá cumplir con las normas de aplicación y de 
seguridad dispuestos en la Ley respectiva y en el Art. 50, letra d) de la Ley del Medio Ambiente, 
según los métodos normalizados de conformidad a lo establecido en el presente Reglamento, 
o en su defecto, mediante técnicas reconocidas por el Consejo.

En caso de duda, la autoridad competente o el interesado pueden pedir opinión técnica al 
Consejo en cuanto a la adecuación del método de aplicación empleado, pudiéndose recomendar 
lo que sea necesario para asegurar el debido cumplimiento de la legislación aplicable.

MANEJO DE RESIDUOS

Art. 25. El manejo y disposición integral de los residuos y desechos en general y los provenientes 
de la utilización de sustancias peligrosas en particular, se realizará de conformidad a lo 
establecido en el Art. 50 de la Ley del Medio Ambiente, la ley respectiva y la reglamentación 
especial, según métodos normalizados de la manera prevenida en este Reglamento, o en su 
defecto, mediante técnicas reconocidas por el Consejo.

En caso de duda, la autoridad competente o el interesado pueden pedir opinión técnica al 
Consejo en cuanto a la adecuación del método de aplicación empleado, pudiéndose recomendar 
lo que sea necesario para asegurar el debido cumplimiento de la legislación aplicable.
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CAPÍTULO VI

DISPOSICIONES FINALES 

INCUMPLIMIENTO

Art. 26. La inobservancia o incumplimiento, culposo o doloso, de las prescripciones de 
este Reglamento será apreciada por la autoridad competente para la determinación de la 
responsabilidad administrativa, civil y penal del infractor.

VIGENCIA

Art. 27. El presente Decreto entrará en vigencia ocho días después de su publicación en el 
Diario Oficial.

DADO EN CASA PRESIDENCIAL: San Salvador, a los treinta y un días del mes de mayo del año 
dos mil.

Francisco Guillermo Flores Pérez,
Presidente de la República.

Ana María Majano,
Ministra de Medio Ambiente y Recursos Naturales.



Ministerio de Medio Ambiente, Banco Hipotecario, Banco de Fomento 
Agropecuario y BANDESAL, firmaron Protocolo Verde del Sistema 
Financiero de El Salvador, para invertir en proyectos de sostenibilidad 
ambiental.
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REGLAMENTO ESPECIAL EN MATERIA DE SUSTANCIAS, 
RESIDUOS Y DESECHOS PELIGROSOS

CAPÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

OBJETO Y ÁMBITO DE APLICACIÓN

Art. 1. Las presentes disposiciones tienen por objeto reglamentar la Ley del Medio Ambiente, 
que en lo sucesivo se denominará “la Ley”, en lo que se refiere a las actividades relacionadas 
con sustancias, residuos y desechos peligrosos.

AUTORIDAD COMPETENTE

Art. 2. La aplicación de este Reglamento compete al Ministerio de Medio Ambiente y Recursos 
Naturales, que en adelante se denominará “el Ministerio”, en coordinación con las demás 
instituciones que tengan competencia, de acuerdo a sus leyes respectivas, sobre la materia 
que regula este Reglamento.

DEFINICIONES

Art. 3. Para efectos del presente Reglamento se considerarán las definiciones y conceptos 
contenidos en la Ley, en su Reglamento general y en las que se incorporan a continuación:

ALMACENAMIENTO: Acción de almacenar, reunir, conservar, guardar o depositar sustancias, 
residuos y desechos peligrosos en bodegas, almacenes o contenedores, bajo las condiciones 
estipuladas en el presente reglamento.

CONFINAMIENTO: depositar definitivamente los desechos peligrosos en sitios y condiciones 
adecuadas, para minimizar los impactos negativos a la salud humana y el ambiente.

CONTENEDOR: caja o cilindro móvil, de tipo y características adecuadas, en que se depositan 
residuos o desechos peligrosos para su transporte o almacenamiento temporal.

ELIMINACIÓN FINAL, DESNATURALIZACIÓN O DESTRUCCIÓN: eliminación física, o 
transformación en productos inocuos realizado bajo estrictas normas de control, de materiales 
nocivos o peligrosos para el ambiente, el equilibrio de los ecosistemas, la salud y calidad de 
vida de la población.

EFLUENTE DE DESECHOS PELIGROSOS: fluido residual que contiene desechos peligrosos.

EMBALAJE: envoltura exterior protectora que cubre, o en donde se deposita para su manejo, 
los envases de sustancias, desechos y/o residuos peligrosos.
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ENVASE DE SUSTANCIAS, RESIDUOS O DESECHOS PELIGROSOS: recipientes en que se 
depositan, conservan o transportan sustancias, residuos o desechos peligrosos.

ETIQUETA: el material escrito, impreso o gráfico, armonizado y homologado, grabado o 
adherido al envase inmediato y en el embalaje o envoltorio exterior de los envases que contienen 
Sustancias, Residuos o Desechos Peligrosos.

GENERADOR: toda persona natural o jurídica que a consecuencia de la manipulación o de 
los procesos que realicen, produzcan residuos o desechos peligrosos.

JALES: residuos generados en las operaciones primarias de separación y concentración de 
minerales.

MANEJO DE MATERIALES PELIGROSOS: el conjunto de operaciones que incluyen el 
almacenamiento, recolección, transporte, reuso, tratamiento, reciclaje, incineración y disposición 
ambientalmente adecuada de las sustancias, residuos y desechos peligrosos.

MANEJO AMBIENTALMENTE RACIONAL DE LOS DESECHOS PELIGROSOS: se entiende la 
adopción de todas las medidas posibles para garantizar que los desechos peligrosos y otros 
desechos se manejen de manera que queden protegidos el medio ambiente y la salud humana 
contra efectos nocivos que puedan derivarse de tales desechos.

MOVIMIENTO TRANSFRONTERIZO: aquel movimiento de desechos peligrosos o residuos 
peligrosos procedente de una zona sometida a la jurisdicción nacional de un Estado y destinado 
a una zona sometida a la jurisdicción nacional de otro Estado, o a través de esta zona, o a una 
zona no sometida a la jurisdicción nacional de ningún Estado, o a través de esta zona, siempre 
que el movimiento afecte a dos Estados por lo menos.

OPERADOR DE SUSTANCIAS, RESIDUOS O DESECHOS PELIGROSOS: persona natural o 
jurídica autorizada para realizar cualquiera de las operaciones o actividades comprendidas en el 
manejo de sustancias, residuos o desechos peligrosos (almacenamiento, envasado, transporte, 
tratamiento, eliminación o disposición final).

PROCEDIMIENTO DE INFORMACIÓN Y CONSENTIMIENTO PREVIOS (procedimientos del 
PIC). El procedimiento para obtener y difundir las decisiones de los países importadores de si 
desean recibir en el futuro envíos de sustancias y/o residuos peligrosos que han sido prohibidas 
o severamente limitadas o restringidas.

RESIDUO PELIGROSO: material que reviste características peligrosas, que después de servir a un 
propósito específico todavía conserva propiedades físicas y químicas útiles, y por lo tanto puede 
ser reusado, reciclado, regenerado o aprovechado con el mismo propósito u otro diferente.

SUSTANCIA PROHIBIDA: toda aquella sustancia cuyos usos, por razones sanitarias o ambientales, 
ha sido totalmente prohibida por decisión gubernamental. En dichos casos se categoriza 
como desecho peligroso.
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SELLO DE GARANTÍA: marchamo, marbete, tapa de seguridad o cualquier otro sistema del 
sello del envase, que garantice su identidad y la originalidad del producto.

TRATAMIENTO DE DESECHOS PELIGROSOS: se refiere a cualquier proceso o método 
destinado a modificar las características físicas, químicas o biológicas con el fin de disminuir 
su peligrosidad o de reducir su volumen.

DOCUMENTO DE TRANSPORTE: se refiere a la información necesaria para la identificación de 
los materiales peligrosos y de las medidas de seguridad en caso de accidentes o contingencias, 
que deberá ser elaborado por el titular de la actividad de generación o almacenamiento.

También serán aplicables aquellas definiciones contenidas en los instrumentos internacionales, 
ratificados por El Salvador, especialmente las del Artículo 2 de la Convención de Basilea sobre 
el Control de los Movimientos Transfronterizos de Desechos Peligrosos y su Eliminación, en 
adelante, el Convenio de Basilea.

ATRIBUCIONES Y COMPETENCIA DEL MINISTERIO

Art. 4. El Ministerio será la autoridad competente para la aplicación del presente Reglamento 
y ejercerá, en estas materias, las siguientes atribuciones:

a.	 Identificar qué sustancias, residuos y desechos son peligrosos y publicar sus listados;

b.		 Realizar auditorías en el momento en que lo estime necesario; siempre con estricta 
sujeción a la ley;

 
c.	 Proporcionar las reglas técnicas para la introducción, tránsito, distribución y 

almacenamiento de sustancias y residuos peligrosos, así como para la disposición final 
de los desechos peligrosos, de conformidad a lo establecido en la Ley y el presente 
Reglamento;

d.	 Realizar el intercambio de información internacional obligatorio, derivado de la 
Convención sobre la Información y el Consentimiento Previos (Convenio PIC), en 
coordinación con el Consejo Superior de Salud Pública, el Ministerio de Salud Pública 
y Asistencia Social (MSPAS) y el Ministerio de Agricultura y Ganadería (MAG), respecto 
de las sustancias, residuos y desechos peligrosos, de importancia ambiental y sanitaria;

e.	 Ejecutar las acciones necesarias para cumplir con lo dispuesto en los artículos 4, 5, 6, 
10, 11, 13 y 14 del Convenio de Basilea.

f.	 Declarar de oficio o previo análisis de laboratorio, debidamente acreditado, la condición 
de sustancia, residuo y/o desecho peligroso, para establecer el grado de peligrosidad 
en el uso y el manejo insostenibles de éstos, así como la peligrosidad para el ambiente, 
los recursos naturales y la salud humana, de manera que al respecto se puedan emitir 
las normas y reglas técnicas, para el control y la regulación del almacenamiento y el 
manejo de los inventarios existentes de las sustancias, residuos y desechos, que son 
objeto de la regulación del presente Reglamento;
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g.	 Coordinar, con las demás entidades con competencia en la materia, el manejo de 
los desechos peligrosos que se generan en las operaciones y procesos de extracción, 
beneficio, transformación, producción, consumo, utilización y servicios,

h.	 Autorizar la exportación de desechos peligrosos, sin perjuicio de las facultades legales 
que correspondan a otras autoridades; y

i.	 Promover la participación social en el control de los desechos peligrosos y fomentar 
en el sector productivo el uso de tecnologías u otras alternativas que reduzcan la 
generación de los mismos, de acuerdo con el artículo 4 del Convenio de Basilea.

RESPONSABILIDAD DEL CONTROL DE TRÁNSITO

Art. 5. El Ministerio, en coordinación con las instituciones responsables del control de tránsito 
de las sustancias y residuos peligrosos, velará porque aquéllas cumplan con los requisitos 
establecidos en los instrumentos jurídicos nacionales e internacionales, de manera que se 
garantice la protección a la salud humana y el medio ambiente.

CAPÍTULO II

DEL REGISTRO, INSCRIPCIÓN E IMPORTACIÓN DE SUSTANCIAS PELIGROSAS

OBLIGACIONES DEL IMPORTADOR

Art. 6. El importador de sustancias peligrosas deberá proporcionar al Ministerio la información 
técnica necesaria para evaluar las sustancias peligrosas y los posibles riesgos que las mismas 
pudieren ocasionar a la salud humana y el medio ambiente.

SOLICITUD DE IMPORTACIÓN

Art. 7. En base al Art. 20 de la Ley, el importador de sustancias peligrosas deberá solicitar al 
Ministerio el Permiso Ambiental de importación. Dicha solicitud contendrá los siguientes datos:

a.		 Nombre completo, domicilio y datos precisos de la persona natural o jurídica que 
importa. Si se trata de una persona jurídica, deberá indicarse el nombre y el domicilio 
exactos del representante legal, debiendo en dicho caso acreditarse su personería 
jurídica conforme a la ley;

b.	 Hoja de seguridad de la sustancia que desee importar;
c.	 Cantidad de la sustancia peligrosa que se importa;
d.	 Nombre de la persona que suministra la sustancia, indicando el país de procedencia; 

y
e.	 Vía de transporte por la cual será importada la sustancia.

EXTENSIÓN DEL PERMISO

Art. 8. Los permisos a que se refiere el Artículo anterior deberán extenderse por quintuplicado, 
los cuales se distribuirán de esta manera: Original y duplicado para el importador; triplicado para 
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la Dirección General de la Renta de Aduana; cuadriplicado para el Ministerio; y quintuplicado 
para el exportador.

VISADO DE FACTURA

Art. 9. Las oficinas consulares de El Salvador en el extranjero, visarán el documento de factura 
que ampare por sustancias peligrosas, siempre que le sean presentados por los interesados 
los siguientes documentos:

a.	 Permiso legalmente expedido por la autoridad correspondiente, autorizando la salida 
de las sustancias peligrosas que se declaren en la factura consular; y

b.	 Autorización concedida por el Ministerio, aprobando la importación de la sustancia 
que se indique en el documento de factura consular.

	 Este documento quedará en poder del Consulado al visar la factura.
	 La declaración que se haga en cada factura será para una sola compra de sustancias 

peligrosas. Para las sustancias peligrosas de importación continua, la autorización 
podrá ser válida por una cantidad global y para un período preestablecido.

VÍAS DE IMPORTACIÓN

Art. 10. La importación de sustancias peligrosas podrá efectuarse por vía aérea, marítima o 
terrestre, de acuerdo a los procedimientos de la Organización de Aviación Civil (OACI), de la 
Asociación del Transporte Aéreo Internacional (IATA), de la Reglamentación sobre Mercancías 
Peligrosas (RSMP), de la Organización Marítima Internacional (OMI), del Código Marítimo 
Internacional de las Mercancías Peligrosas (IMDG), del Reglamento para el Transporte Seguro 
de Materiales Radiactivos (RTSMR, Colección Seguridad No.6) y de las Recomendaciones Para 
Transporte de Materiales Peligrosos (RPTMP, Libro las Naciones Unidas).

LIBRO DE REGISTRO

Art. 11. Toda persona que importe sustancias peligrosas al país, deberá llevar un libro de Registro 
autorizado por el Ministerio, en donde se anotarán las cantidades de cada una de las sustancias 
importadas, así como sus destinatarios.

Estos libros deberán presentarse siempre que lo requiera el Ministerio, y haya fundamento legal 
para ello, y cuando se trate de obtener nuevos permisos de importaciones.

OBLIGATORIEDAD DE PERMISO

Art. 12. El Permiso Ambiental de importación de sustancias peligrosas deberá obtenerse sin 
perjuicio de lo establecido en otras leyes relativas a productos químicos.

SOLICITUD DE REGISTRO

Art. 13. Para el registro de una sustancia peligrosa, el importador deberá presentar una solicitud 
por escrito al Consejo Superior de Salud Pública. Cada solicitud de registro es válida para una 
sola sustancia. En dicha solicitud, sin perjuicio de lo establecido en el Código de Salud y demás 
disposiciones aplicables, con carácter de declaración jurada, se deberá identificar lo siguiente:
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a.	 Nombre completo, domicilio y datos precisos de la persona natural o jurídica que 
solicita el registro. si se trata de una persona jurídica, deberá indicarse el nombre y 
el domicilio precisos del representante legal, debiendo en dicho caso, acreditarse su 
personería jurídica conforme a la ley;

b.	 Nombre comercial y nombre científico de la sustancia peligrosa y nombre, razón social 
o denominación del fabricante y origen; y

c.		 Material, tipo y tamaño de los envases o empaques de presentación, garantizando 
que el material utilizado en el envase o empaque sea resistente a la acción física o a 
reacciones químicas de la sustancia contenida.

ANEXOS A LA SOLICITUD DE REGISTRO

Art. 14. La solicitud de registro debe acompañarse con la descripción del producto y las 
características en idioma castellano en original y una copia. Dicha declaración tiene naturaleza 
jurídica de declaración jurada y debe contener la siguiente información esencial:

a.	 Propiedades físicas y químicas;
b.	 Nombre comercial;
c.	 Nombre Químico;
d.	 Fórmulas estructural, empírica y peso molecular;
e.	 Estado físico;
f.	 Métodos de análisis químicos y físicos;
g.		 Características, tales como inflamabilidad, toxicidad, reactividad, corrosividad,   

explosividad, hidrólisis, oxidación, resistencia a la luz y temperatura;
h.	 Peligros y precauciones;
i.	 Mecanismo de acción tóxica, Dosis Letal Media (Dl50) o su equivalente;
j.	 Vías de absorción;
k.	 Clase de equipo protector para su manejo, su transporte y su almacenamiento;
l.	 Primeros auxilios, antídoto específico;
m.		 Métodos recomendados para la descontaminación industrial de envases usados, 

destrucción de remanentes no utilizables, manejo y desecho de derrames, limpieza y 
mantenimiento de los equipos utilizados; y

n.	 Certificado de registro y libre venta del país de origen, donde se especificará si la sustancia 
es o no de uso restringido. El certificado deberá estar debidamente autenticado por 
el Cónsul de El Salvador, acreditado en el país de origen de la sustancia, y dicha firma 
autenticada y atestada por el Ministerio de Relaciones Exteriores. La fecha de emisión 
del certificado no deberá exceder de un año respecto de la fecha en que se presente 
la solicitud.

VALIDEZ Y EFECTOS DEL REGISTRO

Art. 15. En cuanto a la validez, período de vigencia, revalidación, cancelación y demás efectos 
del Registro se estará a lo dispuesto en la legislación aplicable por el Consejo Superior de Salud 
Pública, en lo sucesivo el Consejo.
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CANCELACIÓN DEL REGISTRO

Art. 16. El Consejo, sin perjuicio de lo establecido en su legislación pertinente, podrá suspender 
o cancelar el registro cuando difiera de las características bajo las cuales operó, o su uso y 
gestión representen un peligro o riesgo intolerable para la salud humana, animal, vegetal o para 
la sostenibilidad del ambiente en general, o por prohibición expresa de la autoridad competente.

CAPÍTULO III

DE LA GENERACIÓN DE RESIDUOS PELIGROSOS

RESPONSABILIDAD DEL GENERADOR Y DEMÁS AGENTES DEL PROCESO

Art. 17. Los generadores de residuos peligrosos, así como las personas naturales o jurídicas que 
usen, generen, recolecten, almacenen, reutilicen, reciclen, comercialicen, transporten o realicen 
tratamiento de dichos residuos, serán responsables del cumplimiento de las disposiciones de 
la Ley, de este Reglamento y de las reglas técnicas que de él se deriven, estando obligados a 
determinar su peligrosidad y a registrarse en el Consejo, así como a mantenerse actualizados 
en dicho Registro.

SOLICITUD DE INSCRIPCIÓN

Art. 18. Todo generador de residuos peligrosos deberá solicitar su inscripción y registro, 
presentando al Consejo, sin perjuicio de las demás disposiciones pertinentes, una declaración 
jurada en la que manifieste lo siguiente:

a.	 Nombre completo, razón social o denominación;
b.	 Lugar de ubicación de la planta o sitio generador de residuos peligrosos;
c.	 Características físicas, químicas y/o biológicas de cada uno de los residuos que  se  

generen;
d.	 Descripción de procesos generadores de residuos peligrosos;
e.	 Listado de sustancias peligrosas utilizadas.
f.	 Método y lugar de tratamiento y/o disposición ambientalmente adecuado;
g.	 Forma de transporte según residuo que se genere;
h.	 Cantidad anual estimada de cada uno de los residuos que se generen;
i.	 Método de evaluación de características de residuos peligrosos;
j.	 Procedimiento de extracción de muestras;
k.	 Método de análisis de lixiviado y estándares para su evaluación; y
l.		 Listado de personal expuesto a los efectos producidos por las actividades de generación 

de residuos peligrosos, procedimientos precautorios y correspondiente diagnóstico 
médico.

Estos datos deberán actualizarse anualmente mediante declaración jurada; para lo cual se deberá 
llevar un libro de Registro donde conste cronológicamente la totalidad de las operaciones 
realizadas. Dichos libros tendrán que ser rubricados y foliados y estar a disposición del Ministerio 
cuando éste así lo requiera.
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INFORME

Art. 19. El generador deberá remitir al Ministerio un informe semestral sobre los movimientos 
que hubiere efectuado, durante dicho período, con sus residuos peligrosos.

REQUISITOS

Art. 20. El Permiso Ambiental será requisito necesario para el funcionamiento de las respectivas 
industrias, transportes, plantas de tratamiento y otras actividades, en general, que generen u 
operen con residuos peligrosos.

DE LA CALIDAD AMBIENTAL

Art. 21. Los generadores de residuos peligrosos deberán fomentar su minimización en el sector 
productivo, como política aplicable a sus actividades, a través del uso de tecnologías que 
reduzcan la generación de residuos peligrosos, así como a través del desarrollo de actividades 
y procedimientos que conduzcan a una gestión sostenible de los residuos mencionados y a 
la difusión de tales actividades.

OBLIGACIONES DEL GENERADOR

Art. 22. El generador de residuos peligrosos deberá:

a.	 Manejar segregadamente los residuos peligrosos que no sean compatibles entre sí;
b.	 Envasar sus residuos peligrosos en recipientes que reúnan las condiciones de 

seguridad, plena identificación de su estado físico y sus características de peligrosidad 
e incompatibilidad;

c.	 Dar a sus residuos peligrosos el tratamiento que le corresponda; y
d.	 Mantener y almacenar sus residuos peligrosos en condiciones de seguridad y en áreas 

que reúnan los requisitos previstos al respecto.

CAPÍTULO IV

DE LA GENERACIÓN DE DESECHOS PELIGROSOS

DESECHOS PELIGROSOS

Art. 23. Se consideran desechos peligrosos las categorías siguientes: 

CORRIENTES DE DESECHOS 
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De igual manera se consideran desechos peligrosos las categorías de los Anexos de la 
Convención de Basilea y aquéllas que se contengan en otros instrumentos internacionales 
ratificados por El Salvador en la materia.

En concordancia con el Artículo 4 del Convenio de Basilea, los generadores de desechos 
peligrosos deberán fomentar su minimización en el sector productivo, como política aplicable 
a sus actividades, a través del uso de tecnologías que reduzcan la generación de desechos 
peligrosos, así como a través del desarrollo de actividades y procedimientos que conduzcan 
a una gestión sostenible de los desechos mencionados y a la difusión de tales actividades.

DEBERES DEL GENERADOR

Art. 24. La responsabilidad del manejo y disposición final de los desechos peligrosos corresponde 
al titular de la actividad, obra o proyecto.

DE LA PREFERENCIA DEL LUGAR DE TRATAMIENTO

Art. 25. Cualquier proceso de tratamiento de desechos peligrosos debe realizarse preferentemente 
y cuando ello sea posible, en el lugar de su generación.

EXPORTACIÓN DE DESECHOS PELIGROSOS

Art. 26. Los titulares de actividades, obras o proyectos relacionados con desechos peligrosos, 
serán responsables de obtener todas las autorizaciones necesarias en caso de exportación y 
de cumplir con lo dispuesto en los Artículos 4, 6 y 7 del Convenio de Basilea.
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Del mismo modo, el Ministerio no autorizará la exportación de desechos peligrosos, cuando 
se contemple su reimportación o cuando el país de destino exija reciprocidad o implique o 
pueda inducir a un incumplimiento de las obligaciones contraídas por El Salvador al ratificar 
los instrumentos internacionales que regulan esta materia.

DESECHOS BIOLÓGICO-INFECCIOSOS

Art. 27. Para los desechos de naturaleza biológico-infecciosos, el Ministerio tendrá en cuenta 
lo dispuesto en el Código de Salud y demás normativa correspondiente.

CAPÍTULO V

TRANSPORTE, ALMACENAMIENTO, DISPOSICIÓN Y MANEJO AMBIENTALMENTE 
RACIONAL DE LOS DESECHOS PELIGROSOS

EVALUACIÓN AMBIENTAL

Art. 28. El Ministerio deberá exigir y evaluar el Estudio de Impacto Ambiental de los proyectos 
sobre sistemas de tratamiento, eliminación y de instalaciones de almacenamiento y disposición 
final de los desechos peligrosos, de acuerdo con el Art. 21, letra d) de la Ley. Los residuos 
peligrosos que vayan a manejarse en dichas instalaciones, deberán ser señalados en el Estudio 
de Impacto Ambiental, así como la cantidad proyectada de los mismos.

La evaluación del Estudio de Impacto Ambiental respectiva, así como su control y su seguimiento 
se realizarán de acuerdo a lo establecido en el Capítulo IV de la Ley, sobre el Sistema de 
Evaluación Ambiental.

DEL MANEJO DE DESECHOS PELIGROSOS

Art. 29. La gestión de los desechos peligrosos deberá ser realizada de conformidad al presente 
Reglamento, a las reglas técnicas y a las normas técnicas de calidad ambiental aplicables en 
el país, en estrecha coordinación con los Ministerios de Salud Pública y Asistencia Social, de 
Agricultura y Ganadería, con el Ministerio de Economía, el Viceministerio de Transporte, y las 
municipalidades.

INCOMPATIBILIDAD DE DESECHOS PELIGROSOS

Art. 30. Los desechos peligrosos incompatibles entre sí, deben manejarse segregadamente, con 
el fin de disponer de ellos en forma segura. Para cada desecho peligroso deberá seleccionarse 
el tratamiento más adecuado, sea este físico, químico o biológico, así como una combinación 
de los anteriores.

En general, el tratamiento de un desecho peligroso se orientará a reducir su magnitud, a aislarlo 
y a disminuir sus grados de peligrosidad y toxicidad.
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PRESTACIÓN DE SERVICIO

Art. 31. Los servicios para el manejo de desechos peligrosos, en cualesquiera o en todas sus 
fases, podrán ser prestados por personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, constituidas 
y autorizadas para tal actividad, y debidamente registradas ante las autoridades competentes.

DE LA OBLIGACIÓN DE REGISTRO DE ACTIVIDADES

Art. 32. El responsable de cada una de las actividades de gestión de desechos peligrosos 
está obligado a llevar un registro de sus actividades, con firma responsable, en el que deberá 
indicarse, según el caso:

a.	 Fecha, calidad, cantidad, características y grado de peligrosidad de los desechos 
peligrosos específicos;

b.	 Fecha de salida y llegada, almacenamiento, origen, destino y motivo por el cual se 
recibieron o se entregaron los desechos peligrosos;

c.	 Informe de incidentes o accidentes, el cual incluirá:
i.	 Identificación, domicilio y datos precisos de la empresa generadora de los desechos 

peligrosos y de la responsable de su gestión;
ii.	 Indicación del volumen o cantidades en masa; características físicas, químicas y 

biológicas; grado de peligrosidad u otros datos de los desechos peligrosos involucrados;
iii.	 Medidas adoptadas, y por adoptarse, para controlar sus efectos adversos;
iv.	 Medidas de seguridad que deben ser difundidas y realizadas para atenuar los impactos 

negativos derivados del imprevisto; y
d.	 Lugar de confinamiento u otra forma de eliminación final, de los desechos peligrosos, 

incluyendo este apartado del registro:
i.	 Volumen, masa, origen, características y grado de peligrosidad de los desechos 

peligrosos;
ii.	 Lugar y fecha de confinamiento;
iii.	 Sistemas de disposición final utilizados; y
iv.	 Área ocupada por los desechos.

DEL TRANSPORTE

Art. 33. No es permitido el transporte de desechos peligrosos por vía aérea, excepto cantidades 
pequeñas que sean aceptadas por las empresas de transporte aéreo. En ese caso, para la 
emisión del Permiso Ambiental el titular de la actividad deberá presentar la aceptación por 
escrito de la empresa de transporte aéreo. Serán aplicables las restricciones al transporte de los 
desechos, contempladas en el Convenio de Basilea y en los demás instrumentos internacionales 
pertinentes, aplicables en El Salvador.

CAPÍTULO VI

TRATAMIENTO Y DISPOSICIÓN FINAL DE DESECHOS PELIGROSOS
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TRATAMIENTO PREVIO

Art. 34. El tratamiento previo, necesario para algunos desechos peligrosos, se orientará a 
reducir su volumen, aumentando su concentración, o a disminuir su grado de peligrosidad, por 
solidificación, por procesos físicos, químicos, bioquímicos o biotecnológicos, o la combinación 
de los anteriores.

TRATAMIENTO DESTRUCTIVO

Art. 35. La pirólisis, la incineración u otro método destructivo de desechos peligrosos debe ser 
realizada en lugares autorizados para tal efecto, evitando la contaminación ambiental.

DISPOSICIÓN FINAL

Art. 36. De conformidad al Art. 21 letra d) de la Ley, los sistemas de disposición final, aplicables a 
los desechos peligrosos, son los confinamientos controlados. En el caso de desechos derivados 
de agroquímicos, su confinamiento será específico y tales desechos no podrán combinarse 
con aquéllos de otra naturaleza o características.

SEÑALIZACIÓN DE SITIOS DE CONFINAMIENTO

Art. 37. Los lugares destinados al confinamiento controlado de desechos peligrosos deben 
ser debidamente señalizados, evidenciando a la población la peligrosidad o riesgo del área.

SELECCIÓN DE SITIOS DE CONFINAMIENTO

Art. 38. Los sitios de confinamiento no podrán ser ubicados en zonas o lugares cercanos 
a ríos, lagunas, capas freáticas, zonas residenciales o habitacionales. La selección del sitio 
de confinamiento, así como el diseño y la construcción de confinamientos controlados, de 
receptores de agroquímicos u otros desechos, deberán de cumplir características de seguridad 
establecidas en el Permiso Ambiental.

LIXIVIADOS EN EL CONFINAMIENTO

Art. 39. En el lugar de confinamiento de desechos peligrosos, debe incluirse medidas preventivas 
de recolección y tratamiento de los posibles lixiviados o derrames que pudieran generarse.

INFORMACIÓN REQUERIDA EN LOS INFORMES DE CONFINAMIENTO

Art. 40. El titular de la actividad de los servicios de manejo de desechos peligrosos, encargado 
de su disposición final, deberá presentar al Ministerio y a las autoridades competentes, un 
informe trimestral, que contenga la siguiente información:

a.	 Naturaleza, estado físico, peso y volumen de los desechos peligrosos confinados;
b.	 Fecha del confinamiento de los desechos peligrosos;
c.	 Sitio de la disposición final; y
d.	 Método de disposición final utilizado para cada tipo de desecho.
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PROHIBICIONES

Art. 41. Los desechos peligrosos sometidos a confinamiento por cualesquiera de los métodos 
de disposición final previstos en este Reglamento, deberán permanecer en tal estado, salvo la 
ocurrencia de un desastre ambiental, en cuyo caso el Ministerio autorizará las obras que sean 
necesarias para contrarrestarlo.

OBLIGACIONES DE TRATAMIENTO

Art. 42. Cuando por su peligrosidad, el Ministerio establezca que determinados desechos 
peligrosos no deben ser confinados, el titular de la generación deberá responsabilizarse de su 
tratamiento o eliminación ambientalmente adecuada, en un plazo establecido en el Permiso 
Ambiental correspondiente.

EMISIONES DE EQUIPO INCINERADOR

Art. 43. Las emisiones que se deriven del equipo incinerador deben cumplir con lo establecido 
en las normas de emisión vigentes.

INCINERACIÓN DE DESECHOS PELIGROSOS

Art. 44. En aquellos casos en que se incineren desechos peligrosos, capaces de generar dioxinas 
u otros contaminantes peligrosos, la incineración y el tratamiento de gases efluentes, se 
deberá realizar en condiciones de temperatura que asegure que se minimizará la generación 
de dichos compuestos.

DESECHOS PELIGROSOS DE ACTIVIDAD MINERA

Art. 45. La disposición final de desechos peligrosos generados por actividades mineras, se 
efectuará en presas de jales de acuerdo a las reglas técnicas correspondientes, pudiendo 
ubicarse dichos jales en el lugar de su generación. En todo caso, no deberán ubicarse en cotas 
arriba de centros poblacionales o de cuerpos receptores, en un radio que será determinado 
por el Estudio de Impacto Ambiental.

BIFENILOS POLICLORADOS Y DERIVADOS

Art. 46. El confinamiento de bifenilos policlorados y derivados, o de desechos que los contengan, 
no deberá realizarse en el territorio nacional, y es obligatorio su tratamiento y eliminación.

MATERIALES CADUCOS

Art. 47. Los productos químicos, biológicos u otros, de origen industrial o de uso farmacéutico, 
en cuyos envases se precise fecha de caducidad, y, que después de ella no hubiesen sido 
sometidos a procesos de rehabilitación o regeneración, serán considerados desechos peligrosos. 
Los fabricantes nacionales y distribuidores de los productos extranjeros serán responsables de 
que su manejo se efectúe, de conformidad con las normas y disposiciones de la legislación 
ambiental, en materias de salud y de seguridad nacional.
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CAPÍTULO VII

DEL TRANSPORTE INTERNACIONAL DE DESECHOS PELIGROSOS

DE LA EXPORTACIÓN DE DESECHOS PELIGROSOS

Art. 48. Para la exportación de desechos peligrosos es necesario el Permiso Ambiental 
correspondiente, emitido por el Ministerio, sin perjuicio de cumplir con otros requisitos de la 
legislación competente, previa presentación del consentimiento expreso del país receptor, de 
acuerdo con el Artículo 4 del Convenio de Basilea.

CAPÍTULO VIII

DISPOSICIONES COMUNES PARA SUSTANCIAS, RESIDUOS Y DESECHOS PELIGROSOS

EVALUACIÓN AMBIENTAL

Art. 49. El Ministerio deberá exigir y evaluar el Estudio de Impacto Ambiental de las actividades 
establecidas en el Art. 21, letra n) de la Ley. Los materiales peligrosos que vayan a manejarse 
en dichas instalaciones, deberán ser señalados en el Estudio de Impacto Ambiental, así como 
la cantidad proyectada de los mismos.

La evaluación del Estudio de Impacto Ambiental respectiva, así como su control y su seguimiento 
se realizarán de acuerdo a lo establecido en el Capítulo IV de la Ley, sobre el Sistema de 
Evaluación Ambiental.

MANEJO DE MATERIALES PELIGROSOS

Art. 50. Los titulares de actividades, obras o proyectos que no cuenten con los servicios de 
manejo y disposición final de materiales peligrosos, deberán contratarlos con aquellos que 
cuenten con el Permiso Ambiental correspondiente.

PROCESOS DE IMPORTACIÓN Y EXPORTACIÓN

Art. 51. Los procesos de importación y exportación de sustancias y residuos peligrosos; la 
exportación de desechos peligrosos, su transporte y su eliminación, se regirán por las leyes 
y normas jurídicas internas de El Salvador, incluyéndose como parte de ellas, el Convenio de 
Basilea y todo otro instrumento internacional en la materia, con efectos legales en El Salvador.

DEL DOCUMENTO DE TRANSPORTE

Art. 52. El titular de las actividades dedicadas al transporte de sustancias, residuos y desechos 
peligrosos, además del Permiso Ambiental correspondiente, deberá contar para cada acción 
de transporte particular, con un documento de transporte en el que conste la información 
necesaria para la identificación de los materiales peligrosos transportados, indicando nombres, 
clasificación de riesgo, número de identificación, tipo y número de envases y embalaje.
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Estas categorías se subdividen así:

La clasificación de riesgo, y el número de identificación de la categoría son los siguientes:
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Asimismo, son aplicables a este Reglamento la lista de los Anexos del Convenio de Basilea.

DEL USO DEL DOCUMENTO DE TRANSPORTE

Art. 53. Por cada volumen de transporte, el generador o el almacenador, según sea el caso, 
deberá entregar al transportista un documento de transporte debidamente firmado en original 
y dos copias. Una de ellas será para su archivo, otra será firmada por el transportista; junto 
con el original le será entregada al destinatario, además de las sustancias, residuos o desechos 
peligrosos, quien después de firmar el original, deberá enviarlo de inmediato al remitente.

El destinatario conservará para su archivo la copia firmada por el remitente y el transportista.

DEL CARTEL INDICADOR

Art. 54. Todo vehículo que transporte sustancias, residuos o desechos peligrosos, debe portar 
en lugar visible y fácilmente distinguible, un cartel que contenga el color indicador de la clase 
de riesgo, el número o nombre de esa clase y el número de identificación de las sustancias, 
residuos o desechos peligrosos, según las reglas técnicas, normas y disposiciones legales 
aplicables.

Cada extremo y cada lado de un vehículo de motor, carro de ferrocarril, contenedor de carga o 
tanque portátil que contenga materiales peligrosos debe tener un rótulo en forma de diamante 
según los materiales que transporte. Estos materiales peligrosos deben identificarse con las 
clases indicadas en las tablas siguientes.
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CLASE 1. EXPLOSIVOS

Símbolo (Bomba explotando en negro; fondo anaranjado y texto negro)

CLASE 2. GASES

CLASE 3. LÍQUIDOS INFLAMABLES

Símbolo (llama) en blanco, fondo rojo y texto blanco
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CLASE 5. OXIDANTES Y PERÓXIDOS ORGÁNICOS

Símbolo: llama sobre un círculo, fondo amarillo y texto en negro

CLASE 4. SÓLIDOS INFLAMABLES
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CLASE 6. MATERIALES VENENOSOS (TÓXICOS) E INFECCIOSOS

CLASE 7. MATERIALES RADIACTIVOS

CLASE 8. CORROSIVOS
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CLASE 9. MATERIALES PELIGROSOS VARIOS

DEL ARCHIVO

Art. 55. Los documentos de transporte deberán ser conservados en el archivo del transportista 
durante cinco años; en el del generador y en el del almacenador, diez años; y para el destinatario, 
si éste fuese el encargado de la disposición final, veinticinco años.

DEL INFORME

Art. 56. El transportista y el destinatario deberán entregar al Ministerio y a las autoridades 
competentes un informe semestral sobre las sustancias, residuos o desechos peligrosos, que 
hubiesen recibido para su transporte, almacenamiento o disposición final, según sea el caso, 
durante ese período.

VERIFICACIÓN DEL ENVASADO

Art. 57. Es responsabilidad del transportista de sustancias, residuos o desechos peligrosos, 
verificar que los materiales estén correctamente envasados y los datos que los identifican 
correspondan exactamente con el documento de transporte.

DE LA RESPONSABILIDAD DEL TRANSPORTISTA EN LA ENTREGA

Art. 58. Todo transportista, bajo su responsabilidad, deberá entregar a su destinatario los sustancias, 
residuos o desechos peligrosos a su cargo. Bajo ninguna circunstancia podrá abandonarlos 
o entregarlos a persona que no se relacione con el referido transporte, o depositarse en un 
lugar no especificado en el documento de transporte.

EMERGENCIA

Art. 59. En casos de emergencia, el transportista deberá cumplir con lo establecido en el Plan 
de Contingencia previamente aprobado en el Permiso Ambiental.

DE LA AUTORIZACIÓN DE LOS VEHÍCULOS DE TRANSPORTE

Art. 60. Sin perjuicio de las autorizaciones que corresponda otorgar a otras autoridades 
competentes, los vehículos destinados al transporte de sustancias, residuos o desechos 
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peligrosos, sólo podrán utilizarse con ese propósito, salvo los que no entren en contacto directo 
con las sustancias, residuos o desechos peligrosos, por funcionar arrastrando contenedores.

REGISTRO DE VEHÍCULOS

Art. 61. Los vehículos destinados al transporte deberán estar previamente registrados y 
controlados por el Ministerio. Los controles requeridos serán entre otros, los de la velocidad, 
tiempo de paradas, distancia recorrida, relevos en la conducción y registro de origen y destino 
del transporte, debiendo además, cumplir con su normativa correspondiente.
PROHIBICIÓN

Art. 62. Queda prohibido transportar en los contenedores de los vehículos que hayan sido 
autorizados para transportar sustancias, residuos o desechos peligrosos, personas o animales 
y productos alimentarios o de consumo humano o animal.

SOLICITUD DE REGISTRO

Art. 63. Toda persona natural o jurídica, responsable del transporte de sustancias, residuos 
o desechos peligrosos, deberá estar debidamente registrada ante el Ministerio, para lo cual 
deberá proporcionar, entre otras, la siguiente información:

a.	 Nombre de la persona responsable y domicilio legal;
b.	 Cantidad y tipo de sustancia, residuo o desecho que se ha de transportar, con 

especificación de riesgo;
c.	 Listado de vehículos y contenedores que serán utilizados;
d.	 Equipos que se utilizarán, en caso de peligro causado por accidente o contingencia; 

y
e.	 Plan Institucional de Prevención y Contingencia, establecido en el Artículo 55 de la 

Ley.

RESPONSABILIDAD DE LOS TRANSPORTISTAS

Art. 64. Los transportistas de sustancias, residuos o desechos peligrosos deberán:

a.	 Llevar un registro de operaciones, con los nombres de la empresa y del generador, 
forma de transporte y destino final;

b.	 Verificar que los materiales que le entregue la persona o el generador, se encuentren 
correctamente envasados e identificados en cumplimiento con los términos de los 
instrumentos internacionales en la materia;

c.	 Contar con el Plan Institucional de Prevención y Contingencia y procedimientos de 
operación, en el caso de derrames accidentales o contingencias;

d.	 Sujetarse a las disposiciones sobre seguridad e higiene, que sean aplicables en materias 
de tránsito y de transporte;

e.	 Obtener la Licencia de conducir, que sea adecuada para las operaciones que el 
conductor realice; y

f.	 Remitir al Ministerio un informe semestral sobre lo transportado durante dicho período.
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ENVASE Y EMBALAJE

Art. 65. Para el transporte, tránsito y almacenaje, el envase y el embalaje de sustancias, residuos 
o desechos peligrosos deberán cumplir con las especificaciones y características que garanticen 
la gestión adecuada de las mismas.

INSPECCIÓN DEL ENVASE

Art. 66. El envase y embalaje, antes de ser entregado para su transporte, deberá ser inspeccionado, 
para cerciorarse de que no presente corrosión, materiales extraños u otro tipo de deterioro.

NORMATIVA PARA ENVASE

Art. 67. Las sustancias, residuos y desechos peligrosos sólo deberán contenerse en envases 
y embalajes que tengan la resistencia suficiente para soportar la presión interna que pudiese 
desarrollarse en condiciones normales de transporte, tránsito y almacenamiento.

ENVASE Y EMBALAJE

Art. 68. Todo envase y embalaje que haya contenido sustancias, residuos o desechos peligrosas 
y sea descartado, deberá ser considerado residuo o desecho peligroso.

NORMAS DE ETIQUETADO Y EMBALAJE

Art. 69. Las especificaciones para el etiquetado de los envases, contenedores y embalajes 
destinados al transporte de sustancias, residuos o desechos peligrosos, se establecerán 
de acuerdo a las normas internacionales contenidas en los instrumentos internacionales y 
regionales en la materia, que sean ratificados por El Salvador.

ETIQUETA

Art. 70. Todo envase y embalaje destinado a transportar sustancias, residuos o desechos 
peligrosos, deberá contar con la etiqueta o etiquetas correspondientes. Deberá observarse en 
esta materia, las disposiciones del reglamento general de la ley, así como la reglamentación 
emitida por las Organizaciones Nacionales e Internacionales de Transporte, señaladas en el 
artículo relativo a Vías de Importación del presente Reglamento.

REQUISITOS DE LA ETIQUETA

Art. 71. Toda etiqueta deberá ser:

a.	 Presentada de forma que llame la atención del usuario y contenga la información que 
se desea comunicar en términos precisos y concretos, con expresiones y símbolos 
normativos de tipo internacional, evitando el uso de declaraciones ambiguas;

b.	 Completa, de manera que no se omita información o indicaciones importantes;
c.		 Concordante con las normas y reglamentaciones nacionales e internacionales en la 

materia;
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d.	 Consistente, lo cual se obtiene normando sus componentes, como sería la información 
sobre su seguridad y confinamiento u otra forma de eliminación; y

e.	 De material resistente a las condiciones atmosféricas y normales de manejo.

CONTROL DE TRANSPORTE

Art. 72. El transporte y los movimientos dentro del territorio nacional de sustancias, residuos y 
desechos peligrosos, deberán ser controlados, de acuerdo con las normas jurídicas nacionales, 
y tomando como base los procedimientos internacionales mencionados en el presente 
Reglamento y en instrumentos internacionales en la materia.

Cuando una sustancia, residuo o desecho sea trasladado a través de una frontera nacional, 
quien efectúa el traslado, deberá dar la información detallada acerca de su composición, 
rutas de desplazamiento, y seguro de daños y perjuicios a terceros. En el caso de los residuos 
peligrosos se deberán cumplir las obligaciones derivadas del Convenio de Basilea.

DEL ALMACENAMIENTO

Art. 73. Las áreas de almacenamiento de sustancias, residuos y desechos peligrosos deberán 
reunir, entre otras, las siguientes condiciones:

a.	 Encontrarse separadas de las áreas de producción, servicios y oficinas, debiendo 
estar ubicadas en zonas donde se reduzcan los riesgos por posibles emisiones, fugas, 
incendios o explosiones, entre otros;

b.		 Contar con muros de contención y sistema de retención para captación de derrames;
c.		 Para las sustancias, residuos o desechos líquidos, los pisos deberán contar con canaletas 

que conduzcan los derrames a las fosas de retención, con capacidad de contener lo 
almacenado;

d.		 Contar con pasillos lo suficientemente amplios que permitan el tránsito de montacargas 
mecánicos, electrónicos o manuales, así como el movimiento de los equipos de 
seguridad;

e.		 Las paredes y el piso deberán estar cubiertos con material impermeable, tal como 
poliureas, respecto de las sustancias almacenadas, con ventilación e iluminación 
adecuadas; y

f.	 Contar con los sistemas de prevención contra incendios.

DERRAMES DE SUSTANCIAS, RESIDUOS Y DESECHOS PELIGROSOS

Art. 74. El generador y, en su caso, el titular de la actividad de servicio de manejo de sustancias, 
residuos o desechos peligrosos, deberán dar aviso inmediato al Ministerio, por cualquier medio, 
cuando se produzcan derrames, infiltraciones o vertidos de materiales peligrosos.

RATIFICACIÓN DEL AVISO

Art. 75. El aviso al que hace referencia el Artículo anterior, deberá ser ratificado por escrito 
dentro de los tres días siguientes, sin perjuicio de las medidas que las autoridades competentes 
hayan aplicado en el ámbito de sus atribuciones.
En el aviso escrito deberá incluirse:
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a.		 Identificación, domicilio y datos precisos del titular, del generador o de la actividad 
de gestión, de que se trate;

b.	 Localización y características del sitio donde ha ocurrido el incidente;
c.	 Posibles causas que motivaron el derrame, infiltración, descarga o vertido;
d.		 Descripción precisa de las características fisicoquímicas, toxicológicas y biológicas, 

así como de la cantidad de materiales peligrosos liberados;
e.		 Acciones realizadas para la atención del accidente y medidas adoptadas para la 

restauración de la zona afectada; y
f.	 Posibles daños causados a los ecosistemas.

La responsabilidad del daño correspondiente, estará a cargo del titular de la actividad involucrada 
en el accidente, la que será responsable de las compensaciones que procedan, de acuerdo 
a la Ley.

REGISTRO DE DISPERSANTES

Art. 76. Los dispersantes utilizados para contrarrestar los derrames señalados en el Artículo 
anterior, deberán ser biodegradables y estar debidamente registrados en el Ministerio, debiendo 
proporcionar la siguiente información:

a.	 Nombre genérico y comercial;
b.	 Composición química;
c.	 Dosis y aplicación;
d.	 Toxicología; y
e.	 Efectos inmediatos en los ecosistemas

MEDIDAS DE SEGURIDAD

Art. 77. Deberán adoptarse las medidas de seguridad aplicables a las personas que trabajan 
en los sitios de almacenamiento, los que transportan, reciclan, tratan o manejan dichos 
materiales, de sustancias, residuos o desechos peligrosos, para garantizar su propia seguridad, 
así como la protección de los ecosistemas y del ambiente en general. De igual forma, en 
caso de derrames, deberá contarse con materiales absorbentes, tales como arcilla calcinada, 
aserrín, cal, absorbentes sintéticos (vermiculita) entre otros, o con los medios adecuados por 
su control y su limpieza.

CAPÍTULO IX

DE LAS MEDIDAS DE CONTROL

DE LA INSPECCIÓN Y LA VIGILANCIA

Art. 78. El Ministerio podrá efectuar los actos de inspección y las auditorías necesarias para 
verificar el debido cumplimiento de las reglas técnicas, de las normas de calidad ambiental y 
las disposiciones de la Ley y de este Reglamento.
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DE LA DENUNCIA

Art. 79. Toda persona podrá denunciar ante el Ministerio o ante las autoridades competentes, 
todo hecho, acto u omisión que produzca desequilibrio ecológico o daños al ambiente, por 
contravención a las disposiciones contenidas en este Reglamento.

CAPÍTULO X

INFRACCIONES Y SANCIONES

DE LA CALIFICACIÓN DE LAS INFRACCIONES

Art. 80. Las infracciones serán determinadas de acuerdo a lo establecido en la Ley, en lo referido 
al procedimiento administrativo sancionatorio, sin perjuicio de la aplicación de otras penas y 
sanciones expresamente contempladas en otras leyes nacionales en la materia.

MEDIDAS PREVENTIVAS

Art. 81. Son aplicables, en cada caso particular, las medidas preventivas establecidas en la Ley. 
Cuando exista la inminencia de un accidente con materiales peligrosos, se deberá suspender 
la actividad generadora de los mismos, o cualquier otra relativa a su gestión, por el tiempo que 
sea necesario para superar la amenaza. Se estipulará un plazo perentorio para la ejecución de 
planes de contingencia adecuados.

VIGENCIA

Art. 82. El presente Decreto entrará en vigencia ocho días después de su publicación en el 
Diario Oficial.

DADO EN CASA PRESIDENCIAL: San Salvador, a los treinta y un días del mes de mayo del año 
dos mil.

Francisco Guillermo Flores Pérez,
Presidente de la República

Ana María Majano
Ministra de Medio Ambiente y Recursos Naturales



Observatorio de Amenazas y Recursos Naturales, monitoreó e informó 
sobre el desarrollo de las Tormentas Tropicales Amanda y Cristóbal, 
que acumularon más de un metro de lluvia, entre el 29 de mayo y 7 de 
junio de 2020.
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REGLAMENTO ESPECIAL PARA LA COMPENSACIÓN 
AMBIENTAL

TÍTULO I

CAPÍTULO ÚNICO 

OBJETO DEL REGLAMENTO

Art. 1. El objeto del presente Reglamento Especial es el de dictar normas que reconozcan 
formas directas de compensación ambiental, las cuales faciliten el desarrollo de un sistema 
de cobros y pagos por servicios ambientales y el marco que corresponde a las actuaciones de 
los Agentes Especializados, coadyuvando al apoyo a las actividades productivas ambientales 
sanas y mecanismos de financiamiento de la gestión ambiental.

TÍTULO II

DE LA COMPENSACION AMBIENTAL Y LOS AGENTES ESPECIALIZADOS

CAPÍTULO I

FIDEICOMISO COMO FORMA DE COMPENSACION AMBIENTAL

Art. 2. Para los efectos del presente Reglamento Especial al Ministerio de Medio Ambiente y 
Recursos Naturales se le denominará el Ministerio.

Art. 3. Se reconocen los aportes o constitución de Fideicomisos como forma directa de 
compensación ambiental.

Art. 4. Para que el aporte o constitución de Fideicomisos constituya forma directa de 
compensación ambiental, es necesario que sea realizado por titulares de actividades, obras o 
proyectos, que de acuerdo al Ministerio deban implementar medidas ambientales. El titular del 
proyecto manifestar á por escrito al Ministerio, previo a la resolución del per miso ambiental, 
su intención de realizar la compensación ambiental por medio de la constitución o aporte a un 
Fideicomiso; el Ministerio resolverá en un plazo de quince días a partir de la presentación de la 
solicitud, estableciendo los términos y condiciones para la autorización de la compensación 
ambiental bajo esta modalidad. El Ministerio autorizará este mecanismo para la realización de 
la compensación ambiental en atención a la natural eza del proyecto.

Art. 5. El Ministerio, previo a dar por cumplido el requisito de la compensación ambiental, 
establecerá el monto del aporte al Fideicomiso, su plazo, modalidades, los fines a que deberá 
estar sujeto, la posibilidad de recibir aportes de terceros que el  Ministerio autorice  y la necesidad  
de establecer un consejo de Vigilancia, cuyos titulares serán los que proponga el titular del 
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proyecto sujetos a ratificación del Ministerio, otorgándole expresamente esta facultad en el 
contrato de Fideicomiso que se suscriba; serán sus funciones las que se establecen en este 
reglamento.

Art. 6. El Ministerio aprobará previamente el modelo de contrato a formalizar entre el titular 
del proyecto y el Fiduciario, en el cual se establecerán todas las condiciones necesarias para 
la realización de los objetivos de la compensación ambiental bajo criterios del Ministerio.  
Las comisiones que cobre el banco administrador o Fiduciario, correrán por cuenta del 
Fideicomitente o titular del proyec to.

Art. 7. Una vez el Fiduciario notifique al Ministerio que ha si do otorgada la escritura de constitución 
del Fideicomiso o el aporte, y presentada la copia del Testimonio correspondiente con copia 
de boleta de presentación par a su inscripción en el Registro de Comercio o comprobante del 
aporte en caso de tratarse de un Fideicomiso ya constituido, el Ministerio procederá a dar por 
cumplida la compensación ambiental. No obstante, el titular del proyec to estar á obligado a 
rendir fianza de cumplimiento respecto a las acciones de atenuación que estuvieren pendientes, 
de tal manera que el permiso ambiental se otorgará hasta que estén cumplidos la totalidad de 
los   requisitos establecidos para el mismo, según la misma normativa.

Art.  8. El  Ministerio, en la  resolución  del  permiso  ambiental, autorizará  la  modalidad  de  
Fideicomiso par a realizar la compensación ambiental y el formato  de su  respectivo  contrato,  
determinará conforme al Art. 5 de este Reglamento quienes conformarán el Consejo de Vigilancia 
del Fideicomiso, el número de sus miembros, el cual incluso podría variar con respecto  a cada 
Fideicomiso autorizado, lo cual deberá ser expresamente autorizado por parte del Fideicomitante 
o titular de los proyectos, en los contratos  de fideicomiso que se formalicen de conformidad 
a lo aprobado  por el Ministerio; lo cual se le notificará oficial mente el titular del proyecto.

Art. 9. El Consejo de Vigilancia tendrá las siguientes funciones y atribuciones, que deberán 
contemplarse en las condiciones y términos de los contratos de fideicomiso a formalizar.

a)	 Autorizar previamente los términos de los contratos a firmar entre el Fiduciario y 
los Agentes Especializados, en los cuales el Agente Especializado deberá ceder los 
beneficios y servicios ambientales generados en favor del Fideicomiso, u obligarse a 
obtener tal cesión de los terceros que directamente generen los beneficios o servicios 
ambientales.

b)	 Autorizar previamente los desembolsos a realizar por el Fiduci ario.
c)	 Presentar al Ministerio informes sobre el avance y ejecución de los proyectos y el 

cumplimiento del permiso ambiental.
d)	 Supervisar las actuaciones del Fiduciario.

CAPÍTULO II

DE LOS AGENTES ESPECIALIZADOS

Art. 10. Créase el Registro de Agentes Especializados, quienes para fines estadísticos y de 
información, deberán estar registrados en el Ministerio.
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Art. 11. Se considerarán para los efectos de las modalidades de compensación contenidas 
en este Reglamento, a los agentes Especializados, como las personas autorizadas según los 
lineamientos del  Ministerio, que el Consejo de Vigilancia, designado como un ente  administrativo 
de Fideicomisos y autorizado bajo los términos de los capítulos precedentes, califique y 
designe para la identificación, promoción, revisión de requisitos, monitoreo y evaluación o la 
ejecución directa de los proyectos que generen Servicios Ambientales u otras atribuciones que 
le puedan ser designadas y que tengan por finalidad la utilización de los fondos provenientes 
de obligaciones de compensación ambiental, y/o generación de servicios ambientales.

Art. 12. Son funciones del Agente Especializado:

a)	 La identificación, diseño, presentación, promoción, revisión de requisitos, asesoría, 
monitoreo, seguimiento, supervisión, evaluación o la ejecución directa de proyectos 
que generen Servicios Ambientales, en los términos contratados con el Fiduciario 
y autorizados por el Consejo de Vigilancia en relación a la resolución del permiso 
ambiental.

b)	 Rendir fianza a favor del Fiduciario par a responder por el fiel cumplimiento de los 
proyectos directamente u obras asignadas, par a responder por los fondos que se 
le han asignado o en los casos especial es que se le requiera. El monto de dichas 
fianzas no podrá ser menor a la cuantía de fondos adelantados o entregados al Agente 
Especializado o de los compromisos u obligaciones asumidas por estos.

c)	 Las que determine el Consejo de Vigilancia, y el Fiduciario en base en las instrucciones 
del Fideicomitente.

Art. 13. En los Fideicomisos cuya finalidad tenga por objeto el desarrollo de proyectos para el 
cumplimiento de compensación ambiental, el Fiduciario deberá contratar Agentes Especializados 
autorizados por el Ministerio, para los fines previstos en el Fideicomiso y a lo establecido en 
el presente reglamento, previa evaluación del Consejo de Vigilancia, lo cual deberá estar 
claramente estipulado en el contrato de Fideicomiso. El Fiduciario determinará los honorarios 
o remuneraciones que les corresponda a los Agentes Especializados, sin exceder los límites 
establecidos en el contrato de Fideicomiso.

Art. 14. El presente Decreto entrará en vigencia ocho días después de su publicación en el 
Diario Oficial.

Dado en Casa Presidencial: San Salvador, a los cinco días del mes de mayo del año dos mil cuatro.

Francisco Guillermo Flores Pérez,
Presidente de la República.

Walter Jokisch,
Ministro de Medio Ambiente y Recursos Naturales



Presentación del primer vehículo, completamente eléctrico, para uso 
de personas particulares en El Salvador. Se trata de IONIQ, modelo 
ecológico de la marca Hyundai, que tiene una autonomía de hasta 375 
kilómetros con una sola carga.
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REGLAMENTO ESPECIAL SOBRE EL CONTROL DE LAS 
SUSTANCIAS AGOTADORAS DE LA CAPA DE OZONO

CAPÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

OBJETO

Art. 1. El presente Reglamento tiene por objeto regular en el país la importación y el consumo 
de las sustancias agotadoras de la capa de ozono, para contribuir a la protección de la capa de 
Ozono Estratosférica y al cumplimiento de las obligaciones que emanan de los instrumentos 
internacionales que El Salvador ha ratificado en la materia.

ÁMBITO DE APLICACIÓN

Art. 2. Las disposiciones del presente Reglamento Especial se aplicarán a todas aquellas personas 
naturales o jurídicas que importen y consuman las sustancias agotadoras de la capa de ozono 
y sus mezclas, reguladas en el Protocolo de Montreal y descritas en el Anexo 2.

CONTENIDO DEL PLAN NACIONAL

Art. 3. El Plan Nacional para la Protección de la Capa de Ozono que ordena el Art. 47 letra c) 
de la Ley del Medio Ambiente, en adelante la Ley, deberá contener como mínimo:

a.	 Un programa de reconversión industrial para sustitución tecnológica de las sustancias 
agotadoras de la capa de ozono, en la fabricación de equipos de refrigeración;

b.	 Un programa de fortalecimiento técnico y de capacitación en el uso de tecnologías 
de recuperación y reciclaje de sustancias agotadoras de la capa de ozono a los talleres 
de servicios de refrigeración y aire acondicionado;

c.	   Un programa de fortalecimiento técnico y capacitación en el control e identificación 
de las sustancias agotadoras de la capa de ozono al personal de Aduanas;

d.	 Un programa de educación para concientizar a la población sobre la necesidad de 
protección de la capa de ozono; y

e.	 Instrumentos jurídicos para la regulación de la importación y consumo de sustancias 
agotadoras de la capa de ozono.

DEFINICIONES

Art. 4. Para los efectos del presente Reglamento los términos empleados tendrán el significado 
que establece la Ley del Medio Ambiente y su Reglamento General, además de los siguientes:

CFC: Cloro-Fluor-Carbono completamente halogenados, los cuales son SAO.
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DISOLVENTE: Sustancia utilizada para limpiar o disolver de impurezas en sistemas de gran 
precisión, como equipos electrónicos, se utilizan gases del tipo SAO.

ESPUMANTE: Sustancia gaseosa utilizada para activar el proceso de fabricación de espumas. 

ESTRATÓSFERA: Parte superior de la Atmósfera, desde los veinte mil metros contados desde 
la superficie de la tierra.

EXTÍNTORES: Gases utilizados en equipos de extintores de incendios.

HCFC: Hidro-Cloro-Fluor-Carbono, Hidrocarburos parcialmente halogenados, que no han 
sustituido todos sus hidrógenos por halógenos.

HALÓGENOS: Grupo de elementos simples que comprenden los átomos Flúor, Cloro, Bromo 
y Yodo.

HALONES: SAO del tipo Hidrocarburos halogenados con Bromo, utilizados como gases extintores. 

IDM: Inhaladores de Dosis Medida, utilizados como nebulizadores medicinales, para afecciones 
asmáticas o de vías respiratorias.

Sin perjuicio de lo anterior, también serán aplicables a este Reglamento las definiciones 
contenidas en el Art. 1 del Convenio de Viena para la Protección de la Capa de Ozono y, el Art. 
1 del Protocolo de Montreal relativo a las Sustancias Agotadoras de la Capa de Ozono (SAO).

AUTORIDAD COMPETENTE

Art. 5. El Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales, en adelante “El Ministerio”, será 
la Autoridad Competente para la aplicación del presente Reglamento Especial.

CAPÍTULO II

DE LAS SUSTANCIAS AGOTADORAS DEL OZONO (SAO)

SUSTANCIAS AGOTADORAS DE LA CAPA DE OZONO

Art. 6. Para los efectos del presente Reglamento se entenderá por SAO a los compuestos 
químicos, orgánicos, derivados halogenados de hidrocarburos, en estado gaseoso, que se 
utilizan como refrigerantes, espumantes, propelentes en aerosoles, disolventes, plaguicidas 
gaseosos y gases para extintores, los cuales son químicamente estables y sus emisiones a la 
atmósfera destruyen la capa de ozono o la alteran significativamente, listados a continuación:
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LÍMITE MÁXIMO DE IMPORTACIÓN

Art. 7. El límite máximo de importación, establecido para 1999, será gradualmente reducido, 
de acuerdo con un Plan Anual, según se establece a continuación:

Cuotas de importación anual permitidas, 1999 a 2010 (en toneladas métricas)
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ENVÍO DE FORMULARIO DE SOLICITUD DE IMPORTACIÓN DE SAO

Art. 8. En base al Art. 47 letra “b” de la Ley, el importador de SAO deberá llenar una solicitud en 
formulario incluido en el Anexo 4 de este Reglamento, previamente a la realización del pedido 
a importar, la que contendrá la siguiente información:

a.	 Nombre, denominación o razón social del importador;
b.	 Cantidad de las SAO que se importará en kilogramos;
c.	 País de origen de las SAO;
d.	 Empresa origen de las SAO;
e.	 Año en que se realizará la importación; y
f.	 Lugar, fecha y firma del importador.

VERIFICACIÓN

Art. 9. El Ministerio, para conceder una licencia de importación de SAO en forma pura o en 
mezcla, procederá de la manera siguiente:

a.	   Revisará la solicitud de importación de SAO;
b.	 Verificará que las cantidades de SAO que se importarán estén dentro de una cuota 

anual autorizada, para cada sustancia agotadora del ozono;
c.	 Emitirá la licencia de importación de SAO en un plazo de diez días hábiles contados 

a partir de la recepción de la solicitud.

VIGENCIA DE LA LICENCIA

Art. 10. La Licencia de Importación de SAO, emitida por el Ministerio tendrá vigencia para el 
año en que se solicita importar, debiendo coincidir en las sustancias a importar, como en 
cada una de sus cantidades, exactamente con la póliza de importación, para poder retirar la 
mercadería de la Dirección General de la Renta de Aduanas.
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USO DE CFC PARA LOS IDM

Art. 11. En base al Art. 47 letra “b” de la Ley, el Ministerio, en coordinación con las entidades 
competentes, elaborará la estrategia de eliminación gradual de IDM con CFC.

CAPÍTULO III 

DISPOSICIONES FINALES

SELLO VERDE “AMIGO DEL OZONO”

Art. 12. El Ministerio establecerá lineamientos para la acreditación del Sello Verde “Amigo del 
Ozono” a las personas naturales o jurídicas que utilicen tecnologías, equipos y sustancias 
alternativas de SAO y que así se lo solicitaren.

VIGENCIA

Art. 13. El presente Decreto entrará en vigencia ocho días después de su publicación en el 
Diario Oficial.

DADO EN CASA PRESIDENCIAL: San Salvador, a los treinta y un días del mes de mayo del año 
dos mil.

Francisco Guillermo Flores Pérez
Presidente de la República 

 Ana María Majano
Ministra de Medio Ambiente y Recursos Naturales



La construcción del relleno sanitario es resultado del Programa de 
Manejo Integral de Desechos Sólidos (PROMADES) y es monitoreado 
por la Asociación Intermunicipal de Norte de La Unión (ASINORLU).

PROMADES contempló la formulación y ejecución de modelos 
sostenibles sobre el Manejo Integral de los Desechos Sólidos (MIDS), 
aplicables a los nueve municipios de ASINORLU.
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 REGLAMENTO ESPECIAL SOBRE EL MANEJO 
INTEGRAL DE LOS DESECHOS SÓLIDOS

TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES 

CAPÍTULO ÚNICO

DEL OBJETO, DEL ALCANCE Y DEL ÁMBITO DE APLICACIÓN

OBJETO Y ALCANCE

Art. 1. El presente Reglamento tiene por objeto regular el manejo de los desechos sólidos. El 
alcance del mismo será el manejo de desechos sólidos de origen domiciliar, comercial, de 
servicios o institucional; sean procedentes de la limpieza de áreas públicas, o industriales 
similares a domiciliarios, y de los sólidos sanitarios que no sean peligrosos.

De aquí en adelante la Ley del Medio Ambiente será llamada La Ley y el Ministerio de Medio 
Ambiente y Recursos Naturales, el Ministerio.

ÁMBITO DE APLICACIÓN

Art. 2. Las disposiciones del presente Reglamento se aplicarán en todo el territorio nacional y 
serán de observancia general y de cumplimiento obligatorio para toda persona natural o jurídica.

GLOSARIO

Art. 3. Los conceptos y sus correspondientes definiciones empleados en este Reglamento, 
constituyen los términos claves para la interpretación del mismo, y se entenderán en el 
significado que a continuación se expresa, sin perjuicio de los conceptos empleados en la Ley, 
así los contenidos en los instrumentos internacionales sobre la materia.

a)	 ALMACENAMIENTO: acción de retener temporalmente desechos, mientras no sean 
entregados al servicio de recolección, para su posterior procesamiento, reutilización 
o disposición.

b)	 APROVECHAMIENTO: todo proceso industrial y/o manual, cuyo objeto sea la 
recuperación o transformación de los recursos contenidos en los desechos.

c)	 BOTADERO DE DESECHOS: es el sitio o vertedero, sin preparación previa, donde se 
depositan los desechos, en el que no existen técnicas de manejo adecuadas y en el 
que no se ejerce un control y representa riesgos para la salud humana y el medio 
ambiente.

d)	 COMPOSTAJE: proceso de manejo de desechos sólidos, por medio del cual los desechos 
orgánicos son biológicamente descompuestos, bajo condiciones controladas, hasta el 



376

Legislación Ambiental - El Salvador 2021

punto en que el producto final puede ser manejado, embodegado y aplicado al suelo, 
sin que afecte negativamente el medio ambiente.

e)	 CONTAMINACIÓN POR DESECHOS SÓLIDOS: la degradación de la calidad natural 
del medio ambiente, como resultado directo o indirecto de la presencia o la gestión 
y la disposición final inadecuadas de los desechos sólidos.

f)	 CONTENEDOR: recipiente en el que se depositan los desechos sólidos para su 
almacenamiento temporal o para su transporte.

g)	 DESECHOS SÓLIDOS: son aquellos materiales no peligrosos, que son descartados 
por la actividad del ser humano o generados por la naturaleza, y que no teniendo una 
utilidad inmediata para su actual poseedor, se transforman en indeseables.

h)	 DISPOSICIÓN FINAL: Es la operación final controlada y ambientalmente adecuada de 
los desechos sólidos, según su naturaleza.

i)	 ESTACIÓN DE TRANSFERENCIA: instalación permanente o provisional, de carácter 
intermedio, en la cual se reciben desechos sólidos de las unidades recolectoras de 
baja capacidad, y se transfieren, procesados o no, a unidades de mayor capacidad, 
para su acarreo hasta el sitio de disposición final.

j)	 GENERADOR DE DESECHOS SÓLIDOS: toda persona, natural o jurídica, pública o 
privada, que como resultado de sus actividades, pueda crear o generar desechos 
sólidos.

k)	 LIXIVIADO: líquido que se ha filtrado o percolado, a través de los residuos sólidos u 
otros medios, y que ha extraído, disuelto o suspendido materiales a partir de ellos, 
pudiendo contener materiales potencialmente dañinos.

l)	  GESTIÓN INTEGRAL: conjunto de operaciones y procesos encaminados a la reducción 
de la generación, segregación en la fuente y de todas las etapas de la gestión de los 
desechos, hasta su disposición final.

m)	 RELLENO SANITARIO: es el sitio que es proyectado, construido y operado mediante 
la aplicación de técnica de ingeniería sanitaria y ambiental, en donde se depositan, 
esparcen, acomodan, compactan y cubren con tierra diariamente los desechos sólidos, 
contando con drenaje de gases y líquidos percolados.

n)	 RELLENO SANITARIOS MANUAL: es aquél en el que sólo se requiere equipo pesado para 
la adecuación del sitio y la construcción de vías internas, así como para la excavación 
de zanjas, la extracción y el acarreo y distribución del material de cobertura. Todos 
los demás trabajos, tales como construcción de drenajes para lixiviados y chimeneas 
para gases, así como el proceso de acomodo, cobertura, compactación y otras obras 
conexas, pueden realizarse manualmente.

o)	 RELLENO SANITARIO MECANIZADO: es aquél en que se requiere de equipo pesado 
que labore permanentemente en el sitio y de esta forma realizar todas las actividades 
señaladas en el relleno sanitario manual, así como de estrictos mecanismos de control 
y vigilancia de su funcionamiento.

p)	 RECICLAJE: proceso que sufre un material o producto para ser reincorporado a un 
ciclo de producción o de consumo, ya sea el mismo en que fue generado u otro 
diferente.

q)	 RECOLECCIÓN: acción de recoger y trasladar los desechos generados, al equipo 
destinado a transportarlos a las instalaciones de almacenamiento, transferencia, 
tratamiento, reuso o a los sitios de disposición final.

r)	  RECOLECCIÓN SELECTIVA: acción de clasificar, segregar y presentar segregadamente 
para su posterior utilización.
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s)	 REUTILIZACIÓN: capacidad de un producto o envase para ser usado en más de una 
ocasión, de la misma forma y para el mismo propósito para el cual fue fabricado.

t)	  REDUCCIÓN EN LA GENERACIÓN: reducir o minimizar la cantidad o el tipo de residuos 
generados que deberán ser evacuados. Esta reducción evita la formación de residuos, 
mediante la fabricación, diseño, adquisición o bien modificación de los hábitos de 
consumo, peso y generación de residuos.

u)	 SEGREGACIÓN EN LA FUENTE: segregación de diversos materiales específicos del 
flujo de residuos en el punto de generación. Esta separación facilita el reciclaje.

v)	 TARA: peso neto de un vehículo de transporte.
w)	 TRATAMIENTO O PROCESAMIENTO: es la modificación de las características físicas, 

químicas o biológicas de los desechos sólidos, con el objeto de reducir su nocividad, 
controlar su agresividad ambiental y facilitar su gestión.

TÍTULO II

DEL MARCO GENERAL 

CAPÍTULO ÚNICO

DE LAS RESPONSABILIDADES Y ATRIBUCIONES

Responsabilidades del Ministerio del Medio Ambiente y Recursos Naturales
 Art. 4. Serán responsabilidades del Ministerio:

a)	 Determinar los criterios de selección para los sitios de estaciones de transferencias, 
tratamiento y disposición final de los desechos sólidos;

b)	 Emitir el permiso ambiental de acuerdo a lo establecido en la Ley para todo plan, 
programa, obra o proyecto de manejo de desechos sólidos.

TÍTULO III

DEL MANEJO INTEGRAL DE LOS DESECHOS SOLIDOS MUNICIPALES 

CAPÍTULO I

DEL ALMACENAMIENTO

ESPECIFICACIÓN DE ALMACENAMIENTO TEMPORAL

Art. 5. En aquellos casos en que se establezcan sitios de almacenamiento colectivo temporal 
de desechos sólidos en las edificaciones habitables, deberán cumplir, en su grado mínimo, 
con las siguientes especificaciones:
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a)	  Los sistemas de almacenamiento temporal deberán permitir su fácil limpieza y acceso;
b)	  Los sistemas de ventilación, suministro de agua, drenaje y de control de incendios, 

serán los adecuados;
c)	  El diseño deberá contemplar la restricción al acceso de personas no autorizadas y de 

animales; y
d)	  Los sitios serán diseñados para facilitar la separación y la recuperación de materiales 

con potencial reciclable.

DISPOSICIONES RELATIVAS A LOS CONTENEDORES

Art. 6. Los contenedores para el almacenamiento temporal de desechos sólidos, deberán 
cumplir los siguientes requisitos mínimos:

a)	 Estar adecuadamente ubicados y cubiertos;
b)	 Tener adecuada capacidad para almacenar el volumen de desechos sólidos generados;
c)	 Estar construidos con materiales impermeables y con la resistencia necesaria para el 

uso al que están destinados;
d)	 Tener un adecuado mantenimiento; y
e)	 Tener la identificación relativa al uso y tipos de desechos.

CAPÍTULO II

DE LA RECOLECCION Y TRANSPORTE

RUTAS, HORARIOS Y FRECUENCIAS DE RECOLECCIÓN

Art. 7. La determinación de las rutas, de los horarios y las frecuencias del servicio de recolección 
de desechos sólidos y planes de contingencia establecidos por los titulares, se realizará con 
sujeción estricta de los aspectos ambientales vigentes.

EQUIPOS DE RECOLECCIÓN Y TRANSPORTE

Art. 8. El equipo de recolección y transporte de desechos sólidos deberá ser apropiado al 
medio y a la actividad. Dicho equipo deberá estar debidamente identificado y encontrarse en 
condiciones adecuadas de funcionamiento, y llevará inscrito en lugar visible y con material 
indeleble la magnitud de la tara. Los equipos deben ir debidamente cubiertos para evitar la 
dispersión de los desechos.

TRANSPORTE DE DESECHOS SÓLIDOS

Art. 9. Los equipos de transporte pesado de desechos sólidos, desde la estación de transferencia, 
si la hubiere, hacia el sitio de disposición final, deberán estar debidamente identificados. En 
su recorrido, se respetará una ruta única y previamente establecida, la que no será alterada 
sin previa autorización.
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CAPÍTULO III

DE LAS ESTACIONES DE TRANSFERENCIA

Art. 10. De acuerdo con el Art. 21, letra d), de la Ley, las estaciones de transferencia requerirán 
del Permiso Ambiental respectivo, otorgado por el Ministerio y deberán considerarse, sin 
limitarse a ello, los siguientes aspectos:

a)	 Volumen de desechos sólidos, que requiere almacenamiento temporal;
b)	 Localización o ubicación, especialmente por la cercanía con área residenciales;
c)	 Orientación de los vientos predominantes; y
d)	 Tiempo de almacenamiento de los desechos.

CAPÍTULO IV

DEL TRATAMIENTO Y APROVECHAMIENTO

TRATAMIENTO DE DESECHOS SÓLIDOS

Art. 11. La utilización del Sistema de Tratamientos de Desechos Sólidos en el país dependerá 
fundamentalmente de la naturaleza y la composición de los desechos.
Para los efectos del presente Reglamento, se identifican los siguientes Sistemas de Tratamiento:

a)	 Compostaje;
b)	 Recuperación, que incluye la reutilización y el reciclaje; y
c)	 Aquéllos específicos que prevengan y reduzcan el deterioro ambiental y que faciliten 

el manejo integral de los desechos.

Para la aplicación de estos Sistemas de Tratamientos se requerirá la obtención del permiso 
ambiental.

CAPÍTULO V

DE LA DISPOSICIÓN FINAL

DEL RELLENO SANITARIO

Art. 12. Para los efectos del presente Reglamento, se adopta el relleno sanitario como un método 
de disposición final de desechos sólidos aceptable, sin descartar la utilización de otras tecnologías 
ambientalmente apropiadas. Uso de terrenos utilizados como sitio de disposición final.
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Art. 13. La ubicación de terrenos utilizados como sitios de disposición final deberán cumplir 
con los criterios establecidos en el anexo de este reglamento.

CAPÍTULO VI

DE LOS RELLENOS SANITARIOS

CLASIFICACIÓN DE LOS RELLENOS SANITARIOS

Art. 14. Por su forma de operación, los rellenos sanitarios se clasifican en tres tipos:

a)	 Relleno Sanitario Manual;
b)	 Relleno Sanitario Mecanizado; y
c)	 Relleno Sanitario Combinado o Mixto.

RELLENO SANITARIO MANUAL

Art. 15. El relleno sanitario manual se utilizará preferentemente como método de disposición final 
de los desechos sólidos ordinarios de poblaciones urbanas y rurales, para aquellas localidades 
que generen menos de 20 toneladas diarias de desechos.

RELLENO SANITARIO MECANIZADO

Art. 16. El relleno sanitario mecanizado se utilizará preferentemente como método de disposición 
final de los desechos sólidos ordinarios de poblaciones urbanas, en las que se generen más 
de 40 toneladas diarias de desechos. Dicho relleno sanitario podrá utilizarse como tipo de 
disposición final para variar localidades.

RELLENO SANITARIO COMBINADO O MIXTO

Art. 17. En aquellas poblaciones urbanas y rurales, en las que se generen de 20 a 40 toneladas 
diarias de desechos sólidos ordinarios, podrá usarse preferentemente cualesquiera de los dos 
tipos de relleno sanitario, o una combinación de ambos, según lo requieran las condiciones 
financieras y ambientales de cada caso.

SEGURIDAD

Art. 18. La operación de los sitios de disposición final se sujetará a lo establecido en el Reglamento 
General sobre Seguridad e Higiene de los Centros de Trabajo.

CRITERIOS MÍNIMOS

Art. 19. Los criterios técnicos mínimos para el manejo de rellenos y proyectos de compostaje 
sanitarios, están contenidos en el Anexo del presente Reglamento.
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TÍTULO IV

DE LA VIGILANCIA

INSPECCIONES

Art. 20. De acuerdo al Art. 86 de la Ley, el Ministerio podrá realizar las inspecciones que 
considere pertinentes.

INFORME

Art. 21. El titular del proyecto de relleno sanitario presentará anualmente al Ministerio informes 
de operación de aquél, los cuales incluirán como mínimo la siguiente información:

a)	 Promedio diario, semanal y mensual de ingreso de desechos sólidos, expresado en 
toneladas métricas;

b)	  Registro de ingreso de vehículos de transporte de desechos sólidos, clasificándolos 
según su origen, peso y tipo de desechos; y

c)	  Análisis de laboratorios, oficialmente acreditados, practicados a costo del titular, al 
afluente del sistema de tratamiento de lixiviados. Este análisis incluirá, como mínimo, 
los parámetros siguientes DBO, DQO, Ph, Sólidos Totales, Cr, Pb, Hg, Ni.

TÍTULO V

DE LAS INFRACCIONES Y SANCIONES

DE LAS SANCIONES

Art. 22. Las contravenciones a las disposiciones del presente Reglamento, serán sancionadas 
de conformidad con el régimen establecido en la Ley.

TÍTULO VI

DE LAS DISPOSICIONES FINALES

OBSERVANCIAS DE NORMAS TÉCNICAS

Art. 23. Los parámetros, tales como la generación per cápita, el peso volumétrico y las 
composiciones física, química y biológica y cualquier otra que se consideren, deberán ser 
obtenido según las normas oficiales obligatorias de determinación de parámetros de desechos 
sólidos. Estos parámetros se diferencian de otras normas referidas en el presente Reglamento, 
las que serán desarrolladas en coordinación con Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología.



382

Legislación Ambiental - El Salvador 2021

Art. 24. Al entrar en vigencia el presente reglamento queda sin efecto el Acuerdo Ministerial 
Número 22 de fecha 6 de octubre de 1999 que contiene los lineamientos técnicos transitorios.

VIGENCIA

Art. 25. El presente Decreto entrará en vigencia ocho días después de su publicación en el 
Diario Oficial.

DADO EN CASA PRESIDENCIAL: San Salvador, a los treinta y un días del mes de mayo del año 
dos mil.

Francisco Guillermo Flores Pérez
Presidente de la República

ANA MARIA MAJANO
Ministra de Medio Ambiente Y Recursos Naturales

ANEXO

CRITERIOS TECNICOS PARA EL ESTABLECIMIENTO DE PROYECTOS DE COMPOSTAJE Y 
PARA EL MANEJO DE RELLENOS SANITARIOS

CRITERIOS MÍNIMOS PARA ESTABLECIMIENTO DE UN PROYECTO DE COMPOSTAJE

Para el establecimiento de Proyectos de Compostaje se deberán respetar los criterios siguientes:

a)	 Proporción Carbono: Nitrógeno de 25:1 – 35:1;
b)	 Temperatura de 40-50 °C;
c)	 Humedad entre el 40 o 50 %;
d)	 Preferiblemente incorporar materiales en el rango de 1 a 4 centímetros de diámetro.

CARACTERÍSTICAS DE LAS ÁREAS DESTINADAS PARA RELLENO SANITARIO

Las áreas que se destinen para relleno sanitario deberán presentar, como mínimo, las 
características siguientes:

a)	  Estar ubicadas a una distancia que garantice que las zonas de recarga de acuíferos 
o de fuentes de abastecimiento de agua potable, estén libres de contaminación. Esta 
distancia será fijada dentro de las normas técnicas nacionales;

b)	  Que el suelo reúna características de impermeabilidad, aceptándose un coeficiente 
máximo permisible de infiltración 10. –7 cm/s; que posea características adecuadas de 
remoción de contaminantes; y que la profundidad del nivel de las aguas subterráneas 
garantice la conservación de los acuíferos existentes en la zona. En caso de que se 
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carezca de este tipo de suelos, se podrá trabajar con un mayor espesor de la capa, 
para lograr el mismo nivel de impermeabilidad;

c)	  Contar con suficiente material térreo para la cobertura diaria de los desechos sólidos 
depositados durante la vida útil;

d)	  Estar ubicado a una distancia no perjudicial para las zonas de inundación, pantanos, 
marismas, cuerpos de agua y zonas de drenaje natural;

e)	  Estar ubicado a una distancia de 500 metros de los núcleos poblacionales y con su 
fácil acceso por carretera o camino transitable en cualquier época del año;

f)	   Estar ubicado fuera de las áreas naturales protegidas o de los ecosistemas frágiles, así 
como de las servidumbres de paso de acueductos, canales de riego, alcantarillados y 
líneas de conducción de energía eléctrica; y

g)	  Estar ubicado a una distancia mínima de 60 metros de fallas que hayan tenido 
desplazamientos recientes.

REQUISITOS TÉCNICOS PARA EL RELLENO SANITARIO

Para el establecimiento y funcionamiento de un relleno sanitario, independientemente de 
su tipo y tamaño, este deberá cumplir, como mínimo, con los siguientes requisitos técnicos:

a)	 Que exista garantía de estabilidad del terreno y del relleno contra deslizamientos;
b)	 Que existan vías internas de acceso, balastadas o pavimentadas, transitables en cualquier 

época del año, con rótulo de información;
c)	 Que exista un cercado periférico, que limite el terreno e impida el ingreso de personas 

y animales, ajenos al relleno, con portón y entrada restringidos;
d)	 Que haya preparación del terreno, con una base impermeable, con pendiente hacia 

las líneas de drenaje;
e)	 Que existan canales periféricos para las aguas pluviales;
f)	 Que exista drenaje para los lixiviados y chimeneas, para los gases y los humos;
g)	 Que haya instalaciones para captar y tratar o recircular los lixiviados;
h)	 Que exista una caseta, bodega, servicios sanitarios y otra infraestructura básica;
i)	 Que exista personal suficiente, con capacitación adecuada y supervisión calificada;
j)	 Que exista cobertura diaria de los desechos con materia inerte; con un espesor mínimo 

de 15 cm;
k)	 Que haya cobertura final del relleno, con una capa de material de cobertura de 60 cm 

de espesor, con una capa adicional de 20 cm de espesor, capaz de sostener vegetación, 
y con la suficiente inclinación para impedir el ingreso de aguas pluviales al relleno 
sanitario;

l)	 Que exista un diseño de las diferentes fases de los períodos de explotación del sitio 
de relleno; y

m)	 Que exista un diseño de la configuración final del sitio, con su tratamiento paisajístico.

REQUISITOS MÍNIMOS PARA EL RELLENO SANITARIO MANUAL

Para la existencia de un relleno sanitario manual, serán considerados los siguientes requisitos 
mínimos, adicionalmente a aquéllos establecidos en el Art. 35:
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a)	 Una vida útil superior a los cinco años;
b)	 Un equipo mínimo para el movimiento y la compactación manual de los desechos, 

incluyendo un equipo de protección personal;
c)	 La disposición de desechos en capas de 20 a 30 cm; y
d)	 El diseño del relleno, el cual será parte de un proyecto integral de la gestión de desechos 

sólidos.

REQUISITOS MÍNIMOS PARA RELLENO SANITARIO MECANIZADO

Para la existencia de un relleno sanitario mecanizado, serán considerados los siguientes 
requisitos mínimos, adicionalmente a aquéllos establecidos en el Art. 35 de este Reglamento:

a)	 Una vida útil superior a los 10 años;
b)	 Los taludes finales deberán tener una inclinación no mayor de 30 %
c)	 Un área de ingreso con báscula, caseta de control y estacionamiento;
d)	 Un área administrativa y otra de oficinas;
e)	 Servicio de electricidad, agua y teléfono, en las áreas administrativa y de ingreso;
f)	 Acondicionamiento del terreno, con una base de suelo impermeable, con un coeficiente 

de máximo permisible de infiltración no superior a los 10-7 cm/s, de un espesor mínimo 
de 50 cm y compactación al 95 %, y con pendiente mínima del 3 %, hacia las líneas 
de los tubos de drenaje;

g)	 Un sistema de drenaje para lixiviados, que cuente con aditamentos para su inspección 
y su mantenimiento, el que conducirá a estos líquidos hasta un sistema de tratamiento 
y disposición final, con o sin recirculación en el relleno;

h)	 Un control de la calidad del agua subterránea, mediante la perforación de los pozos 
que sean necesarios, para detectar la posible presencia de contaminación por la 
operación del relleno;

i)	 Minimización de la emisión de cualquier material volátil;
j)	 Una supervisión calificada, de carácter permanente;
k)	 Una disposición de los desechos, en capas de 60 cm de espesor;
l)	 Una compactación de cada capa, mediante un mínimo de cuatro pasadas con maquinaria 

de peso mínimo de 15 toneladas;
m)	 Un sistema de emisión para gases, con aprovechamiento o evacuación permanente;
n)	 Una asignación de personal que sea suficiente para el volumen de desechos que se 

dispondrán; y
o)	 Un reglamento interno de operación.



En una primera fase, se retiraron 4000 toneladas de ninfas y otras 
plantas acuáticas invasoras, de la laguna de Olomega y, del sitio 
RAMSAR y ANP laguna El Jocotal, en el oriente de El Salvador.

La limpieza con cables de acero, lanchas, camiones y tractores se realizó 
con el apoyo del Fondo para el Medio Ambiente Mundial, ejecutado 
por el MARN y, administrado financieramente por el Programa de las 
Naciones Unidas para el Desarrollo.

El proceso disminuye la contaminación, equilibra el ecosistema y 
mejora la calidad del agua dulce, además, que permite el desarrollo de 
la pesca artesanal y el turismo, que mantienen el ingreso económico 
de las comunidades. 

Paralelamente, se acompañan las buenas prácticas ambientales 
ganaderas, en la zona de amortiguamiento de los humedales. Así como, 
el fortalecimiento en las funciones del equipo de guardarrecursos. 
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REGLAMENTO GENERAL DE LA LEY DEL 
MEDIO AMBIENTE 

PARTE I

GENERAL TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

CAPÍTULO I

DEL OBJETO

OBJETO

Art. 1. El presente Reglamento General tiene por objeto desarrollar las normas y preceptos 
contenidos en la Ley del Medio Ambiente, a la cual se adhiere como su instrumento ejecutorio 
principal.

APÉNDICE N° 1

Art. 2. Para efectos de entendimiento y de aplicación de este instrumento, se consideran las 
definiciones y conceptos contenidos en la Ley del Medio Ambiente y en el Apéndice No. 1: 
Glosario de Definiciones de este Reglamento.

CAPÍTULO II

DE LA COMPETENCIA Y LA ADMINISTRACIÓN

AUTORIDAD COMPETENTE

Art. 3. En lo sucesivo, la Ley del Medio Ambiente, se denominará “la Ley” y el Ministerio de 
Medio Ambiente y Recursos Naturales, “el Ministerio”, el cual será la autoridad competente 
para la aplicación de las disposiciones del presente Reglamento.

ESTRUCTURA ADMINISTRATIVA

Art. 4. La estructura administrativa y el funcionamiento del Ministerio se establecerán en un 
Reglamento Interno de Organización; contará con una Oficina Central, cuya sede estará en el 
Area Metropolitana de San Salvador, pudiendo establecerse Oficinas Regionales en los lugares 
que considere convenientes, las cuales contarán con el personal y los medios necesarios para 
la efectiva aplicación de la normativa ambiental.
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TÍTULO II

DE LA GESTIÓN DEL MEDIO AMBIENTE 

CAPÍTULO I

DEL SISTEMA NACIONAL DE GESTIÓN DEL MEDIO AMBIENTE

INTEGRACIÓN DEL SINAMA

Art. 5. El Sistema Nacional de Gestión del Medio Ambiente, en lo sucesivo SINAMA, estará 
integrado por el Ministerio, las Unidades Ambientales de cada Ministerio y de las Instituciones 
Autónomas y Municipales. Sus objetivos, organización, funcionamiento y responsabilidades 
estarán enmarcados dentro de lo consignado en los Arts. 6 y 7 de la Ley y en su Reglamento 
Interno.

FUNCIONES DEL SINAMA

Art. 6. Corresponde al SINAMA:

a.	 Coordinar las actividades sectoriales e intersectoriales para lograr los objetivos de la 
gestión ambiental, contemplados en el Art. 6, literal a) de la Ley;

b.	 Proporcionar detalles para la elaboración del Informe Nacional del Estado del Medio 
Ambiente del país, de acuerdo con los Arts. 30 y 31 de la Ley; y

c.	 Las indicadas expresamente en la Ley.

DE LAS FUNCIONES DEL MINISTERIO COMO COORDINADOR DEL SINAMA

Art. 7. Corresponderá al Ministerio, como Coordinador del SINAMA:

a.	 Dictar las políticas que servirán de guía para el diseño, la organización y el funcionamiento 
del Sistema;

b.	 Emitir las directrices que orienten la gestión ambiental;
c.	 Elaborar el Reglamento Interno del Sistema;
d.	 Coordinar las acciones de las Unidades Ambientales en la gestión ambiental;
e.	 Promover el establecimiento de los mecanismos que propicien la participación 

comunitaria en la gestión ambiental;
f.	 Promover la participación de las unidades ambientales en la supervisión, coordinación 

y seguimiento de las políticas, planes y programas de su institución; y
g.	 Establecer los procedimientos para el manejo de la información sobre la gestión 

ambiental y el estado del medio ambiente, de acuerdo con el Art. 6 literal c) de la Ley.

DE LOS RECURSOS NECESARIOS

Art. 8. A las Unidades Ambientales se les asignará del presupuesto de su unidad primaria, los 
recursos financieros y técnicos necesarios para el cumplimiento de las actividades que les 
competen en el desarrollo de la gestión ambiental.
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De las funciones de las Unidades Ambientales

Art. 9. Corresponderá a las Unidades Ambientales:

a.	 Supervisar, coordinar y dar seguimiento a la incorporación de la dimensión ambiental 
en las políticas, planes, programas, proyectos y acciones ambientales dentro de su 
institución;

b.	 Apoyar al Ministerio en el control y seguimiento de la Evaluación Ambiental, de acuerdo 
con el Art. 28 de la Ley;

c.	 Recopilar y sistematizar la información ambiental dentro de su institución;
d.	 Las indicadas expresamente en la Ley.

CAPÍTULO II

DE LA PARTICIPACIÓN DE LA POBLACIÓN EN LA GESTIÓN AMBIENTAL

CASOS DE CONSULTA

Art. 10. Se promoverá la participación de la población a través de la consulta en los siguientes 
casos:

a.	 Previamente a la aprobación de las políticas, planes y programas institucionales 
relacionados con la gestión ambiental, de acuerdo con lo dispuesto en el Art. 8 de la 
Ley;

b.	 Previamente a la definición y aprobación de la Política Nacional de Medio Ambiente, 
de acuerdo a lo prescrito en la letra a) del Art. 9 de la Ley;

c.	 En el otorgamiento de concesiones para la explotación de los recursos naturales, de 
acuerdo a lo prescrito en la letra b) del Art. 9 de la Ley; y

d.	 Previamente a la aprobación de los Estudios de Impacto Ambiental de obras o proyectos, 
de acuerdo con lo dispuesto en el Art.25 de la Ley.

INFORMACIÓN SOBRE POLÍTICAS, PLANES Y PROGRAMAS

Art. 11. Las instituciones integrantes del SINAMA, informarán clara, oportuna y suficientemente 
a los habitantes del país por cualquier medio de comunicación, sobre las políticas, planes y 
programas ambientales, dentro de un plazo que no exceda de 15 días hábiles a partir de su 
aprobación, de acuerdo con el Art. 9 de la Ley.

LINEAMIENTOS SOBRE LA CONSULTA PÚBLICA

Art. 12. Con la finalidad de desarrollar lo dispuesto por el inciso final del Art. 9 de la Ley, se 
establecen los siguientes lineamientos de los mecanismos de la Consulta Pública:
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a.	 Se consultará para la gestión ambiental a organizaciones no gubernamentales, 
asociaciones comunales, organismos empresariales y al sector académico, por cualquier 
medio de comunicación;

b.	 Los consultados podrán expresar sus opiniones u observaciones por escrito, dentro 
de un plazo fatal de quince días hábiles, a partir de la fecha de la convocatoria de la 
consulta; y

c.	 Se considerará ejercido este derecho por el mero transcurso del plazo.

TÍTULO III

DE LOS INSTRUMENTOS DE LA POLITICA DEL MEDIO AMBIENTE 

CAPÍTULO I

DEL ORDENAMIENTO TERRITORIAL

DEL ORDENAMIENTO TERRITORIAL

Art. 13. El Ministerio deberá asegurar, especialmente a través de la cooperación interministerial, 
que la dimensión ambiental sea debidamente incorporada en las políticas, planes y programas 
nacionales, regionales y locales de ordenamiento territorial, según lo ordena la Ley en sus 
Arts. 12, 13 y 14.

CAPÍTULO II

DE LA EVALUACIÓN AMBIENTAL

ATRIBUCIONES DEL MINISTERIO EN RELACIÓN A LA EVALUACIÓN AMBIENTAL

Art. 14. Para la aplicación de la Evaluación Ambiental, el Ministerio tendrá las siguientes 
atribuciones:

a.	 Emitir las directrices para la Evaluación Ambiental Estratégica de las políticas, planes y 
programas de la administración pública; observar, aprobar y supervisar el cumplimiento 
de las recomendaciones de dicha evaluación;

b.	 Requerir, por medio del Formulario Ambiental, la información preliminar de la actividad, 
obra o proyecto para su categorización;

c.	 Elaborar los lineamientos para la Formulación de los términos de referencia para 
la realización y Evaluación de los Estudios Ambientales de las actividades, obras o 
proyectos;

d.	 Evaluar y dictaminar sobre los Estudio de Impacto Ambiental de las actividades, obras 
o proyectos, públicos o privados;

e.	 Coordinar y organizar la Consulta Pública de los Estudios de Impacto Ambiental;
f.	 Ponderar las opiniones emitidas por el público, en el proceso de consulta sobre el 

Estudio de Impacto Ambiental, de acuerdo al Art. 25, literales (a y b) de la Ley;
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g.	 Requerir la Fianza de Cumplimiento Ambiental al titular de la actividad, obra o proyecto;
h.	 Emitir el Permiso Ambiental, previa aprobación del Estudio de Impacto Ambiental, de 

acuerdo al Art. 19 de la Ley;
i.	 Realizar las Auditorías de Evaluación Ambiental para verificar el cumplimiento de las 

condiciones fijadas en el Permiso Ambiental;
j.	 Establecer el procedimiento para la certificación de inscripción de los Prestadores de 

Servicios de Estudios Ambientales; y
k.	 Promover la incorporación de los titulares de las actividades, obras o proyectos a 

programas de autorregulación.

OBLIGACIONES DEL TITULAR CON RELACIÓN A LA EVALUACIÓN AMBIENTAL

Art. 15. El titular de una política, plan, programa, actividad, obra o proyecto específico, público 
o privado, tendrá las siguientes obligaciones relacionadas con la evaluación ambiental, según 
sea el caso:

a.	 Presentar al Ministerio para su aprobación, cuando se trate de la administración pública, 
la Evaluación Ambiental Estratégica de las políticas, planes y programas;

b.	 Presentar al Ministerio el Formulario Ambiental de la actividad, obra o proyecto;
c.	 Presentar el Estudio de Impacto Ambiental, de conformidad a los Términos de Referencia 

elaborados con base a los lineamientos proporcionados por el Ministerio;
d.	 Financiar la consulta pública de los Estudios de Impacto Ambiental, de acuerdo al Art. 

25 literal a) de la Ley;
e.	 Presentar al Ministerio, la Fianza de Cumplimiento Ambiental, por un monto equivalente 

a los costos de las obras físicas o inversiones que se requieran para implementar el 
Programa de Manejo o Adecuación Ambiental, y cuando corresponda de conformidad 
al Art. 55 de la Ley, la fianza que garantice el establecimiento del plan institucional de 
prevención y contingencia;

f.	 Obtener del Ministerio el Permiso Ambiental, previamente al inicio de la actividad, obra 
o proyecto público o privado, de acuerdo al Art. 19 de la Ley;

g.	 Ejecutar el Programa de Manejo Ambiental;
h.	 Cumplir con las disposiciones del Ministerio en lo relativo a la realización de las 

Auditorías de Evaluación Ambiental;
i.	 Presentar al Ministerio el Diagnóstico Ambiental y su correspondiente Programa de 

Adecuación Ambiental, así como el estudio de riesgo y manejo ambiental, cuando 
sean procedentes; y

j.	 Ejecutar el Programa de Adecuación Ambiental, y cuando sea requerido, el plan de 
contingencias y prevención.

DEL CONTENIDO DEL INFORME DE LA EVALUACIÓN AMBIENTAL ESTRATÉGICA

Art. 16. El informe de la Evaluación Ambiental Estratégica deberá contener, como mínimo, lo 
siguiente:

a.	 Resumen ejecutivo;
b.	 Descripción de la política, plan o programa y alternativas;
c.	 Caracterización ambiental existente;
d.	 Predicción de impactos ambientales;
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e.	 Medidas de prevención, reducción, control y compensación a nivel de política, planes 
y programas;

f.	 Monitoreo ambiental, cuando sea aplicable; y
g.	 Anexos: Mapas, tablas, gráficos, relatorías de las Consultas Públicas realizadas.

DE LA PRESENTACIÓN Y APROBACIÓN DE LOS INFORMES DE EVALUACIÓN AMBIENTAL 
ESTRATÉGICA

Art. 17. Cada entidad o institución pública, deberá presentar al Ministerio el informe de su 
Evaluación Ambiental Estratégica de una determinada política, plan o programa, el cual será 
objeto de las recomendaciones pertinentes y posterior aprobación, en un plazo máximo de 
treinta días hábiles, contados a partir de la fecha de su recepción. Lo anterior será notificado 
al titular, en los siguientes diez días hábiles después de la fecha de resolución.

El Ministerio supervisará el cumplimiento de los lineamientos y de las recomendaciones a la 
Evaluación Ambiental Estratégica, para lo cual contará con el apoyo de las unidades ambientales 
correspondientes.

DE LOS OBJETIVOS DE LA EVALUACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL

Art. 18. La Evaluación de Impacto Ambiental, de acuerdo a lo establecido en el Art. 18 de la 
Ley, tiene como objetivos:

a.	 Identificar, cuantificar y valorar los impactos ambientales y los riesgos que determinada 
actividad, obra o proyecto pueda ocasionar sobre el medio ambiente y la población;

b.	 Determinar las medidas necesarias para prevenir, atenuar, controlar y compensar los 
impactos negativos e incentivar los impactos positivos, seleccionando la alternativa que 
mejor garantice la protección del medio ambiente y la conservación de los recursos 
naturales;

c.	 Determinar la viabilidad ambiental de la ejecución de una actividad, obra o proyecto; 
y

d.	 Generar los mecanismos necesarios para implementar el programa de manejo ambiental.

ETAPAS DEL PROCESO DE LA EVALUACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL

Art. 19. El proceso de Evaluación de Impacto Ambiental, comprende las siguientes etapas:

1.	 Presentación del Formulario Ambiental, por parte del titular. (1)
2.	 Inspección del sitio de la actividad, obra o proyecto, de ser necesario. (1)
3.	 Categorización de la actividad, obra o proyecto por parte del Ministerio, en atención 

al Art. 22 de este Reglamento, pudiendo determinarse con fundamento en criterios 
técnicos. Si requiere o no de la elaboración de un Estudio de Impacto Ambiental. (1)

4.	 De considerarse pertinente la elaboración de un Estudio de Impacto Ambiental, el 
Ministerio proporcionará los Términos de Referencia para la elaboración del mismo. (1)

5.	 Elaboración y presentación del Estudio de Impacto Ambiental, por parte del Titular. (1)
6.	 Evaluación del Estudio de Impacto Ambiental, por parte del Ministerio. (1)
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7.	 Informe Técnico sobre el Estudio de Impacto Ambiental. (1)
8.	 Consulta pública del Estudio de Impacto Ambiental, según corresponda, conforme al 

Art. 25 de la Ley y al 32 del presente Reglamento. (1)
9.	 Informe de la consulta pública del Estudio de Impacto Ambiental por parte del Ministerio. (1)
10.	 Dictamen de aprobación del estudio de impacto ambiental y requerimiento de fianza. (1)
11.	 Presentación de la Fianza de Cumplimiento Ambiental, por parte del Titular, en 

cumplimiento del Art. 29 de la Ley (1).
12.	 Emisión del Permiso Ambiental por el Ministerio, de acuerdo a los Arts. 19 y 20 de la 

Ley. (1)
13.	 Seguimiento, control y Auditorías de Evaluación Ambiental, conforme a los Arts. 2 

y 28 de la Ley y 37 de presente Reglamento, durante el ciclo de vida del proyecto, 
entendido éste desde la presentación del formulario por parte del Titular, hasta el 
cierre de operaciones o rehabilitación. (1)

En el caso que el informe técnico señalado en los números 7 o 9 sea desfavorable para el Titular, 
se emitirá resolución en la cual no se aprueba el estudio de impacto ambiental, notificando la 
misma en el plazo de cinco días hábiles. (1)

El Formulario Ambiental y el Estudio de Impacto Ambiental podrán presentarse simultáneamente, 
siempre y cuando se refiera a una actividad, obra o proyecto que, por sus características, 
según la categorización, previamente se tenga la certeza que debe presentar un estudio de 
impacto ambiental y además, que el Ministerio haya publicado los términos de referencia 
tipo que se deben usar para la elaboración de dicho estudio. Esta facilidad se da sin perjuicio 
que el Ministerio realice las acciones establecidas en los números 2, 3, y 4, de este artículo (1).

DE LA PRESENTACIÓN DEL FORMULARIO AMBIENTAL

Art. 20. Para la realización o funcionamiento, ampliación, rehabilitación o reconversión de las 
actividades, obras o proyectos referidos en el Art. 21 de la Ley, el titular deberá proporcionar al 
Ministerio, a través del Formulario Ambiental, la información que se solicite, en cumplimiento 
al Art. 22 de la Ley.

El Ministerio podrá utilizar la información electrónica disponible por parte de las instituciones 
públicas, relacionada con los documentos solicitados en el formulario ambiental. (1)

El Ministerio podrá, de estimarlo necesario, realizar observaciones a los formularios ambientales 
en una única oportunidad. (1)

DEL CONTENIDO DEL FORMULARIO AMBIENTAL

Art. 21. El Formulario Ambiental contendrá como mínimo lo siguiente:

a.	 Información del titular que propone la actividad, obra o proyecto;
b.	 Identificación, ubicación y descripción de la actividad, obra o proyecto;
c.	 Aspectos de los medios físico, biológico, socioeconómico y cultural, que podrían ser 

afectados;
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d.	 Identificación y priorización preliminar de impactos potenciales, posibles riesgos y 
contingencias y estimación de las medidas ambientales correspondientes; y

e.	 Declaración jurada sobre la responsabilidad del titular en la veracidad de la información 
proporcionada.

El Ministerio dispondrá del formato del Formulario Ambiental. El titular deberá responderlo en 
lo que sea pertinente a la actividad, obra o proyecto propuesto.

DE LA CATEGORIZACIÓN

Art. 22. El Ministerio, con fundamento en el Art. 22 de la Ley, categorizará la actividad, obra o 
proyecto, de acuerdo a su envergadura y a la naturaleza del impacto potencial que su ejecución 
pueda generar, conforme a la siguiente división: (1)

El Grupo A incluye las actividades, obras o proyectos, cuyos impactos ambientales potenciales 
son bajos y, por lo tanto, el Titular no debe presentar documentación ambiental al Ministerio (1).

El Grupo B incluye las actividades, obras o proyectos, que se prevé generarán impactos 
ambientales leves, moderados o altos, por lo que el Titular debe presentar documentación 
ambiental al Ministerio. Este grupo se divide, a su vez, en dos Categorías, a saber: (1)

La Categoría 1. Incluye todas las actividades, obras o proyectos que generen impactos ambientales 
leves y, como resultado de la evaluación de la documentación ambiental, el Ministerio emitirá 
resolución expresando que no se requiere elaborar estudio de impacto ambiental (1).
La Categoría 2. Incluye todas las actividades, obras o proyectos que generen impactos 
ambientales moderados o altos y por los tanto, como resultado de la evaluación de la 
documentación ambiental, el Ministerio emite términos de referencia para la elaboración 
del estudio de impacto ambiental. Este estudio podrá ser aprobado o no por el Ministerio (1).

El Ministerio publicará por los medios que defina, incluyendo y de ser posible, en medios 
tecnológicos, la categorización de las actividades, obras o proyectos (1).

DEL CONTENIDO DE LOS ESTUDIOS DE IMPACTO AMBIENTAL

Art. 23. El Estudio de Impacto Ambiental incluirá como mínimo:

a.	 Título y autores;
b.	 Resumen ejecutivo del estudio;
c.	 Descripción del proyecto y sus alternativas;
d.	 Consideraciones jurídicas y de normativa ambiental aplicables, relativas a la actividad, 

la obra o el proyecto;
e.	 Descripción, caracterización y cuantificación del medio ambiente actual, de los 

componentes físicos, biológicos y socioeconómicos, del sitio y área de influencia;
f.	 Identificación, priorización, predicción y cuantificación de los impactos ambientales;
g.	 Interpretación de los resultados del análisis beneficio-costo, rentabilidad y eficiencia, 

considerando factores técnicos, económicos, sociales y ambientales (aplicables a 
actividades, obras o proyectos del sector público);
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h.	 Programa de Manejo Ambiental;
i.	 Apéndice: Mapas, métodos de evaluación utilizados, estudios técnicos, tablas, gráficos, 

relatoría de las Consultas Públicas realizadas a iniciativa del titular, además del estudio 
de riesgo, si procede.

DEL CONTENIDO DEL PROGRAMA DE MANEJO AMBIENTAL

Art. 24. El Programa de Manejo Ambiental comprenderá los componentes siguientes:

a.	 Determinación, priorización y cuantificación de las medidas de prevención, atenuación y 
compensación de los impactos ambientales y determinación de inversiones necesarias;

b.	 Monitoreo;
c.	 Cierre de operaciones y rehabilitación, cuando proceda; y
d.	 El estudio de riesgo y manejo ambiental, en los casos que fuere necesario.

DEL COMPONENTE DE DETERMINACIÓN, PRIORIZACIÓN, CUANTIFICACIÓN E 
IMPLEMENTACIÓN DE MEDIDAS

Art. 25. El componente de determinación, priorización, cuantificación e implementación de las 
medidas de prevención, atenuación y compensación de los impactos, tendrá como objetivo 
identificar y ejecutar las medidas ambientales que el titular de la actividad, obra o proyecto 
deberá realizar durante las diferentes etapas.

El componente contendrá la ubicación de las medidas, determinación de las inversiones, el 
cronograma de ejecución de las medidas y de supervisión de su implementación.

DEL COMPONENTE DE MONITOREO

Art. 26. El Componente de monitoreo será aplicado durante las diferentes etapas y tendrá como 
objetivo garantizar la eficiencia de las medidas de prevención, atenuación y compensación 
implementadas permitiendo, mediante la evaluación periódica, la adopción de medidas 
correlativas. La frecuencia del monitoreo estará determinada por la naturaleza de la actividad, 
obra o proyecto.

Este componente contendrá objetivos, especificación de las medidas y acciones sujetas a 
monitoreo, línea de referencia, puntos y frecuencia de control, recursos requeridos, inversiones 
estimadas, cronograma de actividades, funciones y responsabilidades del personal involucrado, 
parámetros de verificación e informes.

DEL COMPONENTE DE CIERRE DE OPERACIONES Y REHABILITACIÓN

Art. 27. El componente de cierre de operaciones y rehabilitación, cuando proceda, tendrá como 
objetivo identificar y determinar las medidas ambientales que se deben adoptar e implementar 
por el titular, durante o después del cierre de operaciones, según el caso, así como aquéllas 
que se requieran para restaurar los daños ocasionados durante la etapa de funcionamiento.
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Dicho componente, contendrá la descripción, ubicación, estimación de inversiones y cronograma 
de ejecución de las medidas.

DEL ESTUDIO DE RIESGO

Art. 28. El estudio de riesgo y manejo ambiental, para las actividades, obras o proyectos incluidos 
en el Art. 21, literal n) de la Ley, tendrá como objetivo la identificación de los riesgos, así como 
la de accidentes y emergencias; su contenido deberá incluir como mínimo:

a.	 Identificación y determinación de las actividades que representan riesgos o amenazas 
para la salud de la población y la estructura de los ecosistemas;

b.	 Identificación de materiales o sustancias peligrosas que se utilizarán durante las etapas 
de construcción, funcionamiento y cierre de operaciones;

c.	 Identificación de riesgos al ambiente y a la población, por posibles fallas durante las 
etapas de construcción, funcionamiento y cierre de operaciones;

d.	 Identificación de las posibles causas por las que se pueden presentar las fallas;
e.	 Determinación de la probabilidad de ocurrencia de las fallas identificadas y sus 

consecuencias.

DE LA RECEPCIÓN DEL ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL POR EL MINISTERIO

Art. 29. El estudio de Impacto Ambiental debe ser presentado al Ministerio por el Titular o su 
representante legal, entregando un comprobante de su recepción.

DEL PROCESO DE ANÁLISIS DEL ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL

Art. 30. Recibido el Estudio de Impacto Ambiental, el Ministerio, de acuerdo al Art. 24 de la 
Ley, dispondrá de un plazo máximo de sesenta días hábiles, contados a partir de la fecha de 
recepción, para emitir la resolución correspondiente. Este período incluye la realización de la 
Consulta Pública sobre el Estudio.

No se procederá a aprobar el Estudio de Impacto Ambiental o Diagnóstico Ambiental, en su 
caso, y se resolverá de esa manera, notificando de ello al titular, si de la revisión preliminar 
respectiva resulta que esos documentos no han sido elaborados por un equipo técnico 
multidisciplinario con especialistas acordes a la naturaleza de la actividad, obra o proyecto, 
tal como lo establece el Art. 23 de la Ley. (2)

DE LA AMPLIACIÓN DEL PLAZO PARA LA REVISIÓN DEL ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL

Art. 31. Cuando por la complejidad y dimensiones de una actividad, obra o proyecto, para 
evaluar el Estudio de Impacto Ambiental, se requiera de plazo adicional al establecido en el Art. 
24, literal (a) de la Ley, se procederá de conformidad al literal (d) del mismo Artículo, tomando 
en consideración los siguientes criterios:

a.	 Cuando existan emergencias y desastres ambientales, debidamente calificados como 
indica el Art. 54 de la Ley y los esfuerzos del Ministerio sean dirigidos hacia otras 
prioridades;
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b.	 Cuando existan, por la naturaleza multinacional del proyecto, actividades que involucren 
la participación de otros países.

La ampliación del plazo se sustentará en resolución motivada, emitida por el Ministerio. De la 
consulta pública de los Estudios de Impacto Ambiental.

Art. 32. Los Estudios de Impacto Ambiental se harán del conocimiento del público, de acuerdo 
al siguiente procedimiento:

a.	 El Ministerio proporcionará al titular el formato para la publicación acerca del Estudio 
de Impacto Ambiental, la cual deberá realizarse por cuenta del titular por tres días 
consecutivos, en cualesquiera de los medios escritos de cobertura nacional;

b.	 En el caso de los Estudios de Impacto Ambiental que requieran de realizar la Consulta 
Pública referida en el Art. 25 literal (b) de la Ley, se entregará, además de lo mencionado 
en el literal anterior, la guía de procedimientos para desarrollarla. Esta Consulta será 
organizada por el Ministerio y los costos necesarios referentes a la necesidad de local, 
asistencia audiovisual, material impreso y difusión local, serán todos sufragados por 
el titular;

c.	 Estarán representados en la consulta la o las comunidades involucradas, el o los 
gobiernos municipales, en cuya jurisdicción territorial se ubique el área de impacto 
del proyecto; el titular de la actividad, la obra o el proyecto, deberá exponerlo. El 
Ministerio estará a cargo de organizar el proceso de la Consulta en su calidad de 
autoridad ambiental;

d.	 El representante del Ministerio levantará un acta de la Consulta Pública, la cual contendrá 
los puntos principales de discusión y los acuerdos adoptados por los presentes sobre 
el proyecto. Dicha acta deberá ser firmada por los representantes referidos en el literal 
anterior.

e.	 Las opiniones recibidas durante el proceso de Consulta Pública de los Estudios deberán 
ser ponderadas bajo criterios estrictamente técnicos, en el período de Evaluación del 
Estudio de Impacto Ambiental, establecido en la Ley; y

f.	 El Ministerio mantendrá en reserva la información de los Estudios de Impacto Ambiental, 
referida a los antecedentes técnicos y financieros, que pudiera afectar los derechos 
de propiedad industrial o Intelectual o intereses lícitos mercantiles involucrados.

DE LAS OBSERVACIONES AL ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL

Art. 33. Cuando el análisis del Estudio de Impacto Ambiental no satisfaga lo establecido en los 
términos de referencia y refleje deficiencias de forma o contenido, el Ministerio deberá notificar 
al Titular de la actividad, obra o proyecto las correspondientes observaciones, especificando 
los aspectos que ameriten ampliarse o aclararse, entre otros, para que las subsane (1).

El Ministerio podrá realizar observaciones por una sola vez a los Estudios de Impacto Ambiental. 
Si el Titular no supera las observaciones, se le solicitará nuevamente que las subsane, siendo 
la última oportunidad para superarlas (1).

El Ministerio podrá realizar observaciones respecto de nuevos elementos o hechos que el 
Titular le presente al tratar de subsanar las observaciones mencionadas en el inciso anterior. 
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Si el mismo no supera dichas observaciones respecto de los nuevos elementos, se emitirá la 
Resolución que corresponda (1).

El Ministerio, subsanadas o no las observaciones, emitirá la Resolución que corresponda, 
observando los plazos establecidos en el Art. 24 de la Ley (1).

DE LA EMISIÓN DE PERMISO AMBIENTAL

Art. 34. De ser aprobado el Estudio de Impacto Ambiental, se emitirá el dictamen técnico 
favorable, el cual se notificará al titular, quien para obtener el Permiso Ambiental deberá rendir 
la Fianza de Cumplimiento Ambiental a que se refiere el Art. 29 de la Ley.

DE LA LIBERACIÓN DE LA FIANZA DE CUMPLIMIENTO AMBIENTAL

Art. 35. La fianza referida en el artículo anterior, será liberada siempre y cuando las obras o 
inversiones se hayan realizado en la forma previamente establecida. Para lo anterior será 
necesario que el Ministerio, a solicitud del titular y previa Auditoria de Evaluación Ambiental 
satisfactoria, emita resolución favorable. En caso contrario, el Ministerio hará efectiva la Fianza 
de Cumplimiento.

DE LAS AUDITORÍAS DE EVALUACIÓN AMBIENTAL (2)

Art. 36. En atención a lo establecido en el Art. 27 de la Ley, la realización de Auditorías de 
Evaluación Ambiental constituye una responsabilidad del Ministerio de Medio Ambiente y 
Recursos Naturales; en consecuencia, se trata del cumplimiento de una función pública que 
podrá ser realizada por personal de dicha Secretaría de Estado o por Prestadores de Servicios 
en Auditoría de Evaluación Ambiental debidamente certificados y registrados, de conformidad 
a los Arts. 42 y siguientes del presente Reglamento y cuando desempeñen dicha función, 
actuarán como delegados del Ministerio, aun cuando su remuneración sea cubierta por los 
titulares de las actividades, obras o proyectos (2)

Los Prestadores de Servicios en Auditoría de Evaluación Ambiental actuarán en el desempeño 
de sus funciones cumpliendo con las disposiciones emitidas para tal efecto por el Ministerio, 
estando sometidos, en lo que corresponda, a lo dispuesto en la Ley de Ética Gubernamental. 
Los Auditores no deberán emitir opinión alguna, recomendaciones ni sugerencias en el 
desempeño de su función (2).

Los Informes de Auditoría de Evaluación Ambiental elaborados por los Prestadores de Servicios 
antes mencionados, lo mismo que los documentos de trabajo, son propiedad exclusiva 
del Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales y en consecuencia no podrán ser 
divulgados (2).

DE LAS AUDITORÍAS DE EVALUACIÓN AMBIENTAL EN LAS ETAPAS DE CONSTRUCCIÓN, 
UBICACIÓN Y FUNCIONAMIENTO (2)

Art. 36-A. El Ministerio, para garantizar durante la ejecución de la actividad, obra o proyecto, 
el cumplimiento de las condiciones definidas en el Permiso Ambiental, realizará Auditorías de 
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Evaluación Ambiental, conforme lo establecen el Art. 27 de la Ley y el presente Reglamento (2).

Las Auditorías de Evaluación Ambiental periódicas se realizarán con base a una programación, 
comunicándole por escrito al titular la fecho de su realización y el alcance de la misma, con 
al menos diez días hábiles de anticipación (2).

Si el Ministerio decidiere la realización de la Auditoría de Evaluación Ambiental por medio 
de prestadores de servicios, procederá a hacer la designación del auditor o equipo auditor, 
según el tipo de actividad, obra o proyecto, con base a la nómina establecida en el Registro 
establecido en el Art. 42 del presente Reglamento (2).

Para efectuar la selección a que se refiere el inciso anterior, el Ministerio velará porque no 
exista conflicto de intereses entre el Prestador de Servicios y el titular de la actividad, obra o 
proyecto (2).

DEL PROCEDIMIENTO DE LA AUDITORIA DE EVALUACIÓN AMBIENTAL

Art. 37. El procedimiento para realizar la Auditoria de Evaluación Ambiental, debe comprender 
las siguientes etapas (2):

a)	 Elaboración del Plan de Auditoría, (2)
b)	 Reunión inicial, con participación del titular o su representante, (2)
c)	 Análisis de documentación, inspección del sitio, entrevistas, (2)
d)	 Reunión final, con participación del titular o su representante, (2)
e)	 Levantamiento de Acta Preliminar de la Auditoría de Evaluación Ambiental, (2)
f)	 Elaboración del Informe de Auditoría de Evaluación Ambiental, (2)
g)	 Aprobación del Informe de Auditoría de Evaluación Ambiental, (2)
h)	 Emisión de la Resolución respectiva, la cual, contendrá como mínimo, lo siguiente: 

Identificación de la actividad, obra o proyecto auditado, fecha de la auditoría, listado 
con los hallazgos de la auditoría y las obligaciones que debe cumplir con base al literal

	 del Art. 27 de la Ley, principalmente, la de implementar un Programa de Manejo o 
de Adecuación Ambiental, según sea el caso, debidamente ajustado, para superar 
los hallazgos identificados, el cual deberá presentarlo dentro de un plazo máximo 
de 30 días a partir del día siguiente de la notificación, para efectos de su evaluación, 
aprobación y seguimiento, por parte del Ministerio, (2)

i)	 Notificación de la Resolución, (2)
j)	 Presentación de los Programas de Manejo o Adecuación Ambiental ajustados, (2)
k)	 Evaluación de lo presentado, (2)
l)	 Resolución de los Programas de Manejo o Adecuación Ambiental, y, (2)
m)	 Seguimiento del cumplimiento de los Programas de Manejo o Adecuación Ambiental, 

aprobados por el Ministerio y ajustados mediante Auditorías de Evaluación Ambiental. (2)

AUDITORÍA DE EVALUACIÓN AMBIENTAL

Art. 38. La Auditoría de Evaluación Ambiental será realizada por personas debidamente 
acreditadas por el Ministerio.
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DEL ACTA DE LA AUDITORÍA DE EVALUACIÓN AMBIENTAL (2)

Art. 39. El Acta de Resultados de la Auditoría deberá ser firmada por todos los presentes, el 
titular o su representante o la persona designada por éste al inicio de la Auditoría de Evaluación 
Ambiental; de no haberse hecho presente o negarse a firmar, se hará constar tal circunstancia 
en el Acta. Copia de la misma será entregada al titular (2).

El Ministerio elaborará para fines operativos y de seguimiento, protocolos, guías, formularios, 
listas de verificación y otros instrumentos, con el objeto de facilitar, complementar y hacer 
eficaz el procedimiento de la Auditoría de Evaluación Ambiental (2).

DE LOS PROGRAMAS DE AUTORREGULACIÓN

Art. 40. De conformidad a lo establecido por los Arts 2, literal l), 27 literal c) y 43 de la Ley 
del Medio Ambiente, los titulares de actividades, obras o proyectos que se encuentren en 
funcionamiento podrán acogerse a programas de autorregulación a efecto de proteger el medio 
ambiente de manera sistemática, sostenible, integral y gradual, sometiéndose voluntariamente 
a las condiciones necesarias establecidas por el Ministerio de Medio Ambiente y Recursos 
Naturales y con miras a lograr la ecoeficiencia de la actividad, obra o proyecto de que se trate (2).

El procedimiento para acogerse a un Programa de Autorregulación es el siguiente: (2)

a)	 El titular presentará al Ministerio su solicitud de ingreso al Programa de Autorregulación; 
(2)

b)	 El Ministerio realizará una Auditoría Ambiental que servirá de base para la elaboración 
del Programa de Autorregulación; (2)

c)	 Formalización del Programa de Autorregulación; y, (2)
d)	 Control y Seguimiento mediante Auditorías de Evaluación Ambiental, con base a lo 

establecido en este Reglamento. (2)

El Ministerio adoptará las disposiciones que considere necesarias a fin de desarrollar el 
procedimiento establecido para los Programas de Autorregulación (2).

DEL PROCEDIMIENTO PARA OPTAR A UN PROGRAMA DE AUTORREGULACIÓN

Art. 41. Para optar a un Programa de Autorregulación, el titular de la actividad, obra o proyecto, 
deberá cumplir con los requisitos siguientes:

a.	 Presentar al Ministerio solicitud para optar al Programa de Autorregulación;
b.	 Firmar el documento de compromiso para el cumplimiento del Programa de 

Autorregulación.

Las condiciones establecidas en un programa de autorregulación o cumplimiento ambiental 
voluntario y contenidas en el documento de compromiso, deberá cumplirlas el titular de 
acuerdo a las directrices establecidas por el Ministerio.
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DEL ESTABLECIMIENTO DEL REGISTRO. DEL PROCEDIMIENTO DE CERTIFICACIÓN Y 
REGISTRO. (2)

Art. 42. En cumplimiento al Art. 23 de la Ley, se establece el Registro de Prestadores de 
Servicios de Estudios de Impacto Ambiental, de Diagnósticos Ambientales y Auditorías de 
Evaluación Ambiental. El Registro deberá organizarse conforme a las distintas especializaciones 
ambientales. (2)

El objeto del Registro será contar con información de personas naturales y jurídicas competentes 
en la prestación de servicios técnicos ambientales para la realización de cualquiera de las 
actividades de elaboración de Estudio de Impacto Ambiental, de Diagnósticos Ambientales y 
Auditorías de Evaluación Ambiental. (2)

Podrán inscribirse en dicho registro las personas naturales o jurídicas que hayan cumplido 
con los requisitos de certificación establecidos en el presente Reglamento, según sea el tipo 
de actividad a realizar. (2)

El procedimiento de Certificación y Registro contiene las siguientes etapas: (2)

a)	 La Solicitud, (2)
b)	 La Evaluación de la conformidad, (2)
c)	 La Resolución sobre la Certificación, (2)
d)	 El Registro, y, (2)
e)	 La Renovación de la Certificación (2)

El Ministerio adoptará las disposiciones que considere necesarias a fin de desarrollar el 
procedimiento concerniente a la Certificación de Prestadores de Servicios, de Estudios de 
Impacto Ambiental, de Diagnósticos Ambientales y Auditorías de Evaluación Ambiental, en 
adelante llamados Prestadores de Servicios, asegurando imparcialidad y transparencia en sus 
actuaciones. (2)

DE LOS REQUISITOS PARA LA CERTIFICACIÓN E INSCRIPCIÓN DE PERSONAS NATURALES. (2)

Art. 43. Las personas naturales, nacionales o extranjeras, para ser inscritas en el Registro deberán 
presentar al Ministerio, en idioma castellano, lo siguiente: (2)

a)	 Solicitud de inscripción en el Registro presentada en el formulario correspondiente, 
proporcionado por el Ministerio; (2)

b)	 Documento Único de Identidad, si fuere extranjero Pasaporte vigente o Carné de 
Residente y la correspondiente autorización de trabajo, expedida por la autoridad 
competente; (2)

c)	 Título universitario de licenciatura, postgrado, maestría o doctorado, o un título 
equivalente otorgado por un Instituto Técnico de Educación Superior debidamente 
reconocido por el Ministerio de Educación, relacionado con las ciencias ambientales, 
biológicas, físicas, químicas o sociales, relacionadas con el proceso de Evaluación de 
Impacto Ambiental; (2)

d)	 Presentar constancia de haber recibido una capacitación, con un mínimo de ochenta 
horas en evaluación de impacto ambiental, de las cuales cuarenta horas serán teóricas 
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y cuarenta horas de práctica, impartido por un organismo que cumpla los requisitos 
establecidos por el Ministerio para efectos de la certificación; (2)

e)	 Presentar Hoja de Vida actualizada, que demuestre una experiencia mínima de 3 años 
en el campo profesional correspondiente a sus títulos de educación superior y de 2 
años en el campo de la gestión ambiental, vinculada con la aplicación de instrumentos 
de evaluación, control y seguimiento ambiental. La información será presentada 
siguiendo los lineamientos establecidos por el Ministerio; (2)

f)	 Constancia extendida por el Ministerio, de que no ha sido sancionado administrativamente 
por infracción a la Ley del Medio Ambiente dentro de los cinco años anteriores a su 
solicitud; y, (2)

g)	 Declaración Jurada otorgada ante Notario, sobre si es o no un servidor público. (2)

Los servidores públicos y municipales que cumplan con los requisitos, podrán inscribirse como 
prestadores de servicios. (2)

No obstante, aquéllos que laboren para el Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales, 
bajo cualquier modalidad de contratación, quedarán temporalmente inhabilitados para la 
realización de Estudios de Impacto Ambiental, de Diagnósticos Ambientales y de Auditorías 
de Evaluación Ambiental, mientras presten sus servicios en dicha Institución. (2)

Los empleados públicos que laboren para el resto de la Administración Pública, instituciones 
del Estado y Municipios, podrán desempeñarse como Prestadores de Servicios de Estudios de 
Impacto Ambiental, de Diagnósticos Ambientales, siempre y cuando no exista la prohibición en 
la ley respectiva o esa actividad no provoque conflicto de intereses o entorpezca las labores 
para desempeñarse como servidor público o municipal. (2)

Para el caso de los Prestadores de Servicios de Auditoría de Evaluación Ambiental, además de 
los anteriores requisitos, deberá reunir los siguientes: (2)

a)	 Presentar constancia de haber recibido una capacitación, con un mínimo de ochenta 
horas en Auditoría de Evaluación Ambiental, de las cuales cuarenta horas serán teóricas 
y cuarenta horas de práctica, impartido por un organismo que cumpla los requisitos 
establecidos por el Ministerio para efectos de la certificación; (2)

b)	 Tener como mínimo tres años de estar inscrito en el Registro como Prestador de Servicios 
en elaboración de Estudios de Impacto Ambiental y/o Diagnósticos Ambientales; y, (2)

c)	 Tener aprobados como mínimo dos Estudios de Impacto Ambiental y/o Diagnósticos 
Ambientales. (2)

Los documentos mencionados en este artículo deberán ser presentados en original o fotocopias 
certificadas por notario, cuando fuere procedente. (2)

A efecto de evitar conflicto de intereses, los Prestadores de Servicios de Auditoría de Evaluación 
Ambiental estarán inhabilitados para realizar auditorías, en aquellas actividades, obras o 
proyectos en las que hayan intervenido de manera directa o indirecta en la elaboración de 
Estudios de impacto Ambiental o Diagnóstico Ambiental, ya sea por sí o como parte de un 
equipo multidisciplinario de una persona jurídica o que se hayan desempeñado como asesores, 
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encargados, responsables, coordinadores o de cualquier otra forma, dichos prestadores de 
servicios, estén vinculados con el titular de la actividad, obra o proyecto, dentro del cuarto 
grado de consanguinidad o segundo de afinidad, incluyendo al cónyuge o compañero de 
vida de ambos. (2)

DE LA CERTIFICACIÓN DE LOS PRESTADORES DE SERVICIOS

Art. 44. La Certificación de Prestadores de Servicios es el reconocimiento que hace el Ministerio 
de Medio Ambiente y Recursos Naturales de la competencia de los Prestadores de Servicios 
de Estudios de Impacto Ambiental, Diagnósticos Ambientales y Auditorías de Evaluación 
Ambiental (2).

Los cursos para el desarrollo de las competencias relativas a la certificación y registro como 
Prestadores de Servicios estarán a cargo de los organismos que demuestren interés en participar 
en ese proceso, de conformidad a las disposiciones y procedimientos que el Ministerio adopte 
para tales efectos (2).

Para el logro de los fines propuestos, el Ministerio podrá suscribir Convenios con los organismos 
que demuestren interés en participar en el mencionado proceso y velará por el estricto 
cumplimiento de los requisitos y contenidos académicos que se expresen en tales Convenios (2).

DE LOS REQUISITOS PARA LA CERTIFICACIÓN E INSCRIPCIÓN DE PERSONAS JURÍDICAS (2).

Art. 45. Las personas jurídicas, nacionales o extranjeras, para ser inscritas en el Registro deberán 
presentar al Ministerio, en idioma castellano, lo siguiente: (2)

a)	 Solicitud de inscripción en el Registro presentada en el formulario correspondiente, 
proporcionado por el Ministerio; (2)

b)	 Documentos extendidos de conformidad a la ley, que acrediten la personalidad jurídica 
y en el caso de persona jurídica extranjera, deberá presentar además la inscripción en 
el Registro correspondiente, en nuestro país; (2)

c)	 Documentos que acrediten al representante legal; (2)
d)	 Contratos de trabajo que demuestren la vinculación entre la persona jurídica con el 

equipo técnico multidisciplinario, integrado con un mínimo de tres personas contratadas 
de manera permanente, las cuales deben estar previamente inscritas en el Registro de 
Prestadores de Servicios; (2)

e)	 Historial que refleje la experiencia de la empresa en la prestación de servicios ambientales; 
(2)

f)	 Constancia extendida por el Ministerio que no ha sido sancionada administrativamente 
por infracción ambiental, dentro de los cinco años anteriores a su solicitud; y, (2)

g)	 Declaración Jurada otorgada ante Notario, de los miembros que conforman el equipo 
técnico multidisciplinario, sobre si son o no servidores públicos. (2)

Los documentos antes mencionados deberán ser presentados en original o fotocopias 
certificadas por notario, cuando fuere procedente. (2)
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DE LA RESOLUCIÓN DE CERTIFICACIÓN (2)

Art. 46. Una vez presentada la solicitud, será evaluada de conformidad a los requisitos establecidos, 
en un plazo máximo de quince días hábiles. De no reunirlos, se le prevendrá al solicitante, por 
única vez, para que los subsane, dentro de un plazo de cinco días hábiles contados a partir de 
la notificación respectiva. Si no se cumple la prevención, la solicitud se declarará inadmisible. (2)

Cumplida la prevención o en caso que no la hubiere, se procederá a emitir la Resolución 
correspondiente. La Resolución que otorgue la Certificación contendrá las normas de estricto 
cumplimiento para el Prestador de Servicios y la Autorización para ejercer la función de 
Prestador de Servicios. (2)

Todas las resoluciones pronunciadas en este procedimiento, serán notificadas en la forma 
legalmente establecida. (2)

DE LA VIGENCIA DE LA CERTIFICACIÓN E INSCRIPCIÓN Y SU RENOVACIÓN (2)

Art. 47. La certificación e inscripción como Prestador de Servicios tendrá una vigencia de tres 
años, contados a partir de la fecha de registro. Llegado ese término, el interesado deberá 
solicitar la renovación de su certificación e inscripción, dentro de los sesenta días siguientes, 
cumpliendo los requisitos que a continuación se establecen: (2)

PERSONAS NATURALES (2)

a)	 Solicitud de renovación de inscripción en el Formulario correspondiente, (2)
b)	 Fotocopia actualizada del Documento Único de Identidad o Pasaporte vigente, si fuese 

extranjero, (2)
c)	 Título académico que hubiere obtenido durante el período de vigencia de la certificación, 

vinculado con las ciencias ambientales, biológicas, físicas o sociales, relacionadas o 
relevantes para los procesos de evaluación, control y seguimiento ambiental, (2)

d)	 Tener aprobados como mínimo dos Estudios de Impacto Ambiental y/o Diagnósticos 
Ambientales, elaborados durante el período de vigencia de la certificación, o en su caso, 
dos auditorías de evaluación ambiental; a falta de estos requisitos, deberá comprobar 
que ha participado en eventos de formación vinculados con la Evaluación Ambiental 
o Auditoría de Evaluación Ambiental según sea el caso, con un acumulado mínimo 
de ochenta horas, durante el período de vigencia de la Certificación, y, (2)

e)	 Hoja de Vida actualizada. (2)

Los documentos antes mencionados deberán ser presentados en original o fotocopias 
certificadas por notario, cuando fuere procedente. (2)

Los servidores públicos inscritos como prestadores de servicios deberán renovar su certificación 
y registro, cumpliendo los requisitos antes mencionados. (2)
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PERSONAS JURÍDICAS (2)

a)	 Solicitud de renovación de inscripción en el Formulario correspondiente, (2)
b)	 Acreditación de títulos académicos que los miembros del equipo técnico multidisciplinario 

hubieren obtenido durante el período de vigencia de la certificación, vinculados con 
las ciencias ambientales, biológicas, físicas o sociales, relacionadas o relevantes para 
los procesos de evaluación, control y seguimiento ambiental, (2)

c)	 Que a la persona jurídica se le hubiesen aprobado como mínimo, dos Estudios de 
Impacto Ambiental y/o Diagnósticos Ambientales, elaborados durante el período de 
vigencia de la certificación, o en su caso, dos auditorías de evaluación ambiental; a 
falta de estos requisitos, deberá comprobar que los miembros de su equipo técnico 
multidisciplinario hayan participado en eventos de formación vinculados con la Evaluación 
Ambiental o Auditoría de Evaluación Ambiental según sea el caso, con un acumulado 
mínimo de ochenta horas, durante el período de vigencia de la Certificación, (2)

d)	 Historial que refleje la experiencia de la empresa en la prestación de servicios 
ambientales, (2)

e)	 Escritura Pública de Constitución de la persona jurídica, registrada, (2)
f)	 Modificación de la Escritura Pública de Constitución de la persona jurídica, cuando 

fuere el caso, registrada, y, (2)
g)	 Credencial vigente de elección de junta directiva o administrador único, registrada. (2)

Los documentos antes mencionados deberán ser presentados en original o fotocopias 
certificadas por notario, cuando fuere procedente. (2)

DE LA DESINSCRIPCIÓN EN EL REGISTRO Y SU PROCEDIMIENTO. (2)

Art. 47-A. Son causales para proceder a la desinscripción en el Registro, las siguientes: (2)

a)	 Por haber sido declarado infractor, según lo establecido en el Art. 86, literal b) de la 
Ley; (2)

b)	 Por haber vencido el plazo de vigencia de la certificación e inscripción como Prestador 
de Servicios y no haberla renovado en tiempo y forma; (2)

c)	 Los condenados por sentencia ejecutoriada a una sanción penal, durante el tiempo 
que señale la sentencia, aun cuando goce de libertad restringida, siempre y cuando 
los delitos por los cuales fueron procesados fueren relativos a la Naturaleza y el Medio 
Ambiente y los relativos a la fe pública, contenidos en el CAPÍTULO II De La Falsificación 
de Documentos, del TÍTULO XIII, Delitos Relativos a la Fe Pública, del Libro Segundo, 
Parte Especial, de los Delitos y sus Penas, del Código Penal; (2)

d)	 Los declarados quebrados y concursados, conforme a las disposiciones establecidas 
en el Código de Comercio; (2)

e)	 Los que no estén en pleno uso de sus facultades mentales, debidamente declarada 
por autoridad competente; (2)

f)	  Los ciegos; (2)
g)	 Por haber sido sancionado por infracción ambiental, en el caso que fuese titular de 

una actividad, obra o proyecto; (2)
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h)	 Por utilizar la Certificación en forma engañosa o fraudulenta; e, (2)
i)	  Por el incumplimiento a las normas establecidas en la Resolución de Certificación (2).

Para efectos de desinscripción, se emplazará al Prestador de Servicio dentro de un plazo de 
tres días hábiles para que comparezca personalmente o por medio de apoderado a manifestar 
su defensa y proponer las pruebas de descargo; el Ministerio abrirá a pruebas por un plazo de 
cinco días hábiles y con el resultado de las mismas, emitirá Resolución dentro de un plazo de 
cinco días hábiles siguientes, expresando los motivos que la justifiquen, la cual se notificará.  
De la misma, el interesado podrá interponer por escrito, en un plazo de cinco días hábiles 
contados a partir de la notificación, el Recurso de Revisión, tal y como lo establece el Art. 97 
de la Ley. (2)

Si no compareciere en el término del emplazamiento, se le declarará rebelde y una vez notificada 
la misma se continuará con el procedimiento, debiéndose notificar personalmente en todo 
caso, la resolución final. (2)

CAPÍTULO III

DE LA INFORMACIÓN AMBIENTAL

DEL OBJETIVO DE LA INFORMACIÓN AMBIENTAL

Art. 48. Las finalidades que se persiguen con la información Ambiental son las siguientes:

a.	 Mantener informada a la población sobre el estado actual del medio ambiente;
b.	 Garantizar el ejercicio constitucional del derecho de acceso a la información, con las 

limitaciones que la misma Constitución y las leyes establecen; y
c.	 Responsabilizar tanto a la sociedad y al Estado en la protección del medio ambiente.

DE LA ADMINISTRACIÓN DE LA INFORMACIÓN

Art. 49. El Ministerio, en coordinación con las Unidades Ambientales, recopilará, actualizará y 
publicará la información ambiental que le corresponda manejar.

El Ministerio tendrá una unidad encargada de la Información Ambiental, con el personal y los 
medios necesarios para su funcionamiento.

ATRIBUCIONES DEL MINISTERIO

Art. 50. El Ministerio, en lo relacionado con la Información Ambiental, tendrá las siguientes 
atribuciones:

a.	 Definir y dar seguimiento a los programas y proyectos que se promuevan y desarrollen 
en el ámbito de la Información Ambiental;

b.	 Actualizar periódicamente la Información Ambiental;
c.	 Suministrar la información solicitada de acuerdo al presente Reglamento; y
d.	 Proporcionar al organismo central responsable de cuentas nacionales, la Información 

Ambiental que sea requerida.
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ATRIBUCIONES DE LAS UNIDADES AMBIENTALES

Art. 51. Las Unidades Ambientales, con relación a la Información Ambiental tendrán las siguientes 
funciones:

a.	 Recopilar y seleccionar la información en materia ambiental que genere la institución a 
la cual pertenecen, bajo los mecanismos y procedimientos establecidos por el Sistema 
Nacional de Gestión del Medio Ambiente, (SINAMA);

b.	 Mantener informado al Ministerio sobre las solicitudes, autorizaciones e información 
que suministren a los solicitantes; y

c.	 Suministrar al Ministerio la información que le fuere solicitada en las condiciones y 
calidad necesarias;

LIMITACIONES AL ACCESO DE LA INFORMACIÓN AMBIENTAL

Art. 52. Excepcionalmente, podrá limitarse el acceso a la Información Ambiental en los 
siguientes casos:

a.	 Cuando la información es clasificada y está relacionada con aspectos relativos a la 
propiedad intelectual;

b.	 Cuando la información conlleve algún riesgo para el particular, cuya difusión puede 
perjudicar sus intereses legítimos;

c.	 Cuando la información afecte los intereses públicos como la defensa nacional y la 
seguridad pública;

d.	 Cuando la información comprometa la biodiversidad, la biotecnología o la biomedicina, 
cada vez que su difusión pueda significar graves riesgos para el medio ambiente; y

e.	 Cuando la información sea solicitada de manera excesivamente general, ambigua 
o parcial, o cuando se compruebe que la misma ha sido requerida para un uso 
manifiestamente abusivo.

SOLICITUD DE INFORMACIÓN

Art. 53. Con base en el Art. 18 de la Constitución y el Art. 9 de la Ley, toda persona natural o 
jurídica, pública o privada puede solicitar, de manera decorosa y en el ejercicio del derecho 
constitucional de petición, Información Ambiental a través de una solicitud por escrito, presentada 
ante el Ministerio o la Unidad Ambiental correspondiente. Dicha solicitud contendrá el nombre 
y los antecedentes generales del solicitante y el nombre de la institución o entidad privada, en 
caso que sea una persona jurídica la que ejerce el derecho.

CAPÍTULO IV

DE LOS INCENTIVOS Y LOS DESINCENTIVOS AMBIENTALES

OBJETIVOS DEL PROGRAMA

Art. 54. El programa de incentivos ambientales tendrá los siguientes objetivos como mínimo:

a.	 Promover la reconversión de actividades y procesos contaminantes o que hagan uso 
excesivo o ineficiente de los recursos naturales;
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b.	 Estimular a los empresarios a incorporar en sus actividades productivas, procesos y 
servicios y tecnologías menos contaminantes, a través de la gestión de la prevención de 
la contaminación hacia procesos de producción más limpia, por medio de cooperaciones 
técnica y financiera, nacional e internacional;

c.	 Promover mecanismos de financiamiento especiales para el medio ambiente, para 
cubrir los costos de readecuación, con recursos privados, de cooperación internacional 
y con fondos propios;

d.	 Apoyar a los gobiernos municipales, a los sectores gubernamentales y no gubernamentales 
en la gestión de recursos, a través de las cooperaciones técnica y financiera, nacional e 
internacional, para ser destinada a actividades y proyectos de conservación, recuperación 
y producción más limpia; y

e.	 Posibilitar la información sobre nuevos procesos de producción limpia y de nuevos 
mercados ecológicos.

TIPOS DE INSTRUMENTOS

Art. 55. Los instrumentos para el programa de incentivos y desincentivos ambientales podrán 
ser de mercado, de naturaleza fiscal, crediticia, voluntarios, de servicios ambientales y otros 
afines a la materia. Su aplicación deberá someterse a un proceso de evaluación de los impactos 
económicos, sociales, jurídicos y ambientales.

PREMIO NACIONAL DEL MEDIO AMBIENTE

Art. 56. De acuerdo a lo dispuesto en el Art. 37 de la Ley, el Premio Nacional del Medio Ambiente 
constituye un incentivo a personas naturales, corporaciones, fundaciones, instituciones públicas 
o privadas, tanto nacionales como extranjeras; éstas últimas con domicilio permanente en el país, 
que por medio de sus procesos productivos y proyectos, realicen contribuciones sobresalientes 
en favor de la conservación del medio ambiente y del uso sostenible de los recursos naturales.

Para otorgar este Premio, se nombrará un Comité Organizador y un jurado calificador. El primero 
tendrá como responsabilidad, la organización del evento, y el segundo, que es nombrado 
por el Ministro de Medio Ambiente y Recursos Naturales con Profesionales, con capacidad y 
experiencia reconocidas en materia ambiental, el cual se encargará de la evaluación de los 
trabajos propuestos.

Los procedimientos para el otorgamiento del Premio, se establecerán en las bases de competencia, 
las cuales serán preparadas por el Ministerio emitiendo Decreto Ejecutivo. La información de 
las propuestas será confidencial y el fallo no admitirá recurso alguno.

SELLOS VERDES Y ECOETIQUETAS

Art. 57. De acuerdo al Art. 38 de la Ley, las ecoetiquetas o sellos verdes serán considerados 
como incentivos para los productores. Los mismos tendrán como propósito promover 
procesos y actividades que prevengan la contaminación, para el uso sostenible y eficiente de 
los recursos naturales.
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PROGRAMA DE SELLOS VERDES Y ECOETIQUETADO

Art. 58. El Ministerio formulará y desarrollará un programa de ecoetiquetado que tendrá como 
objetivos:

a.	 Promover la disminución de la contaminación en la producción y el consumo de los 
bienes y los servicios;

b.	 Estimular el uso de tecnologías ambientalmente adecuadas o sanas y de producción 
limpia;

c.	 Fomentar la eficiencia en la utilización de las materias primas; y
d.	 Fomentar la investigación y el análisis de los ciclos de vida de los productos, desde la 

utilización de las materias primas, hasta la producción, utilización y eliminación.

REQUISITOS DE ACREDITACIÓN Y REGISTRO

Art. 59. De acuerdo al Art. 38 de la Ley, el Ministerio definirá los criterios y el procedimiento 
para otorgar la acreditación y el registro de los organismos certificadores nacionales e 
internacionales de sellos verdes y ecoetiquetas, garantizando que los mismos cumplan al 
menos, los requisitos siguientes:

a.	 Criterios de evaluación bien definidos;
b.	 Cumplimiento de estándares y procesos de monitoreo;
c.	 Verificación de cumplimiento de las condiciones establecidas para su emisión;
d.	 Uso adecuado de las ecoetiquetas;
e.	 Comprobación del aprovechamiento sostenible de los recursos naturales; y
f.	 Cumplimiento de estándares e indicadores establecidos en la normativa internacional.

CAPÍTULO V

DEL FONDO AMBIENTAL

DEL FONDO AMBIENTAL DE EL SALVADOR

Art. 60. De acuerdo con el Art. 11 literal (f) de la Ley, el Fondo Ambiental de El Salvador y otros 
programas de financiamiento, nacionales e internacionales, constituyen un instrumento 
financiero de la Política Ambiental, el cual se regulará de conformidad a su normativa especial.

CAPÍTULO VI

DE LA CIENCIA Y LA TECNOLOGÍA

DE LA DIMENSIÓN AMBIENTAL EN LA CIENCIA Y LA TECNOLOGÍA

Art. 61. De conformidad con el Art. 40 de la Ley, las instituciones relacionadas, incorporarán 
en sus planes y proyectos de ciencia y tecnología la dimensión ambiental. Para tal efecto, 
realizarán las actividades siguientes:
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a.	 Coordinar con el Ministerio, la asistencia técnica que facilite la incorporación de la 
dimensión ambiental, en sus actividades propias;

b.	 Realizar esfuerzos para obtener financiamiento, a través de entidades nacionales o 
extranjeras, que apoyen este tipo de programas;

c.	 Dar preferencia a la formación de profesionales y técnicos en la realización de 
estudios científicos y tecnológicos en materia ambiental y de desarrollo de tecnologías 
ambientales sanas.

CAPÍTULO VII

DE LA EDUCACIÓN Y LA FORMACIÓN AMBIENTALES

DE LA EDUCACIÓN Y LA FORMACIÓN AMBIENTALES

Art. 62. El Ministerio promoverá ante las autoridades competentes, la incorporación de la 
dimensión ambiental en los diferentes planes y programas educativos en sus diferentes niveles.

CAPÍTULO VIII

DE LA ESTRATEGIA NACIONAL DEL MEDIO AMBIENTE

DE LA ESTRATEGIA NACIONAL DEL MEDIO AMBIENTE

Art. 63. De acuerdo al Art. 11 letra (i) de la Ley, la Estrategia Nacional del Medio Ambiente y su 
plan de acción, constituye un instrumento operativo de la política nacional del medio ambiente. 
El Ministerio realizará su diseño y su elaboración, los que han de contener líneas estratégicas 
y áreas prioritarias de acción.

TÍTULO IV

DE LA PROTECCIÓN AMBIENTAL 

CAPÍTULO ÚNICO

DE LA PREVENCIÓN Y EL CONTROL DE LA CONTAMINACIÓN

De los criterios para formular normas técnicas de calidad

Art. 64. Para la formulación y actualización de las normas técnicas de calidad ambiental, deberá 
tomarse en cuenta:

a.	 Que la contaminación no exceda los límites que pongan en riesgo la salud humana o 
el funcionamiento de los ecosistemas;
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b.	 Que la contaminación no rebase la capacidad de carga de los medios receptores;
c.	 Que la contaminación de los medios receptores no exceda los límites permisibles para 

cualquier uso, y para la conservación de la sostenibilidad de los ecosistemas.

DE LAS FUENTES FIJAS O ESTACIONARIAS DE CONTAMINACIÓN ATMOSFÉRICA

Art. 65. Los responsables de emisiones de fuentes fijas, que expidan olores, gases o partículas 
sólidas o líquidas a la atmósfera, en cuanto corresponda, estarán obligados a:

a.	 Elaborar un inventario de sus emisiones contaminantes a la atmósfera;
b.	 Emplear equipos o sistemas que controlen y reduzcan las emisiones a la atmósfera, 

para que éstas no rebasen los niveles de calidad del aire ambiente y de emisiones 
permisibles, establecidos en las respectivas normas técnicas;

c.	 Llevar una bitácora de operación y mantenimiento de sus equipos de proceso y de 
control; y

d.	 Llevar a cabo un monitoreo perimetral de sus emisiones contaminantes, cuando la 
fuente se localice en áreas urbanas o cuando colinde con áreas naturales protegidas; 
y además, cuando por sus características de operación o por sus materias primas, 
productos o subproductos, puedan causar grave deterioro a los ecosistemas.

DE LAS FUENTES MÓVILES DE CONTAMINACIÓN ATMOSFÉRICA

Art. 66. Los concesionarios de líneas de transportes público, terrestre, marítimo y aéreo deberán 
garantizar que las unidades de transporte posean las condiciones necesarias para asegurar que 
las emisiones de sus vehículos o aeronaves, en su caso, no rebasen los niveles máximos de 
emisión de contaminantes a la atmósfera, establecidos de conformidad a las normas técnicas 
correspondientes.

PLAN NACIONAL DE PROTECCIÓN DE LA CAPA DE OZONO

Art. 67. Con base en el Art. 47 literal (c) de la Ley, el Ministerio elaborará y coordinará la ejecución 
de un Plan Nacional de Protección de la Capa de Ozono, con el objeto de cumplir con las 
responsabilidades que emanan de la Convención de Viena sobre la protección de dicha capa 
y del Protocolo de Montreal, sobre el control de las sustancias que la deterioran o agotan.

PLAN NACIONAL DE CAMBIO CLIMÁTICO

Art. 68. El Ministerio, con base en el Art. 47, literal (c) de la Ley, elaborará y coordinará la 
ejecución de un Plan Nacional de Cambio Climático, para cumplir con las responsabilidades 
que emanan del Convenio de dicho nombre y del Protocolo de Kyoto.

CRITERIOS DE USO PARA LA PROTECCIÓN DEL RECURSO HÍDRICO

Art. 69. El uso del agua de las cuencas hidrográficas y mantos acuíferos, debe basarse en la 
calidad y la disponibilidad del recurso, así como en enfoques de su uso sostenible, tomando 
en consideración los siguientes criterios:
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a.	 Los usos de las aguas lluvias, superficiales, subterráneas y costeras de la cuenca, deben 
planificarse sobre la base de evaluaciones de la cantidad y calidad del agua;

b.	 El agua utilizada para el consumo humano, con fines energéticos, domésticos, industriales, 
turísticos, pecuarios, agrícolas, pesqueros y de acuicultura, no debe exceder los límites 
necesarios para el mantenimiento de los ecosistemas de la cuenca;

c.	 El agua utilizada para el mantenimiento de los ecosistemas de humedales, no debe 
exceder los límites necesarios para el funcionamiento de éstos.

d.	 La calidad y cantidad del agua para los diferentes usos, incluido el mantenimiento de 
la estructura y funcionamiento de los ecosistemas, deberá estar sujeta a las prácticas 
correctas de uso y de disposición del recurso hídrico;

e.	 Con el propósito de mantener el nivel freático de cualquier acuífero, la tasa de 
bombeo permitido deberá ser calculada con base en la tasa de recarga natural del 
agua subterránea; y

f.	 Se deberá promover la formulación y la implementación de políticas e incentivos que 
propicien la utilización sostenible del agua y del suelo que la contiene.

PARTICIPACIÓN DE USUARIOS DEL RECURSO HÍDRICO

Art. 70. Con la finalidad de garantizar la disponibilidad, cantidad y calidad del agua que el 
consumo humano y otros usos, deberá existir una activa participación de los usuarios, para 
lo que será necesario:

a.	 Incentivar el uso y el aprovechamiento del agua, de acuerdo a la legislación vigente, 
como una manera de consolidar la capacidad de las comunidades de utilizar los 
recursos hídricos de manera sostenible;

b.	 Asignar prioridad en la utilización eficiente del agua, considerando la valoración 
económica del recurso dentro de un uso determinado; y

c.	 Incentivar el uso de tecnologías limpias en los procesos productivos, con el objeto de 
optimizar el aprovechamiento del recurso hídrico.

DIRECTRICES PARA LA ZONIFICACIÓN AMBIENTAL

Art. 71. Para la zonificación ambiental del territorio, se debe considerar las siguientes directrices:

a.	 La naturaleza y las características de cada ecosistema;
b.	 La vocación de cada zona o región en función de sus recursos naturales, distribución 

de la población y actividades económicas predominantes;
c.	 El equilibrio entre los asentamientos humanos y sus condiciones ambientales; y
d.	 El impacto ambiental de las actividades humanas y de los fenómenos naturales.

DE LA ZONIFICACIÓN AMBIENTAL

Art. 72. La zonificación ambiental, como parte del ordenamiento territorial, debe considerarse en:

a.	 Los programas gubernamentales para infraestructura, equipamiento y vivienda;
b.	 Las autorizaciones que conlleven uso del suelo que puedan causar desequilibrios 

ecológicos;



412

Legislación Ambiental - El Salvador 2021

c.	 El otorgamiento de concesiones, permisos y licencias para el uso del suelo;
d.	 La realización de actividades productivas y de servicios;
e.	 El establecimiento de nuevos asentamientos humanos; y
f.	 La determinación de los usos, provisión y destino del suelo urbano;

PRÁCTICAS DE PROTECCIÓN, PREVENCIÓN Y CONTROL DE LA CONTAMINACIÓN DEL SUELO

Art. 73. Con el objeto de prevenir y controlar la contaminación del suelo, es necesario 
implementar las siguientes acciones:

a.	 Velar por la conservación de los suelos, con el fin de prevenir y controlar la erosión, 
la sedimentación, la salinización y las contaminaciones químicas y biológica;

b.	 Promover la adopción de medidas preventivas sobre el uso de la tierra, en lo concerniente 
a la protección del suelo, de la humedad y de los métodos de cultivo, de manejo de 
la vegetación y de la fauna;

c.	 Coordinar y utilizar los estudios, investigación y análisis de suelos, para lograr su manejo 
sostenible; y

d.	 Controlar y regular el uso de sustancias y materiales que puedan ocasionar contaminación 
de los suelos.

CONTROL INTEGRADO DE PLAGAS

Art. 74. Con la finalidad de promover el control de plagas en la actividad agrícola, se promoverá 
la adopción de las medidas siguientes:

a.	 Fomento de controles biológicos;
b.	 Utilización de las prácticas culturales que los cultivos requieran;
c.	 Cultivo de variedades resistentes o tolerantes; y
d.	 Empleo de todas las técnicas agrícolas que sean sostenibles con el ambiente.

DESCARGAS EN AGUAS MARÍTIMAS

Art. 75. Toda actividad que conlleve descargas de desechos en las aguas marítimas o en zonas 
contiguas o adyacentes a la costa, deberá cumplir con las normas técnicas correspondientes.

TÍTULO V

DE LOS RIESGOS Y DESASTRES AMBIENTALES 

CAPÍTULO ÚNICO

DE LAS CONTINGENCIAS, LAS EMERGENCIAS Y LOS DESASTRES AMBIENTALES

MEDIDAS DE PREVENCIÓN

Art. 76. Para prevenir, evitar y controlar desastres ambientales, el Ministerio deberá:
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a.	 Diseñar un Plan Nacional de Prevención y Contingencia Ambiental, el que será elaborado 
por el Ministerio, en coordinación con el Comité de Emergencia Nacional, quien será 
responsable de su ejecución. Dicho Plan pondrá énfasis en las áreas frágiles o de alto 
riesgo;

b.	 Elaborar un mapa nacional de riesgos ambientales, con el apoyo de instituciones 
especializadas, el cual debe señalar las áreas ambientalmente frágiles o de alto riesgo; y

c.	 Dictar las medidas de control de desastres ambientales, en cuanto a las actividades y 
obras de infraestructura necesarias para cumplir con los objetivos propuestos.

LIBERACIÓN DE LA FIANZA

Art. 77. La fianza establecida en el Art. 55 de la Ley, se deberá rendir por la décima parte del 
valor anual del establecimiento del Plan Institucional de Prevención y Contingencia; ésta se 
liberará a solicitud del titular, previa verificación por parte del Ministerio del establecimiento 
del mencionado plan.

DECLARACIÓN DE ESTADO DE EMERGENCIA AMBIENTAL

Art. 78. El Órgano Ejecutivo, en el ramo correspondiente, emitirá el Decreto Ejecutivo que 
declare el estado de emergencia ambiental, el que contendrá:

a.	 Plazo o duración del estado de emergencia, que dependerá del tiempo en que persista 
la situación que lo motivó y sus consecuencias;

b.	 Identificación de las medidas de socorro y asistencia que deberían adoptarse en auxilio 
de la población afectada; y

c.	 Las medidas de control y seguimiento que se adoptarán en la zona afectada, con el 
fin de movilizar los recursos humanos, técnicos, médicos y financieros para mitigar 
el deterioro causado.

PARTE II 

ESPECIAL 

TÍTULO I

DE LOS RECURSOS NATURALES 

CAPÍTULO I

DISPOSICIONES COMUNES

DE LA SOSTENIBILIDAD DE LOS RECURSOS NATURALES RENOVABLES

Art. 79. El Ministerio, en virtud de su decreto de creación, de las atribuciones que le otorga el 
Reglamento Interno del Organo Ejecutivo y el Art. 65 de la Ley, es la autoridad responsable 
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de asegurar que, en los permisos, licencias y concesiones sobre el uso y aprovechamiento de 
los recursos naturales, se garantice la sostenibilidad de los mismos.

DE LA CONSERVACIÓN DE LOS RECURSOS NATURALES RENOVABLES

Art. 80. Para la conservación de los bosques, se consideran los Corredores Biológicos Nacionales 
como zonas prioritarias para la consolidación del Sistema de Áreas Naturales Protegidas y de 
protección de áreas críticas, así como para impulsar los programas de incentivos ambientales 
y económicos, proyectos de tecnología forestal y aprovechamiento sostenible de los recursos 
naturales.

El Ministerio, en coordinación con otras instancias, propondrá el establecimiento de áreas 
forestales, que por su valor para la conservación de los suelos, la biodiversidad y el agua, deban 
ser adquiridas por el Estado o incluidas en programas con financiamiento para su conservación.

CAPÍTULO II

DE LA DIVERSIDAD BIOLÓGICA

PROGRAMAS DE PROMOCIÓN Y REGULACIÓN DE ESPECIES Y ECOSISTEMAS

Art. 81. En cumplimiento del mandato del Art. 67 de la Ley, el Ministerio y las demás instituciones 
estatales responsables de velar por la diversidad biológica, promoverán, fomentarán y regularán 
prioritariamente los programas de protección y de manejo de especímenes, especies y 
ecosistemas, especialmente de aquellos que se encuentren amenazados o en peligro de 
extinción. Para tal efecto, se aplicarán las normas de seguridad relacionadas en el Art. 68 de la 
Ley y se utilizarán los mecanismos de regulación y control contemplados en los instrumentos 
internacionales en la materia, debidamente ratificados por El Salvador.

MEDIDAS DE CONSERVACIÓN

Art. 82. Las especies de la diversidad biológica, a que se refiere el Art. 67 de la Ley, estarán 
sujetas a las medidas de conservación contempladas en la Convención sobre la Diversidad 
Biológica y a otras disposiciones contenidas en instrumentos nacionales e internacionales 
relacionados con la materia.

COMISIÓN NACIONAL SOBRE LA DIVERSIDAD BIOLÓGICA

Art. 83. Con el objeto de conservar y utilizar el patrimonio biológico nacional y en cumplimiento 
con la disposición al respecto, establecida en la Convención sobre la Diversidad Biológica, el 
Ministerio organizará y coordinará una Comisión Nacional sobre la Diversidad Biológica. La 
conformación, el funcionamiento y las facultades de ésta, estarán regidas por Decreto Ejecutivo.

DE LA ESTRATEGIA

Art. 84. En cumplimiento con el Art. 69 de la Ley, el Ministerio formulará la Estrategia Nacional 
de la Diversidad Biológica, la que deberá contener propuestas específicas para la conservación 
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de la diversidad biológica y para la utilización sostenible de sus componentes.

La Estrategia contendrá los lineamientos para el desarrollo sostenible de la Diversidad Biológica 
y será sometida a procesos de revisión y actualización cada cinco años.

TÍTULO II

DE LOS ECOSISTEMAS 

CAPÍTULO I

DEL SISTEMA DE ÁREAS NATURALES PROTEGIDAS

DEL SISTEMA DE ÁREA NATURALES PROTEGIDAS Y RESPONSABILIDADES

Art. 85. El Sistema de Áreas Naturales Protegidas, que se crea en el Art. 78 de la Ley, estará 
constituido por aquellas áreas establecidas antes de la vigencia de dicha Ley y por las que 
posteriormente se incorporen.

CATEGORÍAS DE MANEJO PARA LAS ÁREAS NATURALES PROTEGIDAS

Art. 86. Las categorías de manejo, técnicamente definidas y establecidas para el país, son:

a.	 Parque Nacional;
b.	 Monumento Natural;
c.	 Área de Manejo de Hábitats/Especies;
d.	 Paisajes Terrestre y Marino Protegidos;
e.	 Área Protegida con Recursos Manejados; y
f.	 Área de Protección y de Restauración.

FINES DE LAS CATEGORÍAS DE MANEJO

Art. 87. Se establecen las categorías de manejo para cumplir con los siguientes fines:

a.	 Constituir un instrumento básico para el desarrollo de las áreas que serán utilizadas 
por las instituciones involucradas en el manejo de las mismas;

b.	 Ofrecer guías sobre alternativas de acción que permitan alcanzar los objetivos del 
Sistema, descritos en el Art. 79 de la Ley;

c.	 Proporcionar directrices para el manejo de las Áreas Naturales Protegidas;
d.	 Proporcionar al público y a los usuarios de los diferentes recursos de las Áreas Naturales 

Protegidas, una guía necesaria para comprender mejor el tipo de manejo que se 
aplicará en una región específica, así como la clase de servicios que se puede esperar 
y las normas que deben considerarse; y

e.	 Uniformizar las metodologías que definan claramente los objetivos de cada categoría 
de manejo, con el fin de facilitar la cooperación entre los diferentes organismos 
involucrados.
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PLANES DE MANEJO

Art. 88. El Ministerio apoyará la formulación, aprobará y dará seguimiento a la ejecución de 
los planes de manejo de las unidades de conservación, identificadas bajo los lineamientos 
establecidos.

DELEGACIÓN DE LA GESTIÓN

Art. 89. De conformidad con el Art. 81 de la Ley, el Estado podrá delegar la administración de 
las áreas naturales protegidas a instituciones autónomas, a organizaciones no gubernamentales 
y otras asociaciones del sector privado, a organismos empresariales e instituciones del sector 
académico.

Por virtud de lo dispuesto en este artículo, quienes adquieran la responsabilidad de administrar 
las áreas naturales protegidas, estarán obligados a formular y a cumplir con el plan de manejo 
respectivo.

El Ministerio deberá velar por el cumplimiento, evaluar y aplicar los preceptos de los instrumentos 
internacionales que procedan en la materia y deberá asegurarse que, en las autorizaciones para 
la realización de actividades en las áreas naturales protegidas, se observen las disposiciones 
contempladas en los mismos.

FORMULACIÓN DE LA ESTRATEGIA Y DEL PLAN DE ACCIÓN

Art. 90. El Ministerio formulará la estrategia y el plan de acción para la conservación y el manejo 
sostenible del Sistema de las Areas Naturales Protegidas.

CONSERVACIÓN DE LAS ZONAS BIÓTICAS AUTÓCTONAS

Art. 91. El Ministerio, de conformidad con el Art. 79, literal (a) de la Ley, deberá mantener áreas 
en su estado natural como muestras de cada unidad biológica para asegurar la continuidad de 
los procesos evolutivos, incluyendo las migraciones animales y los patrones de flujo genético.

CONSERVACIÓN DE LA DIVERSIDAD BIOLÓGICA

Art. 92. Del mismo modo y con el fundamento jurídico citado en el artículo precedente, 
para conservar la diversidad y los procesos ecológicos de regulación del medio ambiente, el 
Ministerio, en coordinación con las autoridades competentes, deberá mantener ejemplos de 
las diferentes características de cada tipo de comunidad, paisaje y forma de terreno geológico 
nacional, con la finalidad de proteger la mayor diversidad representativa y única del país, así 
como para asegurar la continuidad de las diferentes funciones reguladoras del medio ambiente.

CONSERVACIÓN DEL PATRIMONIO GENÉTICO

Art. 93. Para conservar los recursos genéticos como base del patrimonio natural nacional, el 
Ministerio, en coordinación con las autoridades competentes, deberá asegurar un conjunto 
de áreas, que sean capaces de funcionar como bancos de reservas genéticas del país.
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INVESTIGACIONES TÉCNICA Y CIENTÍFICA

Art. 94. El Ministerio autorizará o generará los estudios e investigaciones de diferentes tipo y 
categoría que se realicen en las Áreas Naturales Protegidas, de acuerdo con las normas que 
se establezcan para tal efecto.

PROMOCIÓN Y FOMENTO DE LA CONSERVACIÓN DE LOS RECURSOS NATURALES

Art. 95. La promoción y el fomento de la conservación, recuperación y uso sostenibles de los 
recursos naturales, a que se refiere el Art. 79, literal (c) de la Ley, podrá hacerse por medio de 
acciones de reforestación, conservación de suelos y procesos de regeneración natural, entre 
otros, que conserven la vegetación natural.

CAPÍTULO II

DE LAS AGUAS Y LOS ECOSISTEMAS ACUÁTICOS

DEL DERECHO DE APROVECHAMIENTO DE LAS AGUAS

Art. 96. El aprovechamiento de las aguas es un derecho que podrá ser otorgado cuando su 
uso esté en armonía con los ecosistemas, el interés social, la utilidad y el desarrollo del país y 
esté sujeto a las condiciones y limitaciones previstas en la normativa correspondiente.

PERMISO AMBIENTAL PARA EL APROVECHAMIENTO DEL AGUA

Art. 97. Para el uso y aprovechamiento de los recursos hídricos nacionales, constituidos por 
aguas superficiales y subterráneas, corrientes o detenidas, incluyendo sus causes, se deberá 
obtener el Permiso Ambiental correspondiente de conformidad a los Arts. 62 y 63 de la Ley.

CONTROL SOBRE EL USO Y EL GOCE DE LAS AGUAS

Art. 98. La autoridad competente, emitirá las medidas pertinentes, de oficio o a petición de 
parte, para el aprovechamiento de cualquier corriente o depósito de aguas nacionales, así 
como las derivaciones que benefician a varios predios o empresas.

PRIORIDAD DE LOS DERECHOS DE APROVECHAMIENTO

Art. 99. Para el otorgamiento de todo Permiso o Licencias de derechos de aprovechamiento 
de una misma fuente de agua, el Ministerio se someterá a lo dispuesto en los Arts. 62 y 63 de 
la Ley y de las correspondientes regulaciones sobre agua, conformándose en el proceso de 
otorgamiento de Permisos y Licencias en la materia, los mecanismos de asignación económica, 
dentro de los cuales el manejo deberá priorizar el consumo humano.

GESTIÓN DE LOS ECOSISTEMAS ACUÁTICOS

Art. 100. Para la gestión de los ecosistemas acuáticos, el Ministerio requerirá:
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a.	 Localización, calidad y cantidad de agua:
b.	 Origen, tipo y volumen de agentes contaminantes;
c.	 Efectos de los contaminantes sobre el uso del agua;
d.	 Antecedentes históricos y medidas de regulación;
e.	 Crecimientos Social y económico y su impacto sobre calidad y cantidad del agua; y
f.	 Cualquier otra medida que contribuya a mejorar el conocimiento y el manejo sobre 

el recurso, de conformidad a la Ley y al presente Reglamento.

GESTIÓN DEL AGUA

Art. 101. La gestión del agua debe basarse en:

a)	 Cambios de sistemas y procesos, tanto en la administración del uso de aguas municipales, 
como en las industrias;

b)	 El diseño, la construcción y la operación de sistemas colectores de aguas negras y 
desperdicios, así como la instalación de plantas de tratamiento de aguas urbanas e 
industriales;

c)	 Medidas para la protección y aprovechamiento de los recursos hídricos superficiales 
y subterráneos.

d)	 Medidas efectivas de control para eliminar o reducir la descarga de cualquier tipo de 
contaminantes; y

e)	 Construcción de infraestructura para mantener condiciones ambientales aceptables.

CAPÍTULO III

DEL MEDIO AMBIENTE COSTERO MARINO

ORDENAMIENTO COSTERO MARINO

Art. 102. El ordenamiento del ambiente costero marino deberá considerar las actividades en 
las zonas de influencia. Para lo cual se identifican cuatro zonas:

a.	 Las regiones interiores que afectan al mar, principalmente a través de los ríos;
b.	 Las tierras ribereñas y humedales;
c.	 Las aguas y fondos marinos adyacentes a la costa, playas, acantilados, arrecifes, 

manglares, golfos y bahías, esteros y lagunas costeras; y
d.	 Las aguas en mar abierto, hasta el borde de la plataforma continental.

INFRAESTRUCTURA FÍSICA

Art. 103. Para la construcción de plataforma fijas y flotantes, superficiales o sumergidas, muelles, 
malecones, rompeolas, diques o cualquier infraestructura en los esteros, bahías, golfos y aguas 
costero marinas, se requiere del Permiso Ambiental correspondiente.
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MEDIDAS DE PROTECCIÓN DE LOS ECOSISTEMAS, MANGLARES Y ARRECIFES

Art. 104. Para la Protección y el uso de manglares, arrecifes y otros ecosistemas costero marinos, 
el Ministerio, en coordinación con los Concejos Municipales y las demás instituciones que 
tengan competencia sobre dichos recursos, deberá adoptar las siguientes medidas:

a.	 Establecer mediante inspección previa en el lugar, con las instituciones involucradas, 
la distancia de construcción y venta de terrenos colindantes con los manglares, playas, 
esteros, islas y ríos, todo lo cual se realizará en conformidad con criterios jurídicos y 
técnicos;

b.	 Determinar la cantidad y calidad de las descargas de desechos sólidos y vertidos a los 
ríos y a otros ecosistemas costero marinos;

c.	 Regular la extracción de minerales y material pétreo del fondo marino, esteros, playas, 
bocanas y deltas de los ríos.

d.	 Promover estudios e investigaciones científicas tendientes a la conservación de estos 
ecosistemas.

Art. 105. Las actividades consideradas en los artículos precedentes, en concordancia con el Art. 
74, de la Ley, para que sean autorizadas por el Ministerio deberá determinarse en cada caso la 
viabilidad ambiental de su ejecución.

CAPÍTULO IV

DEL MANEJO DE SUELOS Y ECOSISTEMAS TERRESTRES

USO DE LOS SUELOS Y ECOSISTEMAS TERRESTRES

Art. 106. El uso de los suelos y ecosistemas terrestres, deberá hacerse conforme a su vocación 
natural y a su capacidad productiva.

Con base al Levantamiento General de Suelos del país, el Ministerio realizará interpretaciones 
multidisciplinarias, que servirán para definir los diferentes usos del suelo sean estos, con 
fines urbanísticos, agropecuarios, forestales, industriales, mineros, recreativos, turísticos, de 
servicios y otros.

En la planificación de los usos del suelo, además de lo establecido en el Art. 15 de la Ley, 
se deberá considerar: la conservación de las especies, con énfasis en aquellas que están 
amenazadas o en peligro de extinción, áreas de recreación, áreas de investigación, áreas 
naturales protegidas, áreas críticas y frágiles, zonas protectoras, áreas de vertidos, así como 
otras áreas de manejo restringido.

SISTEMA DE CAPACIDAD DE USO DE LAS TIERRAS

Art. 107. Con base a las directrices establecidas en el Art. 74 del presente Reglamento, los 
procesos productivos de los diferentes sectores, deberán ser reorientados tomando en 
consideración el ordenamiento del territorio.
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PREVENCIÓN Y CONTROL DE LA EROSIÓN

Art. 108. El Ministerio promoverá la prevención y el control de la erosión de los suelos, teniendo 
como base la conservación de los recursos naturales, a partir del ordenamiento de las cuencas 
hidrográficas. Para ello deberá:

a.	 Evitar quemas en los terrenos agrícolas, especialmente en tierras de laderas;
b.	 Fomentar prácticas de conservación de suelos;
c.	 Controlar dragados en las riberas y cauces de los ríos y lagos;
d.	 Fomentar la forestación, especialmente en áreas críticas de las cuencas hidrográficas; y
e.	 Controlar las descargas en las urbanizaciones y lotificaciones que provoquen depósitos 

de suelo en ríos, lagos, lagunas y quebradas, o en cualquier otro depósito natural.

CAPÍTULO V

DE LA GESTIÓN Y EL APROVECHAMIENTO SOSTENIBLE DE LOS BOSQUES

MANEJO DE BOSQUES

Art. 109. El manejo de bosques ubicados en áreas frágiles, en los que se incluye al bosque, 
requieran del permiso ambiental, previa aprobación del Estudio de Impacto Ambiental con su 
correspondiente programa de manejo.

DESARROLLO SOSTENIBLE DE BOSQUES

Art. 110. Para la gestión y el aprovechamiento sostenible de los bosques, se promoverán 
proyectos de reforestación y de desarrollo forestal, mediante la aplicación de mecanismos de 
mercado, determinación de propuestas de áreas para desarrollar estos proyectos y utilización 
de la tecnología forestal apropiada, según lo establecido en el Art. 77 de la Ley.

TÍTULO III

DE LOS RECURSOS NATURALES NO RENOVABLES

CAPÍTULO UNICO

DE LA EXTRACCIÓN DE MATERIAL PETREO DE LOS RÍOS, LAGOS, LAGUNAS Y PLAYAS

PERMISO AMBIENTAL

Art. 111. De acuerdo con el Art. 82, letra (d) de la Ley, el Permiso Ambiental para la explotación 
de material pétreo de los ríos y quebradas, lagos, lagunas y playas, confiere al titular, dentro 
de los límites de su área, la facultad exclusiva de extraer el material pétreo, según lo permitan 
las condiciones hidrogeológicas y ambientales del área que explorará y su entorno.
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Dicho Permiso Ambiental podrá ser revocado de acuerdo a las causales del Art. 64 de la Ley.

OBLIGACIONES DEL TITULAR

Art. 112. Son obligaciones del Titular del Permiso para la explotación de material pétreo en ríos, 
quebradas, lagos, lagunas y playas los siguientes:

a.	 Cumplir con las medidas establecidas en el Estudio de Impacto Ambiental o en el 
Diagnóstico Ambiental;

b.	 Cumplir con la extracción del Volumen autorizado;
c.	 Conservar el cauce de los ríos;
d.	 Presentar informes que le solicite el Ministerio;
e.	 Cumplir con las demás obligaciones que se deriven de la Ley, de sus Reglamentos y 

demás leyes del país; y
f.	 Utilizar tecnología y procedimiento adecuados que prevengan y minimicen la generación 

de residuos, desechos y emisiones.

PARTE III

DE LAS CONDUCTAS Y LAS MEDIDAS PREVENTIVAS Y DE LA RESPONSABILIDAD 
AMBIENTAL

TÍTULO I

DE LAS CONDUCTAS Y MEDIDAS PREVENTIVAS 

CAPÍTULO I

DE LAS CONDUCTAS PREVENTIVAS

OBLIGACIONES DE LOS HABITANTES

Art. 113. Conforme a lo dispuesto en los Arts. 42 y 43 de la Ley, todos los habitantes de El 
Salvador están obligados a evitar las conductas que deterioren la calidad de vida de la población 
y de los ecosistemas.

PROGRAMAS DE AUTORREGULACIÓN

Art. 114. El Ministerio promoverá la introducción gradual y sistemática de programas de 
autorregulación por parte de los agentes ambientales, conforme a lo dispuesto por el Art. 43 
de la Ley.

CUMPLIMIENTO VOLUNTARIO

Art. 115. El Ministerio enfatizará, a través de programas especiales y del uso de los instrumentos de 
la Política del Medio Ambiente, el cumplimiento voluntario de las obligaciones y responsabilidades 
ambientales por parte de los habitantes.
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CAPÍTULO II

DE LAS MEDIDAS PREVENTIVAS

DE LAS MEDIDAS PREVENTIVAS Y OBLIGACIONES DE NO HACER

Art. 116. De acuerdo con el Art. 83 de la Ley, el Ministerio podrá adoptar en cualquier momento 
del proceso administrativo y antes de la resolución final, por acuerdo motivado, las medidas 
preventivas que considere necesarias de acuerdo a la naturaleza de la infracción.

ACUERDO MOTIVADO

Art. 117. El acuerdo motivado, al que se refiere el artículo anterior, deberá contener como mínimo:

a.	 Nombre del funcionario o autoridad que lo emite;
b.	 Identificación del supuesto infractor;
c.	 Relación circunstanciada del hecho que motiva la medida de carácter provisional.
d.	 Naturaleza de la medida o medidas que se ordena hacer o realizar;
e.	 Identificación del precepto jurídico que se presume infringido; y
f.	 Lugar y fecha de emisión.

SUSTITUCIÓN DE LAS MEDIDAS PREVENTIVAS Y NORMA DEL CONTAMINADOR PAGADOR

Art. 118. Conforme a lo dispuesto por el inciso tercero del Art. 83 de la Ley, las medidas preventivas 
relacionadas podrán sustituirse, rindiendo una fianza equivalente al monto establecido en el 
valúo provisional realizado por la autoridad competente, con el fin de garantizar la restauración, 
real o potencial, del daño causado. Para su constitución se estará a lo establecido en la 
legislación vigente en la materia.

TÍTULO II

DE LA RESPONSABILIDAD AMBIENTAL 

CAPÍTULO ÚNICO

DE LOS PROCEDIMIENTOS SANCIONATORIOS

PROCEDIMIENTO SANCIONATORIO

Art. 119. El acta de inspección a la que se refiere el Art. 91 de la Ley, deberá ser remitida al 
Ministerio por la autoridad que la levantó, en un plazo no mayor de 3 días después de realizada 
la inspección.

INSTRUCCIÓN Y SUSTANCIACIÓN DEL PROCEDIMIENTO

Art. 120. El Ministro nombrará a los funcionarios de su dependencia, en los cuales delegará 
la instrucción del procedimiento y estos a su vez, en la resolución motivada que ordene la 
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instrucción, nombrarán al instructor del procedimiento y al secretario de actuaciones, quien 
tendrá asimismo las atribuciones de notificador.

SANCIONES ACCESORIAS

Art. 121. Siempre que se imponga una sanción por cualesquiera de las infracciones contenidas 
en el Art. 86 de la Ley, se impondrá como sanción accesoria la obligación de reparar los daños 
al medio ambiente; si este es irreversible, se procederá a exigir al infractor la correspondiente 
indemnización, la cual se hará efectiva conforme al Código de Procedimientos Civiles.

En caso de incumplimiento, se procederá a determinar por peritos nombrados por el Ministerio, 
el valor de la inversión que debe ser determinada a tales objetivos; así mismo, si el daño 
ocasionado fuere irreversible, se condenará a las indemnizaciones a que hubiere lugar por la 
pérdida o destrucción de los recursos naturales o deterioro del medio ambiente, así como a 
las medidas compensatorias indispensables para su restauración.

TÍTULO III 

CAPÍTULO ÚNICO

DISPOSICIONES TRANSITORIAS Y FINALES

ALCANCE DEL DIAGNÓSTICO AMBIENTAL

Art. 122. El Diagnóstico Ambiental de una actividad, obra o proyecto debe identificar y Evaluar 
Impactos Ambientales producidos por su funcionamiento u operación en el área del proyecto 
y de su impacto, estableciendo si éste constituye el efecto de causas múltiples o existe relación 
causal directa entre la actividad, obra o proyecto y la situación de deterioro ambiental producida.

El programa de Adecuación que debe acompañar al Diagnóstico Ambiental debe especificar 
las medidas y acciones de compensación de los daños ambientales producidos, así como las 
destinadas a su atenuación y su prevención en el funcionamiento futuro de la actividad, la 
obra o el proyecto.

El objetivo del Programa de Adecuación Ambiental es que en un plazo máximo de tres años 
a partir de la obtención del Permiso Ambiental, se hayan adoptado y puesto en ejecución las 
medidas adecuadas para prevenir, atenuar o compensar los daños ambientales que hubieren 
ocasionado. Este plazo podrá reducirse en el caso de actividades, obras o proyectos que 
se operen con productos peligrosos, o usen procesos, o generen emisiones altamente 
contaminantes.

Presentado y aprobado el Diagnóstico Ambiental y su correspondiente Programa de Adecuación 
Ambiental, el Ministerio emitirá el permiso ambiental.

CONTENIDO DEL DIAGNÓSTICO AMBIENTAL

Art. 123. El Diagnóstico Ambiental deberá incluir, sin necesariamente limitarse a ello, lo siguiente:



424

Legislación Ambiental - El Salvador 2021

a.	 Descripción de la actividad, obra o proyecto y de los aspectos físico-químicos, biológicos 
y socioeconómicos de su área de influencia;

b.	 Identificación, priorización y cuantificación de los daños ambientales ocasionados por 
la actividad, así como la causa directa e inmediata de los mismos, en lo posible; y

c.	 Determinación, priorización y presupuesto de las medidas e inversiones ambientales 
de atenuación, prevención, corrección, compensación y control como aspectos 
indispensables del Programa de Adecuación ambiental respectivo.

PROCEDIMIENTO PARA SU ELABORACIÓN

Art. 124. El titular de la actividad, obra o proyecto deberá contar con un equipo interdisciplinario, 
formado por profesionales inscritos en el Registro de Prestadores de Servicio de Estudios 
Ambientales del Ministerio, para elaborar el Diagnóstico Ambiental y su respectivo Programa 
de Manejo Ambiental.

La información presentada en el documento de Diagnóstico Ambiental y su respectivo Programa 
de Adecuación Ambiental deberá ser sustentada por dictámenes técnicos y resultados de 
análisis de laboratorios, debidamente certificados.

DE LOS PLANES VOLUNTARIOS DE APLICACIÓN

Art. 125. En los casos de actividades, obras o proyectos que, por su complejidad y dimensiones, 
que según el Art. 109 de la Ley deban someterse a un Diagnóstico Ambiental, el titular tendrá la 
opción de acogerse a un Plan de Adecuación Voluntarios; este último constituirá la base para 
la elaboración del correspondiente Programa de Adecuación Ambiental bajo los lineamientos 
del Ministerio. Cumplidos estos requisitos se emitirá el Permiso Ambiental, y será a partir de 
su emisión, que el titular tendrá dos años para la aplicación de dicho plan.

CLÁUSULA DEL TITULAR MÁS FAVORECIDO

Art. 126. Cuando un titular se haya acogido al Programa de Adecuación Voluntario, para la 
elaboración de su Programa de Adecuación Ambiental, las condiciones favorables que se hayan 
acordado para dicho titular por parte del Ministerio, sean igualmente beneficiosas o exigentes, 
en términos de plazos, derechos, obligaciones, respecto de los Programas de Adecuación 
Voluntario futuros que el Ministerio acuerde con otros titulares, que se encuentren en idénticas 
o análogas condiciones.

SUSPENSIÓN DE ACTIVIDADES, OBRAS O PROYECTOS

Art. 127. De acuerdo al Art. 110 de la Ley, el incumplimiento de las condiciones establecidas 
en el Permiso Ambiental y en el Programa de Adecuación Ambiental, motivarán la suspensión 
de las actividades, obras o proyectos que se encuentren operando, hasta que se cumpla con 
las exigencias legales establecidas.

DEL INFORME ANUAL DEL PROGRAMA DE ADECUACIÓN AMBIENTAL

Art. 128. Durante el primer trimestre de cada año, el titular deberá presentar al Ministerio, un 
informe anual sobre el cumplimiento del Programa de Adecuación Ambiental.
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PUBLICIDAD DEL REGISTRO DE PRESTADORES DE SERVICIOS (2)

Art. 128-A. El Ministerio pondrá a disposición del público, de manera electrónica, el Registro  de 
Prestadores de Servicios, incluyendo el listado de personas y empresas inscritas, especializaciones 
ambientales, prestadores de servicios certificados, estudios de impactos ambientales y 
diagnósticos ambientales aprobados, hoja de vida de los prestadores de servicios en lo que 
atañe a su profesión, inscripciones vigentes y vencidas y todo dato que el Ministerio considere 
relevante para la transparencia de la información y el aseguramiento de los derechos de los 
usuarios de los servicios (2).

VIGENCIA

Art. 129. El presente Decreto entrará en vigencia ocho días después de su publicación en el 
Diario Oficial.

DADO EN CASA PRESIDENCIAL: San Salvador, a los veintiún días del mes de marzo del año 
dos mil.

Francisco Guillermo Flores Pérez
Presidente de la República

Ana María Majano
Ministra de Medio Ambiente y Recursos Naturales

APENDICE Nº 1

GLOSARIO DE DEFINICIONES

Los conceptos y sus correspondientes definiciones empleados en este Reglamento, se 
entenderán en el sentido o significado que a continuación se expresa. Además, quedan 
incorporadas las definiciones sobre la materia contenidas en los instrumentos internacionales 
ratificados por El Salvador.

AUDITORÍA DE EVALUACIÓN AMBIENTAL: método de revisión exhaustiva de instalaciones, 
procesos, almacenamientos, transporte, seguridad y riesgos de actividades, obras o proyectos 
que se encuentran en construcción y operación, que permite verificar el cumplimiento de las 
obligaciones establecidas en el permiso ambiental. De ser necesario, definir programas mediante 
los cuales se establecen, con plazos determinados, las obras, reparaciones, correcciones y 
acciones necesarias, con arreglo a las condiciones establecidas en el permiso ambiental.

CAUCE: áreas cubiertas por aguas continuas o discontinuas, incluyendo las cubiertas en las 
máximas crecidas ordinarias.

CIERRE DE OPERACIONES: es la etapa de conclusión de actividades para las que se consideran 
medidas necesarias que minimicen los impactos ambientales que las  mismas hayan ocasionado 
al ambiente, con el objeto de que el área del proyecto quede en condiciones para la realización 
de otras actividades, con el menor riesgo ambiental posible.
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CONSULTA PÚBLICA: proceso de información y de participación, que tiene como objeto 
involucrar a la población, y grupos afectados con las políticas, planes, programas, actividades, 
obras o proyectos, para obtener su opinión y ponderarlas, con el fin de resolver los Estudios 
Ambientales.

DIAGNÓSTICO AMBIENTAL: proceso que permite determinar los impactos y daños que la 
construcción, el funcionamiento o el cierre de operaciones de una actividad, obra o proyecto 
que se encuentre funcionando a la entrada en vigencia de la Ley, esté causando en el ambiente. 
Este estudio debe culminar con un programa de adecuación ambiental.

ECOETIQUETADO: certificación de procesos y productos que respondan a tecnologías 
ambientalmente es sanas, realizado por los organismos o instancias competentes.

ECOTONO: es una comunidad de transición entre dos ecosistemas.

FUENTES FIJAS O ESTACIONARIAS: todas las instalaciones establecidas en un solo lugar, que 
tengan por finalidad desarrollar operaciones o procesos industriales, comerciales o de servicios.

MEDIDA DE ATENUACIÓN: estrategia o acción destinada a reducir, neutralizar o eliminar los 
impactos negativos, ocasionados por la ejecución de una política, plan, programa, actividad, 
obra o proyecto.

MEDIDA DE PREVENCIÓN: estrategia, acción o medida destinada a evitar los impactos 
ambientales negativos de una política, plan, programa, actividad, obra o proyecto.

MONITOREO AMBIENTAL: proceso de seguimiento, vigilancia y verificación continua del 
cumplimiento de las obligaciones ambientales, que se realiza a través de la observación, 
medición y evaluación de una o más condiciones ambientales. Los instrumentos de monitoreo 
son múltiples y de naturaleza jurídica o extrajurídica.

PROGRAMA DE ADECUACIÓN AMBIENTAL: conjunto de acciones e inversiones, que el 
titular propone realizar programáticamente, en un plazo determinado, para evitar, corregir, 
atenuar y/o compensar los daños ambientales causados por una actividad, obra o proyecto, 
en funcionamiento y por el cierre de operaciones.

PLAN DE APLICACIÓN VOLUNTARIA: instrumento transitorio, que establece las condiciones 
por las cuales el titular de una actividad, obra o proyecto público o privado, de magnitud mayor, 
se somete a un plan voluntario de cumplimiento de las obligaciones ambientales, legales y 
reglamentarias. Mediante dicho instrumento se amplía el plazo original establecido para la 
ejecución del Programa de Adecuación Ambiental.

PROGRAMA DE AUTORREGULACIÓN: es el instrumento que se establece mediante la 
concertación entre el Ministerio y el Titular o agente ambiental, con criterios de corresponsabilidad 
y ecoeficiencia, como medio para lograr, por parte de éste, una protección sistemática, sostenible, 
integral, gradual y voluntaria de las obligaciones ambientales, legales y reglamentarias.
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PROGRAMA DE MANEJO AMBIENTAL: es el instrumento que contiene el conjunto de medidas 
propuestas para la prevención, atenuación y compensación de los impactos negativos al 
ambiente, así como la potenciación de los positivos. En éste se incluyen los componentes 
siguientes: implementación de medidas de prevención, atenuación y compensación, monitoreo, 
cierre de operaciones, y rehabilitación. El programa de manejo ambiental es una parte integrante 
del estudio de impacto ambiental.

REHABILITACIÓN: componente del programa de manejo ambiental, formado por el conjunto 
de medidas que deben implementarse durante la etapa de cierre de operaciones de una 
actividad, obra o proyecto, para restablecer los componentes afectados del medio ambiente, a 
una condición similar a la que tenían con anterioridad a su ejecución; o, de no ser ello posible, 
restablecer sus propiedades básicas.

TÉRMINOS DE REFERENCIA: son lineamientos de carácter técnico administrativo que orientan 
la elaboración de los estudios de impacto ambiental.

TITULAR PROPONENTE: la persona natural o jurídica propietaria de una actividad, obra o 
proyecto propuesto y que lo ejecuta o manifiesta la intención de llevarlo a cabo.

ZONA DE ALTO RIESGO: es aquella en donde existe una alta probabilidad de ser impactada 
negativamente debido a cambios ocasionados por fenómenos naturales o provocados por 
el ser humano.

Además de las anteriores, quedan incorporadas y plenamente vigentes las definiciones sobre 
la materia de este Reglamento, contenidas en los instrumentos internacionales ratificados o 
adheridos por El Salvador.

D.E. Nº 17, del 21 de marzo de 2000, publicado en el D.O. Nº 63, Tomo 346, del 29 de marzo 
de 2000. ESTA PUBLICACIÓN SALIÓ ERRADA YA QUE NO SE PUBLICÓ EL ANEXO.

NUEVA PUBLICACIÓN

D.E. Nº 17, del 21 de marzo de 2000, publicado en el D.O. Nº 73, Tomo 347, del 12 de abril de 
2000.-

REFORMAS:

(1) D.E. N° 17 del 02 de marzo del 2007, Publicado en el D.O. N° 51, Tomo 374 del 15 de marzo 
del 2007.

(2) Decreto Ejecutivo No. 39 de fecha 28 de abril de 2009, publicado en el Diario Oficial N° 98, 
Tomo 383 de fecha 29 de mayo de 2009. NOTA*
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* INICIO DE NOTA:

El presente Decreto Ejecutivo contiene disposiciones transitorias, las cuales se transcriben a 
continuación:

DISPOSICIÓN TRANSITORIA

DE LAS INSCRIPCIONES ACTUALES EN EL REGISTRO DE PRESTADORES DE SERVICIOS

Art. 15. Los Prestadores de Servicios Ambientales actualmente inscritos en el Registro del 
Ministerio, para continuar siendo reconocidos como tales, deberán someterse al nuevo Sistema 
de Certificación y Registro, dentro de un plazo no mayor de doce meses contados a partir de 
la vigencia del presente Decreto.

VIGENCIA

Art. 16. El presente Decreto entrará en vigencia ocho días después de su publicación en el 
Diario Oficial.

DADO EN CASA PRESIDENCIAL: San Salvador, a los veintiocho días del mes de abril de dos 
mil nueve.

Elías Antonio Saca González
Presidente de la República

Carlos José Guerrero Contreras
Ministro de Medio Ambiente y Recursos Naturales



Inauguración de un vivero que permitirá realizar la expansión del área 
restaurada y garantizar la sostenibilidad de las acciones, que serán de 
beneficio para la recarga hídrica, en los Humedales de Importancia 
Internacional Olomega y El Jocotal.

Junto al Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo, se realizó un 
recorrido por el sitio piloto donde se desarrolla la temática ECO-DRR 
(Ecological Disaster Risk Reduction) y el Centro de Educación sobre 
Humedales Ramsar, ubicado en la laguna El Jocotal, con el apoyo de 
la Agencia de Cooperación Internacional del Japón (JICA), donde se 
dispone de importante información sobre los servicios ecosistémicos 
de los humedales. 
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REGLAMENTO PARA EL ESTABLECIMIENTO Y MANEJ O 
DE ZOOCRIADEROS DE ESPECIES DE VIDA SILVESTRE

CAPÍTULO I.   DISPOSICIONES FUNDAMENTALES

Art. 1. El presente Reglamento, contiene las disposiciones normativas requeridas para el 
establecimiento y desarrollo de proyectos de reproducción y de restauración en cautiverio 
de especies animales de vida silvestre. Los locales destinados para tales efectos se llamarán 

“ZOOCRIADEROS”.

Art. 2. El Ministerio de Agricultura y Ganadería (MAG), será el responsable de velar por la aplicación 
en El Salvador de la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas 
de Fauna y Flora Silvestres.

Art. 3. Para el establecimiento y manejo de zoocriaderos, deberá solicitarse con anterioridad 
al MAG el permiso correspondiente, el cual deberá ser extendido por medio de Acuerdo del 
Órgano Ejecutivo.

Art. 4. La persona natural o jurídica que tenga interés en el establecimiento y manejo de 
zoocriaderos deberá:

a)	 Desarrollar el manejo y actividades propias del zoocriadero, atendiendo a los estudios 
técnicos y científicos que corresponden a cada una de las especies que serán manejadas;

b)	 Permitir a las Autoridades Administrativas y Científicas de la Convención sobre el 
Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres (CITES), 
de nuestro país y a los delegados del MAG debidamente identificados, el ingreso a las 
instalaciones del zoocriadero, para la práctica de diligencias propias de sus respectivas 
funciones y prestarles la debida colaboración;

c)	 Proporcionar al MAG en los meses de enero y julio de cada año, un reporte sobre la 
cantidad de animales que se encuentran en las instalaciones del zoocriadero, y

d)	 Proporcionar los datos e informes técnicos de carácter general que el MAG requiera.

Art. 5. Los Animales del zoocriadero deberán estar bajo la responsabilidad de un Biólogo, 
Médico Veterinario, Ingeniero Agrónomo o profesional en cualquier otra ciencia afín a las 
mencionadas, quien tendrá a su cargo la fiscalización cuantitativa y cualitativa de la recolección. 
de la reproducción y el mantenimiento de la especie. El profesional aludido deberá ser graduado 
de una universidad salvadoreña o incorporado legalmente a ella.

Art. 6. Siempre que sea materialmente posible, los animales de los zoocriaderos deberán ser 
marcados. de tal manera que su procedencia y, en su caso, las características fenotípicas sean 
fácilmente identificables.

El MAG por medio de Acuerdo Ejecutivo determinará las especies a marcar, la forma o método 
para hacerla, así como las características fenotípicas del espécimen que deberá consignarse 
en la marca.
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Art. 7. La movilización o traslado de animales de un zoocriadero, requerirá de un permiso 
extendido por el MAG y deberá contener los datos que sean necesarios para identificar a los 
especímenes que ampara, tales como: cantidad, especie, nombre científico. Nombre común, 
edad, y en su caso, clase de marca de cada espécimen el motivo de su movilización y el 
destino de los mismos, así como la información necesaria para identificar el zoocriadero de su 
procedencia, como: nombre del establecimiento y el de su propietario ubicación geográfica, 
número del registro correspondiente y fecha en que le fue concedido el permiso a que se 
refiere el Art. 3 de este Reglamento.

Art. 8. Las partes y derivados de animales de vida silvestre reproducidos en cautiverio requerirán 
para su comercialización de empaques, los cuales deberán llevar un distintivo comercial.

Art. 9. Los animales de especies de vida silvestre amenazadas cuya procedencia legal no pueda 
ser comprobada por su poseedor, serán decomisados por Agentes de la Policía Nacional Civil 
y puestos de inmediato a la orden del MAG. Todo sin perjuicio de la aplicación de la sanción 
administrativa o penal a que hubiere lugar.

CAPÍTULO II

PROCEDIMIENTO PARA LA OBTENCIÓN DEL PERMISO

Art. 10. Para la obtención del permiso a que se refiere el Art. 3 de este Reglamento, el interesado 
deberá presentar por escrito la solicitud al MAG, cumpliendo con los requisitos siguientes:

a)	 Nombre completo del solicitante, edad, profesión, domicilio y nacionalidad, relacionando 
el respectivo documento de identificación personal, y expresando a la vez, si actúa 
por derecho propio o a nombre de otra persona. En este último caso, el solicitante 
deberá acreditar su personería;

b)	 Las personas jurídicas harán la solicitud a través de su representante legal, quien deberá 
acreditar su personería y la existencia de su representada;

c)	 Proporcionar el área del predio donde funcionará el zoocriadero, su ubicación exacta, 
indicando en su caso el caserío, cantón, municipio y departamento. Además, deberá 
mencionar si el predio es propio o arrendado;

d)	 Indicar el nombre común y científico de la especie que se desea reproducir o restaurar 
en cautiverio;

e)	 Especificar en forma técnica la cantidad de especímenes y la proporción respecto al 
sexo que necesita adquirir para iniciar la reproducción;

f)	 Indicar el origen o procedencia de la especie a reproducir, así como la época del año 
en que se pretende efectuar la obtención o recolección de los especímenes necesarios 
para iniciar la reproducción;

g)	 Describir el método y técnica de captura o recolección de los especímenes a reproducir; 
así como los procedimientos a utilizar para registrar	 las operaciones de cría en 
cautiverio. En su caso deberá expresar de qué país o zoocriadero nacional procede el 
pie de cría;

h)	 Nombre completo y demás generales del profesional responsable de los animales del 
zoocriadero, si el mismo solicitante no lo fuere;

i)	 Señalar lugar para oír notificaciones;
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j)	 Lugar y fecha; y,
k)	 Firma del solicitante.

Art. 11. La solicitud para el establecimiento de un zoocriadero podrá comprender varias especies, 
siempre que éstas pertenezcan a la misma clase taxonómica o que unas sirvan en el mismo 
zoocriadero para alimentar a otras.

Sin perjuicio de lo dispuesto en los Arts. 10 Y 12 de este Reglamento, cuando la solicitud tenga 
por objeto obtener permiso para el desarrollo de un proyecto de restauración de animales de 
vida silvestre, el interesado deberá expresarlo así y explicar con detalles técnicos y científicos 
la forma en que se atenderán los animales durante su restauración.

Art. 12. La solicitud deberá presentarse en original y copia junto con la siguiente documentación:

a)	 Número de Identificación Tributaria;
b)	 Escritura Pública que acredite la propiedad o el derecho de arrendamiento del inmueble 

donde funcionará el zoocriadero. En este último caso, el plazo de arrendamiento no 
podrá ser menor de cinco años;

c)	 Plan de manejo;
d)	 Autorización del Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales cuando el pie de 

cría se pretenda obtener del medio silvestre, en el territorio nacional;
e)	 Fotocopia certificada del título autenticado del profesional responsable de los animales 

del zoocriadero, y
f)	 Autorización zoosanitaria de importación, extendida por la Dirección General de 

Sanidad Vegetal y Animal y el permiso de importación extendido por el MAG, si el pie 
de cría será obtenido en otro país.

Art. 13. El plan de manejo del zoocriadero deberá contener;

a)	 Introducción;
b)	 Justificación;
c)	 Objetivos;
d)	 Biología de la especie a reproducir en cautiverio, que deberá comprender; índice de 

nacimiento y de mortalidad, comportamiento, reproducción, enfermedades, dinámica 
de población y alimentación;

e)	 Beneficios esperados: ambientales, sociales y económicos de las comunidades locales 
o cualquier otro que resulte provechoso;

f)	 Técnicos de manejo que se utilizarán, incluyendo el transporte de los animales;
g)	 Proyección de la producción esperada anualmente;
h)	 Destino de la producción;
i)	 Cronograma de actividades dentro de los primeros cinco años de funcionamiento, y
j)	 Planos de ubicación y de construcción y especificaciones técnicas de las instalaciones 

con sus vías de acceso.

Art. 14. Admitida la solicitud y cumplidos los requisitos establecidos, el MAG dentro de un 
término que no excederá de quince días hábiles, deberá practicar inspección en el lugar donde 
se pretende establecer el zoocriadero, con el propósito de constatar la información aludida en 
el literal c) del Art. 10, así como si en el lugar existen las condiciones ambientales necesarias 
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para la reproducción o restauración de las especies para los cuales  se solicita el permiso.
Art. 15. Realizada la inspección, el MAG, dentro de los quince días hábiles siguientes otorgará 
o denegará el permiso solicitado por medio de Acuerdo Ejecutivo.
El Acuerdo por medio del cual se concede el permiso contendrá:

a)	 Nombre, denominación o razón social del solicitante;
b)	 Nombre del zoocriadero, si lo tuviere;
c)	 Ubicación de las instalaciones donde funcionará el zoocriadero;
d)	 Descripción extractada de las instalaciones;
e)	 Número del registro del zoocriadero, y
f)	 Las demás especificaciones técnicas que el Ministerio considere convenientes.

Art. 16. Dicho acuerdo se le notificará al solicitante a quien además deberá extendérsele una 
certificación del mismo dentro de los ocho días hábiles siguientes.

CAPÍTULO III

DE LA RECOLECTA

Art. 17. La obtención del pie de cría de otro zoocriadero requerirá de la autorización previa 
del MAG, en cuyo caso el solicitante se limitará a manifestarlo así en la solicitud respectiva.
Art. 18. El Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales, será responsable de velar que el 
pie de cría proveniente del medio silvestre sea recolectado de las especies, en las cantidades y 
de los lugares previamente autorizados. Verificará la metodología empleada para la recolecta 
y cualquier otro aspecto previamente establecido.

CAPÍTULO IV 

DISPOSICIONES GENERALES

Art. 19. La transferencia del dominio de un zoocriadero a cualquier título que se haga, deberá ser 
comunicada por escrito al MAG, debiendo acompañar al escrito respectivo una copia certificada 
del documento de traspaso. En su caso, deberá presentarse la declaratoria de heredero.

Art. 20. Los zoocriaderos deberán mantener condiciones de seguridad para impedir al máximo 
el ingreso o salida accidental de animales y se deberán establecer áreas delimitadas para la 
exhibición, reproducción y cuarentena de los mismos.

Art. 21. Serán obligaciones del profesional responsable de los animales del zoocriadero:

a)	 Firmar el plan de manejo a fin de someterlo a conocimiento y aprobación;
b)	 Velar por el fiel cumplimiento de las normas técnicas del plan de manejo;
c)	 Recomendar las especies animales a utilizar en los zoocriaderos;
d)	 Presentar los informes técnicos que solicite el MAG;
e)	 Llevar una bitácora donde conste el trabajo realizado y las recomendaciones técnicas 

señaladas para el buen desarrollo del proyecto;
f)	 Llevar registros técnicos sobre las especies presentes en los zoocriaderos, y
g)	 Recomendar modificaciones justificadas que amerite el plan de manejo aprobado con 

el propósito de adecuarlo a nuevas técnicas de reproducción y manejo.
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Art. 22. En el Acuerdo Ejecutivo por medio del cual se concede el permiso para el establecimiento 
y manejo del zoocriadero, podrá establecerse el porcentaje de animales nacidos en cautiverio 
que el dueño del mismo deberá liberar al medio natural. La liberación de los especimenes 
en el medio natural podrá efectuarse por decisión del MAG previo acuerdo del Ministerio de 
Medio Ambiente y Recursos Naturales, o a solicitud de este Ministerio.

Art. 23. El MAG autorizará el número del pie de cría de los zoocriaderos atendiendo el área de 
las instalaciones. a la proporción sexual de la especie y a la capacidad reproductiva de la misma.

Art. 24. El MAG Y las Autoridades Científicas deberán comunicar con tres días hábiles de 
anticipación la práctica de cualquier diligencia en un zoocriadero, señalando con claridad en 
la notificación la actividad a practicar.

Art. 25. Cuando en un zoocriadero establecido para una especie determinada se pretenda 
iniciar la crianza de nuevas especies, éstas deben estar comprendidas en la misma Clase 
Taxonómica. En este caso deberá presentarse al MAG la solicitud respectiva, indicando el destino 
que se dará a los especímenes reproducidos, adjuntando los planes de manejo, área física y 
la infraestructura para cada una de las especies. El MAG dispondrá de veinte días hábiles para 
hacer las verificaciones correspondientes y notificar al solicitante la aprobación o denegación 
de la solicitud. En este último caso se razonarán las causas de la denegatoria.

La información técnica proporcionada con la solicitud será de uso exclusivo del MAG.

Art. 26. El Ministro de Agricultura y Ganadería, por medio de Acuerdo Ejecutivo designará 
la oficina que internamente será responsable de la ejecución de las atribuciones y acciones 
administrativas que en este Reglamento se le asignan al MAG.

Art. 27. Los Ministerios de Hacienda y de Agricultura y Ganadería fijarán por medio de Acuerdo 
Ejecutivo, las tarifas que esta última Secretaría de Estado deberá cobrar por los servicios 
prestados con base en este Reglamento.

Art. 28. Derogase el Decreto Ejecutivo No. 13. de fecha 27 de febrero de 1996 publicado en 
el Diario Oficial No. 50, Tomo No. 330, del 12 de marzo de ese mismo año, que contiene el 
Reglamento para el Establecimiento y Manejo de Zoocriaderos de Especies de Vida Silvestre.

Art. 29. El presente Decreto entrará en vigencia ocho días después de su publicación en el 
Diario Oficial.

DADO EN CASA PRESIDENCIAL: San Salvador a los veinticuatro días del mes de julio del año 
dos mil tres.

Francisco Guillermo Flores Pérez,
Presidente de la República.

Salvador Edgardo Urrutia Loucel,
Ministro de Agricultura y Ganadería.



Con evaluación de parámetros del Índice de Calidad de Agua (ICA), en 
el Observatorio de Amenazas, se analizan los resultados de las muestras 
de agua de diferentes ecosistemas y, se clasifican en las categorías de: 
Excelente, Buena, Regular, Mala y Pésima.

De igual forma, se evalúa su aptitud para diferentes usos, como: 
agua para potabilizar por métodos convencionales, para riego sin 
restricciones, actividades recreativas con contacto humano y consumo 
de especies de producción animal.
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REGLAMENTO SOBRE LA CALIDAD DEL AGUA EL 
CONTROL DE VERTIDOS Y LAS ZONAS DE PROTECCIÓN

TÍTULO I 

DISPOSICIONES FUNDAMENTALES

Art. 1. El presente Reglamento tiene por objetivo desarrollar los principios contenidos en la Ley 
Sobre Gestión Integrada de los Recursos Hídricos y su Reglamento, así como los Artículos 100 
y 101 de la Ley de Riego y Avenimiento, referente a la calidad del agua, el control de vertidos 
y a las zonas de protección con el objetivo de evitar, controlar o reducir la contaminación de 
los recursos hídricos.

Art. 2. Los términos y conceptos empleados en este reglamento se entenderán en el sentido 
o significado que se les dé en el glosario de conceptos técnicos que forma parte del mismo 
en cuyo texto se usarán las siglas que a continuación se indican con el significado siguiente:

1.	 MIPLAN: Ministerio de Planificación y coordinación y coordinación del Desarrollo 
Económico Social;

2.	 MAG: Ministerio de Agricultura y Ganadería:
3.	 MSPAS: Ministerio de Salud Pública y asistencia Social;
4.	 ANDA: Administración Nacional de Acueductos y Alcantarillados;
5.	 PLANSABAR: Plan Nacional de Saneamiento Básico Rural;
6.	 OEDA: Oficina Especializada del Agua;
7.	 AEE: Agencias Ejecutoras Especializadas; y
8.	 MOP: Ministerio de Obras Públicas;

Art. 3. El estado, a través de los mecanismos establecido en el presente Reglamento y de la 
autoridad competente, tomara las medidas adecuadas y oportunas para regular las actividades 
que lleguen a producir contaminación de las aguas, a fin de armonizar el aprovechamiento 
racional e integral de los recursos hídricos con la protección de la calidad de los mismos.

El MIPLAN, en coordinación con los demás Ministerios involucrados, tomara las medidas y las 
acciones que permitan obtener, de acuerdo con lo que indique este reglamento, un control 
efectivo sobre la calidad de los recursos hídricos.

Art. 4. El Órgano Ejecutivo en los Ramos de Planificación, Salud Publica y asistencia Social, de 
Agricultura y ganadería y de Obras Públicas podrá establecer regulaciones especialmente sobre:

a.	 Los procesos industriales cuyos efluentes, no obstante, el tratamiento a que puedan 
ser sometidos, hayan de constituir un peligro de contaminación,

b.	 La fabricación importación comercio y utilización de productos que constituyan una 
amenaza para la calidad del agua, tales como fertilizantes, pesticidas y productos 
químicos y bioquímicas, según las leyes sobre la materia;
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c.	 Las actividades que afecten las zonas de protección de los cauces mismos y las 
captaciones de agua;

d.	 Las demás que se consideren necesarias a los fines del presente Reglamento.

Art. 5. Para los fines de este Reglamento se establecen como objetivos de calidad los niveles 
físicos y biológicos necesarios para mantener, preservar o recuperar la calidad del recurso 
hídrico, de manera que no se interfiera con el uso previsto en los Planes Nacionales de desarrollo, 
aprovechamiento o protección de los recursos hídricos.

Art. 6. La especificación de los objetivos de calidad la clasificación y reclasificación de las aguas 
se hará por resolución ministerial conjunta, en los Ramos de MIPLAN, MAG, MOP MSPAS.

Art. 7. Las condiciones a que deben sujetarse los vertidos de aguas residuales contaminantes se 
establecerán de manera que se conserven los objetivos de calidad previamente establecidos, 
tomando en consideración el destino volumen, caudal, calidad y poder de autodepuración, 
tanto del vertido como del cuerpo de agua receptor.

Art. 8. Cuando no exista un objeto de calidad los interesados en efectuar un vertido podrán 
solicitar a cualquiera de las AEE su fijación de manera que se especifiquen las condiciones 
bajo las cuales les permita efectuarlo. El procedimiento para la fijación del objetivo de calidad 
será referido en el Artículo 6.

TÍTULO II

DE LA AUTORIDAD COMPETENTE

Art. 9. En todo lo que se refiere o relacione con la aplicación de las normas sobre la calidad 
del agua a nivel nacional, la Autoridad Competente será el Órgano Ejecutivo en los Ramos de 
Salud Pública y Asistencia Social de la Agricultura y Ganadería y el de las Obras Públicas, bajo 
los términos de este Reglamento y los de su propia legislación en materia de contaminación 
de aguas de acuerdo con las normas y procedimientos que adelante se establecen. Cuando se 
trate de aplicación de sanciones por infracción del presente Reglamento, se harán por medio del 
Departamento Jurídico del Ministerio de Agricultura y Ganadería de acuerdo con lo establecido 
en el Capítulo IX de la Ley de Riego y Avenamiento y al Artículo 138 de su Reglamento.

Art. 10. Las AEE y las Instituciones públicas centralizadas y descentralizadas a que se refiere el 
Artículo 2 del Reglamento de la Ley Sobre Gestión Integrada de los Recursos Hídricos, están 
obligadas a prestar toda colaboración técnica necesaria para que la Autoridad Competente 
desempeñe su labor en forma eficiente y más especialmente, aquellas AEE directamente 
involucradas con atribuciones específicas en este Reglamento.

La OEDA servirá de organismo técnico consultor del Comité Ejecutivo a que se refiere el 
artículo siguiente. Los particulares afectados por alguna resolución técnica necesaria para que 
la Autoridad Competente en relación a sus solicitudes podrán recurrir de ella en una forma 
que establece la Ley de Riego Avenamiento.
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Art. 11. Para los fines de coordinar y asesorar lo relativo a solicitudes de vertidos obras de 
tratamiento para depuración y todo lo relativo al presente Reglamento, se crea una Oficina 
Conjunta Protectora de los Recursos Hídricos (“Oficina Conjunta”) la cual estará dirigida por 
el Comité Ejecutivo, integrado por un representante del Departamento Jurídico y un técnico 
de los Ministerios de Agricultura  y Ganadería, de Salud Pública y Asistencia Social de Obras 
Públicas del Interior y además de la Administración Nacional de Acueductos y Alcantarillados. 
Dichos representantes serán nombrados por los titulares de los organismos de correspondientes 
ante el Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social y elaborarán de común acuerdo un 
Reglamento Interno que regule el funcionamiento de la Oficina Conjunta. Este Reglamento 
será puesto en vigencia en un plazo de treinta días subsiguientes a la fecha de creación de la 
Oficina Conjunta.

Art. 12. La Oficina Conjunta deberá ser creada dentro de del plazo de 12 meses subsiguientes 
a la fecha de vigencia del presente Reglamento y su sede estará adscrita al MSPAS, quien 
coordinará la implementación de la infraestructura administrativa necesaria y el personal 
técnico de apoyo que el Comité Ejecutivo de la Oficina Conjunta estime conveniente.

Todos los costos de implementación, organización y funcionamiento de la oficina conjunta 
serán, cubiertos en su totalidad por la Administración Nacional de Acueductos y Alcantarillados.

Art. 13. Cuando el estado de calidad del agua afecte o pueda afectar la salud pública o aspectos 
relativos al saneamiento, incluyendo vertidos industriales, cloacales descargas urbanas y demás 
será el Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social por medio de la dependencia ejecutiva 
correspondiente, quien se encargará de velar por el cumplimiento de las normas de calidad 
fijadas para cada caso.

Art. 14.  El Ministerio de Agricultura y Ganadería en cumplimiento del Artículo 101 de la Ley de 
Riego y Avenamiento, dictará las medidas necesarias para:

a)	 Impedir que contaminen las aguas;
b)	 Impedir que el uso de aguas reduzca la fertilidad de los suelos; y
c)	 Proteger la fauna y la flora acuática.

Art. 15. Cuando se trate d vertidos que puedan perturbar el equilibrio físico, químico, biológico 
y ecológico de las aguas será el Ministerio de Agricultura y Ganadería, por medio de su 
dependencia ejecutiva quien se encargará de velar por el cumplimiento de las normas de 
calidad fijadas para cada caso.

Sin perjuicio de los dispuesto en el Artículo 11, el MAG y el MSPAS podrán actuar en forma 
conjunta cuando lo requiera uno de estos Ministerios.

Art. 16. Cuando se trate de descargas de aguas negras o vertidos industriales, el MSPAS deberá 
establecer sistemas de vigilancia y control para que se cumplan las condiciones fijadas en 
cada caso. El MAG, por su parte establecerá sus propios mecanismos de vigilancia y control 
dentro de su competencia. Ambos Ministerios podrán presentarse mutua colaboración técnica 
cuando sea requerida.
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Art. 17. Cuando se trate de vertidos que descargan sistemas de alcantarillado sanitario, sistema 
de conducción de aguas residuales, obras de tratamiento y disposición fina de las mismas, de 
propiedad de ANDA, será esta Institución la que aplicará sus propias normas y regulaciones 
para asegurar la protección y buen funcionamiento de dichas obras.

ANDA establecerá las condiciones que deben cumplir las aguas residuales domésticas o 
industriales, previo a la autorización de vertido en las obras sanitarias anteriormente mencionadas.

Art. 18. Tanto el MAG como el MSPAS y ANDA deberán notificar a las alcaldías correspondientes 
las decisiones que se tomen sobre el control de la contaminación de las aguas que se ubiquen 
dentro de sus respectivas Jurisdicciones. Dicha notificación se hará por medio de esquela que 
contenga un extracto de la solicitud y resolución correspondiente a fin de que se controle y 
vigile su cumplimiento y denuncie las infracciones ante la Autoridad Competente.

TÍTULO III

AUTORIZACIÓN DE VERTIDOS

Art. 19. Ninguna descarga de residuos sólidos, líquidos o gaseosos a los diferentes medios 
acuáticos, alcantarillado sanitario y obras de tratamiento podrá ser efectuada sin la previa 
autorización de la Autoridad Competente.

Art. 20. La autorización a que se refiere el artículo anterior, se solicitará por los interesados a 
la Autoridad Competente en papel sellado de valor correspondiente según modelo que se 
perfeccionará. La solicitud deberá contener:

1.	 Nombre, profesión y oficio, domicilio y nacionalidad del solicitante de personas jurídicas 
y si se tratare de personas jurídicas deberá comparecer su representante legal, quien 
además de acreditar de la empresa que representa;

2.	 Nombre del medio acuático y localización cartográfica del punto en que se pretenda 
actuar o está actuando el vertido anexando plano o croquis de su ubicación;

3.	 La información sobre caudales y volúmenes del vertido, períodos estimados de descarga 
y duración de los mismos.

4.	 Características del vertido en que está efectuando o se pretende efectuar, adjuntando 
plano o escala que detalle Informa como se realiza o realizará dicho vertido;

5.	 Descripción de:
a.	 Las obras físicas de depuración que se pretenden construir o se hayan construido;
b.	 El tratamiento al que se propone someter el vertido o que ya se está tratando;

6.	 Análisis físico-químico y biológico de los componentes de vertido en el sitio y las 
condiciones que indiquen la Autoridad de Competente en los casos en donde se esté 
efectuando descarga.

En los casos en que no se esté efectuando, se deberá adjuntar un análisis comparativo según 
otras industrias similares, a reserva de que posteriormente presente el análisis de su propio 
vertido.
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Art. 21. A las solicitudes que reúnan los requisitos señalados se les abrirá un expediente y serán 
registradas en los libros especiales en los que se anotará: el número del expediente, el nombre 
del solicitante y la fecha y hora de presentación. Caso contrario se prevendrá a los interesados 
para que se corrijan o complementen.

Art. 22. La Oficina Conjunta llevará un Registro Central de las solicitudes presentadas a la 
Autoridad Competente y deberá contener:

a)	 Nombre del solicitante;
b)	 Fecha de recepción de la solicitud;
c)	 Número de expediente; y
d)	 Clase de resolución que se ha proveído.

Art. 23. Las solicitudes de autorización de descarga deberán ser analizadas técnicamente 
compatibilizándolas con los objetivos de calidad establecidos la Autoridad Competente 
analizará las posibilidades en que tal uso sea compatible y no afecte las diferentes utilizaciones 
del medio receptor.

Art. 24. Recibida y registrada la solicitud se practicará la inspección de las instalaciones y el 
lugar del vertido, y se tomarán muestras necesarias para los análisis correspondientes.

Si durante la inspección se detectaren anomalías que impidan a verificación de los inspectores 
o si fuere necesaria una ampliación de la información de la que se tiene, se notificarán estas 
circunstancias al interesado para que las corrija o amplíe, en su caso dentro del plazo que se 
le señale.

Art. 25. Verificada la inspección, realizados el análisis de laboratorio y emitido el dictamen 
técnico por las AEE correspondientes, estas deberán emitir una resolución previa consulta 
con la Oficina Conjunta, en la cual las AEE condicionarán, autorizarán provisionalmente o 
denegarán el vertido.

Art. 26. La resolución determinada en el vertido solicitado es aceptable, mediante determinadas 
condiciones, la Autoridad Competente por medio de la Oficina Conjunta las comunicará al 
solicitante para la aceptación o rechazo de las condiciones impuestas.

Si tales condiciones fueren aceptadas por el solicitante éste las deberá cumplir dentro del 
plazo que se les fije para que se le autorice provisionalmente el vertido.  Si no las acepta, se 
estará a lo dispuesto en los Arts. 10 inciso 2 de este Reglamento.

Art. 27. Si la resolución fuere favorable o condicionada se autorizará provisionalmente a el 
vertido. Dicha autorización se convertirá en definitiva tres años después, contados a partir de 
la fecha de autorización provisional, previa comprobación del cumplimiento de las condiciones 
fijadas por la Autoridad Competente.

Art. 28. Si en la resolución se determinare que el vertido solicitado es incompatible con los 
objetos de calidad o con los restantes usos del medio receptor a la Autoridad Competente 
denegará la solicitud y la notificará al interesado por medio de la Oficina Conjunta.
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Art. 29. La Autoridad Competente deberá emitir resolución a más tardar dentro de 30 días 
hábiles después de presentada la solicitud. Si el interesado no estuviese de acuerdo con la 
resolución emitida podrá recurrir en la forma que establece la Ley de Riego y Avenamiento.

Art. 30. Las autorizaciones de los vertidos obligan al usuario a sujetarse a las normas preescritas 
bajo pena de declarar renovada la autorización por daño previsible. Asimismo, está obligado a 
dar aviso por escrito a la Autorización Competente dentro de un plazo de treinta días antes de:

a)	 No continuar efectuando el vertido:
b)	 Modificar el proceso productivo que pueda repercutir en alteración del vertido; y
c)	 Modificar el proceso depurativo.

En caso de los literales “b” y “c” anteriores, el responsable de la descarga está obligado a 
proporcionar a la Autoridad Competente en el plazo que se le fije toda la información necesaria 
para detallar las variaciones de y repercusiones de la alteración o modificación según el caso 
todo bajo pena de revocar la autorización respectiva.

Art. 31. Las autorizaciones de vertidos tendrán vigencia por el plazo que se especifique en la 
resolución correspondiente.

Art. 32. La Autoridad Competente notificará sus resoluciones a la Oficina Conjunta para su 
Inscripción en los registros correspondientes dentro de los quince días siguientes a la fecha 
de aprobación.

Art. 33. En aquellos casos en los que un solo usuario sea responsable de dos o más descargas, 
la Autoridad Competente llevará sólo un expediente en el que constará en detalle todo lo 
relativo a cada vertido.

Art. 34. La autorización de vertidos ampara a su titular frente a terceros.

TÍTULO IV

NORMAS SOBRE DEPURACIÓN Y TRATAMIENTO DE AGUAS

Art. 35. Solamente se podrán efectuar descargas de residuos sólidos, líquidos o gaseosos cuando 
de conformidad a los objetos de calidad no se perjudiquen las condiciones físico-químicas y 
biológicas del medio acuático o receptor.

Art. 36. Cuando las condiciones impuestas en una autorización de vertido impliquen la operación 
de un sistema de tratamiento, el usuario estará obligado a controlar los efluentes en la forma 
que establezca la   Autoridad Competente y a conservar esta información en un registro que 
podrá ser inspeccionado por la misma, cuando así lo requiere. La Autoridad Competente podrá 
realizar también los análisis que sean necesarios.

Art. 37. Los procesos de depuración o tratamiento a que estarán sujetos los vertidos en general, 
deberán serlos técnicamente necesarios para lograr los objetivos de calidad, tal como se 
establece en el Art. 5.
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Art. 38. Para que la determinación del tratamiento a que se deba someter un vertido se fijarán 
las condiciones particulares para cada descarga. Estas condiciones se fundamentarán en los 
niveles de calidad que se establecerán en la forma prevista en el Art. 6 de este Reglamento.

Art. 39. Los responsables de las descargas de aguas residuales industriales que a la fecha de 
vigencia del presente Reglamento se encuentren efectuando el vertido, deberán presentar 
dentro de un plazo de seis meses su solicitud a la Autoridad Competente para obtener la 
autorización del vertido.

Art. 40. Los métodos de muestreo y análisis de laboratorio para comprobar que los responsables 
de las descargas se ajustarán a las normas a que se refiere el Art. 38 de este Reglamento según 
los métodos estándares universales adoptados oficialmente por los laboratorios nacionales 
del país.

Art. 41. Se podrán combinar los vertidos de varios usuarios y realizar una depuración única. En 
este caso, la autorización de vertido se otorgará en forma conjunta a favor de la Asociación 
constituida o al grupo de usuarios que se unan al efecto.

Art. 42. La Autoridad Competente promoverá a constitución de empresas depuradoras para 
que se encarguen de la depuración de los vertidos procedentes de terceros previo contrato 
con los mismos en que se especifiquen las condiciones de trabajo a realizar.

En caso que un usuario autorizado o no, contrate a una empresa depuradora de vertidos esa 
última será responsable ante la Autoridad Competente de las condiciones en que se verifique 
la depuración.

Art. 43. Si se comprobare que la depuración a que se ha sometido determinado vertido satisface 
los niveles de calidad que se pretenden lograr la Autoridad Competente podrá ordenar al usuario 
autorizado, a ejecutar el tratamiento complementario que sea necesario para el alcance de 
los niveles fijados. En tal caso la Autoridad Competente fijará las condiciones al usuario quien 
deberá cumplirlas en el plazo señalado, bajo pena que se revoque la autorización.

TÍTULO V

NORMAS SOBRE PROTECCION

CAPÍTULO I

DE LAS ZONAS DE PROTECCIÓN CONTRA LA CONTAMINACIÓN

Art. 44. La Oficina Conjunta en coordinación con el MAG y ANDA podrá efectuar los estudios 
necesarios y elaborar sus normas pertinentes a fin de establecer las zonas de protección 
contra la contaminación en aquellos lugares donde se haya determinado técnicamente que 
el recurso de agua debe ser preservado, en su calidad y cantidad. Tales normas de protección 
deberán ser establecidas de conformidad a la Ley Forestal.
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Art. 45. La Autoridad Competente no autorizará ningún uso de aguas cuando esta signifique 
incompatibilidad con los fines que persigue determinada zona protectora.

Asimismo, los usuarios autorizados están obligados a ejecutar las obras o trabajos de protección 
de los recursos hídricos según se les determine en la autorización respectiva.

Art. 46. De conformidad a las disposiciones contenidas en la Ley forestal, Decretos y demás 
reglamentos sobre la materia, se consideran como zonas críticas protectoras del recurso 
agua, las siguientes:

a.	 Las partes altas de las cuencas hidrográficas delimitadas al efecto;
b.	 Las zonas adyacentes hasta una distancia de cincuenta metros medios soportes de 

ríos, lagos, lagunas; y
c.	 En medio soporte de las aguas subterráneas.

Art. 47. En las zonas situadas a menos de trescientos metros de una fuente natural de agua, 
no podrá hacerse uso de substancias contaminantes de ninguna naturaleza, de acuerdo con 
las leyes y reglamentos de la materia.

Art. 48. Corresponde a la Oficina Conjunta coordinar con el MAG, MSPAS y ANDA la realización 
de los estudios necesarios en las zonas de protección, así como sus medios de soportes y de 
las obras de tratamiento.

Art. 49. Las empresas comerciales o industriales por establecerse que deseen funcionar 
dentro de una zona declarada de protección se sujetarán a las indicaciones y disposiciones 
que fije la Autoridad Competente, a fin de que la explotación de la empresa no interfiera en 
los usos públicos de la zona y no se perjudiquen los medios soportes o se ponga en peligro 
la estabilidad de los márgenes las obras constituidas en los mismos y el normal desarrollo de 
los usos establecidos.

Art. 50. Las zonas de veda para siembra y cultivo de algodón cerca de los cuerpos de agua, se 
consideran zonas de protección para los fines de este Reglamento.

Art. 51. Las disposiciones contenidas en la legislación forestal vigente serán aplicables a estas 
zonas de protección en lo que sea compatible con el recurso agua.

Art. 52. Las zonas protectoras del suelo gozan de protección especial por parte del Estado, quien 
deberá tomar medidas eficaces de administración y preservación de los recursos suelo y agua.

Art. 53. Dentro de los límites de las zonas de protección de los recursos hídricos, queda sujeto 
su autorización o lo establecido en el presente Reglamento, la construcción de viviendas, 
edificios, desagües, cisternas, tanques sépticos, fosas resumideros, lagunas de estabilización 
y redes de alcantarillado, así como los depósitos de basura que puedan poner en peligro el 
acuífero respectivo que pueda ser arrastrada por las aguas.
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CAPÍTULO II

NORMAS GENERALES

Art. 54. Nadie podrá variar el régimen la naturaleza la calidad de las aguas, los cauces ni el uso 
público de los medios soportes, salvo en los casos siguientes:

a)	 Para regular los caudales;
b)	 Para hacerlas utilizables; y
c)	 En los casos específicos que determine el Órgano Ejecutivo y mediante dictamen 

favorable de la Autoridad Competente.

Art. 55. Todo establecimiento comercial o industrial en que se encuentra ubicado en una zona 
adyacente ni medio acuático está obligado a mantener en perfecto estado absolutamente 
prohibido que arrojen en él, aceites, desperdicios, restos de cualquier material no degradable.

Art. 56. Queda estrictamente prohibido el tratamiento de la vegetación con cualquier producto 
químico o bioquímico capaz de dañar el medio acuático dentro de los límites de la zona de 
protección.

Art. 57. Pueden utilizarse para fines de recreación las aguas cuyo uso no interfiere con otros 
usos propietarios o con los objetivos de calidad.

Art. 58. En ningún caso los usos comunes de aguas deberán dañar las zonas de protección o 
sus medios soportes, ni detener, ni demorar, acelerar o desviar el curso, captación de las aguas.

TÍTULO VI

DE LAS AGUAS NEGRAS O AGUAS RESIDUALES DOMÉSTICAS

Art. 59. El control de la contaminación producida por los residuos líquidos domésticos estará 
sujeto a las disposiciones de la legislación vigente sobre los usos de abastecimiento de agua 
potable, domésticos, comerciales e industriales en aquellos núcleos de población que cuentan 
con redes alcantarillado sanitario administrativo por ANDA y organismos afines.

Art. 60. Las entidades, personas jurídicas, encargadas de la explotación de una red de alcantarillado 
sanitario deberán tomar las medidas para disminuir los recargos de deterioro de la red o del 
cuerpo de agua en la que se descargue.
La Autoridad Competente establecerá los tratamientos a que se deberán someter las aguas 
negras provenientes de las redes de alcantarillado sanitario con vistas a lograr determinados 
niveles de calidad.

Art. 61. Las entidades, personas naturales o jurídicas encargadas de la explotación de una red 
de alcantarillado sanitario, están obligadas a sujetarse a las normas sobre control de vertidos 
a sistemas de alcantarillado sanitario que dicten ANDA y MSPAS.
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Art. 62. En los núcleos poblacionales en que el alcantarillado sanitario no sea administrado 
por el ANDA, el monto de las tarifas por depuración deberá ser el mismo que establezca la 
ANDA para los sistemas similares.

En todos los casos y lugares el importe total por este concepto será destinado por la ANDA 
única y exclusivamente a obras o tratamientos de lugar que comprenda

Art. 63. Para establecer las tarifas a que se refieren los artículos anteriores ANDA se basará 
en los volúmenes y cargas contaminantes a tratar y de conformidad con su Ley de Creación.

Art. 64. Todas las entidades encargadas de la explotación de una red de alcantarillado están en 
la obligación de acatar las normas técnicas y aplicar sus tarifas que establezca el ANDA para 
el vertido de aguas residuales, industriales y domésticas, en redes de alcantarillado sanitario.

Art. 65. ANDA deberá elaborar los planos o estudios de tratamiento de las aguas residuales, 
industriales o domésticas que provengan de redes de alcantarillado sanitario y la someterá, 
para su aprobación MSPAS, quien velará por el cumplimiento de las normas establecidas por 
este reglamento.

Cuando se trate de alcantarillados sanitarios no administrados por el ANDA, el encargado de 
su explotación deberá seguir el mismo procedimiento.

Art. 66. Cuando el ANDA lo considere necesario podrá celebrar los contratos respectivos a 
fin de que empresas depuradoras de vertidos sean autorizadas para administrar plantas de 
tratamiento bajo su administración o dominio de conformidad a su Ley de Creación.

TITULO VII

DE LAS AGUAS LITORALES Y MARÍTIMAS

Art. 67. La autoridad competente autorizará los vertidos de aguas residuales o residuos sólidos 
que se pretendan efectuar en el mar territorial bajo los términos TÏTULO III de este reglamento 
y los que ya estuvieren vertiéndose, tendrán que someterse a normas aquí establecidas.

Art. 68. La autoridad competente deberá emitir opinión sobre la conveniencia cuando se trate 
desarrollar explotaciones de hidrocarburos o minerales en el mar territorial, en lo referente a 
la contaminación de las aguas.

Art. 69. La autoridad competente deberá exigir que las descargas de residuos cloacales que 
se arrojen cerca de la costa no representan peligro de contaminación de las aguas marítimas 
para lo cual deberá realizar y verificar estudios establecer las distancias en que se deberán ser 
depositadas, previa su depuración.

Art. 70. Toda industria o establecimiento industrial o turístico, cuyas descargas sean depositadas 
directamente en las aguas marinas en zonas continuas o adyacentes a la costa o a una zona 
de protección deberá cumplir con las normas de calidad que dicte la autoridad competente.
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Art. 71. En los proyectos que ANDA desarrolle referentes al tratamiento de aguas residuales, 
antes de ser arrojadas a aguas del mar ANDA deberá someterse a las disposiciones de la 
autoridad competente.

Art. 72. Quedan prohibidas las actividades que pongan en peligro de contaminación las zonas 
marítimas ecológicamente sensibles, tales como estuarios, esteros, bahías, manglares u otras 
análogas.

Art. 73. Quienes se dediquen a las actividades pesqueras deberán sujetarse a las normas de 
protección de los recursos marítimos que establece este reglamento y las contenidas en la 
Ley General de Actividades Pesqueras.

TÍTULO VIII 

SANCIONES Y PROCEDIMIENTOS

Art. 74. Las infracciones a lo dispuesto a este reglamento se castigarán de conformidad al 
Capítulo IX de la Ley de Riego y Avenamiento.

Art. 75. A efectos de dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 100 de la Ley de Riego y 
Avenamiento las infracciones al presente reglamento se califican en dos categorías: graves y 
menos graves.

Art. 76. Son infracciones graves:

a)	 Verter aguas infeccionadas;
b)	 Verter residuos cloacales y aguas servidas de cualquier clase, que contravengan lo 

establecido en este reglamento;
c)	 Entorpecer o encubrir por cualquier medio el cumplimiento de los niveles de calidad 

del agua que fija este reglamento;
d)	 Efectuar descargar sin autorización de la autoridad competente; y
e)	 Usar medios fraudulentos para obtener autorización de vertidos.

Art. 77. Son infracciones menos graves:

a)	 No llevar el libro de control de la operación del sistema de tratamiento;
b)	 No permitir el acceso de los delegados, empleados o inspectores de la autoridad 

competente en los inmuebles de propiedad privada para el cumplimiento de sus 
labores;

c)	 El cumplimiento parcial de las condiciones fijadas en la autorización del vertido; y
d)	 Cualquier otra infracción al presente reglamento no considerada en los literales 

anteriores.

Art. 78. Por las infracciones graves se impondrán multas desde los 1000 hasta los 3000 colones 
y por las menos graves, multas desde 50 hasta 2000 colones.
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Art. 79. Para imponer y hacer efectivas las sanciones a que se refiere el presente título se 
procederá de conformidad a lo establecido por el Artículo 9 de este reglamento.

TÍTULO IX

DE LA PROTECCIÓN DE LAS OBRAS SANITARIAS

CAPÍTULO I

LÍMITES PERMISIBLES

Art. 80. No serán vertidos a la red pública de alcantarillado de aguas negras aguas que perjudiquen 
las tuberías y/o alteren las características físicas, químicas o bacteriológicas, separadamente o 
en conjunto de las aguas receptoras de los afluentes de alcantarillado o sea nocivas para las 
instalaciones de tratamiento de aguas negras.

Art. 81. No serán vertidos a la red de alcantarillado de aguas negras, ni algún sistema de 
alcantarillado aguas que contengan en exceso a los límites siguientes:

Art. 82. El contenido de sólidos de las aguas residuales industriales que reciban los alcantarillados 
deberá tener las siguientes características:

1.	 Sólidos totales inferior a 1000 mg/l; y
2.	 Sólidos en suspensión a 500 mg/l

Art. 83. PH de las aguas residuales industriales no deberán ser inferior a 5 ni superior a 9.0.

Art. 84. La temperatura de las aguas residuales industriales no deberá ser superior a 5°C de la 
temperatura media de la localidad y nunca mayor de 35°C.
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Art. 85. No serán permitidas descargas momentáneas de grandes volúmenes de agua residuales 
industriales de alta concentración que altere las características físicas, químicas o biológicas de 
las aguas receptoras de los alcantarillados debiendo en estos casos a ser vertidos con volumen 
uniforme durante el periodo de funcionamiento de la industria.

En casos especiales de acuerdo con el ANDA se podrán hacer vertidos de aguas residuales 
industriales en un periodo menor o mayor.

Art. 86. Cuando las aguas residuales industriales sean vertidas en la red de alcantarillado de aguas 
negras y perjudiquen la red y/o alteren las características físicas, químicas o bacteriológicas 
separadas o en conjunto con las aguas receptoras de los afluentes del alcantarillado no sean 
nocivos para las instalaciones de tratamiento de aguas negras, las aguas residuales industriales 
deberán ser sometidas a un tratamiento previo correctivo.

Art. 87. Los tratamientos previos correctivos a que se someterán los afluentes industriales serán 
determinados de acuerdo con el tipo de industria, pudiendo incluir los siguientes procesos:

1.	 Rejillas,
2.	 neutralización,
3.	 remoción de aceites,
4.	 remoción de sólidos sedimentables y flotantes
5.	 precipitación química; y
6.	 otros que se consideren necesarios

CAPÍTULO II

INDUSTRIAS LOCALIZADAS EN ÁREAS CON RED PÚBLICA DE ALCANTARILLADO DE 
AGUAS NEGRAS Y PLANTA DE TRATAMIENTO

Art. 88. Los propietarios de las industrias que viertan sus aguas residuales a los alcantarillados 
serán responsables de los deterioros ocasionados al sistema de conformidad establecidos en 
el presente reglamento.

Art. 89. Cuando las características de las aguas residuales industriales no satisfagan las normas 
de este reglamento deberán ser hecho un reglamento previo correctivo antes de efectuar el 
vertido a alcantarillado de la red pública.

CAPÍTULO III

INDUSTRIAS LOCALIZADAS EN ÁREAS SIN RED PÚBLICA DE ALCANTARILLADO

Art. 90. No serán vertidas las aguas residuales industriales en condiciones que alteren las 
características físicas, químicas o bacteriológicas, separadamente o en conjunto de las aguas 
receptoras de acuerdo con los reglamentos emitidos por los ministerios de Planificación y 
Coordinación del Desarrollo Económico y Social de Agricultura y Ganadería y de Salud Pública 
y Asistencia Social.
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Art. 91. Cuando las aguas residuales industriales alteren las características de las aguas receptoras, 
deberán ser sometidas previamente a un tratamiento preliminar, primario o secundario a fin de 
que satisfaga las normas de este reglamento y los emitidos por los Ministerios de Planificación 
y Coordinación del Desarrollo Económico y Social de Agricultura y Ganadería y de Salud 
Pública y Asistencia Social.

CAPÍTULO IV

INSTALACIONES INDUSTRIALES

Art.  92.  Dentro del plazo de tres meses de vigencia este Reglamento ANDA establecerá el 
Registro de Industrias para fines de control de los vertidos de aguas residuales industriales.

Art. 93. Toda industria nueva o existente deberá dentro de un plazo de seis meses de la vigencia 
de este Reglamento, proporcionar la información necesaria que permita evaluar su aporte de 
aguas residuales industriales de alcantarillado de suspensión, pH, temperatura y presencia de 
sustancias nocivas, debiendo cumplir con los límites establecidos en los artículos del 80 al 87 
de este Reglamento.

Art. 94. Los proyectos de tratamiento de aguas residuales industriales deberán incluir:

a)	 Estimación de consumo de aguas, volúmenes de aguas residuales, número total de 
empleados y cantidades de materia prima a ser utilizadas;

b)	 Descripción de las condiciones locales, mostrando las condiciones de vertido del 
afluente al alcantarillado de aguas negras o de algún cuerpo de agua superficial o 
subterránea, para dar un criterio respecto al grado de tratamiento necesario; y

c)	 Justificación de grado de tratamiento adoptado cuando sea necesario.

Art. 95. El proyecto de las industrializaciones destinadas al tratamiento de las aguas residuales 
industriales deberá ser presentado para su aprobación a ANDA, en tres copias, firmando por 
un profesional responsable y contendrá:

a)	 Memoria descriptiva y justificación;
b)	 Plano de ubicación de las Instalaciones de tratamiento, indicando claramente el punto 

de vertido que se haga en la red pública o curso de agua;
c)	 Plantas y perfiles generales, detallando las diversas unidades de sus equipamientos;
d)	 Prevención de área para ampliación futura de las instalaciones de tratamiento, de 

acuerdo con el programa de expansión de la industria; y
e)	 Planos que deberán ser presentados de acuerdo con las disposiciones emitidas por 

ANDA al respecto.

Art. 96. En las instalaciones hidráulicas sanitarias, deberán ser proyectados y construidos 
independientemente los alcantarillados para aguas negras, aguas industriales y aguas de 
lluvias admitiéndose la combinación de los alcantarillados de aguas negras, y aguas residuales 
industriales fuera de las instalaciones industriales.
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Art. 97. En los establecimientos industriales localizados dentro de las zonas servidas por la red 
pública de alcantarillado de aguas negras deberá presentarse un tratamiento previo siempre 
de las aguas residuales industriales sean nocivas a los alcantarillados o las instalaciones de 
tratamiento público de acuerdo con lo normado en este Reglamento en los siguientes casos:

a)	 Temperaturas muy elevadas de las aguas residuales industriales que puedan dañar las 
canalizaciones o las instalaciones de tratamiento público;

b)	 Aguas residuales industriales que contengan materias capaces de sedimentarse o de 
provocar sedimentaciones;

c)	 Aguas residuales industriales que contengan ácidos capaces de provocar corrosión 
en las canalizaciones;

d)	 Aguas residuales industriales muy alcalinas que puedan causar corrosión e incrustaciones;
e)	 Aguas residuales industriales que contengan sustancias adversas a los procesos de 

tratamiento de las aguas negras o la utilización de los todos resultantes;
f)	 Aguas residuales industriales que contengan residuos de gasolina o querosina; y
g)	 Aguas residuales industriales con exceso de aceites, gordura y sustancias grasas.

Art. 98. En los establecimientos industriales localizados fuera de las zonas servidas por la red 
pública de alcantarillado, deberá efectuarse un tratamiento previo con el fin de dar cumplimiento 
a este Reglamento y a las leyes o reglamentos sobre polución emitidos por los Ministerios de 
Planificación y Coordinación de Desarrollo Económico y Social, de Agricultura y Ganadería y 
de Salud Pública y Asistencia Social.

Art. 99. ANDA dará permiso de funcionamiento de las obras que constituyan para tratamiento 
de las obras residuales industriales de acuerdo con la aprobación previa concedida.
Art. 100. La operación y mantenimiento de las instalaciones de los sistemas de tratamientos 
de aguas residuales industriales será responsable de los propietarios de los establecimientos 
industriales.

CAPÍTULO V

DISPOSICIONES GENERALES

Art. 101. ANDA establecerá dentro de un plazo de tres meses de la fecha de vigencia de este 
Reglamento la Oficina de Control de Registro de Vertidos Industriales, la cual deberá estar 
funcionando con los recursos técnicos de equipo    y de personal especializado necesario que 
permita controlar las industrias en el cumplimiento de este Reglamento y asimismo, establecer 
las violaciones y las sanciones respectivas.

CAPÍTULO VI

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Art. 102. Con el fin de que los establecimientos industriales existentes sometan aprobación 
de ANDA el sistema de disposición de sus aguas residuales industriales, se establece el plazo 
de un año, contado a partir de la fecha de vigencia de este Reglamento.
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TÍTULO X 

DISPOSICIONESGENERALES

Art. 103. Las unidades de medición, para efectos de este Reglamento son las del Sistema 
Internacional de Medidas:

a)	 Como unidad de volumen será el metro cúbico o el litro.
b)	 Como unidad de caudal será el metro cúbico por segundo o el litro por segundo.
c)	 Como unidad de concentraciones serán los miligramos por litro y los mili equivalentes 

por litro.

Art. 104. Los delegados, empleados e Inspectores de la Autoridad Competente están facultados 
a constituirse en los inmuebles de propiedad privada cuando ello sea necesario para el debido 
cumplimiento de las labores debiendo para ello, acreditar su calidad de tales y guardando el 
debido respeto a los bienes e instalaciones del inmueble de que se trate.

Por su parte, los propietarios quedan obligados a permitir el ingreso de su propiedad pudiendo 
denunciar ante la Autoridad Competente cualquier abuso por parte de sus funcionarios o 
empleados.

Art. 105. La Oficina Conjunta llevará un registro de las empresas o sociedades de cualquier tipo 
que se dediquen a efectuar comercialmente tratamientos de depuraciones de aguas residuales. 
La Autoridad Competente calificará a las empresas o sociedades legalmente aptas para ser 
inscritas en el registro anterior.

Art. 106.  Asimismo, ANDA y la Oficina Conjunta llevará un registro correspondiente a los 
nombres y firmas de los profesionales autorizados para el diseño de plantas de tratamiento o 
de las obras de depuración de que trata este Reglamento. La Autoridad Competente establecerá 
los requisitos que deben cumplir, previo a su inscripción en este registro.

Art. 107. En todo lo que este previsto en el presente Reglamento se aplicarán las disposiciones 
contenidas en las Leyes vigentes sobre calidad o contaminación de aguas y en su defecto, la 
legislación común.

Art. 108. Para los efectos de ese Reglamento y de acuerdo con el art. 2, se adoptan las 
definiciones contenidas en el Registro siguiente:

GLOSARIO DE TERMINOS TÉCNICOS

1.	 CUERPOS DE AGUA: masa de agua estática o en movimiento tales como ríos, lagos, 
lagunas, fuentes, acuíferos, mares, embalses.

2.	 DEPURACIÓN: modificación de la naturaleza contaminante de un vertido

3.	 OBJETIVOS DE CALIDAD: metas que se desean alcanzar o mantener en la calidad de 
los cuerpos de agua.
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4.	 DESCARGA O VERTIDO: efluente que proviene de un establecimiento doméstico, 
industrial, comercial, agrícola o de una red de alcantarillado.

5.	 ZONA DE PROTECCIÓN: destilación geográfica sometida a un régimen especial de 
protección.

6.	 INFICCIONAR: echar a perder, contaminar las aguas.

7.	 INDUSTRIA: conjunto de operaciones materiales ejecutadas para obtener, transformar, 
perfeccionar o transportar uno o varios productos naturales o sometidos ya a otro 
proceso industrial preparatorio.

8.	 AGUAS RESIDUALES INDUSTRIALES: son aquellos desechos líquidos resultantes de 
cualquier proceso industrial pudiendo contener, residuos orgánicos, minerales y tóxicos.

9.	 AGUAS RESIDUALES DOMESTICAS O AGUAS NEGRAS: es la combinación de los 
líquidos y residuos, arrastrados por el agua, procedentes de casas, edificios comerciales 
fábricas e instalaciones, resultante del uso humano del agua

10.	 AGUAS LLUVIAS: son aquellos resultantes como consecuencia del cielo hidrológico 
que se producen por el fenómeno de la evapotranspiración con la atmósfera pasando 
del estado gaseoso al estado líquido y precipitándose en forma de lluvia a la superficie 
terrestre de donde vuelve a evaporarse y transpirarse para continuar el ciclo.

11.	 ALCANTARILLADO: es el conjunto o sistema de obras, instalaciones y servicios que 
tienen por objeto la evacuación y disposición final de las aguas residuales. Tal conjunto 
o sistema comprende las alcantarillas sanitarias con sus pozos de vista los colectores 
maestros y de descarga, las plantas de tratamiento, en el cual se encuentran ubicados 
las obras, las instalaciones y servicios arriba indicados y las servidumbres necesarias.

12.	 POLUCIÓN: es la alteración de las propiedades físicas, químicas y biológicas del agua, 
que pueden constituir un perjuicio a la salud, a la seguridad y bienestar de la población 
que ponga en peligro o altere la fauna ictiológica, los usos agrícolas, comerciales, 
industriales o recreativos del agua.

13.	 CONTAMINACIÓN: es la polución del agua por bacterias y organismos palógenos o 
sustancias tóxicas que la hacen o transforman en impropias para el consumo humano, 
para los usos domésticos, agrícolas e industriales interfiriendo con los objetivos de 
calidad.

14.	 ALCANTARILLADO DE LLUVIAS: es el conjunto o sistema de obras, instalaciones y 
servicios que tienen por objeto la evacuación y disposición final de las lluvias.
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15.	 ALCANTRILLADO DE AGUAS RESIDUALES DOMÉSTICAS: es el conjunto de obras, 
instalaciones y servicios que tienen por objeto de evacuación y disposición final de 
las aguas residuales domésticas o aguas negras.

16.	 TRATAMIENTOS PRELIMINARES: son aquellos que se efectúan como preparación de 
las aguas residuales para un tratamiento o disposición posterior, pudiendo ser:

a)	 Rejillas o desintegradores;
b)	 Cajas de arena;
c)	 Tanque de remoción de aceites y grasas; y
d)	 Aereación preliminar.

17.	 TRATAMIENTOS PRIMARIOS: son aquellos que comprenden demás de los tratamientos 
preliminares, los siguientes:

a)	 Sedimentación simple (primaria);
b)	 Precipitación química y sedimentación completa;
c)	 Digestión de lodos:
d)	 Secado, disposición sobre terreno o incineración de los lodos resultantes;
e)	 Desinfección; y
f)	 Filtros gruesos.

18.	 TRATAMIENTOS SECUNDARIOS: son aquellos que demás de los tratamientos 
preliminares y primarios incluyen un proceso biológico conveniente y una sedimentación 
final secundaria seguida o no de un proceso final secundaria seguida o no de un 
proceso de desinfección.

19.	 TRATAMIENTO TERCIARIO O AFINADO: son aquellos que se efectúan para complementar 
los procesos anteriores siempre que las condiciones locales exijan eventualmente 
un grado más elevado de depuración con el fin de mejorar la calidad; apariencia y 
presentación de los afluentes pudiendo ser:

a)	 Filtros de arena;
b)	 Lodos activados;
c)	 Lagunas de oxidación; y
d)	 Procesos de oxidación total.

Art.  109. El presente Reglamento entrará en vigencia el día de su publicación en   el Diario Oficial.

DADO EN CASA PRESIDENCIAL: San Salvador, a los dieciséis días del mes de octubre de mil 
novecientos ochenta y siete.

Rodolfo Antonio Castillo Claramount
Vicepresidente de la República, Encargado del Despacho Presidencial.

Roberto Suárez Suay,
Secretario Particular y Encargado del Ministro de la Presidencia.
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ACUERDO REGIONAL SOBRE MOVIMIENTO 
TRANSFRONTERIZO DE DESECHOS PELIGROSOS

PREÁMBULO

Los Gobiernos de las Repúblicas de Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua 
y Panamá.

Considerando que hay evidencia de gestiones por parte de personas naturales y jurídicas para 
la importación de Desechos Peligrosos hacia la Región Centroamericana y reconociendo la 
necesidad de tomar acciones inmediatas ante el tráfico ilegal de tales desechos.

Conscientes de los daños irreversibles que pueden causarse a la salud humana y a los recursos 
naturales.

Reconociendo la soberanía de los Estados para prohibir la importación y el tránsito de desechos 
peligrosos a través de sus territorios por razones de seguridad sanitarias y ambientales.

Reconociendo también el creciente consenso en Centro América para prohibir el movimiento 
transfronterizo de los desechos peligrosos y su eliminación en los países del istmo.

Convencidos, además, que es necesario emitir regulaciones que controlen eficazmente el 
movimiento transfronterizo de los desechos peligrosos.

Manifestando también su compromiso para enfrentar de manera responsable el problema de 
los desechos peligrosos originados dentro y fuera de la región centroamericana, y

Tomando en cuenta las Pautas y Principios sobre Manejo Ambientalmente Saludable de los 
Desechos Peligrosos adoptados por el Consejo Directivo del Programa de las Naciones 
Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA) en El Cairo, según Resolución 14/30 del 17 de 
Junio de 1987; la recomendación del Comité de Expertos de las Naciones Unidas sobre el 
Transporte de Substancias Peligrosas (1957); la Carta de los Derechos Humanos; Instrumentos 
y Reglamentos adoptados dentro del Sistema de Naciones Unidas; artículos relevantes del 
CONVENIO DE BASILEA SOBRE EL CONTROL DEL MOVIMIENTO TRANSFRONTERIZO DE 
DESECHOS PELIGROSOS Y SU ELIMINACION, (1989), el cual permite el establecimiento de 
acuerdos regionales que pueden ser iguales o más restrictivos que las propias provisiones 
de ésta; el Artículo 39 de la  Convención de Lomé IV relativo al Movimiento Internacional 
de Desechos Peligrosos y Radioactivos recomendaciones pertinentes formuladas por la 
Comisión Centroamericana de Ambiente y Desarrollo (CCAD) y la Comisión Centroamericana 
Interparlamentaria de Ambiente y Desarrollo (CICAD); y estudios y propuestas presentadas por 
Organizaciones Regionales e Internacionales.

ACUERDAN LO SIGUIENTE:

Art. 1 DEFINICIONES
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Para los fines del presente Acuerdo se considerarán:

1.	 “Desechos Peligrosos”, las sustancias incluidas en cualquiera de las categorías del Anexo 
I, o que tuvieran las características señaladas en el Anexo II de este Acuerdo; así como 
las sustancias consideradas como tal según las leyes locales del Estado Exportador, 
Importador o de Tránsito y las sustancias peligrosas que hayan sido prohibidas o 
cuyo registro de inscripción haya sido cancelado o rechazado por reglamentación 
gubernamental, o voluntariamente retirado en el país donde se hubieren fabricado 
por razones de salud humana o protección ambiental.

2.	 “Movimiento Transfronterizo”, es todo movimiento de desechos peligrosos desde un 
área bajo jurisdicción nacional de cualquier Estado hacia o a través de un área bajo la 
jurisdicción nacional de otro Estado, o hacia o a través de un área que no se encuentre 
bajo la jurisdicción nacional de otro Estado, siempre y cuando el movimiento comprenda 
por lo menos a dos Estados.

3.	 “Eliminación” significa cualquiera operación especificada en el Anexo III del presente 
Acuerdo.

4.	 “Área bajo la jurisdicción nacional de un Estado” es toda área terrestre, marítima o 
espacio aéreo dentro del cual un Estado tenga competencia administrativa y jurídica, 
de acuerdo con el derecho internacional, en cuanto a la protección de la salud humana 
y el medio ambiente.

5.	 “Estado Exportador” es todo Estado desde el cual se proyecte iniciar o se inicie un 
movimiento transfronterizo de desechos peligrosos.

6.	 “Estado Importador” es todo Estado hacia el cual se proyecte o se realice un movimiento 
transfronterizo, con el objeto de eliminarlos en su territorio o para embarcar desechos 
peligros antes de eliminarlos en un área que no estuviere bajo la jurisdicción nacional 
de ningún Estado.

7.	 “Estado de Tránsito” es todo Estado que no sea el Estado Exportador o Importador, a 
través del cual se proyecte o se efectúe un movimiento de desechos peligrosos.

8.	 “Transportista” significa cualquiera persona natural o jurídica que realice el transporte 
de los desechos peligrosos.

9.	 “Tráfico Ilegal”, significa cualquier movimiento transfronterizo de desechos peligrosos 
en contravención a lo establecido en este Acuerdo, en las Leyes Nacionales de los 
Estados Partes y en las normas y principios del Derecho Internacional.

10.	 “Vertimiento en el mar” significa la eliminación deliberada de los desechos peligrosos 
en el mar desde naves, aviones, plataformas u otras estructuras construidas por el 
hombre en el mar, incluyendo incineración en el mar y la eliminación sobre y bajo el 
lecho marino.
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Art. 2. ÁMBITO DE APLICACIÓN DEL ACUERDO

1.	 El presente Acuerdo se aplicará al Movimiento Transfronterizo de Desechos Peligrosos 
en la Región Centroamericana.

2.	 Los desechos que, debido a su radioactividad, estuvieren sujetos a cualquier sistema 
de control internacional, incluyendo instrumentos internacionales, específicamente 
aplicables a materiales radioactivos están excluidos del ámbito de esta Acuerdo.

3.	 También están excluidos del ámbito de este Acuerdo, los desechos resultantes de la 
operación normal de un barco y cuyo racionamiento estuviere reglamentado por otro 
instrumento internacional.

4.	 Este Acuerdo reconoce la soberanía de los Estados sobre su mar territorial, vías marinas 
y espacio aéreo establecido según el derecho internacional y la jurisdicción que los 
Estados ejercen sobre su zona económica exclusiva y sus plataformas continentales, 
según el derecho internacional y el ejercido por barcos y aeronaves de todos los 
Estados según los derechos de navegación y libertades contempladas en el derecho 
internacional y según se refleja en los instrumentos internacionales pertinentes.

Art. 3. OBLIGACIONES GENERALES

1.	 Prohibición de Importar Desechos Peligrosos:

Los países centroamericanos firmantes de este Acuerdo tomarán todas las medidas legales, 
administrativas u otras que fueren apropiadas dentro de las áreas bajo su jurisdicción, para 
prohibir la importación y tránsito de desechos considerados peligrosos, hacia Centro América 
desde países que no sean Partes de este Acuerdo. Para el cumplimiento de los objetivos de 
este Acuerdo las Partes:

a)	 Enviarán a la Secretaría de la Comisión Centroamericana de Ambiente y Desarrollo 
(CCAD), tan pronto como fuere posible, toda información relacionada con actividades de 
importación de dichos desechos peligrosos y la Secretaría distribuirá dicha información 
de todos los delegados representantes ante la Comisión.

b)	 Cooperarán para que importaciones de desechos peligrosos no ingresen a un Estado 
Parte de este Acuerdo.

2.	 Prohibición de Vertidos de Desechos Peligrosos en el Mar y en Aguas Interiores:

Las Partes, de acuerdo con las convenciones internacionales e instrumentos relacionados,  en el 
ejercicio de su jurisdicción dentro de sus aguas interiores, vías marinas, mares territoriales, zonas 
económicas exclusivas y plataforma continental, adoptarán las medidas legales, administrativas 
y de otro tipo que fueren apropiadas para controlar a todos los transportistas que provengan de 
Estados no Partes del Acuerdo y prohibirán el vertimiento en el mar de los desechos peligrosos, 
incluyendo su incineración en el mar y su eliminación sobre y bajo el lecho marino.



458

Legislación Ambiental - El Salvador 2021

3.	 Adopción de Medidas Preventivas:

Cada una de las Partes se esforzará para adoptar y aplicar el enfoque preventivo y precautorio a 
los problemas de contaminación. Dicho enfoque tendrá por objeto, entre otras cosas, impedir 
la liberación hacia el ambiente de sustancias que podrían causar daño a los seres humanos o 
al medio ambiente. Las Partes cooperarán entre sí, para tomar las medidas
apropiadas para aplicar el enfoque precautorio a la prevención de la contaminación mediante 
la aplicación de métodos de producción limpia o en su defecto un enfoque relativo a emisiones 
permitibles o tolerables.

4.	 Obligaciones relativas al Transporte y Movimiento Transfronterizo de Desechos 
Peligrosos generados por las Partes:

Las Partes no permitirán la exportación de desechos peligrosos a Estados que hayan prohibido 
su importación, según su legislación interna, o al haber suscrito acuerdos internacionales al 
respecto, o si se considera que dichos desechos no serán manejados de manera ambientalmente 
saludable, de acuerdo a las pautas y principios adoptados por el Programa de las Naciones 
Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA).

5.	 Además:

a)	 Las Partes se comprometen a exigir el cumplimiento de las obligaciones de este 
Acuerdo a todos los infractores, según las leyes nacionales pertinentes y/o el derecho 
internacional.

b)	 Las Partes podrán imponer requisitos adicionales en sus respectivas legislaciones 
nacionales que no se contrapongan a las disposiciones de este Acuerdo con el objetivo 
de proteger la salud humana y el medio ambiente.

Art. 4. TRÁFICO ILEGAL

1.	 Se considera Tráfico Ilegal conforme se ha definido en este Acuerdo.

2.	 Cada Parte impulsará normas específicas, en su Legislación Nacional, que impongan 
sanciones penales a todos aquellos que hubieren planeado, cometido o contribuido 
en dicho Tráfico Ilegal. Estas penalidades serán lo suficientemente severas como para 
castigar y desalentar dicha conducta.

Art. 5. AUTORIDAD NACIONAL

Cada Parte Contratante designará una Autoridad Nacional para dar seguimiento, actualización y 
aplicación al presente Acuerdo, la cual estará en comunicación con la Comisión Centroamericana 
de Ambiente y Desarrollo (CCAD) y con otros organismos de carácter regional e internacional, 
en todo lo relacionado con el movimiento de desechos peligrosos; el nombre de dicha Autoridad 
deberá ser informado en el acto de ratificación por cada Estado.
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Art. 6. DISPOSICIONES GENERALES

1.	 Ratificación. El presente Acuerdo será sometido a la Ratificación de los Estados 
miembros, de conformidad con las normas internas de cada Estado.

2.	 Adhesión. El presente Acuerdo queda abierto a la adhesión de los Estados de la Región 
Mesoamericana.

3.	 Depósito. Los instrumentos de ratificación o de adhesión y de denuncia, del presente 
Acuerdo y de sus enmiendas, serán depositados en el Ministerio de Relaciones Exteriores 
de la República de Guatemala, el que enviará copia certificada de los mismos a las 
Cancillerías de los demás Estados miembros.

4.	 Vigencia. Para los tres primeros Estados depositantes, el presente Acuerdo entrará 
en vigor ocho días después de la fecha en que se deposite el tercer instrumento de 
ratificación, y para los demás Estados signatarios o adherentes, en la fecha de depósito 
de sus respectivos instrumentos.

5.	 Registro. Al entrar en vigor este Acuerdo y sus enmiendas, la Secretaría Ejecutiva de 
la Comisión Centroamericana de Ambiente y Desarrollo, CCAD, procederá a enviar 
copia certificada de los mismos a la Secretaría General de la Organización de las 
Naciones Unidas, para los fines de registro que señala el artículo 102 de la Carta de 
dicha Organización.

6.	 Plazo. Este Acuerdo tendrá una duración de 10 años contados desde la fecha de 
vigencia y se renovará por períodos sucesivos de 10 años.

7.	 Denuncia. El Presente Acuerdo podrá ser denunciado por cualquier Estado Parte. La 
denuncia surtirá efectos para el Estado denunciante 6 meses después de depositada 
y el Acuerdo continuará en vigor para los demás Estados en tanto permanezcan 
adheridos a él por lo menos tres de ellos.

8.	 Revisión. Para los fines de actualizar los anexos I, II y III, a la luz del desarrollo tecnológico 
y de la ciencia, las sustancias y actividades contenidas en los anexos, podrán revisarse 
a solicitud de tres países miembros de este acuerdo. Para los efectos concernientes 
quedan incorporados al presente Acuerdo I, II y III como parte integrante del mismo.

EN FE DE LO CUAL se firma el presente Acuerdo, en la ciudad de Panamá, República de Panamá, 
en seis ejemplares originales, a los once (11) días del mes de diciembre de 1992.

Rafael Ángel Calderon Fournier
Presidente de La República de Costa Rica

Rafael Leonardo Callejas Romero
Presidente de República de Honduras
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Alfredo F. Cristiani Burkard
Presidente de La República de El Salvador

Violeta Barrios de Chamorro
Presidente de La República de Nicaragua

Jorge Serrano Elías
Presidente de La República de Guatemala

Guillermo Endara Galimany
Presidente de La República de Panamá

ANEXO I 

CATEGORÍAS DE DESECHOS PELIGROSOS

Corrientes de desechos:
Y0 Todos los desechos que contengan o se encuentren contaminados por radionucleídos cuya concentración 
o propiedades puedan ser el resultado de actividad humana.
Y1 Desechos clínicos de atenciones médicas en hospitales, centros médicos y clínicas. Y2 Desechos 
resultantes de la producción y preparación de productos farmacéuticos. Y3 Desechos de medicamentos 
y productos farmacéuticos.
Y4 Desechos resultantes de la producción, formulación y uso de biocidas y productos fitofarmacéuticos.
Y5 Desechos resultantes de la fabricación, formulación y uso de productos químicos para la preservación 
de madera.
Y6 Desechos resultantes de la producción, formulación y uso de solventes orgánicos.
Y7 Desechos resultantes del tratamiento término y operaciones de templado que contengan cianuros.
Y8 Desechos de aceites minerales que no sirvan para su uso original.
Y9 Mezclas y emulsiones de desechos de aceites y agua o de hidrocarburos y agua.
Y10 Desechos de sustancias y artículos que contengan o estén contaminados con bifenilos policlorados 
(PCB), terfenilos policlorados (PCT) y/o bifenilos polibromados (PBB).
Y11 Desechos de residuos alquitranados resultantes del refinado destilado y cualquier otro tratamiento 
pirolítico.
Y12 Desechos resultantes de la producción, formulación y uso de tintas, colorantes, pigmentos, pinturas, 
lacas o barnices.
Y13 Desechos resultantes de la producción, formulación y uso de resinas, látex, plastificantes, colas y 
adhesivos.
Y14 Desechos de sustancias químicas de la investigación y desarrollo de actividades docentes que no se 
identifiquen y/o sean nuevas y cuyo efecto sobre el hombre y/o el ambiente no son conocidos.
Y15 Desechos de naturaleza explosiva que no estén sometidos a una legislación diferente.
Y16 Desechos resultantes de la producción, formulación y uso de materiales químicos para fotografía y 
su procesamiento.
Y17 Desechos resultantes del tratamiento de la superficie de metales y plásticos. Y18 Residuos resultantes 
de las operaciones de eliminación de desechos industriales.
Y46 Desechos recolectados en hogares, incluyendo aguas servidas y fangos cloacales. Y47 Residuos de 
la incineración de desechos domiciliarios.
Desechos que contengan los constituyentes:
Y19 Carbonilos de metal.
Y20 Berilio y compuestos de berilio. Y21 Compuestos de cromo hexavalente. Y22 Compuestos de cobre.
Y23 Compuestos de zinc.
Y24 Arsénico; compuestos de arsénico. Y25 Selenio; compuestos de selenio.
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Y26 Cadmio; compuestos de cadmio.
Y27 Antimonio; compuestos de antimonio. Y28 Telurio; compuestos de telurio.
Y29 Mercurio; compuestos de mercurio. Y30 Talio; compuestos de talio.
Y31 Plomo; compuestos de plomo.
Y32 Compuestos de flúor inorgánicos, excluyendo fluoruro de calcio.
Y33 Cianuros inorgánicos.
Y34 Soluciones acidificadoras o ácidos en forma sólida. Y35 Soluciones básicas o bases en forma sólida.
Y36 Asbesto (polvo y fibras).
Y37 Compuestos orgánicos de fósforo. Y38 Cianuros orgánicos.
Y39 Fenoles; compuestos de fenol incluyendo clorofenoles. Y40 Eteres.
Y41 Solventes orgánicos halogenados.
Y42 Solventes orgánicos, excluyendo solventes halogenados. Y43 Cualquier congénere de debenzofuranos 
policlorados.
Y44 Cualquier congénere de dibenzoparadioxinas policloradas.
Y45 Compuestos órganohalogenados que no fueren sustancias mencionadas en este anexo (v.gr., Y39, 
Y41, Y42, Y43, Y44).

ANEXO II

LISTA DE CARACTERÍSTICAS PELIGROSAS

Clase Código Características ONU

1 H1 Explosividad. Una sustancia o desecho explosivo es una sustancia o desecho sólido o líquido (o una 
mezcla de sustancias o desechos) que por sí misma es capaz, mediante reacción química, de emitir gases 
a una temperatura, presión y velocidad tales que pueden causar daño al entorno.

3 H3 Líquidos inflamables. Los líquidos inflamables son líquidos o mezclas de líquidos, o líquidos que 
contienen sólidos en solución o suspensión (por ejemplo, pinturas, barnices, lacas, etc., pero sin incluir 
sustancias o desechos que se hubieren podido clasificar debido a sus características peligrosas) que 
emiten vapores inflamables a temperaturas no mayores de 60.5ø C, ensayo de taza cerrada, o no más 
de 65.6ø C, ensayo de taza abierta. (Debido a que los resultados de los ensayos de taza cerrada y taza 
abierta no son comparables en un sentido estricto e incluso los resultados individuales del mismo ensayo 
frecuentemente varían, los reglamentos que no coincidan con las cifras anteriormente indicadas y que 
tomen en cuenta dichas diferencias estarían de acuerdo con el espíritu de esta definición).

4.1	 H4.1 Sólidos Inflamables. Sólidos o desechos sólidos que no hubieren sido clasificados como explosivos, 
los cuales, en condiciones prevalecientes, durante su transporte, son fácilmente combustibles o 
pudieren causar o contribuir a un incendio mediante la fricción.

4.2	 H4.2 Sustancias o desechos susceptibles de combustión espontánea. Sustancias o desechos 
que tiendan a un calentamiento espontáneo en las condiciones normales del transporte o a un 
calentamiento al entrar en contacto con el aire y enseguida tiendan a quemarse.

4.3	 H4.3 Sustancias o desechos que, al entrar en contacto con agua, emiten gases inflamables. Sustancias 
o desechos que, mediante la interacción con el agua, tienden a convertirse espontáneamente en 
inflamables o al emitir gases inflamables o cantidades peligrosas.

5.1. H5.1 Oxidantes. Sustancias o desechos que no son intrínsecamente combustibles pero que mediante 
la emisión de oxígeno pueden provocar o contribuir a la combustión de otros materiales.
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5.2 H5.2 Peróxidos orgánicos. Sustancias orgánicas o desechos que contienen una estructura 00bivalente, 
son térmicamente inestables que pueden sufrir una descomposición exotérmica autoacelerante.

6.1	 H6.1 Venenos (agudos). Sustancias o desechos que podrían provocar la muerte o lesiones graves o 
daños a la salud humana si se ingieren, inhalan o entran en contacto con la piel.

6.2	H6.2 Sustancias infectantes. Sustancias o desechos que contienen microorganismos viables o sus 
toxinas y que se sabe o sospecha provocan enfermedades en animales y/o seres humanos.

8	 H8 Corrosivos. Sustancias o desechos que mediante acción química causarán lesiones graves al 
entrar en contacto con tejidos vivos, o en el caso de fugas, dañarán gravemente hasta destruir otros 
bienes o los medios de transporte; o también pueden provocar otros peligros.

9	 H10 Liberación de gases tóxicos al contacto con el aire o agua. Sustancias o desechos que mediante 
la interacción con agua o aire puedan liberar gases tóxicos en cantidades peligrosas.

9 	 H11 Tóxicos (con efectos retardados o crónicos). Sustancias o desechos que si se inhalan o ingieren 
o si penetran la piel podrían producir efectos retardados o crónicos, incluyendo carcinogenia.

9 	 H12 Ecotóxicos. Sustancias o desechos que si se liberan presentarían o podrían tener impacto adverso, 
inmediato o retardado, sobre el entorno mediante bioacumulación y/o efectos tóxicos sobre los 
sistemas bióticos.

9 	 H13 Sustancias que pueden, por algún medio, generar otro material después de su eliminación, por 
ejemplo, lixiviantes que posean cualquiera de las características anteriormente enumeradas.

ANEXO III

OPERACIONES DE ELIMINACIÓN QUE NO CONDUCEN A LA RECUPERACIÓN DE 
RECURSOS, EL RECICLADO, LA REGENERACION, LA REUTILIZACIÓN DIRECTA U 

OTROS RECURSOS

D1 Depósitos sobre o dentro de la tierra (p.ej., rellenos, etc.).
D2 Tratamiento de sueldo (p.ej., biodegradación de desechos líquidos o fangosos en suelos, etc.).
D3 Inyección profunda (p.ej., inyección de desechos bombeables en pozos, bóvedas de sal o fallas 
geológicas naturales, etc.).
D4 Embalses superficiales (p.eje., vertidos de desechos líquidos o fangos en canteras, estanques, lagunas, etc.).
D5 Rellenos especialmente preparados (p.eje., vertidos en compartimentos estancos separados, recubiertos 
y aislados entre sí y del entorno, etc.).
D6 Vertido en aguas que no sean el mar u océanos
D7 Vertido en mares/océanos incluyendo inyección en el lecho marino.
D8 Tratamiento biológico no especificado en otro número de este Anexo y que conduzca a la generación 
de compuestos o mezclas finales que se eliminen mediante cualquiera de las operaciones mencionadas 
en este Anexo.
D9 Tratamiento físico-químico no especificado en otro número de este Anexo que dé lugar a compuestos 
o mezclas finales que se eliminen mediante cualquiera de las operaciones descritas en este Anexo (p.eje., 
evaporación, secado, calcinación, neutralización, precipitación, etc.)
D10 Incineración en tierra. D11 Incineración en el mar.
D12 Depósito permanente (p.eje., ubicación de contenedores en una mina, etc.).
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D13 Mezcla o combinación antes de someter los desechos a cualquier de las operaciones mencionadas 
en este Anexo.
D14 Reenvasado antes de someter los desechos a cualquiera de las operaciones mencionadas en este Anexo.
D15 Almacenamiento previo a cualquiera de las operaciones mencionadas en este Anexo.
D16 Uso como combustible (salvo incineración directa) u otros medios para generar energía.
D17 Recuperación o regeneración de solventes.
D18 Reciclado o recuperación de sustancias orgánicas que no se usen como solventes. D19 Reciclado 
o recuperación de metales y compuestos metálicos.
D20 Reciclado o recuperación de otros materiales inorgánicos. D21 Regeneración de ácidos y bases.
D22 Recuperación de componentes empleados para reducir la contaminación. D23 Recuperación de 
componentes provenientes de catalizadores.
D24 Regeneración u otra reutilización de aceites usados.
D25 Tratamiento de sueldos en beneficio de la agricultura o el mejoramiento ecológico.
D26 Uso de materiales residuales resultantes de cualquiera de las operaciones numeradas D1 a D25. D27 
Intercambio de desechos para someterlos a cualquiera de las operaciones enumeradas D1 a D26. D28 
Acumulación de materiales para cualquiera de las operaciones incluidas en este Anexo.



Sesión anual de la Conferencia de las Partes del Convenio Marco de 
Naciones Unidas sobre el Cambio Climático en 2019, donde se adoptó 
la extensión del Programa de Trabajo de Lima sobre el Género y su 
Plan de Acción, que busca la aplicación de medidas relacionadas con 
el clima que tengan en cuenta el género, para aumentar su eficacia y 
aplicarlas a mayor escala.
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CONVENCIÓN MARCO DE LAS NACIONES UNIDAS SOBRE 
EL CAMBIO CLIMÁTICO

Las Partes en la presente Convención,

Reconociendo que los cambios del clima de la Tierra y sus efectos adversos son una preocupación 
común de toda la humanidad,

Preocupadas porque las actividades humanas han ido aumentando sustancialmente las 
concentraciones de gases de efecto invernadero en la atmósfera, y porque ese aumento 
intensifica el efecto invernadero natural, lo cual dará como resultado, en promedio, un 
calentamiento adicional de la superficie y la atmósfera de la Tierra y puede afectar adversamente 
a los ecosistemas naturales y a la humanidad,

Tomando nota de que, tanto históricamente como en la actualidad, la mayor parte de las 
emisiones de gases de efecto invernadero del mundo han tenido su origen en los países 
desarrollados, que las emisiones per cápita en los países en desarrollo son todavía relativamente 
reducidas y que la proporción del total de emisiones originada en esos países aumentará para 
permitirles satisfacer a sus necesidades sociales y de desarrollo,

Conscientes de la función y la importancia de los sumideros y los depósitos naturales de gases 
de efecto invernadero para los ecosistemas terrestres y marinos,

Tomando nota de que hay muchos elementos de incertidumbre en las predicciones del cambio 
climático, particularmente en lo que respecta a su distribución cronológica, su magnitud y 
sus características regionales,

Reconociendo que la naturaleza mundial del cambio climático requiere la cooperación más 
amplia posible de todos los países y su participación en una respuesta internacional efectiva 
y apropiada, de conformidad con sus responsabilidades comunes pero diferenciadas, sus 
capacidades respectivas y sus condiciones sociales y económicas,

Recordando las disposiciones pertinentes de la Declaración de la Conferencia de las Naciones 
Unidas sobre el Medio Humano, aprobada en Estocolmo el 16 de junio de 1972,

Recordando también que los Estados, de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas y 
los principios del derecho internacional, tienen el derecho soberano de explotar sus propios 
recursos conforme a sus propias políticas ambientales y de desarrollo, y la responsabilidad 
de velar por que las actividades que se realicen dentro de su jurisdicción o bajo su control no 
causen daño al medio ambiente de otros Estados ni de zonas que estén fuera de los límites 
de la jurisdicción nacional,

Reafirmando el principio de la soberanía de los Estados en la cooperación internacional para 
hacer frente al cambio climático,
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Reconociendo que los Estados deberían promulgar leyes ambientales eficaces, que las normas, 
los objetivos de gestión y las prioridades ambientales deberían reflejar el contexto ambiental 
y de desarrollo al que se aplican, y que las normas aplicadas por algunos países pueden ser 
inadecuadas y representar un costo económico y social injustificado para otros países, en 
particular los países en desarrollo,

Recordando las disposiciones de la resolución 44/228 de la Asamblea General, de 22 de 
diciembre de 1989, relativa a la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y 
el Desarrollo, y las resoluciones 43/53, de 6 de diciembre de 1988, 44/207, de 22 de diciembre 
de 1989, 45/212, de 21 de diciembre de 1990, y 46/169, de 19 de diciembre de 1991, relativas 
a la protección del clima mundial para las generaciones presentes y futuras,

Recordando también las disposiciones de la resolución 44/206 de la Asamblea General, de 
22 de diciembre de 1989, relativa a los posibles efectos adversos del ascenso del nivel del mar 
sobre las islas y las zonas costeras, especialmente las zonas costeras bajas, y las disposiciones 
pertinentes de la resolución 44/172 de la Asamblea General, de 19 de diciembre de 1989, relativa 
a la ejecución del Plan de Acción para combatir la desertificación,

Recordando además la Convención de Viena para la Protección de la Capa de Ozono, de 
1985, y el Protocolo de Montreal relativo a las sustancias que agotan la capa de ozono, de 
1987, ajustado y enmendado el 29 de junio de 1990,

Tomando nota de la Declaración Ministerial de la Segunda Conferencia Mundial sobre el Clima, 
aprobada el 7 de noviembre de 1990,

Conscientes de la valiosa labor analítica que sobre el cambio climático llevan a cabo muchos 
Estados y de la importante contribución de la Organización Meteorológica Mundial, el 
Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente y otros órganos, organizaciones y 
organismos del sistema de las Naciones Unidas, así como de otros organismos internacionales 
e intergubernamentales, al intercambio de los resultados de la investigación científica y a la 
coordinación de esa investigación,

Reconociendo que las medidas necesarias para entender el cambio climático y hacerle 
frente alcanzarán su máxima eficacia en los planos ambiental, social y económico si se basan 
en las consideraciones pertinentes de orden científico, técnico y económico y se revalúan 
continuamente a la luz de los nuevos descubrimientos en la materia,

Reconociendo también que diversas medidas para hacer frente al cambio climático pueden 
justificarse económicamente por sí mismas y pueden ayudar también a resolver otros problemas 
ambientales,

Reconociendo también la necesidad de que los países desarrollados actúen de inmediato de 
manera flexible sobre la base de prioridades claras, como primer paso hacia estrategias de 
respuesta integral en los planos mundial, nacional y, cuando así se convenga, regional, que 
tomen en cuenta todos los gases de efecto invernadero, con la debida consideración a sus 
contribuciones relativas a la intensificación del efecto de invernadero,
Reconociendo además que los países de baja altitud y otros países insulares pequeños, los 
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países con zonas costeras bajas, zonas áridas y semiáridas, o zonas expuestas a inundaciones, 
sequía y desertificación, y los países en desarrollo con ecosistemas montañosos frágiles, son 
particularmente vulnerables a los efectos adversos del cambio climático,

Reconociendo las dificultades especiales de aquellos países, especialmente países en desarrollo, 
cuyas economías dependen particularmente de la producción, el uso y la exportación de 
combustibles fósiles, como consecuencia de las medidas adoptadas para limitar las emisiones 
de gases de efecto invernadero,

Afirmando que las respuestas al cambio climático deberían coordinarse de manera integrada 
con el desarrollo social y económico con miras a evitar efectos adversos sobre este último, 
teniendo plenamente en cuenta las necesidades prioritarias legítimas de los países en desarrollo 
para el logro de un crecimiento económico sostenido y la erradicación de la pobreza,

Reconociendo que todos los países, especialmente los países en desarrollo, necesitan tener 
acceso a los recursos necesarios para lograr un desarrollo económico y social sostenible, y 
que los países en desarrollo, para avanzar hacia esa meta, necesitarán aumentar su consumo 
de energía, tomando en cuenta las posibilidades de lograr una mayor eficiencia energética 
y de controlar las emisiones de gases de efecto invernadero en general, entre otras cosas 
mediante la aplicación de nuevas tecnologías en condiciones que hagan que esa aplicación 
sea económica y socialmente beneficiosa,

Decididas a proteger el sistema climático para las generaciones presentes y futuras,

Han convenido en lo siguiente:

Art. 1. Definiciones1

Para los efectos de la presente Convención:

1.	 Por “efectos adversos del cambio climático” se entiende los cambios en el medio 
ambiente físico o en la biota resultantes del cambio climático que tienen efectos nocivos 
significativos en la composición, la capacidad de recuperación o la productividad de los 
ecosistemas naturales o sujetos a ordenación, o en el funcionamiento de los sistemas 
socioeconómicos, o en la salud y el bienestar humanos.

2.	 Por “cambio climático” se entiende un cambio de clima atribuido directa o indirectamente 
a la actividad humana que altera la composición de la atmósfera mundial y que se suma 
a la variabilidad natural del clima observada durante períodos de tiempo comparables.

3.	 Por “sistema climático” se entiende la totalidad de la atmósfera, la hidrosfera, la biosfera 
y la geosfera, y sus interacciones.

4.	 Por “emisiones” se entiende la liberación de gases de efecto invernadero o sus 
precursores en la atmósfera en un área y un período de tiempo especificados.

1 Los títulos de los artículos se incluyen exclusivamente para orientar al lector.
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5.	 Por “gases de efecto invernadero” se entiende aquellos componentes gaseosos de la 
atmósfera, tanto naturales como antropógenos, que absorben y reemiten radiación 
infrarroja.

6.	 Por “organización regional de integración económica” se entiende una organización 
constituida por los Estados soberanos de una región determinada que tiene competencia 
respecto de los asuntos que se rigen por la presente Convención o sus protocolos y 
que ha sido debidamente autorizada, de conformidad con sus procedimientos internos, 
para firmar, ratificar, aceptar y aprobar los instrumentos correspondientes, o adherirse 
a ellos.

7.	 Por “depósito” se entiende uno o más componentes del sistema climático en que 
está almacenado un gas de efecto invernadero o un precursor de un gas de efecto 
invernadero.

8.	 Por “sumidero” se entiende cualquier proceso, actividad o mecanismo que absorbe un 
gas de efecto invernadero, un aerosol o un precursor de un gas de efecto invernadero 
de la atmósfera.

9.	 Por “fuente” se entiende cualquier proceso o actividad que libera un gas de invernadero, 
un aerosol o un precursor de un gas de invernadero en la atmósfera.

Art. 2. Objetivo

El objetivo último de la presente Convención y de todo instrumento jurídico conexo que 
adopte la Conferencia de las Partes, es lograr, de conformidad con las disposiciones pertinentes 
de la Convención, la estabilización de las concentraciones de gases de efecto invernadero 
en la atmósfera a un nivel que impida interferencias antropógenas peligrosas en el sistema 
climático. Ese nivel debería lograrse en un plazo suficiente para permitir que los ecosistemas 
se adapten naturalmente al cambio climático, asegurar que la producción de alimentos no se 
vea amenazada y permitir que el desarrollo económico prosiga de manera sostenible.

Art. 3. Principios

Las Partes, en las medidas que adopten para lograr el objetivo de la Convención y aplicar sus 
disposiciones, se guiarán, entre otras cosas, por lo siguiente:

1.	 Las Partes deberían proteger el sistema climático en beneficio de las generaciones 
presentes y futuras, sobre la base de la equidad y de conformidad con sus responsabilidades 
comunes pero diferenciadas y sus respectivas capacidades. En consecuencia, las Partes 
que son países desarrollados deberían tomar la iniciativa en lo que respecta a combatir 
el cambio climático y sus efectos adversos.

2.	 Deberían tenerse plenamente en cuenta las necesidades específicas y las circunstancias 
especiales de las Partes que son países en desarrollo, especialmente aquellas que 
son particularmente vulnerables a los efectos adversos del cambio climático, y las de 
aquellas Partes, especialmente las Partes que son países en desarrollo, que tendrían 
que soportar una carga anormal o desproporcionada en virtud de la Convención.
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3.	 Las Partes deberían tomar medidas de precaución para prever, prevenir o reducir al 
mínimo las causas del cambio climático y mitigar sus efectos adversos. Cuando haya 
amenaza de daño grave o irreversible, no debería utilizarse la falta de total certidumbre 
científica como razón para posponer tales medidas, tomando en cuenta que las políticas 
y medidas para hacer frente al cambio climático deberían ser eficaces en función de 
los costos a fin de asegurar beneficios mundiales al menor costo posible. A tal fin, esas 
políticas y medidas deberían tener en cuenta los distintos contextos socioeconómicos, 
ser integrales, incluir todas las fuentes, sumideros y depósitos pertinentes de gases 
de efecto invernadero y abarcar todos los sectores económicos. Los esfuerzos para 
hacer frente al cambio climático pueden llevarse a cabo en cooperación entre las 
Partes interesadas.

4.	 Las Partes tienen derecho al desarrollo sostenible y deberían promoverlo. Las políticas 
y medidas para proteger el sistema climático contra el cambio inducido por el ser 
humano deberían ser apropiadas para las condiciones específicas de cada una de las 
Partes y estar integradas en los programas nacionales de desarrollo, tomando en cuenta 
que el crecimiento económico es esencial para la adopción de medidas encaminadas 
a hacer frente al cambio climático.

5.	 Las Partes deberían cooperar en la promoción de un sistema económico internacional 
abierto y propicio que condujera al crecimiento económico y desarrollo sostenibles 
de todas las Partes, particularmente de las Partes que son países en desarrollo, 
permitiéndoles de ese modo hacer frente en mejor forma a los problemas del cambio 
climático. Las medidas adoptadas para combatir el cambio climático, incluidas las 
unilaterales, no deberían constituir un medio de discriminación arbitraria o injustificable 
ni una restricción encubierta al comercio internacional.

Art. 4. Compromisos

1.	 Todas las Partes, teniendo en cuenta sus responsabilidades comunes pero diferenciadas 
y el carácter específico de sus prioridades nacionales y regionales de desarrollo, de 
sus objetivos y de sus circunstancias, deberán:

a)	 Elaborar, actualizar periódicamente, publicar y facilitar a la Conferencia de las Partes, de 
conformidad con el artículo 12, inventarios nacionales de las emisiones antropógenas 
por las fuentes y de la absorción por los sumideros de todos los gases de efecto 
invernadero no controlados por el Protocolo de Montreal, utilizando metodologías 
comparables que habrán de ser acordadas por la Conferencia de las Partes;

b)	 Formular, aplicar, publicar y actualizar regularmente programas nacionales y, según 
proceda, regionales, que contengan medidas orientadas a mitigar el cambio climático, 
teniendo en cuenta las emisiones antropógenas por las fuentes y la absorción por los 
sumideros de todos los gases de efecto invernadero no controlados por el Protocolo 
de Montreal, y medidas para facilitar la adaptación adecuada al cambio climático;

c)	 Promover y apoyar con su cooperación el desarrollo, la aplicación y la difusión, incluida 
la transferencia, de tecnologías, prácticas y procesos que controlen, reduzcan o 
prevengan las emisiones antropógenas de gases de efecto invernadero no controlados 
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por el Protocolo de Montreal en todos los sectores pertinentes, entre ellos la energía, 
el transporte, la industria, la agricultura, la silvicultura y la gestión de desechos;

d)	 Promover la gestión sostenible y promover y apoyar con su cooperación la conservación 
y el reforzamiento, según proceda, de los sumideros y depósitos de todos los gases de 
efecto invernadero no controlados por el Protocolo de Montreal, inclusive la biomasa, 
los bosques y los océanos, así como otros ecosistemas terrestres, costeros y marinos;

e)	 Cooperar en los preparativos para la adaptación a los impactos del cambio climático; 
desarrollar y elaborar planes apropiados e integrados para la ordenación de las zonas 
costeras, los recursos hídricos y la agricultura, y para la protección y rehabilitación de 
las zonas, particularmente de África, afectadas por la sequía y la desertificación, así 
como por las inundaciones;

f)	 Tener en cuenta, en la medida de lo posible, las consideraciones relativas al cambio 
climático en sus políticas y medidas sociales, económicas y ambientales pertinentes 
y emplear métodos apropiados, por ejemplo evaluaciones del impacto, formulados y 
determinados a nivel nacional, con miras a reducir al mínimo los efectos adversos en la 
economía, la salud pública y la calidad del medio ambiente, de los proyectos o medidas 
emprendidos por las Partes para mitigar el cambio climático o adaptarse a él;

g)	 Promover y apoyar con su cooperación la investigación científica, tecnológica, técnica, 
socioeconómica y de otra índole, la observación sistemática y el establecimiento 
de archivos de datos relativos al sistema climático, con el propósito de facilitar la 
comprensión de las causas, los efectos, la magnitud y la distribución cronológica 
del cambio climático, y de las consecuencias económicas y sociales de las distintas 
estrategias de respuesta y de reducir o eliminar los elementos de incertidumbre que 
aún subsisten al respecto;

h)	 Promover y apoyar con su cooperación el intercambio pleno, abierto y oportuno de 
la información pertinente de orden científico, tecnológico, técnico, socioeconómico 
y jurídico sobre el sistema climático y el cambio climático, y sobre las consecuencias 
económicas y sociales de las distintas estrategias de respuesta;

i)	  Promover y apoyar con su cooperación la educación, la capacitación y la sensibilización 
del público respecto del cambio climático y estimular la participación más amplia 
posible en ese proceso, incluida la de las organizaciones no gubernamentales;

j)	  Comunicar a la Conferencia de las Partes la información relativa a la aplicación, de 
conformidad con el artículo 12.

2.	 Las Partes que son países desarrollados y las demás Partes incluidas en el anexo I se 
comprometen específicamente a lo que se estipula a continuación:

a)	 Cada una de esas Partes adoptará políticas nacionales2  y tomará las medidas 
correspondientes de mitigación del cambio climático, limitando sus emisiones 
antropógenas de gases de efecto invernadero y protegiendo y mejorando sus sumideros 

2 Ello incluye las políticas y medidas adoptadas por las organizaciones regionales de  	
  integración económica..
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y depósitos de gases de efecto invernadero. Esas políticas y medidas demostrarán que 
los países desarrollados están tomando la iniciativa en lo que respecta a modificar las 
tendencias a más largo plazo de las emisiones antropógenas de manera acorde con 
el objetivo de la presente Convención, reconociendo que el regreso antes de fines 
del decenio actual a los niveles anteriores de emisiones antropógenas de dióxido 
de carbono y otros gases de efecto invernadero no controlados por el Protocolo 
de Montreal contribuiría a tal modificación, y tomando en cuenta las diferencias de 
puntos de partida y enfoques, estructuras económicas y bases de recursos de esas 
Partes, la necesidad de mantener un crecimiento económico fuerte y sostenible, las 
tecnologías disponibles y otras circunstancias individuales, así como la necesidad de 
que cada una de esas Partes contribuya de manera equitativa y apropiada a la acción 
mundial para el logro de ese objetivo. Esas Partes podrán aplicar tales políticas y 
medidas conjuntamente con otras Partes y podrán ayudar a otras Partes a contribuir 
al objetivo de la Convención y, en particular, al objetivo de este inciso;

b)	 A fin de promover el avance hacia ese fin, cada una de esas Partes presentará, con 
arreglo al artículo 12, dentro de los seis meses siguientes a la entrada en vigor de la 
Convención para esa Parte y periódicamente de allí en adelante, información detallada 
acerca de las políticas y medidas a que se hace referencia en el inciso a) así como 
acerca de las proyecciones resultantes con respecto a las emisiones antropógenas 
por las fuentes y la absorción por los sumideros de gases de efecto invernadero no 
controlados por el Protocolo de Montreal para el período a que se hace referencia en 
el inciso a), con el fin de volver individual o conjuntamente a los niveles de 1990 esas 
emisiones antropógenas de dióxido de carbono y otros gases de efecto invernadero no 
controlados por el Protocolo de Montreal. La Conferencia de las Partes examinará esa 
información en su primer período de sesiones y de allí en adelante en forma periódica, 
de conformidad con el artículo 7;

c)	 Para calcular las emisiones por las fuentes y la absorción por los sumideros de gases 
de efecto invernadero a los fines del inciso b), se tomarán en cuenta los conocimientos 
científicos más exactos de que se disponga, entre ellos, los relativos a la capacidad 
efectiva de los sumideros y a la respectiva contribución de esos gases al cambio 
climático. La Conferencia de las Partes examinará y acordará las metodologías que se 
habrán de utilizar para esos cálculos en su primer período de sesiones y regularmente 
de allí en adelante;

d)	 La Conferencia de las Partes examinará, en su primer período de sesiones, los  incisos 
a) y b) para determinar si son adecuados. Ese examen se llevará a cabo a la luz de 
las informaciones y evaluaciones científicas más exactas de que se disponga sobre 
el cambio climático y sus repercusiones, así como de la información técnica, social 
y económica pertinente. Sobre la base de ese examen, la Conferencia de las Partes 
adoptará medidas apropiadas, que podrán consistir en la aprobación de enmiendas 
a los compromisos estipulados en los incisos a) y b). La Conferencia de las Partes, 
en su primer período de sesiones, también adoptará decisiones sobre criterios para 
la aplicación conjunta indicada en el inciso a). Se realizará un segundo examen de 
los incisos a) y b) a más tardar el 31 de diciembre de 1998, y luego otros a intervalos 
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regulares determinados por la Conferencia de las Partes, hasta que se alcance el 
objetivo de la presente Convención;

e)	 Cada una de esas Partes:

i)	 Coordinará con las demás Partes indicadas, según proceda, los correspondientes 
instrumentos económicos y administrativos elaborados para conseguir el objetivo de 
la Convención; e

ii)	 Identificará y revisará periódicamente aquellas políticas y prácticas propias que alienten 
a realizar actividades que produzcan niveles de emisiones antropógenas de gases de 
efecto invernadero, no controlados por el Protocolo de Montreal, mayores de los que 
normalmente se producirían;

f)	 La Conferencia de las Partes examinará, a más tardar el 31 de diciembre de 1998, la 
información disponible con miras a adoptar decisiones respecto de las enmiendas 
que corresponda introducir en la lista de los anexos I y II, con aprobación de la Parte 
interesada;

g)	 Cualquiera de las Partes no incluidas en el anexo I podrá, en su instrumento de 
ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, o en cualquier momento de allí en 
adelante, notificar al Depositario su intención de obligarse en virtud de los incisos a) 
y b) supra.

El Depositario informará de la notificación a los demás signatarios y Partes.

3.	 Las Partes que son países desarrollados y las demás Partes desarrolladas que figuran 
en el anexo II, proporcionarán recursos financieros nuevos y adicionales para cubrir 
la totalidad de los gastos convenidos que efectúen las Partes que son países en 
desarrollo para cumplir sus obligaciones en virtud del párrafo 1 del artículo 12. También 
proporcionarán los recursos financieros, entre ellos recursos para la transferencia de 
tecnología, que las Partes que son países en desarrollo necesiten para satisfacer la 
totalidad de los gastos adicionales convenidos resultantes de la aplicación de las medidas 
establecidas en el párrafo 1 de este artículo y que se hayan acordado entre una Parte 
que es país en desarrollo y la entidad internacional o las entidades internacionales a 
que se refiere el artículo 11, de conformidad con ese artículo.

	 Al llevar a la práctica esos compromisos, se tomará en cuenta la necesidad de que 
la corriente de fondos sea adecuada y previsible, y la importancia de que la carga se 
distribuya adecuadamente entre las Partes que son países desarrollados.

4.	 Las Partes que son países desarrollados y las demás Partes desarrolladas que figuran en 
el anexo II también ayudarán a las Partes que son países en desarrollo particularmente 
vulnerables a los efectos adversos del cambio climático a hacer frente a los costos 
que entrañe su adaptación a esos efectos adversos.
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5.	 Las Partes que son países en desarrollo y las demás Partes desarrolladas que figuran en 
el anexo II tomarán todas las medidas posibles para promover, facilitar y financiar, según 
proceda, la transferencia de tecnologías y conocimientos prácticos ambientalmente 
sanos, o el acceso a ellos, a otras Partes, especialmente las Partes que son países en 
desarrollo, a fin de que puedan aplicar las disposiciones de la Convención. En este 
proceso, las Partes que son países desarrollados apoyarán el desarrollo y el mejoramiento 
de las capacidades y tecnologías endógenas de las Partes que son países en desarrollo. 
Otras Partes y organizaciones que estén en condiciones de hacerlo podrán también 
contribuir a facilitar la transferencia de dichas tecnologías.

6.	 En el cumplimiento de los compromisos contraídos en virtud del párrafo 2 la Conferencia 
de las Partes otorgará cierto grado de flexibilidad a las Partes incluidas en el anexo I 
que están en proceso de transición a una economía de mercado, a fin de aumentar 
la capacidad de esas Partes de hacer frente al cambio climático, incluso en relación 
con el nivel histórico de emisiones antropógenas de gases de efecto invernadero no 
controlados por el Protocolo de Montreal tomado como referencia.

7.	 La medida en que las Partes que son países en desarrollo lleven a la práctica efectivamente 
sus compromisos en virtud de la Convención dependerá de la manera en que las Partes 
que son países desarrollados lleven a la práctica efectivamente sus compromisos relativos 
a los recursos financieros y la transferencia de tecnología, y se tendrá plenamente en 
cuenta que el desarrollo económico y social y la erradicación de la pobreza son las 
prioridades primeras y esenciales de las Partes que son países en desarrollo.

8.	 Al llevar a la práctica los compromisos a que se refiere este artículo, las Partes estudiarán 
a fondo las medidas que sea necesario tomar en virtud de la Convención, inclusive 
medidas relacionadas con la financiación, los seguros y la transferencia de tecnología, 
para atender a las necesidades y preocupaciones específicas de las Partes que son 
países en desarrollo derivadas de los efectos adversos del cambio climático o del 
impacto de la aplicación de medidas de respuesta, en especial de los países siguientes:

a)	 Los países insulares pequeños;
b)	 Los países con zonas costeras bajas;
c)	 Los países con zonas áridas y semiáridas, zonas con cobertura forestal y zonas expuestas 

al deterioro forestal;
d)	 Los países con zonas propensas a los desastres naturales;
e)	 Los países con zonas expuestas a la sequía y a la desertificación;
f)	 Los países con zonas de alta contaminación atmosférica urbana;
g)	 Los países con zonas de ecosistemas frágiles, incluidos los ecosistemas montañosos;
h)	 Los países cuyas economías dependen en gran medida de los ingresos generados por 

la producción, el procesamiento y la exportación de combustibles fósiles y productos 
asociados de energía intensiva, o de su consumo;

i)	 Los países sin litoral y los países de tránsito.

Además, la Conferencia de las Partes puede tomar las medidas que proceda en relación con 
este párrafo.
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9.	 Las Partes tomarán plenamente en cuenta las necesidades específicas y las situaciones 
especiales de los países menos adelantados al adoptar medidas con respecto a la 
financiación y a la transferencia de tecnología.

10.	 Al llevar a la práctica los compromisos dimanantes de la Convención, las Partes tomarán 
en cuenta, de conformidad con el artículo 10, la situación de las Partes, en especial las 
Partes que son países en desarrollo, cuyas economías sean vulnerables a los efectos 
adversos de las medidas de respuesta a los cambios climáticos. Ello se aplica en especial 
a las Partes cuyas economías dependan en gran medida de los ingresos generados por 
la producción, el procesamiento y la exportación de combustibles fósiles y productos 
asociados de energía intensiva, o de su consumo, o del uso de combustibles fósiles 
cuya sustitución les ocasione serias dificultades.

Art 5. Investigación y observación sistemática

Al llevar a la práctica los compromisos a que se refiere el inciso g) del párrafo 1 del artículo 
4 las Partes:

a)	 Apoyarán y desarrollarán aún más, según proceda, los programas y redes u organizaciones 
internacionales e intergubernamentales, que tengan por objeto definir, realizar, evaluar 
o financiar actividades de investigación, recopilación de datos y observación sistemática, 
tomando en cuenta la necesidad de minimizar la duplicación de esfuerzos;

b)	 Apoyarán los esfuerzos internacionales e intergubernamentales para reforzar la 
observación sistemática y la capacidad y los medios nacionales de investigación 
científica y técnica, particularmente en los países en desarrollo, y para promover el 
acceso a los datos obtenidos de zonas situadas fuera de la jurisdicción nacional, así 
como el intercambio y el análisis de esos datos; y

c)	 Tomarán en cuenta las necesidades y preocupaciones particulares de los países en 
desarrollo y cooperarán con el fin de mejorar sus medios y capacidades endógenas 
para participar en los esfuerzos a que se hace referencia en los apartados a) y b).

Art. 6. Educación, formación y sensibilización del público

Al llevar a la práctica los compromisos a que se refiere el inciso i) del párrafo 1 del artículo 4 
las Partes:

a)	 Promoverán y facilitarán, en el plano nacional y, según proceda, en los planos subregional 
y regional, de conformidad con las leyes y reglamentos nacionales y según su capacidad 
respectiva:

i)	 La elaboración y aplicación de programas de educación y sensibilización del público 
sobre el cambio climático y sus efectos;

ii)	 El acceso del público a la información sobre el cambio climático y sus efectos;
iii)	 La participación del público en el estudio del cambio climático y sus efectos y en la 

elaboración de las respuestas adecuadas; y
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iv)	 La formación de personal científico, técnico y directivo;
b)	 Cooperarán, en el plano internacional, y, según proceda, por intermedio de organismos 

existentes, en las actividades siguientes, y las promoverán:
i)	 La preparación y el intercambio de material educativo y material destinado a sensibilizar 

al público sobre el cambio climático y sus efectos; y
ii)	 La elaboración y aplicación de programas de educación y formación, incluido el 

fortalecimiento de las instituciones nacionales y el intercambio o la adscripción de 
personal encargado de formar expertos en esta esfera, en particular para países en 
desarrollo.

Art. 7. Conferencia de las Partes

1.	 Se establece por la presente una Conferencia de las Partes.
2.	 La Conferencia de las Partes, en su calidad de órgano supremo de la presente Convención, 

examinará regularmente la aplicación de la Convención y de todo instrumento jurídico 
conexo que adopte la Conferencia de las Partes y, conforme a su mandato, tomará 
las decisiones necesarias para promover la aplicación eficaz de la Convención. Con 
ese fin:

a)	 Examinará periódicamente las obligaciones de las Partes y los arreglos institucionales 
establecidos en virtud de la presente Convención, a la luz del objetivo de la Convención, 
de la experiencia obtenida de su aplicación y de la evolución de los conocimientos 
científicos y técnicos;

b)	 Promoverá y facilitará el intercambio de información sobre las medidas adoptadas por 
las Partes para hacer frente al cambio climático y sus efectos, teniendo en cuenta las 
circunstancias, responsabilidades y capacidades diferentes de las Partes y sus respectivos 
compromisos en virtud de la Convención;

c)	 Facilitará, a petición de dos o más Partes, la coordinación de las medidas adoptadas 
por ellas para hacer frente al cambio climático y sus efectos, tomando en cuenta 
las circunstancias, responsabilidades y capacidades de las Partes y sus respectivos 
compromisos en virtud de la Convención;

d)	 Promoverá y dirigirá, de conformidad con el objetivo y las disposiciones de la Convención, 
el desarrollo y el perfeccionamiento periódico de metodologías comparables que 
acordará la Conferencia de las Partes, entre otras cosas, con el objeto de preparar 
inventarios de las emisiones de gases de efecto invernadero por las fuentes y su 
absorción por los sumideros, y de evaluar la eficacia de las medidas adoptadas para 
limitar las emisiones y fomentar la absorción de esos gases;

e)	 Evaluará, sobre la base de toda la información que se le proporcione de conformidad 
con las disposiciones de la Convención, la aplicación de la Convención por las Partes, 
los efectos generales de las medidas adoptadas en virtud de la Convención, en particular 
los efectos ambientales, económicos y sociales, así como su efecto acumulativo y la 
medida en que se avanza hacia el logro del objetivo de la Convención;

f)	 Examinará y aprobará informes periódicos sobre la aplicación de la Convención y 
dispondrá su publicación;

g)	 Hará recomendaciones sobre toda cuestión necesaria para la aplicación de la 
Convención;

h)	 Procurará movilizar recursos financieros de conformidad con los párrafos 3, 4 y 5 del 
artículo 4, y con el artículo 11;
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i)	 Establecerá los órganos subsidiarios que considere necesarios para la aplicación de 
la Convención;

j)	 Examinará los informes presentados por sus órganos subsidiarios y proporcionará 
directrices a esos órganos;

k)	 Acordará y aprobará, por consenso, su reglamento y reglamento financiero, así como 
los de los órganos subsidiarios;

l)	  Solicitará, cuando corresponda, los servicios y la cooperación de las organizaciones 
internacionales y de los órganos intergubernamentales y no gubernamentales 
competentes y utilizará la información que éstos le proporcionen; y

m)	 Desempeñará las demás funciones que sean necesarias para alcanzar el objetivo 
de la Convención, así como todas las otras funciones que se le encomiendan en la 
Convención.

3.	 La Conferencia de las Partes, en su primer período de sesiones, aprobará su propio 
reglamento y los de los órganos subsidiarios establecidos en virtud de la Convención, 
que incluirán procedimientos para la adopción de decisiones sobre asuntos a los 
que no se apliquen los procedimientos de adopción de decisiones estipulados en la 
Convención. Esos procedimientos podrán especificar la mayoría necesaria para la 
adopción de ciertas decisiones.

4.	 El primer período de sesiones de la Conferencia de las Partes será convocado por 
la secretaría provisional mencionada en el artículo 21 y tendrá lugar a más tardar un 
año después de la entrada en vigor de la Convención. Posteriormente, los períodos 
ordinarios de sesiones de la Conferencia de las Partes se celebrarán anualmente, a 
menos que la Conferencia decida otra cosa.

5.	 Los períodos extraordinarios de sesiones de la Conferencia de las Partes se celebrarán 
cada vez que la Conferencia lo considere necesario, o cuando una de las Partes lo 
solicite por escrito, siempre que dentro de los seis meses siguientes a la fecha en que 
la secretaría haya transmitido a las Partes la solicitud, ésta reciba el apoyo de al menos 
un tercio de las Partes.

6.	 Las Naciones Unidas, sus organismos especializados y el Organismo Internacional 
de Energía Atómica, así como todo Estado miembro o todo observador de esas 
organizaciones que no sean Partes en la Convención, podrán estar representados 
en los períodos de sesiones de la Conferencia de las Partes como observadores. 
Todo otro organismo u órgano, sea nacional o internacional, gubernamental o no 
gubernamental, competente en los asuntos abarcados por la Convención y que haya 
informado a la secretaría de su deseo de estar representado en un período de sesiones 
de la Conferencia de las Partes como observador, podrá ser admitido en esa calidad, 
a menos que se oponga un tercio de las Partes presentes. La admisión y participación 
de los observadores se regirá por el reglamento aprobado por la Conferencia de las 
Partes.

Art. 8. Secretaría

1.	 Se establece por la presente una secretaría.
2.	 Las funciones de la secretaría serán las siguientes:
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a)	 Organizar los períodos de sesiones de la Conferencia de las Partes y de los órganos 
subsidiarios establecidos en virtud de la Convención y prestarles los servicios necesarios;

b)	 Reunir y transmitir los informes que se le presenten;
c)	 Prestar asistencia a las Partes, en particular a las Partes que son países en desarrollo, a 

solicitud de ellas, en la reunión y transmisión de la información necesaria de conformidad 
con las disposiciones de la Convención;

d)	 Preparar informes sobre sus actividades y presentarlos a la Conferencia de las Partes;
e)	 Asegurar la coordinación necesaria con las secretarías de los demás órganos 

internacionales pertinentes;
f)	 Hacer los arreglos administrativos y contractuales que sean necesarios para el 

cumplimiento eficaz de sus funciones, bajo la dirección general de la Conferencia de 
las Partes; y

g)	 Desempeñar las demás funciones de secretaría especificadas en la Convención y en 
cualquiera de sus protocolos, y todas las demás funciones que determine la Conferencia 
de las Partes.

3.	 La Conferencia de las Partes, en su primer período de sesiones, designará una secretaría 
permanente y adoptará las medidas necesarias para su funcionamiento.

Art. 9. Órgano Subsidiario de Asesoramiento Científico y Tecnológico

1.	 Por la presente se establece un órgano subsidiario de asesoramiento científico y 
tecnológico encargado de proporcionar a la Conferencia de las Partes y, según 
proceda, a sus demás órganos subsidiarios, información y asesoramiento oportunos 
sobre los aspectos científicos y tecnológicos relacionados con la Convención. Este 
órgano estará abierto a la participación de todas las Partes y será multidisciplinario. 
Estará integrado por representantes de los gobiernos con competencia en la esfera 
de especialización pertinente. Presentará regularmente informes a la Conferencia de 
las Partes sobre todos los aspectos de su labor.

2.	 Bajo la dirección de la Conferencia de las Partes y apoyándose en los órganos 
internacionales competentes existentes, este órgano:

a)	 Proporcionará evaluaciones del estado de los conocimientos científicos relacionados 
con el cambio climático y sus efectos;

b)	 Preparará evaluaciones científicas sobre los efectos de las medidas adoptadas para la 
aplicación de la Convención;

c)	 Identificará las tecnologías y los conocimientos especializados que sean innovadores, 
eficientes y más avanzados y prestará asesoramiento sobre las formas de promover 
el desarrollo o de transferir dichas tecnologías;

d)	 Prestará asesoramiento sobre programas científicos, sobre cooperación internacional 
relativa a la investigación y la evolución del cambio climático, así como sobre medios 
de apoyar el desarrollo de las capacidades endógenas de los países en desarrollo; y

e)	 Responderá a las preguntas de carácter científico, técnico y metodológico que la 
Conferencia de las Partes y sus órganos subsidiarios le planteen.
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3.	 La Conferencia de las Partes podrá ampliar ulteriormente las funciones y el mandato 
de este órgano.

Art. 10. Órgano Subsidiario de Ejecución

1.	 Por la presente se establece un órgano subsidiario de ejecución encargado de 
ayudar a la Conferencia de las Partes en la evaluación y el examen del cumplimiento 
efectivo de la Convención. Este órgano estará abierto a la participación de todas las 
Partes y estará integrado por representantes gubernamentales que sean expertos en 
cuestiones relacionadas con el cambio climático. Presentará regularmente informes 
a la Conferencia de las Partes sobre todos los aspectos de su labor.

2.	 Bajo la dirección de la Conferencia de las Partes, este órgano:

a)	 Examinará la información transmitida de conformidad con el párrafo 1 del artículo 
12, a fin de evaluar en su conjunto los efectos agregados de las medidas adoptadas 
por las Partes a la luz de las evaluaciones científicas más recientes relativas al cambio 
climático;

b)	 Examinará la información transmitida de conformidad con el párrafo 2 del artículo 
12, a fin de ayudar a la Conferencia de las Partes en la realización de los exámenes 
estipulados en el inciso d) del párrafo 2 del artículo 4; y

c)	 Ayudará a la Conferencia de las Partes, según proceda, en la preparación y aplicación 
de sus decisiones.

Art. 11. Mecanismo de financiación

1.	 Por la presente se define un mecanismo para el suministro de recursos financieros a 
título de subvención o en condiciones de favor para, entre otras cosas, la transferencia de 
tecnología.  Ese mecanismo funcionará bajo la dirección de la Conferencia de las Partes 
y rendirá cuentas a esa Conferencia, la cual decidirá sus políticas, las prioridades de sus 
programas y los criterios de aceptabilidad en relación con la presente Convención. Su 
funcionamiento será encomendado a una o más entidades internacionales existentes.

2.	 El mecanismo financiero tendrá una representación equitativa y equilibrada de todas 
las Partes en el marco de un sistema de dirección transparente.

3.	 La Conferencia de las Partes y la entidad o entidades a que se encomiende el 
funcionamiento del mecanismo financiero convendrán en los arreglos destinados a 
dar efecto a los párrafos precedentes, entre los que se incluirán los siguientes:

a)	 Modalidades para asegurar que los proyectos financiados para hacer frente al cambio 
climático estén de acuerdo con las políticas, las prioridades de los programas y los 
criterios de aceptabilidad establecidos por la Conferencia de las Partes;

b)	 Modalidades mediante las cuales una determinada decisión de financiación puede ser 
reconsiderada a la luz de esas políticas, prioridades de los programas y criterios de 
aceptabilidad;

c)	 La presentación por la entidad o entidades de informes periódicos a la Conferencia de 
las Partes sobre sus operaciones de financiación, en forma compatible con el requisito 
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de rendición de cuentas enunciado en el párrafo 1; y
d)	 La determinación en forma previsible e identificable del monto de la financiación 

necesaria y disponible para la aplicación de la presente Convención y las condiciones 
con arreglo a las cuales se revisará periódicamente ese monto.

4.	 La Conferencia de las Partes hará en su primer período de sesiones arreglos para 
aplicar las disposiciones precedentes, examinando y teniendo en cuenta los arreglos 
provisionales a que se hace referencia en el párrafo 3 del artículo 21, y decidirá si se 
han de mantener esos arreglos provisionales. Dentro de los cuatro años siguientes, la 
Conferencia de las Partes examinará el mecanismo financiero y adoptará las medidas 
apropiadas.

5.	 Las Partes que son países desarrollados podrán también proporcionar, y las Partes 
que sean países en desarrollo podrán utilizar, recursos financieros relacionados con 
la aplicación de la presente Convención por conductos bilaterales, regionales y otros 
conductos multilaterales.

Art. 12. Transmisión de información relacionada con la aplicación

1.	 De conformidad con el párrafo 1 del artículo 4, cada una de las Partes transmitirá a la 
Conferencia de las Partes, por conducto de la secretaría, los siguientes elementos de 
información:

a)	 Un inventario nacional, en la medida que lo permitan sus posibilidades, de las emisiones 
antropógenas por las fuentes y la absorción por los sumideros de todos los gases 
de efecto invernadero no controlados por el Protocolo de Montreal, utilizando 
metodologías comparables que promoverá y aprobará la Conferencia de las Partes;

b)	 Una descripción general de las medidas que ha adoptado o prevé adoptar para aplicar 
la Convención; y

c)	 Cualquier otra información que la Parte considere pertinente para el logro del objetivo 
de la Convención y apta para ser incluida en su comunicación, con inclusión de, si 
fuese factible, datos pertinentes para el cálculo de las tendencias de las emisiones 
mundiales.

2.	 Cada una de las Partes que son países desarrollados y cada una de las demás Partes 
comprendidas en el anexo I incluirá en su comunicación los siguientes elementos de 
información:

a)	 Una descripción detallada de las políticas y medidas que haya adoptado para llevar a la 
práctica su compromiso con arreglo a los incisos a) y b) del párrafo 2 del artículo 4;

b)	 Una estimación concreta de los efectos que tendrán las políticas y medidas a que se 
hace referencia en el apartado a) sobre las emisiones antropógenas por sus fuentes y 
la absorción por sus sumideros de gases de efecto invernadero durante el período a 
que se hace referencia en el inciso a) del párrafo 2 del artículo 4.

3.	 Además, cada una de las Partes que sea un país desarrollado y cada una de las demás 
Partes desarrolladas comprendidas en el anexo II incluirán detalles de las medidas 
adoptadas de conformidad con los párrafos 3, 4 y 5 del artículo 4.
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4.	 Las Partes que son países en desarrollo podrán proponer voluntariamente proyectos 
para financiación, precisando las tecnologías, los materiales, el equipo, las técnicas 
o las prácticas que se necesitarían para ejecutar esos proyectos, e incluyendo, de ser 
posible, una estimación de todos los costos adicionales, de las reducciones de las 
emisiones y del incremento de la absorción de gases de efecto invernadero, así como 
una estimación de los beneficios consiguientes.

5.	 Cada una de las Partes que sea un país en desarrollo y cada una de las demás Partes 
incluidas en el anexo I presentarán una comunicación inicial dentro de los seis meses 
siguientes a la entrada en vigor de la Convención respecto de esa Parte. Cada una de 
las demás Partes que no figure en esa lista presentará una comunicación inicial dentro 
del plazo de tres años contados desde que entre en vigor la Convención respecto de 
esa Parte o que se disponga de recursos financieros de conformidad con el párrafo 3 
del artículo 4. Las Partes que pertenezcan al grupo de los países menos adelantados 
podrán presentar la comunicación inicial a su discreción.

	 La Conferencia de las Partes determinará la frecuencia de las comunicaciones posteriores 
de todas las Partes, teniendo en cuenta los distintos plazos fijados en este párrafo.

6.	 La información presentada por las Partes con arreglo a este artículo será transmitida 
por la secretaría, lo antes posible, a la Conferencia de las Partes y a los órganos 
subsidiarios correspondientes. De ser necesario, la Conferencia de las Partes podrá 
examinar nuevamente los procedimientos de comunicación de la información.

7.	 A partir de su primer período de sesiones, la Conferencia de las Partes tomará 
disposiciones para facilitar asistencia técnica y financiera a las Partes que son países 
en desarrollo, a petición de ellas, a efectos de recopilar y presentar información con 
arreglo a este artículo, así como de determinar las necesidades técnicas y financieras 
asociadas con los proyectos propuestos y las medidas de respuesta en virtud del 
artículo 4. Esa asistencia podrá ser proporcionada por otras Partes, por organizaciones 
internacionales competentes y por la secretaría, según proceda.

8.	 Cualquier grupo de Partes podrá, con sujeción a las directrices que adopte la Conferencia 
de las Partes y a la notificación previa a la Conferencia de las Partes, presentar una 
comunicación conjunta en cumplimiento de las obligaciones que le incumben en 
virtud de este artículo, siempre que esa comunicación incluya información sobre el 
cumplimiento por cada una de esas Partes de sus obligaciones individuales con arreglo 
a la presente Convención.

9.	 La información que reciba la secretaría y que esté catalogada como confidencial por 
la Parte que la presenta, de conformidad con criterios que establecerá la Conferencia 
de las Partes, será compilada por la secretaría de manera que se proteja su carácter 
confidencial, antes de ponerla a disposición de alguno de los órganos que participen 
en la transmisión y el examen de la información.

10.	 Con sujeción al párrafo 9, y sin perjuicio de la facultad de cualquiera de las Partes de 
hacer pública su comunicación en cualquier momento, la secretaría hará públicas las 
comunicaciones de las Partes con arreglo a este artículo en el momento en que sean 
presentadas a la Conferencia de las Partes.

Art. 13. Resolución de cuestiones relacionadas con la aplicación de la Convención

En su primer período de sesiones, la Conferencia de las Partes considerará el establecimiento 
de un mecanismo consultivo multilateral, al que podrán recurrir las Partes, si así lo solicitan, 
para la resolución de cuestiones relacionadas con la aplicación de la Convención.
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Art. 14. Arreglo de controversias

1.	 En caso de controversia entre dos o más Partes sobre la interpretación o la aplicación de 
la Convención, las Partes interesadas tratarán de solucionarla mediante la negociación 
o cualquier otro medio pacífico de su elección.

2.	 Al ratificar, aceptar o aprobar la Convención o al adherirse a ella, o en cualquier 
momento a partir de entonces, cualquier Parte que no sea una organización regional 
de integración económica podrá declarar en un instrumento escrito presentado al 
Depositario que reconoce como obligatorio ipso facto y sin acuerdo especial, con 
respecto a cualquier controversia relativa a la interpretación o la aplicación de la 
Convención, y en relación con cualquier Parte que acepte la misma obligación:

a)	 El sometimiento de la controversia a la Corte Internacional de Justicia; o
b)	 El arbitraje de conformidad con los procedimientos que la Conferencia de las Partes 

establecerá, en cuanto resulte factible, en un anexo sobre el arbitraje.
	 Una Parte que sea una organización regional de integración económica podrá hacer 

una declaración con efecto similar en relación con el arbitraje de conformidad con 
los procedimientos mencionados en el inciso b).

3.	 Toda declaración formulada en virtud del párrafo 2 de este artículo seguirá en vigor hasta 
su expiración de conformidad con lo previsto en ella o hasta que hayan transcurrido 
tres meses desde que se entregó al Depositario la notificación por escrito de su 
revocación.

4.	 Toda nueva declaración, toda notificación de revocación o la expiración de la declaración 
no afectará de modo alguno los procedimientos pendientes ante la Corte Internacional 
de Justicia o ante el tribunal de arbitraje, a menos que las Partes en la controversia 
convengan en otra cosa.

5.	 Con sujeción a la aplicación del párrafo 2, si, transcurridos 12 meses desde la notificación 
por una Parte a otra de la existencia de una controversia entre ellas, las Partes interesadas 
no han podido solucionar su controversia por los medios mencionados en el párrafo 1, 
la controversia se someterá, a petición de cualquiera de las partes en ella, a conciliación.

6.	 A petición de una de las Partes en la controversia, se creará una comisión de conciliación, 
que estará compuesta por un número igual de miembros nombrados por cada Parte 
interesada y un presidente elegido conjuntamente por los miembros nombrados por 
cada Parte. La Comisión formulará una recomendación que las Partes considerarán 
de buena fe.

7.	 En cuanto resulte factible, la Conferencia de las Partes establecerá procedimientos 
adicionales relativos a la conciliación en un anexo sobre la conciliación.

8.	 Las disposiciones del presente artículo se aplicarán a todo instrumento jurídico conexo 
que adopte la Conferencia de las Partes, a menos que se disponga otra cosa en el 
instrumento.

Art. 15. Enmiendas a la Convención

1.	 Cualquiera de las Partes podrá proponer enmiendas a la Convención.
2.	 Las enmiendas a la Convención deberán aprobarse en un período ordinario de sesiones 

de la Conferencia de las Partes. La secretaría deberá comunicar a las Partes el texto del 
proyecto de enmienda al menos seis meses antes de la reunión en la que se proponga 
la aprobación. La secretaría comunicará asimismo los proyectos de enmienda a los 
signatarios de la Convención y, a título informativo, al Depositario.
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3.	 Las Partes pondrán el máximo empeño en llegar a un acuerdo por consenso sobre 
cualquier proyecto de enmienda a la Convención. Si se agotan todas las posibilidades 
de obtener el consenso, sin llegar a un acuerdo, la enmienda será aprobada, como 
último recurso, por mayoría de tres cuartos de las Partes presentes y votantes en la 
reunión. La secretaría comunicará la enmienda aprobada al Depositario, el cual la hará 
llegar a todas las Partes para su aceptación.

4.	 Los instrumentos de aceptación de las enmiendas se entregarán al Depositario. Las 
enmiendas aprobadas de conformidad con el párrafo 3 de este artículo entrarán en 
vigor, para las Partes que las hayan aceptado, al nonagésimo día contado desde la 
fecha en que el Depositario haya recibido instrumentos de aceptación de por lo menos 
tres cuartos de las Partes en la Convención.

5.	 Las enmiendas entrarán en vigor para las demás Partes al nonagésimo día contado 
desde la fecha en que hayan entregado al Depositario el instrumento de aceptación 
de las enmiendas.

6.	 Para los fines de este artículo, por “Partes presentes y votantes” se entiende las Partes 
presentes que emitan un voto afirmativo o negativo.

Art. 16. Aprobación y enmienda de los anexos de la Convención

1.	 Los anexos de la Convención formarán parte integrante de ésta y, salvo que se disponga 
expresamente otra cosa, toda referencia a la Convención constituirá al mismo tiempo 
una referencia a cualquiera de sus anexos. Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso b) 
del párrafo 2 y el párrafo 7 del artículo 14, en los anexos sólo se podrán incluir listas, 
formularios y cualquier otro material descriptivo que trate de asuntos científicos, 
técnicos, de procedimiento o administrativos.

2.	 Los anexos de la Convención se propondrán y aprobarán de conformidad con el 
procedimiento establecido en los párrafos 2, 3 y 4 del artículo 15.

3.	 Todo anexo que haya sido aprobado de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 
anterior entrará en vigor para todas las Partes en la Convención seis meses después 
de la fecha en que el Depositario haya comunicado a las Partes su aprobación, con 
excepción de las Partes que hubieran notificado por escrito al Depositario, dentro de 
ese período, su no aceptación del anexo. El anexo entrará en vigor para las Partes que 
hayan retirado su notificación de no aceptación, al nonagésimo día contado desde la 
fecha en que el Depositario haya recibido el retiro de la notificación.

4.	 La propuesta, aprobación y entrada en vigor de enmiendas a los anexos de la Convención 
se regirán por el mismo procedimiento aplicable a la propuesta, aprobación y entrada 
en vigor de los anexos de la Convención, de conformidad con los párrafos 2 y 3 de 
este artículo.

5.	 Si para aprobar un anexo, o una enmienda a un anexo, fuera necesario enmendar la 
Convención, el anexo o la enmienda a un anexo no entrarán en vigor hasta que la 
enmienda a la Convención entre en vigor.

Art. 17. Protocolos

1.	 La Conferencia de las Partes podrá, en cualquier período ordinario de sesiones, aprobar 
protocolos de la Convención.

2.	 La secretaría comunicará a las Partes el texto de todo proyecto de protocolo por lo 
menos seis meses antes de la celebración de ese período de sesiones.
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3.	 Las condiciones para la entrada en vigor del protocolo serán establecidas por ese 
instrumento.

4.	 Sólo las Partes en la Convención podrán ser Partes en un protocolo.
5.	 Sólo las Partes en un protocolo podrán adoptar decisiones de conformidad con ese 

protocolo.

Art. 18. Derecho de voto

1.	 Salvo lo dispuesto en el párrafo 2 de este artículo, cada Parte en la Convención tendrá 
un voto.

2.	 Las organizaciones regionales de integración económica, en los asuntos de su 
competencia, ejercerán su derecho de voto con un número de votos igual al número 
de sus Estados miembros que sean Partes en la Convención. Esas organizaciones no 
ejercerán su derecho de voto si cualquiera de sus Estados miembros ejerce el suyo, y 
viceversa.

Art. 19. Depositario

El Secretario General de las Naciones Unidas será el Depositario de la Convención y de los 
protocolos aprobados de conformidad con el artículo 17.

Art. 20. Firma

La presente Convención estará abierta a la firma de los Estados Miembros de las Naciones Unidas 
o de un organismo especializado o que sean partes en el Estatuto de la Corte Internacional 
de Justicia y de las organizaciones regionales de integración económica en Río de Janeiro, 
durante la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, y 
posteriormente en la Sede de las Naciones Unidas en Nueva York del 20 de junio de 1992 al 
19 de junio de 1993.

Art. 21. Disposiciones provisionales

1.	 Las funciones de secretaría a que se hace referencia en el artículo 8 serán desempeñadas 
a título provisional, hasta que la Conferencia de las Partes termine su primer período 
de sesiones, por la secretaría establecida por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas en su resolución 45/212, de 21 de diciembre de 1990.

2.	 El jefe de la secretaría provisional a que se hace referencia en el párrafo 1 cooperará 
estrechamente con el Grupo intergubernamental sobre cambios climáticos a fin de 
asegurar que el Grupo pueda satisfacer la necesidad de asesoramiento científico y 
técnico objetivo. Podrá consultarse también a otros organismos científicos competentes.

3.	 El Fondo para el Medio Ambiente Mundial, del Programa de las Naciones Unidas para 
el Desarrollo, el Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente y el Banco 
Internacional de Reconstrucción y Fomento, será la entidad internacional encargada 
a título provisional del funcionamiento del mecanismo financiero a que se hace 
referencia en el artículo 11. A este respecto, debería reestructurarse adecuadamente 
el Fondo para el Medio Ambiente Mundial, y dar carácter universal a su composición, 
para permitirle cumplir los requisitos del artículo 11.
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Art. 22. Ratificación, aceptación, aprobación o adhesión

1.	 La Convención estará sujeta a ratificación, aceptación, aprobación o adhesión de los 
Estados y de las organizaciones regionales de integración económica. Quedará abierta 
a la adhesión a partir del día siguiente a aquél en que la Convención quede cerrada 
a la firma. Los instrumentos de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión se 
depositarán en poder del Depositario.

2.	 Las organizaciones regionales de integración económica que pasen a ser Partes en 
la Convención sin que ninguno de sus Estados miembros lo sea quedarán sujetas a 
todas las obligaciones que les incumban en virtud de la Convención. En el caso de 
las organizaciones que tengan uno o más Estados miembros que sean Partes en la 
Convención, la organización y sus Estados miembros determinarán su respectiva 
responsabilidad por el cumplimiento de las obligaciones que les incumban en virtud 
de la Convención. En esos casos, la organización y los Estados miembros no podrán 
ejercer simultáneamente derechos conferidos por la Convención.

3.	 Las organizaciones regionales de integración económica expresarán en sus instrumentos 
de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión el alcance de su competencia con 
respecto a cuestiones regidas por la Convención. Esas organizaciones comunicarán 
asimismo cualquier modificación sustancial en el alcance de su competencia al 
Depositario, el cual a su vez la comunicará a las Partes.

Art. 23. Entrada en vigor

1.	 La Convención entrará en vigor al nonagésimo día contado desde la fecha en que se 
haya depositado el quincuagésimo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación 
o adhesión.

2.	 Respecto de cada Estado u organización regional de integración económica que 
ratifique, acepte o apruebe la Convención o se adhiera a ella una vez depositado el 
quincuagésimo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, la 
Convención entrará en vigor al nonagésimo día contado desde la fecha en que el 
Estado o la organización haya depositado su instrumento de ratificación, aceptación, 
aprobación o adhesión.

3.	 Para los efectos de los párrafos 1 y 2 de este artículo, el instrumento que deposite una 
organización regional de integración económica no contará además de los que hayan 
depositado los Estados miembros de la organización.

Art. 24. Reservas

No se podrán formular reservas a la Convención.

Art. 25. Denuncia

1.	 Cualquiera de las Partes podrá denunciar la Convención, previa notificación por escrito 
al Depositario, en cualquier momento después de que hayan transcurrido tres años a 
partir de la fecha en que la Convención haya entrado en vigor respecto de esa Parte.

2.	 La denuncia surtirá efecto al cabo de un año contado desde la fecha en que el 
Depositario haya recibido la notificación correspondiente o, posteriormente, en la 
fecha que se indique en la notificación.
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3.	 Se considerará que la Parte que denuncia la Convención denuncia asimismo los 
protocolos en que sea Parte.

Art. 26. Textos auténticos

El original de esta Convención, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso son 
igualmente auténticos, se depositará en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

EN TESTIMONIO DE LO CUAL los infrascritos, debidamente autorizados a esos efectos, han 
firmado la presente Convención.

HECHA en Nueva York el nueve de mayo de mil novecientos noventa y dos.

Anexo I

Alemania  Australia  Austria  Belarúsa  Bélgica  Bulgariaa Canadá Croaciaa*
Comunidad Económica Europea  Dinamarca
Eslovaquiaa* Esloveniaa* España
Estados Unidos de América Estoniaa
Federación de Rusiaa Finlandia
Francia Grecia Hungríaa Irlanda Islandia Italia Japón Letoniaa Lituaniaa
Liechtenstein* Luxemburgo Mónaco* Noruega
Nueva Zelandia Países Bajos Poloniaa Portugal
Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte República checaa*
Rumaniaa Suecia Suiza Turquía Ucraniaa

a Países que están en proceso de transición a una economía de mercado.
* Nota editorial: Países incorporados en el anexo I mediante una enmienda que entró en vigor 
el 13 de agosto de 1998 de conformidad con la decisión 4/CP.3, adoptada por la CP en su 
tercer período de sesiones.

Anexo II

Alemania Australia Austria Bélgica Canadá
Comunidad Económica Europea Dinamarca
España
Estados Unidos de América Finlandia
Francia Grecia Irlanda Islandia Italia Japón
Luxemburgo Noruega
Nueva Zelandia Países Bajos Portugal
Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte Suecia
Suiza

----

Nota editorial: Turquía fue eliminada del anexo II mediante una enmienda que entró en vigor 
el 28 de junio de 2002 de conformidad con la decisión 26/CP.7, adoptada por la CP en su 
séptimo período de sesiones.



Una mejor gobernanza ambiental y sostenible en el Golfo de Fonseca 
que fomente el desarrollo costero, es una de las apuestas del Foro: 
“Fomentando la resiliencia de los medios de vida de las comunidades 
costeras y la Economía Azul de la Región”. 

El espacio fue desarrollado en torno a la Reunión Preparatoria de la 
Conferencia de las Partes de la Convención Marco de Naciones Unidas 
sobre Cambio Climático (PreCOP25), que se llevó a cabo en octubre 
de 2019.
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CONVENCIÓN RELATIVA A LOS HUMEDALES DE 
IMPORTANCIA INTERNACIONAL ESPECIALMENTE COMO 

HÁBITAT DE AVES ACUÁTICAS

Ramsar, 2.2.1971
Modificada según el Protocolo de París, 3.12.1982 y las Enmiendas de Regina, 28.5.1987

Copia Certificada
París, 13 de julio de 1984.
Director, Oficina de Normas Internacionales y Asuntos Legales Organización de las Naciones 
Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO)

(“Convención de Ramsar”) 
2 de febrero de 1971
Las Partes contratantes.

•	 Reconociendo la interdependencia del hombre y de su medio ambiente,
•	 Considerando las funciones ecológicas fundamentales de los humedales en su calidad 

de reguladores de los regímenes hidrológicos y en tanto que hábitats de una fauna y 
flora características y, particularmente, de las aves acuáticas,

•	 Convencidas de que los humedales constituyen un recurso de gran valor económico, 
cultural, científico y recreativo, cuya pérdida sería irreparable,

•	 Deseosas de poner freno, en la actualidad y en el futuro, a las progresivas intrusiones 
sobre estas zonas húmedas, impidiendo su pérdida,

•	 Reconociendo que las aves acuáticas, en sus migraciones estaciónales, pueden 
atravesar las fronteras y, en consecuencia, deben ser consideradas como un recurso 
internacional,

•	 Persuadidas de que la conservación de los humedales, de su flora y de su fauna puede 
asegurarse conjugando las políticas nacionales que prevén una acción internacional 
coordinada,

Acuerdan lo siguiente:

Art. 1
1.	 En el sentido de la presente Convención, los humedales son extensiones de marismas, 

pantanos, turberas o aguas de régimen natural o artificial, permanentes o temporales, 
estancadas o corrientes, dulces, salobres o saladas, incluyendo las extensiones de 
agua marina cuya profundidad en marea baja no exceda de seis metros.

2.	 A los efectos de la presente Convención, las aves acuáticas son aquellas que, 
ecológicamente, dependen de las zonas húmedas.

Art. 2
1.	 Cada parte contratante deberá designar los humedales adecuados de su territorio, 

que se incluirán en la lista de zonas húmedas de importancia internacional, llamada a 
partir de ahora “La Lista” y de la que se ocupa la Oficina creada en virtud del artículo 8. 
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Los límites de cada humedal deberán describirse de manera precisa y ser incluidos en 
un mapa y podrán comprender las zonas de las orillas o de las costas adyacentes a la 
zona húmeda y de las islas o extensiones de agua marina de una profundidad superior 
a los seis metros a marea baja, rodeadas por humedades, especialmente cuando estas 
zonas, islas o extensiones de agua son importantes para el hábitat de las aves acuáticas.

2.	 La selección de los humedales que se inscriban en la Lista deberá basarse en su interés 
internacional desde el punto de vista ecológico, botánico zoológico, limnológico 
o hidrológico. En primer lugar, deben inscribirse las zonas húmedas que tengan 
importancia internacional para las aves acuáticas en todas las estaciones del año.

3.	 La inscripción de una zona húmeda en la Lista se realiza sin perjuicio de los derechos 
exclusivos de soberanía de la parte contratante sobre cuyo territorio se encuentra 
situada dicha zona húmeda.

4.	 Cada parte contratante señalará, por lo menos, un humedal que pueda inscribirse 
en la Lista en el momento de firmar la Convención o de depositar su instrumento de 
ratificación o de adhesión, de conformidad con las disposiciones del artículo 9.

5.	 Las partes contratantes tendrán derecho a añadir a la Lista otras zonas húmedas 
situadas en su territorio, a ampliar las que ya están inscritas o, por motivos urgentes de 
interés nacional, a retirar de la Lista o a reducir los humedales ya inscritos e informaran 
de estas modificaciones, lo más raídamente posible, a la organización o al gobierno 
responsable de las funciones de la Oficina permanente especificados en el artículo 8.

6.	 Cada parte contratante deberá tener en cuenta sus responsabilidades, a nivel 
internacional, para la conservación, gestión, control, explotación racional de las 
poblaciones migrantes de aves acuáticas, tanto señalando las zonas húmedas de su 
territorio que deban inscribirse en la Lista, como haciendo uso de su derecho para 
modificar sus inscripciones.

Art. 3
1.	 Las partes contratantes deberán elaborar y aplicar sus planes de gestión de forma que 

favorezcan la conservación de las zonas húmedas inscritas en la Lista y, siempre que 
ello sea posible la explotación racional de los humedales de su territorio.

2.	 Cada parte contratante tomará las medidas para ser informada, lo antes posible, de 
las modificaciones de las condiciones ecológicas de las zonas húmedas situadas en 
su territorio e inscritas en la Lista, que se hayan producido o puedan producirse como 
consecuencia de las evoluciones tecnológicas, de la contaminación o de cualquier 
otra intervención del hombre. Las informaciones sobre dichas modificaciones se 
transmitirán sin pérdida de tiempo a la organización o al gobierno responsable de las 
funciones de la Oficina permanente especificada en el artículo 8.

Art. 4
1.	 Cada parte contratante fomentará la conservación de las zonas húmedas y de las aves 

acuáticas creando reservas naturales en los humedales, estén o no inscritos en la Lista, 
y atenderá de manera adecuada su manejo y cuidado.

2.	 Cuando una parte contratante, por motivos urgentes de interés nacional, retire o 
reduzca una zona húmeda inscrita en la Lista, deberá compensar, en la medida de lo 
posible cualquier pérdida de recursos en los humedales y, en especial, deberá crear 
nuevas reservas naturales para las aves acuáticas y para la protección, en la misma 
región o en otro sitio, de una parte adecuada de su hábitat anterior.
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3.	 Las partes contratantes fomentarán la investigación y el intercambio de datos y de 
publicaciones relativas a las zonas húmedas, a su flora y a su fauna.

4.	 Las partes contratantes se esforzarán, mediante su gestión, en aumentar las poblaciones 
de aves acuáticas en los humedales adecuados.

5.	 Las partes contratantes favorecerán la formación de personal competente para el 
estudio, la gestión y el cuidado de las zonas húmedas.

Art. 5
Las partes contratantes se consultarán sobre el cumplimiento de las obligaciones que se 
deriven de la Convención, especialmente en el caso de una zona húmeda que se extienda 
por los territorios de más de una parte contratante o cuando una cuenca hidrológica sea 
compartida por varias partes contratantes. Al mismo tiempo, se esforzarán por coordinar y 
apoyar activamente sus políticas y reglamentos actuales y futuros relativos a la conservación 
de los humedales, de su flora y de su fauna.

Art. 6
1.	 Se establecerá una Conferencia de las Partes Contratantes para revisar la presente 

Convención y fomentar su aplicación. La Oficina a que se refiere el Artículo 8, párrafo 
1, convocará las reuniones ordinarias de la Conferencia de las Partes Contratantes a 
intervalos no mayores de tres años, a menos que la Conferencia decida otra cosa, y 
reuniones extraordinarias a petición por escrito de por lo menos un tercio de las Partes 
Contratantes.

	 En cada reunión ordinaria, la Conferencia de las Partes Contratantes determinará el 
lugar y la fecha de la reunión ordinaria siguiente.

2.	 La Conferencia de las Partes Contratantes será competente:

a)	 para discutir sobre la aplicación de esta Convención;
b)	 para discutir las adiciones y modificaciones a la Lista;
c)	 para considerar la información referida a los cambios en las condiciones ecológicas 

de los humedales incluidos en la Lista, proporcionada en aplicación del Artículo 3.2;
d)	 para formular recomendaciones, generales o específicas, a las Partes Contratantes, 

y relativas a la conservación, gestión y uso racional de los humedales y de su flora y 
fauna;

e)	 para solicitar a los organismos internacionales competentes que preparen informes 
y estadísticas sobre asuntos de naturaleza esencialmente internacional que tengan 
relación con los humedales.

f)	 para adoptar otras recomendaciones o resoluciones con miras a fomentar la aplicación 
de la presente Convención.

3.	 Las Partes Contratantes se encargarán de que los responsables de la gestión de 
los humedales, a todos los niveles, sean informados y tomen en consideración las 
recomendaciones de dichas Conferencias en lo relativo a la conservación, gestión y 
uso racional de los humedales y de su flora y fauna.

4.	 La Conferencia de las Partes Contratantes adoptará el reglamento de cada una de sus 
reuniones.

5.	 La Conferencia de las Partes Contratantes establecerá y revisará permanentemente 
el reglamento financiero de la presente Convención. En cada una de sus reuniones 
ordinarias votará el presupuesto del ejercicio financiero siguiente por una mayoría de 
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los dos tercios de las Partes Contratantes presentes y votantes.
6.	 Cada Parte Contratante contribuirá al presupuesto según la escala de contribuciones 

aprobada por unanimidad por las Partes Contratantes presentes y votantes en una 
reunión ordinaria de la Conferencia de las Partes Contratantes.

Art. 7
1.	 Las Partes Contratantes deberán incluir en su representación ante Conferencias a 

personas que sean expertas en humedales o en aves acuáticas, por sus conocimientos 
y experiencia adquiridos en funciones científicas, administrativas o de otra clase.

2.	 Cada una de las Partes Contratantes representadas en una Conferencia tendrá un voto, 
y las recomendaciones, resoluciones y decisiones se adoptarán por mayoría simple 
de las Partes Contratantes presentes y votantes, a menos que en la Convención se 
disponga otra cosa.

Art. 8
1.	 La Unión Internacional para la Conservación de la Naturaleza y de los Recursos Naturales 

asegurará las funciones de la Oficina permanente, en virtud de la presente Convención 
hasta el momento en que otra organización o un gobierno sean designados por una 
mayoría de los dos tercios de todas las partes contratantes.

2.	 La Oficina permanente deberá, sobre todo:

a)	 colaborar a la convocatoria y organización de las conferencias mencionadas en el 
artículo 6;

b)	 publicar la Lista de las zonas húmedas de importancia internacional y recibir, de las partes 
contratantes, las informaciones previstas en el párrafo 5 del artículo 2 concernientes a 
todas las adiciones, extensiones, supresiones o disminuciones relativas a los humedales 
inscritos en la Lista;

c)	 recibir, de las partes contratantes, las informaciones previstas de conformidad al párrafo 
2 del artículo 3 sobre todo tipo de modificaciones de las condiciones ecológicas de 
los humedales inscritos en la Lista;

d)	 notificar a todas las partes contratantes cualquier modificación de la Lista, o todo 
cambio en las características de las zonas húmedas inscritas, y tomar las disposiciones 
para que estas cuestiones se discutan en la próxima conferencia;

e)	 poner en conocimiento de la parte contratante interesada las recomendaciones de 
las conferencias en lo que se refiere a dichas modificaciones a la Lista o a los cambios 
en las características de los humedales inscritos.

Art. 9
1.	 La Convención está abierta a la firma por un tiempo indeterminado.
2.	 Todo miembro de la Organización de las Naciones Unidas o de una de sus instituciones 

especializadas, o de la Agencia Internacional de la Energía Atómica, o que se adhieran 
al estatuto del Tribunal Internacional de Justicia, puede ser parte contratante de esta 
Convención mediante:

a)	 la firma sin reserva de ratificación;
b)	 la firma bajo reserva de ratificación, seguida de la ratificación;
c)	 la adhesión.
3.	 La ratificación o la adhesión serán realizadas mediante el depósito de un instrumento 
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de ratificación o de adhesión ante el Director General de la Organización de las 
Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (llamada a partir de ahora 
el “Depositario”).

Art. 10
1.	 La Convención entrará en vigor cuatro meses después del momento en que siete Estados 

sean partes contratantes en la Convención, de conformidad con las disposiciones del 
párrafo 2 del artículo 9.

2.	 A continuación, la Convención entrará en vigor, para cada una de las partes contratantes, 
cuatro meses después de la fecha de su firma sin reserva de ratificación, o del depósito 
de  su instrumento de ratificación o de adhesión.

Art. 10 BIS
1.	 La presente Convención podrá modificarse durante una reunión de las Partes 

Contratantes, convocada con ese fin de conformidad con el presente artículo.
2.	 Toda Parte Contratante podrá presentar proyectos de modificación.
3.	 El texto de todo proyecto de modificación y los motivos del proyecto se comunicarán 

a la Organización o al gobierno que actúe como oficina permanente en el sentido de la 
Convención (denominado (a) en adelante “la oficina”) y esta lo comunicará sin demora 
a todas las Partes Contratantes. Cualquier Organismo de una Parte Contratante sobre 
el texto se comunicará a la oficina durante los tres meses siguientes a la fecha en que 
la oficina haya comunicado los proyectos de modificación a las Partes Contratantes. La 
oficina inmediatamente después de la fecha límite de presentación de los comentarios, 
comunicará a las Partes Contratantes todos los que haya recibido hasta esa fecha.

4.	 A petición por escrito de un tercio del número de las Partes Contratantes, la oficina 
convocará una reunión de las Partes Contratantes, para examinar un proyecto de 
modificación comunicado con arreglo al párrafo 3; la oficina consultará a las Partes 
en cuanto a la fecha y lugar de la reunión.

5.	 Los proyectos de modificación se aprobarán por mayoría de los dos tercios de las 
Partes Contratantes presentes y votantes.

6.	 Una vez aprobado el proyecto, la modificación entrará en vigor, para las Partes 
Contratantes que la hayan aceptado, el primer día del cuarto mes que siga a la fecha 
en que los dos tercios de las Partes Contratantes hubieren depositado un instrumento 
de aceptación ante el Depositario. Para toda Parte Contratante que deposite un 
instrumento de aceptación después de la fecha en que los dos tercios de las Partes 
Contratantes hayan depositado un instrumento de aceptación, la modificación entrará 
en vigor el primer día del cuarto mes que siga a la fecha de depósito del instrumento 
de aceptación por esa Parte.

Art. 11
1.	 La Convención permanecerá en vigor por un tiempo indeterminado.
2.	 Toda parte contratante podrá denunciar la Convención después de un período de 

cinco años a partir de la fecha en la que entró en vigor para esta parte, comunicando 
la notificación por escrito al Depositario. La denuncia empezará a tener efecto cuatro 
meses después del día en que la notificación haya sido recibida por el Depositario.



492

Legislación Ambiental - El Salvador 2021

Art. 12
1.	 El Depositario informará lo antes posible a todos los Estados que hayan firmado la 

Convención o que hayan adherido a ella de:

a)	 las firmas de la Convención;
b)	 los depósitos de instrumentos de ratificación de la Convención;
c)	 los depósitos de instrumentos de adhesión a la Convención;
d)	 la fecha de la entrada en vigor de la Convención:
e)	 las notificaciones de denuncia de la Convención.

2.	 Cuando la Convención entre en vigor, el Depositario la hará registrar en la Secretaría de 
la Organización de las Naciones Unidas, de conformidad con el artículo 102 de la Carta.

DE LO CUAL DAMOS FE los abajo firmantes, debidamente autorizados para estos efectos de 
que hemos firmado la presente Convención.

HECHO en Ramsar el 2 de febrero de 1971 en un único ejemplar original en las lenguas inglés, 
francés, alemán y ruso, todos los textos serán igualmente auténticos, cuyo ejemplar será 
confiado al Depositario que hará entrega de las copias certificadas y legalizadas a todas las 
Partes contratantes.

Ministerio de Agricultura y Ganadería
Dirección General de Recursos Naturales Renovables

Servicio de Parques Nacionales y Vida Silvestre

Cantón El Matazano, Soyapango, El Salvador, C. A. 
Tel: (503) 294 0566
Fax: (503) 294 0575

Ministerio de Agricultura y Ganadería
Dirección General Recursos Naturales Renovables

PROTOCOLO QUE LA MODIFICA 
(290886)
Las Partes Contratantes

CONSIDERANDO que para incrementar la eficacia de la Convención sobre los humedales 
de Importancia Internacional especialmente como hábitat de Aves Acuáticas, aprobada en 
Ramsar el 2 de febrero de 1971 (denominada en adelante “la Convención”) es necesario que 
se aumente el número de Partes Contratantes,

CONSCIENTE de que si hubiera más versiones auténticas se facilitaría una participación más 
amplia en la Convención.

CONSIDERANDO, además, que el texto de la Convención no prevé un procedimiento de 
enmienda lo que dificulta cualquier modificación del texto que pudiera estimarse necesaria, 
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han convenido lo siguiente:

Art. 1
El artículo que figura a continuación se intercalará entre los artículos 10 y 11 de la Convención:
Art. 10 BIS”

1.	 La presente Convención podrá modificarse durante una reunión de las Partes 
Contratantes, convocada con ese fin de conformidad con el presente artículo.

2.	 Toda Parte Contratante podrá presentar proyectos de modificación.
3.	 El texto de todo proyecto de modificación y los motivos del proyecto se comunicarán 

a la Organización o al gobierno que actúe como oficina permanente en el sentido de la 
Convención (denominado (a) en adelante “la oficina”) y esta lo comunicará sin demora 
a todas las Partes Contratantes. Cualquier Organismo de una Parte Contratante sobre 
el texto se comunicará a la oficina durante los tres meses siguientes a la fecha en que 
la oficina haya comunicado los proyectos de modificación a las Partes Contratantes. La 
oficina inmediatamente después de la fecha límite de presentación de los comentarios, 
comunicará a las Partes Contratantes todos los que haya recibido hasta esa fecha.

4.	 A petición por escrito de un tercio del número de las Partes Contratantes, la oficina 
convocará una reunión de las Partes Contratantes para examinar un proyecto de 
modificación comunicado con arreglo al párrafo 3; la oficina consultará a las Partes 
en cuanto a la fecha y lugar de la reunión.

5.	 Los proyectos de modificación se aprobarán por mayoría de los dos tercios de las 
Partes Contratantes presentes y votantes.

6.	 Una vez aprobado el proyecto, la modificación entrará en vigor, para las Partes 
Contratantes que la hayan aceptado, el primer día del cuarto mes que siga a la fecha 
en que los dos tercios de las Partes Contratantes hubieren depositado un instrumento 
de aceptación ante el Depositario. Para toda Parte Contratante que deposite un 
instrumento de aceptación después de la fecha en que los dos tercios de las Partes 
Contratantes hayan depositado un instrumento de aceptación, la modificación entrará 
en vigor el primer día del cuarto mes que siga a la fecha de depósito del instrumento 
de aceptación por esa Parte.

Art. 2
La frase “el texto inglés servirá de referencia en caso de divergencias de interpretación”, que 
figuran en la cláusula que sigue al artículo 12 de la Convención, se reemplazará por la siguiente: 

“todos los textos serán igualmente auténticos”.

Art. 3
El texto corregido de la versión original francesa de la Convención se reproduce como Anexo 
al presente Protocolo.

Art. 4
El presente Protocolo estará abierto a la firma a partir del 3 de diciembre de 1982 en la  Sede 
de la UNESCO en París.

Art. 5
1.	 Todo Estado aludido en el artículo 9, párrafo 2, de la Convención, podrá convertirse 

en Parte Contratante en el Protocolo por el procedimiento siguiente
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a)	 firma sin reserva de ratificación, aceptación o aprobación;
b)	 firma sujeta a ratificación aceptación o aprobación, seguida de ratificación, aceptación 

o aprobación;
c)	 adhesión.
2.	 La ratificación, la aceptación, la aprobación o la adhesión se efectuarán mediante el 

depósito de un instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, ante 
el Director General de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la 
Ciencia y la Cultura (denominada en adelante “el Depositario”).

3.	 Todo Estado que se convierta en Parte Contratante en la Convención después de la 
entrada en vigor del presente Protocolo, será considerado parte en la Convención 
en la forma modificada por el Protocolo, a menos que haya expresado una intención 
diferente en el momento del depósito del instrumento a que se refiere el artículo 9 
de la Convención.

4.	 Todo Estado que se convierta en Parte Contratante en el presente Protocolo sin que 
sea Parte Contratante en la Convención, será considerado Parte en la Convención en 
la forma modificada por el presente Protocolo, y ello a partir de la fecha de entrada 
en vigor del presente Protocolo para ese Estado.

Art. 6
1.	 El presente Protocolo entrará en vigor el primer día del cuarto mes que siga a la fecha 

en que dos tercios de los Estados que sean partes Contratantes en la Convención en 
la fecha en que el presente Protocolo quede abierto a la firma lo hayan firmado sin 
reserva en cuanto a la ratificación, la aceptación o la aprobación, o lo hayan ratificado, 
aceptado o aprobado, o se hayan adherido a él.

2.	 En lo que se refiere a todo Estado que se convierta en Parte Contratante en el presente 
Protocolo después de la fecha de su entrada en vigor en la forma descrita en los párrafos 
1 y 2 del artículo 5 el Protocolo entrará en vigor en la fecha de su firma sin reservas 
en cuanto a la ratificación, la aceptación o la aprobación, o en la de su ratificación, 
aceptación, aprobación o adhesión.

3.	 En lo que se refiere a todo Estado que se convierta en Parte Contratante en el presente 
Protocolo en la forma descrita en los párrafos 1 y 2 del artículo durante el periodo 
comprendido entre el momento en que el presente Protocolo quedó abierto a la firma 
y su entrada en vigor, el presente Protocolo entrará en vigor en la fecha determinada 
por el párrafo 1) supra.

Art. 7
1.	 El texto original del presente Protocolo en francés y en inglés, siendo ambas versiones 

igualmente auténticas, se depositará ante el Depositario, que transmitirá copias 
certificadas del mismo a todos los Estados que lo hayan firmado o que hayan depositado 
un instrumento de adhesión.

2.	 El Depositario informará lo más pronto posible a todas las Partes Contratantes en la 
Convención y a todos los Estados que hayan firmado o se hayan adherido al presente 
Protocolo:

a)	 sobre las firmas del presente Protocolo
b)	 sobre el depósito del instrumento de ratificación, aceptación o aprobación del presente 

Protocolo.
c)	 sobre el depósito de instrumentos de adhesión al presente Protocolo.
d)	 sobre la fecha de entrada en vigor del presente Protocolo.
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3.	 Cuando el presente Protocolo entre en vigor, el Depositario procederá a su registro en 
la Secretaría de las Naciones Unidas, de conformidad con el artículo 102 de la Carta.

EN FE DE LO CUAL, los infrascritos, estando debidamente autorizados para ello, firman el 
presente Protocolo.

HECHO en Ramsar el día 12 de febrero de 1971 en un solo ejemplar original en inglés, francés, 
alemán y ruso, textos que son todos igualmente auténticos** Conforme a lo estipulado en el 
Acta Final de la Conferencia que dio por concluido el Protocolo, el Depositario suministró a 
la Segunda Conferencia de las Partes Contratantes las versiones oficiales de la Convención 
en árabe, chino y español, versiones que fueron preparadas en consulta con los gobiernos 
interesados y con la asistencia de la Oficina. La custodia de dicho ejemplar será confiada al 
Depositario, el cual expedirá copias certificadas y conformes a todas las Partes Contratantes.



Con apoyo del Programa Mundial de Alimentos y de la Agencia de 
Internacional de Corea, se realizó el lanzamiento virtual de Estación 
Verde, el primer podcast en El Salvador sobre temas ambientales, 
para informar, educar y concientizar hacia un cambio de actitudes y 
acciones encaminadas a valorar, proteger y conservar los recursos 
naturales.

Los contenidos estarán disponibles en estacionverde.marn.gob.sv 
y en la plataforma Spotify como Estación Verde, en las cuentas de 
Twitter, Facebook e Instagram del Ministerio del Medio Ambiente, a fin 
de facilitar su replicación en radios locales y por cualquier persona o 
medio de comunicación.



497

Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales

CONVENCIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS DE LUCHA 
CONTRA LA DESERTIFICACIÓN EN LOS PAÍSES 

AFECTADOS POR SEQUÍA GRAVE O DESERTIFICACIÓN, 
EN PARTICULAR EN ÁFRICA

Las Partes en la presente Convención,

Afirmando que los seres humanos en las zonas afectadas o amenazadas constituyen el centro 
de las preocupaciones en los esfuerzos de lucha contra la desertificación y mitigación de los 
efectos de la sequía,

Haciéndose eco de la urgente preocupación de la comunidad internacional, incluidos los 
Estados y las organizaciones internacionales, por los efectos perjudiciales de la desertificación 
y la sequía,

Conscientes de que las zonas áridas, semiáridas y subhúmedas secas representan una proporción 
considerable de la superficie de la Tierra y son el hábitat y la fuente de sustento de una gran 
parte de la población mundial,

Reconociendo que la desertificación y la sequía constituyen problemas de dimensiones 
mundiales, ya que sus efectos inciden en todas las regiones del mundo, y que es necesario que 
la comunidad internacional adopte medidas conjuntas para luchar contra la desertificación y 
mitigar los efectos de la sequía,

Tomando nota del elevado porcentaje de países en desarrollo y, en especial, de países menos 
adelantados, entre los países afectados por sequía grave o desertificación, así como de las 
consecuencias particularmente trágicas que dichos fenómenos acarrean en África,

Tomando nota también de que la desertificación tiene su origen en complejas interacciones 
de factores físicos, biológicos, políticos, sociales, culturales y económicos,

Considerando los efectos que el comercio y otros aspectos pertinentes de las relaciones 
económicas internacionales tienen en la capacidad de los países afectados de luchar eficazmente 
contra la desertificación,

Conscientes de que el crecimiento económico sostenible, el desarrollo social y la erradicación 
de la pobreza son las prioridades de los países en desarrollo afectados, en particular en África, 
y que son esenciales para lograr los objetivos de un desarrollo sostenible,

Conscientes de que la desertificación y la sequía afectan el desarrollo sostenible por la relación 
que guardan con importantes problemas sociales, tales como la pobreza, la salud y la nutrición 
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deficientes, la falta de seguridad alimentaría, y los problemas derivados de la migración, el 
desplazamiento de personas y la dinámica demográfica,

Apreciando la importancia de los esfuerzos realizados y la experiencia acumulada por los 
Estados y las organizaciones internacionales en la lucha contra la desertificación y la mitigación 
de los efectos de la sequía, particularmente mediante la aplicación del Plan de Acción de las 
Naciones Unidas de lucha contra la desertificación, que tuvo su origen en la Conferencia de 
las Naciones Unidas sobre la Desertificación, de 1977,

Comprobando que, a pesar de los esfuerzos desplegados, no se han realizado los progresos 
esperados en la lucha contra la desertificación y la mitigación de los efectos de la sequía, y 
que es preciso adoptar un enfoque nuevo y más efectivo a todos los niveles, en el marco del 
desarrollo sostenible,

Reconociendo la validez y la pertinencia de las decisiones adoptadas en la Conferencia de las 
Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, y especialmente del Programa 21 y 
su capítulo 12, que proporcionan una base para luchar contra la desertificación,

Reafirmando, a la luz de lo anterior, los compromisos de los países desarrollados previstos en 
el párrafo 13 del capítulo 33 del Programa 21,

Recordando la resolución 47/188 de la Asamblea General, y, en particular, la prioridad que en 
ella se asigna a África, y todas las demás resoluciones, decisiones y programas pertinentes de 
las Naciones Unidas sobre la desertificación y la sequía, así como las declaraciones formuladas 
en ese sentido por los países de África y de otras regiones,

Reafirmando la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo en cuyo Principio 
2 se establece que, de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas y los principios del 
derecho internacional, los Estados tienen el derecho soberano de explotar sus propios recursos 
con arreglo a sus políticas de medio ambiente y de desarrollo, y la responsabilidad de garantizar 
que las actividades realizadas bajo su jurisdicción o control no causen perjuicios al medio 
ambiente de otros Estados o zonas situados más allá de los límites de la jurisdicción nacional,

Reconociendo que los gobiernos de los países desempeñan un papel fundamental en los 
esfuerzos de lucha contra la desertificación y mitigación de los efectos de la sequía y que los 
progresos que se realicen al respecto dependen de que los programas de acción se apliquen 
a nivel local en las zonas afectadas,

Reconociendo también la importancia y la necesidad de la cooperación y la asociación 
internacionales para luchar contra la desertificación y mitigar los efectos de la sequía,

Reconociendo además la importancia de que se proporcionen a los países en desarrollo 
afectados, en particular los de África, medios eficaces, entre ellos recursos financieros sustanciales, 
incluso recursos nuevos y adicionales, y acceso a la tecnología, sin los cuales les resultará 
difícil cumplir cabalmente las obligaciones contraídas en virtud de la presente Convención,

Preocupadas por el impacto de la desertificación y la sequía en los países afectados de Asia 
Central y transcaucásicos,
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Destacando el importante papel desempeñado por la mujer en las regiones afectadas por 
la desertificación o la sequía, en particular en las zonas rurales de los países en desarrollo, y 
la importancia de garantizar a todos los niveles la plena participación de hombres y mujeres 
en los programas de lucha contra la desertificación y mitigación de los efectos de la sequía,

Poniendo de relieve el papel especial que corresponde a las organizaciones no gubernamentales 
y a otros importantes grupos en los programas de lucha contra la desertificación y mitigación 
de los efectos de la sequía,

Teniendo presente la relación que existe entre la desertificación y otros problemas ambientales 
de dimensión mundial que enfrentan la colectividad internacional y las comunidades nacionales,

Teniendo presente también que la lucha contra la desertificación puede contribuir al logro 
de los objetivos de la Convención sobre la Diversidad Biológica, la Convención Marco de las 
Naciones Unidas sobre el Cambio Climático y otras convenciones ambientales,

Estimando que las estrategias para luchar contra la desertificación y mitigar los efectos de la 
sequía tendrán la máxima eficacia si se basan en una observación sistemática adecuada y en 
conocimientos científicos rigurosos y si están sujetas a una evaluación continua,

Reconociendo la urgente necesidad de mejorar la eficiencia y la coordinación de la cooperación 
internacional para facilitar la aplicación de los planes y las prioridades nacionales,

Decididas a adoptar las medidas adecuadas para luchar contra la desertificación y mitigar los 
efectos de la sequía en beneficio de las generaciones presentes y futuras,

Han convenido en lo siguiente:

PARTE I

INTRODUCCIÓN

ART. 1. TÉRMINOS UTILIZADOS

A los efectos de la presente Convención:

(a)	 por “desertificación” se entiende la degradación de las tierras de zonas áridas, semiáridas 
y subhúmedas secas resultantes de diversos factores, tales como las variaciones 
climáticas y las actividades humanas;

(b)	 por “lucha contra la desertificación” se entiende las actividades que forman parte de un 
aprovechamiento integrado de la tierra de las zonas áridas, semiáridas y subhúmedas 
secas para el desarrollo sostenible y que tienen por objeto:

(i)	 la prevención o la reducción de la degradación de las tierras,
(ii)	 la rehabilitación de tierras parcialmente degradadas, y
(iii)	 la recuperación de tierras desertificadas;
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(c)	 por “sequía” se entiende el fenómeno que se produce naturalmente cuando las lluvias 
han sido considerablemente inferiores a los niveles normales registrados, causando 
un agudo desequilibrio hídrico que perjudica los sistemas de producción de recursos 
de tierras;

(d)	 por “mitigación de los efectos de la sequía” se entiende las actividades relativas al 
pronóstico de la sequía y encaminadas a reducir la vulnerabilidad de la sociedad y 
de los sistemas naturales a la sequía en cuanto se relaciona con la lucha contra la 
desertificación;

(e)	 por “tierra” se entiende el sistema bioproductivo terrestre que comprende el suelo, la 
vegetación, otros componentes de la biota y los procesos ecológicos e hidrológicos 
que se desarrollan dentro del sistema;

(f)	 por “degradación de las tierras” se entiende la reducción o la pérdida de la productividad 
biológica o económica y la complejidad de las tierras agrícolas de secano, las tierras 
de cultivo de regadío o las dehesas, los pastizales, los bosques y las tierras arboladas, 
ocasionada, en zonas áridas, semiáridas y subhúmedas secas, por los sistemas de 
utilización de la tierra o por un proceso o una combinación de procesos, incluidos 
los resultantes de actividades humanas y pautas de poblamiento, tales como:

(i)	 la erosión del suelo causada por el viento o el agua,
(ii)	 el deterioro de las propiedades físicas, químicas y biológicas o de las propiedades 

económicas del suelo, y
(iii)	 la pérdida duradera de vegetación natural;

(g)	 por “zonas áridas, semiáridas y subhúmedas secas” se entiende aquellas zonas en las 
que la proporción entre la precipitación anual y la evapotranspiración potencial está 
comprendida entre 0,05 y 0,65, excluidas las regiones polares y subpolares;

(h)	 por “zonas afectadas” se entiende zonas áridas, semiáridas o subhúmedas secas 
afectadas o amenazadas por la desertificación;

(i)	 por “países afectados” se entiende los países cuya superficie incluye, total o parcialmente, 
zonas afectadas;

(j)	 por “organización regional de integración económica” se entiende toda organización 
constituida por Estados soberanos de una determinada región que sea competente 
para abordar las cuestiones a las que se aplique la presente Convención y haya sido 
debidamente autorizada, con arreglo a sus procedimientos internos, para firmar, ratificar, 
aceptar y aprobar la Convención y adherirse a la misma;

(k)	 por “países Partes desarrollados” se entiende los países Partes desarrollados y 
las organizaciones regionales de integración económica constituidas por países 
desarrollados.

ART. 2. OBJETIVO

1.	 El objetivo de la presente Convención es luchar contra la desertificación y mitigar los 
efectos de la sequía en los países afectados por sequía grave o desertificación, en 
particular en África, mediante la adopción de medidas eficaces en todos los niveles, 
apoyadas por acuerdos de cooperación y asociación internacionales, en el marco de 
un enfoque integrado acorde con el Programa 21, para contribuir al logro del desarrollo 
sostenible en las zonas afectadas.
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2.	 La consecución de este objetivo exigirá la aplicación en las zonas afectadas de 
estrategias integradas a largo plazo que se centren simultáneamente en el aumento de 
la productividad de las tierras, la rehabilitación, la conservación y el aprovechamiento 
sostenible de los recursos de tierras y recursos hídricos, todo ello con miras a mejorar 
las condiciones de vida, especialmente a nivel comunitario.

ART. 3. PRINCIPIOS

Para alcanzar los objetivos de la presente Convención y aplicar sus disposiciones, las Partes 
se guiarán, entre otras cosas, por los siguientes principios:

(a)	 las Partes deben garantizar que las decisiones relativas a la elaboración y ejecución de 
programas de lucha contra la desertificación y mitigación de los efectos de la sequía 
se adopten con la participación de la población y de las comunidades locales y que, 
a niveles superiores, se cree un entorno propicio que facilite la adopción de medidas 
a los niveles nacional y local;

(b)	 las Partes, en un espíritu de solidaridad y asociación internacionales, deben mejorar la 
cooperación y la coordinación a nivel subregional, regional e internacional, y encauzar 
mejor los recursos financieros, humanos, de organización y técnicos adonde se 
necesiten;

(c)	 las Partes deben fomentar, en un espíritu de asociación, la cooperación a todos los 
niveles del gobierno, las comunidades, las organizaciones no gubernamentales y los 
usuarios de la tierra, a fin de que se comprenda mejor el carácter y el valor de los 
recursos de tierras y de los escasos recursos hídricos en las zonas afectadas y promover 
el uso sostenible de dichos recursos; y

(d)	 las Partes deben tener plenamente en cuenta las necesidades y las circunstancias 
especiales de los países en desarrollo afectados que son Partes, en particular los países 
menos adelantados.

PARTE II

DISPOSICIONES GENERALES

ART. 4. OBLIGACIONES GENERALES

1.	 Las Partes cumplirán las obligaciones contraídas en virtud de la presente Convención 
individual o conjuntamente, a través de los acuerdos multilaterales y bilaterales 
establecidos o que se prevea establecer, o de unos y otros, según corresponda, 
haciendo hincapié en la necesidad de coordinar esfuerzos y preparar una estrategia 
coherente a largo plazo a todos los niveles.

2.	 Para lograr el objetivo de la presente Convención, las Partes:
(a)	 adoptarán un enfoque integrado en el que se tengan en cuenta los aspectos físicos, 

biológicos y socioeconómicos de los procesos de desertificación y sequía;
(b)	 prestarán la debida atención, en el marco de los organismos internacionales y regionales 

competentes, a la situación de los países Partes en desarrollo afectados en lo que 
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respecta al comercio internacional, los acuerdos de comercialización y la deuda con 
miras a establecer un entorno económico internacional propicio para fomentar el 
desarrollo sostenible;

(c)	 integrarán estrategias encaminadas a erradicar la pobreza en sus esfuerzos de lucha 
contra la desertificación y mitigación de los efectos de la sequía;

(d)	 fomentarán entre los países Partes afectados la cooperación en materia de protección 
ambiental y de conservación de los recursos de tierras y los recursos hídricos, en la 
medida en que ello guarde relación con la desertificación y la sequía;

(e)	 reforzarán la cooperación subregional, regional e internacional;
(f)	   cooperarán en el marco de las organizaciones intergubernamentales pertinentes;
(g)	 arbitrarán mecanismos institucionales, según corresponda, teniendo en cuenta la 

necesidad de evitar duplicaciones; y
(h)	 promoverán la utilización de los mecanismos y arreglos financieros bilaterales y 

multilaterales ya existentes que puedan movilizar y canalizar recursos financieros 
sustanciales a los países Partes en desarrollo afectados para luchar contra la 
desertificación y mitigar los efectos de la sequía.

3.	 Los países Partes en desarrollo afectados reúnen las condiciones para recibir asistencia 
en la aplicación de la Convención.

ART. 5. OBLIGACIONES DE LOS PAÍSES PARTES AFECTADOS

Además de las obligaciones que les incumben en virtud del artículo 4, los países Partes afectados 
se comprometen a:

(a)	 otorgar la debida prioridad a la lucha contra la desertificación y la mitigación de los 
efectos de la sequía y asignar recursos suficientes, conforme a sus circunstancias y 
capacidades;

(b)	 establecer estrategias y prioridades, en el marco de sus planes y políticas nacionales 
de desarrollo sostenible, a los efectos de luchar contra la desertificación y mitigar los 
efectos de la sequía;

(c)	 ocuparse de las causas subyacentes de la desertificación y prestar atención especial 
a los factores socioeconómicos que contribuyen a los procesos de desertificación;

(d)	 promover la sensibilización y facilitar la participación de las poblaciones locales, 
especialmente de las mujeres y los jóvenes, con el apoyo de las organizaciones no 
gubernamentales, en los esfuerzos por combatir la desertificación y mitigar los efectos 
de la sequía; y

(e)	 crear un entorno propicio, según corresponda, mediante el fortalecimiento de la 
legislación pertinente en vigor y, en caso de que ésta no exista, la promulgación de 
nuevas leyes y el establecimiento de políticas y programas de acción a largo plazo.

ART. 6. OBLIGACIONES DE LOS PAÍSES PARTES DESARROLLADOS

Además de las obligaciones generales contraídas en virtud del artículo 4, los países Partes 
desarrollados se comprometen a:

(a)	 apoyar de manera activa, según lo convenido individual o conjuntamente, los esfuerzos 
de los países Partes en desarrollo afectados, en particular los de África y los países 
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menos adelantados, para luchar contra la desertificación y mitigar los efectos de la 
sequía;

(b)	 proporcionar recursos financieros sustanciales y otras formas de apoyo, para ayudar 
a los países Partes en desarrollo afectados, en particular los de África, a elaborar y 
aplicar eficazmente sus propios planes y estrategias a largo plazo de lucha contra la 
desertificación y mitigación de los efectos de la sequía;

(c)	 promover la movilización de recursos financieros nuevos y adicionales de conformidad 
con el inciso (b) del párrafo 2 del artículo 20;

(d)	  alentar la movilización de recursos financieros del sector privado y de otras fuentes 
no gubernamentales; y

(e)	  promover y facilitar el acceso de los países Partes afectados, en particular los países 
Partes en desarrollo afectados, a la tecnología, los conocimientos y la experiencia 
apropiados.

ART. 7. PRIORIDAD PARA ÁFRICA

Al aplicar la presente Convención, las Partes darán prioridad a los países Partes afectados 
de África, teniendo en cuenta la situación especial que prevalece en esa región, sin por ello 
desatender a los países Partes afectados en otras regiones.

ART. 8. RELACIÓN CON OTRAS CONVENCIONES

1.	 Las Partes alentarán la coordinación de las actividades que se lleven a cabo con arreglo 
a la presente Convención y, en el caso de que sean Partes en ellos, con arreglo a 
otros acuerdos internacionales pertinentes, en particular la Convención Marco de 
las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático y la Convención sobre la Diversidad 
Biológica, con el fin de obtener las mayores ventajas posibles de las actividades que 
se realicen en virtud de cada acuerdo, evitando al mismo tiempo la duplicación de 
esfuerzos. Las Partes fomentarán la ejecución de programas conjuntos, sobre todo en 
materia de investigación, capacitación, observación sistemática y reunión e intercambio 
de información, en la medida en que dichas actividades puedan contribuir a alcanzar 
los objetivos de los acuerdos de que se trate.

2.	 Las disposiciones de la presente Convención no afectarán a los derechos y obligaciones 
que incumban a las Partes en virtud de los acuerdos bilaterales, regionales o 
internacionales que hayan concertado con anterioridad a la entrada en vigor para 
ellas de la presente Convención

PARTE III

PROGRAMAS DE ACCIÓN, COOPERACIÓN CIENTÍFICA Y TÉCNICA Y MEDIDAS DE APOYO

SECCIÓN 1. PROGRAMAS DE ACCIÓN ARTÍCULO 9
ENFOQUE BÁSICO

1.	 En el cumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo 5, los países Partes 
en desarrollo afectados y cualquier otro país Parte afectado en el marco del anexo 
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de aplicación regional respectivo o que haya notificado por escrito a la Secretaría 
Permanente la intención de preparar un programa de acción nacional, elaborarán, darán 
a conocer al público y ejecutarán programas de acción nacionales aprovechando en la 
medida de lo posible los planes y programas que ya se hayan aplicado con éxito y, en 
su caso, los programas de acción subregionales y regionales, como elemento central 
de la estrategia para luchar contra la desertificación y mitigar los efectos de la sequía. 
Esos programas habrán de actualizarse mediante un proceso de participación continuo 
sobre la base de la experiencia práctica, así como los resultados de la investigación. 
La preparación de los programas de acción nacionales se vinculará estrechamente a 
otras actividades encaminadas a formular políticas nacionales en favor del desarrollo 
sostenible.

2.	 En las diversas formas de asistencia que presten los países Partes desarrollados de 
conformidad con el artículo 6, se atribuirá prioridad al apoyo, según lo convenido, a 
los programas de acción nacionales, subregionales y regionales de los países Partes 
en desarrollo afectados, en particular los de África, ya sea directamente o por medio 
de las organizaciones multilaterales pertinentes, o de ambas formas.

3.	 Las Partes alentarán a los órganos, fondos y programas del sistema de las Naciones 
Unidas y a otras organizaciones intergubernamentales pertinentes, a las instituciones 
académicas, a la comunidad científica y a las organizaciones no gubernamentales que 
estén en condiciones de cooperar, de conformidad con su mandato y capacidades, a 
que apoyen la elaboración, ejecución y seguimiento de los programas de acción.

ART. 10. PROGRAMAS DE ACCIÓN NACIONALES

1.	 El objetivo de los programas de acción nacionales consiste en determinar cuáles son 
los factores que contribuyen a la desertificación y las medidas prácticas necesarias 
para luchar contra la desertificación y mitigar los efectos de la sequía.

2.	 Los programas de acción nacionales deben especificar las respectivas funciones del 
gobierno, las comunidades locales y los usuarios de la tierra, así como determinar 
los recursos disponibles y necesarios. Entre otras cosas, los programas de acción 
nacionales:

(a)	 incluirán estrategias a largo plazo para luchar contra la desertificación y mitigar los 
efectos de la sequía, destacarán el aspecto de la ejecución y estarán integrados con 
las políticas nacionales de desarrollo sostenible;

(b)	 tendrán en cuenta la posibilidad de introducir modificaciones en respuesta a los 
cambios de las circunstancias y serán lo suficientemente flexibles a nivel local para 
adaptarse a las diferentes condiciones socioeconómicas, biológicas y geofísicas;

(c)	 prestarán atención especial a la aplicación de medidas preventivas para las tierras aún 
no degradadas o sólo levemente degradadas;

(d)	 reforzarán la capacidad nacional en materia de climatología, meteorología e hidrología 
y los medios de establecer un sistema de alerta temprana de la sequía;

(e)	 promoverán políticas y reforzarán marcos institucionales para fomentar la cooperación 
y la coordinación, en un espíritu de asociación, entre la comunidad de donantes, los 
gobiernos a todos los niveles, las poblaciones locales y los grupos comunitarios, y 
facilitarán el acceso de las poblaciones locales a la información y tecnología adecuadas;
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(f)	 asegurarán la participación efectiva a nivel local, nacional y regional de las organizaciones 
no gubernamentales y las poblaciones locales, tanto de mujeres como de hombres, 
especialmente de los usuarios de los recursos, incluidos los agricultores y pastores 
y sus organizaciones representativas, en la planificación de políticas, la adopción de 
decisiones, la ejecución y la revisión de los programas de acción nacionales; y

(g)	 dispondrán un examen periódico de su aplicación e informes sobre los progresos 
registrados.

3.	 Los programas de acción nacionales podrán incluir, entre otras cosas, algunas de las 
siguientes medidas de preparación para la sequía y mitigación de sus efectos:

(a)	 el establecimiento y/o el fortalecimiento de sistemas de alerta temprana, según proceda, 
que incluyan instalaciones locales y nacionales, así como sistemas comunes a nivel 
subregional y regional, y mecanismos de ayuda a las personas desplazadas por razones 
ecológicas;

(b)	 el reforzamiento de la preparación y las prácticas de gestión para casos de sequía, 
entre ellas planes para hacer frente a las contingencias de sequía a nivel local, nacional, 
subregional y regional, que tengan en cuenta los pronósticos tanto estaciónales como 
interanuales del clima;

(c)	 el establecimiento y/o el fortalecimiento, según corresponda, de sistemas de seguridad 
alimentaria, incluidos instalaciones de almacenamiento y medios de comercialización, 
en particular en las zonas rurales;

(d)	 la introducción de proyectos de fomento de medios alternativos de subsistencia que 
puedan generar ingresos en las zonas expuestas a la sequía; y

(e)	 el desarrollo de programas de riego sostenibles tanto para los cultivos como para el 
ganado.

4.	 Habida cuenta de las circunstancias y necesidades específicas de cada uno de los países 
Partes afectados, los programas de acción nacionales incluirán, entre otras cosas, según 
corresponda, medidas en algunas de las siguientes esferas prioritarias, o en todas ellas, 
en cuanto guardan relación con la lucha contra la desertificación y la  mitigación de los 
efectos de la sequía en las zonas afectadas y con sus poblaciones: promoción de medios 
alternativos de subsistencia y mejoramiento del entorno económico nacional para 
fortalecer programas que tengan por objeto la erradicación de la pobreza, la seguridad 
alimentaría, la dinámica demográfica, la gestión sostenible de los recursos naturales, 
las prácticas agrícolas sostenibles, el desarrollo y la utilización eficiente de diversas 
fuentes de energía, la creación de marcos institucionales y jurídicos, el fortalecimiento 
de la capacidad de evaluación y observación sistemática, comprendidos los servicios 
hidrológicos y meteorológicos, y el fomento de las capacidades, la educación y la 
sensibilización del público.

ART. 11. PROGRAMAS DE ACCIÓN SUBREGIONALES Y REGIONALES

Los países Partes afectados se consultarán y cooperarán para preparar, según corresponda, con 
arreglo a los anexos de aplicación regional pertinentes, programas de acción subregionales 
o regionales con el fin de armonizar y complementar los programas nacionales, así como 
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de incrementar su eficacia. Las disposiciones del artículo 10 se aplicarán mutatis mutandis a 
los programas subregionales y regionales. Dicha cooperación incluye programas conjuntos 
convenidos para la gestión sostenible de recursos naturales transfronterizos, la cooperación 
científica y técnica y el fortalecimiento de las instituciones pertinentes.

ART. 12. COOPERACIÓN INTERNACIONAL

Los países Partes afectados, en colaboración con otras Partes y con la comunidad internacional, 
deberán cooperar con miras a asegurar la promoción de un entorno internacional propicio 
para la aplicación de la Convención. Esa cooperación deberá abarcar también los sectores 
de transferencia de tecnología, así como de investigación científica y desarrollo, reunión de 
información y distribución de recursos financieros.

ART. 13 (INICIO). ASISTENCIA PARA LA ELABORACIÓN Y EJECUCIÓN DE LOS PROGRAMAS 
DE ACCIÓN

1.	 Entre las medidas de apoyo a los programas de acción de conformidad con el artículo 
9 figurarán las siguientes:

(a)	 establecer una cooperación financiera que asegure la predictibilidad en los programas 
de acción y permita la necesaria planificación a largo plazo;

(b)	 elaborar y utilizar mecanismos de cooperación que permitan prestar un apoyo más 
eficaz a nivel local, incluso por conducto de organizaciones no gubernamentales, a 
fin de asegurar la posibilidad de repetir, cuando sea oportuno, las actividades de los 
programas experimentales que hayan tenido éxito;

(c)	 aumentar la flexibilidad de diseño, financiación y ejecución de los proyectos de manera 
acorde con el enfoque experimental e iterativo indicado para la participación de las 
comunidades locales; y

(d)	 establecer, según corresponda, procedimientos administrativos y presupuestarios para 
acrecentar la eficiencia de los programas de cooperación y de apoyo.

2.	 Al prestar ese apoyo a los países Partes en desarrollo afectados se dará prioridad a los 
países Partes africanos y a los países menos adelantados.

ART. 14. COORDINACIÓN EN LA ELABORACIÓN Y EJECUCIÓN DE LOS PROGRAMAS DE ACCIÓN

1.	 Las Partes trabajarán en estrecha colaboración, ya sea directamente o a través de las 
organizaciones intergubernamentales competentes, en la elaboración y ejecución de 
los programas de acción.

2.	 Las Partes desarrollarán mecanismos operacionales, sobre todo a nivel nacional y local, 
para asegurar la mayor coordinación posible entre los países Partes desarrollados, 
los países Partes en desarrollo y las organizaciones intergubernamentales y no 
gubernamentales competentes, con el fin de evitar duplicación de esfuerzos, armonizar 
las intervenciones y los criterios y sacar el máximo partido de la asistencia. En los 
países Partes en desarrollo afectados se dará prioridad a la coordinación de actividades 
relacionadas con la cooperación internacional a fin de utilizar los recursos con la 
máxima eficacia, procurar que la asistencia esté bien dirigida y facilitar la aplicación 
de los planes y prioridades nacionales en el marco de la presente Convención.
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ART. 15 (INICIO). ANEXOS DE APLICACIÓN REGIONAL

Se seleccionarán elementos para su incorporación en los programas de acción y se adaptarán 
en función de los factores socioeconómicos, geográficos y climáticos propios de los países 
Partes o regiones afectados, así como de su nivel de desarrollo. Las directrices para preparar 
programas de acción, así como sus objetivos y contenido específicos en lo que respecta a 
determinadas subregiones y regiones, figuran en los anexos de aplicación regional.

SECCIÓN 2. COOPERACIÓN CIENTÍFICA Y TÉCNICA 

ART. 16 (INICIO). REUNIÓN, ANÁLISIS E INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN

Las Partes acuerdan, según sus capacidades respectivas, integrar y coordinar la reunión, el 
análisis y el intercambio de datos e información pertinentes, tanto a corto como a largo plazo, 
para asegurar la observación sistemática de la degradación de las tierras en las zonas afectadas 
y comprender mejor y evaluar mejor los procesos y efectos de la sequía y la desertificación. De 
esta forma se ayudaría a conseguir, entre otras cosas, una alerta temprana y una planificación 
anticipada para los períodos de variaciones climáticas adversas, de manera que los usuarios 
en todos los niveles, incluidas especialmente las poblaciones locales, pudieran hacer un uso 
práctico de esos conocimientos. A este efecto, según corresponda:

(a)	 facilitarán y fortalecerán el funcionamiento de la red mundial de instituciones y servicios 
para la reunión, el análisis y el intercambio de información y la observación sistemática 
a todos los niveles que, entre otras cosas:

(i)	 tratará de utilizar normas y sistemas compatibles,
(ii)	 abarcará los datos y las estaciones pertinentes, incluso en las zonas remotas,
(iii)	 utilizará y difundirá tecnología moderna de reunión, transmisión y evaluación de datos 

sobre degradación de las tierras, y
(iv)	 establecerá vínculos más estrechos entre los centros de datos e información nacionales, 

subregionales y regionales y las fuentes mundiales de información;

(b)	 velarán por que la reunión, el análisis y el intercambio de información respondan a las 
necesidades de las comunidades locales y a las de las esferas decisorias, con el fin de 
resolver problemas concretos, y por que las comunidades locales participen en esas 
actividades;

(c)	 apoyarán y ampliarán aún más los programas y proyectos bilaterales y multilaterales 
encaminados a definir, llevar a cabo, evaluar y financiar la reunión, el análisis y el 
intercambio de datos e informaciones, entre los cuales figurarán, entre otras cosas, 
series integradas de indicadores físicos, biológicos, sociales y económicos;

(d)	 harán pleno uso de los conocimientos especializados de las organizaciones 
intergubernamentales y no gubernamentales competentes, sobre todo con el fin de 
difundir la correspondiente información y experiencia entre los grupos pertinentes de 
las diferentes regiones;

(e)	 concederán la debida importancia a la reunión, el análisis y el intercambio de datos 
socioeconómicos, así como a su integración con datos físicos y biológicos;

(f)	 intercambiarán información procedente de todas las fuentes públicamente accesibles 
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que sea pertinente para luchar contra la desertificación y mitigar los efectos de la sequía 
y dispondrán que esa información sea plena, abierta y prontamente asequible; y

(g)	 de conformidad con sus respectivas legislaciones o políticas nacionales, intercambiarán 
información sobre los conocimientos locales y tradicionales, velando por su debida 
protección y asegurando a las poblaciones locales interesadas una retribución apropiada 
de los beneficios derivados de esos conocimientos, en forma equitativa y en condiciones 
mutuamente convenidas.

ART. 17. INVESTIGACIÓN Y DESARROLLO

1.	 Las Partes se comprometen a promover, según sus capacidades respectivas y por 
conducto de las instituciones nacionales, subregionales, regionales e internacionales 
competentes, la cooperación técnica y científica en la esfera de la lucha contra la 
desertificación y la mitigación de los efectos de la sequía. Con ese fin, apoyarán las 
actividades de investigación que:

(a)	 contribuyan a acrecentar el conocimiento de los procesos que conducen a la 
desertificación y a la sequía, así como de las repercusiones y especificidad de los 
factores naturales y humanos que ocasionan dichos fenómenos, con objeto de combatir 
la desertificación, mejorar la productividad y asegurar el uso y la gestión sostenibles 
de los recursos;

(b)	 respondan a objetivos bien definidos, atiendan las necesidades concretas de las 
poblaciones locales y permitan identificar y aplicar soluciones que mejoren el nivel 
de vida de las personas que viven en las zonas afectadas;

(c)	 protejan, integren, promuevan y validen los conocimientos, la experiencia y las 
prácticas tradicionales y locales, velando por que, con sujeción a sus respectivas 
leyes y las políticas nacionales, los poseedores de esos conocimientos se beneficien 
directamente, en forma equitativa y en condiciones mutuamente convenidas, de 
cualquier uso comercial de los mismos o de cualquier adelanto tecnológico derivado 
de dichos conocimientos;

(d)	 desarrollen y refuercen las capacidades de investigación nacionales, subregionales y 
regionales en los países Partes en desarrollo afectados, en particular en África, incluido 
el perfeccionamiento de los conocimientos prácticos locales y el fortalecimiento de 
las capacidades pertinentes, especialmente en países cuya base para la investigación 
sea débil, prestando especial atención a la investigación socioeconómica de carácter 
multidisciplinario y basada en la participación;

(e)	 tengan en cuenta, cuando corresponda, la relación que existe entre la pobreza, la 
migración causada por factores ambientales y la desertificación;

(f)	 promuevan la realización de programas conjuntos de investigación entre los organismos 
de investigación nacionales, subregionales, regionales e internacionales, tanto del sector 
público como del sector privado, para la obtención de tecnologías perfeccionadas, 
accesibles y económicamente asequibles para el desarrollo sostenible mediante la 
participación efectiva de las poblaciones y las comunidades locales; y

(g)	 fomenten los recursos hídricos en las zonas afectadas, incluso mediante la siembra 
de nubes.
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2.	 En los programas de acción se deberán incluir las prioridades de investigación respecto de 
determinadas regiones y subregiones, prioridades que reflejen las distintas condiciones 
locales. La Conferencia de las Partes examinará periódicamente las prioridades de 
investigación, por recomendación del Comité de Ciencia y Tecnología.

ART. 18. TRANSFERENCIA, ADQUISICIÓN, ADAPTACIÓN Y DESARROLLO DE TECNOLOGÍA

1.	 Las Partes se comprometen a promover, financiar y/o ayudar a financiar, según lo 
convenido por mutuo acuerdo y de conformidad con sus respectivas leyes y/o políticas 
nacionales, la transferencia, adquisición, adaptación y desarrollo de tecnologías 
ecológicamente racionales, económicamente viables y socialmente aceptables para 
combatir la desertificación y/o mitigar los efectos de la sequía, con miras a contribuir 
al desarrollo sostenible en las zonas afectadas. Dicha cooperación se llevará a cabo 
bilateral o multilateralmente, según corresponda, aprovechando plenamente los 
conocimientos especializados de las organizaciones intergubernamentales y no 
gubernamentales. En particular, las Partes:

(a)	 utilizarán plenamente los correspondientes sistemas de información y centros de 
intercambio de datos nacionales, subregionales, regionales e internacionales existentes 
para difundir información sobre las tecnologías disponibles, así como sobre sus fuentes, 
sus riesgos ambientales y las condiciones generales en que pueden adquirirse;

(b)	 facilitarán el acceso, en particular de los países Partes en desarrollo afectados, en 
condiciones favorables e incluso en condiciones concesionales y preferenciales, según  
lo convenido por mutuo acuerdo y teniendo en cuenta la necesidad de proteger los 
derechos de propiedad intelectual, a las tecnologías más adecuadas desde el punto 
de vista de su aplicación práctica para atender las necesidades concretas de las 
poblaciones locales, concediendo especial atención a los efectos sociales, culturales, 
económicos y ambientales de dichas tecnologías;

(c)	 facilitarán la cooperación tecnológica entre los países Partes afectados mediante la 
asistencia financiera o por cualquier otro medio adecuado;

(d)	 harán extensivas la cooperación tecnológica con los países Partes en desarrollo 
afectados e incluso, cuando corresponda, las operaciones conjuntas, especialmente 
a los sectores que fomenten medios alternativos de subsistencia; y

(e)	 adoptarán las medidas adecuadas para crear condiciones de mercado interior e 
incentivos fiscales o de otro tipo que permitan el desarrollo, la transferencia, la 
adquisición y la adaptación de tecnologías, conocimientos, experiencia y prácticas 
apropiados, incluso medidas que garanticen la protección adecuada y efectiva de los 
derechos de propiedad intelectual.

2.	 De conformidad con sus respectivas capacidades y con sujeción a sus respectivas leyes 
y/o políticas nacionales, las Partes protegerán, promoverán y utilizarán en particular 
las tecnologías, los conocimientos, la experiencia y las prácticas tradicionales y locales 
pertinentes. Con este fin, las Partes se comprometen a:

(a)	 hacer inventarios de dichas tecnologías, conocimientos, experiencia y prácticas y de 
sus posibles aplicaciones con la participación de las poblaciones locales, así como 
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difundir información sobre el particular en cooperación, cuando sea oportuno, con 
organizaciones intergubernamentales y no gubernamentales competentes;

(b)	 garantizar que esas tecnologías, conocimientos, experiencia y prácticas estén 
adecuadamente protegidos y que las poblaciones locales se beneficien directamente, 
de manera equitativa y según lo convenido por mutuo acuerdo, de cualquier uso 
comercial que se haga de ellos o de cualquier otra innovación tecnológica resultante;

(c)	 alentar y apoyar activamente el mejoramiento y la difusión de dicha tecnología, 
conocimientos, experiencia y prácticas, o el desarrollo de nuevas tecnologías basadas 
en ellos; y

(d)	 facilitar, en su caso, la adaptación de esas tecnologías, conocimientos, experiencia y 
prácticas con miras a aplicarlos ampliamente y a integrarlos, según proceda, con la 
tecnología moderna.

SECCIÓN 3. MEDIDAS DE APOYO 

ART. 19. FOMENTO DE CAPACIDADES, EDUCACIÓN Y SENSIBILIZACIÓN DEL PÚBLICO

1.	 Las Partes reconocen la importancia del fomento de capacidades, esto es, del desarrollo 
institucional, la formación y la ampliación de las capacidades locales y nacionales, para 
los esfuerzos de lucha contra la desertificación y mitigación de la sequía. Las Partes 
promoverán esas capacidades, según corresponda, mediante:

(a)	 la plena participación de la población a todos los niveles, especialmente a nivel local, 
en particular de las mujeres y los jóvenes, con la cooperación de las organizaciones 
no gubernamentales y locales;

(b)	 el fortalecimiento de la capacidad de formación e investigación a nivel nacional en  la 
esfera de la desertificación y la sequía;

(c)	 el establecimiento y/o el fortalecimiento de los servicios de apoyo y extensión con 
el fin de difundir más efectivamente los correspondientes métodos tecnológicos y 
técnicas, y mediante la capacitación de agentes de extensión agrícola y miembros 
de organizaciones rurales para que puedan aplicar enfoques de participación a la 
conservación y el uso sostenible de los recursos naturales;

(d)	 el fomento del uso y la difusión de los conocimientos, la experiencia y las prácticas 
de la población local en los programas de cooperación técnica donde sea posible;

(e)	 la adaptación, cuando sea necesario, de la correspondiente tecnología ecológicamente 
racional y de los métodos tradicionales de agricultura y de pastoreo a las condiciones 
socioeconómicas modernas;

(f)	 el suministro de capacitación y tecnología adecuadas para la utilización de fuentes de 
energía sustitutivas, especialmente los recursos energéticos renovables, en particular  
con el fin de reducir la dependencia de la leña para combustible;

(g)	 la cooperación, en la forma mutuamente convenida, para reforzar la capacidad de los 
países Partes en desarrollo afectados de elaborar y ejecutar programas en las esferas 
de reunión, análisis e intercambio de información de conformidad con el artículo 16;

(h)	 medios innovadores para promover medios de subsistencia alternativos, incluida la 
capacitación en nuevas técnicas;
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(i)	 la capacitación de personal directivo y de administración, así como de personal 
encargado de la reunión y el análisis de datos, de la difusión y utilización de  información 
sobre alerta temprana en situaciones de sequía, y de la producción de alimentos;

(j)	 el funcionamiento más eficaz de las instituciones y estructuras jurídicas nacionales 
existentes y, cuando corresponda, mediante la creación de otras nuevas, así como el 
fortalecimiento de la planificación y la gestión estratégicas; y

(k)	 los programas de intercambio de visitantes para fomentar las capacidades de los países 
Partes afectados mediante un proceso interactivo de enseñanza y aprendizaje a largo 
plazo.

2.	 Los países Partes en desarrollo afectados llevarán a cabo, en cooperación con 
otras Partes y con las organizaciones intergubernamentales y no gubernamentales 
competentes, según corresponda, un examen interdisciplinario de la capacidad y los 
servicios disponibles a nivel local y nacional, así como de las posibilidades de reforzarlos.

3.	 Las Partes cooperarán entre sí y a través de organizaciones intergubernamentales 
competentes, así como con organizaciones no gubernamentales, a los efectos de 
emprender y apoyar programas de sensibilización del público y de educación en los 
países afectados y, donde proceda, en los países Partes no afectados, para fomentar 
una comprensión de las causas y efectos de la desertificación y la sequía y de la 
importancia de alcanzar los objetivos de la presente Convención. A este efecto:

(a)	 lanzarán campañas de sensibilización dirigidas al público en general;
(b)	 promoverán de manera permanente el acceso del público a la información pertinente, 

así como una amplia participación del mismo en las actividades de educación y 
sensibilización;

(c)	 alentarán el establecimiento de asociaciones que contribuyan a sensibilizar al público;
(d)	 prepararán e intercambiarán material, en lo posible en los idiomas locales, para impartir 

educación y sensibilizar al público, intercambiarán y enviarán expertos para capacitar 
a personal de los países Partes en desarrollo afectados a fin de que pueda aplicar los 
correspondientes programas de educación y sensibilización, y aprovecharán plenamente 
el material educativo pertinente de que dispongan los organismos internacionales 
competentes;

(e)	 evaluarán las necesidades de educación en las zonas afectadas, elaborarán planes de 
estudios adecuados y ampliarán, según sea necesario, los programas de educación y de 
instrucción elemental para adultos, así como las oportunidades de acceso para todos, 
especialmente para las jóvenes y las mujeres, sobre la identificación, la conservación, 
el uso y la gestión sostenibles de los recursos naturales de las zonas afectadas; y

(f)	 prepararán programas interdisciplinarios basados en la participación que integren la 
sensibilización en materia de desertificación y sequía en los sistemas de educación, así 
como en los programas de educación no académica, de adultos, a distancia y práctica.

4.	     La Conferencia de las Partes establecerá, y/o reforzará, redes de centros regionales 
de educación y capacitación para combatir la desertificación y mitigar los efectos de la 
sequía. La coordinación de esas redes estará a cargo de una institución creada o designada 
a ese efecto, con el fin de capacitar al personal científico, técnico y administrativo y de 
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fortalecer a las instituciones encargadas de la educación y la capacitación en los países 
Partes afectados, según corresponda, con miras a la armonización de programas y el 
intercambio de experiencia entre ellas. Las redes cooperarán estrechamente con las 
organizaciones intergubernamentales y no gubernamentales competentes para evitar 
la duplicación de esfuerzos.

ART. 20. RECURSOS FINANCIEROS

1.	 Dada la importancia central de la financiación para alcanzar el objetivo de la Convención, 
las Partes, teniendo en cuenta sus capacidades, harán todos los esfuerzos posibles 
por asegurar que se disponga de suficientes recursos financieros para los programas 
de lucha contra la desertificación y mitigación de los efectos de la sequía.

2.	 Para ello, los países Partes desarrollados, otorgando prioridad a los países Partes 
africanos afectados y sin descuidar a los países Partes en desarrollo afectados de otras 
regiones, de conformidad con el artículo 7, se comprometen a:

(a)	 movilizar recursos financieros sustanciales, incluso en calidad de donaciones y préstamos 
en condiciones favorables, para apoyar la ejecución de los programas de lucha contra 
la desertificación y mitigación de los efectos de la sequía;

(b)	 promover la movilización de recursos suficientes, oportunos y previsibles, con inclusión 
de recursos nuevos y adicionales del Fondo para el Medio Ambiente Mundial para los 
gastos adicionales convenidos de las actividades de lucha contra la desertificación 
relacionadas con sus cuatro esferas principales de acción, de conformidad con las 
disposiciones pertinentes del instrumento por el cual se estableció ese Fondo;

(c)	 facilitar mediante la cooperación internacional la transferencia de tecnologías, 
conocimientos y experiencia; y

(d)	 investigar, en cooperación con los países Partes en desarrollo afectados, métodos 
novedosos e incentivos para movilizar y encauzar los recursos, incluso los procedentes 
de fundaciones, organizaciones no gubernamentales y otras entidades del sector 
privado, en particular los canjes de la deuda y otros medios novedosos que permitan 
incrementar los recursos financieros al reducir la carga de la deuda externa de los 
países Partes en desarrollo afectados, en particular los de África.

3.	 Los países Partes en desarrollo afectados, teniendo en cuenta sus capacidades, se 
comprometen a movilizar suficientes recursos financieros para la aplicación de sus 
programas de acción nacionales.

4.	 Al movilizar recursos financieros, las Partes procurarán utilizar plenamente y mejorar 
cualitativamente todas las fuentes y mecanismos de financiación nacionales, bilaterales 
y multilaterales, recurriendo a consorcios, programas conjuntos y financiación paralela, 
y procurarán que participen fuentes y mecanismos de financiación del sector privado, 
incluidos los de organizaciones no gubernamentales. Con este propósito, las Partes 
utilizarán plenamente los mecanismos operativos establecidos en virtud del artículo 14.
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5.	 A fin de movilizar los recursos financieros necesarios para que los países Partes en 
desarrollo afectados luchen contra la desertificación y mitiguen los efectos de la sequía, 
las Partes:

(a)	 racionalizarán y fortalecerán la gestión de los recursos ya asignados para luchar contra 
la desertificación y mitigar los efectos de la sequía, utilizándolos de manera más eficaz 
y eficiente, evaluando sus éxitos y sus limitaciones, eliminando los obstáculos que 
impiden su utilización efectiva y reorientando, en caso necesario, los programas a la 
luz del criterio integrado y a largo plazo adoptado en cumplimiento de la presente 
Convención;

(b)	 en el ámbito de los órganos directivos de las instituciones y servicios financieros y 
fondos multilaterales, incluidos los bancos y fondos regionales de desarrollo, darán la 
debida prioridad y prestarán la debida atención al apoyo a los países Partes en desarrollo 
afectados, en particular los de África, para llevar a cabo actividades que faciliten la 
aplicación de la Convención, en particular los programas de acción que estos países 
emprendan en el marco de los anexos de aplicación regional; y

(c)	  examinarán las formas de reforzar la cooperación regional y subregional para apoyar 
los esfuerzos que se emprendan a nivel nacional.

6.	 Se alienta a otras Partes a que faciliten, a título voluntario, conocimientos, experiencia 
y técnicas relacionados con la desertificación y/o recursos financieros a los países 
Partes en desarrollo afectados.

7.	 La plena aplicación por los países Partes en desarrollo afectados, especialmente por 
los africanos, de sus obligaciones en virtud de la Convención, se verá muy facilitada 
por el cumplimiento por los países Partes desarrollados de sus obligaciones según la 
Convención, incluidas en particular las relativas a recursos financieros y a transferencia 
de tecnología. Los países Partes desarrollados deberán tener plenamente en cuenta 
en el cumplimiento de sus obligaciones que el desarrollo económico y social y la 
erradicación de la pobreza son las principales prioridades de los países Partes en 
desarrollo afectados, en particular los africanos.

ART. 21. MECANISMOS FINANCIEROS

1.	 La Conferencia de las Partes promoverá la disponibilidad de mecanismos financieros y 
alentará a esos mecanismos a que traten de aumentar en todo lo posible la disponibilidad 
de financiación para que los países Partes en desarrollo afectados, en particular los 
de África, puedan aplicar la Convención. Con este fin, la Conferencia de las Partes 
considerará la adopción, entre otras cosas, de enfoques y políticas que:

(a)	 faciliten el suministro de la necesaria financiación a los niveles nacional, subregional, 
regional y mundial, para las actividades que se realicen en cumplimiento de las 
disposiciones pertinentes de la Convención;

(b)	  fomenten modalidades, mecanismos y dispositivos de financiación sobre la base de 
fuentes múltiples, así como su evaluación, que sean compatibles con lo dispuesto en 
el artículo 20;

(c)	  proporcionen regularmente a las Partes interesadas, así como a las organizaciones 
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intergubernamentales y no gubernamentales pertinentes, información sobre fuentes 
disponibles de fondos y sobre criterios de financiación a fin de facilitar la coordinación 
entre ellas;

(d)	 faciliten el establecimiento, según corresponda, de mecanismos como fondos nacionales 
de lucha contra la desertificación, incluidos los que entrañan la participación de 
organizaciones no gubernamentales, a fin de canalizar, de manera rápida y eficiente, 
recursos financieros para acciones a nivel local en los países Partes en desarrollo 
afectados; y

(e)	   refuercen los fondos y los mecanismos financieros existentes a nivel subregional 
y regional, en particular en África, para apoyar más eficazmente la aplicación de la 
Convención.

2.	 La Conferencia de las Partes alentará también, por conducto de diversos mecanismos 
del sistema de las Naciones Unidas y por conducto de instituciones multilaterales de 
financiación, el apoyo a nivel nacional, subregional y regional de las actividades que 
permitan a los países Partes en desarrollo cumplir sus obligaciones dimanantes de la 
Convención.

3.	 Los países Partes en desarrollo afectados utilizarán y, cuando sea necesario, establecerán 
y/o reforzarán los mecanismos nacionales de coordinación integrados en los 
programas de desarrollo nacionales, que aseguren el uso eficiente de todos los 
recursos financieros disponibles. Recurrirán también a procesos de participación, que 
abarquen a organizaciones no gubernamentales, grupos locales y el sector privado, a 
fin de obtener fondos, elaborar y ejecutar programas y asegurar que grupos de nivel 
local tengan acceso a la financiación. Esas acciones podrán facilitarse mediante una 
mejor coordinación y una programación flexible de parte de los que presten asistencia.

4.	 Con el objeto de aumentar la eficacia y eficiencia de los mecanismos financieros 
existentes, por la presente se establece un Mecanismo Mundial destinado a promover 
medidas para movilizar y canalizar hacia los países Partes en desarrollo afectados 
recursos financieros sustanciales, incluida la transferencia de tecnología, sobre la base 
de donaciones y/o préstamos en condiciones favorables u otras condiciones análogas. 
Este Mecanismo Mundial funcionará bajo la dirección y orientación de la Conferencia 
de las Partes y será responsable ante ésta.

5.	  En su primer período ordinario de sesiones, la Conferencia de las Partes identificará la 
entidad que ha de ser organización huésped del Mecanismo Mundial. La Conferencia 
de las Partes y la organización que ésta identifique deberán convenir determinadas 
modalidades que aseguren, entre otras cosas, que el Mecanismo Mundial:

(a)	 identifique y haga un inventario de los programas pertinentes de cooperación bilateral 
y multilateral de que se dispone para la aplicación de la Convención;

(b)	 preste asesoramiento a las Partes, a su solicitud, en lo que respecta a métodos 
innovadores de financiación y fuentes de asistencia financiera, y la manera de mejorar 
la coordinación de las actividades de cooperación a nivel nacional;

(c)	 suministre a las Partes interesadas y a las organizaciones intergubernamentales y no 
gubernamentales pertinentes información sobre las fuentes disponibles de fondos 
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y sobre las modalidades de financiación, para facilitar la coordinación entre dichas 
Partes; e

(d)	 informe sobre sus actividades a la Conferencia de las Partes, a partir de su segundo 
período ordinario de sesiones.

6.	 En su primer período de sesiones, la Conferencia de las Partes deberá adoptar con la 
entidad que haya identificado como organización huésped del Mecanismo Mundial, las 
disposiciones apropiadas para el funcionamiento administrativo de dicho Mecanismo, 
sobre la base, en lo posible, de los recursos presupuestarios y de los recursos humanos 
existentes.

7.	 En su tercer período ordinario de sesiones, la Conferencia de las Partes examinará 
las políticas, modalidades de funcionamiento y actividades del Mecanismo Mundial 
responsable ante ella de conformidad con el párrafo 4, teniendo en cuenta las 
disposiciones del artículo 7. Sobre la base de este examen, estudiará y adoptará las 
medidas pertinentes.

PARTE IV 

INSTITUCIONES

ART. 22. CONFERENCIA DE LAS PARTES

1.	 Se establece por la presente una Conferencia de las Partes.

2.	 La Conferencia de las Partes, será el órgano supremo de la Convención y, conforme a 
su mandato, adoptará las decisiones necesarias para promover su aplicación efectiva. 
En particular, la Conferencia de las Partes:

(a)	 examinará regularmente la aplicación de la Convención y de los acuerdos institucionales 
a la luz de la experiencia adquirida a nivel nacional, subregional, regional e internacional 
y sobre la base de la evolución de los conocimientos científicos y tecnológicos;

(b)	 promoverá y facilitará el intercambio de información sobre las medidas que adopten 
las Partes, determinará la forma y el momento de la transmisión de la información 
que ha de presentarse de conformidad con el artículo 26, examinará los informes y 
formulará recomendaciones sobre éstos;

(c)	 establecerá los órganos subsidiarios que estime necesarios para aplicar la Convención;
(d)	 examinará los informes presentados por sus órganos subsidiarios e impartirá orientación 

a esos órganos;
(e)	 acordará y aprobará, por consenso, su reglamento y reglamento financiero, así como 

los de los órganos subsidiarios;
(f)	 aprobará enmiendas a la Convención, de conformidad con los artículos 30 y 31;
(g)	 aprobará un programa y un presupuesto para sus actividades, incluidas las de sus 

órganos subsidiarios, y adoptará las disposiciones necesarias para su financiación;
(h)	 solicitará y utilizará, según corresponda, los servicios de órganos y organismos 
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competentes, tanto nacionales o internacionales como intergubernamentales y no 
gubernamentales y la información que éstos le proporcionen;

(i)	 promoverá y reforzará las relaciones con otras convenciones pertinentes evitando la 
duplicación de esfuerzos; y

(j)	 desempeñará las demás funciones que se estimen necesarias para alcanzar el objetivo 
de la Convención.

3.	 En su primer período de sesiones, la Conferencia de las Partes aprobará por consenso 
su propio reglamento, que incluirá procedimientos para la adopción de decisiones 
sobre asuntos a los que no se apliquen los procedimientos de adopción de decisiones 
estipulados en la Convención. En esos procedimientos podrá especificarse la mayoría 
necesaria para la adopción de ciertas decisiones.

4.	 El primer período de sesiones de la Conferencia de las Partes será convocado por la 
secretaría provisional a que se refiere el artículo 35 y tendrá lugar a más tardar un año 
después de la entrada en vigor de la Convención. A menos que la Conferencia de las 
Partes decida otra cosa, los períodos ordinarios de sesiones segundo, tercero y cuarto 
se celebrarán anualmente; posteriormente, los períodos ordinarios de sesiones tendrán 
lugar cada dos años.

5.	 Los períodos extraordinarios de sesiones de la Conferencia de las Partes se celebrarán 
cada vez que la Conferencia lo decida en un período de sesiones ordinario, o cuando 
una de las Partes lo solicite por escrito, siempre que dentro de los tres meses siguientes 
a la fecha en que la Secretaría Permanente haya transmitido a las Partes dicha solicitud, 
ésta reciba el apoyo de al menos un tercio de las Partes.

6.	 En cada período ordinario de sesiones, la Conferencia de las Partes elegirá una Mesa. 
La estructura y funciones de la Mesa se estipularán en el reglamento. Al elegir la Mesa 
habrá de prestarse la debida atención a la necesidad de asegurar una distribución 
geográfica equitativa y una representación adecuada de los países Partes afectados, 
en particular los de África.

7.	 Las Naciones Unidas, sus organismos especializados, así como todo Estado Miembro 
u observador en ellos que no sea Parte en la Convención, podrán estar representados 
en los períodos de sesiones de la Conferencia de las Partes como observadores. Todo 
órgano u organismo sea nacional o internacional, gubernamental o no gubernamental, 
competente en las materias de que trata la Convención que haya informado a la 
Secretaría Permanente de su deseo de estar representado en un período de sesiones 
de la Conferencia de las Partes como observador podrá ser admitido en esa calidad, 
a menos que se oponga un tercio de las Partes presentes. La admisión y participación 
de los observadores se regirá por el reglamento aprobado por la Conferencia de las 
Partes.

8.	 La Conferencia de las Partes podrá solicitar a organizaciones nacionales e internacionales 
competentes y especialmente en las esferas pertinentes que le proporcionen información 
en relación con el inciso (g) del artículo 16, el inciso (c) del párrafo 1 del artículo 17 y 
el inciso (b) del párrafo 2 del artículo 18.
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ART. 23. SECRETARÍA PERMANENTE

1.	 Se establece por la presente una Secretaría Permanente.

2.	 Las funciones de la Secretaría Permanente serán las siguientes:

(a)	 organizar los períodos de sesiones de la Conferencia de las Partes y de los órganos 
subsidiarios establecidos en virtud de la Convención y prestarles los servicios necesarios;

(b)	 reunir y transmitir los informes que se le presenten;
(c)	 prestar asistencia a los países Partes en desarrollo afectados, en particular los de África, 

si éstos así lo solicitan, para que reúnan y transmitan la información requerida con 
arreglo a las disposiciones de la Convención;

(d)	 coordinar sus actividades con las secretarías de otros órganos y convenciones 
internacionales pertinentes;

(e)	 hacer los arreglos administrativos y contractuales que requiera el desempeño eficaz 
de sus funciones, bajo la dirección general de la Conferencia de las Partes;

(f)	 preparar informes sobre el desempeño de sus funciones en virtud de la Convención 
y presentarlos a la Conferencia de las Partes; y

(g)	 desempeñar las demás funciones de secretaría que determine la Conferencia de las 
Partes.

3.	 En su primer período de sesiones, la Conferencia de las Partes designará en su primer 
período de sesiones una Secretaría Permanente y adoptará las disposiciones necesarias 
para su funcionamiento.

ART. 24. COMITÉ DE CIENCIA Y TECNOLOGÍA

1.	 Por la presente se establece un Comité de Ciencia y Tecnología, en calidad de órgano 
subsidiario, encargado de proporcionar a la Conferencia de las Partes información y 
asesoramiento científico y tecnológico sobre cuestiones relativas a la lucha contra la 
desertificación y la mitigación de los efectos de la sequía. El Comité, cuyas reuniones 
se celebrarán en conjunto con los períodos de sesiones de las Partes, tendrá carácter 
multidisciplinario y estará abierto a la participación de todas las Partes. Estará integrado 
por representantes gubernamentales competentes en las correspondientes esferas 
de especialización. La Conferencia de las Partes aprobará el mandato del Comité en 
su primer período de sesiones.

2.	 La Conferencia de las Partes elaborará y mantendrá una lista de expertos independientes 
que tengan conocimientos especializados y experiencia en las esferas pertinentes. 
La lista se basará en las candidaturas recibidas por escrito de las Partes, y en ella se 
tendrá en cuenta la necesidad de un enfoque multidisciplinario y una representación 
geográfica amplia.

3.	 La Conferencia de las Partes podrá, según corresponda, nombrar grupos ad hoc 
encargados de proporcionar, por conducto del Comité, información y asesoramiento 
sobre cuestiones específicas relativas a los adelantos científicos y tecnológicos de interés 
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para la lucha contra la desertificación y la mitigación de los efectos de la sequía. Esos 
grupos estarán integrados por expertos que figuren en la lista, y en su integración se 
tendrá en cuenta la necesidad de un enfoque multidisciplinario y una representación 
geográfica amplia. Esos expertos deberán tener formación científica y experiencia 
sobre el terreno y su nombramiento incumbirá a la Conferencia de las Partes, por 
recomendación del Comité. La Conferencia de las Partes aprobará el mandato y las 
modalidades de trabajo de estos grupos.

ART. 25. RED DE INSTITUCIONES, ORGANISMOS Y ÓRGANOS

1.	 El Comité de Ciencia y Tecnología, bajo la supervisión de la Conferencia de las Partes, 
adoptará disposiciones para emprender un estudio y una evaluación de las redes, 
las instituciones, los organismos y los órganos pertinentes ya existentes que deseen 
constituirse en unidades de una red. Esa red apoyará la aplicación de la Convención.

2.	 Sobre la base de los resultados del estudio y la evaluación a que se refiere el párrafo 
l del presente artículo, el Comité de Ciencia y Tecnología hará recomendaciones a 
la Conferencia de las Partes sobre los medios de facilitar y reforzar la integración en 
redes de las unidades a nivel local y nacional o a otros niveles con el fin de asegurar 
que se atienda a las necesidades específicas que se hayan en los artículos 16 a 19.

3.	 Teniendo en cuenta esas recomendaciones, la Conferencia de las Partes:

(a)	 identificará cuáles son las unidades nacionales, subregionales, regionales e internacionales 
más aptas para integrarse en redes y recomendará los procedimientos operacionales 
y el calendario para ello; y

(b)	 identificará cuáles son las unidades más aptas para facilitar la integración en redes y 
reforzarla a todo nivel.

PARTE V 

PROCEDIMIENTOS

ART. 26. COMUNICACIÓN DE INFORMACIÓN

1.	 Cada una de las Partes comunicará a la Conferencia de las Partes, por conducto de la 
Secretaría Permanente, informes sobre las medidas que haya adoptado en aplicación de 
la presente Convención para que la Conferencia los examine en sus períodos ordinarios 
de sesiones. La Conferencia de las Partes determinará los plazos de presentación y el 
formato de dichos informes.

2.	 Los países Partes afectados facilitarán una descripción de las estrategias que hayan 
adoptado de conformidad con el artículo 5 de la presente Convención, así como 
cualquier información pertinente sobre su aplicación.

3.	 Los países Partes afectados que ejecuten programas de acción de conformidad con 
los artículos 9 a 15, facilitarán una descripción detallada de esos programas y de su 
aplicación.
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4.	 Cualquier grupo de países Partes afectados podrá presentar una comunicación 
conjunta sobre las medidas adoptadas a nivel subregional o regional en el marco de 
los programas de acción.

5.	 Los países Partes desarrollados informarán sobre las medidas que hayan adoptado 
para contribuir a la preparación y ejecución de los programas de acción, con inclusión 
de información sobre los recursos financieros que hayan proporcionado o estén 
proporcionando en virtud de la presente Convención.

6.	 La información transmitida de conformidad con los párrafos 1 a 4 del presente artículo 
será comunicada cuanto antes por la Secretaría Permanente a la Conferencia de las 
Partes y a los órganos subsidiarios pertinentes.

7.	 La Conferencia de las Partes facilitará la prestación a los países Partes en desarrollo 
afectados, en particular en África, previa solicitud, apoyo técnico y financiero para reunir 
y comunicar información con arreglo al presente artículo, así como para identificar 
las necesidades técnicas y financieras relacionadas con los programas de acción.

ART. 27. MEDIDAS PARA RESOLVER CUESTIONES RELACIONADAS CON LA APLICACIÓN

La Conferencia de las Partes examinará y adoptará procedimientos y mecanismos institucionales 
para resolver las cuestiones que puedan plantearse en relación con la aplicación de la Convención.

ART. 28. ARREGLO DE CONTROVERSIAS

1.	 Toda controversia entre las Partes sobre la interpretación o la aplicación de la Convención, 
será resuelta mediante negociación o cualquier otro medio pacífico de su elección.

2.	 Al ratificar, aceptar o aprobar la Convención o adherirse a ella, o en cualquier momento a 
partir de entonces, cualquier Parte que no sea una organización regional de integración 
económica podrá declarar en un instrumento escrito presentado al Depositario que, 
en lo que respecta a cualquier controversia sobre la interpretación o la aplicación 
de la Convención, reconoce como obligatorio en relación con cualquier Parte que 
acepte la misma obligación uno o ambos de los siguientes medios para el arreglo de 
controversias:

(a)	 el arbitraje de conformidad con un procedimiento adoptado en cuanto sea posible 
por la Conferencia de las Partes en un anexo;

(b)	 la presentación de la controversia a la Corte Internacional de Justicia.

3.	 Una Parte que sea una organización regional de integración económica podrá hacer una 
declaración de efecto análogo en relación con el arbitraje, con arreglo al procedimiento 
señalado en el inciso (a) del párrafo 2 del presente artículo.

4.	 Las declaraciones que se formulen de conformidad con el párrafo 2 del presente artículo 
seguirán en vigor hasta su expiración en el plazo previsto en ellas o hasta que expire 
un plazo de tres meses a contar de la fecha en que se haya entregado al Depositario 
la notificación escrita de su revocación.
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5.	 La expiración de una declaración, una notificación de revocación o una nueva 
declaración no afectarán en modo alguno los procedimientos pendientes ante un 
tribunal de arbitraje o ante la Corte Internacional de Justicia, a menos que las Partes 
en la controversia acuerden otra cosa.

6.	 Las Partes en una controversia, en caso de que no acepten el mismo procedimiento 
ni ninguno de los procedimientos previstos en el párrafo 2 del presente artículo, si 
no han conseguido resolver su controversia dentro de los 12 meses siguientes a la 
fecha en que una de ellas haya notificado a la otra la existencia de dicha controversia, 
la someterán a conciliación, a petición de cualquiera de ellas, de conformidad con el 
procedimiento adoptado en cuanto sea posible por la Conferencia de las Partes en 
un anexo.

ART. 29. RANGO JURÍDICO DE LOS ANEXOS

1.	 Los anexos forman parte integrante de la Convención y, salvo que se disponga 
expresamente otra cosa, toda referencia a la Convención constituye una referencia a 
sus anexos.

2.	 Las Partes interpretarán las disposiciones de los anexos de manera conforme con 
los derechos y las obligaciones que les incumben con arreglo a los artículos de la 
Convención.

ART. 30. ENMIENDAS A LA CONVENCIÓN

1.	 Cualquiera de las Partes podrá proponer enmiendas a la Convención.

2.	 Las enmiendas a la Convención deberán aprobarse en un período ordinario de sesiones 
de la Conferencia de las Partes. La Secretaría Permanente deberá comunicar a las 
Partes el texto del proyecto de enmienda al menos seis meses antes de la sesión en 
que se proponga dicha aprobación. La Secretaría Permanente comunicará asimismo 
los proyectos de enmienda a los signatarios de la Convención.

3.	 Las Partes pondrán el máximo empeño en llegar a un acuerdo por consenso sobre 
cualquier proyecto de enmienda a la Convención. En caso de que se agoten todas 
las posibilidades de consenso sin que se haya llegado a un acuerdo, como último 
recurso la enmienda será aprobada por mayoría de dos tercios de las Partes presentes 
y votantes en la sesión. La Secretaría Permanente comunicará la enmienda aprobada 
al Depositario, que la hará llegar a todas las Partes para su ratificación, aceptación, 
aprobación o adhesión.

4.	 Los instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación de las enmiendas o de 
adhesión a ellas se entregarán al Depositario. Las enmiendas aprobadas de conformidad 
con el párrafo 3 del presente artículo entrarán en vigor para las Partes que las hayan 
aceptado al nonagésimo día contado desde la fecha en que el Depositario haya recibido 
los instrumentos de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión de por lo menos 
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dos tercios de las Partes en la Convención, que hayan sido también Partes en ella a la 
época de la aprobación de las enmiendas.

5.	 Las enmiendas entrarán en vigor para las demás Partes al nonagésimo día contado 
desde la fecha en que hayan entregado al Depositario sus instrumentos de ratificación, 
aceptación o aprobación de las enmiendas o de adhesión a ellas.

6.	 A los fines de este artículo y del artículo 31, por “Partes presentes y votantes” se entiende 
las Partes presentes que emitan un voto afirmativo o negativo.

ART. 31. APROBACIÓN Y ENMIENDA DE LOS ANEXOS

1.	 Todo anexo adicional de la Convención y toda enmienda a un anexo serán propuestos 
y aprobados con arreglo al procedimiento de enmienda de la Convención establecido 
en el artículo 30, a condición de que, cuando se apruebe un anexo adicional de 
aplicación regional o una enmienda a cualquier anexo de aplicación regional, la 
mayoría prevista en ese artículo comprenda una mayoría de dos tercios de las Partes 
presentes y votantes de la región de que se trate. La aprobación o la enmienda de un 
anexo será comunicada por el Depositario a todas las Partes.

2.	 Todo anexo que no sea un anexo de aplicación regional, o toda enmienda a un anexo 
que no sea una enmienda a un anexo de aplicación regional, que hayan sido aprobados 
con arreglo el párrafo 1 del presente artículo, entrarán en vigor para todas las Partes en 
la Convención seis meses después de la fecha en que el Depositario haya comunicado 
a las Partes la aprobación de dicho anexo o enmienda, con excepción de las Partes que 
hayan notificado por escrito al Depositario, dentro de ese período, su no aceptación 
del anexo o de la enmienda. Para las Partes que hayan retirado su notificación de no 
aceptación, el anexo o la enmienda entrarán en vigor al nonagésimo día contado 
desde la fecha en que el Depositario haya recibido el retiro de dicha notificación.

3.	 Todo anexo adicional de aplicación regional o toda enmienda a cualquier anexo de 
aplicación regional que hayan sido aprobados con arreglo al párrafo 1 del presente 
artículo, entrarán en vigor para todas las Partes en la Convención seis meses después 
de la fecha en que el Depositario haya comunicado a las Partes la aprobación de dicho 
anexo o enmienda, con excepción de:

(a)	 las Partes que hayan notificado por escrito al Depositario, dentro de ese período de seis 
meses, su no aceptación de dicho anexo adicional de aplicación regional o enmienda 
a un anexo de aplicación regional. Para las Partes que hayan retirado su notificación de 
no aceptación, el anexo o la enmienda entrarán en vigor al nonagésimo día contado 
desde la fecha en que el Depositario haya recibido el retiro de dicha notificación; y

(b)	 las Partes que hayan hecho una declaración con respecto a los anexos adicionales de 
aplicación regional o las enmiendas a los anexos de aplicación regional, de conformidad 
con el párrafo 4 del artículo 34. En este caso, los anexos o enmiendas entrarán en 
vigor para dichas Partes al nonagésimo día contado desde la fecha en que depositen 
su instrumento de ratificación, aceptación o aprobación de los anexos o enmiendas, 
o de adhesión a ellos.
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4.	 Si la aprobación de un anexo o de una enmienda a un anexo supone enmendar la 
Convención, dicho anexo o enmienda no entrará en vigor en tanto no entre en vigor 
la enmienda a la Convención.

ART. 32. DERECHO DE VOTO

1.	 A reserva de lo dispuesto en el párrafo 2 del presente artículo, cada Parte en la 
Convención tendrá un voto.

2.	 Las organizaciones regionales de integración económica, en los asuntos de su 
competencia, ejercerán su derecho de voto con un número de votos igual al número 
de sus Estados Miembros que sean Partes en la Convención. Esas organizaciones no 
ejercerán su derecho de voto si cualquiera de sus Estados Miembros ejerce el suyo y 
viceversa.

PARTE VI 

DISPOSICIONES FINALES

ART. 33. FIRMA

La presente Convención quedará abierta a la firma de los Estados Miembros de las Naciones 
Unidas o de cualquiera de sus organismos especializados o que sean Partes en el Estatuto de 
la Corte Internacional de Justicia, y de las organizaciones regionales de integración económica, 
en París, el 14 y 15 de octubre 1994, y posteriormente en la Sede de las Naciones Unidas, en 
Nueva York, hasta el 13 de octubre 1995.

ART. 34. RATIFICACIÓN, ACEPTACIÓN, APROBACIÓN Y ADHESIÓN

1.	 La Convención estará sujeta a ratificación, aceptación, aprobación o adhesión de los 
Estados y de las organizaciones regionales de integración económica. Quedará abierta 
a la adhesión a partir del día siguiente de aquel en que la Convención quede cerrada 
a la firma. Los instrumentos de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión se 
depositarán en poder del Depositario.

2.	 Las organizaciones regionales de integración económica que pasen a ser Partes en 
la Convención sin que ninguno de sus Estados Miembros lo sea quedarán sujetas a 
todas las obligaciones que les incumban en virtud de la Convención. En el caso de 
las organizaciones que tengan uno o más Estados Miembros que sean Partes en la 
Convención, la organización de que se trate y sus Estados Miembros determinarán 
sus respectivas responsabilidades en cuanto al cumplimiento de las obligaciones 
que les incumban en virtud de la Convención. En esos casos, la organización y sus 
Estados Miembros no podrán ejercer simultáneamente los derechos conferidos por 
la Convención.
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3.	 Las organizaciones regionales de integración económica definirán en sus instrumentos 
de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión el alcance de su competencia con 
respecto a las cuestiones regidas por la Convención. Asimismo, esas organizaciones 
comunicarán sin demora cualquier modificación sustancial del alcance de su 
competencia al Depositario, quien la comunicará, a su vez, a las Partes.

4.	 En su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión cualquier Parte 
podrá declarar en relación con todo anexo adicional de aplicación regional o toda 
enmienda a un acuerdo de aplicación regional, que ellos entrarán en vigor para esa 
Parte sólo una vez que se deposite el respectivo instrumento de ratificación, aceptación, 
aprobación o adhesión.

ART. 35. DISPOSICIONES PROVISIONALES

Las funciones de la Secretaría a que se hace referencia en el artículo 23 serán desempeñadas 
a título provisional, hasta que la Conferencia de las Partes concluya su primer período de 
sesiones, por la Secretaría establecida por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su 
resolución 47/188, de 22 de diciembre de 1992.

ART. 36. ENTRADA EN VIGOR

1.	 La Convención entrará en vigor al nonagésimo día contado desde la fecha en que se 
haya depositado el quincuagésimo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación 
o adhesión.

2.	 En lo que respecta a cada Estado u organización regional de integración económica 
que ratifique, acepte o apruebe la Convención o se adhiera a ella una vez depositado 
el quincuagésimo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, 
la Convención entrará en vigor al nonagésimo día contado desde la fecha en que el 
Estado o la organización de que se trate haya depositado su instrumento de ratificación, 
aceptación, aprobación o adhesión.

3.	 A los efectos de los párrafos 1 y 2 del presente artículo, el instrumento que deposite 
una organización regional de integración económica no se considerará como adicional 
de los que hayan depositado los Estados Miembros de la organización.

ART. 37. RESERVAS

No se podrán formular reservas a la presente Convención. 

ART. 38. DENUNCIA

1.	 Cualquiera de las Partes podrá denunciar la Convención mediante notificación por 
escrito al Depositario en cualquier momento después de que hayan transcurrido tres 
años a partir de la fecha en que la Convención haya entrado en vigor para la Parte de 
que se trate.
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2.	 La denuncia surtirá efecto al cabo de un año contado desde la fecha en que el 
Depositario haya recibido la notificación correspondiente o, posteriormente, en la 
fecha que se indique en la notificación.

ART. 39. DEPOSITARIO

El Secretario General de las Naciones Unidas será el Depositario de la Convención.

ART. 40. TEXTOS AUTÉNTICOS

El original de la presente Convención, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y 
ruso son igualmente auténticos, se depositará en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas.

EN TESTIMONIO DE LO CUAL los infrascritos, debidamente autorizados al efecto, han firmado 
la presente Convención.

HECHA en París, el día diecisiete de junio de mil novecientos noventa y cuatro.

ANEXO I

ANEXO DE APLICACION REGIONAL PARA ÁFRICA

ART. 1. ALCANCE

El presente Anexo se aplica a África, en relación con cada una de las Partes y de conformidad 
con la Convención, en particular su artículo 7, a los efectos de luchar contra la desertificación 
y/o mitigar los efectos de la sequía en sus zonas áridas, semiáridas y subhúmedas secas.

ART. 2. OBJETO

A la luz de las condiciones particulares de África, el objeto del presente Anexo, en los planos 
nacional, subregional y regional de África, es el siguiente:

(a)	 determinar medidas y disposiciones, con inclusión del carácter y los procesos de 
la asistencia prestada por los países Partes desarrollados de conformidad con las 
disposiciones pertinentes de la Convención;

(b)	 proveer a una aplicación eficiente y práctica de la Convención que responda a las 
condiciones específicas de África; y

(c)	 promover procesos y actividades relacionados con la lucha contra la desertificación y/o 
la mitigación de los efectos de la sequía en las zonas áridas, semiáridas y subhúmedas 
secas de África.
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ART. 3. CONDICIONES PARTICULARES DE LA REGIÓN AFRICANA

En cumplimiento de las obligaciones contraídas en virtud de la Convención, las Partes, al aplicar 
el presente Anexo, adoptarán un criterio básico que tome en consideración las siguientes 
condiciones particulares de África:

(a)	 la gran proporción de zonas áridas, semiáridas y subhúmedas secas;
(b)	 el número considerable de países y de habitantes adversamente afectados por la 

desertificación y por la frecuencia de las sequías graves;
(c)	 el gran número de países sin litoral afectados;
(d)	 la difundida pobreza en la mayoría de los países afectados, el gran número de 

países menos adelantados que hay entre ellos, y la necesidad que tienen de un 
volumen considerable de asistencia externa, consistente en donaciones y préstamos 
en condiciones favorables, para la persecución de sus objetivos de desarrollo;

(e)	 las difíciles condiciones socioeconómicas, exacerbadas por el deterioro y las fluctuaciones 
de la relación de intercambio, el endeudamiento externo y la inestabilidad política, que 
provocan migraciones internas, regionales e internacionales;

(f)	 la gran dependencia de las poblaciones respecto de los recursos naturales para 
su subsistencia, lo cual, agravado por los efectos de las tendencias y los factores 
demográficos, una escasa base tecnológica y prácticas de producción insostenibles, 
contribuye a una grave degradación de los recursos;

(g)	 los deficientes marcos institucionales y jurídicos, la escasa base de infraestructura y la 
falta de una capacidad científica, técnica y educacional que hace que haya grandes 
necesidades de fomento de las capacidades; y

(h)	 el papel central de las actividades de lucha contra la desertificación y/o mitigación de 
los efectos de la sequía en las prioridades de desarrollo nacional de los países africanos 
afectados.

ART. 4. COMPROMISOS Y OBLIGACIONES DE LOS PAÍSES PARTES AFRICANOS

1.	 De acuerdo con sus respectivas capacidades, los países Partes africanos se comprometen 
a:

(a)	  asumir la lucha contra la desertificación y/o la mitigación de los efectos de la sequía 
como estrategia central de sus esfuerzos por erradicar la pobreza;

(b)	  promover la cooperación y la integración regionales, en un espíritu de solidaridad y 
asociación basado en el mutuo interés, en programas y actividades de lucha contra 
la desertificación y/o mitigación de los efectos de la sequía;

(c)	  racionalizar y reforzar las instituciones ya existentes que se ocupan de la desertificación 
y la sequía y hacer participar a otras instituciones existentes, según corresponda, a fin 
de incrementar su eficacia y asegurar una utilización más eficiente de los recursos;

(d)	  promover el intercambio de información sobre tecnologías apropiadas, conocimientos, 
experiencia y prácticas entre los países de la región; y

(e)	  elaborar planes de contingencia para mitigar los efectos de la sequía en las zonas 
degradadas por la desertificación y/o la sequía.

2.	 En cumplimiento de las obligaciones generales y específicas establecidas en los 
artículos 4 y 5 de la Convención, los países Partes africanos afectados procurarán:
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(a)	 asignar recursos financieros apropiados de sus presupuestos nacionales de conformidad 
con las condiciones y capacidades nacionales, que reflejen el nuevo grado de prioridad 
que atribuye África al fenómeno de la desertificación y/o la sequía;

(b)	 llevar adelante y consolidar las reformas actualmente en marcha en materia de 
descentralización, tenencia de los recursos y fomento de la participación de las 
poblaciones y comunidades locales; y

(c)	 determinar y movilizar recursos financieros nuevos y adicionales a nivel nacional e 
incrementar, como asunto de prioridad, la capacidad y los medios nacionales para 
movilizar los recursos financieros internos.

ART. 5. COMPROMISOS Y OBLIGACIONES DE LOS ESTADOS PARTES DESARROLLADOS

1.	 Al cumplir las obligaciones previstas en los artículos 4, 6 y 7 de la Convención, los 
países Partes desarrollados atribuirán prioridad a los países Partes africanos afectados 
y, en este contexto:

(a)	 los ayudarán a combatir la desertificación y/o mitigar los efectos de la sequía entre 
otras cosas proporcionándoles recursos financieros o de otra índole o facilitándoles 
el acceso a ellos y promoviendo, financiando o ayudando a financiar la transferencia 
y adaptación de tecnologías y conocimientos ambientales apropiados y el acceso 
a éstos, según lo convenido por mutuo acuerdo y de conformidad con las políticas 
nacionales, teniendo en cuenta su adopción de la estrategia de erradicar la pobreza 
como estrategia central;

(b)	 seguirán destinando recursos considerables y/o aumentarán los recursos para luchar 
contra la desertificación y/o mitigar los efectos de la sequía; y

(c)	 los ayudarán a reforzar sus capacidades para que puedan mejorar sus estructuras 
institucionales y sus capacidades científicas y técnicas, la reunión y el análisis de 
información y la labor de investigación y desarrollo a los efectos de combatir la 
desertificación y/o mitigar los efectos de la sequía.

2.	 Otros países Partes podrán facilitar en forma voluntaria tecnología, conocimientos y 
experiencia relacionados con la desertificación y/o recursos financieros a los países 
Partes africanos afectados. La cooperación internacional facilitará la transferencia de 
dichos conocimientos teóricos y prácticos y técnicas.

ART. 6. MARCO ESTRATÉGICO DE PLANIFICACIÓN DEL DESARROLLO SOSTENIBLE

1.	 Los programas de acción nacionales serán parte central e integral de un proceso más 
amplio de formulación de políticas nacionales de desarrollo sostenible en los países 
Partes africanos afectados.

2.	 Se pondrá en marcha un proceso de consulta y de participación, en que intervendrán los 
niveles de gobierno apropiados, las poblaciones y comunidades locales y organizaciones 
no gubernamentales, con el fin de impartir orientación sobre una estrategia de 
planificación flexible que permita la máxima participación de las poblaciones y 
comunidades locales. Según corresponda, podrán participar en este proceso los 
organismos bilaterales y multilaterales de asistencia, a petición de un país Parte africano 
afectado.
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ART. 7. CALENDARIO DE ELABORACIÓN DE LOS PROGRAMAS DE ACCIÓN

Hasta la entrada en vigor de la Convención los países Partes africanos, en colaboración con 
otros miembros de la comunidad internacional, según corresponda y en la medida de lo posible, 
aplicarán provisionalmente las disposiciones de la Convención relativas a la elaboración de 
programas de acción nacionales, subregionales y regionales.

ART. 8. CONTENIDO DE LOS PROGRAMAS DE ACCIÓN NACIONALES

1.	 De conformidad con lo dispuesto en el artículo 10 de la Convención, la estrategia 
general de los programas de acción nacionales hará hincapié en programas de desarrollo 
local integrado de las zonas afectadas, basados en mecanismos de participación y 
en la integración de estrategias de erradicación de la pobreza en los esfuerzos de 
lucha contra la desertificación y mitigación de los efectos de la sequía. Los programas 
tendrán por objeto reforzar la capacidad de las autoridades locales y asegurar la 
participación activa de las poblaciones, las comunidades y los grupos locales, con 
especial insistencia en la educación y la capacitación, la movilización de organizaciones 
no gubernamentales de reconocida experiencia y la consolidación de estructuras 
gubernamentales descentralizadas.

2.	 Según corresponda, los programas de acción nacionales presentarán las siguientes 
características generales:

(a)	 el aprovechamiento en su elaboración y ejecución de la experiencia de la lucha contra 
la desertificación y/o la mitigación de los efectos de la sequía, teniendo en cuenta las 
condiciones sociales, económicas y ecológicas;

(b)	 la determinación de los factores que contribuyen a la desertificación y/o la sequía 
y los recursos y medios disponibles y necesarios, y el establecimiento de políticas 
apropiadas y las medidas de reacción y disposiciones institucionales y de otra índole 
necesarias para combatir esos fenómenos y/o mitigar sus efectos; y

(c)	 el aumento de la participación de las poblaciones y comunidades locales, en particular las 
mujeres, los agricultores y los pastores, y la delegación en ellas de más responsabilidades 
de gestión.

3.	 Según corresponda, los programas de acción nacionales incluirán las siguientes 
medidas:

(a)	 medidas para mejorar el entorno económico con miras a erradicar la pobreza:
(i)	 proveer al aumento de los ingresos y las oportunidades de empleo, especialmente 

para los miembros más pobres de la comunidad, mediante:
	 la creación de mercados para los productos agropecuarios,
	 la creación de instrumentos financieros adaptados a las necesidades locales,
	 el fomento de la diversificación en la agricultura y la creación de empresas agrícolas, 

y
	 el desarrollo de actividades económicas para agrícolas y no agrícolas;

(ii)	 mejorar las perspectivas a largo plazo de las economías rurales mediante:
	 la creación de incentivos para las inversiones productivas y posibilidades de acceso a 

los medios de producción, y



528

Legislación Ambiental - El Salvador 2021

	 la adopción de políticas de precios y tributarias y de prácticas comerciales que 
promuevan el crecimiento;

(iii)	 adopción y aplicación de políticas de población y migración para reducir la presión 
demográfica sobre las tierras; y

(iv)	 promoción de los cultivos resistentes a la sequía y de los sistemas de cultivo de secano 
integrados con fines de seguridad alimentaria;

(b)	 medidas para conservar los recursos naturales:
(i)	 velar por una gestión integrada y sostenible de los recursos naturales, que abarque:
	 las tierras agrícolas y de pastoreo,
	 la cubierta vegetal y la flora y fauna silvestres,
	 los bosques,
	 los recursos hídricos y su conservación, y
	 la diversidad biológica;
(ii)	 impartir capacitación en las técnicas relacionadas con la gestión sostenible de los 

recursos naturales, reforzar las campañas de sensibilización y educación ambiental y 
difundir conocimientos al respecto; y

(iii)	 velar por el desarrollo y la utilización eficiente de diversas fuentes de energía, la 
promoción de fuentes sustitutivas de energía, en particular la energía solar, la energía 
eólica y el biogás, y adoptar disposiciones concretas para la transferencia, la adquisición 
y la adaptación de la tecnología pertinente a fin de aliviar las presiones a que están 
sometidos los recursos naturales frágiles;

(c)	 medidas para mejorar la organización institucional:

(i)	 determinar las funciones y responsabilidades de la administración central y de las 
autoridades locales en el marco de una política de planificación del uso de la tierra,

(ii)	 promover una política de descentralización activa por la que se delegue en las 
autoridades locales las responsabilidades de gestión y adopción de decisiones, y 
estimular la iniciativa y la responsabilidad de las comunidades locales y la creación de 
estructuras locales, y

(iii)	 introducir los ajustes necesarios en el marco institucional y regulador de la gestión 
de los recursos naturales para garantizar la seguridad de tenencia de la tierra a las 
poblaciones locales;

(d)	 medidas para mejorar el conocimiento de la desertificación:
(i)	 promover la investigación y la reunión, el tratamiento y el intercambio de información 

sobre los aspectos científicos, técnicos y socioeconómicos de la desertificación,
(ii)	 fomentar la capacidad nacional de investigación, así como de reunión, tratamiento, 

intercambio y análisis de la información para lograr que los fenómenos se comprendan 
mejor y que los resultados del análisis se plasmen en operaciones concretas, y

(iii)	 promover el estudio a mediano y largo plazo de:
	 las tendencias socioeconómicas y culturales en las zonas afectadas,
	 las tendencias cualitativas y cuantitativas de los recursos naturales, y
	 la interacción del clima y la desertificación; y
(e)	 medidas para vigilar y calibrar los efectos de la sequía:
(i)	 elaborar estrategias para calibrar los efectos de las variaciones climáticas naturales 

sobre la sequía y la desertificación a nivel regional y/o utilizar los pronósticos de las 
variaciones climáticas en escalas de tiempo estacionales o interanuales en los esfuerzos 
por mitigar los efectos de la sequía,
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(ii)	 mejorar los sistemas de alerta temprana y la capacidad de reacción, velar por la 
administración eficiente del socorro de emergencia y la ayuda alimentaria y perfeccionar 
los sistemas de abastecimiento y distribución de alimentos, los programas de protección 
del ganado, las obras públicas y los medios de subsistencia para las zonas propensas 
a la sequía, y

(iii)	 vigilar y calibrar la degradación ecológica para facilitar información fidedigna y oportuna 
sobre ese proceso y la dinámica de la degradación de los recursos a fin de facilitar la 
adopción de mejores políticas y medidas de reacción.

ART. 9. ELABORACIÓN DE LOS PROGRAMAS DE ACCIÓN NACIONALES E INDICADORES 
PARA LA EJECUCIÓN Y EVALUACIÓN

Cada uno de los países Partes africanos afectados designará a un órgano apropiado de 
coordinación nacional para que desempeñe una función catalizadora en la elaboración, 
ejecución y evaluación de su programa de acción nacional. Este órgano de coordinación, de 
conformidad con el artículo 3 y según corresponda:

(a)	  determinará y examinará medidas, comenzando por un proceso de consulta a nivel local 
en que participen las poblaciones y comunidades locales y cooperen las administraciones 
locales, los países Partes donantes y organizaciones intergubernamentales y no 
gubernamentales, sobre la base de consultas iniciales de los interesados a nivel nacional;

(b)	 determinará y analizará las limitaciones, necesidades e insuficiencias que afecten al 
desarrollo y la utilización sostenible de la tierra y recomendará medidas prácticas 
para evitar la duplicación de esfuerzos sacando el máximo partido de las actividades 
pertinentes en curso y promover la aplicación de los resultados;

(c)	 facilitará, programará y formulará actividades de proyectos basadas en criterios 
interactivos y flexibles para asegurar la participación activa de las poblaciones de 
las zonas afectadas y reducir al mínimo los efectos adversos de esas actividades, y 
determinará las necesidades de asistencia financiera y cooperación técnica estableciendo 
un orden de prioridades entre ellas;

(d)	  establecerá indicadores pertinentes que sean cuantificables y fácilmente verificables 
para asegurar el examen preliminar y evaluación de los programas de acción nacionales, 
que comprendan medidas a corto, mediano y largo plazo, y de la ejecución de esos 
programas de acción nacionales convenidos; y

(e)	 preparará informes sobre los progresos realizados en la ejecución de los programas 
de acción nacionales.

ART. 10. MARCO INSTITUCIONAL DE LOS PROGRAMAS DE ACCIÓN SUBREGIONALES

1.	 De conformidad con el artículo 4 de la Convención, los países Partes africanos 
cooperarán en la elaboración y ejecución de los programas de acción subregionales 
para África central, oriental, septentrional, meridional y occidental. A ese efecto, podrán 
delegar en las organizaciones intergubernamentales competentes las responsabilidades 
siguientes:

(a)	 servir de centros de coordinación de las actividades preparatorias y coordinar la 
ejecución de los programas de acción subregionales;
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(b)	 prestar asistencia para la elaboración y ejecución de los programas de acción nacionales;
(c)	 facilitar el intercambio de información, experiencia y conocimientos y prestar 

asesoramiento para la revisión de la legislación nacional; y
(d)	 toda otra responsabilidad relacionada con la ejecución de los programas de acción 

subregionales.

2.	 Las instituciones subregionales especializadas podrán prestar su apoyo, previa solicitud, 
y podrá encomendárseles a éstas la responsabilidad de coordinar las actividades en 
sus respectivas esferas de competencia.

ART. 11. CONTENIDO Y ELABORACIÓN DE LOS PROGRAMAS DE ACCIÓN SUBREGIONALES

Los programas de acción subregionales se centrarán en las cuestiones que más se presten para 
ser abordadas a nivel subregional. Los programas de acción subregionales establecerán, donde 
sea necesario, mecanismos para la gestión de los recursos naturales compartidos. Además, tales 
mecanismos se ocuparán eficazmente de los problemas transfronterizos relacionados con la 
desertificación y la sequía y prestarán apoyo para la ejecución concertada de los programas 
de acción nacionales. Las esferas prioritarias de los programas de acción subregionales se 
centrarán, según corresponda, en lo siguiente:

(a)	 programas conjuntos para la gestión sostenible de los recursos naturales transfronterizos 
a través de mecanismos bilaterales y multilaterales, según corresponda;

(b)	 la coordinación de programas para el desarrollo de fuentes de energía sustitutivas;
(c)	 la cooperación en el manejo y el control de las plagas y enfermedades de plantas y 

animales;
(d)	 las actividades de fomento de las capacidades, educación y sensibilización que más 

se presten para ser realizadas o apoyadas a nivel subregional;
(e)	 la cooperación científica y técnica, particularmente en materia de climatología, 

meteorología e hidrología, con inclusión de la creación de redes para la reunión y 
evaluación de datos, el intercambio de información y la vigilancia de proyectos, así 
como la coordinación de actividades de investigación y desarrollo y la fijación de 
prioridades para éstas;

(f)	 los sistemas de alerta temprana y la planificación conjunta para mitigar los efectos de 
la sequía, con inclusión de medidas para abordar los problemas ocasionados por las 
migraciones inducidas por factores ambientales;

(g)	 la búsqueda de medios para intercambiar experiencia, particularmente en relación 
con la participación de las poblaciones y comunidades locales, y la creación de un 
entorno favorable al mejoramiento de la gestión del uso de la tierra y la utilización de 
tecnologías apropiadas;

(h)	 el fomento de la capacidad de las organizaciones subregionales para coordinar y 
prestar servicios técnicos y el establecimiento, la reorientación y el fortalecimiento 
de los centros e instituciones subregionales; y

(i)	    la formulación de políticas en esferas que, como el comercio, repercuten en las zonas 
y poblaciones afectadas, incluso políticas para coordinar los regímenes regionales de 
comercialización y para crear una infraestructura común.
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ART. 12. MARCO INSTITUCIONAL DEL PROGRAMA DE ACCIÓN REGIONAL

1.	 De conformidad con el artículo 11 de la Convención, los países Partes africanos 
determinarán conjuntamente los procedimientos para elaborar y aplicar el programa 
de acción regional.

2.	 Las Partes podrán prestar el apoyo necesario a las instituciones y organizaciones 
regionales pertinentes de África para que estén en condiciones de cumplir las 
responsabilidades que les atribuye la Convención.

ART. 13. CONTENIDO DEL PROGRAMA DE ACCIÓN REGIONAL

El programa de acción regional contendrá medidas relacionadas con la lucha contra la 
desertificación y/o la mitigación de los efectos de la sequía en las siguientes esferas prioritarias, 
según corresponda:

(a)	  desarrollo de una cooperación regional y coordinación de los programas de acción 
subregionales para crear consenso a nivel regional sobre las esferas normativas 
principales, incluso mediante la celebración de consultas periódicas entre las 
organizaciones subregionales;

(b)	 fomento de la capacidad con respecto a las actividades más indicadas para la ejecución 
a nivel regional;

(c)	 la búsqueda de soluciones en conjunto con la comunidad internacional para las 
cuestiones económicas y sociales de carácter mundial que repercuten en las zonas 
afectadas, teniendo en cuenta el inciso (b) del párrafo 2 del artículo 4 de la Convención;

(d)	 promoción del intercambio de información, técnicas apropiadas, conocimientos técnicos 
y experiencia pertinente entre los países Partes afectados de África y sus subregiones 
y con otras regiones afectadas; fomento de la cooperación científica y tecnológica, 
particularmente en materia de climatología, meteorología, hidrología y fuentes de 
energía sustitutivas; coordinación de las actividades de investigación subregionales y 
regionales; y determinación de las prioridades regionales en materia de investigación 
y desarrollo;

(e)	 coordinación de redes para la observación sistemática y la evaluación y el intercambio 
de información, e integración de esas redes en redes mundiales; y

(f)	  coordinación y fortalecimiento de los sistemas de alerta temprana y los planes 
subregionales y regionales para hacer frente a las contingencias de la sequía.

ART. 14. RECURSOS FINANCIEROS

1.	 De conformidad con el artículo 20 de la Convención y con el párrafo 2 del artículo 4, los 
países Partes afectados de África procurarán crear un marco macroeconómico propicio 
a la movilización de recursos financieros y establecerán políticas y procedimientos 
para encauzar mejor los recursos hacia los programas de desarrollo local, incluso por 
vía de organizaciones no gubernamentales, según corresponda.

2.	 Con arreglo a los párrafos 4 y 5 del artículo 21 de la Convención, las Partes convienen 
en establecer un inventario de las fuentes de financiación a los niveles nacional, 
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subregional, regional e internacional para velar por la utilización racional de los 
recursos existentes y determinar las insuficiencias en la asignación de los recursos a 
fin de facilitar la ejecución de los programas de acción. El inventario será revisado y 
actualizado periódicamente.

3.	 De conformidad con el artículo 7 de la Convención, los países Partes desarrollados 
seguirán asignando considerables recursos o incrementarán los recursos destinados 
a los países Partes afectados de África así como otras formas de asistencia sobre la 
base de los acuerdos y arreglos de asociación a que se refiere el artículo 18, prestando 
la debida atención, entre otras cosas, a las cuestiones relacionadas con la deuda, el 
comercio internacional y los sistemas de comercialización, según lo dispuesto en el 
inciso b), del párrafo 2 del artículo 4 de la Convención.

ART. 15. MECANISMOS FINANCIEROS

1.	 De conformidad con lo dispuesto en el artículo 7 de la Convención, en que se estipula 
que se concederá prioridad a los países Partes afectados de África, y tomando en 
consideración la situación particular imperante en esa región, las Partes prestarán una 
atención especial a la aplicación en África de las disposiciones de los incisos (d) y (e) 
del párrafo 1 del artículo 21 de la Convención y, en particular:

(a)	 a facilitar el establecimiento de mecanismos, como fondos nacionales de lucha contra 
la desertificación, a fin de canalizar recursos financieros para acciones a nivel local; y

(b)	 a reforzar los fondos y los mecanismos financieros existentes a nivel subregional y 
regional.

2.	 De conformidad con los artículos 20 y 21 de la Convención, las Partes que también 
sean miembros de los órganos directivos de instituciones financieras regionales y 
subregionales pertinentes, comprendidos el Banco Africano de Desarrollo y el Fondo 
Africano de Desarrollo, realizarán esfuerzos para que se conceda la debida prioridad 
y atención a las actividades de esas instituciones que promuevan la aplicación del 
presente anexo.

3.	 Las Partes racionalizarán, en la medida de lo posible, los procedimientos para canalizar 
recursos financieros hacia los países Partes africanos afectados.

ART. 16. ASISTENCIA Y COOPERACIÓN TÉCNICAS

Las Partes se comprometen, de conformidad con sus respectivas capacidades, a racionalizar 
la asistencia técnica prestada a los países Partes africanos y la cooperación con ellos a fin de 
aumentar la eficacia de los proyectos y programas, entre otras cosas, mediante:

(a)	 la reducción del costo de las medidas de apoyo y auxilio, especialmente de los gastos 
de administración; en cualquier caso, tales gastos representarán sólo un pequeño 
porcentaje del costo total de cada proyecto a fin de asegurar la máxima eficiencia de 
los proyectos;
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(b)	 la asignación de prioridad a la utilización de expertos nacionales competentes o, 
cuando sea necesario, de expertos competentes de la subregión o de la región para la 
formulación, preparación y ejecución de los proyectos y para la creación de capacidad 
local allí donde se carezca de ella; y

(c)	 la administración, coordinación y utilización eficientes de la asistencia técnica que se 
preste.

ART. 17. TRANSFERENCIA, ADQUISICIÓN, ADAPTACIÓN DE TECNOLOGÍA AMBIENTALMENTE 
IDÓNEA Y ACCESO A ÉSTA

Al aplicar el artículo 18 de la Convención relativo a la transferencia, adquisición, adaptación 
y desarrollo de tecnología, las Partes se comprometen a dar prioridad a los países Partes 
africanos y, si es necesario, desarrollar nuevos modelos de asociación y cooperación con 
ellos a fin de reforzar sus capacidades en materia de investigación científica y desarrollo y de 
reunión y difusión de información para que puedan aplicar sus estrategias de lucha contra la 
desertificación y mitigación de los efectos de la sequía.

ART. 18. ACUERDOS DE COORDINACIÓN Y ASOCIACIÓN

1.	 Los países Partes africanos coordinarán la preparación, negociación y ejecución de los 
programas de acción nacionales, subregionales y regionales. Podrán hacer participar, 
según corresponda, a otras Partes y a las organizaciones intergubernamentales y no 
gubernamentales pertinentes en el proceso.

2.	 El objetivo de dicha coordinación será asegurar que la cooperación financiera y 
técnica sea consecuente con la Convención y proveer a la necesaria continuidad en 
la utilización y administración de los recursos.

3.	 Los países Partes africanos organizarán procesos de consulta a los niveles nacional, 
subregional y regional. Esos procesos de consulta podrán:

(a)	 servir de foro para negociar y concertar acuerdos de asociación basados en dichos 
programas nacionales, subregionales y regionales; y

(b)	 especificar la contribución de los países Partes africanos y otros miembros de los 
grupos consultivos a los programas y establecer prioridades y acuerdos respecto de 
los indicadores para la ejecución y la evaluación, así como disposiciones financieras 
para la ejecución.

4.	 La Secretaría Permanente, a petición de los países Partes africanos y de conformidad 
con el artículo 23 de la Convención, podrá facilitar la convocación de tales procesos 
consultivos:

(a)	 asesorando sobre la organización de acuerdos consultivos eficaces, aprovechando 
de la experiencia de otros acuerdos del mismo tipo;

(b)	 facilitando información a organismos bilaterales y multilaterales pertinentes acerca de 
reuniones o procesos de consulta, e incitándoles a participar en ellos activamente; y

(c)	 facilitando cualquier otra información pertinente para la realización o mejora de 
acuerdos consultivos.

5.	 Los órganos de coordinación subregionales y regionales, entre otras cosas:
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(a)	 recomendarán la introducción de ajustes apropiados en los acuerdos de asociación;
(b)	 vigilarán y evaluarán la ejecución de los programas subregionales y regionales convenidos 

e informarán al respecto; y
(c)	 procurarán asegurar una comunicación y cooperación eficientes entre los países Partes 

africanos.

6.	 La participación en los grupos consultivos estará abierta, según corresponda, a los 
gobiernos, los grupos y donantes interesados, los órganos, fondos y programas 
pertinentes del sistema de las Naciones Unidas, las organizaciones subregionales y 
regionales pertinentes y los representantes de las organizaciones no gubernamentales 
pertinentes. Los participantes en cada grupo consultivo determinarán las modalidades 
de su gestión y funcionamiento.

7.	 De conformidad con el artículo 14 de la Convención, se alienta a los países Partes 
desarrollados a que entablen, por su propia iniciativa, un proceso oficioso de consulta 
y coordinación entre ellos a los niveles nacional, subregional y regional, y a que 
participen, previa solicitud de un país Parte africano afectado o de una organización 
subregional o regional apropiada, en un proceso de consulta nacional, subregional o 
regional que permita evaluar y atender las necesidades de asistencia a fin de facilitar 
la ejecución.

ART. 19. DISPOSICIONES DE SEGUIMIENTO

Del seguimiento de las disposiciones del presente Anexo se encargarán los países Partes africanos, 
de conformidad con los artículos pertinentes de la Convención, de la siguiente manera:

(a)	 en el plano nacional, por vía de un mecanismo cuya composición será determinada 
por cada uno de los países Partes africanos afectados. Este mecanismo contará con 
la participación de representantes de las comunidades locales y funcionará bajo la 
supervisión del órgano nacional de coordinación a que se refiere el artículo 9;

(b)	 en el plano subregional, por vía de un comité consultivo científico y técnico de 
carácter multidisciplinario cuya composición y modalidades de funcionamiento serán 
determinadas por los países Partes africanos de la subregión la subregión de que se 
trate; y,

(c)	 en el plano regional, por vía de mecanismos determinados conforme a las disposiciones 
pertinentes del Tratado por el que se establece la Comunidad Económica Africana y 
por medio de un Comité Asesor Científico y Tecnológico para África.

ANEXO II

ANEXO DE APLICACIÓN REGIONAL PARA ASIA

ART. 1. OBJETO

El objeto del presente anexo es señalar directrices y disposiciones para la aplicación efectiva 
de la Convención en los países Partes afectados de la región de Asia a la luz de las condiciones 
particulares de esa región.
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ART. 2. CONDICIONES PARTICULARES DE LA REGIÓN DE ASIA

En el cumplimiento de las obligaciones contraídas en virtud de la Convención, las Partes 
deberán tener en cuenta, según corresponda, las siguientes condiciones particulares, que son 
pertinentes en distinto grado a los países Partes afectados de la región:

(a)	 la gran proporción de zonas de sus territorios afectadas por la desertificación y la 
sequía o vulnerables a ellas y la enorme diversidad de esas zonas en lo que respecta 
al clima, la topografía, el uso de la tierra y los sistemas socioeconómicos;

(b)	 la fuerte presión sobre los recursos naturales como medios de subsistencia;
(c)	 la existencia de sistemas de producción directamente relacionados con la pobreza 

generalizada, que provocan la degradación de las tierras y ejercen presión sobre los 
escasos recursos hídricos;

(d)	 la importante repercusión en esos países de la situación de la economía mundial y de 
problemas sociales como la pobreza, las deficientes condiciones de salud y nutrición, 
la falta de seguridad alimentaria, la migración, el desplazamiento de personas y la 
dinámica demográfica;

(e)	 el hecho de que sus capacidades y sus estructuras institucionales, aunque se están 
ampliando todavía son insuficientes para hacer frente a los problemas de la desertificación 
y la sequía en el plano nacional; y

(f)	 su necesidad de una cooperación internacional para lograr objetivos de desarrollo 
sostenible relacionados con la lucha contra la desertificación y la mitigación de los 
efectos de la sequía.

ART. 3. MARCO DE LOS PROGRAMAS DE ACCIÓN NACIONALES

1.	 Los programas de acción nacionales serán parte integrante de políticas nacionales 
más amplias para el desarrollo sostenible de los países Partes afectados de la región.

2.	 Los países Partes afectados elaborarán los programas de acción nacionales que sean 
convenientes de conformidad con los artículos 9 a 11 de la Convención, prestando 
especial atención al inciso f) del párrafo 2 del artículo 10. En ese proceso podrán 
participar a petición del país Parte afectado de que se trate, organismos de cooperación 
bilaterales y multilaterales, según corresponda.

ART. 4. PROGRAMAS DE ACCIÓN NACIONALES

1.	 Al preparar y aplicar sus programas de acción nacionales los países Partes afectados 
de la región, de conformidad con sus respectivas circunstancias y políticas, podrán 
adoptar, entre otras, las siguientes medidas que consideren apropiadas:

(a)	 designar órganos apropiados que se encarguen de la preparación, coordinación y 
aplicación de sus programas de acción;

(b)	 hacer que las poblaciones afectadas, inclusive las comunidades locales, participen en 
la elaboración, coordinación y aplicación de sus programas de acción mediante un 
proceso consultivo realizado localmente, en cooperación con las autoridades locales 
y las organizaciones nacionales y no gubernamentales pertinentes;

(c)	 estudiar el estado del medio ambiente en las zonas afectadas para evaluar las causas 
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y las consecuencias de la desertificación y determinar las zonas prioritarias de acción;
(d)	 evaluar, con la participación de las poblaciones afectadas, los programas ya aplicados 

y los que se estén aplicando en materia de lucha contra la desertificación y mitigación 
de los efectos de la sequía, para diseñar una estrategia y señalar las actividades de sus 
programas de acción;

(e)	 preparar programas técnicos y financieros sobre la base de la información obtenida 
como resultado de las actividades indicadas en los incisos (a) a (d);

(f)	 elaborar y aplicar procedimientos y modelos para evaluar la ejecución de sus programas 
de acción;

(g)	 promover la gestión integrada de las cuencas hidrográficas, la conservación de los 
recursos de suelos y el mejoramiento y uso racional de los recursos hídricos;

(h)	 el establecimiento y/o fortalecimiento de sistemas de información, evaluación y 
seguimiento, así como sistemas de alerta temprana, en las regiones propensas a 
la desertificación y la sequía, teniendo en cuenta los factores climatológicos, 
meteorológicos, hidrológicos, biológicos y otros factores pertinentes; y

(i)	 adoptar, en un espíritu de asociación y cuando se trate de la cooperación internacional, 
incluida la asistencia financiera y técnica, disposiciones apropiadas en apoyo de sus 
programas de acción.

2.	 De conformidad con el artículo 10 de la Convención, la estrategia general de los 
programas nacionales hará hincapié en los programas integrados de desarrollo local 
para las zonas afectadas, basados en mecanismos de participación y en la integración 
de las estrategias de erradicación de la pobreza en los esfuerzos de lucha contra la 
desertificación y mitigación de los efectos de la sequía. Las medidas sectoriales de 
los programas de acción deberán agruparse con arreglo a criterios prioritarios que 
tengan en cuenta la gran diversidad de las zonas afectadas de la región a que se hace 
referencia en el inciso (a) del artículo 2.

ART. 5. PROGRAMAS DE ACCIÓN SUBREGIONALES Y CONJUNTOS

1.	 De conformidad con el artículo 11 de la Convención, los países Partes afectados de 
Asia podrán decidir por mutuo acuerdo celebrar consultas y cooperar con otras Partes, 
según corresponda, con miras a preparar y ejecutar programas de acción subregionales 
o conjuntos, según corresponda, a fin de complementar los programas de acción 
nacionales y promover su eficiencia. En cualquier caso, las Partes pertinentes podrán 
decidir de común acuerdo confiar a organizaciones subregionales, de carácter bilateral 
o nacional, o a instituciones especializadas, la responsabilidad de preparar, coordinar y 
ejecutar los programas. Esas organizaciones o instituciones también podrán servir de 
centros de acción para promover y coordinar las medidas aplicadas de conformidad 
con los artículos 16 a 18 de la Convención.

2.	 Al preparar y aplicar programas de acción subregionales o conjuntos, los países 
Partes afectados de la región podrán adoptar, entre otras, las siguientes medidas que 
consideren apropiadas:

(a)	 identificar, en cooperación con instituciones nacionales, las prioridades en materia de 
lucha contra la desertificación y mitigación de la sequía que puedan atenderse más 
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fácilmente con esos programas, así como las actividades pertinentes que puedan 
llevarse a cabo de modo eficaz mediante los mismos;

(b)	 evaluar las capacidades operacionales y actividades operacionales de las instituciones 
regionales, subregionales y nacionales pertinentes;

(c)	 evaluar los programas existentes relativos a la desertificación y la sequía de todas las 
Partes de la región o subregión o de algunas de ellas, y su relación con los programas 
nacionales; y

(d)	 adoptar, en un espíritu de asociación y cuando se trate de la cooperación internacional, 
incluidos los recursos financieros y técnicos, medidas bilaterales y/o multilaterales 
apropiadas en apoyo de los programas.

3.	 Los programas de acción subregionales o conjuntos podrán incluir programas conjuntos 
convenidos para la ordenación sostenible de los recursos naturales transfronterizos que 
guarden relación con la desertificación y la sequía, prioridades para la coordinación 
así como otras actividades en las esferas del fomento de la capacidad, la cooperación 
científica y técnica, en particular sistemas de alerta temprana de sequías y intercambio de 
información, y los medios de fortalecer las organizaciones o instituciones subregionales 
pertinentes.

ART. 6. ACTIVIDADES REGIONALES

Las actividades regionales encaminadas a reforzar los programas de acción subregionales 
o conjuntos podrán incluir, entre otras cosas, medidas para fortalecer las instituciones y 
mecanismos de coordinación y cooperación a nivel nacional, subregional y regional, y promover 
la aplicación de los artículos 16 a 19 de la Convención. Esas actividades podrán incluir:

(a)	 la promoción y el fortalecimiento de redes de cooperación técnica;
(b)	 la elaboración de inventarios de tecnologías, conocimientos, experiencia y prácticas, 

así como de tecnologías y experiencia tradicionales y locales, y el fomento de su 
divulgación y utilización;

(c)	 la evaluación de las necesidades en materia de transferencia de tecnología y el fomento 
de la adaptación y utilización de esas tecnologías; y

(d)	 la promoción de programas de sensibilización del público y el fomento de la capacidad 
a todos los niveles, el fortalecimiento de la capacitación, la investigación y el desarrollo 
así como la aplicación de sistemas para el desarrollo de los recursos humanos.

ART. 7. RECURSOS Y MECANISMOS FINANCIEROS

1.	 Dada la importancia que tiene combatir la desertificación y mitigar los efectos de la 
sequía en la región asiática, las Partes promoverán la movilización de considerables 
recursos financieros y la disponibilidad de mecanismos financieros, de conformidad 
con los artículos 20 y 21 de la Convención.

2.	 De conformidad con la Convención y sobre la base del mecanismo de coordinación 
previsto en el artículo 8, así como de acuerdo con sus políticas nacionales de desarrollo, 
los países Partes afectados de la región deberán, individual o conjuntamente:

(a)	  adoptar medidas para racionalizar y reforzar los mecanismos de financiación a través 
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de inversiones públicas y privadas, con objeto de lograr resultados concretos en la 
lucha contra la desertificación y la mitigación de los efectos de la sequía;

(b)	  identificar los requisitos en materia de cooperación internacional en apoyo de esfuerzos 
nacionales, especialmente financieros, técnicos y tecnológicos; y

(c)	  promover la participación de instituciones bilaterales o multilaterales de cooperación 
financiera a fin de asegurar la aplicación de la Convención.

3.	 Las Partes racionalizarán en toda la medida de lo posible los procedimientos destinados 
a canalizar fondos a los países Partes afectados de la región.

ART. 8. MECANISMOS DE COOPERACIÓN Y COORDINACIÓN

1.	 Los países Partes afectados, por conducto de los órganos pertinentes designados de 
conformidad con el inciso (a) del párrafo 1 del artículo 4 y otras Partes de la región 
podrán, según corresponda, establecer un mecanismo con el propósito, entre otras 
cosas, de:

(a)	 intercambiar información, experiencia, conocimientos y prácticas;
(b)	 cooperar y coordinar medidas, incluidos los arreglos bilaterales y multilaterales, a nivel 

subregional y regional;
(c)	 promover la cooperación científica, técnica, tecnológica y financiera, de conformidad 

con los artículos 5 a 7;
(d)	 identificar las necesidades en materia de cooperación exterior; y
(e)	 adoptar disposiciones para el seguimiento y la evaluación de los programas de acción.

2.	 Los países Partes afectados, por conducto de los órganos pertinentes designados de 
conformidad con el inciso (a) del párrafo 1 del artículo 4, y otras Partes de la región 
podrán también, según corresponda, aplicar un proceso de consulta y coordinación 
en lo que respecta a los programas de acción nacionales, subregionales y conjuntos. 
En su caso, esas Partes podrán requerir la participación en ese proceso de otras 
Partes y de organizaciones intergubernamentales y no gubernamentales pertinentes. 
Entre otras cosas, esa coordinación estará encaminada a lograr acuerdo sobre las 
oportunidades de cooperación internacional de conformidad con los artículos 20 y 
21 de la Convención, fomentar la cooperación técnica y canalizar los recursos para 
que se utilicen eficazmente.

3.	 Los países Partes afectados de la región celebrarán reuniones periódicas de coordinación 
cuya convocación podrá ser facilitada por la Secretaría Permanente, de conformidad 
con el artículo 23 del Convenio, si así se le solicita:

(a)	 asesorando sobre la organización de arreglos eficaces de coordinación basados en la 
experiencia adquirida con otros arreglos similares;

(b)	 facilitando información a instituciones bilaterales y multilaterales pertinentes sobre 
reuniones de coordinación e incitándolas a que participen activamente en ellas; y

(c)	 facilitando cualquier otra información pertinente para el establecimiento o mejora de 
procesos de coordinación.
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ANEXO III

ANEXO DE APLICACIÓN REGIONAL PARA AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE

ART. 1. OBJETO

El objeto del presente anexo es señalar las líneas generales para la aplicación de la Convención 
en la región de América Latina y el Caribe, a la luz de las condiciones particulares de la región.

ART. 2. CONDICIONES PARTICULARES DE LA REGIÓN DE AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE

De conformidad con las disposiciones de la Convención, las Partes deberán tomar en 
consideración las siguientes características específicas de la región:

(a)	 la existencia de extensas áreas vulnerables, severamente afectadas por la desertificación 
y/o la sequía, en las que se observan características heterogéneas dependiendo del área 
en que se produzcan. Este proceso acumulativo y creciente repercute negativamente 
en los aspectos sociales, culturales, económicos y ambientales, y su gravedad se 
acentúa debido a que en la región se encuentra una de las mayores reservas mundiales 
de diversidad biológica;

(b)	 la frecuente aplicación en las zonas afectadas de modelos de desarrollo no sostenibles 
como resultado de la compleja interacción de factores físicos, biológicos, políticos, 
sociales, culturales y económicos, incluidos algunos factores económicos internacionales 
como el endeudamiento externo, el deterioro de la relación de intercambio y las 
prácticas comerciales que distorsionan los mercados internacionales de productos 
agrícolas, pesqueros y forestales; y,

(c)	 la severa reducción de la productividad de los ecosistemas, que es la principal 
consecuencia de la desertificación y la sequía y que se expresa en la disminución de 
los rendimientos agrícolas, pecuarios y forestales, así como en la pérdida de la diversidad 
biológica. Desde el punto de vista social, se generan procesos de empobrecimiento, 
migración, desplazamientos internos y deterioro de la calidad de vida de la población; 
por lo tanto, la región deberá enfrentar de manera integral los problemas de la 
desertificación y la sequía, promoviendo modelos de desarrollo sostenibles, acordes 
con la realidad ambiental, económica y social de cada país.

ART. 3. PROGRAMAS DE ACCIÓN

1.	 De conformidad con la Convención, en particular los artículos 9 a 11, y de acuerdo a su 
política de desarrollo nacional, los países Partes afectados de la región deberán, según 
corresponda, preparar y ejecutar programas de acción nacionales para combatir la 
desertificación y mitigar los efectos de la sequía, como parte integrante de sus políticas 
nacionales de desarrollo sostenible. Los programas subregionales y regionales podrán 
ser preparados y ejecutados en la medida de los requerimientos de la región.

2.	 Al preparar sus programas de acción nacionales los países Partes afectados de la región 
prestarán especial atención a lo dispuesto en el inciso (f) del párrafo 2 del artículo 10 
de la Convención.
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ART. 4. CONTENIDO DE LOS PROGRAMAS DE ACCIÓN NACIONALES

En función de sus respectivas situaciones y de conformidad con el artículo 5 de la Convención, 
los países Partes afectados de la región podrán tener en cuenta las siguientes áreas temáticas 
en su estrategia de lucha contra la desertificación y mitigación de los efectos de la sequía:

(a)	 aumento de las capacidades, la educación y la concientización pública, la cooperación 
técnica, científica y tecnológica, así como los recursos y mecanismos financieros;

(b)	 erradicación de la pobreza y mejoramiento de la calidad de vida humana;
(c)	 logro de la seguridad alimentaria y desarrollo sostenible de actividades agrícolas, 

pecuarias, forestales y de fines múltiples;
(d)	 gestión sostenible de los recursos naturales, en particular el manejo racional de las 

cuencas hidrográficas;
(e)	 gestión sostenible de los recursos naturales en zonas de altura;
(f)	 manejo racional y conservación de los recursos de suelo y aprovechamiento y uso 

eficiente de los recursos hídricos;
(g)	 formulación y aplicación de planes de emergencia para mitigar los efectos de la sequía;
(h)	 establecimiento y/o fortalecimiento de sistemas de información, evaluación y 

seguimiento y de alerta temprana en las regiones propensas a la desertificación y la 
sequía, teniendo en cuenta los aspectos climatológicos, meteorológicos, hidrológicos, 
biológicos, edafológicos, económicos y sociales;

(i)	 desarrollo, aprovechamiento y utilización eficiente de otras fuentes de energía, incluida 
la promoción de fuentes sustitutivas;

(j)	 conservación y utilización sostenible de la biodiversidad, de conformidad con las 
disposiciones de la Convención sobre la Diversidad Biológica;

(k)	 aspectos demográficos interrelacionados con los procesos de desertificación y sequía; 
y

(l)	 establecimiento o fortalecimiento de marcos institucionales y jurídicos que permitan 
la aplicación de la Convención, contemplando, entre otros, la descentralización de las 
estructuras y funciones administrativas que guarden relación con la desertificación y 
la sequía, asegurando la participación de las comunidades afectadas y de la sociedad 
en general.

ART. 5. COOPERACIÓN TÉCNICA, CIENTÍFICA Y TECNOLÓGICA

De conformidad con la Convención, en particular los artículos 16 a 18, y en el marco del 
mecanismo de coordinación previsto en el artículo 7 de este anexo, los países Partes afectados 
de la región, individual o conjuntamente:

(a)	 promoverán el fortalecimiento de las redes de cooperación técnica y de sistemas de 
información nacionales, subregionales y regionales, así como su integración a fuentes 
mundiales de información;

(b)	 elaborarán un inventario de tecnologías disponibles y conocimientos, promoviendo 
su difusión y aplicación;

(c)	 fomentarán la utilización de las tecnologías, los conocimientos, la experiencia y las 
prácticas tradicionales de conformidad con lo dispuesto en el inciso b) del párrafo 2 
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del artículo 18 de la Convención;
(d)	 determinarán los requerimientos de transferencia de tecnología; y
(e)	 promoverán el desarrollo, la adaptación, la adopción y la transferencia de tecnologías 

existentes y de nuevas tecnologías ambientalmente racionales.

ART. 6. RECURSOS Y MECANISMOS FINANCIEROS

De conformidad con la Convención, en particular los artículos 20 y 21, y de acuerdo a su 
política de desarrollo nacional, en el marco del mecanismo de coordinación previsto en el 
artículo 7 de este anexo los países Partes afectados de la región, individual o conjuntamente:

(a)	 adoptarán medidas para racionalizar y fortalecer los mecanismos de provisión de 
fondos a través de la inversión pública y privada que permitan alcanzar resultados 
concretos en la lucha contra la desertificación y en la mitigación de los efectos de la 
sequía;

(b)	 determinarán los requerimientos de cooperación internacional para complementar 
sus esfuerzos nacionales; y

(c)	 promoverán la participación de instituciones de cooperación financiera bilateral y/o 
multilateral, con el fin de asegurar la aplicación de la Convención.

ART. 7. MARCO INSTITUCIONAL

1.	 A los efectos de dar operatividad al presente anexo, los países Partes afectados de la 
región:

(a)	 establecerán y/o fortalecerán puntos focales nacionales, encargados de la coordinación 
de las acciones relativas a la lucha contra la desertificación y/o  la mitigación de los 
efectos de la sequía;

(b)	 establecerán un mecanismo de coordinación entre los puntos focales nacionales, con 
los siguientes objetivos;

(i)	 intercambiar información y experiencias,
(ii)	 coordinar acciones a nivel subregional y regional,
(iii)	 promover la cooperación técnica, científica, tecnológica y financiera,
(iv)	 identificar los requerimientos de cooperación externa, y
(v)	 realizar el seguimiento y la evaluación de la ejecución de los programas de acción.

2.	 Los países Partes afectados de la región celebrarán reuniones periódicas de coordinación 
cuya convocación podrá ser facilitada por la Secretaría Permanente, de conformidad 
con el artículo 23 de la Convención, si así se le solicita:

(a)	 asesorando sobre la organización de arreglos eficaces de coordinación, basados en 
la experiencia adquirida con otros arreglos similares;

(b)	 facilitando información a instituciones bilaterales y multilaterales pertinentes sobre 
reuniones de coordinación e incitándolas a que participen activamente en ellas; y

(c)	 facilitando cualquier otra información pertinente para el establecimiento o mejora de 
procesos de coordinación.
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ANEXO IV

ANEXO DE APLICACIÓN REGIONAL PARA EL MEDITERRÁNEO NORTE

ART. 1. OBJETO

El objeto del presente anexo es se alar directrices y disposiciones para la aplicación práctica y 
efectiva de la Convención en los países Partes afectados de la región del Mediterráneo norte 
a la luz de sus condiciones particulares.

ART. 2. CONDICIONES PARTICULARES DE LA REGIÓN DEL MEDITERRÁNEO NORTE

Las condiciones particulares de la región del Mediterráneo norte a que se hace referencia en 
el artículo 1 incluyen:

(a)	 condiciones climáticas semiáridas que afectan a grandes zonas, sequías estacionales, 
extrema variabilidad de las lluvias y lluvias súbitas de gran intensidad;

(b)	 suelos pobres con marcada tendencia a la erosión, propensos a la formación de 
cortezas superficiales;

(c)	 un relieve desigual, con laderas escarpadas y paisajes muy diversificados;
(d)	 grandes pérdidas de la cubierta forestal a causa de repetidos incendios de bosques;
(e)	 condiciones de crisis en la agricultura tradicional, con el consiguiente abandono de 

tierras y deterioro del suelo y de las estructuras de conservación del agua;
(f)	 explotación insostenible de los recursos hídricos, que es causa de graves daños 

ambientales, incluidos la contaminación química, la salinización y el agotamiento de 
los acuíferos; y

(g)	 concentración de la actividad económica en las zonas costeras como resultado del 
crecimiento urbano, las actividades industriales, el turismo y la agricultura de regadío.

ART. 3. MARCO DE PLANIFICACIÓN ESTRATÉGICA DEL DESARROLLO SOSTENIBLE

1.	 Los programas de acción nacionales serán parte integrante del marco de planificación 
estratégica para un desarrollo sostenible de los países Partes afectados del Mediterráneo 
norte.

2.	 Se emprenderá un proceso de consulta y participación, en el que tomen parte las 
instancias gubernamentales pertinentes, las comunidades locales y las organizaciones 
no gubernamentales, a fin de dar orientación sobre una estrategia basada en la 
planificación flexible que permita una participación local máxima, de conformidad 
con el inciso (f) del párrafo 2 del artículo 10 de la Convención.

ART. 4. OBLIGACIÓN DE ELABORAR PROGRAMAS DE ACCIÓN NACIONALES Y UN CALENDARIO

Los países Partes afectados de la región del Mediterráneo norte elaborarán programas de acción 
nacionales y, según corresponda, programas de acción subregionales, regionales o conjuntos. 
La preparación de dichos programas deberá completarse lo antes posible.
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ART. 5. ELABORACIÓN Y EJECUCIÓN DE PROGRAMAS DE ACCIÓN NACIONALES

Al preparar y aplicar los programas de acción nacionales de conformidad con los artículos 9 y 
10 de la Convención, según corresponda, cada país Parte afectado de la región:

(a)	 designará órganos apropiados que se encarguen de la elaboración, coordinación y 
ejecución de su programa;

(b)	 hará participar a las poblaciones afectadas, incluidas las comunidades locales, en 
la elaboración, coordinación y ejecución del programa mediante un proceso de 
consulta local, con la cooperación de las autoridades locales y las organizaciones no 
gubernamentales pertinentes;

(c)	 examinará el estado del medio ambiente en las zonas afectadas para evaluar las causas 
y consecuencias de la desertificación y determinar las zonas prioritarias de acción;

(d)	 evaluará, con la participación de las poblaciones afectadas, los programas ya aplicados 
y en curso de ejecución a fin de establecer una estrategia y determinar las actividades 
del programa de acción;

(e)	 preparará programas técnicos y financieros sobre la base de la información obtenida 
mediante las actividades previstas en los incisos (a) a (d); y

(f)	 elaborará y utilizará procedimientos y criterios para vigilar y evaluar la ejecución del 
programa.

ART. 6. CONTENIDO DE LOS PROGRAMAS DE ACCIÓN NACIONALES

Los países Partes afectados de la región podrán incluir en sus programas de acción nacionales 
medidas relacionadas con:

(a)	 las esferas legislativa, institucional y administrativa;
(b)	 las modalidades de uso de la tierra, la ordenación de los recursos hídricos, la conservación 

del suelo, la silvicultura, las actividades agrícolas y la ordenación de pastizales y praderas;
(c)	 la ordenación y conservación de la fauna y flora silvestres y otras manifestaciones de 

la diversidad biológica;
(d)	 la protección contra los incendios forestales;
(e)	 la promoción de medios alternativos de subsistencia; y
(f)	 la investigación, la capacitación y la sensibilización del público.

ART. 7. PROGRAMAS DE ACCIÓN SUBREGIONALES, REGIONALES Y CONJUNTOS

1.	 Los países Partes afectados de la región podrán, de conformidad con el artículo 11 de 
la Convención, preparar y aplicar un programa de acción subregional y/o regional a 
fin de complementar e incrementar la eficacia de los programas de acción nacionales. 
Asimismo, dos o más países Partes afectados de la región podrán convenir en elaborar 
un programa de acción conjunto.

2.	 Las disposiciones de los artículos 5 y 6 del presente Anexo se aplicarán mutatis mutandis 
a la preparación y aplicación de programas de acción subregionales, regionales y 
conjuntos. Además, estos programas podrán incluir la realización de actividades de 
investigación y desarrollo relativas a determinados ecosistemas de las zonas afectadas.

3.	 Al elaborar y aplicar programas de acción subregionales, regionales o conjuntos, los 
países Partes afectados de la región procederán, según corresponda, a:
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(a)	 determinar, en cooperación con instituciones nacionales, los objetivos nacionales 
relacionados con la desertificación que puedan alcanzarse más fácilmente mediante esos 
programas, así como las actividades pertinentes que puedan realizarse efectivamente 
por conducto de esos programas;

(b)	 evaluar las capacidades operativas y las actividades de las instituciones regionales, 
subregionales y nacionales pertinentes; y

(c)	 evaluar los programas existentes en materia de desertificación entre los países Partes 
de la región y su relación con los programas de acción nacionales.

ART. 8. COORDINACIÓN DE LOS PROGRAMAS DE ACCIÓN SUBREGIONALES, REGIONALES 
Y CONJUNTOS

Al preparar un programa de acción subregional, regional o conjunto, los países Partes afectados 
podrán establecer un comité de coordinación, compuesto de representantes de cada uno de los 
países Partes afectados de que se trate, encargado de examinar los progresos en la lucha contra 
la desertificación, armonizar los programas de acción nacionales, hacer recomendaciones en 
las diversas etapas de preparación y aplicación del programa de acción subregional, regional 
o conjunto, y servir de centro de para el fomento y la coordinación de la cooperación técnica, 
de conformidad con los artículos 16 a 19 de la Convención.

ART. 9. PAÍSES QUE NO REÚNEN LAS CONDICIONES PARA RECIBIR ASISTENCIA

No reúnen las condiciones para recibir asistencia en el marco de la presente Convención para 
la ejecución de los programas de acción nacionales, subregionales, regionales y conjuntos los 
países Partes desarrollados afectados de la región.

ART. 10. COORDINACIÓN CON OTRAS SUBREGIONES Y REGIONES

Los programas de acción subregionales, regionales y conjuntos de la región del Mediterráneo 
norte podrán elaborarse y aplicarse en colaboración con los programas de otras subregiones 
o regiones, en particular con los de la subregión de África septentrional.

ANEXO V

ANEXO DE APLICACIÓN REGIONAL PARA EUROPA CENTRAL Y ORIENTAL

ART. 1. OBJETO

El objeto del presente anexo es señalar directrices y disposiciones para la aplicación práctica 
y efectiva de la Convención en los países Partes afectados de la región de Europa central y 
oriental a la luz de sus condiciones particulares.

ART. 2. CONDICIONES PARTICULARES DE LA REGIÓN DE EUROPA CENTRAL Y ORIENTAL 

Las condiciones particulares de la región de Europa central y oriental a que se hace referencia 
en el artículo 1, que existen en diversos grados en los países Partes afectados de la región, 
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incluyen:

a)	 Problemas específicos relacionados con el actual proceso de transición económica, 
en particular problemas macroeconómicos y financieros así como la necesidad  de 
fortalecer el marco social y político de las reformas económicas y del mercado;

b)	 Diversas formas de degradación de tierras en los diferentes ecosistemas de la región, 
incluidos los efectos de la sequía y los riesgos de desertificación en regiones propensas  
a la erosión de suelos causada por las aguas y los vientos;

c)	 Condiciones de crisis en la agricultura debido, por ejemplo, al agotamiento de las 
tierras arables, a problemas relacionados con sistemas inadecuados de irrigación y al 
deterioro gradual de las estructuras de conservación del suelo y el agua;

d)	 Explotación insostenible de los recursos hídricos que acarrea graves daños para el medio 
ambiente, en particular la contaminación con productos químicos, la salinización y el 
agotamiento de los acuíferos;

e)	 Pérdidas de cubierta forestal debido a factores climáticos, las consecuencias de la 
contaminación atmosférica y frecuentes incendios forestales;

f)	 El uso de prácticas de desarrollo insostenibles en las zonas afectadas como consecuencia 
de interacciones complejas entre los distintos factores físicos, biológicos, políticos, 
sociales y económicos;

g)	 Riesgos de crecientes problemas económicos y de un deterioro de las condiciones 
sociales en las zonas afectadas por la degradación de tierras, la desertificación y la 
sequía;

h)	 Necesidad de revisar los objetivos en materia de investigación así como las políticas 
y el marco legislativo de la gestión sostenible de los recursos naturales; e

i)	   Apertura de la región a una cooperación internacional más amplia y logro de objetivos 
amplios de desarrollo sostenible.

ART. 3. PROGRAMAS DE ACCIÓN

1.	 Los programas de acción nacionales serán parte integrante del marco de política 
para el desarrollo sostenible y en ellos se tratarán debidamente las diversas formas 
de degradación de tierras, desertificación y sequía que afectan a los países Partes de 
la región.

2.	 Se emprenderá un proceso de consulta y participación, en el que tomen parte las 
instancias gubernamentales pertinentes, las comunidades locales y las organizaciones 
no gubernamentales, a fin de dar orientación sobre una estrategia basada en la 
planificación flexible que permita una participación local máxima, de conformidad 
con el inciso f) del párrafo 2 del artículo 10 de la Convención. A petición del país Parte 
afectado interesado, los organismos de cooperación bilateral y multilateral podrán 
participar, según sea apropiado, en este proceso.

ART. 4. ELABORACIÓN Y EJECUCIÓN DE PROGRAMAS DE ACCIÓN NACIONALES

Al preparar y aplicar los programas de acción nacionales de conformidad con los artículos 9 y 
10 de la Convención, según corresponda, cada país Parte afectado de la región:

a)	 Designará órganos apropiados que se encarguen de la elaboración, coordinación y 
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ejecución de su programa;
b)	 Hará participar a las poblaciones afectadas, incluidas las comunidades locales, en 

la elaboración, coordinación y ejecución del programa mediante un proceso de 
consulta local, con la cooperación de las autoridades locales y las organizaciones no 
gubernamentales pertinentes;

c)	 Examinará el estado del medio ambiente en las zonas afectadas para evaluar las causas 
y consecuencias de la desertificación y determinar las zonas prioritarias de acción;

d)	 Evaluará, con la participación de las poblaciones afectadas, los programas ya aplicados 
y en curso de ejecución a fin de establecer una estrategia y determinar las actividades 
del programa de acción;

e)	 Preparará programas técnicos y financieros sobre la base de la información obtenida 
mediante las actividades previstas en los incisos a) a d); y

f)	 Elaborará y utilizará procedimientos y criterios para vigilar y evaluar la ejecución del 
programa.

ART. 5. PROGRAMAS DE ACCIÓN SUBREGIONALES, REGIONALES Y CONJUNTOS

1.	 Los países Partes afectados de la región podrán, de conformidad con los artículos 
11 y 12 de la Convención, preparar y aplicar un programa de acción subregional y/o 
regional a fin de complementar e incrementar la eficacia de los programas de acción 
nacionales. Asimismo, dos o más países Partes afectados de la región podrán convenir 
en elaborar un programa de acción conjunto.

2.	 Estos programas podrán ser preparados y aplicados en colaboración con otros países 
Partes o regiones. Dicha colaboración tendrá por objetivo asegurar un ambiente 
internacional favorable y facilitar el apoyo financiero y/o técnico u otras formas de 
asistencia a fin de tratar más eficazmente los problemas de la desertificación y la sequía 
a diversos niveles.

3.	 Las disposiciones de los artículos 3 y 4 del presente anexo se aplicarán, mutatis mutandis, 
a la preparación y aplicación de programas de acción subregionales, regionales y 
conjuntos. Además, estos programas podrán incluir la realización de actividades de 
investigación y desarrollo relativas a determinados ecosistemas de las zonas afectadas.

4.	 Al elaborar y aplicar programas de acción subregionales, regionales o conjuntos, los 
países Partes afectados de la región procederán, según corresponda, a:

a)	 Determinar, en cooperación con instituciones nacionales, los objetivos nacionales 
relacionados con la desertificación que puedan alcanzarse más fácilmente mediante esos 
programas, así como las actividades pertinentes que puedan realizarse efectivamente 
por conducto de sus programas;

b)	 Evaluar las capacidades operativas y las actividades de las instituciones regionales, 
subregionales y nacionales pertinentes;

c)	 Evaluar los programas existentes en materia de desertificación entre los países Partes 
de la región y su relación con los programas de acción nacionales; y

d)	 Examinar las medidas que puedan adoptarse para la coordinación de los programas 
de acción subregionales, regionales y conjuntos, inclusive, según convenga, el 
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establecimiento de un comité de coordinación, compuesto de representantes de 
cada uno de los países Partes afectados de que se trate, encargado de examinar los 
progresos en la lucha contra la desertificación, armonizar los programas de acción 
nacionales, hacer recomendaciones en las diversas etapas de preparación y aplicación 
del programa de acción subregional, regional o conjunto, y servir de centro para el 
fomento y la coordinación de la cooperación técnica, de conformidad con los artículos 
16 a 19 de la Convención.

ART. 6. COOPERACIÓN TÉCNICA, CIENTÍFICA Y TECNOLÓGICA

De conformidad con el objetivo y los principios de la Convención, los países Partes de la región, 
individual o conjuntamente:

a)	 Promoverán el fortalecimiento de las redes de cooperación científica y técnica, de los 
indicadores de control y de los sistemas de información a todos los niveles, así como 
su integración, según convenga, a fuentes mundiales de información; y

b)	 Promoverán el desarrollo, la adaptación y la transferencia de tecnologías existentes y 
de nuevas tecnologías ambientalmente racionales dentro y fuera de la región.

ART. 7. RECURSOS Y MECANISMOS FINANCIEROS

De conformidad con el objetivo y los principios de la Convención, los países Partes afectados 
de la región, individual o conjuntamente:

a)	 Adoptarán medidas para racionalizar y fortalecer los mecanismos de provisión de fondos 
a través de la inversión pública y privada que permitan alcanzar resultados concretos 
en la lucha contra la degradación de tierras y la desertificación y en la mitigación de 
los efectos de la sequía;

b)	 Determinarán los requerimientos de cooperación internacional a fin de complementar 
sus esfuerzos nacionales, creando así, en particular, un ambiente favorable para las 
inversiones y alentando políticas de inversión activas así como un planteamiento 
integrado con objeto de luchar eficazmente contra la desertificación, inclusive mediante 
la determinación temprana de los problemas causados por este proceso;

c)	 Tratarán de conseguir la participación de asociados e instituciones de cooperación 
financiera bilateral y/o multilateral con el fin de asegurar la aplicación de la Convención, 
incluidas las actividades del programa en que se tengan en cuenta las necesidades 
específicas de los países Partes afectados de la región; y

d)	 Evaluarán los posibles efectos del inciso a) del artículo 2 del anexo en la aplicación de 
los artículos 6, 13 y 20 y otras disposiciones conexas de la Convención.

ART. 8. MARCO INSTITUCIONAL

1.	 A los efectos de dar operatividad al presente anexo, los países Partes de la región:

a)	 Establecerán y/o fortalecerán puntos focales nacionales, encargados de la coordinación 
de las acciones relativas a la lucha contra la desertificación y/o  la mitigación de los 
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efectos de la sequía; y
b)	 Examinarán la posibilidad de crear mecanismos encaminados a fortalecer la cooperación 

regional, según convenga.
2.	 La Secretaría Permanente, a petición de los países Partes de la región y de conformidad 

con el artículo 23 de la Convención, podrá facilitar la convocatoria de reuniones de 
coordinación en la región:

a)	 Prestando asesoramiento acerca de la organización de acuerdos efectivos de 
coordinación, sobre la base de la experiencia adquirida en otros acuerdos de esta 
clase;  y

b)	 Proporcionando otra información que pueda ser pertinente para establecer o mejorar 
los procesos de coordinación.



Presentación de la nueva plataforma tecnológica del Convenio 
MARPOL, de la Autoridad Marítima Portuaria, que tiene como objetivo 
prevenir la contaminación del medio marino, proveniente de los 
buques en los puertos del país.

La plataforma, permitirá el intercambio de información y favorecerá la 
trazabilidad de las operaciones de descarga, transporte y disposición 
final de los desechos.
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CONVENIO DE BASILEA SOBRE EL CONTROL DE LOS 
MOVIMIENTOS TRANSFRONTERIZOS DE LOS DESECHOS 

PELIGROSOS Y SU ELIMINACIÓN 

Adoptado por la Conferencia de Plenipotenciarios del 22 de marzo 1989

Entró en vigor el 5 de mayo de 1992

PREAMBULO1 

Las Partes en el presente Convenio,

Conscientes de que los desechos peligrosos y otros desechos y sus movimientos transfronterizos 
pueden causar daños a la salud y al medio ambiente,

Teniendo presente el peligro creciente que para la salud humana y el medio ambiente representan 
la generación y la complejidad cada vez mayores de los desechos peligrosos y otros desechos, 
así como sus movimientos transfronterizos,

Teniendo presente también que la manera más eficaz de proteger la salud humana y el medio 
ambiente contra los daños que entrañan tales desechos consiste en reducir su generación al 
mínimo desde el punto de vista de la cantidad y los peligros potenciales,

Convencidas de que los Estados deben tomar las medidas necesarias para que el manejo de 
los desechos peligrosos y otros desechos, incluyendo sus movimientos transfronterizos y 
su eliminación, sea compatible con la protección de la salud humana y del medio ambiente 
cualquiera que sea el lugar de su eliminación,

Tomando nota de que los Estados tienen la obligación de velar por que el generador cumpla 
sus funciones con respecto al transporte y a la eliminación de los desechos peligrosos y otros 
desechos de forma compatible con la protección de la salud humana y del medio ambiente, 
sea cual fuere el lugar en que se efectúe la eliminación,

Reconociendo plenamente que todo Estado tiene el derecho soberano de prohibir la entrada 
o la eliminación de desechos peligrosos y otros desechos ajenos en su territorio, 

1La Conferencia de las Partes adoptó la Decisión III/1 en su tercera reunión la cual modifica la Convención insertando un 
nuevo párrafo preambular 7 bis. Esta modificación no ha entrado aún en vigor. La Decisión III/1 establece lo siguiente: 
“La Conferencia,
...
3. Decide aprobar la siguiente enmienda al Convenio:
‘Insértese un nuevo párrafo 7 bis del preámbulo:
Reconociendo que los movimientos transfronterizos de desechos peligrosos, especialmente hacia los países en 
desarrollo, encierran un alto riesgo de no constituir el manejo ambientalmente racional y eficiente de los desechos 
peligrosos que se preceptúa en el Convenio; ...’”
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Reconociendo también el creciente deseo de que se prohíban los movimientos transfronterizos 
de los desechos peligrosos y su eliminación en otros Estados, en particular en los países en 
desarrollo,

Convencida de que, en la medida en que ello sea compatible con un manejo ambientalmente 
racional y eficiente, los desechos peligrosos y otros desechos deben eliminarse en el Estado 
en que se hayan generado,

Teniendo presente asimismo que los movimientos transfronterizos de tales desechos desde 
el Estado en que se hayan generado hasta cualquier otro Estado deben permitirse solamente 
cuando se realicen en condiciones que no representen peligro para la salud humana y el medio 
ambiente, y en condiciones que se ajusten a lo dispuesto en el presente Convenio,

Considerando que un mejor control de los movimientos transfronterizos de desechos peligrosos 
y otros desechos actuará como incentivo para su manejo ambientalmente racional y para la 
reducción del volumen de tales movimientos transfronterizos,

Convencida de que los Estados deben adoptar medidas para el adecuado intercambio de 
información sobre los movimientos transfronterizos de los desechos peligrosos y otros desechos 
que salen de esos Estados o entran en ellos, y para el adecuado control de tales movimientos,

Tomando nota de que varios acuerdos internacionales y regionales han abordado la cuestión 
de la protección y conservación del medio ambiente en lo que concierne al tránsito de 
mercancías peligrosas,

Teniendo en cuenta la Declaración de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio 
Humano (Estocolmo, 1972), las Directrices y principios de El Cairo para el manejo ambientalmente 
racional de desechos peligrosos, aprobados por el Consejo de Administración del Programa 
de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente por su decisión 14/30, de 17 de junio de 1987, 
las recomendaciones del Comité de Expertos en el Transporte de Mercaderías Peligrosas, de 
las Naciones Unidas (formuladas en 1957 y actualizadas cada dos años), las recomendaciones, 
declaraciones, instrumentos y reglamentaciones pertinentes adoptados dentro del sistema de 
las Naciones Unidas y la labor y los estudios realizados por otras organizaciones internacionales 
y regionales.

Teniendo presente el espíritu, los principios, los objetivos y las funciones de la Carta Mundial 
de la Naturaleza aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su trigésimo 
séptimo período de sesiones (1982) como norma ética con respecto a la protección del medio 
humano y a la conservación de los recursos naturales,

Afirmando que los Estados han de cumplir sus obligaciones internacionales relativas a la 
protección de la salud humana y a la protección y conservación del medio ambiente, y son 
responsables de los daños de conformidad con el derecho internacional,

Reconociendo que, de producirse una violación grave de las disposiciones del presente 
convenio o de cualquiera de sus protocolos, se aplicarán las normas pertinentes del derecho 
internacional de los tratados,
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Conscientes de que es preciso seguir desarrollando y aplicando tecnologías ambientalmente 
racionales que generen escasos desechos, medidas de reciclado y buenos sistemas de 
administración y de manejo que permitan reducir al mínimo la generación de desechos 
peligrosos y otros desechos,

Conscientes también de la creciente preocupación internacional por la necesidad de controlar 
rigurosamente los movimientos transfronterizos de desechos peligrosos y otros desechos, así 
como de la necesidad de reducir, en la medida de lo posible, esos movimientos al mínimo,
Preocupadas por el problema del tráfico ilícito transfronterizo de desechos peligrosos, y otros 
desechos,

Teniendo en cuenta también que los países en desarrollo tienen una capacidad limitada para 
manejar los desechos peligrosos y otros desechos,

Reconociendo que es preciso promover la transferencia de tecnología para el manejo racional 
de los desechos peligrosos y otros desechos de producción local, particularmente a los países 
en desarrollo, de conformidad con las Directrices de El Cairo y la decisión 14/16 del Consejo 
de Administración del Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente sobre la 
promoción de la transferencia de tecnología de protección ambiental,

Reconociendo también que los desechos peligrosos y otros desechos deben transportarse de 
conformidad con los convenios y las recomendaciones internacionales pertinentes,

Convencidas asimismo de que los movimientos transfronterizos de desechos peligrosos y otros 
desechos deben permitirse sólo cuando el transporte y la eliminación final de tales desechos 
sean ambientalmente racionales, y

Decididas a proteger, mediante un estricto control, la salud humana y el medio ambiente 
contra los efectos nocivos que pueden derivarse de la generación y el manejo de los desechos 
peligrosos y otros desechos,

HAN ACORDADO LO SIGUIENTE:

ART. 1. ALCANCE DEL CONVENIO

1.	 Serán “desechos peligrosos” a los efectos del presente Convenio los siguientes desechos 
que sean objeto de movimientos transfronterizos:

a)	 Los desechos que pertenezcan a cualquiera de las categorías enumeradas en el Anexo 
I, a menos que no tengan ninguna de las características descritas en el Anexo III; y

b)	 Los desechos no incluidos en el apartado a), pero definidos o considerados peligrosos 
por la legislación interna de la Parte que sea Estado de exportación, de importación 
o de tránsito.

2.	 Los desechos que pertenezcan a cualesquiera de las categorías contenidas en el 
Anexo II y que sean objeto de movimientos transfronterizos serán considerados “otros 
desechos” a los efectos del presente Convenio.



553

Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales

3.	 Los desechos que, por ser radiactivos, estén sometidos a otros sistemas de control 
internacional, incluidos instrumentos internacionales, que se apliquen específicamente 
a los materiales radiactivos, quedarán excluidos del ámbito del presente Convenio.

4.	 Los desechos derivados de las operaciones normales de los buques, cuya descarga 
esté regulada por otro instrumento internacional, quedarán excluidos del ámbito del 
presente Convenio.

ART. 2. DEFINICIONES

A los efectos del presente Convenio:

1.	 Por “desechos” se entienden las sustancias u objetos a cuya eliminación se procede, 
se propone proceder o se está obligado a proceder en virtud de lo dispuesto en la 
legislación nacional.

2.	 Por “manejo” se entiende la recolección, el transporte y la eliminación de los desechos 
peligrosos o de otros desechos, incluida la vigilancia de los lugares de eliminación.

3.	 Por “movimiento transfronterizo” se entiende todo movimiento de desechos peligrosos 
o de otros desechos procedente de una zona sometida a la jurisdicción nacional de 
un Estado y destinado a una zona sometida a la jurisdicción nacional de otro Estado, 
o a través de esta zona, o a una zona no sometida a la jurisdicción nacional de ningún 
Estado, o a través de esta zona, siempre que el movimiento afecte a dos Estados por 
lo menos.

4.	 Por “eliminación” se entiende cualquiera de las operaciones especificadas en el Anexo 
IV del presente Convenio.

5.	 Por “lugar o instalación aprobado” se entiende un lugar o una instalación de eliminación 
de desechos peligrosos o de otros desechos que haya recibido una autorización o un 
permiso de explotación a tal efecto de una autoridad competente del Estado en que 
esté situado el lugar o la instalación.

6.	 Por “autoridad competente” se entiende la autoridad gubernamental designada por 
una Parte para recibir, en la zona geográfica que la Parte considere conveniente, la 
notificación de un movimiento transfronterizo de desechos peligrosos o de otros 
desechos, así como cualquier información al respecto, y para responder a esa 
notificación, de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 6.

7.	 Por “punto de contacto” se entiende el organismo de una Parte a que se refiere el 
Artículo 5 encargado de recibir y proporcionar información de conformidad con lo 
dispuesto en los Artículos 13 y 15.

8.	 Por “manejo ambientalmente racional de los desechos peligrosos o de otros desechos” 
se entiende la adopción de todas las medidas posibles para garantizar que los desechos 
peligrosos y otros desechos se manejen de manera que queden protegidos el medio 
ambiente y la salud humana contra los efectos nocivos que pueden derivarse de tales 
desechos.

9.	 Por “zona sometida a la jurisdicción nacional de un Estado” se entiende toda zona 
terrestre, marítima o del espacio aéreo en que un Estado ejerce, conforme al derecho 
internacional, competencias administrativas y normativas en relación con la protección 
de la salud humana o del medio ambiente.

10.	 Por “Estado de exportación” se entiende toda Parte desde la cual se proyecte iniciar o 
se inicie un movimiento transfronterizo de desechos peligrosos o de otros desechos.
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11.	 Por “Estado de importación” se entiende toda Parte hacia la cual se proyecte efectuar o 
se efectúe un movimiento transfronterizo de desechos peligrosos o de otros desechos 
con el propósito de eliminarlos en él o de proceder a su carga para su eliminación en 
una zona no sometida a la jurisdicción nacional de ningún Estado.

12.	 Por “Estado de tránsito” se entiende todo Estado, distinto del Estado de exportación 
o del Estado de importación, a través del cual se proyecte efectuar o se efectúe un 
movimiento de desechos peligrosos o de otros desechos.

13.	 Por “Estados interesados” se entienden las Partes que sean Estados de exportación o 
Estados de importación y los Estados de tránsito, sean o no Partes.

14.	 Por “persona” se entiende toda persona natural o jurídica.
15.	 Por “exportador” se entiende toda persona que organice la exportación de desechos 

peligrosos o de otros desechos y esté sometida a la jurisdicción del Estado de exportación.
16.	 Por “importador” se entiende toda persona que organice la importación de desechos 

peligrosos o de otros desechos y esté sometida a la jurisdicción del Estado de 
importación.

17.	 Por “transportista” se entiende toda persona que ejecute el transporte de desechos 
peligrosos o de otros desechos.

18.	 Por “generador” se entiende toda persona cuya actividad produzca desechos peligrosos 
u otros desechos que sean objeto de un movimiento transfronterizo o, si esa persona 
es desconocida, la persona que esté en posesión de esos desechos y/o los controle.

19.	 Por “eliminador” se entiende toda persona a la que se expidan desechos peligrosos u 
otros desechos y que ejecute la eliminación de tales desechos.

20.	 Por “organización de integración política y/o económica” se entiende toda organización 
constituida por Estados soberanos a la que sus Estados miembros le hayan transferido 
competencia en las esferas regidas por el presente Convenio y que haya sido debidamente 
autorizada, de conformidad con sus procedimientos internos, para firmar, ratificar, 
aceptar, aprobar o confirmar formalmente el Convenio, o para adherirse a él.

21.	 Por “tráfico ilícito” se entiende cualquier movimiento transfronterizo de desechos 
peligrosos o de otros desechos efectuado conforme a lo especificado en el Artículo 9.

ART. 3. DEFINICIONES NACIONALES DE DESECHOS PELIGROSOS

1.	 Toda Parte enviará a la Secretaría del Convenio, dentro de los seis meses siguientes 
a la fecha en que se haga Parte en el presente Convenio, información sobre los 
desechos, salvo los enumerados en los Anexos I y II, considerados o definidos como 
peligrosos en virtud de su legislación nacional y sobre cualquier requisito relativo a 
los procedimientos de movimiento transfronterizo aplicables a tales desechos.

2.	 Posteriormente, toda Parte comunicará a la Secretaría cualquier modificación importante 
de la información que haya proporcionado en cumplimiento del párrafo 1.

3.	 La Secretaría transmitirá inmediatamente a todas las Partes la información que haya 
recibido en cumplimiento de los párrafos 1 y 2.

4.	 Las Partes estarán obligadas a poner a la disposición de sus exportadores la información 
que les transmita la Secretaría en cumplimiento del párrafo 3.
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ART. 42. OBLIGACIONES GENERALES

1. 	 a) Las Partes que ejerzan su derecho a prohibir la importación de desechos peligrosos 
y otros desechos para su eliminación, comunicarán a las demás Partes su decisión de 
conformidad con el Artículo 13;

b)	 Las Partes prohibirán o no permitirán la exportación de desechos peligrosos y otros 
desechos a las Partes que hayan prohibido la importación de esos desechos, cuando 
dicha prohibición se les haya comunicado de conformidad con el apartado a) del 
presente Artículo;

c)	 Las Partes prohibirán o no permitirán la exportación de desechos peligrosos y otros 
desechos si el Estado de importación no da su consentimiento por escrito a la 
importación de que se trate, siempre que dicho Estado de importación no haya 
prohibido la importación de tales desechos.

2.	 Cada Parte tomará las medidas apropiadas para:

a)	 Reducir al mínimo la generación de desechos peligrosos y otros desechos en ella, 
teniendo en cuenta los aspectos sociales, tecnológicos y económicos;

b)	 Establecer instalaciones adecuadas de eliminación para el manejo ambientalmente 
racional de los desechos peligrosos y otros desechos, cualquiera que sea el lugar 
donde se efectúa su eliminación que, en la medida de lo posible, estará situado dentro 
de ella;

c)	 Velar por que las personas que participen en el manejo de los desechos peligrosos y 
otros desechos dentro de ella adopten las medidas necesarias para impedir que ese 
manejo dé lugar a una contaminación y, en caso de que se produzca ésta, para reducir 
al mínimo sus consecuencias sobre la salud humana y el medio ambiente;

d)	 Velar por que el movimiento transfronterizo de los desechos peligrosos y otros desechos 
se reduzca al mínimo compatible con un manejo ambientalmente racional y eficiente 
de esos desechos, y que se lleve a cabo de forma que se protejan la salud humana y 
el medio ambiente de los efectos nocivos que puedan derivarse de ese movimiento;

e)	 No permitir la exportación de desechos peligrosos y otros desechos a un Estado o   
grupo de Estados pertenecientes a una organización de integración económica y/o 
política que sean Partes, particularmente a países en desarrollo, que hayan prohibido 
en su legislación todas las importaciones, o si tienen razones para creer que tales 
desechos no serán sometidos a un manejo ambientalmente racional, de conformidad 

2La Conferencia de las Partes adoptó la Decisión III/1 en su tercera reunión la cual modifica la Convención insertando un 
nuevo Artículo 4 A. Esta modificación no ha entrado aún en vigor. La Decisión III/1 establece lo siguiente:“La Conferencia,
...
3. Decide aprobar la siguiente enmienda al Convenio: ‘Insértese un nuevo Artículo 4 A:
1. Cada una de las Partes enumeradas en el anexo VII deberá prohibir todo movimiento transfronterizo de desechos 
peligrosos que estén destinados a las operaciones previstas en el anexo IV A, hacia los Estados no enumerados en el anexo VII.
2. Cada una de las Partes enumeradas en el anexo VII deberá interrumpir gradualmente hasta el 31 de diciembre de 1997 y 
prohibir desde esa fecha en adelante todos los movimientos transfronterizos de desechos peligrosos contemplados en el 
apartado a) del inciso i) del Artículo 1 del Convenio que estén destinados a las operaciones previstas en el anexo IV B hacia 
los Estados no enumerados en el anexo VII. Dicho movimiento transfronterizo sólo quedará prohibido si los desechos de 
que se trata han sido caracterizados como peligrosos con arreglo a lo dispuesto en el Convenio’”.
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con los criterios que adopten las Partes en su primera reunión.
f)	 Exigir que se proporcione información a los Estados interesados sobre el movimiento 

transfronterizo de desechos peligrosos y otros desechos propuesto, con arreglo 
a lo dispuesto en el Anexo V A, para que se declaren abiertamente los efectos del 
movimiento propuesto sobre la salud humana y el medio ambiente;

g)	 Impedir la importación de desechos peligrosos y otros desechos si tiene razones para 
creer que tales desechos no serán sometidos a un manejo ambientalmente racional;

h)	 Cooperar con otras Partes y organizaciones interesadas directamente y por conducto 
de la Secretaría en actividades como la difusión de información sobre los movimientos 
transfronterizos de desechos peligrosos y otros desechos, a fin de mejorar el manejo 
ambientalmente racional de esos desechos e impedir su tráfico ilícito;

1.	 Las Partes considerarán que el tráfico ilícito de desechos peligrosos y otros desechos 
es delictivo.

2.	 Toda Parte adoptará las medidas jurídicas, administrativas y de otra índole que sean 
necesarias para aplicar y hacer cumplir las disposiciones del presente Convenio, 
incluyendo medidas para prevenir y reprimir los actos que contravengan el presente 
Convenio.

3.	 Ninguna Parte permitirá que los desechos peligrosos y otros desechos se exporten a 
un Estado que no sea Parte o se importen de un Estado que no sea Parte.

4.	 Las Partes acuerdan no permitir la exportación de desechos peligrosos y otros desechos 
para su eliminación en la zona situada al sur de los 60º de latitud sur, sean o no esos 
desechos objeto de un movimiento transfronterizo.

5.	 Además, toda Parte:
a)	 Prohibirá a todas las personas sometidas a su jurisdicción nacional el transporte o la 

eliminación de desechos peligrosos y otros desechos, a menos que esas personas 
estén autorizadas o habilitadas para realizar ese tipo de operaciones;

b)	 Exigirá que los desechos peligrosos y otros desechos que sean objeto de un movimiento 
transfronterizo se embalen, etiqueten y transporten de conformidad con los reglamentos 
y normas internacionales generalmente aceptados y reconocidos en materia de embalaje, 
etiquetado y transporte y teniendo debidamente en cuenta los usos internacionalmente 
admitidos al respecto;

c)	 Exigirá que los desechos peligrosos y otros desechos vayan acompañados de un 
documento sobre el movimiento desde el punto en que se inicie el movimiento 
transfronterizo hasta el punto en que se eliminen los desechos.

6.	 Toda Parte exigirá que los desechos peligrosos y otros desechos, que se vayan a exportar, 
sean manejados de manera ambientalmente racional en el Estado de importación y 
en los demás lugares. En su primera reunión las Partes adoptarán directrices técnicas 
para el manejo ambientalmente racional de los desechos sometidos a este Convenio.

7.	 Las Partes tomarán las medidas apropiadas para que sólo se permita el movimiento 
transfronterizo de desechos peligrosos y otros desechos si:

a)	 el Estado de exportación no dispone de la capacidad técnica ni de los servicios 
requeridos o de lugares de eliminación adecuados a fin de eliminar los desechos de 
que se trate de manera ambientalmente racional y eficiente; o

b)	 los desechos de que se trate son necesarios como materias primas para las industrias 
de reciclado o recuperación en el Estado de importación; o

c)	 el movimiento transfronterizo de que se trate se efectúa de conformidad con otros 
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criterios que puedan decidir las Partes, a condición de que esos criterios no contradigan 
los objetivos de este Convenio.

8.	 En ninguna circunstancia podrá transferirse a los Estados de importación o de tránsito 
la obligación que incumbe, con arreglo a este Convenio, a los Estados en los cuales 
se generan desechos peligrosos y otros desechos de exigir que tales desechos sean 
manejados en forma ambientalmente racional.

9.	 Nada de lo dispuesto en el presente Convenio impedirá que una Parte imponga 
exigencias adicionales que sean conformes a las disposiciones del presente Convenio 
y estén de acuerdo con las normas del derecho internacional, a fin de proteger mejor 
la salud humana y el medio ambiente.

10.	 Nada de lo dispuesto en el presente Convenio afectará de manera alguna a la   soberanía 
de los Estados sobre su mar territorial establecida de conformidad con el  derecho 
internacional, ni a los derechos soberanos y la jurisdicción que poseen los   Estados en 
sus zonas económicas exclusivas y en sus plataformas continentales de conformidad 
con el derecho internacional, ni al ejercicio, por parte de los buques y las aeronaves de 
todos los Estados, de los derechos y libertades de navegación previstos en el derecho 
internacional y reflejados en los instrumentos internacionales pertinentes.

11.	 Las Partes se comprometen a estudiar periódicamente las posibilidades de reducir la 
cuantía y/o el potencial de contaminación de los desechos peligrosos y otros desechos 
que se exporten a otros Estados, en particular a países en desarrollo.

ART. 5. DESIGNACIÓN DE LAS AUTORIDADES COMPETENTES Y DEL PUNTO DE CONTACTO

Para facilitar la aplicación del presente Convenio, las Partes:

1.	 Designarán o establecerán una o varias autoridades competentes y un punto de 
contacto. Se designará una autoridad competente para que reciba las notificaciones 
en el caso de un Estado de tránsito.

2.	 Comunicarán a la Secretaría, dentro de los tres meses siguientes a la entrada en vigor 
del presente Convenio para ellas, cuáles son los órganos que han designado como 
punto de contacto y cuáles son sus autoridades competentes.

3.	 Comunicarán a la Secretaría, dentro del mes siguiente a la fecha de la decisión, cualquier 
cambio relativo a la designación hecha por ellas en cumplimiento del párrafo 2 de 
este Artículo.

ART. 6. MOVIMIENTOS TRANSFRONTERIZOS ENTRE PARTES

1.	 El Estado de exportación notificará por escrito, o exigirá al generador o al exportador 
que notifique por escrito, por conducto de la autoridad competente del Estado de 
exportación, a la autoridad competente de los Estados interesados cualquier movimiento 
transfronterizo de desechos peligrosos o de otros desechos. Tal notificación contendrá 
las declaraciones y la información requeridas en el Anexo V A, escritas en el idioma 
del Estado de importación. Sólo será necesario enviar una notificación a cada Estado 
interesado.

2.	 El Estado de importación responderá por escrito al notificador, consintiendo en 
el movimiento con o sin condiciones, rechazando el movimiento o pidiendo más 
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información. Se enviará copia de la respuesta definitiva del Estado de importación a 
las autoridades competentes de los Estados interesados que sean Partes.

3.	 El Estado de exportación no permitirá que el generador o el exportador inicie el 
movimiento transfronterizo hasta que haya recibido confirmación por escrito de que:

a)	 El notificador ha recibido el consentimiento escrito del Estado de importación, y
b)	 El notificador ha recibido del Estado de importación confirmación de la existencia de 

un contrato entre el exportador y el eliminador en el que se estipule que se deberá 
proceder a un manejo ambientalmente racional de los desechos en cuestión.

4.	 Todo Estado de tránsito acusará prontamente recibo de la notificación al notificador. 
Posteriormente podrá responder por escrito al notificador, dentro de un plazo de 60 
días, consintiendo en el movimiento con o sin condiciones, rechazando el movimiento 
o pidiendo más información. El Estado de exportación no permitirá que comience 
el movimiento transfronterizo hasta que haya recibido el consentimiento escrito del 
Estado de tránsito. No obstante, si una Parte decide en cualquier momento renunciar 
a pedir el consentimiento previo por escrito, de manera general o bajo determinadas 
condiciones, para los movimientos transfronterizos de tránsito de desechos peligrosos 
o de otros desechos, o bien modifica sus condiciones a este respecto, informará sin 
demora de su decisión a las demás Partes de conformidad con el Artículo 13. En este 
último caso, si el Estado de exportación no recibiera respuesta alguna en el plazo de 
60 días a partir de la recepción de una notificación del Estado de tránsito, el Estado 
de exportación podrá permitir que se proceda a la exportación a través del Estado de 
tránsito.

5.	 Cuando, en un movimiento transfronterizo de desechos, los desechos no hayan sido 
definidos legalmente o no estén considerados como desechos peligrosos más que:

a)	 en el Estado de exportación, las disposiciones del párrafo 9 de este Artículo aplicables 
al importador o al eliminador y al Estado de importación serán aplicables mutatis 
mutandis al exportador y al Estado de exportación, respectivamente, o

b)	 en el Estado de importación o en los Estados de importación y de tránsito que sean 
Partes, las disposiciones de los párrafos 1, 3, 4 y 6 de este Artículo, aplicables al 
exportador y al Estado de exportación, serán aplicables mutatis mutandis al importador 
o al eliminador y al Estado de importación, respectivamente, o

c)	 en cualquier Estado de tránsito que sea Parte, serán aplicables las disposiciones del 
párrafo 4.

6.	 El Estado de exportación podrá, siempre que obtenga el permiso escrito de los 
Estados interesados, permitir que el generador o el exportador hagan una notificación 
general cuando unos desechos peligrosos u otros desechos que tengan las mismas 
características físicas y químicas se envíen regularmente al mismo eliminador por la 
misma oficina de aduanas de salida del Estado de exportación, por la misma oficina de 
aduanas de entrada del Estado de importación y, en caso de tránsito, por las mismas 
oficinas de aduanas de entrada y de salida del Estado o los Estados de tránsito.

7.	 Los Estados interesados podrán hacer que su consentimiento escrito para la utilización 
de la notificación general a que se refiere el párrafo 6 dependa de que se proporcione 
cierta información, tal como las cantidades exactas de los desechos peligrosos u otros 
desechos que se vayan a enviar o unas listas periódicas de esos desechos.
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8.	 La notificación general y el consentimiento escrito a que se refieren los párrafos 6 y 7 

podrán abarcar múltiples envíos de desechos peligrosos o de otros desechos durante 
un plazo máximo de 12 meses.

9.	 Las Partes exigirán que toda persona que participe en un envió transfronterizo de 
desechos peligrosos o de otros desechos firme el documento relativo a ese movimiento 
en el momento de la entrega o de la recepción de los desechos de que se trate. 
Exigirán también que el eliminador informe tanto al exportador como a la autoridad 
competente   del Estado de exportación de que ha recibido los desechos en cuestión 
y, a su debido tiempo, de que se ha concluido la eliminación de conformidad con lo 
indicado en la notificación. Si el Estado de exportación no recibe esa información, la 
autoridad competente del Estado de exportación o el exportador lo comunicarán al 
Estado de importación.

10.	 La notificación y la respuesta exigidas en este Artículo se trasmitirán a la autoridad 
competente de las Partes interesadas o a la autoridad gubernamental que corresponda 
en el caso de los Estados que no sean Partes.

11.	 El Estado de importación o cualquier Estado de tránsito que sea Parte podrá exigir que 
todo movimiento transfronterizo de desechos peligrosos esté cubierto por un seguro, 
una fianza u otra garantía.

ART. 7. MOVIMIENTO TRANSFRONTERIZO DE UNA PARTE A TRAVÉS DE ESTADOS QUE NO 
SEAN PARTES

El párrafo 1 del Artículo 6 del presente Convenio se aplicará mutatis mutandis al movimiento 
transfronterizo de los desechos peligrosos o de otros desechos de una Parte a través de un 
Estado o Estados que no sean Partes.

ART. 8. OBLIGACIÓN DE REIMPORTAR

Cuando un movimiento transfronterizo de desechos peligrosos o de otros desechos para el 
que los Estados interesados hayan dado su consentimiento con arreglo a las disposiciones 
del presente Convenio no se pueda llevar a término de conformidad con las condiciones  del 
contrato, el Estado de exportación velará por que los desechos peligrosos en cuestión sean 
devueltos al Estado de exportación por el exportador, si no se pueden adoptar otras disposiciones 
para eliminarlos de manera ambientalmente racional dentro de un plazo de 90 días a partir del 
momento en que el Estado de importación haya informado al Estado   de exportación y a la 
Secretaría, o dentro del plazo en que convengan los Estados interesados. Con este fin, ninguna 
Parte que sea Estado de tránsito ni el Estado de exportación se opondrán a la devolución de 
tales desechos al Estado de exportación, ni la obstaculizarán o impedirán.

ART. 9. TRÁFICO ILÍCITO

1.	 A los efectos del presente Convenio, todo movimiento transfronterizo de desechos 
peligrosos o de otros desechos realizado:

a)	 sin notificación a todos los Estados interesados conforme a las disposiciones del 
presente Convenio; o

b)	 sin el consentimiento de un Estado interesado conforme a las disposiciones del presente 
Convenio; o

c)	 con consentimiento obtenido de los Estados interesados mediante falsificación, falsas 
declaraciones o fraude; o



560

Legislación Ambiental - El Salvador 2021

d)	 de manera que no corresponda a los documentos en un aspecto esencial; o
e)	 que entrañe la eliminación deliberada (por ejemplo, vertimiento) de los desechos 

peligrosos o de otros desechos en contravención de este Convenio y de los principios 
generales del derecho internacional,

	 se considerará tráfico ilícito.
2.	 En el caso de un movimiento transfronterizo de desechos peligrosos o de otros 

desechos considerado tráfico ilícito como consecuencia de la conducta del exportador 
o el generador, el Estado de exportación velará por que dichos desechos sean:

a)	 devueltos por el exportador o el generador o, si fuera necesario, por él mismo, al 
Estado de exportación o, si esto no fuese posible,

b)	 eliminados de otro modo de conformidad con las disposiciones de este Convenio, 
en el plazo de 30 días desde el momento en que el Estado de exportación haya 
sido informado del tráfico ilícito, o dentro de cualquier otro período de tiempo que 
convengan los   Estados interesados. A tal efecto, las Partes interesadas no se opondrán 
a la devolución de dichos desechos al Estado de exportación, ni la obstaculizarán o 
impedirán.

3.	 Cuando un movimiento transfronterizo de desechos peligrosos o de otros desechos 
sea considerado tráfico ilícito como consecuencia de la conducta del importador o 
el eliminador, el Estado de importación velará por que los desechos peligrosos de 
que se  trata sean eliminados de manera ambientalmente racional por el importador 
o el  eliminador o, en caso necesario, por él mismo, en el plazo de 30 días a contar 
del  momento en que el Estado de importación ha tenido conocimiento del tráfico 
ilícito, o en cualquier otro plazo que convengan los Estados interesados. A tal efecto, 
las Partes interesadas cooperarán, según sea necesario, para la eliminación de los 
desechos en forma ambientalmente racional.

4.	 Cuando la responsabilidad por el tráfico ilícito no pueda atribuirse al exportador o 
generador ni al importador o eliminador, las Partes interesadas u otras partes, según 
proceda, cooperarán para garantizar que los desechos de que se trate se eliminen lo 
antes posible de manera ambientalmente racional en el Estado de exportación, en el 
Estado de importación o en cualquier otro lugar que sea conveniente.

5.	 Cada Parte promulgará las disposiciones legislativas nacionales adecuadas para prevenir 
y castigar el tráfico ilícito. Las Partes Contratantes cooperarán con miras a alcanzar 
los objetivos de este Artículo.

ART. 10. COOPERACIÓN INTERNACIONAL

1.	 Las Partes cooperarán entre sí para mejorar o conseguir el manejo ambientalmente 
racional de los desechos peligrosos y otros desechos.

2.	 Con este fin las Partes deberán:
a)	 Cuando se solicite, proporcionar información, ya sea sobre una base bilateral o 

multilateral, con miras a promover el manejo ambientalmente racional de los desechos 
peligrosos y otros desechos, incluida la armonización de normas y prácticas técnicas 
para el manejo adecuado de los desechos peligrosos y otros desechos;

b)	 Cooperar en la vigilancia de los efectos del manejo de los desechos peligrosos sobre 
la salud humana y el medio ambiente;

c)	 Cooperar, con sujeción a sus leyes, reglamentos y políticas nacionales, en el desarrollo 
y la aplicación de nuevas tecnologías ambientalmente racionales y que generen escasos 
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desechos y en el mejoramiento de las tecnologías actuales con miras a eliminar, en 
la mayor medida posible, la generación de desechos peligrosos y otros desechos y 
a lograr métodos más eficaces y eficientes para su manejo ambientalmente racional, 
incluido el estudio de los efectos económicos, sociales y ambientales de la adopción 
de tales tecnologías nuevas o mejoradas;

d)	 Cooperar activamente, con sujeción a sus leyes, reglamentos y políticas nacionales, 
en la transferencia de tecnología y los sistemas de administración relacionados con 
el manejo ambientalmente racional de los desechos peligrosos y otros desechos. 
Asimismo, deberán cooperar para desarrollar la capacidad técnica entre las Partes, 
especialmente las que necesiten y soliciten asistencia en esta esfera;

e)	 Cooperar en la elaboración de las directrices técnicas o los códigos de práctica 
apropiados, o ambas cosas.

3.	 Las Partes utilizarán medios adecuados de cooperación para el fin de prestar asistencia 
a los países en desarrollo en lo que concierne a la aplicación de los apartados a), b) y 
c) del párrafo 2 del Artículo 4.

4.	 Habida cuenta de las necesidades de los países en desarrollo, la cooperación entre 
las Partes y las organizaciones internacionales pertinentes debe promover, entre otras 
cosas, la toma de conciencia pública, el desarrollo del manejo racional de los desechos 
peligrosos y otros desechos y la adopción de nuevas tecnologías que generen escasos 
desechos.

ART. 11. ACUERDOS BILATERALES, MULTILATERALES Y REGIONALES

1.	 No obstante, lo dispuesto en el párrafo 5 del Artículo 4, las Partes podrán concertar 
acuerdos o arreglos bilaterales, multilaterales o regionales sobre el movimiento 
transfronterizo de los desechos peligrosos y otros desechos, con Partes o con Estados 
que no sean Partes siempre que dichos acuerdos o arreglos no menoscaben el manejo 
ambientalmente racional de los desechos peligrosos y otros desechos que estipula el 
presente Convenio. Estos acuerdos o arreglos estipularán disposiciones que no sean 
menos ambientalmente racionales que las previstas en el presente Convenio, tomando 
en cuenta en particular los intereses de los países en desarrollo.

2.	 Las Partes notificarán a la Secretaría todos los acuerdos o arreglos bilaterales, 
multilaterales y regionales a que se refiere el párrafo 1, así como los que hayan 
concertado con anterioridad a la entrada en vigor del presente Convenio para ellos, 
con el fin de controlar los movimientos transfronterizos de los desechos peligrosos y 
otros desechos que se llevan a cabo enteramente entre las partes en tales acuerdos. 
Las disposiciones de este Convenio no afectarán a los movimientos transfronterizos 
que se efectúan en cumplimiento de tales acuerdos, siempre que estos acuerdos sean 
compatibles con la gestión ambientalmente racional de los desechos peligrosos y 
otros desechos que estipula el presente Convenio.

ART. 12. CONSULTAS SOBRE LA RESPONSABILIDAD

Las Partes cooperarán con miras a adoptar cuanto antes un protocolo que establezca las 
normas y procedimientos apropiados en lo que refiere a la responsabilidad y la indemnización 
de los daños resultantes del movimiento transfronterizo y la eliminación de los desechos 
peligrosos y otros desechos.
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ART. 13. TRANSMISIÓN DE INFORMACIÓN

1.	 Las Partes velarán por que, cuando llegue a su conocimiento, se informe inmediatamente 
a los Estados interesados en el caso de un accidente ocurrido durante los movimientos 
transfronterizos de desechos peligrosos o de otros desechos o su eliminación que 
pueda presentar riesgos para la salud humana y el medio ambiente en otros Estados.

2.	 Las Partes se informarán entre sí, por conducto de la Secretaría, acerca de:
a)	 Los cambios relativos a la designación de las autoridades competentes y/o los puntos 

de contacto, de conformidad con el Artículo 5;
b)	 Los cambios en su definición nacional de desechos peligrosos, con arreglo al Artículo 

3; y, lo antes posible, acerca de:
c)	 Las decisiones que hayan tomado de no autorizar, total o parcialmente, la importación 

de desechos peligrosos u otros desechos para su eliminación dentro de la zona bajo 
su jurisdicción nacional;

d)	 Las decisiones que hayan tomado de limitar o prohibir la exportación de desechos 
peligrosos u otros desechos;

e)	 Toda otra información que se requiera con arreglo al párrafo 4 de este Artículo.
3.	 Las Partes, en consonancia con las leyes y reglamentos nacionales, transmitirán, por 

conducto de la Secretaría, a la Conferencia de las Partes establecida en cumplimiento 
del Artículo 15, antes del final de cada año civil, un informe sobre el año civil precedente 
que contenga la siguiente información:

a)	 Las autoridades competentes y los puntos de contacto que hayan designado con 
arreglo al Artículo 5;

b)	 Información sobre los movimientos transfronterizos de desechos peligrosos o de otros 
desechos en los que hayan participado, incluidas:

i)	 la cantidad de desechos peligrosos y otros desechos exportados, su categoría, sus 
características, su destino, el país de tránsito y el método de eliminación, tal como 
constan en la respuesta a la notificación;

ii)	 la cantidad de desechos peligrosos importados, su categoría, características, origen y 
el método de eliminación;

iii)	 las operaciones de eliminación a las que no procedieron en la forma prevista;
iv)	 los esfuerzos realizados para obtener una reducción de la cantidad de desechos 

peligrosos y otros desechos sujetos a movimiento transfronterizo;
c)	 Información sobre las medidas que hayan adoptado en cumplimiento del presente 

Convenio;
d)	 Información sobre las estadísticas calificadas que hayan compilado acerca de los efectos 

que tengan sobre la salud humana y el medio ambiente la generación, el transporte 
y la eliminación de los desechos peligrosos;

e)	 Información sobre los acuerdos y arreglos bilaterales, unilaterales y regionales 
concertados de conformidad con el Artículo 11 del presente Convenio;

f)	 Información sobre los accidentes ocurridos durante los movimientos transfronterizos 
y la eliminación de desechos peligrosos y otros desechos y sobre las medidas tomadas 
para subsanarlos;

g)	 Información sobre los diversos métodos de eliminación utilizados dentro de las zonas 
bajo su jurisdicción nacional;

h)	 Información sobre las medidas adoptadas a fin de desarrollar tecnologías para la reducción 
y/o eliminación de la generación de desechos peligrosos y otros desechos; y
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i)	 Las demás cuestiones que la Conferencia de las Partes considere pertinentes.
4.	 Las Partes, de conformidad con las leyes y los reglamentos nacionales, velarán por que 

se envíen a la Secretaría copias de cada notificación relativa a cualquier movimiento 
transfronterizo determinado de desechos peligrosos o de otros desechos, y de la 
respuesta a esa notificación, cuando una Parte que considere que ese movimiento 
transfronterizo puede afectar a su medio ambiente haya solicitado que así se haga.

ART. 14. ASPECTOS FINANCIEROS

1.	 Las Partes convienen en que, en función de las necesidades específicas de las diferentes 
regiones y subregiones, deben establecerse centros regionales de capacitación   y 
transferencia de tecnología con respecto al manejo de desechos peligrosos y otros 
desechos y a la reducción al mínimo de su generación. Las Partes Contratantes adoptarán 
una decisión sobre el establecimiento de mecanismos de financiación apropiados de 
carácter voluntario.

2.	 Las Partes examinarán la conveniencia de establecer un fondo rotatorio para prestar 
asistencia provisional, en situaciones de emergencia, con el fin de reducir al mínimo 
los daños debidos a accidentes causados por el movimiento transfronterizo y la 
eliminación de desechos peligrosos y otros desechos.

ART. 15. CONFERENCIA DE LAS PARTES

1.	 Queda establecida una Conferencia de las Partes. El Director Ejecutivo del Programa 
de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente convocará la primera reunión de la 
Conferencia de las Partes a más tardar un año después de la entrada en vigor del 
presente Convenio. Ulteriormente, se celebrarán reuniones ordinarias de la Conferencia 
de las Partes a los intervalos regulares que determine la Conferencia en su primera 
reunión.

2.	 Las reuniones extraordinarias de la Conferencia de las Partes se celebrarán cuando 
la Conferencia lo estime necesario o cuando cualquiera de las Partes lo solicite por 
escrito, siempre que, dentro de los seis meses siguientes a la fecha en que la solicitud 
les sea comunicada por la Secretaría, un tercio de las Partes, como mínimo, apoye 
esa solicitud.

3.	 La Conferencia de las Partes acordará y adoptará por consenso su reglamento interno y 
los de cualesquiera órganos subsidiarios que establezca, así como las normas financieras 
para determinar, en particular, la participación financiera de las Partes con arreglo al 
presente Convenio.

4.	 En su primera reunión, las Partes considerarán las medidas adicionales necesarias 
para facilitar el cumplimiento de sus responsabilidades con respecto a la protección 
y conservación del medio ambiente marino en el contexto del presente Convenio.

5.	 La Conferencia de las Partes examinará y evaluará permanentemente la aplicación 
efectiva del presente Convenio, y además:

a)	 Promoverá la armonización de políticas, estrategias y medidas apropiadas para reducir 
al mínimo los daños causados a la salud humana y el medio ambiente por los desechos 
peligrosos y otros desechos;

b)	 Examinará y adoptará, según proceda, las enmiendas al presente Convenio y sus anexos, 
teniendo en cuenta, entre otras cosas, la información científica, técnica, económica 
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y ambiental disponible;
c)	 Examinará y tomará todas las demás medidas necesarias para la consecución de los 

fines del presente Convenio a la luz de la experiencia adquirida durante su aplicación 
y en la de los acuerdos y arreglos a que se refiere el Artículo 11;

d)	 Examinará y adoptará protocolos según proceda; y
e)	 Creará los órganos subsidiarios que se estimen necesarios para la aplicación del 

presente Convenio.
6.	 Las Naciones Unidas y sus organismos especializados, así como todo Estado que no 

sea Parte en el presente Convenio, podrán estar representados como observadores 
en las reuniones de la Conferencia de las Partes. Cualquier otro órgano u organismo 
nacional o internacional, gubernamental o no gubernamental, con competencia en las 
esferas relacionadas con los desechos peligrosos y otros desechos que haya informado 
a la Secretaría de su deseo de estar representado en una reunión de la Conferencia 
de las Partes como observador podrá ser admitido a participar a menos que un tercio 
por lo menos de las Partes presentes se opongan a ello. La admisión y participación 
de observadores estarán sujetas al reglamento aprobado por la Conferencia de las 
Partes.

7.	 La Conferencia de las Partes procederá, tres años después de la entrada en vigor del 
Convenio, y ulteriormente por lo menos cada seis años, a evaluar su eficacia y, si fuera 
necesario, a estudiar la posibilidad de establecer una prohibición completa o parcial 
de los movimientos transfronterizos de los desechos peligrosos y otros desechos a la 
luz de la información científica, ambiental, técnica y económica más reciente.

ART. 16. SECRETARÍA

1.	 La Secretaría tendrá las siguientes funciones:
a)	 Organizar las reuniones a que se refieren los Artículos 15 y 17 y prestarles servicios;
b)	 Preparar y transmitir informes basados en la información recibida de conformidad con 

los Artículos 3, 4, 6, 11, y 13, así como en la información obtenida con ocasión de las 
reuniones de los órganos subsidiarios creados con arreglo a lo dispuesto en el Artículo 
15, y también, cuando proceda, en la información proporcionada por las entidades 
intergubernamentales y no gubernamentales pertinentes;

c)	 Preparar informes acerca de las actividades que realice en el desempeño de sus 
funciones con arreglo al presente Convenio y presentarlos a la Conferencia de las 
Partes;

d)	 Velar por la coordinación necesaria con otros órganos internacionales pertinentes y, 
en particular, concertar los arreglos administrativos y contractuales que puedan ser 
necesarios para el desempeño eficaz de sus funciones;

e)	 Comunicarse con las autoridades competentes y los puntos de contacto establecidos 
por las Partes de conformidad con el Artículo 5 del presente Convenio;

f)	 Recabar información sobre los lugares e instalaciones nacionales autorizados de las 
Partes, disponibles para la eliminación de sus desechos peligrosos y otros desechos, 
y distribuir esa información entre las Partes;

g)	 Recibir y transmitir información de y a las Partes sobre:
		  - fuentes de asistencia y capacitación técnicas;
		  - conocimientos técnicos y científicos disponibles;
		  - fuentes de asesoramiento y conocimientos prácticos; y
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	 - disponibilidad de recursos, con miras a prestar asistencia a las Partes que lo soliciten 
en sectores como:

	 - el funcionamiento del sistema de notificación establecido en el presente Convenio;
	 - el manejo de desechos peligrosos y otros desechos;
	 - las tecnologías ambientalmente racionales relacionadas con los desechos peligrosos 

y otros desechos, como las tecnologías que generan pocos o ningún desecho;
	 - la evaluación de las capacidades y los lugares de eliminación;
	 - la vigilancia de los desechos peligrosos y otros desechos;
	 - las medidas de emergencia;

h)	 Proporcionar a las Partes que lo soliciten información sobre consultores o entidades 
consultivas que posean la competencia técnica necesaria en esta esfera y puedan 
prestarles asistencia para examinar la notificación de un movimiento transfronterizo, 
la conformidad de un envío de desechos peligrosos o de otros desechos con la 
notificación pertinente y/o la idoneidad de las instalaciones propuestas para la 
eliminación ambientalmente racional de los desechos peligrosos y otros desechos, 
cuando tengan razones para creer que tales desechos no se manejarán de manera 
ambientalmente racional. Ninguno de estos exámenes debería correr a cargo de la 
Secretaría;

i)	 Prestar asistencia a las Partes que lo soliciten para determinar los casos de tráfico ilícito 
y distribuir de inmediato a las Partes interesadas toda información que haya recibido 
en relación con el tráfico ilícito;

j)	 Cooperar con las Partes y con las organizaciones y los organismos internacionales 
pertinentes y competentes en el suministro de expertos y equipo a fin de prestar 
rápidamente asistencia a los Estados en caso de situaciones de emergencia; y

k)	 Desempeñar las demás funciones relacionadas con los fines del presente Convenio 
que determine la Conferencia de las Partes.

2.	 El Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente desempeñará con carácter 
provisional las funciones de secretaría hasta que termine la primera reunión de la 
Conferencia de las Partes celebrada de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 15.

3.	 En su primera reunión, la Conferencia de las Partes designará la Secretaría de entre las 
organizaciones intergubernamentales competentes existentes que hayan declarado que 
están dispuestas a desempeñar las funciones de secretaría establecidas en el presente 
Convenio. En esa reunión, la Conferencia de las Partes también evaluará la ejecución por 
la Secretaría interina de las funciones que le hubieren sido encomendadas, particularmente 
en virtud del párrafo 1 de este Artículo, y decidirá las estructuras apropiadas para el 
desempeño de esas funciones.

ART. 17. ENMIENDAS AL CONVENIO

1.	 Cualquiera de las Partes podrá proponer enmiendas al presente Convenio y cualquier 
Parte en un protocolo podrá proponer enmiendas a dicho protocolo. En esas enmiendas 
se tendrán debidamente en cuenta, entre otras cosas, las consideraciones científicas 
y técnicas pertinentes.

2.	 Las enmiendas al presente Convenio se adoptarán en una reunión de la Conferencia 
de las Partes. Las enmiendas a cualquier protocolo se aprobarán en una reunión de 
las Partes en el protocolo de que se trate. El texto de cualquier enmienda propuesta al 
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presente Convenio o a cualquier protocolo, salvo si en tal protocolo se dispone otra 
cosa, será comunicado a las Partes por la Secretaría por lo menos seis meses antes 
de la reunión en que se proponga su adopción. La Secretaría comunicará también las 
enmiendas propuestas a los signatarios del presente Convenio para su información.

3.	 Las Partes harán todo lo posible por llegar a un acuerdo por consenso sobre cualquier 
propuesta de enmienda al presente Convenio. Una vez agotados todos los esfuerzos 
por lograr un consenso sin que se haya llegado a un acuerdo, la enmienda se adoptará, 
como último recurso, por mayoría de tres cuartos de las Partes presentes y votantes en 
la reunión, y será presentada a todas las Partes por el Depositario para su ratificación, 
aprobación, confirmación formal o aceptación.

4.	 El procedimiento mencionado en el párrafo 3 de este Artículo se aplicará a las enmiendas 
de cualquier protocolo, con la salvedad de que para su adopción bastará una mayoría 
de dos tercios de las Partes en dicho protocolo presentes y votantes en la reunión.

5.	 Los instrumentos de ratificación, aprobación, confirmación formal o aceptación de las 
enmiendas se depositarán con el Depositario. Las enmiendas adoptadas de conformidad 
con los párrafos 3 ó 4 de este Artículo entrarán en vigor, respecto de las Partes que 
las hayan aceptado, el nonagésimo día después de la fecha en que el Depositario 
haya recibido el instrumento de su ratificación, aprobación, confirmación formal o 
aceptación por tres cuartos, como mínimo, de las Partes que las hayan aceptado o por 
dos tercios, como mínimo, de la Partes en el protocolo que se trate que hayan aceptado 
las enmiendas al protocolo de que se trate, salvo si en éste se ha dispuesto otra cosa. 
Las enmiendas entrarán en vigor respecto de cualquier otra Parte el nonagésimo día 
después de la fecha en que esa Parte haya depositado su instrumento de ratificación, 
aprobación, confirmación formal o aceptación de las enmiendas.

6.	 A los efectos de este Artículo, por “Partes presentes y votantes” se entiende las Partes 
que estén presentes y emitan un voto afirmativo o negativo.

ART. 18. ADOPCIÓN Y ENMIENDA DE ANEXOS

1.	 Los anexos del presente Convenio o de cualquier protocolo formarán parte integrante 
del presente Convenio o del protocolo de que se trate, según proceda y, a menos que 
se disponga expresamente otra cosa, se entenderá que toda referencia al presente 
Convenio o a sus protocolos se refiere al mismo tiempo a cualquiera de los anexos. 
Esos anexos estarán limitados a cuestiones científicas, técnicas y administrativas.

2.	 Salvo si se dispone otra cosa en cualquiera de los protocolos respecto de sus anexos, 
para la propuesta, adopción y entrada en vigor de anexos adicionales del presente 
Convenio o de anexos de un protocolo, se seguirá el siguiente procedimiento:

a)	 Los anexos del presente Convenio y de sus protocolos serán propuestos y adoptados 
según el procedimiento prescrito en los párrafos 2, 3 y 4 del Artículo 17;

b)	 Cualquiera de las Partes que no pueda aceptar un anexo adicional del presente Convenio 
o un anexo de cualquiera de los protocolos en que sea parte, lo notificará por escrito 
al Depositario dentro de los seis meses siguientes a la fecha de la 

c)	 comunicación de la adopción por el Depositario. El Depositario comunicará sin 
demora a todas las Partes cualquier notificación recibida. Una Parte podrá en cualquier 
momento sustituir una declaración anterior de objeción por una aceptación y, en tal 
caso, los anexos entrarán en vigor respecto de dicha Parte;
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d)	 Al vencer el plazo de seis meses desde la fecha de la distribución de la comunicación 
por el Depositario, el anexo surtirá efecto para todas las Partes en el presente Convenio 
o en el protocolo de que se trate que no hayan hecho una notificación de conformidad 
con lo dispuesto en el apartado b) de este párrafo.

3.	 Para la propuesta, adopción y entrada en vigor de enmiendas a los anexos del presente 
Convenio o de cualquier protocolo se aplicará el mismo procedimiento que para 
la propuesta, adopción y entrada en vigor de anexos del Convenio o anexos de un 
protocolo. En los anexos y sus enmiendas se deberán tener debidamente en cuenta, 
entre otras cosas, las consideraciones científicas y técnicas pertinentes.

4.	 Cuando un nuevo anexo o una enmienda a un anexo entrañe una enmienda al presente 
Convenio o a cualquier protocolo, el nuevo anexo o el anexo modificado no entrará 
en vigor hasta que entre en vigor la enmienda al presente Convenio o al protocolo.

ART. 19. VERIFICACIÓN

Toda Parte que tenga razones para creer que otra Parte está actuando o ha actuado en violación 
de sus obligaciones con arreglo al presente Convenio podrá informar de ello a la Secretaría 
y, en ese caso, informará simultánea e inmediatamente, directamente o por conducto de la 
Secretaría, a la Parte contra la que ha presentado la alegación. La Secretaría facilitará toda la 
información pertinente a las Partes.

ART. 20. SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS

1.	 Si se suscita una controversia entre Partes en relación con la interpretación, aplicación 
o cumplimiento del presente Convenio o de cualquiera de sus protocolos, las Partes 
tratarán de resolverla mediante la negociación o por cualquier otro medio pacífico 
de su elección.

2.	 Si las Partes interesadas no pueden resolver su controversia por los medios mencionados 
en el párrafo anterior, la controversia se someterá, si las Partes en la controversia 
así lo acuerdan, a la Corte Internacional de Justicia o a arbitraje en las condiciones 
establecidas en el anexo VI sobre arbitraje. No obstante, si no existe común acuerdo 
para someter la controversia a la Corte Internacional de Justicia o a arbitraje, las Partes 
no quedarán exentas de la obligación de seguir tratando de resolverla por los medios 
mencionados en el párrafo 1.

3.	 Al ratificar, aceptar, aprobar o confirmar formalmente el presente Convenio, o al 
adherirse a él, o en cualquier momento posterior, un estado u organización de 
integración política y/o económica podrá declarar que reconoce como obligatoria 
de pleno derecho y sin acuerdo especial, respecto de cualquier otra Parte que acepte 
la misma obligación, la sumisión de la controversia:

a)	 a la Corte Internacional de Justicia y/o
b)	 a arbitraje de conformidad con los procedimientos establecidos en el anexo VI.
	 Esa declaración se notificará por escrito a la Secretaría, la cual la comunicará a las Partes.

ART. 21. FIRMA

El presente Convenio estará abierto a la firma de los Estados, de Namibia, representada por el 
Consejo de las Naciones Unidas para Namibia, y de las organizaciones de integración política 



568

Legislación Ambiental - El Salvador 2021

y/o económica, en Basilea el 22 de marzo de 1989, en el Departamento Federal de Relaciones 
Exteriores de Suiza, en Berna, desde el 23 de marzo hasta el 30 de junio de 1989 y en la Sede de 
las Naciones Unidas en Nueva York desde el 1º de julio de 1989 hasta el 22 de marzo de 1990.

ART. 22. RATIFICACIÓN, ACEPTACIÓN, CONFIRMACIÓN FORMAL O APROBACIÓN

1.	 El presente Convenio estará sujeto a ratificación, aceptación o aprobación por los 
Estados y por Namibia, representada por el Consejo de las Naciones Unidas para 
Namibia, y a confirmación formal o aprobación por las organizaciones de integración 
política y/o económica. Los instrumentos de ratificación, aceptación, confirmación 
formal o aprobación se depositarán en poder del Depositario

2.	 Toda organización de la índole a que se refiere el párrafo 1 de este Artículo que llegue 
a ser Parte en el presente Convenio sin que sea Parte en él ninguno de sus Estados 
miembros, estará sujeta a todas las obligaciones enunciadas en el Convenio. Cuando 
uno o varios Estados miembros de esas organizaciones sean Partes en el Convenio, 
la organización y sus Estados miembros decidirán acerca de sus responsabilidades 
respectivas en lo que concierne a la ejecución de las obligaciones que les incumben en 
virtud del Convenio. En tales casos, la organización y los Estados miembros no estarán 
facultados para ejercer simultáneamente los derechos que establezca el Convenio.

3.	 En sus instrumentos de confirmación formal o aprobación, las organizaciones a que 
se refiere el párrafo 1 de este Artículo especificarán el alcance de sus competencias 
en las materias regidas por el Convenio. Esas organizaciones informarán asimismo 
al Depositario, quien informará a las Partes Contratantes, de cualquier modificación 
importante del alcance de sus competencias.

ART. 23. ADHESIÓN

1.	 El presente Convenio estará abierto a la adhesión de los Estados, de Namibia, representada 
por el Consejo de las Naciones Unidas para Namibia, y de las organizaciones de 
integración política y/o económica desde el día siguiente a la fecha en que el Convenio 
haya quedado cerrado a la firma. Los instrumentos de adhesión se depositarán en 
poder del Depositario.

2.	 En sus instrumentos de adhesión, las organizaciones a que se refiere el párrafo 1 de 
este Artículo especificarán el alcance de sus competencias en las materias regidas por 
el Convenio. Esas organizaciones informarán asimismo al Depositario de cualquier 
modificación importante del alcance de sus competencias.

3.	 Las disposiciones del párrafo 2 del Artículo 22 se aplicarán a las organizaciones de 
integración política y/o económica que se adhieran al presente Convenio.

ART. 24. DERECHO DE VOTO

1.	 Salvo lo dispuesto en el párrafo 2 de este Artículo, cada Parte en el presente Convenio 
tendrá un voto.

2.	 Las organizaciones de integración política y/o económica ejercerán su derecho de voto, 
en asuntos de su competencia, de conformidad con el párrafo 3 del Artículo 22 y el párrafo 
2 del Artículo 23, con un número de votos igual al número de sus Estados miembros 
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que sean Partes en el Convenio o en los protocolos pertinentes. Esas organizaciones 
no ejercerán su derecho de voto si sus Estados miembros ejercen el suyo, y viceversa.

ART. 25. ENTRADA EN VIGOR

1.	 El presente Convenio entrará en vigor el nonagésimo día siguiente a la fecha en que 
haya sido depositado el vigésimo instrumento de ratificación, aceptación, confirmación 
formal, aprobación o adhesión.

2.	 Respecto de cada Estado u organización de integración política y/o económica que 
ratifique, acepte, apruebe o confirme formalmente el presente Convenio o se adhiera a 
él después de la fecha de depósito del vigésimo instrumento de ratificación, aceptación, 
aprobación, confirmación formal o adhesión, el Convenio entrará en vigor el nonagésimo 
día siguiente a la fecha en que ese Estado u organización de integración política y/o 
económica haya depositado su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación, 
confirmación formal o adhesión.

3.	 A los efectos de los párrafos 1 y 2 de este Artículo, los instrumentos depositados por una 
organización de integración política y/o económica no se considerarán adicionales a 
los depositados por los Estados miembros de tal organización.

ART. 26. RESERVAS Y DECLARACIONES

1.	 No se podrán formular reservas ni excepciones al presente Convenio.
2.	 El párrafo 1 del presente Artículo no impedirá que, al firmar, ratificar, aceptar, aprobar o 

confirmar formalmente este Convenio, o al adherirse a él, un Estado o una organización de 
integración política y/o económica formule declaraciones o manifestaciones, cualesquiera 
que sean su redacción y título, con miras, entre otras cosas, a la  armonización de sus 
leyes y reglamentos con las disposiciones del Convenio, a condición de que no se 
interprete que esas declaraciones o manifestaciones excluyen o modifican   los efectos 
jurídicos de las disposiciones del Convenio y su aplicación a ese Estado.

ART. 27. DENUNCIA

1.	 En cualquier momento después de la expiración de un plazo de tres años contado desde 
la fecha de la entrada en vigor del presente Convenio respecto de una Parte, esa Parte 
podrá denunciar el Convenio mediante notificación hecha por escrito al Depositario.

2.	 La denuncia será efectiva un año después de la fecha en que el Depositario haya recibido 
la notificación o en cualquier fecha posterior que en ésta se señale.

ART. 28. DEPOSITARIO

El Secretario General de las Naciones Unidas será Depositario del presente Convenio y de 
todos sus Protocolos.

ART. 29. TEXTOS AUTÉNTICOS

Los textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso del presente Convenio son igualmente 
auténticos.
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EN TESTIMONIO DE LO CUAL los infrascritos, debidamente autorizados para ello, han firmado 
el presente Convenio.

Hecho en Basilea el día 22 de marzo de 1989.

ANEXO I

CATEGORÍAS DE DESECHOS QUE HAY QUE CONTROLAR

CORRIENTES DE DESECHOS

Y1	 Desechos clínicos resultantes de la atención médica prestada en hospitales, centros 
médicos y clínicas

Y2	 Desechos resultantes de la producción y preparación de productos farmacéuticos 
Y3	 Desechos de medicamentos y productos farmacéuticos
Y4	 Desechos resultantes de la producción, la preparación y la utilización de biocidas y 

productos fitofarmacéuticos
Y5	 Desechos resultantes de la fabricación, preparación y utilización de productos químicos 

para la preservación de la madera
Y6	 Desechos resultantes de la producción, la preparación y la utilización de disolventes 

orgánicos
Y7	 Desechos, que contengan cianuros, resultantes del tratamiento térmico y las operaciones 

de temple
Y8	 Desechos de aceites minerales no aptos para el uso a que estaban destinados
Y9	 Mezclas y emulsiones de desechos de aceite y agua o de hidrocarburos y agua 
Y10	 Sustancias y artículos de desecho que contengan, o estén contaminados por,
	 bifenilos policlorados (PCB), terfenilos policlorados (PCT) o bifenilos polibromados (PBB)
Y11	 Residuos alquitranados resultantes de la refinación, destilación o cualquier otro tratamiento 

pirolítico
Y12	 Desechos resultantes de la producción, preparación y utilización de tintas, colorantes, 

pigmentos, pinturas, lacas o barnices
Y13	 Desechos resultantes de la producción, preparación y utilización de resinas, látex, 

plastificantes o colas y adhesivos
Y14	 Sustancias químicas de desecho, no identificadas o nuevas, resultantes de la investigación 

y el desarrollo o de las actividades de enseñanza y cuyos efectos en el ser humano o el 
medio ambiente no se conozcan

Y15	 Desechos de carácter explosivo que no estén sometidos a una legislación diferente 
Y16	 Desechos resultantes de la producción, preparación y utilización de productos
	 químicos y materiales para fines fotográficos
Y17	 Desechos resultantes del tratamiento de superficie de metales y plásticos
Y18	 Residuos resultantes de las operaciones de eliminación de desechos industriales

DESECHOS QUE TENGAN COMO CONSTITUYENTES

Y19	 Metales carbonilos
Y20	Berilio, compuestos de berilio 
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Y21	 Compuestos de cromo hexavalente 
Y22	Compuestos de cobre
Y23	Compuestos de zinc
Y24	Arsénico, compuestos de arsénico 
Y25	Selenio, compuestos de selenio 
Y26	Cadmio, compuestos de cadmio
Y27	 Antimonio, compuestos de antimonio 
Y28	Telurio, compuestos de telurio
Y29	Mercurio, compuestos de mercurio 
Y30	Talio, compuestos de talio
Y31	 Plomo, compuestos de plomo
Y32	Compuestos inorgánicos de flúor, con exclusión del fluoruro cálcico 
Y33	Cianuros inorgánicos
Y34  Soluciones ácidas o ácidos en forma sólida 
Y35  Soluciones básicas o bases en forma sólida 
Y36  Asbesto (polvo y fibras)
Y37	 Compuestos orgánicos de fósforo 
Y38	Cianuros orgánicos
Y39	Fenoles, compuestos fenólicos, con inclusión de clorofenoles 
Y40	Eteres
Y41	 Solventes orgánicos halogenados
Y42	Disolventes orgánicos, con exclusión de disolventes halogenados 
Y43	Cualquier sustancia del grupo de los dibenzofuranos policlorados
Y44	Cualquier sustancia del grupo de las dibenzoparadioxinas policloradas
Y45	Compuestos organohalogenados, que no sean las sustancias mencionadas en el presente 

anexo (por ejemplo, Y39, Y41, Y42, Y43, Y44).
(a)	 Para facilitar la aplicación del presente Convenio, y con sujeción a lo estipulado en 

los párrafos b) y c), los desechos enumerados en el anexo VIII se caracterizan como 
peligrosos de conformidad con el apartado a) del párrafo 1 del Artículo 1 del presente 
Convenio, y los desechos enumerados en el anexo IX no están sujetos al apartado a) 
del párrafo 1 del Artículo 1 del presente Convenio;

(b)	 La inclusión de un desecho en el anexo VIII no obsta, en un caso particular, para que se 
use el anexo III para demostrar que un desecho no es peligroso de conformidad con el 
apartado a) del párrafo 1 del Artículo 1 del presente Convenio;

(c)	 La inclusión de un desecho en el anexo IX no excluye, en un caso particular, la 
caracterización de ese desecho como peligroso de conformidad con al apartado a) 
del párrafo 1 del Artículo 1 del presente Convenio si contiene materiales incluidos en el 
anexo I en una cantidad tal que le confiera una de las características del anexo III;

(d)	 Los anexos VIII y IX no afectan a la aplicación del apartado a) del párrafo 1 del Artículo 
1 del presente Convenio a efectos de caracterización de desechos.3

3 La Decisión IV/9 adoptada por la Conferencia de las Partes en su cuarta reunión, modificó el anexo I añadiendo los 
párrafos (a), (b), (c) y (d) al final del anexo I. Las modificaciones incluidas en la Decisión IV/9 entraron en vigor el 6 de 
noviembre de 1998.
4 La clase de las Naciones Unidas corresponde al sistema de numeración de clases de peligros de las Recomendaciones 
de las Naciones Unidas sobre el Transporte de Mercaderías Peligrosas (ST/SG/AC.10/1/Rev.5, Naciones Unidas, Nueva 
York, 1988).
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ANEXO II

CATEGORÍAS DE DESECHOS QUE REQUIEREN UNA 
CONSIDERACIÓN ESPECIAL

Y46	Desechos recogidos de los hogares
Y47	Residuos resultantes de la incineración de desechos de los hogares

	
ANEXO III

LISTA DE CARACTERÍSTICAS PELIGROSAS4 
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PRUEBAS

Los peligros que pueden entrañar ciertos tipos de desechos no se conocen plenamente todavía; 
no existen pruebas para hacer una apreciación cuantitativa de esos peligros. Es preciso realizar 
investigaciones más profundas a fin de elaborar medios de caracterizar los peligros potenciales 
que tienen estos desechos para el ser humano o el medio ambiente.  Se han elaborado pruebas 
normalizadas con respecto a sustancias y materiales puros. Muchos Estados han elaborado 
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pruebas nacionales que pueden aplicarse a los materiales enumerados en el Anexo I, a fin de 
decidir si estos materiales muestran algunas de las características descritas en el presente anexo.

ANEXO IV

OPERACIONES DE ELIMINACIÓN

A) OPERACIONES QUE NO PUEDEN CONDUCIR A LA RECUPERACIÓN DE RECURSOS, EL 
RECICLADO, LA REGENERACIÓN, LA REUTILIZACIÓN DIRECTA U OTROS USOS.

La sección A abarca todas las operaciones de eliminación que se realizan en la práctica. 

D1	 Depósito dentro o sobre la tierra (por ejemplo, rellenos, etc.)
D2	 Tratamiento de la tierra (por ejemplo, biodegradación de desperdicios líquidos o fangosos 

en suelos, etc.)
D3		 Inyección profunda (por ejemplo, inyección de desperdicios bombeables en pozos, 

domos de sal, fallas geológicas naturales, etc.)
D4	 Embalse superficial (por ejemplo, vertido de desperdicios líquidos o fangosos en pozos, 

estanques, lagunas, etc.)
D5	 Rellenos especialmente diseñados (por ejemplo, vertido en compartimientos estancos 

separados, recubiertos y aislados unos de otros y del ambiente, etc.)
D6	 Vertido en una extensión de agua, con excepción de mares y océanos 
D7	 Vertido en mares y océanos, inclusive la inserción en el lecho marino
D8	 Tratamiento biológico no especificado en otra parte de este anexo que dé lugar a 

compuestos o mezclas finales que se eliminen mediante cualquiera de las operaciones 
indicadas en la sección A

D9	 Tratamiento fisicoquímico no especificado en otra parte de este anexo que dé lugar a 
compuestos o mezclas finales que se eliminen mediante cualquiera de las operaciones 
indicadas en la sección A (por ejemplo, evaporación, secado, calcinación, neutralización, 
precipitación, etc.)

D10	Incineración en la tierra 
D11	Incineración en el mar
D12	Depósito permanente (por ejemplo, colocación de contenedores en una mina, etc.)
D13	Combinación o mezcla con anterioridad a cualquiera de las operaciones indicadas en 

la sección A
D14	Reempaque con anterioridad a cualquiera de las operaciones indicadas en la sección A
D15	Almacenamiento previo a cualquiera de las operaciones indicadas en la sección A

B) OPERACIONES QUE PUEDEN CONDUCIR A LA RECUPERACIÓN DE RECURSOS, EL 
RECICLADO, LA REGENERACIÓN, LA REUTILIZACIÓN DIRECTA Y OTROS USOS.

La sección B comprende todas las operaciones con respecto a materiales que son considerados 
o definidos jurídicamente como desechos peligrosos y que de otro modo habrían sido destinados 
a una de las operaciones indicadas en la sección A.

R1	 Utilización como combustible (que no sea en la incineración directa) u otros medios de 
generar energía
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R2	 Recuperación o regeneración de disolventes
R3	 Reciclado o recuperación de sustancias orgánicas que no se utilizan como disolventes
R4	 Reciclado o recuperación de metales y compuestos metálicos 
R5	 Reciclado o recuperación de otras materias inorgánicas
R6	 Regeneración de ácidos o bases
R7	 Recuperación de componentes utilizados para reducir la contaminación 
R8	 Recuperación de componentes provenientes de catalizadores
R9	 Regeneración u otra reutilización de aceites usados
R10	Tratamiento de suelos en beneficio de la agricultura o el mejoramiento ecológico 
R11	 Utilización de materiales residuales resultantes de cualquiera de las operaciones
	 numeradas de R1 a R10
R12	Intercambio de desechos para someterlos a cualquiera de las operaciones numeradas 

de R1 a R11
R13	Acumulación de materiales destinados a cualquiera de las operaciones indicadas en la 

sección B

ANEXO V A

INFORMACIÓN QUE HAY QUE PROPORCIONAR CON LA 
NOTIFICACIÓN PREVIA

1.	 Razones de exportación de desechos
2.	 Exportador de los desechos 1/
3.	 Generador(es) de los desechos y lugar de generación 1/
4.	 Eliminador de los desechos y lugar efectivo de eliminación 1/
5.	 Transportista(s) previsto(s) de los desechos o sus agentes, de ser conocido(s) 1/
6.	 Estado de exportación de los desechos Autoridad competente 2/
7.	 Estados de tránsito previstos Autoridad competente 2/
8.	 Estado de importación de los desechos Autoridad competente 2/
9.	 Notificación general o singular
10.	 Fecha(s) prevista(s) del (de los) embarque(s), período de tiempo durante el cual se exportarán 

los desechos e itinerario propuesto (incluidos los puntos de entrada y salida) 3/
11.	 Medios de transporte previstos (transporte por carretera, ferrocarril, marítimo, aéreo, vía 

de navegación interior)
12.	 Información relativa al seguro 4/
13.	 Designación y descripción física de los desechos, incluidos su número y su número de las 

Naciones Unidas, y de su composición 5/ e información sobre los requisitos especiales 
de manipulación, incluidas las disposiciones de emergencia en caso de accidente.

14.	 Tipo de empaque previsto (por ejemplo, carga a granel, bidones, tanques)
15.	 Cantidad estimada en peso/volumen 6/
16.	 Proceso por el que se generaron los desechos 7/
17.	 Para los desechos enumerados en el anexo I, las clasificaciones del anexo II: Características 

peligrosas, número H y clase de las Naciones Unidas.
18.	 Método de eliminación según el anexo III
19.	 Declaración del generador y el exportador de que la información es correcta.
20.	 Información (incluida la descripción técnica de la planta) comunicada al exportador o al 

generador por el eliminador de los desechos y en la que éste ha basado su suposición 
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de que no hay razón para creer que los desechos no serán manejados en forma 
ambientalmente racional de conformidad con las leyes y reglamentos del Estado de 
importación.

21.	 Información relativa al contrato entre el exportador y el eliminador.
	 Notas
1/	 Nombre y apellidos y dirección, número de teléfono, de télex o de telefax, y nombre, 

dirección, número de teléfono, de télex o de telefax de la persona con quien haya que 
comunicarse.

2/	 Nombre y apellidos y dirección, número de teléfono, de télex o de telefax.
3/	 En caso de notificación general que comprenda varios embarques, indíquense las 

fechas previstas de cada embarque o, de no conocerse éstas, la frecuencia prevista de 
los embarques.

4/	 Información que hay que proporcionar sobre los requisitos pertinentes en materia de 
seguro y la forma en que los cumple el exportador, el transportista y el eliminador.

5/	 Indíquese la naturaleza y la concentración de los componentes más peligrosos, en función 
de la toxicidad y otros peligros que presentan los desechos, tanto en su manipulación 
como en relación con el método de eliminación propuesto.

6/	 En caso de notificación general que comprenda varios embarques, indíquese tanto la 
cantidad total estimada como las cantidades estimadas para cada uno de los embarques.

7/	 En la medida en que ello sea necesario para evaluar el riesgo y determinar la idoneidad 
de la operación de eliminación propuesta.

ANEXO V B

INFORMACIÓN QUE HAY QUE PROPORCIONAR EN EL DOCUMENTO 
RELATIVO AL MOVIMIENTO

1.	 Exportador de los desechos 1/
2.	 Generador(es) de los desechos y lugar de generación 1/
3.	 Eliminador de los desechos y lugar efectivo de la eliminación 1/
4.	 Transportista(s) de los desechos 1/ o su(s) agente(s)
5.	 Sujeto a notificación general o singular
6.	 Fecha en que se inició el movimiento transfronterizo y fecha(s) y acuse de recibo de 

cada persona que maneje los desechos
7.	 Medios de transporte (por carretera, ferrocarril, vía de navegación interior, marítimo, 

aéreo) incluidos los Estados de exportación, tránsito e importación, así como puntos 
de entrada y salida cuando se han indicado

8.	 Descripción general de los desechos (estado físico, nombre distintivo y clase de las 
Naciones Unidas con el que se embarca, número de las Naciones Unidas, número Y y 
número H cuando proceda)

9.	 Información sobre los requisitos especiales de manipulación incluidas las disposiciones 
de emergencia en caso de accidente

10.	 Tipo y número de bultos
11.	 Cantidad en peso/volumen
12.	 Declaración del generador o el exportador de que la información es correcta
13.	 Declaración del generador o el exportador de que no hay objeciones por parte de las 
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autoridades competentes de todos los Estados interesados que sean Partes
14.	 Certificación por el eliminador de la recepción de los desechos en la instalación designada 

e indicación del método de eliminación y la fecha aproximada de eliminación.

Notas

	 La información que debe constar en el documento sobre el movimiento debe integrarse 
cuando sea posible en un documento junto con la que se requiera en las normas de 
transporte. Cuando ello no sea posible, la información complementará, no repetirá, los 
datos que se faciliten de conformidad con las normas de transporte. El documento sobre 
el movimiento debe contener instrucciones sobre las personas que deban proporcionar 
información y llenar los formularios del caso.

	 1/  Nombre y apellidos y dirección, número de teléfono, de télex o de telefax, y nombre, 
dirección, número de teléfono, de télex o de telefax de la persona con quien haya que 
comunicarse en caso de emergencia.

ANEXO VI

ARBITRAJE

ART. 1
Salvo que el compromiso a que se refiere el Artículo 20 del Convenio disponga otra cosa, el 
procedimiento de arbitraje se regirá por los Artículos 2 a 10 del presente anexo.

ART. 2
La Parte demandante notificará a la Secretaría que las Partes han convenido en someter la 
controversia a arbitraje de conformidad con el párrafo 2 o el párrafo 3 del Artículo 20 del 
Convenio, indicando, en particular, los Artículos del Convenio cuya interpretación o aplicación 
sean objeto de la controversia. La Secretaría comunicará las informaciones recibidas a todas 
las Partes en el Convenio.

ART. 3
El tribunal arbitral estará compuesto de tres miembros. Cada una de las Partes en la controversia 
nombrará un árbitro y los dos árbitros así nombrados designarán de común acuerdo al tercer 
árbitro, quién asumirá la presidencia del tribunal. Ese último árbitro no deberá ser nacional 
de ninguna de las Partes en la controversia, ni tener su residencia habitual en el territorio de 
ninguna de esas Partes, ni estar al servicio de ninguna de ellas, ni haberse ocupado ya del 
asunto en ningún otro concepto.

ART. 4
1.	 Si dos meses después de haberse nombrado el segundo árbitro no se ha designado al 

presidente del tribunal arbitral, el Secretario General de las Naciones Unidas, a petición 
de cualquiera de las Partes, procederá a su designación en un nuevo plazo de dos meses.

2.	 Si dos meses después de la recepción de la demanda una de las Partes en la controversia 
no ha procedido al nombramiento de un árbitro, la otra Parte podrá dirigirse al Secretario 
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General de las Naciones Unidas, quién designará al presidente del tribunal arbitral en un 
nuevo plazo de dos meses. Una vez designado, el presidente del tribunal arbitral pedirá 
a la Parte que aún no haya nombrado un árbitro que lo haga en un plazo de dos meses. 
Transcurrido ese plazo, el presidente del tribunal arbitral se dirigirá al Secretario General 
de las Naciones Unidas, quién procederá a dicho nombramiento en un nuevo plazo de 
dos meses.

ART. 5
1.	 El tribunal arbitral dictará su laudo de conformidad con el derecho internacional y con 

las disposiciones del presente Convenio.
2.	 Cualquier tribunal arbitral que se constituya de conformidad con el presente anexo 

adoptará su propio reglamento.

ART. 6
1.	 Las decisiones del tribunal arbitral, tanto en materia de procedimiento como sobre el 

fondo, serán adoptadas por mayoría de sus miembros.
2.	 El tribunal podrá adoptar las medidas apropiadas para determinar los hechos. A petición 

de una de las Partes, podrá recomendar las medidas cautelares indispensables.
3.	 Las Partes en la controversia darán todas las facilidades necesarias para el desarrollo 

eficaz del procedimiento.
4.	 La ausencia o incomparecencia de una Parte en la controversia no interrumpirá el 

procedimiento.

ART. 7
El tribunal podrá conocer de las reconversiones directamente basadas en el objeto de la 
controversia y resolver sobre ellas.

ART. 8
Salvo que el tribunal arbitral decida otra cosa en razón de las circunstancias particulares del 
caso, los gastos del tribunal, incluida la remuneración de sus miembros, serán sufragados, a 
partes iguales, por las Partes en la controversia. El tribunal llevará una relación de todos sus 
gastos y presentará a las Partes un estado final de los mismos.
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El Ministro de Medio Ambiente y Recursos Naturales, Fernando López 
Larreynaga, recibió la presidencia de la Comisión Centroamericana de 
Ambiente y Desarrollo (CCAD), organismo ambiental del Sistema de 
Integración Centroamericana (SICA), para el período julio-diciembre de 2019. 

La CCAD fue creada hace 30 años por los presidentes de la región. De acuerdo 
con su convenio constitutivo, fue concebida como un “régimen regional de 
cooperación para la utilización óptima y racional de los recursos naturales 
del área, el control de la contaminación y el restablecimiento del equilibrio 
ecológico, para garantizar una mejor calidad de vida a la población del istmo 
centroamericano”.
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CONVENIO DE ESTOCOLMO SOBRE CONTAMINANTES 
ORGÁNICOS PERSISTENTES

Las Partes en el presente Convenio,

Reconociendo que los contaminantes orgánicos persistentes tienen propiedades tóxicas, son 
resistentes a la degradación, se bioacumulan y son transportados por el aire, el agua y las 
especies migratorias a través de las fronteras internacionales y depositados lejos del lugar de 
su liberación, acumulándose en ecosistemas terrestres y acuáticos,

Conscientes de los problemas de salud, especialmente en los países en desarrollo, resultantes 
de la exposición local a los contaminantes orgánicos persistentes, en especial los efectos en 
las mujeres y, a través de ellas, en las futuras generaciones,

Reconociendo que los ecosistemas, y comunidades indígenas árticos están especialmente 
amenazados debido a la biomagnificación de los contaminantes orgánicos persistentes y que 
la contaminación de sus alimentos tradicionales es un problema de salud pública,

Conscientes de la necesidad de tomar medidas de alcance mundial sobre los contaminantes 
orgánicos persistentes,

Teniendo en cuenta la decisión 19/13 C, del 7 de febrero de 1997, del Consejo de Administración del 
Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente, de iniciar actividades internacionales 
para proteger la salud humana y el medio ambiente con medidas para reducir y/o eliminar las 
emisiones y descargas de contaminantes orgánicos persistentes,

Recordando las disposiciones pertinentes de los convenios internacionales pertinentes sobre el 
medio ambiente, especialmente el Convenio de Rotterdam para la aplicación del procedimiento 
de consentimiento fundamentado previo a ciertos plaguicidas y productos químicos peligrosos 
objeto de comercio internacional y el Convenio de Basilea sobre el control de los movimientos 
transfronterizos de los desechos peligrosos y su eliminación, incluidos los acuerdos regionales 
elaborados en el marco de su artículo 11,

Recordando también las disposiciones pertinentes de la Declaración de Río sobre el Medio 
Ambiente y el Desarrollo y el Programa 21,

Reconociendo que la idea de precaución es el fundamento de las preocupaciones de todas 
las Partes y se halla incorporada de manera sustancial en el presente Convenio,

Reconociendo que el presente Convenio y los demás acuerdos internacionales en la esfera 
del comercio y el medio ambiente se apoyan mutuamente,

Reafirmando que los Estados, de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas y los 
principios del derecho internacional, tienen el derecho soberano de explotar sus propios 
recursos con arreglo a sus políticas propias en materia de medio ambiente y desarrollo, así 
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como la responsabilidad de velar por que las actividades que se realicen bajo su jurisdicción 
o control no causen daños al medio ambiente de otros Estados o de zonas situadas más allá 
de los límites de la jurisdicción nacional,

Teniendo en cuenta las circunstancias y las especiales necesidades de los países en desarrollo, 
particularmente las de los países menos adelantados, y de los países con economías en 
transición, en particular la necesidad de fortalecer su capacidad nacional para la gestión de 
los productos químicos, inclusive mediantela transferencia de tecnología, la prestación de 
asistencia financiera y técnica y el fomento de la cooperación entre las Partes,

Teniendo plenamente en cuenta el Programa de Acción para el desarrollo sostenible de los 
pequeños Estados insulares en desarrollo, aprobado en Barbados el 6 de mayo de 1994,

Tomando nota de las respectivas capacidades de los países desarrollados y en desarrollo, así 
como de las responsabilidades comunes pero diferenciadas de los Estados de acuerdo con lo 
reconocido en el principio 7 de la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo,

Reconociendo la importante contribución que el sector privado y las organizaciones no 
gubernamentales pueden hacer para lograr la reducción y/o eliminación de las emisiones y 
descargas de contaminantes orgánicos persistentes,

Subrayando la importancia de que los fabricantes de contaminantes orgánicos persistentes 
asuman la responsabilidad de reducir los efectos adversos causados por sus productos y de 
suministrar información a los usuarios, a los gobiernos y al público sobre las propiedades 
peligrosas de esos productos químicos,

Conscientes de la necesidad de adoptar medidas para prevenir los efectos adversos causados 
por los contaminantes orgánicos persistentes en todos los estados de su ciclo de vida,

Reafirmando el principio 16 de la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo 
que estipula que las autoridades nacionales deberían procurar fomentar la internalización de 
los costos ambientales y el uso de instrumentos económicos, teniendo en cuenta el criterio de 
que el que contamina debe, en principio, cargar con los costos de la contaminación, teniendo 
debidamente en cuenta el interés público y sin distorsionar el comercio ni las inversiones 
internacionales,

Alentando a las Partes que no cuentan con sistemas reglamentarios y de evaluación para 
plaguicidas y productos químicos industriales a que desarrollen esos sistemas,

Reconociendo la importancia de concebir y emplear procesos alternativos y productos químicos 
sustitutivos ambientalmente racionales,

Resueltas a proteger la salud humana y el medio ambiente de los efectos nocivos de los 
contaminantes orgánicos persistentes,

Han acordado lo siguiente:
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ART. 1. OBJETIVO

Teniendo presente el criterio de precaución consagrado en el principio 15 de la Declaración 
de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, el objetivo del presente Convenio es proteger 
la salud humana y el medio ambiente frente a los contaminantes orgánicos persistentes.

ART. 2. DEFINICIONES

A efectos del presente Convenio:

a)	 Por “Parte” se entiende un Estado o una organización de integración económica regional 
que haya consentido en someterse a las obligaciones establecidas en el presente Convenio 
y en los que el Convenio está en vigor;

b)	 Por “organización de integración económica regional” se entiende una organización 
constituida por Estados soberanos de una región determinada a la cual los Estados hayan 
cedido su competencia respecto de materias regidas por el presente Convenio y que haya 
sido debidamente facultada, de conformidad con sus procedimientos internos, para firmar, 
ratificar, aceptar o aprobar el presente Convenio o adherirse a él;

c)	 Por “Partes presentes y votantes” se entiende las Partes que estén presentes y emitan un 
voto afirmativo o negativo.

ART. 3. MEDIDAS PARA REDUCIR O ELIMINAR LAS LIBERACIONES DERIVADAS DE LA 
PRODUCCIÓN Y UTILIZACIÓN INTENCIONALES

1.	 Cada Parte:

a)	 Prohibirá y/o adoptará las medidas jurídicas y administrativas que sean necesarias para 
eliminar:

i)	 Su producción y utilización de los productos químicos enumerados en el anexo A con 
sujeción a las disposiciones que figuran en ese anexo; y

ii)	 Sus importaciones y exportaciones de los productos químicos incluidos en el anexo A de 
acuerdo con las disposiciones del párrafo 2, y

b)	 Restringirá su producción y utilización de los productos químicos incluidos en el anexo B 
de conformidad con las disposiciones de dicho anexo.

2.	 Cada Parte adoptará medidas para velar por que:

a)	 Un producto químico incluido en el anexo A o en el anexo B, se importe únicamente:

i)	 Para fines de su eliminación ambientalmente racional con arreglo a las disposiciones del 
inciso d) del párrafo 1 del artículo 6; o

ii)	 Para una finalidad o utilización permitida para esa Parte en virtud del anexo A o el anexo B;
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b)	 Un producto químico incluido en el anexo A, respecto del cual está en vigor una exención 
específica para la producción o utilización, o un producto químico incluido en la lista 
del anexo B, respecto del cual está en vigor una exención específica para la producción 
o utilización en una finalidad aceptable, teniendo en cuenta las disposiciones de los 
instrumentos internacionales de consentimiento fundamentado previo existentes, se exporte 
únicamente:

i)	 Para fines de su eliminación ambientalmente racional con arreglo a las disposiciones del 
inciso d) del párrafo 1 del artículo 6;

ii)	 A una Parte que tiene autorización para utilizar ese producto químico en virtud del anexo 
A o anexo B; o

iii)	 A un Estado que no es Parte en el presente Convenio, que haya otorgado una certificación 
anual a la Parte exportadora. Esa certificación deberá especificar el uso previsto e incluirá 
una declaración de que, con respecto a ese producto químico, el Estado importador se 
compromete a:

a.	 Proteger la salud humana y el medio ambiente tomando las medidas necesarias para reducir 
a un mínimo o evitar las liberaciones;

b.	 Cumplir lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 6; y
c.	 Cuando proceda, cumplir lo dispuesto en el párrafo 2 de la parte II del anexo B.

La certificación incluirá también toda la documentación de apoyo apropiada, como legislación, 
instrumentos reglamentarios o directrices administrativas o de política. La Parte exportadora 
transmitirá la certificación a la secretaría dentro de los sesenta días siguientes a su recepción.

c)	 Un producto químico incluido en el anexo A, respecto del cual han dejado de ser efectivas 
para cualquiera de las Partes las exenciones específicas para la producción y utilización, 
no sea exportado por esa Parte, salvo para su eliminación ambientalmente racional, según 
lo dispuesto en el inciso d) del párrafo 1 del artículo 6;

d)	 A los efectos del presente párrafo, el término “Estado que no es Parte en el presente Convenio” 
incluirá, en relación con un producto químico determinado, un Estado u organización de 
integración económica regional que no haya consentido en someterse a las obligaciones 
establecidas en el Convenio con respecto a ese producto químico.

3.	 Cada Parte que disponga de uno o más sistemas de reglamentación y evaluación de nuevos 
plaguicidas o nuevos productos químicos industriales adoptará medidas para reglamentar, 
con el fin de prevenirlas, la producción y utilización de nuevos plaguicidas o nuevos 
productos químicos industriales que, teniendo en consideración los criterios del párrafo 1 
del anexo D, posean las características de contaminantes orgánicos persistentes.

4.	 Cada Parte que disponga de uno o más sistemas de reglamentación y evaluación de 
plaguicidas o productos químicos industriales tendrá en consideración dentro de esos 
sistemas, cuando corresponda, los criterios del párrafo 1 del anexo D en el momento de 
realizar las evaluaciones de los plaguicidas o productos químicos industriales que actualmente 
se encuentren en uso.
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5.	 A menos que el presente Convenio disponga otra cosa, los párrafos 1 y 2 no se aplicarán 
a las cantidades de un producto químico destinado a ser utilizado para investigaciones a 
escala de laboratorio o como patrón de referencia.

6.	 Toda Parte que tenga una excepción específica de acuerdo con el anexo A, o una finalidad 
aceptable de acuerdo con el anexo B, tomará las medidas apropiadas para velar por que 
cualquier producción o utilización correspondiente a esa exención o finalidad se realice 
de manera que evite o reduzca al mínimo la exposición humana y la liberación en el medio 
ambiente. En cuanto a las utilizaciones exentas o las finalidades aceptables que incluyan 
la liberación intencional en el medio ambiente en condiciones de utilización normal, tal 
liberación deberá ser la mínima necesaria, teniendo en cuenta las normas y directrices 
aplicables.

ART. 4. REGISTRO DE EXENCIONES ESPECÍFICAS

1.	 Se establece un Registro en el marco del presente Convenio para individualizar a las Partes 
que gozan de exenciones específicas incluidas en el anexo A o el anexo B. En el Registro 
no se identificará a las Partes que hagan uso de las disposiciones del anexo A o el anexo B 
que pueden ser invocadas por todas las Partes. La secretaría mantendrá ese Registro y lo 
pondrá a disposición del público.

2.	 En el Registro se incluirá:

a)	 Una lista de los tipos de exenciones específicas tomadas del anexo A y el anexo B;
b)	 Una lista de las Partes que gozan de una exención específica incluida en el anexo A o el 

anexo B; y
c)	 Una lista de las fechas de expiración de cada una de las exenciones específicas registradas.

3.	 Al pasar a ser Parte, cualquier Estado podrá, mediante notificación escrita dirigida a la 
secretaría, inscribirse en el Registro para uno o más tipos de exenciones específicas incluidas 
en el anexo A, o en el anexo B.

4.	 Salvo que una Parte indique una fecha anterior en el Registro, o se otorgue una prórroga de 
conformidad con el párrafo 7, todas las inscripciones de exenciones específicas expirarán 
cinco años después de la fecha de entrada en vigor del presente Convenio con respecto 
a un producto químico determinado.

5.	 En su primera reunión, la Conferencia de las Partes adoptará una decisión respecto de su 
proceso de examen de las inscripciones en el Registro.

6.	 Con anterioridad al examen de una inscripción en el Registro, la Parte interesada presentará 
un informe a la secretaría en el que justificará la necesidad de que esa exención siga 
registrada. La secretaría distribuirá el informe a todas las Partes. El examen de una inscripción 
se llevará a cabo sobre la base de toda la información disponible. Con esos antecedentes, 
la Conferencia de las Partes podrá formular las recomendaciones que estime oportunas a 
la Parte interesada.
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7.	 La Conferencia de las Partes podrá, a solicitud de la Parte interesada, decidir prorrogar 
la fecha de expiración de una exención específica por un período de hasta cinco años. 
Al adoptar su decisión, la Conferencia de las Partes tomará debidamente en cuenta las 
circunstancias especiales de las Partes que sean países en desarrollo y de las Partes que 
sean economías en transición.

8.	 Una Parte podrá, en cualquier momento, retirar del Registro la inscripción de una exención 
específica mediante notificación escrita a la secretaría. El retiro tendrá efecto en la fecha 
que se especifique en la notificación.

9.	 Cuando ya no haya Partes inscritas para un tipo particular de exención específica, no se 
podrán hacer nuevas inscripciones con respecto a ese tipo de exención.

ART. 5.  Medidas para reducir o eliminar las liberaciones derivadas de la producción no intencional
Cada Parte adoptará como mínimo las siguientes medidas para reducir las liberaciones totales 
derivadas de fuentes antropógenas de cada uno de los productos químicos incluidos en el 
anexo C, con la meta de seguir reduciéndolas al mínimo y, en los casos en que sea viable, 
eliminarlas definitivamente:

a)	 Elaborará en un plazo de dos años a partir de la entrada en vigor del presente Convenio 
para dicha Parte, y aplicará ulteriormente, un plan de acción o, cuando proceda, un plan 
de acción regional o subregional como parte del plan de aplicación especificado en el 
artículo 7, destinado a identificar, caracterizar y combatir las liberaciones de los productos 
químicos incluidos en el anexo C y a facilitar la aplicación de los apartados b) a e). En el 
plan de acción se incluirán los elementos siguientes:

i)	 Una evaluación de las liberaciones actuales y proyectadas, incluida la preparación y el 
mantenimiento de inventarios de fuentes y estimaciones de liberaciones, tomando en 
consideración las categorías de fuentes que se indican en el anexo C;

ii)	 Una evaluación de la eficacia de las leyes y políticas de la Parte relativas al manejo de esas 
liberaciones;

iii)	 Estrategias para cumplir las obligaciones estipuladas en el presente párrafo, teniendo en 
cuenta las evaluaciones mencionadas en los incisos i) y ii);

iv)	 Medidas para promover la educación, la capacitación y la sensibilización sobre esas 
estrategias;

v)	 Un examen quinquenal de las estrategias y su éxito en cuanto al cumplimiento de las 
obligaciones estipuladas en el presente párrafo; esos exámenes se incluirán en los informes 
que se presenten de conformidad con el artículo 15;

vi)	 Un calendario para la aplicación del plan de acción, incluidas las estrategias y las medidas 
que se señalan en ese plan;

b)	 Promover la aplicación de las medidas disponibles, viables y prácticas que permitan lograr 
rápidamente un grado realista y significativo de reducción de las liberaciones o de eliminación 
de fuentes;

c)	 Promover el desarrollo y, cuando se considere oportuno, exigir la utilización de materiales, 
productos y procesos sustitutivos o modificados para evitar la formación y liberación de 
productos químicos incluidos en el anexo C, teniendo en cuenta las orientaciones generales 
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sobre medidas de prevención y reducción de las liberaciones que figuran en el anexo C y 
las directrices que se adopten por decisión de la Conferencia de las Partes;

d)	 Promover y, de conformidad con el calendario de aplicación de su plan de acción, requerir 
el empleo de las mejores técnicas disponibles con respecto a las nuevas fuentes dentro 
de las categorías de fuentes que según haya determinado una Parte justifiquen dichas 
medidas con arreglo a su plan de acción, centrándose especialmente en un principio en 
las categorías de fuentes incluidas en la parte II del anexo C. En cualquier caso, el requisito 
de utilización de las mejores técnicas disponibles con respecto a las nuevas fuentes de las 
categorías incluidas en la lista de la parte II de ese anexo se adoptarán gradualmente lo antes 
posible, pero a más tardar cuatro años después de la entrada en vigor del Convenio para esa 
Parte. Con respecto a las categorías identificadas, las Partes promoverán la utilización de 
las mejores prácticas ambientales. Al aplicar las mejores técnicas disponibles y las mejores 
prácticas ambientales, las Partes deberán tener en cuenta las directrices generales sobre 
medidas de prevención y reducción de las liberaciones que figuran en dicho anexo y las 
directrices sobre mejores técnicas disponibles y mejores prácticas ambientales que se 
adopten por decisión de la Conferencia de las Partes;

e)	 Promover, de conformidad con su plan de acción, el empleo de las mejores técnicas 
disponibles y las mejores prácticas ambientales:

i)	 Con respecto a las fuentes existentes dentro de las categorías de fuentes incluidas en la 
parte II del anexo C y dentro de las categorías de fuentes como las que figuran en la parte 
III de dicho anexo; y

ii)	 Con respecto a las nuevas fuentes, dentro de categorías de fuentes como las incluidas en 
la parte III del anexo C a las que una Parte no se haya referido en el marco del apartado d).

Al aplicar las mejores técnicas disponibles y las mejores prácticas ambientales las Partes 
tendrán en cuenta las directrices generales sobre medidas de prevención y reducción de las 
liberaciones que figuran en el anexo C y las directrices sobe mejores técnicas disponibles y 
mejores prácticas ambientales que se adopten por decisión de la Conferencia de las Partes;

f)	 A los fines del presente párrafo y del anexo C:

i)	 Por “mejores técnicas disponibles” se entiende la etapa más eficaz y avanzada en el 
desarrollo de actividades y sus métodos de operación que indican la idoneidad práctica 
de técnicas específicas para proporcionar en principio la base de la limitación de las 
liberaciones destinada a evitar y, cuando no sea viable, reducir en general las liberaciones 
de los productos químicos incluidos en la parte I del anexo C y sus efectos en el medio 
ambiente en su conjunto. A este respecto:

ii)	 “Técnicas” incluye tanto la tecnología utilizada como el modo en que la instalación es 
diseñada, construida, mantenida, operada y desmantelada;

iii)	 “Disponibles” son aquellas técnicas que resultan accesibles al operador y que se han 
desarrollado a una escala que permite su aplicación en el sector industrial pertinente en 
condiciones económica y técnicamente viables, teniendo en consideración los costos y 
las ventajas; y
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iv)	 Por “mejores” se entiende más eficaces para lograr un alto grado general de protección 
del medio ambiente en su conjunto;

v)	 Por “mejores prácticas ambientales” se entiende la aplicación de la combinación más 
adecuada de medidas y estrategias de control ambiental;

vi)	 Por “nueva fuente” se entiende cualquier fuente cuya construcción o modificación sustancial 
se haya comenzado por lo menos un año después de la fecha de:

a.	 Entrada en vigor del presente Convenio para la Parte interesada; o
b.	 Entrada en vigor para la Parte interesada de una enmienda del anexo C en virtud de la cual 

la fuente quede sometida a las disposiciones del presente Convenio exclusivamente en 
virtud de esa enmienda.

g)	 Una Parte podrá utilizar valores de límite de liberación o pautas de comportamiento para 
cumplir sus compromisos de aplicar las mejores técnicas disponibles con arreglo al presente 
párrafo.

ART. 6. MEDIDAS PARA REDUCIR O ELIMINAR LAS LIBERACIONES DERIVADAS DE EXISTENCIAS 
Y DESECHOS

1.	 Con el fin de garantizar que las existencias que consistan en productos químicos incluidos en 
el anexo A o el anexo B, o que contengan esos productos químicos, así como los desechos, 
incluidos los productos y artículos cuando se conviertan en desechos, que consistan en un 
producto químico incluido en el anexo A, B o C o que contengan dicho producto químico 
o estén contaminadas con él, se gestionen de manera que se proteja la salud humana y el 
medio ambiente, cada Parte:

a)	 Elaborará estrategias apropiadas para determinar:

i)	 Las existencias que consistan en productos químicos incluidos en el anexo A o el anexo B, 
o que contengan esos productos químicos; y

ii)	 Los productos y artículos en uso, así como los desechos, que consistan en un producto 
químico incluido en el anexo A, B, o C, que contengan dicho producto químico o estén 
contaminados con él.

b)	 Determinará, en la medida de lo posible, las existencias que consistan en productos químicos 
incluidos en el anexo A o el anexo B, o que contengan esos productos químicos, sobre la 
base de las estrategias a que se hace referencia en el apartado a);

c)	 Gestionará, cuando proceda, las existencias de manera segura, eficiente y ambientalmente 
racional. Las existencias de productos químicos incluidos en el anexo A o el anexo B, cuando 
ya no se permita utilizarlas en virtud de una exención específica estipulada en el anexo A o 
una exención específica o finalidad aceptable estipulada en el anexo B, a excepción de las 
existencias cuya exportación esté autorizada de conformidad con el párrafo 2 del artículo 
3, se considerarán desechos y se gestionarán de acuerdo con el apartado d);

d)	 Adoptará las medidas adecuadas para que esos desechos, incluidos los productos y artículos, 
cuando se conviertan en desechos:
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i)	 Se gestionen, recojan, transporten y almacenen de manera ambientalmente racional;
ii)	 Se eliminen de un modo tal que el contenido del contaminante orgánico persistente 

se destruya o se transforme en forma irreversible de manera que no presenten las 
características de contaminante orgánico persistente o, de no ser así, se eliminen en 
forma ambientalmente racional cuando la destrucción o la transformación irreversible no 
represente la opción preferible desde el punto de vista del medio ambiente o su contenido 
de contaminante orgánico persistente sea bajo, teniendo en cuenta las reglas, normas, y 
directrices internacionales, incluidas las que puedan elaborarse de acuerdo con el párrafo 
2, y los regímenes mundiales y regionales pertinentes que rigen la gestión de los desechos 
peligrosos;

iii)	 No estén autorizados a ser objeto de operaciones de eliminación que puedan dar lugar 
a la recuperación, reciclado, regeneración, reutilización directa o usos alternativos de los 
contaminantes orgánicos persistentes; y

iv)	 No sean transportados a través de las fronteras internacionales sin tener en cuenta las reglas, 
normas y directrices internacionales;

e)	 Se esforzará por elaborar estrategias adecuadas para identificar los sitios contaminados 
con productos químicos incluidos en el anexo A, B o C; y en caso de que se realice el 
saneamiento de esos sitios, ello deberá efectuarse de manera ambientalmente racional.

2.	 La Conferencia de las Partes, cooperará estrechamente con los órganos pertinentes del 
Convenio de Basilea sobre el control de los movimientos transfronterizos de los desechos 
peligrosos y su eliminación, para, entre otras cosas:

a)	 Fijar niveles de destrucción y transformación irreversible necesarios para garantizar que no 
se exhiban las características de contaminantes orgánicos persistentes especificadas en el 
párrafo 1 del anexo D;

b)	 Determinar los métodos que constituyan la eliminación ambientalmente racional a que se 
hace referencia anteriormente; y

c)	 Adoptar medidas para establecer, cuando proceda, los niveles de concentración de los 
productos químicos incluidos en los anexos A, B y C para definir el bajo contenido de 
contaminante orgánico persistente a que se hace referencia en el inciso ii) del apartado d) 
del párrafo 1.

ART. 7. PLANES DE APLICACIÓN

1.	 Cada Parte:

a)	 Elaborará un plan para el cumplimiento de sus obligaciones emanadas del presente Convenio 
y se esforzará en aplicarlo;

b)	 Transmitirá su plan de aplicación a la Conferencia de las Partes dentro de un plazo de dos 
años a partir de la fecha en que el presente Convenio entre en vigor para dicha Parte; y

c)	 Revisará y actualizará, según corresponda, su plan de aplicación a intervalos periódicos y 
de la manera que determine una decisión de la Conferencia de las Partes.
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2.	 Las Partes, cuando proceda, cooperarán directamente o por conducto de organizaciones 
mundiales, regionales o subregionales, y consultarán a los interesados directos nacionales, 
incluidos los grupos de mujeres y los grupos que se ocupan de la salud de los niños, a fin 
de facilitar la elaboración, aplicación y actualización de sus planes de aplicación.

3.	 Las Partes se esforzarán por utilizar y, cuando sea necesario, establecer los medios para 
incorporar los planes nacionales de aplicación relativos a los contaminantes orgánicos 
persistentes en sus estrategias de desarrollo sostenible cuando sea apropiado.

ART. 8. INCLUSIÓN DE PRODUCTOS QUÍMICOS EN LOS ANEXOS A, B Y C

1.	 Cualquiera de las Partes podrá presentar a la secretaría una propuesta de inclusión de un 
producto químico en los anexos A, B y/o C. Tal propuesta incluirá la información que se 
especifica en el anexo D. Al presentar una propuesta, una Parte podrá recibir la asistencia 
de otras Partes y/o de la secretaría.

2.	 La secretaría comprobará que la propuesta incluya la información especificada en el anexo D. 
Si la secretaría considera que la propuesta contiene dicha información, remitirá la propuesta 
al Comité de Examen de los Contaminantes Orgánicos Persistentes.

3.	 El Comité examinará la propuesta y aplicará los criterios de selección especificados en 
el anexo D de manera flexible y transparente, teniendo en cuenta toda la información 
proporcionada de manera integradora y equilibrada.

4.	 Si el Comité decide que:

a)	 Se han cumplido los criterios de selección, remitirá, a través de la secretaría, la propuesta 
y la evaluación del Comité a todas las Partes y observadores y los invitará a que presenten 
la información señalada en el anexo E; o

b)	 No se han cumplido los criterios de selección, lo comunicará, a través de la secretaría, a 
todas las Partes y observadores y remitirá la propuesta y la evaluación del Comité a todas 
las Partes, con lo que se desestimará la propuesta.

5.	 Cualquiera de las Partes podrá volver a presentar al Comité una propuesta que éste haya 
desestimado de conformidad con el párrafo 4. En la nueva presentación podrán figurar 
todos los razonamientos de la Parte, así como la justificación para que el Comité la vuelva a 
examinar.  Si tras aplicar este procedimiento el Comité desestima nuevamente la propuesta, 
la Parte podrá impugnar la decisión del Comité y la Conferencia de las Partes examinará la 
cuestión en su siguiente período de sesiones. La Conferencia de las Partes podrá decidir 
que se dé curso a la propuesta, sobre la base de los criterios de selección especificados en 
el anexo D y tomando en consideración la evaluación realizada por el Comité y cualquier 
información adicional que proporcionen las Partes o los observadores.

6.	 En los casos en que el Comité haya decidido que se han cumplido los criterios de selección 
o que la Conferencia de las Partes haya decidido que se dé curso a la propuesta, el Comité 
examinará de nuevo la propuesta, tomando en consideración toda nueva información 
pertinente recibida, y preparará un proyecto de perfil de riesgos de conformidad con el 
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anexo E. El Comité, a través de la secretaría pondrá dicho proyecto a disposición de todas 
las Partes y observadores, compilará las observaciones técnicas que éstos formulen y, 
teniendo en cuenta esas observaciones, terminará de elaborar el perfil de riesgos.

7.	 Si, sobre la base del perfil de riesgos preparado con arreglo al anexo E, el Comité decide 
que:

a)	 Es probable que el producto químico, como resultado de su transporte ambiental de largo 
alcance, pueda tener efectos adversos importantes para la salud humana y/o el medio 
ambiente de modo que se justifique la adopción de medidas a nivel mundial, se dará 
curso a la propuesta. La falta de plena certeza científica no obstará a que se dé curso a la 
propuesta. El Comité, a través de la secretaría, invitará a todas las Partes y observadores a 
que presenten información en relación con las consideraciones especificadas en el anexo 
F. A continuación, el Comité preparará una evaluación de la gestión de riesgos que incluya 
un análisis de las posibles medidas de control relativas al producto químico de conformidad 
con el anexo; o

b)	 La propuesta no debe prosperar, remitirá a través de la secretaría el perfil de riesgos a todas 
las Partes y observadores y desestimará la propuesta.

8.	 Respecto de una propuesta que se desestime de conformidad con el apartado b) del párrafo 
7, cualquier Parte podrá pedir a la Conferencia de las Partes que considere la posibilidad 
de dar instrucciones al Comité a fin de que invite a la Parte proponente y a otras Partes 
a que presenten información complementaria dentro de un plazo no superior a un año. 
Transcurrido ese plazo y sobre la base de la información que se reciba, el Comité examinará 
de nuevo la propuesta de conformidad con el párrafo 6 con la prioridad que le asigne la 
Conferencia de las Partes. Si, tras aplicar este procedimiento, el Comité desestima nuevamente 
la propuesta, la Parte podrá impugnar la decisión del Comité y la Conferencia de las Partes 
examinará la cuestión en su siguiente período de sesiones. La Conferencia de las Partes 
podrá decidir que se dé curso a la propuesta, sobre la base del perfil de riesgos preparado 
de conformidad con el anexo E y tomando en consideración la evaluación realizada por 
el Comité, así como toda información complementaria que proporcionen las Partes o los 
observadores. Si la Conferencia de las Partes estima que la propuesta debe proseguir, el 
Comité procederá a preparar la evaluación de la gestión de riesgos.

9.	 Sobre la base de perfil de riesgos a que se hace referencia en el párrafo 6 y la evaluación de 
la gestión de riesgos mencionada en el apartado a) del párrafo 7 o en el párrafo 8, el Comité 
recomendará a la Conferencia de las Partes si debe considerar la posibilidad de incluir el 
producto químico en los anexos A, B y/o C. La Conferencia de las Partes adoptará, a título 
preventivo, una decisión sobre la procedencia o no de incluir el producto químico en los 
anexos A, B y/o C, especificando las medidas de control conexas, teniendo debidamente 
en cuenta las recomendaciones del Comité, incluida cualquier incertidumbre científica.

ART. 9. INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN

1.	 Cada Parte facilitará o llevará a cabo el intercambio de información en relación con:
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a)	 La reducción o la eliminación de la producción, utilización y liberación de contaminantes 
orgánicos persistentes; y

b)	 Las alternativas a los contaminantes orgánicos persistentes, incluida la información relacionada 
con sus peligros y con sus costos económicos y sociales.

2.	 Las Partes intercambiarán la información a que se hace referencia en el párrafo 1 directamente 
o a través de la secretaría.

3.	 Cada Parte designará un centro nacional de coordinación para el intercambio de ese tipo 
de información.

4.	 La secretaría prestará servicios como mecanismo de intercambio de información relativa 
a los contaminantes orgánicos persistentes, incluida la información proporcionada por las 
Partes, las organizaciones intergubernamentales y las organizaciones no gubernamentales.

5.	 A los fines del presente Convenio, la información sobre la salud y la seguridad humanas y del 
medio ambiente no se considerará confidencial. Las Partes que intercambien otro tipo de 
información de conformidad con este Convenio protegerán toda información confidencial 
en la forma que se convenga mutuamente.

ART. 10. INFORMACIÓN, SENSIBILIZACIÓN Y FORMACIÓN DEL PÚBLICO

1.	 Cada Parte, dentro de sus capacidades, promoverá y facilitará:

a)	 La sensibilización de sus encargados de formular políticas y adoptar decisiones acerca de 
los contaminantes orgánicos persistentes;

b)	 La comunicación al público de toda la información disponible sobre los contaminantes 
orgánicos persistentes, teniendo en cuenta lo dispuesto en el párrafo 5 del artículo 9;

c)	 La elaboración y aplicación de programas de formación y de sensibilización del público, 
especialmente para las mujeres, los niños y las personas menos instruidas, sobre los 
contaminantes orgánicos persistentes, así como sobre sus efectos para la salud y el medio 
ambiente y sobre sus alternativas;

d)	 La participación del público en el tratamiento del tema de los contaminantes orgánicos 
persistentes y sus efectos para la salud y el medio ambiente y en la elaboración de respuestas 
adecuadas, incluida la posibilidad de hacer aportaciones a nivel nacional acerca de la 
aplicación del presente Convenio;

e)	 La capacitación de los trabajadores y del personal científico, docente, técnico y directivo;
f)	 La elaboración y el intercambio de materiales de formación y sensibilización del público a 

los niveles nacional e internacional; y
g)	 La elaboración y aplicación de programas de educación y capacitación a los niveles nacional 

e internacional.

2.	 Cada Parte, dentro de sus capacidades, velará porque el público tenga acceso a la información 
pública a que se hace referencia en el párrafo 1 y porque esa información se mantenga 
actualizada.

3.	 Cada Parte, dentro de sus capacidades, alentará a la industria y a los usuarios profesionales 
a que promuevan y faciliten el suministro de información a que se hace referencia en el 
párrafo 1 a nivel nacional y, según proceda, a los niveles subregional, regional y mundial.
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4.	 Al proporcionar información sobre los contaminantes orgánicos persistentes y sus alternativas, 
las Partes podrán utilizar hojas de datos de seguridad, informes, medios de difusión y otros 
medios de comunicación, y podrán establecer centros de información a los niveles nacional 
y regional.

5.	 Cada Parte estudiará con buena disposición la posibilidad de concebir mecanismos, tales 
como registros de liberaciones y transferencias, para la reunión y difusión de información 
sobre estimaciones de las cantidades anuales de productos químicos incluidos en los 
anexos A, B o C que se liberan o eliminan.

ART. 11. INVESTIGACIÓN, DESARROLLO Y VIGILANCIA

1.	 Las Partes, dentro de sus capacidades, alentarán y/o efectuarán a los niveles nacional e 
internacional las actividades de investigación, desarrollo, vigilancia y cooperación adecuadas 
respecto de los contaminantes orgánicos persistentes y, cuando proceda, respecto de 
sus alternativas y de los contaminantes orgánicos persistentes potenciales, incluidos los 
siguientes aspectos:

a)	 Fuentes y liberaciones en el medio ambiente;

b)	 Presencia, niveles y tendencias en las personas y en el medio ambiente;

c)	 Transporte, destino final y transformación en el medio ambiente;

d)	 Efectos en la salud humana y en el medio ambiente;

e)	 Efectos socioeconómicos y culturales;

f)	 Reducción y/o eliminación de sus liberaciones; y

g)	 Metodologías armonizadas para hacer inventarios de las fuentes generadoras y de las 
técnicas analíticas para la medición de las emisiones.

2.	 Al tomar medidas en aplicación del párrafo 1, las Partes, dentro de sus capacidades:

a)	 Apoyarán y seguirán desarrollando, según proceda, programas, redes, y organizaciones 
internacionales que tengan por objetivo definir, realizar, evaluar y financiar actividades de 
investigación, compilación de datos y vigilancia, teniendo en cuenta la necesidad de reducir 
al mínimo la duplicación de esfuerzos;

b)	 Apoyarán los esfuerzos nacionales e internacionales para fortalecer la capacidad nacional 
de investigación científica y técnica, especialmente en los países en desarrollo y los países 
con economías en transición, y para promover el acceso e intercambio de los datos y 
análisis;

c)	 Tendrán en cuenta los problemas y necesidades, especialmente en materia de recursos 
financieros y técnicos, de los países en desarrollo y los países con economías en transición 
y cooperarán al mejoramiento de sus capacidades para participar en los esfuerzos a que 
se hace referencia en los apartados a) y b);
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d)	 Efectuarán trabajos de investigación destinados a mitigar los efectos de los contaminantes 
orgánicos persistentes en la salud reproductiva;

e)	 Harán accesibles al público en forma oportuna y regular los resultados de las investigaciones 
y actividades de desarrollo y vigilancia a que se hace referencia en el presente párrafo; y

f)	 Alentarán y/o realizarán actividades de cooperación con respecto al almacenamiento y 
mantenimiento de la información derivada de la investigación, el desarrollo y la vigilancia.

ART. 12. ASISTENCIA TÉCNICA

1.	 Las Partes reconocen que la prestación de asistencia técnica oportuna y adecuada en 
respuesta a las solicitudes de las Partes que son países en desarrollo y las Partes que son 
países con economías en transición es esencial para la aplicación efectiva del presente 
Convenio.

2.	 Las Partes cooperarán para prestar asistencia técnica oportuna y adecuada a las Partes 
que son países en desarrollo y a las Partes que son países con economías en transición 
para ayudarlas, teniendo en cuenta sus especiales necesidades, a desarrollar y fortalecer 
su capacidad para cumplir las obligaciones establecidas por el presente Convenio.

3.	 A este respecto, la asistencia técnica que presten las Partes que son países desarrollados y 
otras Partes, con arreglo a su capacidad, incluirá según proceda y en la forma convenida 
mutuamente, asistencia técnica para la creación de capacidad en relación con el cumplimiento 
de las obligaciones emanadas del presente Convenio. La Conferencia de las Partes proveerá 
más orientación a este respecto.

4.	 Las Partes, cuando corresponda, concertarán arreglos con el fin de prestar asistencia técnica 
y promover la transferencia de tecnologías a las Partes que son países en desarrollo y a las 
Partes con economías en transición en relación con la aplicación del presente Convenio.  
Estos arreglos incluirán centros regionales y subregionales para la creación de capacidad y 
la transferencia de tecnología con miras a ayudar a las Partes que son países en desarrollo y 
a las Partes con economías en transición a cumplir sus obligaciones emanadas del presente 
Convenio. La Conferencia de las Partes proveerá más orientación a este respecto.

5.	 En el contexto del presente artículo, las Partes tendrán plenamente en cuenta las necesidades 
específicas y la situación especial de los países menos adelantados y de los pequeños 
Estados insulares en desarrollo al adoptar medidas con respecto a la asistencia técnica

ART. 13. MECANISMOS Y RECURSOS FINANCIEROS

1.	 Cada Parte se compromete, dentro de sus capacidades, a prestar apoyo financiero y a 
ofrecer incentivos con respecto a las actividades nacionales dirigidas a alcanzar el objetivo 
del presente Convenio de conformidad con sus planes, prioridades y programas nacionales.

2.	 Las Partes que son países desarrollados proporcionarán recursos financieros nuevos y 
adicionales para habilitar a las Partes que son países en desarrollo, y las Partes que son 
países con economías en transición, para que puedan sufragar el total acordado de los 
costos incrementales de las medidas de aplicación, en cumplimiento de sus obligaciones 
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emanadas del presente Convenio, convenidas entre una Parte receptora y una entidad 
participante en el mecanismo descrito en el párrafo 6. Otras Partes podrán asimismo 
proporcionar recursos financieros de ese tipo en forma voluntaria y de acuerdo con sus 
capacidades. Deberían alentarse asimismo las contribuciones de otras fuentes. Al aplicar esos 
compromisos se tendrán en cuenta la necesidad de que el flujo de fondos sea suficiente, 
previsible y oportuna y la importancia de que la responsabilidad financiera sea debidamente 
compartida entre las Partes contribuyentes.

3.	 Las Partes que son países desarrollados, y otras Partes según sus capacidades y de acuerdo 
con sus planes, prioridades y programas nacionales, también podrán proporcionar recursos 
financieros para ayudar en la aplicación del presente Convenio por conducto de otras 
fuentes o canales bilaterales, regionales y multilaterales, y las Partes que son países en 
desarrollo y las Partes con economías en transición podrán aprovechar esos recursos.

4.	 La medida en que las Partes que son países en desarrollo cumplan efectivamente los 
compromisos contraídos con arreglo al presente Convenio dependerá del cumplimiento 
efectivo de los compromisos contraídos en virtud del presente Convenio por las Partes 
que son países desarrollados en relación con los recursos financieros, la asistencia técnica 
y la transferencia de tecnología. Se deberá tener plenamente en cuenta el hecho de que el 
desarrollo económico y social sostenible y la erradicación de la pobreza son las prioridades 
primordiales y absolutas de las Partes que son países en desarrollo, prestando debida 
consideración a la necesidad de proteger la salud humana y el medio ambiente.

5.	 Las Partes tendrán plenamente en cuenta las necesidades específicas y la situación especial 
de los países menos adelantados y los pequeños Estados insulares en desarrollo, al adoptar 
medidas relativas a la financiación.

6.	 En el presente Convenio queda definido un mecanismo para el suministro de recursos 
financieros suficientes y sostenibles a las Partes que son países en desarrollo y a las Partes 
con economías en transición sobre la base de donaciones o condiciones de favor para 
ayudarles a aplicar el Convenio. El mecanismo funcionará, según corresponda, bajo la 
autoridad y la orientación de la Conferencia de las Partes y rendirá cuentas a ésta para los 
fines del presente Convenio. Su funcionamiento se encomendará a una o varias entidades, 
incluidas las entidades internacionales existentes, de acuerdo con lo que decida la Conferencia 
de las Partes. El mecanismo también podrá incluir otras entidades que presten asistencia 
financiera y técnica multilateral, regional o bilateral. Las contribuciones que se hagan a este 
mecanismo serán complementarias respecto de otras transferencias financieras a las Partes 
que son países en desarrollo y las Partes con economías en transición, como se indica en 
el párrafo 2 y con arreglo a él.

7.	 De conformidad con los objetivos del presente Convenio y con el párrafo 6, en su primera 
reunión la Conferencia de las Partes aprobará la orientación apropiada que habrá de darse 
con respecto al mecanismo y convendrá con la entidad o entidades participantes en el 
mecanismo financiero los arreglos necesarios para que dicha orientación surta efecto. La 
orientación abarcará entre otras cosas:
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a)	 La determinación de las prioridades en materia de política, estrategia y programas, así 
como criterios y directrices claros y detallados en cuanto a las condiciones para el acceso 
a los recursos financieros y su utilización, incluida la vigilancia y la evaluación periódicas 
de dicha utilización;

b)	 La presentación de informes periódicos a la Conferencia de las Partes por parte de la 
entidad o entidades participantes sobre la idoneidad y sostenibilidad de la financiación 
para actividades relacionadas con la aplicación del presente Convenio;

c)	 La promoción de criterios, mecanismos y arreglos de financiación basados en múltiples
	 fuentes;
d)	 Las modalidades para determinar de manera previsible y determinable el monto de los fondos 

necesarios y disponibles para la aplicación del presente Convenio, teniendo presente que 
para la eliminación gradual de los contaminantes orgánicos persistentes puede requerirse un 
financiamiento sostenido, y las condiciones en que dicha cuantía se revisará periódicamente; 
y

e)	 Las modalidades para la prestación de asistencia a las Partes interesadas mediante la 
evaluación de las necesidades, así como información sobre fuentes de fondos disponibles 
y regímenes de financiación con el fin de facilitar la coordinación entre ellas.

8.	 La Conferencia de las Partes examinará, a más tardar en su segunda reunión y en lo sucesivo 
con carácter periódico, la eficacia del mecanismo establecido con arreglo al presente artículo, 
su capacidad para hacer frente al cambio de las necesidades de las Partes que son países 
en desarrollo y las Partes con economías en transición, los criterios y la orientación a que 
se hace referencia en el párrafo 7, el monto de la financiación y la eficacia del desempeño 
de las entidades institucionales a las que se encomiende la administración del mecanismo 
financiero. Sobre la base de ese examen, la Conferencia adoptará disposiciones apropiadas, 
de ser necesario, a fin de incrementar la eficacia del mecanismo, incluso por medio de 
recomendaciones y orientaciones con respecto a las medidas para garantizar una financiación 
suficiente y sostenible con miras a satisfacer las necesidades de las Partes.

ART. 14. ARREGLOS FINANCIEROS PROVISIONALES

La estructura institucional del Fondo para el Medio Ambiente Mundial, administrado de 
conformidad con el Instrumento para el Establecimiento del Fondo para el Medio Ambiente 
Mundial Reestructurado será, en forma provisional, la entidad principal encargada de las 
operaciones del mecanismo financiero a que se hace referencia en el artículo 13, en el período 
que se extienda entre la fecha de entrada en vigor del presente Convenio y la primera reunión de 
la Conferencia de las Partes, o hasta el momento en que la Conferencia de las Partes adopte una 
decisión acerca de la estructura institucional que ha de ser designada de acuerdo con el artículo 
13. La estructura institucional del Fondo para el Medio Ambiente Mundial deberá desempeñar 
esta función mediante la adopción de medidas operacionales relacionadas específicamente 
con los contaminantes orgánicos persistentes, teniendo en cuenta la posibilidad de que en 
esta esfera se necesiten nuevos arreglos.

ART. 15. PRESENTACIÓN DE INFORMES

1.	 Cada Parte informará a la Conferencia de las Partes sobre las medidas que haya adoptado 
para aplicar las disposiciones del presente Convenio y sobre la eficacia de esas medidas 
para el logro de los objetivos del Convenio.
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2.	 Cada Parte proporcionará a la secretaría:
a)	 Datos estadísticos sobre las cantidades totales de su producción, importación y exportación 

de cada uno de los productos químicos incluidos en el anexo A y el anexo B o una estimación 
razonable de dichos datos; y

b)	 En la medida de lo posible, una lista de los Estados de los que haya importado cada una de 
dichas sustancias y de los Estados a los que haya exportado cada una de dichas sustancias.

3.	 Dichos informes se presentarán a intervalos periódicos y en el formato que decida la 
Conferencia de las Partes en su primera reunión.

ART. 16. EVALUACIÓN DE LA EFICACIA

1.	 Cuando hayan transcurrido cuatro años a partir de la fecha de entrada en vigor del presente 
Convenio, y en lo sucesivo de manera periódica a intervalos que ha de fijar la Conferencia 
de las Partes, la Conferencia evaluará la eficacia del presente Convenio.

2.	 Con el fin de facilitar dicha evaluación, la Conferencia de las Partes, en su primera reunión, 
iniciará los arreglos para dotarse de datos de vigilancia comparables sobre la presencia de 
los productos químicos incluidos en los anexos A, B y C, así como sobre su transporte en 
el medio ambiente a escala regional y mundial. Esos arreglos:

a)	 Deberán ser aplicados por las Partes a nivel regional, cuando corresponda, de acuerdo 
con sus capacidades técnicas y financieras, utilizando dentro de lo posible los programas 
y mecanismos de vigilancia existentes y promoviendo la armonización de criterios;

b)	 Podrán complementarse, cuando sea necesario, teniendo en cuenta las diferencias entre 
las regiones y sus capacidades para realizar las actividades de vigilancia; y

c)	 Incluirán informes a la Conferencia de las Partes sobre los resultados de las actividades de 
vigilancia de carácter regional y mundial, a intervalos que ha de fijar la Conferencia de las 
Partes.

3.	 La evaluación descrita en el párrafo 1 se llevará a cabo sobre la base de la información 
científica, ambiental, técnica y económica disponible, incluyendo:

a)	 Informes y otros datos de vigilancia entregados de acuerdo con el párrafo 2;
b)	 Informes nacionales presentados con arreglo al artículo 15; y
c)	 Información sobre incumplimiento proporcionada de acuerdo con los procedimientos 

establecidos en el marco del artículo 17.

ART. 17. INCUMPLIMIENTO

La Conferencia de las Partes, elaborará y aprobará, lo antes posible, procedimientos y mecanismos 
institucionales para determinar el incumplimiento de las disposiciones del presente Convenio 
y el tratamiento que haya de darse a las Partes que no hayan cumplido dichas disposiciones.

ART. 18. SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS



597

Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales

1.	 Las Partes resolverán cualquier controversia suscitada entre ellas en relación con la 
interpretación o aplicación del presente Convenio mediante negociación u otros medios 
pacíficos de su propia elección.

2.	 Al ratificar, aceptar o aprobar el presente Convenio, o al adherirse a él, o en cualquier momento 
posterior, toda Parte que no sea una organización de integración económica regional podrá 
declarar, por instrumento escrito presentado al Depositario que, con respecto a cualquier 
controversia relativa a la interpretación o aplicación del presente Convenio, acepta uno o 
los dos medios de solución de controversias que se indican a continuación, reconociendo 
su carácter obligatorio en relación con una Parte que acepte la misma obligación:

a)	 Arbitraje de conformidad con los procedimientos aprobados por la Conferencia de las 
Partes en un anexo, lo antes posible;

b)	 Sometimiento de la controversia a la decisión de la Corte Internacional de Justicia.

3.	 La Parte que sea una organización de integración económica regional podrá hacer una 
declaración de efecto similar en relación con el arbitraje, de conformidad con el procedimiento 
mencionado en el apartado a) del párrafo 2.

4.	 Toda declaración formulada con arreglo al párrafo 2 o al párrafo 3 permanecerá en vigor 
hasta que expire de conformidad con sus propios términos o hasta que hayan transcurrido 
tres meses después de haberse depositado en poder del Depositario una notificación escrita 
de su revocación.

5.	 La expiración de una declaración, un escrito de revocación o una nueva declaración no 
afectará en modo alguno a los procesos pendientes que se hallen sometidos al conocimiento 
de un tribunal arbitral o de la Corte Internacional de Justicia, a menos que las Partes de la 
controversia acuerden otra cosa.

6.	 Si las Partes de una controversia no han aceptado el mismo o ningún procedimiento 
de conformidad con el párrafo 2, y si no han podido dirimir la controversia en un plazo 
de 12 meses a partir de la notificación de una Parte a otra de que existe entre ellas una 
controversia, la controversia se someterá a una comisión de conciliación a petición de 
cualquiera de las Partes de la controversia. La comisión de conciliación rendirá un informe 
con recomendaciones. Los demás procedimientos relativos a la comisión de conciliación 
se incluirán en un anexo que la Conferencia de las Partes ha de aprobar a más tardar en su 
segunda reunión.

ART. 19. CONFERENCIA DE LAS PARTES

1.	 Queda establecida una Conferencia de las Partes.

2.	 El Director Ejecutivo del Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente convocará 
la primera reunión de la Conferencia de las Partes que ha de celebrarse a más tardar un 
año después de la entrada en vigor del presente Convenio. En lo sucesivo, se celebrarán 
reuniones ordinarias de la Conferencia de las Partes a los intervalos regulares que decida 
la Conferencia.
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3.	 Las reuniones extraordinarias de la Conferencia de las Partes se celebrarán cuando la 
Conferencia lo estime necesario o cuando cualquiera de las Partes lo solicite por escrito, 
siempre que un tercio de las Partes, como mínimo, apoye esa solicitud.

4.	 La Conferencia de las Partes, en su primera reunión, aprobará y hará suyo por consenso 
su reglamento interno y su reglamentación financiera y los de sus órganos subsidiarios, así 
como las disposiciones financieras que han de regir el funcionamiento de la secretaría.

5.	 La Conferencia de las Partes examinará y evaluará constantemente la aplicación del presente 
Convenio. Se encargará de las funciones que le asigne el Convenio y, a ese efecto:

a)	 Establecerá, conforme a los requisitos estipulados en el párrafo 6, los órganos subsidiarios 
que considere necesarios para la aplicación del Convenio;

b)	 Cooperará, cuando proceda, con las organizaciones internacionales y órganos 
intergubernamentales y no gubernamentales pertinentes; y

c)	 Examinará periódicamente toda información que se ponga a disposición de las Partes de 
conformidad con el artículo 15, incluido el estudio de la efectividad de lo dispuesto en el 
inciso iii) del apartado b) del párrafo 2 del artículo 3;

d)	 Estudiará y tomará cualquier medida complementaria que se estime necesaria para la 
consecución de los fines del Convenio.

6.	 La Conferencia de las Partes, en su primera reunión, establecerá un órgano subsidiario, que 
se denominará Comité de Examen de los Contaminantes Orgánicos Persistentes, con el 
fin de que desempeñe las funciones asignadas a dicho Comité por el presente Convenio. 
A ese respecto:

a)	 Los miembros del Comité de Examen de los Contaminantes Orgánicos Persistentes serán 
designados por la Conferencia de las Partes. El Comité estará integrado por expertos en 
evaluación o gestión de productos químicos designados por los gobiernos. Los miembros 
del Comité serán nombrados sobre la base de una distribución geográfica equitativa;

b)	 La Conferencia de las Partes adoptará una decisión sobre el mandato, la organización y el 
funcionamiento del Comité; y

c)	 El Comité se esforzará al máximo por aprobar sus recomendaciones por consenso. Si 
agotados todos los esfuerzos por lograr el consenso, dicho consenso no se hubiere 
alcanzado, la recomendación se adoptará como último recurso en votación por mayoría 
de dos tercios de los miembros presentes y votantes.

7.	 La Conferencia de las Partes, en su tercera reunión, evaluará la persistencia de la necesidad 
del procedimiento estipulado en el apartado b) del párrafo 2 del artículo 3, incluido el estudio 
de su efectividad.

8.	 Las Naciones Unidas, sus organismos especializados y el Organismo Internacional de 
Energía Atómica, así como los Estados que no sean Partes en el Convenio, podrán estar 
representados por observadores en las reuniones de la Conferencia de las Partes. Todo 
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órgano u organismo con competencia en las esferas que abarca el presente Convenio, ya 
sea nacional o internacional, gubernamental o no gubernamental, que haya comunicado a 
la secretaría su deseo de estar representado en una reunión de la Conferencia de las Partes 
como observador podrá ser admitido, salvo que se oponga a ello por lo menos un tercio 
de las Partes presentes. La admisión y la participación de observadores se regirán por el 
reglamento aprobado por la Conferencia de las Partes.

ART. 20. SECRETARÍA

1.	 Queda establecida una secretaría.
2.	 Las funciones de la secretaría serán:
a)	 Organizar las reuniones de la Conferencia de las Partes y sus órganos subsidiarios y prestarles 

los servicios necesarios;
b)	 Facilitar la prestación de asistencia a las Partes, en especial las Partes que sean países en 

desarrollo y las Partes con economías en transición, cuando lo soliciten, para la aplicación 
del presente Convenio;

c)	 Encargarse de la coordinación necesaria con las secretarías de otros órganos internacionales 
pertinentes;

d)	 Preparar y poner a disposición de las Partes informes periódicos basados en la información 
recibida con arreglo al artículo 15 y otras informaciones disponibles;

e)	 Concertar, bajo la orientación general de la Conferencia de las Partes, los arreglos 
administrativos y contractuales necesarios para desempeñar con eficacia sus funciones; y

f)	 Realizar las otras funciones de secretaría especificadas en el presente Convenio y las demás 
funciones que determine la Conferencia de las Partes.

3.	 Las funciones de secretaría para el presente Convenio serán desempeñadas por el Director 
Ejecutivo del Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente, salvo que la 
Conferencia de las Partes, por una mayoría de tres cuartos de las Partes presentes y votantes, 
decida encomendarlas a otra u otras organizaciones internacionales.

ART. 21. ENMIENDAS AL CONVENIO

1.	 Cualquiera de las Partes podrá proponer enmiendas al presente Convenio.

2.	 Las enmiendas al presente Convenio se aprobarán en una reunión de la Conferencia de 
las Partes. El texto de cualquier enmienda al presente Convenio que se proponga será 
comunicado a las Partes por la secretaría al menos seis meses antes de la reunión en la 
que sea propuesta para su aprobación. La secretaría comunicará también las enmiendas 
propuestas a los signatarios del presente Convenio y al Depositario para su información.

3.	 Las Partes harán todo lo posible por llegar a un acuerdo por consenso sobre cualquier 
propuesta de enmienda al presente Convenio. Una vez agotados todos los esfuerzos por 
lograr un consenso sin que se haya llegado a un acuerdo, la enmienda se aprobará, como 
último recurso, por mayoría de tres cuartos de las Partes presentes y votantes.

4.	 El Depositario comunicará la enmienda a todas las Partes para su ratificación, aceptación 
o aprobación.
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5.	 La ratificación, aceptación o aprobación de una enmienda se notificará por escrito al 
Depositario. La enmienda que se apruebe con arreglo al párrafo 3 entrará en vigor para las 
Partes que la hayan aceptado el nonagésimo día contado a partir de la fecha de depósito 
de los instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación por al menos tres cuartos 
de las Partes. De ahí en adelante, la enmienda entrará en vigor para cualquier otra Parte el 
nonagésimo día contado a partir de la fecha en que la Parte haya depositado su instrumento 
de ratificación, aceptación o aprobación de la enmienda.

ART. 22. APROBACIÓN Y ENMIENDA DE LOS ANEXOS

1.	 Los anexos del presente Convenio formarán parte integrante del mismo y, a menos que 
se disponga expresamente otra cosa, toda referencia al presente Convenio constituirá a la 
vez una referencia a cada uno de sus anexos.

2.	 Todo anexo adicional se limitará a cuestiones de procedimiento, científicas, técnicas o 
administrativas.

3.	 El procedimiento que figura a continuación se aplicará respecto de la propuesta, la aprobación 
y la entrada en vigor de anexos adicionales del presente Convenio:

a)	 Los anexos adicionales se propondrán y aprobarán de conformidad con el procedimiento 
que se establece en los párrafos 1, 2 y 3 del artículo 21;

b)	 Las Partes que no puedan aceptar un anexo adicional lo notificarán por escrito al Depositario 
dentro del plazo de un año contado a partir de la fecha en que el Depositario haya 
comunicado la aprobación del anexo adicional. El Depositario comunicará sin demora a 
todas las Partes cualquier notificación de ese tipo que haya recibido. Una Parte podrá en 
cualquier momento retirar una notificación de no aceptación que haya hecho anteriormente 
respecto de cualquier anexo adicional y, en tal caso, el anexo entrará en vigor respecto de 
esa Parte con arreglo al apartado c); y

c)	 Al cumplirse el plazo de un año contado a partir de la fecha en que el Depositario haya 
comunicado la aprobación de un anexo adicional, el anexo entrará en vigor para todas 
las Partes que no hayan hecho una notificación de conformidad con las disposiciones del 
apartado b).

4.	 La propuesta, la aprobación y la entrada en vigor de enmiendas a los anexos A, B o C estarán 
sujetas a los mismos procedimientos previstos para la propuesta, aprobación y entrada en 
vigor de los anexos adicionales del Convenio, con la salvedad que una enmienda al anexo A, 
B o C no entrará en vigor para una Parte que haya formulado una declaración con respecto 
a la enmienda de dichos anexos de acuerdo con el párrafo 4 del artículo 25, en ese caso 
cualquier enmienda de ese tipo entrará en vigor con respecto a dicha Parte el nonagésimo 
día contado a partir de la fecha del depósito en poder del Depositario de su instrumento 
de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión con respecto a tal enmienda.

5.	 El procedimiento siguiente se aplicará a la propuesta, la aprobación y la entrada en vigor 
de las enmiendas al anexo D, E o F:
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a)	 Las enmiendas se propondrán de conformidad con el procedimiento previsto en los párrafos 
1 y 2 del artículo 21;

b)	 Las decisiones de las Partes respecto de toda enmienda al anexo D, E o F se adoptarán por 
consenso; y

c)	 El Depositario comunicará de inmediato a las Partes cualquier decisión de enmendar el anexo 
D, E o F. La enmienda entrará en vigor para todas las Partes en la fecha que se especifique 
en la decisión.

6.	 Si un anexo adicional o una enmienda a un anexo guarda relación con una enmienda al 
presente Convenio, el anexo adicional o la enmienda no entrará en vigor hasta que entre 
en vigor la enmienda al Convenio.

ART. 23. DERECHO DE VOTO

1.	 Cada Parte en el presente Convenio tendrá un voto, salvo lo dispuesto en el párrafo 2.
2.	 En los asuntos de su competencia, las organizaciones de integración económica regional 

ejercerán su derecho de voto con un número de votos igual al número de sus Estados 
miembros que sean Partes en el presente Convenio. Dichas organizaciones no ejercerán 
su derecho de voto si cualquiera de sus Estados miembros ejerce el suyo y viceversa.

ART. 24. FIRMA

El presente Convenio estará abierto a la firma de todos los Estados y organizaciones de 
integración económica regional en Estocolmo, el 23 de mayo de 2001, y en la Sede de las 
Naciones Unidas, en Nueva York, del 24 de mayo de 2001 al 22 de mayo de 2002.

ART. 25. RATIFICACIÓN, ACEPTACIÓN, APROBACIÓN O ADHESIÓN

1.	 El presente Convenio estará sujeto a la ratificación, la aceptación o la aprobación de los 
Estados y las organizaciones de integración económica regional. El Convenio estará abierto 
a la adhesión de los Estados y de las organizaciones de integración económica regional 
a partir del día siguiente a la fecha en que expire el plazo para la firma del Convenio. Los 
instrumentos de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión se depositarán en poder 
del Depositario.

2.	 Toda organización de integración económica regional que pase a ser Parte en el presente 
Convenio, sin que ninguno de sus Estados miembros sea Parte, quedará vinculada por todas las 
obligaciones contraidas en virtud del Convenio. En el caso de dichas organizaciones, cuando 
uno o varios de sus Estados miembros sean Parte en el presente Convenio, la organización 
y sus Estados miembros decidirán acerca de sus responsabilidades respectivas en lo que 
se refiera al cumplimiento de sus obligaciones emanadas del Convenio. En tales casos, la 
organización y los Estados miembros no estarán facultados para ejercer simultáneamente 
los derechos previstos en el presente Convenio.

3.	 En sus instrumentos de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, las organizaciones 
de integración económica regional declararán los alcances de su competencia en relación 
con las materias regidas por el presente Convenio. Esas organizaciones también informarán 
al Depositario sobre cualquier modificación importante de su ámbito de competencia, y 
éste, a su vez, informará de ello a las Partes.
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4.	 En su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión una Parte podrá 
declarar que, con respecto a ella, una enmienda al anexo A, B o C sólo entrará en vigor 
una vez que haya depositado su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o 
adhesión con respecto a dicha enmienda.

ART. 26. ENTRADA EN VIGOR

1.	 El presente Convenio entrará en vigor el nonagésimo día contado a partir de la fecha en que 
haya sido depositado el quincuagésimo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación 
o adhesión.

2.	 Respecto de cada Estado u organización de integración económica regional que ratifique, 
acepte o apruebe el presente Convenio o que se adhiera a él después de haber sido 
depositado el quincuagésimo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o 
adhesión, el Convenio entrará en vigor el nonagésimo día contado a partir de la fecha en 
que dicho Estado u organización de integración económica regional haya depositado su 
instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión.

3.	 A los efectos de los párrafos 1 y 2, los instrumentos depositados por una organización 
de integración económica regional no se considerarán adicionales con respecto a los 
depositados por los Estados miembros de esa organización.

ART. 27. RESERVAS

No se podrán formular reservas al presente Convenio.

ART. 28. RETIRO

1.	 En cualquier momento después de que hayan transcurrido tres años contados a partir de la 
fecha en que el presente Convenio haya entrado en vigor para una Parte, esa Parte podrá 
retirarse del Convenio notificándolo por escrito al Depositario.

2.	 Ese retiro cobrará efecto al cumplirse un año contado a partir de la fecha en que el Depositario 
haya recibido la notificación de la denuncia o en la fecha posterior que se indique en dicha 
notificación.

ART. 29. DEPOSITARIO

El Secretario General de las Naciones Unidas será el Depositario del presente Convenio.

ART. 30. TEXTOS AUTÉNTICOS

El original del presente Convenio, cuyos textos en los idiomas árabe, chino, español, francés, 
inglés y ruso son igualmente auténticos, se depositará en poder del Secretario General de las 
Naciones Unidas.
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EN TESTIMONIO DE LO CUAL, los infrascritos, debidamente autorizados a ese efecto, han 
firmado el presente Convenio.

Hecho en Estocolmo el vigésimo segundo día del mes de mayo del año dos mil uno.
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Notas:

i)	 A menos que en el presente Convenio se disponga otra cosa, las cantidades de un producto 
químico presentes como contaminantes en trazas no intencionales en productos y artículos 
no se considerarán incluidas en el presente anexo;

ii)	 La presente nota no será considerada como una exención específica para la producción y 
la utilización a los fines del párrafo 2 del artículo 3. Las cantidades de un producto químico 
presentes como constituyentes de artículos manufacturados o que ya estaban en uso 
antes o en la fecha de entrada en vigor de la obligación de que se trate con respecto a ese 
producto químico no se considerarán incluidas en el presente anexo siempre y cuando la 
Parte haya notificado a la secretaría que un determinado tipo de artículo sigue estando en 
uso en esa Parte. La secretaría pondrá esas notificaciones en conocimiento del público;

iii)	 La presente nota, que no se aplica a los productos químicos marcados con un asterisco 
después de su nombre en la columna titulada “Producto químico” en la parte I del presente 
anexo, no será considerada como una exención específica para la producción y la utilización 
a los fines del párrafo 2 del artículo 3. Dado que no se espera que cantidades significativas 
del producto químico lleguen a las personas y al medio ambiente durante la producción 
y uso de un intermediario en un sistema cerrado y limitado a un emplazamiento, una 
Parte, tras notificarlo a la secretaría, podrá permitir la producción y uso de cantidades de 
un producto químico incluido en el presente anexo como intermediario en un sistema 
cerrado y limitado a un emplazamiento que se transforma químicamente en la fabricación 
de otros productos químicos que, teniendo en cuenta los criterios estipulados en el párrafo 
1 del anexo D, no presentan características de contaminantes orgánicos persistentes. 
Esta notificación deberá incluir información sobre la producción y el uso totales de esos 
productos químicos o una estimación razonable de esos datos, así como información sobre 
la naturaleza del proceso de sistema cerrado y limitado a un emplazamiento, incluida la 
magnitud de cualquier contaminación en trazas no intencional y no transformada del material 
inicial del contaminante orgánico persistente en el producto final. Este procedimiento 
se aplicará salvo cuando en el presente anexo se indique otra cosa. La secretaría dará a 
conocer tales notificaciones a la Conferencia de las Partes y al público. Dicha producción 
o uso no se considerarán como una exención específica para la producción o la utilización. 
Dicha producción y uso deberán cesar al cabo de un período de diez años, a menos que la 
Parte interesada presente una nueva notificación a la secretaría, en cuyo caso el período 
se prorrogará por otros diez años, a menos que la Conferencia de las Partes, después de 
estudiar la producción y el uso, decida otra cosa. El proceso de notificación podrá repetirse;

iv)	 Las Partes que hayan registrado exenciones específicas con arreglo al artículo 4 podrán 
gozar de todas las exenciones que figuran en el presente anexo, a excepción del uso de 
bifenilos policlorados en artículos en uso de acuerdo con las disposiciones de la parte II 
del presente anexo, de la cual podrán gozar todas las Partes.

PARTE II

BIFENILOS POLICLORADOS
Cada Parte deberá:

a)	 Con respecto a la eliminación del uso de los bifenilos policlorados en equipos (por ejemplo, 
transformadores, condensadores u otros receptáculos que contengan existencias de líquidos 
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residuales) a más tardar en 2025, con sujeción al examen que haga la Conferencia de las 
Partes, adoptar medidas de conformidad con las siguientes prioridades:

i)	 Realizar esfuerzos decididos por identificar, etiquetar y retirar de uso todo equipo que 
contenga más de un 10 % de bifenilos policlorados y volúmenes superiores a 5 litros;

ii)	 Realizar esfuerzos decididos por identificar, etiquetar y retirar de uso todo equipo que 
contenga de más de un 0,05 % de bifenilos policlorados y volúmenes superiores a

	 los 5 litros;
iii)	 Esforzarse por identificar y retirar de uso todo equipo que contenga más de un 0,005 % de 

bifenilos policlorados y volúmenes superiores a 0,05 litros;

b)	 Conforme a las prioridades mencionadas en el apartado a), promover las siguientes 
medidas de reducción de la exposición y el riesgo a fin de controlar el uso de los bifenilos 
policlorados:

i)	 Utilización solamente en equipos intactos y estancos y solamente en zonas en que el riesgo 
de liberación en el medio ambiente pueda reducirse a un mínimo y la zona de liberación 
pueda descontaminarse rápidamente;

ii)	 Eliminación del uso en equipos situados en zonas donde se produzcan o elaboren de 
alimentos para seres humanos o para animales;

iii)	 Cuando se utilicen en zonas densamente pobladas, incluidas escuelas y hospitales, adopción 
de todas las medidas razonables de protección contra cortes de electricidad que pudiesen 
dar lugar a incendios e inspección periódica de dichos equipos para detectar toda fuga;

c)	 Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 3, velar por que los equipos que 
contengan bifenilos policlorados, descritos en el apartado a), no se exporten ni importen 
salvo para fines de gestión ambientalmente racional de desechos;

d)	 Excepto para las operaciones de mantenimiento o reparación, no permitir la recuperación 
para su reutilización en otros equipos que contengan líquidos con una concentración de 
bifenilos policlorados superior al 0,005%.

e)	 Realizar esfuerzos decididos para lograr una gestión ambientalmente racional de desechos 
de los líquidos que contengan bifenilos policlorados y de los equipos contaminados con 
bifenilos policlorados con un contenido de bifenilos policlorados superior al 0,005%, de 
conformidad con el párrafo 1 del artículo 6, tan pronto como sea posible pero a más tardar 
en 2028, con sujeción al examen que haga la Conferencia de las Partes;

f)	 En lugar de lo señalado en la nota ii) de la parte I del presente anexo, esforzarse por 
identificar otros artículos que contengan más de un 0,005% de bifenilos policlorados (por 
ejemplo, revestimientos de cables, calafateado curado y objetos pintados) y gestionarlos 
de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 6;

g)	 Preparar un informe cada cinco años sobre los progresos alcanzados en la eliminación de 
los bifenilos policlorados y presentarlo a la Conferencia de las Partes con arreglo al artículo 
15;

h)	 Los informes descritos en el apartado g) serán estudiados, cuando corresponda, por la 
Conferencia de las Partes en el examen que efectúe respecto de los bifenilos policlorados. 
La Conferencia de las Partes estudiará los progresos alcanzados en la eliminación de los 
bifenilos policlorados cada cinco años o a intervalos diferentes, según sea conveniente, 
teniendo en cuenta dichos informes.
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Notas:

i)	 A menos que en el presente Convenio se disponga otra cosa, las cantidades de un producto 
químico presentes como contaminantes en trazas no intencionales en productos y artículos 
no se considerarán incluidas en el presente anexo;

ii)	 La presente nota no será considerada como una finalidad aceptable o exención específica 
para la producción y la utilización a los fines del párrafo 2 del artículo 3. Las cantidades 
de un producto químico presentes como constituyentes de artículos manufacturados o 
que ya estaban en uso antes o en la fecha de entrada en vigor de la obligación de que se 
trate con respecto a ese producto químico no se considerarán incluidas en el presente 
anexo siempre y cuando la Parte haya notificado a la secretaría que un determinado tipo 
de artículo sigue estando en uso en esa Parte. La secretaría pondrá esas notificaciones en 
conocimiento del público;

iii)	 La presente nota no será considerada como una exención específica para la producción y 
la utilización a los fines del párrafo 2 del artículo 3. Dado que no se espera que cantidades 
significativas del producto químico lleguen a las personas y al medio ambiente durante la 
producción y uso de un intermediario en un sistema cerrado y limitado a un emplazamiento, 
una Parte, tras notificarlo a la secretaría, podrá permitir la producción y utilización de 
cantidades de un producto químico incluido en el presente anexo como intermediario en 
un sistema cerrado y limitado a un emplazamiento que se transforma químicamente en la 
fabricación de otros productos químicos que, teniendo en cuenta los criterios estipulados 
en el párrafo 1 del anexo D, no presentan características de contaminantes orgánicos 
persistentes.
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	 Esta notificación deberá incluir información sobre la producción y el uso totales de esos 
productos químicos o una estimación razonable de esos datos, así como información sobre 
la naturaleza del proceso de sistema cerrado y limitado a un emplazamiento, incluida la 
magnitud de cualquier contaminación en trazas no intencional y no transformada del material 
inicial del contaminante orgánico persistente en el producto final. Este procedimiento se 
aplicará salvo cuando en el presente anexo se indique otra cosa. La secretaría dará a conocer 
tales notificaciones a la Conferencia de las Partes y al público. Dicha producción o uso 
no se considerará como una exención específica para la producción o utilización. Dicha 
producción y utilización deberán cesar al cabo de un período de diez años, a menos que 
la Parte interesada presente una nueva notificación a la secretaría, en cuyo caso el período 
se prorrogará por otros diez años, a menos que la Conferencia de las Partes, después de 
estudiar la producción y la utilización decida otra cosa. El proceso de notificación podrá 
repetirse;

iv)	 Las Partes que hayan registrado exenciones específicas con arreglo al artículo 4 podrán 
gozar de todas las exenciones que figuran en el presente anexo.

Parte II

DDT (1,1,1-tricloro-2,2-bis (4 clorofenil)etano)

1.	 Se eliminarán la producción y la utilización de DDT salvo en lo que se refiere a las Partes 
que hayan notificado a la secretaría su intención de producir y/o utilizar DDT. Se crea por 
este medio un Registro para el DDT, que se pondrá a disposición del público. La secretaría 
mantendrá el Registro para el DDT.

2.	 Cada Parte que produzca y/o utilice DDT restringirá esa producción y/o utilización al control 
de los vectores de enfermedades de conformidad con las recomendaciones y directrices 
de la Organización Mundial de la Salud sobre la utilización del DDT y producirá y/o utilizará 
DDT cuando no disponga de alternativas locales seguras, eficaces y asequibles.

3.	 En caso de que una Parte no incluida en el Registro para el DDT determine que necesita 
DDT para luchar contra los vectores de enfermedades, esa Parte lo notificará a la secretaría 
lo antes posible para que su nombre sea añadido inmediatamente al Registro para el DDT. 
Notificará también a la Organización Mundial de la Salud.

4.	 Cada Parte que utilice DDT suministrará cada tres años a la secretaría y a la Organización 
Mundial de la Salud información sobre la cantidad utilizada, las condiciones de esa utilización 
y su importancia para la estrategia de gestión de enfermedades de esa Parte, en un formato 
que decidirá la Conferencia de las Partes en consulta con la Organización Mundial de la 
Salud.

5.	 Con el propósito de reducir y, en última instancia, eliminar la utilización de DDT, la Conferencia 
de las Partes alentará:

a)	 A cada Parte que utilice DDT a que elabore y ejecute un plan de acción como parte del 
plan de aplicación estipulado en el artículo 7. En este plan de acción se incluirá:
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i)	 El desarrollo de mecanismos reglamentarios y de otra índole para velar por que la utilización 
de DDT se limita a la lucha contra los vectores de enfermedades;

ii)	 El empleo de productos, métodos y estrategias alternativos adecuados, incluidas estrategias 
de gestión de la resistencia, para garantizar que dichas alternativas siguen surtiendo efecto;

iii)	 Medidas para reforzar la atención de la salud y reducir los casos de la enfermedad.

b)	 A las Partes a que, según su capacidad, promuevan la investigación y el desarrollo de productos 
químicos y no químicos, métodos y estrategias alternativos y seguros para las Partes que 
utilizan DDT, que sean idóneos para las condiciones de esos países y tengan por objeto 
disminuir la carga que representa la enfermedad para los seres humanos y la economía. 
Al examinar las alternativas o combinaciones de alternativas se atenderá principalmente 
a los riesgos para la salud humana y a las repercusiones ambientales de esas alternativas. 
Las alternativas viables al DDT deberán ser menos peligrosas para la salud humana y el 
medio ambiente, adecuadas para la lucha contra las enfermedades según las condiciones 
existentes en las distintas Partes y basadas en datos de vigilancia.

6.	 A partir de su primera reunión y en lo sucesivo por lo menos cada tres años, la Conferencia 
de las Partes, en consulta con la Organización Mundial de la Salud, determinará si el DDT 
sigue siendo necesario para luchar contra los vectores de enfermedades, sobre la base de 
la información científica, técnica, ambiental y económica disponible, incluidos:

a)	 La producción y la utilización de DDT y las condiciones establecidas en el párrafo 2;
b)	 La disponibilidad, conveniencia y empleo de las alternativas al DDT; y
c)	 Los progresos alcanzados en el fortalecimiento de la capacidad de los países para utilizar 

exclusivamente esas alternativas sin que ello plantee riesgo alguno.

7.	 Una Parte podrá retirar en cualquier momento su nombre del Registro para el DDT 
mediante notificación escrita a la secretaría. La retirada tendrá efecto en la fecha que se 
especifique en la notificación.

ANEXO C

PRODUCCIÓN NO INTENCIONAL

PARTE I

Contaminantes orgánicos persistentes sujetos a los requisitos del artículo 5

El presente anexo se aplica a los siguientes contaminantes orgánicos persistentes, cuando se 
forman y se liberan de forma no intencional a partir de fuentes antropógenas:

Producto químico 
Dibenzoparadioxinas y dibenzofuranos policlorados (PCDD/PCDF) Hexaclorobenceno (HCB) (No. CAS: 
118-74-1) 
Bifenilos policlorados (PCB) 
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PARTE II

CATEGORÍAS DE FUENTES

Las dibenzoparadioxinas y los dibenzofuranos policlorados, el hexaclorobenceno, y los bifenilos 
policlorados se forman y se liberan de forma no intencionada a partir de procesos térmicos, 
que comprenden materia orgánica y cloro, como resultado de una combustión incompleta o 
de reacciones químicas. Las siguientes categorías de fuentes industriales tienen un potencial de 
formación y liberación relativamente elevadas de estos productos químicos al medio ambiente:

a)	 Incineradoras de desechos, incluidas las coincineradoras de desechos municipales, peligrosos 
o médicos o de fango cloacal;

b)	 Desechos peligrosos procedentes de la combustión en hornos de cemento;
c)	 Producción de pasta de papel utilizando cloro elemental o productos químicos que producen 

cloro elemental para el blanqueo;
d)	 Los siguientes procesos térmicos de la industria metalúrgica:
i)	 Producción secundaria de cobre;
ii)	 Plantas de sinterización en la industria del hierro e industria siderúrgica;
iii)	 Producción secundaria de aluminio;
iv)	 Producción secundaria de zinc.

PARTE III

CATEGORÍAS DE FUENTES

Pueden también producirse y liberarse en forma no intencionada dibenzoparadioxinas y 
dibenzofuranos policlorados, hexaclorobenceno y bifenilos policlorados a partir de las siguientes 
categorías de fuentes, en particular:

a)	 Quema a cielo abierto de desechos, incluida la quema en vertederos;
b)	 Procesos térmicos de la industria metalúrgica no mencionados en la parte II;
c)	 Fuentes de combustión domésticas;
d)	 Combustión de combustibles fósiles en centrales termoeléctricas o calderas industriales;
e)	 Instalaciones de combustión de madera u otros combustibles de biomasa;
f)	 Procesos de producción de productos químicos determinados que liberan de forma no 

intencional contaminantes orgánicos persistentes formados, especialmente la producción 
de clorofenoles y cloranil;

g)	 Crematorios;
h)	 Vehículos de motor, en particular los que utilizan gasolina con plomo como combustible;
i)	 Destrucción de carcasas de animales;
j)	 Teñido (con cloranil) y terminación (con extracción alcalina) de textiles y cueros;
k)	 Plantas de desguace para el tratamiento de vehículos una vez acabada su vida útil;
l)	 Combustión lenta de cables de cobre;
m)	Desechos de refinerías de petróleo.
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PARTE IV

DEFINICIONES

1.	 A efectos del presente anexo:

a)	 Por “bifenilos policlorados” se entienden compuestos aromáticos formados de tal manera 
que los átomos de hidrógeno en la molécula bifenilo (2 anillos bencénicos unidos entre sí 
por un enlace único carbono-carbono) pueden ser sustituidos por hasta diez átomos de 
cloro; y

b)	 Las “dibenzoparadioxinas policloradas” y los “dibenzofuranos policlorados”, son compuestos 
tricíclicos aromáticos constituidos por dos anillos bencénicos unidos entre sí, en el caso 
de las dibenzoparadioxinas policloradas por dos atómos de oxígeno, y en el caso de los 
dibenzofuranos policlorados por un átomo de oxígeno y un enlace carbono-carbono y 
cuyos átomos de hidrógeno pueden ser sustituidos por hasta ocho átomos de cloro.

2.	 En el presente anexo la toxicidad de las dibenzoparadioxinas y los dibenzofuranos 
policlorados, se expresa utilizando el concepto de equivalencia tóxica, que mide la actividad 
tóxica relativa tipo dioxina de distintos congéneres de las dibenzoparadioxinas y los 
dibenzofuranos policlorados, bifenilos policlorados coplanares en comparación con la 
2,3,7,8-tetraclorodibenzoparadioxina. Los valores del factor tóxico equivalente que se 
utilizarán a efectos del presente Convenio serán coherentes con las normas internacionales 
aceptadas, en primer lugar con los valores del factor tóxico equivalente para mamíferos 
de la Organización Mundial de la Salud de 1998 con respecto a las dibenzoparadioxinas y 
dibenzofuranos policlorados y bifenilos policlorados coplanares. Las concentraciones se 
expresan en equivalentes tóxicos.

PARTE V

ORIENTACIONES GENERALES SOBRE LAS MEJORES TÉCNICAS DISPONIBLES Y LAS 
MEJORES PRÁCTICAS AMBIENTALES

En esta parte se transmiten a las Partes orientaciones generales sobre la prevención o reducción 
de las liberaciones de los productos químicos incluidos en la parte I.

A.	 MEDIDAS GENERALES DE PREVENCIÓN RELATIVAS A LAS MEJORES TÉCNICAS DISPONIBLES 
Y A LAS MEJORES PRÁCTICAS AMBIENTALES

Debe asignarse prioridad al estudio de criterios para evitar la formación y la liberación de los 
productos químicos incluidos en la Parte I. Entre las medidas útiles podrían incluirse:

a)	 Utilización de una tecnología que genere pocos desechos;
b)	 Utilización de sustancias menos peligrosas;
c)	 Fomento de la regeneración y el reciclado de los desechos y las sustancias generadas y 

utilizadas en los procesos;
d)	 Sustitución de materias primas que sean contaminantes orgánicos persistentes o en el caso 

de que exista un vínculo directo entre los materiales y las liberaciones de contaminantes 
orgánicos persistentes de la fuente;
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e)	 Programas de buen funcionamiento y mantenimiento preventivo;
f)	 Mejoramiento de la gestión de desechos con miras a poner fin a la incineración de desechos 

a cielo abierto y otras formas incontroladas de incineración, incluida la incineración de 
vertederos. Al examinar las propuestas para construir nuevas instalaciones de eliminación de 
desechos, deben considerarse alternativas como, por ejemplo, las actividades para reducir 
al mínimo la generación de desechos municipales y médicos, incluidos la regeneración 
de recursos, la reutilización, el reciclado, la separación de desechos y la promoción de 
productos que generan menos desechos. Dentro de este criterio deben considerarse 
cuidadosamente los problemas de salud pública;

g)	 Reducción al mínimo de esos productos químicos como contaminantes en otros productos;
h)	 Evitación del cloro elemental o productos químicos que generan cloro elemental para 

blanqueo.

B.	 MEJORES TÉCNICAS DISPONIBLES

El concepto de mejores técnicas disponibles no está dirigido a la prescripción de una técnica 
o tecnología específica, sino a tener en cuenta las características técnicas de la instalación de 
que se trate, su ubicación geográfica y las condiciones ambientales locales. Las técnicas de 
control apropiadas para reducir las liberaciones de los productos químicos incluidos en la parte 
I son en general las mismas. Al determinar las mejores técnicas disponibles se debe prestar 
atención especial, en general o en casos concretos, a los factores que figuran, a continuación, 
teniendo en cuenta los costos y beneficios probables de una medida y las consideraciones 
de precaución y prevención:

a)	 Consideraciones generales:
i)	 Naturaleza, efectos y masa de las emisiones de que se trate: las técnicas pueden variar 

dependiendo de las dimensiones de la fuente;
ii)	 Fechas de puesta en servicio de las instalaciones nuevas o existentes;
iii)	 Tiempo necesario para incorporar la mejor técnica disponible;
iv)	 Consumo y naturaleza de las materias primas utilizadas en el proceso y su eficiencia 

energética;
v)	 Necesidad de evitar o reducir al mínimo el impacto general de las liberaciones en el medio 

ambiente y los peligros que representan para éste;
vi)	 Necesidad de evitar accidentes y reducir al mínimo sus consecuencias para el medio 

ambiente;
vii)	Necesidad de salvaguardar la salud ocupacional y la seguridad en los lugares de trabajo;
viii)	Procesos, instalaciones o métodos de funcionamiento comparables que se han 

ensayado con resultados satisfactorios a escala industrial;
ix)	 Avances tecnológicos y cambio de los conocimientos y la comprensión en el ámbito 

científico.

b)	 Medidas de reducción de las liberaciones de carácter general: Al examinar las propuestas 
de construcción de nuevas instalaciones o de modificación importante de instalaciones 
existentes que utilicen procesos que liberan productos químicos de los incluidos en el 
presente anexo, deberán considerarse de manera prioritaria los procesos, técnicas o 
prácticas de carácter alternativo que tengan similar utilidad, pero que eviten la formación 
y liberación de esos productos químicos. En los casos en que dichas instalaciones vayan 
a construirse o modificarse de forma importante, además de las medidas de prevención 
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descritas en la sección A de la parte V, para determinar las mejores técnicas disponibles se 
podrán considerar también las siguientes medidas de reducción:

i)	 Empleo de métodos mejorados de depuración de gases de combustión, tales como la 
oxidación térmica o catalítica, la precipitación de polvos o la adsorción;

ii)	 Tratamiento de residuos, aguas residuales, desechos y fangos cloacales mediante, por 
ejemplo, tratamiento térmico o volviéndolos inertes o mediante procesos químicos que 
eliminen su toxicidad;

iii)	 Cambios de los procesos que den lugar a la reducción o eliminación de las liberaciones, 
tales como la adopción de sistemas cerrados;

iv)	 Modificación del diseño de los procesos para mejorar la combustión y evitar la formación 
de los productos químicos incluidos en el anexo, mediante el control de parámetros como 
la temperatura de incineración o el tiempo de permanencia.

C.	 MEJORES PRÁCTICAS AMBIENTALES

La Conferencia de las Partes podrá elaborar orientación con respecto a las mejores prácticas 
ambientales.

ANEXO D
REQUISITOS DE INFORMACIÓN Y CRITERIOS DE SELECCIÓN

1.	 Una Parte que presente una propuesta de inclusión de un producto químico en los anexos 
A, B y/o C deberá identificar el producto químico en la forma que se describe en el apartado 
a) y suministrar información sobre el producto químico y, si procede, sus productos de 
transformación, en relación con los criterios de selección definidos en los incisos b) a e):

a)	 Identificación del producto químico:
i)	 Nombres, incluidos el o los nombres comerciales, o los nombres comerciales y sus 

sinónimos, el número de registro del Chemical Abstracts Service (CAS), el nombre en la 
Unión Internacional de Química Pura y Aplicada (IUPAC); y

ii)	 Estructura, comprendida la especificación de isómeros, cuando proceda, y la estructura 
de la clase química;

b)	 Persistencia:
i)	 Prueba de que la vida media del producto químico en el agua es superior a dos meses o que 

su vida media en la tierra es superior a seis meses o que su vida media en los sedimentos 
es superior a seis meses; o

ii)	 Prueba de que el producto químico es de cualquier otra forma suficientemente persistente 
para justificar que se le tenga en consideración en el ámbito del presente Convenio;

c)	 Bioacumulación:
i)	 Prueba de que el factor de bioconcentración o el factor de bioacumulación del producto 

químico en las especies acuáticas es superior a 5.000 o, a falta de datos al respecto, que 
el log Kow es superior a 5;

ii)	 Prueba de que el producto químico presenta otros motivos de preocupación, como una 
elevada bioacumulación en otras especies, elevada toxicidad o ecotoxicidad; o

iii)	 Datos de vigilancia de la biota que indiquen que el potencial de bioacumulación del producto 
químico es suficiente para justificar que se le tenga en consideración en el ámbito del 
presente Convenio;
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d)	 Potencial de transporte a larga distancia en el medio ambiente:
i)	 Niveles medidos del producto químico en sitios distantes de la fuente de liberación que 

puedan ser motivo de preocupación;
ii)	 Datos de vigilancia que muestren que el transporte a larga distancia del producto químico 

en el medio ambiente, con potencial para la transferencia a un medio receptor, puede 
haber ocurrido por medio del aire, agua o especies migratorias; o

iii)	 Propiedades del destino en el medio ambiente y/o resultados de modelos que demuestren 
que el producto químico tiene un potencial de transporte a larga distancia en el medio 
ambiente por aire, agua o especies migratorias, con potencial de transferencia a un medio 
receptor en sitios distantes de las fuentes de su liberación. En el caso de un producto químico 
que migre en forma importante por aire, su vida media en el aire deberá ser superior a dos 
días; y

e)	 Efectos adversos:
i)	 Pruebas de efectos adversos para la salud humana o el medio ambiente que justifiquen que 

al producto químico se le tenga en consideración en el ámbito del presente Convenio; o
ii)	 Datos de toxicidad o ecotoxicidad que indiquen el potencial de daño a la salud humana o 

al medio ambiente.

2.	 La Parte proponente entregará una declaración de las razones de esa preocupación, 
incluida, cuando sea posible, una comparación de los datos de toxicidad o ecotoxicidad 
con los niveles detectados o previstos de un producto químico que sean resultado o se 
prevean como resultado de su transporte a larga distancia en el medio ambiente, y una 
breve declaración en que se indique la necesidad de un control mundial.

3.	 La Parte proponente, en la medida de lo posible y teniendo en cuenta sus capacidades, 
suministrará información adicional para apoyar el examen de la propuesta mencionado 
en el párrafo 6 del artículo 8. Para elaborar esa propuesta, la Parte podrá aprovechar los 
conocimientos técnicos de cualquier fuente.

ANEXO E
REQUISITOS DE INFORMACIÓN PARA EL PERFIL DE RIESGOS

El objetivo del examen es evaluar si es probable que un producto químico, como resultado 
de su transporte a larga distancia en el medio ambiente, pueda tener importantes efectos 
adversos en la salud humana y/o el medio ambiente de tal magnitud que justifiquen la adopción 
de medidas en el plano mundial. Para ese fin, se elaborará un perfil de riesgos en el que se 
profundizará más detalladamente y se evaluará la información a que se hace referencia en el 
anexo D, que ha de incluir, en la medida de lo posible, información del siguiente tipo:

a)	 Fuentes, incluyendo, cuando proceda:

i)	 Datos de producción, incluida la cantidad y el lugar;
ii)	 Usos; y
iii)	 Liberaciones, como por ejemplo descargas, pérdidas y emisiones;

b)	 Evaluación del peligro para el punto terminal o los puntos terminales que sean motivo de 
preocupación, incluido un examen de las interacciones toxicológicas en las que intervenga 
más de un producto químico;
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c)	 Destino en el medio ambiente, incluidos datos e información sobre el producto químico 
y sus propiedades físicas y su persistencia, y el modo en que éstas se vinculan con su 
transporte en el medio ambiente, su transferencia dentro de segmentos del medio ambiente 
y, entre ellos, su degradación y su transformación en otros productos químicos. Se incluirá 
una determinación del factor de bioconcentración o el factor de bioacumulación, sobre 
la base de valores medidos, salvo que se estime que los datos de vigilancia satisfacen esa 
necesidad;

d)	 Datos de vigilancia;
e)	 Exposición en zonas locales y, en particular, como resultado del transporte a larga distancia 

en el medio ambiente, con inclusión de información sobre la disponibilidad biológica;
f)	 Evaluaciones de los riesgos nacionales e internacionales, valoraciones o perfiles de riesgos 

e información de etiquetado y clasificaciones del peligro, cuando existan; y
g)	 Situación del producto químico en el marco de los convenios internacionales.

ANEXO F
INFORMACIÓN SOBRE CONSIDERACIONES SOCIOECONÓMICAS

Debería realizarse una evaluación de las posibles medidas de control relativas a los productos 
químicos en examen para su incorporación en el presente Convenio, abarcando toda la 
gama de opciones, incluidos el manejo y la eliminación. Con ese fin, debería proporcionarse 
la información pertinente sobre las consideraciones socioeconómicas relacionadas con las 
posibles medidas de control para que la Conferencia de las Partes pueda adoptar una decisión. 
En esa información han de tenerse debidamente en cuenta las diferentes capacidades y 
condiciones de las Partes y ha de prestarse consideración a la lista indicativa de elementos 
que figura a continuación:

a)	 Eficacia y eficiencia de las posibles medidas de control para lograr los fines de reducción 
de riesgos:

i)	 Viabilidad técnica; y
ii)	 Costos, incluidos los costos ambientales y para la salud;

b)	 Alternativas (productos y procesos):

i)	 Viabilidad técnica;

ii)	 Costos, incluidos los costos ambientales y para la salud;
iii)	 Eficacia;
iv)	 Riesgo;
v)	 Disponibilidad; y
vi)	 Accesibilidad;

c)	 Efectos positivos y/o negativos de la aplicación de las posibles medidas de control para la 
sociedad:
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i)	 Salud, incluida la salud pública, ambiental y en el lugar de trabajo;
ii)	 Agricultura, incluidas la acuicultura y la silvicultura;
iii)	 Biota (diversidad biológica);
iv)	 Aspectos económicos;
v)	 Transición al desarrollo sostenible; y
vi)	 Costos sociales;

d)	 Consecuencias de los desechos y la eliminación (en particular, existencias de plaguicidas 
caducos y saneamiento de emplazamientos contaminados):

i)	 Viabilidad técnica; y
ii)	 Costo;

e)	 Acceso a la información y formación del público;
f)	 Estado de la capacidad de control y vigilancia; y
g)	 Cualesquiera medidas de control adoptadas a nivel nacional o regional, incluida la información 

sobre alternativas y otras informaciones pertinentes sobre gestión de riesgos.
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La Presidencia Pro Tempore liderada por El Salvador, para el segundo 
semestre 2019, presentó la iniciativa que pretende reducir una serie de 
medidas relacionadas a las emisiones de gases de efecto invernadero, 
la cual considera para el año 2030, la restauración y conservación 
de 10 millones de hectáreas de tierras y ecosistemas degradados, de 
manera que se consideraría como meta alcanzar el Carbono Neutral 
en el sector de agricultura, bosques y otros usos de la tierra (AFOLU por 
su sigla en inglés).
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CONVENIO DE MINAMATA SOBRE EL MERCURIO

Las Partes en el presente Convenio,

Reconociendo que el mercurio es un producto químico de preocupación mundial debido 
a su transporte a larga distancia en la atmósfera, su persistencia en el medio ambiente tras 
su introducción antropógena, su capacidad de bioacumulación en los ecosistemas y sus 
importantes efectos adversos para la salud humana y el medio ambiente,

Recordando la decisión 25/5 del Consejo de Administración del Programa de las Naciones 
Unidas para el Medio Ambiente, de 20 de febrero de 2009, en la que se pedía emprender 
medidas internacionales para gestionar el mercurio de manera eficaz, efectiva y coherente,
Recordando el párrafo 221 del documento final de la Conferencia de las Naciones Unidas 
sobre el Desarrollo Sostenible, “El futuro que queremos”, donde se pidió que se procurara que 
concluyeran con éxito las negociaciones de un instrumento mundial jurídicamente vinculante 
sobre el mercurio a fin de hacer frente a los riesgos que representaba para la salud humana 
y el medio ambiente,

Recordando que la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Desarrollo Sostenible reafirmó 
los principios de la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo incluido, entre 
otros, el de las responsabilidades comunes pero diferenciadas, y reconociendo las circunstancias 
y las capacidades de cada Estado, así como la necesidad de adoptar medidas de alcance mundial,
Conscientes de los problemas de salud, especialmente en los países en desarrollo, derivados 
de la exposición al mercurio de las poblaciones vulnerables, en particular las mujeres, los niños 
y, a través de ellos, las generaciones venideras,

Señalando la vulnerabilidad especial de los ecosistemas árticos y las comunidades indígenas 
debido a la biomagnificación del mercurio y a la contaminación de sus alimentos tradicionales, 
y preocupadas en general por las comunidades indígenas debido a los efectos del mercurio,
Reconociendo las lecciones importantes aprendidas de la enfermedad de Minamata, en particular 
los graves efectos adversos para la salud y el medio ambiente derivados de la contaminación 
por mercurio, y la necesidad de garantizar una gestión adecuada del mercurio y de prevenir 
incidentes de esa índole en el futuro,

Destacando la importancia del apoyo financiero, técnico, tecnológico y de creación de capacidad, 
en especial para los países en desarrollo y los países con economías en transición, a fin de 
fortalecer las capacidades nacionales destinadas a la gestión del mercurio y de promover la 
aplicación eficaz del Convenio,

Reconociendo también las actividades desplegadas por la Organización Mundial de la Salud 
en la protección de la salud humana de los efectos del mercurio y la función de los acuerdos 
ambientales multilaterales pertinentes, en especial el Convenio de Basilea sobre el control de 
los movimientos transfronterizos de los desechos peligrosos y su eliminación y el Convenio 
de Rotterdam sobre el procedimiento de consentimiento fundamentado previo aplicable a 
ciertos plaguicidas y productos químicos peligrosos objeto de comercio internacional,
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Reconociendo también que el presente Convenio y otros acuerdos internacionales en el 
ámbito del medio ambiente y el comercio se apoyan mutuamente,

Poniendo de relieve que nada de lo dispuesto en el presente Convenio tiene por objeto afectar 
los derechos ni las obligaciones de que gocen o que hayan contraído las Partes en virtud de 
cualquier otro acuerdo internacional existente,

Entendiendo que lo expuesto más arriba no tiene por objeto crear una jerarquía entre el 
presente Convenio y otros instrumentos internacionales,

Haciendo notar que nada de lo dispuesto en el presente Convenio impide a las Partes adoptar 
otras medidas nacionales que estén en consonancia con las disposiciones del presente 
Convenio, como parte de los esfuerzos por proteger la salud humana y el medio ambiente de 
la exposición al mercurio, de conformidad con otras obligaciones de las Partes dimanantes 
del derecho internacional aplicable,

Han acordado lo siguiente:

ART. 1. OBJETIVO
El objetivo del presente Convenio es proteger la salud humana y el medio ambiente de las 
emisiones y liberaciones antropógenas de mercurio y compuestos de mercurio.

ART. 2. DEFINICIONES
A los efectos del presente Convenio:

a)	Por “extracción de oro artesanal y en pequeña escala” se entiende la extracción de oro 
llevada a cabo por mineros particulares o pequeñas empresas con una inversión de capital 
y una producción limitadas;

b)	Por “mejores técnicas disponibles” se entienden las técnicas que son más eficaces para 
evitar y, cuando eso no es factible, reducir las emisiones y liberaciones de mercurio a la 
atmósfera, al agua y al suelo, y los efectos de esas emisiones y liberaciones para el medio 
ambiente en su conjunto, teniendo en cuenta consideraciones económicas y técnicas para 
una Parte dada o una instalación dada en el territorio de esa Parte. En ese contexto:

i)	 Por “mejores” se entiende más eficaces para lograr un alto grado general de protección 
del medio ambiente en su conjunto;

ii)	 Por “disponibles” se entienden, en relación con una Parte dada y una instalación dada en 
el territorio de esa Parte, las técnicas que se han desarrollado a una escala que permite 
su aplicación en un sector industrial pertinente en condiciones de viabilidad económica 
y técnica, tomando en consideración los costos y los beneficios, ya sean técnicas que se 
utilicen o produzcan en el territorio de esa Parte o no, siempre y cuando sean accesibles 
al operador de la instalación como determine esa Parte; y

iii)	 Por “técnicas” se entienden tanto las tecnologías utilizadas como las prácticas operacionales 
y la manera en que se diseñan, construyen, mantienen, operan y desmantelan las 
instalaciones;
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c)	Por “mejores prácticas ambientales” se entiende la aplicación de la combinación más 
adecuada de medidas y estrategias de control ambiental;

d)	Por “mercurio” se entiende el mercurio elemental (Hg(0), núm. de CAS 7439-97-6);
e)	Por “compuesto de mercurio” se entiende toda sustancia que consiste en átomos de 

mercurio y uno o más átomos de elementos químicos distintos que puedan separarse en 
componentes diferentes solo por medio de reacciones químicas;

f)	 Por “producto con mercurio añadido” se entiende un producto o componente de un producto 
al que se haya añadido mercurio o un compuesto de mercurio de manera intencional;

g)	Por “Parte” se entiende un Estado o una organización de integración económica regional 
que haya consentido en someterse a las obligaciones establecidas en el presente Convenio 
y en el que el presente Convenio esté en vigor;

h)	Por “Partes presentes y votantes” se entiende las Partes que estén presentes y emitan un 
voto afirmativo o negativo en una reunión de las Partes;

i)	 Por “extracción primaria de mercurio” se entiende la extracción en la que el principal material 
que se busca es mercurio;

j)	 Por “organización de integración económica regional” se entiende una organización 
constituida por Estados soberanos de una región determinada a la cual los Estados miembros 
hayan cedido su competencia respecto de los asuntos regidos por el presente Convenio 
y que haya sido debidamente facultada, de conformidad con sus procedimientos internos, 
para firmar, ratificar, aceptar o aprobar el presente Convenio o adherirse a él; y

k)	Por “uso permitido” se entiende cualquier uso por una Parte de mercurio o de compuestos 
de mercurio que esté en consonancia con el presente Convenio, incluidos, aunque no 
únicamente, los usos que estén en consonancia con los artículos 3, 4, 5, 6 y 7.

ART. 3. FUENTES DE SUMINISTRO Y COMERCIO DE MERCURIO

1.	 A los efectos del presente artículo:

a)	Toda referencia al “mercurio” incluye las mezclas de mercurio con otras sustancias, incluidas 
las aleaciones de mercurio, que tengan una concentración de mercurio de al menos 95 % 
por peso; y

b)	Por “compuestos de mercurio” se entiende cloruro de mercurio (I) o calomelanos, óxido de 
mercurio (II), sulfato de mercurio (II), nitrato de mercurio (II), mineral de cinabrio y sulfuro 
de mercurio.

2.	Las disposiciones del presente artículo no se aplicarán a:

a)	Las cantidades de mercurio o compuestos de mercurio que se utilicen para investigaciones 
a nivel de laboratorio o como patrón de referencia; o

b)	Las cantidades traza naturalmente presentes de mercurio o compuestos de mercurio en 
productos distintos del mercurio tales como metales, mineral en bruto o productos minerales, 
incluido el carbón, o bien en productos derivados de esos materiales, y las cantidades traza 
no intencionales presentes en productos químicos; o

c)	Los productos con mercurio añadido.

3.	Ninguna Parte permitirá la extracción primaria de mercurio que no se estuviera realizando 
en su territorio en la fecha de entrada en vigor del Convenio para ella.
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4.	Cada Parte en cuyo territorio se estuvieran realizando actividades de extracción primaria 
de mercurio en la fecha de entrada en vigor del presente Convenio para ella permitirá esa 
extracción únicamente por un período de hasta 15 años después de esa fecha. Durante ese 
período, el mercurio producido por esa extracción solamente se utilizará en la fabricación 
de productos con mercurio añadido de conformidad con el artículo 4 o en los procesos 
de fabricación de conformidad con el artículo 5, o bien se eliminará de conformidad con 
el artículo 11, mediante operaciones que no conduzcan a la recuperación, el reciclado, la 
regeneración, la reutilización directa u otros usos.

5.	Cada Parte:

a)	Se esforzará por identificar cada una de las existencias de mercurio o compuestos de mercurio 
superiores a 50 toneladas métricas, así como las fuentes de suministro de mercurio que 
generen existencias superiores a 10 toneladas métricas por año, que estén situadas en su 
territorio;

b)	Adoptará medidas para asegurar que, cuando la Parte determine la existencia de exceso de 
mercurio procedente del desmantelamiento de plantas de producción de cloro-álcali, ese 
mercurio se deseche de conformidad con las directrices para la gestión ambientalmente 
racional a que se hace referencia en el párrafo 3 a) del artículo 11, mediante operaciones 
que no conduzcan a la recuperación, el reciclado, la regeneración, la utilización directa u 
otros usos.

6.	Ninguna Parte permitirá la exportación de mercurio, salvo:

a)	A una Parte que haya proporcionado a la Parte exportadora su consentimiento por escrito 
y únicamente para:

i)	 Un uso permitido a esa Parte importadora en virtud del presente Convenio; o
ii)	 Su almacenamiento provisional ambientalmente racional de acuerdo con lo dispuesto 

en el artículo 10; o

b)	A un Estado u organización que no sea Parte que haya proporcionado a la Parte exportadora 
su consentimiento por escrito en el que se incluya una certificación que demuestre que:

i)	 El Estado o la organización que no es Parte ha adoptado medidas para garantizar la 
protección de la salud humana y el medio ambiente, así como el cumplimiento de las 
disposiciones de los artículos 10 y 11; y

ii)	 Ese mercurio se destinará únicamente a un uso permitido a una Parte en virtud del 
presente Convenio o a su almacenamiento provisional ambientalmente racional de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 10.

7.	 Una Parte exportadora podrá considerar que una notificación general a la Secretaría por la 
Parte importadora, o por un Estado u organización importador que no sea Parte, constituye el 
consentimiento por escrito exigido en el párrafo 6. En esa notificación general se enunciarán 
las cláusulas y las condiciones en virtud de las cuales la Parte importadora, o el Estado u 
organización importador que no sea Parte, proporciona el consentimiento. La notificación 
podrá ser revocada en cualquier momento por dicha Parte o dicho Estado u organización 
que no sea Parte. La Secretaría mantendrá un registro público de esas notificaciones.
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8.	Ninguna Parte permitirá la importación de mercurio de un Estado u organización que no 
sea Parte a quien comunique su consentimiento por escrito a menos que dicho Estado 
u organización que no sea Parte haya aportado una certificación de que el mercurio no 
procede de fuentes no permitidas en virtud del párrafo 3 o del párrafo 5 b).

9.	Una Parte que presente una notificación general de consentimiento en virtud del párrafo 7 
podrá decidir no aplicar el párrafo 8, siempre y cuando mantenga amplias restricciones a la 
exportación de mercurio y aplique medidas internas encaminadas a asegurar que el mercurio 
importado se gestiona de manera ambientalmente racional. La Parte notificará esa decisión 
a la Secretaría, aportando información que describa las restricciones a la exportación y las 
medidas normativas internas, así como información sobre las cantidades y los países de 
origen del mercurio importado de Estados u organizaciones que no sean Parte. La Secretaría 
mantendrá un registro público de todas las notificaciones de esa índole. El Comité de 
Aplicación y Cumplimiento examinará y evaluará todas las notificaciones y la información 
justificativa de conformidad con el artículo 15 y podrá formular recomendaciones, según 
corresponda, a la Conferencia de las Partes.

10. El procedimiento establecido en el párrafo 9 estará disponible hasta la clausura de la segunda 
reunión de la Conferencia de las Partes. A partir de ese momento, dejará de estar disponible, 
a menos que la Conferencia de las Partes decida lo contrario por mayoría simple de las 
Partes presentes y votantes, excepto en lo que respecta a una Parte que haya presentado 
una notificación con arreglo al párrafo 9 antes de la clausura de la segunda reunión de la 
Conferencia de las Partes.

11. Cada Parte incluirá en sus informes presentados con arreglo al artículo 21 información que 
demuestre que se han cumplido los requisitos fijados en el presente artículo.

12. La Conferencia de las Partes proporcionará, en su primera reunión, orientación ulterior 
con respecto al presente artículo, especialmente con respecto a los párrafos 5 a), 6 y 8, y 
elaborará y aprobará el contenido requerido de la certificación a que se hace referencia en 
los párrafos 6 b) y 8.

13. La Conferencia de las Partes evaluará si el comercio de compuestos de mercurio específicos 
compromete el objetivo del presente Convenio y examinará si tales compuestos de mercurio 
específicos deben someterse a los párrafos 6 y 8 mediante su inclusión en un anexo adicional 
aprobado de conformidad con el artículo 27.

ART. 4. PRODUCTOS CON MERCURIO AÑADIDO

1.	 Cada Parte prohibirá, adoptando las medidas pertinentes, la fabricación, la importación 
y la exportación de los productos con mercurio añadido incluidos en la parte I del anexo 
A después de la fecha de eliminación especificada para esos productos, salvo cuando se 
haya especificado una exclusión en el anexo A o cuando la Parte se haya inscrito para una 
exención conforme al artículo 6.

2.	Como alternativa a lo dispuesto en el párrafo 1, una Parte podría indicar, en el momento de 
la ratificación o en la fecha de entrada en vigor de una enmienda del anexo A para ella, que 
aplicará medidas o estrategias diferentes en relación con los productos incluidos en la parte 
I del anexo A. La Parte solamente podrá optar por esta alternativa si puede demostrar que 
ya ha reducido a un nivel mínimo la fabricación, la importación y la exportación de la gran 
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mayoría de los productos incluidos en la parte I del anexo A y que ha aplicado medidas o 
estrategias para reducir el uso de mercurio en otros productos no incluidos en la parte I del 
anexo A en el momento en que notifique a la Secretaría su decisión de usar esa alternativa. 
Además, una Parte que opte por esta alternativa:

a)	Presentará un informe a la Conferencia de las Partes, a la primera oportunidad, con una 
descripción de las medidas o estrategias adoptadas, incluida la cuantificación de las 
reducciones alcanzadas;

b)	Aplicará medidas o estrategias destinadas a reducir el uso de mercurio en los productos 
incluidos en la parte I del anexo A para los que todavía no haya obtenido un nivel mínimo;

c)	Considerará la posibilidad de aplicar medidas adicionales para lograr mayores reducciones; 
y

d)	No tendrá derecho a hacer uso de exenciones de conformidad con el artículo 6 para ninguna 
categoría de productos a la cual aplique esta alternativa.

A más tardar cinco años después de la entrada en vigor del Convenio, la Conferencia de las 
Partes, dentro del proceso de examen establecido en el párrafo 8, examinará los progresos 
y la eficacia de las medidas adoptadas de conformidad con el presente párrafo.

3.	 Las Partes adoptarán medidas en relación con los productos con mercurio añadido incluidos 
en la parte II del anexo A de conformidad con las disposiciones establecidas en dicho anexo.

4.	 Sobre la base de la información proporcionada por las Partes, la Secretaría reunirá y mantendrá 
información sobre los productos con mercurio añadido y sus alternativas, y pondrá esa 
información a disposición del público. La Secretaría hará también pública cualquier otra 
información pertinente presentada por las Partes.

5.	Cada Parte adoptará medidas para impedir la utilización en productos ensamblados de los 
productos con mercurio añadido cuya fabricación, importación y exportación no estén 
permitidas en virtud del presente artículo.

6.	Cada Parte desincentivará la fabricación y la distribución con fines comerciales de productos 
con mercurio añadido para usos que no estén comprendidos en ninguno de los usos 
conocidos de esos productos antes de la fecha de entrada en vigor del presente Convenio 
para ella, a menos que una evaluación de los riesgos y beneficios de ese producto demuestre 
beneficios para la salud humana o el medio ambiente. La Parte proporcionará a la Secretaría, 
según proceda, información sobre cualquier producto de ese tipo, incluida cualquier 
información sobre los riesgos y beneficios para la salud humana y el medio ambiente. La 
Secretaría pondrá esa información a disposición del público.

7.	 Cualquiera de las Partes podrá presentar a la Secretaría una propuesta de inclusión de un 
producto con mercurio añadido en el anexo A, en la que figurará información relacionada 
con la disponibilidad, la viabilidad técnica y económica, y los riesgos y beneficios para la 
salud y el medio ambiente de las alternativas a este producto sin mercurio, teniendo en 
cuenta la información conforme al párrafo 4.

8.	A más tardar cinco años después de la fecha de entrada en vigor del Convenio, la Conferencia 
de las Partes examinará el anexo A y podrá considerar la posibilidad de introducir enmiendas 
a ese anexo de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 27.

9.	En el examen del anexo A conforme a lo dispuesto en el párrafo 8, la Conferencia de las 
Partes tendrá en cuenta, como mínimo:

a)	Cualquier propuesta presentada con arreglo al párrafo 7;
b)	La información hecha pública con arreglo al párrafo 4; y
c)	El acceso de las Partes a alternativas sin mercurio que sean viables desde el punto de vista 
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técnico y económico y que tengan en cuenta los riesgos y beneficios para el medio ambiente 
y la salud humana.

ART. 5. PROCESOS DE FABRICACIÓN EN LOS QUE SE UTILIZA MERCURIO O COMPUESTOS     
DE MERCURIO

1.	 A los efectos del presente artículo y del anexo B, los procesos de fabricación en los que se 
utiliza mercurio o compuestos de mercurio no comprenderán los procesos en los que se 
utilizan productos con mercurio añadido ni los procesos de fabricación de productos con 
mercurio añadido ni los procesos en que se traten desechos que contengan mercurio.

2.	Ninguna Parte permitirá, tomando para ello las medidas apropiadas, el uso de mercurio ni de 
compuestos de mercurio en los procesos de fabricación incluidos en la parte I del anexo B 
tras la fecha de eliminación especificada en dicho anexo para cada proceso, salvo cuando 
la Parte se haya inscrito para una exención conforme al artículo 6.

3.	Cada Parte adoptará medidas para restringir el uso de mercurio o compuestos de mercurio 
en los procesos incluidos en la parte II del anexo B de conformidad con las disposiciones 
que allí se establecen.

4.	 Sobre la base de la información proporcionada por las Partes, la Secretaría reunirá y mantendrá 
información sobre los procesos en los que se utiliza mercurio o compuestos de mercurio 
y sus alternativas, y pondrá esa información a disposición del público. Las Partes podrán 
presentar otra información pertinente, que la Secretaría pondrá a disposición del público.

5.	Cada Parte que cuente con una o más instalaciones que utilicen mercurio o compuestos 
de mercurio en los procesos de fabricación incluidos en el anexo B:

a)	Adoptará medidas para ocuparse de las emisiones y liberaciones de mercurio o compuestos 
de mercurio de esas instalaciones;

b)	Incluirá en los informes que presente de conformidad con el artículo 21 información sobre 
las medidas adoptadas en cumplimiento del presente párrafo; y

c)	Se esforzará por identificar las instalaciones ubicadas dentro de su territorio que utilizan 
mercurio o compuestos de mercurio en los procesos incluidos en el anexo B y, a más tardar 
tres años después de la fecha de entrada en vigor del presente Convenio para la Parte, 
presentará a la Secretaría información sobre el número y los tipos de instalaciones y una 
estimación de la cantidad de mercurio o compuestos de mercurio que utiliza anualmente. 
La Secretaría pondrá esa información a disposición del público.

6.	Ninguna Parte permitirá el uso de mercurio ni de compuestos de mercurio en instalaciones 
que no existieran antes de la fecha de entrada en vigor del presente Convenio para la Parte 
y que utilicen procesos de fabricación incluidos en el anexo B. A esas instalaciones no se 
les otorgará exención alguna.

7.	 Las Partes desincentivarán el establecimiento de instalaciones, no existentes antes de la fecha 
de entrada en vigor del presente Convenio, que usen cualquier otro proceso de fabricación 
en el que se utilice mercurio o compuestos de mercurio de manera intencional, salvo que 
la Parte pueda demostrar, a satisfacción de la Conferencia de las Partes, que el proceso de 
fabricación reporta un beneficio importante para el medio ambiente y la salud, y que no 
existen alternativas sin mercurio viables desde el punto de vista económico y técnico que 
ofrezcan ese beneficio.

8.	Se alienta a las Partes a intercambiar información sobre nuevos avances tecnológicos 
pertinentes, alternativas sin mercurio viables desde el punto de vista económico y técnico, y 
posibles medidas y técnicas para reducir y, cuando sea factible, eliminar el uso de mercurio 
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y compuestos de mercurio de los procesos de fabricación incluidos en el anexo B, así como 
las emisiones y las liberaciones de mercurio y compuestos de mercurio procedentes de 
esos procesos.

9.	Cualquiera de las Partes podrá presentar una propuesta de modificación del anexo B con 
objeto de incluir un proceso de fabricación en el que se utilice mercurio o compuestos de 
mercurio. La propuesta incluirá información relacionada con la disponibilidad, la viabilidad 
técnica y económica, y los riesgos y beneficios para la salud humana y el medio ambiente 
de las alternativas sin mercurio.

10. A más tardar cinco años después de la fecha de entrada en vigor del Convenio, la Conferencia 
de las Partes examinará el anexo B y podrá considerar la posibilidad de introducir enmiendas 
en ese anexo de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 27.

11. Al examinar el anexo B conforme a lo dispuesto en el párrafo 10, en su caso, la Conferencia 
de las Partes tendrá en cuenta, como mínimo:

a)	Cualquier propuesta presentada con arreglo al párrafo 9;
b)	La información puesta a disposición conforme al párrafo 4; y
c)	El acceso de las Partes a alternativas sin mercurio que sean viables desde el punto de vista 

técnico y económico, teniendo en cuenta los riesgos y beneficios para el medio ambiente 
y la salud.

ART. 6. EXENCIONES DE LAS QUE PUEDE HACER USO UNA PARTE PREVIA SOLICITUD

1.	 Cualquier Estado u organización de integración económica regional podrá inscribirse para 
una o más exenciones a partir de las fechas de eliminación que figuran en el anexo A y en 
el anexo B, en adelante denominadas “exenciones”, notificándolo por escrito a la Secretaría:

a)	Al pasar a ser Parte en el presente Convenio; o
b)	En el caso de los productos con mercurio añadido que se añadan por una enmienda del 

anexo A o de los procesos de fabricación en los que se utilice mercurio y que se añadan 
por una enmienda del anexo B, a más tardar en la fecha en que entre en vigor para la Parte 
la enmienda aplicable.

	 Toda inscripción de ese tipo irá acompañada de una declaración en la que se explique la 
necesidad de la Parte de hacer uso de la exención.

2.	Será posible inscribirse para una exención respecto de una de las categorías incluidas en el 
anexo A o B, o respecto de una subcategoría determinada por cualquier Estado u organización 
de integración económica regional.

3.	Cada Parte que tenga una o varias exenciones se identificará en un registro. La Secretaría 
establecerá y mantendrá ese registro y lo pondrá a disposición del público.

4.	El registro constará de:

a)	Una lista de las Partes que tienen una o varias exenciones;
b)	La exención o exenciones inscritas para cada Parte; y
c)	La fecha de expiración de cada exención.
5.	A menos que una Parte indique en el registro una fecha anterior, todas las exenciones 

inscritas con arreglo al párrafo 1 expirarán transcurridos cinco años de la fecha de eliminación 
correspondiente indicada en los anexos A o B.
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6.	La Conferencia de las Partes podrá, a petición de una Parte, decidir prorrogar una exención 
por cinco años, a menos que la Parte pida un período más breve. Al adoptar su decisión, la 
Conferencia de las Partes tendrá debidamente en cuenta:

a)	Un informe de la Parte en el que justifique la necesidad de prorrogar la exención e indique 
las actividades emprendidas y planificadas para eliminar la necesidad de esa exención lo 
antes posible;

b)	La información disponible, incluida la disponibilidad de productos y procesos alternativos 
que no utilicen mercurio o para los cuales se consuma menos mercurio que para el uso 
exento; y

c)	Las actividades planificadas o en curso para almacenar mercurio y eliminar desechos de 
mercurio de manera ambientalmente racional.

	 Las exenciones solo se podrán prorrogar una única vez por producto por fecha de eliminación.

7.	 Una Parte podrá, en cualquier momento, retirar una exención mediante notificación por 
escrito a la Secretaría. El retiro de la exención será efectivo en la fecha que se especifique 
en la notificación.

8.	No obstante, lo dispuesto en el párrafo 1, ningún Estado ni organización de integración 
económica regional podrá inscribirse para una exención transcurridos cinco años desde 
la fecha de eliminación del producto o proceso correspondiente incluido en los anexos A 
o B, a menos que una o varias Partes continúen inscritas para una exención respecto de 
ese producto o proceso por haber recibido una prórroga de conformidad con el párrafo 
6. En ese caso, un Estado o una organización de integración económica regional podrá, 
en las fechas establecidas en el párrafo 1 a) y b), inscribirse para una exención respecto de 
ese producto o proceso, exención que expirará transcurridos diez años desde la fecha de 
eliminación correspondiente.

9.	Ninguna Parte tendrá exenciones en vigor en ningún momento transcurridos diez años 
desde la fecha de eliminación de un producto o proceso incluido en los anexos A o B.

ART. 7. EXTRACCIÓN DE ORO ARTESANAL Y EN PEQUEÑA ESCALA

1.	 Las medidas que figuran en el presente artículo y en el anexo C se aplicarán a las actividades 
de extracción y tratamiento de oro artesanales y en pequeña escala en las que se utilice 
amalgama de mercurio para extraer oro de la mina.

2.	Cada Parte en cuyo territorio se realicen actividades de extracción y tratamiento de oro 
artesanales y en pequeña escala sujetas al presente artículo adoptará medidas para reducir 
y, cuando sea viable, eliminar el uso de mercurio y de compuestos de mercurio de esas 
actividades y las emisiones y liberaciones de mercurio en el medio ambiente provenientes 
de ellas.

3.	Cada Parte notificará a la Secretaría si en cualquier momento determina que las actividades 
de extracción y tratamiento de oro artesanales y en pequeña escala realizadas en su territorio 
son más que insignificantes. Si así lo determina, la Parte:

a)	Elaborará y aplicará un plan de acción nacional de conformidad con el anexo C;
b)	Presentará su plan de acción nacional a la Secretaría a más tardar tres años después de la 

entrada en vigor del Convenio para esa Parte o tres años después de la notificación a la 
Secretaría, si esa fecha fuese posterior; y
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c)	En lo sucesivo, presentará un examen, cada tres años, de los progresos realizados en el 
cumplimiento de las obligaciones contraídas en virtud del presente artículo e incluirá esos 
exámenes en los informes que presente de conformidad con el artículo 21.

4.	 Las Partes podrán cooperar entre sí y con las organizaciones intergubernamentales y otras 
entidades pertinentes, según proceda, para lograr los objetivos del presente artículo. Esa 
cooperación podría incluir:

a)	la formulación de estrategias para prevenir el desvío de mercurio o compuestos de mercurio 
para su uso en la extracción y el tratamiento de oro artesanales y en pequeña escala;

b)	Las iniciativas de educación, divulgación y creación de capacidad;
c)	La promoción de investigaciones sobre prácticas alternativas sostenibles en las que no se 

utilice mercurio;
d)	La prestación de asistencia técnica y financiera;
e)	El establecimiento de modalidades de asociación para facilitar el cumplimiento de los 

compromisos contraídos en virtud del presente artículo; y
f)	 El uso de los mecanismos de intercambio de información existentes para promover 

conocimientos, mejores prácticas ambientales y tecnologías alternativas que sean viables 
desde el punto de vista ambiental, técnico, social y económico.

ART. 8. EMISIONES

1.	 El presente artículo trata del control y, cuando sea viable, la reducción de las emisiones 
de mercurio y compuestos de mercurio, a menudo expresadas como “mercurio total”, a 
la atmósfera mediante medidas encaminadas a controlar las emisiones procedentes de las 
fuentes puntuales que entran dentro de las categorías enumeradas en el anexo D.

2.	A los efectos del presente artículo:
a)	Por “emisiones” se entienden las emisiones de mercurio o compuestos de mercurio a la 

atmósfera;
b)	Por “fuente pertinente” se entiende una fuente que entra dentro de una de las categorías 

enumeradas en el anexo D. Una Parte podrá, si así lo desea, establecer criterios para identificar 
las fuentes incluidas en una de las categorías enumeradas en el anexo D, siempre que esos 
criterios incluyan al menos el 75 % de las emisiones procedentes de esa categoría;

c)	Por “nueva fuente” se entiende cualquier fuente pertinente de una categoría enumerada en 
el anexo D, cuya construcción o modificación sustancial comience como mínimo un año 
después de la fecha de:

i)	 La entrada en vigor del presente Convenio para la Parte de que se trate; o
ii)	La entrada en vigor para la Parte de que se trate de una enmienda del anexo D en virtud 

de la cual la fuente de emisiones quede sujeta a las disposiciones del presente Convenio 
únicamente en virtud de esa enmienda;

d)	Por “modificación sustancial” se entiende la modificación de una fuente pertinente cuyo 
resultado sea un aumento significativo de las emisiones, con exclusión de cualquier variación 
en las emisiones resultante de la recuperación de subproductos. Corresponderá a la Parte 
decidir si una modificación es o no sustancial;

e)	Por “fuente existente” se entiende cualquier fuente pertinente que no sea una nueva fuente;
f)	 Por “valor límite de emisión” se entiende un límite a la concentración, la masa o la tasa de 

emisión de mercurio o compuestos de mercurio, a menudo expresadas como “mercurio 
total”, emitida por una fuente puntual.
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3.	Una Parte en la que haya fuentes pertinentes adoptará medidas para controlar las emisiones 
y podrá preparar un plan nacional en el que se expongan las medidas que deben adoptarse 
para controlar las emisiones, así como las metas, los objetivos y los resultados que prevé 
obtener. Esos planes se presentarán a la Conferencia de las Partes en un plazo de cuatro 
años desde la fecha de entrada en vigor del Convenio para esa Parte. Si una Parte decidiera 
elaborar un plan de aplicación con arreglo a lo establecido en el artículo 20, podrá incluir 
en su texto el plan que se contempla en el presente párrafo.

4.	 En lo relativo a las nuevas fuentes, cada Parte exigirá el uso de las mejores técnicas disponibles 
y las mejores prácticas ambientales para controlar y, cuando sea viable, reducir las emisiones 
lo antes posible, pero en cualquier caso antes de que transcurran cinco años desde la entrada 
en vigor del Convenio para esa Parte. Una Parte podrá utilizar valores límite de emisión que 
sean compatibles con la aplicación de las mejores técnicas disponibles.

5.	En lo relativo a las fuentes existentes, cada Parte incluirá una o más de las siguientes medidas 
en cualquier plan nacional y las aplicará lo antes posible, pero en cualquier caso antes de que 
transcurran diez años desde la fecha de entrada en vigor del Convenio para ella, teniendo 
en cuenta las circunstancias nacionales y la viabilidad económica y técnica, así como la 
asequibilidad, de las medidas:

a)	Un objetivo cuantificado para controlar y, cuando sea viable, reducir las emisiones procedentes 
de las fuentes pertinentes;

b)	Valores límite de emisión para controlar y, cuando sea viable, reducir las emisiones procedentes 
de las fuentes pertinentes;

c)	El uso de las mejores técnicas disponibles y las mejores prácticas ambientales para controlar 
las emisiones procedentes de las fuentes pertinentes;

d)	Una estrategia de control de múltiples contaminantes que aporte beneficios paralelos para 
el control de las emisiones de mercurio;

e)	Otras medidas encaminadas a reducir las emisiones procedentes de las fuentes pertinentes.

6.	Las Partes podrán aplicar las mismas medidas a todas las fuentes existentes pertinentes 
o podrán adoptar medidas diferentes con respecto a diferentes categorías de fuentes. 
El objetivo será que las medidas aplicadas por una Parte permitan lograr, con el tiempo, 
progresos razonables en la reducción de las emisiones.

7.	 Cada Parte establecerá, tan pronto como sea factible y a más tardar cinco años después de 
la fecha de entrada en vigor del Convenio para ella, un inventario de las emisiones de las 
fuentes pertinentes, que mantendrá a partir de entonces.

8.	La Conferencia de las Partes, en su primera reunión, aprobará directrices sobre:

a)	Las mejores técnicas disponibles y las mejores prácticas ambientales, teniendo en cuenta 
las posibles diferencias entre las fuentes nuevas y las existentes, así como la necesidad de 
reducir al mínimo los efectos cruzados entre los distintos medios; y

b)	La prestación de apoyo a las Partes en la aplicación de las medidas que figuran en el párrafo 
5, especialmente en la determinación de los objetivos y el establecimiento de los valores 
límite de emisión.



628

Legislación Ambiental - El Salvador 2021

9.	La Conferencia de las Partes, tan pronto como sea factible, aprobará directrices sobre:

a)	Los criterios que las Partes pueden establecer con arreglo al párrafo 2 b);
b)	La metodología para la preparación de inventarios de emisiones.

10. La Conferencia de las Partes mantendrá en examen, y actualizará según proceda, las 
directrices elaboradas con arreglo a lo establecido en los párrafos 8 y 9. Las Partes tendrán 
en cuenta esas directrices al aplicar las disposiciones pertinentes del presente artículo.

11. Cada Parte incluirá información sobre la aplicación del presente artículo en los informes que 
presente en virtud de lo establecido en el artículo 21, en particular información relativa a las 
medidas que haya adoptado con arreglo a los párrafos 4 a 7, y a la eficacia de esas medidas.

ART. 9. LIBERACIONES

1.	 El presente artículo trata del control y, cuando sea viable, la reducción de las liberaciones 
de mercurio y compuestos de mercurio, a menudo expresadas como “mercurio total”, al 
suelo y al agua procedentes de fuentes puntuales pertinentes no consideradas en otras 
disposiciones del presente Convenio.

2.	A los efectos del presente artículo:

a)	Por “liberaciones” se entienden las liberaciones de mercurio o compuestos de mercurio al 
suelo o al agua;

b)	Por “fuente pertinente” se entiende toda fuente puntual antropógena significativa de 
liberaciones detectada por una Parte y no considerada en otras disposiciones del presente 
Convenio;

c)	Por “nueva fuente” se entiende cualquier fuente pertinente cuya construcción o modificación 
sustancial comience como mínimo un año después de la fecha de entrada en vigor del 
presente Convenio para la Parte de que se trate;

d)	Por “modificación sustancial” se entiende la modificación de una fuente pertinente cuyo 
resultado sea un aumento significativo de las liberaciones, con exclusión de cualquier 
variación en las liberaciones resultante de la recuperación de subproductos. Corresponderá 
a la Parte decidir si una modificación es o no sustancial;

e)	Por “fuente existente” se entiende cualquier fuente pertinente que no sea una nueva fuente;
f)	 Por “valor límite de liberación” se entiende un límite a la concentración o la masa de mercurio 

o compuestos de mercurio, a menudo expresadas como “mercurio total”, liberada por una 
fuente puntual.

3.	Cada Parte determinará las categorías pertinentes de fuentes puntuales a más tardar tres 
años después de la entrada en vigor para ella del Convenio y periódicamente a partir de 
entonces.

4.	 Una Parte en la que haya fuentes pertinentes adoptará medidas para controlar las liberaciones 
y podrá preparar un plan nacional en el que se expongan las medidas que deben adoptarse 
para controlar las liberaciones, así como las metas, los objetivos y los resultados que prevé 
obtener. Esos planes se presentarán a la Conferencia de las Partes en un plazo de cuatro 
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años desde la fecha de entrada en vigor del Convenio para esa Parte. Si una Parte decidiera 
elaborar un plan de aplicación con arreglo a lo establecido en el artículo 20, podrá incluir 
en su texto el plan que se contempla en el presente párrafo.

5.	Las medidas incluirán una o varias de las siguientes, según corresponda:

a)	Valores límite de liberación para controlar y, cuando sea viable, reducir las liberaciones 
procedentes de las fuentes pertinentes;

b)	El uso de las mejores técnicas disponibles y las mejores prácticas ambientales para controlar 
las liberaciones procedentes de las fuentes pertinentes;

c)	Una estrategia de control de múltiples contaminantes que aporte beneficios paralelos para 
el control de las liberaciones de mercurio;

d)	Otras medidas encaminadas a reducir las liberaciones procedentes de las fuentes pertinentes.

6.	Cada Parte establecerá, tan pronto como sea factible y a más tardar cinco años después 
de la fecha de entrada en vigor del Convenio para ella, un inventario de las liberaciones de 
las fuentes pertinentes, que mantendrá a partir de entonces.

7.	 La Conferencia de las Partes, tan pronto como sea factible, aprobará directrices sobre:

a)	Las mejores técnicas disponibles y las mejores prácticas ambientales, teniendo en cuenta 
las posibles diferencias entre las fuentes nuevas y las existentes, así como la necesidad de 
reducir al mínimo los efectos cruzados entre los distintos medios;

b)	La metodología para la preparación de inventarios de liberaciones.

8.	Cada Parte incluirá información sobre la aplicación del presente artículo en los informes 
que presente en virtud de lo establecido en el artículo 21, en particular información relativa 
a las medidas que haya adoptado con arreglo a los párrafos 3 a 6, y a la eficacia de esas 
medidas.

ART. 10. ALMACENAMIENTO PROVISIONAL AMBIENTALMENTE RACIONAL DE MERCURIO, 
DISTINTO DEL MERCURIO DE DESECHO

1.	 El presente artículo se aplicará al almacenamiento provisional de mercurio y compuestos 
de mercurio definidos en el artículo 3 que no estén comprendidos en el significado de la 
definición de desechos de mercurio que figura en el artículo 11.

2.	Cada Parte adoptará medidas para velar por que el almacenamiento provisional de mercurio 
y de compuestos de mercurio destinados a un uso permitido a una Parte en virtud del 
presente Convenio se lleve a cabo de manera ambientalmente racional, teniendo en cuenta 
toda directriz y de acuerdo con todo requisito que se apruebe con arreglo al párrafo 3.

3.	 La Conferencia de las Partes adoptará directrices sobre el almacenamiento provisional 
ambientalmente racional de dicho mercurio y compuestos de mercurio, teniendo en cuenta 
las directrices pertinentes elaboradas en el marco del Convenio de Basilea sobre el control 
de los movimientos transfronterizos de los desechos peligrosos y su eliminación y toda 
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otra orientación pertinente. La Conferencia de las Partes podrá aprobar requisitos para el 
almacenamiento provisional en un anexo adicional del presente Convenio, con arreglo al 
artículo 27.

4.	 Las Partes cooperarán, según proceda, entre sí y con las organizaciones intergubernamentales y 
otras entidades pertinentes a fin de aumentar la creación de capacidad para el almacenamiento 
provisional ambientalmente racional de ese mercurio y compuestos de mercurio.

ART. 11. DESECHOS DE MERCURIO

1.	 Las definiciones pertinentes del Convenio de Basilea sobre el control de los movimientos 
transfronterizos de los desechos peligrosos y su eliminación se aplicarán a los desechos 
incluidos en el presente Convenio para las Partes en el Convenio de Basilea. Las Partes 
en el presente Convenio que no sean Partes en el Convenio de Basilea harán uso de esas 
definiciones como orientación aplicada a los desechos a que se refiere el presente Convenio.

2.	A los efectos del presente Convenio, por desechos de mercurio se entienden sustancias u 
objetos:

a)	que constan de mercurio o compuestos de mercurio;
b)	que contienen mercurio o compuestos de mercurio; o
c)	contaminados con mercurio o compuestos de mercurio, en una cantidad que exceda los 

umbrales pertinentes definidos por la Conferencia de las Partes, en colaboración con los 
órganos pertinentes del Convenio de Basilea de manera armonizada, a cuya eliminación se 
procede, se propone proceder o se está obligado a proceder en virtud de lo dispuesto en 
la legislación nacional o en el presente Convenio. Se excluyen de esta definición la roca de 
recubrimiento, de desecho y los desechos de la minería, salvo los derivados de la extracción 
primaria de mercurio, a menos que contengan cantidades de mercurio o compuestos de 
mercurio que excedan los umbrales definidos por la Conferencia de las Partes.

3.	Cada Parte adoptará las medidas apropiadas para que los desechos de mercurio:

a)	Sean gestionados, de manera ambientalmente racional, teniendo en cuenta las directrices 
elaboradas en el marco del Convenio de Basilea y de conformidad con los requisitos que 
la Conferencia de las Partes aprobará en un anexo adicional, de acuerdo con lo dispuesto 
en el artículo 27. En la elaboración de los requisitos, la Conferencia de las Partes tendrá en 
cuenta los reglamentos y programas de las Partes en materia de gestión de desechos;

b)	Sean recuperados, reciclados, regenerados o reutilizados directamente solo para un uso 
permitido a la Parte en virtud del presente Convenio o para la eliminación ambientalmente 
racional con arreglo al párrafo 3 a);

c)	En el caso de las Partes en el Convenio de Basilea, no sean transportados a través de fronteras 
internacionales salvo con fines de su eliminación ambientalmente racional, de conformidad 
con las disposiciones del presente artículo y con dicho Convenio. En circunstancias en 
las que las disposiciones del Convenio de Basilea no se apliquen al transporte a través de 
fronteras internacionales, las Partes permitirán ese transporte únicamente después de haber 
tomado en cuenta los reglamentos, normas y directrices internacionales pertinentes.
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4.	 La Conferencia de las Partes procurará cooperar estrechamente con los órganos pertinentes 
del Convenio de Basilea en el examen y la actualización, según proceda, de las directrices 
a que se hace referencia en el párrafo 3 a).

5.	Se alienta a las Partes a cooperar entre sí y con las organizaciones intergubernamentales 
y otras entidades pertinentes, según proceda, a fin de crear y mantener la capacidad de 
gestionar los desechos de mercurio de manera ambientalmente racional a nivel mundial, 
regional y nacional.

ART. 12. SITIOS CONTAMINADOS

1.	 Cada Parte procurará elaborar estrategias adecuadas para identificar y evaluar los sitios 
contaminados con mercurio o compuestos de mercurio.

2.	Toda medida adoptada para reducir los riesgos que generan esos sitios se llevará a cabo 
de manera ambientalmente racional incorporando, cuando proceda, una evaluación de 
los riesgos para la salud humana y el medio ambiente derivados del mercurio o de los 
compuestos de mercurio que contengan.

3.	 La Conferencia de las Partes aprobará orientaciones sobre la gestión de sitios contaminados, 
que podrán incluir métodos y criterios en relación con:

a)	La identificación y caracterización de sitios;
b)	La participación del público;
c)	La evaluación de los riesgos para la salud humana y el medio ambiente;
d)	Las opciones para gestionar los riesgos que plantean los sitios contaminados;
e)	La evaluación de los costos y beneficios; y
f)	 La validación de los resultados.

4.	 Se alienta a las Partes a cooperar en la formulación de estrategias y la ejecución de actividades 
para detectar, evaluar, priorizar, gestionar y, según proceda, rehabilitar sitios contaminados.

ART. 13. RECURSOS FINANCIEROS Y MECANISMO FINANCIERO

1.	 Cada Parte, con arreglo a sus posibilidades y de conformidad con sus políticas, prioridades, 
planes y programas nacionales, se compromete a facilitar recursos respecto de las actividades 
nacionales cuya finalidad sea aplicar el presente Convenio. Esos recursos podrán comprender 
la financiación nacional mediante políticas al respecto, estrategias de desarrollo y presupuestos 
nacionales, así como la financiación multilateral y bilateral, además de la participación del 
sector privado.

2.	La eficacia general en la aplicación del presente Convenio por las Partes que son países en 
desarrollo estará relacionada con la aplicación efectiva del presente artículo.

3.	 Se alienta a las fuentes multilaterales, regionales y bilaterales de asistencia técnica y financiera, 
así como de creación de capacidad y transferencia de tecnología, a que mejoren y aumenten 
con carácter urgente sus actividades relacionadas con el mercurio en apoyo de las Partes 
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que son países en desarrollo con miras a la aplicación del presente Convenio en lo que 
respecta a los recursos financieros, la asistencia técnica y la transferencia de tecnología.

4.	En las medidas relacionadas con la financiación, las Partes tendrán plenamente en cuenta 
las necesidades específicas y las circunstancias especiales de las Partes que son pequeños 
Estados insulares en desarrollo o países menos adelantados.

5.	Por el presente se define un Mecanismo para facilitar recursos financieros adecuados, 
previsibles y oportunos. El Mecanismo está dirigido a apoyar a las Partes que son países en 
desarrollo y a las Partes con economías en transición en el cumplimiento de las obligaciones 
contraídas en virtud del presente Convenio.

6.	El Mecanismo incluirá lo siguiente:

a)	El Fondo Fiduciario del Fondo para el Medio Ambiente Mundial; y
b)	Un Programa internacional específico para apoyar la creación de capacidad y la asistencia 

técnica.

7.	 El Fondo Fiduciario del Fondo para el Medio Ambiente Mundial aportará nuevos recursos 
financieros previsibles, adecuados y oportunos para sufragar los costos de apoyo a la 
aplicación del presente Convenio conforme a lo acordado por la Conferencia de las Partes. 
A los efectos del presente Convenio, el Fondo Fiduciario del Fondo para el Medio Ambiente 
Mundial funcionará bajo la orientación de la Conferencia de las Partes, a la que rendirá 
cuentas. La Conferencia de las Partes facilitará orientaciones sobre las estrategias generales, 
las políticas, las prioridades programáticas y las condiciones que otorguen el derecho a 
acceder a los recursos financieros y utilizarlos. Además, la Conferencia de las Partes brindará 
orientación sobre una lista indicativa de categorías de actividades que podrán recibir apoyo 
del Fondo Fiduciario del Fondo para el Medio Ambiente Mundial. El Fondo Fiduciario aportará 
recursos para sufragar los costos adicionales convenidos que permitan obtener beneficios 
ambientales mundiales y la totalidad de los costos convenidos de algunas actividades de 
apoyo.

8.	Al aportar recursos para una actividad, el Fondo Fiduciario del Fondo para el Medio Ambiente 
Mundial debería tener en cuenta el potencial de reducción de mercurio de una actividad 
propuesta en relación con su costo.

9.	A los efectos del presente Convenio, el Programa mencionado en el párrafo 6 b) funcionará 
bajo la orientación de la Conferencia de las Partes, a la que rendirá cuentas. La Conferencia 
de las Partes, en su primera reunión, tomará una decisión sobre la institución anfitriona del 
Programa, que será una entidad existente, y facilitará orientaciones a esta, incluso en lo 
relativo a la duración del mismo. Se invita a todas las Partes y otros grupos de interés a que 
aporten recursos financieros para el Programa, con carácter voluntario.

10. En su primera reunión, la Conferencia de las Partes acordará con las entidades integrantes 
del Mecanismo las disposiciones necesarias para dar efecto a los párrafos anteriores.

11. La Conferencia de las Partes examinará, a más tardar en su tercera reunión, y de ahí en adelante 
de manera periódica, el nivel de financiación, la orientación facilitada por la Conferencia 
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de las Partes a las entidades encargadas del funcionamiento del Mecanismo establecido 
conforme al presente artículo y la eficacia de tales entidades, así como su capacidad para 
atender a las cambiantes necesidades de las Partes que son países en desarrollo y las Partes 
con economías en transición. Sobre la base de ese examen, la Conferencia adoptará las 
medidas apropiadas a fin de incrementar la eficacia del Mecanismo.

12. Se invita a todas las Partes a que hagan contribuciones al Mecanismo, en la medida de sus 
posibilidades. El Mecanismo promoverá el suministro de recursos provenientes de otras 
fuentes, incluido el sector privado, y tratará de atraer ese tipo de recursos para las actividades 
a las que presta apoyo.

ART. 14. CREACIÓN DE CAPACIDAD, ASISTENCIA TÉCNICA Y TRANSFERENCIA DE TECNOLOGÍA

1.	 Las Partes cooperarán, en la medida de sus respectivas posibilidades y de manera oportuna 
y adecuada, en la creación de capacidad y la prestación de asistencia técnica en beneficio 
de las Partes que son países en desarrollo, en particular las Partes que son países menos 
adelantados o pequeños Estados insulares en desarrollo, y las Partes con economías en 
transición, a fin de ayudarlas a cumplir las obligaciones contraídas en virtud del presente 
Convenio. 

2.	La creación de capacidad y la asistencia técnica previstas en el párrafo 1 y el artículo 13 se 
podrán proporcionar a través de arreglos regionales, subregionales y nacionales, incluidos 
los centros regionales y subregionales existentes, a través de otros medios multilaterales 
y bilaterales, y a través de asociaciones, incluidas aquellas en las que participe el sector 
privado. Con el fin de aumentar la eficacia de la asistencia técnica y su prestación, debería 
procurarse la cooperación y la coordinación con otros acuerdos ambientales multilaterales 
en la esfera de los productos químicos y los desechos.

3.	 Las Partes que son países desarrollados y otras Partes promoverán y facilitarán, en la 
medida de sus posibilidades, con el apoyo del sector privado y otros grupos de interés, 
según corresponda, el desarrollo, la transferencia y la difusión de tecnologías alternativas 
ambientalmente racionales actualizadas, así como el acceso a estas, a las Partes que son 
países en desarrollo, en particular las Partes que son países menos adelantados y pequeños 
Estados insulares en desarrollo, y las Partes con economías en transición, para reforzar su 
capacidad de aplicar con eficacia el presente Convenio.

4.	 La Conferencia de las Partes, a más tardar en su segunda reunión y en lo sucesivo en forma 
periódica, teniendo en cuenta los documentos presentados y los informes de las Partes, 
incluidos los previstos en el artículo 21, así como la información proporcionada por otros 
grupos de interés:

a)	Examinará la información sobre iniciativas existentes y progresos realizados en relación con 
las tecnologías alternativas;

b)	Examinará las necesidades de las Partes, en particular las Partes que son países en desarrollo, 
en cuanto a tecnologías alternativas; y

c)	Determinará los retos a que se enfrentan las Partes, especialmente las Partes que son países 
en desarrollo, en lo que respecta a la transferencia de tecnología.
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5.	La Conferencia de las Partes formulará recomendaciones sobre la manera de seguir 
mejorando la creación de capacidad, la asistencia técnica y la transferencia de tecnología 
según lo dispuesto en el presente artículo.

ART. 15. COMITÉ DE APLICACIÓN Y CUMPLIMIENTO

1.	 Por el presente artículo queda establecido un mecanismo, que incluye un Comité como 
órgano subsidiario de la Conferencia de las Partes, para promover la aplicación y examinar 
el cumplimiento de todas las disposiciones del presente Convenio. El mecanismo, incluido 
el Comité, tendrá un carácter facilitador y prestará especial atención a las capacidades y 
circunstancias nacionales de cada una de las Partes.

2.	El Comité promoverá la aplicación y examinará el cumplimiento de todas las disposiciones del 
presente Convenio. El Comité examinará las cuestiones específicas y sistémicas relacionadas 
con la aplicación y el cumplimiento, y formulará recomendaciones, según proceda, a la 
Conferencia de las Partes.

3.	El Comité estará integrado por 15 miembros propuestos por las Partes y elegidos por la 
Conferencia de las Partes teniendo debidamente en cuenta la representación geográfica 
equitativa de las cinco regiones de las Naciones Unidas; los primeros miembros serán 
elegidos en la primera reunión de la Conferencia de las Partes y, en adelante, se seguirá el 
reglamento aprobado por la Conferencia de las Partes en virtud del párrafo 5; los miembros 
del Comité tendrán competencia en una esfera pertinente para el presente Convenio y 
reflejarán un equilibro de conocimientos especializados apropiado.

4.	El Comité podrá examinar cuestiones sobre la base de:

a)	Los documentos presentados remitidos por escrito por cualquier Parte en relación con su 
propio cumplimiento;

b)	Los informes nacionales presentado de conformidad con el artículo 21; y
c)	Las solicitudes de la Conferencia de las Partes.

5.	El Comité elaborará su propio reglamento, que estará sujeto a la aprobación de la Conferencia 
de las Partes en su segunda reunión; la Conferencia de las Partes podrá aprobar mandatos 
adicionales para el Comité.

6.	El Comité hará todo lo que esté a su alcance para aprobar sus recomendaciones por 
consenso. Una vez agotados todos los esfuerzos por llegar a un consenso sin lograrlo, las 
recomendaciones se aprobarán, como último recurso, por el voto de tres cuartas partes de 
los miembros presentes y votantes, con un quórum de dos terceras partes de los miembros.

ART. 16. ASPECTOS RELACIONADOS CON LA SALUD

1.	 Se alienta a las Partes a:
a)	Promover la elaboración y la ejecución de estrategias y programas que sirvan para identificar 

y proteger a las poblaciones en situación de riesgo, especialmente las vulnerables, que 
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podrán incluir la aprobación de directrices sanitarias de base científica relacionadas con la 
exposición al mercurio y los compuestos de mercurio, el establecimiento de metas para 
la reducción de la exposición al mercurio, según corresponda, y la educación del público, 
con la participación del sector de la salud pública y otros sectores interesados;

b)	Promover la elaboración y la ejecución de programas educativos y preventivos de base 
científica sobre la exposición ocupacional al mercurio y los compuestos de mercurio;

c)	Promover servicios adecuados de atención sanitaria para la prevención, el tratamiento y la 
atención de las poblaciones afectadas por la exposición al mercurio o los compuestos de 
mercurio; y

d)	Establecer y fortalecer, según corresponda, la capacidad institucional y de los profesionales 
de la salud para prevenir, diagnosticar, tratar y vigilar los riesgos para la salud relacionados 
con la exposición al mercurio y los compuestos de mercurio.

2.	Al examinar cuestiones o actividades relacionadas con la salud, la Conferencia de las Partes 
debería:

a)	Consultar y colaborar con la Organización Mundial de la Salud, la Organización Internacional 
del Trabajo y otras organizaciones intergubernamentales pertinentes, según proceda; y

b)	Promover la cooperación y el intercambio de información con la Organización Mundial de la 
Salud, la Organización Internacional del Trabajo y otras organizaciones intergubernamentales 
pertinentes, según proceda.

ART. 17. INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN

1.	 Cada Parte facilitará el intercambio de:

a)	Información científica, técnica, económica y jurídica relativa al mercurio y los compuestos 
de mercurio, incluida información toxicológica, ecotoxicológica y sobre seguridad;

b)	Información sobre la reducción o eliminación de la producción, el uso, el comercio, las 
emisiones y las liberaciones de mercurio y compuestos de mercurio;

c)	Información sobre alternativas viables desde el punto de vista técnico y económico a:

i)	 los productos con mercurio añadido;
ii)	 los procesos de fabricación en los que se utiliza mercurio o compuestos de mercurio; y
iii)	las actividades y los procesos que emiten o liberan mercurio o compuestos de mercurio; 

incluida información relativa a los riesgos para la salud y el medio ambiente y a los costos 
y beneficios económicos y sociales de esas alternativas; e

d)	Información epidemiológica relativa a los efectos para la salud asociados con la exposición 
al mercurio y los compuestos de mercurio, en estrecha cooperación con la Organización 
Mundial de la Salud y otras organizaciones pertinentes, según proceda.

2.	Las Partes podrán intercambiar la información a que se hace referencia en el párrafo 1 
directamente, a través de la Secretaría o en cooperación con otras organizaciones pertinentes, 
incluidas las secretarías de los convenios sobre productos químicos y desechos, según 
proceda.

3.	 La Secretaría facilitará la cooperación en el intercambio de información al que se hace 
referencia en el presente artículo, así como con las organizaciones pertinentes, incluidas 
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las secretarías de los acuerdos ambientales multilaterales y otras iniciativas internacionales. 
Además de la información proporcionada por las Partes, esta información incluirá la 
proporcionada por organizaciones intergubernamentales y no gubernamentales que tengan 
conocimientos especializados en la esfera del mercurio, y por instituciones nacionales e 
internacionales que tengan esos conocimientos.

4.	Cada Parte designará un coordinador nacional para el intercambio de información en el 
marco del presente Convenio, incluso en relación con el consentimiento de las Partes 
importadoras en virtud del artículo 3.

5.	A los efectos del presente Convenio, la información sobre la salud y la seguridad humanas y 
del medio ambiente no se considerará confidencial. Las Partes que intercambien otro tipo 
de información de conformidad con el presente Convenio protegerán toda información 
confidencial en la forma que convengan mutuamente.

ART. 18. INFORMACIÓN, SENSIBILIZACIÓN Y FORMACIÓN DEL PÚBLICO

1.	 Cada Parte, con arreglo a sus capacidades, promoverá y facilitará:

a)	El acceso del público a información disponible sobre:
i)	 Los efectos del mercurio y los compuestos de mercurio para la salud y el medio ambiente;
ii)	Alternativas al mercurio y los compuestos de mercurio;
iii)	Los temas que figuran en el párrafo 1 del artículo 17;
iv)	Los resultados de las actividades de investigación, desarrollo y vigilancia que realice de 

conformidad con el artículo 19; y
v)	Las actividades destinadas a cumplir las obligaciones contraídas en virtud del presente 

Convenio;
b)	La formación, la capacitación y la sensibilización del público en relación con los efectos de 

la exposición al mercurio y los compuestos de mercurio para la salud humana y el medio 
ambiente, en colaboración con organizaciones intergubernamentales y no gubernamentales 
pertinentes y con poblaciones vulnerables, según proceda.

2.	Cada Parte utilizará los mecanismos existentes o considerará la posibilidad de establecer 
mecanismos, tales como registros de liberaciones y transferencias de contaminantes, si 
procede, para la recopilación y difusión de información sobre estimaciones de las cantidades 
anuales de mercurio y compuestos de mercurio que se emiten, liberan o eliminan a través 
de actividades humanas.

ART. 19. INVESTIGACIÓN, DESARROLLO Y VIGILANCIA

1.	 Las Partes se esforzarán por cooperar, teniendo en consideración sus respectivas circunstancias 
y capacidades, en la elaboración y el mejoramiento de:

a)	Los inventarios del uso, el consumo y las emisiones antropógenas al aire, y de las liberaciones 
al agua y al suelo, de mercurio y compuestos de mercurio;

b)	La elaboración de modelos y la vigilancia geográficamente representativa de los niveles de 
mercurio y compuestos de mercurio en poblaciones vulnerables y el entorno, incluidos 
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medios bióticos como los peces, los mamíferos marinos, las tortugas marinas y los pájaros, 
así como la colaboración en la recopilación y el intercambio de muestras pertinentes y 
apropiadas;

c)	Las evaluaciones de los efectos del mercurio y los compuestos de mercurio para la salud 
humana y el medio ambiente, además de los efectos sociales, económicos y culturales, 
especialmente en lo que respecta a las poblaciones vulnerables;

d)	Las metodologías armonizadas para las actividades realizadas en el ámbito de los apartados 
a), b) y c) precedentes;

e)	La información sobre el ciclo ambiental, el transporte (incluidos el transporte y la deposición 
a larga distancia), la transformación y el destino del mercurio y los compuestos de mercurio 
en un conjunto de ecosistemas, teniendo debidamente en cuenta la distinción entre las 
emisiones y liberaciones antropógenas y naturales de mercurio y la nueva movilización de 
mercurio procedente de su deposición histórica;

f)	 La información sobre el comercio y el intercambio de mercurio y compuestos de mercurio 
y productos con mercurio añadido; y

g)	La información e investigación sobre la disponibilidad técnica y económica de productos y 
procesos que no utilicen mercurio, y sobre las mejores técnicas disponibles y las mejores 
prácticas ambientales para reducir y monitorizar las emisiones y liberaciones de mercurio 
y compuestos de mercurio.

2.	Cuando corresponda, las Partes deberán aprovechar las redes de vigilancia y los programas 
de investigación existentes al realizar las actividades definidas en el párrafo 1.

ART. 20. PLANES DE APLICACIÓN

1.	 Cada Parte, después de efectuar una evaluación inicial, podrá elaborar y ejecutar un plan de 
aplicación, teniendo en cuenta sus circunstancias nacionales, para cumplir las obligaciones 
contraídas con arreglo al presente Convenio. Ese plan se debe transmitir a la Secretaría en 
cuanto se elabore.

2.	Cada Parte podrá examinar y actualizar su plan de aplicación teniendo en cuenta sus 
circunstancias nacionales y ajustándose a la orientación brindada por la Conferencia de las 
Partes y otras orientaciones pertinentes.

3.	Al efectuar la labor indicada en los párrafos 1 y 2, las Partes deberían consultar a los grupos 
de interés nacionales con miras a facilitar la elaboración, la aplicación, el examen y la 
actualización de sus planes de aplicación.

4.	 Las Partes también podrán coordinar los planes regionales para facilitar la aplicación del 
presente Convenio.

ART. 21. PRESENTACIÓN DE INFORMES

1.	 Cada Parte informará, a través de la Secretaría, a la Conferencia de las Partes sobre las 
medidas que haya adoptado para aplicar las disposiciones del presente Convenio y sobre la 
eficacia de esas medidas y los posibles desafíos para el logro de los objetivos del Convenio.

2.	Cada Parte incluirá en sus informes la información solicitada con arreglo a los artículos 3, 
5, 7, 8 y 9 del presente Convenio.

3.	En su primera reunión, la Conferencia de las Partes decidirá las fechas y el formato para la 
presentación de informes que habrán de cumplir las Partes, teniendo en cuenta la conveniencia 
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de coordinar la presentación de informes con otros convenios pertinentes sobre productos 
químicos y desechos.

ART. 22. EVALUACIÓN DE LA EFICACIA

1.	 La Conferencia de las Partes evaluará la eficacia del presente Convenio antes de que hayan 
transcurrido como máximo seis años a partir de la fecha de su entrada en vigor, y en lo 
sucesivo de manera periódica a intervalos que esta ha de fijar.

2.	Con el fin de facilitar la evaluación, en su primera reunión, la Conferencia de las Partes dará 
comienzo al establecimiento de arreglos para proveerse de datos monitorizados comparables 
sobre la presencia y los movimientos de mercurio y compuestos de mercurio en el medio 
ambiente, así como sobre las tendencias de los niveles de mercurio y compuestos de 
mercurio observados en los medios bióticos y las poblaciones vulnerables.

3.	 La evaluación deberá fundamentarse en la información científica, ambiental, técnica, financiera 
y económica disponible, que incluirá:

a)	Informes y otros datos monitorizados suministrados a la Conferencia de las Partes de 
conformidad con el párrafo 2;

b)	Informes presentados con arreglo al artículo 21;
c)	Información y recomendaciones que se formulen de conformidad con el artículo 15; e
d)	Informes y otra información pertinente sobre el funcionamiento de los arreglos de asistencia 

financiera, transferencia de tecnología y creación de capacidad establecidos en el marco 
del presente Convenio.

ART. 23. CONFERENCIA DE LAS PARTES

1.	 Queda establecida una Conferencia de las Partes.
2.	El Director Ejecutivo del Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente convocará 

la primera reunión de la Conferencia de las Partes a más tardar un año después de la fecha 
de entrada en vigor del presente Convenio. En lo sucesivo, se celebrarán reuniones ordinarias 
de la Conferencia de las Partes a los intervalos regulares que decida la Conferencia.

3.	 Se celebrarán reuniones extraordinarias de la Conferencia de las Partes cuando esta lo 
estime necesario o cuando cualquiera de las Partes lo solicite por escrito, siempre que, en 
un plazo de seis meses desde que la Secretaría haya comunicado esa solicitud a las Partes, 
un tercio de las Partes, como mínimo, apoye esa solicitud.

4.	En su primera reunión, la Conferencia de las Partes acordará y aprobará por consenso 
su reglamento interno y su reglamentación financiera y los de cualquiera de sus órganos 
subsidiarios, además de las disposiciones financieras que han de regir el funcionamiento 
de la Secretaría.

5.	La Conferencia de las Partes mantendrá en examen y evaluación permanentes la aplicación 
del presente Convenio. Se encargará de las funciones que le asigne el presente Convenio 
y, a ese efecto:

a)	Establecerá los órganos subsidiarios que considere necesarios para la aplicación del presente 
Convenio;

b)	Cooperará, cuando proceda, con las organizaciones internacionales y los órganos 
intergubernamentales y no gubernamentales competentes;
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c)	Examinará periódicamente toda la información que se ponga a su disposición y a disposición 
de la Secretaría de conformidad con el artículo 21;

d)	Considerará toda recomendación que le presente el Comité de Aplicación y Cumplimiento;
e)	Examinará y adoptará las medidas adicionales que sean necesarias para alcanzar los objetivos 

del presente Convenio; y
f)	 Revisará los anexos A y B de conformidad con lo dispuesto en el artículo 4 y el artículo 5.

6.	Las Naciones Unidas, sus organismos especializados y el Organismo Internacional de Energía 
Atómica, así como los Estados que no sean Partes en el presente Convenio, podrán estar 
representados en calidad de observadores en las reuniones de la Conferencia de las Partes. 
Todo órgano u organismo con competencia en las esferas que abarca el presente Convenio, 
ya sea nacional o internacional, gubernamental o no gubernamental, que haya comunicado 
a la Secretaría su deseo de estar representado en una reunión de la Conferencia de las Partes 
en calidad de observador podrá ser admitido, salvo que se oponga a ello al menos un tercio 
de las Partes presentes. La admisión y la participación de observadores estarán sujetas al 
reglamento aprobado por la Conferencia de las Partes.

ART. 24. SECRETARÍA

1.	 Queda establecida una secretaría.
2.	Las funciones de la Secretaría serán las siguientes:

a)	Organizar las reuniones de la Conferencia de las Partes y sus órganos subsidiarios y prestarles 
los servicios necesarios;

b)	Facilitar la prestación de asistencia a las Partes, en especial las Partes que son países en 
desarrollo y países con economías en transición, cuando lo soliciten, para la aplicación del 
presente Convenio;

c)	Coordinar su labor, si procede, con las secretarías de los órganos internacionales pertinentes, 
en particular otros convenios sobre productos químicos y desechos;

d)	Prestar asistencia a las Partes en el intercambio de información relacionada con la aplicación 
del presente Convenio;

e)	Preparar y poner a disposición de las Partes informes periódicos basados en la información 
recibida con arreglo a los artículos 15 y 21 y otra información disponible;

f)	 Concertar, con la orientación general de la Conferencia de las Partes, los arreglos administrativos 
y contractuales que puedan ser necesarios para el desempeño eficaz de sus funciones; y

g)	Realizar las demás funciones de secretaría especificadas en el presente Convenio y otras 
funciones que determine la Conferencia de las Partes.

3.	 Las funciones de secretaría para el presente Convenio serán desempeñadas por el Director 
Ejecutivo del Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente, salvo que la 
Conferencia de las Partes, por una mayoría de tres cuartos de las Partes presentes y votantes, 
decida encomendarlas a otra u otras organizaciones internacionales.

4.	 La Conferencia de las Partes, en consulta con los órganos internacionales pertinentes, podrá 
adoptar disposiciones para fomentar el aumento de la cooperación y la coordinación entre 
la Secretaría y las secretarías de otros convenios sobre productos químicos y desechos. La 
Conferencia de las Partes, en consulta con los órganos internacionales pertinentes, podrá 
impartir orientación adicional sobre esta cuestión.
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ART. 25. SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS

1.	 Las Partes procurarán resolver cualquier controversia suscitada entre ellas en relación con la 
interpretación o la aplicación del presente Convenio mediante negociación u otros medios 
pacíficos de su propia elección.

2.	Al ratificar, aceptar o aprobar el presente Convenio, o adherirse a él, o en cualquier momento 
posterior, toda Parte que no sea una organización de integración económica regional podrá 
declarar en un instrumento escrito presentado al Depositario que, respecto de cualquier 
controversia sobre la interpretación o la aplicación del presente Convenio, reconoce como 
obligatorios, en relación con cualquier Parte que acepte la misma obligación, uno o los dos 
medios para la solución de controversias siguientes:

a)	Arbitraje de conformidad con el procedimiento establecido en la parte I del anexo E;
b)	Sometimiento de la controversia a la Corte Internacional de Justicia.

3.	Una Parte que sea una organización de integración económica regional podrá hacer una 
declaración de efecto similar en relación con el arbitraje, de conformidad con el párrafo 2.

4.	Toda declaración formulada con arreglo al párrafo 2 o al párrafo 3 permanecerá en vigor 
hasta que expire de conformidad con sus propios términos o hasta que hayan transcurrido 
tres meses después de haberse depositado en poder del Depositario una notificación escrita 
de su revocación.

5.	Ni la expiración de una declaración, ni una notificación de revocación ni una nueva declaración 
afectarán en modo alguno los procedimientos pendientes ante un tribunal arbitral o ante 
la Corte Internacional de Justicia, a menos que las Partes en la controversia acuerden otra 
cosa.

6.	Si las Partes en una controversia no han aceptado el mismo medio para la solución de 
controversias de conformidad con el párrafo 2 o el párrafo 3, y si no han podido dirimir la 
controversia por los medios mencionados en el párrafo 1 en un plazo de 12 meses a partir de 
la notificación de una Parte a otra de que existe entre ellas una controversia, la controversia 
se someterá a una comisión de conciliación a solicitud de cualquiera de las Partes en ella. El 
procedimiento que figura en la parte II del anexo E se aplicará a la conciliación con arreglo 
al presente artículo.

ART. 26. ENMIENDAS DEL CONVENIO

1.	 Cualquier Parte podrá proponer enmiendas del presente Convenio.
2.	Las enmiendas del presente Convenio se aprobarán en una reunión de la Conferencia de 

las Partes. La Secretaría comunicará el texto de toda propuesta de enmienda a las Partes 
al menos seis meses antes de la reunión en que se proponga su aprobación. La Secretaría 
comunicará también las propuestas de enmienda a los signatarios del presente Convenio 
y al Depositario, para su información.

3.	 Las Partes harán todo lo posible por llegar a un acuerdo por consenso sobre cualquier 
propuesta de enmienda del presente Convenio. Una vez agotados todos los esfuerzos por 
llegar a un consenso, sin lograrlo, la enmienda se aprobará, como último recurso, por una 
mayoría de tres cuartos de las Partes presentes y votantes en la reunión.

4.	El Depositario comunicará la enmienda aprobada a todas las Partes para su ratificación, 
aceptación o aprobación.
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5.	La ratificación, aceptación o aprobación de una enmienda se notificará por escrito al 
Depositario. La enmienda que se apruebe con arreglo al párrafo 3 entrará en vigor para 
las Partes que hayan consentido en someterse a las obligaciones establecidas en ella el 
nonagésimo día contado a partir de la fecha de depósito de los instrumentos de ratificación, 
aceptación o aprobación de al menos tres cuartos de las Partes que lo eran en el momento 
en que se aprobó la enmienda. De ahí en adelante, la enmienda entrará en vigor para 
cualquier otra Parte el nonagésimo día contado a partir de la fecha en que haya depositado 
su instrumento de ratificación, aceptación o aprobación de la enmienda.

ART. 27. APROBACIÓN Y ENMIENDA DE LOS ANEXOS

1.	 Los anexos del presente Convenio formarán parte integrante del mismo y, a menos que se 
disponga expresamente otra cosa, toda referencia al presente Convenio constituirá a la vez 
una referencia a ellos.

2.	Todo anexo adicional aprobado tras la entrada en vigor del presente Convenio estará limitado 
a cuestiones de procedimiento, científicas, técnicas o administrativas.

3.	Para la propuesta, aprobación y entrada en vigor de nuevos anexos del presente Convenio 
se aplicará el siguiente procedimiento:

a)	Los anexos adicionales se propondrán y aprobarán de conformidad con el procedimiento 
que se establece en los párrafos 1 a 3 del artículo 26;

b)	Las Partes que no puedan aceptar un anexo adicional lo notificarán por escrito al Depositario 
dentro del plazo de un año contado a partir de la fecha en que el Depositario haya comunicado 
la aprobación de dicho anexo. El Depositario comunicará sin demora a todas las Partes 
cualquier notificación recibida. Una Parte podrá, en cualquier momento, notificar por escrito 
al Depositario la retirada de una notificación de no aceptación que haya hecho anteriormente 
respecto de un anexo adicional y, en tal caso, el anexo entrará en vigor respecto de esa 
Parte con arreglo al apartado c); y

c)	Al cumplirse el plazo de un año contado a partir de la fecha en que el Depositario haya 
comunicado la aprobación de un anexo adicional, el anexo entrará en vigor para todas las 
Partes que no hayan presentado una notificación de no aceptación de conformidad con 
las disposiciones del apartado b).

4.	 La propuesta, aprobación y entrada en vigor de enmiendas de los anexos del presente Convenio 
estarán sujetas a los mismos procedimientos previstos para la propuesta, aprobación y entrada 
en vigor de los anexos adicionales del Convenio, con la salvedad de que una enmienda de un 
anexo no entrará en vigor para una Parte que haya formulado una declaración con respecto 
a la enmienda de anexos de conformidad con el párrafo 5 del artículo 30, en cuyo caso 
cualquier enmienda de ese tipo entrará en vigor con respecto a dicha Parte el nonagésimo 
día contado a partir de la fecha del depósito en poder del Depositario de su instrumento 
de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión con respecto a tal enmienda.

5.	Si un anexo adicional o una enmienda de un anexo guarda relación con una enmienda del 
presente Convenio, el anexo adicional o la enmienda no entrará en vigor hasta que entre 
en vigor la enmienda del Convenio.



642

Legislación Ambiental - El Salvador 2021

ART. 28. DERECHO DE VOTO

1.	 Cada Parte en el presente Convenio tendrá un voto, salvo lo dispuesto en el párrafo 2.
2.	En los asuntos de su competencia, las organizaciones de integración económica regional 

ejercerán su derecho de voto con un número de votos igual al número de sus Estados 
miembros que sean Partes en el presente Convenio. Dichas organizaciones no ejercerán 
su derecho de voto si cualquiera de sus Estados miembros ejerce el suyo, y viceversa.

ART. 29. FIRMA

El presente Convenio estará abierto a la firma en Kumamoto (Japón) para todos los Estados 
y organizaciones de integración económica regional los días 10 y 11 de octubre de 2013, y 
posteriormente en la Sede de las Naciones Unidas en Nueva York hasta el 9 de octubre de 2014.

ART. 30. RATIFICACIÓN, ACEPTACIÓN APROBACIÓN O ADHESIÓN

1.	 El presente Convenio estará sujeto a la ratificación, la aceptación o la aprobación de los 
Estados y las organizaciones de integración económica regional. El Convenio estará abierto a 
la adhesión de los Estados y de las organizaciones de integración económica regional a partir 
del día siguiente a la fecha en que expire el plazo para la firma del Convenio. Los instrumentos 
de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión se depositarán en poder del Depositario.

2.	Toda organización de integración económica regional que pase a ser Parte en el presente 
Convenio sin que ninguno de sus Estados miembros sea Parte quedará vinculada por todas las 
obligaciones contraídas en virtud del Convenio. En el caso de dichas organizaciones, cuando 
uno o varios de sus Estados miembros sean Partes en el presente Convenio, la organización 
y sus Estados miembros decidirán acerca de sus responsabilidades respectivas en cuanto 
al cumplimiento de las obligaciones contraídas en virtud del Convenio. En tales casos, la 
organización y los Estados miembros no estarán facultados para ejercer simultáneamente 
los derechos que establezca el Convenio.

3.	En sus instrumentos de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, las organizaciones 
de integración económica regional declararán el ámbito de su competencia en relación con 
los asuntos regidos por el presente Convenio. Esas organizaciones también informarán al 
Depositario sobre cualquier modificación importante de su ámbito de competencia y este, 
a su vez, informará de ello a las Partes.

4.	 Se alienta a los Estados y a las organizaciones de integración económica regional a que, en 
el momento de su ratificación, aceptación o aprobación del Convenio o de su adhesión al 
mismo, transmitan a la Secretaría información sobre las medidas que vayan a aplicar para 
cumplir las disposiciones del Convenio.

5.	En su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, una Parte podrá 
declarar que, con respecto a ella, una enmienda de un anexo solo entrará en vigor una vez 
que haya depositado su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión 
con respecto a dicha enmienda.

ART. 31. ENTRADA EN VIGOR

1.	 El presente Convenio entrará en vigor el nonagésimo día contado a partir de la fecha en que 
haya sido depositado el quincuagésimo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación 
o adhesión.
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2.	Respecto de cada Estado u organización de integración económica regional que ratifique, 
acepte o apruebe el presente Convenio o que se adhiera a él después de haber sido 
depositado el quincuagésimo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, 
el Convenio entrará en vigor el nonagésimo día contado a partir de la fecha en que dicho 
Estado u organización de integración económica regional haya depositado su instrumento 
de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión.

3.	A los efectos de los párrafos 1 y 2, los instrumentos depositados por una organización de 
integración económica regional no se considerarán adicionales con respecto a los depositados 
por los Estados miembros de esa organización.

ART. 32. RESERVAS

No podrán formularse reservas al presente Convenio.

ART. 33. DENUNCIA

1.	 En cualquier momento después de la expiración de un plazo de tres años contados a partir 
de la fecha de entrada en vigor del presente Convenio respecto de una Parte, esa Parte 
podrá denunciar el Convenio mediante notificación hecha por escrito al Depositario.

2.	La denuncia cobrará efecto al cabo de un año contado desde la fecha en que el Depositario 
haya recibido la notificación correspondiente o, posteriormente, en la fecha que se indique 
en la notificación.

ART. 34. DEPOSITARIO

El Secretario General de las Naciones Unidas será el Depositario del presente Convenio.

ART. 35. AUTENTICIDAD DE LOS TEXTOS

El original del presente Convenio, cuyos textos en los idiomas árabe, chino, español, francés, 
inglés y ruso son igualmente auténticos, se depositará en poder del Depositario.

EN TESTIMONIO DE LO CUAL, los infrascritos, debidamente autorizados a esos efectos, han 
firmado el presente Convenio.
Hecho en Kumamoto (Japón) el décimo día de octubre de dos mil trece.
 
ANEXO A

Productos con mercurio añadido
Se excluyen del presente anexo los productos siguientes:
a)	Productos esenciales para usos militares y protección civil;
b)	Productos para investigación, calibración de instrumentos, para su uso como patrón de 

referencia;
c)	Cuando no haya disponible ninguna alternativa sin mercurio viable para piezas de repuesto, 

interruptores y relés, lámparas fluorescentes de cátodo frío y lámparas fluorescentes de 
electrodo externo (CCFL y EEFL) para pantallas electrónicas, y aparatos de medición;

d)	Productos utilizados en prácticas tradicionales o religiosas; y
e)	Vacunas que contengan timerosal como conservante.
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PARTE I: PRODUCTOS SUJETOS AL ARTÍCULO 4, PÁRRAFO 1

1/ La intención es no abarcar los cosméticos, los jabones o las cremas que contienen trazas 
contaminantes de mercurio.

a) 

b) 

a) 

b) 

c) 

a) 
b) 
c) 
d) 
e) 
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PARTE II: PRODUCTOS SUJETOS AL ARTÍCULO 4, PÁRRAFO 3

i) 

ii) 

iii) 

iv) 

v) 

vi) 

vii) 

viii) 
ix) 

 

 

ANEXO B
Procesos de fabricación en los que se utiliza mercurio o compuestos de mercurio
PARTE I: PROCESOS SUJETOS AL ARTÍCULO 5, PÁRRAFO 2
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PARTE II: PROCESOS SUJETOS AL ARTÍCULO 5, PÁRRAFO 3

i) 

ii) 

iii) 

iv) 

v) 

vi) 

i) 

ii) 

iii) 

iv) 

v) 

vi) 
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ANEXO C

Extracción de oro artesanal y en pequeña escala
Planes nacionales de acción

1.	 Cada Parte que esté sujeta a las disposiciones del párrafo 3 del artículo 7 incluirá en su plan 
nacional de acción:

a)	Las metas de reducción y los objetivos nacionales;
b)	Medidas para eliminar:

i)	 La amalgamación del mineral en bruto;
ii)	La quema expuesta de la amalgama o amalgama procesada;
iii)	La quema de la amalgama en zonas residenciales; y
iv)	La lixiviación de cianuro en sedimentos, mineral en bruto o rocas a los que se ha agregado 

mercurio, sin eliminar primero el mercurio;

c)	Medidas para facilitar la formalización o reglamentación del sector de la extracción de oro 
artesanal y en pequeña escala;

d)	Estimaciones de referencia de las cantidades de mercurio utilizadas y las prácticas empleadas 
en la extracción y el tratamiento de oro artesanales y en pequeña escala en su territorio;

e)	Estrategias para promover la reducción de emisiones y liberaciones de mercurio, y la 
exposición a esa sustancia, en la extracción y el tratamiento de oro artesanales y en pequeña 
escala, incluidos métodos sin mercurio;

f)	 Estrategias para gestionar el comercio y prevenir el desvío de mercurio y compuestos de 
mercurio procedentes de fuentes extranjeras y nacionales para su uso en la extracción y el 
tratamiento de oro artesanales y en pequeña escala;

g)	Estrategias para atraer la participación de los grupos de interés en la aplicación y el 
perfeccionamiento permanente del plan de acción nacional;

i) 

ii) 

iii) 

iv) 

v) 
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h)	Una estrategia de salud pública sobre la exposición al mercurio de los mineros artesanales 
y que extraen oro en pequeña escala y sus comunidades. Dicha estrategia debería incluir, 
entre otras cosas, la reunión de datos de salud, la capacitación de trabajadores de la salud 
y campañas de sensibilización a través de los centros de salud;

i)	 Estrategias para prevenir la exposición de las poblaciones vulnerables al mercurio utilizado 
en la extracción de oro artesanal y en pequeña escala, en particular los niños y las mujeres 
en edad fértil, especialmente las embarazadas;

j)	 Estrategias para proporcionar información a los mineros artesanales y que extraen oro en 
pequeña escala y las comunidades afectadas; y

k)	Un calendario de aplicación del plan de acción nacional
2.	Cada Parte podrá incluir en su plan de acción nacional estrategias adicionales para alcanzar 

sus objetivos, por ejemplo, la utilización o introducción de normas para la extracción de 
oro artesanal y en pequeña escala sin mercurio y mecanismos de mercado o herramientas 
de comercialización.

ANEXO D

Lista de fuentes puntuales de emisiones de mercurio y compuestos de mercurio a la atmósfera
Categoría de fuente puntual:
Centrales eléctricas de carbón; Calderas industriales de carbón;
Procesos de fundición y calcinación utilizados en la producción de metales no ferrosos1/; 
Plantas de incineración de desechos;
Fábricas de cemento clínker.

1/ A los efectos del presente anexo, por “metales no ferrosos” se entiende plomo, zinc, cobre 
y oro industrial.

ANEXO E

Procedimientos de arbitraje y conciliación
Parte I: Procedimiento arbitral

El procedimiento arbitral, a los efectos de lo dispuesto en el párrafo 2 a) del artículo 25 del 
presente Convenio, será el siguiente:

ART. 1

1.	 Cualquier Parte podrá recurrir al arbitraje de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
25 del presente Convenio mediante notificación escrita a la otra Parte o las otras Partes 
en la controversia. La notificación irá acompañada de un escrito de demanda, junto con 
cualesquiera documentos justificativos. En esa notificación se definirá la cuestión que ha de 
ser objeto de arbitraje y se hará referencia específica a los artículos del presente Convenio 
de cuya interpretación o aplicación se trate.

2.	La Parte demandante notificará a la Secretaría que somete la controversia a arbitraje de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 25 del presente Convenio. La notificación 
deberá incluir una notificación escrita de la Parte demandante, el escrito de demanda y los 
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documentos justificativos a que se hace referencia en el párrafo 1 del presente artículo. La 
Secretaría transmitirá la información así recibida a todas las Partes.

ART. 2

1.	 Si la controversia se somete a arbitraje de conformidad con el artículo 1, se establecerá un 
tribunal arbitral. El tribunal arbitral estará integrado por tres miembros.

2.	Cada una de las Partes en la controversia nombrará un árbitro, y los dos árbitros así 
nombrados designarán mediante acuerdo al tercer árbitro, quien asumirá la Presidencia 
del tribunal. En controversias entre más de dos Partes, las Partes que compartan un mismo 
interés nombrarán un solo árbitro mediante acuerdo. El Presidente del tribunal no deberá 
tener la nacionalidad de ninguna de las Partes en la controversia, ni tener residencia habitual 
en el territorio de ninguna de esas Partes, ni estar al servicio de ninguna de ellas, ni haberse 
ocupado del asunto en ningún otro concepto.

3.	Toda vacante que se produzca se cubrirá en la forma prescrita para el nombramiento inicial.

ART. 3

1.	 Si una de las Partes en la controversia no nombra un árbitro en un plazo de dos meses 
contados a partir de la fecha de la recepción de la notificación de arbitraje por la Parte 
demandada, la otra Parte podrá informar de ello al Secretario General de las Naciones Unidas, 
quien procederá a la designación en un nuevo plazo de dos meses.

2.	Si el Presidente del tribunal arbitral no ha sido designado en un plazo de dos meses a partir 
de la fecha de nombramiento del segundo árbitro, el Secretario General de las Naciones 
Unidas, a instancia de una Parte, designará al Presidente en un nuevo plazo de dos meses.

ART. 4

El tribunal arbitral emitirá sus decisiones de conformidad con las disposiciones del presente 
Convenio y del derecho internacional.

ART. 5

A menos que las Partes en la controversia dispongan otra cosa, el tribunal arbitral establecerá 
su propio reglamento.

ART. 6

El tribunal arbitral podrá, a solicitud de una de las Partes en la controversia, recomendar medidas 
de protección básicas provisionales.

ART. 7

Las Partes en la controversia facilitarán la labor del tribunal arbitral y, en especial, utilizando 
todos los medios a su disposición:
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a)	Le proporcionarán todos los documentos, información y facilidades pertinentes; y

b)	Le permitirán, cuando sea necesario, convocar a testigos o peritos para oír sus declaraciones.

ART. 8

Las Partes en la controversia y los árbitros quedan obligados a proteger el carácter confidencial 
de cualquier información o documento que se les comunique con ese carácter durante el 
proceso del tribunal arbitral.

ART. 9

A menos que el tribunal arbitral decida otra cosa debido a las circunstancias particulares 
del caso, los gastos del tribunal serán sufragados en porcentajes iguales por las Partes en la 
controversia. El tribunal llevará una relación de todos sus gastos y presentará a las Partes un 
estado final de los mismos.

ART. 10

Una Parte que tenga un interés de carácter jurídico en la materia objeto de la controversia y que 
pueda verse afectada por el fallo podrá intervenir en las actuaciones, con el consentimiento 
del tribunal arbitral.

ART. 11

El tribunal arbitral podrá conocer de las demandas de reconvención directamente relacionadas 
con el objeto de la controversia, y resolverlas.

ART. 12

Los fallos del tribunal arbitral, tanto en materia de procedimiento como sobre el fondo, se 
adoptarán por mayoría de votos de sus miembros.

ART. 13

1.	 Si una de las Partes en la controversia no comparece ante el tribunal arbitral o no defiende 
su caso, la otra Parte podrá solicitar al tribunal que continúe el procedimiento y proceda 
a dictar su fallo. El hecho de que una Parte no comparezca o no defienda su posición no 
constituirá un obstáculo para el procedimiento.

2.	Antes de emitir su fallo definitivo, el tribunal arbitral deberá cerciorarse de que la demanda 
está bien fundada de hecho y de derecho.

ART. 14

El tribunal arbitral dictará su fallo definitivo en un plazo de cinco meses contados a partir de 
la fecha en que esté ya plenamente constituido, a menos que considere necesario prorrogar 
el plazo por un período que no excederá de otros cinco meses.
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ART. 15

El fallo definitivo del tribunal arbitral se limitará al objeto de la controversia y será motivado.
Incluirá los nombres de los miembros que han participado y la fecha del fallo definitivo. Cualquier 
miembro del tribunal podrá adjuntar al fallo definitivo una opinión separada o discrepante.

ART. 16

El fallo definitivo será vinculante respecto de las Partes en la controversia. La interpretación del 
presente Convenio formulada mediante el fallo definitivo también será vinculante para toda 
Parte que intervenga con arreglo al artículo 10 del presente procedimiento, en la medida en 
que guarde relación con cuestiones respecto de las cuales esa Parte haya intervenido. El fallo 
definitivo no podrá ser impugnado, a menos que las Partes en la controversia hayan convenido 
de antemano un procedimiento de apelación.

ART. 17

Todo desacuerdo que surja entre las Partes sujetas al fallo definitivo de conformidad con el 
artículo 16 del presente procedimiento respecto de la interpretación o forma de aplicación 
de dicho fallo definitivo podrá ser presentado por cualquiera de las Partes al tribunal arbitral 
que emitió el fallo definitivo para que éste se pronuncie al respecto.

PARTE II: PROCEDIMIENTO DE CONCILIACIÓN

El procedimiento de conciliación a los efectos del párrafo 6 del artículo 25 del presente 
Convenio será el siguiente:

ART. 1

Una solicitud de una Parte en una controversia para establecer una comisión de conciliación 
con arreglo al párrafo 6 del artículo 25 del presente Convenio será dirigida, por escrito, a la 
Secretaría, con una copia a la otra Parte u otras Partes en la controversia. La Secretaría informará 
inmediatamente a todas las Partes según proceda.

ART. 2

A menos que las Partes en la controversia decidan otra cosa, la comisión de conciliación estará 
integrada por tres miembros, uno nombrado por cada Parte interesada y un Presidente elegido 
conjuntamente por esos miembros.

1.	 En las controversias entre más de dos Partes, las que compartan un mismo interés nombrarán 
de común acuerdo a un miembro en la comisión.

ART. 3

Si en un plazo de dos meses a partir de la fecha de recepción por la Secretaría de la solicitud 
por escrito a que se hace referencia en el artículo 1 del presente procedimiento, las Partes en 
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la controversia no han nombrado a un miembro de la comisión, el Secretario General de las
Naciones Unidas, a instancia de cualquiera de las Partes, procederá a su nombramiento en un 
nuevo plazo de dos meses.

ART. 4

Si el Presidente de la comisión de conciliación no hubiera sido designado dentro de los dos 
meses siguientes al nombramiento del segundo miembro de la comisión, el Secretario General 
de las Naciones Unidas, a instancia de cualquiera de las Partes en la controversia, procederá 
a su designación en un nuevo plazo de dos meses.

ART. 5

La comisión de conciliación prestará asistencia a las Partes en la controversia de manera 
independiente e imparcial en los esfuerzos que realicen para tratar de llegar a una solución 
amistosa.

ART. 6

1.	 La comisión de conciliación podrá realizar sus actuaciones de conciliación de la manera 
que considere adecuada, teniendo cabalmente en cuenta las circunstancias del caso y 
las opiniones que las Partes en la controversia puedan expresar, incluida toda solicitud de 
resolución rápida. La comisión podrá aprobar su propio reglamento según sea necesario, 
a menos que las Partes acuerden otra cosa.

2.	La comisión de conciliación podrá, en cualquier momento durante sus actuaciones, formular 
propuestas o recomendaciones para la solución de la controversia.

ART. 7

Las Partes en la controversia cooperarán con la comisión de conciliación. En especial, procurarán 
atender a las solicitudes de la comisión relativas a la presentación de material escrito y pruebas 
y a la asistencia a reuniones. Las Partes y los miembros de la comisión de conciliación quedan 
obligados a proteger el carácter confidencial de cualquier información o documento que se 
les comunique con ese carácter durante las actuaciones de la comisión

ART. 8

La comisión de conciliación tomará sus decisiones por mayoría de votos de sus miembros.

ART. 9

A menos que la controversia se haya resuelto, la comisión de conciliación redactará un informe 
con recomendaciones para la resolución de la controversia en un plazo no mayor de 12 
meses contados a partir de la fecha de su constitución plena, que las Partes en la controversia 
examinarán de buena fe.
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ART. 10

Cualquier desacuerdo en cuanto a la competencia de la comisión de conciliación para examinar 
la cuestión que se le haya remitido será decidido por la comisión.

ART. 11

A menos que acuerden otra cosa, las Partes en la controversia sufragarán en porcentajes 
iguales los gastos de la comisión de conciliación. La comisión llevará una relación de todos 
sus gastos y presentará a las Partes un estado final de los mismos.
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La Cumbre Global para la Acción por el Clima, se realizó en Nueva York 
(2019). 

En su calidad de Presidente Pro Tempore de la Comisión Centroamericana 
de Ambiente y Desarrollo (CCAD/SICA), el ministro Fernando López, 
presentó:

“Iniciativa AFOLU 2040: Construcción de Resiliencia en la Región SICA 
bajo un Enfoque Sinérgico entre la Mitigación y Adaptación, enfocándose 
en los sectores de agricultura, silvicultura y otros usos de la tierra”, bajo el 
tema de Soluciones Basadas en la Naturaleza.
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CONVENIO DE ROTTERDAM SOBRE EL PROCEDIMIENTO DE 
CONSENTIMIENTO FUNDAMENTADO PREVIO APLICABLE 

A CIERTOS PLAGUICIDAS Y PRODUCTOS QUÍMICOS 
PELIGROSOS OBJETO DE COMERCIO INTERNACIONAL

Las Partes en el presente Convenio,

Conscientes de los efectos perjudiciales para la salud humana y el medio ambiente de ciertos 
plaguicidas y productos químicos peligrosos objeto de comercio internacional,

Recordando las disposiciones pertinentes de la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente 
y el Desarrollo y el capítulo 19 del Programa 21, sobre “Gestión ecológicamente racional 
de los productos químicos tóxicos, incluida la prevención del tráfico internacional ilícito de 
productos tóxicos y peligrosos”,

Conscientes de la labor realizada por el Programa de las Naciones Unidas para el Medio 
Ambiente y la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación 
con miras al funcionamiento del procedimiento de consentimiento fundamentado previo 
establecido en las Directrices de Londres para el intercambio de información acerca de 
productos químicos objeto de comercio internacional, en su forma enmendada (en adelante 
denominadas “Directrices de Londres en su forma enmendada”) y el Código Internacional de 
Conducta para la distribución y utilización de plaguicidas, de la FAO (en adelante denominado 

“Código Internacional de Conducta”),

Teniendo en cuenta las circunstancias y las especiales necesidades de los países en desarrollo 
y los países con economías en transición, en particular la necesidad de fortalecer la capacidad 
nacional para el manejo de los productos químicos, inclusive mediante la transferencia de 
tecnologías, la prestación de asistencia financiera y técnica y el fomento de la cooperación 
entre las Partes,

Tomando nota de las necesidades específicas de algunos países en materia de información 
sobre movimientos en tránsito,

Reconociendo que las buenas prácticas de manejo de los productos químicos deben promoverse 
en todos los países, teniendo en cuenta, entre otras cosas, los estándares voluntarios establecidos 
en el Código Internacional de Conducta sobre la distribución y utilización de plaguicidas y 
el Código Deontológico para el Comercio Internacional de productos químicos del PNUMA,

Deseosas de asegurarse de que los productos químicos peligrosos que se exporten de su 
territorio estén envasados y etiquetados en forma que proteja adecuadamente la salud humana 
y el medio ambiente, en consonancia con los principios establecidos en las Directrices de 
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Londres en su forma enmendada y el Código de Conducta Internacional de la FAO,

Reconociendo que el comercio y las políticas ambientales deben apoyarse mutuamente con 
miras a lograr el desarrollo sostenible,

Destacando que nada de lo dispuesto en el presente Convenio debe interpretarse de forma 
que implique modificación alguna de los derechos y obligaciones de una Parte en virtud 
de cualquier acuerdo internacional existente aplicable a los productos químicos objeto de 
comercio internacional o a la protección del medio ambiente,

En el entendimiento de que lo expuesto más arriba no tiene por objeto crear una jerarquía 
entre el presente Convenio y otros acuerdos internacionales,

Resueltas a proteger la salud humana, incluida la salud de los consumidores y los trabajadores, y 
el medio ambiente frente a los posibles efectos perjudiciales de ciertos plaguicidas y productos 
químicos peligrosos objeto de comercio internacional,

Han acordado lo siguiente:

ART. 1. OBJETIVO

El objetivo del presente Convenio es promover la responsabilidad compartida y los esfuerzos 
conjuntos de las Partes en la esfera del comercio internacional de ciertos productos químicos 
peligrosos a fin de proteger la salud humana y el medio ambiente frente a posibles daños y 
contribuir a su utilización ambientalmente racional, facilitando el intercambio de información 
acerca de sus características, estableciendo un proceso nacional de adopción de decisiones 
sobre su importación y exportación y difundiendo esas decisiones a las Partes.

ART. 2. DEFINICIONES

A los efectos del presente Convenio:

a)	  Por “producto químico” se entiende toda sustancia, sola o en forma de mezcla o preparación, 
ya sea fabricada u obtenida de la naturaleza, excluidos los organismos vivos. Ello comprende 
las siguientes categorías: plaguicida, (incluidas las formulaciones plaguicidas extremadamente 
peligrosas) y producto químico industrial;

b)	  Por “producto químico prohibido” se entiende aquél cuyos usos dentro de una o más 
categorías han sido prohibidos en su totalidad, en virtud de una medida reglamentaria firme, 
con objeto de proteger la salud humana o el medio ambiente. Ello incluye los productos 
químicos cuya aprobación para primer uso haya sido denegada o que las industrias hayan 
retirado del mercado interior o de ulterior consideración en el proceso de aprobación 
nacional cuando haya pruebas claras de que esa medida se haya adoptado con objeto de 
proteger la salud humana o el medio ambiente;
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c)	 Por “producto químico rigurosamente restringido” se entiende todo aquél cuyos usos dentro 
de una o más categorías hayan sido prohibidos prácticamente en su totalidad, en virtud 
de una medida reglamentaria firme, con objeto de proteger la salud humana o el medio 
ambiente, pero del que se sigan autorizando algunos usos específicos. Ello incluye los 
productos químicos cuya aprobación para prácticamente cualquier uso haya sido denegada 
o que las industrias hayan retirado del mercado interior o de ulterior consideración en el 
proceso de aprobación nacional cuando haya pruebas claras de que esa medida se haya 
adoptado con objeto de proteger la salud humana o el medio ambiente;

d)	 Por “formulación plaguicida extremadamente peligrosa” se entiende todo producto químico 
formulado para su uso como plaguicida que produzca efectos graves para la salud o el 
medio ambiente observables en un período de tiempo corto tras exposición simple o 
múltiple, en sus condiciones de uso;

e)	 Por “medida reglamentaria firme” se entiende toda medida para prohibir o restringir 
rigurosamente un producto químico adoptada por una Parte que no requiera la adopción 
de ulteriores medidas reglamentarias por esa Parte;

f)	  Por “exportación” e “importación”, en sus acepciones respectivas, se entiende el movimiento 
de un producto químico de una Parte a otra Parte, excluidas las operaciones de mero 
tránsito;

g)	 Por “Parte” se entiende un Estado u organización de integración económica regional que 
haya consentido en someterse a las obligaciones establecidas en el presente Convenio y 
en los que el Convenio esté en vigor;

h)	 Por “organización de integración económica regional”, se entiende una organización 
constituida por Estados soberanos de una región determinada a la que sus Estados miembros 
hayan transferido competencias en asuntos regulados por el presente Convenio y que haya 
sido debidamente facultada, de conformidad con sus procedimientos internos, para firmar, 
ratificar, aceptar o aprobar el Convenio o adherirse a él.

i)	 Por “Comité de Examen de Productos Químicos” se entiende el órgano subsidiario a que 
se hace referencia en el párrafo 6 del artículo 18.

ART. 3. ÁMBITO DE APLICACIÓN DEL CONVENIO

1.	 El presente Convenio se aplicará a:

a)	 Los productos químicos prohibidos o rigurosamente restringidos; y

b)	 Las formulaciones plaguicidas extremadamente peligrosas.

2.	 El presente Convenio no se aplicará a:

a)	 Los estupefacientes y las sustancias sicotrópicas;
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b)	 Los materiales radiactivos;

c)	 Los desechos;

d)	 Las armas químicas;

e)	 Los productos farmacéuticos, incluidos los medicamentos humanos y veterinarios;

f)	 Los productos químicos utilizados como aditivos alimentarios;

g)	 Los alimentos;

h)	 Los productos químicos en cantidades que sea improbable afecten a la salud humana o el 
medio ambiente, siempre que se importen:

i)	 Con fines de investigación o análisis; o

j) Por un particular para su uso personal en cantidades razonables para ese uso.

ART. 4. AUTORIDADES NACIONALES DESIGNADAS

1.	 Cada Parte designará una o más autoridades nacionales que estarán facultadas para actuar 
en su nombre en el desempeño de las funciones administrativas requeridas en virtud del 
presente Convenio.

2.	 Cada Parte procurará que esas autoridades cuenten con recursos suficientes para desempeñar 
eficazmente su labor.

3.	 Cada Parte, a más tardar en la fecha de entrada en vigor del presente Convenio para ella, 
comunicará a la Secretaría el nombre y la dirección de esas autoridades. Comunicará 
asimismo de inmediato a la Secretaría cualquier cambio que se produzca posteriormente 
en el nombre o la dirección de esas autoridades.

4.	 La Secretaría comunicará de inmediato a las Partes las notificaciones que reciba con arreglo 
a lo dispuesto en el párrafo 3.

ART. 5. PROCEDIMIENTOS RELATIVOS A LOS PRODUCTOS QUÍMICOS PROHIBIDOS O 
RIGUROSAMENTE RESTRINGIDOS

1.	  Cada Parte que haya adoptado una medida reglamentaria firme lo comunicará por escrito 
a la Secretaría. Esa comunicación se hará lo antes posible, pero a más tardar en un plazo 
de noventa días a partir de la fecha en que la medida reglamentaria firme haya entrado en 
vigor, e incluirá, de ser posible, la información estipulada en el anexo I.
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2.	  Cada Parte, en la fecha de entrada en vigor del presente Convenio para ella, comunicará por 
escrito a la Secretaría las medidas reglamentarias firmes que haya adoptado y estén en vigor 
en ese momento, con la salvedad de que las Partes que hayan presentado notificaciones 
de medidas reglamentarias firmes en virtud de las Directrices de Londres en su forma 
enmendada o del Código Internacional de Conducta no tendrán que presentarlas de nuevo.

3.	  La Secretaría verificará, tan pronto como sea posible, pero a más tardar en un plazo de 
seis meses a partir de la recepción de una notificación en virtud de los párrafos 1 y 2, si la 
notificación contiene la información estipulada en el anexo I. Si la notificación contiene la 
información requerida, la Secretaría enviará de inmediato a todas las Partes un resumen 
de la información recibida, y si no fuese así, lo comunicará a la Parte que haya enviado la 
notificación.

4.	  La Secretaría enviará cada seis meses a las Partes una sinopsis de la información recibida 
en virtud de los párrafos 1 y 2, incluida información relativa a las notificaciones que no 
contengan toda la información estipulada en el anexo I.

5.	 La Secretaría, cuando haya recibido al menos una notificación de cada una de las dos 
regiones de consentimiento fundamentado previo acerca de un producto químico que le 
conste cumple los requisitos estipulados en el anexo I, enviará esas notificaciones al Comité 
de Examen de Productos Químicos. La composición de las regiones de consentimiento 
fundamentado previo se definirá en una decisión que se adoptará por consenso en la 
primera reunión de la Conferencia de las Partes.

6.	 El Comité de Examen de Productos Químicos examinará la información facilitada en esas 
notificaciones y, con arreglo a los criterios establecidos en el anexo II, formulará una 
recomendación a la Conferencia de las Partes sobre si ese producto químico debe quedar 
sujeto al procedimiento de consentimiento fundamento previo y, por consiguiente, incluirse 
en el anexo III.

ART. 6. PROCEDIMIENTOS RELATIVOS A LAS FORMULACIONES PLAGUICIDAS 
EXTREMADAMENTE PELIGROSAS

1.	 Cualquier Parte que sea un país en desarrollo o un país con economía en transición y 
experimente problemas causados por una formulación plaguicida extremadamente peligrosa 
en las condiciones en que se usa en su territorio podrá proponer a la Secretaría la inclusión 
de esa formulación plaguicida en el anexo III. Al preparar una propuesta, la Parte podrá 
basarse en los conocimientos técnicos de cualquier fuente pertinente. En la propuesta se 
incluirá la información estipulada en la parte 1 del anexo IV.

2.	 La Secretaría verificará lo antes posible, pero a más tardar en un plazo de seis meses a 
partir de la recepción de una propuesta con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 1, si la 
propuesta incluye la información estipulada en la parte 1 del anexo IV. Si la propuesta 
contiene esa información, la Secretaría enviará de inmediato a todas las Partes un resumen 
de la información recibida. Si no fuese así, la Secretaría lo comunicará a la Parte que haya 
presentado la propuesta.
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3.	 La Secretaría reunirá la información adicional que se indica en la parte 2 del anexo IV en 
relación con las propuestas que se envíen con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 2.

4.	 Cuando se hayan cumplido los requisitos establecidos en los párrafos 2 y 3 supra en 
relación con una formulación plaguicida extremadamente peligrosa, la Secretaría remitirá 
la propuesta y la información conexa al Comité de Examen de Productos Químicos.

5.	 El Comité de Examen de Productos Químicos examinará la información facilitada en la 
propuesta y la información adicional reunida y, con arreglo a los criterios establecidos en la 
parte 3 del anexo IV, formulará una recomendación a la Conferencia de las Partes sobre si 
esa formulación plaguicida extremadamente peligrosa debe quedar sujeta al procedimiento 
de consentimiento fundamentado previo y, por consiguiente, incluirse en el anexo III.

ART. 7. INCLUSIÓN DE PRODUCTOS QUÍMICOS EN EL ANEXO III

1.	  El Comité de Examen de Productos Químicos preparará un proyecto de documento de 
orientación para la adopción de decisiones sobre cada producto químico cuya inclusión 
en el anexo III haya decidido recomendar. Ese documento de orientación se basará, como 
mínimo, en la información especificada en el anexo I o, en su caso, en el anexo IV, e incluirá 
información sobre los usos del producto químico en una categoría distinta de aquella a la 
que se aplique la medida reglamentaria firme.

2.	 La recomendación a que se hace referencia en el párrafo 1, junto con el proyecto de 
documento de orientación para la adopción de decisiones, se remitirá a la Conferencia de 
las Partes. La Conferencia de las Partes   decidirá   si   ese   producto   químico   debe   quedar   
sujeto   al   procedimiento   de consentimiento fundamentado previo y, por consiguiente, 
incluirse en el anexo III, y si debe aprobarse el proyecto de documento de orientación.

3.	 Cuando la Conferencia de las Partes haya adoptado una decisión de incluir un producto 
químico en el anexo III y, haya aprobado el documento de orientación para la adopción 
de decisiones correspondiente, la Secretaría lo comunicará inmediatamente a todas las 
Partes.

ART. 8. INCLUSIÓN DE PRODUCTOS QUÍMICOS EN EL PROCEDIMIENTO VOLUNTARIO DE 
CONSENTIMIENTO FUNDAMENTADO PREVIO

Cuando un producto químico distinto de los enumerados en el anexo III haya sido incluido 
en el procedimiento voluntario de consentimiento fundamentado previo antes de la primera 
reunión de la Conferencia de las Partes, la Conferencia decidirá en esa reunión incluir el producto 
químico en dicho anexo si considera que se han cumplido todos los requisitos establecidos 
para la inclusión en el anexo III.
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ART. 9. RETIRADA DE PRODUCTOS QUÍMICOS DEL ANEXO III

1.	 Si una Parte presenta a la Secretaría información de la que no se disponía cuando se decidió 
incluir un producto químico en el anexo III y de esa información se desprende que su 
inclusión podría no estar justificada con arreglo a los criterios establecidos en los anexos II 
o IV, la Secretaría transmitirá la información al Comité de Examen de Productos Químicos.

2.	 El Comité de Examen de Productos Químicos examinará la información que reciba en 
virtud del párrafo 1. El Comité de Examen de Productos Químicos, con arreglo a los 
criterios establecidos en el anexo II o, en su caso, en el anexo IV, preparará un proyecto de 
documento de orientación para la adopción de decisiones revisado sobre cada producto 
químico cuya retirada del anexo III haya decidido recomendar.

3.	  La recomendación del Comité mencionada en el párrafo 2 se remitirá a la Conferencia 
de las Partes acompañada de un proyecto de documento de orientación revisado. La 
Conferencia de las Partes decidirá si el producto químico debe retirarse del anexo III y si 
debe aprobarse el documento de orientación revisado.

4.	 Cuando la Conferencia de las Partes haya adoptado una decisión de retirar un producto 
químico del anexo III y haya aprobado el documento de orientación revisado, la Secretaría 
lo comunicará inmediatamente a todas las Partes.

ART. 10. OBLIGACIONES RELATIVAS A LA IMPORTACIÓN DE PRODUCTOS QUÍMICOS 
ENUMERADOS EN EL ANEXO III

1.	 Cada Parte aplicará las medidas legislativas o administrativas necesarias para garantizar 
la adopción oportuna de decisiones relativas a la importación de los productos químicos 
enumerados en el anexo III.

2.	 Cada Parte transmitirá a la Secretaría, lo antes posible pero a más tardar en un plazo de 
nueve meses a partir de la fecha de envío del documento de orientación para la adopción 
de decisiones a que se hace referencia en el párrafo 3 del artículo 7, una respuesta sobre la 
futura importación del producto químico de que se trate. Si una Parte modifica su respuesta, 
remitirá de inmediato la respuesta revisada a la Secretaría.

3.	 Si transcurrido el plazo a que se hace referencia en el párrafo 2 una Parte no hubiera 
proporcionado esa respuesta, la Secretaría enviará inmediatamente a esa Parte una solicitud 
escrita para que lo haga. Si la Parte no pudiera proporcionar una respuesta, la Secretaría, 
cuando proceda, le prestará asistencia para que lo haga en el plazo estipulado en la última 
frase del párrafo 2 del artículo 11.

4.	 Las respuestas en aplicación del párrafo 2 adoptarán una de las formas siguientes:

a)	 Una decisión firme, conforme a las normas legislativas o administrativas, de:
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i)	 Permitir la importación;

ii)	 No permitir la importación; o

iii)	 Permitir la importación con sujeción a determinadas condiciones expresas; o

b)	 Una respuesta provisional, que podrá contener:

i)	 Una decisión provisional de permitir la importación con o sin condiciones expresas, o 
de no permitir la importación durante el período provisional;

ii)	 Una declaración de que se está estudiando activamente una decisión definitiva;

iii)	 Una solicitud de información adicional a la Secretaría o a la Parte que comunicó la 
medida reglamentaria firme; o

iv)	 Una solicitud de asistencia a la Secretaría para evaluar el producto químico.

5.	 Las respuestas formuladas con arreglo a los incisos a) o b) del párrafo 4 se referirán a la 
categoría o categorías especificadas para el producto químico en el anexo III.

6.	 Toda decisión firme irá acompañada de información donde se describan las medidas 
legislativas o administrativas en las que se base.

7.	 Cada Parte, a más tardar en la fecha de entrada en vigor del presente Convenio para ella, 
transmitirá a la Secretaría respuestas con respecto a cada uno de los productos químicos 
enumerados en el anexo III. Las Partes que hayan transmitido esas respuestas en aplicación 
de las Directrices de Londres en su forma enmendada o del Código Internacional de 
Conducta no tendrán que hacerlo de nuevo.

8.	 Cada Parte pondrá las respuestas formuladas en virtud del presente artículo a disposición 
de todos los interesados sujetos a su jurisdicción, de conformidad con sus disposiciones 
legislativas o administrativas.

9.	 Las Partes que, con arreglo a los párrafos 2 y 4 del presente artículo y al párrafo 2 del artículo 
11, tomen la decisión de no otorgar su consentimiento a la importación de un producto 
químico, o de consentirla sólo bajo determinadas condiciones, simultáneamente prohibirán 
o someterán a las mismas condiciones, si no lo hubieran hecho con anterioridad:

a)	 La importación del producto químico de cualquier fuente; y

b)	 La producción nacional del producto químico para su uso nacional.

10.	La Secretaría informará cada seis meses a todas las Partes acerca de las respuestas que haya 
recibido. Esa información incluirá, de ser posible, una descripción de las medidas legislativas 
o administrativas en que se han basado las decisiones. La Secretaría comunicará además 
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a las Partes los casos en que no se haya transmitido una respuesta.

ART. 11. OBLIGACIONES RELATIVAS A LA EXPORTACIÓN DE PRODUCTOS QUÍMICOS 
ENUMERADOS EN EL ANEXO III

1.	 Cada Parte exportadora:

a)	 Tomará las medidas legislativas o administrativas adecuadas para comunicar a los 
interesados sujetos a su jurisdicción las respuestas enviadas por la Secretaría con 
arreglo al párrafo 10 del artículo 10;

b)	 Tomará las medidas legislativas o administrativas adecuadas para que los exportadores 
sujetos a su jurisdicción cumplan las decisiones comunicadas en esas respuestas a más 
tardar seis meses después de la fecha en que la Secretaría las comunique por primera 
vez a las Partes con arreglo al párrafo 10 del artículo 10;

c)	 Asesorará y ayudará a las Partes importadoras que lo soliciten, cuando proceda, para:

i)	 Obtener más información que les permita tomar medidas de conformidad con el 
párrafo 4 del artículo 10 y el inciso c) del párrafo 2 infra; y

ii)	 Fortalecer su capacidad para manejar en forma segura los productos químicos durante 
su ciclo de vida.

2.	 Cada Parte velará por que no se exporte desde su territorio ningún producto químico 
enumerado en el anexo III a ninguna Parte importadora que, por circunstancias excepcionales, 
no haya transmitido una respuesta o que haya transmitido una respuesta provisional que 
no contenga una decisión provisional, a menos que:

a)	 Sea un producto químico que, en el momento de la importación, esté registrado como 
producto químico en la Parte importadora; o

b)	 Sea un producto químico respecto del cual existan pruebas de que se ha utilizado 
previamente en la Parte importadora o se ha importado en ésta sin que haya sido 
objeto de ninguna medida reglamentaria para prohibir su utilización; o

c)	 El exportador solicite y obtenga el consentimiento expreso de la autoridad nacional 
designada de la Parte importadora. La Parte importadora responderá a esa solicitud 
en el plazo de 60 días y notificará su decisión sin demora a la Secretaría.

Las obligaciones de las Partes exportadoras en virtud del presente párrafo entrarán en vigor 
transcurridos 6 meses desde la fecha en que la Secretaría comunique por primera vez a las 
Partes, de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 10 del artículo 10, que una Parte no ha 
transmitido una respuesta o ha transmitido una respuesta provisional que no contiene una 
decisión provisional, y permanecerán en vigor durante un año.
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ART. 12. NOTIFICACIÓN DE EXPORTACIÓN

1.	 Cuando un producto químico que haya sido prohibido o rigurosamente restringido por una 
Parte se exporte desde su territorio, esa Parte enviará una notificación de exportación a la 
Parte importadora. La notificación de exportación incluirá la información estipulada en el 
anexo V.

2.	 La notificación de exportación de ese producto químico se enviará antes de la primera 
exportación posterior a la adopción de la medida reglamentaria firme correspondiente. 
Posteriormente, la notificación de exportación se enviará antes de la primera exportación 
que tenga lugar en un año civil. La autoridad nacional designada de la Parte importadora 
podrá eximir de la obligación de notificar antes de la exportación. 

3.	 La Parte exportadora enviará una notificación de exportación actualizada cuando adopte 
una medida reglamentaria firme que conlleve un cambio importante en la prohibición o 
restricción rigurosa del producto químico.

4.	 La Parte importadora acusará recibo de la primera notificación de exportación recibida 
tras la adopción de la medida reglamentaria firme. Si la Parte exportadora no recibe el 
acuse en el plazo de 30 días a partir del envío de la notificación de exportación, enviará 
una segunda notificación. La Parte exportadora hará lo razonablemente posible para que 
la Parte importadora reciba la segunda notificación.

5.	 Las obligaciones de las Partes que se estipulan en el párrafo 1 se extinguirán cuando:

a)	 El producto químico se haya incluido en el anexo III;

b)	 La Parte importadora haya enviado una respuesta respecto de ese producto químico 
a la Secretaría con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 10; y

c)	 La Secretaría haya distribuido la respuesta a las Partes con arreglo a lo dispuesto en el 
párrafo 10 del artículo 10.

ART. 13. INFORMACIÓN QUE DEBE ACOMPAÑAR A LOS PRODUCTOS QUÍMICOS EXPORTADOS

1.	 La Conferencia de las Partes alentará a la Organización Mundial de Aduanas a que asigne, 
cuando proceda, códigos específicos del Sistema Aduanero Armonizado a los productos 
químicos o grupos de productos químicos enumerados en el anexo III. Cuando se haya 
asignado un código a un producto químico cada Parte requerirá que el documento de 
transporte correspondiente contenga ese código cuando el producto se exporte.

2.	 Cada Parte, sin perjuicio de cualesquiera requisitos impuestos por la Parte importadora, 
requerirá que los productos químicos enumerados en el anexo III y los que estén prohibidos 
o rigurosamente restringidos en su territorio estén sujetos, cuando se exporten, a requisitos 
de etiquetado que aseguren la presencia de información adecuada con respecto a los 
riesgos y/o los peligros para la salud humana o el medio ambiente, teniendo en cuenta las 
normas internacionales pertinentes.
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3.	 Cada Parte, sin perjuicio de cualesquiera requisitos impuestos por la Parte importadora, 
requerirá que los productos químicos sujetos a requisitos de etiquetado por motivos 
ambientales o de salud en su territorio estén sujetos, cuando se exporten, a requisitos de 
etiquetado que aseguren la presencia de información adecuada con respecto a los riesgos 
y/o los peligros para la salud humana o el medio ambiente, teniendo en cuenta las normas 
internacionales pertinentes.

4.	 En relación con los productos químicos a que se hace referencia en el párrafo 2 del presente 
artículo que se destinen a usos laborales, cada Parte exportadora requerirá que se remita 
al importador una hoja de datos de seguridad, conforme a un formato internacionalmente 
aceptado, que contenga la información más actualizada disponible.

5.	 En la medida de lo posible, la información contenida en la etiqueta y en la hoja de datos de 
seguridad deberá figurar al menos en uno de los idiomas oficiales de la Parte importadora.

ART. 14. INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN

1.	 Cada Parte, cuando proceda y de conformidad con los objetivos del presente Convenio, 
facilitará:

a)	 El intercambio de información científica, técnica, económica y jurídica relativa a los 
productos químicos incluidos en el ámbito de aplicación del presente Convenio, incluida 
información toxicológica, ecotoxicológica y sobre seguridad;

b)	 La transmisión de información de dominio público sobre medidas reglamentarias 
nacionales relacionadas con los objetivos del presente Convenio;

c)	 La transmisión de información a otras Partes, directamente o por conducto de la 
Secretaría, sobre las medidas que restrinjan sustancialmente uno o más usos del 
producto químico, según proceda.

2.	 Las Partes que intercambien información en virtud del presente Convenio protegerán la 
información confidencial según hayan acordado mutuamente.

3.	 A los efectos del presente Convenio no se considerará confidencial la siguiente información:

a)	 La información a que se hace referencia en los anexos I y IV, presentada de conformidad 
con los artículos 5 y 6, respectivamente;

b)	 La información que figura en la hoja de datos de seguridad a que se hace referencia 
en el párrafo 4 del artículo 13;

c)	 La fecha de caducidad del producto químico;

d)	 La información sobre medidas de precaución, incluidas la clasificación de los peligros, 
la naturaleza del riesgo y las advertencias de seguridad pertinentes; y
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e)	 El resumen de los resultados de los ensayos toxicológicos y ecotoxicológicos.

4.	 La fecha de producción no se considerará normalmente confidencial a los efectos del 
presente Convenio.

5.	 Toda Parte que necesite información sobre movimientos en tránsito de productos químicos 
incluidos en el anexo III a través de su territorio deberá comunicarlo a la Secretaría, que 
informará al efecto a todas las Partes.

ART. 15. APLICACIÓN DEL CONVENIO

1.	 Cada Parte tomará las medidas necesarias para establecer y fortalecer su infraestructura 
y sus instituciones nacionales para la aplicación efectiva del presente Convenio. Esas 
medidas podrán incluir, cuando proceda, la adopción o enmienda de medidas legislativas 
o administrativas nacionales, y además:

a)	 El establecimiento de registros y bases de datos nacionales, incluida información relativa 
a la seguridad de los productos químicos;

b)	 El fomento de las iniciativas de la industria para promover la seguridad en el uso de los 
productos químicos; y

c)	 La promoción de acuerdos voluntarios, teniendo presente lo dispuesto en el artículo 16.

2.	 Cada Parte velará por que, en la medida de lo posible, el público tenga acceso adecuado 
a la información sobre manipulación de productos químicos y gestión de accidentes y 
sobre alternativas que sean más seguras para la salud humana o el medio ambiente que 
los productos químicos enumerados en el anexo III del presente Convenio.

3.	 Las Partes acuerdan cooperar, directamente o, si procede, por conducto de las organizaciones 
internacionales competentes, para la aplicación del presente Convenio a nivel subregional, 
regional y mundial.

4.	 Nada de lo dispuesto en el presente Convenio se interpretará en forma que restrinja el 
derecho de las Partes a tomar, para proteger la salud humana y el medio ambiente, medidas 
más estrictas que las establecidas en el presente Convenio, siempre que sean compatibles 
con las disposiciones del Convenio y conformes con el derecho internacional.

ARTÍCULO 16. ASISTENCIA TÉCNICA

Las Partes, teniendo en cuenta especialmente las necesidades de los países en desarrollo y los 
países con economías en transición, cooperarán en la promoción de la asistencia técnica para 
el desarrollo de la infraestructura y la capacidad necesarias para el manejo de los productos 
químicos a efectos de la aplicación del presente Convenio. Las Partes que cuenten con programas 
más avanzados de reglamentación de los productos químicos deberían brindar asistencia 
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técnica, incluida capacitación, a otras Partes para que éstas desarrollen la infraestructura y la 
capacidad de manejo de los productos químicos a lo largo de su ciclo de vida.

ART. 17. INCUMPLIMIENTO

La Conferencia de las Partes desarrollará y aprobará lo antes posible procedimientos y 
mecanismos institucionales para determinar el incumplimiento de las disposiciones del presente 
Convenio y las medidas que hayan de adoptarse con respecto a las Partes que se encuentren 
en esa situación.

ART. 18. CONFERENCIA DE LAS PARTES

1.	 Queda establecida una Conferencia de las Partes.

2.	 El Director Ejecutivo del Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente y 
el Director General de la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la 
Alimentación convocarán conjuntamente la primera reunión de la Conferencia de las 
Partes a más tardar un año después de la entrada en vigor del presente Convenio. De ahí 
en adelante, las reuniones ordinarias de la Conferencia de las Partes se celebrarán con la 
periodicidad que determine la Conferencia.

3.	 Las reuniones extraordinarias de la Conferencia de las Partes se celebrarán cuando ésta lo 
estime necesario o cuando cualquiera de las Partes lo solicite por escrito, siempre que se 
sumen a esa solicitud un tercio de las Partes, como mínimo.

4.	 La Conferencia de las Partes, en su primera reunión, acordará y aprobará por consenso 
un reglamento interno y un reglamento financiero para sí y para los órganos subsidiarios 
que establezca, así como disposiciones financieras para regular el funcionamiento de la 
Secretaría.

5.	 La Conferencia de las Partes mantendrá en examen y evaluación permanentes la aplicación 
del presente Convenio. La Conferencia de las Partes desempeñará las funciones que se le 
asignen en el Convenio y, con este fin:

a)	 Establecerá los órganos subsidiarios que considere necesarios para la aplicación del 
Convenio;

b)	 Cooperará, en su caso, con las organizaciones internacionales e intergubernamentales 
y los órganos no gubernamentales competentes; y

c)	 Estudiará y tomará las medidas adicionales que sean necesarias para alcanzar los 
objetivos del Convenio.

6.	 En su primera reunión, la Conferencia de las Partes establecerá un órgano subsidiario, 
que se denominará Comité de Examen de Productos Químicos, para que desempeñe las 
funciones que se le asignan en el presente Convenio. A este respecto:
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a)	 Los miembros del Comité de Examen de Productos Químicos serán nombrados por la 
Conferencia de las Partes. El Comité estará integrado por un número limitado de expertos 
en el manejo de productos químicos designados por los gobiernos. Los miembros 
del Comité se nombrarán teniendo presente el principio de distribución geográfica 
equitativa y velando por el equilibrio entre las Partes que sean países desarrollados y 
las que sean países en desarrollo;

b)	 La Conferencia de las Partes decidirá acerca del mandato, la organización y el 
funcionamiento del Comité;

c)	 El Comité hará todo lo posible por que sus recomendaciones se adopten por consenso. Si 
se agotan todos los esfuerzos por llegar a un consenso sin lograrlo, las recomendaciones 
se adoptarán, como último recurso, por mayoría de dos tercios de los miembros 
presentes y votantes.

7.	 Las Naciones Unidas, sus organismos especializados y el Organismo Internacional de 
Energía Atómica, así como cualquier Estado que no sea Parte en el presente Convenio, 
podrán estar representados como observadores en las reuniones de la Conferencia de 
las Partes. Cualquier órgano u organismo nacional o internacional, gubernamental o no 
gubernamental con competencia en las esferas contempladas en el Convenio que haya 
informado a la Secretaría de su deseo de estar representado como observador en una reunión 
de la Conferencia de las Partes podrá ser admitido salvo que un tercio, como mínimo, de las 
Partes presentes se oponga a ello. La admisión y la participación de observadores estarán 
sujetas a lo dispuesto en el reglamento aprobado por la Conferencia de las Partes.

ART. 19. SECRETARÍA

1.	 Queda establecida una Secretaría.

2.	 Las funciones de la Secretaría serán las siguientes:

a)	 Hacer arreglos para las reuniones de la Conferencia de las Partes y de sus órganos 
subsidiarios y prestarles los servicios que precisen;

b)	 Ayudar a las Partes que lo soliciten, en particular a las Partes que sean países en desarrollo 
y a las Partes con economías en transición, a aplicar el presente Convenio;

c)	 Velar por la necesaria coordinación con las secretarías de otros órganos internacionales 
pertinentes;

d)	 Concertar, con la orientación general de la Conferencia de las Partes, los arreglos 
administrativos y contractuales que puedan ser necesarios para el desempeño eficaz 
de sus funciones; y

e)	 Desempeñar las demás funciones de secretaría que se especifican en el presente 
Convenio y cualesquiera otras que determine la Conferencia de las Partes.
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3.	 Desempeñarán conjuntamente las funciones de secretaría del presente Convenio el Director 
Ejecutivo del Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente y el Director General 
de la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación, con sujeción 
a los arreglos que acuerden entre ellos y sean aprobados por la Conferencia de las Partes.

4.	 Si la Conferencia de las Partes estima que la Secretaría no funciona en la forma prevista, 
podrá decidir, por mayoría de tres cuartos de las Partes presentes y votantes, encomendar 
las funciones de secretaría a otra u otras organizaciones internacionales competentes.

ART. 20. SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS

1.	 Las Partes resolverán toda controversia sobre la interpretación o la aplicación del Convenio 
mediante negociación o cualquier otro medio pacífico de su elección.

2.	 Al ratificar, aceptar o aprobar el presente Convenio o adherirse a él, o en cualquier momento 
posterior, toda Parte que no sea una organización de integración económica regional podrá 
declarar en un instrumento escrito presentado al Depositario que, en lo que respecta a 
cualquier controversia sobre la interpretación o la aplicación del Convenio reconoce como 
obligatorios, en relación con cualquier Parte que acepte la misma obligación, uno o los 
dos siguientes medios para la solución de controversias:

a)	 El arbitraje de conformidad con los procedimientos que la Conferencia de las Partes 
se adoptará en un anexo lo antes posible; y

b)	 La presentación de la controversia a la Corte Internacional de Justicia.

3.	 Una Parte que sea una organización de integración económica regional podrá hacer una 
declaración de efecto análogo en relación con el arbitraje con arreglo al procedimiento a 
que se hace referencia en el inciso a) del párrafo 2 del presente artículo.

4.	 Las declaraciones que se formulen de conformidad con el párrafo 2 del presente artículo 
seguirán en vigor hasta el momento que en ellos figure para su expiración o hasta tres 
meses después de la fecha en que se haya entregado al Depositario notificación escrita 
de su revocación.

5.	 La expiración de una declaración, una notificación de revocación o una nueva declaración 
no afectará en modo alguno a los procedimientos pendientes ante un tribunal de arbitraje o 
ante la Corte Internacional de Justicia, a menos que las partes en la controversia acuerden 
otra cosa.

6.	 Si las Partes en la controversia no han aceptado el mismo procedimiento de los establecidos 
en el párrafo 2 del presente artículo y no han conseguido resolver su controversia en los 
doce meses siguientes a la fecha en que una de ellas haya notificado a la otra la existencia 
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de dicha controversia, ésta se someterá a una comisión de conciliación a petición de 
cualquiera de las partes en la controversia.

	 La comisión de conciliación presentará un informe con recomendaciones.
	 En un anexo que la Conferencia de las Partes adoptará a más tardar en su segunda reunión 

se establecerán procedimientos adicionales para regular la comisión de conciliación.

ART. 21. ENMIENDAS DEL CONVENIO

1.	 Cualquier Parte podrá proponer enmiendas del presente Convenio.

2.	 Las enmiendas del presente Convenio se aprobarán en una reunión de la Conferencia de 
las Partes. La Secretaría comunicará el texto de cualquier propuesta enmienda a las Partes 
al menos seis meses antes de la reunión en que se proponga su aprobación. La Secretaría 
comunicará también las enmiendas propuestas a los signatarios del presente Convenio y, 
a efectos de información, al Depositario.

3.	 Las Partes harán todo lo posible por llegar a un acuerdo por consenso sobre cualquier 
propuesta de enmienda del presente Convenio. Si se agotan todos los esfuerzos por alcanzar 
el consenso sin lograrlo, las enmiendas se aprobarán, como último recurso, por mayoría 
de tres cuartos de las Partes presentes y votantes en la reunión.

4.	 El Depositario transmitirá la enmienda a todas las Partes para su ratificación, aceptación o 
aprobación.

5.	 La ratificación, aceptación o aprobación de las enmiendas se notificará al Depositario por 
escrito. Las enmiendas adoptadas de conformidad con el párrafo 3 del presente artículo 
entrarán en vigor para las Partes que las hayan aceptado, el nonagésimo día después de 
la fecha de depósito de los instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación por al 
menos tres cuartos de las Partes. De ahí en adelante, las enmiendas entrarán en vigor para 
cualquier otra Parte el nonagésimo día después de la fecha en que esa Parte haya depositado 
su instrumento de ratificación, aceptación o aprobación de las enmiendas.

ART. 22. APROBACIÓN Y ENMIENDA DE ANEXOS

1.	 Los anexos del presente Convenio formarán parte integrante de él y, salvo que se disponga 
expresamente otra cosa, se entenderá que toda referencia al presente Convenio se aplica 
igualmente a cualquiera de sus anexos.

2.	 Los anexos sólo tratarán de cuestiones de procedimiento, científicas, técnicas o administrativas.

3.	 Para la propuesta, aprobación y entrada en vigor de nuevos anexos del presente Convenio 
se seguirá el siguiente procedimiento:

a)	 Los nuevos anexos se propondrán y aprobarán de conformidad con el procedimiento 
establecido en los párrafos 1, 2 y 3 del artículo 21;
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b)	 Toda Parte que no pueda aceptar un nuevo anexo lo notificará por escrito al Depositario 
en el plazo de un año a partir de la fecha de comunicación por el Depositario de 
la aprobación del nuevo anexo. El Depositario comunicará sin demora a todas las 
Partes cualquier notificación recibida. Una Parte podrá en cualquier momento retirar 
una declaración anterior de no aceptación de un nuevo anexo, y en tal caso los anexos 
entrarán en vigor para esa Parte según lo dispuesto en el inciso c) del presente párrafo;y

c)	 Transcurrido un año desde la fecha de comunicación por el Depositario de la aprobación 
de un nuevo anexo, el anexo entrará en vigor para todas las Partes que no hayan hecho 
una notificación de conformidad con lo dispuesto en el inciso b) del presente párrafo.

4.	 Salvo en el caso del anexo III, la propuesta, aprobación y entrada en vigor de las enmiendas 
a los anexos de este Convenio se someterán a los mismos procedimientos que la propuesta, 
aprobación y entrada en vigor de los anexos adicionales del Convenio.

5.	 Para enmendar el anexo III se aplicarán los siguientes procedimientos de propuesta, 
aprobación y entrada en vigor:

a)	 Las enmiendas del anexo III se propondrán y aprobarán con arreglo al procedimiento 
que se establece en los artículos 5 a 9 y en el párrafo 2 del artículo 21;

b)	 La Conferencia de las Partes adoptará por consenso sus decisiones sobre su aprobación;

c)	 El Depositario comunicará inmediatamente a las Partes toda decisión de enmendar el 
anexo III. La enmienda entrará en vigor para todas las Partes en la fecha que se estipule 
en la decisión.

6.	 Cuando un nuevo anexo o una enmienda de un anexo guarden relación con una enmienda 
del presente Convenio, el nuevo anexo o enmienda no entrará en vigor hasta que entre en 
vigor la enmienda del Convenio.

ART. 23. DERECHO DE VOTO

1.	 Con sujeción a lo establecido en el párrafo 2 infra, cada Parte en el presente Convenio 
tendrá un voto.

2.	 Las organizaciones de integración económica regional, en los asuntos de su competencia, 
ejercerán su derecho de voto con un número de votos igual al número de sus Estados 
miembros que sean Partes en el presente Convenio. Esas organizaciones no ejercerán su 
derecho de voto si cualquiera de sus Estados miembros ejerce el suyo, y viceversa.

3.	 A los efectos del presente Convenio, por “Partes presentes y votantes” se entiende las Partes 
que estén presentes y emitan un voto afirmativo o negativo.
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ART. 24. FIRMA

El presente Convenio estará abierto a la firma en Rotterdam para todos los Estados y 
organizaciones de integración económica regional el 11 de septiembre de 1998, y en la Sede 
de las Naciones Unidas en Nueva York desde el 12 de septiembre de 1998 hasta el 10 de 
septiembre de 1999.

ART. 25. RATIFICACIÓN, ACEPTACIÓN, APROBACIÓN O ADHESIÓN

1.	 El presente Convenio estará sujeto a ratificación, aceptación o aprobación por los Estados 
y las organizaciones de integración económica regional. Quedará abierto a la adhesión 
de los Estados y las organizaciones de integración económica regional a partir del día en 
que quede cerrado a la firma. Los instrumentos de ratificación, aceptación, aprobación o 
adhesión se depositarán en poder del Depositario.

2.	 Toda organización de integración económica regional que pase a ser Parte en el presente 
Convenio sin que ninguno de sus Estados miembros lo sea quedará sujeta a todas las 
obligaciones contraídas en virtud del Convenio. En el caso de dichas organizaciones, cuando 
uno o varios de sus Estados miembros sean Partes en el presente Convenio, la organización 
y sus Estados miembros decidirán acerca de sus responsabilidades respectivas en cuanto 
al cumplimiento de las obligaciones contraídas en virtud del Convenio. En tales casos, la 
organización y los Estados miembros no estarán facultados para ejercer simultáneamente 
los derechos conferidos por el Convenio.

3.	 Las organizaciones de integración económica regional expresarán en sus instrumentos de 
ratificación, aceptación, aprobación o adhesión el alcance de su competencia con respecto 
a las materias reguladas por el presente Convenio. Esas organizaciones comunicarán 
asimismo al Depositario, quien a su vez comunicará a las Partes, cualquier modificación 
sustancial en el alcance de su competencia.

ART. 26. ENTRADA EN VIGOR

1.	 El presente Convenio entrará en vigor el nonagésimo día después de la fecha en que se 
deposite el quincuagésimo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión.

2.	 Para cada Estado u organización de integración económica regional que ratifique, acepte o 
apruebe el Convenio o se adhiera a él una vez depositado el quincuagésimo instrumento de 
ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, el Convenio entrará en vigor el nonagésimo 
día después de la fecha en que el Estado u organización de integración económica regional 
deposite su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión.

3.	 A los efectos de los párrafos 1 y 2 del presente artículo, los instrumentos depositados por 
una organización de integración económica regional no se considerarán adicionales a los 
depositados por los Estados miembros de esa organización.
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ART. 27. RESERVAS

No se podrán formular reservas al presente Convenio.

ART. 28 DENUNCIA

1.	 Cualquiera de las Partes podrá denunciar el Convenio, mediante notificación escrita al 
Depositario transcurridos tres años a partir de la fecha en que el Convenio haya entrado 
en vigor para esa Parte.

2.	 La denuncia surtirá efecto al cabo de un año desde la fecha en que el Depositario haya 
recibido la notificación correspondiente, o en la fecha que se indique en la notificación de 
denuncia si ésta fuese posterior.

ART. 29 DEPOSITARIO

El Secretario General de las Naciones Unidas será el Depositario del presente Convenio.

ART. 30. TEXTOS AUTÉNTICOS

El original del presente Convenio, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso 
son igualmente auténticos, se depositará en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

EN TESTIMONIO DE LO CUAL, los infrascritos, debidamente autorizados al efecto, han firmado 
el presente Convenio.

Hecho en Rotterdam el diez de septiembre de mil novecientos noventa y ocho.

ANEXO I

INFORMACIÓN QUE HA DE ADJUNTARSE A LAS NOTIFICACIONES HECHAS CON ARREGLO 
A LO DISPUESTO EN EL ARTÍCULO 5

Las notificaciones deberán incluir:

1.	 Propiedades, identificación y usos

a)	 Nombre común;

b)	 Nombre del producto químico en una nomenclatura internacionalmente reconocida 
(por ejemplo, la de la Unión Internacional de Química Pura y Aplicada (UIQPA)), si tal 
nomenclatura existe;
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c)	 Nombres comerciales y nombres de las preparaciones;

d)	 Números de código: número del Chemicals Abstract Service (CAS), código aduanero 
del Sistema Armonizado y otros números;

e)	 Información sobre clasificación de peligros, si el producto químico está sujeto a 
requisitos de clasificación;

f)	 Usos del producto químico.

g)	 Propiedades físico-químicas, toxicológicas y ecotoxicológicas.

2.	 Medida reglamentaria firme

a)	 Información específica sobre la medida reglamentaria firme;

i)	 Resumen de la medida reglamentaria firme;

ii)	 Referencia al documento reglamentario;

iii)	 Fecha de entrada en vigor de la medida reglamentaria firme;

iv)	 Indicación de si la medida reglamentaria firme se tomó sobre la base de una evaluación 
de los riesgos o peligros y, en caso afirmativo, información sobre esa evaluación, incluida 
una referencia a la documentación pertinente;

v)	 Motivos para la adopción de la medida reglamentaria firme relacionados con la salud 
humana, incluida la salud de los consumidores y los trabajadores, o el medio ambiente;

vi)	 Resumen de los riesgos y peligros que el producto químico presenta para la salud 
humana, incluida la salud de los consumidores y los trabajadores, o el medio ambiente, 
y del efecto previsto de la medida reglamentaria firme;

b)	 Categoría o categorías con respecto a las cuales se ha adoptado la medida reglamentaria 
firme y, para cada categoría:

i)	 Usos prohibidos por la medida reglamentaria firme;

ii)	 Usos autorizados;

iii)	 Estimación, si fuese posible, de las cantidades del producto químico producidas, 
importadas, exportadas y utilizadas;

c)	 Una indicación, en la medida de lo posible, de la probabilidad de que la medida 
reglamentaria firme afecte a otros Estados o regiones;
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d)	 Cualquier otra información pertinente, que podría incluir:

i)	 La evaluación de los efectos socioeconómicos de la medida reglamentaria firme;

ii)	 Información sobre alternativas y, cuando se conozcan, sus riesgos relativos, tal como:

- Estrategias para el control integrado de las plagas;

- Prácticas y procesos industriales, incluidas tecnologías menos contaminantes.

ANEXO II

CRITERIOS  PARA LA INCLUSIÓN DE PRODUCTOS QUÍMICOS PROHIBIDOS O 
RIGUROSAMENTE RESTRINGIDOS EN EL ANEXO III

El Comité de Examen de Productos Químicos, al examinar las notificaciones que le haya 
enviado la Secretaría con arreglo al párrafo 5 del artículo 5:

a)	 Confirmará si la medida reglamentaria firme se ha adoptado con el fin de proteger la salud 
humana o el medio ambiente;

b)	 Establecerá si la medida reglamentaria firme se ha adoptado como consecuencia de una 
evaluación del riesgo. Esta evaluación se basará en un examen de los datos científicos 
en el contexto de las condiciones reinantes en la Parte de que se trate. Con ese fin, la 
documentación proporcionada deberá demostrar que:

i)	 Los datos se han generado de conformidad con métodos científicamente reconocidos;

ii)	 El examen de los datos se ha realizado y documentado con arreglo a principios y 
procedimientos científicos generalmente reconocidos;

iii)	 La medida reglamentaria firme se ha basado en una evaluación del riesgo en la que se 
tuvieron en cuenta las condiciones reinantes en la Parte que adoptó la medida;

c)	 Considerará si la medida reglamentaria firme justifica suficientemente la inclusión del 
producto químico en el anexo III, para lo que tendrá en cuenta:

i)	 Si la medida reglamentaria firme ha supuesto, o cabe prever que suponga, una reducción 
significativa de la cantidad del producto químico utilizada o del número de usos;

ii)	 Si la medida reglamentaria firme ha supuesto, o cabe prever que suponga, una reducción 
real del riesgo para la salud humana o el medio ambiente en la Parte que ha presentado la 
notificación;

iii)	 Si las razones que han conducido a la adopción de la medida reglamentaria firme sólo rigen 
en una zona geográfica limitada o en otras circunstancias limitadas;



676

Legislación Ambiental - El Salvador 2021

iv)	 Si hay pruebas de que prosigue el comercio internacional del producto químico;

d)	 Tendrá en cuenta que el uso indebido intencional no constituye de por sí razón suficiente 
para incluir un producto químico en el anexo III.

ANEXO III

PRODUCTOS QUÍMICOS SUJETOS AL PROCEDIMIENTO DE CONSENTIMIENTO 
FUNDAMENTADO  PREVIO

Producto químico Número o números CAS Categoría
2,4,5 - T
93-76-5

Plaguicida Aldrina 309-00-2

Plaguicida Captafol 2425-06-1

Plaguicida Clordano 57-74-9

Plaguicida Clordimeformo 6164-98-3

Plaguicida Clorobencilato 510-15-6

Plaguicida DDT
50-29-3

Plaguicida Dieldrina 60-57-1

Plaguicida
Dinoseb y sales de Dinoseb 88-85-7

Plaguicida
1,2-dibromoetano (EDB)

106-93-4

Plaguicida Fluoroacetamida 640-19-7

Plaguicida
HCH (mezcla de isómeros) 608-73-1

Plaguicida Heptacloro 76-44-8

Plaguicida Hexaclorobenceno 118-74-1
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Plaguicida Lindano 58-89-9

Plaguicida
Compuestos de mercurio, incluidos compuestos inorgánicos de mercurio, compuestos 
alquílicos de mercurio y compuestos alcoxialquílicos y arílicos de mercurio
Plaguicida Pentaclorofenol 87-86-5

Plaguicida
Monocrotophos (formulaciones líquidas solubles de la sustancia que sobrepasen los 600 g/l 
de ingrediente activo)
6923-22-4

Formulación plaguicida extremadamente peligrosa
Metamidophos (formulaciones líquidas solubles de la sustancia que sobrepasen los 600 g/l 
de ingrediente activo)
10265-92-6

Formulación plaguicida extremadamente peligrosa
Fosfamidón (formulaciones líquidas solubles de la sustancia que sobrepasen los 1000 g/l de 
ingrediente activo)
13171-21-6 (mezcla, isómeros (E) y (Z)) 23783-98-4 (isómero (Z))
297-99-4 (isómero (E))

Formulación plaguicida extremadamente peligrosa
Metil-paratión (concentrados emulsificables (CE) con 19,5 %, 40 %, 50 % y 60 % de ingrediente 
activo y polvos que contengan 1,5 %, 2 % y 3 % de ingrediente activo)
298-00-0

Formulación plaguicida extremadamente peligrosa
Paratión (se incluyen todas las formulaciones de esta sustancia - aerosoles, polvos secos (PS), 
concentrado entrexulsificable (CE), gránulos (GR) y polvos humedecibles (PH) - excepto las 
suspensiones en cápsula (SC))
56-38-2

Formulación plaguicida extremadamente peligrosa

Crocidolita 12001-28-4

Industrial
Bifenilos polibromados (PBB) 36355-01-8 (hexa-)
27858-07-7 (octa-)
13654-09-6 (deca-)

Industrial
Bifenilos policlorados (PCB) 1336-36-3
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Industrial
Terfenilos policlorados (PCT) 61788-33-8

Industrial
Fosfato de tris (2,3-dibromopropil) 126-72-7

Industrial

ANEXO IV

INFORMACIÓN Y CRITERIOS PARA LA INCLUSIÓN DE FORMULACIONES PLAGUICIDAS 
EXTREMADAMENTE PELIGROSAS EN EL ANEXO III

PARTE 1. DOCUMENTACIÓN QUE HABRÁ DE PROPORCIONAR UNA PARTE PROPONENTE

En las propuestas presentadas con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 6 se incluirá 
documentación que contenga la siguiente información:

a)	 El nombre de la formulación plaguicida peligrosa;

b)	 El nombre del ingrediente o los ingredientes activos en la formulación;

c)	 La cantidad relativa de cada ingrediente activo en la formulación;

d)	 El tipo de formulación;

e)	 Los nombres comerciales y los nombres de los productores, si se conocen;

f)	 Pautas comunes y reconocidas de utilización de la formulación en la Parte proponente;

g)	 Una descripción clara de los incidentes relacionados con el problema, incluidos los efectos 
adversos y el modo en que se utilizó la formulación;

h)	 Cualquier medida reglamentaria, administrativa o de otro tipo que la Parte proponente haya 
adoptado, o se proponga adoptar, en respuesta a esos incidentes.

PARTE 2. INFORMACIÓN QUE HABRÁ DE RECOPILAR LA SECRETARÍA

De conformidad con lo dispuesto en el párrafo 3 del artículo 6, la Secretaría recopilará 
información pertinente sobre la formulación, incluidas:

a)	 Las propiedades fisicoquímicas, toxicológicas y ecotoxicológicas de la formulación;

b)	 La existencia de restricciones a la manipulación o aplicación en otros Estados;
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c)	 Información sobre incidentes relacionados con la formulación en otros Estados;

d)	 Información presentada por otras Partes, organizaciones internacionales, organizaciones 
no gubernamentales u otras fuentes pertinentes, ya sean nacionales o internacionales;

e)	 Evaluaciones del riesgo y/o del peligro, cuando sea posible;

f)	 Indicaciones de la difusión del uso de la formulación, como el número de solicitudes de 
registro o el volumen de producción o de ventas, si se conocen;

g)	 Otras formulaciones del plaguicida de que se trate, e incidentes relacionados con esas 
formulaciones, si se conocieran;

h)	 Prácticas alternativas de lucha contra las plagas;

i)	 Otra información que el Comité de Examen de Productos Químicos estime pertinente.

PARTE 3. CRITERIOS PARA LA INCLUSIÓN DE FORMULACIONES PLAGUICIDAS 
EXTREMADAMENTE PELIGROSAS EN EL ANEXO III

Al examinar las propuestas que remita la Secretaría de conformidad con lo dispuesto en el 
párrafo 5 del artículo 6, el Comité de Examen de Productos Químicos tendrá en cuenta:

a)	 La fiabilidad de las pruebas de que el uso de la formulación, con arreglo a prácticas comunes 
o reconocidas en la Parte proponente, tuvo como resultado los incidentes comunicados;

b)	 La importancia que esos incidentes pueden revestir para otros Estados con clima, condiciones 
y pautas de utilización de la formulación similares;

c)	 La existencia de restricciones a la manipulación o aplicación que entrañen el uso de 
tecnologías o técnicas que no puedan aplicarse razonablemente o con la suficiente difusión 
en Estados que carezcan de la infraestructura necesaria;

d)	 La importancia de los efectos comunicados en relación con la cantidad de formulación 
utilizada; y

e)	 Que el uso indebido intencional no constituye por sí mismo motivo suficiente para la 
inclusión de una formulación en el anexo III.
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ANEXO V

INFORMACIÓN QUE HA DE ADJUNTARSE A LAS NOTIFICACIONES DE EXPORTACIÓN

1.	 Las notificaciones de exportación contendrán la siguiente información:

a)	 El nombre y dirección de las autoridades nacionales designadas competentes de la Parte 
exportadora y de la Parte importadora;

b)	 La fecha prevista de la exportación a la Parte importadora;

c)	 El nombre del producto químico prohibido o rigurosamente restringido y un resumen de la 
información especificada en el anexo I que haya de facilitarse a la Secretaría de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo. Cuando una mezcla o preparación incluya más de uno de 
esos productos químicos, se facilitará la información para cada uno de ellos;

d)	 Una declaración en la que se indique, si se conoce, la categoría prevista del producto 
químico y su uso previsto dentro de esa categoría en la Parte importadora;

e)	 Información sobre medidas de precaución para reducir las emisiones del producto químico 
y la exposición a éste;

f)	 En el caso de mezclas o preparaciones, la concentración del producto o productos químicos 
prohibidos o rigurosamente restringidos de que se trate;

g)	 El nombre y la dirección del importador;

h)	 Cualquier información adicional de que disponga la autoridad nacional designada competente 
de la Parte exportadora que pudiera servir de ayuda a la autoridad nacional designada de 
la Parte importadora.

2.	 Además de la información a que se hace referencia en el párrafo 1, la Parte exportadora 
facilitará la información adicional especificada en el anexo I que solicite la Parte importadora.
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Con el apoyo del Programa Mundial de Alimentos, se dispone de un 
equipo actualizado en la generación de datos y software innovador 
para su procesamiento, mejorando la capacidad de respuesta por 
alerta temprana.

Una cooperación orientada a la gestión de riesgo de desastres, 
a través del monitoreo y análisis de la información, entre otros, 
para evaluar extracción de material pétreo, cambios en causes o 
acumulación de material en ríos. También producirá mejores modelos 
3D, de edificaciones y vegetación, estimación de áreas deforestadas y 
monitoreo de cultivos.
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CONVENIO SOBRE LA DIVERSIDAD BIOLOGICA

Preámbulo
Las Partes Contratantes,

Conscientes del valor intrínseco de la diversidad biológica y de los valores ecológicos, genéticos, 
sociales, económicos, científicos, educativos, culturales, recreativos y estéticos de la diversidad 
biológica y sus componentes,

Conscientes asimismo de la importancia de la diversidad biológica para la evolución y para el 
mantenimiento de los sistemas necesarios para la vida de la biosfera,

Afirmando que la conservación de la diversidad biológica es interés común de toda la humanidad,

Reafirmando que los Estados tienen derechos soberanos sobre sus propios recursos biológicos,

Reafirmando asimismo que los Estados son responsables de la conservación de su diversidad 
biológica y de la utilización sostenible de sus recursos biológicos,

Preocupadas por la considerable reducción de la diversidad biológica como consecuencia de 
determinadas actividades humanas,

Conscientes de la general falta de información y conocimientos sobre la diversidad biológica 
y de la urgente necesidad de desarrollar capacidades científicas, técnicas e institucionales 
para lograr un entendimiento básico que permita planificar y aplicar las medidas adecuadas,

Observando que es vital prever, prevenir y atacar en su fuente las causas de reducción o pérdida 
de la diversidad biológica,

Observando también que cuando exista una amenaza de reducción o pérdida sustancial de la 
diversidad biológica no debe alegarse la falta de pruebas científicas inequívocas como razón 
para aplazar las medidas encaminadas a evitar o reducir al mínimo esa amenaza,

Observando asimismo que la exigencia fundamental para la conservación de la diversidad 
biológica es la conservación in situ de los ecosistemas y hábitats naturales y el mantenimiento 
y la recuperación de poblaciones viables de especies en sus entornos naturales,

Observando igualmente que la adopción de medidas ex situ, preferentemente en el país de 
origen, también desempeña una función importante,

Reconociendo la estrecha y tradicional dependencia de muchas comunidades locales y 
poblaciones indígenas que tienen sistemas de vida tradicionales basados en los recursos 
biológicos, y la conveniencia de compartir equitativamente los beneficios que se derivan de 
la utilización de los conocimientos tradicionales, las innovaciones y las prácticas pertinentes 
para la conservación de la diversidad biológica y la utilización sostenible de sus componentes,
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Reconociendo asimismo la función decisiva que desempeña la mujer en la conservación y la 
utilización sostenible de la diversidad biológica y afirmando la necesidad de la plena participación 
de la mujer en todos los niveles de la formulación y ejecución de políticas encaminadas a la 
conservación de la diversidad biológica,

Destacando la importancia y la necesidad de promover la cooperación internacional, regional y 
mundial entre los Estados y las organizaciones intergubernamentales y el sector no gubernamental 
para la conservación de la diversidad biológica y la utilización sostenible de sus componentes,

Reconociendo que cabe esperar que el suministro de recursos financieros suficientes, nuevos y 
adicionales y el debido acceso a las tecnologías pertinentes puedan modificar considerablemente 
la capacidad mundial de hacer frente a la pérdida de la diversidad biológica,

Reconociendo también que es necesario adoptar disposiciones especiales para atender a las 
necesidades de los países en desarrollo, incluidos el suministro de recursos financieros nuevos 
y adicionales y el debido acceso a las tecnologías pertinentes,

Tomando nota a este respecto de las condiciones especiales de los países menos adelantados 
y de los pequeños Estados insulares,

Reconociendo que se precisan inversiones considerables para conservar la diversidad biológica 
y que cabe esperar que esas inversiones entrañen una amplia gama de beneficios ecológicos, 
económicos y sociales,

Reconociendo que el desarrollo económico y social y la erradicación de la pobreza son 
prioridades básicas y fundamentales de los países en desarrollo,

Conscientes de que la conservación y la utilización sostenible de la diversidad biológica tienen 
importancia crítica para satisfacer las necesidades alimentarías, de salud y de otra naturaleza 
de la población mundial en crecimiento, para lo que son esenciales el acceso a los recursos 
genéticos y a las tecnologías, y la participación en esos recursos y tecnologías,

Tomando nota de que, en definitiva, la conservación y la utilización sostenible de la diversidad 
biológica fortalecerán las relaciones de amistad entre los Estados y contribuirán a la paz de 
la humanidad,

Deseando fortalecer y complementar los arreglos internacionales existentes para la conservación 
de la diversidad biológica y la utilización sostenible de sus componentes, y Resueltas a conservar 
y utilizar de manera sostenible la diversidad biológica en beneficio de las generaciones actuales 
y futuras,

Han acordado lo siguiente:
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ART. 1. OBJETIVOS

Los objetivos del presente Convenio, que se han de perseguir de conformidad con sus 
disposiciones pertinentes, son la conservación de la diversidad biológica, la utilización sostenible 
de sus componentes y la participación justa y equitativa en los beneficios que se deriven de 
la utilización de los recursos genéticos, mediante, entre otras cosas, un acceso adecuado 
a esos recursos y una transferencia apropiada de las tecnologías pertinentes, teniendo en 
cuenta todos los derechos sobre esos recursos y a esas tecnologías, así como mediante una 
financiación apropiada.

ART. 2. TÉRMINOS UTILIZADOS

A los efectos del presente Convenio:

Por “área protegida” se entiende un área definida geográficamente que haya sido designada o 
regulada y administrada a fin de alcanzar objetivos específicos de conservación.

Por “biotecnología” se entiende toda aplicación tecnológica que utilice sistemas biológicos y 
organismos vivos o sus derivados para la creación o modificación de productos o procesos 
para usos específicos.

Por “condiciones in situ” se entienden las condiciones en que existen recursos genéticos dentro 
de ecosistemas y hábitat naturales y, en el caso de las especies domesticadas o cultivadas, en 
los entornos en que hayan desarrollado sus propiedades específicas.

Por “conservación ex situ” se entiende la conservación de componentes de la diversidad 
biológica fuera de sus hábitats naturales.

Por “conservación in situ” se entiende la conservación de los ecosistemas y los hábitats 
naturales y el mantenimiento y recuperación de poblaciones viables de especies en sus 
entornos naturales y, en el caso de las especies domesticadas y cultivadas, en los entornos 
en que hayan desarrollado sus propiedades específicas.

Por “diversidad biológica” se entiende la variabilidad de organismos vivos de cualquier fuente, 
incluidos, entre otras cosas, los ecosistemas terrestres y marinos y otros ecosistemas acuáticos 
y los complejos ecológicos de los que forman parte comprende la diversidad dentro de cada 
especie, entre las especies y de los ecosistemas.

Por “ecosistema” se entiende un complejo dinámico de comunidades vegetales, animales y de 
microorganismos y su medio no viviente que interactúan como una unidad funcional.

Por “especie domesticada o cultivada” se entiende una especie en cuyo proceso de evolución 
han influido los seres humanos para satisfacer sus propias necesidades.

Por “hábitat” se entiende el lugar o tipo de ambiente en el que existen naturalmente un 
organismo o una población.
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Por “material genético” se entiende todo material de origen vegetal, animal, microbiano o de 
otro tipo que contenga unidades funcionales de la herencia.

Por “organización de integración económica regional” se entiende una organización constituida 
por Estados soberanos de una región determinada, a la que sus Estados miembros han transferido 
competencias en los asuntos regidos por el presente Convenio y que ha sido debidamente 
facultada, de conformidad con sus procedimientos internos, para firmar, ratificar, aceptar o 
aprobar el Convenio o adherirse a él.

Por “país de origen de recursos genéticos” se entiende el país que posee esos recursos genéticos 
en condiciones in situ.

Por “país que aporta recursos genéticos” se entiende el país que suministra recursos genéticos 
obtenidos de fuentes in situ, incluidas las poblaciones de especies silvestres y domesticadas, 
o de fuentes ex situ, que pueden tener o no su origen en ese país.

Por “recursos biológicos” se entienden los recursos genéticos, los organismos o partes de ellos, 
las poblaciones, o cualquier otro tipo del componente biótico de los ecosistemas de valor o 
utilidad real o potencial para la humanidad.

Por “recursos genéticos” se entiende el material genético de valor real o potencial. El término 
“tecnología” incluye la biotecnología.

Por “utilización sostenible” se entiende la utilización de componentes de la diversidad biológica 
de un modo y a un ritmo que no ocasione la disminución a largo plazo de la diversidad 
biológica, con lo cual se mantienen las posibilidades de ésta de satisfacer las necesidades y 
las aspiraciones de las generaciones actuales y futuras.

ART. 3. PRINCIPIO

De conformidad con la Carta de las Naciones Unidas y con los principios del derecho 
internacional, los Estados tienen el derecho soberano de explotar sus propios recursos en 
aplicación de su propia política ambiental y la obligación de asegurar que las actividades que 
se lleven a cabo dentro de su jurisdicción o bajo su control no perjudiquen al medio de otros 
Estados o de zonas situadas fuera de toda jurisdicción nacional.

ART. 4. ÁMBITO JURISDICCIONAL

Con sujeción a los derechos de otros Estados, y a menos que se establezca expresamente 
otra cosa en el presente Convenio, las disposiciones del Convenio se aplicarán, en relación 
con cada Parte Contratante:

a)	  En el caso de componentes de la diversidad biológica, en las zonas situadas dentro de los 
límites de su jurisdicción nacional y

b)	 En el caso de procesos y actividades realizados bajo su jurisdicción o control, y con 
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independencia de dónde se manifiesten sus efectos, dentro o fuera de las zonas sujetas a 
su jurisdicción nacional.

ART. 5. COOPERACIÓN

Cada Parte Contratante, en la medida de lo posible y según proceda, cooperará con otras Partes 
Contratantes, directamente o, cuando proceda, a través de las organizaciones internacionales 
competentes, en lo que respecta a las zonas no sujetas a jurisdicción nacional, y en otras 
cuestiones de interés común para la conservación y la utilización sostenible de la diversidad 
biológica.

ART. 6. MEDIDAS GENERALES A LOS EFECTOS DE LA CONSERVACIÓN Y LA UTILIZACIÓN 
SOSTENIBLE

Cada Parte Contratante, con arreglo a sus condiciones y capacidades particulares:

a)	  Elaborará estrategias, planes o programas nacionales para la conservación y la utilización 
sostenible de la diversidad biológica o adaptará para ese fin las estrategias, planes o 
programas existentes, que habrán de reflejar, entre otras cosas, las medidas establecidas 
en el presente Convenio que sean pertinentes para la Parte Contratante interesada y

b)	 Integrará, en la medida de lo posible y según proceda, la conservación y la utilización 
sostenible de la diversidad biológica en los planes, programas y políticas sectoriales o 
intersectoriales.

ART. 7. IDENTIFICACIÓN Y SEGUIMIENTO

Cada Parte Contratante, en la medida de lo posible y según proceda, en especial para los fines 
de los artículos 8 a 10:

a)	 Identificará los componentes de la diversidad biológica que sean importantes para su 
conservación y utilización sostenible, teniendo en consideración la lista indicativa de 
categorías que figura en el anexo I

b)	 Procederá, mediante muestreo y otras técnicas, al seguimiento de los componentes de la 
diversidad biológica identificados de conformidad con el apartado a), prestando especial 
atención a los que requieran la adopción de medidas urgentes de conservación y a los que 
ofrezcan el mayor potencial para la utilización sostenible

c)	 Identificará los procesos y categorías de actividades que tengan, o sea probable que tengan, 
efectos perjudiciales importantes en la conservación y utilización sostenible de la diversidad 
biológica y procederá, mediante muestreo y otras técnicas, al seguimiento de esos efectos 
y

d)	 Mantendrá y organizará, mediante cualquier mecanismo, los datos derivados de las 
actividades de identificación y seguimiento de conformidad con los apartados a), b) y c) 
de este artículo.

ART. 8. CONSERVACIÓN IN SITU

Cada Parte Contratante, en la medida de lo posible y según proceda:
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a)	 Establecerá un sistema de áreas protegidas o áreas donde haya que tomar medidas especiales 
para conservar la diversidad biológica

b)	 Cuando sea necesario, elaborará directrices para la selección, el establecimiento y la 
ordenación de áreas protegidas o áreas donde haya que tomar medidas especiales para 
conservar la diversidad biológica

c)	  Reglamentará o administrará los recursos biológicos importantes para la conservación 
de la diversidad biológica, ya sea dentro o fuera de las áreas protegidas, para garantizar su 
conservación y utilización sostenible

d)	 Promoverá la protección de ecosistemas y hábitats naturales y el mantenimiento de 
poblaciones viables de especies en entornos naturales

e)	 Promoverá un desarrollo ambientalmente adecuado y sostenible en zonas adyacentes a 
áreas protegidas, con miras a aumentar la protección de esas zonas

f)	 Rehabilitará y restaurará ecosistemas degradados y promoverá la recuperación de especies 
amenazadas, entre otras cosas mediante la elaboración y la aplicación de planes u otras 
estrategias de ordenación

g)	 Establecerá o mantendrá medios para regular, administrar o controlar los riesgos derivados 
de la utilización y la liberación de organismos vivos modificados como resultado de la 
biotecnología que es probable tengan repercusiones ambientales adversas que puedan 
afectar a la conservación y a la utilización sostenible de la diversidad biológica, teniendo 
también en cuenta los riesgos para la salud humana

h)	 Impedirá que se introduzcan, controlará o erradicará las especies exóticas que amenacen 
a ecosistemas, hábitats o especies

i)	  Procurará establecer las condiciones necesarias para armonizar las utilizaciones actuales 
con la conservación de la diversidad biológica y la utilización sostenible de sus componentes

j)	 Con arreglo a su legislación nacional, respetará, preservará y mantendrá los conocimientos, 
las innovaciones y las prácticas de las comunidades indígenas y locales que entrañen 
estilos tradicionales de vida pertinentes para la conservación y la utilización sostenible 
de la diversidad biológica y promoverá su aplicación más amplia, con la aprobación y la 
participación de quienes posean esos conocimientos, innovaciones y prácticas, y fomentará 
que los beneficios derivados de la utilización de esos conocimientos, innovaciones y 
prácticas se compartan equitativamente

k)	 Establecerá o mantendrá la legislación necesaria y/u otras disposiciones de reglamentación 
para la protección de especies y poblaciones amenazadas

l)	 Cuando se haya determinado, de conformidad con el artículo 7, un efecto adverso importante 
para la diversidad biológica, reglamentará u ordenará los procesos y categorías de actividades 
pertinentes y

m)	Cooperará en el suministro de apoyo financiero y de otra naturaleza para la conservación 
in situ a que se refieren los apartados a) a l) de este artículo, particularmente a países en 
desarrollo.

ART. 9. CONSERVACIÓN EX SITU

Cada Parte Contratante, en la medida de lo posible y según proceda, y principalmente a fin 
de complementar las medidas in situ:
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a)	 Adoptará medidas para la conservación ex situ de componentes de la diversidad biológica, 
preferiblemente en el país de origen de esos componentes

b)	 Establecerá y mantendrá instalaciones para la conservación ex situ y la investigación de 
plantas, animales y microorganismos, preferiblemente en el país de origen de recursos 
genéticos

c)	 Adoptará medidas destinadas a la recuperación y rehabilitación de las especies amenazadas 
y a la reintroducción de éstas en sus hábitats naturales en condiciones apropiadas

d)	 Reglamentará y gestionará la recolección de recursos biológicos de los hábitats naturales 
a efectos de conservación ex situ, con objeto de no amenazar los ecosistemas ni las 
poblaciones in situ de las especies, salvo cuando se requieran medidas ex situ temporales 
especiales conforme al apartado c) de este artículo y

e)	  Cooperará en el suministro de apoyo financiero y de otra naturaleza para la conservación 
ex situ a que se refieren los apartados a) a d) de este artículo y en el establecimiento y 
mantenimiento de instalaciones para la conservación ex situ en países en desarrollo.

ART. 10. UTILIZACIÓN SOSTENIBLE DE LOS COMPONENTES DE LA DIVERSIDAD BIOLÓGICA

Cada Parte Contratante, en la medida de lo posible y según proceda:

a)	 Integrará el examen de la conservación y la utilización sostenible de los recursos biológicos 
en los procesos nacionales de adopción de decisiones

b)	 Adoptará medidas relativas a la utilización de los recursos biológicos para evitar o reducir 
al mínimo los efectos adversos para la diversidad biológica

c)	 Protegerá y alentará la utilización consuetudinaria de los recursos biológicos, de conformidad 
con las prácticas culturales tradicionales que sean compatibles con las exigencias de la 
conservación o de la utilización sostenible

d)	 Prestará ayuda a las poblaciones locales para preparar y aplicar medidas correctivas en las 
zonas degradadas donde la diversidad biológica se ha reducido y

e)	 Fomentará la cooperación entre sus autoridades gubernamentales y su sector privado en 
la elaboración de métodos para la utilización sostenible de los recursos biológicos.

ART. 11. INCENTIVOS

Cada Parte Contratante, en la medida de lo posible y según proceda, adoptará medidas 
económica y socialmente idóneas que actúen como incentivos para la conservación y la 
utilización sostenible de los componentes de la diversidad biológica.

ART. 12. INVESTIGACIÓN Y CAPACITACIÓN

Las Partes Contratantes, teniendo en cuenta las necesidades especiales de los países en 
desarrollo:

a)	 Establecerán y mantendrán programas de educación y capacitación científica y técnica en 
medidas de identificación, conservación y utilización sostenible de la diversidad biológica 
y sus componentes y prestarán apoyo para tal fin centrado en las necesidades específicas 
de los países en desarrollo
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b)	 Promoverán y fomentarán la investigación que contribuya a la conservación y a la utilización 
sostenible de la diversidad biológica, particularmente en los países en desarrollo, entre otras 
cosas, de conformidad con las decisiones adoptadas por la Conferencia de las Partes a 
raíz de las recomendaciones del órgano subsidiario de asesoramiento científico, técnico 
y tecnológico y

c)	 De conformidad con las disposiciones de los artículos 16, 18 y 20, promoverán la utilización 
de los adelantos científicos en materia de investigaciones sobre diversidad biológica para la 
elaboración de métodos de conservación y utilización sostenible de los recursos biológicos, 
y cooperarán en esa esfera.

ART. 13. EDUCACIÓN Y CONCIENCIA PÚBLICA

Las Partes Contratantes:

a)	 Promoverán y fomentarán la comprensión de la importancia de la conservación de la 
diversidad biológica y de las medidas necesarias a esos efectos, así como su propagación 
a través de los medios de información, y la inclusión de esos temas en los programas de 
educación y

b)	 Cooperarán, según proceda, con otros Estados y organizaciones internacionales en la 
elaboración de programas de educación y sensibilización del público en lo que respecta a 
la conservación y la utilización sostenible de la diversidad biológica.

ART. 14. EVALUACIÓN DEL IMPACTO Y REDUCCIÓN AL MÍNIMO DE IMPACTO ADVERSO

1.	 Cada Parte Contratante, en la medida de lo posible y según proceda:

a)	 Establecerá procedimientos apropiados por los que se exija la evaluación del impacto 
ambiental de sus proyectos propuestos que puedan tener efectos adversos importantes 
para la diversidad biológica con miras a evitar o reducir al mínimo esos efectos y, cuando 
proceda, permitirá la participación del público en esos procedimientos.

b)	 Establecerá arreglos apropiados para asegurarse de que se tengan debidamente en cuenta 
las consecuencias ambientales de sus programas y políticas que puedan tener efectos 
adversos importantes para la diversidad biológica

c)	 Promoverá, con carácter recíproco, la notificación, el intercambio de información y las 
consultas acerca de las actividades bajo su jurisdicción o control que previsiblemente 
tendrían efectos adversos importantes para la diversidad biológica de otros Estados o de 
zonas no sujetas a jurisdicción nacional, alentando la concertación de acuerdos bilaterales, 
regionales o multilaterales, según proceda

d)	 Notificará inmediatamente, en caso de que se originen bajo su jurisdicción o control peligros 
inminentes o graves para la diversidad biológica o daños a esa diversidad en la zona bajo la 
jurisdicción de otros Estados o en zonas más allá de los límites de la jurisdicción nacional, a 
los Estados que puedan verse afectados por esos peligros o esos daños, además de iniciar 
medidas para prevenir o reducir al mínimo esos peligros o esos daños y

e)	 Promoverá arreglos nacionales sobre medidas de emergencia relacionadas con actividades 
o acontecimientos naturales o de otra índole que entrañen graves e inminentes peligros 
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para la diversidad biológica, apoyará la cooperación internacional para complementar esas 
medidas nacionales y, cuando proceda y con el acuerdo de los Estados o las organizaciones 
regionales de integración económica interesados, establecerá planes conjuntos para 
situaciones imprevistas.

2.	 La Conferencia de las Partes examinará, sobre la base de estudios que se llevarán a cabo, la 
cuestión de la responsabilidad y reparación, incluso el restablecimiento y la indemnización 
por daños causados a la diversidad biológica, salvo cuando esa responsabilidad sea una 
cuestión puramente interna.

ART. 15. ACCESO A LOS RECURSOS GENÉTICOS

1.	 En reconocimiento de los derechos soberanos de los Estados sobre sus recursos naturales, 
la facultad de regular el acceso a los recursos genéticos incumbe a los gobiernos nacionales 
y está sometida a la legislación nacional.

2.	 Cada Parte Contratante procurará crear condiciones para facilitar a otras Partes Contratantes 
el acceso a los recursos genéticos para utilizaciones ambientalmente adecuadas, y no 
imponer restricciones contrarias a los objetivos del presente Convenio.

3.	 A los efectos del presente Convenio, los recursos genéticos suministrados por una Parte 
Contratante a los que se refieren este artículo y los artículos 16 y 19 son únicamente los 
suministrados por Partes Contratantes que son países de origen de esos recursos o por 
las Partes que hayan adquirido los recursos genéticos de conformidad con el presente 
Convenio.

4.	 Cuando se conceda acceso, éste será en condiciones mutuamente convenidas y estará 
sometido a lo dispuesto en el presente artículo.

5.	 El acceso a los recursos genéticos estará sometido al consentimiento fundamentado previo 
de la Parte Contratante que proporciona los recursos, a menos que esa Parte decida otra 
cosa.

6.	 Cada Parte Contratante procurará promover y realizar investigaciones científicas basadas 
en los recursos genéticos proporcionados por otras Partes Contratantes con la plena 
participación de esas Partes Contratantes, y de ser posible en ellas.

7.	 Cada Parte Contratante tomará medidas legislativas, administrativas o de política, según 
proceda, de conformidad con los artículos 16 y 19 y, cuando sea necesario, por conducto 
del mecanismo financiero previsto en los artículos 20 y 21, para compartir en forma justa 
y equitativa los resultados de las actividades de investigación y desarrollo y los beneficios 
derivados de la utilización comercial y de otra índole de los recursos genéticos con la Parte 
Contratante que aporta esos recursos. Esa participación se llevará a cabo en condiciones 
mutuamente acordadas.

ART. 16. ACCESO A LA TECNOLOGÍA Y TRANSFERENCIA DE TECNOLOGÍA

1.	 Cada Parte Contratante, reconociendo que la tecnología incluye la biotecnología, y que 
tanto el acceso a la tecnología como su transferencia entre Partes Contratantes son 
elementos esenciales para el logro de los objetivos del presente Convenio, se compromete, 
con sujeción a las disposiciones del presente artículo, a asegurar y/o facilitar a otras Partes 
Contratantes el acceso a tecnologías pertinentes para la conservación y utilización sostenible 
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de la diversidad biológica o que utilicen recursos genéticos y no causen daños significativos 
al medio ambiente, así como la transferencia de esas tecnologías.

2.	 El acceso de los países en desarrollo a la tecnología y la transferencia de tecnología a esos 
países, a que se refiere el párrafo 1, se asegurará y/o facilitará en condiciones justas y en los 
términos más favorables, incluidas las condiciones preferenciales y concesionarias que se 
establezcan de común acuerdo, y, cuando sea necesario, de conformidad con el mecanismo 
financiero establecido en los artículos 20 y 21. En el caso de tecnología sujeta a patentes 
y otros derechos de propiedad intelectual, el acceso a esa tecnología y su transferencia 
se asegurarán en condiciones que tengan en cuenta la protección adecuada y eficaz de 
los derechos de propiedad intelectual y sean compatibles con ella. La aplicación de este 
párrafo se ajustará a los párrafos 3, 4 y 5 del presente artículo.

3.	 Cada Parte Contratante tomará medidas legislativas, administrativas o de política, según 
proceda, con objeto de que se asegure a las Partes Contratantes, en particular las que son 
países en desarrollo, que aportan recursos genéticos, el acceso a la  tecnología que utilice 
ese material y la transferencia de esa tecnología, en condiciones mutuamente acordadas, 
incluida la tecnología protegida por patentes y otros derechos de propiedad intelectual, 
cuando sea necesario mediante las disposiciones de los artículos 20 y 21, y con arreglo al 
derecho internacional y en armonía con los párrafos 4 y 5 del presente artículo.

4.	 Cada Parte Contratante tomará medidas legislativas, administrativas o de política, según 
proceda, con objeto de que el sector privado facilite el acceso a la tecnología a que se 
refiere el párrafo 1, su desarrollo conjunto y su transferencia en beneficio de las instituciones 
gubernamentales y el sector privado de los países en desarrollo, y a ese respecto acatará 
las obligaciones establecidas en los párrafos 1, 2 y 3 del presente artículo.

5.	 Las Partes Contratantes, reconociendo que las patentes y otros derechos de propiedad 
intelectual pueden influir en la aplicación del presente Convenio, cooperarán a este respecto 
de conformidad con la legislación nacional y el derecho internacional para velar por que 
esos derechos apoyen y no se opongan a los objetivos del presente Convenio.

ART. 17. INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN

1.	 Las Partes Contratantes facilitarán el intercambio de información de todas las fuentes 
públicamente disponibles pertinente para la conservación y la utilización sostenible de 
la diversidad biológica, teniendo en cuenta las necesidades especiales de los países en 
desarrollo.

2.	 Ese intercambio de información incluirá el intercambio de los resultados de las investigaciones 
técnicas, científicas y socioeconómicas, así como información sobre programas de 
capacitación y de estudio, conocimientos especializados, conocimientos autóctonos y 
tradicionales, por sí solos y en combinación con las tecnologías mencionadas en el párrafo 
1 del artículo 16. También incluirá, cuando sea viable, la repatriación de la información.



692

Legislación Ambiental - El Salvador 2021

ART. 18. COOPERACIÓN CIENTÍFICA Y TÉCNICA

1.	 Las Partes Contratantes fomentarán la cooperación científica y técnica internacional en 
la esfera de la conservación y utilización sostenible de la diversidad biológica, cuando sea 
necesario por conducto de las instituciones nacionales e internacionales competentes.

2.	 Cada Parte Contratante promoverá la cooperación científica y técnica con otras Partes 
Contratantes, en particular los países en desarrollo, en la aplicación del presente Convenio, 
mediante, entre otras cosas, el desarrollo y la aplicación de políticas nacionales. Al fomentar 
esa cooperación debe prestarse especial atención al desarrollo y fortalecimiento de la 
capacidad nacional, mediante el desarrollo de los recursos humanos y la creación de 
instituciones.

3.	 La Conferencia de las Partes, en su primera reunión, determinará la forma de establecer 
un mecanismo de facilitación para promover y facilitar la cooperación científica y técnica.

4.	 De conformidad con la legislación y las políticas nacionales, las Partes Contratantes 
fomentarán y desarrollarán métodos de cooperación para el desarrollo y utilización de 
tecnologías, incluidas las tecnologías autóctonas y tradicionales, para la consecución de los 
objetivos del presente Convenio. Con tal fin, las Partes Contratantes promoverán también 
la cooperación para la capacitación de personal y el intercambio de expertos.

5.	 Las Partes Contratantes, si así lo convienen de mutuo acuerdo, fomentarán el establecimiento 
de programas conjuntos de investigación y de empresas conjuntas para el desarrollo de 
tecnologías pertinentes para los objetivos del presente Convenio.

ART. 19. GESTIÓN DE LA BIOTECNOLOGÍA Y DISTRIBUCIÓN DE SUS BENEFICIOS

1.	 Cada Parte Contratante adoptará medidas legislativas, administrativas o de política, según 
proceda, para asegurar la participación efectiva en las actividades de investigación sobre 
biotecnología de las Partes Contratantes, en particular los países en desarrollo, que aportan 
recursos genéticos para tales investigaciones, y, cuando sea factible, en esas Partes 
Contratantes.

2.	 Cada Parte Contratante adoptará todas las medidas practicables para promover e impulsar en 
condiciones justas y equitativas el acceso prioritario de las Partes Contratantes, en particular 
los países en desarrollo, a los resultados y beneficios derivados de las biotecnologías basadas 
en recursos genéticos aportados por esas Partes Contratantes. Dicho acceso se concederá 
conforme a condiciones determinadas por mutuo acuerdo.

3.	 Las Partes estudiarán la necesidad y las modalidades de un protocolo que establezca 
procedimientos adecuados, incluido en particular el consentimiento fundamentado previo, 
en la esfera de la transferencia, manipulación y utilización de cualesquiera organismos 
vivos modificados resultantes de la biotecnología que puedan tener efectos adversos para 
la conservación y la utilización sostenible de la diversidad biológica.
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4.	 Cada Parte Contratante proporcionará, directamente o exigiéndoselo a toda persona natural 
o jurídica bajo su jurisdicción que suministre los organismos a los que se hace referencia 
en el párrafo 3, toda la información disponible acerca de las reglamentaciones relativas al 
uso y la seguridad requeridas por esa Parte Contratante para la manipulación de dichos 
organismos, así como toda información disponible sobre los posibles efectos adversos de 
los organismos específicos de que se trate, a la Parte Contratante en la que esos organismos 
hayan de introducirse.

ART. 20. RECURSOS FINANCIEROS

1.	 Cada Parte Contratante se compromete a proporcionar, con arreglo a su capacidad, apoyo 
e incentivos financieros respecto de las actividades que tengan la finalidad de alcanzar los 
objetivos del presente Convenio, de conformidad con sus planes, prioridades y programas 
nacionales.

2.	 Las Partes que son países desarrollados proporcionarán recursos financieros nuevos y 
adicionales para que las Partes que son países en desarrollo puedan sufragar íntegramente 
los costos incrementales convenidos que entrañe la aplicación de medidas en cumplimiento 
de las obligaciones contraídas en virtud del presente Convenio y beneficiarse de las 
disposiciones del Convenio. Esos costos se determinarán de común acuerdo entre cada 
Parte que sea país en desarrollo y la estructura institucional contemplada en el artículo 21, 
de conformidad con la política, la estrategia, las prioridades programáticas, los criterios de 
elegibilidad y una lista indicativa de costos incrementales establecida por la Conferencia de 
las Partes. Otras Partes, incluidos los países que se encuentran en un proceso de transición 
hacia una economía de mercado, podrán asumir voluntariamente las obligaciones de las 
Partes que son países desarrollados. A los efectos del presente artículo, la Conferencia de las 
Partes establecerá, en su primera reunión, una lista de Partes que son países desarrollados y 
de otras Partes que asuman voluntariamente las obligaciones de las Partes que son países 
desarrollados. La Conferencia de las Partes examinará periódicamente la lista y la modificará 
si es necesario. Se fomentará también la aportación de contribuciones voluntarias por parte 
de otros países y fuentes. Para el cumplimiento de esos compromisos se tendrán en cuenta 
la necesidad de conseguir que la corriente de fondos sea suficiente, previsible y oportuna 
y la importancia de distribuir los costos entre las Partes contribuyentes incluidas en la lista.

3.	 Las Partes que son países desarrollados podrán aportar asimismo recursos financieros 
relacionados con la aplicación del presente Convenio por conducto de canales bilaterales, 
regionales y multilaterales de otro tipo, y las Partes que son países en desarrollo podrán 
utilizar dichos recursos.

4.	 La medida en que las Partes que sean países en desarrollo cumplan efectivamente las 
obligaciones contraídas en virtud de este Convenio dependerá del cumplimiento efectivo 
por las Partes que sean países desarrollados de sus obligaciones en virtud de este Convenio 
relativas a los recursos financieros y a la transferencia de tecnología, y se tendrá plenamente 
en cuenta a este respecto que el desarrollo económico y social y la erradicación de la pobreza 
son las prioridades primordiales y supremas de las Partes que son países en desarrollo.

5.	 Las Partes tendrán plenamente en cuenta las necesidades concretas y la situación especial 
de los países menos adelantados en sus medidas relacionadas con la financiación y la 
transferencia de tecnología.
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6.	 Las Partes Contratantes también tendrán en cuenta las condiciones especiales que son 
resultado de la dependencia respecto de la diversidad biológica, su distribución y su ubicación, 
en las Partes que son países en desarrollo, en especial los Estados insulares pequeños.

7.	 También se tendrá en cuenta la situación especial de los países en desarrollo incluidos los 
que son más vulnerables desde el punto de vista del medio ambiente, como los que poseen 
zonas áridas y semiáridas, costeras y montañosas.

ART. 21. MECANISMO FINANCIERO

1.	 Se establecerá un mecanismo para el suministro de recursos financieros a los países en 
desarrollo Partes a los efectos del presente Convenio, con carácter de subvenciones o en 
condiciones favorables, y cuyos elementos fundamentales se describen en el presente artículo. 
El mecanismo funcionará bajo la autoridad y orientación de la Conferencia de las Partes a 
los efectos de este Convenio, ante quien será responsable. Las operaciones del mecanismo 
se llevarán a cabo por conducto de la estructura institucional que decida la Conferencia de 
las Partes en su primera reunión. A los efectos del presente Convenio, la Conferencia de 
las Partes determinará la política, la estrategia, las prioridades programáticas y los criterios 
para el acceso a esos recursos y su utilización. En las contribuciones se habrá de tener en 
cuenta la necesidad de una corriente de fondos previsible, suficiente y oportuna, tal como 
se indica en el artículo 20 y de conformidad con el volumen de recursos necesarios, que la 
Conferencia de las Partes decidirá periódicamente, así como la importancia de compartir 
los costos entre las Partes contribuyentes incluidas en la lista mencionada en el párrafo 
2 del artículo 20. Los países desarrollados Partes y otros países y fuentes podrán también 
aportar contribuciones voluntarias. El mecanismo funcionará con un sistema de gobierno 
democrático y transparente.

2.	 De conformidad con los objetivos del presente Convenio, la Conferencia de las Partes 
establecerá en su primera reunión la política, la estrategia y las prioridades programáticas, 
así como las directrices y los criterios detallados para el acceso a los recursos financieros 
y su utilización, incluidos el seguimiento y la evaluación periódicos de esa utilización. La 
Conferencia de las Partes acordará las disposiciones para dar efecto al párrafo 1, tras consulta 
con la estructura institucional encargada del funcionamiento del mecanismo financiero.

3.	 La Conferencia de las Partes examinará la eficacia del mecanismo establecido con arreglo 
a este artículo, comprendidos los criterios y las directrices a que se hace referencia en el 
párrafo 2 cuando hayan transcurrido al menos dos años de la entrada en vigor del presente 
Convenio, y periódicamente en adelante. Sobre la base de ese examen adoptará las medidas 
adecuadas para mejorar la eficacia del mecanismo, si es necesario.

4.	 Las Partes Contratantes estudiarán la posibilidad de reforzar las instituciones financieras 
existentes con el fin de facilitar recursos financieros para la conservación y la utilización 
sostenible de la diversidad biológica.

ART 22. RELACIÓN CON OTROS CONVENIOS INTERNACIONALES

1.	 Las disposiciones de este Convenio no afectarán a los derechos y obligaciones de toda 
Parte Contratante derivados de cualquier acuerdo internacional existente, excepto cuando 
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el ejercicio de esos derechos y el cumplimiento de esas obligaciones pueda causar graves 
daños a la diversidad biológica o ponerla en peligro.

2.	 Las Partes Contratantes aplicarán el presente Convenio con respecto al medio marino, de 
conformidad con los derechos y obligaciones de los Estados con arreglo al derecho del 
mar.

ART. 23. CONFERENCIA DE LAS PARTES

1.	 Queda establecida una Conferencia de las Partes. El Director Ejecutivo del Programa de las 
Naciones Unidas para el Medio Ambiente convocará la primera reunión de la Conferencia 
de las Partes a más tardar un año después de la entrada en vigor del presente Convenio. 
De allí en adelante, las reuniones ordinarias de la Conferencia de las Partes se celebrarán 
a los intervalos regulares que determine la Conferencia en su primera reunión.

2.	 Las reuniones extraordinarias de la Conferencia de las Partes se celebrarán cuando la 
Conferencia lo estime necesario o cuando cualquiera de las Partes lo solicite por escrito, 
siempre que, dentro de los seis meses siguientes de haber recibido de la secretaría 
comunicación de dicha solicitud, un tercio de las Partes, como mínimo, la apoye.

3.	 La Conferencia de las Partes acordará y adoptará por consenso su reglamento interno y los 
de cualesquiera órganos subsidiarios que establezca, así como el reglamento financiero 
que regirá la financiación de la Secretaría. En cada reunión ordinaria, la Conferencia de las 
Partes aprobará un presupuesto para el ejercicio financiero que transcurrirá hasta la reunión 
ordinaria siguiente.

4.	 La Conferencia de las Partes examinará la aplicación de este Convenio y, con ese fin:

a)	 Establecerá la forma y los intervalos para transmitir la información que deberá presentarse 
de conformidad con el artículo 26, y examinará esa información, así como los informes 
presentados por cualquier órgano subsidiario

b)	 Examinará el asesoramiento científico, técnico y tecnológico sobre la diversidad biológica 
facilitado conforme al artículo 25

c)	 Examinará y adoptará, según proceda, protocolos de conformidad con el artículo 28
d)	 Examinará y adoptará, según proceda, las enmiendas al presente Convenio y a sus anexos, 

conforme a los artículos 29 y 30
e)	 Examinará las enmiendas a todos los protocolos, así como a todos los anexos de los mismos 

y, si así se decide, recomendará su adopción a las Partes en el protocolo pertinente
f)	 Examinará y adoptará anexos adicionales al presente Convenio, según proceda, de 

conformidad con el artículo 30
g)	 Establecerá los órganos subsidiarios, especialmente de asesoramiento científico y técnico, 

que se consideren necesarios para la aplicación del presente Convenio
h)	 Entrará en contacto, por medio de la Secretaría, con los órganos ejecutivos de los convenios 

que traten cuestiones reguladas por el presente Convenio, con miras a establecer formas 
adecuadas de cooperación con ellos e

i)	 Examinará y tomará todas las demás medidas necesarias para la consecución de los objetivos 
del presente Convenio a la luz de la experiencia adquirida durante su aplicación.
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5.	 Las Naciones Unidas, sus organismos especializados y el Organismo Internacional de 
Energía Atómica, así como todo Estado que no sea Parte en el presente Convenio, podrán 
estar representados como observadores en las reuniones de la Conferencia de las Partes. 
Cualquier otro órgano u organismo nacional o internacional, ya sea gubernamental o 
no gubernamental, con competencia en las esferas relacionadas con la conservación y 
utilización sostenible de la diversidad biológica, que haya informado a la Secretaría de 
su deseo de estar representado, como observador, en una reunión de la Conferencia de 
las Partes, podrá ser admitido a participar salvo si un tercio, por lo menos, de las Partes 
presentes se oponen a ello.

La admisión y participación de observadores estarán sujetas al reglamento aprobado por la 
Conferencia de las Partes.

ART. 24. SECRETARÍA

1.	 Queda establecida una secretaría, con las siguientes funciones:
a)	 Organizar las reuniones de la Conferencia de las Partes previstas en el artículo 23, y prestar 

los servicios necesarios
b)	 Desempeñar las funciones que se le asignen en los protocolos
c)	 Preparar informes acerca de las actividades que desarrolle en desempeño de sus funciones 

en virtud del presente Convenio, para presentarlos a la Conferencia de las Partes
d)	 Asegurar la coordinación necesaria con otros órganos internacionales pertinentes y, en 

particular, concertar los arreglos administrativos y contractuales que puedan ser necesarios 
para el desempeño eficaz de sus funciones y

e)	 Desempeñar las demás funciones que determine la Conferencia de las Partes.

2.	 En su primera reunión ordinaria, la Conferencia de las Partes designará la Secretaría 
escogiéndola entre las organizaciones internacionales competentes que se hayan mostrado 
dispuestas a desempeñar las funciones de Secretaría establecidas en el presente Convenio.

ART. 25. ÓRGANO SUBSIDIARIO DE ASESORAMIENTO CIENTÍFICO, TÉCNICO Y TECNOLÓGICO

1.	 Queda establecido un órgano subsidiario de asesoramiento científico, técnico y tecnológico 
a fin de proporcionar a la Conferencia de las Partes y, cuando proceda, a sus otros órganos 
subsidiarios, asesoramiento oportuno sobre la aplicación del presente Convenio. Este órgano 
estará abierto a la participación de todas las Partes y será multidisciplinario. Estará integrado 
por representantes de los gobiernos con competencia en el campo de especialización 
pertinente. Presentará regularmente informes a la Conferencia de las Partes sobre todos 
los aspectos de su labor.

2.	 Bajo la autoridad de la Conferencia de las Partes, de conformidad con directrices establecidas 
por ésta y a petición de la propia Conferencia, este órgano:

a)	 Proporcionará evaluaciones científicas y técnicas del estado de la diversidad biológica
b)	 Preparará evaluaciones científicas y técnicas de los efectos de los tipos de medidas adoptadas 

de conformidad con las disposiciones del presente Convenio
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c)	 Identificará las tecnologías y los conocimientos especializados que sean innovadores, 
eficientes y más avanzados relacionados con la conservación y la utilización sostenible de 
la diversidad biológica y prestará asesoramiento sobre las formas de promover el desarrollo 
y/o la transferencia de esas tecnologías

d)	 Prestará asesoramiento sobre los programas científicos y la cooperación internacional 
en materia de investigación y desarrollo en relación con la conservación y la utilización 
sostenible de la diversidad biológica y

e)	 Responderá a las preguntas de carácter científico, técnico, tecnológico y metodológico 
que le planteen la Conferencia de las Partes y sus órganos subsidiarios.

3.	 La Conferencia de las Partes podrá ampliar ulteriormente las funciones, el mandato, la 
organización y el funcionamiento de este órgano.

ART. 26. INFORMES

Cada Parte Contratante, con la periodicidad que determine la Conferencia de las Partes, 
presentará a la Conferencia de las Partes informes sobre las medidas que haya adoptado para 
la aplicación de las disposiciones del presente Convenio y sobre la eficacia de esas medidas 
para el logro de los objetivos del Convenio.

ART. 27. SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS

1.	 Si se suscita una controversia entre Partes Contratantes en relación con la interpretación 
o aplicación del presente Convenio, las Partes interesadas tratarán de resolverla mediante 
negociación.

2.	 Si las Partes interesadas no pueden llegar a un acuerdo mediante negociación, podrán 
solicitar conjuntamente los buenos oficios o la mediación de una tercera Parte.

3.	 Al ratificar, aceptar, aprobar el presente Convenio, o al adherirse a él, o en cualquier 
momento posterior, un Estado o una organización de integración económica regional 
podrá declarar, por comunicación escrita enviada al Depositario, que en el caso de una 
controversia no resuelta de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 o en el párrafo 
2 del presente artículo, acepta uno o los dos medios de solución de controversias que se 
indican a continuación, reconociendo su carácter obligatorio:

a)	 Arbitraje de conformidad con el procedimiento establecido en la parte 1 del anexo II
b)	 Presentación de la controversia a la Corte Internacional de Justicia.

4.	 Si en virtud de lo establecido en el párrafo 3 del presente artículo, las partes en la controversia 
no han aceptado el mismo procedimiento o ningún procedimiento, la controversia se 
someterá a conciliación de conformidad con la parte 2 del anexo II, a menos que las partes 
acuerden otra cosa.

5.	 Las disposiciones del presente artículo se aplicarán respecto de cualquier protocolo, salvo 
que en dicho protocolo se indique otra cosa.
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ART. 28. ADOPCIÓN DE PROTOCOLOS

1.	 Las Partes Contratantes cooperarán en la formulación y adopción de protocolos del presente 
Convenio.

2.	 Los protocolos serán adoptados en una reunión de la Conferencia de las Partes.

3.	 La secretaría comunicará a las Partes Contratantes el texto de cualquier protocolo propuesto 
por lo menos seis meses antes de celebrarse esa reunión.

ART. 29. ENMIENDAS AL CONVENIO O LOS PROTOCOLOS

1.	 Cualquiera de las Partes Contratantes podrá proponer enmiendas al presente Convenio. 
Cualquiera de las Partes en un protocolo podrá proponer enmiendas a ese protocolo.

2.	 Las enmiendas al presente Convenio se adoptarán en una reunión de la Conferencia de las 
Partes. Las enmiendas a cualquier protocolo se aprobarán en una reunión de las Partes en el 
protocolo de que se trate. El texto de cualquier enmienda propuesta al presente Convenio 
o a cualquier protocolo, salvo si en tal protocolo se dispone otra cosa, será comunicado 
a las Partes en el instrumento de que se trate por la secretaría por lo menos seis meses 
antes de la reunión en que se proponga su adopción. La secretaría comunicará también 
las enmiendas propuestas a los signatarios del presente Convenio para su información.

3.	 Las Partes Contratantes harán todo lo posible por llegar a un acuerdo por consenso sobre 
cualquier propuesta de enmienda al presente Convenio o a cualquier protocolo. Una vez 
agotados todos los esfuerzos por lograr un consenso sin que se haya llegado a un acuerdo, 
la enmienda se adoptará, como último recurso, por mayoría de dos tercios de las Partes 
Contratantes en el instrumento de que se trate, presentes y votantes en la reunión, y será 
presentada a todas las Partes Contratantes por el Depositario para su ratificación, aceptación 
o aprobación.

4.	 La ratificación, aceptación o aprobación de las enmiendas serán notificadas al Depositario 
por escrito. Las enmiendas adoptadas de conformidad con el párrafo 3 de este artículo 
entrarán en vigor, respecto de las Partes que las hayan aceptado, el nonagésimo día después 
de la fecha del depósito de los instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación por 
dos tercios, como mínimo, de las Partes Contratantes en el presente Convenio o de las 
Partes en el protocolo de que se trate, salvo si en este último se dispone otra cosa. De allí en 
adelante, las enmiendas entrarán en vigor respecto de cualquier otra Parte el nonagésimo 
día después de la fecha en que esa Parte haya depositado su instrumento de ratificación, 
aceptación o aprobación de las enmiendas.

5.	 A los efectos de este artículo, por “Partes presentes y votantes” se entiende las Partes que 
estén presentes y emitan un voto afirmativo o negativo.

ART. 30. ADOPCIÓN Y ENMIENDA DE ANEXOS

1.	 Los anexos del presente Convenio o de cualquier protocolo formarán parte integrante del 
Convenio o de dicho protocolo, según proceda, y, a menos que se disponga expresamente 
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otra cosa, se entenderá que toda referencia al presente Convenio o sus protocolos atañe 
al mismo tiempo a cualquiera de los anexos. Esos anexos tratarán exclusivamente de 
cuestiones de procedimiento, científicas, técnicas y administrativas.

2.	 Salvo si se dispone otra cosa en cualquiera de los protocolos respecto de sus anexos, para 
la propuesta, adopción y entrada en vigor de anexos adicionales al presente Convenio o 
de anexos de un protocolo se seguirá el siguiente procedimiento:

a)	 Los anexos del presente Convenio y de cualquier protocolo se propondrán y adoptarán 
según el procedimiento prescrito en el artículo 29

b)	 Toda Parte que no pueda aceptar un anexo adicional del presente Convenio o un anexo 
de cualquiera de los protocolos en que sea Parte lo notificará por escrito al Depositario 
dentro del año siguiente a la fecha de la comunicación de la adopción por el Depositario. 
El Depositario comunicará sin demora a todas las Partes cualquier notificación recibida. 
Una Parte podrá en cualquier momento retirar una declaración anterior de objeción, y en 
tal caso los anexos entrarán en vigor respecto de dicha Parte, con sujeción a lo dispuesto 
en el apartado c) del presente artículo

c)	  Al vencer el plazo de un año contado desde la fecha de la comunicación de la adopción 
por el Depositario, el anexo entrará en vigor para todas las Partes en el presente Convenio 
o en el protocolo de que se trate que no hayan hecho una notificación de conformidad 
con lo dispuesto en el apartado b) de este párrafo.

3.	 La propuesta, adopción y entrada en vigor de enmiendas a los anexos del presente Convenio 
o de cualquier protocolo estarán sujetas al mismo procedimiento aplicado en el caso de la 
propuesta, adopción y entrada en vigor de anexos del Convenio o anexos de un protocolo.

4.	 Cuando un nuevo anexo o una enmienda a un anexo se relacione con una enmienda al 
presente Convenio o a cualquier protocolo, el nuevo anexo o el anexo modificado no 
entrará en vigor hasta que entre en vigor la enmienda al Convenio o al protocolo de que 
se trate.

ART. 31. DERECHO DE VOTO

1.	 Salvo lo dispuesto en el párrafo 2 de este artículo, cada una de las Partes Contratantes en 
el presente Convenio o en cualquier protocolo tendrá un voto.

2.	 Las organizaciones de integración económica regional ejercerán su derecho de voto, en 
asuntos de su competencia, con un número de votos igual al número de sus Estados 
miembros que sean Partes Contratantes en el presente Convenio o en el protocolo pertinente. 
Dichas organizaciones no ejercerán su derecho de voto si sus Estados miembros ejercen 
el suyo, y viceversa.

ART. 32. RELACIÓN ENTRE EL PRESENTE CONVENIO Y SUS PROTOCOLOS

1.	 Un Estado o una organización de integración económica regional no podrá ser Parte en un 
protocolo a menos que sea, o se haga al mismo tiempo, Parte Contratante en el presente 
Convenio.
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2.	 Las decisiones relativas a cualquier protocolo sólo podrán ser adoptadas por las Partes en 
el protocolo de que se trate. Cualquier Parte Contratante que no haya ratificado, aceptado 
o aprobado un protocolo podrá participar como observadora en cualquier reunión de las 
Partes en ese protocolo.

ART. 33. FIRMA

El presente Convenio estará abierto a la firma en Río de Janeiro para todos los Estados y para 
cualquier organización de integración económica regional desde el 5 de junio de 1992 hasta 
el 14 de junio de 1992, y en la Sede de las Naciones Unidas, en Nueva York, desde el 15 de 
junio de 1992 hasta el 4 de junio de 1993.

ART. 34. RATIFICACIÓN, ACEPTACIÓN O APROBACIÓN

1.	 El presente Convenio y cualquier protocolo estarán sujetos a ratificación, aceptación o 
aprobación por los Estados y por las organizaciones de integración económica regional. 
Los instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación se depositarán en poder del 
Depositario.

2.	 Toda organización de las que se mencionan en el párrafo 1 de este artículo que pase a ser 
Parte Contratante en el presente Convenio o en cualquier protocolo, sin que sean Partes 
Contratantes en ellos sus Estados miembros, quedará vinculada por todas las obligaciones 
contraídas en virtud del Convenio o del protocolo, según corresponda. En el caso de dichas 
organizaciones, cuando uno o varios de sus Estados miembros sean Partes Contratantes en 
el presente Convenio o en el protocolo pertinente, la organización y sus Estados miembros 
decidirán acerca de sus responsabilidades respectivas en cuanto al cumplimiento de las 
obligaciones contraídas en virtud del Convenio o del protocolo, según corresponda. En 
tales casos, la organización y los Estados miembros no estarán facultados para ejercer 
concurrentemente los derechos previstos en el presente Convenio o en el protocolo 
pertinente.

3.	 En sus instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación, las organizaciones mencionadas 
en el párrafo 1 de este artículo declararán el ámbito de su competencia con respecto 
a las materias reguladas por el presente Convenio o por el protocolo pertinente. Esas 
organizaciones también informarán al Depositario sobre cualquier modificación pertinente 
del ámbito de su competencia.

ART. 35. ADHESIÓN

1.	 El presente Convenio y cualquier protocolo estarán abiertos a la adhesión de los Estados 
y de las organizaciones de integración económica regional a partir de la fecha en que 
expire el plazo para la firma del Convenio o del protocolo pertinente. Los instrumentos de 
adhesión se depositarán en poder del Depositario.

2.	 En sus instrumentos de adhesión, las organizaciones a que se hace referencia en el párrafo 
1 de este artículo declararán el ámbito de su competencia con respecto a las materias 
reguladas por el presente Convenio o por el protocolo pertinente. Esas organizaciones 
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también informarán al Depositario sobre cualquier modificación pertinente del ámbito de 
su competencia.

3.	 Las disposiciones del párrafo 2 del artículo 34 se aplicarán a las organizaciones de integración 
económica regional que se adhieran al presente Convenio o a cualquier protocolo.

ART. 36. ENTRADA EN VIGOR

1.	 El presente Convenio entrará en vigor el nonagésimo día después de la fecha en que haya 
sido depositado el trigésimo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión.

2.	 Todo protocolo entrará en vigor el nonagésimo día después de la fecha en que haya sido 
depositado el número de instrumentos de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión 
estipulado en dicho protocolo.

3.	 Respecto de cada Parte Contratante que ratifique, acepte o apruebe el presente Convenio o 
que se adhiera a él después de haber sido depositado el trigésimo instrumento de ratificación, 
aceptación, aprobación o adhesión, el Convenio entrará en vigor el nonagésimo día después 
de la fecha en que dicha Parte haya depositado su instrumento de ratificación, aceptación, 
aprobación o adhesión.

4.	 Todo protocolo, salvo que en él se disponga otra cosa, entrará en vigor para la Parte 
Contratante que lo ratifique, acepte o apruebe o que se adhiera a él después de su entrada en 
vigor conforme a lo dispuesto en el párrafo 2 de este artículo el nonagésimo día después de 
la fecha en que dicha Parte Contratante deposite su instrumento de ratificación, aceptación, 
aprobación o adhesión, o en la fecha en que el presente Convenio entre en vigor para esa 
Parte Contratante, si esta segunda fecha fuera posterior.

5.	 A los efectos de los párrafos 1 y 2 de este artículo, los instrumentos depositados por una 
organización de integración económica regional no se considerarán adicionales a los 
depositados por los Estados miembros de tal organización.

ART. 37. RESERVAS

No se podrán formular reservas al presente Convenio.

ART. 38. DENUNCIA

1.	 En cualquier momento después de la expiración de un plazo de dos años contado desde 
la fecha de entrada en vigor de este Convenio para una Parte Contratante, esa Parte 
Contratante podrá denunciar el Convenio mediante notificación por escrito al Depositario.

2.	 Esa denuncia será efectiva después de la expiración de un plazo de un año contado desde 
la fecha en que el Depositario haya recibido la notificación, o en una fecha posterior que 
se haya especificado en la notificación de la denuncia.
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3.	 Se considerará que cualquier Parte Contratante que denuncie el presente Convenio denuncia 
también los protocolos en los que es Parte.

ART. 39. DISPOSICIONES FINANCIERAS PROVISIONALES

A condición de que se haya reestructurado plenamente, de conformidad con las disposiciones 
del artículo 21, el Fondo para el Medio Ambiente Mundial, del Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo, el Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente y el 
Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento, será la estructura institucional a que se 
hace referencia en el artículo 21 durante el período comprendido entre la entrada en vigor 
del presente Convenio y la primera reunión de la Conferencia de las Partes, o hasta que la 
Conferencia de las Partes decida establecer una estructura institucional de conformidad con 
el artículo 21.

ART. 40. ARREGLOS PROVISIONALES DE SECRETARÍA

La secretaría a que se hace referencia en el párrafo 2 del artículo 24 será, con carácter provisional, 
desde la entrada en vigor del presente Convenio hasta la primera reunión de la Conferencia 
de las Partes, la secretaría que al efecto establezca el Director Ejecutivo del Programa de las 
Naciones Unidas para el Medio Ambiente.

ART. 41. DEPOSITARIO

El Secretario General de las Naciones Unidas asumirá las funciones de Depositario del Presente 
Convenio y de cualesquiera protocolos.

ART. 42. TEXTOS AUTÉNTICOS

El original del presente Convenio, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso 
son igualmente auténticos, se depositará en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas. EN TESTIMONIO DE LO CUAL, los infrascritos, debidamente autorizados a ese efecto, 
firman el presente Convenio. Hecho en Río de Janeiro el cinco de junio de mil novecientos 
noventa y dos.

  ANEXO I

IDENTIFICACION Y SEGUIMIENTO

1.	 Ecosistemas y hábitats que: contengan una gran diversidad, un gran número de especies 
endémicas o en peligro, o vida silvestre; sean necesarios para las especies migratorias; 
tengan importancia social, económica, cultural o científica o sean representantivos o 
singulares o estén vinculados a procesos de evolución u otros procesos biológicos de 
importancia esencial

2.	 Especies y comunidades que: estén amenazadas; sean especies silvestres emparentadas con 
especies domesticadas o cultivadas; tengan valor medicinal o agrícola o valor económico 
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de otra índole tengan importancia social, científica o cultural o sean importantes para 
investigaciones sobre la conservación y la utilización sostenible de la diversidad biológica, 
como las especies características y

3.	 Descripción de genomas y genes de importancia social, científica o económica.

ANEXO II

PARTE 1

ARBITRAJ E

ART. 1
La parte demandante notificará a la secretaría que las partes someten la controversia a arbitraje 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 27 del Convenio. En la notificación se expondrá 
la cuestión que ha de ser objeto de arbitraje y se hará referencia especial a los artículos del 
Convenio o del protocolo de cuya interpretación o aplicación se trate. Si las partes no se ponen 
de acuerdo sobre el objeto de la controversia antes de que se nombre al presidente del tribunal, 
el tribunal arbitral determinará esa cuestión. La secretaría comunicará las informaciones así 
recibidas a todas las Partes Contratantes en el Convenio o en el protocolo interesadas.

ART. 2

1.	 En las controversias entre dos Partes, el tribunal arbitral estará compuesto de tres miembros. 
Cada una de las partes en la controversia nombrará un árbitro, y los dos árbitros así nombrados 
designarán de común acuerdo al tercer árbitro, quien asumirá la presidencia del tribunal. 
Ese último árbitro no deberá ser nacional de ninguna de las partes en la controversia, ni 
tener residencia habitual en el territorio de ninguna de esas partes, ni estar al servicio de 
ninguna de ellas, ni haberse ocupado del asunto en ningún otro concepto.

2.	 En las controversias entre más de dos Partes, aquellas que compartan un mismo interés 
nombrarán de común acuerdo un árbitro.

3.	 Toda vacante que se produzca se cubrirá en la forma prescrita para el nombramiento inicial.

ART. 3

1.	 Si el presidente del tribunal arbitral no hubiera sido designado dentro de los dos meses 
siguientes al nombramiento del segundo árbitro, el Secretario General de las Naciones 
Unidas, a instancia de una parte, procederá a su designación en un nuevo plazo de dos 
meses.

2.	 Si dos meses después de la recepción de la demanda una de las partes en la controversia 
no ha procedido al nombramiento de un árbitro, la otra parte podrá informar de ello al 
Secretario General de las Naciones Unidas, quien designará al otro árbitro en un nuevo 
plazo de dos meses.
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ART. 4
El tribunal arbitral adoptará su decisión de conformidad con las disposiciones del presente 
Convenio y de cualquier protocolo de que se trate, y del derecho internacional.

ART. 5
A menos que las partes en la controversia decidan otra cosa, el tribunal arbitral adoptará su 
propio procedimiento.

ART. 6
El tribunal arbitral podrá, a solicitud de una de las partes, recomendar medidas de protección 
básicas provisionales.

ART. 7
Las partes en la controversia deberán facilitar el trabajo del tribunal arbitral y, en particular, 
utilizando todos los medios de que disponen, deberán:

a)	 Proporcionarle todos los documentos, información y facilidades pertinentes; y
b)	 Permitirle que, cuando sea necesario, convoque a testigos o expertos para oír sus declaraciones.

ART. 8
Las partes y los árbitros quedan obligados a proteger el carácter confidencial de cualquier 
información que se les comunique con ese carácter durante el procedimiento del tribunal arbitral.

ART. 9
A menos que el tribunal arbitral decida otra cosa, debido a las circunstancias particulares del 
caso, los gastos del tribunal serán sufragados a partes iguales por las partes en la controversia. 
El tribunal llevará una relación de todos sus gastos y presentará a las partes un estado final 
de los mismos.

ART. 10
Toda Parte que tenga en el objeto de la controversia un interés de carácter jurídico que pueda 
resultar afectado por la decisión podrá intervenir en el proceso con el consentimiento del tribunal.

ART. 11
El tribunal podrá conocer de las reconvenciones directamente basadas en el objeto de la 
controversia y resolver sobre ellas.

ART. 12
Las decisiones del tribunal arbitral, tanto en materia de procedimiento como sobre el fondo, 
se adoptarán por mayoría de sus miembros.

ART. 13
Si una de las partes en la controversia no comparece ante el tribunal arbitral o no defiende 
su causa, la otra parte podrá pedir al tribunal que continúe el procedimiento y que adopte 
su decisión definitiva. Si una parte no comparece o no defiende su causa, ello no impedirá la 
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continuación del procedimiento. Antes de pronunciar su decisión definitiva, el tribunal arbitral 
deberá cerciorarse de que la demanda está bien fundada de hecho y de derecho.

ART. 14
El tribunal adoptará su decisión definitiva dentro de los cinco meses a partir de la fecha en 
que quede plenamente constituido, excepto si considera necesario prorrogar ese plazo por 
un período no superior a otros cinco meses.

ART. 15
La decisión definitiva del tribunal arbitral se limitará al objeto de la controversia y será motivada. 
En la decisión definitiva figurarán los nombres de los miembros que la adoptaron y la fecha 
en que se adoptó. Cualquier miembro del tribunal podrá adjuntar a la decisión definitiva una 
opinión separada o discrepante.

ART. 16
La decisión definitiva no podrá ser impugnada, a menos que las partes en la controversia hayan 
convenido de antemano un procedimiento de apelación.

ART. 17
Toda controversia que surja entre las partes respecto de la interpretación o forma de ejecución 
de la decisión definitiva podrá ser sometida por cualesquiera de las partes al tribunal arbitral 
que adoptó la decisión definitiva.

PARTE 2

CONCILIACION

ART. 1
Se creará una comisión de conciliación a solicitud de una de las partes en la controversia. Esa 
comisión, a menos que las partes acuerden otra cosa, estará integrada por cinco miembros, 
dos de ellos nombrados por cada parte interesada y un presidente elegido conjuntamente 
por esos miembros.

ART. 2
En las controversias entre más de dos partes, aquellas que compartan un mismo interés 
nombrarán de común acuerdo sus miembros en la comisión. Cuando dos o más partes tengan 
intereses distintos o haya desacuerdo en cuanto a las partes que tengan el mismo interés, 
nombrarán sus miembros por separado.

ART. 3
Si en un plazo de dos meses a partir de la fecha de la solicitud de crear una comisión de 
conciliación, las partes no han nombrado los miembros de la comisión, el Secretario General 
de las Naciones Unidas, a instancia de la parte que haya hecho la solicitud, procederá a su 
nombramiento en un nuevo plazo de dos meses.
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ART. 4
Si el presidente de la comisión de conciliación no hubiera sido designado dentro de los dos 
meses siguientes al nombramiento de los últimos miembros de la comisión, el Secretario 
General de las Naciones Unidas, a instancia de una parte, procederá a su designación en un 
nuevo plazo de dos meses.

ART. 5
La comisión de conciliación tomará sus decisiones por mayoría de sus miembros. A menos 
que las partes en la controversia decidan otra cosa, determinará su propio procedimiento. La 
comisión adoptará una propuesta de resolución de la controversia que las partes examinarán 
de buena fe.

ART. 6
Cualquier desacuerdo en cuanto a la competencia de la comisión de conciliación será decidido 
por la comisión.

SIGNATARIOS DEL CONVENIO SOBRE LA DIVERSIDAD BIOLOGICA EN LA CONFERENCIA 
DE LAS NACIONES UNIDAS SOBRE EL MEDIO AMBIENTE Y EL DESARROLLO

(RÍO DE JANEIRO, 3 A 14 DE JUNIO DE 1992)

Signatario Fecha de la firma

1.	 Antigua y Barbuda 5 de junio de 1992
2.	 Australia 5 de junio de 1992
3.	 Bangladesh 5 de junio de 1992
4.	 Bélgica 5 de junio de 1992
5.	 Brasil 5 de junio de 1992
6.	 Finlandia 5 de junio de 1992
7.	 India 5 de junio de 1992
8.	 Indonesia 5 de junio de 1992
9.	 Italia 5 de junio de 1992
10.	 Liechtenstein 5 de junio de 1992
11.	 República de Moldova 5 de junio de 1992
12.	 Nauru 5 de junio de 1992
13.	 Países Bajos 5 de junio de 1992
14.	 Pakistán 5 de junio de 1992
15.	 Polonia 5 de junio de 1992
16.	 Rumania 5 de junio de 1992
17.	 Botswana 8 de junio de 1992
18.	 Madagascar 8 de junio de 1992
19.	 Suecia 8 de junio de 1992
20.	 Tuvalu 8 de junio de 1992

21.	 Yugoslavia 8 de junio de 1992
22.	 Bahrein 9 de junio de 1992
23.	 Ecuador 9 de junio de 1992
24.	 Egipto 9 de junio de 1992
25.	 Kazajstán 9 de junio de 1992
26.	 Kuwait 9 de junio de 1992
27.	 Luxemburgo 9 de junio de 1992
28.	 Noruega 9 de junio de 1992
29.	 Sudán 9 de junio de 1992
30.	 Uruguay 9 de junio de 1992
31.	 Vanuatu 9 de junio de 1992
32.	 Côte d’Ivoire 10 de junio de 1992
33.	 Etiopía 10 de junio de 1992
34.	 Islandia 10 de junio de 1992
35.	 Malawi 10 de junio de 1992
36.	 Mauricio 10 de junio de 1992
37.	 Omán 10 de junio de 1992
38.	 Rwanda 10 de junio de 1992
39.	 San Marino 10 de junio de 1992
40.	 Seychelles 10 de junio de 1992



707

Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales

41.	 Sri Lanka 10 de junio de 1992
42.	 Belarús 11 de junio de 1992
43.	 Bhután 11 de junio de 1992
44.	 Burundi 11 de junio de 1992
45.	 Canadá 11 de junio de 1992
46.	 China 11 de junio de 1992
47.	 Comoras 11 de junio de 1992
48.	 Congo 11 de junio de 1992
49.	 Croacia 11 de junio de 1992
50.	 República Popular Democrática de Corea 

11 de junio de 1992
51.	 Israel 11 de junio de 1992
52.	 Jamaica 11 de junio de 1992
53.	 Jordania 11 de junio de 1992
54.	 Kenya 11 de junio de 1992
55.	 Letonia 11 de junio de 1992
56.	 Lesotho 11 de junio de 1992
57.	 Lituania 11 de junio de 1992
58.	 Mónaco 11 de junio de 1992
59.	 Myanmar 11 de junio de 1992
60.	 Níger 11 de junio de 1992
61.	 Qatar 11 de junio de 1992
62.	 Trinidad y Tabago 11 de junio de 1992
63.	 Turquía 11 de junio de 1992
64.	 Ucrania 11 de junio de 1992
65.	 Emiratos Arabes Unidos 11 de junio de 1992
66.	 Zaire 11 de junio de 1992
67.	 Zambia 11 de junio de 1992
68.	 Afganistán 12 de junio de 1992
69.	 Angola 12 de junio de 1992
70.	 Argentina 12 de junio de 1992
71.	 Azerbaiyán 12 de junio de 1992
72.	 Bahamas 12 de junio de 1992
73.	 Barbados 12 de junio de 1992
74.	 Bulgaria 12 de junio de 1992
75.	 Burkina Faso 12 de junio de 1992
76.	 Cabo Verde 12 de junio de 1992
77.	 Chad 12 de junio de 1992
78.	 Colombia 12 de junio de 1992
79.	 Islas Cook 12 de junio de 1992
80.	 Cuba 12 de junio de 1992
81.	 Chipre 12 de junio de 1992
82.	 Dinamarca 12 de junio de 1992
83.	 Estonia 12 de junio de 1992
84.	 Gabón 12 de junio de 1992

85.	 Gambia 12 de junio de 1992
86.	 Alemania 12 de junio de 1992
87.	 Ghana 12 de junio de 1992
88.	 Grecia 12 de junio de 1992
89.	 Guinea 12 de junio de 1992
90.	 GuineaBissau 12 de junio de 1992
91.	 Líbano 12 de junio de 1992
92.	 Liberia 12 de junio de 1992
93.	 Malasia 12 de junio de 1992
94.	 Maldivas 12 de junio de 1992
95.	 Malta 12 de junio de 1992
96.	 Islas Marshall 12 de junio de 1992
97.	 Mauritania 12 de junio de 1992
98.	 Micronesia 12 de junio de 1992
99.	 Mongolia 12 de junio de 1992
100.Mozambique 12 de junio de 1992
101.Namibia 12 de junio de 1992
102.	Nepal 12 de junio de 1992
103.	Nueva Zelandia 12 de junio de 1992
104.	Paraguay 12 de junio de 1992
105.	Perú 12 de junio de 1992
106.	Filipinas 12 de junio de 1992
107.	Saint Kitts y Nevis 12 de junio de 1992
108.	Samoa 12 de junio de 1992
109.	Santo Tomé y Príncipe 12 de junio de 	

1992
110.	Swazilandia 12 de junio de 1992
111.	Suiza 12 de junio de 1992
112.	Tailandia 12 de junio de 1992
113.	Togo 12 de junio de 1992
114.	Uganda 12 de junio de 1992
115.	Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del 

Norte 12 de junio de 1992
116.	República Unida de Tanzanía 12 de junio de 

1992
117.	 Venezuela 12 de junio de 1992
118.	Yemen 12 de junio de 1992
119.	Zimbabwe 12 de junio de 1992
120.	Argelia 13 de junio de 1992
121.	Armenia 13 de junio de 1992
122.	Austria 13 de junio de 1992
123.	Belice 13 de junio de 1992
124.	Benin 13 de junio de 1992
125.	Bolivia 13 de junio de 1992
126.	República Centroafricana 13 de junio de 1992
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127.	Chile 13 de junio de 1992
128.	Costa Rica 13 de junio de 1992
129.	Djibouti 13 de junio de 1992
130.	República Dominicana 13 de junio de 1992
131.	El Salvador 13 de junio de 1992
132.	Comunidad Económica Europea 13 de junio de 1992
133.	Francia 13 de junio de 1992
134.	Guatemala 13 de junio de 1992
135.	Guyana 13 de junio de 1992
136.	Haití 13 de junio de 1992
137.	Hungría 13 de junio de 1992
138.	Honduras 13 de junio de 1992
139.	Irlanda 13 de junio de 1992
140.	Japón 13 de junio de 1992
141.	México 13 de junio de 1992
142.	Marruecos 13 de junio de 1992
143.	Nicaragua 13 de junio de 1992
144.	Nigeria 13 de junio de 1992
145.	Panamá 13 de junio de 1992
146.	Papua Nueva Guinea 13 de junio de 1992
147.	Portugal 13 de junio de 1992
148.	República de Corea 13 de junio de 1992
149.	Federación de Rusia 13 de junio de 1992
150.	Senegal 13 de junio de 1992
151.	Eslovenia 13 de junio de 1992
152.	Islas Salomón 13 de junio de 1992
153.	España 13 de junio de 1992
154.	Suriname 13 de junio de 1992
155.	Túnez 13 de junio de 1992
156.	Camerún 14 de junio de 1952
157.	Irán (República Islámica del) 14 de junio de 1952
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El 35 % de la población en la región centroamericana tiene menos 
de 35 años. Ese bono demográfico representa importantes retos y 
oportunidades para construir desde la visión de la juventud: la REGIÓN 
QUE VIENE. 

SICA Joven busca ser un espacio en el cual los jóvenes líderes de los 
países miembros del SICA, puedan construir y coordinar acciones a 
nivel de sus instituciones/ organizaciones con un enfoque regional, 
con la finalidad de, vincularlos con la visión regional y al proceso de 
integración centroamericana y, con ello, construir juntos una región 
de oportunidades.
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PROTOCOLO DE KYOTO DE LA CONVENCIÓN MARCO DE 
LAS NACIONES UNIDAS SOBRE EL CAMBIO CLIMÁTICO

Las Partes en el presente Protocolo,

Siendo Partes en la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, en 
adelante “la Convención”,

Persiguiendo el objetivo último de la Convención enunciado en su artículo 2,

Recordando las disposiciones de la Convención,

Guiadas por el artículo 3 de la Convención,

En cumplimiento del Mandato de Berlín, aprobado mediante la decisión 1/CP.1 de la Conferencia 
de las Partes en la Convención en su primer período de sesiones,

Han convenido en lo siguiente:

ART. 1

A los efectos del presente Protocolo se aplicarán las definiciones contenidas en el artículo 1 
de la Convención. Además:

1.	 Por “Conferencia de las Partes” se entiende la Conferencia de las Partes en la Convención.

2.	 Por “Convención” se entiende la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio 
Climático, aprobada en Nueva York el 9 de mayo de 1992.

3.	 Por “Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio Climático” se entiende el grupo 
intergubernamental de expertos sobre el cambio climático establecido conjuntamente 
por la Organización Meteorológica Mundial y el Programa de las Naciones Unidas para el 
Medio Ambiente en 1988.

4.	 Por “Protocolo de Montreal” se entiende el Protocolo de Montreal relativo a las sustancias 
que agotan la capa de ozono aprobado en Montreal el 16 de septiembre de 1987 y en su 
forma posteriormente ajustada y enmendada.

5.	 Por “Partes presentes y votantes” se entiende las Partes presentes que emiten un voto 
afirmativo o negativo.

6.	 Por “Parte” se entiende, a menos que del contexto se desprenda otra cosa, una Parte en el 
presente Protocolo.
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7.	 Por “Parte incluida en el anexo I” se entiende una Parte que figura en el anexo I de la 
Convención, con las enmiendas de que pueda ser objeto, o una Parte que ha hecho la 
notificación prevista en el inciso g) del párrafo 2 del artículo 4 de la Convención.

ART. 2

1.	 Con el fin de promover el desarrollo sostenible, cada una de las Partes incluidas en el anexo 
I, al cumplir los compromisos cuantificados de limitación y reducción de las emisiones 
contraídos en virtud del artículo 3:

a)	 Aplicará y/o seguirá elaborando políticas y medidas de conformidad con sus circunstancias 
nacionales, por ejemplo, las siguientes:

i)	 fomento de la eficiencia energética en los sectores pertinentes de la economía nacional;
ii)	 protección y mejora de los sumideros y depósitos de los gases de efecto invernadero 

no controlados por el Protocolo de Montreal, teniendo en cuenta sus compromisos en 
virtud de los acuerdos internacionales pertinentes sobre el medio ambiente; promoción 
de prácticas sostenibles de gestión forestal, la forestación y la reforestación;

iii)	 promoción de modalidades agrícolas sostenibles a la luz de las consideraciones del 
cambio climático;

iv)	 investigación, promoción, desarrollo y aumento del uso de formas nuevas y renovables de 
energía, de tecnologías de secuestro del dióxido de carbono y de tecnologías avanzadas 
y novedosas que sean ecológicamente racionales;

v)	 reducción progresiva o eliminación gradual de las deficiencias del mercado, los incentivos 
fiscales, las exenciones tributarias y arancelarias y las subvenciones que sean contrarios al 
objetivo de la Convención en todos los sectores emisores de gases de efecto invernadero 
y aplicación de instrumentos de mercado;

vi)	 fomento de reformas apropiadas en los sectores pertinentes con el fin de promover 
unas políticas y medidas que limiten o reduzcan las emisiones de los gases de efecto 
invernadero no controlados por el Protocolo de Montreal;

vii)	medidas para limitar y/o reducir las emisiones de los gases de efecto invernadero no 
controlados por el Protocolo de Montreal en el sector del transporte;

viii)	limitación y/o reducción de las emisiones de metano mediante su recuperación y 
utilización en la gestión de los desechos, así como en la producción, el transporte y la 
distribución de energía;

b)	 Cooperará con otras Partes del anexo I para fomentar la eficacia individual y global de las 
políticas y medidas que se adopten en virtud del presente artículo, de conformidad con el 
apartado i) del inciso e) del párrafo 2 del artículo 4 de la Convención. Con este fin, estas 
Partes procurarán intercambiar experiencia e información sobre tales políticas y medidas, en 
particular concibiendo las formas de mejorar su comparabilidad, transparencia y eficacia. La 
Conferencia de las Partes en calidad de reunión de las Partes en el presente Protocolo, en su 
primer período de sesiones o tan pronto como sea posible después de éste, examinará los 
medios de facilitar dicha cooperación, teniendo en cuenta toda la información pertinente.

2.	 Las Partes incluidas en el anexo I procurarán limitar o reducir las emisiones de gases de efecto 
invernadero no controlados por el Protocolo de Montreal generadas por los combustibles 
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del transporte aéreo y marítimo internacional trabajando por conducto de la Organización 
de Aviación Civil Internacional y la Organización Marítima Internacional, respectivamente.

3.	 Las Partes incluidas en el anexo I se empeñarán en aplicar las políticas y medidas a que se 
refiere el presente artículo de tal manera que se reduzcan al mínimo los efectos adversos, 
comprendidos los efectos adversos del cambio climático, efectos en el comercio internacional 
y repercusiones sociales, ambientales y económicas, para otras Partes, especialmente las 
Partes que son países en desarrollo y en particular las mencionadas en los párrafos 8 y 
9 del artículo 4 de la Convención, teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 3 de la 
Convención. La Conferencia de las Partes en calidad de reunión de las Partes en el presente 
Protocolo podrá adoptar otras medidas, según corresponda, para promover el cumplimiento 
de lo dispuesto en este párrafo.

4.	 Si considera que convendría coordinar cualesquiera de las políticas y medidas señaladas 
en el inciso a) del párrafo 1 supra, la Conferencia de las Partes en calidad de reunión de las 
Partes en el presente Protocolo, teniendo en cuenta las diferentes circunstancias nacionales 
y los posibles efectos, examinará las formas y medios de organizar la coordinación de dichas 
políticas y medidas.

ART. 3

1.	 Las Partes incluidas en el anexo I se asegurarán, individual o conjuntamente, de que sus 
emisiones antropógenas agregadas, expresadas en dióxido de carbono equivalente, de 
los gases de efecto invernadero enumerados en el anexo A no excedan de las cantidades 
atribuidas a ellas, calculadas en función de los compromisos cuantificados de limitación 
y reducción de las emisiones consignados para ellas en el anexo B y de conformidad con 
lo dispuesto en el presente artículo, con miras a reducir el total de sus emisiones de esos 
gases a un nivel inferior en no menos de 5 % al de 1990 en el período de compromiso 
comprendido entre el año 2008 y el 2012.

2.	 Cada una de las Partes incluidas en el anexo I deberá poder demostrar para el año 2005 un 
avance concreto en el cumplimiento de sus compromisos contraídos en virtud del presente 
Protocolo.

3.	 Las variaciones netas de las emisiones por las fuentes y la absorción por los sumideros de 
gases de efecto invernadero que se deban a la actividad humana directamente relacionada 
con el cambio del uso de la tierra y la silvicultura, limitada a la forestación, reforestación y 
deforestación desde 1990, calculadas como variaciones verificables del carbono almacenado 
en cada período de compromiso, serán utilizadas a los efectos de cumplir los compromisos 
de cada Parte incluida en el anexo I dimanantes del presente artículo. Se informará de las 
emisiones por las fuentes y la absorción por los sumideros de gases de efecto invernadero 
que guarden relación con esas actividades de una manera transparente y verificable y se 
las examinará de conformidad con lo dispuesto en los artículos 7 y 8.

4.	 Antes del primer período de sesiones de la Conferencia de las Partes en calidad de reunión 
de las Partes en el presente Protocolo, cada una de las Partes incluidas en el anexo I 
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presentará al Órgano Subsidiario de Asesoramiento Científico y Tecnológico, para su 
examen, datos que permitan establecer el nivel del carbono almacenado correspondiente 
a 1990 y hacer una estimación de las variaciones de ese nivel en los años siguientes. En su 
primer período de sesiones o lo antes posible después de éste, la Conferencia de las Partes 
en calidad de reunión de las Partes en el presente Protocolo determinará las modalidades, 
normas y directrices sobre la forma de sumar o restar a las cantidades atribuidas a las 
Partes del anexo I actividades humanas adicionales relacionadas con las variaciones de las 
emisiones por las fuentes y la absorción por los sumideros de gases de efecto invernadero 
en las categorías de suelos agrícolas y de cambio del uso de la tierra y silvicultura y sobre 
las actividades que se hayan de sumar o restar, teniendo en cuenta las incertidumbres, la 
transparencia de la presentación de informes, la verificabilidad, la labor metodológica del 
Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio Climático, el asesoramiento prestado 
por el Órgano Subsidiario de Asesoramiento Científico y Tecnológico de conformidad con 
el artículo 5 y las decisiones de la Conferencia de las Partes. Tal decisión se aplicará en 
los períodos de compromiso segundo y siguientes. Una Parte podrá optar por aplicar tal 
decisión sobre estas actividades humanas adicionales para su primer período de compromiso, 
siempre que estas actividades se hayan realizado desde 1990.

5.	 Las Partes incluidas en el anexo I que están en vías de transición a una economía de mercado 
y que hayan determinado su año o período de base con arreglo a la decisión 9/CP.2, adoptada 
por la Conferencia de las Partes en su segundo período de sesiones, utilizarán ese año o 
período de base para cumplir sus compromisos dimanantes del presente artículo. Toda otra 
Parte del anexo I que esté en transición a una economía de mercado y no haya presentado 
aún su primera comunicación nacional con arreglo al artículo 12 de la Convención podrá 
también notificar a la Conferencia de las Partes en calidad de reunión de las Partes en el 
presente Protocolo que tiene la intención de utilizar un año o período histórico de base 
distinto del año 1990 para cumplir sus compromisos dimanantes del presente artículo. La 
Conferencia de las Partes en calidad de reunión de las Partes en el presente Protocolo se 
pronunciará sobre la aceptación de dicha notificación.

6.	 Teniendo en cuenta lo dispuesto en el párrafo 6 del artículo 4 de la Convención, la Conferencia 
de las Partes en calidad de reunión de las Partes en el presente Protocolo concederá un 
cierto grado de flexibilidad a las Partes del anexo I que están en transición a una economía 
de mercado para el cumplimiento de sus compromisos dimanantes del presente Protocolo, 
que no sean los previstos en este artículo.

7.	 En el primer período de compromiso cuantificado de limitación y reducción de las emisiones, 
del año 2008 al 2012, la cantidad atribuida a cada Parte incluida en el anexo I será igual al 
porcentaje consignado para ella en el anexo B de sus emisiones antropógenas agregadas, 
expresadas en dióxido de carbono equivalente, de los gases de efecto invernadero enumerados 
en el anexo A correspondientes a 1990, o al año o período de base determinado con arreglo 
al párrafo 5 supra, multiplicado por cinco. Para calcular la cantidad que se les ha de atribuir, 
las Partes del anexo I para las cuales el cambio del uso de la tierra y la silvicultura constituían 
una fuente neta de emisiones de gases de efecto invernadero en 1990 incluirán en su año 
de base 1990 o período de base las emisiones antropógenas agregadas por las fuentes, 
expresadas en dióxido de carbono equivalente, menos la absorción por los sumideros en 
1990 debida al cambio del uso de la tierra.
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8.	 Toda Parte incluida en el anexo I podrá utilizar el año 1995 como su año de base para los 
hidrofluorocarbonos, los perfluorocarbonos y el hexafluoruro de azufre para hacer los 
cálculos a que se refiere el párrafo 7 supra.

9.	 Los compromisos de las Partes incluidas en el anexo I para los períodos siguientes se 
establecerán en enmiendas al anexo B del presente Protocolo que se adoptarán de 
conformidad con lo dispuesto en el párrafo 7 del artículo 21. La Conferencia de las Partes 
en calidad de reunión de las Partes en el presente Protocolo comenzará a considerar esos 
compromisos al menos siete años antes del término del primer período de compromiso a 
que se refiere el párrafo 1 supra.

10.	Toda unidad de reducción de emisiones, o toda fracción de una cantidad atribuida, que 
adquiera una Parte de otra Parte con arreglo a lo dispuesto en el artículo 6 o el artículo 17 
se sumará a la cantidad atribuida a la Parte que la adquiera.

11.	Toda unidad de reducción de emisiones, o toda fracción de una cantidad atribuida, que 
transfiera una Parte a otra Parte con arreglo a lo dispuesto en el artículo 6 o el artículo 17 
se deducirá de la cantidad atribuida a la Parte que la transfiera.

12.	Toda unidad de reducción certificada de emisiones que adquiera una Parte de otra Parte 
con arreglo a lo dispuesto en el artículo 12 se agregará a la cantidad atribuida a la Parte 
que la adquiera.

13.	Si en un período de compromiso las emisiones de una Parte incluida en el anexo I son 
inferiores a la cantidad atribuida a ella en virtud del presente artículo, la diferencia se agregará, 
a petición de esa Parte, a la cantidad que se atribuya a esa Parte para futuros períodos de 
compromiso.

14.	Cada Parte incluida en el anexo I se empeñará en cumplir los compromisos señalados 
en el párrafo 1 supra de manera que se reduzcan al mínimo las repercusiones sociales, 
ambientales y económicas adversas para las Partes que son países en desarrollo, en particular 
las mencionadas en los párrafos 8 y 9 del artículo 4 de la Convención. En consonancia 
con las decisiones pertinentes de la Conferencia de las Partes sobre la aplicación de esos 
párrafos, la Conferencia de las Partes en calidad de reunión de las Partes en el presente 
Protocolo estudiará en su primer período de sesiones las medidas que sea necesario 
tomar para reducir al mínimo los efectos adversos del cambio climático y/o el impacto 
de la aplicación de medidas de respuesta para las Partes mencionadas en esos párrafos. 
Entre otras, se estudiarán cuestiones como la financiación, los seguros y la transferencia 
de tecnología.

ART. 4

1.	 Se considerará que las Partes incluidas en el anexo I que hayan llegado a un acuerdo para 
cumplir conjuntamente sus compromisos dimanantes del artículo 3 han dado cumplimiento 
a esos compromisos si la suma total de sus emisiones antropógenas agregadas, expresadas 
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en dióxido de carbono equivalente, de los gases de efecto invernadero enumerados en 
el anexo A no excede de las cantidades atribuidas a ellas, calculadas en función de los 
compromisos cuantificados de limitación y reducción de las emisiones consignados para 
ellas en el anexo B y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3.  En el acuerdo se 
consignará el nivel de emisión respectivo asignado a cada una de las Partes en el acuerdo.

2.	 Las Partes en todo acuerdo de este tipo notificarán a la secretaría el contenido del acuerdo 
en la fecha de depósito de sus instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación del 
presente Protocolo o de adhesión a éste. La secretaría informará a su vez a las Partes y 
signatarios de la Convención el contenido del acuerdo.

3.	 Todo acuerdo de este tipo se mantendrá en vigor mientras dure el período de compromiso 
especificado en el párrafo 7 del artículo 3.

4.	 Si las Partes que actúan conjuntamente lo hacen en el marco de una organización regional 
de integración económica y junto con ella, toda modificación de la composición de la 
organización tras la aprobación del presente Protocolo no incidirá en los compromisos ya 
vigentes en virtud del presente Protocolo. Todo cambio en la composición de la organización 
se tendrá en cuenta únicamente a los efectos de los compromisos que en virtud del artículo 
3 se contraigan después de esa modificación.

5.	 En caso de que las Partes en semejante acuerdo no logren el nivel total combinado de 
reducción de las emisiones fijado para ellas, cada una de las Partes en ese acuerdo será 
responsable del nivel de sus propias emisiones establecido en el acuerdo.

6.	 Si las Partes que actúan conjuntamente lo hacen en el marco de una organización regional 
de integración económica que es Parte en el presente Protocolo y junto con ella, cada 
Estado miembro de esa organización regional de integración económica, en forma individual 
y conjuntamente con la organización regional de integración económica, de acuerdo con 
lo dispuesto en el artículo 24, será responsable, en caso de que no se logre el nivel total 
combinado de reducción de las emisiones, del nivel de sus propias emisiones notificado 
con arreglo al presente artículo.

ART. 5

1.	 Cada Parte incluida en el anexo I establecerá, a más tardar un año antes del comienzo 
del primer período de compromiso, un sistema nacional que permita la estimación de las 
emisiones antropógenas por las fuentes y de la absorción por los sumideros de todos los 
gases de efecto invernadero no controlados por el Protocolo de Montreal. La Conferencia 
de las Partes en calidad de reunión de las Partes en el presente Protocolo impartirá en su 
primer período de sesiones las directrices en relación con tal sistema nacional, que incluirán 
las metodologías especificadas en el párrafo 2 infra.

2.	 Las metodologías para calcular las emisiones antropógenas por las fuentes y la absorción 
por los sumideros de todos los gases de efecto invernadero no controlados por el Protocolo 
de Montreal serán las aceptadas por el Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el 
Cambio Climático y acordadas por la Conferencia de las Partes en su tercer período de 
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sesiones. En los casos en que no se utilicen tales metodologías, se introducirán los ajustes 
necesarios conforme a las metodologías acordadas por la Conferencia de las Partes en 
calidad de reunión de las Partes en el presente Protocolo en su primer período de sesiones. 
Basándose en la labor del Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio Climático, 
en particular, y en el asesoramiento prestado por el Órgano Subsidiario de Asesoramiento 
Científico y Tecnológico, la Conferencia de las Partes en calidad de reunión de las Partes 
en el presente Protocolo examinará periódicamente y, según corresponda, revisará esas 
metodologías y ajustes, teniendo plenamente en cuenta las decisiones que pueda adoptar 
al respecto la Conferencia de las Partes. Toda revisión de metodologías o ajustes se aplicará 
exclusivamente a los efectos de determinar si se cumplen los compromisos que en virtud 
del artículo 3 se establezcan para un período de compromiso posterior a esa revisión.

3.	 Los potenciales de calentamiento atmosférico que se utilicen para calcular la equivalencia 
en dióxido de carbono de las emisiones antropógenas por las fuentes y de la absorción 
por los sumideros de los gases de efecto invernadero enumerados en el anexo A serán 
los aceptados por el Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio Climático y 
acordados por la Conferencia de las Partes en su tercer período de sesiones. Basándose en 
la labor del Grupo Intergubernamental de Expertos en el Cambio Climático, en particular, 
y en el asesoramiento prestado por el Órgano Subsidiario de Asesoramiento Científico 
y Tecnológico, la Conferencia de las Partes en calidad de reunión de las Partes en el 
presente Protocolo examinará periódicamente y, según corresponda, revisará el potencial 
de calentamiento atmosférico de cada uno de esos gases de efecto invernadero, teniendo 
plenamente en cuenta las decisiones que pueda adoptar al respecto la Conferencia de 
las Partes. Toda revisión de un potencial de calentamiento atmosférico será aplicable 
únicamente a los compromisos que en virtud del artículo 3 se establezcan para un período 
de compromiso posterior a esa revisión.

ART. 6

1.	 A los efectos de cumplir los compromisos contraídos en virtud del artículo 3, toda Parte 
incluida en el anexo I podrá transferir a cualquiera otra de esas Partes, o adquirir de ella, 
las unidades de reducción de emisiones resultantes de proyectos encaminados a reducir 
las emisiones antropógenas por las fuentes o incrementar la absorción antropógena por 
los sumideros de los gases de efecto invernadero en cualquier sector de la economía, con 
sujeción a lo siguiente:

a)	 Todo proyecto de ese tipo deberá ser aprobado por las Partes participantes;
b)	 Todo proyecto de ese tipo permitirá una reducción de las emisiones por las fuentes, o un 

incremento de la absorción por los sumideros, que sea adicional a cualquier otra reducción 
u otro incremento que se produciría de no realizarse el proyecto;

c)	 La Parte interesada no podrá adquirir ninguna unidad de reducción de emisiones si no ha 
dado cumplimiento a sus obligaciones dimanantes de los artículos 5 y 7; y

d)	 La adquisición de unidades de reducción de emisiones será suplementaria a las medidas 
nacionales adoptadas a los efectos de cumplir los compromisos contraídos en virtud del 
artículo 3.

2.	 La Conferencia de las Partes en calidad de reunión de las Partes en el presente Protocolo 
podrá, en su primer período de sesiones o tan pronto como sea posible después de éste, 
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establecer otras directrices para la aplicación del presente artículo, en particular a los efectos 
de la verificación y presentación de informes.

3.	 Una Parte incluida en el anexo I podrá autorizar a personas jurídicas a que participen, bajo 
la responsabilidad de esa Parte, en acciones conducentes a la generación, transferencia o 
adquisición en virtud de este artículo de unidades de reducción de emisiones.

4.	 Si, de conformidad con las disposiciones pertinentes del artículo 8, se plantea alguna 
cuestión sobre el cumplimiento por una Parte incluida en el anexo I de las exigencias a que 
se refiere el presente artículo, la transferencia y adquisición de unidades de reducción de 
emisiones podrán continuar después de planteada esa cuestión, pero ninguna Parte podrá 
utilizar esas unidades a los efectos de cumplir sus compromisos contraídos en virtud del 
artículo 3 mientras no se resuelva la cuestión del cumplimiento.

ART. 7

1.	 Cada una de las Partes incluidas en el anexo I incorporará en su inventario anual de las 
emisiones antropógenas por las fuentes y de la absorción por los sumideros de los gases de 
efecto invernadero no controlados por el Protocolo de Montreal, presentado de conformidad 
con las decisiones pertinentes de la Conferencia de las Partes, la información suplementaria 
necesaria a los efectos de asegurar el cumplimiento del artículo 3, que se determinará de 
conformidad con el párrafo 4 infra.

2.	 Cada una de las Partes incluidas en el anexo I incorporará en la comunicación nacional que 
presente de conformidad con el artículo 12 de la Convención la información suplementaria 
necesaria para demostrar el cumplimiento de los compromisos contraídos en virtud del 
presente Protocolo, que se determinará de conformidad con el párrafo 4 infra.

3.	 Cada una de las Partes incluidas en el anexo I presentará la información solicitada en el 
párrafo 1 supra anualmente, comenzando por el primer inventario que deba presentar 
de conformidad con la Convención para el primer año del período de compromiso 
después de la entrada en vigor del presente Protocolo para esa Parte. Cada una de esas 
Partes presentará la información solicitada en el párrafo 2 supra como parte de la primera 
comunicación nacional que deba presentar de conformidad con la Convención una vez 
que el presente Protocolo haya entrado en vigor para esa Parte y que se hayan adoptado 
las directrices a que se refiere el párrafo 4 infra. La frecuencia de la presentación ulterior 
de la información solicitada en el presente artículo será determinada por la Conferencia de 
las Partes en calidad de reunión de las Partes en el presente Protocolo, teniendo en cuenta 
todo calendario para la presentación de las comunicaciones nacionales que determine la 
Conferencia de las Partes.

4.	 La Conferencia de las Partes en calidad de reunión de las Partes en el presente Protocolo 
adoptará en su primer período de sesiones y revisará periódicamente en lo sucesivo directrices 
para la preparación de la información solicitada en el presente artículo, teniendo en cuenta 
las directrices para la preparación de las comunicaciones nacionales de las Partes incluidas 
en el anexo I adoptadas por la Conferencia de las Partes. La Conferencia de las Partes en 
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calidad de reunión de las Partes en el presente Protocolo decidirá también antes del primer 
período de compromiso las modalidades de contabilidad en relación con las cantidades 
atribuidas.

ART. 8

1.	 La información presentada en virtud del artículo 7 por cada una de las Partes incluidas en 
el anexo I será examinada por equipos de expertos en cumplimiento de las decisiones 
pertinentes de la Conferencia de las Partes y de conformidad con las directrices que adopte 
a esos efectos la Conferencia de las Partes en calidad de reunión de las Partes en el presente 
Protocolo con arreglo al párrafo 4 infra. La información presentada en virtud del párrafo 
1 del artículo 7 por cada una de las Partes incluidas en el anexo I será examinada en el 
marco de la recopilación anual de los inventarios y las cantidades atribuidas de emisiones 
y la contabilidad conexa. Además, la información presentada en virtud del párrafo 2 del 
artículo 7 por cada una de las Partes incluidas en el anexo I será estudiada en el marco del 
examen de las comunicaciones.

2.	 Esos equipos examinadores serán coordinados por la secretaría y estarán integrados por 
expertos escogidos entre los candidatos propuestos por las Partes en la Convención y, 
según corresponda, por organizaciones intergubernamentales, de conformidad con la 
orientación impartida a esos efectos por la Conferencia de las Partes.

3.	 El proceso de examen permitirá una evaluación técnica exhaustiva e integral de todos los 
aspectos de la aplicación del presente Protocolo, por una Parte. Los equipos de expertos 
elaborarán un informe a la Conferencia de las Partes en calidad de reunión de las Partes 
en el presente Protocolo, en el que evaluarán el cumplimiento de los compromisos de la 
Parte y determinarán los posibles problemas con que se tropiece y los factores que incidan 
en el cumplimiento de los compromisos. La secretaría distribuirá ese informe a todas las 
Partes en la Convención. La secretaría enumerará para su ulterior consideración por la 
Conferencia de las Partes en calidad de reunión de las Partes en el presente Protocolo las 
cuestiones relacionadas con la aplicación que se hayan señalado en esos informes.

4.	 La Conferencia de las Partes en calidad de reunión de las Partes en el presente Protocolo 
adoptará en su primer período de sesiones y revisará periódicamente en lo sucesivo 
directrices para el examen de la aplicación del presente Protocolo por los equipos de 
expertos, teniendo en cuenta las decisiones pertinentes de la Conferencia de las Partes.

5.	 La Conferencia de las Partes en calidad de reunión de las Partes en el presente Protocolo, 
con la asistencia del Órgano Subsidiario de Ejecución y, según corresponda, del Órgano 
Subsidiario de Asesoramiento Científico y Tecnológico, examinará:

a)	 La información presentada por las Partes en virtud del artículo 7 y los informes de los 
exámenes que hayan realizado de ella los expertos de conformidad con el presente artículo;y

b)	 Las cuestiones relacionadas con la aplicación que haya enumerado la secretaría de 
conformidad con el párrafo 3 supra, así como toda cuestión que hayan planteado las Partes.
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6.	 Habiendo examinado la información a que se hace referencia en el párrafo 5 supra, la 
Conferencia de las Partes en calidad de reunión de las Partes en el presente Protocolo 
adoptará sobre cualquier asunto las decisiones que sean necesarias para la aplicación del 
presente Protocolo.

ART. 9

1.	 La Conferencia de las Partes en calidad de reunión de las Partes en el presente Protocolo 
examinará periódicamente el presente Protocolo a la luz de las informaciones y estudios 
científicos más exactos de que se disponga sobre el cambio climático y sus repercusiones 
y de la información técnica, social y económica pertinente. Este examen se hará en 
coordinación con otros exámenes pertinentes en el ámbito de la Convención, en particular 
los que exigen el inciso d) del párrafo 2 del artículo 4 y el inciso a) del párrafo 2 del artículo 
7 de la Convención. Basándose en este examen, la Conferencia de las Partes en calidad de 
reunión de las Partes en el presente Protocolo adoptará las medidas que correspondan.

2.	 El primer examen tendrá lugar en el segundo período de sesiones de la Conferencia de 
las Partes en calidad de reunión de las Partes en el presente Protocolo. Los siguientes se 
realizarán de manera periódica y oportuna.

ART. 10

	 Todas las Partes, teniendo en cuenta sus responsabilidades comunes pero diferenciadas y 
las prioridades, objetivos y circunstancias concretos de su desarrollo nacional y regional, 
sin introducir ningún nuevo compromiso para las Partes no incluidas en el anexo I aunque 
reafirmando los compromisos ya estipulados en el párrafo 1 del artículo 4 de la Convención 
y llevando adelante el cumplimiento de estos compromisos con miras a lograr el desarrollo 
sostenible, teniendo en cuenta lo dispuesto en los párrafos 3, 5 y 7 del artículo 4 de la 
Convención:

a)	 Formularán, donde corresponda y en la medida de lo posible, unos programas nacionales 
y, en su caso, regionales para mejorar la calidad de los factores de emisión, datos de 
actividad y/o modelos locales que sean eficaces en relación con el costo y que reflejen las 
condiciones socioeconómicas de cada Parte para la realización y la actualización periódica 
de los inventarios nacionales de las emisiones antropógenas por las fuentes y la absorción 
por los sumideros de todos los gases de efecto invernadero no controlados por el Protocolo 
de Montreal, utilizando las metodologías comparables en que convenga la Conferencia de 
las Partes y de conformidad con las directrices para la preparación de las comunicaciones 
nacionales adoptadas por la Conferencia de las Partes;

b)	 Formularán, aplicarán, publicarán y actualizarán periódicamente programas nacionales y, 
en su caso, regionales que contengan medidas para mitigar el cambio climático y medidas 
para facilitar una adaptación adecuada al cambio climático;

i)	 tales programas guardarían relación, entre otras cosas, con los sectores de la energía, 
el transporte y la industria, así como con la agricultura, la silvicultura y la gestión de los 
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desechos. Es más, mediante las tecnologías y métodos de adaptación para la mejora de la 
planificación espacial se fomentaría la adaptación al cambio climático; y

ii)	 las Partes del anexo I presentarán información sobre las medidas adoptadas en virtud del 
presente Protocolo, en particular los programas nacionales, de conformidad con el artículo 
7, y otras Partes procurarán incluir en sus comunicaciones nacionales, según corresponda, 
información sobre programas que contengan medidas que a juicio de la Parte contribuyen 
a hacer frente al cambio climático y a sus repercusiones adversas, entre ellas medidas 
para limitar el aumento de las emisiones de gases de efecto invernadero e incrementar la 
absorción por los sumideros, medidas de fomento de la capacidad y medidas de adaptación;

c)	 Cooperarán en la promoción de modalidades eficaces para el desarrollo, la aplicación y la 
difusión de tecnologías, conocimientos especializados, prácticas y procesos ecológicamente 
racionales en lo relativo al cambio climático, y adoptarán todas las medidas viables para 
promover, facilitar y financiar, según corresponda, la transferencia de esos recursos o el 
acceso a ellos, en particular en beneficio de los países en desarrollo, incluidas la formulación 
de políticas y programas para la transferencia efectiva de tecnologías ecológicamente 
racionales que sean de propiedad pública o de dominio público y la creación en el sector 
privado de un clima propicio que permita promover la transferencia de tecnologías 
ecológicamente racionales y el acceso a éstas;

d)	 Cooperarán en investigaciones científicas y técnicas y promoverán el mantenimiento y el 
desarrollo de procedimientos de observación sistemática y la creación de archivos de datos 
para reducir las incertidumbres relacionadas con el sistema climático, las repercusiones 
adversas del cambio climático y las consecuencias económicas y sociales de las diversas 
estrategias de respuesta, y promoverán el desarrollo y el fortalecimiento de la capacidad y 
de los medios nacionales para participar en actividades, programas y redes internacionales 
e intergubernamentales de investigación y observación sistemática, teniendo en cuenta lo 
dispuesto en el artículo 5 de la Convención;

e)	 Cooperarán en el plano internacional, recurriendo, según proceda, a órganos existentes, 
en la elaboración y la ejecución de programas de educación y capacitación que prevean 
el fomento de la creación de capacidad nacional, en particular capacidad humana e 
institucional, y el intercambio o la adscripción de personal encargado de formar especialistas 
en esta esfera, en particular para los países en desarrollo, y promoverán tales actividades, y 
facilitarán en el plano nacional el conocimiento público de la información sobre el cambio 
climático y el acceso del público a ésta. Se deberán establecer las modalidades apropiadas 
para poner en ejecución estas actividades por conducto de los órganos pertinentes de la 
Convención, teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 6 de la Convención;

f)	 Incluirán en sus comunicaciones nacionales información sobre los programas y actividades 
emprendidos en cumplimiento del presente artículo de conformidad con las decisiones 
pertinentes de la Conferencia de las Partes; y

g)	 Al dar cumplimiento a los compromisos dimanantes del presente artículo tomarán plenamente 
en consideración el párrafo 8 del artículo 4 de la Convención.
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ART. 11

1.	 Al aplicar el artículo 10 las Partes tendrán en cuenta lo dispuesto en los párrafos 4, 5, 7, 8 
y 9 del artículo 4 de la Convención.

2.	 En el contexto de la aplicación del párrafo 1 del artículo 4 de la Convención, de conformidad 
con lo dispuesto en el párrafo 3 del artículo 4 y en el artículo 11 de la Convención y por 
conducto de la entidad o las entidades encargadas del funcionamiento del mecanismo 
financiero de la Convención, las Partes que son países desarrollados y las demás Partes 
desarrolladas incluidas en el anexo II de la Convención:

a)	 Proporcionarán recursos financieros nuevos y adicionales para cubrir la totalidad de los 
gastos convenidos en que incurran las Partes que son países en desarrollo al llevar adelante 
el cumplimiento de los compromisos ya enunciados en el inciso a) del párrafo 1 del artículo 
4 de la Convención y previstos en el inciso a) del artículo 10;

b)	 Facilitarán también los recursos financieros, entre ellos recursos para la transferencia de 
tecnología, que necesiten las Partes que son países en desarrollo para sufragar la totalidad 
de los gastos adicionales convenidos que entrañe el llevar adelante el cumplimiento de los 
compromisos ya enunciados en el párrafo 1 del artículo 4 de la Convención y previstos en 
el artículo 10 y que se acuerden entre una Parte que es país en desarrollo y la entidad o las 
entidades internacionales a que se refiere el artículo 11 de la Convención, de conformidad 
con ese artículo.

	 Al dar cumplimiento a estos compromisos ya vigentes se tendrán en cuenta la necesidad 
de que la corriente de recursos financieros sea adecuada y previsible y la importancia de 
que la carga se distribuya adecuadamente entre las Partes que son países desarrollados. 
La dirección impartida a la entidad o las entidades encargadas del funcionamiento del 
mecanismo financiero de la Convención en las decisiones pertinentes de la Conferencia 
de las Partes, comprendidas las adoptadas antes de la aprobación del presente Protocolo, 
se aplicará mutatis mutandis a las disposiciones del presente párrafo.

3.	 Las Partes que son países desarrollados y las demás Partes desarrolladas que figuran en el 
anexo II de la Convención también podrán facilitar, y las Partes que son países en desarrollo 
podrán obtener, recursos financieros para la aplicación del artículo 10, por conductos 
bilaterales o regionales o por otros conductos multilaterales.

ART. 12

1.	 Por el presente se define un mecanismo para un desarrollo limpio.

2.	 El propósito del mecanismo para un desarrollo limpio es ayudar a las Partes no incluidas en 
el anexo I a lograr un desarrollo sostenible y contribuir al objetivo último de la Convención, 
así como ayudar a las Partes incluidas en el anexo I a dar cumplimiento a sus compromisos 
cuantificados de limitación y reducción de las emisiones contraídos en virtud del artículo3.
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3.	 En el marco del mecanismo para un desarrollo limpio:

a)	 Las Partes no incluidas en el anexo I se beneficiarán de las actividades de proyectos que 
tengan por resultado reducciones certificadas de las emisiones; y

b)	 Las Partes incluidas en el anexo I podrán utilizar las reducciones certificadas de emisiones 
resultantes de esas actividades de proyectos para contribuir al cumplimiento de una 
parte de sus compromisos cuantificados de limitación y reducción de las emisiones 
contraídos en virtud del artículo 3, conforme lo determine la Conferencia de las Partes 
en calidad de reunión de las Partes en el presente Protocolo.

4.	 El mecanismo para un desarrollo limpio estará sujeto a la autoridad y la dirección de la 
Conferencia de las Partes en calidad de reunión de las Partes en el presente Protocolo y a 
la supervisión de una junta ejecutiva del mecanismo para un desarrollo limpio.

5.	 La reducción de emisiones resultante de cada actividad de proyecto deberá ser certificada 
por las entidades operacionales que designe la Conferencia de las Partes en calidad de 
reunión de las Partes en el presente Protocolo sobre la base de:

a)	 La participación voluntaria acordada por cada Parte participante;

b)	 Unos beneficios reales, mensurables y a largo plazo en relación con la mitigación del 
cambio climático; y

c)	 Reducciones de las emisiones que sean adicionales a las que se producirían en ausencia 
de la actividad de proyecto certificada.

6.	 El mecanismo para un desarrollo limpio ayudará según sea necesario a organizar la 
financiación de actividades de proyectos certificadas.

7.	 La Conferencia de las Partes en calidad de reunión de las Partes en el presente Protocolo 
en su primer período de sesiones deberá establecer las modalidades y procedimientos que 
permitan asegurar la transparencia, la eficiencia y la rendición de cuentas por medio de 
una auditoría y la verificación independiente de las actividades de proyectos.

8.	 La Conferencia de las Partes en calidad de reunión de las Partes en el presente Protocolo 
se asegurará de que una parte de los fondos procedentes de las actividades de proyectos 
certificadas se utilice para cubrir los gastos administrativos y ayudar a las Partes que son 
países en desarrollo particularmente vulnerables a los efectos adversos del cambio climático 
a hacer frente a los costos de la adaptación.

9.	 Podrán participar en el mecanismo para un desarrollo limpio, en particular en las actividades 
mencionadas en el inciso a) del párrafo 3 supra y en la adquisición de unidades certificadas 
de reducción de emisiones, entidades privadas o públicas, y esa participación quedará sujeta 
a las directrices que imparta la junta ejecutiva del mecanismo para un desarrollo limpio.
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10.	Las reducciones certificadas de emisiones que se obtengan en el período comprendido 
entre el año 2000 y el comienzo del primer período de compromiso podrán utilizarse para 
contribuir al cumplimiento en el primer período de compromiso.

ART. 13

1.	 La Conferencia de las Partes, que es el órgano supremo de la Convención, actuará como 
reunión de las Partes en el presente Protocolo.

2.	 Las Partes en la Convención que no sean Partes en el presente Protocolo podrán participar 
como observadoras en las deliberaciones de cualquier período de sesiones de la Conferencia 
de las Partes en calidad de reunión de las Partes en el presente Protocolo. Cuando la 
Conferencia de las Partes actúe como reunión de las Partes en el presente Protocolo, las 
decisiones en el ámbito del Protocolo serán adoptadas únicamente por las Partes en el 
presente Protocolo.

3.	 Cuando la Conferencia de las Partes actúe como reunión de las Partes en el presente 
Protocolo, todo miembro de la Mesa de la Conferencia de las Partes que represente a una 
Parte en la Convención que a la fecha no sea parte en el presente Protocolo será reemplazado 
por otro miembro que será elegido de entre las Partes en el presente Protocolo y por ellas 
mismas.

4.	 La Conferencia de las Partes en calidad de reunión de las Partes en el presente Protocolo 
examinará regularmente la aplicación del presente Protocolo y, conforme a su mandato, 
tomará las decisiones necesarias para promover su aplicación eficaz. Cumplirá las funciones 
que le asigne el presente Protocolo y:

a)	 Evaluará, basándose en toda la información que se le proporcione de conformidad 
con lo dispuesto en el presente Protocolo, la aplicación del Protocolo por las Partes, 
los efectos generales de las medidas adoptadas en virtud del Protocolo, en particular 
los efectos ambientales, económicos y sociales, así como su efecto acumulativo, y la 
medida en que se avanza hacia el logro del objetivo de la Convención;

b)	 Examinará periódicamente las obligaciones contraídas por las Partes en virtud del 
presente Protocolo, tomando debidamente en consideración todo examen solicitado en 
el inciso d) del párrafo 2 del artículo 4 y en el párrafo 2 del artículo 7 de la Convención 
a la luz del objetivo de la Convención, de la experiencia obtenida en su aplicación y de 
la evolución de los conocimientos científicos y técnicos, y a este respecto examinará 
y adoptará periódicamente informes sobre la aplicación del presente Protocolo;

c)	 Promoverá y facilitará el intercambio de información sobre las medidas adoptadas por 
las Partes para hacer frente al cambio climático y sus efectos, teniendo en cuenta las 
circunstancias, responsabilidades y capacidades diferentes de las Partes y sus respectivos 
compromisos en virtud del presente Protocolo;

d)	 Facilitará, a petición de dos o más Partes, la coordinación de las medidas adoptadas 
por ellas para hacer frente al cambio climático y sus efectos, teniendo en cuenta las 
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circunstancias, responsabilidades y capacidades diferentes de las Partes y sus respectivos 
compromisos en virtud del presente Protocolo;

e)	 Promoverá y dirigirá, de conformidad con el objetivo de la Convención y las disposiciones 
del presente Protocolo y teniendo plenamente en cuenta las decisiones pertinentes 
de la Conferencia de las Partes, el desarrollo y el perfeccionamiento periódico de 
metodologías comparables para la aplicación eficaz del presente Protocolo, que serán 
acordadas por la Conferencia de las Partes en calidad de reunión de las Partes en el 
presente Protocolo;

f)	 Formulará sobre cualquier asunto las recomendaciones que sean necesarias para la 
aplicación del presente Protocolo;

g)	 Procurará movilizar recursos financieros adicionales de conformidad con el párrafo 2 
del artículo 11;

h)	 Establecerá los órganos subsidiarios que considere necesarios para la aplicación del 
presente Protocolo;

i)	 Solicitará y utilizará, cuando corresponda, los servicios y la cooperación de las organizaciones 
internacionales y de los órganos intergubernamentales y no gubernamentales competentes 
y la información que éstos le proporcionen; y

j)	 Desempeñará las demás funciones que sean necesarias para la aplicación del presente 
Protocolo y considerará la realización de cualquier tarea que se derive de una decisión 
de la Conferencia de las Partes en la Convención.

5.	 El reglamento de la Conferencia de las Partes y los procedimientos financieros aplicados 
en relación con la Convención se aplicarán mutatis mutandis en relación con el presente 
Protocolo, a menos que decida otra cosa por consenso la Conferencia de las Partes en 
calidad de reunión de las Partes en el presente Protocolo.

6.	 La secretaría convocará el primer período de sesiones de la Conferencia de las Partes 
en calidad de reunión de las Partes en el presente Protocolo en conjunto con el primer 
período de sesiones de la Conferencia de las Partes que se programe después de la fecha 
de entrada en vigor del presente Protocolo. Los siguientes períodos ordinarios de sesiones 
de la Conferencia de las Partes en calidad de reunión de las Partes en el presente Protocolo 
se celebrarán anualmente y en conjunto con los períodos ordinarios de sesiones de la 
Conferencia de las Partes, a menos que decida otra cosa la Conferencia de las Partes en 
calidad de reunión de las Partes en el presente Protocolo.

7.	 Los períodos extraordinarios de sesiones de la Conferencia de las Partes en calidad de 
reunión de las Partes en el presente Protocolo se celebrarán cada vez que la Conferencia 
de las Partes en calidad de reunión de las Partes lo considere necesario, o cuando una de 
las Partes lo solicite por escrito, siempre que dentro de los seis meses siguientes a la fecha 
en que la secretaría haya transmitido a las Partes la solicitud, ésta reciba el apoyo de al 
menos un tercio de las Partes.
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8.	 Las Naciones Unidas, sus organismos especializados y el Organismo Internacional de 
Energía Atómica, así como todo Estado miembro de esas organizaciones u observador ante 
ellas que no sea parte en la Convención, podrán estar representados como observadores 
en los períodos de sesiones de la Conferencia de las Partes en calidad de reunión de las 
Partes en el presente Protocolo. Todo órgano u organismo, sea nacional o internacional, 
gubernamental o no gubernamental, que sea competente en los asuntos de que trata el 
presente Protocolo y que haya informado a la secretaría de su deseo de estar representado 
como observador en un período de sesiones de la Conferencia de las Partes en calidad 
de reunión de las Partes en el presente Protocolo podrá ser admitido como observador a 
menos que se oponga a ello un tercio de las Partes presentes. La admisión y participación 
de los observadores se regirán por el reglamento, según lo señalado en el párrafo 5 supra.

ART. 14

1.	 La secretaría establecida por el artículo 8 de la Convención desempeñará la función de 
secretaría del presente Protocolo.

2.	 El párrafo 2 del artículo 8 de la Convención sobre las funciones de la secretaría y el párrafo 3 
del artículo 8 de la Convención sobre las disposiciones para su funcionamiento se aplicarán 
mutatis mutandis al presente Protocolo. La secretaría ejercerá además las funciones que 
se le asignen en el marco del presente Protocolo.

ART. 15

1.	 El Órgano Subsidiario de Asesoramiento Científico y Tecnológico y el Órgano Subsidiario 
de Ejecución establecidos por los artículos 9 y 10 de la Convención actuarán como Órgano 
Subsidiario de Asesoramiento Científico y Tecnológico y Órgano Subsidiario de Ejecución 
del presente Protocolo, respectivamente. Las disposiciones sobre el funcionamiento de 
estos dos órganos con respecto a la Convención se aplicarán mutatis mutandis al presente 
Protocolo. Los períodos de sesiones del Órgano Subsidiario de Asesoramiento Científico y 
Tecnológico y del Órgano Subsidiario de Ejecución del presente Protocolo se celebrarán 
conjuntamente con los del Órgano Subsidiario de Asesoramiento Científico y Tecnológico 
y el Órgano Subsidiario de Ejecución de la Convención, respectivamente.

2.	 Las Partes en la Convención que no sean Partes en el presente Protocolo podrán participar 
como observadoras en las deliberaciones de cualquier período de sesiones de los órganos 
subsidiarios. Cuando los órganos subsidiarios actúen como órganos subsidiarios del presente 
Protocolo las decisiones en el ámbito del Protocolo serán adoptadas únicamente por las 
Partes que sean Partes en el Protocolo.

3.	 Cuando los órganos subsidiarios establecidos por los artículos 9 y 10 de la Convención 
ejerzan sus funciones respecto de cuestiones de interés para el presente Protocolo, todo 
miembro de la Mesa de los órganos subsidiarios que represente a una Parte en la Convención 
que a esa fecha no sea parte en el Protocolo será reemplazado por otro miembro que será 
elegido de entre las Partes en el Protocolo y por ellas mismas.
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ART. 16

La Conferencia de las Partes en calidad de reunión de las Partes en el presente Protocolo 
examinará tan pronto como sea posible la posibilidad de aplicar al presente Protocolo, y de 
modificar según corresponda, el mecanismo consultivo multilateral a que se refiere el artículo 
13 de la Convención a la luz de las decisiones que pueda adoptar al respecto la Conferencia 
de las Partes. Todo mecanismo consultivo multilateral que opere en relación con el presente 
Protocolo lo hará sin perjuicio de los procedimientos y mecanismos establecidos de conformidad 
con el artículo 18.

ART. 17

La Conferencia de las Partes determinará los principios, modalidades, normas y directrices 
pertinentes, en particular para la verificación, la presentación de informes y la rendición de 
cuentas en relación con el comercio de los derechos de emisión.  Las Partes incluidas en 
el anexo B podrán participar en operaciones de comercio de los derechos de emisión a los 
efectos de cumplir sus compromisos dimanantes del artículo 3. Toda operación de este tipo 
será suplementaria a las medidas nacionales que se adopten para cumplir los compromisos 
cuantificados de limitación y reducción de las emisiones dimanantes de ese artículo.

ART. 18

En su primer período de sesiones, la Conferencia de las Partes en calidad de reunión de las 
Partes en el presente Protocolo aprobará unos procedimientos y mecanismos apropiados y 
eficaces para determinar y abordar los casos de incumplimiento de las disposiciones del presente 
Protocolo, incluso mediante la preparación de una lista indicativa de consecuencias, teniendo 
en cuenta la causa, el tipo, el grado y la frecuencia del incumplimiento. Todo procedimiento 
o mecanismo que se cree en virtud del presente artículo y prevea consecuencias de carácter 
vinculante será aprobado por medio de una enmienda al presente Protocolo.

ART. 19

Las disposiciones del artículo 14 de la Convención se aplicarán mutatis mutandis al presente 
Protocolo.

ART. 20

1.	 Cualquiera de las Partes podrá proponer enmiendas al presente Protocolo.

2.	 Las enmiendas al presente Protocolo deberán adoptarse en un período ordinario de sesiones 
de la Conferencia de las Partes en calidad de reunión de las Partes en el presente Protocolo. 
La secretaría deberá comunicar a las Partes el texto de toda propuesta de enmienda al 
Protocolo al menos seis meses antes del período de sesiones en que se proponga su 
aprobación. La secretaría comunicará asimismo el texto de toda propuesta de enmienda 
a las Partes y signatarios de la Convención y, a título informativo, al Depositario.

3.	 Las Partes pondrán el máximo empeño en llegar a un acuerdo por consenso sobre cualquier 
proyecto de enmienda al Protocolo. Si se agotan todas las posibilidades de obtener el 
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consenso sin llegar a un acuerdo, la enmienda será aprobada, como último recurso, por 
mayoría de tres cuartos de las Partes presentes y votantes en la reunión. La secretaría 
comunicará la enmienda aprobada al Depositario, que la hará llegar a todas las Partes para 
su aceptación.

4.	 Los instrumentos de aceptación de una enmienda se entregarán al Depositario. La enmienda 
aprobada de conformidad con el párrafo 3 entrará en vigor para las Partes que la hayan 
aceptado al nonagésimo día contado desde la fecha en que el Depositario haya recibido 
los instrumentos de aceptación de por lo menos tres cuartos de las Partes en el presente 
Protocolo.

5.	 La enmienda entrará en vigor para las demás Partes al nonagésimo día contado desde la 
fecha en que hayan entregado al Depositario sus instrumentos de aceptación de la enmienda.

ART. 21

1.	 Los anexos del presente Protocolo formarán parte integrante de éste y, a menos que se 
disponga expresamente otra cosa, toda referencia al Protocolo constituirá al mismo tiempo 
una referencia a cualquiera de sus anexos. Los anexos que se adopten después de la 
entrada en vigor del presente Protocolo sólo podrán contener listas, formularios y cualquier 
otro material descriptivo que trate de asuntos científicos, técnicos, de procedimiento o 
administrativos.

2.	 Cualquiera de las Partes podrá proponer un anexo del presente Protocolo y enmiendas a 
anexos del Protocolo.

3.	 Los anexos del presente Protocolo y las enmiendas a anexos del Protocolo se aprobarán 
en un período ordinario de sesiones de la Conferencia de las Partes en calidad de reunión 
de las Partes. La secretaría comunicará a las Partes el texto de cualquier propuesta de 
anexo o de enmienda a un anexo al menos seis meses antes del período de sesiones en 
que se proponga su aprobación. La secretaría comunicará asimismo el texto de cualquier 
propuesta de anexo o de enmienda a un anexo a las Partes y signatarios de la Convención 
y, a título informativo, al Depositario.

4.	 Las Partes pondrán el máximo empeño en llegar a un acuerdo por consenso sobre cualquier 
proyecto de anexo o de enmienda a un anexo. Si se agotan todas las posibilidades de 
obtener el consenso sin llegar a un acuerdo, el anexo o la enmienda al anexo se aprobará, 
como último recurso, por mayoría de tres cuartos de las Partes presentes y votantes en la 
reunión.

	 La secretaría comunicará el texto del anexo o de la enmienda al anexo que se haya aprobado 
al Depositario, que lo hará llegar a todas las Partes para su aceptación.

5.	 Todo anexo o enmienda a un anexo, salvo el anexo A o B, que haya sido aprobado de 
conformidad con lo dispuesto en los párrafos 3 y 4 supra entrará en vigor para todas las 
Partes en el presente Protocolo seis meses después de la fecha en que el Depositario haya 
comunicado a las Partes la aprobación del anexo o de la enmienda al anexo, con excepción 
de las Partes que hayan notificado por escrito al Depositario dentro de ese período que 
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no aceptan el anexo o la enmienda al anexo. El anexo o la enmienda al anexo entrará en 
vigor para las Partes que hayan retirado su notificación de no aceptación al nonagésimo 
día contado desde la fecha en que el Depositario haya recibido el retiro de la notificación.

6.	 Si la aprobación de un anexo o de una enmienda a un anexo supone una enmienda al 
presente Protocolo, el anexo o la enmienda al anexo no entrará en vigor hasta el momento 
en que entre en vigor la enmienda al presente Protocolo.

7.	 Las enmiendas a los anexos A y B del presente Protocolo se aprobarán y entrarán en vigor 
de conformidad con el procedimiento establecido en el artículo 20, a reserva de que 
una enmienda al anexo B sólo podrá aprobarse con el consentimiento escrito de la Parte 
interesada.

ART. 22

1.	 Con excepción de lo dispuesto en el párrafo 2 infra, cada Parte tendrá un voto.

2.	 Las organizaciones regionales de integración económica, en los asuntos de su competencia, 
ejercerán su derecho de voto con un número de votos igual al número de sus Estados 
miembros que sean Partes en el presente Protocolo. Esas organizaciones no ejercerán su 
derecho de voto si cualquiera de sus Estados miembros ejerce el suyo y viceversa.

ART. 23

El Secretario General de las Naciones Unidas será el Depositario del presente Protocolo.

ART. 24

1.	 El presente Protocolo estará abierto a la firma y sujeto a la ratificación, aceptación o 
aprobación de los Estados y de las organizaciones regionales de integración económica 
que sean Partes en la Convención. Quedará abierto a la firma en la Sede de las Naciones 
Unidas en Nueva York del 16 de marzo de 1998 al 15 de marzo de 1999, y a la adhesión 
a partir del día siguiente a aquél en que quede cerrado a la firma. Los instrumentos de 
ratificación, aceptación, aprobación o adhesión se depositarán en poder del Depositario.

2.	 Las organizaciones regionales de integración económica que pasen a ser Partes en el 
presente Protocolo sin que ninguno de sus Estados miembros lo sea quedarán sujetas a 
todas las obligaciones dimanantes del Protocolo. En el caso de una organización que tenga 
uno o más Estados miembros que sean Partes en el presente Protocolo, la organización 
y sus Estados miembros determinarán su respectiva responsabilidad por el cumplimiento 
de las obligaciones que les incumban en virtud del presente Protocolo. En tales casos, 
la organización y los Estados miembros no podrán ejercer simultáneamente derechos 
conferidos por el Protocolo.

3.	 Las organizaciones regionales de integración económica indicarán en sus instrumentos de 
ratificación, aceptación, aprobación o adhesión su grado de competencia con respecto 
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a las cuestiones regidas por el Protocolo. Esas organizaciones comunicarán asimismo 
cualquier modificación sustancial de su ámbito de competencia al Depositario, que a su 
vez la comunicará a las Partes.

ART. 25

1.	 El presente Protocolo entrará en vigor al nonagésimo día contado desde la fecha en que 
hayan depositado sus instrumentos de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión no 
menos de 55 Partes en la Convención, entre las que se cuenten Partes del anexo I cuyas 
emisiones totales representen por lo menos el 55% del total de las emisiones de dióxido 
de carbono de las Partes del anexo I correspondiente a 1990.

2.	 A los efectos del presente artículo, por “total de las emisiones de dióxido de carbono de las 
Partes del anexo I correspondiente a 1990” se entiende la cantidad notificada, en la fecha 
o antes de la fecha de aprobación del Protocolo, por las Partes incluidas en el anexo I en 
su primera comunicación nacional presentada con arreglo al artículo 12 de la Convención.

3.	 Para cada Estado u organización regional de integración económica que ratifique, acepte 
o apruebe el presente Protocolo o se adhiera a él una vez reunidas las condiciones para 
la entrada en vigor establecidas en el párrafo 1 supra, el Protocolo entrará en vigor al 
nonagésimo día contado desde la fecha en que se haya depositado el respectivo instrumento 
de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión.

4.	 A los efectos del presente artículo, el instrumento que deposite una organización regional 
de integración económica no contará además de los que hayan depositado los Estados 
miembros de la organización.

ART. 26

No se podrán formular reservas al presente Protocolo.

ART. 27

1.	 Cualquiera de las Partes podrá denunciar el presente Protocolo notificándolo por escrito 
al Depositario en cualquier momento después de que hayan transcurrido tres años a partir 
de la fecha de entrada en vigor del Protocolo para esa Parte.

2.	 La denuncia surtirá efecto al cabo de un año contado desde la fecha en que el Depositario 
haya recibido la notificación correspondiente o, posteriormente, en la fecha que se indique 
en la notificación.

3.	 Se considerará que la Parte que denuncia la Convención denuncia asimismo el presente 
Protocolo.

ART. 28

El original del presente Protocolo, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso 
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son igualmente auténticos, se depositará en poder del Secretario General de las
Naciones Unidas.

HECHO en Kyoto el día once de diciembre de mil novecientos noventa y siete.

EN TESTIMONIO DE LO CUAL los infrascritos, debidamente autorizados a esos efectos, han 
firmado el presente Protocolo en las fechas indicadas.

ANEXO A

Gases de efecto invernadero

Dióxido de carbono (CO2)
Metano (CH4)
Óxido nitroso (N2O)
Hidrofluorocarbonos (HFC)
Perfluorocarbonos (PFC)
Hexafluoruro de azufre (SF6)

Sectores/categorías de fuentes

Energía
Quema de combustible 
Industrias de energía
Industria manufacturera y construcción
Transporte
Otros sectores
Otros
Emisiones fugitivas de combustibles
Combustibles sólidos
Petróleo y gas natural
Otros

Procesos industriales

Productos minerales
Industria química
Producción de metales
Otra producción
Producción de halocarbonos y hexafluoruro de azufre
Consumo de halocarbonos y hexafluoruro de azufre
Otros

Utilización de disolventes y otros productos
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Agricultura

Fermentación entérica
Aprovechamiento del estiércol Cultivo del arroz
Suelos agrícolas
Quema prescrita de sabanas
Quema en el campo de residuos agrícolas Otros

Desechos

Eliminación de desechos sólidos en la tierra
Tratamiento de las aguas residuales
Incineración de desechos
Otros

ANEXO B

Compromiso cuantificado de limitación o reducción de las emisiones (% del nivel del año o 
período de base)

*Países que están en proceso de transición a una economía de mercado.

Alemania	 92
Australia	 108
Austria	 92
Bélgica	 92
Bulgaria*	 92
Canadá	 94
Comunidad Europea	 92
Croacia*	 95
Dinamarca	 92
Eslovaquia*	 92
Eslovenia*	 92
España	 92
Estados Unidos de América	 93
Estonia*	 92
Federación de Rusia*	 100
Finlandia	 92
Francia	 92
Grecia	 92
Hungría*	 94
Irlanda	 92

Islandia	 110
Italia	 92
Japón	 94
Letonia*	 92
Liechtenstein	 92
Lituania*	 92
Luxemburgo	 92
Mónaco	 92
Noruega	 101
Nueva Zelandia	 100
Países Bajos	 92
Polonia*	 94
Portugal	 92
Reino Unido de Gran Bretaña e	
Irlanda del Norte	 92
República Checa*	 92
Rumania*	 92
Suecia	 92
Suiza	 92
Ucrania*	 100
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Presentación de las iniciativas que se impulsan para promover la 
electromovilidad en El Salvador, como una alternativa para contribuir 
positivamente con el medio ambiente más limpio, con la finalidad de 
reducir el consumo de derivados del petróleo y disminuir las emisiones 
de gases contaminantes, que causan daño a la capa de ozono.
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PROTOCOLO DE MONTREAL RELATIVO A LAS 
SUSTANCIAS QUE AGOTAN LA CAPA DE OZONO

PREÁMBULO

Las Partes en el presente Protocolo,

Considerando que son Partes en el Convenio de Viena para la Protección de la Capa de Ozono,

Conscientes de que, en virtud del Convenio, tienen la obligación de tomar las medidas adecuadas 
para proteger la salud humana y el medio ambiente contra los efectos nocivos que se derivan o 
pueden derivarse de actividades humanas que modifican o pueden modificar la capa de ozono,

Reconociendo que la emisión en todo el mundo de ciertas sustancias puede agotar 
considerablemente y modificar la capa de ozono en una forma que podría tener repercusiones 
nocivas sobre la salud y el medio ambiente,

Conscientes de los posibles efectos climáticos de las emisiones de esas sustancias,

Conscientes de que las medidas que se adopten para proteger la capa de ozono a fin de evitar 
su agotamiento deberían basarse en los conocimientos científicos pertinentes, teniendo en 
cuenta aspectos técnicos y económicos,

Decididas a proteger la capa de ozono adoptando medidas preventivas para controlar 
equitativamente el total de emisiones mundiales de las sustancias que la agotan, con el 
objetivo final de eliminarlas, sobre la base de los adelantos en los conocimientos científicos, 
teniendo en cuenta aspectos técnicos y económicos y teniendo presentes las necesidades 
que en materia de desarrollo tienen los países en desarrollo,

Reconociendo que hay que tomar disposiciones especiales para satisfacer las necesidades de 
los países en desarrollo, incluso la aportación de recursos financieros adicionales y el acceso 
a las tecnologías pertinentes, teniendo en cuenta que la magnitud de los fondos necesarios es 
previsible y que cabe esperar que los fondos produzcan un aumento sustancial de la capacidad 
del mundo para abordar el problema, científicamente comprobado, del agotamiento del ozono 
y sus nocivos efectos,
Tomando nota de las medidas preventivas para controlar las emisiones de ciertos 
clorofluorocarbonos que ya se han tomado en los planos nacional y regional,

Considerando la importancia de promover la cooperación internacional en la investigación, el 
desarrollo y la transferencia de tecnologías alternativas, en relación con el control y la reducción 
de las emisiones de sustancias que agotan la capa de ozono, teniendo presentes en particular 
las necesidades de los países en desarrollo,
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HAN CONVENIDO LO SIGUIENTE:

ART. 1. DEFINICIONES

A los efectos del presente Protocolo:

1.	 Por “Convenio” se entiende el Convenio de Viena para la Protección de la Capa de Ozono, 
aprobado el 22 de marzo de 1985.

2.	 Por “Partes” se entiende, a menos que en el texto se indique otra cosa, las Partes en el 
presente Protocolo.

3.	 Por “Secretaría” se entiende la Secretaría del Convenio.

4.	 Por “sustancia controlada” se entiende una sustancia enumerada en el anexo A, el anexo C 
o el anexo E de este Protocolo, bien se presente aisladamente o en una mezcla. Incluye los 
isómeros de cualquiera de esas sustancias, con excepción de lo señalado específicamente 
en el anexo pertinente, pero excluye toda sustancia o mezcla controlada que se encuentre 
en un producto manufacturado, salvo si se trata de un recipiente utilizado para el transporte 
o almacenamiento de esa sustancia.

5.	 Por “producción” se entiende la cantidad de sustancias controladas producidas menos la 
cantidad de sustancias destruidas mediante técnicas que sean aprobadas por las Partes y 
menos la cantidad enteramente utilizada como materia prima en la fabricación de otras 
sustancias químicas. La cantidad reciclada y reutilizada no se considera como “producción”.

6.	 Por “consumo” se entiende la producción más las importaciones menos las exportaciones 
de sustancias controladas.

7.	 Por “niveles calculados” de producción, importaciones, exportaciones y consumo se entiende 
los niveles determinados de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3.

8.	 Por “racionalización industrial” se entiende la transferencia del total o de una parte del nivel 
calculado de producción de una Parte a otra, con objeto de lograr eficiencia económica 
o hacer frente a déficits previstos de la oferta como consecuencia del cierre de fábricas.

ART. 2. MEDIDAS DE CONTROL

1.	 Incorporado al artículo 2A.

2.	 Sustituido por el artículo 2B.

3.	 Sustituido por el artículo 2A.

4.	 Sustituido por el artículo 2A.

5.	 Toda Parte podrá, por uno o más períodos de control, transferir a otra Parte cualquier 
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proporción del nivel calculado de su producción establecido en los artículos 2A a 2E y 
en el artículo 2H, siempre que el total de todos los niveles calculados de producción de 
las Partes interesadas con respecto a cada grupo de sustancias controladas no supere los 
límites de producción establecidos en esos artículos para ese grupo. Cada una de las Partes 
interesadas deberá notificar a la Secretaría esas transferencias de producción, especificando 
las condiciones de la transferencia y el período a que se aplica.

	 5bis.  Toda Parte que no opere al amparo del párrafo 1 del artículo 5 podrá, por uno o más 
períodos de control, transferir a otra de esas Partes cualquier proporción de su nivel calculado 
de consumo establecido en el artículo 2F, siempre que el nivel calculado de consumo de 
las sustancias controladas que figuran en el Grupo I del anexo A de la Parte que transfiera 
la proporción de su nivel calculado de consumo no haya superado 0,25 kilogramos per 
cápita en 1989 y que el total combinado de niveles calculados de consumo de las Partes 
interesadas no supere los límites de consumo establecidos en el artículo 2F. Cada una 
de las Partes interesadas deberá notificar a la Secretaría esas transferencias de consumo, 
especificando las condiciones de la transferencia y el período a que se aplica.

6.	 Toda Parte que no opere al amparo del artículo 5, que antes del 16 de septiembre de 1987 
haya emprendido o contratado la construcción de instalaciones para la producción de 
sustancias controladas que figuran en el anexo A o en el anexo B, podrá, cuando esta 
construcción haya sido prevista en la legislación nacional con anterioridad al 1 de enero de 
1987, añadir la producción de esas instalaciones a su producción del 1986 de esas sustancias 
a fin de determinar su  nivel calculado de producción correspondiente a 1986, siempre 
que esas instalaciones se hayan  terminado antes del 31 de diciembre de 1990 y que esa 
producción no eleve su nivel anual calculado de consumo de las sustancias controladas 
por encima de 0,5 kilogramos per cápita.

7.	 Toda transferencia de producción hecha de conformidad con el párrafo 5 o toda adición 
de producción hecha de conformidad con el párrafo 6 se notificará a la Secretaría a más 
tardar en el momento en que se realice la transferencia o la adición.

8.   a) Las Partes que sean Estados miembros de una organización de integración económica 
regional, según la definición del párrafo 6 del artículo 1 del Convenio, podrán acordar 
que cumplirán conjuntamente las obligaciones relativas al consumo de conformidad 
con el presente artículo y con los artículos 2A a 2H siempre que su nivel total calculado 
y combinado de consumo no supere los niveles establecidos en el presente artículo y 
en los artículos 2A a 2H;

b)	 Las Partes en un acuerdo de esa naturaleza comunicarán a la Secretaría las condiciones 
del acuerdo antes de la fecha de la reducción del consumo de que trate el acuerdo;

c)	 Dicho acuerdo surtirá efecto únicamente si todos los Estados miembros de la organización 
de integración económica regional y la organización interesada son Partes en el Protocolo 
y han notificado a la Secretaría su modalidad de aplicación.

9.	 a) Sobre la base de las evaluaciones efectuadas de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 6, las Partes podrán decidir:

i)	 Si deben ajustarse los valores estimados del potencial de agotamiento del ozono que se 
indican en el anexo A, el anexo B, el anexo C y/o el anexo E y, de ser así, cuáles serían 
esos ajustes; y
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ii)	 Si deben hacerse otros ajustes y reducciones de la producción o el consumo de las 
sustancias controladas y, de ser así, cuál debe ser el alcance, la cantidad y el calendario 
de esos ajustes y reducciones;

b)	 La Secretaría notificará a las Partes las propuestas relativas a esos ajustes al menos seis 
meses antes de la reunión de las Partes en la que se proponga su adopción;

c)	 Al adoptar esas decisiones, las Partes harán cuanto esté a su alcance para llegar a un 
acuerdo por consenso. Si, a pesar de haberse hecho todo lo posible por llegar a un 
consenso, no se ha llegado a un acuerdo, esas decisiones se adoptarán, en última instancia, 
por una mayoría de dos tercios de las Partes presentes y votantes que representen 
una mayoría de las Partes que operen al amparo del párrafo 1 del artículo 5 presentes 
y votantes y una mayoría de las Partes que no operan al amparo de esa disposición 
presentes y votantes;

d)	 Las decisiones, que serán obligatorias para todas las Partes, serán comunicadas 
inmediatamente a las Partes por el Depositario. A menos que se disponga otra cosa en 
las decisiones, éstas entrarán en vigor una vez transcurridos seis meses a partir de la 
fecha en la cual el Depositario haya remitido la comunicación.

 
10.	Sobre la base de las evaluaciones efectuadas según lo dispuesto en el artículo 6 del presente 

Protocolo y de conformidad con el procedimiento establecido en el artículo 9 del Convenio, 
las Partes pueden decidir:

a)	 Si deben añadirse o suprimirse sustancias en los anexos del presente Protocolo y, de 
ser así, cuáles son esas sustancias; y

b)	 El mecanismo, el alcance y el calendario de las medidas de control que habría que 
aplicar a esas sustancias;

11.	No obstante, lo previsto en este artículo y en los artículos 2A a 2H, las Partes podrán tomar 
medidas más estrictas que las que se contemplan en el presente artículo y en los artículos 
2A a 2H.

ART. 2A. CFC

1.	 Cada Parte se asegurará de que, en el período de 12 meses contados a partir del primer 
día del séptimo mes siguiente a la fecha de entrada en vigor del presente Protocolo, y 
en cada período sucesivo de 12 meses, su nivel calculado de consumo de las sustancias 
controladas que figuran en el Grupo I del anexo A no supere su nivel calculado de 
consumo de 1986.

	 Al final del mismo período, cada Parte que produzca una o más de estas sustancias se 
asegurará de que su nivel calculado de producción de estas sustancias no supere su 
nivel calculado de producción de 1986, aunque ese nivel puede haber aumentado en un 
máximo del 10 % respecto del nivel de 1986. Dicho aumento sólo se permitirá a efectos 
de satisfacer las necesidades básicas internas de las Partes que operen al amparo del 
artículo 5 y a fines de racionalización industrial entre las Partes.

2.	 Cada Parte velará por que en el período comprendido entre el 1º de julio de 1991 y el 31 
de diciembre de 1992 sus niveles calculados de consumo y producción de las sustancias 
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controladas que figuran en el Grupo I del anexo A no superen el 150 % de sus niveles 
calculados de producción y consumo de esas sustancias en 1986; con efecto a partir 
del 1º de enero de 1993, el período de control de 12 meses relativo a esas sustancias 
controladas irá del 1º de enero al 31 de diciembre de cada año.

3.	 Cada Parte velará por que en el período de doce meses contados a partir del 1º de enero 
de 1994, y en cada período sucesivo de doce meses, su nivel calculado de consumo de 
las sustancias controladas que figuran en el Grupo I del anexo A no supere, anualmente, 
el veinticinco por ciento de su nivel calculado de consumo de 1986. Cada Parte que 
produzca una o más de estas sustancias velará por que, durante los mismos períodos, 
su nivel calculado de producción de las sustancias no supere, anualmente, el veinticinco 
por ciento de su nivel calculado de producción de 1986. No obstante, a fin de satisfacer 
las necesidades básicas internas de las Partes que operen al amparo del párrafo 1 del 
artículo 5, su nivel calculado de producción podrá superar dicho límite hasta en un diez 
por ciento de su nivel calculado de producción de 1986.

4.	 Cada Parte velará por que en el período de doce meses contado a partir del 1º de enero 
de 1996, y en cada período sucesivo de doce meses, su nivel calculado de consumo de 
las sustancias controladas que figuran en el Grupo I del anexo A no sea superior a cero. 
Cada Parte que produzca una o más de estas sustancias velará por que, durante los 
mismos períodos, su nivel calculado de producción de las sustancias no sea superior a 
cero. No obstante, a fin de satisfacer las necesidades básicas internas de las Partes que 
operen al amparo del párrafo 1 del artículo 5, su nivel calculado de producción podrá 
superar dicho límite hasta en un quince por ciento de su nivel calculado de producción 
de 1986. Lo dispuesto en este párrafo se aplicará a menos que las Partes decidan permitir 
el nivel de producción o consumo que sea necesario para atender los usos por ellas 
convenidos como esenciales.

5.	 Cada Parte velará por que en el período de doce meses contados a partir del 1º de enero 
de 2003, y en cada período sucesivo de doce meses, su nivel calculado de producción 
de las sustancias controladas que figuran en el Grupo I del anexo A para las necesidades 
básicas internas de las Partes que operan al amparo del párrafo 1 del artículo 5 no supere 
el ochenta por ciento del promedio anual de su producción de esas sustancias para las 
necesidades básicas internas correspondientes a los años 1995-1997, inclusive.

6.	 Cada Parte velará por que en el período de doce meses contados a partir del 1º de enero 
de 2005, y en cada período sucesivo de doce meses, su nivel calculado de producción 
de las sustancias controladas que figuran en el Grupo I del anexo A para las necesidades 
básicas internas de las Partes que operan al amparo del párrafo 1 del artículo 5 no supere 
el cincuenta por ciento del promedio anual de su producción de esas sustancias para 
las necesidades básicas internas correspondientes a los años 1995-1997, inclusive.

7.	 Cada Parte velará por que en el período de doce meses contados a partir del 1º de enero 
de 2007, y en cada período sucesivo de doce meses, su nivel calculado de producción 
de las sustancias controladas que figuran en el Grupo I del anexo A para las necesidades 
básicas internas de las Partes que operan al amparo del párrafo 1 del artículo 5 no supere 
el quince por ciento del  promedio anual de su producción de esas sustancias para las 
necesidades básicas internas correspondientes a los años 1995-1997, inclusive.
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8.	 Cada Parte velará por que en el período de doce meses contados a partir del 1º de enero 
de 2010, y en cada período sucesivo de doce meses, su nivel calculado de producción 
de las sustancias controladas que figuran en el Grupo I del anexo A para las necesidades 
básicas internas de las Partes que operan al amparo del párrafo 1 del artículo 5 no sea 
superior a cero.

9.	 A los fines de calcular las necesidades básicas internas con arreglo a los párrafos 4 a 8 del 
presente artículo, el cálculo del promedio anual de la producción de una Parte incluye 
todo derecho de producción que haya transferido de conformidad con el párrafo 5 del 
artículo 2 y excluye todo derecho de producción que haya adquirido de conformidad 
con el párrafo 5 del artículo 2.

ART. 2B. HALONES

1.	 Cada Parte velará por que en el período de 12 meses contados a partir del 1º de enero 
de 1992, y en cada período sucesivo de 12 meses, su nivel calculado de consumo de las 
sustancias controladas que figuran en el Grupo II del anexo A, no supere, anualmente, 
su nivel calculado de consumo de 1986. Cada Parte que produzca una o más de estas 
sustancias velará por que, en los mismos períodos, su nivel calculado de producción de 
esas sustancias no supere, anualmente, su nivel calculado de producción de 1986. No 
obstante, a fin de satisfacer las necesidades básicas internas de las Partes que operen 
al amparo del párrafo 1 del artículo 5, su nivel calculado de producción podrá superar 
ese límite hasta en un 10 % de su nivel calculado de producción de 1986.a partir del 1º 
de enero de 1994, y en cada período sucesivo de doce meses, su nivel calculado de 
consumo de las sustancias controladas que figuran en el Grupo II del anexo A no sea 
superior a cero.

2.	 Cada parte que produzca una o más de estas sustancias velará por que, durante los 
mismos períodos, su nivel calculado de producción de las sustancias no sea superior 
a cero. No obstante, a fin de satisfacer las necesidades básicas internas de las Partes 
que operen al amparo del párrafo 1 del artículo 5, su nivel calculado de producción 
podrá, hasta enero de 2002, superar dicho límite hasta en un quince por ciento de su 
nivel calculado de producción de 1986; a partir de esa fecha, podrá superar ese límite 
en una cantidad igual al promedio anual de su producción de sustancias controladas 
contenidas en el Grupo II del Anexo A para las necesidades internas básicas para el 
período 1995 a 1997 inclusive. Lo dispuesto en este párrafo se aplicará a menos que 
las Partes decidan permitir el nivel de producción o consumo que sea necesario para 
atender los usos por ellas convenidos como esenciales.

3.	 Cada Parte velará por que en el período de doce meses contados a partir del 1º de enero 
de 2005, y en cada período sucesivo de doce meses, su nivel calculado de producción 
de las sustancias controladas que figuran en el Grupo II del anexo A para las necesidades 
básicas internas de las Partes que operan al amparo del párrafo 1 del artículo 5 no supere 
el cincuenta por ciento del promedio anual de su producción de esas sustancias para 
las necesidades básicas internas correspondientes a los años 1995-1997, inclusive.

4.	 Cada Parte velará por que en el período de doce meses contados a partir del 1º de enero 
de 2010, y en cada período sucesivo de doce meses, su nivel calculado de producción 
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de las sustancias controladas que figuran en el Grupo II del anexo A para las necesidades 
básicas internas de las Partes que operan al amparo del párrafo 1 del artículo 5 no sea 
superior a cero.

ART. 2C. OTROS CFC COMPLETAMENTE HALOGENADOS

1.	 Cada Parte velará por que en el período de doce meses contados a partir del 1º de enero 
de 1993 su nivel calculado de consumo de las sustancias controladas que figuran en el 
Grupo I del anexo B no supere, anualmente, el ochenta por ciento de su nivel calculado 
de consumo de 1989. Cada Parte que produzca una o más de esas sustancias velará 
por que, durante el mismo período, su nivel calculado de producción de las sustancias 
no supere, anualmente, el ochenta por ciento de su nivel calculado de producción de 
1989. No obstante, a fin de satisfacer las necesidades básicas internas de las Partes que 
operen al amparo del párrafo 1 del artículo 5, su nivel calculado de producción podrá 
superar dicho límite hasta en un diez por ciento de su nivel calculado de producción 
de 1989.

2.	 Cada Parte velará por que en el período de doce meses contados a partir del 1º de enero 
de 1994, y en cada período sucesivo de doce meses, el nivel calculado de consumo de 
las sustancias controladas que figuran en el Grupo I del anexo B no supere, anualmente, 
el veinticinco por ciento de su nivel calculado de consumo de 1989. Cada Parte que 
produzca una o más de estas sustancias velará por que, durante los mismos períodos, 
su nivel calculado de producción de las sustancias no supere, anualmente, el veinticinco 
por ciento de su nivel calculado de producción de 1989. No obstante, a fin de satisfacer 
las necesidades básicas internas de las Partes que operen al amparo del párrafo 1 del 
artículo 5, su nivel calculado de producción podrá superar dicho límite hasta en un diez 
por ciento de su nivel calculado de producción de 1989.

3.	 Cada Parte velará por que en el período de doce meses contados a partir del 1º de enero 
de 1996, y en cada período sucesivo de doce meses, su nivel calculado de consumo 
de las sustancias controladas que figuran en el Grupo I del anexo B no sea superior a 
cero. Cada Parte que produzca una o más de estas sustancias velará por que, durante 
los mismos períodos, su nivel calculado de producción de las sustancias no básicas 
internas de las Partes que operen al amparo del párrafo 1 del artículo 5, su nivel calculado 
de producción podrá superar dicho límite hasta en un quince por ciento de su nivel 
calculado de producción de 1989. No obstante, a fin de satisfacer  las  necesidades 
básicas internas de las Partes que operan al amparo del párrafo 1 del artículo 5, su  nivel 
calculado de producción podrá, hasta el 1º de enero de 2003, superar dicho límite hasta 
en un quince por ciento de su nivel calculado de producción de 1989; después de esa 
fecha ese límite se podrá	 superar	en una cantidad igual	 al ochenta por ciento del 
promedio anual de su producción de las sustancias controladas enumeradas en el 
Grupo I del anexo B para las necesidades básicas internas correspondientes a los años 
1998-2000, inclusive. Lo dispuesto en este párrafo se aplicará a menos que las Partes 
decidan permitir el nivel de producción o consumo que sea necesario para atender los 
usos por ellas convenidos como esenciales.

4.	 Cada Parte velará por que en el período de doce meses contados a partir del 1º de enero 
de 2007, y en cada período sucesivo de doce meses, su nivel calculado de producción 
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de las sustancias controladas que figuran en el Grupo I del anexo B para las necesidades 
básicas internas de las Partes que operan al amparo del párrafo 1 del artículo 5 no supere 
el quince por ciento del promedio anual de su producción de esas sustancias para las 
necesidades básicas internas correspondientes a los años 1998-2000, inclusive.

5.	 Cada Parte velará por que en el período de doce meses contados a partir del 1º de enero 
de 2010, y en cada período sucesivo de doce meses, su nivel calculado de producción 
de las sustancias controladas que figuran en el Grupo I del anexo B para las necesidades 
básicas internas de las Partes que operan al amparo del párrafo 1 del artículo 5 no sea 
superior a cero.

ART. 2D. TETRACLORURO DE CARBONO

1.	 Cada Parte velará por que en el período de doce meses contados a partir del 1º de 
enero de 1995 su nivel calculado de consumo de la sustancia controlada que figura 
en el Grupo II del anexo B no supere, anualmente, el quince por ciento de su nivel 
calculado de consumo de 1989.  Cada Parte que produzca la sustancia velará por que, 
durante el mismo período, su nivel calculado de producción de la sustancia no supere, 
anualmente, el quince por ciento de su nivel calculado de producción de 1989. No 
obstante, a fin de satisfacer las necesidades básicas internas de las Partes que operen 
al amparo del párrafo 1 del artículo 5, su nivel calculado de producción podrá superar 
dicho límite hasta en un diez por ciento de su nivel calculado de producción de 1989.

2.	 Cada Parte velará por que en el período de doce meses contados a partir del 1º de enero 
de 1996, y en cada período sucesivo de doce meses, su nivel calculado de consumo 
de la sustancia controlada que figura en el Grupo II del anexo B no sea superior a cero. 
Cada Parte que produzca la sustancia velará por que, durante los mismos períodos, su 
nivel calculado de producción de la sustancia no sea superior a cero. No obstante, a 
fin de satisfacer las necesidades básicas internas de las Partes que operen al amparo 
del párrafo 1 del artículo 5, su nivel calculado de producción podrá superar dicho 
límite hasta en un quince por ciento de su nivel calculado de producción de 1989. Lo 
dispuesto en este párrafo se aplicará a menos que las Partes decidan permitir el nivel de 
producción o consumo que sea necesario para atender los usos por ellas convenidos 
como esenciales.

ART. 2E. 1,1,1-TRICLOROETANO (METILCLOROFORMO)

1.	 Cada Parte velará por que en el período de doce meses contados a partir del 1º de 
enero de 1993 su nivel calculado de consumo de la sustancia controlada que figura en 
el Grupo III del anexo B no supere, anualmente, su nivel calculado de consumo de 1989. 
Cada Parte que produzca la sustancia velará por que, durante el mismo período, su nivel 
calculado de producción de la sustancia no supere, anualmente, su nivel calculado de 
producción de 1989. No obstante, a fin de satisfacer las necesidades básicas internas 
de las Partes que operen al amparo del párrafo 1 del artículo 5, su nivel calculado de 
producción podrá superar dicho límite hasta en un diez por ciento de su nivel calculado 
de producción de 1989.
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2.	 Cada Parte velará por que en el período de doce meses contados a partir del 1º de enero 
de 1994, y en cada período sucesivo de doce meses, su nivel calculado de consumo de 
la sustancia controlada que figura en el Grupo III del anexo B no supere, anualmente, 
el cincuenta por ciento de su nivel calculado de producción de 1989. Cada Parte que 
produzca la sustancia velará por que, durante los mismos períodos, su nivel calculado 
de producción de la sustancia no supere, anualmente, el cincuenta por ciento de su 
nivel calculado de producción de 1989. No obstante, a fin de satisfacer las necesidades 
básicas internas de las Partes que operen al amparo del párrafo 1 del artículo 5, su nivel 
calculado de producción podrá superar dicho límite hasta en un diez por ciento de su 
nivel calculado de producción de 1989.

3.	 Cada Parte velará por que en el período de doce meses contados a partir del 1º de enero 
de 1996, y en cada período sucesivo de doce meses, su nivel calculado de consumo 
de la sustancia controlada que figura en el Grupo III del anexo B no sea superior a cero. 
Cada Parte que produzca la sustancia velará por que, durante los mismos períodos, su 
nivel calculado de producción de la sustancia no sea superior a cero. No obstante, a 
fin de satisfacer las necesidades básicas internas de las Partes que operen al amparo 
del párrafo 1 del artículo 5, su nivel calculado de producción podrá superar dicho 
límite hasta en un quince por ciento de su nivel calculado de producción de 1989. Lo 
dispuesto en este párrafo se aplicará a menos que las Partes decidan permitir el nivel de 
producción o consumo que sea necesario para atender los usos por ellas convenidos 
como esenciales.

ART. 2F. HIDROCLOROFLUOROCARBONOS

1.	 Cada Parte velará por que en el período de doce meses contados a partir del 1º de enero 
de 1996, y en cada período sucesivo de doce meses, su nivel calculado de consumo de 
las sustancias controladas que figuran en el Grupo I del anexo C no supere, anualmente, 
la cantidad de:

a)	 El 2,8 por ciento de su nivel calculado de consumo en 1989 de las sustancias 
controladas que figuran en el Grupo I del anexo A; y

b)	 Su nivel calculado de consumo en 1989 de las sustancias controladas que figuran 
en el Grupo I del anexo C.

2.	 Cada Parte velará por que en el período de doce meses contados a partir del 1º de enero 
de 2004, y en cada período sucesivo de doce meses, su nivel calculado de consumo de 
las sustancias controladas que figuran en el Grupo I del anexo C no supere, anualmente, 
el sesenta y cinco por ciento de la cantidad a que se hace referencia en el párrafo 1 del 
presente artículo.

3.	 Cada Parte velará por que en el período de doce meses contados a partir del 1º de enero 
de 2010, y en cada período sucesivo de doce meses, su nivel calculado de consumo de 
las sustancias controladas que figuran en el Grupo I del anexo C no supere, anualmente, 
el treinta y cinco por ciento de la cantidad a que se hace referencia en el párrafo 1 del 
presente artículo.
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4.	 Cada Parte velará por que en el período de doce meses contados a partir del 1º de enero 
de 2015, y en cada período sucesivo de doce meses, su nivel calculado de consumo de 
las sustancias controladas que figuran en el Grupo I del anexo C no supere, anualmente, 
el 10 por ciento de la cifra a que se hace referencia en el párrafo 1 del presente artículo.

5.	 Cada Parte velará por que en el período de doce meses contados a partir del 1º de enero 
de 2020, y en cada período sucesivo de doce meses, su nivel calculado de consumo de 
las sustancias controladas que figuran en el Grupo I del anexo C no supere, anualmente, 
el 0,5 por ciento de la cantidad a que se hace referencia en el párrafo 1 del presente 
artículo. Dicho consumo, sin embargo, se limitará al mantenimiento del equipo de 
refrigeración y aire acondicionado existente en esa fecha.

6.	 Cada Parte velará por que en el período de doce meses contados a partir del 1º de enero 
de 2030, y en cada período sucesivo de doce meses, su nivel calculado de consumo 
de las sustancias controladas que figuran en el Grupo I del anexo C no sea superior a 
cero.

7.	 A partir del 1º de enero de 1996, cada Parte velará por que:

a)	 El uso de las sustancias controladas que figuran en el Grupo I del anexo C se limite 
a aquellas aplicaciones en las que no pudieran usarse otras sustancias o tecnologías 
más adecuadas para el medio ambiente;

b)	 El uso de las sustancias controladas que figuran en el Grupo I del anexo C no quede 
fuera de los campos de aplicación en los que actualmente se emplean sustancias 
controladas que figuran en los anexos A, B y C, salvo en raros casos para la protección 
de la vida humana o la salud humana; y

c)	 Las sustancias controladas que figuran en el Grupo I del anexo C se seleccionen 
de forma que se reduzca al mínimo el agotamiento de la capa de ozono, además 
de reunir otros requisitos relacionados con el medio ambiente, la seguridad y la 
economía.

8.	 Toda Parte que produzca una o más de estas sustancias velará por que en el período 
de 12 meses contados a partir del 1º de enero de 2004, y en cada período sucesivo de 
12 meses, su nivel calculado de producción supere, anualmente, el promedio de:

a)	 La suma de su nivel calculado de consumo en 1989 de las sustancias controladas 
enumeradas en el Grupo I del anexo C y el 2,8 % de su nivel calculado de consumo 
en 1989 de las sustancias controladas enumeradas en el Grupo I del anexo A;

b)	 La suma de su nivel calculado de producción en 1989 de las sustancias controladas 
enumeradas en el Grupo I del anexo C y el 2,8 % de su nivel calculado de producción 
en 1989 de las sustancias controladas enumeradas en el Grupo I del anexo A. No 
obstante, a fin de satisfacer las necesidades básicas internas de las Partes que operan 
al amparo del párrafo 1 del artículo 5, su nivel calculado de producción podrá superar 
ese límite hasta en una cantidad igual al 15 % de su nivel calculado de producción 
de las sustancias controladas enumeradas en el Grupo I del anexo C definidas supra.
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ART. 2G. HIDROBROMOFLUOROCARBONOS

Cada Parte velará por que en el período de doce meses contados a partir del 1º de enero de 1996, 
y en cada período sucesivo de doce meses, su nivel calculado de consumo de las sustancias 
controladas que figuran en el Grupo II del anexo C no sea superior a cero. Cada Parte que 
produzca las sustancias velará por que, durante los mismos períodos, su nivel calculado de 
producción de las sustancias no sea superior a cero. Lo dispuesto en este párrafo se aplicará 
salvo en la medida en que las Partes decidan permitir el nivel de producción o consumo que 
sea necesario para atender los usos por ellas convenidos como esenciales.

ART. 2H. METILBROMURO

1.	 Cada Parte velará por que en el período de doce meses contados a partir del 1º de enero 
de 1995, y en cada período sucesivo de doce meses, su nivel calculado de consumo 
de la sustancia controlada que figura en el anexo E no supere, anualmente, su nivel 
calculado de consumo de 1991. Cada Parte que produzca la sustancia velará por que, 
durante los mismos períodos, su nivel calculado de producción de la sustancia no supere, 
anualmente, su nivel calculado de producción de1991. No obstante, a fin de satisfacer 
las necesidades básicas internas de las Partes que operen al amparo del párrafo 1 del 
artículo 5, su nivel calculado de producción podrá superar dicho límite hasta en un diez 
por ciento de su nivel calculado de producción de 1991.

2.	 Cada Parte velará por que en el período de doce meses contados a partir del 1º de enero 
de 1999, y en cada período sucesivo de doce meses, su nivel calculado de consumo de 
la sustancia controlada que figura en el anexo E no supere, anualmente, el 75 % de su 
nivel calculado de consumo de 1991. Cada Parte que produzca la sustancia velará por 
que, durante los mismos períodos, su nivel calculado de producción de la sustancia no 
supere, anualmente, el 75 % de su nivel calculado de producción de 1991. No obstante, 
a fin de satisfacer las necesidades básicas internas de las Partes que operan al amparo 
del párrafo 1 del artículo 5, su nivel calculado de producción podrá superar dicho límite 
hasta en un 10 % de su nivel calculado de producción de 1991.

3.	 Cada Parte velará por que en el período de doce meses contados a partir del 1º de enero 
de 2001, y en cada período sucesivo de doce meses, su nivel calculado de consumo de 
la sustancia controlada que figura en el anexo E no supere, anualmente, el 50 % de su 
nivel calculado de consumo de 1991. Cada Parte que produzca la sustancia velará por 
que, durante los mismos períodos, su nivel calculado de producción de la sustancia no 
supere, anualmente, el 50 % de su nivel calculado de producción de 1991. No obstante, 
a fin de satisfacer las necesidades básicas internas de las Partes que operan al amparo 
del párrafo 1 del artículo 5, su nivel calculado de producción podrá superar dicho límite 
hasta en un 10 % de su nivel calculado de producción de 1991.

4.	 Cada Parte velará por que en el período de doce meses contados a partir del 1º de enero 
de 2003, y en cada período sucesivo de doce meses, su nivel calculado de consumo de 
la sustancia controlada que figura en el anexo E no supere, anualmente, el 30 % de su 
nivel calculado de consumo de 1991. Cada Parte que produzca la sustancia velará por 
que, durante los mismos períodos, su nivel calculado de producción de la sustancia no 
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supere, anualmente, el 30 % de su nivel calculado de producción de 1991. No obstante, 
a fin de satisfacer las necesidades básicas internas de las Partes que operan al amparo 
del párrafo 1 del artículo 5, su nivel calculado de producción podrá superar dicho límite 
hasta en un 10 % de su nivel calculado de producción de 1991.

5.	 Cada Parte velará por que en el período de doce meses contados a partir del 1º de enero 
de 2005, y en cada período sucesivo de doce meses, su nivel calculado de consumo de 
la sustancia controlada que figura en el anexo E no sea superior a cero. Cada Parte que 
produzca la sustancia velará por que, durante los mismos períodos, su nivel calculado 
de producción de la sustancia no sea superior a cero. No obstante, a fin de satisfacer 
las necesidades básicas internas de las Partes que operan al amparo del párrafo 1 del 
artículo 5, su nivel calculado de producción podrá, hasta el 1º de enero de 2002, superar 
dicho límite hasta en un quince por ciento de su nivel calculado de producción de 1991; 
después de esa fecha ese límite se podrá superar en una cantidad igual al promedio 
anual de su producción de las sustancias controladas enumeradas en el anexo E para 
las necesidades básicas internas correspondientes a los años 1995-1998, inclusive. 
Lo dispuesto en este párrafo se aplicará salvo en la medida en que las Partes decidan 
permitir el nivel de producción o consumo que sea necesario para atender los usos por 
ellas convenidos como usos críticos.

	 5 bis.	 Cada Parte velará por que en el período de doce meses contados a partir del 
1º de enero de 2005, y en cada período sucesivo de doce meses, su nivel calculado de 
producción de las sustancias controladas que figuran en el anexo E para las necesidades 
básicas internas de las Partes que operan al amparo del párrafo 1 del artículo 5 no supere 
el ochenta por ciento del promedio anual de su producción de esas sustancias para las 
necesidades básicas internas correspondientes a los años 1995-1998, inclusive.

	 5 ter.	 Cada Parte velará por que en el período de doce meses contados a partir del 
1º de enero de 2015, y en cada período sucesivo de doce meses, su nivel calculado de 
producción de las sustancias controladas que figuran en el anexo E para las necesidades 
básicas internas de las Partes que operan al amparo del párrafo 1 del artículo 5 no sea 
superior a cero.

6.	 Los niveles calculados de consumo y producción en virtud del presente artículo no 
incluirán las cantidades utilizadas por la Parte para aplicaciones de cuarentena y previas 
al envío.

ART. 2I. BROMOCLOROMETANO

Cada Parte velará por que en el período de 12 meses contados a partir del 1º de enero de 2002, 
y en cada período sucesivo de 12 meses, su nivel calculado de consumo y producción de las 
sustancias controladas enumeradas en el Grupo III del anexo C no sea superior a cero. Este 
párrafo se aplicará salvo en la medida en que las Partes decidan permitir un nivel de producción 
o consumo necesario para satisfacer los usos esenciales según lo acordado por ellos.

ART. 3. CÁLCULO DE LOS NIVELES DE CONTROL

A los fines de los artículos 2, 2A a 2H y 5, cada Parte determinará, respecto de cada grupo de 
sustancias que figura en el anexo A, el anexo B, el anexo C o el anexo E sus niveles calculados de:
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a)	 Producción mediante:

i)	 La multiplicación de su producción anual de cada ozono que se indica respecto 
de esta sustancia en el anexo A, el anexo B, el anexo C o el anexo E; y

ii)	 La suma, respecto de cada grupo de sustancias, de las cifras resultantes

b)	 Importaciones y exportaciones, respectivamente, aplicando, mutatis mutandis, el 
procedimiento establecido en el inciso a); y

c)	 Consumo, sumando sus niveles calculados de producción y de importaciones y restando 
su nivel calculado de exportaciones, según se determine de conformidad con los incisos 
a) y b). No obstante, a partir del 1º de enero de 1993, las exportaciones de sustancias 
controladas a los Estados que no sean Partes no se restarán al calcular el nivel de 
consumo de la Parte exportadora.

ART. 4. CONTROL DEL COMERCIO CON ESTADOS QUE NO SEAN PARTES EN EL PROTOCOLO

1.	 Al 1º de enero de 1990, toda Parte prohibirá la importación de las sustancias controladas 
que figuran en el anexo A procedente de cualquier Estado que no sea Parte en el presente 
Protocolo.

1 	 bis. En el plazo de un año a contar de la entrada en vigor de las disposiciones del presente 
párrafo, toda Parte prohibirá la importación de sustancias controladas que figuran en 
el anexo B procedente de cualquier Estado que no sea Parte en el presente Protocolo.

1 	 ter. En el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de las disposiciones del presente 
párrafo, toda Parte prohibirá la importación de sustancias controladas que figuran en el 
Grupo II del anexo C procedente de Estados que no sean Partes en el presente Protocolo.

1	 qua. En el plazo de un año a partir de la entrada en vigor del presente que figura en el 
anexo E de cualquier Estado que no sea Parte en el presente Protocolo.

2.	 A partir del 1º de enero de 1993, toda Parte prohibirá la exportación de sustancias 
controladas que figuran en el anexo A los Estados que no sean Partes en el presente 
Protocolo.

2	 bis. Transcurrido un año a contar de la entrada en vigor de las disposiciones del presente 
párrafo, toda Parte prohibirá la exportación de sustancias controladas que figuran en el 
anexo B a los Estados que no sean Partes en el presente Protocolo.

2 	 ter. En el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de las disposiciones del presente 
párrafo, toda Parte prohibirá la exportación de sustancias controladas que figuran en el 
Grupo II del anexo C a Estados que no sean Partes en el presente Protocolo.

2	 qua. Transcurrido un año a partir de la entrada en vigor del presente párrafo, toda Parte 
prohibirá la exportación de la sustancia controlada que figura en el anexo E a Estados 
que no sean Partes en el presente Protocolo.
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	 2quin. Al 1º de enero de 2004, cada Parte prohibirá la exportación de sustancias 
controladas enumeradas en el Grupo I del anexo C a cualquier Estado que no es Parte 
en el presente Protocolo.

	 2sex. En el plazo de un año contado a partir de la fecha de entrada en vigor del presente 
párrafo, cada Parte prohibirá la exportación de las sustancias controladas enumeradas 
en el Grupo III del anexo C a cualquier Estado que no es Parte en el presente Protocolo.

3.	 Antes del 1º de enero de 1992, las Partes prepararán, de conformidad con los procedimientos 
establecidos en el artículo 10 del Convenio, un anexo con una lista de los productos que 
contengan sustancias controladas que figuran en el anexo A. Las Partes que no hayan 
presentado objeciones al anexo de conformidad con esos procedimientos prohibirán, 
en el plazo de un año a partir de la entrada en vigor del anexo, la importación de dichos 
productos procedente de todo Estado que no sea Parte en el presente Protocolo.

3	 bis. En el plazo de tres años contados a partir de la entrada en vigor de las disposiciones 
del presente párrafo, las Partes prepararán, de conformidad con los procedimientos 
establecidos en el artículo 10 del Convenio, un anexo con una lista de los productos que 
contengan sustancias controladas que figuran en el anexo B.  Las Partes que no hayan 
presentado objeciones al anexo de conformidad con esos procedimientos prohibirán, 
en el plazo de un año a partir de la entrada en vigor del anexo, la importación de dichos 
productos procedente de todo Estado que no sea Parte en el presente Protocolo.

3	 ter. En el plazo de tres años a partir de la entrada en vigor de las disposiciones del 
presente párrafo, las Partes, conforme a los procedimientos previstos en el artículo 
10 del Convenio, establecerán en un anexo una lista de productos que contengan 
sustancias controladas que figuran en el Grupo II del anexo C. Las Partes que no hayan 
formulado objeciones al anexo conforme a los procedimientos mencionados prohibirán, 
en el plazo de un año a partir de la entrada en vigor del anexo, la importación de esos 
productos procedente de cualquier Estado que no sea Parte en el presente Protocolo.

4.	 Antes del 1º de enero de 1994, las Partes determinarán la viabilidad de prohibir o restringir 
la importación de productos elaborados con sustancias controladas que figuran en el 
anexo A, pero que no contengan tales sustancias, procedente de Estados que no sean 
Partes en el presente Protocolo. Si lo consideran factible, las Partes elaborarán, de 
conformidad con los procedimientos establecidos en el artículo 10 del Convenio, un 
anexo con una lista de tales productos. Las Partes que no hayan presentado objeciones 
al anexo de conformidad con esos procedimientos prohibirán o restringirán, en el plazo 
de un año a partir de la entrada en vigor del anexo, la importación de dichos productos 
procedente de todo Estado que no sea Parte en el presente Protocolo.

4	 bis. En el plazo de cinco años contados a partir de la fecha de entrada en vigor de las 
disposiciones del presente párrafo, las Partes determinarán la viabilidad de prohibir 
o restringir la importación de productos elaborados con sustancias controladas que 
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figuran en el anexo B, pero que no contengan tales sustancias, procedente de Estados 
que no sean Partes en el Protocolo.  Si lo consideran factible, las Partes elaborarán, de 
conformidad con los procedimientos establecidos en el artículo 10 del Convenio, un 
anexo con una lista de tales productos. Las Partes que no hayan presentado objeciones 
al anexo de conformidad con esos procedimientos prohibirán o restringirán, en el plazo 
de un año a partir de la entrada en vigor del anexo, la importación de dichos productos 
procedente de todo Estado que no sea Parte en el presente Protocolo.

4 	 ter. En el plazo de cinco años a partir de la entrada en vigor de las disposiciones 
del presente párrafo, las Partes determinarán la viabilidad de prohibir o restringir las 
importaciones procedentes de Estados que no sean Partes en el presente Protocolo 
de productos elaborados con sustancias controladas que figuran en el Grupo II del 
anexo C pero que no contengan esas sustancias. En el caso de que se determinase 
dicha viabilidad, las Partes, conforme a los procedimientos previstos en el artículo 10 
del Convenio, establecerán en un anexo una lista de tales productos. Las Partes que no 
hayan formulado objeciones al anexo conforme a los procedimientos mencionados 
prohibirán o restringirán, en el plazo de un año a partir de la entrada en vigor del anexo, 
la importación de esos productos procedente de cualquier Estado que no sea Parte en 
el presente Protocolo.

5.	 Toda Parte se compromete a desalentar de la manera más efectiva posible la exportación 
a cualquier Estado que no sea Parte en el presente Protocolo de tecnología para la 
producción y la utilización de sustancias controladas que figuran en los anexos A, B, C 
y E.

6.	 Las Partes se abstendrán de conceder nuevas subvenciones, ayuda, créditos, garantías o 
programas de seguros para la exportación a Estados que no sean Partes en este Protocolo 
de productos, equipo, fábricas o tecnologías que pudieran facilitar la producción de 
sustancias controladas que figuran en los anexos A, B, C, D y E.

7.	 Las disposiciones de los párrafos 5 y 6 no se aplicarán a productos, equipo, fábricas o 
tecnologías que mejoren el confinamiento, la recuperación, el reciclado o la destrucción 
de sustancias controladas, que fomenten el desarrollo de sustancias sustitutivas o que 
de algún modo contribuyan a la reducción de las emisiones de sustancias controladas 
que figuran en los anexos A, B, C, D y E.

8.	 No obstante, lo dispuesto en este artículo, podrán permitirse las importaciones 
mencionadas en los párrafos 1 a 4 ter del presente artículo, de y a cualquier Estado 
que no sea Parte en este Protocolo si en una reunión de las Partes se determina que 
ese Estado cumple cabalmente lo dispuesto en los artículos 2, 2A a 2I y el presente 
artículo y ha presentado datos a tal efecto en la forma prevista en el artículo 7.

9.	 A los efectos del presente artículo, la expresión “Estado que no sea Parte en este 
Protocolo” incluirá, por lo que respecta a cualquier sustancia controlada, a todo Estado 
u organización de integración económica regional que no haya convenido en aceptar 
como vinculantes las medidas de control vigentes en relación con dicha sustancia.
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10.	Las Partes determinarán, a más tardar el 1º de enero de 1996, si procede enmendar el 
presente Protocolo con objeto de aplicar las medidas previstas en el presente artículo 
al comercio de sustancias controladas que figuran en el Grupo I del anexo C y en el 
anexo E con Estados que no sean Partes en el Protocolo.

ART. 4A. CONTROL DEL COMERCIO CON ESTADOS QUE SEAN PARTES EN EL PROTOCOLO

1.	 En el caso en que, transcurrida la fecha que le sea aplicable para la supresión de una 
sustancia controlada, una Parte no haya podido, pese a haber adoptado todas las 
medidas posibles para cumplir sus obligaciones derivadas del Protocolo, eliminar la 
producción de esa sustancia para el consumo interno con destino a usos distintos de 
los convenidos por las Partes como esenciales, esa Parte prohibirá la exportación de 
cantidades usadas, recicladas y regeneradas de esa sustancia, para cualquier fin que no 
sea su destrucción.

2.	 El párrafo 1 del presente artículo se aplicará sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 
11 del Convenio y en el procedimiento relativo al incumplimiento elaborado en virtud 
del artículo 8 del Protocolo.

ART. 4B. SISTEMA DE LICENCIAS

1.	 Las Partes establecerán y pondrán en práctica, para el 1º de enero de 2000 o en el plazo 
de tres meses a partir de la entrada en vigor del presente artículo para cada una de ellas, 
un sistema de concesión de licencias para la importación y exportación de sustancias 
controladas nuevas, usadas, recicladas y regeneradas enumeradas en los anexos A, B y 
C.

2.	 Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 1 del presente artículo, si una Parte que opera 
al amparo del párrafo 1 del artículo 5 decide que no está en condiciones de establecer 
y poner en práctica un sistema para la concesión de licencias para la importación y 
exportación de sustancias controladas enumeradas en los anexos C y E, podrá posponer 
la adopción de esas medidas hasta el 1º de enero de 2005 y el 1º de enero de 2002, 
respectivamente.

3.	 En el plazo de tres meses a partir de la fecha en que introduzcan su sistema de licencias, 
las Partes informarán a la Secretaría del establecimiento y el funcionamiento de dicho 
sistema.

4.	 La Secretaría preparará y distribuirá periódicamente a todas las Partes una lista de las 
Partes que le hayan informado de su sistema de licencias y remitirá esa información al 
Comité de Aplicación para su examen y la

ART. 5. SITUACIÓN ESPECIAL DE LOS PAÍSES EN DESARROLLO

1.	 Toda Parte que sea un país en desarrollo y cuyo nivel calculado de consumo anual de 
las sustancias controladas que figuran en el anexo A sea inferior a 0,3 kg per cápita en 
la fecha en que el Protocolo entre en vigor para dicha Parte, o en cualquier otra fecha 
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a partir de entonces hasta el 1º de enero de 1999, tendrá derecho, para satisfacer sus 
necesidades básicas internas, a aplazar por diez años el cumplimiento de las medidas de 
control enunciadas en los artículos 2A a 2E, siempre que cualquier ulterior enmienda de 
los ajustes o la Enmienda adoptados en Londres, el 29 de junio de 1990, por la Segunda 
Reunión de las Partes se aplique a las Partes que operen al amparo de este párrafo 
cuando haya tenido lugar el examen previsto en el párrafo 8 del presente artículo y a 
condición de que tal medida se base en las conclusiones de ese examen.

1 	 bis. Las Partes, teniendo en cuenta el examen a que se hace referencia en el párrafo 
8 del presente artículo, las evaluaciones realizadas de conformidad con el artículo 6 y 
todas las demás informaciones pertinentes, decidirán, a más tardar el 1º de enero de 
1996, conforme al procedimiento establecido en el párrafo 9 del artículo 2:

a)	 Con respecto a los párrafos 1 a 6 del artículo 2F, qué año de base, niveles iniciales, 
calendarios de reducción y fecha de eliminación total del consumo de las sustancias 
controladas que figuran en el Grupo I del anexo C se aplicarán a las Partes que operen 
al amparo del párrafo 1 del presente artículo;

b)	 Con respecto al artículo 2G, qué fecha de eliminación total de la producción y el consumo 
de las sustancias controladas que figuran en el Grupo II del anexo C se aplicará a las 
Partes que operen al amparo del párrafo 1 del presente artículo; y

c)	 Con respecto al artículo 2H, qué año de base, niveles iniciales y calendarios de reducción 
del consumo y la producción de la sustancia controlada que figura en el anexo E se 
aplicarán a las Partes que operen al amparo del párrafo 1 del presente artículo.

2.	 No obstante, las Partes que operen al amparo del párrafo 1 del presente artículo no 
podrán superar un nivel calculado de consumo anual de las sustancias controladas que 
figuran en el anexo A de 0,3 kg per cápita, o un nivel calculado de consumo anual de 
las sustancias controladas que figuran en el anexo B de 0,2 kg per cápita.

3.	 Al aplicar las medidas de control previstas en los artículos 2A a 2E, toda Parte que opere 
al amparo del párrafo 1 del presente artículo tendrá derecho a emplear, como base para 
para determinar su cumplimiento de las medidas de control

a)	 En el caso de las sustancias controladas enumeradas n el anexo A, ya sea el promedio de 
su nivel calculado de consumo anual correspondiente al período 1995 a 1997 inclusive 
o un nivel calculado de consumo de 0,3 kg per cápita, si este último es menor, como 
base para determinar su cumplimiento de las medidas de control relacionadas con el 
consumo;

b)	 En el caso de las sustancias controladas enumeradas en el anexo B, ya sea el promedio de 
su nivel calculado de consumo anual correspondiente al período 1998 a 2000 inclusive 
o un nivel calculado de consumo de 0,2 kg per cápita, si este último es menor, como 
base para determinar su cumplimiento de las medidas de control relacionadas con el 
consumo.

c)	 En el caso de las sustancias controladas enumeradas en el anexo A, ya sea el promedio de 
su nivel calculado de producción anual correspondiente al período 1995 a 1997 inclusive, 
o un nivel calculado de producción de 0,3 Kg. per cápita, si este último es menor, como 
base para determinar su cumplimiento de las medidas de control relacionadas con la 
producción.
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d)	 En el caso de las sustancias controladas enumeradas en el anexo B, ya sea el promedio 
de su nivel calculado de producción anual correspondiente al período 1998 a 2000 
inclusive o un nivel calculado de producción de 0,2 kg per cápita, si este último es menor, 
como base para determinar su cumplimiento de las medidas de control relacionadas 
con la producción.

4.	 Cualquier Parte que opere al amparo del párrafo 1 de este artículo podrá notificar a 
la Secretaría, en cualquier momento antes de que entren en vigor para esa Parte las 
obligaciones que entrañan las medidas de control previstas en los artículos 2A a 2I, que 
no está en condiciones de obtener un suministro suficiente de sustancias controladas. 
La Secretaría transmitirá sin dilación una copia de esa notificación a las Partes, que 
examinarán la cuestión en su siguiente reunión, y decidirán qué medidas corresponde 
adoptar.

5.	 El desarrollo de la capacidad para cumplir las obligaciones de las Partes que operen 
al amparo del párrafo 1 de este artículo derivadas de la aplicación de las medidas de 
control previstas en los artículos 2A a 2E y el artículo 2I, y de toda medida de control 
prevista en los artículos 2F a 2H que se establezca conforme al párrafo 1 bis del presente 
artículo, y su aplicación por esas mismas Partes, dependerá de la aplicación efectiva de 
la cooperación financiera prevista en el artículo 10 y de la transferencia de tecnología 
prevista en el artículo 10A.

6.	 Toda Parte que opere al amparo del párrafo 1 de este artículo podrá, en cualquier 
momento, notificar por escrito a la Secretaría que, a pesar de haber adoptado todas 
las medidas factibles, no está en condiciones de cumplir alguna o la totalidad de las 
obligaciones establecidas en los artículos 2A a 2E y el artículo 2I, o cualquier obligación 
prevista en los artículos 2F a 2H que se establezca con arreglo al párrafo 1 bis del presente 
artículo, como consecuencia del cumplimiento inadecuado de los artículos 10 y 10A. La 
Secretaría transmitirá sin dilación la notificación a las Partes, que examinarán la cuestión 
en su siguiente reunión, tomando debidamente en cuenta lo dispuesto en el párrafo 5 
del presente artículo y decidirán qué medidas corresponde adoptar.

7.	 Durante el período que medie entre la notificación y la reunión de las Partes en la que 
se tomará una decisión acerca de las medidas apropiadas mencionadas en el párrafo 
6 del presente artículo, o durante un período más extenso, si así lo decide la Reunión 
de las Partes, el procedimiento de incumplimiento mencionado en el artículo 8 no se 
invocará contra la Parte notificante.

8.	 Una Reunión de las Partes examinará, a más tardar en 1995, la situación de las Partes 
que operen al amparo del párrafo 1 de este artículo, incluida la aplicación efectiva de la 
cooperación financiera y de la transferencia de tecnología a dichas Partes, y aprobará 
las revisiones que se consideren necesarias respecto del plan de las medidas de control 
aplicable a estas Partes.

8 bis.  Sobre la base de las conclusiones del examen que se menciona en el párrafo 8 supra:

a)	 Respecto de las sustancias controladas que figuran en el anexo A, una Parte que 
opere al amparo del párrafo 1 del presente artículo tendrá derecho, para satisfacer sus 
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necesidades básicas internas, a aplazar por diez años el cumplimiento de las medidas 
de control aprobadas por la Segunda Reunión de las Partes, celebrada en Londres el 
29 de junio de 1990, y la referencia en el Protocolo a los artículos 2A y 2B se entenderá 
en consonancia con ello.

b)	 Respecto de las sustancias controladas que figuran en el anexo B, una Parte que 
opere al amparo del párrafo 1 del presente artículo tendrá derecho, para satisfacer sus 
necesidades básicas internas, a aplazar por diez años el cumplimiento de las medidas 
de control aprobadas por la Segunda Reunión de las Partes, celebrada en Londres el 
29 de junio de 1990, y la referencia en el Protocolo a los artículos 2C a 2E se entenderá 
en consonancia con ello.

8 ter.  De conformidad con el párrafo 1 bis supra:

a)	 Toda Parte que opere al amparo del párrafo 1 del presente artículo velará por que en 
el período de doce meses contado a partir del 1º de enero de 2016, y en cada período 
sucesivo de doce meses, su nivel calculado de consumo de las sustancias controladas 
que figuran en el grupo I del anexo C no supere, anualmente, su nivel calculado de 
consumo en 2015. Al 1º de enero de 2016, toda Parte que opera al amparo del párrafo 
1 del presente artículo deberá cumplir con las medidas de control establecidas en el 
párrafo 8 del artículo 2F y, como base para el cumplimiento de estas medidas de control, 
utilizará el promedio de sus niveles calculados de producción y consumo en 2015;

b)	 Toda Parte que opere al amparo del párrafo 1 del presente artículo velará por que en el 
período de doce meses contados a partir del 1º de enero de 2040, y en cada período 
sucesivo de doce meses, su nivel calculado de consumo de las sustancias controladas 
que figuran en el grupo I del anexo C no sea superior a cero;

c)	 Toda Parte que opere al amparo del párrafo 1 del presente artículo se atendrá a lo 
estipulado en el artículo 2G;

d)	 Por lo que se refiere a la sustancia controlada que figura en el anexo E:

i)	 A partir del 1º de enero de 2002, toda Parte que opere al amparo del párrafo 1 del 
presente artículo cumplirá las medidas de control estipuladas en el párrafo 1 del 
artículo 2H y, como base para determinar su cumplimiento de esas medidas de 
control, empleará el promedio de su nivel calculado de consumo y producción 
anual, respectivamente, correspondiente al período 1995 a 1998 inclusive;

ii)	 Cada Parte que opere al amparo del párrafo 1 del presente artículo velará por que 
en el período de doce meses contados a partir del 1º de enero de 2005, y en cada 
período sucesivo de doce meses, sus niveles calculados de consumo y producción 
de la sustancia controlada que figura en el anexo E

	 no superen, anualmente, el 80 % del promedio de sus niveles calculados anuales 
de consumo y producción, respectivamente, correspondientes al período de 1995 
a 1998 inclusive;

iii)	 Cada Parte que opere al amparo del párrafo 1 del presente artículo velará por que 
en el período de doce meses contados a partir del 1º de enero de 2015, y en cada 
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período sucesivo de doce meses, sus niveles calculados de consumo y producción 
de la sustancia controlada que figura en el anexo E no sean superiores a cero. Lo 
dispuesto en este párrafo se aplicará salvo en la medida en que las Partes decidan 
permitir el nivel de producción o consumo que sea necesario para atender los usos 
por ellas convenidos como usos críticos;

iv)	 Los niveles calculados de consumo y producción en virtud del presente apartado 
no incluirán las cantidades utilizadas por la Parte para aplicaciones de cuarentena 
y previas al envío.

9.	 Las decisiones de las Partes mencionadas en los párrafos 4, 6 y 7 del presente artículo 
se adoptarán con arreglo al mismo procedimiento aplicado a la toma de decisiones en 
virtud del artículo 10.

ART. 6. EVALUACIÓN Y EXAMEN DE LAS MEDIDAS DE CONTROL

A partir de 1990, y por lo menos cada cuatro años en lo sucesivo, las Partes evaluarán las 
medidas de control previstas en el artículo 2 y en los artículos 2A a 2I teniendo en cuenta 
la información científica, ambiental, técnica y económica de que dispongan. Al menos 
un año antes de hacer esas evaluaciones, las Partes convocarán grupos apropiados 
de expertos competentes en las esferas mencionadas y determinarán la composición 
y atribuciones de tales grupos. En el plazo de un año a contar desde su convocación, 
los grupos comunicarán sus conclusiones a las Partes, por conducto de la Secretaría.

ART. 7. PRESENTACIÓN DE DATOS

1.	 Toda Parte proporcionará a la Secretaría, dentro de los tres meses siguientes a la fecha en 
que se haya constituido en Parte, datos estadísticos sobre su producción, importaciones 
y exportaciones de cada una de las sustancias controladas enumeradas en el anexo A 
correspondientes a 1986, o las estimaciones más fidedignas que sea posible obtener 
de dichos datos, cuando no se disponga de ellos.

2.	 Toda Parte proporcionará a la Secretaría datos estadísticos sobre su producción, 
importaciones y exportaciones de cada una de las sustancias controladas:

-	 enumeradas en el anexo B y los grupos I y II del anexo C, correspondientes al año 1989;

-	 enumeradas en el anexo E, correspondientes al año 1991, o las estimaciones más 
fidedignas que sea posible obtener de dichos datos, cuando no se disponga de ellos, a 
más tardar tres meses después de la fecha en que hayan entrado en vigor para esa Parte 
las disposiciones del Protocolo referentes a las sustancias enumeradas en los anexos B, 
C y E, respectivamente.

3.	 Toda Parte proporcionará a la Secretaría datos estadísticos de su producción anual (tal 
como se define en el párrafo 5 del artículo 1) de cada una de las sustancias controladas 
enumeradas en los anexos A, B, C y E indicará, por separado, para cada sustancia:
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-	 Las cantidades utilizadas como materias primas,

-	 Las cantidades destruidas mediante tecnologías aprobadas por las Partes, y

-	 Las importaciones de y exportaciones a Partes y Estados que no son Partes, respectivamente, 
respecto del año en que las disposiciones referentes a las sustancias enumeradas en los 
anexos A, B, C y E, respectivamente, hayan entrado en vigor para esa Parte, así como 
respecto de cada año subsiguiente. Cada Parte proporcionará a la Secretaría datos 
estadísticos sobre la cantidad anual de sustancias controladas enumeradas en el anexo E 
utilizadas para aplicaciones de cuarentena y previas al envío. Los datos se comunicarán 
a más tardar nueve meses después del final del año a que se refieran.

	 3 bis.  Toda Parte proporcionará a la Secretaría datos estadísticos por separado sobre sus 
importaciones y exportaciones anuales de cada una de las sustancias controladas que 
figuran en el Grupo II del anexo A y el Grupo I del anexo C que hayan sido recicladas.

4.	 Para las Partes que operen al amparo de lo dispuesto en el apartado a) del párrafo 8 del 
artículo 2, las normas de los párrafos 1, 2, 3 y 3 bis del presente artículo con respecto 
a datos estadísticos sobre importaciones y exportaciones se estimarán cumplidas si la 
organización de integración económica regional de que se trate proporciona datos 
sobre las importaciones y exportaciones entre la organización y Estados que no sean 
miembros de dicha organización.

ART. 8. INCUMPLIMIENTO

	 Las Partes, en su primera reunión, estudiarán y aprobarán procedimientos y mecanismos 
institucionales para determinar el incumplimiento de las disposiciones del presente 
Protocolo y las medidas que haya que adoptar respecto de las Partes que no hayan 
cumplido lo prescrito.

ART. 9. INVESTIGACIÓN, DESARROLLO, SENSIBILIZACIÓN DEL PÚBLICO E INTERCAMBIO 
DE INFORMACIÓN

1.	 Las Partes cooperarán, de conformidad con sus leyes, reglamentos y prácticas nacionales 
y teniendo en cuenta en particular las necesidades de los países en desarrollo, para 
fomentar, directamente o por conducto de los órganos internacionales competentes, 
la investigación, el desarrollo y el intercambio de información sobre:

a)	 Las tecnologías más idóneas para mejorar el confinamiento, la recuperación, el reciclado 
o la destrucción de las sustancias controladas, o reducir de cualquier otra manera las 
emisiones de éstas;

b)	 Posibles alternativas de las sustancias controladas, de los productos que contengan 
esas sustancias y de los productos fabricados con ellas; y

c)	 Costos y ventajas de las correspondientes estrategias de control.

2.	 Las Partes, a título individual o colectivo o por conducto de los órganos internacionales 



754

Legislación Ambiental - El Salvador 2021

competentes, cooperarán para favorecer la sensibilización del público ante los efectos 
que tienen sobre el medio ambiente las emisiones de las sustancias controladas y de 
otras sustancias que agotan la capa de ozono.

3.	 En el plazo de dos años a partir de la entrada en vigor del presente Protocolo y cada dos 
años en lo sucesivo, cada Parte presentará a la Secretaría un resumen de las actividades 
que haya realizado de conformidad con lo dispuesto en el presente artículo.

ART. 10. MECANISMO FINANCIERO

1.	 Las Partes establecerán un mecanismo para proporcionar cooperación financiera y técnica, 
incluida la transferencia de tecnologías, a las Partes que operen al amparo del párrafo 
1 del artículo 5 del presente Protocolo a fin de que éstas puedan aplicar las medidas de 
control previstas en los artículos 2A a 2E y el artículo 2I del Protocolo, y toda medida 
de control prevista en los artículos 2F a 2H que se establezca conforme al párrafo 1 bis 
del artículo 5. El mecanismo, que recibirá contribuciones que serán adicionales a otras 
transferencias financieras a las Partes que operen al amparo de dicho párrafo, cubrirá 
todos los costos adicionales acordados en que incurran esas Partes para que puedan 
cumplir las medidas de control previstas en el Protocolo. Las Partes establecerán en su 
Reunión una lista indicativa de las categorías de costos adicionales.

2.	 El mecanismo establecido con arreglo al párrafo 1 comprenderá un Fondo Multilateral. 
También podrá incluir otros medios de cooperación multilateral, regional y bilateral.

3.	 El Fondo Multilateral:

a)	 Sufragará, a título de donación o en condiciones concesionarias, según proceda, y 
de conformidad con los criterios que decidan las Partes, todos los costos adicionales 
acordados;

b)	 Financiará funciones de mediación para:

i)	 Ayudar a las Partes que operen al amparo del párrafo 1 del artículo 5, mediante estudios 
por países y otras formas de cooperación técnica, a determinar sus necesidades de 
cooperación;

ii)	 Facilitar cooperación técnica para satisfacer esas necesidades determinadas;
iii)	 Distribuir, conforme a lo dispuesto en el artículo 9, información y documentos pertinentes, 

celebrar cursos prácticos y reuniones de capacitación, así como realizar otras actividades 
conexas, para beneficio de las Partes que sean países en desarrollo; y

iv)	 Facilitar y seguir otras formas de cooperación multilateral, regional y bilateral que se 
pongan a disposición de las Partes que sean países en desarrollo;

c)	 Financiará los servicios de secretaría del Fondo Multilateral y los gastos de apoyo conexos.

4.	 El Fondo Multilateral estará sometido a la autoridad de las Partes, que decidirán su 
política global.
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5.	 Las Partes establecerán un Comité Ejecutivo para desarrollar y seguir la aplicación de 
arreglos administrativos, directrices y políticas operacionales específicas, incluido el 
desembolso de recursos, a fin de alcanzar los objetivos del Fondo Multilateral. El Comité 
Ejecutivo desempeñará las tareas y funciones que se indiquen en su mandato en la 
forma en que acuerden las Partes, con la cooperación y ayuda del Banco Internacional 
de Reconstrucción y Fomento (Banco Mundial), el Programa de las Naciones Unidas 
para el Medio Ambiente, el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, u otros 
organismos pertinentes en sus respectivas esferas de competencia. Los miembros del 
Comité Ejecutivo, que serán seleccionados basándose en una representación equilibrada 
de las Partes que operen al amparo del párrafo 1 del artículo 5 y de las demás Partes, 
serán aprobados por las Partes.

6.	 El Fondo Multilateral se financiará con contribuciones de las Partes que no operen 
al amparo del párrafo 1 del artículo 5 en monedas convertibles o, en determinadas 
circunstancias, en especie y/o en moneda nacional, tomando como base la escala de 
cuotas de las Naciones Unidas. Se fomentarán las contribuciones de otras Partes. La 
cooperación bilateral y, en casos particulares convenidos por las Partes, regional, podrá 
contar, hasta un cierto porcentaje y de conformidad con los criterios especificados por 
decisión de las Partes, como una contribución al Fondo Multilateral a condición de que 
esa cooperación, como mínimo:

a)	 Esté estrictamente relacionada con el cumplimiento de las disposiciones del presente 
Protocolo;

b)	 Proporcione recursos adicionales; y
c)	 Corresponda a costos complementarios convenidos.

7.	 Las Partes decidirán el presupuesto del programa del Fondo Multilateral para cada 
ejercicio económico y el porcentaje de las contribuciones a éste que corresponda a 
cada una de las Partes en el mismo.

8.	 Los recursos facilitados con cargo al Fondo Multilateral se proporcionarán con la 
aquiescencia de la Parte beneficiaria.

9.	 Las decisiones de las Partes de conformidad con el presente artículo se adoptarán por 
consenso siempre que sea posible. Si todos los esfuerzos que se hubieran hecho por 
llegar a un consenso no dieren resultado y no se llegara a un acuerdo, las decisiones se 
adoptarán por una mayoría de dos tercios de votos de las Partes presentes y votantes, 
que representen una mayoría de las Partes que operen al amparo del párrafo 1 del 
artículo 5 presentes y votantes y una mayoría de las Partes presentes y votantes que 
no operen al amparo de dicho párrafo.

10.	El mecanismo financiero establecido en este artículo no excluye cualquier otro arreglo 
que pueda concertarse en el futuro con respecto a otras cuestiones ambientales.

ART. 10A. TRANSFERENCIA DE TECNOLOGÍA

Las Partes adoptarán todas las medidas factibles, compatibles con los programas sufragados 
por el Mecanismo Financiero, con objeto de garantizar:
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a)	 Que los mejores productos sustitutivos y tecnologías conexas disponibles y que no 
presenten riesgos para el medio ambiente se transfieran en forma expeditiva a las Partes 
que operen al amparo del párrafo 1 del artículo 5; y

b)	 Que las transferencias mencionadas en el apartado a) se lleven a cabo en condiciones 
justas y en los términos más favorables.

ART. 11. REUNIONES DE LAS PARTES

1.	 Las Partes celebrarán reuniones a intervalos regulares. La Secretaría convocará la 
primera reunión de las Partes a más tardar un año después de la entrada en vigor del 
presente Protocolo y conjuntamente con una reunión de la Conferencia de las Partes 
en el Convenio, si esta última reunión está prevista durante ese período.

2.	 Las reuniones ordinarias subsiguientes de las Partes se celebrarán, a menos que éstas 
decidan otra cosa, conjuntamente con las reuniones de la Conferencia de las Partes 
en el Convenio. Las Partes podrán celebrar reuniones extraordinarias cuando en una 
de sus reuniones lo estimen necesario, o cuando cualquiera de las Partes lo solicite por 
escrito, siempre que, dentro de los seis meses siguientes a la fecha en que la solicitud 
les sea comunicada por la Secretaría, un tercio, como mínimo, de las Partes apoye esa 
solicitud.

3.	 En su primera reunión las Partes:

a)	 Aprobarán por consenso el reglamento de sus reuniones;
b)	 Aprobarán por consenso un reglamento financiero a que se refiere el párrafo 2 del 

artículo 13;
c)	 Establecerán los grupos y determinarán las atribuciones a que se hace referencia en el 

artículo 6;
d)	 Examinarán y aprobarán los procedimientos y los mecanismos institucionales especificados 

en el artículo 8; y
e)	 Iniciarán la preparación de planes de trabajo de conformidad con lo dispuesto en el 

párrafo 3 del artículo 10.

4.	 Las reuniones de las Partes tendrán por objeto:

a)	 Examinar la aplicación del presente Protocolo;
b)	 Decidir los ajustes o reducciones mencionados en el párrafo 9 del artículo 2;
c)	 Decidir la adición, la inclusión o la supresión de sustancias en los anexos, así como las 

medidas de control conexas, de conformidad con el párrafo 10 del artículo 2;
d)	 Establecer, cuando sea necesario, directrices o procedimientos para la presentación de 

información con arreglo a lo previsto en el artículo 7 y en el párrafo 3 del artículo 9;
e)	 Examinar las solicitudes de asistencia técnica presentadas de conformidad con el párrafo 

2 del artículo 10;
f)	 Examinar los informes preparados por la Secretaría de conformidad con lo previsto en 

el inciso c) del artículo 12;
g)	 Evaluar, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 6, las medidas de control;
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h)	 Examinar y aprobar, cuando proceda, propuestas relativas a la enmienda de este Protocolo 
o de cualesquiera de sus anexos o a la adición de todo nuevo anexo;

i)	 Examinar y aprobar el presupuesto para la aplicación de este Protocolo, y
j)	 Examinar y adoptar cualesquiera otras medidas que puedan requerirse para alcanzar 

los objetivos del presente Protocolo.

5.	 Las Naciones Unidas, sus organismos especializados y el Organismo Internacional de 
Energía Atómica, así como cualquier Estado que no sea Parte en este Protocolo, podrán 
hacerse representar por observadores en las reuniones de las Partes. Podrá admitirse 
a todo órgano u organismo, ya sea nacional o internacional, gubernamental o no 
gubernamental, con competencia en esferas relacionadas con la protección de la capa 
de ozono, que haya informado a la Secretaría de su deseo de estar representado en 
una reunión de las Partes como observador, salvo que se oponga a ello por lo menos 
un tercio de las Partes presentes. La admisión y participación de observadores se regirá 
por el reglamento que aprueben las Partes.

ART. 12. SECRETARÍA

A los fines del presente Protocolo, la Secretaría deberá:

a)	 Hacer arreglos para la celebración de las reuniones de las Partes previstas en el artículo 
11 y prestar los servicios pertinentes;

b)	 Recibir y facilitar, cuando así lo solicite una Parte, los datos que se presenten de 
conformidad con el artículo 7;

c)	 Preparar y distribuir periódicamente a las Partes informes basados en la información 
recibida de conformidad con lo dispuesto en los artículos 7 y 9;

d)	 Notificar a las Partes cualquier solicitud de asistencia técnica que se reciba conforme 
a lo previsto en el artículo 10, a fin de facilitar la prestación de esa asistencia;

e)	 Alentar a los Estados que no sean Partes a que asistan a las reuniones de las Partes 
en calidad de observadores y a que obren de conformidad con las disposiciones del 
Protocolo;

f)	 Comunicar, según proceda, a los observadores de los Estados que no sean Partes en 
el Protocolo la información y las solicitudes mencionadas en los incisos c) y d), y

g)	 Desempeñar las demás funciones que le asignen las Partes para alcanzar los objetivos 
del presente Protocolo.

ART. 13. DISPOSICIONES FINANCIERAS

1.	 Los fondos necesarios para la aplicación de este Protocolo, incluidos los necesarios para 
el funcionamiento de la Secretaría en relación con el presente Protocolo, se sufragarán 
exclusivamente con cargo a las cuotas de las Partes.

2.	 Las Partes aprobarán por consenso en su primera reunión un reglamento financiero 
para la aplicación del presente Protocolo.

ART. 14. RELACIÓN DEL PROTOCOLO CON EL CONVENIO
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Salvo que se disponga otra cosa en el presente Protocolo, las disposiciones del Convenio 
relativas a sus protocolos serán aplicables al presente Protocolo.

ART. 15. FIRMA

El presente Protocolo estará abierto a la firma de los Estados y organizaciones de integración 
económica regional en Montreal, el día 16 de septiembre de 1987, en Ottawa, del 17 de 
septiembre de 1987 al 16 de enero de 1988, y en la Sede de las Naciones Unidas en Nueva 
York, del 17 de enero de 1988 al 15 de septiembre de 1988.

ART. 16. ENTRADA EN VIGOR

1.	 El presente Protocolo entrará en vigor el 1º de enero de 1989, siempre que se hayan 
depositado al menos 11 instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación del 
Protocolo o de adhesión al mismo por Estados u organizaciones de integración 
económica regional cuyo consumo de sustancias controladas represente al menos dos 
tercios del consumo mundial estimado de 1986 y se hayan cumplido las disposiciones 
del párrafo 1 del artículo 17 del Convenio. En el caso de que en esa fecha no se hayan 
cumplido estas condiciones, el presente Protocolo entrará en vigor el nonagésimo día 
contado desde la fecha en que se hayan cumplido dichas condiciones.

2.	 A los efectos del párrafo 1, los instrumentos depositados por una organización de 
integración económica regional no se contarán como adicionales a los depositados 
por los Estados miembros de esa organización.

3.	 Después de la entrada en vigor de este Protocolo, todo Estado u organización de 
integración económica regional pasará a ser Parte en este Protocolo el nonagésimo 
día contado desde la fecha en que haya depositado su instrumento de ratificación, 
aceptación, aprobación o adhesión.

ART. 17. PARTES QUE SE ADHIERAN AL PROTOCOLO DESPUÉS DE SU ENTRADA EN VIGOR

Con sujeción a las disposiciones del artículo 5, cualquier Estado u organización de integración 
económica regional que pase a ser Parte en el presente Protocolo después de la fecha de su 
entrada en vigor asumirá inmediatamente todas las obligaciones previstas en el
artículo 2, así como las previstas en los artículos 2A a 2I y en el artículo 4, que sean aplicables 
en esa fecha a los Estados y organizaciones de integración económica regional que adquirieron 
la condición de Partes en la fecha de entrada en vigor del Protocolo.

ART. 18. RESERVAS

No se podrán formular reservas al presente Protocolo.

ART. 19. DENUNCIA

Cualquiera de las Partes podrá denunciar el presente Protocolo mediante notificación por 
escrito transmitida al Depositario una vez transcurrido un plazo de cuatro años después de 
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haber asumido las obligaciones establecidas en el párrafo 1 del artículo 2A. Esa denuncia surtirá 
efecto un año después de la fecha en que haya sido recibida por el Depositario o en la fecha 
posterior que se indique en la notificación de la denuncia.

ART. 20. TEXTOS AUTÉNTICOS

El original del presente Protocolo, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso 
son igualmente auténticos, se depositará en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

EN TESTIMONIO DE LO CUAL, LOS INFRASCRITOS, DEBIDAMENTE AUTORIZADOS A ESE 
EFECTO, HAN FIRMADO EL PRESENTE PROTOCOLO.

HECHO EN MONTREAL EL DIECISÉIS DE SEPTIEMBRE DE MIL NOVECIENTOS OCHENTA Y SIETE.

ANEXO A. SUSTANCIAS CONTROLADAS

Grupo		  Sustancia	 Potencial de agotamiento ozono*

Grupo I

CFCl
3
		  (CFC-11)			   1,0

CF
2
Cl

2
		  (CFC-12)			   1,0

C
2
F

3
Cl

3
		  (CFC-113)			   0,8

C
2
F

4
Cl

2
		  (CFC-114)			   1,0

C
2
F

5
Cl		  (CFC-115)			   0,6

Grupo II	
	
CF

2
BrCl		 (halón-1211)			   3,0

CF
3
Br		  (halón-1301)			   10,0

C
2
F

4
Br

2
		  (halón-2402)			   6,0

* Estos valores de potencial de agotamiento del ozono son estimaciones basadas en los 
conocimientos actuales y serán objeto de revisión y examen periódicos.

ANEXO B. SUSTANCIAS CONTROLADAS

Grupo		  Sustancia	 Potencial de agotamiento del ozono

Grupo I

CF
3
Cl		  (CFC-13)			   1,0

C
2
FCl

5
		  (CFC-111)			   1,0

C
2
F

2
Cl

4
		  (CFC-112)			   1,0

C
3
FCl

7
		  (CFC-211)			   1,0

C
3
F

2
Cl

6
		  (CFC-212)			   1,0

C
3
F

3
Cl

5
		  (CFC-213)			   1,0
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C
3
F

4
Cl

4
		  (CFC-214)			   1,0

C
3
F

5
Cl

3
		  (CFC-215)			   1,0

C
3
F

6
Cl

2
		  (CFC-216)			   1,0

C
3
F

7
Cl		  (CFC-217)			   1,0

Grupo II		

Cl
4
  		  tetracloruro de carbono		  1,1

Grupo III		

C
2
H

3
Cl

3
*	 1,1,1-tricloroetano

		  (metilcloroformo)		  0,1

* Esta fórmula no se refiere al 1,1,2-tricloroetano.

ANEXO C. SUSTANCIAS CONTROLADAS

Grupo		  Sustancias		  Número de	 Potencial de
 					     isómeros	 agotamiento del ozono*
Grupo I	

CHFCl
2
		  (HCFC-21)**		  1		  0,04

CHF
2
Cl		  (HCFC-22)**		  1		  0,055

CH
2
FCl		  (HCFC-31)		  1	 0,02

C
2
HFCl

4
		 (HCFC-121)		  2	 0,01 - 0,04

C
2
HF

2
Cl

3
	 (HCFC-122)		  3	 0,02 - 0,08

C
2
HF

3
Cl

2
	 (HCFC-123)		  3	 0,02 - 0,06

CHCl
2
CF

3
	 (HCFC-123)**		  -	 0,02

C
2
HF

4
Cl		 (HCFC-124)		  2	 0,02 - 0,04

CHFClCF
3
	 (HCFC-124)**		  -	 0,022

C
2
H

2
FCl

3
	 (HCFC-131)		  3	 0,007 - 0,05

C
2
H

2
F

2
Cl

2
	 (HCFC-132)		  4	 0,008 - 0,05

C
2
H

2
F

3
Cl	 (HCFC-133)		  3	 0,02 - 0,06

C
2
H

3
FCl

2
	 (HCFC-141)		  3	 0,005 - 0,07

C
2
H

3
F

2
Cl	 (HCFC-142)		  3	 0,008 - 0,07

CH
3
CF

2
Cl	 (HCFC-142b)**		  -	 0,065

C
2
H

4
FCl		 (HCFC-151)		  2	 0,003 - 0,005

C
3
HFCl

6
		 (HCFC-221)		  5	 0,015 - 0,07

C
3
HF

2
Cl

5
	 (HCFC-222)		  9	 0,01 - 0,09

C
3
HF

3
Cl

4
	 (HCFC-223)		  12	 0,01 - 0,08

C
3
HF

4
Cl

3
	 (HCFC-224)		  12	 0,01 - 0,09

C
3
HF

5
Cl

2
	 (HCFC-225)		  9	 0,02 - 0,07

CF
3
CF

2
CHCl

2
	 (HCFC-225ca)**		 -	 0,025

CF
2
ClCF

2
CHClF	 (HCFC-225cb)**		 -	 0,33

C
3
HF

6
Cl		 (HCFC-226)		  5	 0,02 - 0,10
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C
3
H

2
FCl

5
	 (HCFC-231)		  9	 0,05 - 0,09

C
3
H

2
F

2
Cl

4
	 (HCFC-232)		  16	 0,008 - 0,10

C
3
H

2
F3Cl

3
	 (HCFC-233)		  18	 0,007 - 0,23

C
3
H

2
F

4
Cl

2
	 (HCFC-234)		  16	 0,01 - 0,28

C
3
H

2
F

5
Cl	 (HCFC-235)		  9	 0,03 - 0,52

C
3
H

3
FCl

4
	 (HCFC-241)		  12	 0,004 - 0,09

C
3
H

3
F

2
Cl

3
	 (HCFC-242)		  18	 0,005 - 0,13

C
3
H

3
F

3
Cl

2
	 (HCFC-243)		  18	 0,007 - 0,12

C
3
H

3
F

4
Cl	 (HCFC-244)		  12	 0,009 - 0,14

C
3
H

4
FCl

3
	 (HCFC-251)		  12	 0,001 - 0,01

			 
C

3
H

4
F

2
Cl

2
	 (HCFC-252)		  16	 0,005 - 0,04

C
3
H

4
F

3
Cl	 (HCFC-253)		  12	 0,003 - 0,03

C
3
H

5
FCl

2
	 (HCFC-261)		  9	 0,002 - 0,02

C
3
H

5
F

2
Cl	 (HCFC-262)		  9	 0,002 - 0,02

C
3
H

6
FCl	(	 HCFC-271)		  5	 0,001 - 0,03

 
Grupo II

CHFBr
2

1 1,00

CHF
2
Br   (HBFC-22B1) 1 0,74

CH
2
FBr 1 0,73

C
2
HFBr

4
2 0,3 - 0,8

C
2
HF

2
Br

3
3 0,5 - l,8

C
2
HF

3
Br

2
3 0,4 - 1,6

C
2
HF

4
Br 2 0,7 - 1,2

C
2
H

2
FBr

3
3 0,1 - 1,1

C
2
H

2
F

2
Br

2
4 0,2 - 1,5

C
2
H

2
F

2
Br 3 0,7 - 1,6

C
2
H

3
F

2
Br

2
3 0,1 - 1,7

C
2
H

3
F

2
Br 3 0,2 - 1,1

C
2
H

4
FBr 2 0,07- 0,1

C
3
HFBr

6
5 0,3 - 1,5

C
3
HF

2
Br

5
9 0,2 - 1,9

C
3
HF

3
Br

4
12 0,3 - 1,8

C
3
HF

4
Br

3
12 0,5 - 2,2

C
3
HF

5
Br

2
9 0,9 - 2,0

C
3
HF

6
Br 5 0,7 - 3,3
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*  Cuando se indica una gama de PAO, a los efectos del Protocolo se utilizará el valor más 
alto de dicha gama. Los PAO enumerados como un valor único se determinaron a partir de 
cálculos basados en mediciones de laboratorio. Los enumerados como una gama se basan 
en estimaciones y, por consiguiente, tienen un grado mucho mayor de incertidumbre: un 
factor de dos para los HCFC y un factor de tres para los HBFC. La gama comprende un grupo 
isomérico. El valor superior es la estimación del PAO del isómero con el PAO más elevado, y 
el valor inferior es la estimación del PAO del isómero con el PAO más bajo.

**  Identifica las sustancias más viables comercialmente. Los valores de PAO que las acompañan 
se utilizarán a los efectos del Protocolo.

ANEXO D*. LISTA DE PRODUCTOS** QUE CONTIENEN SUSTANCIAS CONTROLADAS 
ESPECIFICADAS EN EL ANEXO A
 
									         Número de la partida
       Productos	                                                                                      	 arancelaria___

1.	 Equipos de aire acondicionado en automóviles y camiones 
	 (estén o no incorporados a los vehículos)	                                                                                                    ..................
 
2.	 Equipos de refrigeración y aire acondicionado/bombas de 
calor domésticos y comerciales***	        					      ..................

C
3
H

2
FBr

5
9 0,1 - 1,9

C
3
H

2
F

2
Br

4
16 0,2 - 2,1

C
3
H

2
F

3
Br

3
18 0,2 - 5,6

C
3
H

2
F

4
Br

2
16 0,3 - 7,5

C
3
H

2
F

5
Br 8 0,9 - 14

C
3
H

3
FBr

4
12 0,08- 1,9

C
3
H

3
F

2
Br

3
18 0,1 - 3,1

C
3
H

3
F

3
Br

2
18 0,1 - 2,5

C
3
H

3
F

4
Br 12 0,3 - 4,4

C
3
H

4
FBr

3
12 0,03- 0,3

C
3
H

4
F

2
Br

2
16 0,1 - 1,0

C
3
H

4
F

3
Br 12 0,07- 0,8

C
3
H

5
FBr

2
9 0,04- 0,4

C
3
H

5
F

2
Br 9 0,07- 0,8

C
3
H

6
FBr 5 0,02- 0,7

Grupo III

CH
2
BrCl Bromoclorometano 1 0,12
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p. ej.:	 Refrigeradore			   ..................
			   Congeladores			   ..................
			   Deshumificadore		  ..................
			   Enfriadores de agua		  ..................
			   Máquinas productoras de hielo	 ..................
			   Equipos de aire acondicionado y
			   bombas de calor	              	..................

3.	 Productos en aerosol, salvo productos
	 médicos en aerosol	                                                                                                   ...................

4.	 Extintores portátiles	                                                                                                    ..................

5.	 Planchas, tableros y cubiertas de
	 tuberías aislantes	                                                                                                   ..................

6.	     Prepolímeros	                                                                                                                                    ..................

*  Este anexo fue aprobado por la Tercera Reunión de las Partes, celebrada en Nairobi del 19 
al 21 de junio de 1991, de conformidad con el párrafo 3 del artículo 4 del Protocolo.

**  Excepto cuando se transportan en expediciones de efectos personales o domésticos, o 
en situaciones similares sin carácter comercial normalmente eximidas de trámite aduanero.

***  Cuando contienen sustancias controladas especificadas en el anexo A, tales como 
refrigerantes y/o materiales aislantes del producto.

ANEXO E. SUSTANCIA CONTROLADA

Grupo	         Sustancia	                  Potencial de agotamiento del ozono

Grupo I

CH
3
Br	     metilbromuro				   0,6

*   En este texto se incluye la última versión del Protocolo de Montreal relativo a las sustancias 
que agotan la capa de ozono, actualizado hasta marzo de 2000, con las enmiendas sucesivas 
de los distintos artículos aprobadas por las Partes en sus reuniones Segunda, Cuarta, Novena y 
Undécima. También incluye los ajustes de los niveles de producción y consumo de las sustancias 
controladas enumeradas en los anexos A, B, C y E del Protocolo, adoptados por las Partes en 
base a la evaluación realizada de conformidad con el artículo 6 del Protocolo en las reuniones 
Segunda, Cuarta, Séptima, Novena y Undécima. Cabe notar que los ajustes del Protocolo 
entran en vigor automáticamente seis meses después de la fecha en que el Depositario hace 
la notificación oficial pertinente, pero cada conjunto de enmiendas está sujeto a ratificación y 
no entra en vigor ni es vinculante para las Partes en esas enmiendas hasta tanto no haya sido 
ratificado por un número mínimo de Partes.
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      *  Los textos de los ajustes y enmiendas del Protocolo en su forma acordada por las Partes 
en el Protocolo en las reuniones de Londres, Copenhague, Viena, Montreal y Beijing pueden 
obtenerse por conducto del Depositario, el Secretario General de las Naciones Unidas, la 
Secretaría del Ozono del PNUMA o la Sección de Tratados de los Ministros de Relaciones 
Exteriores de los distintos gobiernos.
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